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INTRODÜGCIti. 


Ciuatro  ciencias  auidliaii  principalmente  el  estu- 
dio de  la  administración,  el  derecho  político,  la 
jnríspradencia  civil  y  la  economía  pública  y  la  esta* 
dística.  La  primera  le  señala  sus  fuentes  y  la  segun- 
da le  traza  sus  límites ,  le  comunica  sus  principios 
la  tercera  y  la  última  le  sugiere  datos  y  noticias. 

Entran  i  componer  toda  legislación  dos  canti- 
dades y  una  fija  y  constante  y  otra  variable  ó  movi- 
ble. Los  antiguos  jurisconsultos  explicaban  esta 
doctrina  distinguiendo  en  las  leyes  la  bondad  ab- 
soluta y  la  bondad  relativa ,  y  Mr.  Savigny  la  expo- 
ne didendo  que  son  dos  los  elementos  de  todo  de- 
recho y  el  técnico  y  el  politico. 

Constituye  el  elemento  técnico  la  reunión  de 
principios  y  de  reglas  ciertas  y  constantes  por  su 
naturaleza ;  de  modo  que  la  ley  viene  á  ser  la  ex- 
presión de  la  verdad  abstracta  y  susceptible  de  mo- 
dificadones  solamente  cuapdo  grandes  sucesos  exi- 
gen cambios  análogos.  La  estabilidad  forma  su 
esencia  y  la  mudanza  es  una  eseepcion. 
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El  elemento  político  del  derecho  es  la  base  en 
que  descansan  la  posibilidad  de  la  ley  y  la  utilidad 
de  su  aplicación.  Este  elemento  es  la  nación  misma 
para  quien  se  dicta ,  con  sus  necesidades ,  sus  ri- 
quezas y  SU  religión ,  su  carácter ,  sus  hábitos ,  su 
territorio  y  su  industria^  y  en  fin  con  todas  aquellas 
circunstancias  que  constituyen  la  historia  de  cada 
pueblo  y  se  manifiestan  en  su  jurisprudencia  con- 
suetudinaria. Estas  leyeS;  por  lo  mismo  que  son  de 
suyo  variables,  ceden  dificilmente  á  la  codificación. 

Cuanto  mas  uniforme  sea  el  derecho,  tanto  mas 
fácil  es  de  codificar;  y  de  ahí  nace  que  mientras  las 
leyes  civiles  fundadas  en  relaciones ,  si  no  invaria- 
bles, muy  permanentes,  fueron  codificadas  en  casi 
toda  Europa ,  las  administrativas ,  expresión  de  los 
mas  leves  accidentes  de  la  vida  social ,  no  se  han 
sistematizado  todavía  en  parte  alguna. 

A  decir  verdad,  la  codificación  del  derecho 
administrativo  compuesto  de  preceptos,  unos  de 
observancia  constante  y  general ,  y  otros  contrai* 
dos  á  una  época  ó  lugar,  ofrecería  graves  inconve- 
nientes y  leves  resultados  bajo  el  aspecto  de  la  fi- 
jeza ;  mas  siempre  será  mejor  para  los  administra- 
dos y  mas  favorable  á  la  ciencia  misma  reducirlos 
á  un  método,  que  abandonarlos  á  la  confusión  ac- 
tual con  su  libertad  de  razonamiento  y  su  falta  de 
sanción  positiva.  El  jurisconsulto  busca  en  vano  los 
principios  generales  que  pueden  auxiliarle  á  col- 
mar los  vacíos  de  la  jurisprudencia  y  á  resolver  las 
cuestiones  no  previstas  por  la  ley ;  y  el  no  juris- 
consulto pierde  mucho  tiempo  y  trabajo  en  hojear 
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yoluminosas  colecciones^  antes  de  encontrar  la  dis- 
posición adaptable  á  una  especie  ó  caso  dado. 

Hé  aquí  el  pensamiento  dominante  en  esta  obra. 
Codificado  el  derecho  administrativo  he  intentado 
exponer  los  principios  y  descubrir  las  reglas  é  in- 
vestigar la  consecuencia  en  esta  parte  de  nuestra 
legislación. 

Codificar  es  atributo  del  poder  legislativo,  cuan- 
do la  codificación  emana  de  la  autoridad  pública; 
mas  si  procede  de  una  persona  privada ,  no  tiene 
otra  fuerza  que  la  correspondiente  al  grado  de  con- 
fianza individual  que  merece  el  jurisconsulto;  y  asi 
establezco  la  misma  diferencia  entre  la  ley  y  este 
libro,  que  media  entre  un  código  y  un  tratado  cien- 
tífico de  derecho.  Mi  objeto  ha  sido  ordenar  por 
categorías  las  leyes  y  actos  administrativos  pa- 
ra facilitar  su  estudio  á  todo  el  mundo,  su  en- 
señanza en  las  aulas  y  á  las  autoridades  su  apli- 
cación. 

En  la  disposición  de  las  materias  he  seguido 
un  sistema  enteramente  nuevo  y  distinto  de  los  has. 
ta  ahora  recibidos.  Le  preferí  después  de  larga 
meditación  por.su  claridad  y  sencillez,  y  por  la 
perfecta  analogía  que  reina  entre  el  derecho  civil  y 
el  administrativo  que  son  dos  ramas  paralelas  de  la 
jurisprudencia ,  á  pesar  de  su  divorcio  en  las  uni- 
versidades del  reino.  La  rigorosa  filiación  de  las 
doctrinas  exige  desmembrar  á  veces  un  tratado  ó 
capitulo;  mas  esta  aparente  irregularidad  indica  que 
su  ordenación  no  depende  de  una  disposición  ar- 
bitraria de  las  ideas ,  sino  que  el  análisis  penetra 
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hasta  el  fondo  en  busca  de  relaciones  y  analogías 
que  no  salen  á  la  superficie. 

Si  hubiese  ciSdigos  especiales  para  la  adminis- 
tración y  hubiera  podido  concretar  mas  mi  trabajo; 
pero  á  falta  de  compilaciones^  he  creido  prestar  un 
servicio  al  estado  formando  un  copioso  repertorio 
de  legislación  y  jurisprudencia  administrativa  y  y 
acaso  ofreciendo  á  las  autoridades  un  guia  que 
las  conduzca  en  el  ejercicio  de  su  potestad  al  tra- 
vés del  confuso  laberinto  de  infinitas  leyes  ^  de- 
cretos ,  órdenes  y  reglamentos^  ordenanzas  é  ins- 
trucciones. 

JXo  es  sin  embargo  mi  obra  una  relación  des- 
camada de  las  disposiciones  administrativas^  sino 
una  exposición  crítica  en  la  cual  se  hallarán  á  cada 
paso  enlazadas  la  teoría  y  la  práctica^  habiendo  con- 
sultado las  tres  fuentes  de  esta  clase  de  doctrinas, 
á  saber,  la  ciencia,  la  historia  y  el  derecho. 
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CAPITULO  L 

Bel  e«tad«« 

I.— ^andamento  de  la  doeiedad  5.— Elementos  que  tpiápoQett  el 

política.  estado. 

í.— Origen  y  objeto  dei  poder  6.*Soberanía. 

social.  7. ^Acción  social  y  acción  úi- 

^.— Su  naturaleza  y  sus  formas.  dividual. 
i.'^Jdea  del  estado» 


f  i-^La  sociedad  no  faé  adquirida  ni  premediUda:  el  sis- 
tema de  las  con  venciones  ó  pactos,  como  origen  y  funda- 
mento de  la  asociación  civil,  repugna  á  las  leyes  de  la  orea- 
cioD,  porqae  supone  contingente  lo  qae  en  su  esencinesnie- 
cesarío.  La  sociedad  coexiste  y  coexistió,  siempre  con  el 
hombret  y  es  una  condición  inviolable  de  su  Uíple  naturia 
lezacomo  ser  físico,  moral  é  intelectual  &  un  tiempo.  El 
hombre  tiene  horror  al  aislamiento,  porque  fuera  de  la  so- 
ciedad no  vé  sino  la  nada»  y  su  espiritu  se  agita  dolorosa^ 
mente  en  el  vacio. 

9.— Asi  como  la  sociedad  nació  con  el  hombre,  asi  el  po- 
der apareció  cuando  la  sociedad.  Todo  lo  que  es  necesario 
encierra  en  si  mismo  la  razón  de  su  existencia;  y  conforine 
no  se  concibe  una  circunferencia  sin  un  centro,  tamppco  es 
posible  imaginar  una  sociedad  sin  poder  que  la  rija  y  la  go* 
bierne.  El  objeto  del  poder  es  el  bien ,  su  medio  el  orden, 
su  instrumento  la  ley,  su  esencia  la  justiciai  Ved  ahí  probar 
da  la  legitimidad  del  poder. 

Tono  L  i 
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t»-«B  poder  es  siettpre  üoo  y  el  uAtatio  en  tdte  1^  so- 
ciedades poIUiett,  pdfqúe  las  leyes  de  la  aaluraleui .  son 
eternas  é  inmutables ;  pero  las  formas  del  poder  son  va- 
rias y  de  institacion  poramenle  humana.  La  inquietud  del 
pensamiento «  la  veleidad  de  los  afectos ,  lo  instable  de 
nuestras  necesidades  y  deseos,  las  mismas  desigualdades 
naturales  impiden  qoe  haya  un  tipo  originario  de  orga* 
nizacion  política,  un  sistema  uniforme  y  permanente  de 
existencia  social.  La  Providencia  nos  ha  sefialado  el  término 
de  la  carrera,  nos  ha  indicado  la  senda  del  bien  y  puesto 
cerca  de  nosotros  los  medios  de  practicarla  breve  y  fácilmen- 
te: su  elección  pende  de  nuestro  libre  albedrío,  y  de  la  ma- 
nera como  usáremos  de  nuestra'  IHyeitad,  habremos  de  ser  los 
ÚDÍcos  responsables.  Esta  libertad  debe  moverse  dentro  de 
ciertos  Ihnites;  porque  sí  bien  la  naturaleza  no  impone  con- 
diciones determinadas  á  la  vida  en  sociedad ,  no  por  eso  deja 
dé  dictar  una  ley,  como  fundamento  de  aquella  existencia, 
á  saber,  que  sea  conformé  con  nuestra  organización  física ,y 
moral,  al  punto  que,  lejos  de  comprimir  al  individuo  con 
formad  políticas  extrañas  á  su  naturaleza ,  permitan  y  aun 
promuevan  y  aceleren  su  desarrollo  hasta  la  perfección. 

iL-^Una  sociedad  así  constituida  forma  uoouerpo  politíeo 
al  cual  llaman  eséado  6  nadan. 

El  e9tado4Í  la  nackm  es  «  un  conjunto  de  personas  que  vi- 
vien  en  eomun  bajo  un  régimen  legal.  i^  Según  esta  defini'- 
'ctoD  entran  á  componer  el  estado: 

I.  Un  número  de  personas  que  son  los  miembros  de  ta 
soeíedad  ó  individuos  de  la  asociación,  y  se  llaman  dudada^ 
nos:  como  tales,  se  hallan  revestidos  de  ciertos  derechos  y 
están  sujetos  &  ciertas  cargas  ú  obligaciones. 

II.  ün  poder  supremo  que  dictando  leyes  y  haciéndolas 
obedecer,  condoce  Ma  sociedad  según  sus  fines;  La  perso^ 
na  ó  cuerpo  revestido  de  es^  poder  se  denomina  súb$r4no  6 
gef€  del  isiado. 

S.--Toda  sociedad  política,  estado,  pueblo  ó  nación  debe 
poseen^,  es  decir,  abrigar  una  existencia  individual  bajo  sn 
forma  colectiva.  Esta  vitalidad  propia  á  la  oual  ñaman  Mhh- 
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pinimitía  6  muionaKiai,  se  reconoce  en  la  presencia  sinml^ 
tánea  de  dos  caracteres: 

I.  Uoa  Toiantad  espootinea  en  su  coacepcíoQ  y  libre  en 
8X9  Biaaiféslacioaes  para  que  la  ley  corresponda  á  laa  ideas 
¿  iBiereses  domíttantes  en  la  naciotí*  No  pitdiende^  ni  dehie«<^ 
do  esta  voluntad  coiectira  ser  aplicada  símaltáneattcaie ,  et 
precíseí  escoger  órganos  ó  tiftérpretes  legales  de  las.  necesi- 
dades 7  deseos  páfalteos,  y  constituir  una  autoridad  que  ejer« 
xa  la  faooltad  de  concentrar  y  reasumir  eo  una  voiantad 
simple  la  Toluatad  compleja  de  los  asociados. 

II.  Una  actividad  tamJiíen  libre  para  secundar  aquella 
voluntad,  pues  w>  basta  que  el  pensamieaio  cemat  sea 
concebido,  sino  qoe  es  necesaria  una  fverza  para  llevarlo  á 
qecucion.  Como  ios  conatos  individuales  encansiñados  á 
ejecutar  la  voluntad  general  prodocirian  tentatÍTas  divergen-* 
tes  ó  choques  rndes,  debió  erigirse  otro  poder «  ¿  quien  s^ 
confiase  la  dirección  única  de  la  actividad  social.  Asf  se  pnH 
dncen  movimientos  uniformes,  lentos  y  suaves,  eii.  vez.de 
impulsos  desiguales  y  conmociones  prorundas  y  repentinas^ 

•»^-^Por  manera  que  toda  nación  que  conserve  su  mdiei-*- 
dualidad^  mantendrá  vivas  y  poras  las  fuentes  de  su  volonf- 
tad  y  de  su  actividad  ambas  libres.  Solo  así  podrá  decirse  de 
ella  fue  retuvo  integro  el  poder  supremo  y  conservó  i atacta 
su  sabéraníé. 

Ejercer  la  soberanía  es  reasumir  en  una  voluntad  y  feer*- 
xa  social  lab  voluntades  y  las  fuerzas  legUimas:  de  les  in^ 
drviduosv  Ejercer  la  soberanía  es,  usando  una  profunda  e^ 
presión  die  Pascal,  referíi'  la  multkad  á  la  unidad  para  hutr 
de  la  anarquía,  y  la  unidad  á  la  multitud  por  al^r  el  despo^ 
tismo:  es  en  suma  alzar  el  régimen  de  la  libertad  polilíca 
sobre  tos  cimientos  indestructibles  de  la  libertad  individual. 

9. — De  la  precedente  doctrina  se  infiere: 

I.  Que  ni  las  voluntades,  ni  las  fuerzas  legitimas  de  los 
individuos  deben  ser  sustituidas  por  la  autoridad  social  si- 
no en  tanto  que  aquellos  no  puedan  ejercerlas  sin  peligro  y 
sin  inconveniente  por  si  propios.  La  iniciativa  individual  de- 
be gozar  de  la  mayor  latitud  posible,  sin  sujetarla  &  otras 
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reBtríecíones  que  las  qae  exigieren  el  respeto  al  derecho  de, 
cada  uno  y  el  bien  de  la  comunidad. 

Coando  el  derecha  de  los  indiTÍdaos  es  violado,. la  auto- 
ridad polilica  oprime;  y  si  la  sociedad  es  ofendida  en  loe  s«« 
yos,  no  reprime  lo  bastante.  En  la  fuerza  penal  hay  el  do« 
ble  caráeier  de  freno  v  sanción  de  la  libertad. 

II.  La  autoridad  social  tiene,  pues,  el  encarga  de  pro* 
clamar  aquella  voluntad  y  dirigir  aquella  fuerza,  para  pro« 
teger  la  espontaneidad  de  pensamiento  y  de  aiceion  en  cada 
individuo.  Asi,  el  estado  será  un  compuesto  de  distintas es^ 
feras  de  actividad,  cuyo  libre  juego  concurrirá  al  eslabletí- 
miento  y  conservación  de  la  armonía  general. 

La  historia  enseña  que  la  gloria  y  el  poderio  siguieroa 
siempre  á  las  naciones  en  donde  la  actividad  individual  ha 
sido  mas  respetada.  Entonces  la  sociedad  recoge  el  fruto  dti 
pensamiento  y  del  trabajo  de  cada  uno  de  sus  miembros.  Mas 
Bo  por  eso  deben  abandonarse  á  su  propio  movimiento  todas 
estas  esferas  de  actividad  social,  porque  dejándolas  obrar  lí-«>^ 
brómente  pudieran  destruir  la  unidad,  es  decir,  romper  el 
lazo  orgánico  que  debe  atraerlas  y  confundirlas  en  an  todo. 
La  civilización  antigua  incurrió  en  el  extremo  de  aglomerar 
•n  el  estado  toda  la  vida  social ;  y  á  la  edad  media  se  le  ln-< 
trepó  con  justa  tazón,  el  esparcimiento  de  esta  vida  en  bO" 
neficio  de  ciertos  hombres  y  corporaciones.  A  la  autoridad 
social  corresponde  conservar  el  equilibrio  entré  las  fuerzas 
individuales  que  pugnan  por  adquirir  una  independencia 
anárquica,  y  las  fuerzas  sociales  que  propenden  á  unacoa^ 
üentracion  despótica.  Es  el  eterno  {irobiemade  la  alianza  até 
orden  con  la  libertad. 
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CAPÍTULO  II. 

■  •  • 

Del  gobierna. 

•  •  •  '  ■ 

Sf-^Idea  del  poder  político.  de  los  poderes  políticos.. 

9.-^trób¡erno.  11. — Pod^er  «jécutÍYO. 

)0.-^Glasiflcftcibfi  y'drfitribacion 

9.— Poder  es  querer  con  eficacia:  donde  no  hay  votüot^ 
ptracoúcebír  y  fuerza  para  ejecutar,  alH  no  existe  poder,  de 
niiiguaa  espeoie.  La  volontad  sola  significa  on  pensamiento 
estérU  ó  un  deseo  ineficaz:  la  fuerza,  también  sola,  supone 
im  iiislnimQnto  ciego,'  un  acto  de  obediencia  pasiva.  En  es* 
téseiitMo  na  hay  sino  un  sdlo  poder  político^  cuya  idea  tBa« 
exacta  «s  «la  voluntad  social  espresada  por  el  órgano  de  sua 
intérpretes  legítimos,  y  seguid» de  efectos.»  Por  manera  qae 
la  vida  de  las  sociedad'es  se  revela  en  el  libre  ejercieio  de 
estas  dos  faca  I  tadeis,  deliberación  y  y  ^tudon ,  quecorrespon* 
den  á  la  voluntad  y  aecion  humanas.  Tan>  totimo  es  el  enla* 
06  qae  existe  entre  h  organización,  del  individuo  y  la  del  es- 
Udo,  entre  la  psieología^y  la  política. 

••—«Si  déUbemf  y  ejecutar  son  funciones  propias  del  goe 
Merno^,  gobernar  será  «dirigir  la  f)oluntad  y  eneaminar  la 
aecioit  social  hacía  el  bien  común.»  £1  gobierno  ejerce  o^t 
podi^  general  sustituido  á  los  poderes  individuales;  y  en  cs^ 
te  sentido  sé  dice  qne  el  gobierno  es  la  personificación,  del 
estado. 

El  gobierno,  en^  si^  acepeíoA  más  hta,  reasume  todos  tos 
poderes  púMicos^ó  mejor  dicho,  posee  la  plenitud  de  las 
foneiones  propias  del  único  poder  social  existente:  díctala 
ley,  declara  e)  derecho  y  provee  al  bien  comua,  ó  legisla, 
jtnga  y  administra.  * 

t0.-^Bsta  triple  acción  legislativa,  judicial  y  administra- 
tilña,  se  ha  desmembrado  por  el  influjo  de  las  teorías  poUii'- 
cas;  qbe  no  eo&sienten  tamafia  aglomeración  de  foerzas  so^ 
cíales  en  manos  de  una  sola  persona  ó  corporación.  «Cuan- 
do el  poder  legislativo,  dijo  Montesquieu,  se  reúne  conel 
poder  eiecutivo  en  la  misma  persona  6  cuerpo  de  magistra- 


• 

tura,  DO  existe  la  libertad,  porque  es  de  temer  qoe  el  mis- 
mo monarca  ó  el  mismo  senado  dicten  leyes  tiránicas  y  las 
bagan  ejecutar  tiránicamente»  Tampoco  hay  libertad,  si  el 
poder  de  juzgar  no  está  separado  del  poder  legislatiro  y  del 
ejecoltro.  Si  estuviese  junto  con  el  poder  legislatitOt  la  tf- 
da  y  la  libertad  de  los  ciudadanos  quedarían  á  merced  4^ 
un  poder  arbitrario.  Si  se  uniese  al  poder  ejecutivo,  el  juez 
pudiera  llegar  á  oprimir  (4). » 

De  aqui  nació  la  teorfa  mal  llamada  del  equilibrio  ó  ba^ 
lanza»  y  mej^r  dicha,  de  la  limitación  de  los  poderes.  CuaU 
quiera  que  sea  b  organización  política  de  un  estado,  si  fae*^ 
re  libre,  sus  poderes  públicos  se  limitarán  reciproeameolet 
IKMrque  todo  poder  ilimitado,  es  un  poder  absoluto,  íjadeüni^ 
do,  que  destruye  los  derechos  individuales  6  puede  arreba-» 
Udrles  su  precaria  existencia. 

Por  esta  caa^  se  depositó  la  legislación  en  asaonbleas 
deliberantes»  la  justicia  en  una  magistratura  inamofible  y 
la  administración  en  un  gobierno  responsable. 

ítt«-^iy iiiiní5<rar ,  pues,  equivale  á^oi^mar;  es 4ecir» 
ejercer  el  poder  ejecutivo.  Ahora  se  deja  ver  que  la  palabra 
gobierno  es  anfibológica,  pues  ya  no  significa  como  ant»  la 
«urna  de  los  poderes  públicos,  ni  determina  la  organiíaeiM 
pelitica  de  un  estado  ó  saconstilwion ;  sino  que  espresa sO'* 
iamenie  la  idea  de  aun  poder  central  que  representa  á  la  s^ 
icíedad  en  la  persona  de  un  gefe  investido  con  todas  las  fa^ 
cultades  necesarias  para  hacer  cumplirla  ley;  pero  sin  atrir 
b«ciones  en  cuanto  á  ta  legislación  y  á  la  justicia.» 

El  gobierne,  asi  limitado,  dispone  del  poder  ejecutivo 
en  el  cual  ae  comprenden  la  po/í/ica  y  la  administración  prot 
píamente  dicha.  La  primera  imprime  una  dirección  moral  i 
la  sociedad ,  mueve  y  ordena  los  poderes  constitucionales  y 
restablece  entre  ellos  la  {Perturbada  armenia.  Tales  saniius 
funciones  en  lo  interior.  La  poluica  exterior  veta  per  los  ím- 
tereses  colectivos  del  estado,  diri^jiendo  sus  relaciones  dir 
plomáticas  ó  eomerciales,  ya  pacificas,  ya  belicosas  con  las 
potencias  extranjeras. 

(1)    Esprniu^ku  Ityes^Ub.  XI,  cap.  vi. 
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EalM  fiiocioiBeft  809  dto  oo  qrden  tan  elevado «  qxst  puede 
afimnarse  qfie  la  poHbíea  regula  y  atempera  b actividad  ao- 
cial»  y  coAcierta  iodos  sus  iiM>viaiíenCo8,  imprímiéDdolaa  un») 
DiisBia  direccioo  y  subordinándolos  á*  un  solo  impulso. 

CAPÍTULO  ni. 

He  la  admlnirtraejom* 

IS.—0¥jelo  de  la  administración  14.«-ObjeloB  de  lá  adíoioíBtra^ 

pura.                    «  cioo  práctica. 

13.— Fin  de  la  ciencia  adminis-  15.— Necesidades  publicas  qae  1» 

traÜYa.  administración  satisface. 

t9.— La  administración  considerada  en  abstracto,  é  la  ai* 
másúfraetotí  pura^  es  ael  conjunto  de  principios  y  reglas  que* 
determinan  las  relacioMS  entre  el  estado  y  sus  miembros.»^ 

La  existencia  colectiva  de  los  hombres  que  viven  bajo' 
unas  mtsmas  leyes  y  están  regidos  por  un  mismo  gobierno, 
e^  el  origen  de  una  multitud  de  conexiones  nuevas  de  den* 
de  nacen  derechos  y  deberes  especiales.  T  asi  como  la  reli- 
gión determina  nuestras  relaciones  para  con  Dios,  la  moi*ali 
nueslra  conducta  privada,  la  justicia  tos  derechos  civiles  y 
la  potl|¡ca  exterior  el  derecho  común  de  los  estados;  asi  la 
ciencia  administrativa  estudia  y  sefiala  las  relacionen  qne 
conviene  establecer  entre  los  gobernantes  y  los  gobernados; 
orden  de  derechos  y  deberes  intermedio  respecto  á  la  jus«- 
tieia  y  á  la  política  internactonal. 

ts.— La  ciencia  de  la  administración  abraza  todos  los  in- 
tereses, las  necesidades  todas  de  la  sociedad.  Fomentar  el 
bien;  combatir  el  mal,  ora  nazcan  de  causas  físicas,  ora  pro* 
cedan  de  un  origen  moral;  tal  es  la  tarea  inmensa  del  poder 
adoMoistrative.  Es  una  verdadera  Providencia  de  los  estados, 
porque  debe  ser  siibto ,  previsor  y  estar  siempre  despierto  y 
presente  en  todas  partes. 

t4.— La  administración  aplicada  acompafia  al  hombre 
desde  la  cuna  hasta  el  8epttkc&,  y  ^davla  antes  y  después 
de  estos  linderos  del  mundo  tiene  deberes  que  cumplir, 
porque  espera  á  las  generaciones  en  las  puertas  de  la  vi-r 
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da  y  vela  por  su  reposo  en  ta  mansión  de  loa  muertoa. 

La  administraeioD  es  cual  otro  áogel  tutelar  del  hombre, 
poique  á  cada  paso  que  damos  en  la  sociedad  corresponde 
un  acto  administrativo  que  nos  ampara  ó  nos  reprime;  de 
suerte  que,  en  medio  del  absoluto  aislamiento  de  nuestros 
conciudadanos,  todavía  no  vivimos  solos,  pues  la  autoridad 
de  la  administración  nos  sigue  á  donde  quiera  y  vela  de 
contino  á  nuestro  lado. 

Las  escuelas  públicas  del  arte  obstetricia  y  los  asilos  de 
maternidad  prueban  que,  antes  de  nacer,  somos  Va  objeto  de 
la  solicitud  paternal  de  la  administración.  La  débil  infancia» 
la  frágil  adolescencia,  la  edad  adulta,  la  achacosa  senectud, 
hallan  siempre  amparo  y  protección  en  este  benéfico  poder. 
Por  él  halla  el  expósito  nodriza,  la  juventud  recibe  enseflan^ 
za,  la  edad  viril  trabajo,  la  vejez  socorros,  el  eafermo  la 
saiad,  el  desvalido  amparo,  el  vicioso  enmienda  y  castigo  el 
criminal.  Si  la  abundancia  reina  en  los  pueblos:  si  la  bara* 
tura  proporciona  alimentos  sanos  y  agradables  al  mas  humil- 
de habitante:  si  una  variedad  infinita  de  articules  de  cono-" 
didad  y  de  Ipjo  hacen  amable  la  vida;  á  la  administración  io 
debemos,  pnes  protegiendo  la  industria,  fomenta  la  riqueza, 
y  abriendo  caminos  ó  canales,  difunde  el  comercio.  Si  las 
maravillas  del  arte  nos  encantan  y  suspenden,  ó  el  áuraem* 
balsamada  de  un  paseo  ó  de  un  jardin  público  halaga  nues- 
tros sentidos,  tales  placeres  la  administración  nos  los  pro*» 
cura,  pues  cuida  del  ornato  de  los  poeblosy  del  bienestar 
de  sus  habitantes,  y  promueve  todo  género  de  bienes  cons- 
truyendo estas  obras,  plantando  aquellos  árboles  ósembrao^ 
do  aquellas  flores. 

Nada  hay  indiferente  para  la  administración  desde  lo 
mas  grande  hasta  lo  mas  pequefío;  ó  por  mejor  decir,  nada 
parece  pequeño  á  los  ojos  de  una  administración  solicita  por 
el  bien  del  estado,  porque  las  cosas  mínimas  en  la  vida  pri-^ 
vada  adquieren  gigantescas  proporciones  en  la  existencia  so- 
cial; de  que  se  infiere  que  so  mirada  debe  ser  penetrante» 
SQ  voluntad  firme ,  permanente  so  acción  y  so  perseverancia 
infatigable^ 
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El  objeto,  pnes,  de  la  admiaislraoioa  sod  las  necesida'^ 
des  maíeriaUs  y  morales  de  los  poeblos :  su  fin  salisfacerlas 
coa  la  mayor  amplitud,  y  á  costa  de  sacrificios  leves  cuan- 
to fuere  posible.  Este  principio  requiere  las  siguieoles  ex- 
pKcaciones. 

t&.—  I.  Por  necesidades  morales  no  se  entienden  taa 
solo  las  relativas  al  corazón,  sino  también  lasque  nacen  del 
pensamiento  ó  las  nteaidédesinhUctnales. 

II.  La  administración  no  solo  acude  i  sattsCaeer  las  oe* 
cesidades  existentes,  sino  á  precaver  las  futuras,  como  que 
uno  de  los  caracteres  de  la  acción  administrativa  es  parti- 
cipar antes  del  régimen  frev$ntit)o,  que  del  represivo,  mas 
análogo  i  la  naturaleza  de  la  acción  jodiciai. 

lU.  Estas  neeesidades  no  soft  tan  solo  del  nAmeve  de 
aqoettts  taya  satisfacción  es  da  rigor  para  la  conservación  de 
la  sociedad 9  sino  también  las  condocenles  ásn  perfección? 
adelas  tos. 

lY.  Cumple  á  la  administración  no  aevdir  á  la  satisfac* 
eioa  de  otras  necesidades  que  las  públicas^  y  de  estas,  solo 
atiende  á  las  que  no  puedan  abandonarse  sin  inconveniente 
y.sin  peligro  á  la  actividad  indi  vidual.  Regla  general:  el  go- 
bierno jamás  debe  bacer  lo  que  la  sociedad  sabe  y  puede  ha* 
cer  por  si  misma. 

Hay,  pues,  ana  vida  oKM'al  y  social,  separada  de  la  vida 
oficial  y  politica,  y  descúbtese  en  las  naciones  una  marcha 
natural  en  que  la  administración  no  puede  intervenir,  sin  so* 
focar  todo  sentimiento  individual  y  sin  trastornar  las  leyes 
del  orden,  sustituyendo  una  voluntad  ciega  y  forzada  al  mo* 
viniieiito  espontáneo  y  colectivo  de  los  hombres.        ' 

.Aun  dentro  de  estos  limites  la  administración  abraza  la 
existencia  enterado  la  sociedad,  su  pasado,  su  présenle  y 
siLÍaCnro»  y  por  eso,  prever,  ver,  proveer  son  tres  palabras 
qne  reasumen  todos  los  actos  de  todos  los  gobiernos. 
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CAPÍTULO  IV. 

He  la  aeelon  admlnlsirailTa* 

16.— Qoé  86  entiende  por  acción    18.— Con  respecto  áUsperiOiiM* 
adminUtrati?a?  19.— RelatiYamento  A  laacoais* 

17. — Reglas  de  esta  acción. 

t«.— La  sociedad  es  eseacíalmeBie  aclÍYa,  porque  áoñ^ 
de  hay  vida  hay  movímíeolo;  pero  esta  actividad  nota  puede 
ejercer  por  si  propia.  Necesita  toda  naciou  una  cabeza  que 
piense  y  un  brazo  que  obre.  Su  cabeza  pensadora  es  el  po- 
der le^íslatÍTO  y  el  administrativo  su  brazo  fuerte. 

La  accioQ  adaiioistraliva  es  por  consiguiente  la  misma 
actividad  social ,  ó  la  reflexión  de  las  fuerzas  individoales 
que  se  conoentran  para  constituir  el  poder  político,  el  oaai 
las  irradia  para  formar  la  adminislracioo.  De  suerte  que  la 
acción  administrativa,  no  supone  la  intervención  de  ftiDga- 
na  voluntad  ni  fuerza  extrañas;  sino  la  organización  de  las 
fuerzas  y  de  las  voluntades  ingénitas  en  la  sociedad  per  el 
solo  hecho  de  la  asociación. 

tv.— «La  acción  administrativa  debe  ejercerse  en  los  hon>> 
bres  y  en  las  cosas. 

En  los  hombres:  porque  como  el  gobierno  ni  absorbe  ni 
debe  absorber  de  tal  manera  al  individuo  que  le  prive  de  sn 
actividad,  resulta  que  esta  justa  libertad  permite  nacer  y  des- 
arrollarse en  el  hombre  ciertos  sentimientos  privados,  ya  fa» 
vorables,  ya  adversos,  ora  convergentes,  ora  divergentes  con 
respecto  al  objeto  y  al  fin  de  la  sociedad.  Asi  que  hay  unas  in« 
clinaeiones  jooaífs,  antiioeiales  otras  y  otras  mi$ta$.  Aqoo* 
lias  son  las  compatibles  cod  elbien  público  cnya  satisfacción, 
por  esta  causa ,  no  tiene  limites  definidos  por  la  ley :  las 
siguientes  son  las  hostiles  á  la  felicidad  general,  y  las  últimas 
pertenecen  i  on  tercer  género  de  sentimientos  tociaUs  haetu 
cierto  punto,  mas  allá  del  cual  degeneran  en  aníisociaUs. 

La  acción  administrativa  debe  proteger  la  satisfacción  de 
los  sentimientos  amigos  de  la  sociedad ,  combatir  loa  enemi- 
gos y  moderar  los  propensos  á  un  fácil  abuso. 
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k  U  direccioa  qve  á  cada  iadíviduo  imprime-  la  vaciedad 
d^seaUmiéii(o3  é  ioclinacioaes  quetielerminaQ  su  coaduct^, 
llaman  inierés  pariicular;  y  la  suma  de  todos  los  iotereses 
priva4o6  corapooe  i^l  bien  público  ó  la  felicidad  generaL 

Coando  varios  ¡akereaes  privados ,  iaocentes  todos  res* 
pf^^  &  la  sociedad «  soa  aatipáticos  entre  si ,  la  accipp  tá^ 
nMnistratíva  debe  suavizar  su  choque;  sí  son  simpatía, 
fundirlos;  si  divergentes,  concentrarlos;  si  afines,  no  turbar 
sq  repaso.  £1  orden  social  exige  que  en  vez  de  una  pinralí-» 
dad  egoisla  >  reine  en  la  sociedad  la  unión  aroióníca  de  to- 
dos las  intereses;  y  en  vez  del  tumulto  de  las  hostilidades 
individuales  iriunfa  un  gofhierno  unit^io  y  qyia  administrar 
Clon  «moderadora. 

De  lo, dicho  se  infiere  que  la  acción  administrativa  no 
puede  ser  pura  y  simplemente  negativa  ó  indirecta ,  limita-* 
da  á  remover  loa  obstáculos  al  desarrollo  del  pensamiento  j¡ 
del  trabajo  individual;  es  preciso  que  sea  también ^^oaitiya  ó 
direola#  tomando  ja  administración  la  ¡piciativa  en  los  casos 
en  4|ue  el  interés  particular  es  d^l  4  ciego »  ^ís^prdan^e^ 
soapecboso.  »  ' 

^9»-*I«a  má^cima  de  dg'ar  obrar  ó  no  gobernar  demasiado^ 
consecuencia  de  aquella  otra  libertad  en  todo  y  para  todos, 
carece  de  exactitud  en.el  fondo  y^e  conveniencia  en  la  apli- 
cación. Si  es  cierto  que  debe  la  administración  respetar  la 
actividad  individual,  también  es  verdad  que  para  regulari- 
zar el  ejercicio  de  estas  fuerzas  dentro  del  estado ,  se  nece- 
sita un  poder  activo  y  fuerte  encargado  de  aplicar  la  ley  á 
todos  los  derechos  y  de  medir  con  equidad  todos  los  intere- 
ses. Todos  deben  ser  pesados  en  la  miauía  )>alanza;  pot  ma*^ 
nera«  que  la  administración  ejecuta  un  trabaje  de  pondera- 
ción y  equilibrio,  imposible  de  acabar  con  solo  estar  dotada 
de  un  poder  negativo ,  de  un  veto  ifue  entorpece ,  pero  ao 
confiere  autoridad  alguna  coeiicitíva.  SI  gobierno  nO  es  solo 
un  escudo;  e$  también  una  palanca. 

t^w^^La  acción  administrativa  se  emplea  además  «n  las 
cosas,  porque  ya  pertenezcan  estos  bitnea  al  dominio  públi- 
co, ya  foffnea  la  propiedad  particular ,  son  siempie  medios 
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de  satisfacer  naestras  necesidades  y  recursos  de  naestra 
existencia;  por  lo  cual,  quien  atenta  contra  las  cosas  atenta 
indirectamente  contra  nuestra  vida. 

Cuando  las  cosas  tienen  un  carácter  nociro;  si  daftan  á 
nuestra  existencia  en  vez  de  favorecerla ,  entonces  la  acción 
administrativa  interviene ,  igualmente  para  destruir  ó  debi«* 
litar  los  gérmenes  del  mal,  ó  convertirlo  en  bien,  si  fuese  pc^ 
sible.  Asi  es  como  la  acción  administrativa  lucha  aquí  con 
los  elementos  oponiendo  diques  al  mar ,  alti  combate  el  ri  • 
gor  de  tos  climas  descepando  bosques  para  q^ie  lleguen  I09 
rayos  del  sol  á  una  tierra  cenagosa,  ó  plantando  árboles  que 
atraigan  benéficas  lluvias  y  fecundicen  ardientes  arenales. 

La  acción  administrativa  con  respecto  á  las  cosas  es  po« 
sttiva  y  negativa  también ,  como  queda  dicho  de  las  perso- 
nas. Garantizar  las  propiedades  es  remover  obstáculos  al 
desarrollo  del  trabajo  individual ,  y  por  tanto  equivale  i 
ejercer  uba  acción  indirecta  ó  negativa;  mas  desecar  una  la-* 
guna  para  purificar  una  atmósfera  infecta,  construir  un  ca- 
mino ó  abrir  un  canal  qoe  ponga  en  contacto  un  centro  de 
producción  con  un  foco  de  consumo,  esto  es  obrar ,  no  im«- 
pedir ;  es  en  soma  hacer  uso  de  un  poder  directo  y  positivo. 

CAPÍTULO  V. 

j 

Caracteres  fenerales  de  la  adminlsiraeleii» 


SO.— Verdad  absoluta  en  laad-    ^9, ^Generalidad. 
mÍDislracioo.  ZO,^  Perpetuidad, 

21 .— Priocipioa  de  la  ciencia  ad-    31 .  -^Prontitud, 


minislralifa. 

S2.— Fundamento  de  sus  reglas. 

23.— Teoría  general  déla  ciencia. 

24.«-OrgaDÍsaclon  administra- 
Ufa. 

25.— Caracteres  de  toda  admi- 
nistración. ' 

26.-«AllALO€ÍA. 

27.— Actividad. 
2S.— Condiciones  de  ladllúm  ad- 
flúnietniliva. 


Z^,^  Energía, 

33.— GBIlTBALlZAClOIf. 

34.— Idea  de  la  centraliucion 
adminJttraÜYa. 

35» — Su  necesidad  en  el  drden 
adminislrat¡vo«  en  el  polí- 
tico 7  en  el  cítíI. 

36  «—Límites  iacíerlos  de  Ja  ttn- 
tralízacioo. 

37.— Unidad,  como  base  de  la 
eeairallucion  adninisirativa 
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3^-*CaoM8d«  U  QoidMl  admi-  la  cenlrriízMioD. 

nistratifa.  48.-^La  ceúlralizacion  iQaa  noce* 
39. — Topogra&a.  saria  en  los  gobiernos  po~ 

40.-— Historia.  palares. 

41.— Legislación:  49.-^]iidbpenobncia. 

42. — Economía.  50. — Potestad  coercitiTa  de   la 
43.— Beligion.  administración. 

44. — ^InconYeoieotes  j  peligros  SL^^RiaroNSABitiiiiAD. 

de  la  centrativacioo.  52.— Amovilidad  de  los  .agentes 
45. — Orden  publico.  administrativos. 

46.— Libertad  política.  53. — Resumen  del  capítalo. 
47.— Argovieiitos  en  contra  do. 


I.— lia  cieada  administratifa  enseña  pocas  reglas  fijas 
y  verdades  absolutas  para  dirigir  según  ellas  la  acción  del 
gobierno  con  respecto  á  los  intereses  públicos.  Mil  géneros 
de  necesidades  todas  distintas ,  la  movilidad  constaale  de 
los  elementos  sociales,  su  combinación  tan  varia,  hacen  que 
lal  nación  exija  cuidados  muy  diversos  respecto  de  otra,  al 
parecer  scmejantei  y  que  na  pueblo  hoy  no  ise.  admiaiatre 
de  igual  manera  mafiana.  Asi  como  el  individuo  se  renueva 
á  cada  instante  de  la  vida,  asi  también  cambian  los  estados, 
sucediéadose  unas  k  otras  generaciones,  como  las  olas  ea  ei 
marf  trayendo  siempre  algo  nuevo  la  que  se  acerca,  y  lie-* 
vando  algo  suyo  la  que  se  extingue.  Por  eso  la  ciencia  de  la 
administración  debe  ser  variable  y  el  poder  que  la  aplica 
muv  OexiMe. 

91.— No. obstante  la  instabilidad  de  las  doctrinas  admi- 
nistrativas ,  todavía  podemos  oponer  á  la  flucUiaeion  de  las 
ideas  aplicables  la  inmovilidad  de  ciertos  principios.  En- 
tran á  componer  las  teorías  de  la  administración  dos.  can- 
tidades, la  ana  fija  y  constante,  y  la  oirá  variable  é  indeft-^ 
nida:  aquella  constituye  la  verdad  absoluta  y  estala  verdad 
relativa, 

M*— En  la  economía  política,  que  es  la  ciencia  de  laad^ 
minisiracion  pura,  debemos  buscar  las  reglas  del  arte  de 
gobernar  los  estados,  cuidando  siismpre  de  distinguir  con 
suma  claridí^  lo  abstracto  de  lo  concreto,  esto  es,  lo  que 
exige:  ta  verdad  eienUfica  que  inquiere  el  filósofo,  de.lo  que 
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reclama  la  verdad  de  coaveníencía  qoe  debe  realnar  el  ee« 

iadista. 

•  * 

ts.— Como  no  se  descubre  fácilmente  la  analogía  entre 
losados  del  orden  administrativo,  puesto  que  su  prodigiosa 
multitud  impide  clasificarlos  por  categorías,  su  aislaaiento 
no  permite  establecer  comparaciones  exactas  y  sa  variedad 
infinita  no  consiente  sujetarlos  á  reglas  uniRormes  de  protec- 
ción y  fomento;  de  ahi  vieneque  no  tengamos  una  teoría  ge^ 
neral  de  la  ciencia  administrativa ,  y  que  con  la  experiencia 
ó  práctica  de  los  negocios  se  adquiera,  mas  que  con  los  es- 
tudios teóricos,  aquel  don  del  acierto  para  guiar  los  estados 
que  solemos  llamar  tacto  gubématito  ,6  ion  del  eensifo,  en 
lenguaje  de  Alvarot  Osorio. 

No  presentaremos,  pues,  máximas  vagas  acerca  de  los 
deberes  generales  de  la  administración  ó  doctrinas  centro-* 
vertibles  de  nlilrdad  incierta  y  aplicación  dudosa.  Agrupan* 
do  las  ideas  aioes  podremos ,  sin  embargo,  desentrafiar  lo 
que  iMibiere  de  mas  común  en  su  variedad  y  de  mas  cons«» 
lAUte  en  su  fluctuación. 

•d.—Mas  si  la  ciencia  ensena  tan  peco  en  cuanto  á  la 
acción  general  de  la  administración,  algo  de  mas  concreto 
se  descubre  en  las  doctrinas  tocantes  á  la  organitacion  ad* 
minisirativa. 

•••-^A  cinco  pueden  referirse  todas  las  condiciones  or» 
gánicas  de  la  administración  ó  ios  caracteres  propios  de  la 
organización  administrativa  de  cualquier  estado. 

MU.^  I.  Im  administraeion  debe  ser  análoga  i  las  insíi^ 
iuciones  polUieas  de  cada  nación. 

Vico ,  hablando  del  derecho  común ,  asentó  la  máxima 
que  los  gobiernos  debían  ser  conformes  con  la  naturaleza  de 
los  gobernados;  y  á  los  cambios  que  sufrieron  los  elementes 
constitutivos  de  la  sociedad  romana^  atribuye  el  sabio  es* 
uritor  la  sucesión  de  aquellos  periodos  legales  que  los  jnris- 
eoosultos  llaman  época  de  la  jurisprudencia  antigua ,  msdié 
y  nueva. 

Si  eslo  es  verdad  en  cuanto  á  las  leves  civiles,  con  mas 
misa  puede  aplicarse  y  se  apKea  en  efecto  á  las  institución 
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069  administratlvis ,  las  Goales,  como  emanan  directa  é  iii- 
nediatamenlede  las  políticas,  nacen  6*perecen,  seperKcéiO' 
ttaa  ó  corrompen  con  ellas. 

El  código  potitíco  regnlariza^l  principio  de  la  autoridad, 
determina  tas  relaciones  del  estado  coa  tos  cindadanos  y  de 
estos  con  el  estado,  clasifica  y  distribuye  los  poderes:  la  ad- 
tunistracíon  practica  lo  que  ei  código  establece ,  anima  la 
ley  y  trasfef  ma  en  precepto  viro  una  letra  muerta. 

La  misma  conexión  íntima  que  hay  entre  los  principios  y 
sos  necesarias  coosecnencias ,  la  misma  existe  entre  las  le- 
yes fnndamentales  del  esta^  y  las  orgánicas  de  la  adminis* 
Iracioa,  y  entre  estas  y  las  secundarias;  porque  si  aquellas 
erigen  los  poderes  ^  la  administración  seAala  á  cada  uñosa 
manera  de  ser  y  obrar,  comunica  á  lodos  el  espíritu  reinan>« 
te  en.  la  ley  política  y  les  imprime  formas  exteriores  homo-* 
géaeas  y  simétricas  relatitamente  k  la  organización  cons- 
titucional y  á  la  naturaleza  desús  respectivas  funciones.  Por 
esta  razón  coexisten  siempre  tales  principios  políticos  con 
Uile»  instituciones  administrativas  que  las  desarrollan ;  y 
por  eso  también  se  observa  que  cuando  una  constitución  se 
modifica,  la  administración  sufre  aL  instante  reformas  análo^ 
gas ;  de  suerte  que  el  cambio  es  casi  simultáneo  en  la  cabe- 
ala  y  en  los  miembros.  El  orden  natural  de  las  sociedades  y 
k  fserza  de  los  principios  pugnan  sin  cesar  por  inlrodncir 
la  unidad  en  las  leyes  y  la  analogía  en  las  instituciones  de 
eada  pueblo. 

tv.—  IL  La  adminisiraiion  Me  ser  esmcuüméitíte  aé^ 
ijon.  • 

El  poder  legislativo  delibera;  la  administración  ejecuta: 
su  carácter  es  la  actividad ,  el  movimiento. 

99.— -Cuatro  son  las  condiciones  esenciales  de  la  acción 
administrativa:  generalidad,  perpetuidad,  prontitud  y 
energía. 

m^.^Gineraliílad,  qoiere  decir  qaé  la  administración  apli« 
ca  las  leyes  del  fuero  común  y  es  por  tanto  esencialmente  d^ 
«M;  porque  no  solo  las  autoridades  civiles  abarcando  la  oní-^ 
i^ersalidad^de  ios  intereses  sociatai  representan,  con  exclosiou 
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de  otra  cualquiera,  al  gobieroo  eu  lodos  los  ceoiroa  ad'minta* 
lralivt>s,  sino  que  ea  la  fuerza  orgauizada  do  se  hallaolas 
condiciones  de  templanza  en  la  deliberación  y  sobriedad  eo 
el  mando  necesarias  para  velar  por  los  intereses  de  ios  pue- 
blos. Los  hábitos  militares  son  opuestos  &  los  caracteres  del 
buen  administrador;  y  por  eso  jamás  debe  considerarse  la  mi- 
licia como  parte  de  la  administración  activa,  sino  como  on 
auxiliar  poderoso,  pero  subordinado,  que  nunca  obra  sin  ser 
requerido  por  una  autoridad  responsable  á  quíeo  compete 
moderar  el  empleo  de  la  fuerza  pública.  Toda  autoridad  ci- 
vil ejerce  un  imperio  ó  una  jurisdicción  de  derecho  común; 
un  gefe  militar  ejerce  siempre  un  poder  de  escepcion ,  el 
cual,  por  lo  mismo,  no  se  extiende  sino  á  los  casos  expresa* 
mente  se&alados  en  la  ley.  Si  tal  vez  algún  gefe  militar  se 
sobrepone  á  la  autoridad  civil,  es  que  ejerce  una  dictadura 
que  él  se  arroga  ó  de  que  leyes  escepcionales  le  revisten; 
pefo  de  todas  suertes  la  sociedad  se  halla  en  una  situación 
anormal  y  transitoria* 

••.—Perpetuidad,  porque  la  gestión  de  los  intereses  pú- 
blicos no  consiente  las  alternativas  de  actividad  y  descanso 
que  observamos  en  el  p/>def  legislativo.  No  seria  necesario, 
ni  útil  tampoco  dictar  una  ley  i^ada  día;  mas  la  defensa  án 
las  personas,  el  respeto  á  las  propiedades,  el  fomento  de  b 
riquefa  y  del  bien  general,  requieren  un  poder  asiduo,  aten* 
lo  siempre  á  estudiar  y  muchas  veces  á  prever  las  cansas  del 
progreso  ó  decadencia  de  las  naciones.  Si  la  vida  de  los  pue- 
blos supone  una  modificación  continua  en  los  elementos 
constitutivos  de  I»  sociedad,  la  acción  administrativa  debe 
estar  dotada  de  una  movilidad  ignal  á  la  rapidez  con  que  se 
verifican  aquellas  trasformaciones. 

Mt^^Proníitui^  porque  una  administración  lenta  descu- 
bre ó  falta  de  saber  para  calcular  el  grado  bondad  de  tal 
medida,  ó  faltado  resolución  para  llevarla  k  cabo.  La  leotitnd 
en  laaccion  administrativa,  no  solo  arguye  ignorancia  ó  debi* 
lidad  en  el  poder,  sino  que  priva  á  sus  resoluciones  del  mé« 
rito  de  la  previsión  y  de  la  oportunidad.  Una  disposición  lar-* 
día  rara  vez  6s  bien  acogida,  porque  rara  vet  cuadra  á  los 
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iatereses  que  la  reclamabaa  en  otro  tiempo.  Juzga  la  admi- 
aistracion  lo  que  es,  por  lo  qae  fué,  y  se  olrida  que  coa  el 
cambio  de  los  tiempos  ociirrea  graves  mudanzas. 

No  obstante  que  ia  administración  debe  ser  pronta,  nego- 
cios hay  arduos  6  cuestiones  importantes  coya  solución  re- 
qniere  maduro  examen  y  una  deliberación  previa  como  ga- 
rantías del  acierto.  Por  eso  admite  la  administración  ciertos 
cuerpos  consultivos  que  la  ilustran  en  casos  semejantes ;  pe* 
ro  habrán  de  estar  de  tal  manera  organizados  y  con  tales 
alribociones  revestidos,  que  ni  coarten  la  espontaneidad  de 
la  administración,  ni  entorpezcan  su  acción  mas  de  lo  juáto, 
ni  quebranten  la  unidad  de  este  poder,  ni  menos  den  pretes- 
lo  á  la  irresponsabilidad  de  sus  actos. 

BM.^EíMrgía^  porque  jamás  debe  cejar  delante  de  los 
obstáculos  que  opusieren  á  su  marcha  los  partieuiares  ni 
aun  80  pretesto  de  intereses  lastimados,  ó  de  derechos  ofen- 
didos. La  ley  determina  cómo  los  inlereses  obtienen  la  me- 
recida protección;  y  en  cuanto  á  los  derechos,  seíTala  recur- 
sos y  tribunales  donde  se  defiendan  contra  los  atentados  de 
la  administración  misma.  Una  administración  lánguida ,  sea 
por  defectos  inherentes  á  su  organización  accidentaron 
causa  del  carácter  personal  de  los  administradores ,  está 
perdida  en  et  concepto  públioo ;  y  sin  fuerza  moral ,  cuando 
se  acordare  de  exigir  obediencia  á  las  leyes,  ya  no  podrá  em- 
plear la  voz  que  persuade,  sino  acudir  á  la  espada  que  hiere 
y  á  todos  los  medios  mas  duros  de  coacción.  La  administra- 
ción, como  poder  paternal,  debe  ser  justa,  pero  fuerte,  hu- 
yendo de  caer  en  los  extremos  de  una  degradante  Oojedad  y 
de  una  violenta  tirantez.  El  consejo  debe  reinar  en  sus  deli- 
beraciones, y  en  sus  actos  ia  energia. 

SS.—  III.  La  adminisíradon  debe  estar  centralizada. 

S4.-*La  centralización  administrativa  es  la  concentra- 
ción en  el  poder  ejecutivo  de  cuantas  fuerzas  son  necesarias 
para  dirigir  los  intereses  comunes  de  ana  manera  unifor- 
me. La  centralización  es  la  unidad  en  la  nación  y  en  el  po- 
der, 6  la  unidad  en  el  territorio^  en  la  legislación  y  en  el 
gobierno. 

Toao  I.  s 
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Centralizar  es  someter  todas  las  personas  y  todos  los 
intereses  á  la  ley  de  la  igualdad,  y  distribuir  equitatiYamealíS 
los  beneficios  y  las  cargas  anejas  á  la  cualidad  de  ciudada^ 
no.  Es  al  mismo  tiempo  establecer  una  regla  de  orden  im- 
primiendo &  las  foerEas  sociales  una  dirección  única,  y 
Tobosteoiendo  el  poder  ^ne  vela  por  la  paz  ioierior  y  por  la 
independencia  nacional. 

«Quien  diride  sus  fuerzas , 'dice  Mr.  Cormenin,  las  pi«p> 
de:  quien  apetece  la  IU>ertad,  desea  el  orden:  quien  quiete 
el  orden,  quiere  un  pueblo. arreglado:  quien  quiere  un  poe^ 
blo  arreglado ,  quiere  un  gobierno  fuerte*  y  quien  quiere 
gobierno  fuerte,  quiere  gobierno  ceatraK» 

8&.— La  necesidad  de  un  régimen  homogéneo  y  de  una 
autoridad  centralizadora  es  igualmente  imperiosa  para  lodos 
los  gobiernos:  que  cambie  la  centralización  de  formas  ó  de 
medios,  no  cambiará  de  objeto.  Apenas  habri  yeoqido  una 
revolución  hecha  en  nombre  del  pueblo  contra  tal  poder  ab* 
soluto,  y  ya  tendrá  planteado  el  poder  triunhnteua  siste** 
ma  de  centralización  regular  ó  irregular,  tan  fuerte  come  sea 
necesario  para  oponer  vigorosa  resistenoia  á  toda  tentativa 
de  contrarevolucion. 

La  centralización  es  una  reacción  contra  el  sistema  de 
incoherencia  antigüe,  pues  el  periodo  histórico  donde  se 
advierte  una  excentralizacion  mayor,  es  la  época  del  régimen 
feudal,  coando  los  sefiores,  los  prelados  y  las  corporaciones 
ejercian  el  derecho  de  acuflar  moneda  y  administrar  justicia 
en  sos  respectivos  territoriosi  Bs  también  una  reaccioa  con* 
tra  el  régimen  no  menos,  enérgico  de  la  independencia  mn* 
nicipal,  cuando  cada  ciudad  y  aun  cada  villa  tenia,  na  fuero 
particular  y  cooslituia  un  pequeño  estado  con  sus  privíle-» 
giús  y  magistrados  cada  uno ,  sin  vínculos  que  los  ligaran 
entre  sí  y  sin  sobordioaoion  á  un  poder  común.  Entonces  no 
había  espirito  nacional  ni  existencia  colectiva;  solo  se  reco« 
nocían  grupos  deinlereses  divergentes  ó  encoalcadoa  y  sen«* 
timientos  de  un  egoísmo  local,  incapaces,  de  elevarse  basta 
la  conoepcioa  de  la  idea  generosa  de  un  bien  público.. 
La  suerte  de  la  libertad ,  asi  política  como  civil  t  está. 
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pues,  ligada  al  predominio  de  un  régimen  admínistratiTo 
que  ensalce  el  bien  común  dismino]rendo  y  ordenando  los  in* 
tereses  locales.  Ninguna  parcial  resistencia  debe  entorpecer 
haedon  administrativa  centratt  cuando  fiel  intérprete  de  las 
necesidades  y  deseos  de  la  naeiou ,  la  encamina  hacia  su 
prosperidad.  Una  sola  Tolontad  y  una  sola  fuena  constituyen 
el  todo  político  á  que  llamamos  estado. 

••••—La  centralización  es  un  principio  cuyas  aplicaciones 
pueden  ser  muy  varias.  No  bay  una  medida  exacta  del  radio 
de  la  aecíoa  administrativa  central,  ningún  pnnto  fijo  por 
donde  trasar  la  linea  demaroatoria  de  las  funciones  proptts 
4e  la  eifstencta  común  y  de  la  vida  local.  Hay  sin  embargo 
una  regla  de  prudencia  para  él  gobierno  y  de  cooTeniencía 
para  los  pueblos,  á  saber,  sujetar  fc  una  centralización 
máxima  los  negocios  de  importancia  suma,  á  una  centrali- 
taeion  media  les  de  mediano  interés  y  los  leves  á  qda  een* 
tralizacion  minima  ó  exoentralizarlos  completamente. 

Los  hábitos  de  gobierno  adquiridos  por  la  uacion  á  cou'* 
secuencia  del  prolongado  goce  de  una  grande  libertad  mu* 
nrcipal,  fruto  otras  veces  de  la  ilustración  común  ó  efec« 
to  del  espíritu  de  actividad  y  de  las  costumbres  populares, 
contribuyen  á  determinar  el  grado  de  centralización  útil  á 
cada  estado. 

También  debe  el  gobierno  contar  coa  el  inflojo  de  las 
conciencias  al  resolver  este  problema  administrativo,  por- 
que es  ley  constante  de  la  sociedad  que  cuantos  menosuvín- 
culos  morales  mas  polílioos;  cuanta  menos  religión  rfas 
poder. 

Que  jamás  la  centraitftacion  administrativa  degenere  en 
abuso, 'tti  el  principio  de  érden  se  convierta  en  instrumento 
ée  tiranía  6  en  máxima  de  monopolio.  No  consiste  la  verda- 
dera centralización  en  atribuir  á  las  mismas  manos  la  direc- 
ción de  todos  los  intereses  y  sujetar  á  iguales  trámites  el  des- 
pacho de  todos  los  negocios,  asi  de  particulares  como  de 
eorporaoioaes,  tanto  de  puebioií  cómo  de  provincias;  estriba 
en  la  existencia  de  un  poder  central,  destinado  á  imprimir 
un  movimiento  uniforme  á  todas  las  partes  del  estado,  & 
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procurar  á  todos  sus  miembros  el  goce  de  qqos  mismos 
bieaes  y  á  repartirles  equitalivameale  las  mismas  cargas  y 
obligacíoaes. 

Mezclarse  sia  necesidad  efa  la  vida  social  es  acostombrai 
&  la  nacioD  &  vivir  en  t>erpétua  minoría  y  á  mendigar  la  tu- 
tela del  gobierno  en  los  actos  mas  sencillos  de  su  exislencia. 
A  fuerza  de  ver  que  nada  se  hace  sino  por  orden  ó  mediante 
ia  autorización  del  poder  central  i  la  actividad  individual  se 
adormece  y  los  particulares  se  habitúan  á  no  contar  con  sos 
propias  fuerzas  y  á  requerir  protección  é  impulso  donde  solo 
debe  otorgárseles  libertad.  El  espíritu  público  también  se' 
vicia  y  la  opinión  se  corrompe»  haciéndose  á  considerar 
como  regla  de  todos  los  actos  administrativos »  no  la  legali- 
dad, sino  la  voluntad  de  la  administración.  Entonces  el  respe* 
to  al  poder  sustituye  en  tos  ánimos  al  respeto  á  la  ley,  cuya 
idea  se^oscurece  y  al  Gn  se  eclipsa  ocultándose  detrás  del 
magistrado.  Por  otra  parte*  en  un  régimen  administrativo 
excesivamente  centralizado,  el  ministro  no  puede  elevar  sn 
inteligencia  á  las  altas  cuestiones  de  legislación,  de  política, 
de  economía  y  su  genio  espira  abrumado  con  el  peso  de  los 
expedientes. 

S9.«-No  obstante  que  la  justa  centralización  es  un  bien» 
puede  á  veces  no  convenir  á  tal  pueblo  cuyas  circunstancias 
físicas  ó  morales  repelen  temporalmente  la  aplicación  de  un 
régimen  uniforme  á  la  administración  del  estado.  Entonces 
debela  administración  empezar  por  introducir  la  unidad,  y 
sobre  esta  base  establecer  la  centralización^  corrigiendo  las 
ideas  ó  atemperando  los  intereses  opuestos  á  dicho  principio, 
porque  no  es  la  centralización  quien  conduce  á  la  unidad, 
sino  esta  quien  nos  guia  hacia  aquella.  La  unidad  se  funda 
en  vínculos  morales;  mas  toda  centralización  facticia  soto 
existe  por  la  fuerza. 

S9»-— Varias  son  las  cansas  de  que  depende  la  unidad  ma* 
terial  y  moral  de  los  pueblos,  y  que  por  consiguiente  facili- 
tan ó  dificultan  el  establecimiento  de  una  admínistracioa 
central:  las  principales  pueden  referirse  á  las  siguientes. 

atK^En  primer  lugar  las  condiciones  topográficas  de 
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cada  región,  porqae  aquellos  lenilorios  que  por  efecto  de  sus 
limites  naturales  qoedan  como  encerrados  y  viven  en  un  casi 
completo  aislamiento  de  los  cootiguos,  carecen  de  mancomu- 
nidad de  ideas  é  intereses  con  sus  vecinos,  y  no  comprenden 
otra  vida  colectiva  fuera  de  la  eiiistencia  paramente  local. 
Este  inconveniente  puede  combatido  y  vencerlo  todaadmi-* 
aistracioa  celosa ,  abriendo  vias  fáciles  de  comunicación  & 
cuya  inOuencia  benéfica  Éd  deberá  que  el  valle  escondido 
salga  á  la  luz  del  dia,  entre  en  cambios  con  las  tierras  co- 
marcanas y  sus  moradores  formen. parte  de  una  grande  fami- 
lia de  la  cual  vivierQn  basta  entonces  alejados. 

40u— En  segundo  logar  las  tradiciones  históricas ,  cuan- 
do c^da  fracción  del  territorio  nacional  ha  formado  un  esta^ 
do  independiente',  con  sus  leyes  y  dialecto  particulares,  con 
sos  principios  y  magistrados  distintos^  con  sus  glorias  y  re- 
Teses  aparte.  Remover  un  obstáculo  semejante  es  obra  del 
tiempo,  no  porqae  lodo  haya  de  abandonarse  á  la  acción 
corrosiva  ^e  los;  siglos;  sino  porque  la  administración  no 
puede  ejercer  aquí  so  imperio  mandando  en  los  caracteres» 
en  los  hábitos,  en  el  lenguaje  y  recuerdos  de  un  pueblo  en-r 
tero.  En  tal  caso  es  preciso  influir  en  la  opixiion ,  modificar 
los  intereses»  desarraigar  las  costumbres  ofreciendo  á  este 
pu^loy  en  dámbio  de  los  beneficios  de  su  antigua  existen^ 
da  local ,  otros  mayores  en  la  vida  colectiva  moderna,  fil 
fomento  de  la  agricultura,  la  protección  á  las  artes  y  al.eo«> 
mercio,  y  un  buen  sistema  de.ensefianza  pública  infiltrarán 
nna  sangre  nueva  en  esa  sociedad  caduca,  la  cual,  asi  re- 
juvenecida, aceptará,  sin  repugnancia  los  vínculos  de  frat- 
temidad  que  se  le  »bfrecen,  y  ahogará  sus  sentimientos  de 
egoísmo  local  en  otro  no  menos  vehemente  y  mas  generosa, 
en  el  espíritu  nacional. 

A«.— También  obsta  á  la  nnidad>  de  los  pueblos^  y  por 
consiguiente  á  su  centralización,  la  falta  de  uniformidad  en 
sosleye^;  pero  esitas  divergencias,  cuando  no  arraigan  en 
las  causas  anteriormente  dichas^  se  combaten  con  facilidad 
sama.  Es  obvio  que  no  debe  existir  en  cada  nación  sino  un 
código  civil  y  un  solo  fuero,  salvas  aquellas  leves  escepcío- 
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Bes  que  la  justicia  ó  la  eoof  eaiencía  redamareft,  como  el 
faero  eclesiásUco^  el  militar  y  alguQ  otro. 

4)t.— La  hita  de  armonfa  ^ealre  los  íatereses  econéBiieoa 
de  las  distintas  fraceioaes  del  territorio  embarazaa  igoal* 
mente  la  acción  de  todo  poder  central;  porque,  cuando  aon 
extensos  los  estados,  abrazan  regiones  desiguales  por  raxtiü 
del  clima,  del  carácter  de  sus  habitantes  y  de  los  productos 
de  su  suelo  y  de  su  trabajo.  En  ios  pueblos  septentrionales 
predominan  comunmente  las  artes,  asi  como  la  agricultura 
eu  las  tierras  del  mediodia.  Ki  espíritu  industrial  propende 
&  un  sistema  comercial  restrictivo;  y  por  ei  contrario,  la 
agricultura  se  inclina  mas  hioia  la  libertad  del  comercio.  De 
aquí  nacen  pretensiones  opuestas  difieiles  de  conciliar  y  por 
eonsiguieate  de  arenír  con  la  unidad  en  la  legislación  ad-* 
ministrativa.  En  tales  circunstanoiu  debe  la  administra*- 
eion,  lo  primero,  ilustrar  la  opimon  general,  procurando  se 
difundan  y  hagan  populares  aquellu  dodrinu  de  las  ena^ 
le)5  penden  el  feliz  desenlace  de  las  mas  arduas  cuesUonea 
de  la  economía  pública;  y  debe,  lo  segando,  intenrenir  apli- 
cando las  ideas á  los  hechos,  transigiendo  entre  los  intere- 
ues  antiguos  y  las  tendencias  modernas,  pero  con  prudea*» 
da,  con  imparcialidad,  sin  afedciones  de  escuela^  ni  espi-^ 
rita  de  provincialismo,  dando  k  cada  dificultad,  no  tanto 
una  solucioD'  rigorosa  conforme  á  los  principios ,  cnanto 
una  solución  convenvDute  según  las  circunstancias  de  ospa^- 
eio,  tiempo  y  lugar  que  suavizan  la  asperesa  de  las  teorías^ 

48.— «La  falta  de  uniformidad  en  las  creencias  es  el  obs- 
táculo mas  poderoso  á  la  centralización  administrativa.  La 
anidad  política,  si  no  se  destruye ,  se  debilita  sin  la  unidad 
religiosa.  El  vínculo  sagrado  de  las  conciencias  que  Uga  á  to^ 
dos  los  hombres  con  el  mismo  Dios  y  los  postra  ante  el  mía» 
mo  altar,  tiene,  ademas  de  una  importancia  esencialmente 
divina ,  un  interés  puramente  humano.  Si  es  látil  para  la 
consolidación  de  los  estados  ser  regidos  por  una  sola  ley  ci- 
vil, esútH  también  profesar  igual  religión.  Entonces  niel 
espíritu  de  secta  los  divide,  ni  la  diversidad  de  preceptos  los 
separa.  La  soeiedad  politica  y  la  sociedad  religiosa ,  cada 
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uoa  ooQ  6«8  lasos ,  foroaA  mn  .doble  Tíaciilo  compuesto  de 
preceptos  dívioos  y  leyes  humanas  que  recíprocametite  se 
aosúliui. 

Niogona  religioa  iguala  al  catolicismo  para  fundar  la 
unidad^poUtica  en  la  anidad  relí^osa.  Lo  invariable  del  dog- 
ma, la  autoridad  de  la  Iglesia  y  el  orden  gerárquico  de  m$ 
ministros,  le  atribuyen  una  superioddad  incontestable  res- 
peoto  á  ias  sectas  proleatantes  y  á  ,o4ras  creencias  cuales- 
i|Oiera.  Es  ua  deber ^  pues,  de U administración  conservar 
eatafcdix  anidad  que  en  medio  de  las  discordias  civiles  mas 
sangrientas  puiede  todavia  moderar  ios  excesos  populares,  ó 
ayudar  á  restablecer  la  concordia  entre  los,  ánimos  dividí* 
dos  ptr  la  exaltación  de  las  pasionea;  pero  este  deber  habrá 
de  cumplirse  sin  imponer  á  la.conoiencia  leyes  de  rigor,  sia 
iaitar  al  principio  de  la  toltraocia. 

AA.— La  ceniraiizacipn.ofrece  en  efecto  bienes  &  la  sooie* 
dad;. pero  no  puros,  sino  en  cambio  de  algunos  males. 

Aft. — Coala  Gentralisacion  admioistraliva  todos  los  re*- 
sories  sociales  se  reúnen  en  un.puiitQ,  y  todas  lasfuerxas 
confluyea  en  k  oiudad  dende  llene  su  asiento  el  gobierno» 
de  Ja  nación.  DealU  partea  las  leyes  y  el  impulso  que  cq«* 
munica  un  movimiento  uniforme  i  toda  la  máquina  del  es* 
tiáo.  .Si  una  invasión  eitraDjera  ó  una  revolución  interior 
triunfan  én  instante  de  la  capital»  se  organizan  al  momento 
7  dominan  todo  el  territorio  acostumbrado  á  prestar  dócil 
obediencia  á  su .  metrópoli ;  de  «uerle  que  el  poder  queda  á 
merced  del  primer  ocupante* 

Este  peligro  es  real,  es  positivo;  mas  está  contrabalan- 
ceado.con  la  ventaja  deque  también, en  una  capital  pre- 
ponderante se  reuneu  mas  medios  de  resistencia  á  los  ene** 
migos  inlerioies  y  citeriores  del  reposo  público..  Hé  aquf 
como  M.  Gormenin  esipoue  en  su  habitual  estilo  las  venta- 
jas de  la  ceaUalizacíon  para  repeler  una  agresión  extranje- 
ra. €Efl  un  sob  inshuite  el  gobierno  quiere,  el  ministro 
manda ,  el  prefeeio  comunica,  el  alcalde  ejecuta,  losejér- 
cilos  marchaa,  las  escuadras  navegan,  se  toca  á  rebato,  re- 
tuitiba  el  cafion  y  la  Francia  está  co  pié !  »  Iguales  medios 
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se  'emplean  para  sofocar  usa  coamocioD  íoUrior  ó  ona  gner^ 
ra  cítíI. 

Att.-^EI  segundo  peligro  Terdadero  es  qne  una  eeniraii* 
zacion  desmedida  amenaza  la  libertad  de  los  ciadadanos  en* 
yos  derechos  corren  el  riesgo  de  ser  absorbidos  por  on  po«* 
der  robosto  y  inerte.  Sin  embargo,  este  peligro  no  es  taa 
formidable  qae  no  tenga  su  correctivo  natural. 

Bajo  cualquier  forma  de  gobierno «  el  poder  ejecntíTo  se* 
rá  siempre  on  agente  subordinad»  al  legísiatíTo»  quien  le 
dicta  su  organización  y  señala  limites  á  su  anloridad.  La  in- 
dependencia del  poder  legislativo  descansa  en  la  fuerza  de 
las  institncíones,  estas  en  la  opinión,  y  la  opinión  se  apo- 
ya en  la  libertad  de  imprenta.  Mientras  este  derecho  poütico 
exista,  los  ciudadanos  no  vivirán  sin  garantías;  y  sí  el  poder 
central  lo  conculca,  queda  aun  la  opinión  ferviente  y  uná- 
nime que  defenderá  las  insliluetones,  y  detrás  de  ella  viene 
un  poder  público  que  exigirá  la  responsabilidad  á  sus  rnaA-- 
datarios.  Si  estos  frenos  no  bastan ,  es  porque  las  instiluoio* 
aes  no  son  todavía  ó  dejaron  ya  de  ser  adecuadas  para  aquek 
pueblo,  cuyo  espíritu  nacional  requiere  otras  disiintas.  El 
dafio  no  está  en  la  organización  administrativa,  sino  en  la  or- 
ganización política  que  exige  un  cambio. 

4t9.^Si  se  objeta  á  la  centralización  que  la  sodedad  debe 
fundarse  en  la  unión  y  no  en  el  aislamiento  de  los  hombresy 
contestamos  que  la  centralización  no  aisla  al  hombre,  antee 
por  el  contrario  sustituye  á  una  agregación  tan  limitada  come 
la  que  constituye  un  pueblo,  otra  agregación  indefinida  qae 
forma  el  estado. 

Si  se  combate  diciendo  que  importa  no  extinguir  la  vida 
local,  los  intereses  de  pueblo  y  las  afecciones  íntimas  y  casi 
feniliares  de  nacimiento  ó  vecindad,  replicamos  qae  ana 
centralización  bien  entendida  respeta  y  protege  aquellos 
afectos  é  intereses  locales  que  pueden  coexistir  con  el  bien 
público,  los  ordena  y  combina  y  les  seAala  sa  esfera  legal. 

Si,  en  fin,  repelen  el  principio  en  nombre  de  la  econo- 
mía ó  considerando  que  la  administración  no  puede  efercer 
el  cúmulo  inmenso  de  atribuciones  que  la  centralización  de« 
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posíu  en  sus  manos,  respondemos  qoe  la  verdadera  centra- 
iiíacioa  es  el  orden  y  el  orden  es  también  economia;  y  por 
áltimo,  proclamar  el  principio «  no  es  defender  los  abasos 
eomeiides  en  su  aplicación. 

49.<*-Toda  nación  cuyo  régimen  politice  consistiere  en 
la  deseomposicion  del  poder  social  en  rarios  poderes  públi-^ 
eos,  ha  menester,  mas  que  los  otros,  de  la  eeatralizacioD 
administrativa^porqne  cnanto  el  poder  pierde  ea  energia 
por  efecto  de  aqneNÍ«  desmembración,  otro  tanto  con  esta 
concentración  debe  ganar  en  foerza.  Así  sucede  que  á  nin** 
gana  organización  politica  cuadra  mejor  la  centralización 
administrativa  que  k  los  gobiernos  en  donde  se  ejercita  el 
derecho  electoral,  ó  en  donde  los  ciudadanos  son  llamados 
á  emitir  sus  sufragios  para  la  constitución  del  poder  y  á  par*^ 
licipar  de  la  administración  del  estado.  Y  no  solo  kt  nece- 
sidad de  erigir  nn  gobierno  inerte»  sino  también  el  espíritu 
reinante  en  los  poeélos  asf  constftuído  los  inclina  hacia  la 
centralización,  porque  «elegir,  dice  Mr.  Cormenin»  es  aso- 
ciarse, y  asociarse  es  centralizar.» 

4t9. —  IV.  £a  odminMration  debe  ser  iniiptndienii. 
Los  obst&culos  invencibles  al  movimiento  libre  de  la  ad- 
ministración comprometerán  los  intereses  públicos  cnya  de* 
fensa  requiere  ana  vigilancia  y  una  previsión  constantes.  De 
aqnl'nace  que  el  poder  ejecotivo  á  cuyas  manea  está  con«- 
fiada  la  gestión  de  los  interesen  comunes,  debe  caminar  coa 
independencia  absoluta  del  poder  legislativo.  No  es  decir 
qoe  la  administración  no  reconozca  la  soperioridad  de  la  ley, 
qoe  no  deba  reeibir  de  ella  la  organización  conveniente, 
ni  haya  de  obedecer  las  reglas  seOaladas  á  so  acción ,  é  que 
pueda  salvar  impunemente  los  limites  trazados  á  su  acti« 
vidad. 

Dejar  expedito  el  curso  de  la  administración  es  cuanto 
conviene  á  la  mutua  concordia  de  ambos  poderes.  «Una  au-^ 
toridad  colectiva  es  apta  para  la  deliberación,  y  para  la  eje* 
encion  una  autoridad  unipersonal ;  y  por  eso,  tan  impropia 
seria  de  toda  asamblea  legislativa  obrar,  como  discutir  age-^ 
no  de  I4  administración. 
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S9.^La  iodependeacia  de  la  admiaistrackm  eslarit  com* 
prometida  sí  oo  tuviese  ningniia  potestad  coercitiva  ó  oare^ 
eiese  absolatamenle  de  facultades  para  exigir  la  fiel  oiiser-^ 
yancia  de  sus  actos,  aplícaado  pe&as  pecuniarias  ó  corpo- 
rales dentro  de  los  limites  de  una  simple  corrección  -6  ^r 
vía  de  disciplina.  El  poder  legislativo  delega  en  la  adonnis-» 
traciott  esta  parte  de  fonciones  propias  del  óoden  jodicial »  fc 
fin  de  robastecer  su  acción  y  completar  su  existencia,  reser*^ 
vando  el  conocimiento  de  tas  faltas  gmres  y  de  los  delitos 
contra  la  autoridad  k  los  jueces  competentes. 

St. —  y.  La  administraeUm  debe  ser  nspmuable. 
Todos  los  actos  administrativos  deben  estar  sujetos  ares* 
ponsabilidad ,  porque  toda  administración  es  un  poder  subor- 
dinado al  poder  legislativo  cuya  voluntad  ejecuta.  La  ley  se* 
fiala  limites  á  la  autoridad  administrativa,  como  á  todos  les 
poderes  del  estado;  pero  estos  limites  serian  ilusorios  y  las 
transgresiones  frecuentes,  si  no  tuviese  la  administración  un 
freno  en  la  responsabilidad  de  sos  agentes.  Tanto  mas  seve-* 
ra  habrá  de  ser  la  responsabilidad ,  cuanto  mas  independiente 
la  acción  administrativa,  á  fin  de  que  ni  el  gebiorno,  ni  sus 
mandatarios  abusen  de  las  facultades  coeroitivaa  qoe  ia  ley 
les  confiere  como  necesario  complemento  de  su  autoridad. 

5t.--De  esto  se  sigue  que  los  agentes  del  érden  admiais-> 
trativo  ejercen  cargos  amovibles  á  voluntad  del  gele  supr^ 
mo  en  el  orden  gerárquico,  el  cual  babrá  de  reasumir  en  su 
persona  la  responsabilidad  de  tpdos  susfiobábernos.  Portan** 
to  eis  preciso  qoe  sea  Kbre  la  elección ,  pues  á  nadie  se  oUi«- 
ga  á  responder  sino  de  un  hecho  propio  ó  de  los  actos  de  su 
mandatario.  Suele  la  ley ,  no  obstante',  circunscribir  la  elec-* 
ción  á  un  determinado  número  de  personas  v^vusüdas  de  cier^^ 
tas  cualidades;  mas  como  nunca  la  elección  queda  tan  con-» 
creta  que  falte  la  espontaneidad  del  nombramiento;  y  como 
por  otra»  parte  se  acepta  ó  se  retiene  el  poder  con  aquelln 
eondiolon,  jamás  una  escepcion  semejante  es  mxon  para  ate- 
Boar  la  responsabilidad  de  quien  mueve  la  máquinn  admi- 
nistrativa.* 

ftS.— Ensuma,  analogía  cenias  instituciones  p#Utioaf> 
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actividad,  ceatralizacíoo «  iadepeadencia y  responsabilidad, 
son  los  caracteres  comunes  á  cualquiera  administracioa,  ó 
las  leyes  generales  de  toda  orgauizaciou  admiuistrativa.  El 
examen  de  dichos  caracteres  nos  ha  conducido  á  espooer  una 
serie  de  principios  y  doctrinas  relativas  á  la  administración 
pura  que  hallarán  conv«BÍiDl«  desa? ralla  y  aplicación  opor- 
tuna en  el  discurso  de  esta  4>bfa.  La  teoria  nos  abrirfc  las 
puertas  de  la  práctica;  la  ciencia  de  la  administración  ilu- 
minará el  derecho  adsiiniMratiVa. 


LIBRO  SEGUNDO. 

1>BI*    DERECHO     ADM11II8TRATIVO. 


CAPÍTULO  I. 

Be  la  üAttirAleBa  j  fnentes  del  derecho 

admlnlstr  Atl¥o . 

S4.  ^Relación  entre  la  ciencia  y  58,— Orígenes  del  derecho  admí- 
el  derecho  administrati?  o.  nÍ8trati?o. 

55.— Definición  del  derecho  ad-  59.— La  ley,  primera  fuente  del 
miniatratifo.  derecho  administrativo. 

56.— Diferencias  entre  éste  y  el  60. — Preceptos  de  la  administra- 
civil,  cion ,  seranda  fuente. 

57. — ^Por  qué  el  derecho  admini»-  61. — Jarisprudencia  administrati- 
trativo  carece  de  hbtoria.  va,  tercera  fuente. 


.. — Hasta  aqui  henaos  considerado  únicamente  la  eien* 
cía  para  ó  la  administración  en  abstracto;  pero  desde  aho- 
ra concretamos  nuestros  estudios  á  la  Espada ,  y  emprende- 
mos la  exposición  de  iu  deneho  administrativo. 

Si  la  ciencia  de  la  administración  inquiere  las  relaciones 
naturales  del  estado  eon  sus  miembros  y  ensefia  los  princi- 
pios que  deben  guiar  al  soberano  cuando  intenta  someterlas 
aun  régimen  legal «  las  leyes  administrativas  verifican  la 
leoria  dictando  preceptos  de  equidad,  estableciendo  reglas 
de  orden  f  confiriendo  derechos  é  imponiendo  obligaciones. 
Hay,  pues,  entre  la  ciencia  y  el  derecho  administrativo  una 
diferencia  tan  esencial  y  profunda,  como  eiiste  entre  las 
relaciones  naturales  y  las  legales  de  la  administración  con 
los  administrados.  La  ciencia  es  absoluta:  el  derecho  es  re- 
lativo. 

fti^.—<EI  derecho  administrativo,  será  pues,  el  conjunto 
de  leyes  que  determinan  las  relaciones  de  la  administración 
con  los  administrados.!  De  donde  se  colige  que  el  derecho  ad- 
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niQísirativo  díGere  del  civil  por  razoa  de  su  objeto,  de  so  fia 
y  de  sas  fkiedios. 

MI.— «Por  razoa  del  objeto,  porque  así  conoo  las  leyes  cí* 
viles  versaa  sobre  materias  de  iaterés  privado,  las  admiais* 
trativas  se  ocupaa  ea  cosas  de  íoterés  público.  Por  razoo  del 
fio  ¡Dffiediato,  porque  el  derecho  civil  busca  el  bien  general  en 
el  particular,  mientras  el  derecho  administrativo  labra  la 
dicha  del  iadividuo  procuraado  la  ventura  común.  T  por  ra- 
sen de  los  medios,  pues  la  aplicación  de  la  ley  civil  está  en- 
comendada &  una  magistratura  independiente  é  inamovible, 
poder  distinto  del  legislativo  y  ejecutivo,  en  tanto  que  el  de* 
recho  administrativo  emana  en  su  mayor  parte  de  la  admi- 
nistración misma,  y  ella  cuida  geaeral mente  de  la  obser- 
yancia  de  sus  propias  disposiciones. 

Otra  diferencia  notable  se  advierte  entre  ambos  derechos 
precedente  de  la  base  en  que  estriban  unas  y  otras  leyes. 
Fúndanse  las  civiles  en  Isí  justicia  universal,  descansan  en 
principios.de  eterna  verdad,  y  por  consiguiente  en  susapli* 
eacioaes  descúbrese  siempre  mucha  analogía  á  pesar  de  la 
variedad  de  los  tiempos  y  la  distanoia  de  los  lugares.  Mas  el 
derecho  administrativo  reconoce  como  fundamento  la  equi^ 
iad^  y  por  eso  es  en  sumo  gri^do  variable.  De  suerte  que  el 
derecho  civil  es,  por  decidlo  asi,  freexistente  ó  anterior  á  loa 
códigos,  y  el  derecho  admiaistratito  es  ^sreacion  de  la  ley, 
y  por  tanto  positivo  i  urbtírario, 

ftV.-— De  ahi  procede  que  el  derecho  administrativo  no 
teoga  «na  historia  común  á  seniejanca  del  civil,  y  que  es«* 
te  carezca  del  carácter  especial  y  colorido  propio  que  aquel 
toma  en  cada  pueblo.  Las  relaciones  privadas  son  casi  laa 
mismas  en  todos  tiempos  y  lugares;  las  relaciones  públicas 
están  sujetas  á  continuas  y  profundas  mudanzas. 

ft^.— El  derecho  administrativo  ba  existido  siempre,'  por- 
que la  administración  no  ha  faltado  nunca.  El  cuidado  de  ad- 
ministrar, es  tan  antiguo  como  la  sociedad,  y  su  ejercicio 
una  condición  esencial  de  toda  existencia  colectiva.  Lo  úni- 
co que  debemos  á  muestra  época  es  la  clasificación  de  las 
leyes  relativas  á  la  administración  pública,  el  aislamiento 
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de  sos  principios  y  la  dedaccíon  de  una  serie  de  consecoea- 
cias  pertenecientes  á  este  nuevo  orden  de  ¡deas:  >eii  suma« 
al  espíritu  analítico  del  siglo  somos  deudores  de  la  teoría  en 
cnanto  &  las  doctrinas,  y  del  sistema  en  cuanto  á  la  organí-* 
zacion. 

Sucedió  con  la  administración  lo  que  con  la  economía 
pública,  que  antes  de  ser  conocido  ni  aun  el  nombre,  se 
practicaban  sus  máximas  con  mas  ó  menos  acierto;  y  en  es- 
ta parte  de  la  ciencia  qne  pudiéramos  llamar  latente,  mas 
bien  sentida  que  explicada,  es  en  donde  se  puede  inqnirlr 
la  historia  y  buscar  los  materiales  del  derecho  moderno.  Por 
eso  las  leyes  administratiyas  se  hallan  mezcladas  y  confnn-« 
didas  con  las  ciriles  hasta  el  extremo  de  ser  necesario  con- 
sultar nuestros  primitivos  códigos,  si  hemos  de  adquirir  un 
perfecto  conocimiento  del  derecho  administrativo;  y  así,  por 
Bo  incurrir  en  graves  errores,  al  bojear  las  voluminosas  co- 
lecciones de  nuestras  leyes,  debemos  tener  presente  á  cada 
instante,  que  unas  son  relativas  ai  estado  y  cualidad  de  las 
personas,  á  la  propiedad  privada,  á  la  represión  y  castigo  de 
los  delitos,  cuyo  conjunto  forma  el  derecho  civil ;  y  otras  tie- 
nen por  objeto  el  poder,  la  organización,  los  deberes  y  las 
atribnciones  del  gobierno  en  negocios  de  interés  público,  las 
cuales  constituyen  d  derecho  administrativo. 

i^s.— «La  ley  ordena  y  establece  reglas,  determina  los  de- 
rechos políticos  y  civiles  conforme á la Gonstitotion,  decreta 
las  cargas  de  los  ciudadanos,  aatoríza  los  gastos,  constituye  la 
fuerza  pública  y  mueve  con  sa  mano  soberana  todos  ios  in- 
tereses sociales,  morales  ó  materiales,  exteriores  ó  domés- 
ticos, individuales  ó  colectivos  (4).»  Las  leyes,  pues,  son  la 
fuente  mas  pura  y  el  mas  alto  origen  del  derecho  adminis- 
trativo. 

•0.— Mas  la  ley  es  general  fcommiiMprffCfp/iimj;  solo  es- 
tablece principios,  no  prevé,  no  desciende  á  pormenores: 
asienta  las  reglas  fundamentales  y  determina  las  formas  esen- 
ciales del  ejercicio  de  los  derechos;  la  administraciones 

(1)    H.  Vivien,  Étudesadmiaifttratives,  pig.  I. 
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qaien  efecsta,  explica  y  aeooioda  el  prioeipio  da  la  acción  á 
las  circunstancias,  haciendo  veces  de  nn  lazo  entre  el  hecho 
y  el  derecho ,  entre  lo  relativo  y  lo  abaoloto.  De  snerte  que 
ejecutar  la  ley  no  es  para  la  administración  lo  que  para  el 
juez,  mantener  la  integridad  de  un  testo  literal,  6  exigir  ma- 
terial obediencia  á  un  precepto;  sino  emplear  las  fuerzas  vi- 
vas de  la  sociedad  en  desarrollar  y  animar  el  pensamiento  del 
legislador  en  cuyo  espíritu  está  empapada,  pues  con  tal  ob- 
jeto le  asocia  á  sos  delicadas  tareas.  aLa  ley  manda  ó  prohi- 
be, pero  no  obra:  contiene  tan  solo  el  principio  y  la  fuente 
de  la  acción.  Quien  imprime  el  movimiento  es  la  administra- 
ción, ora  aplique  la  ley  por  sí  misma,  ora  asegure  la  ejecu- 
ción de  las  sentencias,  después  que  la  autoridad  judicial  ha 
decidido  las  cuestiones  de  interés  privado. 

Las  disposiciones  de  la  administración  misma  son,  por 
tanto,  la  segunda  fuente  del  derecho  administrativo. 

•t.— Él  derecho  administrativo  tiene,  como  el  civil,  su 
Ugislaeion  j  su  jurisprudencia.  Componen  su  legislación  esa 
multitud  de  leyes  y  disposiciones  administrativas  que/ si 
bien  no  se  hallan  codíflcadas,  sino  esparcidas  é  incoheren- 
tes, no  dejan  de  'ser  de  observancia  obligatoria. 

L^  jurisprudencia  administratíta  tunarse  eñ  precedentes 
l)ien  observados  y  definidos,  de  cuyo  examen  se  derivan  re- 
glas de  interpretación  que  el  Consejo  Real  consagra  en  de- 
cisiones solemnes,  constituyendo  por  su  multitud  é  impor- 
tancia una  segunda  legislación.  * 

CAPÍTULO  n. 

'  4 

Be  la  iimdepeiMleiiela  reeiproea  j  nnúintui  reía- 
dones  de  los  poderes  péiMIcos. 

6a.<^P)riDGÍpio  fundamental  del  •  lativoylaadmíiiifltniclQD.  ; 

dececno  administrativo*  68. — Usarpacion    reciproca   de 
63. — Potestad  legislativa.  sus  facaltades. 

64. — Actos  legislativos.  69.-*Poteétad  ejecutiva. 

65. — Derogación  de  la  ley.  70. — Extensión  de  sus  preroga- 
68. — Interpretación.  '     tivas. 

67.— Concordia  del  poder  legis-  7  K— Delegación    constitucional 
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de  la  fMolUd  de  interpre-  T^.^^Quid  ti  los  actos  de  la  ao* 

tar  la  ley  en  el  poder  eje-  toridad  adoÜBistraÜTa    no 

cativo.  emanasen  del  ejercicio  legi-^ 

78.^DeIegacion  extraordinaria.  Hmo  de  sos  atribuciones? 

73.— Potestad  judicial.  77. — Interpretación  doctrinal  de 

74. — Independencia  mdtoa  de  las  los  actos  administrativos, 

autoridades  Judiciales  y  ad-  JS, — Interpretación  por  vía  da 

ministrativis.  autoridad. 

75.— Se  prestan  recíprocoauxilio 


L— Los  gobiernos  representativos  6  regímenes  consli* 
lucioaales  descansan  ea  un  principio  que  puede  llamarse  el 
fandamento  de  esta  organización  política,  á  saber,  la  divi<- 
sioQ  del  poder  social  ea  tres  poderes  públicos,  el  legislativo, 
el  ejecutivo  y  el  judicial  que  están  ea  mutuo  coatacto,  pero 
qae  también  mútuameate  se  limitaa. 

Como  el  derecho  administrativo  ocupa  uoa  regioa  me- 
dia eatre  el  político  y  el  civil,  pues  toca  el  primero  por  su 
parte  superior  y  por  el  extremo  inferior  raya  con  el  segun- 
do; el  poder  administrativo  reconoce  limites  precisos  y  exac- 
tos  que  su  acción  debe  respetar  conforme  á  la  letra  de  las 
leyes  y  al  espíritu  de  la  Constitución.  Conviene,  pues,  expo- 
ner el  testo  y  declarar  el  sentido  de  estas  leyes  que ,  siendo 
fundamentales  en  cuanto  al  orden  político,  lo  son  igualmen- 
te con  respecto  al  orden  administrativo. 

•••—La  potestad  de  hacer  las  leyes  reside  en  las  Cortes 
con  el  Rey  (4),  de  suerte  que  el  poder  legislativo  es,  según 
la  Conaiitucion  espafiola,  nn  poder  colectivo  en  cuya  com- 
posición entran  el  Congreso  de  los  diputados,  en  donde  tie- 
nen viva  representacioa  los  elementos  mas  movibles  de  la 
sociedad;  el  Senado,  en  donde  se  refugian  sus  elementos  con- 
servadores, y  el  Monarca  en  quien  se  personiGca  el  estado 
con  sus  elementos  de  perpetuidad. 

El  Rey  y  cada  uno  de  los  cuerpos  colegisladores  tienen 
la  iniciativa  de  las  leyes,  escepto  las  relativas  á  contribución 
nes  y  crédito  ptblico  que  deben  presentarse  primeramente 
al  Congreso  de  los  diputados  (S). 

(1)    Art.  1 S  de  la  Gonstitncion  de  1845. 
(S)    ArU.  35y36. 
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No  solo  ioOuye  el  Rev  ea  U  formación  de  las  leyes  por 
medio  de  la  ioicíaliva,  que  á  sa  nombre  ejercen  los  minis- 
tros responsables ,  sino  haciendo  uso  de  la  prerogativa  de 
conceder  ó  denegar  libremente  la  sanción  á  los  proyectos  de 
ley  aprobados  ya  en  ambos  cuerpos  colegisladores  (4). 

•4.— «Como  el  poder  legislativo  es  soberano,  nadie  puede 
arrogarse  sos  atribuciones  y  menos  todavía  reformar  sus  ac- 
tos. Asi  que  nadie  tiene  facultad  para  establecer  leyes,  mo- 
dificar ó  abolir  las  antiguas,  sino  el  mismo  poder  legislativo; 
principio  de  eterna  verdad  qoe  los  jurisconsultos  romanos  éx-, 
presaban  con  admirable  concisión  en  aquella  máxima  tan 
sabida :  Bjus  est  tollere,  eujus  e$t  eandfíre. 

•&.— La  derogación  de  una  ley  puede  ser  expresa,  en  vir*^ 
tud  de  otra  ley  posterior  contraria,  ó  tácita  por  efecto  de  una 
costumbre  legal.  El  derecho  consuetudinario. tiene  en  Espa- 
fta  fuerza  de  derecho  escrito,  aun  contra  testo  expreso  cuan- 
do reúne  las  condiciones  requeridas  (2).  En  tal  caso  existe 
una  razón  legal  para  dar  fuerza  derogatoria  á  (a  eostumbre,  & 
saber,  el  consentimiento  presunto  del  soberano,  y  otra  razón 
de  alta  conveniencia  pública,  cual  es  la  necesidad  de  dar 
firmeza  y  seguridad  á  todos  los  derechos  antiguos,  legiti* 
mándelos  por  medio  de  la  prescripción*  ¿Qué  derecho  pu- 
diera haber  superior  á  toda  controversia,  si  las  costumbres 
legitimas  no  pusiesen  coto  á  tanta  arbitrariedad  y  á  tan  es- 
pantoso caos,  como  nacerían  de  la  resurrección  de  mil  olvi- 
dadas leyes? 

También  ocurre  la  derogación  tácita  cuando  la.existon- 
.cia  de  una  ley  anterior  es  incompatible  con  la  observancia  de 
otra  posterior  fundada  en  principios  nuevos ;  mas  entonces 
la  derogación  no  será  sin  embargo  total,  sino  parcial,  es  de- 
cir ,  limitada  á  las  disposiciones  contradictorias  ó  irreconci-»* 
Hables  con  las  últimas  establecidas;  mas  en  casos  tales^ 
conviene  proceder  con  suma  eao tola.  No  basta  que  una- ley 
aparezca  en  disonancia  ó  ea  opoeicion  con  el  espirito  cena*- 
titucional  para  creerla  derogada;  pues  si  haciendo  un  uso 

(1)  Art.  44  de  la  Gonstilacion. 

(2)  Leyes  1,  ^,  3, 4  y  1^,  tit.  ii,  Part.  I. 

Tomo  L  3 
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indiscrelo  de  la  máxima  no  hag  detecho  contra  el  dmetko 
nos  creyésemos  autorizados  para  declararla  abolida,  el  óntet 
social  quedarla  á  merced  del  capricho  de  las  iolerpreUcionaa 
individuales.  El  primer  deber  es  respetar  las  ieycs  ent^ 
lentes. 

La  derogación  expresa  es  parcial  cuando  la  cMusula  4e- 
rogatoria  se  halla  concebida  en  esta  fórmala  ú  otra  eqnif  a»*" 
lente:  Quedan  derogadas  todoi  las  dieposieiones  contralriaaé 
¡a  presenie  ley ;  pero  sí  en  la  clfcusnla  derogatoria  se  dedaK 
rasen  expresamente  abolidas  todas  las  leyes  anteriores >  l| 
derogación  sería  total «  de  lo  cual  tenemos  un  ejemplo  noCaf 
ble  en  la  ley  de  8  de  enero  de  4845^  en  cuyo  articulo  443  y 
áitimo  se  dice :  Quedan  derogadas  todas  las  leyes  anteriaaes, 
decretos  y  disposiciones  vigentes  sobre  organización  y  aérihuf 
cianes  de  los  ayuntamientos. 

•••— «La  facultad  de  interpretar  la  ley ,  cuando  la  ioter^ 
prelacion  es  auténtica  y  se  6ja  el  seatido  de  las  palabras  por 
vía  de  aniofidad,  es  atribución  propia  de  quien  qerce  la 
potestad  legislativa ;  y  asi  al  legislador  debe  acndirse  si  los 
leyes  fueren  dudosas ,  oscuras  ó  insuficientes  para  que  bis 
íBlerprete,  declare  6  reforme  (4).  Sin  embargo,  en  la  obra 
de  la  interpretación  legal  cabe  mocha  parte  al  poder  ejecu*- 
livOf  ya  sea  diotando  reglamentos  como  encargado  de  con**' 
▼ertíf  el  derecbo  en  hecho,  á  cuyo  fin  la  Constitución  olor^ 
ga  al  Rey  una  autoridad  tan  extensa,  cual  se  requiere  para 
hacer  ejecutar  las  leyes;  ó  bien  sentenciando,  porque  toda 
interpretaeion  doctrinal  deeiarada  por  un  jues  es  un  verda- 
dero juicio  y  la  verdadera  ley  de  las  partes. 

Mr.— No  obstante  que  el  poder  legislativo  es  soberano  y 
en  este  concepto  ol  administrativo  le  está  enteramente  subor** 
•diñado,  conviene  que  no  se  turbe  lanrnonía  constitucional  por 
ol  deseo  inmoderado  doensaftcbar  sus  atribuciones,  arrogan** 
dose  otras  impropiu  de  so  índole  y  de  su  carácter  pnramen* 
le  preeepcívo.  La  ley  es  letra  moerta;  todo  lo  quo  sea  netivi- 
4ad ,  movimiento,  es  ageno  á  su  índole  y  extrallp  á  sos  lemh 

(1)    Leyes  14,  tit.  i,  Part.  I  y  3,  tii.  ii»  lib.  3,  Nov.  Becop. 
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eiones.  La  ConstitacioB  del  estado  determina  los  limiten  qoe 
separan  la  acción  legislativa  de  la  administrativa;  y  si  todavía 
quedase  algún  terreno  litigioso,  es  el  legislador  qqien^  apli* 
cando  los  principios  generales  de  la  ciencia  poiitica,  debe 
dirimir  la  cnestioo,  no  con  miras  indiscretas  de  arrogarse 
loas  ó  menos  facultades,  sino  con  absoluta  independencia  y 
ánimo  imparcial  ^  partiendo  siempre  de  ta  pacífica  idea  que 
el  poder  legislativo  y  el  ejecutivo,  lejos  de  ser  eternos  riva- 
les, como  supnso  Mably,  son  sinceros  aliados  y  se  completan- 
recíprocamente.  Si  alguna  vetpudoetistir  semejante  anti-^ 
patía,  hoy  se  baila  extinguido  el  ruego  de  la  discordia,  por!  lo 
menos  en  aquellas  naciones  que  gozan  de  libertad  política  y 
comprenden  su  ejercicio;  porque  allí  hay  asambleas  delibe** 
rantes  que  trasmiten  su  espíritu  y  hacen  heredero  de  sur 
tradiciones  al  gobierno  nacido  en  su  seno  y  apoyado  con  su 
voto. 

•9.— Todo  pues  conspira  á  establecer  una  estrecha  alian- 
za entre  el  poder  legislativo  y  el  administrativo ;  mas  sin 
embargo  pueden  ocurrir  conflictos  y  aun  cometerse  graves 
nsnrpacioi^s.  En  estos  casos ,  cnando  sobrevienen-  cuestio- 
nes de  dudosa  solución,  ó  cuando  algún  poder  traslimita  la 
esfiera  de  su  actividad  é  invade ,  sería  preferible  que  laad- 
minisfracion,  y  no  la  ley,  fuese  la  agresor&i  La  opinión  públi-! 
ca  en  contrario,  aunque  sea  la  regla  mas  general,  no  es 
siempre  la  mas  cuerda.  Si  la  superioridad  reconocida  del  po** 
der  legislativo  puede  disculpar  la  atracción  de  facultades  ex-* 
trafias,  esa  misma  superioridad  bis  hace  también  mas  tenal« 
bles.  Al  arrogarse  la  administración  facultadea  legislativas; 
el  poder ,  asi  menoscabado,  queda  todavía  con  fuerzas  bas<- 
tantos  para  revindicar  sus  derechos ;  pero  siendo  la  ley  la 
usurpadora,  nada  mas  puede  hacer  la  adminisiracion  ofendi- 
da para  recobrar  el  ejercicio  de  tos  suyos,  qoe  pedir  la  ripa- 
racion  del  agravio  en  nombre  de  los  pnnoipios ,  porqne  co- 
mo la  ley  es  soberana,  no  hay  trámites  qne  enfrenen  su  vo«* 
Inntad  ó  la  inclinen  á  desprenderse  de  sn  conquista. 

«•.—«La  potestad  de  hacer  ejecutar  las  leyes  reside  en 
el  Rey ,  y  su  autoridad  se  extiende  á  todo  cnanto  conduce 
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á  la  conservación  del  orden  público  en  lo  interior ,  y  á  la 
segoridad  del  estado  en  lo  exterior,  conforme  á  la  Constita* 
cioB  y  á  las  leyes  (1 ). 9  En  el  Rey ,  pues,  reside  la  plenitud 
del  poder  ejecutivo  que  ejerce  por  el  conducto  necesario 
de  BUS  ministros  quienes,  con  su  responsabilidad  moral  6 
efectiva ,  protegen  ia  persona  del  Monarca  sagrada  é  invio- 
lable según  la  Constitución  (2). 

.  90.— En  el  poder  ejecutivo  reside  exclusivamente,  con- 
forme al  testo  constitucional,  la  facultad  de  desarrollar  et 
pensamiento  del  legislador  sin  corromperle  y  sin  atentar 
indirectamente  á  sus  prerogativas ,  abusando  del  derecha 
de  dictar  leyes  secundarias  para  explicar  las  primarias  y  dis- 
poner su  ejecución ;  derecho  inherente  á  la  naturaleza  de 
sus  funciones  que  son  propias  de  un  poder  activo,  y  en  nada 
semejan  al  efecto  de  un  instrumento  ciego  6  al  movimiento 
de  una  máquina  empleada  en  exigir  obediencia  pasiva  á  loa 
preceptos  del  legislador. 

Todos  cuantos  intereses  hay  en  la  sociedad  de  carácter 
permanente,  como  definir  los  derechos  del  ciudadano,  deter- 
minar el  estado  de  las  personas,  constituir  la  propiedad, 
pertenecen  al  dominio  de  la  ley,  porque  la  ley  se  dicta  para 
que  sea  regla  general  y  perpetua ,  y  por  eso  no  es  necesario 
qae  la  acción  del  poder  legislativo  sea  constante  sino  inter* 
miteate.  T  al  contrarío  todas  cuantas  disposiciones  llevan 
impreso  el  sello  de  una  conveniencia  de  tiempo  ó  de  lugar, 
de  la  equidad  mas  bien  que  de  la  justicia,  y  suponen  por  lo 
mismo  una  instabilidad  proporcionada  á  la  rapidez  ó  lenti- 
tud del  movimiento  social  al  que  están  subordinadas,  entran 
en  la  esfera  de  la  administración.  Tales  son  los  principios 
qae  suplen  el  silencio  de  la  ley ,  al  irazar  la  línea  divisoria 
de  la  acción  legislativa  y  administrativa. 

91  .--Hay,  paes,  una  verdadera  delegación  constitucional 
del  derecho  de  interpretar  la  ley  en  favor  del  poder  ejecuti- 
vo; delegación  necesaria,  cuando  la  interpretación  no  es 
auténtica,  si  este  poder  ha  de  reunir  cuaotas  atribuciones 

(1)  Art.  43. 

(2)  Art.  43. 
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se  requieren  para  admÍDÍslrar  ud  estado.  La  ¡Dtermiténcia 
de  la  accioD  legislativa;  las  díGcultades  que  la  experíeDcia 
enseña,  el  dasarrollo  de  los  pormenores,  la  previsión  de  todas 
tas  hipótesis,  la  avenencia  de  las  pretensiones  legitimas  y 
otros  mil  accidentes  *!son  objetos  que  huyen  á  la  perspicaeta 
del  legislador  y  que  la  administración  vé  y  palpa,  porque  está 
mas  cerca  de  las  personas  y  de  las  cosas;  y  por  tanto  no  coa- 
viene retirar  absolutamente  al  poder  ejecutivo  la  facultad  de 
interpretar,  dejando  á  la  ley  convertida  en  un  íecho  de  Pro- 
custo á  cuyas  invariables  dimensiones  se  ajusten,'  de  grado- 
ó  por  fuerza,  los  intereses  de  todos. 

19. — Algunas  veces  el  legislador  reconoce  eomo  insufi- 
ciente esta  delegación  ordinaria  y  reviste  al  poder  ejecutivo 
con  mas  extensas  facultades  para  interpretar  la  ley,  por 
medio  de  una  delegación  extraordinaria;  y  en  tal  casa  debes 
aparecer  claros  y  perfectamente  deGnidos  los  límites  de  esta 
especie  de  voto  de  confianza.  Cuando  es  la  delegación  ordi- 
naria, la  facultad  interpretativa  no  debe  salir  del  ancho  cir- 
culo descrito  por  el  espíritu  constitucional,  que  es  atribuir  al 
poder  ejecutivo  la  autoridad  bastante  para  satisfacer  las  nece- 
sidades de  la  administración. 

98. — La  potestad  de  juzgar  ó  aplicar  la. ley  á  las  cuestio* 
nes  de  Interés  privado  reside  en  el  cuerpo  de  la  magistra- 
tura ó  en  los  tribunales  del  orden  judicial. 

La  administración  de  la  justicia  requiere  una.  organiza- 
ción distinta  y  separada  del  poder  administrativo.  La  inde' 
pendencia  del  poder  judicial  está  consagrada  en  la  Constitu- 
ción que  declara  á  los  jueces  inamovibles  (4 ). 

La  justicia  se  administra  en  nombre  del  Rey  (2)  á  quien 
corresponde  asirnismo  cuidar  de  que  se  administre  pronta 
y  cumplidamente  en  todo  el  reino  (3);  y  como  en  la  corona 
treside  la  potestad  de  hacer  ejecutar  las  leyes,  y  su  autori- 
dad se  extiende  á  cuanto  conduce  á  la  conservación  del  orden 
público  en  lo  interior,  y  á  la  seguridad  del  estado  en  lo  exte- 

(1)  Art.  69. 

(2)  Arl.  71. 

W    Arl.  41,  §.  2.» 
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rior  (I ),»  se  infiere  claramente  del  testo  coastitocional  que  el 
Rey  es  gefe  supremo  del  poder  ejecótÍTo;  es  decir,  superior 
comuQ  de  todas  las  autoridades,  así  del  orden  administrativo 
como  del  judicial.  En  este  concepto  dirime  las  competencias 
tanto  de  jurisdicción,  cuanto  de  atribocienes.  El  Rey  modera, 
pues,  la  acción  de  ambos  poderes  que  no  son'riyales,  sino 
independientes,  y  los  contiene  dentro  de  los  limites  de  su  res- 
peetiva  esfera  legal. 

Esta  reciproca  independencia  sería  quebrantada: 

I.  Si  alguna  autoridad  del  orden  administrativo  ó  judi- 
cial mandase  en. materias  reservadas  á  las  del  otro  orden. 

II.  Si  impidiese ,  coartase  ó  falsease  la  ejecución  de  los 
actos  emanados  de  cualquiera  autoridad  del  orden  distinto. 

III.  Si  las  autoridades  judiciales  pudiesen  atraer  á  su 
tribunal  y  sentenciar  á  los  agentes  administrativos  y  vice- 
versa. 

Cuando  los  límites  entre  unas  y  otras  atribuciones  fueren 
oscuros,  ala  administración  y  no  k  la  justicia  corresponde  de* 
finirk»,  según  se  demostrará  en  el  tratado  de  la  compe* 
teUcia. 

1^.— Del  principio  constitucional  de  la  división  é  índe>^ 
pendencia  reciproca  de  los  poderes  judicial  y  administrativo, 
se  sigue  que  cada  uno  es  soberano  en  su  línea,  y  que  por 
consiguiente  ninguno  puede  reformar  las  providencias  del 
otrOt  ui  desobedecerlas,  ni  negar  el  auxilio  de  su  autoridad 
á  la  autoridad  de  distinto  orden,  en  caso  de  contravención  k 
sas  mandatos- 
Dedúcese  igualmente  del  principio  establecido  que  nin» 
gttu  juez  puede  arrogarse  atribuciones  propias  de  las  autori- 
dades administrativas,  ni  impedir  k  estas  el  ejercicio  legiti- 
mo de  las  suyas,  so  pena  de  suspensión;  asi  como  ningún 
eoDipleado  del  orden  administrativa  puede  arrogarse  atribu* 
clones  jadÁciales  ó  impedir  la  ejeeucíoo  de  uia  providencia 
ó  decisión  dictada  por  juez  competente,  bajo  igual  pena  (9). 
16.— Este  cambio  de  servicios  y  este  mutuo  respeto  en* 

« 

(1)    Art.  43. 

(i)    Art.  299  del  Código  penaL 
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tr««iDbo0  poderes^  cQii«Utiiyj&&  á  la  justicia  ea  anxUiar  de  I» 
advmislracioB,  y  bacao  á  ta  admiaislfacion  aliada  natural 
de  la  justíoia.  El  poder  jndieíal  presta  apoyo  al  administra- 
tire,  coando  jazga  de  laa  cootrayeacioaes  á  los  preceptos 
qoe  emanan  da  una  autoiridad  k  quien  corresponde  volar  por 
la  ejecneion  de  las  leyes  de  interés  público.  El  deber  de  les 
tribomles  ordinarios  en  casos  semejantes  se  cifra  en  aplicar 
catríetameiile  la  disposición  administrativa,  sin  pararse  k 
examinar  ni  su  eonvenienfia  ni  su  justicia. 

M.-r^Mas  si  la  disposición  administrativa  no  fuere  diota- 
da legalmeote,  es  decir,  en  virtud,  del  qercicio  legitimo  de 
las  atribuciones  propias  de  las  autoridades  admiiistrattvas, 
d  Juez  ó  el  tribunal  ordinario  no  está  obligado,  ni  debe  dar 
oattiplimiento  á  na  aeto  i}ue  la  ley  eásttga  como  un  delic- 
io denominada  en  el  CUigo  penal  taurpocto»  d$  airibuciih 
na  {i). 

Esta  legislación  está  muy  cenrorme  con  los  principios 
constitucionales  y  es  adecuada  al  intento  de  proteger  el  de« 
recho  de  los  particulares  contra  cualesquiera  abusos  del  po-* 
der  administrativo. 

El  juez  al  aplicar  una  disposición  de  dicho  poder  no  pro- 
cede eomo  delegado  de  la  autoridad  que  U  dictó,  sino  como 
depesítairio  del  tesoro  de  la  justicia  que  la  ley  le  confia,  para 
que  la  dispense  con  imparcialidad.  No  existe,  pues,  un  de«^ 
ber  de  ciega  obediencia  que  le  obligue  á  cerrar  los  ojos  sobre 
la  legalidad  ó  ilegalidad  de  los  mandatos  de  la  administrar 
eiott ;  por  el  contrario ,  existe  una  obligación  sagrada  de  in- 
quirir sí  tiene  ó  no  fueran  oUigatoria  el  precepto  en  cues- 
\wñ ,  7  de  reusar  su  cumplimiento ,  cuando  adolece  de  tales 
vieios,  que  analen  el  acto  emanado  de  una  autoridad  á 
quien  no  corresponde  el  qimóio  hgítímQ  de  las  atribucioties 
necesarias  para  dietario. 

Na  se  entienda  por  eso  que  el  poder  jndicial  conoce  de 
actos  admiaistrativos  y  usurpa  prerogativaa  agenas  á  su 
autoridad.  El  juez  (V  tribunal ,  negándose  á  la  aplicación  de 


(1)    Título  VIH ,  cap.  í. 
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ua  mandato  admioistrativo ,  ni  reforma  ni  desobedeee  aíii^ 
gana  providencia  de  la  administración;  únicamente  le  reuaa 
stt  concurso,  absteniéndose  sin  embargo  de  prejuzgar  cues* 
tienes  que  no  son  de  su  competencia;  y  si  acaso  entorpece  la 
acción  administrativa,  es  en  un  caso  parlicolar,  siendo  re* 
querido  y  en  nombre  de  un  testo  expreso  de  la  ley.  El  poder 
judicial,  limitando  de  esta  suerte  el  poder  administrativo, 
ofrece  una  garantía  mas  al  ciudadano  cuyos  derechos  lo» 
podrán  ser  conculcados  fácilmente  por  ninguna  adminialra*' 
cion,  aun  la  mas  centralizada,  cuando  una  magistratura  inde- 
pendiente ios  protege  y  los  ampara. 

9 9.-* Asi  como  ids  jueces  y  tribunales  ordinarios  tienen 
jurisdicción  para  declarar  el  sentido  de  una  ley,  no  siendo 
por  via  de  autoridad,  asi  también  la  tienen  para  interpretar 
las  disposiciones  administrativas,  si  la  interpretación  fuere 
puramente  doctrinal.  No  se  trata  entonces  de  pronunciar 
nuevas  palabras  que  revelen  el  espiritu  del  legislador»  ai  de- 
clarar por  panto  general  el  sentido  de  tal  ley  oscura:  trátase 
de  aplicar  una  disposición  existente  á  un  caso  particular,  con 
ocasión  de  un  litigio  y  empleando  las  formas  Jurídicas,  todo 
lo  que  pertenece  al  oficio  del  juez,  pues  sin  esta  facultad  se- 
ría imposible  administrar  justicia. 

Si  jurisdicción  es  potestad  para  conocer  de  los  asuntos  ei« 
viles  y  criminales  y  decidirlos  ó  sentenciarlos  con  arreglo  h 
las  leyes,  siendo  la  contravención  á  las  disposiciones  admi- 
nistrativas ya  un  delito.  Va  una  falta,  al  juez  ordinario  cor- 
responde castigar  el  desacato  á  la  autoridad ,  y  por  consí-* 
guiente  comparar  el  hecho  punible  con  la  providencia  vio- 
lada. Esta  comparación  es  algo  mas  que  una  sencilla  aplica^ 
cion  del  acto  administrativo  al  caso  dado;  es  una  interpreta* 
cion  doctrinal  del  precepto  infringido,  sin  la  cual  no  puede 
pronunciarse  sentencia  absolutoria  ó  condenatoria,  porque  no 
hay  juicio  formado  acerca  de  la  inocencia  ó  culpabilidad  del 
presunto  reo.  Y  puesto  que  la  interpretación  doctrinal  de  los 
actos  administrativos  es  necesaria  para  castigar  sus  infrac^ 
cienes ,  á  los  jueces  y  tribunales  del  fuero  común  debe  cor- 
responder este  derecho ,  porque  cui  jurisüetio  data  isí ,  ta 
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giMqm  concéisa  esse  videníur,  sine  quibus  jurisdiciio  e«p/ica- 
rinonpo(esí. 

Esta  doctrÍDa  se  funda,  do  solo  oq  ooa  recta  ialerpreta* 
cioü  de  las  leyes  de  competencia,  sino  en  el  articulo  66  de 
la  ConstilucioQ  de  cuyo  contesto  literal  se  infiere  que  «á  los 
tribunales  y  juzgados  pertenece  exclusivamente  la  facultad 
de  aplicar  las  leyes  en  los  juicios  civiles  y  criminales.»  Si  la 
administración  ejerce  alguna  vez  el  derecho  de  imponer  pe- 
nas pecuniarias  ó  corporales,  débese  &  una  delegación  es- 
pecial del  poder  legislativo  que  para  robustecer  la  acción  del 
poder  administrativo  le  confiere  facultades  coercitivas  y  le 
reviste  de  una]ur¡sdiccioQ  escepcional  y  limitada  por  tanto  á 
los  casos  expresamente  sefialados  en  la  ley. 

Admitiendo  una  doctrina  mas  laxa,  quedaba  abierta  de 
par  en  par  la  puerta  para  que  la  administración  revindicase 
el  derecho  de  interpretar  sus  actos  en  cua^idier  periodo  del 
juicio;  y  esta  interpretación  posterior  at  desacato  á  6u  auto- 
ridad, ímprimiria  al  acto  un  odioso  carácter  de  precepto 
retroactivo.  Entonces  también  pudiera  suceder  que  una  jn-* 
risdiccion  escepcional,  cual  es  la  administrativa,  se  extendie- 
se taftto,  que  al  fin  se  subrogase  en  lugar  de  la  ordinaria, 
apoderándose  por  medios  indirectos  del  conocimienlo  de  las 
contravenciones  indicadas,  suspendiendo  los  trámites,  infla*' 
yendo  en  las  sentencias,  y  en  fin  paralizando  ó  dirigiendo  el 
curso  de  la  justicia,  con  lo  cual  se  arrogaría  la  administra- 
ción facultades  propias  de  los  tribunales  y  llegarían  á  ser 
ilusorias  las  garantís||^  que  la  Constitución  quiso  otorgar  ai 
ciudadano  en  la  división  y  reciproca  independencia  délos 
poderes. 

99.-— Has  coando  la  interpretación  dé  los  actos  adminis- 
trativos no  es  jodicial,  sino  auténtica  ó  se  hace  por  viá  de 
autoridad,  no  son  los  tribunales  ordinarios,  sinoiaadmi* 
nistraeion  misma,  el  poder  competente  para  declarar  las  pa- 
labras y  exponer  el  espíritu  déla  ley.  Una  declaración  se  * 
mqante  equivale  á  una  providencia  nueva;  y  si  el  poder  ad- 
ministrativo ha  de  conservar  intactas  sos  prerogativas,  apo- 
yado en  los  articules  42  y  43.de  la  Constitución,  no  debe 
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coDseBlir  tú  el  despojo  de  tales  facnhedes  que  sin  enaif  «ftte** 
dase  mutilada  su  autoridad,  sancionando  la  irrefípeiisatHH- 
dad  de  sos  propios  actos,  ó  sometiéndose  á  la  responsabilidad 
lie  ios  ágenos. 

CAPÍTULO  ni. 


Bel  pedet*  iidialAAitr«tÍTO. 


79.— Análisis  del  derecho  admi-  87 ,— Generaí  y  (qccU, 

Distrativo.  88.-^^e({vo  y  conimcioso. 

80.— Sageto  de  la  adninntra*  89. ---Atilos  de  adniniaMeion 
cioB.  para. 

81. — Objeto.  90.— Actos   de  administración 

98.— Beealtaáo.  '  eontenciosa. 

89.— Poder  administrativo.  9f .— So  diferenoia. 

84. — Sas  divisiones.    .  9^,^-jéctivo  j  deliberante, 

89.— Poder  adnrinistratÍTO  dvU  93. — Cuerpos  consultivos  de  la 
y  ffif/ttor.  adainiiCnieio». 

85.— /lUeríor  y  esUerior. 


19.— Ea  el  estudio  del  derecho  administralivo  importa 
eoDsiderar  tres  hechos  que ,  aunque  de  origen  eonuiQ ,  sos 
de  satúratela  muy  distinfa»  á  saber «  el  sugeto^  el  cijiio  y  ud 
resultado. 

S#.--^EI  sugeto ,  ó  la  administnunon  $ug$tiwr  estadía  el 
número,  distribución  y  atribuetones  de  las  difereates  auto** 
ridades  fc  quienes  compete  la  ejecuoí<^n  ^de  las  leyes  de  inte** 
Tés  común,  y  es  el  instrumento  de  la  acción  adminístratiTa. 

9t.— El  objeto,  ó  la  administración  objetiva,  declara  las 
personas  y  hs  ceaas  en  que  recae  ó  debe  recaer  el  ó^M'^^í^ 
db  la  potestad  adminíatraUvay  las  cnales  forman  la  materia  d0 
suaocion. 

^•.^El  resultado  es  el  producto  de  la  aodon  deradmiflis*' 
trar  ó  el  aelo  ádmiaistrafivo. 

^M.'-^Púder  aámimsíratUto  eqoívale  á  admíaislraciOtt  su*- 
getiva :  eoopfeade  todas  las  fácoHades  inherentes  al  podsr 
ejetiutifo,  menos  las  ooncemieates  al  orden  poUUco  y  al.js^ 
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dícM:  está  sabordioado  á  la  lej  y  es  paralelo  dé  la  polUiot 
y  de  la  Justioia. 

#4.^E1  poder  adroiaistralivo  se  divide  en  civil  y  militar, 
en  interior  y  exterior,  en  general  y  local,  ea  activo  y  con* 
tencioao,  en  activo  y  coosullivo  ó  deliberante. 

Mft.— El  poder  administrativo  cial  abraza  los  intereses 
todos  de  la  sociedad,  escepto  los  relativos  á  \h  orgaaizaejon, 
distríbocion  y  empleo  de  las  fuerzas  del  ejército  y  armada 
qae  son  de  competencia  exclnsiva  dé  las  autoridades  mililá^ 
r$s.  Esta  divisioase  funda  en  que,  habiendo  llegado  i  sur  la 
guerra  un  arte,  el  deapacko  de  los  negocios  propies  de  la  mi- 
licia y  el  mando  inmediato  de  los  ejércitos  requíereu  estu- 
dios profesionales  y  una  experiencia  tal,  que  solo  puede  eii- 
conlrarao  en  quienes  han  abrasado  y  seguido  la  carrera 
especial  de  las  armas. 

80.~EI  poder  administraiivo  interior  vela  por  la  conser- 
vación del  ¿rden  pública  dentro  del  estado,  procura  la  per- 
feccíon  de  sos  miembros  y  promueve  el  desart oH(^  de  lodos 
los  elementos  de  riqueza  y  bieaealar  que  la  nación  encier- 
ra. El  Milmor  dirige  las  relaciones  internacionales  y  cuida 
de  la  seguridad  del  estado  amenazada  ó  comprometida  por 
pueblos  extraaos.  Esta  división  se  fonda  en  el  ari.  i3  de  la 
Coofiüttcion. 

99. — El  poder  administrativo  gem$ral  ocupa  el  centro  del 
estado,  y  desde  alli  abarca  con  su  mirada  todo  e)  horizonte 
de  la  sociedad  y  ejerce  su  actividad  eu  cuanto 'comprendé 
el  lerritorio  nacional.  El  local  es  una  detívacion  del  poder 
central ,  y  sa  autoridad  está  circunscrita  á  los  casos  de  im- 
portancia subalterna,  y  encerrada  dentro  de  los  límites»  mas  é 
menos  estrechos  de  una  fracción  regular  de  aquel  territorio. 

9S.-^E1  poder  administrativo  es  tao^íen  aeUw  6  conten- 
ciofo  según  qué  unas  veces  ejerce  aeloi  i$  imperio  y  otras 
Mto«  de  jurisdieeion.  Son  actos  de  imperio  las  providencias 
dictadas  por  el  poder  administrativo  en  uso  de  sn|K>(ss(ad 
diicreeional ,  para  la  ejecución  de  las  leyes. 

Mas  al.  ejercer  estas  atribuciones  de  puro  mando  con 
respecto  á  los  intereses  ya  generales»  ya  particulares,  puede 
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suscitar  reclamaciones  que  debe  escuchar  y  decidir.  Ed  tal 
caso  cambia  la  naturaleza  de  sus  actos,  porque  si  antes  de 
la  oposición  se  manifestaba  en  forma  de  acción,  después 
aparece  en  forma  de  juicio. 

El  poder  administrativo,  pues,  hállase  revestido  del  m$ro 
y  misto  imperio:  de  aquel,  porque  tiene  potestad  \  de  este, 
porque  tiene  jurisdicción.  La  potestad  sola  constituye  la  dd* 
ministraeion  pura  \  la  potesítad  con  la  jurisdicción  constitu- 
yen'Ia  administración  contenciosa  (I). 

99. — ^El  poder  administrativo,  ejerciendo  actos  de  admi- 
nistración pora,  emplea  una  accitm  directa,  camina inme* 
diatamente  á  so  objeto,  consulta  la  utilidad  pública ,  provee 
á  los  varios  servicios  y  obra  espontáneamente,  sin  haber  si- 
do provocada,  ó  acaso  pidiéndosele  auxilio.  Entonces  pue« 
de  ser: 

[.  ^órgano  de  comprobación  para  buscar,  recoger  y 
trasmitir  las  luces,  para  inspeccionar,  confrontar  y  apreciar 
ios  datos  é  informes  y  hacer  declaraciones  auténticas,  v 

II.  CL Instrumento  de  operaciones  paramente  materiales 
que  maneja  los  bienes  y*  propiedades  comunes ,  adquiere  y 
enagena,  ejecuta  obras  públicas,  las  repara. y  eatretíene, 
ejerce  acciones  activas  ó  pasivas,  sosteniendo  litigios ,  per- 
cibe las  rentas  públicas  y  paga  los  gastos,  haciendo  las  cor** 
respondientes  liquidaciones.» 

III.  «iFuerza  moral  con  cierto  poder,  aunque  sin  rigorosa 
autoridad ,  que  goza  de  la  prerogativa  indeterminada  y  émí* 
nentemente  benéBca  de  fomentar  instruyendo ,  animando, 
recompensando,  asistiendo,  protegiendo  y  socorriendo  á  los 
individuos;  y  de  vigilar,  autorizar  y  dirigir  alas  corpora- 
ciones prestándoles  su  apoyo  tutelar.» 

lY.  ^Autoridad  positiva  que  manda  en  nombre  del  pro- 
comunal unas  veces  en  lo  que  concierne  k  las  cosas,  como 
cuando  por  la  declaración  de  utilidad  pública  socnete  &  cier- 
tas servidumbres  la  propiedad ,  y  otras  en  lo  tocante  á  las 

(1)  usamos  aquí  la  palabra  administración  como  sinónina  de 
poder  administrativo  v  por  no  separarnos  del  lenguaje  recibido ,  no 
obstante  que  es  antboldgica. 
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persopas,  procurando  eo  servicio  de  la  sociedad  el  campli^ 
miealo  de  las  leyes  y  la  obediencia  de  los  agentes  adminis-. 
trativos ,  ó  de  los  contratistas  de  la  administración  ó  de  ios 
individuos  particulares  (1).» 

•6. — El  poder  administrativo,  en  los  actos  de  administra- 
ción contenciosa,  ejerce  una  verdadera  jurisdicción,  porque 
posee  la  facultad  de  aplicar  las  leyes  ventilando  derechos  y 
pronunciando  decisione$. 

ot. — Los  actos  de  administración  pura  son  imperativos 
cómelas  mismas  leyes  cuya  ejecución  preparan;  son  la  am- 
plificación del  pensamiento  del  legislador  y  tienen  el  carác- 
ter de  leyes  secundarias. 

Los  actos  de  administración  contenciosa  también  son 
oUigalorios,  aunque  unas  veces  solo  entre  particulares  á.  ma- 
nera de  una  sentencia  judicial,  y  otras  llevan  impreso  el  se- 
llo y  tienen  la  fuerza  de  preceptos  generales. 

S9. — El  poder  administrativo  ejerce  además  actos  de  ad* 
ministracion  activa,  á  diferencia  de  los  actos  de  administra- 
ción puramente  consultiva  ó  deliberante.  Los  primeros  tie- 
nen por  objeto  ejecutar:  los  segundos  ilustrar  tan  solo  á  las 
autoridades  encargadas  de  la  ejecución. 

S8.— No  obstanié"  que  el  ministerio  principal  del  poder 
administrativo  es  ejecutar  y  no  discutir,  casos  se  ofrecen  ár- 
daos, 6  negocios  de  tal  entidad ,  ó  tan  enlazados  con  la  vida 
local  á  cuyos  roinociosos  pormenores  no  puede  descender  la 
administración ,  que  la  ley  ba  querido  sabiamente  no  enco- 
mendar su  resolución,  sin.una  deliberación  previa,  á  una  au- 
toridad sola.  De  ah4  nace  que  la  administración  central ,  lo 
mismo  que  cada  autoridad  á  ella  subordinada,  aparezca  siem- 
pre asistida  de  un  consto  ó  cuerpo  puramente  consultivo  que, 
sin  debilitar  su  acción  ni  servir  de  escudo  á  su  responsabi- 
lidad, ilustran  al  poder  con  sus  conocimientos  facultativos  ó 
locales,  es  decir,  con  un  saber  especial  que  en  vano  se  bus- 
caria  fuera  de  aquel  recinto. 

E^te  doble  mecanismo  produce  un  movimiento  complejo 

(i)    De  la  administracioB  pública  con  relación  á  Espafia,  por 
don  A.  CMivao* 
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Ó  aaa acción  paralela ,  y  dá orígen  á la dit isioo  de  losados 
admiaistrati vos  arriba  establecida,  cuyas  inmediatas  aplica* 
Clones  se  descabrírán  en  los  capítulos  siguientes. 

CAPÍTULO  IV. 


De  la  dlvUilon  terrlioFial. 


94.—; 


Eitensiott  del  poder  admi- 

aistratiro. 
9S.— Territorio  nacional. 
95. — El  territorio,  condición  de 

toda  exísteacia  social. 
97.— Enagenaciooesd  desmem- 

bracioHes  de  territorio. 
98. — ^Importancia  de  toda  dÍTi- 

8ton  territorial. 
99.  -Su  dificttUad, 
100. — ^Re^las  generales. 
101.— üniformidaiL 

103.— Medios  do  comprobairla. 

104. — Snperficie. 

105.— PoDlaeion. 

106.">^Riquexa. 

107.— Consecuencia  de  su  exá- 

man. 
1  OS. — Proporeian. 

110. — Capitales. 

111. — ^Territorío  espaOol. 

lis. — ^HisCoriade nuestra  división 

territorial. 
f  13. — DWision  cÍTÍI  de  Espafia  en 

•  proTÍDCiaB. 
114.— Snbdiyision  en  distritos  y 

términos  municipales. 
115. — División  política, 
á  15.— Judicial. 
117.— Fiscal 
118.— Literaria. 


119.— De  obras  públicas. 

lSO.--Milítar. 

121.— De  marina. 

iiS. — Eclesiástica. 

123.— Qué  autoridad  es  la  com- 
petente para  establecer  ó 
alterar  la  división  territo- 
rial? 

lS4.-^aráeter  do  las  naidaáes 
de  territorio  llamadas  pro^ 
vincias  y  ayuntamientos, 

125. — Carácter  de  las  unidades 
llamadas  disiritos. 

125.— El  gobierno  es  incompe- 
tente para  alterar  los  limi- 
tes de  las  provincias. 

127.— Greacioade  nuevos  ayun- 
tamientos y  supresión  de 
los  anti^os. 

12S.— Agfegaciouea  y  segrega- 
cioaes  de  pueblos  o  terri- 
torio babitado. 

ISO.^Importancia  suma  de  es- 
tos aetoa. 

1 30. — Rectificación  de  limites. 

131.— índole  de  esta  operación 
administrativa. 

132.— Autoridades  competentes 
para  declarar  los  limites 
provinciales  y  municipales 

133.— Apeo  6  deslinde  do  leiri- 
torio. 


S4. — El  derecho  administrativo  español  es  la  ciencia  ttis- 
made  la  administración  aplicada  á  nuestra  patria:  debesaot, 
pneSi  empeear  so  estudio  describiendo  el  circulo  de  la  ac- 
ción propia  del  poder  admúrisirativo  en  el  reiao  de  EspaSa. 

S6.— Todas  las  naciones  poseen  en  común  una  eitensfam 
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fhfermíiiadB  de  tierras  ea  coya  propiedad  eotecttta  esUm 
eaclayadas  las  propiedades  délas prevíDcias,  de  lospeeblos, 
de  las  láflulias  y  de  los  tadividoas.  EsU  propiedad  ootectira 
á  la  caal  Uaoaa  terrílerío  naeioaal,  jes  aaterior  á  la  propie- 
dad pcifada,  porque  la  idea  de  aquella  Bació  entre  los  poe** 
Uo6  casadores,  y  la  necesidad  posterior  del  oalti^o  produjo 
ésta,  pasando  el  hombre  de  la  yida  errante  i  la  rida  seden- 
taria, de  la  caza  á  la  agricnltvra*  Hay  todavía  pueblos  saU 
reges  qae  deseonocen  la  propiedad  particular,  y  mueyen 
guerras  á  otras  tribus  rednas  por  riolaciones  de  territorio.* 

Stt.*— El  territorio  es  tan  inseparable  de  la  nación ,  cetiio 
son  inseparables  del  hombre  sus  medios  de  existencia.  Un 
poelilo  á  quien  Be  arrebatase  su  territorio,  perdería  también 
BU  nadonaltdadt  ó  quizás  sería  exterminado.  El  único  pae^ 
Uo  del  mundo  que  carezca  de  territorio  nacional  es  el  ht-^ 
breo,  cuya  dispersión  j  vida  errante  impiden  la  obediencia 
k  unas  mismas  leyea,  la  constitncion  de  na  gobierno,  y  en 
sama,  la  formaoion  de  un  cuerpo  moral. 

Elctttdadana  dentro  del  territorio  naoioaal,  ▼ivecomoet 
hombre  privado  en  la  casa  que  habita  y  ea  el  campo  que  c«l- 
tiva:  fuera  de  él  es  un  extrafio  tolerado  ó  tal  vez  protegido, 
pero  nunca  coaaiderado^omo  miembro  de  la  gran  familia  lla< 
mada  nación.  El  gobierno  de  su  patria  no  le  sigie  fuera  del 
territorio ,  porque  al  tocar  sus  confines  se  extingue  la  íoerza 
de  las  leyes  y  muere  el  poder  de  la  administración. 

El  poder  administrativo  viene  á  ser,  pues,  un  poder  eBe«* 
cialmenle  doméstico,  mas  inherente  al  terricorio  de  la  na- 
.  eioü,  que  á sus  moifadorea.  Si  hay  ciertas  leyes,  como  las  re- 
lalívas  al  estada  y  oapaoídad  de  las  personas  que  tal  vez  si-* 
giuen  al  cíndadaiia  en  tierra  evtraiijera  y  per  eso  hs  llaman 
personales;  débese  á  las  convenciones  y  tratados  celebradoB 
entre  los  gobiernos  qiae  constítnyenel  derecho  internada* 
nal:  son  leyes  panamente  positivas  que  paeden  no  existir  sie 
que  la  eqaidad  se  resionAa,  ni  se  ofenda  la  justicia. 

1^9  .^La. legislación  de  todos  loa  pueblos  oul tos  d4  suma 
importancia  á  los  actos  que  pueden  produdr  la  desmembra- 
•cion  del  territorio  nacional,  ó  la  segregadon  de  alguna  de 
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SUS  parles.  Según  un  artículo  coostilucioaal  ueoesila  el  Rey 
eslar  autorizado  por  una  ley  especial  para  euagenar/ ceder 
ó  permutar  cualquiera  porciou  del  territorio  espafiol  (4)* 

S9» — La  primera  coodicioa  de  un  buea  sistema  admínis* 
trativo  es  una  acertada  división  territorial,  ó  la  distribución 
de  la  esfera  común  de  la  acción  administrativa  en  cierto  nú* 
mero  de  esferas  particulares  que  juntas  se  muevan  en  armo* 
nia  y  en  virtud  de  un  solo  impulso.  Si.  ha  de  reinar  el  orden 
en  la  administración,  si  su  vigilancia  ha  de  ser  constante,  ia* 
falígable  su  actividad  y  su  omnipresencia  posible,  es  fuerza 
repartir  los  cuidados  de  tal  forma,  que  toda  la  administra- 
ción corresponda  á  todo  el  territorio  y  una  fracción  k  cada 
frwcion.  Ciasifiear  las  funciones  administrativas  por  serví*** 
cios  y  por  distritos,  es  aplicar  el  método  á  la  administración 
y  simplificar  su  mecanismo,  seAalando  á  cada  autoridad  el  oír» 
culo  de  su  poder  y  los  límites  de  su  jurisdicción. 

im.-*Una  división  territorial  es  obra  difícil ,  porque  hay 
que  consultar  principios  é  intereses  y  necesidades  muy  di- 
vergentes. La  administración  debe  oir,  antes  de  dictarla,  el 
consejo  de  personas  experimentadas  en  varios  ramos  del  ser« 
vicio  público  y  entendidas  en  geodesia ,  porque  hay  que  fi- 
jar la  vista  alternativamente  en  la  sociedad  y  en  la  naturaleza, 

!••.— apondremos  las  reglas  que  conviene  tenga  la  ad* 
ministracion  presente  al  introducir  ó  reformarla  división  del 
territorio;  no  porque  sean  las  únicas,  sino  por  considerarlas 
como  principales. 

tot.-*  L  La  difiision  territorial  4eb$  $er  uni/brine.-— La 
igualdad  que  debe  presidir  al  repartimiento  de  los  derechos 
y  deberes  sociales  entre  todos  los  ciudadanos,  asi  como  la 
sencHtez  y  celeridad  de  la  acción  administrativa  exigen  la 
adopción  de  un  sistema  de  división  territorial  aplicable  k  lo« 
da  la  superficie  de  la  nación  sin  escepcion  ni  privilegios.  Bi 
maynr  bien  de  la  centralización  administrativa  fae  y  seri  de* 
bilitar,  sin  extinguir,  la  vida  local,  sustituyendo  á  este  egoís* 
no  colectivo  un  sentimiento  mas  paro  y  expansivo  en  el 

(I)   árt.  46« 
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aiMrde  la  patria.  Unf  diriaÍMi  territorial  fundada  ea  elre^» 
cMoehnie&to  de  antiguos  faeros»  en  las  tradicianes  de  inda* 
pendencia  remota^  ó  eu' ioTeteradaa  y  abasifaa  coatambrea; 
no  s^Cishria  las  exigencias  ds  la  poiitica,  ni  tas  necesidades  da 
la  administración,  y  seria  un  anacronismo  en  estos  tiempos 
en  que  las  ideas  mas  propenden  á  la  fusión  de  los  sentimien- 
tos de  nacionalicted,  qoe  á  fomentar  las  ya^vidadas  preten-» 
sioMs  de  aislamiento  con  sus  tendencias  siempre  hostiles. 

No  solo  conviene  aplicar  la  regia  da  la  uniformidad  á  to** 
das  las  fracciones  del  mismo  territorio  subordinadas  á  la  ad-* 
minislracioncivilv  sino  qnedebé  extenderse  á  todos  ios  ser* 
▼icios  públicos;  de  suerte  que  la  administración  fiscal,  la 
militar,  la  eclesiástica,  y  cuantas  otras  pudieran  imaginar-t 
se»  se  ajusten  á  una  sola  división  territoriaU  . 

ft#9.^  II.  ¿05  íérminos  detnn  ser  igaoks.— *No  es  deoif 
que  la  distribución  del  territorio  en  Eraecioaes  se  haga  con 
igualdad  matemática,  sino  con  aquella  exactiUi4  prudencial 
que  la  administración  eonsslta  en  todos  sosactos.  Un  terrii^ 
torio  dividido  en  círculos  deaignaiea  foraosaoBente  estarla 
mal  administrado f  pon|ue  unos  serian  demasiado  grandes  y 
otros  demasiado  peqneftoe. 

ft#S»-*llas  ¿qu6  principio  deberá  adoptarse  para  medir 
cada  fracción  de  territorio?  Tres  se  ofrecen ,  á  saber:  la  sn^ 
perficie ,  la  población ,  la  ríqueasa. 

1414, — La  superfkie  no  es  una  medida  aceptable ,  porque 
los  deberes  de  la  administración  no  se  multiplican  según  que 
el  territorio  se  dilata,  sino  conforme  crecen  las  neeesidades 


Adoptando  este  sistema  habria  térmiaos  excesivamente 
laboriosos  y  poblados,  y  otras  incultos  y  casi  desloctos,  y  la 
acción  administrativa  distribuida  con  igtaidad  aparente,  ea* 
tariaen  realidad  desigualmente  repartida.  La  adminlstracioa 
no  guardarla  proporción  en  sus  nriembrosi  ni  en  sus  fuer»* 
zas  equilibrio. 

t«ib.--^La  poblaeian  tampoco  es  una  base  cotí  veniente, 
pues  el  poder  administrativa  no  atiende  tan  solo«á  las  perso^ 
ñas,  sino  además  k  las  cosas.  Hay  razones  naterales  y  eco* 
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nánicas  que  deben  tomarse  noy  ea  Atenta  al.dif  idirieltero 
rítario  Baoiottal  «a  cicoules  admnístrativos»  Dd  rio  iavadea-* 
ble  I  iiM  MontaiB  iaacoesihle,  80A«Q.UiQite  que  laBalurator 
la  apaoe  4  la  cotMiiUcaoioa  de  ioa,hoiDbcei«  ;  iiKtf  tOAflir* 
guíente  &  Ja  antopidad  de  jin  {[efe  local. 

Las  condiciones  ecoaémicaa  esiaUecen  iambien  difiínea** 
ciaa  esenciales  en  cuanto  al  carácter  y  ,eileosion  ét  la  adt 
ministraelon  para  con  los  pueblos.  En  donde.  pffedoniifta4a 
industria,  la  población  está  aglomerada*  las  relaciones  de 
los  habitantes  son  Bias.eilensaa  y  complicadas,  aI  conaMío 
es  actífo,  la  circulación  xápida  y  las  inatituoiancs  defisédít 
lo  muy  frecuentes.  Allí  bay  ñas  activiidad. social,  y  parlan^ 
tose  requiere  que  la  acción  admiflístralifa.obtfe demás cerr 
ca  y  abarque  menos  territorio.  En  donde  prepondeca  laagri** 
eniinra,  la  población  se  halla  dispersa,  su  carador  ea  paci- 
fioo,  el  tráfico  cscasov  lenta  la  cifcuiacian  y  el  crédito  adf» 
quiere  muy  poco  desarrollo..  AUl  hay  menoaacliTidadsocial; 
y  como  bastan  menos  fuerzas*  la  adminialcacion  puede  oo«^ 
locarse  en  centros  mas  remotos. 

Ona4ifision  territorial  ftmdadaif^Ja  igualdad  de  poblar 
cion,  adolecería  de  un  gravísimo  iAconTeaientev  coal  sería 
descansar  sobve  qna  base  incíerla  y  movible.en  sumo  afeado. 
Lanutpridad  de  cada  agente  administratito  creceria  ó  nen^ 
guaría  al  tenor  del  movimienlo  ascendente  ó  dcsoehdenia.de 
la  población;  y  tanta  inaaovUédadM  hiciera  insoportAksá 
IC' administración  que  necesita  sujetar  fc  reglas  fijas  su  poderi 
y  seftalar  limites  ciertos  á  cada  )0f  iaüceion.  Los  admiaialra« 
dos ,  por  otra  parte ,  vivirían  en  perpetua  incertidumbre acor *> 
oa-de  la  nulóridad  4e  quien  debieran  depender  y  del  pue- 
bbal  cual  pudieran  agregarlas,  como ásu nueva  capiíaL 
Bata  movilidad  contiena,  apagandoAodo  sentimiento  de  amor 
laeal  y  destruyendo  toda  conranidad  de  intereaes*  eilinsoi^ 
Ha  aqnellar^ida  propia  que  lospneblos  ddien  tener  dentro  de 
la  existencia  social. 

.  «••.^«-La  riquiiñ  no  es  tampoco  un  sigan, da  la  ignnldad 
drnecesídades  sociales,  por  cuya  rsnon  na  debe  ser  adoptadq 
como  tese  inicn  de  Indivisión  terrileriai.  SsU  lu»e.es.  init 


cicvU 'CQiDo>lafoMM¡M«  j  Tarkiile  coom  las  condieionés 
M0B6mieai  'dé  dos  potUas. 

'Si;elí  oatastroioMe  el-agno  ée  ]AfíqwuL,  la  divMao  car- 
fiMrírii«aiÉft«Baflarea  iaoMnsftpor  la  extenmn  de  sas  tra^ 
MtJDSty  pov  MI  ^scasívo  aoste.  Ona  vez  arreglada,  toéaTia 
^edariiisttjel»  &  tantaftaitamcioliea  cómo  rectífieaíeinoaa  se 
hiciesen  ea  la  operación  catastral. 

Sí  la  nota  de  las  oafitaUroeioalM  direotas'  foese*^  tato 
paeinida,  loadaeaibafiaMbase'de'laTifaesav  exehiyeiid»  dd 
oMoula'laB  áittpMStos  indiieotos  qaé  ea  bs  pividoa  iñdasi^ 
iri|ries'»  eadeoír^  cales. OMB  lieos ,  compoaen  el  mayor  si*» 
flieío.  La.adaiiil«trácia»v  por Mh^ lado,  e«aodo  qaisieBe  ii^ 
tiodueir  f  eformas  cfl  el  sistema  de  impesicíoa  é  repartípiien^ 
(aidelaaceslribpeiones,  ccfaria  siempre  6  fas  mas  veces  aiv- 
td'  a»  iobsIÉcala  der4aiitBi .  gravedad  >  como  seria  el  trastoree 
de  ladiviBÍQB'fteirilDrial  eetaUscida ,  rasaliaiido  de  aqnf  que 
lacréalas-  pMíeasdtsmiflftyesen  6  ia  proporcioadci  iibpués* 
V)  se  qoehiaalaae. 

fl#l.*-*rLai0Da«etfaBneiaí de  este  exámenes  qner  heportí 
no  adottiir  lasniioffioíét  nMapoblamoüi  ni  la  riqMEa',  ea^ 
HWihnseS'  únioaa  dd  una  perfoeta  ó  poi;  lo  menos  aaepUibiÉ 
divsSioa  ABiritbrial.  Todas  «tees  sumiaislran  dalo»  importan*^ 
llümésenya  tdflatondaexsiusmt'debp  Bepelerse,  pero  ewyc 
emiciíf  soisimililktto»  conviene  aprovediafl  pasa  la  sclnoioai  4$ 
este  imteresante  probl^a  de  administración  públicai.  • 

409.^  ill.  Xori tíirmtnarididaii «ermadiciioa.  Meygran^ 
des  i^ la  adsMBísIraeite  catarla  tejos^  de  U»  admiaisIradoiB  /  no 
vería  iaiia  necesidad  y  en  iaetm  ilegaiia  flefa  y  Umgntda  A 
loBcxtfemoa.  Mriy  pequefiol^  laadnánistracioa  iaterveadria 
ennegceiosi  mínimos  eaiycodo  en- el  «vicioi  de  la  impertinc»* 
oiai,  sevia  ,costoea<y  sn  aeeioa  pacaiia  tamMende  torpe  y 
lenta,  defeoles  néee8afids<eÉando<el  mecanismo  admiiilsipa** 
tívo>se€ompUea  donóla 'intoemipíeb  de  racdás<¡nAtíl<¿i>'  * 

Aonqaees  dincii  diotar  árcate.pfi^pdsito  una  regia  fija, 
se  firesumB>i[0tt  en^ün  eUadoide  cíndoiá  diez  millleguas  ena- 
dndaa  ide  m  petfficias  .y :  cosí:  iiiaatipoblacinn»  entre  dnec  r  ües 
fflillénési  dé  tebítatatessl  ftoino  non4o8  estados  medio»  de  £•* 
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topa,  padíera  dividirse  en  grandes  discrilos  de  4  cien  nü 
habitantes  en  an  territorio^  de  cien  leguas  cuadradas ,  y  estos 
términos  sobdividirse  en  circuios  de  á  cinco  mil  haUtantes 
en  una  extensión  de  cinco  leguas  lambien  cvadradas.  Esta 
difvision ,  fondada  tan  solo  en  las  bases  de  soperfioie  y  pobü¿- 
cíon»  debería  ser  modifioada»  sin  embargo «  por  el  inflijo  ¡40 
la  tercera  ó  la  riqueza. 

t##. —  lY.  Lo$  Umií$s  diben  favorecer  la  unidad  admi- 
•JsIraMüa.— De  modo  que  en  una  nueva  división  territorial  no 
conviene  consoltar  sino  las  necesidades  presentes  de  la  IsootOf 
dad,  dando  de  mano  á  las  pretensiones  fondadas  en  el  espf»^ 
ritu  de  aislamiento  y  de  independencia  local  qne  antea  pii«* 
diera  predominar  en  cada  fracción  del  territorio.  Si  alguna 
vez  se  transige  con  estos  sentimientos,  es  porque  se  prefi»¿ 
re  k  combatirlos  con  violencia,  el  método  mas  suave  de  ex«^ 
tirparlos  con  lentitud.  La  máxima  que  recomienda  erigir  una 
administración  centralizada^  si  puede  ser  relativa  con  res- 
pecto á  sus  aplicaciones,  en  cuanto  al  fondo  es  absoluta;  y 
por  eso  una  buena  división  territorial  deberá  absorber  tollas 
jas  existencias  colectivas^  confundiendo  los  limites  de  los  an^' 
ligues  estados,  y  dejándoles  tan  solo  el  goce  de  lea  dere«* 
chos  anejos  á  una  vida  local ,  subordinada  al  rotores  de  U 
unidad  política  y  al  principio  de  la  centralización.  Coai'^ 
quier  otro  sistema  pudiera  convenir  á  un  estado  federal,  pe^ 
ro  seria  impropio  de  un  pueblo  que  aspirase  á  formar  un  to- 
do y  á  ser  regido  por  un  gobierno  unitario. 

1 1#.—  V.  Las  eapitales  deben  fifaree  en  ibt  eeniros  de  ae^ 
Htidad  sedal.— <Es  seguramente  muy  de  apetecer  que  el  ceU'^ 
tro  de  actividad  coincida  con  el  centro  del  territorio;  mas 
siendo  distintos ,  el  foco  de  la  aecien  administrativa  debe  co- 
locarse, no  en  un  punto  matemático,  sino  en  un  punto,  por 
decirlo  asU  extratégico,  para  atender  desde  alH  á  todas  las 
necesidades  públicas,  dar  impulso  á  todos  los  movimientos  y. 
dirigir  el  servicio  en  todos  los  ramos. 

Las  ciudades  capitales,  antes  de  obtener  este  titulo  ó 
preeminencia  de  la  ley,  deacoellao  ya  entre  los  poeUos  in*» 
aedialoe.  AUi  tienen  su  asiento  el  saber*  Ift  gmide  bdnkn* 
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cfio  y  €l  gMiiid^  eomereui  del  terriiorío  cenligiio:  deallCpir- 
Vén  tas  carreteras  yalii  termínao;  los  ríos  y  canales  ealásan^ 
taobien  á  estas  cMades  coa  las  villas  y  logares  que  los  uh^ 
deao ,  y  su  i^blaeioa  ejerce  on  iaOiijo  moral»  y  acaso  on  Ter-* 
daderopredeMíaio,  sobre  los  habitaates  del  caaspo  y  de  loe 
^peMes  cireonvecMios.  apoderada  la  admiajstracioa  de  es« 
ta  liare,  gobierna  el  territorio  anejo  con  facilidad,  perqoe  fi 
dónde  no  alcÍMisaso  laado,  llegan  pronto  las  órdenes  que  co- 
niQDíea  desde  el  ponto  de  su  residencia. 

tl«:-^Bi  territorio  espaAol,se  con^pone  de  la  Peninsolaé 
lelas  adyaeentea  y  los  preciosos  restos  de  los  dominios  de 
Ultramar.  De  estos  no  bablaremos,  porqoe  como  nuestro  ré- 
gimen colonial  constituye  una  legislación  escepcional ,  que 
llaman  de  Indias,  fundada  en  la  especialidad  de  los  intere- 
ses que  alK  prefaieceflt  forma  también  un  esddio  aparte^ 
La  Constitocfon  declara  que  las  provincias  de  Ultramar  se* 
rán  goberaades  por  leyes  especiales  (4). 

t49.--'fil  territorio  de  la  Península  é  Islas  adyacentes 
estuvo  muy  desigualmente  dividido  basta  nuestros  dias,  con- 
servándose  aim  los  limites  sefltalados  por  las  antiguas  nacio- 
nalidades y  hasta-  sus  mismas  denominaciones  de  reinos» 
principados  y  seftorfos.  Después  de  la  incorporación  de  las 
des  coronas  de  Aragón  y  Castilla  era  preciso  adoptar  pron- 
tamente una  nueva  división  territorial  que  consolídase  la 
grande  obra  del  redondeamiento  de  la  península  española; 
mas  sea  que  el  gobierno  hubiese  entrevisto  obstáculos  inso* 
perables  en  la  obstinada' resistencia  de  los  estados  antiguos 
á  cambiar  de  nombres ,  de  confines  y  de  leyes,  ó  que  des- 
ceMcíese  la  urgentes  necesidad  de  tal  reforma ,  es  lo  cierto 
que  hasta  fines  del  siglo  pasado  no  se  pensó  seriamente  en 
ella.tAnn  entonces  los  trabajes  caminaron  con  lentitud ,  y  sí 
produjel'Oii  algon  resultado  de  utilidad  inconlestable  para  eF 
efecto  de  reunir  datos  estadísticos,  fueron  de  todo  punto  es* 
tériles  en  cuanto  al  intento  de  dividir  el  territorio. 

Las  cortes  de  48%  hicieron  la  primera  división  territo- 

(i)   Ari.  80. 
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rial  fundida  en  los*  prinoipíoB  y  oapáz  de  saUrfacer'  las 
eemdades  de  ia  adiBÍnisIracioa;  perer  sn  obra  Tiae.ái  liertaial 
esfirar  el  brere  periodo  conslUnoíoiial  que  ia  produjo.  «Dee-» 
de  entonces  no  se  hiio  innoTaciooalgiHiahaatawiaépoea 
reciente  y  may  seftalada  ea  la  histeiria  d*  AMSlrodeiaelio 
adfflinislratiro  por  grandes  novedades  é  ioportaates  in- 
formas. 

El  real  decreto  qne  estaMeee  el  dereoiio  vigente  «en  la 
materia,  planteando  la  división  civil  del  territorio  «camAbase 
de  la  administración  interior  y  medio  para  obtener  to^bete- 
ficioi  qne  el  gobierno  meditaba  bacer  á  los  paebloSi^  es-nM 
dé  las  leyes  qne  anmaeiaron  la  regeneración  poUlica  y  admi^ 
listrati va  de  España  (4  )•         . 

lts.--Segun  el  citado  decreto  el  territorio  espaiol  de  la 
Penfasnla  deístas  adyacentes  se  divide  en  enarenta  y  noe« 
ve  provincias  qne  toman  el  nombfede  flos<capilale8i4scepto 
las  de  Navarra « Álava,  Gaipnzcoa  y  Vifccaya.qne  eenservea 
sos  anligoas  denominaciones  (2)»  El  gobierno  qoiso  sjbhIq- 
da  no  berir  con  esta  reforma  k  los  pueblos  mas  soscepliblee 
por  so  amor  provincial  y  mas.  apegados  á  sus  tradioionea; 
peco  una  experiencia  bar to  cmel  ensoBó  lo  ínAtil  de  semo* 
jante  cautela. 

En  dicha  ley  se  fijan  los  limilea  de  cada  provincia^  eu«* 
tcndióndose  que  si  un  pueblo  situado  k  la  extfiemidadde  una 
provincia  tteue  una  parte  de  su  lerríAarío  denira  de  loa  oob*- 
fines  de  la  contigua «  este  territorio  porteneoe  á  ia  provincia 
donde  se  hallare  sito  el  pueblo,  aan.ouaudo  la.ltaieadiuiso* 
ria  los  separe  en  la  a{»artenoia  (3). 

La  división  sobredicha  no  m  ha  estaUeoido  eoo  iuú* 
mo'de  limitarla  al  orden  administrativo «  sino  panqtie  se 
arreglasen  también  á«lla  las  desMncaciones  miUtaws,  jn- 
y  de  bacienda  (4)  segm  «sí  no  uerifieó  ea  lotaaee-^^ 


SIVOw 

(1)  Expedido 

(5)  Art.  !.• 

(3)  Art.  3. 

(é)  Art.  4. 


'  i>iyA*^iA8  gntttée»  damaynMitfies  tériittmalíes  Kanada» 
fravineiai  estáa  subdivididas  e»  «ffcntes  «dmínÍBUmtfvw 
é  «iMrfloi  (f).  Ski  gobierno,  ai  inArodacir  ama  siiMi^i- 
sio»' territorial  V  bin^  oso  de  la  asIofiMeioa  que  le  eottee- 
de-  fai  ley  ^parai  el  gobierno  de  lie  pret iieia»  (fi> ,  aegm  la 
eaal  puede  establecer  en  aqoellas  en  <^e-  lo  )QigOB  oeeesa** 
ríoiitioé  MMgefes  polMeor^iibaltemeB,  qoieaes  ejefteAo  en 
■of>  i«8pef0ti?oi  dÍBtriieev  bá|o  la  depéndeiicfa  del  gefe  pollti^* 
ea  «B^íor;  )á8  atrtbnelottes  MOaiadM  k  esta  autoridad,  pe«^ 
ro  con  las  modificaciones  que  el  gobierno  determina  (3);  y  co«' 
BHk  no  es  posible  introdocír  nia;g«na  aaMridád  n^i  sin 
setahrie  el  pilesto  qoe  debe  oeapot  naife  las  antignas ,  ya 
por  razón  de  sn  reciproca  éependtincia »  y  ya  eo  cnanto  al 
ferriioriasiifeto  áenmandos^de  abi  haprocedido  esla-snbdi- 
visión  accidental  y  variable  i  voluntad  át\  gobieme. 

Cada  distrito  oeaiprtade  un  número  niayl^  ó  «eMr  de 
ayuntamientos ;  por  oíanera'  qae  el  territorio  espafiol  se  di- 
inde  paim:  el  servicio  general  de  la. administración,  en  pro^ 
í>nu>ím8 ,  üstrtíúÉ  y  ^^mfaioi  mmirifaké. 

An^.^ádamiM  deiadivf8íoneivii4ay  t>tra9qoeso  ajmslan 
ó:se'aoeitfcná^esia>fdndanieiital>  y  cuyo  objeto  es  regiltisriKar 
ciertos  ramds'  especiales  del  aervicio  púMíco  y  son  las  ní* 
gnientBs: 

I.  La  pMtiea  q«e  se  pfopéne  foMítar  y  ptoteger  el  ejer* 
cicla  del  derecbo  de  eleecino  inherenle  k  la  caaKdad  de  ciu- 
dadana activo.r*^Bt  territorio  se  divide  pam  este  servicio  en 
ái$iH40$  'efaefonibs  yentséottoiMí  dc'distrito  (4). 

Mfttt.*^  li.  lÁijudieM  qoetieode  á  dejar  expedita  la  ad- 
minisiracieoade' justicia. -^La  Paninsola  se  divide  en  clrcu-» 
le0<^eJiirisdrecian.qae  formanel  torrí^erío  de  las  §ndwnciai 
sobdividido  tíi  partidos  juiiciaUs  [S)* 

tt9. —  IIL  Lsí  fiscal  para  regularizar  la  imposición  ,  re- 
partimiento y  cobranza  de  las  reatas  públ¡cas.--EI  territorio 

(1)    Bnl  decreto  de  l.^dflf'diciéitfbredé  1947.    ' 
(S)   Del  8  de  ^rü  de  1S4S. 

¿3)    iirt.  10, 

(4)   Xey  efeetoml  de  18de  mano  dé  Í8t6,  uná.  39  y  SS. 
'  (5)   Itésleft  decreto»  tfe  IS  de  cneny  y  Si  de  sbril  de  t  S34. 
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se  dif  ide  eo  intendencias ,  ndmnietraciones  de  ptomneia  y 
aiminisíraeiones  dé  partido  (4 ). 

tt8.—  IV.  La  qae  reclama  el  servicio  de  la  imttueáam 
pública,  para  cuyo  buea  desempefiose  dtTÍdeel  territort^eii 
distritos  universitarios  y  siendo  cabesa  de  cada  nao  II  jidí*^ 
veraidad  respectit a  (S). 

tt0.— -  V.  La  que  exige  el  servicio  de  lis  o^M  ptiUicM, 
coa  respecto  al  cual  se  divide  la  PenUisola  en  varios  distriioa 
y  dos  roas  eo  las  Islas  adyaceiite8«  á  saber,  Baleares  y  Caaa^ 
rías  (3). 

tío.—  YL  La  qae  pide  el  servicio  militar ,  en  eapila^ 
nías  generales^  comandancias  generalis^  y  ea  tantas  coman- 
danctas  d^  armas  caantos  son  los  partidos  judiciales,  es«- 
ceptuaado  las  capitales  de  provincia  ó  pontos  de  residencia 
de  un  gobernador  militar  (4). 

IM.—  Yll.  La  relativa  para  el  servicio  de  marina  en 
departamentos,  tercios  y  comandancias. 

199. —  YIIL  T  en  suma,  la  eclesiástica,  según  lacoal 
parala  administración  del  coito  se  divide  el  territorio  espa^» 
fiol  en  arzobispados,  obispados,  areipreSta%gos  g  parroguías. 

tlS. — Sabida  las  divisiones  administrativas  del  territorio 
espaftol » importa  lijar  dos  pontos  muy  interesantes  en  el  de«* 
recho ,  á  saber,  qoién  puede  establecerlas  y  modificarlaa  y 
á  quién  incumbe  reconocer  y  declarar  sos  límites. 

Antes  de  resolver  esta  eoestion  es  preciso  asentar  el  prta^ 
cipio  qne  no  hay  verdadera  división  territorial  sino  la  civil 
de  dos  grados  (provincias  y  ayuntamientos),  pnes  las  otras, 
mas  bien  clasifican  los  servicios  administrativos,  qne  no  des* 
raembran  el  territorio,  y  por  lo  común  se  avienen  á Ja  esta« 
blecida  para  la  adminístracieo  general,  considerándola cobm 
el  fundamento  de  todas. 


(1)    Real  decreto  de  IS  de  janio  de  1845  para  organizar  la  admi- 
nittracioD  de  la  hacienda  publica,  cap.  ti. 
(S)    Plan  de  estadios  decretado  en  8  de  julio  de  1847,  art.  106. 

(3)  Real  decreto  de  l.*de  joliode  1847. 

(4)  Rtalea  decretos  de  3  oe  letiembre  de  1844, 18  de  diciembre 
de  1817  j  1.'  de  agosto  de  1S41  j  realérden  de  4  de  jalio  de  1846. 
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.  tS4.-^UQa  proWncia,  od  ayuBlamieDlo  son  xlemarc^cia- 
nes  territoríaies  ó  distritos adnÍBislraü vos;  pero  además  tie* 
neo  el  carácter  de  $ociedad  poUtiea^  unas  Ycces,  por  cuaoU 
cMStituyea  una  corporaeioa  cayos  individuos  ejerceii<;olec- 
tívaiBeoie  eiertos  derechos  poIRi^os;  y  otras  formaa  uoa 
persona  moral ,  con  propiedades  y  aprovecbamieotos  comn- 
nes,  cay  a  adquisiffiaa,  conservación  y  trasmisión  son  actos 
poramenle. civiles*  I  como  solo  la  ley  puede  crear  ó  abolir 
derechos  y  resdver  tas  caestiones  tocantes  al  estado  civil  de 
las  personas  y  ásus  derechos  de  propiedad^  de  ahí  nace  que 
solo  ei  poder  legistalivo  sea  competente  para  establecer  una 
naeva  división  terrtlocial,  ó  alterar  la  ya  establecida. 

iWb.— Pero  los  distritos  son  círculos  admiiistrativos  que 
el  gobierno  introdujo  y  que  puede  reformar  ó  abolir,  porqaa 
no  son  como  las  provincias  y  ayuntamientos  sociedades  po- 
lilicas  ni  personas  «morales»  ni  tampoco  llevan  el  sello  de 
perpetuidad  propio  de  los  actos  legislativos. 

iMiv— La  doctrina  anterior  es  de  rigorosa  aplicación  con 
respecto  alas  provincias  cuyos Hmites  invariables  dan  esta^ 
bilidad  á  la  administración ,  garantizan  el  ejercicio  de  los 
derechos  polílicos  y  trazan  á  cada  autoridad  judicial  el  círr 
eulO'desu  competencia. 

499. — Mas  no  se  aplica  á  los  términos  municipales  con 
amplitud  tanta  que  excluya  toda  escepcion  legal.  Como  en 
estos  casos  pudieran  agitarse  cuestiones  de  resolución  pe^ 
reotoria  ó  moverse  intereses  de  leve  importancia,  y  el  poder 
legi$latÍTO  ni  ejerce  una  acción  continua ,  ni  puede  deseen* 
der  á  pormenores,  el  respeto  á  los  principios  junto  con  las 
necesidades  de  los  pueblos,  aconsejaban  adoptac  un  tempe** 
ramento  medio «  en  virtud  del  cual  se  reservasen  á  la  ley  las 
reformas  menos  argentes,  y  las  apremiantes  se  cometiesen  á 
la  administración,  ' 

Tal  es  el  espíritu  de  nuestra  legislación  administrativa  en 
punto  &  la  creación  de  nuevos  términos  municipales.  £1  go- 
bierno está  autorizado  para  Introducir  semejantes  alteraciones 
en  la  división  territorial,  con  dos  condiciones:  primera,  si 
el  distnto  contiene  cien  vecinos,  y  segunda  oyendo  á  la  dipu- 


58  DBABCHO  ADMINISTKATIYO'  ESPAÑOL. 

tacíon  provh»ial  (4)*  El  süeaciode  la  ley  Buionuí  patMtir- 
marque  si  la  admioistratíoa  puede  iatroducfráiief08dtelrt-<> 
lofl  maoícipales,  csírece  de  facultades  pMm  6a[H'itDÍr  aao  «olo. 

t9».---Si  el  poder  adminístraítivo  DO  tieae  autoridad  pro- 
pia para  crear  ai  suprimir  distritos  manicipaies,  Umpooo 
debe  tenerla  para  renair  ó  segregar  paeMas  ó  Beccioaes  hn^ 
bitadasde  un  térmiao  manicipal  y  traslovaar  los  Hmlies  lega* 
les  de  sus  respectivos  territorios.  Solo  en  t ¡rlod  de  ona  m^ 
lorisacioa  especial  puede  alterar  ia  iibra  del  legislador ,  y 
esta  autorización  se  la  coooede  al- gobierno  la  iey  citada, 
oyendo  también  i  la  diputación  provincial,  y  con  las  eondi* 
cienes  de  verificarse  la reudóu k  iastaaciade  lodes los in^ 
t«resados,  y  la  segregación  k  soKtítttd  del  que  la  iolé&ie  y 
coa  audiencia  de  ios  demás  (2). 

iM.-^La  reunión  ó  segregación  de*  pueblos  es  «n  acto 
en  que  debe  brillar  la  priidencia  suma  de  ta  administración, 
porque  afecta  á  las  pasiones  más  vitas  y  &  los  sentluríenlM 
mas  delicados  del  hombre.  Separamos  del  pueblo  que  nos 
VIO  nacer,  excluirnos  de  toda  participación  en  las  propieda- 
des de  que  fuimos  siempre  condaefios,  alejarnos  del  sepnfciro 
donde  descansan  los  huesos  de  nuefstíos  mayores,  son  sacrifi- 
cios dolorosos  que  la  administración  reusará  imponer,  miett- 
tras  un  reconoteídoJnterás  público  no  lo  exija  con  empefio. 

tso.'-'La  rectificación  de  los  límites  comunes  á  dos  ó  mas 
distritos  territoriales  es  una  operación  puramente  adminis- 
trativa. La  administración,  en  este  caso»  deja  intactas  las  in- 
dividualidades administrativas,  pues  ni  crea,  ni  destruyendo^ 
techos  acerca  de  la  propiedad  ó  aprovechamientos  comunes, 
ni  traslada  personas  de  uno  á  otro  territorio ,  ni  sefiala  noe*^ 
vos  confines  k  la  jurisdicción  de  cada  autoridad  judicial;  sino 
que  el  acto  se  limita  á  declarar  si  ciefrtiis  porciones  de  terri'- 
torio  pertenecen,  según  la  ley,  á  tal  ó  cual  provincia  ¿  puoblo. 
i  1 M  .-^Tal  vea  ooorran;dndas  fúndalas  acerca  del  verdade- 
f o  caiácier  de  esta  opemcioa^  ^ne  si  la  admíaistrficion  la  vlo<- 

(f )    Ley  de  orgaCixacioa  y  atribuciones  de  los  ayantamieotos ,  ar- 
tlculoTt. 
(i)  Art.  7^ 
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lefilaf.faede  degentmff  en  imacto ÍDooD§tiiiieioQaK  arrogáa* 
tee  dfXHkr  ejecntíivoílt  iacoltai  deneforiaar  la  divisioD  del 
lerritorio.  álgaooB  pitbiieístaapretendieroa^iftlíngair  la  reo* 
lífieacioD  deiUmíteadel^Aalaiawiito  de  caros  nuevos»  por -la 
cnsmitíMúía'i$'éBiar  ó  naAúbiUdé  ó^poUadt  el  terreno  «o»* 
iroTorliADíréiiaoorporada.  iMas  semejante  lazon  no  (Satisface, 
ponpie'iií.esiegaU  ni  ealíi  fundiadaen  los: principios  déla 
ciencia,  según  los  cuales  la  división  administrativa  mas  se 
funda^n-laáden  de  diAñbair  en  ohcnlos  el  ierritorio,  qoe  en 
lade  óiaaífiíoar  porf  fupoiiiláa  persanas^  i  Apiádase  &  loidicho 
•lraiiaioadicÍ8Íiva,'áj6alMri  que  variando  los'Obnfinb^  del.ter* 
rilofl04tsei^aatOfnMUli]io&  limites  sefialados  partía  ley  álaicom** 
petenoiit  t^diisial ;  y. se  veiá. claroioufcn'  lütíl(es  aquella  dis^ 
tinción  y  cuan  débil  aquella  base. 

ía  opecadoki  derettificar  ioriümites  debe  ser  «n  el  bo- 
cho ^  como  es  en  el  derecho^  on  aoto  interpretativo  tdelaJey 
de  división  terr¡lotíiil;'p0r  consiguiente  parece  ot)inion'nMa 
CfUBfdaífiíe  laadmínisiracion  se  atenga iilar  latra y  al espi- 
iitailstitestodoléaal!sedes«iará:any}pooo,  prolongando  la  K^ 
aab  divisoria  por  el  eápacio  oscuro,  dó  suerte  que  una  enAre  si 
ambos  aatFttnos  ooBomdos  por  iftedio  de  una  f eeta^  Si  hay  obs»- 
tácalo»  aainratos  á  asta  dirección,  (seráipradente  colegir  que 
btfilteiitca  de  la  natnralezason  también  loa  limites  de  la  ley. 
:  ÍJM.--1S0I0  al  Rey  corresponde:  declarar  ios  limites  pra^ 
viaciales,  (^orqoé'Solo  en  él  reside  hk  pleniimi  del  >poder  ad* 
mittisiratiTo  y  la. siipetioridad  coman  necesaria  para  termi^ 
ñas  las  diferencias  y  dirimir  las  cvesüones  pendientes  entre* 
dos  gafos  poHtieos  iguales  en  aotoridad,  como  nepresenlante 
eada/ottalde  stt  respéotiva  provincia,  lias  cada  gefe  poMtí^ 
buen  sn  teilrtterio  ^b  competeBlé'lKU'a  deetaran  los  ümt^ 
te»  de  Ibs  distritos  y  ayuntamiento^  «comprendidos  ^en  él, 
porque  siendo  esta  operación  un  acto  adminístratito ,  tentra 
en  el  número  de  sus  atribuciones,  como  autoridad  nombra- 
da pior  el  )3.ey  para  el  gobierno  dé  las  provincias. 

fttt.u«^La  operación  de  sefialar  los  limites  legales  de  una 
prt)vincia  ó  ayuntamiento  es  muy  distinta  del  apeo  6  deslinde 
deansteffitoríosi  porque  aquella  éstnn  acto  administrativo  y 
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esta  un  acto  de  ejeoacioa.  En  el  primer  caso  la  admiftísint'^ 
cion  procede  deatro  de  la  ley  j  guiada  por  «oasiderfiéioiieé 
de  interés  público  oon  cierto  grado  de  arbitrariedad;  y  en  el 
segundo  no  se  traía  sino  de  dar  rigoroso  cumplimiento  á  la 
decisión  de  la  autoridad  admioistrátit a^  obedeeiendo  sna  ma**- 
datos ,  sujetándose  á  sus  instrucciones  y  sometíeiubí  et  re*- 
soltado  de  estos  trabajos  facultativos  á  sii  censura  ó  apre* 
bacion. 

Las  restantes  divisiones  territoriales  ya  dijimos  que  no 
tienen  la  importancia  ni  la  estabilidad  qne  la  cifil  óadmibit^ 
trativa.  ,Hay  dos  sin  embargo  dignas  de  mención  ,  aonqxíe 
agenas  de  nuestro  examen ,  porque  nos  llevaría  al  estudio^  de 
materias  que  no  caben  en  los  limites  de  esta  obra:  la  judieial 
y  la  eclesiástica. 

La  primera  está  enlatada  con  las  leyes  relativas  i  tat  or- 
ganización de  los  tribunales  y  á  la  competencia  jadicial,  y 
por  tanto  debe  ser  objeto  de  un  acto  legislativo. 

La  segunda  pertenece  á  la  clase  de  las  materias' mistas^  i^ 
es  asunto  propio  de  la  jurisdicción  espiritual  y  temporal  áua 
mismo  tiempo.  Sería  de  apetecer  quejas  provincias  civiles 
Aiesen  también  provincias  eclesiásticas,  y  esperamos  qoe  el 
gobierno ,  de  acuerdo  con  el  gefe  de  la  Iglesia  (cual  coinple 
en  una  nación  católica)^  procurará  se  rectifiquen  loa  limites 
estrafios  é  irregulares  de  nuestras  diócesis ,  asustando  lodo  lo 
posible  su  territorio  al  de  los  grandes  circuios  administralí* 
vos,  y  colocando  una  silla  episcopal  en  la  ciudad  donde  resi« 
•diere  la  autoridad  superior  de  aquella  demarcación.  Loa  in^ 
tereses  religiosos  y  los  terrenales  reclaman  con  urgencia 
esta  reforma,  en  la  cual  deben  resplandecer  la  perfecta  con- 
cordia de  las  dos  potestades  que  se  dividen  el  imperio  del 
mundo ,  rigiendo  una  la  opinión  y  o(ra  gobernando  las  con-' 
ciencias  (4 )  • 

(1)  La  primera  base  de  la  ley  que  autoriza  al  eobierao  jpara  que, 
de  acuerdo  con  la  Saota  Sede  ? eriflane  ol  arreg:io  general  del  aero 
est  •<  establecer  usa  circnotOripciQU  ue  diócesis  qae  se  acomode^  eo 
coanio  sea  posible,  á  U  mayor  utilidad  y  coofeoiencta  de  la  Iglesia  y 
del  Estado,  procurando  la  armonía  cori;espondiente  en  el  número  de 
las  sillas  meiropolitaaas  y  sofragáneu. »  Ley  de  S  de  mayo  de  f  $40. 


LIBRO    TERCERO, 

DE  LA  OEGANIZACIOir 
Y  ATEIBCaOJIKS  DE  LAS  AUTOEIDADES  AOUlHISTEATIfTAS. 


TITULO  I. 

DE   LAS   AUTORIDADES     AGTiTAS. 

ssccimv  PIUnUBIUL 

CAPÍTULO  I. 


De  la  oryanlsaeloift  admlnlEtratlTa  en  n^ncoral, 


134. — Organización  administra- 
tifa. 

135.— Gerarqnia  adminislrativa. 

136. — Sns  caracteres. 

137. — íhiifofmukid, 

138. — Régimeii  especial  de  las 
provincias  Vascongadas. 

139. — iVtiótf  rcíMation. 

140;—Debcr  de  obediencia. 

l4l.— La  obediencia  gerárqnica 
es  lina  obediencia  pasiva? 

l4S.-^Leyes  consertadoras  de  la 
snbordioacion  gerirqnica. 

143. — Amovilidad  dé  las  autori- 
dades y  agentes  admini^- 
IrativQSr 

144.— Suspensión»  enmienda  y 
revocación  á^  los  actos  del 
agente  inferior. 

1 45 . — BesponsabUidad, 

146;~ExtenBÍon  de  la  responsa- 
bilidad administrativa. 

147.— Autéritacion  para  proca- 


sar á  los  agentes  del  go- 
bierno* 

148. — IVecesidad  de  esta  autori- 
zación previa. 

149,^Argaliento8  en  contra.  - 

f  50.-€on8ecaencia  do  aquel  prin- 
cipio. 

15K-^La  falta  de  la  autorización 
previa  vicia  el  proceso» 

152.— A  quién  compete  conceder 
ó  denegar  esta  autoriza- 
ción? 

153,— necesidad  de  ona  ley  ^ 
res()QnsabiHdad  adminis- 
trativa. 

154.^  Tribunales  compelentes  pa- 
ra juzgar  á  los  funciona- 
rios püblicos. 

tas.— Gdmo  deben  proceder  los 
gefes  polilicoB,  cuando  se 
solicita  de  ellos  la  autori- 
zactoik  para  eocausar  á  los 
empleados  sabalternos? 
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'156. — ProcedimieDtos  contra  las  publica. 

demás  aotoridades  y  agen*  153. — Efectos  de  la  aatorizacioD. 

tes  admÍDÍstrati?08.  159. — i^resencia. 

157.— Empleados  en  la  hacienda  160.— ObservacioD  final. 

184.— No  basU  que  el  poder  adaiMíj^trAtÍTO  exista:  es 
preciso  ademfts  que  para  corresponder  ^á '  su  objeto ,  tome 
formas  adecuadas  á  la  naturaleza  de  sus  funciones;  en  fin, 
es  necesario  que  tenga  una  crgantzaeion  conveniente. 

La  organización  administrativa  debe  fondarse  en  el  prin- 
cipio de  que  la  administración  es  una  é  indivisible,  y  que  la 
autoridad  emana  de  un  poder  ceolfal  responsable  quien  la 
trasmite  de  grado  en  grado  hasta  los  últimos  agentes  de  esta 
escala,  unidoseortreei,  coAO/eslaiiociet  de  «na  misma  cadena. 

tSft. — Hay,  pues,  un  orden  gerárqnico  en  la  adminis- 
tración ó  una  verdadera  gerarquía  adtñinistrativa  que  de* 
finiremos  «la  serie  órdeniida  de  aufeñdades  que  bajo  la 
dirección  y  reponsab¡Jida4  del  poder,  central,  están  encarga- 
das de  ejecutar  las  le  jes  de  interés  común.» 

tStt.— De  la  definición  expuesta  se  x^olige  que  cuatrp  ca- 
racteres constituyen  la  gerarquía  administrativa,  á  saber: 
uniformidad^  subordinación ,  responéabUidad  tf  fnmncia  de 
las  autoridades  en  todos  los  grados  del  orden  gerárqnico. 

189.— Sin  tifit/brmtdad  no  fuera  la  gerarqnia  adminig^ 
traCtva  serie  ordAuída,  sino  disposición  confusa  y  repartí^ 
miento  desigual  de  las  fuerzas  de  la  administración. 

La  uniformidad  se  revela  en  la  presencia  constante  de 
unas  mismas  autoridades  en  unos  mismos  distritos  con  idén*- 
Mcas  atribuciones,  sea  relativamente  &  la  acción,  ó  sea  en 
cuanto  al  consejo,  iusi  vemos  que  noeitra.gerarquia  admi«^ 
nistrativa  observa  esta  ley  de  la  uniformidad  al  establecer 
el  Consejo  Real  y  varios  consejos  esfecii^les  cerca  del  go- 
bierno: nn  gefe  polUico  tn  ^^ddL  provincia  asistido  también 
de  un  Consejo  y  de  una  Diputación  provincial:  un  gefe  civil 
en  eada  distrito  ( I ) ,  y  un  dcalde  en  cada  pueblo»  xodeado  de 
su  ayuntamiento. 

(1)  La  falta  de  oaiformidad  qne  aquí  se  advierte  «a  no  sefialar 
4»erpa  mpsulti vo  al  gafa  ^f U  procodo  4%  lo^^mum^Q  en.  el  urim-  MA. 
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189. — La  uBíformidad  de  nuestra  administracioD  no  es 
ceimpleta  ni  las  refornias  introducidas  para  establecerla  da<> 
tan  de  larga  fecha.  Navarra  tavo  su  régimen  especial,  econó* 
mico « judicial,  y  militar  basta  el  convenio  de  Vergara,  y  las 
provinciaB:Va8con^as  i^ozaroa  iategrameate  de  sus  fueros 
hasta  igual  ¿poc%«  Eotoooes^  se  publicó  lá.  ley  dle  corles  que 
confirmó  estos  lueros  y  los  de  Ñavarfa  sin  peijuioio  de  la 
oBídad  consUiueíooal  de* la  monarquía  (t). 

Las  cortes  de  aquel  tiempo^  apoyándose  en  el  principio,  da 
la  unidad  coBstttucioDaU  estendíeron  el  régimen  adminis- 
trativo flomun  á  Navarra ,  salvas  algunas  diferencias  mas 
hian  en  cuanto  ti  nombre,  que  con  r^especto  ftila»  cosas  (S)« 
y  esta  es  la  legislación  vigente  en  dicha  provincia.  Las  Yasn 
eongadaa  disfrutaron  de  sus  fueros  ibasta  ^el  decreto  del 
Regente  publicado  en  29  de  octubre -de  484^,  en  «I  cual 
protesta  el  gobierno  que  sí  bien  no  aaepta  los  principios  de 
una  eeoCrali^acion  extremada  que  ahogue  los  intereses  pr<K 
víAcialea  y  muAicipales  bajo  el  ()eso  de  la  mano  fiscal,  defien* 
de  la  unidad  administrativa  y  la  dependencia  efectiva  de  sua 
agentes  en  todo  lo  cancernieate  á  las  funoioBeaqua  le  cor^ 
remonden  aegon  la  Gonslii«cion;  «de  otro  modo  (afiade)^  ni 
el  gobierfto  serla  posible,  ni  tampoco  la  responsabilidad  w- 
BÍBlerial.» 

T  en  efoUo ,  la  iotegridad  de  los  fueron  no  solo  coaruba 
I4  libre  acción  del  poder  ejecuiivo,  sino  además  la  del  mis^ 
mo  poder  legi^ativo,  porque  en  rigor  también  las  leyes  votar 
das  por  las  cortes  con  asistencia  de  los  repiesentantes  de  dir* 
ebaa  proxiíaicias  y  despnets  sanoionadas  por  la  corona,  queda* 
tiaia  aun  sujetas  al  pase  forali  y  Jos  actos  del  poder  judicial 

acerca  dd  caciktar  de  estes  eircDlos  admiaístratrros  6  seecioDes  dr 
tercitoría.  £1  gefa  civil  es  como  tal,  uaa  aoWridad  inUrmedia  y  el 
yinculo  necesario  entre  el  oefe  político  v  los  alcaldes  de  los  pue- 
blos; mas  cuando  ejerce  (unciones  de  alcalde  corregidor,  ctiton- 
ees  tiene  su  coBsefO  en  el  aynBUmiBntD«  de  todo  lo  cuat  baÚaFemos 
con  mas  latitud  en.  el  capiUitojespecialdesUnadoaliexáinendediGJbas 
autoridades. 

(1)    Ley  de  S5  de  octubre  de  1S39,  art.  1.* 

<a)    LcfiáéiS  da  agosta  de  i8U. 
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üufriao  ona  especie  de  Gscalitacioo,  por  cnanto  era  permitido 
á  la  admioistracioD  proviacial  impedir  la  ejecución  de  los  fa- 
llos de  la  justicia  «Bl  pase,  prosigue  el  gobierno,  conspira 
contra  la  división  armónica  de  los  poderes  del  estado ,  con- 
ira  la  dignidad  de  la  corona  y  del  gobierno  y  contra  la  inde- 
pendencia judicial  y  la  autoridad  de  la  cosa  juzgada.»  En 
consecuencia  de  estos  principios  los  fueros  de  las  provincias 
Vascongadas  quedaron  casi  completamente  abolidos,  aunque 
la  palabra  abolición  no  se  hubiese  pronunciado. 

Posteriormente  el  gobierno  de  la  Reina,  sea  que  cediese 
al  imperio  de  las  circunstancias  políticas,  ó  que  prefiriese  el 
sistema  de  introducir  lentamente  la  unidad  administrativa 
influyendo  primero  en  las  costumbres,  declaró  que  el  estado 
de  cosas  creado  por  el  decreto  de  46  de  agosto  no  podia  ser 
considerado  como  definitivo,  sino  como  puramente  transito*** 
rio  é  interino,  y  que  su  intención  era  ejecutar  lealmente  la  ley 
de  25  de  octubre;  y  mientras  no  se  procedía  á  la  formación 
de  un  proyecto  de  ley  que  resolviese  para  siempre  esta  cueS'^ 
tioH,  el  gobierno  acordó  que  los  gefes  politicos  de  Vizcaya, 
Álava  y  Guipúzcoa  presidiesen  las  juntas  generales  de  dichas 
provincias  con  el  carácter  de  corregidores  políticos,  se  con- 
servasen las  diputaciones  Torales  y  su  nombramiento  se  hicie- 
se en  la  forma  antigua  6  según  fuero,  y  tuviesen  las  mismas 
facultades  que  las  diputaciones  provinciales  en  lo  restante 
del  reino,  cuyos  cuerpos  subsisten  sin  embargo,  mas  bien 
por  respeto  al  principio  de  la  unidad,  que  por  ser  allí  necesa- 
rios para  el  gobierno  económico  de  los  pueblos.  Los  ayunta- 
mientos gozan ,  Ínterin  no  se  hace  el  arreglo  definitivo  de  los 
fueros,  de  las  mismas  atribuciones  que  les  correspondían 
antes  del  decreto  de  29  de  octubre,  salvo  en  aquellos  pueblos 
que  á  petición  suya  prefieran  sujetarse  á  la  legislación  eo^ 
mun,  la  cual  rige  con  graves  escepciones  en  punto  á  ren- 
tas, y  completamente  en  cuanto  á  las  aduanas,  protección  ; 
seguridad  pública  y  administración  de  justicia  (\ ). 

t89.— La  subordinación  consiste  en  la  dependencia  suce- 

(1)    Beal  decreto  de  4  de  jalio,  piblieadoen  8  delmiaiaode  1844. 
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siya  de  la  aatoridad  meoor  de  la  mayor,  y  en  el  cumpli- 
miento de  los  deberes  de  obediencia  y  respeto  para  con  todas 
las  superiores  en  grado.  La  administración,  como  la  mili* 
cia,  tiene  sa  disciplina  cuya  base  es  este  deber  mas  ó  me- 
nos estrecho  de  la  obediencia,  sin  la  cual  no  hay  subordi- 
nactott  ni  orden  posible. 

Así  como  el  poder  central  obedece  á  la  ley,  y  la  ejecuta  y 
la  manda  cumplir  bajo  su  responsabilidad,  asi  las  autoridades 
provinciales  le  obedecen  á  él,  á  las  de  provincia  las  de  dis- 
trito y  á  estas  las  locales.  Rota  la  cadena,  ni  habría  unidad 
en  e!  pensamiento,  ni  regularidad  en  la  acción,  ni  podria 
exigirse  la  responsabilidad  moral  ó  legal  á  gobierno  alguno. 
t40.^El  deber  de  la'obedíencía  está  expresamente  con- 
signado para  todas  las  autoridades  en  la  ley  que  declara 
responsable  á  todo  general,  junta,  audiencia  ó  cualquier  otro 
superior  &  quien  incumba  dar  cumplimiento  á  las  órdenes  del 
gobierno  y  los  castiga  con  la  privación  de  sus  respectivos 
empleos,  si  por  culpable  omisión,  negligencia  ó  tolerancia, 
dejaren  de  ser  ejecutadas  (4 );  y  en  cuanto  á*las  autoridades 
del  orden  administrativo  én  particular ,  este  deber  está  tes- 
tnalmente  consignado: 

I.  En  la  ley  p$ira  el  gobierno  de  las  provincias  donde  se 
dice  aque  corresponde  al  gefe  político  ejecutar  y  hacer  que 
se  ejecuten  en  la  provincia  de  su  mando  las  leyes,  decretos, 
órdenes  y  disposiciones  que  al  efecto  le  comunique  el  go* 
bierno;»  y  mas  esplícitamente  en  donde  expresa  que  los  gefes 
políticos,  bajo  su  responsabilidad,  aestán  obligados  á  obede- 
cer y  cumplir  las  disposiciones  y  órdenes  del  gobierno  que 
al  efecto  se  les  comuniquen  por  el  conducto  debido,  sin  que 
por  su  obediencia  puedan  incurrir  nunca  en  responsabili- 
dad de  ninguna  clase  (2).» 

II.  En  el  real  decreto  para  el  establecimiento  de  los  gefes 
civiles  que  enumera  entre  sus  facultades  la  de  «ejecutar  y 
hacer  que  se  ejecuten  en  el  distrito  de  su  mando  las  leyes, 

(t)    Decreto  de  las  cortes  de  Cádiz  de  14  de  jalio  de  1811  res- 
tablecido por  la  ley  de  31  do  enero  de  1837. 
(2)    Art^  4  y  7  de  la  ley  de  2  de  abril  de  1845. 

Toao  I.  5 
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.decrelo9i  árdeoes.y  disposicioaes  que  les  conmnique.el  gffe 
político  superior  (4  ).i> 

.  III.  En  la  ley  de  ay  anUmienlos  que  dispone  correspon- 
der al  alcalde,  bajo  la  autoridad  ínmediatA  (2)  del  gefe  poltti- 
co,  «publicar,  ejecutar  y  hacer  ejecutar  las  leyes»,  reglamen- 
tos, reales  órdenes  y  disposiciones  de  la  administración  .su- 
perior (3).» 

tM.-^La  obediencia  gerárquica  es  nn  deber  rigoroso  eo 
la  administración,  aunque  oo  tan  estrecho  como  en  la.milicia; 
es  decir  que  nunca  llega  á  ser  una  obediencia  puramente  pa- 
siva. La  variedad  de  circunstancias  y  de  intereses  locales  re- 
clama á  menudo  introducir  ciertos  cambios  que  no  están  al 
alcance  de  la  administración  central  ó  provincial  ;.PQvedades 
de  pormenores  que  no  alteran  la  ley»  pero  modifican  los  actos 
de  ejecución. 

,  En  casos  sem^antes.  el  funcionario  público  se  halla  colo- 
cado entre  dos  deberes,  el  de  una  obediencia  estricta  y  el  de 
ilustrar  á  la  autoridad  superior,  acerca  de  la  necesidad  ó  con- 
veniencia de  «tender  á  .'estas  exigencias  locales.  El  mejor 
medio  que  se  ofrece  de  conciliar  Jtmbos  extremos,  es  acordar 
la  ejecución  provisional  y  representar  exponiendo.las  dificul- 
tades 4  peligros  de  aquella  disposición  administrativa;  mas  si 
de  la  ejecución,  aunque  momentánea,  pudiesen  resultar  gra- 
ves perjuicios  de  naturaleza  Irreparable,  no  repugna  la  doc- 
trina que  acojiseia  suspender  la  ejecución  ilustrando  á  la 
autoridad  superior  CA  punto  á  los  motivos  que  provocan  tal 
acuerdo.  Esta  es  una  cuestión  de  prudencia  y  de  celo  que 
jamás  podrá  resolverse  por  principios  generales. 

La  doctrina  expuesta,  no  es  en  modo  alguQO  subversiva 
del  orden  gerárquico,  ni  relaja  el  principio  de  la  obediencia 
á  las  autoridades  superiores,  como  se  colige  de  hallarla  expre- 
samente consignada  en  un  servicio  tan  rigoroso  cual  es  el  de 

(1)    Art.  S  del  real  decreto  de  í.^  de  diciembre  de  1647. 

(I)  Guando  te  publicó  esta  ley  no  existia  aun  la  autoridad  in- 
termedia de  los  cefes  civiles ;  hoy  el  alcalde  obra  bajo  la  autori- 
dad inmediata  del  gefe  politice,  solamente  donde  no  hay  gefe  cifU: 
donde  le  hay«  la  autoridad  de  este  es  la  innudiuta. 

(3)    Art.  73  de  la  ley  de  8  de  enero  de  tSiS. 
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las  rcnlM  dal  esUdd.  Ea  el  real  decreto  para  la  organiza- 
cioQ.de  la  adainístmoíim  eeitral  y  praviocial  de  la  batien*- 
da  péblioaaadke:  «los  administradores  obedeoer&a  laS'órde^ 
nes.del  rateodente;  pero  si  aigaaa  de  ellas  alterase  las  regles 
eslaUecidaa  para  el  servicio;  iUipmiderán  sú  cumpUtnienio  f 
h  karáapr€smt$3  ktt  obserfxuiomf  qw  ere^n  eonv$niéntes.  Sí 
el  iaiendeolie,  ao  obstante,  mandase  llevar  k  efbeto  lo  dis-» 
poeslo,  el  aéninislrader  o^ede^er^,  dando  enenta  de  tbdo  por 
el  correa  ñas  próximo  atéireetor  general  deqníén  dependft-. 
Loageies  da'laadinioistraxHimpiirftcif»^^  d$^la  respansabili^ 
dad  d»  Utt  inlmidmtés ,  euanio  no:b  hayanmanifesiadf^opor^ 
tuuamittÍB  ios  f$r}Uicios  gtia  ^edsii  producir  síá  providen'^ 
ciás;  y  cuando  habiendo  heeho  esta  exposición  no  hayan 
dado  coenta  inmediatamente  al  director  general  (f):  9  de  todo 
la  CHa{  u  infiere  que  ladiseipUna  gerárquica  diaCa  mncbo  de 
la  obediencia  pasiva. 

IM. — Conservan  la  subordinación  gerárqnioa  dos  clases 
dedisposlcioiies  adminíslrativas: 

I.  Las  relativas  al  método  que  debe  observarse  en  la  cor* 
reepeodencia  con  las  antoridades  superiores  en  mas  de  un 
grado»  á  quienes  nunca  pueden  las  inferiores  dirigirse  sino 
por  naao.de  las  intermedias ;  como  el  alcalde  que  no  puede 
rcpresenlar  al  gobierno ,  sino  por  conducto  del  gefe  politi^ 
co  (8),  y  el  gefe  civil  qué  tampoco  puede  corresponderse  diréc* 
taflieate  coa  el  gobierno,  salvo  en.el  ánico  y  exelnsiv»  caso  de 
cQiiHuiicar  aigttoa  noticia  importante  y  urgente  oayocono- 
cimiealO'Se  retardariade  esperar  el  conducto  ordinario  (3).» 

II.— T  las  que  facultan  á  las  autoridades  superiores  para 
detener ,  modificar  y  revocar  los  actos  de  las  suballernat,  y 
sospenderias  ea  el  ejercicio  de  sus  funciones,  ó  destítoirlas 
de  nis  cargos. 

ii4ft.-*Todas  ías  autoridades  y  agentes  administrativos 
SO0  amovibles  &:  voluntad  del  gobierno,  porque  sí  fuesen  ina- 
movibles no  habría  obediencia  gerárquica,  ni  el  poder  sería 

(1)    Real  decreto  de  23  de  mayo  de  1841,  art.  54. 
(S)    JúrL  74,  S.  11,  de  la  ley  de  8  de  enero  de  1845. 
(3)    Art.  4  del  real  decreto  de  1.»  de  diciembre  de  1846. 
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flexible /ni  responsable.  El  gobierno  escoge  sas  mandatarios 
como  quien  debe  dar  caenta  de  sa  elección:  los  actos  del  últi- 
mo fancionario  público,  actos  son  de  una  autoridad  delegada 
cnya  responsabilidad  pesa  sobre  el  gefe  superior  que  la  ins- 
tiiuye,  si  no  la  declina  legalmente.  Pero  la  amovilidad  de  los 
funcionarios  públicos  dista  macho  de  la  arbitrariedad  en  pun- 
to á  instituirlos ,  trasladarlos  ó  removerlos.  Cuando  la  autori* 
dad  administrativa  mas  celosa  é  ilustrada  es  sustituida  sin 
razón  por  otra,  sus  proyectos,  sus  trabajos  empezados,  el 
fruto  tardío  de  sus  conocimientos  locales,  todo  es  perdido  para 
los  pueblos;  y  cuando  esta  movilidad  nace  del  justo  deseo 
que  el  gobierno  abriga  de  recompensar  ascendiendo  á  sos 
mejores  servidores,  entonces  olvida  que  el  fia  es  la  provincia 
y  el  hombre  solo  el  medio. 

La  administración  suprema  ejerce  esta  facultad  sin  mas 
límites  que  los  de  la  justicia  y  de  la  conveniencia  pública; 
pero  los  gefes  inmediatos  los  tienen  ya  mas  estrechos. 

144.— Cuando  el  gefe  superior  de  una  provincia  suspen* 
de,  modifica  ó  revoca,  según  las  circunstancias,  los  actos  de 
las  autoridades,  corporaciones  y  agentes  á  él  subordinados, 
debe  mirar  no  se  opongan  á  ello  las  leyes  ó  los  decretos  y 
órdenes  del  gobierno.  Suspender  de  empleo  solo  puede  en 
casos  argentes,  dando  inmediatamente  cuenta  al  mismo  de 
la  providencia  y  de  sos  motivos  (4 ). 

El  gefe  civil  posee  atribuciones  equivalentes  en  sus  rela- 
ciones con  las  aatorídades,  corporaciones  y  agentes  qo»de  él 
dependen ,  y  dá  cuenta  de  sus  disposiciones  al  superior  in<» 
mediato  el  gefe  de  la  provincia  (2), 

t4ft.— La  respansabiliiad  del  poder  administrativo  es  una 
condición  esencial  de  la  libertad  pública:  se  funda  en  laCons» 
titucion  que  declara  sagrada  é  inviolable  la  persona  del  Rey 
y  responsables  los  ministros  ( 3),  en  qoienes  residen  la  auto- 
ridad y  la  fuerza  necesarias  para  ejecutar  la  ley  en  todo*el 
ámbito  del  territorio  nacional. 

(1)  Art.  5,  §.  5.oy  6.«  de  la  ley  de  2  de  abril  de  1S4S. 

(2)  Art.  4  del  real  decreto  de  t.^^dc  diciembre  de  1847. 

(3)  Art  43. 
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A  las  cortes  corresponde  exigir  la  responsabilidad  miáis- 
ferial,  pero  además  de  esta  alta  responsabilidad  política,  hay 
otra  inferior  á  qae  están  sujetos  lodos  los  funcionarios  públi- 
cos ó  agentes  del  gobierno,  y  es  la  responsabilidad  adminis- 
tratÍTa. 

t4«.— Incarren  en  ella  los  gefes  politices  y  todos  los  em- 
pleados Y  corporaciones  dependientes  de  su  autoridad  por 
delitos  ó  faltas  cometidas  en  el  ejercicio  de  sos  atribuciones. 

149.— Claro  está 'que  para  exigir  la  responsabilidad  ad- 
mioistratifa  debe  abrirse  un  juicio  ante  el  tribunal  ordinario 
competente ,  porque  siendo  una  cuestión  civil  ó  penal,  solo 
á  (os  jueces  instituidos  por  la  ley  corresponde  administrar 
jastícia.  Has  como  por  otra  parte,  si  se  concediese  al  poder 
judicial  sin  limitación  alguna  la  facultad  de  encausar  á  los 
agentes  administrativos,  conocerla  indirectamente  de  ios  ac- 
tos de  la  administración,  turbando  la  armonía  constitucional 
7  destruyendo  el  principio  de  la  reciproca  independencia  de 
los  poderes;  de  ahí  dimanan  que  no  se  pueda  procesará  nin- 
gún gefe  polHico  sin  autorización  del  gobierno  (4),  y  sin  la  au- 
torización de  aquel  á  ningún  funcionario  ó  corporación  su- 
balterna (S). 

149. --Por  otra  parte,  nadie  sino  la  administración  puede 
apreciar  exa'ctamente  el  acto  de  un  funcionario  público,  por- 
que solo  la  administración  sabe  si  aquel  obedeció  una  orden 
^perior^  obraba  por  so  propio  impulso  ,  y  solo  ella  conoce 
los  deberes  de  cada  servicio,  sus  necesidades  y  sus  reglas;  y 
asi  solo  el  gobierno  debe  examinar  la  conducta  de  sus  agen- 
tes antes  de  someterlos  al  fallo  de  los  tribunales,  porque  como 
se  supone  que  el  funcionario  de  la  administración  no  proce- 
de en  virtud  de  determinación  previa  y  personal,  sino  á  con- 
secuencia del  mandato  del  poder  ejecotivo,  ó  el  ministro 
aprueba  el  hecho  de  su  mandatario  y  cobre  con  su  respon- 
sabilidad la  responsabilidad  del  subalterno,  degenerando  la 
cuestión  administrativa  en  política;  ó  lo  desaprueba,  fun- 
dado en  que  el  agente  obró  sin  orden  ó-excedió  los  limites  de 

(1)    Ley  de  2  do  abril  de  1845,  art.  9. 
(i)    Id.  art.  4,  §.  8.0 
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sm  fuDCÍoDes,  y  entdaoes  abAadooa  k  su  agente  y  le  enirega 
á  ios  iribunaiies  para  que  le  jui^goen  y  le  eastigueo. 

Al  mismo  tiempo  qoe  la  auioriíaoioD  pr¿?ía  para  proce- 
sar á  cualquier  fuBcioaarío  público  es  uu  medio  de  iCooser- 
var  la  unidad  eu  la  admiaistraciou  y  la  responsabilidad  en 
el  gobierno,  es  también  una  garantía  eñ^iz  y  una  pata  pro- 
tección que  el  gobierno  les  dispensa,  para  que  no  sean  mo- 
lestados ni  perseguidos  por  personas  qoe  se  obstinan  en  ^er 
un  agca<vio  en  tal  acto  rigoroso  del  funcionario  que  no  es  si- 
no el  exacto  cumplimiento  de  un  deber  duro  acaso,  pero  asi- 
mismo inviolable.  Quitada  e^ta  garantía,  lodos  los  agentas 
administrativos  quedarían  expuestos  &  las  reclamaciones  mas 
insensatas ,  i  los  procedimientos  mas  severos  y  4  ia  soscef^ 
tibilidad  de  los  tribunales :  el  temor  de  ser  procesados ,  en- 
carcelados y  sentenciados ,  sin  poder  el  gobierno  impedirlos, 
haría  que  fuesen  flojos  y  tímidos  en  el  desempefto  .de  sus  de- 
beres, y  la  administración  se  resentiría  de  la  lentitud  y  lao- 
guides  de  sus  miembros. 

Esta  garantía  contra  las  acusaciones  apasionadas  y  re- 
criminatorias de  los  particulares  no  es  oaa  excepción  en  fa<- 
vor  de  los  funcionarios  del  orden  administrativo,  piwte  el 
orden  político  los  diputados  <y  senadores  gozan  de  igoal  6 
mayor  protección ,  y  los  magistrados  la  tienen  en  la  inamo*^ 
vilidad  de  sus  cargos  y  en  la  independencia  del  6n}en  jo- 
dícial. 

tA9,— Pudiera  oponerse  una  reflexión,  k  saber  ¿no  esti 
igualmente  y  aun  mas  comprometida  la  independencia  mú^ 
tua  de  los  poderes  políticos  deteniendo  el  administrativo  la 
acción  judicial,  que  si  este  conoce  por  incidencia  de  algún 
acto  de  la  administración?  ¿No  es  ya  el  poder  administrati- 
vo bastante  fuerte  de  suyo ,  armado  con  la  m&qulna  formi- 
dable de  la  centralización  f  para  inclinar  otra  vey  todavia  la 
balanza  en  su  favor?— Esta  cuestión  se  ventilaxi  man  des- 
pacio cuando  se  tratare  de  las  competencias:  por  abom  nos 
contentaremos  con  cecordar  que  hay  dos  caracteres  que  di- 
viden profundamente  y  separan  el  poder  administrativo  del 
judicial:  el  primero  es  amovible  y  responsable:  el  según- 
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do  iadepBodieate  é  inamovible.  Al  faBeioaario  público  se 
le  manda:  el  magistnido  obeánei  su  conciencia:  puede* 
exigimeleexaotiliid;  pero  dtaUrle  ona  sentencia,  jamás, 

A  eBlanafor  flexibilidad  y  respoosabilidad  del  poder ad* 
onmBUaUvo  ^  asi  come  á  la  consiéeracioQ  qne  repMeenta  los 
ialeceseBp4UicoBi.se  deb&  la  anplitnd  también  mayor  que 
se  olerga  á  su  aeoion,  y;  en  el  caso  presente  en  tales  razo** 
nes  se  fondaí  la  antorhacion  previa  para  procesar  á  los  em* 
picados ,  como  condición  de  independencia  y  regla  de  dis** 
ciplina. 
tft#. — ^DelosprincifiíoB estableiíidos se  infiere: 

I.  Qne  esta  ganmUa  no  alcaniaá  los  ministroB,  porque  ca*4 
recen  de  aatoridad  saperior  qne  anule  6  reforme  sus  actos  y 
defienda  sus  personas,,  debiendo  aquellos  geCea  superiores 
de  la  administración  dar  cuenta- di  recia  de  sn  mandato  á  las 
cortes^  segsn  las  leyes ^com ti toeionales  qne  establecen  la 
manera  de  exigir  laresponsebUidad  al  poder  ejecutivo. 

II.  Que  la  antorizacion  previa  para4)roce8ar  á  las  autori- 
dades, y  agentes  administrativos  no  se  requiere  aseando  se 
procede  contra  ellos  por  actos  que  no  tienen  relación  alguna 
coa  d  ejercicio  de  sos  fnncienes  públicas,  pues  en  tal  caso 
son  juzgados  con  arreglo  &  la  ley  común.  La  autorización 
previa ne  se  extiende  ni  se  aplica  á  sus  actos  privados;  de 
suerte  que  la  protección  del  gobierno  es  una  garantía  cons'*» 
tilucu>nal  aoqa  al  desempefto^de  una  función  pública,  no 
ua  privilegio  inherente  á  la  condición  y  menos  &  la. persona 
del  emfdeado. 

III.  Que.  la  autorización  para  procesar  se  habrá  de  re^ 
querír  lo  mismo  coando  se  intenta  contra  las  autoridades  y 
agentes  administrativos  una  acción  civil  en  indemnización 
de  daños,  que  cuando  se  les  persigue  por  medio  de  una  ac- 
ción criminal,  pues  de  ambas  maneras  los  tribunales  ordina^* 
rioa  vendrian  k  conocer  de  actos  propies  de  la  administra* 
cien  y  totalmente  ágenos  á  su  competencia. 

lY .  Que  esta  garantía'  debe  extenderse  al  funcionario  aun 
después  de  volver  á  la  vida  privada,  con  respecto  á  ios  ac-r 
tos  de  so  vida  pública;  y  también  es  equitativo  que  alcance 
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á  los  herederos  citados  ante  los  iribonales  civiles  con  ocasión 
de  DO  acto  administrativo  de  so  causante. 

V.  Las  reglas  de  la  recta  interpretación  aconsejan  soste- 
ner qae  la  necesidad  de  la  autorización  previa  no  es  obstácu- 
lo para  que  los  tribunales  ordinarios  instruyan  las  primeras 
diligencias  de  los  procesos  contra  los  funcionarios  públicos; 
pero  de  ningún  modo  podrán  someterlos  á  interrogatorio  ni 

.  expedir  mandamiento  de  prisión  sin  llenar  antes  aquel  re* 
quisito. 

VI.  Igualmente  se  deduce  que  la  aquiescencia  ó  la  re- 
nuncia voluntaria  de  esta  protección  por  un  agente  del  go- 
bierno no  dispensa  de  solicitar  la  prévin^autorizacion  para 
procesarle ,  puesto  que  semejante  requisito  no  constituye  un 
privilegio  personal,  sino  una  garantía  de  orden  público,  ni 
protege  al  empleado,  sino  al  empleo. 

VIL  T  por  último^  cuando  una  autoridad  ejerce  funcio- 
nes diversas ,  por  ejemplo ,  los  alcaldes  que  son  agentes  de 
la  administración  y  auxiliares  ó  delegados  de  los  jueces  de 
primera  instancia ,  la  autorización  para  procesar  alcanza  en 
todo  lo  concerniente  á  sus  actos  administrativos;  pero  desús 
actos  judiciales  ó  de  otro  género  responden  á  sus  superiores 
respectivos  dentro  de  cada  orden  (4). 

tftt.— La  falta  de  la  autorización  previa  es  un  victo  sus- 
tancialdel  procedimiento  y  sin  ser  causa  de  inhibición,  pro- 
ducirá la  nulidad  del  juicio,  cuya  nulidad  corresponde  á*Ios 
tribunales  superiores  del  orden  judicial  declarar,  mientras 
no  se  reserve  expresamente  al  Rey  en  el  Consejo  Real  el  ejer- 
cicio de  esta  prerogativa,  como  gefe  común  de  ambos  po- 
deres y  moderador  de  todas  las  jurisdicciones. 

tftt.— La  ley  ha  querido  que  un  acto  tan  delicado,  cual 
es  conceder  ó  denegar  la  autorización  previa  para  encausar 
á  un  agente  del  gobierno,  no  quedase  completamente á mer- 
ced del  ministro,  pues  antes  de  resolver  le  impone  la  obli- 


(1)  En  este  sentido  ba  resuelto  el  Consejo  Real  una  competencia. 
Véase  Jurisprudencia  administra  Uva  por  don  Jnao  Sonyé,  sección  I, 
numero  41. 
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gacion  de  coDsoltar  al  Consto  Real  (I).  Verdad  qoe  este 
reqaísito  no  enTaeWe  la  necesidad  de  seguir  el  dictamen 
de  aqnel  atto  cnerpo  adminislrativo ,  pero  si  la  de  oír  un 
informe  ilustrado  y  prudente ;  y  si  no  obstante  lodo,  asu- 
me el  gobierno  la  responsabilidad  del  acto  de  un  emplea- 
do público ,  ya  no  habrá  'escusa  para  exiglrsela  á  les  mi- 
nistros. 

En  soma ,  la  autorización  para  procesar  k  los  agentes  ad- 
ministrativos no  se  concede  sino  bajo  tres  condiciones  ;iB-* 
formación  de  los  hechos ,  dictamen  del  Consejo  Real  y  reso* 
luéion  del  gobierno:  asi  concurren  tres  circunstancias,  á sa- 
ber, verificación  judicial,  delibeiracion  administrativa  y  de- 
cisión política  (9). 

tifts.— De  lo  dicho  se  infiere  que  es  necesaria  una  tey  de 
responsabtfídad  del  poder  ejecutivo,  ley  que  debe  compren- 
der no  solamente  K)S  actos  ministeriales,  sino  los  de  todos  los 
agentes  subalternos  desde  las  autoridades  inmediatas  á  la 
administración  central,  hasta  los  funcionarios  que  viven  en 
intimo  contacto  con  los  pueblos.  Mas  yá  que  esta  reforma  se 
haga  esperar  largo  tiempo,  porque  siempre  se  suscitarán  mil 
embarazos  á  la  realización  de  este  pensamiento,  convendría 
por  lo  menos  y  seria  cosa  llana  y  expedita ,  fijar  un  término 
fatal  dentro  del  cual  debiese  el  gobierno  resolver  las  solici- 
tudes de  autorización  para  procesar,  pues  de  otro  modo,  per- 
sistiendo por  tiempo  indefinido  en  nn  calculado  silencie,  no 
contrae  ninguna  responsabilidad  efectiva  y  paraliza  impune- 
mente el  corso  de  la  justicia. 

tiML.— Luego  que  el  gobierno  hubiese  concedido  esta  au- 
torización previa,  los  funcionarios  públicos  serán  procesa- 
dos por  ios  jueces  y  tribunales  á  quienes  corresponde  exclu- 
sivamente ,  según  la  Constitución ,  la  potestad  de  aplicar  las 
leyes.  Los  gefes  politices  solo  podrán  ser  juzgados  por  sus 
actos,  como  funcionarios  públicos,  ante  el  tribunal  supre- 
mo de  Justicia,  después  de  concedida  la  autorización  previa 

(1)    Real  decreto  de  SS  de  setiembre  de  tfi45,  «rt.  1,  §.  6. 
(S)    Mr.  Cormeoio,  Droií  úUminisíratif  ^  cbap.  xzxvi. 
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por  el  Rey,  refrendada  por  el  Bunistro  de  laGoberiiMioQ  de 
IaPeQíiisuia(4). 

t ftft.---La  aotoriíacíon  coospeteAte  para  procesar  á  los  em- 
pleados y  dependienies.  de  los  gefea  polUicos  por  hechos  re- 
laitvos  al  ejercicio  de  sos  fancionea,  debe  ser  solicitada  aa^ 
te  dichas  aatoridades,  qttieaea  la  cooeederáA  ó  Qegarán.eoa 
arreglo  á  las  leyes  é  iostraccionea^  y  en  caso  de  negativa, 
darán  CHoaXa  doenmeatada  al  gobierno  dentro  de  los  cuatro 
primeros  días  siguientes^  acom  pallando  ana  copia  integra 
del  expediente,  y  haciendo  cuañtas:  observaciones  juaga- 
ren oportunas  para  apreciar  su  resolución  (2)»  Los  jueces 
de  primera  instancia  por  su.  parte ,  deben  también,  dar 
cuenta  al  regente  de  la  Audiencia ,  y  éste  al  ministro  deGra^^ 
cia  y  lustíoia,  de  loa  casos  en  que  la  autoridad  política  sene- 
gare  &  conceder  dicha  autorización.,  con  expresión  de  los 
motivos  en  que  se  funda  la  auioridad  judicial  paca  reclamarla, 
i  fin  de  que  con  el  conocimienio  cabal' de  las  razones  y  an- 
tecedentes«  pueda.el  gobierno  resolvenesta  elevada  cuestión 
de  competencia  (3). 

tfttt.-*Nada  dicen  las  leyes  en  punto  á  los  demis  funcio- 
narios que  no  son  ni  gefes  politicoa,  ni  autoridades  á  corpo- 
raciones dependientes  de  ellos,  porque  en  realidad,  solo  en 
estos,  geto ,  autoridades  y  corporaciones  debe  hallarse  el 
carácter  de  agentes  del  gobierno.  El  peder  ejecutivo  se  divi- 
de en  tresgrandes  iMias  que  constüuyen  tres  órdenes  dis- 
tintos, el  civil,  el  militar  y  el  judicial:  el  primero  es  el  ad- 
ministrativo propiamente  dicho,  el  segundo  es  auxiliar  de  és- 
te, y  el  tercero,  tiene  sa  vida,  independiente.  Al  primero  so- 
kunente  aleanzan  la  legislación  y  jurisprudencia  relativas  á 
la  autorización  para  procesar,  porque  solamente  él  adminis- 
Ira:  el  secundo  tiene.su  régimen  especiali y  carece  de  acción 
propia,  pues  no  debe  obrar  sia  ser  reqnerido ;  el  tercero  se 
rige  por  sus  leyes  particulares  y  está  sujeto  á  una  respon- 
sabilidad de  orden  distinto. 

■ 

(1)    Ley  de  2  de  abril  de  1845 ,  art.  9. 

(S)    Id.  art.  4,  §.  8,  y  real  órdco  de  S5*de  Jooio  de  1816. 

(3)    Real  drden  de  5  de  setiembre  de  1815. 
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iJft1.-*Hay  6ia  embargo  cierkás  aaloridftdas ,  que  consU-* 
toyen  una  gerarqiiia  separada  ai  lado  de  la  gerarqoia  estríe- 
Umeate  llaoiada  adiaiaislratíva,  y  soq  las  autoridades  eocar-  . 
gadasde  repartir,  cobrar  y  distribair  las  reQtas'del  estado,  de 
las  cuales  tampoco  hablan  nada  las  íeyes  en  paoto  á  la  auto- 
ríBadoii  para  procesarlas^  Esle  sileoeio  acaso  indique  en  él 
gobieroo  el  preseatimiento  de  una  reforma  encaminada  i  or- 
ganizar un  solo  peder  administrativo,  en  tez  dadosqneaho* 
ra  existen  en  las  provincias;  reforma  ya  intentada,  pero  nb 
«oadocida  k  término  folie. 

Los  intendentes  y  sus  subalternos  no  goian,  pues,  por 
ley  esplicita  la  garantía  constitucional  que  protege  &  las  au- 
toridades administrativas ;  mas  no  por  eso  debemos  sopa^ 
Mr  qae  el  gobierno  los  abandone  sin  protecoioa  alguna  i 
todo  género  de  recriminaciones  y  procedimientos  judiciales, 
comprometiendo  la  celeridad  y  exactitud  de  un  servicio  tan 
importante  para  la.  existencia  del  estado.  Dejar  también  á  Iqs 
particulares  k  merced  de  los  administradores  de  la  hacienda 
pública,  sin  leyes  qiM  los  defiendan  de  su  arbitrariedad,  p^^ 
rece  di»o  é  injusU),  tanto  mas,  cuanto  que  al  decidir  sobre 
fedanacíones  de  agravios  oausadoa  en  el  repartimiento  da 
les  impuestos,  pronuncian  loa  intendentes  ferdaderos  juicion 
en  que  se  ventilan  cuestiones  del  orden  oontencioso-admí'^ 
niatralivo. 

Afeita»  pues,  de  ley  expresa  que  exija  la  autorización 
previa  para  procesar  á  los  gefes  y  empleados  de  rentas  por 
^ctos  relativos  al  ejercicio  de  sus  funciones,  habremos  de 
atenernos  k  lo  dispuesto  en  el  real  decf  elo  para  la  organiza- 
ción de  la  administración  central  y  provincial  de  la  hacien- 
¿a  pública,  donde  se  establece  que  la  responaabílidad  de  los 
intendentes  es  general,  cuando  en  los  diferentes  ramos  de  la 
administración  se  cometan  abwoa^  ó  se  incurra  en  descuidoa 
ú  negligencias  que  su  autoridad  debe  reprimir  (i),   . 

Esta  palabra  abusos  es  genérica,  y  no  solo  comprende  en 
el  caso  presente  los  delitos  ó  faltas  cometidas  para  con  el  go- 


(1)    Real  decreto  de  23  de  mayo  de  1815 1  art.  47. 
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bierno  de  no  modo  directo ,  sino  además  los  agravios  hechos 
á  particulares  que  pueden  proceder  del  mal  empleo  de  la  ja<- 
risdiccion  propia  de  los  intendentes,  ó  del  mal  uso  de  su  po- 
der discrecional. 

En  el  primer  caso  se  admite  apelación  para  ante  las  aa- 
dienciasdel  respectivo  territorio,  en  cuyos  tribunales  halla- 
rán justicia  los  particulares  y  los  intendentes  un  freno  á  su 
autoridad.  La  superioridad  gerárquica  que  corresponde  alas 
audiencias  respecto  á  los  intendentes  obrando  como  jueces 
subdelegados,  hace  de  todo  punto  innecesaria  la  autoríiaeion 
previa  para  conocer  de  sus  actos  de  jurisdicción. 

Cuando  obran  en  virtud  de  su  autoridad  discrecional, 
pueden  cometer  abusos  de  dos  modos  distintos,  ó  por  tncom- 
peíencia  ó  por  exceso  de  poder.  En  ambos  casos  son  respon- 
sables solamente  al  gobierno ,  de  suerte  que  no  se  puede  in- 
tentar contra ello9  la  via  judicial  con  autorización  previa,  ni 
sin  ella,  sino  hacer  oso  de  la  via  gubernativa,  elevando  el 
agraviado  su  queja  al  ministro  competente.  Si  el  ministro  ac- 
cede á  la  justa  reclamación  del  particular  agraviado,  refor- 
mará el  acto  del  intendente,  le  destituirá  acaso  y  aun  le  en- 
tregará ai  tribunal  supremo  de  Justicia  que  le  juzgue,  al  cual 
corresponde  conocer  de  la  residencia  de  todo  empleado  pú- 
blico que  esté  sujeto  á  ella  por  las  leyes  (Os  7  sí  '^  desoye, 
su  providencia  es  apelable  para  ante  el  Rey  en  Consejo  Real, 
porque  el  asunto  pertenece  k  la  clase  de  los  contenciosos  de 
la  administración. 

La  responsabilidad  de  los  empleados  de  hacienda  sujetos 
á  la  autoridad  de  los  intendentes  está  subordinada  á  la  de  os- 
itos y  participa  de  sus  reglas. 

tft9.— Por  último,  conviene  advertir  que  el  otorgamien- 
to de  la  autorización  para  procesar  á  Ana  autoridad  6  agen- 
te administrativo,  no  prejuzga  cuestión  alguna:  el  gobierno 
ó  el  gefe  politico  no  hacen  suyo  el  hecho  del  subalterno;  pe* 

(1)  Art..  2S1  de  la  Gcttstilacion  de  1813.  Esle  arlícnlo  y  todas  Us 
disposicioDes  contenidas  eu  el  til.  V  de  dicha  ConslilucíoD>  uo  abo- 
lidas ó  modificadas  por  la  de  t837,  subsisten  vigentes,  según  la 
ley  de  16  de  setiembre  de  1837. 


LIB.  III.  0B6ANIZ.  Y  ATBIB.  DB  LAS  AOTOBIBADBS.       77 

ro  tampoco  le  califican;  y  al  declarar  qoe  el  ex&men  de  aquel 
acto  administrativo  no  se  opone  á  la  independencia  de  laad* 
mioistracion ,  ni  al  interés  coman,  solamentq  se  abstienen  de 
paralizar  el  curso  de  la  justicia. 

4MB.— La  presencia  de  las  autoridades  administrativas  es 
necesaria  en  todos  los  grados  de  la  gerarquía,  porque  la  ad» 
ministracion  es  perpetua  vigilancia  y  acción  continua.  Don- 
de el  poder  central  no  está  presente ,  alH  envía  mandatarios 
que  inspeccionen  y  ejecuten  en  su  nombre,  ó  informen  y  co* 
muniqnen  lo  que  excediere  de  sus  atribuciones. 

Esta  omnipresencia  de  la  administración  lleva  consigo  el 
deber  de  la  residencia  impuesto  á  todas  las  autoridades  del 
orden  administrativo;  por  cuyas  razones  se  fija  el  término 
perentorio  de  un  mes  contadodesde  la  fecha  del  nombramien- 
to para  entrar  en  ejercicio  de  las  fanciones  públicas,  y  está 
prohibido  ausentarse  del  lugar  de  su  deslino  sin  la  licencia 
real  competente  (1).  Por  iguales  y  todavía  mas  poderosos  mo-. 
tivos,  no  pueden  los  gefes  poli  ticos  salir  de  la  capital  de  su 
provincia  sin  autorización  previa  del  gobierno,  ni  aun  cuan- 
do se  propongan  apreciar  el  estado  de  la  opinión  pública^  la 
manera  como  se  hubiese  ejecutado  alguna  disposición  impor- 
tante, sus  consecuencias  en  bien  ó  en  mal  de  los  pueblos  ú 
otros  objetos  análogos',  pues  aunque  estas  autoridades  están 
obligadas  á  girar  visitas  dentro  del  territorio  de  su  man- 
do, deben  consultar  antes  al  gobierno  y  obtener  su  per-> 
miso. 

No  obstante,  cuando  sobreviniere  en  cualquier  punto  de 
la  provincia  un  acontecimiento  grave  é  imprevisto,  como  la 
perturbación  del  orden  ó  alguna  calamidad  páblica,  los  ge- 
fes  políticos  deben  acudir  inmediatamente  por  sí  ó  por  me- 
dio de  sus  subordinados,  según  la  necesidad  lo  exija  ó  lo  acon- 
sejen las  circunstancias,  á  los  puntos  de  su  territorio  ame- 
nazados ó  invadidos,  sin  esperar  la  autorización  del  go- 
bierno (2),  porque  la  acción  administrativa  debe  ser  rápida 

« 

(1)  Beal  drdon  de  S9  de  juaio  do  1835 ,  y  real  decreto  do  23  de 
febrero  de  1^48. 

(2)  Real  orden  circalar  de  4  de  noviembre  do  l8i6. 
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y  enórgiica  ea  proporeioa  que  el  nal  ea  íatMso,  teniUe  el 
contagio  y  los  peligros  mas  ciertos  y  mayores. 

t90.--Tales  soA  las  propiedades  esencialea  6  loscaraolé* 
res  fuadameniales  de  la  orgaaiíacion  admloislratifa;  y  si  «•• 
fjre  ellos  no  contamos,  como  snelen  respeUbles  aotofos»  la 
unidad  y  la  cealralizacion ,  es  porque  vemos  en  ambas  mas 
que  una  simple  cualidad  de  rorma,- oda  ley  íoherealeáia 
esencia  misma  del  poder;  y  por  equivalente  rason,  sí  tam* 
poco  inclaimos  la  moralidad  y  la  capacidad,  atribuyase  á. 
que  son  estas  condiciones  de  los  agentes  de  la  adminísliiMiaft 
y  no  reglas  de  ia  gerarqoia  admioisUaAiva. 

CAPÍTULO  n. 


U1.-*E1  Bey,  gefe  topremo  de  k 
admioistracion. 

162.— Sus  prerogttivas  como  su- 
*  perior  gerárqoico  del  or- 
den admiaistrativ^ 

it9.^Promul§acion  de  Uu  leyes. 

I64.—Desde  cuándo  son  obfíga- 
lorias  las  leyes. 

165.— Fórmala  dt  prooudgaeion. 

166. — Potestad  reglamentaria^ 

167.— Potestad  general  y  loca!. 

16S.— Reales  decretos. 

169.— Reglaneotos,  instmcdo- 
nes  y  ordenanzas. 

170.— Diferenoias  eatre  estos  ac- 
tos reglamentarios  y  los 
actos  legislativos. 

171.— Inconstitacionalidad  de  los 
reglameotos  por  razón  da 
la  materia. 

173.— Qáusala  penal  de  los  re- 

£  lamentos, 
os  reglamooles  dése»* 
▼neWen  el  espirita  de  la 
ley. 
174.—  Inconstitucionalidad    en 
cnanto  á  l»foma. 


17S»«hOu><(  si  el  Rey  dictare  re- 
glamenlos  incoastitocio- 
nales? 

176.- Dos  medios  legftimofl  de 
oposición. 

177.— Tercer  medio«  la  protec- 
ción de  los  tribunales. 

17a.^Reales  órdenes. 

179.— Gircnlares. 

180. — Jdmimstracion  de  justicia 

181.— DíWsion  de  la  justicia. 

182.- Potestad  real  con  reapeele 
ala  justicia  común. 

183,— Potestad  del  Rey  para  deci- 
dir las  eempeteneias  entre 
las  anUnrídades  aémeis- 
trativas  y  judiciales. 

184. — Derecho  de  gracia, 

ISS.— .^ietefasMm  ifs  gmnu  y 
cfltfármon  d^ta  yos. 

186. — 3íamÍo  de  la  fuersa  ar» 
moda, 

187.««->IKrM!cmii  ée  ta$  nfooi»* 
fiei  exteriores, 

iM.—Jcufíadon  de  moneda, 

iS9, '^-JplicadoH  de  las  reñios 
tmblicas. 
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190.    19(míAramimt0  4»  empleo^    i9U    NambramientQ  y  remoción 
do9  púdlÍ€Q$  y  cofocuion  iie  de  bs  mifj^tros, 

honores.  199.    El  Rey  no  administra. 

♦  .     . 

t«i..— tNo  exaoiüíaiDos  en  este  logar  todas  las  prerogáti* 
vas  de  la  corona;  MUmeale  conaiderautos  al  Monarca  como 
gefe  supremo  de  la  admiai«tr<acioa«  y  eo  este  conoepio  expo- 
nemos sus  atrihuciones  confiülacieaales. 

En.lafoiestail  rtealseTteasome  la  pleníiad  de  la  aotori'<- 
dad  encacgada  deiejecutar  las  leyes  (i ). 

t La  persona  del  Rey  es  sagrada  é  inviolable,  y  no  eslá 
SQjeU  á  responsabilidad ;  son  responsables  los  roiaistros  (S);» 
y  como  jCQQsecuencia  de  este  principio,  «todo  Jo  que  el  Rey 
mandane  ó  d^posiere  fen  el  v€ger.ctfiio  de  sa  antoridad ,  debe* 
rá  ser  firioado^por  el  minisiro  &  quien  corresponda,  y  fun- 
gón fancionario  público  dará  campUmienlo  á  lo  qne  carezca 
de  este  reqoistio  (3).»  Tales  son  las  leyes  {ondameotales  re- 
iativas  &  la  inslitucioA  del  poder  ejecutivo. 

t09.^Siendo  el  primero  en  el  orden  gerárquico  de  la  ad- 
ministración ,  corresponde  al  Aey : 

ti88.—  I.  «Promulgar  las  leyes  (i).»— Este  acto  no  es  le- 
^Uhaivo^  iComo  la  sancnon,  sino  pnia  y  simplemente  ejecuti- 
vo ó  Administrativo.  La  promulgación  es  la  voz  viva  del  le- 
gislador que  proclama  paprecqplo  soberano  y  exige  sn  obe- 
diencia á  los  subditos:  es  la  publicación  soleouie  de  su  vo- 
luntad ()ue  no  puede, ser  cumplida,  mientras  no  llegue  ¿no- 
ticia jde  todos.  Las  leyes ,  pues ,  aunque  sancionadas  y  per- 
fectas^,  no sonobligatorijis a^tes ide sa  notificación  al  pueblo 
i  quien <ae  imponen.  La  promulgación  es  el  primer  acto  del 
poder  .encargado  de.lacyecpcion  de  las  leyes* 

t«4i.^Las  leyes  y  las  disposiciones  generales  del  gobier- 
no son  .obligatorias  para  cada  capital  de  provincia,  desde 
que  se  publiquen  oficialmente  en  ella,  y  desde  cuatro  días 

« 

(1)  Art.  43  de  la  GonstitucioD. 

(2)  Art.  42. 

(3)  Art.  64. 

(4)  Art.  44. 
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despoes  para  los  demás  pueblos  de  la  misma  provincia  (1). 
Sin  embargo  de  esta  disposición  legislativa,  el  gobierno  res- 
tableció por  sí  solo  la  legislación  «vigente  antes  de  la  ley  de 
corles  citada,  según  la  cual  los  reales  decretos,  órdenes  é  ins- 
trucciones del  gobierno  que  se  publicaren  en  la  Gacela  bajo 
el  articulo  oficial ,  son  obligatorios  desde  el  momento  de  sa 
publicación  para  toda  clase  de  personas  en  la  Península  ¿  Is- 
las adyacentes,  debiendo  las  autoridades  y  gefes  de  cualquier 
clase,  sea  el  que  fuere  el  ministerio  á  que  pertenezcan,  apre- 
surarse á  darlas  cumplimiento  en  la  parle  que  les  corres- 
ponda (% 

!•&.— La  fórmula  adoptada  para  la  promulgación  de  las 
leyes 9  comprende  también  el  acto  legislativo  de  la  sanción  y 
suele  redactarse  en  estos  términos:  Dona  Isabbl  II,  por  la 
gracia  de  JHos  y  de  la  Constiiacion  de  la  numarqnia  españo- 
la, Reina  deias  Españae;  i  todos  los  que  las  presentes  meren 
y  entendieren  sabbd:  que  las  cortes  han  decretado  y  Nos  san* 
donamos  lo  siguiente:...  Por  tanto  mandamos  á  todos  los  tri-^ 
bunales,  justicias,  gefes,  gobernadores  y  demás  autoridades, 
así  civiles ,  como  militares  y  eclesiásticas ,  de  cualquier  clau 
y  dignidad,  que  guarden  y  hagan  guardar,  cumplir  y  qecutar 
la  presente  ley  en  todas  sus  partes.  Al  pié  aparece  la  rúbrica 
del  Monarca  en  seftal  de  adhesión  á  este  acto  de  so  potestad, 
y  lo  refrenda  el  ministro  del  ramo  en  calidad  de  consejero 
responsable  de  la  corona. 

tiMl.—  II.  «Expedir  los  decretos,  reglamentóse  instruc- 
clones  conducentes  á  la  ejecución  de  las  leyes  {9).y> — Toda 
administración  está  colocada  bajo  la  dependencia  y  alta  vigi- 
lancia de  la  autoridad  real :  la  administración  exterior  y  la 
interior  en  todos  sus  ramos,  así  la  política,  como  la  civil,  ya 
proteja  y  fomente  los  intereses  comunes,  ya  ejerza  su  dere- 
cho de  patronato  ó  tutela  en  los  establecimientos  públicos, 
ya  en  fin,  procure  la  gestión  de  la  fortuna  del  estado. 

(1)    Ley  de  S8  uoviembre  de  1837. 

(S)    Reales  órdenes  de  22  de  selierabrc  de  1836^  j  4  de  mayo 
de  1838. 
(3)    Art.  45,  §.  1. 
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Bsta  variedad  de  actos  administratiyos  que  todos  emanaii 
del  Rey,  exigen  que  la  autoridad  real  teoga  potestad  para 
dictar  medidas  geoerales  de  interés  y  orden  público ,  reglas 
particulares  á  cada  servicio  y  providencias  de  carácter  pri- 
vado. Eq  tales  razones  se  funda  la  facultad  de  expedir  reales 
decretos^  reglammUos,  instrueeianes ,  ordenanzas ,  reales  ór-^ 
imes  y  eireulares^  otorgada  por  la  Constitución  al  poder  eje- 
cutivo. 

tev. — Dividen  comunmente  esta  potestad  en  general  y  lo^ 
cal,  según  que  sé  refiere  á  los  actos  de  la  administración  cen- 
tral, ó  á  las  disposiciones  de  las  autoridades  encargadas  del 
gobierno  de  las  provincias,  distritos  ó  pueblos;  pero  noso-- 
tros  hablaremos  aqui  tan  solo  de  la  primera,  dejando  el  es- 
tudio de  la  segunda  para  logar  mas  oportuno. 

tss.— No  bay  una  jurisprudencia  cierta  á  que  debamos 
atenernos  para  distinguir  los  caracteres  de  cada  una  de  es- 
tas disposiciones  del  poder  ejecutivo,  y  menos  todavía  pode* 
mos  sefialar  con  precisión  rigorosa  qué  actos  administrativos 
exigen  esta  ó  la  otra  forma.  No  obstante,  en  los  reales  de- 
cretos se  descubren  tres  circunstancias  especíales  que  los 
distinguen  de  las  demás  disposiciones,  á  saber:  emanando 
la  voluntad  real ,  van  rubricados  por  el  Monarca  y  contienen 
resoluciones  de  grave  importancia  ó  que  importa  revestir  con 
cierta  solemnidad. 

Los  actos  graves  y  solemnes  relativos  á  la  administración 
política,  como  convocar,  prorogar  ó  disolver  las  cortes,  nom- 
brar senadores,  presidente  y  vice-presidentes  del  Senado,  el 
nombramiento  ó  separación  de  los  ministros  y  otros  altos 
empleados;  por  ejemplo,  consejeros  reales,  capitanes  ge** 
nerales  y  gefes  políticos  de  provincia,  y  todas  las  resolucio- 
nes importantes  del  Rey  para  procurar  la  ejecución  de  las  le- 
yes, son  asunto  de  reales  decretos. 

tS9.— Los  reglamentos,  instrucciones  y  ordenanzas  solo 
se  diferencian  entre  si  en  el  nombre,  pues  convienen  en  to- 
dos sus  caracteres:  son  actos  de  h potestad  reglamentaria  in- 
herente al  poder  ejecutivo;  no  intervienen  en  casos  especia- 
les ó  en  negocios  de  interés  privado,  sino  que  encierran  un 

Tomo  L  6 
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peastaliento  de  otiUdad  comoa,  y  por  eso  se  dijo  qae  había 
ci$rta  gmurüliiai  en  su  objtío;  no  sea  provocados  por  de* 
manda  ó  reclamación  alguna»  sino  que  el  Rey,  osando  desn 
derecho  de  iniciativa  en  cnanto  á  proveer  á  las  necesidades 
públicas,  ios  dicta  espaníáneameníe:  mUrannl  p&n>enir  ase- 
mejaaxa  de  la  ley ,  aunque  no  son  regla  tan  constante  y  per- 
manenle ;  y  por  áhimo ,  tienen  fiíena  obligatoria  para  fes  cia- 
dadanos  y  para  las  autoridades  en  todo  lo  relativo  al  servicio 
público  qne  ordenan. 

Todas  estas  disposiciones  que  podemos  comprender  en  el 
mimbre  genérico  de  reglamentos  de  administraciw  pública^ 
siguiendo  el  lenguaje  comunmente  recibido,  tocan  4an  de 
cerca  ala  ley,  qne  seria  fácil  la  confusión:  conviene,  pues, 
señalar  claramente  los  limites  entre  la  autoridad  legislativa 
y  la  potestad  reglamentaria,  á  fin  de  conservar  inalterable 
la  base  del  ¿rden  constitucional «  é  intacto  el  principio  de  la 
división  y  reciproca  independencia  de  los  poderes  públicos, 
tf II.— Cuando  la  potestad  reglamentaria  invadirá  lasalri- 
bncioaes  legislativas,  no  es  posible  determinarlo  con  preci- 
sión, aunque  se  colige  de  las  siguientes  diferencias  entre  los 
actos  del  legislador  y  las  disposiciones  reglamentarias.— Ia 
ley  proclama  máximas  generales  del  derecho,  establece  prin- 
cipios: los  reglamentos  preven,  deducen  consecuencias,  re- 
mueven obstáculos,  descienden  á  pormenores.— La  ley  es 
perpetua  6  inmutable:  fes  reglamentos  varian  según  los  tiem- 
pos y  se  modifican  al  tenor  de  las  cireunstancias.-^La  ley 
maada  y  el  reglamento  obedece. 

Mientras  la  potestad  reglamentaria  se  mantenga  dentro 
de  estos  limites,  los  reglamentos  serán  constitucionales : 4i 
excede,  sus  actos  llevarán  el  vicfe  de  inconstitucionales. 

tM.— La  inconstitucionalidad  de  los  reglamentos  procede 
de  ía  materia,  cuando  disponen  en  cosas  agenas  á  la  compe- 
tencia de  la  potestad  reglamentaría;  y  de  la' fama,  caando 
(altan  los  requisitos  exteriores  que  la  ley  exige  en  su  for- 
mación. 

Son  inioonstitnofenales  los  reglamentos  ^  cuanto  a  la  ma- 
Uria^  «si  crean  poderes  públicos,  6  autorizan  impuestos,  ó 
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dafineftcilmeaes, Ó  establecen  penas,  ó  perjudican  álos  de- 
rechos políticos  de  tostciadadanos»  6  disponea  en  punta  á  sos 
derechos  prt?ados  da  otro  Biodo  que  el  necesario  para  desen^ 
Toirer  los  principioa  cuyas  coasecueiicias  les  confiara  las  le- 
yes  (4)». 

t VI.— Sin  embargo»  aiHiM|Be  la  potestad  de  esiaUeeer  po«> 
■as  corresponde  al  poder  legislatifo,  y  al  }udicíal  la  de  apli- 
carlas,  alguna  vez  snisede  que  los  reglamentos  contengaa 
ciáuanta  penal*  y  acaso  también  la  autoridad  administralíva 
se  atribuye  el  derecho  de  castigar  sus  infracciones.  Estaa  ec* 
eepeioocfi  se  Tundan » ó  en  una  delegación  expresa  de  la  iey, 
6  en  la  necesidad  de  armar  al  poder  ejncuitívo  con  facultades 
coerciti?as  dentro  de  los  estrechos  limites  de  la  policía  c«r-<* 
recciooal ;  y  por  eso  mismo ,  si  en  uso  de  semejantes  atribn- 
einnes  se  impusiese  en  tal  ó  cual  reglamento  un  castigo  ma- 
yar que  seftala  el  Código  penal  al  mismo  delito  6  falta ,  el  juez 
debe  aplicar  el  mas  le?e  establecido  por  la  ley ,  y  no  el  mas 
grave  impuesta  én  el  reglamento,  porque  en  cuanto  al  eice* 
so  de  se?eri4lad,  hay  abuso  y  usurpación  de  poder ,  y  todo 
se  hamilia  delante  de  la  omnipotencia  legislativa. 

tiai-^Piies  que  el  objeto  de  los  reglamentos  de  adminis- 
iracítn  pública  es  suplir  el  silencio  de  la  ley ,  claro  está  que 
no  puede  suspenderla,  viciar  su  sentido,  dispensar  de  sn 
cjecncioa  y  mecho  menos  derogarla.  Pero  ¿podrá  un  regla- 
mento alterar  las  disposiciones  reglamentarias  contenidas  en 
una  ley?'— ^Taoifwco ,  porque  aun  cuando  por  su  naturaleza 
hubieren  de  ser  reglas  variables  y  transitorias,  el  legislador 
ba  querido  darles  estabilidad  y  firmeza ,  elevándolas  á  la  ca» 
legorla  de  leyes» 

tV4í.— Son  inconstitucionales  los  reglamentos  por  razón 
¿s  Im  /bfflifl,  ettaado  no  han  sido  consultados  con  el  Cossejo 
Real,  según  dispone  la  ley  orgánica  de  este  alto  cuerpo  ad- 
ministrativa, donde  dice  que  <íiebtírá  ser  siempre  confiuUado 
sobre  las  tnslrucciones  generales  para  el  régimen  de  cual- 
quier ramo  de  la  administración  pública  (2)»,  y  según  el  de* 

(1)    mr.  Macarel,  Gonrs  dedroit  administratif ,  tom.  I,  tit.  ni. 
(8)    Ley  de  6  de  julio  de  iS45«  art..  ii ,  §.  1. 
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crelo  para  completar  la  organización  del  mismo  cuerpo,  en 
el  coa!  se  declara  que  «  corresponde  al  Consejo  pleno  cono- 
cer  delasinstracciones  y  reglamentos  generales  (I)». 

Los  reglamentos  constitucionales  deben,  pues,  contener 
la  fórmula  otdo  el  Consejo  Real,  sin  la  cual  pudiera  dudarse 
de  su  constitucionatidad.  Las  funciones  del  Consejo  Real  no 
son  las  de  un  cuerpo  político,  sino  simplemente  las  de  un 
consejo  del  Rey  que  ilustra  con  su  dictamen  i^l  gobierno  sin 
prWarle  de  su  libertad  de  acción,  ni  disminuir  un  ápice  la 
responsabilidad  ministerial. 

tlft*— Cuando  á  pesar  de  todo  el  Rey  dictare  reglamentos 
notoriamenle  inconstitucionales  ¿qué  medios  legítimos  de 
oposición  pueden  emplear  los  particulares  para  saWar  sus  de- 
rechos ,  sin  ofender  la  autoridad  del  Monarca? 

tve.*— Dos:  el  primero  elevar  una  petición  á  las  cortes 
para  que  en  uso  de  su  omnipotencia  legíilativa,  exíjanla  res* 
ponsabílidad  al  ministro  competente.  El  segundo  dirigir  una 
reverente  exposición  al  Rey  como  gefe  supremo  del  poder 
ejecutivo,  sefialándole  el  acto  inconstitucional  de  su  minis- 
tro«  para  que  oiga  y  provea  á  esta  reclamación  en  su  Conse- 
jo Real ,  pues  habiendo  sido  desconocido  ó  conculcado  en  el 
reglamento  un  derecho  garantizado  por  la  ley,  es  ya  un  ne- 
gocio contencioso  de  la  administración. 

199. --El  tercer  medio  es  acogerse  á  la  protección  de  los 
tribunales,  porque  como  la  administración  carece  por  lo  co- 
mún de  potestad  para  aplicar  penas,  debe  remitir  al  ciuda- 
dano refractario  á  su  juez  competente  que  le  castigue.  Este 
examinará  si  el  acto  desobedecido  es  ó  no  constitucional:  si 
no  lo  fuese,  absuelve  al  acusado  y  encierra  asi  dentro  de  ras 
justos  limites  á  la  autoridad  invasora. 

Objétese  que  esto  sería  destruir  la  independencia  de  la 
administración  y  otorgar  al  poder  judicial  el  derecho  de  exa- 
minar y  calificar  sus  actos ,  ó  impedir  su  ejecución;  mas  se* 
mejante  réplica  no  parece  fundada,  supuesto  que  el  juez  ni 
dedara  la  nulidad  del  reglamento  incon^Ütucional ,  ni  lo 

(1)    Real  decreto  de  «  de  seliembre  de  1 845 ,  art.  ^,  §.  i. 
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reforma,  solamente  se  abstiene  de  aplicarlo  y  de  castigar  al 
desobediente,  visto  qne  según  el  silencio  ó  la  palabra  expre- 
sa de  la  ley,  no  puede  prestar  á  la  administración  el  aoxilio 
que  de  él  reclama.  Tal  opinión  (1 ),  aunque  por  muchos  com- 
batida, parece  la  mas  segura,  si  hemos  de  apreciar  en  algo 
las  garandas  que  ofrecen  la  inamovilidad  é  independencia 
del  poder  judicial,  y  si,  entre  todas  las  garantias  constitu- 
cionales, hemos  de  preferir  las  roas  eBcaces.  No  olvidemos 
que  la  centralización  extremada  adolece  de  graves  íncoave-- 
nientes  y  oculta  verdaderos  peligros. 

198.— Las  reales  órdenes  son  disposiciones  administrati^ 
vas  menos  importantes  que  los  reales  decretos  y  tos  reg)a«- 
montos,  porque  carecen  de  la  solemnidad  de  aquellos  y  de- 
la  generalidad  de  estos:  son  actos  espontáneos  del  ministro 
que  las  expide  sin  conferir  con'  el  Rey  ni  consultar  al  Con- 
sejo Real  y  recaen  en  pormenores  de  la  administración ,  ya 
resuelvan  alguna  cuestión  ó  duda  por  punto  general,  ya  con- 
tengan alguna  instrucción  ó  advertencia  i  his  auiorídades, 
ya  decidan  reclamaciones  privadas. 

Verdaderamente  el  epíteto  de  reales  no  cuadra  á  unas 
órdenes  extrafias  enteramente  á  la  autoridad  del  Rey,  pues, 
según  observa  el  señor  Sil  vela,  «cuando  éste  no  firma,  existe 
delegación:  los  ministros  obran  por  si,  en  interés  del  Rey,  de 
sus  prerogativas  constitucionales,  en  su  nombre,  si  se  quie- 
re; pero  no  de  orden  suya.  Por  tanto  no  hay  necesidad ,  y 
aun  puede  ser  contradictorio  qne  los  ministros  concluyan 
siempre  sus  oficios  con  la  fórmula  de  real  drebn  (2).» 

199.— Las  circulares  no  son  sino  órdenes  ya  del  minis- 
tro, ya  de  otros  gefes  de  la  administración  que  se  tras^ 
roiten  á  todas  las  autoridades  encargadas  de  cierto  ramo 
del  servicio  público  ft  quienes  compete  su  ejecución  y  se  en- 
carga su  cumplimiento. 

«SU.—  m.  aCnidar  de  que  en  todo  el  reino  se  adminis- 
tre pronta  y  cumplidamente  la  justicia.»— El  Rey  es  gefe  del 
poder  judicial ,  porque  en  él  reside  la  potestad  de  hacer  eje> 

(1)    SígueDla  MM.  Foucart,  Dofour,  Gougeon  y  otros. 
(S)    Estudios  prácticos  de  admiuistracioD ,  pág.  3S4. 
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cutar  las  leyes,  y  su  autoridad  se  extiende  á  caattio  CMduoe 
&  la  conservación  del  orden  pAbKco  en  lo  interior.,  y  i  la 
seguridad  del  estado  en  lo  exterior  (4). 

Esta  doctrina  no  es  nuefa,  solamente  esflneva  la  expre- 
sión del  principio  constitucional.  En  uno  de  nueslros aniigoos 
Códigos  se  lee:  «Estas  cuatro  cosas  sen  naturales  al  sefioráo 
del  Rey  que  non  las  deve  dar  á  ningond  orne,  nin  las  partir 
de  sí,  ca  pertenescen  á  él  por  razón  del  señorío  natural,  i«s^ 
ticia.  Moneda,  Fonsadera  é  soos  yantares  (S).» 

tst.— Suelen  dividir  los  publicistas  la  justicia  en  admi*- 
nistrativa  y  ordinaria:  aquella,  ó  la  potesftad  de  deokttr  los 
asuntos  contenciosos  de  la  administración,  llánanlaecA  mu 
ó  menos  exactitud  retenida^  {porque  el  Rey  se  reservan 
ejercicio  como  complemento  necesario  del  poder  lOfeoutívo; 
y  esta  6  la  potestad  de  conocer  y  jucgar  las  «uestíiBesci  viles 
y  criminales ,  la  denominan  deUgaia ,  iporque  «I  Rey.,  aun* 
que  gefe  del  orden  judicial^  no  administra  direotanenie  la 
justicia,  sino  por  medio  de  jueces  instituidos  segimla  ley 
inamovibles  é  independientes  de  toda  autoridad  (3). 

t8t.— La  potestad  del  Rey  en  cuanto  á  la  jusiida  cemun 
ú  ordinaria  se  concreta  á  velar  porque  sea  aduHnisIradaipmi» 
4a  y  cumplidamente  en  todo  el  reino:  á  este  £n  nombra  é 
instituye  los  jueces  y  magistrados;  pero  su  mandato -es  inre- 
vocable. 

De  lo  dicho  se  sigue  que  ni  el  Rey«  ai  autoridad  alguna 
delegada  extraordinariamente  por  él ,  puede  iMmtarse  en  m 
tribunal  y  administrar  justicia,  ai  exigir  un  fallo,  ni  recla- 
mar una  sentencia,  ni  variar  los  trámites,  fii  cometer  elco- 
nocimiento  de  una  causa  á  un  juez  incompetente « ni  enlor«- 
«peoer  la  ejecución  de  un  juicio,  m  atentar  á  la  santidad  de 
la  cosa  juzgada,  ni  en  suma,  menoscabar  de  cualquier  modo 
la  independencia  del  poder  judicial  (4). 

tM.—Mas  el  Rey  tiene  potestad  para  deddir  sobusuna- 

(I)  Árt.  41  de  la  CoDBtitucioo. 

(8)  Fuero  ^iejo  de  Castilla,  lib.  I,  tít.  i,  ley  i. 

(3)  Art.  69  de  la  Conatitocion. 

(4)  Art.  66. 
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MÜie  las  oompetencias  entre  las  aatoridades  admínislraliva 
y  jodteíal,  porque  siendo  cada  una  independiente  de  la  otra, 
en  BÍngnna  hay  potestad  de  dirimir  coaiquiera  cuestión  so- 
bre atribuciones  respectivas  que  se  suscitase,  pretendiendo 
ambas  ser  competentes  ó  incompetentes  para  conocer  de  un 
asunta  determinado.  Solo  el  Rey  como  geie  supremo  de  toda 
jQSticiav  arbitro  entre  todos  los  poderes  y  regulador  de  todas 
las  jurisdicciones ,  tiene  autoridad  para  restablecer  la  con- 
cordia entre  estos  desórdenes  paralelos  y  alguna  vez  rivales. 

ft94.^  IV,  «Indultar  á  los  delincuentes  con  arreglo  á  las 
leyes. y-— La  etbmencia  es  la  mas  bella  prerogativa  de  la  Co-* 
roña;  pero  su  examen  conduce  á  doctrinas  agenas  al  estudio» 
del  derecbo  administrativo. 

üHh. —  V.  «Declarar  la  guerra  y  hacer  y  ratíGcar  los  tra- 
tados de  paz,  dando  después  cuenta  documentada  á  las  cor- 
tes.»— Estas  facultades  pertenecen  al  género  de  las  que  cons- 
Ütayen  la  administraciott  exterior.  Sí  el  Rey  vela  por  la  se- 
guridad'del  estado,  debe  mover  la  guerra  ó  ajustar  la  pat 
Kbremente  bajo  la  responsabilidad  de  sos  ministros.  La  in- 
tervención del  poder  legislatiro ,  por  mas  que  parezca  nece- 
saria en  actos  de  tan  grave  importancia  y  consecuencia,  no 
debe  ser  directa,  sino  indirecta,  ni  anterior,  sino  posterior. 
Bl  Rey,  para  hacer  la  guerra,  necesita  hombres  y  recur- 
sos qne  no  puede  obtener  sino  de  tos  pueblos  por  medio  de 
contribuciones  de  sangre  y  de  dinero.  E!  poder  legislativo, 
negándose  k  votar  los  impuestos  que  el  gobierno  pide  á  fin 
de  atender  á  los  gastos  extraordinarios  de  la  guerra,  le  inca- 
pacita para  intentar  ó  proseguir  una  empresa  loca  ó  ternera- 
ria;  y  sin^  menoscabar  la  independencia  del  poder  ejecutivo 
en  cuanto  á  la  occton,  d$libetanjio  le  encierra  dentro  de  ios  li« 
mites  sefialados  por  la  razón  y  por  la  conveniencia  pública. 

t9«.-*  YI.  «Disponer  de  la  fuerza  armada  distribuyéndo- 
la como  mas  eonvenga.»— El  gobierno  nunca  es  coactivo  por 
esencia,  sino  racional,  ni  debe  por  consiguiente  hacer  alar- 
de de  fuerzas  para  requerir  la  obediencia  de  los  subditos, 
sino  obtener  su  voluntaria  sumisión  empleando  medios  mo- 
rales; por  cuyas  razones,  tanto  mas  perfecto  serfc  un  régi- 
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mea  poIflíGO ,  caanto  roas  se  apoye  en  el  entendimíeato 
y  meaos  recurra  á  la  violencia  y  al  terror.  Casos  hay ,  sin 
embargo ,  en  que  agotados  todos  los  recursos  de  la  persaa- 
sion  y  del  consejo,  es  preciso  acudir  á  la  resistencia,  y  domar 
con  entereza  ciertas  voluntades  individuales  y  ciertas  pasio- 
nes enemigas  de  la  sociedad,  de  carácter  indócil  y  rebelde;  y 
entonces  el  poder  ejecutivo  tiene  el  derecho  y  el  deber  de 
apelar  á  la  coacción  para  proteger  el  orden  social» 

Para  esto  se  ha  instituido  el  ejército  permanente  que  coo- 
pera al  mantenimiento  de  la  paz  d^  los  pueblos  y  los  deGen- 
de  contra  las  agresiones  extraAas.  1  como  al  Rey  toca  velar 
por  la  conservación  del  orden  publico  en  lo  interior  y  por  la 
seguridad  del  estado  en  lo  exterior,  á  él  también  debe  cor* 
responderle  el  mando  y  distribución  de  las  fuerzas  sociales, 
como  instrumento  necesario  para  el  logro  de  ambos  fines. 

El  Rey,  no  obstante,  carece  de  una  potestad  ilimitada 
en  cuanto  al  ejercicio  de  esta  atribución  constitucional,  por- 
que no  es  duefio  de  aumentar  el  ejército  á  su  placer »  pues 
las  corles  fijan  todos  los  aRos  la  fuerza  militar  y  permanente 
de  mar  y  tierra  (1 );  ni  puede  mandar  el  ejército  ó  la  armada 
personalmente,  sino  por  medio  de  gefes  responsables  que 
nombra  ó  separa  á  propuesta  y  por  el  conducto  necesario  de 
su  ministro  de  la  guerra;  ni  en  fin ,  puede  tampoco  admitir 
tropas  extranjeras  en  el  rerno,  á  no  estar  autorizado  para  ello 
en  virtud  de  una  ley  especial  (2). 

t89.--^  VIL  «Dirigir  las  relaciones  diplomáticas  y  co- 
merciales con  las  demás  potencias.»— La  diplomacia,  ó  el 
arte  difícil  de  las  negociaciones  >  se  fnnda  en  adivinar  los  ín- 
ten  tos  de  un  gabinete,  precaver  los  sucesos,  aprovechar  los 
accidentes,  conducir  tal  cuestión  complicada  á  un  desenlace 
feliz ,  granjearse  la  confianza  de  los  gobiernos  extranjeros, 
convencerlos  y  determinarlos  á  tomar  un  partido. 

Apreciar  la  situación  política  de  un  estado  y  tratar  con 
su  soberano,  son  cosas  que  no  pueden  concluirse  sino  en  la 


<l)    Art.  79  de  la  Constitución* 
(S)    Art.  4r>,  §.  S. 
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intimidad  y  en  el  sileacio  de  los  gabinetes,  por  lo  menos  has- 
ta las  ralificaciones  y  canges  según  los  osos  diplomáticos; 
y  por  eso  en  todos  tiempos  y  en  todas  las  naciones  la  guer* 
ra,  la  paz,  las  alianzas  y  tratados,  se  ban  conGado  á  los 
principes  solamente,  porque  solo  entre  ellos  es  posible  guar* 
dar  un  inviolable  secreto.  Solo,  pues,  el  Rey  debe  poseer  la 
facultad  de  conducir  las  relaciones  con  las  potencias  extran* 
jeras  por  medio  de  su  ministro  de  Estado  ó  de  las  personas 
acreditadas  al  efecto,  sin  tener  la  representación  nacional 
otra  participación,  que  la  de  examinar  la  conducta  de  los 
consejeros  de  la  Corona  y  acusarlos ,  si  hubiere  motiro  bas- 
tante para  exigirles  la  responsabilidad  de  sus  actos. 

t88. —  VIH.  «Cuidar  de  la  fabricación  de  la  moneda  en  la 
que  se  pondrá  su  busto  y  nombre.»  —  AcuRar  monedaos  una 
prerogatifa  de  la  soberanía  según  la  ley  del  Fuero  Real  cita* 
da;  y  asi,  quien  labra  moneda  falsa,  no  solo  comete  hurto, 
sino  atenta  á  este  derecho.  La  efigie  del  príncipe  y  el  escu- 
do ó  sello  de  armas  impresos  en  ambas  superficies,  garanti- 
zan la  fe  pública  y  atestiguan  la  verdad  de  los  contratos.  El 
gefedel  estado,  pues,  debe  ejercer  exclusivamente  la  facul- 
tad de  acallar  moneda ;  principio  reconocido  en  todas  las 
edades;  como  que,  si  alguna  vez  los  sefiores  feudales  goza* 
ron  de  tan  alta  prerogativa,  fue  en  calidad  de  participes  que 
eran  de  la  autoridad  soberana,  ó  por  privilegios  y  mercedes 
especiales,  que  arrancaron  á  los  reyes  £n  aquellos  tiempos 
aciagos  en  que  la  nobleza  ejercia  tan  fuerte  preponderancia  y 
estaban  tan  humilladas  las  coronas. 

tS9. —  IX.  «Decretar  la  inversión  de  los  fondos  destina- 
dos á  cada  uno  de  los  ramos  de  administración  pública.»— El 
poder  legislativo  vota  las  contribuciones;  el  poder  ejecutivo 
las  aplica  á  cada  servicio:  el  uno  considera  las  necesidades 
sociales  en  su  conjunto;  el  otro  atiende  á  sus  minuciosos 
pormenores:  aquel,  agrupando  cuotas  individuales,  forma 
las  rentas  públicas;  este,  invirliendo  las  rentas  públicas,  pro- 
mueve el  desarrollo  de  la  riqueza  individual. 

Si  votar  las  contribuciones  es  una  prerogativa  del  poder 
legislativo,  ya  se  considere  su  ejercicio  como  una  garantía 
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coDStítacioaal,  ya  se  mire  en  el  impoesto  ana  dismÍDucíoa 
de  los  derechos  de  la  propiedad  que  la  ley  estaUece  y  solo  la 
ley  paede  menoscabar;  la  geslion  de  la  fortona  del  estado  es 
nn  acto  administrativo,  y  administrar  incumbe  exelosiva-* 
mente  al  Monarca»  según  la  Constitacioa  y  los  prineipioe 
fundamentales  del  régimen  representativo.  Si  los  cuerpos 
colegisladores  llevan  á  las  regiones  del  gobierno  abundante 
caudal  de  luces  y  doctrinas ,  su  encargo  es  y  debe  ser  pura- 
mente teórico ,  puesto  que  ni  los  muchos  son  á  propósito  pa- 
ra ejecutar,  ni  á  los  miembros  de  las  asambleas  deñberantes 
los  debemos  suponer  adornados  por  lo  común  de  cono^<* 
mientes  prácticos,  ni  sabedores  k  fondo  do  la  shuadon  po«» 
lltica ,  moral  y  económica  de  los  pueblos,  ni  por  tanto  dola- 
dos del  tino  para  el  mando  que  no  se  baila  de  seguro  en  loo 
hombres  especulativos,  sino  en  los  adiestrados  coa  la  expe- 
riencia de  los  negocios. 

too.^  X.  «Nombrar  todos  los  empleados  públicos  y  con*- 
ceder  honores  y  distinciones  de  todas  clases,  eon  arreglo  i 
las  leyes.»— El  Rey  posee  la  plenitud  de  la  potestad  ejecutiva, 
y  debe  por  tanto  estar  revestido  de  (as  facultades  necesarias 
para  ejercer  su  autoridad.  El  primer  medio  es  crear  una  ge* 
rarquía  administrativa,  compuesta  de  gefes  y  sobaltemos 
encargados  de  dar  cumplimiento  á  las  órdenes  que  les  fueren 
comunicadas;  y  como  estos  funemnarios,  en  ves  de  bvoro^ 
cer  la  marcha  de  la  administración,  la  entorpecerían,  si  no 
hubiese  unidad  en  el  pensamiento,  sumisión  al  poder,  dili- 
gencia para  ejecutar  y  entereza  para  vencer  toda  resisten- 
cia á  la  voluntad  del  Monarca,  de  ahf  nace  la  necesidad  de 
otorgar  al  Rey  la  prerogativa  de  nombrar  ó  remover  les  e«- 
pleados  públicos,  porque  quien  se  obliga  i  un  trabajo  es 
fuerza  quede  arbitro  de  elegir  sus  instrumentos. 

Para  escoger  los  funcionarios  con  acierto  debe  qnien  los 
nombra  estudiar  los  deberes  especiales  de  cada  cargo,  in- 
quirir las  cualidades  de  las  personas  útiles  y  ooaparar  estas 
noticias ;  observaciones  de  pormenores  y  trabajos  propios 
de  la  administración  solamente. 

Los  honores  y  distinciones  son  recompensas  otorgadas  al 
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mérito  oontraMo  en  ti  ser? icio  del  estado;  y  como  no  habría 
justicia  en  el  premio,  si  la  dístiocion  ó  el  honor  no  guarda- 
sen la  proporción  debida  con  la  magnitud  6  importanda  de 
los  servicios  prestados ,  resulta  que  solo  el  Rey,  único  ca- 
paz de  conocer  y  apreciar  los  actos  admínistratiyos,  puede  y 
debe  decretar  las  recompensas. 

Hay  otra  racon  poderosa  para  atribuir  exclusivamente  ai 
Monarca  esta  facultad  constitucional,  á  saber,  la  responsabi-» 
lidad  áque  están  sujetos  todos  los  actos  del  poder  ejecutivo; 
responsabilidad  que,  si  bien  no  alcanza  á  la  persona  del  Rey« 
sagrada  é  inviolable  segan  la  Constitución ,  pesa  de  lleno  sor 
bre  sus  ministros;  por  lo  cual  á  ellos  les  toca  aconsejar  y  pro-^* 
poner  al  gefe  del  estado  el  nombramiento  y  remoción  de  los 
funcionarios  públicos  y  la  concesión  de  las  recompensas  á  que 
se  hicieren  acreedores,  pues  no  hay  responsabilidad,  ni  moral, 
ni  efectiva  donde  no  hay  hechos  imputables,  y  no  son  impu- 
tables sino  los  aclos  propios  6  los  de  nuestros  mandatarios. 

Si  poder  legislativo,  sin  embargo,  sefiala  ios  limites  den- 
tro de  los  cuales  deberá  el  Rey  ejercer  esta  prerogativaique 
no  es  absoluta ,  ni  convendría  quedase  á  merced  de  la  arbi«- 
trariedad  ministerial ,  sino  moderada  de  tal  suerte»  que  sin 
destruir  la  justa  libertad  de  premiar  el  mérito  y  los  servicios 
al  estado,  se  ponga  coto  á  las  demasías  del  poder  y  no  dege- 
neren las  recompensas  en  favores  palaciegos  ó  gracias  vitu- 
perables ;  y  eso  mismo  significa  la  expresión  final  con  arreglo 
i  las  Uyu  {i ). 


(1)  Hablamos  concebido  la  esperanza  de  qae  las  cdrtes  acudiesen 
al  remedio  de  ciertos  tícíos  de  UBCslra  administración ,  aprobando 
el  proyecto  de  ley  sobre  Bombramiento  de  empleados  presentado 
por  el  gobierno  al  Congreso  de  los  diputados  en  16  de  marzo  de  1849. 
Diflcoltades  acaso  ínTencibles  han  entorpecido  el  cnrso  de  la  discn- 
•100,  y  diferencias  entre  ambos  cuerpos  colegisladores  han  hecho  ne- 
cesaría  la  reunión  de  una  comisión  mista ,  cuyo  dictamen  no  Uegtf  á 
evacuarse  durante  la  ultima  legislatura,  siendo  por  tanto  imposible  la 
sanrion  inmediata  de  la  Corona. 

Al  lamentar  el  malogro  de  aquel  buen  pensamiento  no  podemos 
menos  de  expresar  nuestros  vivos  deseos  de  Torlo  reproducido  con 
mejoras  en  la  legisbitura  próxima.  Gobernar  (aunque  todo  el  mundo 
se  considera  apto  para  tan  diíicil  encargo)  es  un  arte  que  requiere 
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t^t.*—  XI.  aNombrar  y  separar  libremente  los  miáis-- 
tros. 9— Esta  facultad  constitucional  no  solo  se  deriva  natu«- 
raímente  de  la  anterior,  sino  que  se  fonda  en  el  carácter  de 
poder  moderador  inherente  á  la  aotoridad  real.  Sabido  es 
que  solamente  en  el  Rey  reside  la  potestad  de  hacer  ejecu- 
tar las  leyes ;  pero  esta  potestad  no  la  ejerce  por  sí  mismo, 
sino  que  la  delega  á  sos  ministros  responsables.  Cuando  gra- 
ves cuestiones  dividen  á  los  poderes  públicos  y  su  concordia 
aparece  turbada,  el  Rey  es  arbitro  entonces  de  estas  diferen- 
cias, y  cambia  su  ministerio  para  poner  en  consonancia  el 
poder  ejecutivo  con  el  legislativo,  ó  disuelve  el  Congreso  de 
los  diputados  sometiendo  la  decisión  de  la  contienda  al  jui- 
cio de  la  nación.  Estas  prerogativas  del  Rey  dan  tal  flexibi* 
lidad  al  régimen  representativo,  qne  si  le  suponemos  por  un 
instante  despojado  de  ellas,  la  existencia  de  la  monarquía 
constitucional  es  un  imposible. 

!••— Aunque  en  rigor  de  principios  el  Rey  es  doefio  de 
nombrar,  despedir  y  reemplazar  á  sos  ministros,  las  pr&ctícas 
parlamentarias  6  el  espíritu,  mas  que  la  letra  de  las  leyes 
constitucionales ,  coartan  so  libre  albedrfo  y  le  hacen  con«* 
soltar  la  situación  política  qoe  atraviesa,  es  decir,  le  obligan 
á  tener  en  cuenta  la  mayoría  de  las  cortes ,  el  estado  de  la 
opinión  pública,  la  conveniencia  de  los  pueblos  y  coantas 
circunstancias  pueden  influir  en  tan  grave  determinación  y 
en  sos  resultados. 

En  ningún  acto  se  revela  mas  claramente  el  carácter  que 
el  Rey  tiene  de  gefe  supremo  de  la  administración ,  que  en 
el  ejercicio  de  esta  facultad  constitucional. 

t98.— Ora  el  Rey  reine  y  no  gobierne,  ora  reine  y  gobier- 
ne  también,  es  un  axioma  constitucional  qne  no  administra; 
de  suerte  que  si  bien  la  potestad  de  ejecutar  las  leyes  reside 
en  el  Monarca,  la  ejerce  siempre  por  el  conducto  necesario  de 

• 

estadios  preliminares  y  exiffe  una  especie  de  aprendizaje,  si  los  pne- 
blos  ban  de  experimentar  los  beneficios  de  ana  administración  inteU- 
sente  en  todos  sos  ramos;  y  por  eso  el  defecto  capital  del  proyecto  re* 
rerido,  consiste  en  no  reconocer  necesidad  de  preparación,  sino  en  loa 
empleados  en  el  ministerio  de  la  Gobernación  del  reino. 
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gas  mÍDÍ8lros  responsableB ;  por  maDera  que  lodos  los  actos 
admíDíslraÜvos  son  eseDcialmente  actos  míaisteríaies. 


CAPÍTULO    III. 

He  lo0  ministros. 

194.— Carácter  de  los  ministros.  S09.  — fostracciones  ministeria- 
195.  —  Admiaistracioo  superior  les. 

durante  la  monarquía  go-  SlO.^Disposicionesd  mandatos. 

da.  Sil.— Decisiones. 

196.— T  en  la  época  de  la  recoa-  SIS.— Actos  de  gestión. 

quista.  213. — Especiales. 

197.— rfof  edad  introducida  por  214.— Enumeración  de  los  minis- 

don  Alonso  VIL  terios  de  Espafia. 

198.— Reforma  do  don  Juan  I.  215.— Atribuciones  de  la  aecre* 
199.— BédmenadministratiToba-  taria  de  Estado. 

¡ola  dinastía  austríaca.  216. —  de  Gracia  y  Justicia. 

200.*4)rígen  de  los  ministerios  217. —  de  Gobernación. 

al  advenimiento  de  la  casa  218. —  de  Comercio ,  Instrucción 

de  Borbon.  y  Obras  publicas. 

201.— Cambios  y  arredos  d^  se-  219. —  de  Hacienda. 

cretarias  hasta  la  fecha.  220,-—  de  Guerra. 

202.— Necesidad  de  un  miníate-  221. —  de  Marina. 

río  en  los  gobiernos  re-  222i —  A  quién  compete  modiil- 

presentativos.  car  esta  distribución. 

203. — ^Es  un  cuerpo  intermedio  223.— Unidad  del  ministerio. 

¿una autoridad  delegada.  224.— Consejo  de  ministros, 

lasificacion  de  los  negó-  225. — Presidente  del  consejo. 

cios  administrativos.  226.— Ministros  sin  cartera. 

205. — ^IVecesidades  generales  de  227.— Cada  ministro  es  superior 
los  pueblos.  gerárquico  en  la  adminis- 

206. — Distribución  de  losmínis-  tracíon  de  su  ramo. 

teños  según  estas  nece-  228. — ^Revocación  y  enmienda  de 
sidades.  los  actos  ministeriales. 

207. — Atribuciones  de  los  minis-  229.- Responsabilidad  de  los  mi- 
tros,  nistros. 

208.— Corntiiisi.  230.— Es  individual  ó  colectiva. 


..— SoQ  los  ministros  de  la  Corona  gefes  superiores  de 
la  adoainistracion  que  bajo  la  autoridad  iamediata  del  Rey 
ejercen  el  poder  ejecativo.  Los  ministros  son,  pnes,  delega* 
dos  próximos  é  indispensables  de  la  potestad  real  y  después 
del  Monarca,  ocupan  el  primer  grado  en  la  gerarqufa  admi- 
nistrativa. Sa  antoridad  se  extiende  á  tanto,  cuanto  alcanzan 


94  DSIKCHO  ADMINISTIIATIVO  BSPARoL. 

las  atribaciones  constitucionales  del  Rey  de  quien  son  conse- 
jeros natarates  j  al  mismo  tiempo  sos  medianeros. 

!•&.— No  siempre  se  ha  reconocido  la  necesidad  ó  la  con- 
veniencia de  nombrar  estos  secretarios  del  Rey  ni  en  Espa* 
fia,  ni  en  otras  naciones.  La  legislación  goda,  imitando  la  or- 
ganización administrativa  del  imperio  romano ,  encargaba  el 
gobierno  universal  principalmente  á  dos  altos  funcionarios, 
el  conde  4e  los  notario#«caya  obligación  era  dictar  las  cartas  y 
privilegios  reales,  y  el  conde  de  los  tesoros  ó  del  erario  piíMí* 
eo ;  títulos  que  no  eran  de  honor ,  ni  significaban  tampoco 
verdaderos  oficios  palatinos,  sino  cargos  públieos  ó  dignidad- 
des  del  estado. 

Con  la  ruina  de  la  monarquía  goda  desaparecieron  ó  se 
ocultaron  al  estruendo  de  las  armas  las  instituciones  y  digni- 
dades anteriores  k  la  irrupción  de  los  sarracenos,  si  bien 
tornaron  en  breve  tiempo ,  pues  consta  que  don  Alfonso  II, 
llamado  el  Casto ,  restableció  en  su  corte  de  Oviedo  los  usos 
y  costumbres  de  los  godos,  asi  en  el  orden  civil,  como  en  el 
eclesiástico,  volviendo  las  cosas  á  ia  antigua  usanza  de 
Toledo. 

toe.— Esta  sencillez  primitiva  del  gobierno  gótico  sub- 
sistió en  la  época  de  la  reconquista  por  espacio  de  algunos 
siglos,  pues  la  facilidad  de  atender  á  las  necesidades  públi- 
cas no  requería  tampoco  una  administración  mas  complica- 
da. Escasos  eran  los  pueblos  de  realengo  en  proporción  al 
gran  número  que  pertenecía  á  las  clases  de  abadengo ,  dé 
sefiorlo  solariego  y  de  behetría.  Puebles  habia  contribuyen- 
tes [villas  tercias  ó  mandaciones)  y  pueblos  exentos  (villas 
inj^^nuai] ;  y  aunque  según  la  antigua  constitución  de  los 
godos  solo  el  Rey  ejercía  el  alto  sefiorlo  de  la  justicia  y  el 
supremo  imperio  por  medio  de  magistrados  civiles ,  politices 
7  militares,  andando  el  tibmpo  la  autoridad  real  se  despren- 
dió de  muchas  de  sus  anteriores  prerogativas,  ya  concedien- 
do á  les  seAores  jurisdicción ,  ya  otorgando  k  las  comunida- 
des el  privilegio  de  proveer  el  gobierno  económico  de  cada 
pueblo  y  su  alfoz  por  medio  de  sus  alcaldes  jurados  y  de** 
más  oficiales  de  los  concejos  de  elección  popular ,  y  ya  en 
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fia  dando  for  /aeco  &  machas  diidades  de  Gasiilia  que  d$t 
kam$i  ^nos  aoifimf»  sta  pkii^t  y  hs  Ubrasen  por  akedríq. 

tMr.^Con  tales  cooMaÍDiies  quedaba  la  admÍDÍstracioo 
central  may  descargada  de  negocios  y  podía  conf  ar se  4  po- 
cas manos.  En  el  sigio  XII  bisase  proclamar  emperador  el 
Rey  don  Alonso  YII  en  las  cortees  de  León.  Entonces  empezó  á 
conocerse  ei  iitnio  decancilkr  á  coya  dignidad  correspondfa 
la  custodia  del  sello  real  desde  qoe  empezó  á  asarse  por  es* 
te  tiempo  para  autorizar  con  ¿I  ios  prhriicgioi  y  cartas  reales. 

§•9.— JAon  laan  I  alteijó  en  parte  la  forma  antigna  de  la 
administración  ceatraU  decretando  y  publicando  en  las  cor* 
iesdc  438S  el  pian  de  un  coosejo  de  gobierno  de  donde  tato 
origen  el  fasaase  Gsascjo  de  Castilla.  No  eim  dicha  lastitacíon 
na  coasejo  privado  como  antes  solían  tener  los  Monarcas; 
sino  nnanteda  muy  importante  de  la  máquina  admioistrati* 
va,  motivando  el  Rey  su  introducción,  entre  otras  razones, 
en  ia  atgnieale  bien  sigaificaiiva  de  la  participación  directa 
qne  le  dnha  en  Ja  administración  pública:  <el  si  nos  oviése* 
mos  de  otr  é  Hirar  todos  los  nsgoeios  dd  ngno  non  podría- 
mos tasar  la  gaerra,  nin  las  cosas  qoe  pertenecen  á  ella,  se- 
gnu  que  &  nuestro  servicio  ¿  á  nuestra  bonra  cumple.»  Y  en 
efecto,  aaxilfaba  al  Rey  no  sale  deliberando,  sino  con  sus 
grandes  airíbucianes  actívaa,  cuyo  ejercicio  ya  no  podía  con- 
centrarse ea  una  eola  persona  ó  dignidad ,  pues  ensaachade 
d  ierríAorie,  aumentada  la  población  y  creciendo  la  riqueza, 
aecasartameafte  habían  4e  multiplicarse  los  negocios  hasta  el 
jHiaCo  de  requerir  el  Rey  el  concurso  de  otras  fuerzas  que  le 
ayudasoí  á  sopor  lar  las  cargas  del  gobierno.  Tan  cierta  es 
asta  misiMí  priontiva  del  Coasqo,  que  Felipe  II  en  la  ios- 
tmecíoa  que  díé  4  su  presidente  en  4  583  le  decía:  c  El  oficio 
del  Censsie  real  es  ieaer  cuidado  de  los  negocios  del  reino, 
y  los  pleílos  accesorios  al  Consqo,  y  ao  su  propio  oficio.» 

tmi.^La  dinastía  austríaca  no  dio  nueva  forma  á  la  admi- 
nistracíoa  central.  Los  reyes  gozaban  de  na  poder  absoluto 
y  le  ejercían  por  sí,  valiéndose  de  sus  privados  como  de  ins^- 
trumentos  dóciles  á  au  voluntad ,  y  siendo  el  ramistro  en 
aquel  tiempo  un  secretario  del  Rey  sin  facultades  propias  y 
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sin  atríbaoioDes  designadas  por  ley  alguna.  (1  Consejo  ejer* 
cía  gran  parte  de  las  fnnciones  gobernativas  y  á  veces  dis- 
pnlaba  sas  derechos  con  el  Monarca. 

••O.— Felipe  V  introdujo  en  Espafta  con  otras  noveda- 
des el  sistema  administrativo  de  Francia ,  creando  en  el 
año  4700  dos  secretarias  ó  ministerios,  al  nno  de  los  cuales 
atribuyó  el  despacho  de  todos  los  negocios  concernientes  á 
Guerra  y  Hacienda  y  al  otro  cometió  los  restantes.  Esta  inpo* 
vacien  encerraba  no  solo  un  pensamiento  administrativo,  sino 
también  la  mira  política  de  enflaquecer  la  autoridad  del  Con* 
sejo  y  debilitar  su  influjo ,  despojándole  poco  á  poco  de  sus 
facultades  gubernativas  tan  impropias  de  toda  corporación,  y 
libertar  al  gobierno  de  aquella  especie  de  tutela,  consütu-* 
yendo  la  unidad  del  poder,  rodeándole  de  Tuerza  y  de  pres^ 
tigio  y  subordinando  su  movimiento  al  impulso  del  Mo- 
narca. 

901.— En  47U  hízose  un  nuevo  arreglo  y  distribución  de 
todos  los  negocios  del  estado  entre  cuatro  secretarias  del 
despacho  y  una  intendencia  universal,  perteneciendo  á  una 
los  negocios  exteriores  ó  de  Estado ,  á  otra  los  de  Justicia  y 
asuntos  eclesiásticos ,  á  otra  los  de  Guerra,  áotra  los  de  In- 
dias y  Marina,  y  á  la  intendencia  librar  los  de  Hacienda. 

En  4715  redujéronse  á  tres  los  ministerios,  de  Estado,  de 
Guerra  y  Marina,  de  Gracia  y  Justicia  y  Hacienda. 

El  4754,  bajo  el  reinado  de  Fernando  VI  agregáronse  á  la 
secretaria  de  Estado  la  superintendencia  general  de  correos 
y  otros  asuntos  inconexos  con  su  objeto  especial  y  primitivo, 
y  se  atribuyeron  á  las  otras  secretarías  nuevas  facultades. 

Carlos  III,  en  4777,  estableció  dos  secretarias  para  el 
despacho  de  los  negocios  de  Indias,  una  de  Gracia  y  Josti* 
cia,  y  otra  de  Guerra,  Hacienda,  Comercio  y  Navegación; 
pero  Carlos  IV  en  4790  reunió  los  negocios  de  Indias  á  los 
ministerios  análogos. 

Las  cortes  de  Cádiz  crearon  un  nuevo  ministerio  llamado 
de  la  Gobernación  de  la  Península  que  fué  abolido  en  la  reac- 
ción de  484  4,  y  formóse  en  su  lugar  otro  de  Indias  que  doró 
hasta  4846. 
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ResUblecida  la  ConsUtoeion  de  4842  en  4890  reapareció 
el  miüisterío  de  lá  GoberDaeion  y  hundióse  nuevamente  coH 
el  régimen  constitucional  de  la  segunda  época  (4 ). 

En  4833  fué  restablecido  con  el  nombre  de  ministerio  dei 
Fomento,  que  después  mudó  en  el  de  Interior,  y  al  fin  reco- 
bró su  primera  denominación,  la  misma  qne  boy  lleva;  y 
recientemente  en  4847  creóse  un  nuevo  ministerio  llamado  de 
Coinercio,  Instrucción  y  Obras  públicas. 

••9.— En  los  gobiernos  representativos  es  de  necesidad 
la  institución  de  esta  especie  de  cuerpo  intermedio,  al  coat 
apellidan  ministerio  para  salvar  el  dogma  constitucional  de 
la  inviolabilidad  del  Rey  y  hacerlo  compatible  con  la  respon*- 
sabilidad  del  poder  ejecutivo:  por  manera  que  los  ministros 
son  mediaiieros  y  detegjidos  indispensables  del  Monarca. 

íiOS. — Medianeros  entre  el  Rey  y  los  cuerpos  legislativos, 
en  cnanto  presentan ,  defienden  ó  combaten  los  proyectos  de 
ley  y  aconsejan  su  sanción  ó  no  sanción  al  Monarca.  Media^ 
ñeros  entre  e(  Rey  y  la  nación,  porque  se  encargan  de  ejecutar 
aquellas  mismas  disposiciones  cuya  aprobación  someten  á  la 
autoridad  real;  y  medianeros  en  fin  entre  este  y  los  agentes 
administrativos,  pues  nombran  ó  destituyen  en  nombre  del 
Rey  á  los  ahos  funcionarios  del  estado  y  les  transmiten  sus 
mandatos. 

£omo  delegados  del  Rey  administran  por  si  propios,  ex-* 
piden  órdenes  y  circulares,  comunican  instrucciones  y 
hacen  advertencias  á  los  funcionarios  públicos,  ó  bien  resuel* 
ven  asuntos  particulares  en  interés  de  la  administración. 

En  el  ejercicio  de  estas  funciones  no  deben  invocar  el 
nombre  del  soberano,  pues  ya  se  supone  delegada  en  ios  mi- 
nistros virtual  y  constantemente  la  autoridad  •real  para  todo 
cuanto  la  Corona  no  puede  hacer  por  si  misma. 

Todo  el  peso  de  la  administración  recae,  pues,  sobre  los 
ministros;  y  dejando  á  un  lado  la  parte  que  tienen  en  el  ejer- 
cicio de  las  altas  prerogativas  de  la  Corona,  como  sus  conse- 

(t)  Gonsülteose  para  mayor  claridad  la^erodiías  lecciones  de 
adminigíraeion  del  sefior  Posada  Herreriu 

Tomo  I.  7 
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jeros  que  son,  nog  fijaremos  aobunenUi  en  sa  carácter 
nistrativo. 

•OA.— Siendo  lo9  caidados  de  la  administración  infiííhMi 
y  de  tan  varía  especie,  para  mejor  camplir  los  deberes  que 
á  los  agentes  administrativos  competen,  se  ba  eseogitado  el 
medio  de  clasificar^ las  facultades  inherente»  al  ejereicío  del 
poder  ejecutivo  según  sa  analogía,  ^  dividir  la  administra* 
cion  central  en  cierto  (húmero  de  circuios,  regido  cada  uno 
por  un  gefe  superior  ó  ministro  del  ramo,  con  sujecim  sin 
embargo  á  la  volnntad  colectiva  del  ministerio  en  aquellos 
asuntos  que  por  su  gravedad  deben  considerarse  oomo  caes-- 
tiones,  no  de  admiaistracion  pura,  sino  de  gobidtmo. 

Esta  distriboeion  de  los  negocios  públicos  entre  diferen^ 
tes  ministerios  para  corresponder. á  su  objeto,  que. es  diri* 
gir  j  vigilar  todos  los  ramos  áti  servúsio  administrativo  y  re- 
gularizarlo, debe  fundarse  en  la  elasiflcacion  natural  de  las 
necesidades  del  estado,  en  cuyo  conjunto  parece  descuellan 
tres,  acaso  las  primitivas ,  á  saber:  la  paz,  la  gestión  cíe  la  for- 
tuna general  y  el  fomento  de  los  intereses  morales  y  materia- 
les de  la  sociedad. 

•M«— 'La  paz  ó  la  eonservacion  del  orden  público,  pri«* 
mera  necesidad  de  bs  pueblos,  requiere  la  platica  de  una 
serie  de  disposiciones  muy  distintas  entre  sí,  porque  el  gO"» 
bierno  precave  ó  reprime  para  d&rsela  k  la  nación.  Precava 
manímwido  reUeiofus  difíomáticas  con  las  demfcs  potencias: 
reprime  ^ministrando  juiíicia ,  eombatienio  á  loi  $nemigo$ 
intmwréí,  y  en  caso  extremo  d0€lwanÍQ.ji  hacienda  la yoir^- 
ra.  La  gestión  de  la  fortuna  del  estado  y  el  desarrollo  de  sus 
intereses,  ya  morales,  ya  materiales,  exigen  lambien  una 
multitud  de  nstos  admiuistrativps  qiue  se  refieren  k  la  repré* 
aníadan  d$l  gobierna  en  todo  el  ámbito  del  territorio,  á  U 
imposirian ,  repariimienío  y  eobranfsa  de  las  rentas  piUieas^ 
y  al  fomenta  de  la  instrucción  y  déla  riqueza  de  los  pueblos. 

••••--Resofta,  pues,  del  precedente  análisis,  que  en  to- 
da nación  de  población  regular  y  de  territorio  algo  extenso, 
debe  haber  un  ministerio  de  Relaciones  diplomáticas,  otro  de 
Justicia,  otro  de  Gobierno»  otro  de  Rentas  públicas,  otro  da 


LIB.  111.  OOANfZ.  T  ATB».  BB  LAS  AUtOBIOADBS.    99 

Fooieato ,  otro  de  Guerra  y  otro  en  fin  de  Mariiia.  Pueden  ser 
flSBS,  MBembargo,  ó  menos  los  necesarios:  bm»  osando  eier«- 
tas  ateaeionies  espeoiatoB  los  reetáman,  por  ejeaiplo,  m  iiri-% 
usterío  de  CMlos  ó  de  Polieia  donde  la  tolerancia  religiosa 
i  ei  estado  de  la  seoiedad  mnltipücaren  loo  negocios  de  esie? 
lioage  basta  el  ponto  de  exigir  la  detenida  inspección  j  vi-^ 
gikncia'del  gobierno  por  medio  de  «n  minisCro  od  hee;  me* 
nos»  sí  la  essaséz  de. negocios  de  on  vamo  permitieser  despa- 
cbarlos  aenmoladamente  con  otro  ainilogo,  por  ejemplo,  in-» 
corporando  el  ministerio  de  Marina  al  de  Gnerra,  ó  el  de  Fe* 
meato  al  de  Gobierno.  Pero  siempre  será  Tordad  que  cuan- 
to mas  prosperen  Jas  naciones,  tantos  mas  centros  especia^ 
les  de  actividad  admkiistratiTa  ó  ministerios  neeesünráa, 
porque  la  civUiíacíon  oMilUpiíca  las  relaciones  sociales  á  ca-^ 
da  paso,  y  con  ellas  los  deberes  del  gobierno  y  los  gastos  pá- 
blicos;  daño  verdadero,  si  bien  compensado  con  el  progreso 
sucesivo  de  la  riqueza  contriboyente. 

íi09.*«Clnalqttiera  que  sea  la  clasificación  admitida,  es 
Hauo  que  cada  ministro  será  parte  del  ente  colectivo  Uama^ 
do  ministerio,  y  gefe  superior  del  ramo  espeoial  cuya  admi^^ 
nistraclou  le  estuviera  encomendada. 

Como  miembros  del  Ccmtfo  ii  mim$tros^  los  secretarios 
de  estado  y  del  despacho  deliberan  junios  y  adoptan  cdec'^ 
tivamente  ciertas  resoluciones;  y  como  gefes  superiores  de 
tal  ó  cual  seridcio  administrativo,  obran  con  entera  inde- 
pendencia y  deciden  ios  asuntos  de  su  respectivo  ministerio, 
de  donde  nace  la  sencilla  divisio/de  sus  facultades  en  semi- 

9.— Son  comunes  las  que  se  derivan  de  la  índole  mis* 
ma  de  tas  ftineiones  ministeriales,  y  espeeiaíes  son  lasin^  ' 
herentes  áda  autoridad  privativa  de  cada  ministro. 

En  todos  ios  ministros  se  descubren  dos  caracteres,  el 
uno  principal  é  predominante,  y  secundario  4  ezcépcional  el 
otro:  ei  primero  es  el  de  agente  snperior  de  la  admtnis<ra«<- 
cion,  y  el  segundo  el  de  juez  adminislrslivo.  Be  esta  jarls- 
dicción  puramente  excepcional  hablaremos  en  otra  parte. 

Cuando  el  ministro  procede  como  agente  adminislrativo, 
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h»  actos  míDÍsteríales  se  resuelven  en  imíruceiúfkis ,  dt«po- 
íieionei  y  actos  ds  ffesHon. 

#  íi09«— El  objeto  de  las  instrucciones  es  dirigir  ia  ejeca* 
eion  de  las  leyes  y  reglaiiieatos  y  obtener  su  obediencia  díe 
todos  los  SQbordtoÁdos;  y  ora  aparezcan  bajo  la  fbrma  de  re- 
soluciones generales,  ora  bajo  la  de  decisiones  particulares « 
hablan  siempre  con  las  anloridades  administrativas  á  qníe« 
nes  ilustran,  y. declaran,  el  sentido 'de  las  disposioiones  cnya 
fiel  observancia  procuran:  expresan  una  determinación  su^ 
perior,  y  seQalan  al  subalterno  la  linea  de  conducta  que  de- 
ben seguir,  pero  nada  añaden  á  las  leyes  y  reglamentos  es** 
tablecidos.  Tales  son  nuestras  reales  órdenes  y  circulares.  . 
íi«0.— Las  disposiciones  ó  mandatos  noinisteriates  son,  ó 
medidas  de  orden  y  ultUdad  pública,  de  conveniencia  mo* 
mentánea  y  aplicación  fugitiva,  ó  decisiones  en  asuntos  pri«^ 
va^os. 

Las  primeras  son  á  los  reglamentos  de  administración  pú* 
biica  lo  que  estos  á  las  leyes,  es  decir,  suplen  el  silencio 
de  aquellas,  disipan  la  oscuridad  de  sus  palabras,  colman 
sus  vacíos,  tienen  la  fuerza  y  el  valor  de  la  ley  ó  del  decre* 
to  que  comentan,  y  las  autoridades  encargadas  de  su  cum- 
plimiento deben  observarlas  como  un  precepto.  Entre  noso- 
tros se  expiden  igualmente  en  forma  de  reales  órdenes  y  cir- 
culares. 
'  Autores  presuntos  de  las  disposiciones  qne  dictan  en 
nombre  del  Rey  ó  de  que  toman  la  iniciativa  en  los  cuerpos 
colegisladores,  los  ministre)^  se  suponen  poseidos.  del  espi« 
ritu  de  aquellas  disposiciones  y  preparados  á  llenar  con  me* 
didas supletorias  el  vacio  que  presenten,  ó  á  salvar  coaaela* 
'  raciones  motivadas  los  inconvenientes  de  las  interpretación- 
nes  arbitrarias.  De  esta  presunción  natural  y  legilima  se  de-* 
riva  desde  luego  la  consecuencia  de  que  corresponde  á  los 
ministros  la  resolución  de  las  dudas  que  puedan  ocorrir  ea 
la  ejecución  de  las  leyes  (4 ). 
9tfl» — ^Las  decisiones  ministeriales  son  también  actos  ad- 

(1)    Ateas  de  administrad&n^  por  «1  tefior  BurgOB. 
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ministi'atiTOs  oMigatortos  para  todos  los  eiadadanos  y  pari 
todas  las  autoridades  polf  ticas  y  judiciales.  So  objeto  66  maní* 
dar,  peroHtif  6  vedar  alguaa  cosa  á  instancfa  de  qb  partid 
cular  á  quien  el  ministro  otorga  ó  niega  sa  solicitad  ea  ia^ 
teres  de  la  adminislracion.  ETstos  actos  emanan  del  ministro 
requerido^ 6  provocado,  y  es  preciso  quepan  dentro  de  los  ll« 
mítes  de  sn  poder  discrecional  para  no  degenerar  en^etos 
de  jurisdicoioni  La  autorización  para  establecer  una  ñbrUí^ 
á  orillas  de  un  rio  uBvegable,  la  solicít^id  de  privilegios  dé 
invención  ó  perfección,  los  empleos,  ascensos,  bonores,  ()f  n- 
siones  y  otras  gracias  caalesquiera,  ó  pretensiones  de  justi'* 
cia  provocan  estas  decisiones  mioistérhlles. 

No  bay  Torma  ninguna  establecida' para  intentar,  pfose- 
gairy  resolver  estos  asuntos.  El  ministro  comunmente  reci« 
be  el  memorial,  y  si  alguna  vea  decide  en  el  acto,  las  mas 
ordena  instruir  expediente/oye  el  informe  del  géfe  especial 
del  negociado  y  después  decide  con  pleno  conocimiento  de 
cansa. 

919. — AúiOB  de  gestión  llámanse  los  relativos  á  la  admi- 
nistración del  patrimonio  ó  fortuna  del  estado,  y  son  verda- 
deros contratos  civiles,  tales  como  compras,  ventas,  arrien- 
dos y  permutas  cuyo  objeto  es  asegurar  el  servicio  público 
en  todos  sus  ramos.  Solo  en  los  ministros  reside  la  persona- 
lidad ó  la  representación  necesaria  para  coútraer  tales  obli- 
gaciones en  nombre  del  estado,  cada  uno  en  su  respectivo 
ministerio;  y  las  cuestiones  á  que  dieren -margen  la  validé:^ 
ó  interpretación  de  estos  actos,  constituyen  verdaderos  liti- 
gios entre  los  ministros  y  los  interesados  cuyo  eiámen  apla- 
zamos para  lugar  mas  oportuno'. 

Los  actos  de  gestión  no  necesitan  ser  aotorizados  por 
escribano,  pues  ya  interviene  la  fe  pública  en  estos  con- 
tratos, ref^resentada  en  el  car&cter  también  público  de  los  mi- 
nistros. ♦ 

tMS.— Tales  son  las  atribuciones  comunes  de  los  minis- 
tros:  sos  facultades  especiales  se  derivan  de  las  leyes  y  re- 
glamentos administrativos  qoe  distribuyen  el  servicio  pú^ 
blico  entre  varios  ramos  6  ministerios;  de  suerte  que  ei  es^ 
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ta  paoto  la  legtslackm  es  positiva  y  lajurispradencia  se  fon- 
da ea  la  recta  iaier pretaeíoa  de  los  priaoipios  eoasigaados 
ea  dichas  leyes  y  reglameatos  y  en  bien  ebserTadas  ana- 
logías. 

íet4.— En  España  son  boy  siete  los  aiioisterios  6  secreta- 
rias de  estado  y  del  despacbo  entre  las  cuales  están  distri* 
baidfs  todos  los  negocios  del  reino « k  saber:  Bilado^  GracUt 
yJuiiiciM^  Go^smocíon,  Comercio,  Hmsienia^  Guerra  y  Ma^ 
riña,  «oyas  respectivas  atribuciones  son  las  siguientes: 

tt&.—  L  El  de  Bilado  tiene  &  su  sargo: 

f.^   La  correspondencia  con  las  cortés  extranjeras. 

8.®    El  nombramiento  de  ministi^s  residentes. 

3.*    Los  tratados  internacionales. 

4.^  Las  representaciones,  quejas  y  solicitudes delosque 
no  son  subditos  del  Rey ,  ó  de  ministros  de  príncipes  eatran- 
jerosen  materias  pertenecientes  á  estado  ó  á  regalias# 

5.^  Los  decretos  para  gastos  que  se  hubieren  de  hacer 
por  razón  de  estado ,  ó  paga  de  dependientes  ó  ministros  que 
residan  de  orden  del  Rey  fuera  del  reino ,  y  la  formaoioQ  de 
sos  despachos  9  cédulas  6  patentes. 

6.^  La  correspondencia  eon  las  personas  de  la  real  fa* 
milia. 

7.*  Las  concesiones  de  grandezas  de  Espafia,  sos  heno-* 
res  y  habilitación  ó  declaración  de  sos  clases. 

8.*  Todo  lo  perteneciente  á  la  insigne  ¿rden  del  Toisón, 
sus  estatutos  y  oGoiales «  como  asimismo  á  las  cruces  de  las 
distinguidas  órdenes  eipaftola  de  Carlos  III  y  americana  de 
Isabel  la  Católica»  sus  asambleas  y  secretaria,  é  igualmente 
la  autorización  para  osar  condecoraciones  extranjeras. 

9^    El  tribunal  de  la  RoU. 

40.^    La  agencia  general  de  preces  á  Roma. 

4  4  .*    La  secretaria  de  la  interpretación  de  lenguas. 

42.^  El  refrendo  de  todos  los  documentos  y  pasaportes 
para  el  extranjero. 

43.^  T  por  último,  todas  las  resoluciones  á  las  consultas 
ó  representaciones  que  en  cualquiera  de  estas  materias  se  hi- 
cieres al  Rey,  tanto  por  los  tribunales  de  oficio « como  por 
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«Iras  Jautas  y  míaigiros  parUealares,  y  la  formaeíoa  de  loa 
decretos  y  órdeaes  qae  el  Rey  mandare  expedir  en  ios  nego- 
cios de  esta  naturaleza  (4 ). 

9te.^  11.  Al  de  Gracm  y  JuiíieU  corresponden: 

4  .*    Los  reales  nombramientos  para  las  plata»  de  jaeces 
.y  magistrados,  escepto  las  del  tribanal  supremo  dé  Guerra 
y  Marina ,  y  el  trilHinal  mayor  de  Cuentas. 

8.®  Todo  lo  locante  al  gobierno  de  los  tribunales  y  las 
órdenes  ó  resoluciones  relativas  á  promover  ó  activarla  rec^ 
la  adminislradoa  de  justieia. 

3/  Todos  los  negocios  del  Real  Patronato  con  las  con«> 
testaciones  de  jurisdicción  eelesiastica  en  lo  que  no  tenga  co* 
nexion  con  los  derechos  y  rentad  reales. 

4.^  Lo  concemienle  á  puntos  de  religión,  de  reforma  y 
de  disciplina  eclesiástica  y  la  conservación  de  las  regalías  dt 
la  Corona. 

5.^  Los  nombramientos  para  arzobispados,  obispados, 
pretendas  y  beneficios  eclesiásticos, 

6.^    Los  seminarios  ooncittares. 

7.'  Los  estabiecimientos  de  casas  de  comunidades  reli« 
glosas. 

8.^    Las  mercedes  de  tUulos  de  Castilla. 

9.*    La  provisiim  de  las  encomiendas  militares. 

40.^  T  el  notariato  mayor  de  los  reinos»  en  cuya  calidad 
el  ministro  de  Gracia  v  Justicia  interviene  en  los  matrimo- 
nhos,  nacimientos  y  defunciones  de  las  personas  reales,  en 
todos  los  actos  de  cesiones,  renuncias,  obligaciones  y  pode- 
res de  las  mismas,  legaliza  todos  los  teslímontos  de  docu- 
mentos públicos  que  reclaman  los  tribunales  extranjeros  ó 
se  remiten  á  los  mismos,  y  presenta  á  la  sanción  real  todos 
los  proyectes  de  ley  aprobados  por  las  cortes,  sea  cualquie- 
ra el  ministerio  á  quecorresponda  (% 

M9.—  IIL  Al  de  (ro¿«rflacton  de  fa  fén<nMi{«  pertenece: 

(1)  Ley  7,  Ut.  vi,  lib.  ni,  Hov.  Recop.  y  órdenes  posteriores. 

(2)  Ley  8,  tít.  vi,  lib.  in,  No?.  Recop.  y  órdenes  posteriores. 
Gonsültese  también  el  Diccionario  de  legistacum  y  jurisprudencia  por 
el  señor  Escricbe,  tercera  ed.  arl.  íllfíiurrfto  imii»a  Qoiora. 
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.  4 .""    Las  relaciones  con  el  Coosejo  Real  •  conatos  pcovin- 
cíales  ,  diputacienes  provinciales  y  ayuDUaúeotos. 

2.^    Las  competencias. 

3.^    Los  propios  y  comunes  de  los  pueblos. 
.    4.^    Los  pósitos. 

.  o.^  La  policía  administrativa  en  iodos.sns  ramos,  y  por. 
consiguiente  la  seguridad  pública  y  personal ,  la  guardia  ci^^ 
vil  y  municipal ,  los  espectiusulos  y  reuniones  públicas  y  la 
polícja  urbana. 

6.®  Las  quintas,  alojamientos,  baga]es,.carga8  y  serví»- 
oíos  públicos. 

7.^  Los  disensos^  secoestros,  iodemntiaciones,  conser- 
vación, reparación  y  obr^sde  los  cuerpos  colegisladores,  es<- 
tadistica general,  división  territorial,  cartas geográCcas  y  to- 
pográficas. 

8.^  Los  montes,  baldíos  y  sos  aprovechamientos  y  la 
policía  rural. 

9.^  La  beneficencia  pública,  y  por  consiguiente,  loshoa** 
pítales,  hospicios,  casas  de  refugio  y  de  soeorro,  casas  de 
maternidad,  establecimientos  de  dementes  y  sus  análogos, 
montes  píos,  limosnas  y  socorros  públicos,  cajas  de  ahor- 
ros y  las  calamidades  públicas. 

40.^  Los  establecimientos  de  corrección  como  cárceles, 
presidios  y  demás  penitenciarios.  . 

44.^    La  sanidad,  policía  sanitaria  y  baflos  minerales. 

43.*  I  por  último,  la  contabilidad  de  todos  los  ramos  de* 
pendientes  de  Gobernación  (4). 

Este  ministro  se  reserva  para  su  despacho  personal: 
.  4.^    Todo  lo  que  haya  de  someterse  á  la  resolución  de  la 
Corona. 

2.^  Todo  lo  relativo  á  nombramiento  de  senadores  y 
á  elecciones  de  diputados  i  cortes,* de  diputaciones  pro-* 
vinciales,  ayuntamientos  y  al  personal  de  estas  corpora- 
ciones. 

S^    Todo  lo  tocante  á  la  política,  al  orden  público,  á  la 

(I)    Realdecreto  de  SO  de  octubre  de  1S47. 
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seguridad  pública  y  personl ,  estadi»  excepcional^  y  faerza 
afinada  dependieote  de  su  Butoridad. 

4.^    Lo  coocerDÍeote  á  la  libertac^de  imprenta. 

5.^    Bi  personal  del.  ministerio.  < 

6«^    La  gobernación  de  Ultramar. 

7.?  T  los  demás  asuntos  que  por  cireunsúuncias  especia-r 
les  juzgare  oportuno  reservarse  (1). 

tits.*-  IV.  Al  de  Comircio,  luttrumon  y  Obras  púHi- 
cas  incumben: 

i  .^  Todos  los  negocios  y  establecimiéniDS  relativos  al  co^ 
mereio,  eomo  sds  tribunales  y  juntas:  bs- asuntos  relativos 
al  aumento  ó  reducción  de  los  derechos  de  importación  y 
exportación  y  al  recargo  ó  supresión  .de  arbitrios,  cuyas  de- 
cisiones en  óitimo  resultado  corresponden  a|  ministerio  de 
Hacienda:  la  ifiejora  y  fomento  del  cabotage:  la  concesión  de 
/erías  y  mercados:  eí  arreglo  de  pesos  y  medidas:  los  expe- 
dientes gubernativos  sobre  el  cumplimiento  del  código  de 
comercio  y  ley  de*enjuiciamiento:  las  casá-lonjas  ó  bolsas 
de  comercio,  y  las  consultas  del  ministerio  de  Estado  sobre 
los  tratados  de  coufiercio  é  incidencias  del  ramo  con  las- de- 
más naciones. 

2.^  La  instrucción  pública,  y  por  tanto /las  universida- 
des, institutos  de  segunda  enseftanza  y  colegios  de  humani- 
dades: la  instrucción  primaria:  los  colegios  de  sordo-mudos 
y  de  ciegos:  los  de  san  Telmo  de  Htlaga  y  Sevilla:  el  de  ve^ 
terinaria:  las  academias  y  demás  sociedades  cientfficas  y  lite- 
rarias, escuelas  de  bellas  artes,  bibliotecas,  archivos,  mu- 
seos, conservatorio  de  artes  y  de  música  y  declamación ,  pro- 
piedad literaria»  premiosa  sabios,  literatos  y  artistas,  y  co- 
misión de  monumentos  histéricos  y  artisticos. 

3.^  Las  carreteras  y  Terro-carriles:  los  caminos  provincia** 
Íes  y  vecinales,  canales  de  navegación  y  de  riego,  acequias, 
obras  públicas  y  privadas  de  los  rios  navegables  y  flotables 
y  policía  de  los  caminos:  desagüe  de  lagunas  y  formación  de 
pantanos:  obras  de  mar,  faros  y  todas  las  accesorias  dé  los 

(1)    Real  decreto  de  25  de  agosto  de  1849 ,  art.  5. 
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puertos,  80  Iim|lta  y  eonservacion,  fosos,  boyas  y  balisas:  la 
junta  consultiva  dé  estos  ramos:  el  cuerpo  de  ingenieros  ci- 
viles y  su  escuela  especial:  portazgos,  pontazgos,  barcajes, 
aranceles  y  tari  fas  de  peaje  y  trasporte  de  toda  via  públi- 
ca,  administración  y  arriendo  de  sus  productos:  concesiones 
y  contratas  de  estos  servicios,  monumoitos  y  edificios  cos- 
teados por  el  estado. 

4.^  La  protección  y  foSnento  de  las  diversos  ramos  de  la 
agricultura:  los  proyectos  de  ley  para  su  mejora  y  desarrollo: 
la  ensefianza  y  perfección  de  los  procedimientos  agrícolas:  la 
introducción  de  naevos  y  útiles  cultivos:  las  escuelas  espe* 
ciales  de  agronomía:  la  destrucción  de  las  plagas  del  campo: 
premios  y  recompensas  á  los  cultivadores:  uso  y  aprovecba* 
miento  áe  los  productos  rurales:  ganaderlaf  cria  caballar  y 
negociados  análogos. 

6.^  La  industria  general ,  su  proteoeion  y  fomente:  la  oon* 
cesión  de  privilegios  de  invención  y  perfecciooi  y  ta  direc» 
cion  del  ramo  especial  de  minería  (4 ). 

tM#.—  V.  Toca  al  ministerio  de  Haeienia: 

4.^  La  imposición,  repartimiento,  cobranza  y  distribuí 
cion  de  las  contribuciones  ordinarias  y  extraordinarias  en 
ambos  hemisferios. 

S.^    Los  negocios  de  las  casas  de  moneda. 

3.^  Las  minas  cuyo  beneGcio  se  reserva  el  estado  y  forma 
parte  de  los  ingresos  del  tesoro. 

é.^    Las  fábricas  de  tabacos. 

5.^    Los  resguardos  de  mar  y  tier^ái 

6.*  La  vigilancia  sobre  todas  las  ofidnas  de  cueftla  y  ra* 
zon  y  administración  de  la  hacienda  pública. 

7.*  La  administración  de  los  bienes  mostrencos  y  nacio- 
nales, ó  sea  de  rentas  y  arbitrios  de  amortización ,  como  asi- 
mismo de  los  maestrazgos  y  encomiendas  de  las  órdenes  mi'»* 
litares  inclusas  la^de  san  Juan  de  Jerosalen. 

8.^  Las  loterías  y  todos  los  demás  derechos  y  efectos  de 
la  hacienda  pública. 

(1)  Reales  decretos  de  S  de  febrero,  1 6  de  junio,  SO  de  octubre  y 
9  de  diciembre  de  1847. 
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9.^  IM  Bombrattiientos  de  ministros  del  Uibuaal  nuijor 
de  Cuentas,  directores  de  rentas,  intendentes,  sus  asesoret 
7  todos  los  den&s  gefes  subalternos  dependientes  de  este  mi- 
nisterio (i). 

99#.—  YL  AI  de  la  Guerra  corresponden: 

4  J"  Los  asuntos  militar^  y  la  correspondencia  oficial  con 
los  capitanes  generales  de  ejército  y  provincia,  directores 
generales  de  las  distintas  armas  y  el  cuerpo  de  inválidos. 

S.^  Todo,  lo  relativo  á  la  conservación ,  aumento  ó  dísmi*- 
niieion  de  tropas  de  la  Gasa  real  y  del  ejóroiio  y  lo  concer- 
niente aso  servicia,  régimen,  movimientos  y  subsistencia  en 
guarnición,  cuarteles  ó  campaña. 

3.^  Los  estados  mayores  de  plazas,  vestuarios,  víveres  y 
utensilios,  cúneteles,  forraje,  alzamientos,  itinerarios  y  de^ 
más  partes  correspondientes  á  la  fuerza,  armamento,  entrer 
tañimiento  y  buena  asistencia  del  cgército. 

4."*  Todo  lo  relativo  á  la  hacienda  militar,  nombramiento 
de  intendentes  militares,  comisarlos  ordenadores  y  de  guer- 
ra y  4emás  individuos  de  este  coarpo. 

5.^  La  artillería  en  todas  sus  partes,  el  cuerpo  de  ingénito- 
ros  y  sus  esouelas  especiales. 

6.<>  La  concesión  de  empleos,  grados  y  honores  por  ser* 
vicios  de  guerra,  escepto«aquellos  cuya  ejecución  correspon- 
da á  otro  ministerio,  en  cuyo  caso  debe  oficiar  al  que  hubie- 
re de  expedir  los  decretos. 

7.^  La  provisión  de  las  plazas  que  le  corresponden  en  el 
tribunal  supremo  de  Goerra  y  Harina  y  el  nombramiento  de 
auditores  de  guerra.  . 

8.°  El  vicariato  general  castrense  y  el  coerpo  df  Sanidad 
militar. 

9.^  T  los  mercedes  de  hábitos  de  las  órdenes  militares, 
pero  dirigiéndose  al  ministerio  de  Gracia  y  Justicia  pare  que 
comunique  los  nombramientos  al  tribunal  de  las  Ordenes  [%). 

(1)  Leyes  10  t  12«  tít.  vi,  Kb.  in,  y  ley  6,  tít.  ix,  lib.  ti,  Nov.  Re* 
eopilacioo;  real  decreto  de  4  de  jalio  é  instrucción  de  18  de  diciem- 
bre de  1825,  y  leales  órdenes  de  29  de  octubre  de  1814  y  25  de  no- 
viembre de  1839. 

(2)  Ley  11,  tít.  VI,  lib.  iii,  Rov.  Recop. 
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•9t.—  VII.  T  por  último,  sod  atriboeiones  del  miiiís- 
lerio  de  Marina: 

i  .^  Todo  lo  coocernienle  á  los  Arsenales  y  astilleros  de  la 
real  armada,  construccioD  de  bajeles,  armamentos  y  eipedi«> 
ciones,  provisiones  de  víveres,  pertrechos  y  monieíones- de 
guerra,  matrículas  de  gente  de  mar,  pesca,  naufragios,  pre- 
sas y  todo  lo  demás  comprendido  en  la  jurisdicción  de 
marina,  según  se  previene  en  las  ordenanzas  generales  del 
ramo. 

2.®  Las  disposiciones  relativas  al  armamento,  distribu* 
cion,  mando  y  empleo  de  las  fuerzas  navales  y  el  servicio  de 
los  guarda-costas. 

3.^  La  junta  del  Almirantazgo,  el  tribunal  supremo  de 
Guerra  y  Marina  enlaparte  que  le  corresponde ,  el  nombra- 
miento de  generales  de  departamento,  comandantes  de  ter- 
cios navales,  de  arsenales  y  capitanes  de  paerto,  de  audito* 
res,  asesores  y  fiscales,  inCendentes  y  contadores  de  marina. 

4.^  El  colegio  naval  milMar,  la  escuela  de  condestables, 
el  observatorio  aslronómic»  de  san  Fernando  y  el  depósito 
hidrográfico. 

5.^    T  el  cuerpo  de  capellanes  déla  armbdaM). 

.999. — La  distribución  de  ios  negocios  públicos  entre  los 
distintos  ministerios  incumbe  al  poder  ejecutivo ,  pues  es 
un  medio  de  ordenat  la  administración  y  procurar  la  Acil 
ejecución  de  las  leyes;  y  por  eso  cabe  dentro  de  laMtoridad 
real  variar  la  línea  divisoria  de  cada  secretaría,  y  atribuir  á 
una  facultades  pertenecientes  á  otra'.  También  puede  el  Rey 
crear  nuevos  ministerios,  si  las  necesidades  de  la  administra* 
cion  los  reclaman,  y  con  tal  que  no  traspase  el  límite  consti- 
tucional de  los  presupuestos. 

99S.— El  ministerio,  aunque  diridido  para  el  despacho 
de  los  negocios,  debe  mantener  la  unidad  de  pensamiento  y 
de  acción  en  su  seno;  debe  formar  un  cuerpo  homogéneo  y 
compacto  y  tener  una  organización  adecuada  á  este  fin,  y  de- 

(1)  Ley  9,  tit.  vi,  lib.  iii,  Nov.  Recop.,  ordeoiozas  del  cuerpo» 
real  drden  de  25  de  selíembre  de  1845,  reales  decretos  de  3  de  di- 
ciembre de  1846  y  5  de  febrero  de  1847  y  otras  difiposioionea. 
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be  por  último  reconocer  un  ^fe  que  lea  la  personificación 
Yíva>del  gobierno. 

••4.-^ De  ahf  la  necesidad  del  Consejo  de  mimsíras  coyas 
frecuentes  reuniones  sirven  para  entender  y  conservalrlauní^ 
formtdad  en  las  ideas.y  en  los  actos  del  ministerio,  s^l  mismo 
tiempo *qae  delibera  acerca  de  los  arduos  asuotos  de  cada 
secretaria  y  resuelve  cólecÜTamente  ios  mas  graves,  sean 
enestiones  de  gobierno  ó  negocios  de  pora  administración. 

••tt.-^De  ahi  también  ia.  necesidad  de  un  presidente  del 
Consejo  de  ministros  que  encabeza  el  ministerio,  le  imprime 
dirección  y  con  frecuencia  le  dá  su  nombre^  Bajo  un  régi- 
men absoluto  es  el  Rey  gefedel  ministerio,  porque  los  oii-^ 
nistros  son  meros  secretarios  suyos  y  ciegos  servidores;: perp 
en  los  regimenes  representativos,  tiene  el  mioisteria  una  vi- 
da propia  que  el  Monarca  puede  darle  6  quitarle;  pero  mien<* 
tras  existe»  es  libre  porque  eá  responsable. 

La  presidencia  del  Consejo  de  ministros  es  una  dignidad 
personal,  y  no  inherente  á  ningún  ministerio  en.  particular. 
jMfael  de  los  ministros  á  quien  puede  considerarse  como  la 
representación  geauina  de  cierto  sistema  polítipoó  pensa*^ 
miento  de  gobierno,  es  el  gefé  natural  del  gabinete,  cual- 
qníera  que  sea  el  ministerio  puesto  ¿  su  cuidado,  ó  aun  cuan^ 
do  no  desempeñe  ninguno  ó  sea  ministro  sin  cartera. 

!t9#.^La  institución  de  estos  ministros  sin  ministerio,  si 
biená  primera  vista  parece  anómala,  se  justifica  observando 
que  so  objeto  es  dar  entrada  en  él  gabinete  á  tal  personaje  á 
quien  se  bonsidera  como  labdcarnacion  viva  de  la  política  do- 
minante en  las  altas  regiones  del  estado,  &  fin  de  consagrarse 
con  mas  libertad  y  ahinco  á  la  realización  de  sus  ideas  y  ejer-  . 
eer  con  mas  fuerza  el  influjo  preponderante  de  su  personal 
situación.  Suele  estar  exento  del  despacho  ordinario  de  los 
negocios^  quedándole  deseoibarazada  su  voluntad  y  expedita 
svaccion  para  dar  color  é  imprimir  la  dirección  conveniente 
al  gobierno,  asi  en  cuanto  á  la  política,  como  respecto  á  la  ad- 
ministración.. Por  eso  lioompaña  siempre  al  carácter  de  mi- 
nistro sía  cartera,  la  presidencia  del  Consejo  de  minisfros. 
•  liSV^'^ada  ministro  es  superior  geiárqoico  de  todas  la& 
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aoioríibdes  encargadAs  d^l  senrído  administrativo  inber^e 
á  su  ministerio;  y  consecuencia  de  dicha  superioridad,  es  ia 
facaltad  omnímoda  de  vigilar,  suspender,  reformar  ó  rivoear 
los  actos  de  todos  los  funcionarios  sujetes  k  sos  órdeaBs,  bitn 
proceda  espontáneamente,  bien  á  petieion  de  los  agraviados. 
Bs  también  consecuencia  del  car{¿ter  que  loií  miaialfta  úñ^ 
nen  de  agentes  superiores  de  la  administraúios,  su  índepea* 
dencia  reciproca,  es4lecir,  que  ninguno  puede  conoecr  de  los 
actos  del  otro,  alterarlos  ni  corregirlos,  aonqtie  estuviese  en 
sus  atribuciones  darles  cumplimiento;  pero  puede  cada  mi?» 
ntstro  reformar  sus  propios  actos  y  los  de  sus  aateeesorea, 
salvo,  no  obstante,  si  las  decisiones  revocadas  hubiesen  eons* 
tituido  derechos  á  favor  de  tercero. 

99S,-*-De  suerte  que  el  ministro ,  considenuio  no  como 
juez  y  si  como  agente  administrativo,  decide  soberanemenle 
sin  sujeción  á  otra  autoridad  alguna  ea  les  actos  de  simple 
gesliqn,  de  potestad  reglamentaria,  de  poder  discreotoaal ,  y 
en  las  medidas  de  orden  público  ó  seguridad  oemn;  en  suma, 
de  todas  cuantas  disposiciones  diotare  dentro  de  los  liantes 
de  la  administración  pura ,  no  queda  á  ios  iateresados  otro 
recurso  que  acudir  nuevamente  al  ministro  mejor  informa* 
do.  Mas  si  de  sus  varias  disposiciones,  en  vez  de  intereses 
lastimados,  resultase  algún  derecho  ofendido,  debe  el  agrar* 
viado  pedir  la  revocación  del  acto ;  y  sí  so  queja  ne  fuere  es- 
cuchada, desde  entonces  empieza  un  juieio  contradictorio 
entre  el  particular  y  el  ministro,  este  pierde  sn  earáder  de 
agente,  se  reviste  de  la  cualidad  de  juez,  y  ya  cae  el  negeoio 
bajo  la  Jurisdicción  contencieso^admtnis^ativa. 

•99.— Los  ministros  son  constitucional  mente  reapansa- 
Mes  de  sus  actos  y  de  los  de  sus  mandatarios  ó  agenles  a»- 
bordihados;  y  por  eso  también  los  nombráa,  suspenden  y  de»* 
tttuyen  libremente,  aprueban  6  desaprueban  su  eondaetaco^ 
mo  funcionarios  públicps  y  conceden  ó  niegan  la  aalorizacieA 
para  procesarlos. 

9S#.— Ssta  responsabilidades  individual  ó  coleetivit  tt« 
gun  qiie  el  acto  que  la  provoca  emana  de  la  autoridad  C8pe«> 
cíal  de  un  ministro  solamente  énaee  de  una  resolneioa  pn- 
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puesta  al  Rey  po{  aenardo  del  Consejo  de  mHiistros;  y  aunque 
la  firma  seftala  desde  luego  la  persona  contra  quien  debe  di- 
rigirse la  acosaeion,  se  extiende  tamUeo  á  los  no  refrenda- 
taños,  si  aparece  haber  el  Rey  adoptado  aquella  disposloion 
inconstitucional  oías  él  Catuejo  dé  minüiroi;  ó' aun  cuando 
no  aparezca  dicha  férmnla,  st  en  efecto  resulta  haber  sido 
deliberada,  resuelta  y  aconsejada  á  la  Gerona  por  todo  el  mi^ 
nisterio.  Por  manera  que  esta  responsabilidad  viene  á  ser  so* 
lidaria  en  los  aeles  de  gobierno  general,  y  personal  úníeamen- 
te  en  aquellos  negocios  en  que  proceden  les  ministros  coo 
absoluta  independencia,  en  nso  de  las  atribuciones  especia** 
les  comprendidas  en  la  esfera  administratita  que  las  leyes  y 
leglasMnlos  han  trazada  ^  cada  Binisterio» 

CAPÍTULO  ly. 

De  loi^  nobneercilurlM. 

$S1. — ^HínisterioB  mas  imporUin-  23S.— AtvitMieiones  oomanes   y 

tos  en  el  c$ti|dio  ad  de*  especiales. 

recho  administrativo.  237.— Facultades  del  sobsecreta- 
i32. — Subsecretarios.  rio  de  Gobernacioo. 

ilS.-*-Orígen  y  motífo  de  su  iner  SSS.-'^Db  Hacienda. 

tíiociop.  S39.— El.mioiiterio  de  Gomer^ 
S34. — Carácter  de  los  subsecre-  ció  no  tiene  sobsecreUrio. 

tarioe  en  Inglaterra.  240.— fiabsecrf^taríos,  comooií- 
235.— -Hatnreleaa  de  ene  ttrtbn-  oiUrof  ioterinee. 

ciones  >n  los  deBiá8pue->  241.— Forma  de  nombramiento 

bios  regidos  por  nn  ge-  de  los  sabsecretarioSp 

biemo  repreeentatÍTO. 

•Sf  f-*A.t9*nqae  al  darechQ  admínistntivo  comprende  la 
exposición  de  las  leyes  y  reglas  secupdarias  relativas  k  todo 
el  servicio  publico,  eoporetarexnos  sfn  embargo  nuestros  es-» 
tudios  al  exáq^^n  de  las  faqpltades  inbereptes  k  l9S  n^ínis^e^ 
ríos  de  Goberpaciopr,  Hacienda  y  Comercio  yá  sus  mas 
intimas  conexiones  con  los  restantes ,  de  los  cuales  tomarer 
mos  9olo  coanlo  fuere  an&logo  k  nuestro  propósito  que  es  la 
administración  general  del  reino.  El  ministerio  de  Gracia  y 
Justicia  ejerce  funciones  encaminadas  al  orden  civil:  el  de 
Estado  cuida  de  la  administración  eileríor,  y  el  de  Guerra 
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y  el  de  Marina  tieoen  k  so  cargo  servicios  espeoiales  y  hcol-* 
lalivos;  de  suerte  que  úQícameute  los  tres  primeros  deben 
ser  objjeio  directo  de  Boestras  investigaciones. 

•S9.*-»DespuesdeÍos  ministros  siguen  en  el.órden  gerfcr- 
qoico  los  subsecretarios  de  los  minislerros,  agentes  aurilia- 
res  é  intermedios ,  y  órganos  de  instrucción  y  comunicación 
inmediatamente  subordinados  á  los  gefes  sirperrores  de  cada 
grande  rama  del  servicio  administrativo. 

•SS.f-Los  SBbs^crelarios  de  los  minislerios  son  una  re«* 
cíente  importaoidn.de  Fraivcia  que  á  sn  vee  las  ha  lomado' 
de  Inglaterra,  y  puede  ser  considerada  so  institución  cono 
ana  necesidad  del  régimen  constitucional.  Guando  estas  an« 
toridades  Tueron  e«tabiecidas  en  EspaAa,  el  gobierno  aiotiv6 
su  creación  en  la  necesidad  de  descargar  á  los  ministros  de 
los  asuntos  de  leve  cuinlía  ó  que  se  reducen  á  meros  trámi- 
tes de  instrucción  de  los  expedientes.,  á  fin  de  que  pudiesen 
dedicarse  á  introducir  en  los  diversos  ramos  de  la  adminis- 
tración reformas  importantes  y  asistir  á  las  cortes  generales 
del  reino  con  la  frecuencia  que  el  servicio  del  estado  re- 
clama (1). 

ltS4.— En  Inglaterra  no  son  los  subsecretarios ,  como  en 
Francia  y  en  Espafia,  meros  auxiliadores  de  los  ministros, 
sino  los  ministros  verdaderos  en  la  acepción  administrativa 
de  esta  palabm,  quedando  á  cargo  de  los  secretarios  de  esta- 
do presentar  los  proyectos  de  ley  y  dirigir  las  discusiones 
en  el  parlamento;  organización  que  si  bien  puede  parecer- 
nos  extraña,  tal  vez  convenga  á  las  circunstancias  singula-* 
res  de  aquel  pais  en  donde  el  principio  aristocrático,  las  po« 
derosas  corporaciones,  un  régimen  municipal  esencialmente 
distinto  del  nuestro,  y  en  suma,  la  falla  de  centralización  ad- 
ministrativa ,  requieren  acaso  esta  distribucion.de  facnlttfdea 
entre  el  miifistro  y  el  subsecretario,  si  la  acción  del  gobier- 
no ha  de  ser  fuerte ,  regular  y  uniforme. 

•85.— En  las  demás  naciones  donde  prevalece  el  sistema 
representativo,  son  los  secretarios  de  estado  quienes  admí- 

(1)    Real  decreto  de  17  junio  de  tS34. 
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BÍBtraa  y  dan  cnenta  de  sus  actos;  de  suerle  que  á  ellos  solos 
correspondea  juntamente  la  dirección  de  los  negocios  públi- 
cos desde  el  fondo  de  so  gabinete  y  la  defensa  de  su  política 
ante  la  representación  nacional.  Por  efecto  de  hábitos  consti- 
tttcionales  mal  comprendidos,  se  há  considerado  la  discusión 
como  el  deber  principal  de  los  ministros  y  la  administración 
cual  si  fuese  an  trabajo  accesorio;  de  donde  ha  nacido  que 
no  podiendo  darse  sustitutos  en  la  tribuna,  se  han  nombrado 
auxiliares  para  el  despacho*  Al  fijar  pues  las  atribuciones  de 
los  subsecretarios,  túvose  presente  el  principio  qne  eran,  aun- 
que gefes  déla  administración,  agentes  subordinados ,  y  ba- 
yosa por  lo  mismo  de  conferirles  tales  facultades  que  parecie- 
sen tutores  y  los  ministros  sus  pupilos;  (ipmbinacion  tanto 
mas  inadmisible,  cuanto  que  aquellos  poseerían  todo  el  poder 
para  administrar,  y  estos  sorportarian  toda  la  responsabilidad 
de  los  actos  administrativos.  Por  manera  que  las  funciones  de 
los  sabsecretarios  deben  pertenecer  naturalmente  á  un  orden 
secundario  ó  puramente  reglamentario,  y  referirse  k  la  parte 
menos  móvil  de  los  negocios;  es  decir,  á  la  tramitación  y 
resolución  de  los  asuntos  leves  y  de  los  que  ofrecen  fácil 
despacho,  aplicando  las  reglas  claramente  establecidas. 

9S#.— Estos  altos  funcionarios  pertenecen  á  la  adminis- 
tración activa  y  central  por  el  carácter  de  sus  facultades ,  de 
las  caaies  á  semejanza  de  los  ministros,  unas  son  comunes 
7  otras  especiales. 

Son  comunes  las  de  firmar  de  orden  del  ministro  todas 
las  comunicaciones  preparatorias  relativas  á  la  instroccion  de 
los  expedientes  hasta  que  se  hallen  en  estado  de  resolución, 
y  los  traslados  de  todas  las  resoluciones  definitivas  cuya  co* 
municacion  principal  suscribe  el  ministro  (4 ). 

Son  especiales  las  que  les  corresponden  según  la  orga- 
nización de  cada  secretaria,  6  las  particulares  que  en  ellos  de* 
legan  los  ministros. 

9S9.— Al  de  Gobernación,  según  esto,  pertenece  el  des- 
pacho: 4.°  de  todos  los  negocios  no  reservados  al  minis- 

(i)    Real  decreto  de  17  de  junio  de  1834. 
Tomo  I.  ^ 
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tro: — 8.®  el  de  lodos  los  oegocíos  que,  aoaqae  reservA- 
dos  9  el  mÍBistro  los  delega  en  él,  alendida  sa  leve  impor* 
tancia. 

Tambiea  corresponde  al  sobsecreUrío  la  6rma:  4 .®  de 
todos  los  negocios  que  despachase  por  si  en  uso  de  sos  Ur 
cuitados :— 2.®  los  traslados  de  las  reales  órdenes:  — 3.®  los 
avisos  y  resoluciones  de  mera  tramitación  que  se  comuniquen 
á  los  demás  ministerios,  Consejo  Real,  autoridades,  funcio- 
narios y  corporaciones  de  Ultramar,  y  á  los  no  dependientes 
del  ministerio  de  la  Gobernación:— 4.^  todos  los  nombra* 
mientes  que  no  sean  de  real  orden. 

También  consigna  sa  dictamen  en  los  expedientes  cayo 
despacho  se  reserva  el  ministro ,  y  tiene  además  la  inspee* 
cion  y  dirección  de  la  secretaria  (4 ). 

El  subsecretario  de  la  Gobernación  tiene  el  carácter  de 
inspector  general  del  cuerpo  de  administración  civil ,  y  como 
i  inmediato  subordinado  al  ministro  le  pertenece  todo  lo 
concerniente  á  la  inspección  del  personal  en  sus  diversos  ra* 
mos,  y  está  obligado  á  proponer  las  reformas  que  estime 
oportunas  en  su  organización  (S). 

El  espíritu  reinante  en  este  conjunto  de  facultades  es  la 
delegación  en  el  subsecretario  de  aquellas  atribuciones  pro- 
pias del  ministro,  de  las  cuales  puede,  sin  menguar  su  auto- 
ridad» desprenderse  y  contribuir  por  este  medio  á  la  mas  rá- 
pida expedición  de  los  negocios,  como  el  despacho  y  firma  de 
los  expedientes,  la  mera  aplicación  de  las  leyes,  decretos, 
reales  ¿rdenes  y  reglamentos  y  otras  cualesquiera  de  fácil  so* 
lucion:  principio  expresamente  consignado  en  nuestro  dere- 
cho administrativo  (3). 

•S9«— Al  subsecretario  de  hacienda  corresponden  las  fa- 
cultades qoe  para  el  mas  pronto  despacho  de  los  negocios 
considere  conveniente  delegarle  el  ministro  del  ramo,  res* 
pecto  al  acuerdo  y  firma  de  los  expedientes  de  mera  aplica- 


(I)    Real  decreto  de  i5  de  agosto  de  1849,  arts.  7  y  8. 

(S)    Real  decreto  de  8  de  enero  de  1844. 

ii)    Real  decreto  de  20  de  octubre  de  1847,  art.  5. 
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eiofi  de  leyes,  decretos,  reales  órdenes  6  reglameotos,  caan- 
do  no  ofrecieren  dificultad  (4). 

•S^— El  ministerio  de  Comercio,  Instrucción  y  Obras  pú* 
blicas  ka  considerado  que  podia  aun  dispensarse  de  admitir  la 
autoridad  auxiliar  de  los  subsecretarios  cuya  necesidad  no 
se  dejará  sentir,  mientras  el  desarrollo  progresivo  de  la  pú- 
blica prosperidad  no  multiplique  las  atenciones  del  gobierno 
hasta  el  punto  de  fatigar  el  inimo  del  ministro  con  los  por^^ 
menores  de  un  prolijo  despacho,  distrayéndole  de  otros  mas 
Arduos  negocios  y  graves  cuidados  de  la  administración  y 
eslorb&adote  seguir  el  curso  de  las  cuestiones  constitucio- 
Bales. 

•4#*--Álgunas  veces  también,  los  subsecretarios  desem- 
peflan  interinamente  el  ministerio  en  ausencia  del  ministro 
ó  en  caso  de  vacante ,  pero  previa  la  autorización  del  Rey, 
expedida  en  forma  de  real  decreto. 

941  .--Es  consecuencia  de  la  elevada  categoría  de  dichos 
fnncioBarios  que  hayan  de  ser  nombrados  por  decreto  del 
Rey,  y  es ' prerogatíva  de  su  clase  que  pueda  recaer  en  los 
qve  fuereño  hubieren  sido  subsecretarios  de  los  ministerios, 
el  notabramieoto  de  consejeros  reales. 

CAPITULO  \. 

De  las  direeetoiaM* 

24Ü.— Necesidad  de  las  direc-  tes  al  mioisterio  doGo- 

ciones.  bernacion. 

S43.-^ArgQmeBto8  en  contra.  247. — al  de  Comercio,  Instrne-* 

244^ — ^Baaes  para  Uorganiucion  cion  y  Obras  publicas, 

de  las  direcciones.  248. — al  de  Uacienda. 

•  245. — Carácter  y  facultades  de  2411. -^Subdirectores  de  Hacienda, 

los  directores.  250.— Facultades  de  los  directo* 

246.— Direcciones  pertenecien-  res  generales  de  rentas. 

251. — Antiguas  direcciones. 

94it.— Es  achaque  del  gobierno  representativo  que  sean 
llamados  al  poder,  mas  bien  hombres  políticos  ó  parlamenta* 

(1)    Real  decreto  de  14  de  enero  de  iS48. 
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ríos,  que  personas  dotadas  de  coaocimíenios  especiales  y 
prácticas  en  el  despacho  de  los  negocios.  También  es  condi- 
ción de  estos  regímenes  la  mayor  movilidad  de  losgefea  su- 
periores de  la  administración  que  cambian  según  el  viento 
de  la  opinión  pública,  y  caen  ó  se  levantan  al  impulso  de  una 
tal  vez  débil  ó  accidental  mayoría.  La  necesidad,  pues,  de  ali- 
viar á  los  ministros  del  peso  de  infinitos  pormenores  de  la  ad* 
ministracion:  la  conveniencia  de  segregar  los  servicios  me- 
nos análogos  y  señalar  á  cada  cual  una  esfera  distinta  regida 
por  un  gefe  facultativo,  y  el  interés  general  que  exige  dar 
unidad  y  firmeza  á  los  pensamientos  y  actos  administrativos, 
poniéndolos  á  cubierto,  hasta  cierto  punto,  de  los  vaivenes  y 
oscilaciones  de  la  política,  fueron  las  causas  poderosas  del 
establecimiento  de  las  direcciones. 

94S.— Objétase  que  las  direcciones  embarazan  laaccioi 
administrativa,  excentralizan  el  gobierno  y  son  un  obstáculo 
para  que  prevalezcan  en  el  despacho  de  los  negocios  públi- 
cos la  aniibrmidad  y  acuerdo  convenientes;  roas  estas  ob* 
jeciones  mejor  cuadran  á  los  defectos  de  su  organización, 
que  convienen  á  la  institución  misma,  ni  las  direcciones  de- 
ben obrar  con  absoluta  independencia,  ni  resolverlos  nego- 
cios arduos,  ni  participar  del  carácter  instable  de  los  mi- 
nistros. 

•44.— Para  que  las  direcciones  correspondan  á  su  objeto 
deben  reunir  dos  circunstancias:  primera,  que  sean  oficinas 
generales  y  formen  una  sección  de  cada  secretaria,  á  fin  de 
sujetarlas  á  la  inmediata  dependencia  y  vigilancia  continua 
del  ministro  de  quien  parte  el  impulso  que  mueve  todos  los 
resortes  de  la  administración ;  y  segunda,  que  no  tengan  la 
forma  de  cuerpos  colectivos  encargados  de  ejecutar,  sino  el 
carácter  de  autoridades  unipersonales  auxiliadas  con  el  con- 
sejo de  los  gefes  próximamente  subordinados;  de  suerte  que, 
en  suma,  las  direcciones  se  conviertan  en  directores  indivi- 
dualmente responsables  de  sus  actos  al  ministro. 

De  esta  manera  desaparecerán  la  acción  independiente, 
la  diversidad  y  aun  contradicción  en  el  despacho  de  negó- 
xios  semejantes,  las  escusadas  y  molestas  dilaciones,  una 
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orgaaizacioa  monstruosa  y  la  responsabilidad  colectiva  tan- 
to mas  ilusoria,  cuanto  mas  vaga;  vicios  de  que  adolecían 
oasi  todas  las  direcciones  antiguas  y  aun  algunas  de  las  que 
hoy  subsisten.  En  vez  de  dichos  inconvenientes  habremos 
llevado  la  regularidad  al  servicio,  el  acierto  y  la  bondad  al 
despacho  de  los  negocios,  la  responsabilidad  efectiva  á  los 
actos,  y  la  administración  habrá  adquirido  algunos  grados 
mas  de  solidez  6  independencia,  asegurándola  un  tanto  con- 
tra las  veleidades  de  la  política. 

•4*.— Las  direcciones  ó  los  directores  son,  como  los  sub^ 
secretarios,  agentos  auxiliares  y  órganos  de  instrucción  y  co^- 
municacion  y  suceden  á  estos  en  grado:  no  ejercen  ningún 
poder  nominal,  pero  tienen  muchas  veces  un  poder  real  fun- 
dado en  sus  conocimientos  facultativos,  en  su  probada  expe^ 
riencia  y  en  su  fidelidad  á  las  reglas  establecidas.  Sus  fun- 
ciones, aunque  modestas,  porque  están  encerradas  en  el  es- 
trecho recinto  de  un  gabineto,  no  son  menos  átües  que 
aquellas  k  las  cuales  la  publicidad  da  mayor  brillo;  pues  no 
solo  contribuyen  á  ejecutar  las  órdenes  superiores,  sino  que 
preparan  los  negocios,  los  resuelven  dentro  de  ciertos  limites, 
dictan  'disposiciones  relativas  á  la  instrucción  de  los  expe^ 
dientos,  declaran  dudas,  piden  datos  á  las  autoridades,  vigi- 
lan el  cumplimiento  de  las  leyes  y  reglamentos  administra- 
tivos y  proponiendo  las  mejoras  convenientos  á  su  ramo,  pro- 
vocan la  acción  del  gobierno. 

Tales  son  las  facultades  inherentes  á  la  índole  dé  las  di- 
recciones; si  otras  cualesquiera  les  pertoneciesen  de  natora* 
leza  distinta ,  las  desempeñarán  como  delegados  especiales 
del  ministro. 

94#i— Seis  son  las  direcciones  dependientes  del  ministe- 
rio de  la  Gobernación:  4.'  de  gobierno:  2.*  de  administra- 
ción general:  3  *  de  beneficencia,  corrección  y  sanidad:  4.* 
de  correos  y  gobernación  de  Ultramar:  5.*  de  presupuestos 
provinciales  y  municipales;  y  6.*  de  contabilidad  especial  (i). 

Cada  una  de  las  cinco  primeras  direcciones  consta  de  un 


(1)    Real  decreto  de  25  de  agosto  de  1849,  art.  2. 
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director,  an  sabdírector,  de  oficiales  de  seeretaria  y  aui-* 
liares.  La  sesta  tiene  una  organisacion  algín  taato  distinta  y 
mas  adecuada  á  so  objeto. 

Las  facultades  posítíras  de  estos  directores  son:  4.^  die* 
tar  las  resol  aciones  necesarias  para  la  instrucción  de  teda 
clase  de  expedientes  hasta  ponerlos  en  estado  de  resoloeioD 
definitiva:  2.^  decretar  definitivamente,  caando  la  resolaeioa 
que  convenga  sea  un  visto  ó  enterado:  3.^  pedir  k  las  aiHo^ 
ridades,  fancionarios  ó  corporaciones  dependientes  del  mi* 
nísterio  de  la  GobernacioD,  excepto  las  de  Ultramar,  ovantes 
datos,  estados  y  noticias  estimen  necesarias:  4.®  cnidar  del 
exacto  cumplimiento  de  las  disposiciones  del  gobierno,  re- 
cordando aquellas  coya  observancia  es  periódica:  5."  propo« 
ner  la  resolucioo  definitiva  de  toda  clase  de  expedientes:  6.* 
proponer  asimismo  las  mejoras  qoe  estimen  oportunas  y  las 
alteraciones  que  la  experiencia  acredite  ser  necesarias  en  las 
disposiciones  y  reglamentos  vigentes:  7.®  formar  la  estadis- 
tica  de  los  ramos  puestos  á  su  cargo:  8.^  y  desempefiar  om* 
lesquiera  otras  atribuciones  qae  el  ministro  les  delegare  (4). 
Por  manera  qoe  cada  dirección  no  es  on  centro  especial  de 
acción,  sino  el  oúcleode  ciertos  servicios  administrativos  y 
el  víncolo  qoe  los  liga  estrechamente  con  el  gobierno. 

Los  subdirectores  reemplazan  á  los  directoi-es  en  cano  de 
enfermedad,  anseneia  ó  vacante  (2). 

949.— El  ministerio  de  Comercio,  Instrucción  y  Obras  pé« 
blicas  también  está  organizado  en  otras  cuatro  direcciones: 
4  .*  de  instruccioD  pública:  2.*  de  obras  públicas :  3.*  de 
agricultura  y  comercio:  4/ de  contabilidad. 

Cada  dirección  se  compone  de  un  director,  de  oficiales  de 
secretaria,  de  gefes  de  negocios  y  oficiales  de  dírecciea.  En 
caso  de  enfermedad  ó  ausencia  de  los  directores,  son  subdi- 
rectores los  oficiales  de  secretaria  mas  antiguos  de  cade  di- 
rección. 

Los  directores  tienen  facultades  propias;  no  solamente  pa- 
ra la  iramilacion  é  instrucción  de  los  expedientes,  sino  tam- 

(f)    Real  decreto  de  25  de  agosto  de  1S49,  art.  9. 
(S)    Ibid.art.  12. 
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bíea  para  dictar  las  disposicioaes  que  estimen  oportunas  y 
decidir  los  negocios  que  no  exijan  real  resolución  con^arre* 
glo  á  ios  decretos  y  reglamentos.  También  despachan  con  los^ 
ministros  los  asuntos  que,  además  de  su  importancia,  exi- 
jan ser  resueltos  por  el  Rey  mediante  decretos  ó  reales  ór* 
denes(4). 

La  dirección  de  contabilidad  sustituye  á  la  extinguida  jung- 
la de  centralización  de  fondos  de  instrucción  pública,  y  lle^ 
ya  la  cuenta  y  razón  de  estos  y  de  los  pertenecientes  á  la 
también  suprimida  dirección  general  de  caminos,  canales  y 
puertos  (2). 

Mk9.— Bl  ministerio  de  Hacienda  está  subdÍ¥Ídido  en  seis 
direcciones  generales:  1  /  de  contribuciones  directas:  2.*  de 
eoniríbuciones  indirectas:  3.*  de  aduanas  y  aranceles  y  de 
rentas  estancadas:  4/  de  loterías:  5/  de  fincas  del  estado;  y 
6/  de  la  deuda  del  estado  (3). 

9M. — Cada  dirección  general  tiene  dos  ó  mas  subdirec* 
lores  quienes  sustituyen  por  el  orden  de  su  graduación  al  di«- 
rectof  y  bajo  su  presidencia  forman  un  consejo  de  dirección, 
además  de  ocoparse  en  sus  trabajos  ordinarios  (4).  En  cierto» 
asuntos  señalados  por  los  reglamentos  el  director  i$be  oir  e>> 
dictamen  del  consejo  de  dirección;  en  aquellos  que  no  están* 
do  expresos,  considere  de  gravedad,  puede  pedirle  su  opi* 
nioa;  pero  nunca  son  obligatorios  para  el  director  los  acuer-^ 
dos  del  consejo  relativos  á  los  asuntos  que  hubiere  de  resol* 
ver  según  sus  atribuciones  (5),  ni  por  consiguiente  atenúa  su 
responsabilidad  la  circunstancia  de  asentir  á  su  dictamen. 

96#.— -Los  directores  generales  de  rentas  tienen  faculta* 
des  mas  extensas  que  los  de  los  demás  miaisterios;  pero  siem- 
pre se  refieren  al  cumplimiento  y  comunicación  de  las  órde- 
nes superiores,  á  la  vigilancia  desús  dependencias,  á  la  pro- 

(1)  Real  decreto  de  18  de  febrero  de  1849. 

(2)  Real  decreto  de  7  de  abril  de  1 847 . 

(3)  Reales  decretos  de  23  de  mayo  de  1845, 11  de  jnnio  de  1847  j 
14  de  enero  de  1848. 

(4)  Real  decreto  de  S3  de  mayo  de  1846,  art.  4, 

(5)  Instruccíoi^  provisional  para  la  administracioo  de  la  hacienda 
pdblica,  arts.  3,  4  y  5. 
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,  posición  de  medidas  generales ,  á  la  declaración  de  dudas  y 
resolaeion  de  consultas ,  á  la  reclamación  de  datos  y  noticias 
para  apreciar  el  estado  del  servicio  que  dirigen ,  y  á  todo  lo 
concerniente  ai  gobierno  interior  de  sus  oficinas.  También 
proponen  al  ministro  la  traslación,  cese,  separación  ó  jubila- 
ción de  los  gefes  y  empleados  y  nombran  los  de  cierta  infe- 
rior categoría;  mas  su  primer  y  principal  deber  es  procurar 
la  recaudación  íntegra  de  las  contribuciones  é  impuestos  de 
su  cargo,  el  fomento  de  las  rentas  públicas  de  producto  even- 
tual  y  el  puntual  ingreso  de  unas  y  otras  en  las  cajas  del  te- 
soro (4). 

Tales  son  las  direcciones  que  boy  reemplazan  al  eonside*» 
rabie  número  de  cuerpos  colectivos  con  una  vida  propia  i 
quienes  antes  estaba  cometido  el  cargo  de  ejecutar  las  leyes  y 
reglamentos  relativos  á  ciertos  servicios  públicos:  en  ella  se 
bailan  abora  refundidas  con  ventaja  sus  atribuciones. 

•ftt.*-La  dirección  general  de  presidios  fue  suprimida,  y 
sus  atribuciones  incorporadas  á  la  tercera  del  ministerio  de 
la  Gobernación:  la  de  caminos  absorbida  por  el  de  Comercio, 
Instrucción  y  Obras  públicas,  y  agregadas  sus  facultades 
á  la  segunda  de  sus  direcciones:  la  de  correos  suprimida  tam* 
bien  y  la  administración  de  este  ramo,  pasó  igualmente  á  la 
primera  de  dichas  dos  secretarias,  y  la  de  minas  experimenté 
la  misma  suerte,  despachando  ahora  sus  negocios  el  ministe- 
rio de  Comercio  por  el  rama  de  industria  (2). 

(1)    lastr.  citada,  arta.  I  y  2. 

(S)    Ley  de  11  de  abril  y  reglamento  de  31  de  julio  de  1849. 
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SECCIOM  SEeiJIVBA. 

CAPÍTULO  VI. 

De  lo»  9efe»  poliileos. 

258. — Intereses  generales  y  lo-  273.— Tutores  de  las  provincias. 

cales.  S74.— Gomo  gefes  de  Ifl  admi- 

953. — ^La  administración  loa  pro-  aistracion  provincial: 

mueve  por  medio  de  auto*  275.— Procuran  la  acción  admi- 

ridades  y  agentes  subal-  nistraliva. 

tornos.  276.— Promueven  los  intereses  y 

254. — ^Antiguo  sistema  de  admi-  administran  la  fortuna  de 

nistracion  provincial.  las  provincias. 

255. — ^Variaciones  en  tiempo  de  277. — Tienen    potestad  coerci- 

don  Alonso  VIL  tiva. 

25 6i— Adelantados  mayores.  278.— Aplican  penas  por  vía  de 

257. — Corregidores.  disciplina. 

258. — Política  de  los  reyes  ca-  279.— Imponen  moUas. 

tólicoa.  280.— A   quién  corresponde  so 

259. — Autoridad  dé  los  corre-  exacción? 

f oidores.  281.— Gdmo  deben  recaudarse? 

Btendentes.  282.— Instruyen  sumarias. 

261.— Confusión  de  atríbacíones.  283.— rBeqnieren  la  fuerza  ar- 

262. — Gefes  políticos.  maaa. 

263.— Sus  vicisitudes.'  284.— Quién  reemplaza  á  los  ge- 

864.— Sa  nombramiento.  fes  políticos? 

265.— Su  autoridad.  285. — Actos  delgefe  politice. 

266. — Deben  ser  gefes  dnícos  de  286. — Su  forma. 

la  administración  provin-  287.— Sa  publicación. 

cial.  288.— Enmienda  6  revocación  de 

267. — Necesidad  de  incorporar  los  actos  simplemente  ad- 
ías intendencias  á  los  go^  ministrativos. 
biemos  políticos.  289.— Casos  en  «pie  no  puede  el 

268.— Atribuciones  de  los  gefes  gefe  político  anularlos  ni 

políticos.  corregirlos. 

269.— Gomo  agentes  subordina-  290.— Solo  el  Rer.  y  el  minis- 

doa  á  la  administración  tro  de  la  Gobernación  loa 

central,  son:  suspenden ,  modifican  6  re- 

27 0.— Órganos    de    comunica-  vocan. 

eioB.  291.— Actos  del  gefe  político  co- 

271.— Instrumento»   de    ejecu-  mo  autoridad  aelegada. 

cion.  292.— Actos  de  tutela  y  de  ges- 

272.— Medios  de  instmccion.  tion. 

•*••— Distingoease  en  todos  los  estados  una  vida  gene- 
ral y  comon  y  otra  particular  ó  local,  aquella  propia  del 
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ente  colectivo  llamado  nación,  y  ésta  especial  de  las  diver- 
sas agregaciones  que  entran  á  componerla.  La  administra- 
ción debe  proteger  la  primera,  subordinando  los  intereses  de 
corporación  al  principio  de  la  unidad;  y  en  cnanto  á  la  se- 
gunda, dictan  las  reglas  de  la  prudencia  y  altas  razones  de 
bien  público  que  el  poder  central  propenda  á  disminuirla  ó 
moderarla,  pero  sin  sofocarla  ó  extinguirla  enteramente. 

96S.— El  ejercicio  de  estas  dos  elevadas  funciones  de  la 
administración  superior,  á  saber,  la  extensión  de  la  vida  ge- 
neral por  todo  el  ámbito  del  territorio  y  la  templanza  de  cua- 
lesquiera existencias  locales «  requieren  la  inslilncion  de 
autoridades  en  todos  los  grandes  focos  de  actiridad  social, 
encargadas  dQ  representar  el  pensamiento  y  trasmitir  la 
voluntad  del  gobierno  unitario. 

964.— Esta  necesidad  se  ha  dejado  sentir  y  se  ha  procu- 
rado satisfacer  en  Espafia  con  roas  6  menos  acierto  desde 
tiempos  muy  remotos.  Nuestra  historia  legal  arroja  alguna, 
si  bien  escasa  luz  sobre  el  sistema  de  administración  pro- 
vincial ,  cuando  nos  ensefia  que  en  tiempo  de  los  godos  y 
en  los  primeros  siglos  de  la  monarquía  legionense,  había  al 
frente  de  cada  antigua  provincia  magistrados  con  el  titulo 
de  duques  y  condes,  algunos  de  los  cuales  solían  reunir  la 
jurisdicción  civil,  política  y  militar,  y  á  quienes  estaba  en- 
comendado el  gobierno  de  los  pueblos  en  nombre  del  Rey  que 
los  instituía  temporalmente  y  los  confirmaba,  si  le  placía. 
En  su  origen  los  condes  de  las  provincias  eran  unos  verda- 
deros gobernadores  amovibles  á  voluntad  del  aaberano  en 
quien  únicamente  residía  el  supremo  imperio,  y  no  títulos 
de  honor  vitalicios  ó  hereditarios.  Entre  estos  condados  fue- 
ron mas  notables  los  de  Castilla,  Galicia  y  Portugal  que  des- 
pués se  erigieron  en  estados  independientes  á  causa  de  las  im* 
políticas  particiones  del  reino,  ó  por  el  inOujo  de  las  ideas 
dominantes  bajo  el  régimen  feudal,  ó  por  la  arrogancia  de 
la  nobleza  en  aquellos  tiempos  y  el  débil  poderlo  de  la  Coro- 
na para  reprimir  sus  orgullosas  pretensiones. 

M¡u. — Luego  que  don  Alonso  Vil  tomó  el  nombre  de 
emperador,  introdujo  en  su  corle  y  en  su  reino  titules  y  dig* 
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nidades  parecidas  á  las  usadas  en  el  imperio  romano.  Enton^ 
oes  se  coDocieroa  los  cónsules  que  eran  gobernadores  polí- 
ticos ó  militares  de  las  provincias,  como  los  habidos  en  As- 
turias y  León. 

•^•.-^Hubo  también  adelantados  mayores,  magistrados 
que  equivalían  al  presidente  de  una  provincia  entre  los  ro- 
naanos,  y  ejercían  facultades  políticas  y  militares  y  también 
aáministraban  justicia;  de  suerte  que  este  cargo  parecia  ios- 
tiUiido  con  el  doble  objeto  de  gobernar  el' territorio  en  tiem- 
po de  paz  y  defenderle  en  caso  de  guerra. 

Los  adelantamientos  comprendían  varias  merindades,  y 
los  magistrados  que  mandaban  en  cada  una  prestaban  obe- 
diencia al  adelantado,  como  á  superior  inmediato,  cea  es 
puesto  por  mandado  del  Rey  sobre  todos  los  merinos,  tam- 
bién sobre  los  de  fas.  comarcas  é  de  los  alfoces,  como  sobre 
los  otros  de  las  villas  (4)». 

969«— Por  esta  ¿poca  aparece  también  una  nueva  auto- 
ridad política  á  la  cuaíllaman  corregidor  {corrector},  cuyo 
nombre  suena  por  primera  vez  en  las  cortes  de  León  (4887]. 
Cuando  don  Alonso  XI  los  creó  no  se  instituían  de  ordinario, 
riño  solamente  en  ocasiones  y  circunstancias  especiales ,  si 
el  Rey  de  su  propio  movimiento,  ó  á  petición  de  los  pueblos 
ó  de  personas  agraviadas,  hallaba  oonveniente  enviar  este 
deleg^o  especial  de  la  Corona  á  tal  punto  de  sus  dominios 
para  nuiderar  el  poder  de  los  adelantados  y  merinos  mayo- 
res, cuya  autoridad  había  degenerado  en  abusiva  y  arbi- 
traria. 

91(8.— La  política  de  los  Reyes  católicos  aprovechó  esta 
coyuntura,  como  otras,  de  extender  y  afirmar  el  peder  so-^ 
beraso,  introduciendo  la  costumbre  de  nombrarlos  para  jue- 
ces y  gobernadores  de  los  pueblos  durante  un  año,  y  luego 
por  espacio  de  dos  ó  mas,  y  solían  proregarles  el  mando  por 
tiempo  indefinido  ó  mientras  no  fuese  so  voluntad  retirarlos 
ó  darles  reeoBtplazo. 

•&•.— La  jurisdicción  de  los  corregidores ,  á  semejanza 

(1)    Ley  22,  tft.  ii.  part.  IL 
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de  las  autoridades  administrativas  aateriores  en  el  órdea  de 
los  tiempos,  era  mista,  porque  no  solo  conocían  en  primera 
instancia  de  todos  los  asantes  civiles  y  criminales,  sino  que 
gozaban  de  cierta  inspección  gubernativa  sobre  todo  lo  po- 
lítico y  económico  de  las  ciudades  y  villas  encomendadas  i 
su  autoridad.  Ellos  entendían  en  la  cobranza  y  repartimien- 
to de  las  rentas  públicas,  en  la  policía  de  seguridad,  en  loa 
establecimientos  piadosos  y  correccionales,  en  la  protección 
de  los  campos  y  cafnínos,  en  la  caza  y  pesca,  en  los  montes 
y  plantíos,  en  la  cria  caballar,  en  los  pósitos  y  propios  de 
los  pueblos,  en  mojones  y  portazgos  (f). 

seo.—- Esta  conrusion  monstruosa  de  atribuciones,  lleva* 
da  á  un  extremo  indefinible  dorante  la  prolongada  guerra  de 
sucesión,  fijó  las  miradas  de  Felipe  Y,  quien  apenas  hecha 
la  paz,  creó  los  intendentes  de  provincia á  cuyo  cargo  puso 
el  fomento  de  la  agricultura,  de  las  artes  y  del  comercio,  y 
la  cobranza  é  inversión  de  los  caudales  del  erario;  todo  con 
la  mira  de  separar  la  administración  de  justicia  de  la  causa 
pública  y  volver  á  su  antiguo  esplendor  el  gobierno  econó- 
mico de  los  pueblos  (S). 

tut.—- Como  los  designios  del  Rey  eran  libertar  la  acción 
administrativa  del  yugo  de  los  tribunales,  hubo  de  reunir  á 
cada  intendencia  el  corregimiento  político  de  la  provincia: 
punto  que  fue  combatido  con  obstinación  por  las  audiencias 
y  reforma  que  no  se  llevó  enteramente  á  cabo;  si  bien  que- 
dó á  merced  del  Monarca  unir  ó  separar  dichos  cargos «  se* 
gun  lo  creyere  conforme  al  servicio  del  estado. 

Mas  en  donde  los  corregidores  hablan  subsistido,  prose- 
guían ejerciendo  sus  antiguas  facultades  bajo  la  inspección 
inmediata  de  las  audiencias  y  la  superior  del  Consejo  de 
Castilla;  de  donde  resultaba  que  la  acción  administrativa  no 
fuese  aun  bastante  independiente «  ni  estuviese  separada  de 
la  administración  de  justicia,  única  función  que  cuadra  á  la 
Índole  y  á  la  forma  de  aquellos  tribunales  colegiados. 

(1)    Instniccion  de  corregidores  (ley  S3,  tit.  zi,  lib.  7,  Ifov. 
Recopilación). 
(8)    Ordenanza  de  f718,  reformada  en  1749. 
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Los  ¡Dteodentes,  por  otra  parte « tampoco  debiao  poseer 
atribuciones  judiciales,  sioo  facultades  puramente  adminis- 
trativas y  de  orden  misto;  principio  que  fué  reconocido  y 
aplicado  por  el  sabio  gobierno  de  Carlos  111.  En  suma,  los 
corregidores  y  los  intendentes  ban  sido  jueces  y  gobernado- 
res á  un  mismo  tiempo,  mezcla  de  facultades  incompatible 
con  la  mutua  independencia  que  requieren  la  autoridad  ad- 
ministratita  y  el  orden  judicial. 

9S9.— Consignado  el  principio  de  la  división  de  los  pode- 
res públicos  en  la  Constitución  de  4842,  era  consiguiente  es- 
tablecer en  cada  provincia  autoridades  administrativas  rC'- 
presentantes  del  gobierno  y  ejecutores  de  sus  mandatos  con 
atribuciones  meramente  gubernativas,  es  decir,  políticas  y 
económicas,  reservando  á  los  jueces  y  tribunales  el  derecho 
exclusivo  de  aplicar  las  leyes  civiles  y  criminales  y  de  eje- 
cutar lo  sentenciado.  Estas  autoridades  fueron  llamadas  ge- 
fes  politices  y  sus  atribuciones  seQaladas  en  la  instrucción 
de  23  de  junio  de  4843. 

9«S.— En  4 84  4  desaparecieron  con  el  régimen  constitu- 
cional y  fueron  restablecidas  al  mismo  tiempo  que  el  minis- 
terio déla  Gobernación  en  4820,  sujetándose  para  el  ejer- 
cicio de  su  autoridad  á  la  ley  de  3  de  febrero  de  4823  acerca 
del  gobierno  de  las  provincias. 

Aparecieron  nuevamente  en  virtud  de  un  real  decreto  (4), 
como  autoridades  superiores  administrativas  de  cada  provin- 
cia con  el  título  de  subdelegados  de  fomento,  cuya  creación 
era  de  necesidad ,  después  de  instalado  el  ministerio  de  este 
nombre.  Cuando  mas  adelante  el  ministerio  del  Fomento  to- 
mó la  denominación  de  lo  Interior ,  los  subdelegados  esta- 
blecidos en  las  provincias  cambiaron  su  título  en  el  de  go- 
bernadores civiles,  conservando  las  mismas  atribuciones, 
sueldos  y  honores  que  antes  tenian  (2). 

Por  último,  dichas  autoridades  recobraron  su  antiguo  nom- 
bre de  gefes  políticos,  desde  que  promulgada  la  Constitución 
de  4842  en  43  de  agosto  de  4836,  hubo  necesidad  de  po- 

(1)  De  S3  de  octubre  de  iS33. 

(2)  Real  decreto  de  13  de  mayo  de  1834. 
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aer  en  consoDaocía  el  gobierno  de  las  proviacias  eon  la  ley 
fuodamental  del  estado,  restablecieado  la  ley  de  3  de  febre- 
ro (4).  Desde  entonces  acá  ilámanse  asi  estas  autoridades  so- 
periores,  títolo  confirmado  áunqne  con  la  reserva  de  pw  ak0' 
ra,  en  la  ley  rigente  para  el  gobierno  de  las  protinctas  (9). 

til4.— Los  gefes  políticos  son  nombrados  6  revocados  por 
el  Rey  en  virtud  de  real  decreto  refrendado  por  el  ministro 
de  la  Gobernación  de  la  Península,  y  están  bajo  la  depeo'- 
dencia  inmediata  de  dicho  ministerio  (3). 

No  exigen  las  leyes  y  reglamentos  cualidad  alguna  en  las 
personas  para  ser  gefes  políticos,  de  suerte  que  el  gobierno 
goza  de  una  libertad  omnímoda  en  cuanto  k  su  nombramien- 
to. Este  silencio  estudiado  fúndase  en  que,  siendo  laelec-^ 
cion  difícil  y  gravísima  la  responsabilidad,  importa  dejaral 
ministro  grande  amplitud  para  que  escoja  su  mandatario.  Sin 
embargo,  bien  pudiera  la  ley  exigir  condiciones  de  edad  y 
garantías  de  capacidad  sin  quebrantar  aquel  principio;  por- 
que si  dictar  reglas  inflexibles  en  asuntos  tan  variables  equi- 
valdría á  poner  al  ministro  en  la  alternativa  de  administrar 
mal  obedeciendo  la  ley ,  ó  gobernar  bien  violándola,  aban- 
donar el  nombramiento  de  unas  autoridades  tan  influyentes 
en  la  quietud  y  prosperidad  de  los  pueblos  al  bvor  de  los 
amigos,  á  las  intrigas  de  la  corte  ó  al  capricho  ministerial, 
es  un  error  gravísimo,  causa  próxima  de  mochos  vicios  de 
nuestra  administración. 

••5.— Su  autoridad  es  la  superior  en  el  territorio  de  su 
mando ,  pues  asi  como  el  gobierno  administra  los  negocios  de 
interés  común  desde  la  capital  de  la  monarquía,  así  el  gefls 
político  administra  los  de  interés  local  desde  la  capital  de  su 
provincia. 

••••-"Hay  todavía  mayor  extensión  de  facultades  en  la 
autoridad  de  un  gefe  político  que  en  la  de  un  ministro,  por- 
que este  no  preside  sino  á  ciertos  ramos  del  servicio  público, 
en  tanto  que  aquel  representa  al  Rey  y  ejerce  la  plenitud 

(1)    Real  decreto  de  i9  de  octubre  de  1836. 
(S)    Ley  de  8  de  abril  de  1845,  art.  1. 
(.1)    Ley  citada,  arts.  i  y  á. 
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del  poder  ejecativo  en  su  distrito  y  reasume  todo  el  gobier- 
no de  la  proTÍDcia.  Verdad  que  ciertas  atribuciones  especiad- 
les, cómo  soD  el  mando  de  las  armas,  competen  exclusita-* 
méate  á  los  gefes  militares;  pero  aun  asi,  la  autoridad  civil 
es  la  superior  de  la  provincia,  y  los  capitanes  y  comandan- 
tes generales  meros  auxiliares  de  aquella  sin  facultades  pa- 
ra obrar,  si  no  fueren  requeridos.  T  si  los  intendentes  partí- 
cipao  hoy  del  gobierno  económico  de  los  pueblos,  es  por  un 
arraigado  abuso  que  mantiene  todavía  separado-de  la  admi  - 
aistracíon  general  de  la  provincia  el  servicio  de  repartir  y 
cobrar  los  impuestos,  atribuciones  íntimamente  enlazadas 
con  el  desarrollo  de  la  riqueza  pública,  cuyo  fomento  solo  á 
los  gefes  políticos  está  encomendado.  Un  gobierno  único  exi- 
ge la  presencia  de  una  autoridad  superior  también  única  en 
coda  provincia ,  on  representante  único  de  su  roluntad,  un 
agente  tintco  de  la  administración;  y  en  suma,  si  hay  on  so* 
h  Rey,  no  puede  haber  sino  un  solo  delegado  del  poder  real 
en  cada  unidad  administrativa. 

9SV.— La  agregación  de  las  facultades  de  los  intendentes 
k  los  gobiernos  políticos  es  necesaria,  porque  asi  lo  exigen 
los  principios  de  la  organización  administrativa,  porque  asi 
lo  reelaman  al  mismo  tiempo  razones  de  economía,  y  por  de- 
ferir á  grares  consideraciones  de  orden  público  interesado  en 
enaltecer  la  autoridad  civil,  tanto  que  no  la  deslumbre  ni  la 
hrmnilie  la  preponderancia  militar.  Despnes  de  esta  reunión 
de  facultades,  los  gefes  políticos  serian  la  personificación  vi« 
fa  del  gobierno  y  los  agentes  superiores  de  la  administra- 
ción central,  por  cuyo  motivo  deberían  ser  nombrados  por 
el  Consejo  de  ministros  y  obedecer  y  cumplir  las  órdenes  de 
todos  los  ministerios,  bien  les  fuesen  comunicadas  directa- 
mente,  ó  trien  trasmitidas  por  el  conducto  de  la  Gobernación, 
como  encargada  esta  secretaria  de  disponer  y  veriicar  todos 
los  actos  administrativos. 

tS8.-^Los  gefes  políticos  tienen  el  doble  carácter  de  agen- 
tes administrativos  y  jueces  de  escepeion;  mas  no  les  consi- 
deraremos ahora  sino  como  depositarios  de  una  parte  del  po- 
der discrecional  delegado  por  el  Rey  en  ellos  para  mejor  ser- 
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vicio  del  estado.  Sas  fuacioaes  de  tales  jaeces  corresponden 
á  otro  órdea  de  ideas,  y  hallarán  fácil  cabida  cuando  se  tra- 
tare de  la  jarisdíccion  administrativa. 

Como  autoridades  revestidas  de  imperio  ó  de  mando, 
ejercen  muy  varias  atribuciones,  de  las  cuales  unas  se  re- 
tieren  al  carácter  de  agentes,  subordinados  á  la  administra- 
ción central,  y  otros  al  de  gefes  de  la  administración  local. 

*•••—  I.  En  cuanto  agentes  subordinados  á  la  adminis- 
tración central  obran  siempre  como  delegados  del  poder 
real  (4);  pero  sus  facultades  todavía  son  varias  según  que 
fueren: 

•90.—  I.  Órganos  de  eomunieaeion  6  mttos  encargados 
de  trasmitir  los  mandatos  de  la  autoridad  suprema,  en  vir- 
tud de  lo  cual  publican  y  circulan  en  sus  respectivas  provin- 
cias las  leyes,  decretos,  órdenes  y  disposiciones  que  al  efec- 
to les  comunique  el  gobierno  (8).  Bajo  este  concepto  la  auto- 
ridad de  los  gefes  políticos  es  puramente  pasiva  é  inerte,  li- 
mitándose á  trasmitir  el  impulso  que  recibe,  y  su  oficio  es 
ser  medianeros  forzosos  entre  el  ministro  y  las  autoridades 
locales  ó  sus  administrados;  de  suerte  que  toda  reclamación, 
queja  ó  consulta  de  unos  ú  otras  al  gobierno,  por  mano  del 
gefe  político  deben  elevarla;  y  asi  todas  las  esposiciones  y 
comunicaciones  de  los  ayuntamientos,  comisiones  superio- 
res de  instrucción  primaria  y  demás  autoridades  y  corpora- 
ciones dependientes  del  gefe  de  la  provincia,  habrán  de  ser 
dirigidas  por  su  conducto  sin  perjuicio  de  que,  coando  con- 
tengan quejas  contra  ellos,  pueda  remitirse  en  derechura 
un  duplicado  al  ministro  de  la  Gobernación  (3).  Has  si  los 
ayuntamientos  á  pesar  de  todo,  no  observasen  el  orden  pres- 
crito, no  solo  dejará  de  darse  curso  á  sus  representaciones, 
sino  que  se  expondrán  á  las  medidas  enérgicas  y  eficaces  que 
el  gobierno  creyere  conveniente  adoptar  para  reprimir  un 
abuso  tan  perjudicial  al  servicio  público  (i).  En  estos  casos 

(1)  Ley  de  2  de  abril  de  1845,  «rt.  6. 

(2í  Arl.  4,  §.  !.• 

(3)  Roal  orden  de  18  de  mayo  de  1834,  y  16  do  mayo  de  1844. 

(i)  Beal  drden  de  9  de  enero  do  1837. 
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es  obligacioii  rigorosa  del  gefe  político  remitir  al  gobier- 
no debidamente  instruidos  é  informados  los  expedientes  é 
instancias  qne  se  elevaren  al  gobierno  por  so  conducto,  ¿ 
fin  de  asegurar  el  acierto  y  la  prontitud  de  las  resolucio- 
nes (i). 

Tan  propio  es  del  gefe  superior  de  la  proyincia  el  carác- 
ter de  órgano  de  comunicación,  que  los  anuncios ,  circulares 
y  otras  cualesquiera  disposiciones  de  las  demás  autoridades, 
deben  remitirse  al  gefe  político  respectivo,  para  que  las  man* 
de  insertar  por  su  orden  en  el  Boletín  oficial,  si  hubiesen 
de  tener  publicidad  por  este  medio,  siendo  aquel  responsa- 
ble de  las  consecuencias  que  pueda  acarrear  la  tardanza  in- 
debida de  iodo  anuncio  perteneciente  á  otra  autoridad,  á 
no  eustir  razones  de  conveniencia  pública  que  la  justifi- 
quen (2). 

Sigúese  igualmente  del  principio  establecido,  que  los 
gefes  políticos  no  pueden  reusar  la  notificación  á  las  auto- 
ridades subalternas  ó  4  los  habitantes  de  su  provincia,  de 
ninguna  ley,  decreto,  orden  ó  reglamento  de  administración 
pública,  siéndoles,  comunicadas  por  el  conducto  debido.  Su 
deber  principal  es  la  obediencia ,  sin  que  por  ella  puedan  ja* 
más  incurrir  en  responsabilidad  de  ninguna  clase  (3). 

99t. —  II.  Inatrumenío  de  qecucum,  cuyo  carácter  im- 
pone á  los  gefes  politices  la  obligación  de  cumplir  y  obtener 
el  cumplimiento  de  las  órdenes  superiores,  ejecutándolas  por 
si  ó  haciéndolas  ejecutar  á  todos  sus  agentes  subordinados.  A 
este  fin  explica  las  leyes,  declara  las  dudas,  resuelve  cuestio- 
nes y  en  suma  dicta  coantas  providencias  asi  relativas  á  nego- 
cios de  utilidad  local  como  á  los  asuntos  de  interés  privado, 
estimare  convenientes  dentro  del  círculo  de  su  autoridad  y 
fueren  relativas  á  la  observancia  de  las  órdenes  superiores  (4); 
y  en  general,  como  agentes  de  ejecución,  los  gefes  políticos 
hacen  y  ejecutan  todo  lo  que  disponen  las  leyes,  decretos  y  ór- 

(t)  Beal  orden  de  31  de  octabrede  1838. 

(2)  Reales  órdenes  de  14  de  abril  de  1837,  y  6  de  abril  de  1839. 

(3)  Art.  7. 

(4)  Art.  10. 

Touo  I.  9 
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denes  del  gobierno  en  la  parte  que  requieran  la  iaierrenoioii 
de  sa  aatoridad  <4 )  ^  estuviere  sometida  á  su  aeeion  inme- 
diata. 

Por  esta  razón  los  actos  de  los  gefes  políticos  no  pue-* 
den  ser  nunca  medidas  generales,  como  las  disposiciones 
comprendidas  en  los  reglamentos  de  administración  pública, 
sino  providencias  especiales.  Aun  aquellas  mismas  instrne^ 
ciones  que  tienen  el  derecho  y  el  deber  de  dictar  en  interés 
del  orden ,  de  la  seguridad  y  de  la  salubridad  de  sus  adminis* 
trados,  llevan  siempre  el  sello  de  acuerdos  puramente  loca« 
les;  y  si  los  gefes  políticos,  en  casos  imprevistos  ó  urgentes, 
adoptaren  alguna  disposición  con  cierto  caricter  de  genera- 
lidad ,  no  será  considerada  sino  como  una  medida  que  la 
necesidad  reclama,  y  por  tanto  provisional ,  sujeta  á  la  in- 
mediata aprobación  del  gobierno. 

Por  la  misma  causa  no  tienen  los  gefes  políticos  facul* 
tad  para  publicar  alucacioues  ó  proclamas  en  que  espongan 
principios,  emitan  sus  opiniones  particulares  ó  desenvuelvan 
teorías  de  administración,  porque  las  ideas  generales  deben 
partir  del  centro  y  de  alti  también  el  impulso  común  y  la  di- 
rección uniforme. 

Siendo f  pues,  los  gefes  políticos  agentes  subordinados, 
no  puede  resistir,  modi6car,  ni  menos  anular  los  actos  del 
gobierno  supremo,  ni  interpretar  las  leyes  ó  ampliar  6  res- 
tringir el  sentido  de  ios  reglamentos  de  administración  pú- 
blica, ni  en  suma  dictar  otras  disposiciones  que  las  análogas 
á  su  carácter  de  autoridad  subalterna  encargada  de  la  admi- 
nistración secundaria  ó  local  de  cierto  territorio. 

IVü.—  III.  Miüos  dé  in$iruccwñ^  por  lo  cnal  les  rorrea* 
ponde  evacuar  los  informes  que  el  gobierno  les  pidiere  para 
resolver  acertadamente  cualesquiera  negocios  en  cuya  deei-^ 
sion  conviniere  apreciar  las  circunstancias  locales  6  ios  por- 
menores de  la  admJnistracfoa  provincial  que  solo  están  al  al- 
cance de  los  gefos  políticos;  y  les  pertenece  también  propo- 
ner al  gobierno  todo  lo  que  pueda  contribuir  al  adelanto  y 

(1)    Art  4.  §.  10. 
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desarrollo  intelectoBl  y  moral  de  la  províAcia  j  al  fomento . 
de  soe  iBtereses  materialefl  (4). 

Ea  casos  seDSejantes  ei  gefe  poHtteo  oo  ejerce  acción  al<* 
gana,  sino  que  escita  6  provoca  la  del  gobíerao ,  á  quiea 
sefiala  la  necesidad  ó  la  conveniencia  de  dictar  tales  medí* 
das  qoe  están  fuera  del  circulo  de  s«  autoridad «  cornü  agen- 
te subordinado. 

ü9S.-^  IV.  Tutorei  de  /os  ín^srssss  ptavineidii^  eofli# 
delegados  que  son  del  Rey  á  qaiea  corresponde  la  tutela  ad'- 
BDiBistrativa  sobre  todos  los  establecimientos  públicos  y  tam<» 
bien  sobre  los  prirados,  cuando  su  objeto  es  algnn  servicio 
de  utilidad  común,  considerando  la  ley  k  dichas  corporacio- 
nes cual  si  fuesen  menores  de  edad,  y  revistiendo  al  gefe  sa*- 
premo  del  estado  de  «n  derecho  de  patronato  ó  protección» 
es  decir^  de  inspección  y  vigilancia  en  todos  los  actos  de 
estas  personas  morales.  Mas  de  las  atribuciones  de  los  gefes 
politicos  como  tutores  de  las  provincias «  se  hablará  con  la 
debida  extensión  al  exponer  la  doctrina  general  concerniente 
&  las  personas  morales  y  &  los  actos  de  tutela  adminis- 
trativa. 

•94.-^  II.  Además  de  agentes  subordinados  de  la  admi-^ 
nistracion  central ,  son  los  gefes  politicos  gefes  superiores  de 
la  administración  provincial «  euyo  carácter  les  impone  obli« 
gaciones  diferentes ,  pues  ó  son  estas  relativas  á  su  cualidad 
de  superiores  gerárquieos  6  á  la  de  administradores  de  la 
provincia. 

ü9i(.—  I.  Gomo  superiores  en  el  orden  gerárquico  de 
la  administración  provincial ,  procuran  la  acción  a^inistra* 
ti  va,  esto  es,  hacen  obrar,  ponen  en  movimiento  á  todas 
las  autoridades  dependientes  de  la  suya:  vigilan  é  inspección 
nan  á  lol  funcionarios  subalternos :  nombran  y  separan  á 
ciertos  agentes  inferiores:  aprueban  ó  censuran  los  actos  de 
todos ,  los  reforman  ó  los  anulan :  suspenden  en  casos  urgen- 
tes á  cualquier  empleado  del  mijaislerio  de  la  Gobernación, 
dando  cuenta  inmediata  al  gobierno:  conceden  ó  niegan,  con 

(1)    Art.  4,  §.  6. 
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. arreglo  á  las  leyes  é  instrucciones,  la  antorizacion  compe* 
teote  para  procesar  á  los  empleados  y  corporaciones  su» 
jetas  á  su  potestad  por  hechos  relativos*  al  ejercicio  de  sos 
ftiociones,  y  presiden  aquellas,  cuando  lo  juzgan  oportu- 
no (4). 
t9tt. —  II.  En  razón  de  administradores  de  la  provincia 

dictan,  ya  en  consejo  provincial,  ya  por  si  solos,  cuantas  dis- 
posiciones creyeren  conducentes  4  la  buena  administración 
y  gobierno  de  los  pueblos:  vigilan  é  inspeccionan  todos  los 
ramos  de  la  administración  comprendidos  en  el  territorio  de 
su  mando  y  los  establecimientos  que  de  ellos  dependen:  con- 
ceden  ó  niegan  el  permiso  para  las  funciones  ó  reuniones 
públicas  que  hubieren  de  verificarse  en  el  punto  de  su  resi* 
dencia  y  presiden  estos  actos,  si  lo  tienen  por  conveniente: 
presiden  las  diputaciones  provinciales  y  ejecutan  sus  acuer- 
dos: provocan  y  sostienen  las  competencias:  contratan  y 
celebran  los  demás  actos  de  gestión  en  nombre  de  la  provin- 
cia y  la  representan  en  juicio :  forman  el  presupuesto  de  sus 
gastos  anuales;  ordenan  los  pagos  y  dan  cuenta  justificada 
de  la  inversión  de  los  ingresos  (2). 

•99.— Tales  son  la  índole  compleja  y  la  dilatada  extensión 
de  la  autoridad  de  los  gefes  políticos,  mas  esta  autoridad  seria 
vaiia  é  ilusoria,  si  la  ley  no  reuniese  al  mero  imperio  alguna 
parte  del  misto,  ó  á  su  potestad  de  mando  cierta  jurisdicción; 
porque  si  bien  la  facultad  de  conocer  de  las  faltas  y  delitos  y 
castigarlos  corresponde  por  regla  general  á  los  jueces  insti- 
.luidos  por  la  ley  para  sentenciar  las  causas  civiles  y  crimina- 
les, todavía  conviene  que  el  legislador  delegue  en  las  autori* 
dades  administrativas  el  derecho  de  reprimir  ciertos  desaca- 
tos ó  refrenar  á  los  desobedientes. 

•99.—  I.  Por  este  carácter  corresponde  al  gefe  político 
como  medio  de  ejercer  su  autoridad  la  facultad  de  aplicar  gu- 
bernativamente las  penas  señaladas  en  las  leyes,  reglamentos 
y  disposiciones  de  policía  y  en  los  bandos  de  buen  gobier- 


(l)    Arl.  4,  §.  8,  y  5,  §§.  5.  6  y  7. 

(S;    Leyes  de  8  de  enero  y  S  de  abril  de  18i5. 
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no  (4 );  mas  estas  penas  deben  tener  limites  conocidos  y  no 
traspasar  nanea  la  linea  de  la  polfcía  correccional ,  ni  ser 
mas  severas  de  lo  que  exigen  ¡as  necesidades  de  la  disci-* 
plioa.  * 

999.-^Los  gefes  políticos  pueden  imponer  correccional- 
mente  multas  cuyo  máximo  no  exceda  de  mil  reales»  y  en  caso 
de  insolvencia  la  pena  de  detención  sin  que  el  término  de  esta 
pueda  nunca  pasar  de  un  mes  (2).  El  contesto  del  articula 
referido  indica  que  la  facultad  de  aplicar  penas  pecuniarias  y 
corporales  delegada  en  los  gefes  políticos  no  es  alternativa, 
sino  gradual ;  es  decir,  que  no  deben  casli(|ir  con  detención, 
sino  cuando  por  insolveocia  del  corregido,  la  multa  no  pu- 
diere hacerse  efectiva. 

•so» — La  exacción  de  las  multas  impuestas  por  los  gefes 
politices  pertenece  á  ellos  mismos  dentro  de  la  via  go- 
bernativa; mas  si  fuere  necesario  practicar  diligencias  judi- 
ciales como  embargar  bienes,  trabar  ejecución,  ó  seguir 
otros  trámites  cualesquiera  del  juicio  civil,  el  gefe  político 
debe  abstenerse  de  tales  procedimientos  é  invocar  el  auxilio 
del  juez  competente,  porque  así  contiene  á  la  mutua  inde- 
pendencia de  los  poderes. 

98t. — En  todo  caso,  estas  maltas,  asi  como  las  que  im- 
pusiere cualquiera  otra  autoridad  en  uso  de  sus  facultades, 
deben  satisfacerse  siempre  en  el  papel  creado  al  efecto,  no 
consintiendo  el  gobierno  por  ningún  protesto  ni  (notivo,  la 
menor  contravención  á  lo  mandado  (3). 

989.—  II.  Según  este  mismo  principio  pueden  los  gefes 
políticos  instruir  por  si  mismos  ó  por  sus  delegados  la  suma- 
ria información  de  los  delitos  coya  averiguación  se  deba 
á  sos  disposiciones  ó  agentes;  de  suerte  que  conoce  á  pre- 
vención con  los  jueces  de  estos  asuntoS'  del  arden  judicial, 
para  que  las  huellas  del  crimen  no  se  borren  ó  el  criminal 
no  eloda  el  condigno  castigo;  pero  tan  pronto  como  estas 

(1)  Ley  de  S  de  abril,  art.  5,  §.  2. 

(2)  Art.  5,  §,  3. 

(3)  Real  decreto  de  18  de  abril  de  IS^Sy  real  drdeo  de  SO  de 
jttoio  de  18i9. 
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primeras  diligencias  faeren  practicadas,  espira  la  aoloridad 
administratiya  y  empieza' la  judicial  á  quien  debe  eoiregar  el 
aomario  cou  los  detenidos  ó  presos  para  que  los  juzgue  el  tri« 
bunai  competente  (4)« 

t9S.--«  III,  Por  Altimo,  el  medio  eitremo  de  exigir  la 
obediencia  y  obtener  el  cumplimiento  de  las  órdenes  del  go* 
bierno  y  de  sus  propias  disposiciones  y  providencias,  á  pesar 
de  cualesquiera  resistencias  individuales  ó  colectivas,  es  rt<* 
querír  el  auxilio  de  la  fuerza  armada  (S).  Entonces  la  fuerza 
física  sustituye  al  poder  moral,  la  autoridad  militar  acude  en 
socorro  de  la  civil  «y  obra  como  instrumento  de  esta  y  según 
sus  instrucciones.  Del  uso  intempestivo  ó  imprudente  de  lu 
armas  serii  responsable  el  gefe  político  >  mientras  la  provin- 
cia no  fuere  declarada  en  estado  excepcional  y  sus  órdenes 
fueren  cumplidas ;  desde  allf  en  adelante ,  responden  kw  ca- 
pitanes ó  comandantes  generales. 

984.— Las  funciones  de  los  gefes  politices  interesan  de 
tal  manera  á  la  vida  de  los  pueblos,  que  asi  como  lo  puede 
la  naeion  estar  un  solo  instante  sin  gobierno,  no  puede  tam* 
poco  una  provincia  estar  huérfana  un  solo  dia  de  su  admi* 
nistracion  local.  Por  eso  mismo  exigen  las  leyes  y  los  regla» 
montos  la  asidua  atención  y  la  presencia  constante  de  dicha 
autoridad  en  la  capital  de  provincia  (3) ;  y  por  eso  también 
han  provisto  anticipadamente  á  las  necesidades  de  la  admi- 
nistración f  declarando  que  en  ausencia  ó  imposibilidad  del 
gefe  político  le  reemplazará  la  persona  designada  ó  que  de* 
signe  el  gobierno ,  y  á  falta  de  ésta  desempefiará  el  go- 
bierno politice,  en  clase  de  interino,  el  vice-presidente  del 
consejo  provincial  ó  quien  hiciere  sus  veces  (4);  pero  solo  en 
el  caso  que  el  gefe  politice  se  ausentare  de  la  provincia,  pues 
si  su  ausencia  fuese  únicamente  de  la  capital,  continuará  ea 
el  ejercicio  de  todas  sus  atribuciones,  sin  perjuicio  de  que  el 
secretario ,  con  sujeción  á  las  instrucciones  que  tuviere,  des* 

(I)  Arl.  5,6.  !.• 

(S)  Art.  5,  §.  4. 

(3)  Véase  el  düb.  159. 

(4;  Art.  3. 
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ptcbe  y  Grme  tod«  !•  qod  se*  de  mera  tramíuoion ;  y  ana 
paada  enteadersa  diractaiienle  caá  el  gobieraa,  A  la  lu gea- 
aja  y  perentoriedad  de  los  aaaalos  lo  reclamaQ  (4). 

•^1^.— Loeaetas  de  ealaaotorídad  superior  de  las  previa*. 
etas«  llámanse  órdenes  ó  deeretos  del  gobierno  6  dd  gefi 
político.  Eq tiéndese  comunmente  por  orden  cualquiera  día* 
{MisaBiaa  relatita  á  ua  asnnto  de  ípterés  general,  y  deereto  es 
la  )>rovidencía  refoktiTa  de  alga&a  solicílad  ó  f ideasioa 
privada :  de  daade  se  infiera  q«e  el  gefis  político  al  expedir 
una  orden  paede  obrar  espocttoeamente  6'  requerido;  mas  al 
dictar  una  pravideaaia,  obra  aiempreascitado  ó  ¿  petición  de 
parte. 

*  9Ml.^Ápe&as  bay  fámulas  proscriptas  para  estos  ados; 
para  asiaten  ciertas  reglas  esencialas  consagradas  por  la  prác- 
tica, aconsqadas  pac  la  ratea  y  requeridas  por  la  justicia,  al- 
gunas de  las  cuales  recibieran  la  saaaton  del  legislador,. y 
otras  san  preceptos  reglaméntanos.  Nadie  debe  ser  juagado 
sin  ser  oído ,  y  da  aquí  la  necesidad  de  aseacbajr  la  deieasa 
de  les  interesados,  oyendo  por  si  ó  por  medio  de  sas  sobar* 
diaados^  can  toda  la  frecveacia  compatible  coa  al  aeryicio 
público,  las  q ocias  y  rcclamacioaas  verbales  qaa  se  les  bicie*» 
ren,  debiendo  darles  la  lerAinacioa  mas  breva  y  perentoria 
y  evitar  cuantas  veces  fuere  dable  la  instrucción  de  eape* 
dientes;  ó  si  se  instruyen,  procurando  que  sean  sucintos  y 
poco  dispendiosos  (2). 

JLa  administración  habrá  da  ser  ilustrada,  de  donde  se 
iftfiere  que  los  gefes  poUtioos  deben  pedir  informas  á  las  au* 
loridades  y  corporaciones  SttbalterMs  ea  asuntos  que  versaa 
sobre  al  oanacimiento  y  apreciacíoa  eaacla  de  los  beebos  á 
de  las  circunstancias  locales,  teniendo  bi  obligación  deoir  el 
dictamen  de  las  diputaoioaca  ó  de  ios  consejos  provinciales, 
cuando  las  leyes  é  reglamentos  asi  lo  axigen:  condición  rig»- 
laea  cuyo  cumplimiento  as  preciso  baga  constar  an  la  ins* 
tnicaion  del  expediente  y  en  el  preámbulo  de  la  parle  dispa* 


(1)    Real  orden  de  S  de  ooyiembre  de  1844. 
(S)    Baal  tfcden  deitdadioiaeibre  d«  UUS. 
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siliva,  insertando  las  fórmulas  de  coslambre,  para  que  el  ac* 
to  no  pueda  ser  tachado  ni  combatido  como  ricioso  por  ex* 
ceso  de  poder.  Por  último,  todos  los  actos  del  gefe  politi'- 
co  deben  estar  aatorizados  con  su  Grma,  é  importa  al  buen 
orden  de  la  administración  se  inserten  en  un  registro  es- 
pecial. 

Los  actos  de  los  gefes  políticos  son  tan  obligatorios  den- 
tro de  la  provincia,  como  los  del  gobierno  en  todo  el  reino»  y 
su  desobediencia  puede  ser  castigada  por  la  misma  autori- 
dad que  los  dicta  con  penas  correccionales;  mas  para  exigir 
su  cumpliipiento  y  castigar  su  inobservancia,  es  preciso  ha- 
cerlos antes  notorios. 

989.— Coando  las  disposiciones  de  los  gefes  políticos  fue^ 
ren  de  observancia  común  deben  obtener  una  publicidad 
equivalente  á  la  promulgación  de  los  actos  legislativos,  para 
lo  cual  se  sirven  dichas  autoridades  del  Boletiií  oBcial  de  la 
provincia,  como  el  gobierno  de  su  Gaceta :  otras  veces  ex- 
piden circulares  á  los  gefes  subalternos  quienes  las  publican 
y  ejecutan  con  arreglo  á  las  leyes;  pero  si  la  providencia  del 
gefe  político  fuese  de  carácter  privado ,  la  notificación  debe 
hacerse  solamente  á  los  interesados.  De  cualquier  modo  que 
la  publicación  de  dichos  actos %e  hiciere,  son  obligatorios 
desde  el  dia  en  que  el  gefe  politice  ó  las  autoridades  sujetas 
i  sus  órdenes,  los  ponen  en  noticia  de  los  administrados  á 
quienes  incumbe  su  cumplimiento. 

988.— Para  decidir  cuando  y  como  pueden  reformarse  ó 
anularse  los  actos  del  gefe  político,  es  preciso  distinguir  de 
actos,  porque  ó  son  puramente  adminiiirñíinoi ,  ú  obran  en 
virtud  de  una  delegación  eip$eial ,  ó  son  aeíoi  de  lulffs  ó  de 
adminiitraciim  conteneioia. 

Si  son  simplemente  administrativos ,  es  decir,  si  emanan 
de  su  autoridad  como  administradores,  el  mismo  gefe  políti'- 
co  que  los  dictó  ó  sus  sucesores,  pueden  modificarlos  ó  re- 
vocarlos, pues  como  las  necesidades  de  la  administración  va* 
rían  continuamente,  los  actos  administrativos  no  deben  con- 
servarse estacionarios. 
•89.*Mas  sin  embargo ,  tres  casos  pudieran  ocurrir  de 
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excepcioa  á  esta  regla,  á  saber:  4  .^  si  el  acto  del  gefe  políti- 
co fuese  coofirmado  por  nna  autoridad  superior,  en  cuyo  ca- 
so tiene  la  misma  fuerza  obligatoria  y  el  mismo  carácter  de 
generalidad  que  si  el  Rey  ó  el  minislro  lo  hubieren  dictado: 
S.®  cuando  el  acto  resolvió  una  cuestión  preexistente  que  ha 
sido  el  fundamento  de  una  decisión  judicial ,  porque  ya  se 
halla  faera  de  los  límites  de  la  competencia  administrativa  y 
adquiere  la  estabilidad  de  la  cosa  juzgada;  y  3.°  cuando  cons- 
tituye un  derecho  adquirido,  pues  entonces  existe  una  pro* 
piedad  de  la  cual  no  puede  privarse  á  su  duefio  sino  por  cau- 
sa de  utilidad  pública  y  previa  una  justa  indemni2aei|n. 

••o.— Los  actos  del  gefe  político  en  materias  de  pora  ad- 
ministración pueden  ser  reformados  ó  anulados  completa- 
mente por  el  ministro  de  la  Gobernación  de  la  Península  y 
después  por  el  Rey  en  Consejo  de  ministros,  cuya  suprema 
autoridad  no  será  lícito  iavoc^r  omisso  medio,  es  decir,  sin 
acudir  antes  al  superior  inmediato  de  las  autoridades  de  pro- 
vincia, porque  así  conviene  á  la  subordinación  gerárquica  y 
á  la  conservación  de  la  disciplina  administrativa. 

)Mt. — Cuando  los  gefes  políticos  obran,  no  en  virtud  de 
su  autoridad  propia,  sino  en  uso  de  una  delegación  especial 
atribuida  por  las  leyes  y  reglamentos,  las  mismas  leyes  y  re- 
glamentos determinan  quiénes  son»  sus  superiores  en  aquel 
ramo  y  á  quién  por  tanto  corresponde  conocer  de  sus  aclos 
por  vía  de  apelación. 

••t.— De  los  actos  de  gestión  y  de  tutela,  y  de  las  provi- 
dencias que  dictaren  en  calidad  de  jaeces  en  asuntos  con- 
tenciosos de  la  administración,  hablaremos  en  el  logar  que 
la  filiación  natural  de  nuestras  doctrina»  nos  sefiala  como 
mas  conforme  al  orden  de  las  ideas;  asi  como  de  los  deberes 
de  residencia  y  dé  la  responsabilidad  de  los  gefes  políticos 
hemos  tratado  ya  at  exponer  los  principios  concernientes  á 
la  organización  administrativa. 
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CAPÍTULO  vn. 

Be   Mmm  s^Umi  otirlle«. 

S93.-^Nec6tidtd  de  mi  icooo  298.— Sos    atríbnewDes    cena 
innediaU.  agentes  áe\  gobierno. 

294. — Subdelegados  subalternos.  299. — Órganos  de  coinanicacion. 

295.<^Gefe8  eÍTÍles.  300.— Agentes  de  ejecucioo. 

296»-»-4>oble  carácter  de  eetas  au*  301,— Medios  de  iastraocíon. 

toridades.  302. — Son  superiores  gerírqnieos 

297. — Sus  atribuciones  como  ad-  en  su  distrito. 

nppiilradores  da  las  paa->  303.-«-Poleataá  ooareilifa. 

99S.-— No  basta  para  el  bnen  régiaea  de  un  estado  cea- 
tralizar  loa  diversos  ramos  de  la  admínistracioa  pública  y 
sastitvir  fc  la  antigua  y  anárquica  indepeadeocia  que  ea  to« 
do  k)  gabematíTo  y  ecoaómioo  reinaba ,  un  movioaíento  or- 
denado y  aníforme  sujeto  al  hnpulso  regulador  y  &  la  lome* 
diata  inspección  del  soberano;  sino  que  se  requiere  además 
aproximar  á  los  pueblos  la  acción  del  poder  central ,  iiieor- 
porando  á  las  autoridades  superiores  de  la  provincia  otras 
autoridades  subalternas  igualmente  delegadas  del  gobierot • 
Como  al  Rey  pertenece  ejecutar  y  cuidar  de  que  se  ejeeo- 
lea  las  leyes,  mal  pudiera  cumplir  tan  diícil  deber»  si  no  tu- 
viese en  todos  los  focos  mayores  y  medianos  de  actividad  so- 
cial agentes  nombrados  libremente»  dóciles  á  su  voluolid  y 
responsables  de  su  conducta  en  el  servicio.  Sin  esta  respon* 
sabitidad  administraiiva  que  de  grado .  en  grado  asciende 
hasta  el  gobierno ,  no  se  concibe  como  á  loa  minisiros  pueda 
exigirse  ninguna,  ni  moral»  ni  efectiva» 

••4.— La  necesidad  da  instituir  autoridades  de  noiibra«- 
miento  real  bajo  la  inmediata  dependencia  de  los  gefea  su- 
periores de  las  provincias ,  fue  reconocida  desde  que  estos 
gefes  han  sido  instalados  con  el  nombre  de  subdelegados  de 
.  fomento,  cuando  el  gobierno  de  aquella  época  anunció  que  en 
dos  ó  tres  poblaciones  principales  de  cada  provincia ,  según 
fuere  mayor  ó  menor  su  extensión,  se  establecerían  subdele- 
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gados  sttbEliernot  (4):  pensMníonlo  que  se  halla  confirmado 
en  el  decreto  qut  caabia  el  titulo  del  míoisterío  del  Fomen- 
to general  del  reino  en  secretaría  de  estado  y  del  despacUo 
da  lo  Interior,  el  de  los  subdelegados  principales  en  gober- 
nadores civiles,  y  el  de  ios  de  partido  en  subdelegados  del 
gobierno  cif  il  (S). 

90ll«^A  pesar  de  los  deseos  del  gobierno,  por  entonces  no 
se  insliloyeron  estas  autoridades,  sea  que  las  cuestiones  po- 
líticas absorbiesen  los  cuidados  de  la  administración,  6  que  la 
penuria  de  loa  tiempos  no  hubiese  permitido  agravar  el  pre-* 
supuesto.  Restablecida  en  4836  la  Goostitucion  de  4818  y 
en  seguida  la  ley  de  3  de  febrero  para  el  régimen  económico- 
político  de  las  provincias  #  desaparecieron  aquellos  pensa- 
mientos de  centralitacion  administrativa  muy  poco  análogos 
k  |la  índole  de  dicha  ley ;  pero  en  la  modi^rna  del  8  de  abril 
reaparece  consignado  en  los  términos  siguientes:  tEl  go- 
bierno podrá  establecer  en  las  provincias  en  que  lo  juzgue 
necesario,  nue  6  mas  gafes  políticos  subalternos,  los  coales 
ejercer&n  en  sus  respectivos  distritos,  bajo  la  dependencia 
del  gefe  político  superior,  las  atribuciones  seAaladas  á  esta 
autoridad ,  pero  con  las  modificaciones  que  el  gobierno  de- 
termine» (3). 

En  virtud  de  este  articulo  se  han  establecido  cincuenta 
g$f9$  d$  disíriío  (4)  cuyo  título  cambiaron  h  poco  en  el  de 
géfu  dvihit  que  el  gobierno  ha  preferido  últimamente  #  por 
guardar  mas  perfecta  analogía  entre  la  denominación  y  las 
atribuciones  que  á  dichos  funcionarios  les  están  asigna- 
das (6). 

tsa.^En  los  gefes  civiles  deben  distinguirse  dos  caracn 
léres,  el  de  administradores  de  los  intereses  municipales  y 
el  de  agentes  de  la  administración  central. 

••v«— «Como  administradores  municipales,  son  alcaldes- 

(i)  Real  decreto  de  S3  de  octubre  de  iSdd ,  art.  t. 

(S)  Retí  decreto  de  16  de  mtyo  de  1834,  trt.  4. 

(3)  Art.  10. 

(4)  Real  decreto  de  1.'  de  diciembre  de  1847. 

(5)  Real  orden  de  6  de  enero  de  1848. 
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corregidores  en  los  pueblos  de  su  residencia,  y  ea  este  con- 
cepto tieoen  las  mismas  atribuciones  qae  la  ley  de  ayunta- 
miento seAala  á  los  alcaldes. 

998, — Como  agentes  del  gobierno,  pero  subordinados  al 
gefe  de  la  provincia ,  ó  en  calidad  de  gefes  políticos  subal- 
ternos, son  á  semejanza  de  los  superiores: 

99B. —  I.  Órganos  de  eomunieaei<m  6  agentes  auxiliares 
encargados  de  transmitir  los  mandatos  de  los  gefes  políticos, 
por  lo  cual  publican  y  circulan  las  leyes,  decretos,  órdenes  y 
disposiciones  que  aquellos  les  trasladen.  Revestidos  de  tal 
carácter  adquieren  la  cualidad  de  medianeros  forzosos  entre 
el  gefe  superior  de  la  provincia  y  los  alcaldes  de  los  pueblos 
y  sos  habitantes,  de  suerte  que  no  pueden  dirigirse  á  dicha 
autoridad,  sino  por  el  conducto  necesario  del  gefe  civil,  asi 
como  el  gefe  polftiso  tampoco  se  corresponde  directamente 
con  ellos  (4). 

Los  gefes  civiles ,  en  cuanto  ejercen  las  funciones  de 
agentes  intermedios,  son  autoridades  impasibles,  sin  volun* 
tad  propia  y  fieles  ejecutores  de  la  voluntad  de  un  gefe  supe- 
rior cuyos  preceptos  transmiten  sin  poder  reusar  su  obedien- 
ciani  su  notificación,  y  sin  facultades  para  modificar  sus  actos. 

'800. —  II.  Agentes  de  ejecución  por  cuanto  les  corres* 
ponde  en  virtud  de  autoridad  propia  conforme  á  la  ley  que 
los  instituye,  cumplir  y  velar  porque  sean  cumplidas  en  el 
distrito  3e  su  mando,  las  leyes,  decretos,  órdenes  y  disposi- 
ciones superiores  cuya  observancia  procuran ;  y  asi,  como  de- 
legados del  gobierno,  aunque  bajo  la  inmediata  dependencia 
del  gefe  político,  dictan  las  medidas  convenientes  dentro  del 
circulo  de  su  autoridad  para  dar  Cumplimiento  á  los  manda* 
tos  superiores :  mantienen  bajo  su  responsabilidad  el  orden 
y  el  sosiego  público :  protegen  las  personas  y  propiedades: 
reprimen  y  castigan  ciertas  faltas  dentro  de  los  limites  de 
la  policía  correccional,  instruyen  por  sí  mismos  ó  por  medio 
de  sus  delegados  la  sumaria  información  de  los  delitos  cuya 
averiguación  se  deba  á  sus  disposiciones  ó  agentes ,  entre* 

(1)    Real  decreto  de  l.«de  diciembre  de  1847,  arts.  ty5. 
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gando  á  los  tribaBsJes  competentes  los  detenidos  ó  presos 
con  las  diligencias  practicadas,  dentro  del  término  seOalado 
por  las  leyes:  coidan  de  todo  lo  reiatÍTo  á  sanidad  en  la  for- 
ma que  previenen  las  leyes  y  reglamentos :  dictan  en  casos 
imprevistos  y  urgentes  las  medidas  qne  la.  necesidad  recia* 
mare,  dando  cuenta  inmediata  al  gefe  político,  y  tienen  á  su 
cuidado  el  ramo  de  plroteccion  y  seguridad  pública  en  el  pue- 
blo de  so  residencia  (4  )• 

Como  agentes  de  ejecución  subordinados  m\  gefe  políti- 
co pueden  explicar  sus  actos,  ó  declararan  sentido,  pero  no 
ampliar  ó  restringir  el  contesto  literal,  so  color  de  interpre- 
tación, ni  dictar  otras  disposiciones  que  las  análogas  á  su 
car&^er  de  gefes  subalternos  y  autoridades  locales.  Tampo* 
00  pueden  corresponderse  directamente  con  el  gobierno,  pro- 
hibicion  Yiecesaria  para  mantener  la  subordinación  gerár- 
quica  en  el  orden  administrativo;  y  solo  en  el  caso  que  ocur- 
ra participar  alguna  noticia  importante  y  urgente  cuya  co- 
inunicacion  se  retrasaría  esperando  el  conducto  ordinario, 
les  está  permitido  trastornar  la  regularidad '  del  servicio  y 
quebrantar  esta  i^gla  de  disciplina. 

^#l.<^  III.  Medios  dé  iñstmecion^  en  virtud  de  cuyo 
carácter  les  pertenece  proponer  al  gefe  político  todo  16  que 
pueda  contribuir  al  adelanto  y  desarrollo  intelectual  y  moral 
de  los  pueblos  qne  administran  y  al  fomento  de  sus  intereses 
materiales  (2),  ilustrarle  en  puntéalos  pormenores  interesan* 
tes  de  la  administración  local,  instruirle  del  estado  de  la  opi- 
nion  y  evacuar  los  informes  que  les  fueren  pedidos. 

S09. — ^Siendo  los  gefes  civiliza  la  vez  repreifentantes  de 
la  administración  central  y  agentes  inmediatamente  subor- 
dinados á  los  gefes  políticos,  deben  tener  y  tienen  la  consi* 
deracion  y  la  potestad  de  superiores  gerárquicos  de  todas  las 
autoridades  encargadas  del  régimen  gubernativo  y  econó- 
mico de  los  pueblos  comprendidos  en  el  territorio  de  cada 
gobierno  civil;  por  cuya  razón  vigilan  é  inspeccionan  todos 

(I)    Arl.  2. 
(2;    Art.  2. 
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los  fimos  da  la  adoiiaisiracioQ  comprendUos  en  el  territorio 
de  sa  mando  y  los  establecimientos  qoe  de  ellos  dependen: 
dictan  las  disposiciones  eondacentes  4  la  buena  admintistra'* 
cien  de  los  pueblos  encomendados  ¿so  potestad;  presiden, 
en  ausencia  del  gafe  político,  todas  las  corporaciones  depen- 
dientes del  ministerio  de  la  Gobernación  sitos  en  el  distrito 
de  su  mando,  y  suspenden ,  en  caso  necesario,  y  con  tid  qoe 
no  se  opongan  á  ello  las  leyes  ó  los  decretos  y  órdenes  del 
gobierno,  ios  actos  de  las  antoridadeSt  corporaciones  y  agen- 
tes snbalteraos,  dando  al  instante  eienta  al  gefe  político  so* 
per¡or(4). 

sos. — La  autoridad  de  los  gefe9  civiles,  como  la  de  todos 
les  agentes  administrativos,  seria  tneGcáz  y  del  todo  initii,  si 
no  tuf  iesen  cierta  parte  del  poder  coercitiro  qoe  á  la  adminis* 
tracion  corresponde,  como  complemento  de  sn  pdtestad  de 
ejecutar  las  leyes.  Estos  medios  coercitivos  8on:-*^4  .*  aplí'» 
car  gubernativamente  las  penas  determinadas  en  las  leyes  y 
disposiciones  de  policía  y  en  los  bandos  de  buen  gobier-» 
noi'^-^S.^  imponer  hasta  400  reales  de  mnlta  en  los  poebles 
qoe  no  lleguen  á  quinientos  vecinos,  basta  300  en  los  qne 
no  lleguen  á  cinco  mil ,  y  hasta  500  en  los  restantes,  casti- 
gando por  via  de  corrección  todo  desacato  &  la  religión,  á  la 
moral  y  á  la  decencia  páblica  y  coalqniera  falta  de  respeto  4 
su  autoridad.  En  caso  de  insolvencia  sustituirá  la  ^na  pe«> 
cnniaria  con  la  de  detención  de  des,  seis  y  dies  dias  respeo- 
tivamente;  y  si  los  eicesos  fueren  merecedores  de  mas  ri«- 
goroso  castigo ,  debe  dar  parte  ai  gefe  político  para  qne  de«> 
termine  lo  conveniente:— 3.^  requerir  el  auxilio  de  la  herza 
armada,  cuando  los  frenos  de  la  obediencia  se  han  qnebran* 
tado  y  el  orden  público  no  pnede  conservarse  ó  restableoerse 
de  otra  manera  mas  suave  {%). 

Consideramos  innecesario  decir  mas  acerca  de  los  gafes 
civiles,  supuesto  que  la  Índole  y  las  atribuciones  de  estas 
antoridades  guardan  exacta  analogía  con  las  de  los  goles  po* 

(1)    Art.  3. 
(i)    Art.  3. 
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iMieos,  salvas  aquellas  claras  diferencias  que  iatrodncen  los 
dos  caracteres  de  agentes  subalternos  de  la  administración 
central  y  gefes  inmediatos  de  la  adnúnistraeíon  local  que  los 
distingneiiile  las  a«toridades  superiores  de  las  proTÍncias. 

CiPÍTÜLO  VIH. 

Be  !••  i^aldes,  tcMienies  de  aleaMes  )r  «lealdefl 

pedAiieos. 

•4. •««•Idea  de  paeblo.  89i.**'AdioiBÍBtrBn    la    fortuna 
S6.—SBP0IM  intereses  propios  BUMÍcipal. 

Lcomunee.  325.— Actos  de   gestión  j   de 
m  pueblos  estin  suje-  tutela, 

tos  á  dos  regímeoes ;  el  Z^ík-^íüñ  ttesldee  son  snuda* 
municiptl  y  el  generiL  tarios  de  los  pueblos. 

07.— Fundimento  de  esta  nece-  327.~Puedea  delegar  todas  sus 

sidad.  atribücionesT 

SS.-^on8eoaeDisías  de    dkha  32Sww.Caractéres  coimes  i  to- 
teoria.  dos  los  actos  de  los  al- 

09.— Origen  legal  de  los  al-  caldea. 

caldee.  Sfa.-*<^iibordÍBacíon. 

iO.--EiDrcieroniarisdicciaBor«  330.<**Potestad  reglamentaria* 

diñaría.  331,^neglasde  su  ejercicio, 

i!.— Alcaldes  ordmaríosyna*  332.— Diferencias  entre  los  re« 
Yoresu  ciameotos  que  los  alotl* 

1S«— Aniorídad  de  los  antiguos  des  dictan  como  del«|ga- 

alcaldes.  dos   del  gobierno  j  co- 

13. — Vicios  de  aquella  msti-  mo  admioístradores  de  los 

tncioB.  Dueblas. 

314. — Legislación  moderna^  333.— Poder  coercitivo  de  loa 
3 1 S.— Alteraciones  que  introdn-  alcaldes. 

ieroa  ks  reformas  poli-  SlM^-^Unites  de  ette.  podet . 

ticas.  335.--^Soapenaioa ,  enmienda  6 
316. — Doble  caricter  de  los  al-  revocación  de  los  actos 

caldea.  ée  los  aioaláes. 

ai7*-^El  alcalde ,  delegado  M  3.36,— Impt^gnacion  de  «ss  pro^ 

eo^ierno.  videncias, 

SIS.— Sus  atribuciones  como  an-  337.— Responsabilidad  de  los  al- 

tortdad  delegada.  saldes. 

¿ilS.'-^rganos  de  comqnicacioo.  33S.-^AIcaUea  corresidores. 

320. — Agentes  de  ejecpcion.  339. — Tenientes  de  alcalde. 

til. — Bus  fitcultades  como  admi-  340. — Alcaldes  pedáneos. 

«ialradores  de  lospoeblos.  14i.«^Garácter  de  los  oficios  de 
329.— Sus  actos.  slcalde  y  teniente  de  al* 

323.— Ejecutan  los  acuerdos  de  calde. 

tos  ayonUmieBtos.  342.— Ptrincipios  que  detorminaa 
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80  origen  muto.  349.— SaspeiisíoD  y 
34d.*Ttrios  sisUmas  de  Don-  de  los  alcaldes. 

brainiento.  346.— Efecto  de  estas  profiden- 
344.-*Iotervencion   de  la  Go-  cías. 

roña.  347.— Ageates  iaferíorea. 

804.— Para  formarse  idea  exacta  del  pueblo,  sea  ?¡lla  ó 
ciudad ,  es  preciso  ver  en  él  un  lodo  y  ht  parte  de  uq  todo  al 
mismo  tiempo;  es  decir,  una  familia  ó  corporación  particu* 
lar,  y  un  miembro  de  la  familia  ó  corporación  general. 

80&.— Considerado  bajo  el  primer  aspecto,  tiene  el  pue- 
blo una  existencia  colectiva  independiente,  intereses  aisla- 
dos y  un  gobierno  peculiar,  con  la  sola  limitación  de  reco- 
nocer la  supremacía  del  poder  soberano  y  acomodarse  en 
la  gestión  de  sus  negocios  privativos  á  las  leyes  y  regla- 
mentos. Bajo  el  segundo  aspecto  sacrifica  sus  intereses  de 
corporacioQ*al  bien  del  estado,  respeta  sus  leyes,  obedece  fc 
sus  autoridades,  y  en  suma,  pierde  todo  carácter  de  perso- 
nalidad  y  coDÍunde  su  vida  propia  con  la  vida  social. 

son.— De  esta  división  importante  nace  la  diferencia  en- 
tre el  régimen  municipal  y  el  gobierno  ó  la  administración 
del  estado»  y  surge  también  la  necesidad  de  instituir  ma- 
gistrados que  cuiden  á  la  vez  de  la  gestión  económica  de  ios 
intereses  vecinales  y  velen  por  la  conservación  y  fomento  de 
los  pAblicos. 

809. — Cuanto  mas  nos  acercamos  al  fondo  déla  sociedad» 
tanto  mas  claramente  divisamos  estos  dos  órdenes  de  actos 
administrativos,  porque  conforme  el  circulo  de  los  afectos  6 
intereses  se  estrecha»  las  relaciones  son  mas  íntimas  y  las 
cadenas,  sin  hacerse  mas  pesadas,  son  mas  fuertes.  Los  vín- 
culos políticos  abrazan  mayor  número  de  personas  y  deter^ 
minan  relaciones  mas  extensas  y  variadas;  pero  sujetan  mas 
nuestro  corazón  el  nudo  sagrado  de  las  familias  y  los  lazos 
de  la  sangre.  Es  un  problema  todavía  si  conviene  fundar  el 
órdeu  social  mas  bien  en  la  intensidad  que  en  la  extensión 
de  los  afectos,  dado  que  es  un  hecho  constante  en  nuestro 
siglo  que  cuanto  ganan  en  superficie  otro  tanto  pierden  en 
profundidad;  mas  como  quiera,  estos  sentimientos  de  amor 
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flODeeilirado  en  la  familia,  eneJ  paeblo  y  en  la  proviacia 
existen,  y  deben  ser  respetados  por  el  legislador,  mientras 
no  degeneren  en  an  egoísmo  colectivo,  apareciendo  el  esta- 
do como  an  vasto  sistema  de  asociación  cuyas  Tuerzas  se  ha- 
llan repartidas  en  mil  circuios  de  actividad  que  giran  alre- 
dedor de  un  solo  centro,  y  contribuyen  con  la  diversidad  de 
sus  movimientos  á  la  armonía  general. 

Por  manera  que  en  el  seno  de  la  grande  patria ,  de  la  pa* 
tria  común,  poseemos  ona  segunda  patria,  el  pueblo  en  don<> 
de  hemos  nacido,  en  donde  habitamos,  en  donde  viven  nues- 
tras familias  y  se  hallan  nuestros  bienes;  el  centro,  en  su- 
ma, de  todos  nuestros  intereses  los  mas  caros  y  de  nuestros 
recuerdos  los  mas  tiernos. 

S#9.— Conforme  áesta  teoría,  el  gobierno  mira  al  bien 
de  la  nación:  el  gefe  político  al  público  y  al  de  so  provincia, 
y  el  alcalde  está  instituido  para  procurar  el  común  juntamea« 
te  con  el  local.  Así  se  ha  comprendido  en  España  desde  los 
tiempos  mas  remotos  de  nuestra  monarquía,  pues  el  origen 
de  los  alcaldes  es  antiguo,  por  lo  mismo  que  la  necesidad  de 
su  establecimiento  no  es  moderna. 

sao. — Cuando  habláremos  de  los  ayuntamientos,  expon^ 
dremos  en  breves  palabras  la  historia  del  gobierno  munici- 
pal de  España,  porque  ahora  solo  entra  en  los  limites  de 
nuestro  cuadro  describir  el  origen  y  las  facultades  de  los 
alcaldes,  que  si  son  miembros  de  tas  corporaciones  munici- 
pales y  ejecntores  de  sos  acuerdos,  también  se  hallan  reves- 
tidos con  el  carácter  de  agentes  de  la  administración  central. 
Conquistada  Toledo  por  don  Alonso  VI,  fue  dividido  el 
gobierno  de  aquella  ciudad  entre  tres  alcaldes,  el  mayor 
nombrado  por  el  Rey  y  dos  ordinarios,  uno  de  los  muzárabes 
ó  vecinos  antiguos,  y  otro  de  los  castellanos  ó  pobladores 
nuevos,  ambos  elegidos  por  sos  respectivas  clases  (1)«  Aun- 
que la  institución  de  los  alcaldes  tuvo  por  objeto  administrar 
justicia  según  fuero,  y  venían  á  ser  estos  magistrados  unos 
jueces  foreros,  también  ejercían  atribuciones  gubernativas, 

(I)    Sempere^  Historia  del  derecho  español^  cap.  23. 
Tobo  I.  10 
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conociendo  por  vía  de  apelación  de  los  asontos  de  abasloa» 
propios  y  demás  ramos  de  policia. 

8i#.-*La  concesión  de  jurisdicción  &los  alcaldes  desna^ 
tnralizó  estos  oficina  que  debiendo  perienecer  enleraMente  al 
orden  administrativo  y  ser  principalmente  manioipales,  ad« 
qniríeron  el  carácter  de  públicos,  porque  á  sndesempeii 
iba  anejo  el  cargo  de  administrar  justicia;  y  como  el  mero  y 
misto  imperio  era  una  prerogativa  real ,  la  libertad  de  los 
pueblos  en  punto  fc  sn  gobierno  económico,  mas  bien  se  con- 
senró  por  el  influjo  de  las  corporaciones  llamadas  concejos  ó 
ayuntamientos,  que  en  manos  de  los  naturales  ejecutores  de 
BUS  acuerdos  y  providencias. 

811.— Sin  embargo,  algunos  pueblos  habían  redamado 
y  obtenido  el  fuero  de  no  recibir  jueces  forasteros,  sino  cuan- 
do todos  ó  la  mayor  parte  de  los  vecinos  lo  pidiesen;  pero  los 
Reyes,  constantes  siempre  en  la  política  de  robustecer  su  au- 
toridad enflaquecida  por  los  considerables  privilegios  que  ba* 
bian  otorgado  antes  á  las  ciudades  y  villas  del  reino  en  édio 
de  la  noblesa,  perseveraron  desde  el  siglo  XY  en  el  pensa- 
miento de  mandarles  corregidores;  así  he  que  unos  pueblos 
se  reglan  por  alcaldes  ordinarios  elegidos  por  ellos  mismos,  y 
otros  prestaban  obediencia  á  los  alcaldes  mayores  nombra* 
dos  por  el  Rey.  La  autoridad  de  los  delegados  reales  se  ea** 
grandeció  con  tanta  mas  facilidad,  cuanto  que  D.  Alonso  XI, 
para  evitar  varios  inconvenientes  del  gobierno  municipal, 
introdujo  la  extrafia  novedad  de  vincular  perpetuamente  en 
ciertas  familias  los  oficios  concejiles,  perdiendo  desde  enlon* 
ees  la  consideración  de  Bsagistraturas  populares,  y  quedando 
reducidos  á  la  categoría  de  titules  honoríficos  ó  vanas  distin- 
eioues  hereditarias  en  linajes  determinados. 

S19.— -Los  alcaldes  fueron,  pues,  primitivamente,  además 
do  ministros  de  justicia,  depositarios  de  una  parle  de  aque* 
Na  autoridad  pública  que  á  los  concejos  correspondía  para 
discntii^y  resolver  los  asontos  comunes,  y  superiores  de  cier'» 
tos  oficiales  municipales  de  cuyas  providencias  conocían  en 
grado  de  apelación;  y  al  mismo  tiempo  que  participaban  del 
gobierno  económico  de  los  pueblos,  solian  mandar  la  fuer- 
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za  armada  que  cada  coa^sejo  raaoteaia  á  su  sueldo  (lara  pro- 
foer  fcla  traDquilidad  de  sos  juntas  ó  calnldos,  asegurar  el 
eompthnteotodelajosUeía,  perseguirá aialhechores,  soste* 
ner  los  derechos  de  la  comunidad  y  safir  i  serTieio  del  pría- 
cipe  en  los  casos  estipulados  por  las  cartas  y  fueros. 

st8.-«-Les  alcaldes,  jarados  ó  jueces  foreros,  á  ditBren- 
cía  de  los  jueces  forasteros  ó  de  salario  que  el  Rey  noiibra* 
ba  y  retrilMifa,  llevaban  el  sello  de  uaa  creación  monstruosa., 
porque  so  ofirio  era  en  gran  parte  real,  y  so  noaibraaiíento 
de  origen  popular:  confusión  de  facultades  que  no  reprended- 
remos  en  los  hombres  de  aquellos  tiempos,  pero  tan  viciosa 
eatoBces  como  ahora.  Verdaderamente  losHeyes  yloscon- 
oéjos  protestaban  con  su  diaria  conducta  contra  los  vicios  de 
la  ¡«stitucion ,  pogaando  aquellos  por  extender  su  influjo  en 
el  g(>b¡eroo  de  los  pueblos,  y  resistiendo  eslos  la  invasión 
crecteate  de  la  autoridad  real ,  lacha  sostenida  con  empefio 
7  eofl  razoa  sobrada  por  entrambas  partes,  pues  si  la  tenían 
poderosa  las  ciudades  y  villas  para  defender  sus  libertades 
municipales,  tampoco  había  sinrazón  en  los  Reyes,  cuando 
revindicabaa  el  ejercicio  eiclosivo  de  sos  prerogativas.  El  ia-» 
teres  pAMieo  dernaadaba  dar  al  Rey  la  justicia,  y  el  gobier* 
no  ecopómieo  de  las  ciudades  y  vUlas  á  sus  alcaldes  y  con*- 
cejos;  pero  en  vez  de  esta  solodon  fácil  hoy,  imposible  en- 
tonces, herbíeron  de  entrar  en  tratos  los  Reyes  y  los  puebh» 
y  avenirse  recíprocamente,  otorgando  al  gobierno  municipal 
mas  ó  menos  libertades,  aunque  comunmente  solía  prevale* 
cer  cierta  propensión  hacia  el  encumbramiento  de  la  potes^- 
tad  real.  Porque  si  bien  se  consagraba  como  fuero  el  prínoi* 
pió  que  los  alcaldes  ó  jueces  fuesea  puestos  por  los  vecinos» 
unas  veces  se  requería  la  aprobación  ó  oonfirmacioa  de  este 
nombramiento  por  el  Rey ,  otras  estaban  los  pueblos  obliga- 
dos i  recibir  jueces  reales,  y  otras  en  fia,  cuando  las  ciuda-* 
des  ó  villas  habían  obtenido  el  privilegio  de  gobernarse  por 
si  propias,  todavía  quedaba  &  la  autoridad  real  abierta  una 
brecha  en  la  cláusula,  «salvo  ea  aquaUos  logares  do  nos  pi- 
diesen jueces  de  fuera  el  conceyo,  ó  la  mayor  parte  del  con* 
ceyo,  que  lo  podamos  nos  dar»:  ocasiones  que  por  desgracia 
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faeron  harto  frecuentes  á  causa  de  los  bandos  y  parcialida- 
des que  dÍTÍdieroD  después  á  los  pueblos^  y  ofrecieroaálo» 
Monarcas  mil  felices  coyunturas  de  debilitar  el  gobieroo  rou« 
nicipal,  nombrando  corregidores  que  reslablecian  la  pas  ad- 
ministrando imparciaimente  justicia. 

8l4.**Esta  diversidad  de  legislación  subsistió  basta  nues- 
tros dias,  lo  mismo  que  el  principio  de  la  elección  popular, 
pues  todavía  en  la  Novísima  Recopilación  se  ordena  que  i 
las  ciudades,  villas  y  lugares  de  estos  reinos  les  sean  guar- 
dados sus  privilegios  y  se  les  confirma  en  el  goce  de  sus  li- 
bertades y  franquezas»  buenos  usos  y  costumbres  (4). 

ai&.— Publicada  la  Constitución  de  4812,  la  autoridad  da 
los  alcaldes  fue  encerrada  dentro  de  sus  verdaderos  limites^ 
influyendo  la  nueva  organización  política  del  estado  ea  la 
separación  de  las  facultades  judiciales  de  las  administrativas 
que  por  tantos  siglos  estuvieran  confundidas.  La  ley  de  3  de 
febrero  de  48S3  considera  á  los  alcaldes  como  agentes  del 
gobierno  y  como  presidentes  de  los  ayuntamientos  y  ejecu- 
tores de  sus  acuerdos.  En  4824  recobraron  los  alcaldes  las 
atribuciones  judiciales  y  gubernativas  que  antes  ejeroiaa,. 
volviendo  á  ser  autoridades  de  doble  naturaleza,  y  perdieron 
en  cambio  su  origen  popular,  habiéndose  mandado  que  los 
ayuntamientos  propusiesen  en  terna  para  los  oficios  munici*- 
pales,  y  que  la  audiencia  óchancUlerta  del  lerríterío  nom- 
brase entre  los  propuestos.  Mas  adelante,  dividido  el  terríto* 
río  ea  partidos  judiciales,  ¿  instituidos  los  jueces  letrados,  «e 
proveyó  de  otro  modo  mas  conveniente  i  la  necesidad  de  ad«* 
ministrar  justicia,  prohibiéndose  á  los  alcaldes  ordinarios 
ejercer  acto  alguno  de  jurisdicción  contenciosa  (%)* 

Desde  entonces  acá,  así  como  fueron  grandes  y  freouen-* 
tes  las  vicisitudes  políticas,  varias  también  y  profundas  han 
sido  las  que  sufrieron  las  instituciones  administrativas;  pero 
todas  ellas  respetaron  constantemente  dos  principios,  la  elec- 
ción popular  y  el  carácter  administrativo  de  los  alcaides,  si 
bien  en  cuanto  á  su  desarrollo  hubo  graves  diferencias  cuya 

(1)    Ley  1,  lit.  iT,  lib.  vii,Hov.  Bccop. 
(9)    Beil  orden  de  S  de  setiembre  de  1S3  í. 
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jmpt rUnmcnscié  por  habérselas  considerado  cono  cbesüof- 
nes  de  partido. 

•ta^--*'!^  toy  de  orgaaízacíoa  y  airíbaciones  de  los  ay un*- 
lamienios  TÍgeoleen  eldia^  distinguo  en  los. alcaides  dos 
caractérssi  segon  loa  coales  éjeroea  atribactoaes  diversas, 
potsobraa  mías  veces  como  delegados  del  gobieroo,  y  otras 
como  admíaistzadores  de  ios  paeblos;  es  decir,  que  le  cor^ 
nspondeo  a(fibQDÍ0Qes  mistas  ea  razón  de  su  doble  cario» 
ter  de  autoridad  pública  é  mdividoo»  del  ayuntamiento. 

st!l.*^Qtte  el  alcalde  teaga  facultades  delegadas  por  la  ad- 
ministracioa  central  y  que  las  haya  de  ejercer,  no  en  inte- 
rés deldisiriU)  municipal  cayo  administrador  es,  sino  en  pro* 
fecho  de  la  sociedad  general ,  lo  exige  el  dogma  de  la  unidad 
administrativa,  el  cual  requiere  que  asi  como  hay  un  solo 
gefe  .supremo  en  el  corazón  del  estado  y  una  sola  autoridad 
enperior  á  la  cabeza  de  tas  provincias,  haya  también  un  ma- 
gíBlrado  único  en  el  seno  de  los  pueblos. 

Loa  alcaldes,  como  delegados  del  gobierno,  están  bajo  la 
i9m0dmfa  autoridad  del  gefe  politice  (1 ),  é  del  gefe  civil  doa- 
itaichobieie:  son  agentes  de  la  administración  central,  y  la 
ley  los  subordina  enteramente  á  sus  superiores  gerárquícos 
en  el  óeden  administrativo.  Sea  puros  mandatarios  de  la  ad«- 
minisirácion  superior,  por  lo  cual,  no  solo  corresponde  á es- 
la  el  derecho  de  vigilancia  é  inspección,  sino  la  iniciativa  en 
los  actos  de  los  alcaldes  por  medio  de  órdenes  é  instruccio- 
■aBicnyo£el  cumplimieote  están  obligados,  porque  todo 
maadalarb  debe  seguir  la  voluntad  de  su  mandato,  animar- 
ae  coa  sa  eqiirito,  empaparse  en  su  pensamiento. 

•t8w-**Cfmo  delegados  del  gobierno,  los  alcaldtis  pue- 
den ser: 

810. —  1.  Órganos  de eamunieaciím  que  obran:  4.^  noii- 
ficanio  ó  pabUcaodo  las  leyes,  reglamentos,  reales  órde- 
nes y  disposiciones  de  la  administración  superior.  Adviérta- 
se»  sin  embargo,  que  no  es  condición  esencial  para  que  las 
leyes  sean  obligatorias  esta  forma  de  promulgación ,  y  por 

(1)    Ley  de  8  de  enero  de  1845,  art.  73. 
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nato  la  íaleryeneion  oficial  del  aloatde  solo  es  atecsarii  eon 
respecto  á  las  leyes  y  reglamentos  de  general  obaenranóia 
coya  notificación  le  fuere  mandada,  y  siempre  qoe  los  aeios 
legíslatif os  ó  administratÍTos  no  debiesta  ser  ejecatadoa  sí* 
no  por  los  habitantes  de  on  distrito  aianicipal»  pon(M  ea- 
toncos,  no  siendo  promulgados  k  manera  de  preceptos  coas»- 
nes,  es  preciso,  para  que  sean  ejecatorios,  d  concurso  de  la 
autoridad  de  los  alcaldes ,  coa  4sl  fin  de  que  llegue  á  Boüeta 
de  aquellos  á  quienes  obligan:  S.^  trantmtíUndo  á  los  geCss 
civiles  ó  gefes  políticos  las  redamaciones  ó  qnejasque  los  ha* 
hitantes  ele?aren  &  estas  autoridades  por  su  coadneto:  3.**  ^ 
ilustrando  k  las  mismas  autoridades  con  sus  informes  sobre 
pormenores  de  la  administración  ó  pretensieaes  indi? idoalea, 
cuando  les  fueren  pedidos. 

89#.^  II.  Agentes  de  qecueion  ó  encargados  de  csmplir 
y  hacer  cumplir  las  leyes  y  disposiciones  superiores  qoe  pra* 
ceden:  i  ."^  ejecutanda  todos  los  deberes  especíales  qoe  les 
sefialan  las  leyes  y  reglamentos  en  punto  á  reemplaaos  del 
ejército,  beneficencia,  instroccioopibliea,  estadistíoa  j  de« 
más  ramos  de  la  administración :  8.^  meméemdo  6  adoptando 
por  si  propios,  donde  no  hubiere  delegado  del  gobierno,  toa- 
das las  medidas  protectoras  de  la  segoridad  personal  y  de  la 
tranquilidad  pública,  y  dictando  reglamentos  ó  bandos  coa-» 
docentes  al  ejercicio  de  sus  atribuciones:  3/*  awriHemdak 
los  recaudadores  de  las  contribuciones  y  suministrando  i  las 
tropas  nacionales  alojamientos  y  bagajes,  para  qoe  ningooo 
de  estos  seryicios  se  dilate  ó  interrumpa:  4.^  refrimendo  6 
aplicando  gubernativamente  las  penas  señaladas  eo  laf  leyes 
y  reglamentos  de  polícia:  5.^  y  por  último ,  r«foírísmii  el 
auxilio  de  la  fuerza  armada  cuando  fuere  necesario  so  apoyo 
para  conservar  el  orden  público  (4). 

S91.— Como  administradores  de  los  poebloe  poseen  loa 
alcaldes  autoridad  propia  emanada  de  la  ley «  aunque  la  ejer* 
cen  bajo  la  vigilancia  de  la  administración  superior;  eo  de« 
eir,  que  coando  son  delegados  del  gobierno,  este  los  sobor- 

(1)    Ley  de  8  de  enero  de  IS45,  art.  73. 
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diiiai  nía  aecioi  tmnedku  j  tiene  en  sos  aeloe  ona  ínter- 
venoiim  direeia;  pero  sí  obran  en  calidad  de  mandatarioe  de 
loa  pueblos»  la  aecion  es  mediata  y  la  interfencioQ  se  limita 
al  «íereicie  de  aqod  derecho  de  suprema  inspección  que  ea 
todas  las  cof poracíoBes  pertenece  al  gefe  del  poder  ejecnti- 
vOf  á  fin  de  que  las  leyes  y  reglamenlee  sean  observada»;  de 
otfa  saerle  pcMlf ía  snceder  que  el  bien  público  fuese  pospnes- 
io  á  nn  interés  colectivo,  y  el  todo  sacrificado  á  la  menor  de 
sos  partes. 

Las  lacaltfkdes  de  los  alcaldes  como  administradores  de 
los  pueblos,  no  son»  (Mea,  delegadas  por  el  gobierno,  aino  pro^ 
pías  é  tnherentea  k  la  misma  nataraleza,  á  la  esencia  misma 
del  peder  maaícipal,  porqae  si  los  ayuntamientos  son  eorpo- 
raciones  reconocidas  y  aprobadas  por  la  ley :  si  tienen  una 
eualeocia  pública  distinta  de  la  vida  general :  si  ligan  á  loa 
vecinos  entre  si  ciertas  relaciones  y  los  unen  ciertos  inte- 
reaes  que  ni  son  de  familia,  ni  de  sociedad;  y  si  en  fin  po- 
seen bienes  propios  ó  na  patrimonio  común  á  los  habitaatea 
de  cada  pueblo  9  preciso  es  qae  haya  un  representante  de  es- 
ta sociedad  y  oa  gerente  de  la  fortuna  municipal. 

SM.^Todos  los  actos  de  los  alcaldes  como  administra-* 
dotes  de  los  pueblos*  emanan  pues  del  principio  de  conser- 
vación apUoado  á  dichas  asociaciones  políticas:  son  actoa 
conservatorios  de  su  existencia,  favorable  á  su  desarrollo  y 
(rntaclores  de  so  reposo ;  por  coya  rason  los  alcaldes : 

99B.^  L  Son  iffeutorei  natos  de  los  acuerdos  de  los 
aynnlamieatos,  cuando  tienen  legalmente  el  carácter  de  eje- 
cutorios; mas  cuando  versaren  sobre  asuntos  ágenos  &  la 
competencia  de  la  corporación  municipal,  ó  pudiesen  ocasio- 
nar perjuicios  públicos»  suspenderán  su  ejecución  basta  con- 
aultaf  al  geiéfolitioo  (4)*^  También  ejecutan  las  deliberacio- 
Ees  de  los  ayuntaasientos,  si  fuesen  conformes  á  las  leyes  y 
reglamentes ,  y  si  además  recayese  la  aprobación  del  gefe 
polttieo,  cuando  sin  ella  no  puedeft  llevarse  á  efecto  (3). 
Por  manera  que  los  alcaldes  son  los  administradores  unir 

(I)    Art.  74,§.  1. 
(S)    Art.  81. 
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eos  de  los  pueblos :  las  corporaciones  monieipaleB  aeoerdan 
y  deliberan:  en  la  emisión  del  voto  espiran  sas  facultades, 
y  allí  mismo  empiezan  las  del  alcaide.  En  la  administración 
municipal ,  como  en  la  general ,  la  deliberación  es  obra  de 
concejos  ó  autoridades  colectivas,  y  la  ejecución  pertenece 
siempre  á  las  autoridades  unipersonales. 

Como  á  tales  únicos  encargados  de  la  ejecución  les  cor- 
responde : 

4  .^  Dirigir  los  establecimientos  municipales  de  instruo- 
clon  pública,  beneficencia  y  demás  sostenidos  por  ios  fondos 
del  común,  con  sujeción  á  las  leyes  y  reglamentos  especiad- 
les de  los  mismos  establecimientos,  precaviendo,  comproban- 
do, corrigiendo  ó  denunciando  los  abusos  que  observaren 
con  firmeza  y  discreción. 

2.^  Elevar  al  gefe  político,  y  en  su  caso  ai  gobierno  por 
conducto  del  mismo  gefe ,  las  exposiciones  y  reclamaciones 
que  el  ayuntamiento  acuerde  en  asuntos  propios  de  sos  atri- 
buciones ,  y  corresponderse  con  ios  alcaldes  de  otros  pueblos 
ó  distritos  de  la  misma  provincia,  cuando  fuere  necesario  pa- 
ra arreglar  intereses  comunales  ó  para  el  mejor  desempefio  de 
sus  peculiares  obligaciones  (4). 

Guando  los  alcaldes  fuesen  de  distinta  provincia ,  no  pue- 
den corresponderse  entre  sf,  porque  no  perteneciendo  á  la 
misma  unidad  administrativa,  sus  relaciones  pudieran  com- 
prometer el  servicio  provincial ,  y  además  carecen  de  supe- 
rior común  que  termine  sus  desavenencias;  de  manera  que 
si  dos  alcaldes  de  diferente  provincia  necesitaren  eomuaíoar- 
se  oficialmente;  ambos  deben  dirigirse  á  su  gefe  político  rei*^ 
pectivo. 

3.®  Ejecutar  todas  las  medidas  de  policfa  urbana  y  ru- 
ral, es  decir,  velar  por  la  seguridad,  salubridad,  comodi** 
dad,  ornato  y  reposo  público  en  las  ciudades,  y  proteger  las 
cosechas  en  el  campo  conforme  á  las  leyes,  reglamentos  y 
disposiciones  de  la  autoridad  superior  y  con  arreglo  á  las  or- 
denanzas municipales:  nombrar  á  propuesta  en  lema  hecha 

(I)    Arl.  74,§§.  S,  í!y  12. 
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por  el  ayoatamteato,  todos  los  dependientes  de  los  ramos  de 
políefa  urbana  y  rural  para  quienes  no  haya  establecido  un 
modo  especial  de  nombramiento,  suspenderlos  y  destituirlos 
como  gefe  que  es  de  este  servicio,  y  conceder  ó  negar  per* 
miso  para  toda  clase  de  diversiones  públicas  y  presidirlas, 
coando  el  gefe  político  no  lo  hiciere  (4). 

S94. —  lí.  Son  gerentes  déla  fortuna  municipal  ó  admí-- 
nistradores  del  patrimonio  de  los  pueblos  que  defienden  en 
juicio  ó  extrajudiciaimente.  Asi  procuran  la  conservación  de 
las  fincas  pertenecientes  al  común:  vigilan  y  activan  las  obras 
públicas  que  se  costean  con  fondos  municipales:  velan  sobre 
el  buen  desempeño  de  los  administradores  y  empleados  en  la 
recaudación  é  intervención  de  los  fondos  comunes:  presiden 
las  subastas  y  remates  públicos  de  ventas  y  arrendamientos 
de  bienes  propios,  arbitrios  y  derechos  del  común  con  asis* 
lencia  del  regidor  sindico :  otorgan  las  escritoras  de  com- 
pras, ventas,  transacciones  y  demás  para  que  se  halle  auto- 
rizado el  ayuntamiento  y  representan  en  juicio  al  pueblo  ó 
distrito  municipal ,  ya  sea  como  actor,  ya  como  demandado 
coando  estuviere  competentemente  autorizado  para  litigar, 
y  en  casos  urgentes  podrá  también  presentarse  en  juicio 
desde  luego,  dando  cuenta  inmediata  al  gefe  politico  para  ob- 
tener la  debida  autorización  (S) » coosiderándose  aquel  acto 
como  interino  ó  puramente  conservatorio  de  los  bienes  ó  de 
los  derechos  del  ayuntamiento  comprometidos  tal  vez  en 
una  leve  dilación. 

Si  el  gefe  político  no  aprobase  después  el  acto  conserva* 
torio,  la  responsabilidad  seria  personal  del  alcalde  ó  común 
del  ayuntamiento,  según  que  hubiere  aquel  incurrido  en  un 
error  ó  falta  indisculpable,  ó  hubiese  procedido  con  un  ex- 
ceso de  celo  mas  dtgno'de  aprecio  que  de  enmienda. 

S9lft.*-En  estos  casos  obra  el  alcalde  como  tutor  de  los 
pueblos  en  virtud  de  un  mandato  puramente  civil:  sus  actos 
son  de  carácter  privado  y  están  sujetos  á  las  reglas  del  dere* 
ebo  común  y  á  la  competencia  de  los  tribunales  ordinarios.  La 

(I)    Art.  74,  §§.  5,  6  y  9. 

M    Art.  74,  §§.  2,  3,  4,  7  y  10. 
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aoiorizacioD  admiaistratíva  no  cambia  la  naturaleza  de  ealoa 
actos  de  gestión  y  tutela,  sino  que  protege  en  nonlire  del 
estado  al  ayuntamiento  considerándole  como  un  menor,  y  sir* 
ve  para  corroborar  la  obligación  contraída  privándola  de  iodo 
efecto  retroactivo. 

Entre  ana  obligación  celebrada  por  el  alcalde  en  nombre 
del  ayantamiento  previa  la  antorizaeion  administralífa,  y 
otra  contraída  sin  este  requisito  previo,  hay  una  diferencia 
esencial,  á  saber,  que  lá  convención  no  autorizada  obliga  al 
tercero  sin  que  la  administración  municipal  quede  obligada, 
y  la  autorizada  liga  á  entrambos  contrayentes,  porque  es  per* 
fecta ;  pero  si  recayese  en  la  primera  la  aprobación  posterior 
del  gefe  politice,  el  contrato  adquiere  fuerza  de  d^nitivo. 
Esto  se  aplica  á  la  convención  pura  y  simple;  mas  sifué* 
se  condicional ,  estipulando  los  contrayentes  tiajo  el  supuesto 
de  obtener  la  autorización  administrativa,  nadie  queda  obli* 
gado,  sino  se  alcanza. 

•••.--Obsérvese  ahora  como  los  alcaldes,  cualesquiera 
que  sean  las  atribuciones  que  ejerzan  con  el  carácter  de  ad- 
ministradores de  los  pueblos,  son  sus  verdaderos  mandata- 
rios, de  suerte  que  si  el  ayuntamiento  tiene  la  vos,  la  per* 
sonalidad  reside  esclnsivamente  en  el  alcalde. 

••9.— Siendo  estos  magistrados  las  autoridades  aoperío* 
res  encargadas  de  la  administración  comunal,  es  obvio  que 
tendrán  facultades  para  delegar  las  atribuciones  qne  les  cobih 
peten  por  derecho  propio  ó  en  virtud  de  la  ley  cuyos  agentes 
son  en  este  caso,  y  no  del  gobierno,  en  sus  inmedialou  su- 
balternos á  quienes  podrán  cometer  el  cuidado  de  todo  ó  par^ 
te  de  los  ramos  dependientes  de  su  potestad  dentro  de  los  U« 
mi  tes  prescritos  por  las  leyes,  reglamentos  y  disposiciones 
superiores  (4 ) ;  pero  no  asi  podrán  delegar  ni  so  autoridad, 
ni  su  representación  civil  en  otra  persona  alguna,  aunque  lo 
consienta  el  ayuntamiento,  porque  todas  las  atribuciones 
del  alcalde  son  de  ¿rden  público. 

•••.— Bn  todos  los  aotos  de  los  alcaldes  como  delegados 

(I)    Art.  77. 
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del  gobierno,  ora  notifiquen,  transmitan  ó  ilustren,  ora  eje- 
cuten, manden,  aaxilien,  castiguen  ó  requieran,  y  en  todos 
los  demás  relativos  á  la  administración  comunal  y  á  la  ges- 
tkia  del  patrimonio  de  los  pueblos,  se  descubren  tres  carac- 
teres fundamentales,  á  saber,  la  subordinación  gerárquica, 
la  potestad  reglameataria  y  el  poder  coercitivo,  caracteres 
eomones  á  los  actos  de  todas  las  autoridades  administrativas. 

••••— La  subordinación  impone  á  los  alcaldes  el  estrecho 
deber  de  la  obediencia  á  las  disposiciones  del  gobierno  y  de 
sus  representantes  en  las  provincias  y  en  los  distritos,  asi 
como  la  superioridad  gerárquica  de  estos  es  la  razón  porque 
b  ley  les  confiere  el  derecho  de  suspender,  reformar  ó  anu- 
lar los  actos  de  los  alcaldes.  Mas  como  pudiera  acontecer  que 
el  servicio  público  fuese  comprometido  por  el  abandono  ó  la 
resistencia  formal  de  un  alcalde,  el  legislador,  previendo  este 
caso,  ha  dispuesto  que  cuando  un  alcalde  dejase  de  ejecutar 
algún  acto  prescrito  por  la  ley,  el  gefe  político  después  de 
haberle  requerido  al  cumplimiento ,  deberá  proceder  oficial* 
mente  á  «u  ejecución  ya  por  sí,  ya  por  medio  de  comisiona* 
do,  dando  en  seguida  parte  al  gobierno  de  la  desobediencia 
del  alcalde  para  la  resolución  á  que  hubiere  lugar  (4 ).  Pues- 
to que  el  gobierno  está  encargado  de  la  ejecución  de  las  le- 
yes ímJo  su  responsabilidad ,  es  preciso  concederle  la  autori» 
dad  bastante  para  remover  cualesquiera  obstáculos  á  la  ac* 
cioii  libre  del  poder  ejecutivo. 

ssa.— La  plenitud  de  la  potestad  reglamentaria  reside  en 
el  Rey ,  quien  la  comunica  á  todas  las  autoridades  á  las 
cuales  delega  la  facultad  de  hacer  ejecutar  las  leyes,  porque 
no  son  los  agentes  del  gobierno  en  ningún  grado  de  la  esca- 
la administrativa  instrumentos  de  ciega  obediencia,  sino 
delegados  de  su  pensamiento  y  de  su  acción.  Cuando  los  al- 
caldes obran  como  administradores  de  los  pueblos,  la  potes- 
tad reglamentaria  reside  según  la  ley  en  los  ayuntamientos 
cuyos  individuos  son,  y  participan  con  este  carácter  de  su 
ejercicio. 

,    -.  ^4 

(!)    Arl.  76. 
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381. — Varias  son  las  reglas  que  conviene  tener  preseátet 
eñ  cuanto  al  ejercicio  de  esta  potestad  reglamentaría,  á 
saber: 

I.  Los  alcaldes  poseen  la  potestad  reglamentaría,  no  Mo 
respecto  á  las  materias  que  la  ley  de  8  de  enero  les  confia, 
bien  los  considere  como  delegados  del  gobierno ,  bien  como 
administradores  de  los  pueblos,  sino  también  relativamente 
al  ejercicio  de  las  atribuciones  que  según  leyes  especiales  les 
corresponden.  Dentro  de  dichos  limites  los  actos  de  su  au- 
toridad  son  legitimes;  si  los  traspasaren,  constituirán  una 
ilegalidad  por  razón  de  incompetencia  ó  por  enefiso  de  po- 
der: entonces  no  son  obligatorios,  ni  por  su  desobediencia 
incurre  nadie  en  falta.  Los  tribunales  tampoco  deben  apo-* 
yarlos  con  su  autoridad,  so  pena  de  hacerse  cómplices  del 
acto  ilegal,  y  á  fuer  de  ilegal,  nulo. 

Mas  si  la  disposición  reglamentaría  cabe  dentro  de  los 
poderes  del  alcalde,  aun  cuando  fuere  inoportuna,  perfudiciál 
ó  inconveniente,  será  siempre  un  verdadero  acto  administra^» 
tivo  que  los  habitantes  deben  obedecer  y  los  tribunales  apli* 
car ,  hasta  que  el  superior  gerárqutco  tuviese  á  bien  refor-*- 
marlo  ó  anularlo. 

IL  Si  la  ley  hubiere  reglamentado  ya  cierto  servieío  de 
los  que  están  bajo  la  autoridad  del  alcalde,  éstenapuede  al- 
terar las  reglas  establecidas  subrogando  su  voluntad  á  ládel 
legislador,  ni  por  consiguiente  ampliar  ó  restringir  su  sen- 
tido, ni  imponer  penas,  ni  agravar  las  impuestas. 

IIL  Cuando  la  ley  otorga  á  los  alcaldes  la  potestad  regla-* 
mentaria  sin  señalar  límites  fijos  á  su  autoridad,  no  se  ea* 
tienda  que  le  confia  un  poder  omnipotente.  Si  obra  como  de* 
legado  del  gobierno,  debe  respetar  los, principios  oonstittt«> 
clónales  y  las  leyes  fundamentales  del  estado:  por  qemplo, 
no  podrá  un  alcalde  violar  el  domicilio  de  un  habitante,  so 
pretesto  de  averiguar  ó  castigar  una  infracción  de  sos  ban* 
dos.  Si  procede  como  administrador  de  los  pueblos,  tampoeo 
debe  publicar  las  deliberaciones  de  los  ayuntamientos  en 
materias  de  administración  municipal,  siendo  opuestas  á  las 
leyes  y  reglamentos. 
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IV.  Asimismo,  los  bandos  relativos  á  intereses  permanen- 
tes 6  de  observancia  constante  no  son  ejecutorios  mientras  no 
fueren  aprobados  por  el  gefe  político  (4 )»  porque  si  la  grave- 
dad de  las  disposiciones  no  salva  la  linea  de  la  potestad  re«- 
glamentaria,  hace  por  lo  menos  moy  delicado  su  ejercicio.  En 
tales  casos  interviene  el  gefe  de  la  provincia  liroitaado  la  au- 
toridad del  alcalde  en  nombre  del  estado  y  en  representación 
de  las  generaciones  futuras ,  pues  las  sociedades  no  tienen 
una  existencia  limitada  por  la  duración  de  la  vida  humana. 

V.  El  reglamento  legalmente  becho  es  una  ley  común 
ó  una  regla  de  la  administración  local  dentro  del  distri  - 
to.  Es  obligatorio  para  todos  los  vecinos  y  para  las  demás 
personas  residentes  ó  transeúntes:  su  carácter  es  la  ge^ 
neralídad.  Cualquiera  disposición  dictada  por  el  alcaide  en 
odio  ó  en  favor  de  algún  individuo  ó  individuos  en  partí -> 
colar»  no  seria  un  reglamento»  sino  un  acto  de  persecución, 
6  un  privilegio  reprobado  por  la  ley  constitucional  que  esta- 
blece la  igualdad  de  los  espaftoles  ante  la  ley.  Verdadera^ 
mente  puede  el  alcalde  dictar  reglamentos  relativos  á  ciertas 
clases  ó  profesiones;  pero  aun  entonces,  no  mira  á  las  per* 
sonas,  sino  á  las  condiciones  previstas,  y  si  adopta  provi- 
dencias individuales,  debe  ser  en  cuanto  tuvieren  por  objeto 
la  ejecución  de  alguna  ley  ó  reglamento  general. 

TI.  Los  reglam^entos  deben  publicarse  en  la  forma  de  ' 
costumbre;  antes  de  la  promulgación  no  tienen  fuerza  obli- 
gatoria. Esta  notificación  administrativa  no  convendrá  que 
sea  verbal  solamente,  sino  escrita,  y  babrá  de  fijarse  en  los 
parages  mas  públicos  para  que  llegue  á  pleno  y  exacto  cono- 
etoiiento  de  cuantos  estuvieren  obligados  á  su  observancia. 

•••.--«•Eatre  los  reglamentos  que  los  alcaldes  dictan  co-* 
moagentes  del  gobierno  y  los  que  mandan  observar  como 
mandatarios  de  los  pueblos,  median  las  siguientes  dife- 
rencias: 

I.  Los  primeros  son  emanación  de  una  autoridad  delega- 
da: los  segundos  nacen  de  un  derecho  propio. 

(1)    Art.  73,  §.  6. 
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II.  Los  primeros  soa  relativos  á  la  admíoístraeion  gene- 
ral :  los  segundos  á  la  admiaistracion  manicipal. 

III.  Aquellos  son  actos  de  la  autoridad  exclnsifa  de  loa 
alcaldes,  porque  ellos  solos  están  encargados  de  la  aeeion  eje** 
cutiva  en  los  pueblos:  estos  son  deliberacionea  de  los  ayon* 
tamíentos  á  quienes  la  ley  confia  la  potestad  reglamentaria. 

IV.  Los  unos  los  publican  y  ejecutan  bajo  la  autoridad 
de  la  administración  superior:  los  otros  bqo  su  inspección  ó 
vigilancia. 

Y.  T  en  suma,  aquellos  son  ejecutorios  en  virtud  de  la 
delegación ,  excepto  cuando  recaen  en  intereses  permaam-» 
tes  ó  fueren  de  observancia  constante ;  y  estos  son  ejecotO'- 
rios  por  la  voluntad  misma  de  la  ley,  salvos  los  casos  en  que 
se  reserva  á  la  administración  general  el  derecho  de  aprobar- 
los previamente. 

SS8.— El  poder  coercitivo  es  el  complemento  de  la  po- 
testad reglamoDtaria,  porque  en  vano  hubieran  la  ley  y  el 
gobierno  otorgado  á  los  alcaldes  la  (acuitad  de  dictar  regla- 
mentos, si  la  observancia  de  estos  no  estuviese  asegurada 
con  una  sanción  penal. 

La  facultad  de  los  alcaldes  para  aplicar  penas  es  puramente 
gubernativa  y  no  judicial,  de  suerte  que  si  castigan,  prooe« 
den  tan  solo  por  via  de  corrección  6  enmienda  y  para  enaal- 
aar  y^  robustecer  su  autoridad  administrativa:  es  también  la 
consecuencia  de  una  delegación  de  la  ley  en  favor  del  poder 
ejecutivo  del  cual  participan  como  agentes  del  gobierno  y 
administradores  comunales. 

S8A.--L08  limites  de  esta  potestad  son  ciertos  y  eslin 
señalados  por  la  ley.  Puede  d  alcaide  aplicar  gBbernattvmr* 
mente  las  penas  establecidas  en  las  leyes  y  reglamenios  de 
policía  y  en  las  ordenanzas  municipales,  é  imponer  y  eadgir 
multas  con  las  limitaciones  siguientes:  hasta  400  reales  en 
los  pueblos  que  no  llegan  á  quinientos  vecinos:  hasta  300 
en  los  que  no  lleguen  á  cinco  mil  y  hasta  500  en  les  res- 
tantes (4  ].  Si  se  excediese  en  rigor,  cometeria  un  acto  ilici- 

(1)    Art.  75. 
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to  qte  el  código  (MObI  distiogoe  con  la  deaominacioa  de  aboso 
contra  particoiarts  y  castiga  con  mas  ó  menos  sereridad, 
segon  los  casos. 

Cuando  la  infmecion  ó  falta  da  observancia  de  un  regla- 
mento mereciese  por  so  natoraleza  ser  castigado  con  penas 
mas  graves,  el  alcalde  instruirá  la  correspondiente  sumaría 
que  pasará  al  juez  ó  tribunal  competente;  y  si  la  pena  pecu* 
niaria  no  pudiese  hacerse  efectira  por  insolrencia  del  mnU 
tado,  debe  dar  parte  á  su  inmediato  superior,  á  fin  de  que  la 
conmute  en  corporal  en  oso  de  sus  facultades,  si  lo  estimare 
conTeniente,  dado  que  la  ley  no  autoriza  á  los  alcaldes  para 
imponer  la  de  detención  por  tiempo  alguno. 

SStt.— Como  los  alcaldes  ejercen  muy  distintas  atribucío- 
nes ,  unas  propias  de  la  administración ,  otras  relativas  á  la 
justicia,  corresponde  anular i  suspender  ó  corregir  sus  actos 
á  distintos  superiores ,  esto  es ,  á  los  jueces  de  primera  ins- 
tancia y  á  las  audiencias  del  territorio  en  el  orden  judicial, 
á  los  intendentes  de  la  provincia  en  cuanto  al  servicio  de 
las  reutas  páblicas  y  al  gefe  politice  en  todos  los  negocios  de 
la  administración  general  y  local. 

SMI.-- Guando  los  alcaldes  obran  en  virtud  de  la  potes- 
tad reglamentaria,  sos  actos  no  pueden  ser  impugnados  por 
la  via  contenciosa,  la  cual  nunca  es  admisible  contra  el  po* 
der  discrecional:  es  preciso,  en  tal  caso,  acadir  al  gefe  po-- 
Utico  por  la  via  gubernativa,  quien  de  oficio,  ó  á  petición  de 
parte»  anula,  suspende  ó  corrige  sus  providencias»  escepto ' 
en  ponto  á  reglamentos  para  la  administración  municipal 
que  bien  podrán  ser  anulados  ó  suspendidos,  pero  no  corre- 
gidos ni  enmendados. 

Bn  verdad  rara  ves  las  disposiciones  de  los  alcaldes, 
mientras  fueren  puramente  administrativas,  provocarán  re- 
clamación alguna  fundada  ante  la  autoridad  superior;  pero 
con  todo ,  la  ley  debe  prever  los  casos  en  que  sus  actos  pu* 
dieran  lastimar  intereses  legitimes  ó  tener  algún  contacto 
con  los  derechos  del  dominio  privado,  abriendo  recursos  fá- 
cilmente accesibles  al  mas  leve  agravio.  De  otro  modo ,  las 
franquicias  municipales  tornarlanse  en  dafio  de  las  libertades 
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públicas,  porque  si  do  se  otorgasen  al  ciodadano  garanifas 
contra  los  abusos  del  poder  muaicipaU  enlazando  la  acción  de 
sus  agentes  con  la  del  gobierno  y  los  suyos,  correriamos  el 
peligro  de  caer  en  manos  del  peor  de  todos  los  despotismos» 
el  doméstico  apoyado  en  un  principio  popular. 

889. — A  la  independencia,  pues,  de  los. alcaldes  conviene 
sustituir  su  responsabilidad,  no  solo  como  delegados  del  go- 
bierno, sino  como  mandatarios  délos  pueblos.  Son  responsa- 
bles los  alcaldes  de  sus  actos  ejercidoscon  el  carácter  de  agen- 
tes  administrativos  k  la  manera  que  las  demás  autoridades: 
de  consiguiente ,  no  podrán  ser  encausados  sin  la  autoriza- 
ción previa  del  gefe  político.  Esta  garantía  no  alcanza  mas 
que  á  sus  actos  de  administración,  pues  cuando  proceden  con 
el  carácter  de  jueces  de  diligencias  6  en  uso  de  las  atribu- 
ciones judiciales  que  las  leyes  y  reglamentos  les  conceden, 
los  gefes  polUicos  dejan  de  ser  sus  superiores  gerárquicos,  y 
por  tanto  incompetentes  para  impedir  ó  dilatar  la  acción  de 
los  tribunales  ordinarios,  si  hallan  justo  procesar  ó  castigar 
aun  alcalde  por  faltas  ó  delitos  cometidos  ejerciendo  juris- 
dicción. 

889.— Hay  también  ciertos  magistrados  llamados  alcaldes 
corregidores  nombrados  por  el  Rey,  de  duración  ilimitada  y 
participes,  con  el  carácter  de  gefes,  de  la  administración  mu- 
nicipal (1).  Estos  magistrados  que,  sí  en  Madrid,  Barcelona  ó 
Sevilla  pueden  acaso  parecer  convenientes,  en  poblaciones 
de  orden  inferior  gravan  inútilmente  el  presupuesto  mnoici- 
pal  y  entorpecen  la  acción  administrativa,  porque  donde  el 
gobierno  económico  del  pueblo  no  es  muy  complicado,  basta 
con  la  vigilancia  inmediata  del  gefe  político.  T  si  al  Rey  se  re- 
serva el  derecho  de  nombrar  corregidores  con  el  6n  de  relar 
sobre  los  alcaldes  y  ayuntamientos  y  hacer  cumplir  á  aque-* 
líos  con  sus  deberes  como  delegados  de  la  administración  ge- 
neral, y  encerrar  á  estos  ea el  circulo  desús  facultades  pu- 
ramente administrativas,  en  toda  capital  de  provincia,  oo 
siendo  población  de  primer  orden ,  la  presencia  del  gefe  po- 

O)    Loy  de  8  de  eaero  de  1S45,  art  10. 
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liUca,  e»iisa  la  n^ceaidad  de  meditaeros  entre  sa  aotoridad 
y  la  de  loa  alcaldes;  y  cuando  loa  agentes  intermedios  no 
son  neeesarios,  en  lugar  de  robasleoer  la  acción  admiois* 
Uaiivaí  la  enflaquecen  y  debilitan,  como  las  ruedas  inútiles 
en  vez  de  aamentar  la  potencia  de  una  mi^nina,  la  dismi-^ 
Hoyen. 

El  cargo  de  alcalde  corregidor  está  reunido  al  de  gefe  ci^» 
vil  donde  bubiere  estas  autoridades,  con  cuyo  carácter  in- 
tervienen segnn  hemos  dicho  en  la  administración  mu* 
nicipal. 

889. ^Subordinados  á  los  alcaldes  aparecen  los  tenientes 
de  alcalde  y  los  alcaldes  pedáneos  que  los  suplen  y  reem- 
plazan per  su  orden  en  ciertos  casos. 

Los  tenientes.de  alcalde  son,  cómo  los  alcaldes»  iodivi* 
dnos  del  ayuntamiento  y  agentes  administrativos  del  mismo 
carácter  y  tienen  igual  potestad ,  cuando  los  sustituyen: 
cnando  no,  son  sns  aoiiliares;  de  suerte  qne  además  de  la 
parteque  como  concejales  toman  en  las  deliberaciones,  acuer-* 
dos  y  consultas  de  la  corporación  municipal,  ejercen  las  atri* 
buciones  que  con  arreglo  á  las  leyes,  instrucciones  y  regla- 
mentos les  comete  el  alcalde  como  á  delegados  suyos  (4).  Bl 
alcalde  puede,  pues,  sefialar  á  los  tenientes  los  ramos  de  la 
administración  comunal  de  que  deban  cuidar  en  todo  ó  en 
parte,  dentro  de  los  límites  de  las  leyes ,  reglamentos  y  dis- 
posiciones superiores  (2). 

84e.— Los  alcaldes  pedáneos,  aunque  delegados  también 
del  alcalde,  pertenecen  á  un  orden  inferior  á  los  tenientes. 
No  paflicipan  de  la  administración  municipal;  y  si  bien  la 
ley  dice  que  asistirán  al  ayuníamiento  siempre  que  en  él  sf 
trate  de  asuntos  de  interés  eefeoial  de  su  demarcaciau  (3),  su 
derecho  de  asistencia,  si  lleva  implícita  la  voz  eoasultiva,  no 
les  confiere  voto  deliberativo,  el  cual  es  una  prerogati  va  espe* 
cíal  de  los  mandatarios  del  poeUo,  y  en  donde  no  hay  elec* 
don  popular,  no  existe  tampoco  este  género  de  mandato.  La 

(1)  Arl.  8(5. 
(2;  Arl.  77. 
(3)    Art.  88. 
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ley  lés  MaMeoé  solaniMie  para  bobáiritsr  lakeeíoo  del  aU 
calde  á  ioí  pantos  m^  remdtosi  y  por  6$o  manda  qne  los  ba^ 
ya,  eoaadoel  distrtié  monteipal  se  enaif  oaga  de  varias  par^ 
roqoias,  feligfesias  ó  pobiaeiétieft  apartadas  ealre  al«  estoiipM 
eú  el  easo  de  que  en  la  niisiiia  reéidBi  i\gúñ  lenieate  de  al^* 
calde  (1).  Sas  atribuciones  son  las  que  aquel  les  sefiale  coA'* 
forme  &  los  reglamenleá  y  dikposieimieb  de  la  hatoridad  su- 
perior«  y  so  nombramiento  aolrreaponde  al  gafe  patíiiooápro^ 
pnesta  del  alcalde  del  diktrhio,  y  debe  recaer  precisamente  en 
la  clase  de  los  electores  municipales  vecinos  de  la  respectiva 
pobiacioÉ,  parroquia  é  feligresía  (i)* 

SAI  .-^  Los  oficios  de  alcalde  y  lenienle  de  hlcaMé,  eomé 
todos  los  municipales,  son  un  cargo  público  y  por  taptaohil*' 
gaiorio  entré  los  vecinos.  Imponeai  á  foet  de  obHgatDriol,  el 
deber  de  la  residencia,  aanqoe  no  exigen  el  domicilié  oa  d 
pueblo,  sino  en  el  distrito  manieipal  del  que  ae  podrán  aa<* 
stntárse  les  alcaldes^  ñim  avisar  i  quien  debe  suplifies  y  dan-» 
do  parte  al  gefe  politice ,  ei  cual  ^  por  jpslae  cansas ,  podrá 
concederle  la  licencia  que  juague  opev tona  (8).  . 

ftAt.^Los  alcaldes  y  tenientes  de  alcalde  son  lea  bom«' 
bfes  del  Rey  y  los  hiothbrca  del  fáeblOi  Si  fuese  posible  la 
eaeaíslaacta  de  doa  autoridades  eáeargadas  de  la  ejeoncioni 
una  serla  nombrada  exdidsivamente  por  el  Monarca  y  otra 
elegida  libremente  por  loa  <cf  aflaáanos*  Mas  como  no  hay  na- 
ción tan  rica  que  pueda  soportar  el  ^avánenqne  impondría 
á  los  eontribnyeiiles  la  atribuctm  de  está  taitiltitod  de  igen- 
tes  administrativos;  y  como  por  otra  parle  tampoco  ilsdanda** 
lia  en  pro  del  irden  público  la  ^senoia  simultánea  de  doá 
autoridades  ejecntívaa  é  iadVspeodientes  y  rivales^  la  razM 
indica  que  sean  producto  dC' «na  voluntad  dáUev  porque 
también  son  mistas  las  atribucionte.  Deben  los  akaldes  lá 
autoridad  qne  e]ereeii  como  délegndós  del  gobierno  á  la  eon<* 
tiansa  del  Rey^  y  sa  oarácicirde  mlaiiidaiártés  del  pnellov  ié^ 
benlo  k  su  origen  populad*.  El  aomttratoienio  y  iá  ^ka 

(i)    Art.  5. 

(2)  Art.  11. 

(3)  Art.  63. 
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eonoilian  «dmírableineate  «I  lalérés  ^UicB  éón  el  parlíea* 
Itr  de  cadB  eiodad  ó  filia. 

S4UB.«-*De  tres  maiteras  pueden  comUnarie  dieboi  dos 
métodos. 

I.  Presentaodt  d  Baj  tres  é  aas  iog^tos  ti  pveblo  y  elU 
giendo  esle  sa  alcalde  enire  6llos^--^Bste.6isleaoa  rebajarla  la 
dignidad  real,  y  privarla  de  «uicha  parle  de  ea  justa  ttbertud 
k  los  eiecioires  niuiicipales,  por  euy os  moliroB»  sen  mas  eiá-^ 
men,  merece  ser  desechado. 

IL  Propanieodo  el  pueblo  óna  tema  al  Rey  y  nombrando 
éste  eoire  ios  prop«eeto8.-H-Aáolee0'de  mi  sbcohyeniente^ 
eaal  as,  dejar  BUiy  poca  tetíMd  al  gabief no  paira  escoger  lo» 
miaistros  iaferioFes  del  poder  cjeentiTO. 

III.  Designar  el  Rey  qaíéa  haya  de  ejenier  el  cargo  de 
alcalde  ó  tantéate  enire  todos  los  coñocjaleá.'^Tal  es  el  sis* 
lema  consagrado  por  la  ley  y  et  qne  mejsr  «enoilia  las  pré*^ 
tensioaes  é  intereses  de  todos.  Et  principio  popular  se  respe* 
la,  perqae  soa  Uamadosá  emitir  su  wle  lodos  tod  eledores 
municipales,  y  la  intervención  del  Reyes  bástele  lala«  por* 
que  iKMabra  para  alcalde  el  angelo  de  mas  oonfianaa  ettre 
cierto  número  de  personas. 

•4A.-^Mas  come  un  aosriiralaiealo  real  direeio  y  esJco-r 
aivD  á  todos  los  alcaldes  adafeeeria  de  dos  graves  kioonv^ 
nienles»  á  saber,  almorber  la  atención  del  gobierno  en  la 
*muUitiid  de  casos  qne  debería  intervenir  la  Corona,  lo  cual 
eedaria  ea  menoscabo  del  servieio  péUiao,  y  proceder  en  la 
desigaaeioB  de. las  personas  á  ciegas,  porque  m  es  posíbte 
qne  un  gobierno  conozca  infinitos  pormenores,  el  Rey  dele*» 
ga  la  iaeollad  de  haoer  parte  de  estos  nombramlealos  ea  la 
forma  sigsaieQte» 

Ba  tedas  las  ca|titales  de  profftneia  y  en  las  eabesasdé 
paitídD  judicial  cuya  poUaeion  llegue  &  dos  bhI  vecíaos,  el 
Bey  «Mkbra  por  si  mismo  los  alcaldes  y  leaienloraloaíldes 
de  los  pal^Uos:  en  los  demta»  soa  nomboadeif  per  los  gefes 
poUtioosen  virtud  de  deiegaeíon  cení  (t). 

(1)    Art.  9. 
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8M.— El  Rey,  como  gefe  de  toda  admíaistracion  puede 
destitair  y  el  gefe  político  como  superior  de  la  provincial, 
suspender  á  un  alcalde  ó  teniente  alcalde  desobedientes  ó 
culpables;  pero  deben  entregarle  inmediatamente  k  los  tri«- 
bunales,  primero,  para  que  tengan  ocasión  de  lavar  su  man- 
cha y  vindicar  su  honor ,  cuando  menos,  puesto  en  duda;  y 
segundo ,  para  que  el  gobierno  vea  en  el  fallo  del  juez  un 
freno  á  su  arbitrariedad  y  los  pueblos  hallen  una  garantía 
de  sus  derechos. 

También  pueden  los  intendentes  suspender  k  los  alcaldes 
del  ejercicio  de  sus  funciones  en  el  caso  de  reusar  ó  diferir 
el  cumplimiento  de  los  despachos  que  les  presenten  los  eje- 
cutores de  apremio  (4);  pero  á  fin  de  evitar  conflictos  entre 
estas  autoridades  y  los  gefes  políticos ,  está  mandado  que 
cuando  los  intendentes  de  provincia  y  subdelegados  de  par- 
tido tengan  que  acordar  bajo  su  responsabilidad  la  suspen- 
sión de  los  alcaldes,  sea  y  se  entienda  con  la  obligación  de 
comunicarla  á  los  gelés  politices  quienes  llevarán  á  eíecu- 
cien  dicha  medida  por  st  mismos  (2). 

S4«.— La  suspensión  ó  remoción  de  un  alcalde  ó  tenien- 
te alcalde  no  les  priva  de  su  carácter  de  individuos  del  ayun- 
tamiento. Porque  dejaron  de  merecer  la  confianza  del  go* 
biemo  se  les  retira  la  delegación  real ;  mas  no  habiendo 
laltado  á  la  del  pueblo,  no  hay  razón  tampoco  para  que  cese 
el  mandato.  El  alcalde,  pues,  ó  teniente  de  alcalde  suspen-' 
so,  ó  removido ,  continúan  en  el  ejercicio  de  sus  atribución- 
Bes  de  concejal  hasta  completar  el  tiempo  que  la  ley  sefiala 
á  este  cargo. 

S49. — Hay  otros  agentes  inferiores  á  los  alcaldes  y  te<- 
nientes  conocidos  de  muy  antiguo  en  algunos  pueblos  y  fe- 
ligresías con  el  nombre  de  alcaldes  de  barrio,  mayordomos, 
Ticarios  y  celadores,  cuyo  encargo  es  ejecutar  las  órdenes 
de  la  administración  y  prestar  auzilio  á  sus  convecinos.  Bl 
gobierno,  respetando  las  costumbres  inveteradas  de  dichos 
pueblos  y  parroquias^  dispuso  que  se  conservasen  estas  au« 

(1)    Real  decreto  de  81  de  mayo  de  1845,  art.  9k. 
(t)    Real  órdea  de  30  de  setiembre  de  1845. 


LtB.  111.  OIOANIZ.  T  ATBIII.  DB  lAS  AQTOftIDADBS.        I6ft 

terídad^s  con  sus  aatignas  d^notninaciones ,  y  les  dio  el  ca- 
rfcc<er  de  depeodieales  munteipales  sntiordiaados  á  ios  alcal- 
des de  diBlríKo,  á  los  tenientes  y  pedáneos^  dehieodo  ser  noni» 
brides  en  la  forma  que  para  ios  últimos  establece  la  ley  de 
ayuntamientos  (4). 

CAPÍTULO  IX. 

348.— Agentes  inferiores.  352.— Límite  de  sus  facultades. 

349. — Comisarios  de  protecci<m  353.*«-tDdole  de  sa  autoridad* 

y  aoffiíridad  piibnca.  354.— Foraoia  de   sa  nombra - 
350. — Sa  dependencia.  miento. 

351.— Sas  atribneiones.  353; — Celadores  de  barrio. 


i.— Hay  todavía  ciertos  agentes  encargados  de  ejecu- 
tar las  leyes  concernientes  al  buen  orden,  y  de  dispensar 
protección  y  relar  por  la  seguridad  de  las  personas  y  propio^ 
dades  de  los  vecinos,  ejerciendo  nna  acción  paralela  en  par- 
te á  la  de  las  autoridades  municipales,  pero  mas  sumisa  al 
gobierno,  según  conviene  á  su  doble  carácter  de  política  y 
administrativa.  Tales  son  los  comisarios  de  protección  y  se- 
guridad púMica  y  los  celadores  de  barrio. 

S4e.— Existían  comisarios  en  todas  las  capitales  de  pro- 
vincia, en  los  pueblos  cabezas  de  partido  judicial  y  en  los 
demfcs  de  crecido  vecindario  en  que  por  circunstancias  par- 
ticulares creyó  conveniente  el  gobierno  establecerlos  (filan- 
tes de  la  creación  de  los  gefes  civiles ,  á  coya  autoridad  se  in* 
corporó  despnes  el  ramo  de  policía,  por  lo  cual  fueron  su- 
primidos los  comisarios  de  distrito.  Quedaron,  pues,  comi- 
sarios solamente  en  las  capitales ,  debiendo  ser  tantos  en  nú- 
mero, cuantos  los  juzgados  de  primera  instancia,  auxiliados 
por  un  celador  en  cada  uno  de  los  barrios  en  que  se  divida 
la  población  (3). 

(1)  Real  orden  de  27  de  enero  de  1846. 

(2)  Beal  decreto  de  96  de  enero  de  1844. 

(3)  Real  decreto  de  2  de  setiembre  de  1847. 
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Sft#.--*Lo6  eomifarios  de  proteocioa  y  segaridftd  pAbli^ 
esiáb  ÍMjo  las  inmedialas  órdooes  del  gefe  peUUco  de  eoya 
aaloridMi  dependen  exelusíYtoitnle,  porqvt  es  la  única  com- 
petenle  para  dictar  providencias  relativas  i  la  conservación 
de  la  tranquilidad  y  sosiego  de  los  paeblos« 

Sftt.— Corresponde  á  los  comisarios: 

I.  Refrendar  los  pasaportes  de  les  qae  viajan  por  el 
interior. 

II.  Conceder  las  licencias  para  eso  de  armas,  puestos 
ambulantes,  posadas,  carruajes  y  dem&s  permisos  y  docu- 
mentes  pertenecientes  al  ramo  de  seguridad  que  antes  expe- 
dían los  alcaldes  censtiUicioaales. 

III.  Atttiliar  y  hacer  que  sus  dependientes  anxitien  á  la 
autoridad  municipal»  siempre  que  fueren  requeridos  para 
apoyar  las  medidas  protectoras  de  la  seguridad  personal, 
de  la  propiedad  y  de  la  iraaquilidad  pnblica^  y  las  relaüras 
á  policía  urbana  y  roral  qae  aquella  dictare  ea  ose  de  sus 
atribuciones  (I ). 

SSt.— &t4  formalmenle  vedado  á  los  eeoiisarios: 

I.  Imponer  por  si  mismos  maltas  ni  otra  pena  alguna «  y 
solo  en  caso  de  abierta  desobediencia  ft  sus  órdenes»  podrán 
detener  k  los  culpados  para  que  presentados  al  gefe  poUtico« 
adopte  esta  autoridad  las  disposiciones  oportunas. 

II.  Violar,  ni  permitir  que  ninguno  de  sus  agentes  viole 
el  domicilio  de  ningún  ciudadano  sin  previa  antorizacion 
del  duefio,  ó  sin  observar  las  formas  protectoras  de  la  soga*- 
ridad  individual ,  para  que  no  degenere  en  acto  arbitrario 
el  aUanaoiientfO  de  la  morada.  Bn  oaso  de  necesidad  deben 
ir  en  eempafiia  del  teniente  alcalde  ó  regidor  del  distrüo;  y 
en  oaso  de  urgencia  ó  negativa  de  la  autoridad  aonicipaU 
en  la  de  dos  vecinos  honrados  que  tengan  su  denúcíUe  en 
aquel  barrio«-"Esta  prohibición  no  se  extiende  á  los  calés» 
tiendas  de  despacho  de  vino  y  desiás  casas  donde  liaila  ó 
ilícitamente  se  reúna  el  público. 

III.  Mezclarse  ni  permitir  que  sus  subalternos  se  mez- 

(1;    R«al  órdeo de 30 de  enero  de  1844, arle.  Zy  S,  y  31  de  na- 

>udc  1845. 
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(Vm»  que  3^a/iH.Afíaitto  y  «I  ^üp  4oa(te  f^^reu  h^bid^,  ;»»(- 
l^^:Sif»f0dMÍAr^l9  e;ictod<UQ.<Si  iA^itarep  ^\  á^v^^  (1). 

,f{f»f  .:r^£l  ^im^rgo  exclu^ívQ  díQ  U)3  p9in^driQs  ^s  :pro^ger 
las  p^rsopas  y  las  propiedades,  y  poi*  jeso  s^  le»  e:$ige  que 
^0a  aifiífipr;^  4Áspae$U)S  4  fiOií^qttier  boc^  d^l  ^i^  d  de  la 
noche  á  prestar  el  auxilio  de  su  autoridad  k  to4P  y^i^o  que 
M^lliplQ  m^ijiQ  ri^laiO^e  sxx  pro^tecciü^Ar  Si  {eyes  ipseusat^  ó 
ua^riia  de  inXol^riBiQcia  no  p^xvjerleu  qI  .carácter  de  est^q 
^Btqridadeí^,  «n^a^^esrealiueAie  prpur^üvay  hepévQln^ 
coAp|1^4pra  de  las  fa»jliaiS..y  i^  bien  p^tpirual  qua  ligorjps^. 

M4-^Lps  ^Qoij^ips  de  pra^ecQiou  y  i^egurid^d  pi^blic^a 
fi^Q  de  iiowbjT^Piejatp  re^l  ^  prppp^sts^  Qm  tern^  de  )ps  geíes 

8&&. — Los  celadores  desempefiau  las  fui^joes  que  auI,,q8 
W^  a|cfil4^,de  baiTio;  jeslám  bajo  la  dependencia  inmediata 
deloStCoaús^fio9,ejecplansus  órdeae3#  velan  por  su  cum- 
pliipiedlo  y  le  d^o  pa^-ie  de  cuanto  oo^rfe  en  su  demarpacion 
y  de  las  faltas  que  obserüreft  ei^  el  ramq  de  ppíicja  virbaoa  qw 
e^&fPV£9  4p  ^  aul|pridsMJi  m^ipicipal^  parA  que  ést#  dé 
cimenta  á  x)u;en  ;C9rresponda* 

)U^  peladores  spa  npio^jb^ados  por^L  g^tf^  pplltico  x^s*- 
pectiv;^. 

CAPÍTULO  X. 

SSG.r-Agentes  aariliares.  362.-rI)irectores  de  caminos  ve- 
tS7.*^atpeetore8  en  ffenenil.  oinalet. 

M9»rml9^p^l0reai(i»adiBi^trf9'>  j^3^— fi€H9Jearíp$  de peptea* 

cioa.  S64. — Subdelegados  de  sanidad. 

359. — deiQStruccion  pdblica.  365.— Delegados  de  la  cria  ca- 
lié.«»«de  escaelas. 


V  ij^fr^JiS^vi^M  4e  camia/da.        ^«-^^nas  de  la  fMbniuiftra- 

CÍOQ. 


L — Además  de  los  agentes  hasta  aquí  enumerados  hay 
otros  que  sin  tener  una  participación  directa  y  general  en  la 

(1)    Ibid.  arts.  4, 5  y  6 ,  y  real  <^deA  de  31  de  aayo  de  1845. 


468  DBBBCHO  AftaiNlSTBAtlVe   BStPAÑOt. 

acción  administrativa ,  concurren  sin  embargo  &  ella  d»  una 
manera  efic&z,  ya  Tigilando  el  campltmtento  de  las  leyes 
prescriptas  á  cada  servicio,  ya  empleando  sns  conocimien- 
tos facallativos  en  la  inmediata  dirección  de  ciertos  ramos 
especiales  de  la  administración  pública,  y  ya  en  fin  soste* 
niendd  la  correspondencia  oficial  y  preparando  la  solacion 
de  los  expedientes. 

359.— A  este  número  pertenecen  primeramente  todos  I09 
inspectores ,  coyo  carácter  es  de  gefes  intermedios  encarga- 
dos de  examinar  si  las  órdenes  del  gobierno  se  cumplen,  sí 
tas  reglas  de  buena  administración  se  observan,  y  si  fas  ne- 
cesidades públicas  se  satisfacen.  Por  esta  causa  los  inspecto- 
res no  tienen  residencia  fija,  sino  qoe  se  presentan  en  el 
ponto  que  el  gobierno  les  designa,  ó  en  donde  el  bien  del 
servicio  los  llama. 

Sftd.— Los  inspectores  de  administración  tienen  k  sn 
cargo  visitar  los  gobiernos  políticos  y  demás  dependencias 
del  ministerio  de  la  Gobernación  del  reino  en  los  distritos, 
épocas  y  términos  que  se  les  sefialen. 

Estas  inspecciones  se  dividen  en  dos  partes:  ona  de  tra- 
bajos y  otra  de  personal.  La  primera  abraza  todo  lo  relativo 
al  despacho  de  los  negocios,  resultado  de  la  aplicación  de 
las  leyes,  decretos  y  órdenes,  ventajas  ó  inconvenientes  del 
sistema  administrativo,  mejoras  hechas  y  que  deban  hacer* 
se,  obstáculos  removidos  y  por  vencer,  condición  y  necesi- 
dades de  los  pueblos.  La  segunda  comprende  la  capacidad 
absoluta  y  relativa  de  los  empleados,  su  moralidad  y  sn  com- 
portamiento en  las  relaciones  con  sus  superiores,  inferiores 
y  con  los  administrados,  y  cnanto  puede  contribuir  á  que  el 
gobierno  forme  recto  y  cabal  Juicio  de  bus  agentes  (I). 

3ft9.^Los  inspectores  de  instrucción  pública  visitan  los 
establecimientos  de  ensefianza,  asi  públicos  como  privados,  y 
dan  cuenta  al  gobierno  del  resultado  de  sus  observacio* 
nes  (2), 

ri)    Real  decreto  de  8  de  enero  de  184 i,  cap.  111. 
(9)    Plan  de  estiidios  de  S  de  jolío  de  1 847 ,  art.  1 04. 
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^«*^Ha7  Umbieo  iáspeelores  generales  y  provi&ciaieB 
de  escuelas,  eorrespondiendo  á  los  primeros  Tisiiar  las  nor- 
males y  las  ordinarias  establecidas  en  las  capitales  de  pro- 
vincia; y  á  los  segnados  la  inspección  inmediata  de  las  res- 
tantes (1).  Asi  es  como  suplen  y  auxilian  la  acción  directa 
del  gobierno  y  de  sus  agentes  en  este  ramo  importantísimo 
del  servicio  público.  Las  autoridades  no  tendrían  tiempo  pa- 
ra  vigilar  por  si  solas  tan  gran  número  de  establecimientos, 
ni  menos  para  entrar  en  la  infinidad  de  pormenores  que  esta 
vigilancia  exige;  y  además  carecen  por  lo  común  del  caudal 
de  conocimientos  especiales  necesario  para  observar  muchas 
cosas  que  solo  se  d^cubren  á  los  ojos  de  personas  facultati- 
vas y  amaestradas  en  esta  clase  de  indagaciones  (2). 

SP0t.--A  los  iigenieros  de  caminos,  canales  y  puertos  les 
competen  bajo  las  órdenes  de  sus  gefes  especiales,  lá  direc- 
ción facultativa  de  todas  las  obras  púUicas  de  su  distrito,  y  el 
reconocimiento  de  aquellas  que  promovidas  por  el  interés  par- 
ticular, puedan  afectar  intereses  públicos  ó  comprometer  lo» 
colectivos  de  la  agricultura  y  del  comercio;  pero  están  en  el 
deber  de  prestar  obediencia  á  dichas  autoridades  en  puntea 
les  reconocimientos ,  planos  y  presupuestos ,  y  de  cooperar 
k  las  obras  públicas  que  tuvieren  á  bien  encomendarles  como 
gefes  superiores  de  la  administración  provincial  (Sj. 

WBM. — Los  directores  de  caminos  vecinales  están  exclu- 
sivamente encargados  del  trazado,  dirección  y  ejecución  de 
las  obras  relativas á  dichos  caminos,  al  aprovechamiento  de 
las  aguas  pluviales  y  de  corrientes  no  navegables  para  el  rie- 
go de  terrenos,  y  dependen  de  los  ayuntamientos  respec- 
tivos (i). 

9ft3.— Los  comisarios  de  montes,  á  las  órdenes  inme* 
diatas  de  los  gefes  polfticos,  vigilan  y  dirigen  el  servicio  del 
ramo  en  toda  la  extensión  de  su  distrito,  y  transmiten  direc* 

(i)    Retí  decreto  de  30  de  mtrco  de  f  S49. 

(2)  ExposicioD  qae  precede  al  real  decreto  citado. 

(3)  Reglamento  de  14  de  abril  de  1846,  art.  l.^y  real  drden  de  3 
de  jolíodel847. 

(4)  Real  decreto  de  7  de  Betiembre  de  1848. 
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UMMole  á  «U6  sübattemes  las  ¿Klenes  é  \nB\ne»iMm  4t\ 
gobieraé,  Im  de  la  autoríflad  adMoiaintif a  de  la  pPtríMk 
y  las  sayas  pariioulares  (4 ). 

se4.-^LossubdelegadM  ¿t  sanidad  lie^m  iasjSÍfQiealtti 
obligaciones. 

I.  Vdar  incesantenumit  por  el  MoipliaienU»  de  la9  le^ 
yoií,  ordenanzas,  reglamentos,  ¿ecrelos  ó  realce  ór deneeso** 
bre  sanidad ,  espeeíabDonie  sobre  las  relalivas  ai  ejeroicio 
de  las  preresíones  esédlcas  y  á la  elaboraoioa  y  veptla dalas 
sostancias  medioioales  ó  venenosas. 

IL  Gaídnr  de  que  ningana  pernena  ejerxn  el  iodo  ó  peri- 
to de  la  cieaoia  d^  enrar  sin  el  oorrespeíidientB  Uiiilo«  y  de 
qne  los  profesores  se  Uniíen  el  uso  de  los  idereniMS  que  lee 
eonfieren  Ips  suyos,  eaWo  en  les  oaees  de  fraee^  Hfgeate  y 
absolnta  nacesidad. 

UL  Vigilar  la  exaela  observancia  de  lo  pcejvtenjdo  ea  Jas 
leyes,  reglainentosydeeiáedjsp^eionesdrf  gobaerno  aoer^ 
ea  de  las  ceoidieioaes  eon  qpe  ¿nioaoieoie  pueden  ser  natno^ 
teeídas ,  elaboradas ,  puestas  en  yenta  6  Muinls^adas  las 
suelancias  ó  cuerpos  medicinales  ó  TOÉenesoe, 

IV^  Presentar  á  lee  gefes  poUtieos  y  á  loa  aleudes  etma^ 
tas  peelamaciones  creyeren  seceseries  por  &1ia^  4le  obser«^ 
▼ancia  ó  cenlravenoiones  i  las  leyes  de  SHitdad  y  4  ias  ee- 
glas  ide  higteoe  pública. 

y.  fisemínar  los  tiinlos  de  los  profesores  da  bi  oíenflia 
de  curar  que  ejereienea  ó  áeseerea  ejercer  su  peeléeion,  y  se^ 
coger  los  de  liis  finados  d  taadar  los  eelkM  ó  ünpast  si  les 
FedasMren  ees  faitiltas. 

VI.  Formar  listas  generales  y  nominales  de  los  profesor- 
res  que  tiiiritrea  su  resídeacta  baUioel  m  el  díitrito  ie  la 
ssÉdelegacáon  respeotíva,  y  r^witirUs  fc  les  gefes  polUineü 
direetemeMe,  #i  son euMMe^^aside  la  a^iM,  ¿ per  oonr 
docto  de  los  alcaldes,  si  fueren  de  partido. 

VIL  Llevar  los  registros  neceearíos  para  fonniu'  las  lis* 
tas  y  tomar  las  notas  anteriores. 


(I)    Reglamento  de  S4  de  mara^p  de  i  S46>  art.  6. 
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YIIL  Desempefiar  los  encargos  j  comisíoneB  que  los  ge- 
fes  politicos,  los  gefes  civiles  ó  los  alcaldes  les  confien,  y  eta- 
cuar  los  informes  que  les  pidan  sobre  asuntos  de  su  facol- 
tad(4). 

^•&.— Los  delegados  de  la  cría  caballar,  como  auxiliares 
de  la  dirección  de  agricoltara»  industria  y  comercio,  cuidan 
de  ejecutar  sus  disposiciones,  de  inspeccionar  los  depósi- 
tos particulares,  de  intervenir  en  loi  del  estado ,  y  de  pro- 
porcionar á  la  primera  cuantas  noticias  y  datos  exija  para  el 
mejor  servicio  del  ram^  (3).^ 

SMl.— Los  agentes  administrativos  que  en  el  silencio  del 
gabinete  se  consagran  al  modesto  trabajo  de  instruir  expe- 
dientes, evacuar  informes  y  preparar  el  despacho  de  los  ne- 
gocios, si  bien  ao  poseen  ninguna  autoridad  j^oÍdíDiíiI,  cuan- 
do la  instrucción  los  guia  y  la  experiencia  los  aconseja,  ejer- 
cen un  poder  real  fundado  en  su  fidelidad  í  las  reglas  una 
vez  aplicadas.  Hacen  relación  de  los  asnntoB,  proponen  las 
medidas  oportunas  y  aplican  la  decisión  del  ministro  ó  del 
gefe  inmediato  ó  casos  iguales.  Merced  á  esta  oscura  clase 
de  empleados,  digna  del  públieo  aprecio  y  de  la  protección 
de  la  ley,  mitíatras  fuere  laboriosa  é  ioieligente,  las  oficiaas 
BQñ  «cdiivoB  vivieales  y  depteitos  de  las  tradiciones  admí- 
nistfilivaa;  y  solo  é  sub  esfoertos  se  debe  el  mantener  aquel 
espirita  de  anifbrmídad  y  oonseoaencíb  qoe  se  descubre  en 
todos  los  aoios  de  un  gobierno  aikbio,  á  pesar  de  loe  cambios 
de  la  polilka  y  de  la  li^da  aacesion  de  los  tiempos  y  de  las 
personas. 


(t)    Beglameuto  de  24  de  julio  de  18  i8,  art.  7. 

(S)    Reales  decretos  de  3  de  marzo  y  7  de  octabre  de  1 847, 
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TITULO  II. 

DB  LAS  AUTORIDADES  CONSULTIVAS  ¥  DELIBERANTES  < 


SE€€IOIV  PRIMEBA. 


CAPÍTULO  I. 

De  la  admlaiiBtraetoit  coitEiiUiFa  y  delilienMtto. 


367.— Ifecesidad  de  U  delibera-  372.— Los  consejeros  de  la  adini- 

ckm  admiaistraliva.  Dístraeioo  deben  ser  amo*- 

368.^Gaerpo8  consultivos  de  la  vibles. 

administración.  373. — Atribuciones  deliberantes 

369. — ^Existen  en  todos  los  gra-  de  algunos  consejos  admi- 

dos  de  la  gerarqola.  nistrativos. 

370.-*Su  dictimen  no  es  siempre  374.^AtribucioDea  judiciales  de 

necesario.  otros. 
37 1.— Jamás  es  obligatorio. 

••9.— La  administración  tiene  el  encargo  de  ejeeotar  y 
hacer  ejeeotar  las  leyes  de  interés  comnn ,  y  para  esto  se 
organiza  sn  poder  en  ana  serie  de  agentes  directos  y  atiii«- 
liares  qoe  transmiten  la  acéion  de  unos  en  otros  desde  el  con- 
tro  del  gobierno  hasta  los  mas  remotos  confines  del  territo* 
río  nacional.  Mas  annqoe  las  atribocionesde  la  administra- 
ción sean  esencialmente  actiyas,  no  poroso  seexdoyede 
sos  actos  toda  deliberación  ni  consejo;  poes  ocorren  con  fre- 
coeocia  casos  en  qoe  importa,  antes  de  resol ?erse  á  obrar, 
oír  el  dictamen  de  algona  corporación  institoida  por  la  ley 
para  ilustrar  á  los  agentes  administrativos  en  negocios  ar- 
duos, en  materias  facultatiyas,  ó  en  asuntos  de  interés  local. 

3S9.— Como  el  auxilio  de  la  ciencia  y  las  luces  de  la  ex* 
periencia  son  necesarias  en  todos  los  grados  de  la  gerarquia 
administrativa,  la  ley  cuida  de  colocar  al  lado  de  cada  agen- 
te un  consejo  que  le  alumbre  y  le  guie  con  acierto;  por  ma- 
nera que  toda  organización  administrativa,  conrorme  á  los 
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principios  expuestos  (4),  debe  consistir  en  dos  series  parale- 
las de  agentes  y  consejos :  aquellos  únicos  dispensadores  de 
la  acción ,  y  estos  solamente  instituidos  para  ilustrar  y  pre- 
parar la  solucioQ  de  las  mas  difíciles  é  importantes  cuestio- 
nes administratiyas. 

MMl.--Esta  doble  organización  hállase  admitida  entre 
nosotros  y  se  observa  constantemente  desde  donde  el  poder 
central  tiene  su  elevado  asiento,  hasta  el  humilde  recinto  de 
una  administración  comunal.  El  gobierno  es  ilostrado  y  di- 
rigido por  los  cuerpos  colegisladores,  por  el  Consejo  Real  y 
oíros  especiales :  el  gefe  politice  oye  unas  veces  al  Consejo  y 
otras  á  la  Diputación  provincial,  y  el  alcalde  consulta  á  su 
Ayuntamiento. 

3lf#. — La  ley  seliala  cuando  deben  los  agentes  admínis- 
trativos  oír  el  dictamen  previo  de  estas  corporaciones,  en  cu- 
yos casos  es  tan  necesario  consultarlas  antes  de  adoptar  cual- 
quiera resolución,  que  las  autoridades  cometerían  un  exceso 
de  poder ,  si  no  les  pidiesen  consejo:  en  los  demás  casos  es 
arbitrario  oir,  ó  no,  su  parecer. 

89t.— Pero  es  regla  constante  que  el  dictamen  de  los 
consejos  administrativos  no  es  obligatorio  para  las  autorida- 
des ,  ni  el  seguirlo  ó  apartarse  de  él  agrava  ni  atenúa  su 
responsabilidad.  Las  atribuciones  de  los  consejos  son,  como 
su  nombre  lo  indica,  puramente  consultivas:  los  actos  eje- 
cutorios emanan  todos  de  los  agentes  subordinados  al  Rey 
en  quien  reside  la  plenitud  del  poder  ejecutivo.  Quebranta  « 
da  la  unidad ,  roto  un  solo  eslabón  de  esta  cadena ,  ni  hay 
movimiento  libre ,  ni  acción  fuerte ,  ni  poder  independiente, 
ni  seria  posible  responsabilidad  alguna. 

399. —No  obstante  que  los  actos  de  los  consejos  adminis- 
trativos carecen  de  fuerza  obligatoria,  todavia  pudieran  con- 
Irariar  la  acción  de  las  autoridades ,  si  se  empefiasen,  lleva- 
dos por  un  espirito  de  sistema  ó  de  oposición  al  gobierno,  en 
resistirle  ó  no  auxiliarle,  dando  dictámenes  contrarios  á  lo 
que  exigen  la  ley  ó  la  conveniencia  pública.  Entonces  la  ad- 

* 

^t)    Váttuie  nifims.  92  y  93. 
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ministraeioa  debe  remoyer  estos  obstáculos  qoedebilíUn  sa 
(teaaamieato  ó  entorpeoea  su  iDarcha«  destUoyendo  arlos  eoo* 
sejeros,  como  deslitoye  álos  agentes  inismosv  deisuerie  qoe 
el  priocipio  déla  revocaeíoa sea  aplicable  taato  k  lasatriba- 
ciones  activas,  como  á  las  coQsaltivas. 

T  en  efecto ,  toda  pariicipacíoa  en  tí  poder  ñaee  de  dos 
fuentes ,  la  delegación  ó  el  mandato  expresados  per  el  non^ 
bramiento  real  ó  la  elección  popolar;  y  asíeosM)  es  ley  coas* 
Unte  para  lee  mandatarios  del  pueblo  que  sean  sns  poderes 
irrevocables  mientras  no  espira  ei  plazo  del  mandato,'  esi  la 
regla  general  con  respecto  á  los  delegados  del  Rey  es  qee 
ees  facultades  estén sajetas  á  revocación,  eatvo  en. la  admi^ 
nistracion  de  justicia,  porque  la  delegación  es  abseiata*  eft 
caya  eScepeion  se  funda  el  principio  de  la  inamovilidad  ju- 
dicial* 

S^S.^^^Además  de  ha  atribactones  poraneate  eonsaltí*^ 
▼as  poseen  algunas  corporaciones  de  esta  clase  Eaealtadesde* 
liberantes  eemo  las  Diputaciones  pratiaciales  y  los  Ayunta-* 
mieatos,  que  toman  acuerdos  y  adaptan  resahieioiiescoa  fuer*» 
za  ejecutoria. 

Nace  la  reunión  de  ambos  géneros  de  facultades  de  la  do* 
ble  consideración  que  dichos  cuerpos  tienen ,  come  encarga- 
dos de  administrar  una  provincia  ó  pueblo  y  revestidas  por  la 
ley  dentro  de  talca  límites  de  un  verdadero  poder  adminis«> 
trativo  qne  ejercen  bqo  la  autoridad,  é  bajo  la  vigilancia  de 
la  autoridad  superior;  y  como  corporaeiones  dotadaa  deco^ 
aocimientas  especiales  cayo  ceaoarso  es  sumamente  útil  pa* 
ra  resolver  cuestioaest  procurar  intereses  ó  dictar  medidas 
de  aplicación  local. 

Ni  son  estas  solas  sus  atribncioiies :  también  eiantaan, 
discuten  y  dirigen  en  parte  la  aureha  d^  )a  aotorídad  admi« 
nistrativa,  aprobando  6  reprobando  ciertos  actos,  y  cotonees 
representan  el  ojo  de  los  oiodadattoa  ateaipre  abierto  y  sjem« 
pre  fijo  en  la  adannistracion  ^  y  son  el  Argaao  de  la  opinioB 
dlspaesta  á  ejercer  la  oensnra  en  nombre  de  la  libertad.  Bl 
poder  de  los  consejos  es  entonces  tanto  mas  alto ,  cuanto  su 
existencia  es  independiente  del  gobierne.  Mandatarios  de  los 
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pueblos,  á  la  eleccioa  debea  so  origen;  y  si  la  admiaistracíoa 
tiene  facaltades  en  loi  t^i(m  ft^vkioi  por  la  ley  para  disol- 
verlos, también  está  obligada  á  promover  su  reconstitución, 
llamando  de  nuevo  á  lal  cio4adaB08  á  étfttir  sus  sufragios  y 
nombrar  los  administradores  de  sus  intereses  locales. 

Considerando  el  orígeit  popular  dt  estes  eéerpoitf ,  parece 
que  predomina  el  carácter  deliberante ;  mas  sí  observamos 
que  por  lo  común  sus  deliberaciones  no  son  ejecutorias  sino 
después  de  confirmadas  fuer  la  anlofidad  superior  y  resalta 
mas  so  carácter  consultivo ,  coa  la  singolarfdad  de  existir 
el  dcrecbo  de  iniciativa  ^  ao  en  el  agente,  sino  en  la  corpo* 
ración. 

S9á.— Aunque  ciertos  Consejos  ejercen  también  Jodisdic- 
cion ,  fieles  á  la  severa  dedaccioa  de  dvctrina»  que  nos  hñ^ 
moa  propuesta  seguir ,  examinaremos  estas  facultades  de 
nueva  especia  coando  tratáremos  de  los  jueces  y  tribunales 
administrativos.  Esto  aos  permitirá  observar  en  el  estudio  de 
las  facultades  consultivas  igual  método  que  hemos  aplicado  al 
análisis  de  las  atribuciones  activas ,  es  decir,  que  procede- 
remos también  de  la  cabeza  á  los  niiedibros,  del  centro  á  li 
circunferencia.  E!  orden  inverso  cuadra  solamente  á  las  ma-* 
terías  contenciosas  á causa  de  las  alzadas,  porque  asi  eomo  la 
autoridad  desciende  del  Rey  en  unión  con  el  Consejo,  asi  los 
recursos  de  apelación  asciendeü  de  grado  en  grado  basta  en- 
centrar aA  gefe  del  esGadó. 

Yicio  graveéis  el  método  opuesto  en  qde  sin  embargo  in* 
enrrieron  todioe  ids  puMictsM  aleipener  la  teoria  y  la  práo»^ 
tica  de  eelos  enerpbs  ooaísuiíívos  y  débberentee,  y  eaque  no 
sabe  una  enmienda  {Marcial  sine  total)  daiMi^uAa  erdenacion 
oae  léf^MBij  nna  uMs  rtgoresn  ilcnciott  •  bs  BUtteríaa  qlie 
«emprende  el  demolió  éámimstf  ativi^. 
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CAPÍTULO  n. 

Bel  €«iiMj«  Iteal. 

375,-^ADtigao  Consejo  de  nnes-  287. — Carácter  de  esta  insüta- 

tros  Reyes.  cion. 

d76.— -Proyectos  de  Enrique  II.  388.^Sn  composicioD. 

377.— Faodacion  del  Consejo  de  389.-*-Inter¥encion  de  losminis- 

Castilla  por  don  Juan  I.  tros  en  el  Consejo  Real. 

378. — Novedades    introdueidas  390.-^NombramieDto  de  los  con- 

por  don  Enrique  III.  sejeros  ordinarios. 

379. — ^Abusos  en  tiempo  de  don  391.— Condiciones  de  aptitud. 

Juan  II.  392.— Amovilidad  de  este  cargo. 

380.— Reformas  de  los  Reyes  Ca-  393.— Incompatibilidad. 

tóUcos.  394.— Consejeros    extraordina- 
381. — Espíritu  del  Consejo  se-  rios. 

gtto  Felipe  II.  395.— Razones  de  su  creación. 

382. — Incremento  de  so  poder  396. — Observaciones. 

bajo  Felipe  IV.  397. — Condiciones  de  aptitud. 

383. — Abolición  del  Consejo  de  398.— Forma  del  nombramiento. 

Castilla.  399.— Limitación  de  su  némero. 

384.— Su  existencia  ligada  al  an«  40ü.— Sus  facultades. 

tiguo  régimen.  40 1. — Secretagio  general. 

385. — Proyecto  de  un  Consejo  402. — Auxiliares. 

de  estado.  403.  —  Seeciones  del  Consejo 
386.— Consejo  Real.  Real. 

395.^DaraDte  la  edad  media  fué  el  gobierno  de  Castilla 
militar;  y  como  el  ascendiente  del  clero  y  de  la  nobleza  era 
tan  poderoso,  todos  los  prelados  y  ricos-bombres  tomaban 
parte  en  los  asuntos  públicos,  deliberando  sobre  los  graves 
intereses  de  la  nación  juntamente  con  los  Reyes;  pero  estoa 
solían  nombrar  además  otras  personas  de  su  particular  con- 
fianza las  cuales  formaban  su  consejo  prÍTado.  Sin  embar- 
go, semejante  consejo  no  constituía  un  verdadero  cuerpo 
con  influencia  colectiva,  sino  mas  bien  individual,  porque  no 
todos  los  consejeros  particulares  gozaban  de  igual  grado  de 
autoridad  y  merecían  la  misma  confianza  al  Monarca. 

898. — Don  Enrique  II  había  pensado  en  agregar  á  su 
consejo  privado  doce  hombres  buenos,  dos  por  cada  una  de 
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las  proviaeias  de  Castilla,  León,  Galicia,  Toledo,  Extrema-» 
dora  y  Andalacla;  mas  este  proyecto  no  se  llevó  á  cabo,  lí-* 
mitándose  sus  pensamientos  de  reforma  á  declarar  consejen- 
ros  á  los  oidores  y  alcaldes  de  corte. 

3*n«--Dott  Joan  I  fué  el  verdadero  fundador  del  Consejo 
Real,  llamado  comunmente  de  Castilla ,  cuya  organizaciOB 
decretó  en  las  cortes  celebradas  en  1385.  Compasólo  de  do* 
ce  personas,  cuatro  de  cada  uno  de  ios  tres  estados,  eclesiás- 
tico, noble  y  llano,  mandando  que  todos  los  negocios  se  li«- 
brasen  por  aquellos  doce  consejeros,  escepto  los  de  justicia 
que  estaban  encargados  á  la  audiencia,  y  algunos  otros  que 
se  reservó  para  si  propio,  en  cuyas  cosas  previno  que  no  se 
entrometiesen  sin  su  especial  mandato,  aunque  ofreció  con- 
sultarlos, si  se  encontrasen  cerca  de  su  persona. 

Entre  varias  razones  que  el  Rey  expone  para  justificar  la 
novedad  introducida  en  punto  á  la  gobernación  del  reino, 
son  notables  las  dos  primeras,  á  saber:  «La  primera  razón 
es  por  los  fechos  de  la  guerra,  los  cuales  son  agora  mui  mas 
é  mayores  que  fasta  aqui.  Et  si  nos  oviésemos  de  oír  é  librar 
todos  los  negocios  del  regno ,  non  podríamos  facer  la  guer- 
ra,  nin  las  cosas  que  pertenecen  á  ella,  segund  que  á  nuestro 
servicio  é  i  nuestra  honra  cumple.  La  segunda  razón  es, 
porque  como  el  otro  dia  vos  dejimos ,  que  de  nos  se  dice  que 
facemos  las  cosas  por  nuestra  cabeza  é  sin  consejo,  non  es 
ansí,  segund  que  vos  demostramos.  Et  agora,  desde  que 
todos  los  del  regno  sopiesen  en  como  habemos  ordenado  cier- 
tos perlados,  é  caballeros,  é  cibdadanos  para  que  oyan  é  ii» 
bren  los  fechos  del  regno,  por  fuerza  habrán  á  cesar  los  de- 
cires  é  teman  que  lo  facemos  con  consejo.» 

En  el  afio  4390  el  mismo  don  Juan  I  expidió  otro  re- 
glamento del  Consejo,  le  nombró  un  gobernador  y  disposo 
se  reservara  siempre  una  silla  para  el  Rey. 

399.--Don  Enrique  III  aumentó  algunas  plazas,  haciendo 
subir  su  número  á  diez  y  seis ,  y  dtó  nuevas  ordenanzas  al 
Consejo. 

899.— En  el  débil  reinado  de  don  Jaaa  II,  entre  otros 
abusos  á  que  la  privanza  de  don  Alvaro  de  Luna  abrió  la 
Tomo  L  12 
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puerta»  no  fo¿  el  menor  el  aumento  iocoiisiderad0  án  empleos 
y  dignidades  que  agotaban  el  erario  sin  provecho  diel  reino. 
Entonces,  el  fayor ,  y  no  la  necesidad  ni  la eonveniencia  pú- 
blica, hizo  que  el  número  de  consejeros  llegase  á  seaenta  y 
cineo,  entre  los  cuales  no  debían  encDulrarse  ciodadanos, 
puesto  que  las  cortes  de  Madrid  de  4  44  9  hubieron  desaplicar 
al  Rey  que  «estuvieran  en  el  su  Consejo  buenas  personas  de 
algunas  sus  cibdades.... ,  por  ser  el  Rey  mas  avisado  por  ellos 
de  los  fechos  de  las  sus  cibdades  é  villas,  como  de  aquellos 
que,  asi  por  la  plática,  como  por  la  especial  carga  que  de 
las  dichas  cibdades  é  villas  tienen  razonablemenie,  sabrían 
mas  de  sus  daños,  ¿  de  los  remedios  que  para  ello  se  re- 
querían, que  otros  algunos»  (4 ). 

880.— Los  Reyes  Católicos  reformaron  la  plaaia  del  Con* 
sejo  reduciendo  á  doce  el  número  de  consejeros,  tres  caballe- 
ros, ocho  ó  nueve  letrados  y  un  prelado,  dejando  á  los  arzo* 
bispos,  obispos,  duques,  marqueses,  condes  y  maestres  do 
las  órdenes  que  eran  consejeros  natos,  solo  el  titulo  y  los 
honores  del  Consejo.  Desde  entonces,  merced  á  la  preponde* 
rancia  de  los  letrados  y  por  el  iaQujo  de  las  nuevas  ordenan- 
sas,  el  Consejo  empezó  á  tener  jurisdicción  para  conocer  y 
sentenciar  ciertas  causas  y  ciertos  negocios  civiles,  vi4ián* 
dose  la  institución  que  en  su  origen  fué  pura  y  simfilemjente 
gubernativa. 

381.— Esto  mismo  observó  Felipe  II  quien,  mientras  re-^ 
prendía  en  el  Consejo  su  tendencia  «  á  ocuparse  más  en  lo 
accesorio  (los  pleitos)  que  en  lo  principal  ó  su  propio  oficio 
(los  negocios  del  reino),»  cayó  en  la  inconsecuencia ée  re- 
formar la  planta  del  Consejo,  nombrando  para  las  doce  aBli-* 
guas  plazas  y  para  las  cuatro  mas  qne  afiadió,  otros  Untos 
consejeros  todos  letrados. 

889.— 'Felipa  lY  expidió  un  real  decreto  dirigido  al  Con- 
sejo, en  el  cual  le  recomendaba  cqoe  no  solo  le  representase 
con  entera  libertad  cristiana,  sin  detenerse  en  motivo  alguno 
por  respeto  humano ,  cuanto  creyese  conveniente  al  bien  de 


(1)    Véase  Sempere,  Historia  del  derecho  español ^  líb.  iir,  cá- 
ptenlos as  y  ST. 
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i»  inociarqilia ,  siao  qoe  pcplioara  &  Im  reales  rcflolnoíones 
aienipre  qoe  jozgaae  aahabcriaa  díelaido  el  Eey,  con  cabal  co^ 
BoeuiteBlo  ée  causa.»  Este  decreto»  útil  en  aqi»eUoB  tiempos 
en  qoe  ninguna  garantía  limitaba  el  poder  absoluto  de  ios 
lionáreas,  fpé  causa  de  la  mayor  exaltación  del  Conseja,  así 
osuie  después  prodajo  series  disturbios,  porque pretalide 
nquel  de  su  grande  influeueia»  la  empleó  en  baoer  una  opo- 
«cion  tflMssaiderada  á  toda  tentativa  de  reforma  polfttea. 
La  mugislratera  onganitada  en  consejos  ó  parlamenios,  Cné 
síerppre  «a  euerpeí  úiteraiiedía  que  contribuyó  &  moderar  d 
fisd«r  real  en  nombre  dí^l  pueblo,  mientras  esperó  que  ce^ 
derla  en  auiMito  de  su  inSujo  la  limitación  de  aquella  ante- 
rklad;  mas  enando  ba  visto  claro  que  la  nación  profesaba 
dtfos  prioftípios  mas  bandos  y  confiaba  la  defensa  de  sus  de* 
veebes  é  íaUíreses  é  oirás  instituciones  muy  diiUntas,  vol-r 
vio  la  espalda  al  paebk),  defendió  «on  ardor  todo  lo  antier 
gno  y  procuró  ensalzar  la  autoridad  misma  que  antes  de^- 
primiaf 

S98.fr-E9  tal  estado,  salvas  leves di(erencj[as;subiislió  el 
Conaeio  Real  ó  Goasejo  de  Castilla  basta  4^1%.  JEn  aqbelb 
¿poca  los  antiguos  jeonsejos  fueron  abolidos  y  creólos  ansa 
lugar  un  supremo  trtbanai  de  lustioja  y  un  Coosajo .desata- 
da, sepasaado  el  poder  fudi^t^d  del  ejecutivo  coaforme  á  ios 
prineípias  p(riítiaos  consignados  en  la  Goastilucion  de  484SL 

•S4.-*^Las  Tieisitades  de  nuestras  leyes  fundameniaJas 
introdujeran  oUc9%  taatos  cambios  análogos  en  ü  cuerpo  co»* 
stttlivo  del  gobierno,  yendo  siempre  ó  caM  siempte  ligada  la 
exíaleBaia  da  los  antiguas  consejos  con  la  cansa  de  la  mo-r 
iiaii{iáa  absoluta,  y  la  división  de  las  atribuet^es  judiciales 
y  admiaistratíTas  con  el  tf  innfo  del  régimen  sonatitucionaU 
baste  que,  asentado  después  de  tantos  embates  y  trastornos 
el  gobierno  representatirov  fseroa  aqnelkMs  defioüivameale 
sapctmidos  y  memplanades  por  el  tribaaal  supremo  de  I usti^ 
cia  y  un  Consejo  Beal  de  España  é  Indias  ( 4  ],  el  cual,  al  ca- 
bo de  poco  tiempo,  fué  también  abolido  como  iocompatible 

(1)    Real  decreto  de  S4  de  marzo  de  1834. 
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coD  el  articulo  236  de  la  Constitocíoa  de  1842,  restableeida 
en  4836  (4 );  pero  aunqae  parecía  qae  esta  abolición  implica* 
ha  el  restablecimiento  del  Consejo  de  estado,  no  remi6se«* 
mejante  institncion. 

385. — La  naera  ley  fundamental  de  4837  no  prescribía  en 
sa  letra  la  creación  de  ningún  alto  cuerpo  coosqUíto  del  go* 
biemo;  massn  espíritu  lo  reclamaba,  porque  solo  con  su 
auxilio  pudiera  mantenerse  la  reciproca  independencia  de  loa 
poderes  y  dirigirse  la  acción  administratiTa  con  acierto.  Ba- 
ta necesidad  constitucional  y  administrativa  á  un  tiempo,  fe^" 
queria  pronta  satisfacción ,  y  asi  es  que  el  gobierno  á  poco  de 
haberse  publicado  la  Constitución  de  4837,  nombró  ana  co- 
misión para  redactar  un  proyecto  de  ley  relatiyo  á  la  crea* 
cion  de  un  Consejo  de  estado,  presentó  este  mismo  proyecto 
con  leves  alteraciones  al  Senado  en  la  legislatura  de  4838  y 
lo  reprodujo  en  la  siguiente,  aunque  sin  haber  llegado  á  con- 
vertirse en  ley  del  reino. 

•^•.^Ppr  fin,  en  época  mas  reciente,  usando  el  gobier* 
no  de  la  autorización  concedida  por  las  cortes  paraorgani- 
zar  la  administración  (2) ,  se  ha  creado  el  Consejo  Real  (S)s 
apenas  establecido  y  ya  dos  veces  reformado  (4). 

389.— El  Consejo  Real  no  es  una  institución  política,  st-^ 
no  puramente  administrativa,  y  dentro  de  la  administración 
todavía  tiene  limites  muy  estrechos,  pues  no  éjeree  ñinga*» 
na  autoridad,  cifiéndose  sus  atribuciones  á  ílostrar  al  Hey, 
auxiliarle  con  sus  luces  y  servirle  con  sn  experiencia. 

El  Monarca,  en  quien  reside  la  plenitud  del  poder  eje* 
cutivo,  y  los  ministros  en  su  nombre,  necesitan  de  eoQ«* 
sejo  para  resolver  ciertos  negocios  itrduos  de  la  administra* 
cion,  preparar  leyes  y  reglamentos,  dirimir  ouestiones  gra^ 
ves  de  competencia,  resolver  asuntos  contenciosos,  introdn* 
eir  la  anidad  en  la  jarísprudencia  administrativa,  fortalecer 
el  gobierno  y  permitirle  consagrar  algún  tiempo  á  los  intere* 

(t)    Retí  decreto  de  88  de  letiembre  de  1836. 
(S)    Ley  de  l.<»  de  enero  de  1945. 

(3)  Ley  de  6  de  julio,  v  retí  decreto  de  fS  de  setiembre  de  1845. 

(4)  Retles  decretos  &  29  de  setiembre  de  1847  y  t4  de  jaoio 
de  1849. 
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ses  de  la  poIRicá,  sin  menoscabo  de  sus  deberes  en  cuanto 
k  la  adminiairaeioii. 

Las  ofieinas  sirven  para  instraír  expedientes  y  preparar 
decisiones  mediante  la  aplicación  de  las  reglas  establecí* 
das:  sinren  para  conformarse  á  las  órdenes  ministeriales  y 
proearar  su  ejecución,  y  son  por  tanto  utilisimos  auxiliares 
del  gobierno;  pero  el  respeto  k  las  tradiciones  produce  el  es- 
pirita de  ratina,  y  el  hábito  de  la  obediencia  extingue  aque- 
lla libertad  de  espíritu  tan  necesaria  para  concebir  miras  ele* 
vadaSf  cuales  se  requieren  en  los  hombres  encargadoe  de  la 
dirección  general  y  superior  de  los  negocios  pAblioos. 

Las  comisiones  especiales  compuestas  de  personas  enten^^ 
didas  en  ciertos  ramos  de  la  administración,  aprovechan {»* 
ra  ilustrar  al  gobierne  en  tal  cuestioa  determinada;  pero  no 
corrigen  él  vicio  dei  aislamiento  en  que  se  encuentra  el  po* 
der  central:  «estas  juntas  auxiliares,  tan  varias  é  inconexas 
entre  si ,  son  recursos  precarios  é  ineficaces  k  que  han  teni- 
do que  apelar  loa  gobiernos  por  la  irresistible  ley  de  la  nece- 
sidad» (i).  Toda  administración  ilustrada  y  solicita  del  bien 
péblieo,  debe  rodearse  de  un  cuerpo  permanente  que  supla 
con  so  oonsejo  la  multitod  de  juntas  y  comisiones  acciden'» 
tales  que  rara  vez  prestaron  ni  eficaz  auxilio  al  gobierno,  ni 
verdaderos  servicios  al  estado. 

Infiórese,  pues,  claramente  que  la  índole  del  Consejo 
Real  debe  ser  de  un  cuerpo  puramente  consultivo  asin  entro* 
meterse  jamás  á  ejercer  acto  alguno  de  administración,  por- 
que la  administración  supone  un  poder  y  poder  legalmente 
responsable;  pero  el  Consejo  no  debe  administrar  nunca,  ni 
de  cottsiguimite  quedar  sometido  á  responsabilidad  en  su 
acepción  rigorosa»  (S).  La  responsabilidad  integra  de  todos 
los  actos  administrativas  recae  siempre  sobre  los  ministros, 
ora  procedan  eonferme al  dictamen  del  Contejo  Real,  ora  se 
aparten  de  su  opinión. 

Extrafio  á  la  política  y  extraf&o  también  á  la  justicia,  no 

(1)  Dictamen  de  la  comisión  del  Senado,  «cerca  del  proyecto  do 
ley  relativo  á  la  creacioQ  de  un  Consejo  de  estado. 

(2)  Dictamen  referido. 
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participa  oí  de  las  veleidades  de  aqaella,  ni  déla  íi 
de  esta,  sino  qae  obedece  al  espirita  de  tfaaÍDfBiaeíotí  leilta 
y  gradttal  qae  ea  el  aoayor  náoiero  de  los  aatea-idlUBistra* 
Uvos  domina. 

•9».-*-Bl  GoB9C}e  Beai  se  eempone:  1.^  de  ios  nniHatmi 
seeretarios  de  estado  y  del  despaoko:  2.^  de  Ueínta  eaose** 
jeros  ordinarios:  3.^  de  diez  y  seis  extratordinaríos:  é.^dest 
seeretario  general:  5.^  de  cterto  mimera  de  aasíttares;  y  6.® 
de  nn  fiseal. 

SS9.— Los  ministros  sbn  consejeros  natos  y  rapresenlan 
la  justa,  taneeesarta  iaterredcion  que  el  gobierao  coa  sü 
Toz  y  con  su  toto  debe  tener  en  las  daltberacioníes  del  Con- 
sejo. T  no  solo  los ministrosinkert iekíen  en  calidÉd  de  €6a<> 
sajeros  ordinarios,  sino  tamUeb  dirigiendo  las  discaojcosi 
cuando  concurrieren  á  ellas,  pues  el  presidenta  del  Gaaseía 
de  ministros  preside  también  ei  CoBsejo  Real ,  y  en  so  dafée* 
td  ei  ministro  de  mas  edad  entre  lea  qae  se  bailaran  preseo* 
tes.  Para  los  casos  en  qae  ninguno  asistiere,  faonlbra  d  Raljf 
i  un  éoBSejero  ordinario  vice*^presídeBte  (4  )i 

99#.^BI  Rey  nombra  los  consejeros  nrdiaarios  b  propda»* 
ta  del  Consejo  de  ministros  y  en  decretos  eripeoíaks  refraft** 
dados  por  sn  presidente ,  tos  cuales  se .  comuacoaa  al  «íala^ 
terio  de  la  Gobernación  de  la  Península  (9). 

SM.^ Aunque  el  Rey  nombra  tibremente  los  inditrifluos 
del  Coftsejo  Real,  esta  latitud  no  es  omainoda,  siaa  iimü»^ 
da  por  las  condiciones  que  la  ley  orgánica  axiga  en  hn  per»- 
senas  qae  hubieren  de  componerle,  y  san:  tener  Miata  aios 
ctompIMos,  como  garantía  de  asadarézeb  krsMíberadaina, 
y  haberse  distinguido  notablemente  ea  laa  dínsraas  eacMias 
del  estado  (3),  como  garanifa  de  aplitad  para  aoatsejar  ea  hm 
asuntos  y  cuestiones  mas  arduas  de4a  adaiiniatiaciBa«  Ealá 
circunstancia  etf  con  estudio  bastante  raga,  pasque  la  ley,  oí 

(1)  Ley  de  orgaDÍzacion  y  atribuciones  del  Coosejo  Real »  artí- 
culo S,  y  reales  decretos  de  7  de  febrero  de  IS4S  y  24  d^  {odio 
de  1849. 

(S)  Art.  4  de  la  ley  de  6  de  jdüo,  y  !.•  de  8S  ét  setiembre 
de  1845. 

(3)    Ley  orgánica  ,  art.  5. 
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Mea  eoartó  algm  taát^  la  espootMieidad  del  Monarca,  na  iia 
qnrldo  eeftir  sa  ateccioa  al  paoto  de  no  ser  el  gobierno  li- 
bre para  rodearse  de  las  personas  que  pudieran  inspirarle 
mas  confianza. 

••••-^Los  consejeros  son  amoWbles  y  deben  serlo ^  por- 
q«a  el  Consejo  Real  carece  de  poder  admiaistratiyo  y  de  ju- 
riadiecioa  propia,  cuyo  ejercicio  reclama  la  independencia 
qa^  la  ley  garanticaá  la  autoridad  judicial.  El  principio  de 
qoe  iapleniiad  déla  potestad  de  ejecutar  las  leyes  reside  en 
el  Rey,  quien  la  ejerce  bajo  la  responsabilidad  de  los  mints- 
tras,  no  permite  considerar  al  Consejo  Real  sino  comoinn 
cnerpo  paramente  ciotttfnlti?o,  aoniliar  del  gobierno  y  en* 
oai^ado  de  asistirte  con  sos  luces ;  pero  ageno  enteramenle 
á  los  actos  de  la  administración. 

Si  el  gobierno,  pues,  halla  obstáculos  inrenciMes  á  su 
marcha  en  el  espirita  dominante  en  el  Consejo  Real ,  puede 
y  debe  remo^eír  &  tos  consejeros  que  en  vez  de  auxUiaf  ie  le 
contratan,  y  reemplazarlos  con  otros  cuyas  ideas  y  senii- 
mieotos  se  hallan  mas  en  armonía  con  los  principios  de  po» 
•IMca  y  de  administración  que  en  el  ninísterío  pretalecen. 
Pero  al  anísmo  tiempo  importa  fc  la  dignidad  del  Consejo  Real 
y:  redama  el  carácter  de  sus  atríbaciones  cuasi- judiciales, 
qne  el  cargo  de  consejero  tenga  toda  la  estabilidad  compati- 
ble con  las  bases  del  régimen  representativo;  y  poroso  la  ley 
npgáiDioa  ya  citada  establece,  que  para  la  separación  de  los 
consejeros  reales  se  observen  las  mismas  iormalidades  que 
para  sn  nombramiento  (4). 

SM.-^EI  cargo  de  consecro  ordinario  es  incompatible 
con  cualquier  otro  empleo  efectivo  {%)•  También  debiera  ser- 
lo con  tai  cualidad 4e  diputado  ó  senador,  porque  no  Convie- 
ne ifO«'  el  Consejo  Real  participe  del  carácter  veleidoso  y  tal 
ves  agne^Vo  deta  política,  sino  que  sea  dé  iadole  esencial- 
mente administrativa;  asi  sus  trabajos  serian  constantes,  sus 
estudios  prolijos,  uniforme  su  marcha  y  económica  la  insti- 
tución. Asi  también,  respetados  los  consejeros  por  su  impar^ 

(I)    Art.  4. 
(í)    An.  5. 
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cialidad  eo  medio  de  las  contiendas  poliücas,  podrían  o|nh 
ner  al  espirita  de  novedad  una  resistencia  pasiva,  cierta 
fnerza  de  inercia  que  sin  embarazar  la  marcba  del  gobierno, 
le  sirviese  de  contrapeso. 

Pudieran  combatir  esta  opinión  adncíendo  las  veolajaa 
que  resultarían  de  comunicar  el  espíritu  de  las  leyes  á  ios 
cuerpos  legislatiTos  por  medio  de  los  consejeros  senadores  ó 
diputados,  y  mantener  la  unidad  del  pensamiento  en  los  pro- 
yectos presentados  á  las  cortes  por  el  gobierno;  mas  sí  tal 
conveniencia  existe,  debiera  satisfacerse ,  no  de  nna  manera 
eventual  y  dudosa,  sino  por  medios  seguros  y  ciertos.  Ade* 
m&s,  en  manos  de  los  ministros  está  evitar  6  disminoirla 
necesidad  de  dicbo  contacto,  prestando  á  lo  sucesivo  mas 
atención  á  lo  que  menos  hoy  les  cautiva.  El  ministerio  es  el 
lazo  natural  y  el  medianero  forzoso  entre  el  Consejo  fteal  y 
los  cuerpos  colegisladores. 

••4.— Los  consejeros  extraordinarios  no  ejercen  un  car- 
go como  los  ordinarios,  sino  mas  bien  desempeftan  una  ce* 
misión.  Al  principio  de  cada  afioel  presidente  del  Consejo  de 
ministros  propone  al  Rey  una  lista  de  personas  que  deberia 
ser  autorizadas  para  tomar  parte  en  las  deliberaciones  del 
Consejo  Real,  y  estas  personas,  en  virtud  de  dicha  autori- 
zación real ,  son  los  consejeros  extraordinarios. 

<•&.— 'La  creación  de  los  consejeros  extraordinarios  se 
funda  en  la  conveniencia  de  que  asistan  á  las 
del  Consejo  Real  los  gefes  principales  de  cada  servicio 
nistrativo,  para  que  lleven  al  seno  de  aquel  cuerpo  consulti- 
vo del  gobierno  datos  útiles, «conocimientos  prácticos  y  el 
tributo  de  su  larga  experiencia  de  los  negocios,  y  se  apro- 
vechen en  cambio  del  saber  profundo  y  de  la  exoelencia  de 
las  teorías  aplicables  á  la  administración  que  en  el  Conseje 
Real  se  dilucidan.  Para  que  esta  comunicación  reciproca  de 
ideas  y  noticias  produzca  la  apetecida  alianza  entre  la  es- 
peculación y  la  práctica,  es  preciso  que  el  nombramiento  de 
consejeros  extraordinarios  recaiga  en  altos  empleados,  cuyo 
concurso  á  las  deliberaciones  del  Consejo  Real  represente  el 
espíritu  del  gobierno,  la  fuerza  de  las  tradiciones  adminis- 
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iniíTis,  y  la  reñsleoeta  oúsma  de  los  iolereses  creadas  en 
ia  nacioB. 

SMI.— Sin  embargo ,  aunque  tal  es  la  jarispnidencia  ad* 
mínístratifa ,  no  dadamos  qae  la  cualidad  de  consejero  ex* 
Uaordinario  no  pudiese  estar  ligada  con  igual  ó  mayor  Ten- 
taja  con  la  capacidad  reconocida  de  las  personas,  que  per* 
manecer  finculada  en  sos  títulos  6  posición  oficial ;  y  toda- 
vía nos  inciinaoios  á  creer  preferible  el  sistema  de  llamar  el 
gobierno  cérea  de  si  para  auxiliarle  en  la  solución  de  ca* 
da  negocio  arduo  á  bombres  especiales  y  facultativos  en  la 
materia  en  cuestión,  al  método  actual  de  conceder  una  au- 
torización por  punto  general  para  discutir  y  resolver  todos 
los  asuntos  aun  los  mas  inconexos.  El  gobierno  deberla  con- 
sultar según  los  casos  el  saber  distinguido  en  ciencia,  en 
letras,  en  artes,  en  agricultura,  en  comercio,  en  industria, 
comunicando  el  espíritu  de  unidad  á  sus  varios  dictámenes 
por  medio  de  alianzas  accidentales  y  momentáneas  de  todos 
los  bombres  eminentes  con  el  Consejo  Real.  Siempre  seria 
mejor  buscar  las  aptitudes  allf  en  donde  resplandecen  sig- 
nos ciertos,  exactos  y  uniformes  de  capacidad,  que  fiarse  de 
indicios,  cálculos  y  conjeturas. 

••9.— La  ley  dispone  que  teste  nombramiento  solo  po- 
drá recaer  en  los  funcionarios  siguientes: 

4  .^  Presidente ,  ministros  y  fiscales  del  tribunal  supror 
mo  de  Justicia,  del  de  Guerra  y  Marina ,  del  mayor  de  Cuen- 
tas y  del  de  la  Rota  de  la  Nunciatura^ 

S.^    Directores  generales  de  todas  armas. 

3.°    Comisario  general  de  Cruzada. 

4.^  Directores  generales  de  cualquier  ramo  de  la  admi- 
nistración pública. 

5.^    Intendente  general  del  ejército. 

6.^    Contadores  generales. 

7.*"    Comisario  regio  del  banco  de  San  Fernando. 

8.^  Presidente  y  vocafes  de  la  junta  de  dirección  de  la 
Armada  (4). 

(1)    Arl.  7  de  la  ley  de  6  de  julio. 
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••s.— Los  eoosejdros  eiIradfdintruM  se  nombrai  ea  ia 
misma  forma  que  los  ordinarios.  Como  su  comisión  es  attaat, 
al  fin  de  cada  alio  espira  su  jttierizaeioa  para  asistir  á  las 
deliberaciones  del  Consejo,  de  soerie  que  sí  no  se  halian  oom«> 
prendidos  en  la  nueva  lista,  cesan  de  heebo  da  asistiv  á  saa 
sesionen  y  dejan  desde  el  momento  de  sa  pobücación  de  iér 
miembros  de  aqael  cuerpo  {A ).  Obséfrese^  poes^  qne  no  iNqr 
lauta  estabilidad  en  los  cargos  de  consejeros  e&traordina*- 
rios,  como  en  los  de  consejeros  ordiMrios;  y  es  la  raaoa  que 
estos  ejercen  atribuciones  ctiasi^judiciales  cuya'  liMtole  re^ 
qtifere,  si  no  la  independencia  propia  del  juez,  por  lo  menos 
ciertas  garantías  proporcionadas  á  la  nataraleKa:de  sns  fa- 
cnitades  qne  no  es  preciso  otorgar  &  ios  primeros ,  eiiyos 
aotos  son  puramente  consultttm  y  deliberantes . 

SilM.— Et  número  de  los  consejeros  eximordioarios  no  iis« 
cederá  en  ningún  caso  de  la  tercem  parte  de  los  ordina* 
rios  (2) ,  cautela  aconsejada  por  el  témíor  de  que  alguna  t«i 
él  Voto  de  estos  preponderase  sobre  la  o|^inion  de  aquellos,  y 
dominado,  el  Consejo  Real  por  inflneueias  de  ofleina,  perdió» 
se  su  carácter  de  censor  de  ciertéS  actos  admútislratiros. 
Además,  debe  el  Consejo  Real  estar  dotado  de  Hrmeta  y  cons- 
tancia ptra  defender  la  integridad  dé  sus  principios;  y  de  un 
espíritu  de  consecuencia  tal  que  nunca  se  quiebre  el  b(1a  de 
sus  traditíottie^.  La  unidad  de  la  administración  y  la  uüifbr- 
midad  de  su  jurisprudencia  eátrlban  principalmente  én  esa 
condición,  ni  instable,  ni  inmoble  quie  earácierita  al  Coisi^ 
Real. 

4##.— Los  consejeros  eittraordinoríos  ejercen  atribucio- 
nes pura  y  simplemente  administrativas,  pues  son  los  ordi- 
narios tan  solo  quienes  tienen  facultad  para  resol?er  los  ne-- 
gocios  contenciosos  de  la  competencia  del  Consejo  (3). 

4#t.-«EI  secretario  general  extiende  las  actas  de  las  se- 
siones del  Consejo  pleno,  distribuye  los  expedientes  entre  las 


(1)  Ley  citada,  art.  S  y  real  decreto  de  88  de  setiembre  da  1S4I, 
artículo  8. 

(2)  Ley  citada,  art.  S. 

(3)  Id.  art.  9. 
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stlMs  qfoe  el  Consejo  Real  elevSt  «alorita  U  correspondeilBiB 
ea  todos  lod  casos  es  que  no  oe  reqMer»  la  del  Viee^pr8BÍ<» 
dente;  y  en  fin,  reía  sobre  el  orden  interior  de  las  dSeiniB  y 
iokf  e  el  eampIMeito  de  los  deberes  ^opiM  de  Jos  anllía- 
res  fideqtte  solMiterose  (4). 

'^Mv-^LoBaniNlares  se  han  introdnoido  -do  solo  para 
cooperar  á  la  acción  del  Consejo  Real  ejecutando  los'lmba*- 
jos  prepenratories  de  sus*  deteisioMS,  sino  para  que,  nolrién- 
dose  <on  las  bQeiMis'd0ctrikias  y  adquiriendo  el  oeneeinitenlie 
prfteiico  de  tsbnegoeioe,  sefoitoen  en  aquella  ^cotli  ad^^- 
míBístradoKs  bAbileb  yespériuentadosv  Bay  ankiliares  4t 
náoiero  úé  tres  categorías,  y  otros  hay  supernumerarios^). 
4#s.— El  Consejo  Real^  para  lesnsuülosadteinislratif^ 
se  ditide  én  secciones  análogas  &  la  d'istribacloo  de  todos  los 
negocios  públicos  entre  los  varios  ministerios.  Estas  sécele^ 
nes  son  seis  í  Estado  y  Gracia  y  Justicia ,  Guerra  y  Marine, 
Gobernación,  Hacienda,  Cóméyeio,  Instrucción  y  Obras  ptl- 
blicas  y  Ultramar  (3).  Cada  sección  es  presidida  por  el  mi- 
nistro del  ramo  respectivo,  y  si  concarrieréte  dos,  preside  el 
de  mas  edad.  Hay  además  en  todas  ellas  un  vice -presidente 
nombrado  por  el  Rey  á  propuesta  del  ministro  respectivo  de 
entre  los  vocales  de  la  misma  (4). 

Cada  sección  instruye  los  expedientes  relativas  álos  ne- 
gocios de  su  competencia,  y  acuerda  el  informe  que  hubieren 
de  dar  al  gobierno  en  ios  asuntos  sobre  que  hayan  sido  con- 
sultadasy  y  también  forma  los  expedientes  y  prepara  los  in- 
formes que  hubieren  de  presentarse  al  Consejo  sobre  los 
asuntos  de  que  deba  conocer  en  pleno  (5). 

La  sección  de  Gracia  y  Justídia  instruve  además  los  ex- 
pedíentes  y  prepara  las  resoluciones  sobre  la  valides  de  las 
presas  marítimas  y  sobre  las  competencias  de  jnrisdfccion  y 


(2) 


Reglamento  de  S7  dejalíode  1848. 

Real  decreto  de  7  de  febrero  de  1848 ,  art.  1.* 

(3)  Real  decreto  de  7  de  febrero  de  1848,  art.  ^. 

(4)  Arts.  10  y  11  del  real  decreto  de  22  de  setioinfore  do  Í8i5. 

(5)  ArU.  12  y  13. 
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atribuciones  entre  las  autoridades  judiciales  y  las  adoiiiiíg*^ 
tratívast  y  tiene  también  á  sa  cargo  la  colección  y  eiasifiDa* 
Clon  de  las.leyes,  decretos»  reales  órdenes  y  reglamentos  vi- 
gentes (4). 

La  de  Cltramar  será  siempre  oída  en  todos  los  asnatos 
relativos  á  aquellas  provincias  y  á  su  régimen  especial  en 
la  forma  determinada  por  el  reglamento  particular  de  esta 
sección  (2). 

La  de  lo  contencioso  conoce  de  los  asuntos  de  la  admi* 
nistracion  que  tengan  .este  carácter  y  de  las  apelaciones  de 
los  Consejos  provinciales  (3).  Esta  sección  debe  estar  dolada 
de  competente  número  de  auxiliares  lelrados  qnienes  ejer« 
cen,  alternando  entre  si ,  las  atribuciones  que  antes  corres* 
pendían  á  lo9  abogados  fiscales. 

Guando  la  naturaleza  de  un  asunto  lo  requiera,  pueden 
reunirse  dos  ó  mas  secciones  para  despachadlo  de  común 
acuerdo  (4);  cuando  no,  cada  sección  despacha  sola  los  ne-' 
gocios  de  su  exclusiva  competencia. 


404,— Doble  carácter  del  Goose-    411.- 
jo  Real. 

405.— -Be  UD  cuerpo  consultivo    4tf.« 
del  gobierno. 

406. — Debe  ser  consultado  en 
materias  administrati- 
vas: 413.- 

407.— Sobre  los  reglamentos  de 

administración  pública .         414.- 

468.— Sobre  tratados  de  comer- 
cio y  navegación .  4 II. 

409. — Sobre  otros  asantes  de  ad- 
ministración interior.  416.- 

410.— Debe  ser  consultado  en 

materias  cuasi-contencio-    417.- 


-Sobre  el  pase  y  retención 
de  bulas. 

-Sobre  k»  asuntos  del  Real 
Patronato  y  recursos  de 
protección  del  concilio  de 
Trento. 

•^Sobre  vaUdex  de  tes  presas 
maritimu. 

•Sobre  naturalización  do 
eitranieros. 

-Sobre  la  autoríncíon  pa- 
ra litigar. 

•Sobre  el  permiso  paraena- 
ffenar. 

-Sobre  aotoriíacioa  para 
procesar. 


(1)  Art.  14. 

(2}  Árt.  15. 

(3)  Art.  17. 

(4)  Art.  16. 
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4l8.-**Otro8  diMM  m  qne  á$h&  mioifltracion  exterior. 

9er  eoonaltado.  4S2.-*Bd  otroade  adminúlracioB 
419. — So  es  obligatoria  la  con-  interior. 

salta:  421. — Gonsnltas     en    Consejo 
4S0.— En  oiertas  onterias  legis-  pleno. 

lativas.  4S4.— Gonsnltas  en  secciones. 
421.— En  algunos  puntos  de  ad- 

404.^EI  Consejo  Real  debe  considerarse  como  cuerpo 
consultivo  del  gobierno  y  como  tribunal  supremo  en  el  or- 
den contencioso  de  la  administración.  Bajo  el  primer  punto 
de  vista  ejerce  facultades  puramente  administrativas :  bajo  el 
segundo  aspecto  ejerce  una  cuasi-jurisdiccion.  Por  abora 
solo  examinaremos  sus  atribuciones  consultivas,  aplazando  el 
estudio  de  las  cuasi -judiciales  para  cuando  tratemos  de  los 
tribunales  administrativos. 

4#ft.— El  Consejo  Real  es  un  cuerpo  supremo  consultivo 
del  gobierno  establecido  para  la  mejor  administración  del 
estado  (1):  de  consiguiente  carece  de  autoridad  propia  y  sus 
actos  no  tienen  fuerza  sino  en  cuanto  el  Rey  los  aprueba  y 
los  adopta  como  suyos  en  virtud  de  sus  prerogativas  consti- 
tucionales ,  porque  no  es  el  Consejo  Real  órgano  de  un  po- 
der distinto  é  independiente,  sino  instrumento  en  manos  del 
gobierno;  de  la  administración  activa.  Su  oficio  es  dar  dictá- 
menes, y  un  dictamen  no  es  nunca  ejecutorio. 

El  Consejo  Real,  pues,  procede  siempre  consultado  por  el 
gobierno;  pero  unas  veces  su  dictamen  es  requerido  por  la 
ley,  y  otras  queda  al  arbitrio  del  poder  ejecutivo  oirle,  ó  no 
oírle,  según  lo  crea  conveniente. 

40«.— Debe  ser  consultado: 

I.  En  materias  administrativas. 

II.  En  materias  causi-contenciosas. 

I.  Son  materias  puramente  administrativas  sobre  que 
debe  el  Consejo  Real  ser  consultado: 

4#9.—  I.  Todas  las  reglamentarias,  y  asi  es  necesario 
oir  su  dictamen  acerca  de  las  instrucciones  generales  para  el 
régimen  de  cualquier  ramo  de  la  administración  pública,  ó 

(1)    Ley  orgánica,  art.  1.® 
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sobre  Iím  reglameatos  generales  pira  laeJeeMloftde  las  le- 
jes  (4).— La  intervención  necesaria  del  Consejo  Real  en  es- 
te GStfiQ  se  fonda  en  la  coufeniencia  de  poner  coto  á  la  arbi- 
trariedad del  poder  reglamentario,  procarandose  mantenga 
en  las  leyes  secundarias  aquel  espíritu  de  unidad ,  aquella 
consecuencia  de  principios  sin  los  cuales  no  hay  uniformi- 
dad en  la  jurisprudencia,  ni  el  derecho  administrativo  puede 
formar  un  cuerpo  de  doctrinas.  La  (cooperación  fpjr?;psa  del 
Consejo  Real  es  también  una  garantía  de  que  los  reglamen- 
tos no  conculcarán  ni  la  letra,  ni  el  espirítu  de  las  disposi- 
ciones legislativas,  y  un  medio  de  conservar  pnras  é  intuctas 
las  buenas  tradiciones  de  la  administración. 

Todo  reglaipento  ó  instrucción  general  para  cualquier 
ramo  del  servicio  público  decretado  por  el  Rey  sin  oonsuJtar 
al  Consejo  Real,  será  inconstitucional,  porque  no  estafo- 
galmente  hecho;  mas  no  adolecerá  de  este  vicio,  si  el  Congo- 
jo fuere  consultado  antes  de  publicarlo,  ^unqnti.no  lo  forme, 
pi  taicnpoco  lo  prepare. 

4Q9.—  U.  Ciertas  de  administración  exterior,  como  los 
tratados  dt  comercio  y  navegación  (2).— Lo  grave  y  delica- 
do de  estas  transacciones  diplomáticas  en  que  pi^fle  un  error, 
a]  parecer  leve,  comprometer  perpetuamente  (09  intereses  de 
toda  la  nación,  es  la  causa  porque  |a  ley  eiige  qu^.  e)  gobier* 
1^0  consulte  acerca  de  estos  puntos  al  Consejo  Real ;  pero  la 
omisión  de  dicha  circunstancia,  si  bien  implica  la  ie3ponsa- 
bilidad  de  los  ministros,  no  disminuye  la  validez  de  un  con^ 
trato  bilateral  celebrado  entre  dos  naciones  legítimamente 
representadas:  será  motivo  para  una  cuestión  i^teriyr  ^ayo 
desenlace  en  nada  altera  la  cuestión  internacípnal* 

^99.—  111.  Algunas  de  administración  interior  en  que  el 
testo  particular  de  las  leyes  imponen  ai  gobierno  el  deber 
de  oiral  Consejo  Real,  como  en  el  otorgamiento  de  pc^l  au- 
torización para  constituir  toda  compaPla  mercantil  fof  ac- 
cioneSf  y  en  ppnto  á  crear  ó  suprimir  esh^lepimi/Nito^  púhli- 

<f )    Ley  orginica  ^  6  de  julio  de  1815,  art  11,  y  real  decreto  do 
92  de  setiembre,  art.  7,  §.  !.• 
(2)    Id.  §.2. 
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G^  4«  Nne6^eMÍ4«  a^regfur  ó  jce^egar  sos  rentas  w  UkIo  4 
en  parM  (4)f  y  i  la  supresión  de  les  pertieiilares  coy6  ob** 
jeto  bnblese  <;a4iiisedQ  4  no  pii^  Iiea»rae  motplíctaaseii^ 
te  por  la  disminacioD  de  sos  reatas  y  para  la  destitución  de 

8QS  pftUODOS  (S). 

4t«.«--Ll8mattse  materias  oiiasi'OonteiMmfs,  á  diferencia 
de  fas  rigorosamente  ^dminisirativas,  aquellos  asumes  qne 
sin  ser  verdad0raBiente  oontenfíoaos  de  la  adminisiracioa, 
aigimü  unios  tamiles  piartieuJares  pareoidoa  á  los  seiaiados 
para,  la  iostrocoion  de  estos,  sí  bien  difieren  ea  un  pnoto  tan 
eseooia}  eoao  es  la  pubiíoíd^  de  las  sesiones  que  el  Conscí» 
Real. celebre.  ¿  pnerta  abierta,  euando  delibera  acerca  de  m* 
gacias  oonteMiasos,  y  h  puerta  cerrada  ea  los  i esiantes. 

Perieneeen  á  estfi  clase: 

4tf  .-^  h  Elpese  y  retención  de  las  boíVas*  brevaí  y  rea* 
eñptas  ponUfioÍDs  y  las  preees  para  obtenerlos  (3).r-^Iia 
qaieitad  de  las  eoaoieoaias  y  el  bienestar  publico  reqoieraa 
que  haya  perfecta  concordia  entre  el  poder  espiritual  y  el 
temporal*  Cuando  oqurre  algún  coafliicio  eatre  estas  aotari- 
dadas,  es  inbavania  M  dereebo  de  selNerania  la  facoliad  ée 
dirimirlo.  SI  Rey,  pues,  debe  defender  las  regalías  de  la  Go* 
rana  y  la iadepapidéacia  del  eslado,  velando  porque,  so  pre«* 
(eato  de  disponer  en  materias  eqiesiáatí cas ,  no  seintrodoz;* 
can  disposifiiones  <iue  manguen  las  unas,  ni  atantan  oaaAra 
las  otras,  fil  Rey  es  &rbiiro  y  supremo  regulador  de  todas  las 
jurisdicciones,  y  coma  tal  las  aonserva  Integras,  dafeediénf** 
dalas  de  toda  invasión  de  parta  de  un  soberaao  eitruíero. 

Ksta  jurisprudencia  est&  eonslgaada  en  nuesiros  cMigos 
en  les  cuales  se  maaida  baja  panas  muy  rigorosas  qae  se 
presenten  al  Coasefo  aaiea  da  su  puUicaciiui  y  «so,  la* 
das  las  bulas,  breves,  rescriptos  y  despachos  de  la  Curia  m* 
■lana  que  eautuviesea  ley,  regla  6  preei^pto  de  afaserrancia 
general^ idándola al fMse  paraca ejacaaiían,  en  cfanto  nosa 
opongan  á  las  regalías^  eonoordai^s,  cestmnlbrea,  ieyes  y  de* 

(1)  Ley  de  S8  de  enero  de  1848. 

(2)  Ley  de  SO  de  janio  de  1849. 

(3)  Ley  orgánica,  ut.  11,  §.  S. 
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rechoB  de  la  aacioQ,  ó  no  induzcan  en  ella  noTedades  perju- 
diciales, gray&men  público  ó  de  tercero ,  asi  como  también 
deben  presentarse  las  relativas  á  particalares  en  ciertos  ca- 
sos (4). 

Extiogaido  el  antiguo  Consejo,  pasaron  estas  facultades 
ai  tribunal  supremo  de  Justicia  y  ahora  corresponde  al  C!on- 
sejo  Real,  donde  con  mas  propiedad  están  depositadas,  por- 
que el  conceder  ó  negar  el  pase  á  las  bulas,  breves  y  rescrip- 
tos pontificios,  no  es  nn  asunto  de  derecho  privado  y  para- 
mente civil ,  sino  on  negocio  de  orden  público  y  constitucio- 
nal. Si  los  ministros  resolviesen  por  si  solos  estos  asuntos, 
pudieran  dejarse  fteilmente  seducir  ó  exaltar  por  falta  de  ln« 
ees ,  por  el  descuido  ó  la  infidelidad  de  sus  agentes,  ó  por 
el  influjo  de  las  sectas  ó  de  los  partidos;  mas  la  intervención 
del  Consejo  Real  asegura  que  la  solución  de  estos  delicados 
asuntos  llevará  el  sello  de  la  madurez  y  de  la  justicia,  y  qoe 
guardarán  todas  entre  si  un  espirita  de  consecnencia  inal- 
terable. 

4t9.—  II.  Los  asuntos  del  Real  Patronato  y  recursos  de 
protección  del  concilio  de  Trente.— El  Monarca  es  según  las 
leyes  de  Espafia  y  en  virtud  de  concordatos  celebrados  con 
la  Santa  Sede,  protector  y  patrono  de  todas  las  iglesias  cate- 
drales del  reino ,  y  por  tanto  le  compete  la  presentación  ó 
nombramiento  de  los  arzobispos,  obispos,  prelados  y  abades, 
y  la  elección  de  los  eclesiásticos  para  el  servicio  de  las  dig* 
nidades,  prebendas  y  beneficios  que  vacaren  en  los  ocho  me- 
ses llamados  apostólieos.  Si,  pnes,  la  potestad  eelesiástica  se 
entrometiese  á  proveer  sillas  episcopales  ó  beneficios  cuya 
presentación  ó  nombramiento  «s  regalía  de  ia  Corona,  el  Rey 
dd)e  revíndicar  sus  derechos  de  soberanía ,  consaltando  ai 
Consejo  Real. 

Los  recursos  de  protección  del  concilio  de  Trento,  tenían 
por  objeto  procurar  que  se  guardase  y  eompUese  lodo  lo  en 
él  establecido.  A  este  fin  habían  las  leyes  del  reino  enco- 
mendado el  conocimiento  privativo  de  sos  negocios,  y  espe- 

(t)    Lej  9,  tit.  III,  lib.  n,  Ifof .  Recop. 
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mínente  de  las  bulas  qae  coatra  sus  disposicioaes  se  impe*- 
trasen,  al  antígoo  Consejo,  atribuciones  que  luego  pasaron 
al  supremo  tribunal  de  Justicia  y  hoy  ejerce  el  Consejo  Real. 
4ts.—  III.  Las  decisiones  acefca  de  la  validez  de  las 
presas  marítimas.— Justiniano  fundó  el  derecho  de  las  pre- 
sas maritímas  en  aquel  principio :  ea  qum  ex  hosübus  ea- 
pimusyjure  gentinm  síatim  nostra  fiuiU;  y  aunque  serla  de 
apetecer  que  el  comercio  gozase  de  seguridad  en  medio  de 
la  guerra,  es  lo  cierto  que  todavía  la  ruptura  de  las  hostili* 
dades  legitima  esta  adquisición  á  viva  fuerza,  asi  como. en 
tiempo  de  paz  nace  del  derecho  que  k  todas  las  naciones 
asiste  para  ejercer  la  policía  de  los  mares. 

La  decisión  de  estos  asuntos  está  enlazada  con  el  examen 
de  lo  que  prescribe  el  derecho  internacional,  con  la  interpre- 
tación de  los  tratados  y  convenciones  diplomáticas,  y  en  fin, 
con  cuanto  hay  de  mas  delicado  en  punto  á  relaciones  este* 
ñores :  por  cuyos  motivos  se  creyó  conveniente  retirar  á  los 
tribunales  civiles  el  conocimiento  de  semejantes  negocios  y 
confiar  su  resolución  al  Rey  oyendo  al  Consejo  Real ,  ó  al 
poder  ejecutivoi  único  que  puede  apreciar  sí  fué,  ó  no,  legi- 
timo el  acto  hostil  de  un  subdito  á  quien,  expidiendo  paten- 
te de  corso ,  autorizó  para  hacer  la  guerra  ó  que  combatió 
coa  un  pirata. 

Por  otra  parte,  llamados  los  tribunales  á  conocer  de  estos 
asuntos,  la  discusión  pública  era  consiguiente,  y  la  revela- 
ción de  los  secretos  de  la  diplomacia,  comprometería  la  segu- 
ridad del  estado  y  las  relaciones  exteriores,  y  solo  el  Rey  de- 
be tener  en  su  mano  la  balanza  de  la  paz  y  de  la  guerra,  y 
solo  él  debe  inclinarla  á  uno  ú  otro  lado. 

4t4.—  IV.  La  naturalización  de  extranjeros  (I).— El 
Rey  es  quien  concede  cartas  de  naturaleza  á  los  que  por  no 
haber  nacido  espafioles,  ó  por  no  haber  ganado  vecindad  se  - 
gun  derecho,  necesitan  de  habilitación  especial  para  gozar 
del  fuero  de  ciudadano  en  España.  Esta  gracia  solo  pue* 
de  otorgarse  consultando  al  Consejo  Real  el  que  debe  exami- 

(i)    Real  decreto  de  22  de  setiembre,  art.  7,  §.  3* 
Tomo  I.  13 
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Aar  el  expediente  instruido  por  el  gobiei'no  ea  averígiiaeieB 
de  si  el  sotíeilante  retine,  ó  no,  las  cualidades  requeridas  por 
la  ley. 

4tft.—  V.  El  otorgamiento  de  autorización  &  los  pueblos 
y  provincias  para  litigar,  cuando  estos  asuntos  deban  ser  de- 
cididos por  el  gobierno  (1).— Son  actos  do  tutela  que  ejerce  el 
gobierno  respecto  á  las  corporaciones  y  esUblecimíentos  pú» 
blicos  á  quienes  dispensa  su  alta  é  imparcial  protección,  de* 
fendiéndolos  de  las  pasiones  y  preocupaciones  de  la  actual 
gtperacion  en  beneficio  de  las  futuras.  Estos  actos  adminis* 
trativos  son  bástanle  graves  para  que  el  gobierno  deje  de 
pedir  dictamen  al.Consqo  Real,  y  nodfs  tan  rápido  despacho, 
que  no  puedan  diferirse  hasta  oir  el  voto  de  aquel  cuerpo 
consultivo;  adeai&s  de  que  en  tales  casos  debe  baber  una  de« 
liberación  previa,  y  deliberar  es  propio  de  mucbos,  así  como 
ejecutar  de  uno  solo. 

Eq  algunos  casos  el  Consejo  Real  no  conoce  de  estos  asun- 
tos  sioo  en  segundo  grado  ó  por  via  de  apelación,  por  ejem* 
pío ,  cuando  es  un  ayuntamiento  quien  solicita  semejante 
autorización  denegada  por  el  gefe  polUico;  pero  otras  veces 
conoce  en  primer  grado,  v.  gr.  si  la  autorización  es  solicita* 
da  por  una  provincia.  Esta  autorización  no  prejuzga  la  cues* 
tion  judicial;  sirve  tan  solo  para  precaverlos  daAos  que  pu- 
dieran seguirse  k  un  pueblo,  provincia,  corporación  óestable- 
cimiento  público,  de  intentar  un  litigio  innecesario,  injusto  ó 
no  conveniente. 

4t<l. —  VI.  Los  permisos  que  pidan  los  pueblos  ó  pro-^ 
vincias  para  enagenar  ó  cambiar  sos  bienes  y  para  contratar 
empréstitos  (2).— Son  también  actos  de  tutela  como  los  an* 
teriores  y  de  igual  6  mayor  gravedad ,  porque  celebrado  el 
contrato  de  enagenadon,  se  habrá  disminuido  el  patrimoaio 
de  las  provincias  ó  pueblos  de  una  manera  pencamente. 

4t9.—  Vil.  Las  autorizaoiones  que  con  arreglo  á  las  le* 
yes  deba  dar  el  gobierno  para  encausar  á  los  Tuncionarios 
púbiioos  por  excesos  cometidos  en  el  ejercicio  de  su  autori- 

(O    W.§.4. 
{"i)    Id- §.5. 
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dad  (I).— -Soma  pruieacia  se  reqaiare  ea  el  gobierno  al  dis- 
peasar  esta  gara&tfa  eoaslitacional  á  los  agentes  administra- 
tivos y  cubrir  sos  actos  cott  ei  aseado  de  la  responsabilidad 
ministerial ,  ó  abandonar  nnos  y  etros  á  la  juslieía  de  los 
tribunales.  Bien  ha  menester  de  todas  las  luces  del  Consejo 
Real ,  para  que  la  garantía  de  los  runcionarios  públicos  no 
degenere  en  medio  de  imfmnidad,  ó  no  propenda  á  rela}ar  los 
▼fnoiilos  de  la  garantía  adamistraCiva. 

•4t9.-- También  exigen  las  leyes  que  el  gobierno  consol- 
te  af  Consejo  Real  sokre : 

VIII.  El  reconocimiento  previo  de  los  títulos  é  instruc- 
ción de  los  expedientes  que  acreditan  el  derecho  de  ios  par- 
ticipes legos  á  indemnización  (2). 

IK.  La  concesión  de  pertenencia  de  una  mina  por  el  esta- 
do que  el  gobierno  no  puede  hacer  sin  la  previa  instroeoion 
de  un  expediente  en  debida  forma  (3). 

X.  La  destitución  del  patrono  de  nn  establecimiento  par- 
ticular de  beneficencia,  la  cual  tampoco  puede  el  gobierno 
acordar  sin  justa  causa  y  sin  audiencia  del  interesado  (4). 

4t9.— Puede  ser  consultado  el  Consejo  Real,  esdecir,  que 
los  ministros  son  arbitros  de  oir,  ó  no,  su  dict&men  según  lo 
estimen  conveniente: 

49#.—  1.  En  materias  legislativas,  ó  sobre  los  proyectos 
de  ley  que  hubieren  de  presentarse  á  las  cortes  (5).— El 
concurso  del  Consejo  Real  no  es  neeesario,  y  de  consiguien- 
te no  participa  directa  ni  indirectamente  del  poder  legis- 
lativo. Carece  de  iniciativa ,  y  solo  expresa  sn  dict&men 
acerca  de  los  proyectos  de  ley  sobre  que  el  gobierno  le  con- 
solta,  ó  redacta  los  que  le  eneomienday  cuando  es  requerido. 
En  el  concurso  deliberante  del  Consejo  Real  para  redac- 
tar k  nombre  del  gobierno  los  proyectos  de  ley  en  materias 
políticas,  pudiera  no  encontrarse  ni  bastante  sigilo,  k  pesar 

(1)  Id.  §.6. 

(S)  Ley  de  SO  de  marzo  de  1S46. 

(3)  L17  do  11  de  abril  de  1849. 

(4)  Ley  de  20  de  judío  de  1849. 

(5)  Real  decreto  do  22  de  setiembre  de  1845,  art.  8. 
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del  juramento,  ni  bastante  iadepeadencia,  á  caaaa  de  la  amo* 
vilidad.  Eq  materia  civil  ó  admÍQístratira  hallar&n  los  miais- 
tros  entre  los  consejeros  excelentes  redactores  y  hombres  de 
conciencia  y  de  ilastraeion  cayos  dictámenes  podrán  seguir 
con  acierto  (4). 

491.—  II.  En  algunas  materias  de  administración  exte* 
rior,  ó  sobre  los  tratados  con  las  potencias  extranjeras  y  con* 
cordatos  con  la  Santa  Sede  (S).— El  Rey  necesita  una  liber- 
tad amplia  para  celebrar  todo  género  de  conrencíones  diplo- 
máticas; mas  coando  estas  son  puramente  políticas,  el  grado 
de  libertad  debe  ser  mayor,  que  si  fuesen  tratados  de  nare» 
gacion  ó  comercio.  Por  esto  mismo  es  arbitrario  en  el  Rey 
consultar,  ó  no,  al  Consejo  Real  en  punto  á  las  primeras,  y 
es  forzoso  oirle  con  respecto  á  los  segundos. 

499.—  III.  En  materias  de  administración  interior  ó  som- 
bre cualquier  punto  grave  que  ocurra  en  el  gobierno  y  ad- 
ministración del  estado  (3). 

49S.— El  Consejo  Real  puede  ser  consultado  por  el  gobier- 
no en  pleno  ó  por  secciones.  Corresponde  al  Consejo  pleno 
conocer: 

4 .    De  los  proyectos  de  ley, 

2.  De  las  instrucciones  y  reglamentos  generales. 

3.  De  los  tratados  y  concordatos. 

4.  De  la  resolución  final  de  los  asuntof  contenciosos. 

5.  De  la  validez  de  las  presas  marítimas. 

6.  De  las  competencias  de  jurisdicción  y  atribuciones. 

7.  Del  pase  y  retención  de  las  bulas,  breves  y  rescriptos 
pontificios. 

8.  De  los  asuntos  graves  del  Real  Patronato  y  recursos  de 
protección  del  concilio  de  Trente. 

9.  De  los  demás  asuntos  en  que  el  gobierno  quiera  oir  al 
Consejo  pleno  (4). 

494.— En  los  demás  casos  puede  el  gobierno  á  su  libre 

(1)  M.  Gormenin,  Droit  administratif^  c»p.  iii. 

(S)  Real  decreto  de  22  de  setiembre,  art.  7,  §.  9. 

(3)  Id.  §.  3. 

(t)  Art.  9. 
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arbitrio  consultar  al  Consejo  pleno,  ó  solamente  alguna  ó  al- 
gunas de  sus  secciones.  Las  fármulas  oido  el  Consejo  Real,  de 
acuerdo  con  su  dictamen,  conformándose  con  su  parecer ,  in- 
dican que  ha  sido  consultado  el  Consejo  pleno ;  cuando  no, 
los  reales  decretóse  reales  órdenes  expresan  qué  sección  fue 
la  consultada. 

CAPÍTULO  m. 


Be  lo0CoauM|€Mi  cupeclales  de  la  adiiilmi«iraclai& 

ceniral. 


425. — Consejos  especiales    del 

fobiemo. 
a  necesidad. 

4S7.— Carácter  de  sus  atribu- 
ciones. 

428. — Consejo  de  Sanidad. 

429. — Su  composición. 

430.— En  qn¿  casos  debe  ser 
consultado. 

431.— Consejo  de  Instrucción  pu- 
blica. 

432.— Su  composición. 


433.— Sas  atrflbocíones. 

434.— Cuándo  deberá  ser  eos- 
soltado. 

435. — Cuándo  podrá  ser  consul- 
tado. 

436. — Aotígaa  Junta  general  de 
comercio. 

437. — Consejo  de  Agricultura. 

438.— Su  organización  actual. 

439.— Sus  facultades. 

440.— Junta  general  de  Beneü- 
concia. 


495.— Adem&s  del  Consejo  Real  que  consulta  al  gobierno 
en  los  negocios  generales  de  la  administración ^  la  ley  insti* 
tuye  otros  especiales  que  le  ilustran  en  las  materias  facuU 
taiivas. 

490.— Bajo  los  regímenes  constitucionales  es  muy  fre- 
cuente que  los  diputados  pasen  de  la  tribuna  al  ministerio, 
y  no  siempre  sucede  que  sea  hábil  estadista  elorador  elo- 
cuente. Bajo  un  sistema  de  centralización  mas  ó  menos  ab- 
soluta, el  ministro,  sin  ser  un  hombre  especial  en  cada  ramo 
de  los  que  su  secretaria  comprende,  debe  dictar  disposicio- 
nes para  regularizar  el  servicio  de  todos. 

De  aqui  nace  la  necesidad  en  que  los  ministros  se  suelen 
ver  de  dejarse  guiar  por  las  oficinas,  en  vez  de  guiarlas  ellos, 
abandonando  hasta  cierto  punto  el  despacho  de  los  negocios 
á  sos  agentes  auxiliares  mas  versados  en  la  práctica  de  cier- 
tos ramos  especiales  de  la  administración  pAblica,  y  reser- 
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vándose  únicamente  la  alta  dirección  polUica  y  el  impulso 
administrativo  análogo  y  uniforme. 

Pero  los  hábitos  de  ratina,  los  trámites  dilatorios  y  la 
falta  de  conocimientos  facoltatívoSt  son  razones  harto  pode* 
roflas  para  debilitar  el  influjo  de  las  oficinas  colocando  cerca 
de  los  ministros  cuerpos  consultivos  capaces  de  equilibrar 
aquellos  inconvenientes,  oponiendo  al  apego  á  las  tradicio- 
nes la  sed  de  novedades ,  á  la  propensión  á  los  expedientes 
un  despacho  rápido  y  eipedito,  y  colmando  el  vacio  de  los 
estudios  con  la  entrada  de  hombres  especiales  en  fos  consejos 
Íntimos  del  gobierno. 

499.— Naturalmente  estas  asambleas^  6  cuerpos  delibe- 
rantes no  ejercen  autoridad  alguna,  ni  participan  del  poder 
ejecutivo,  ni  aun  intervienen  en  la  administración  con  dic- 
támenes oficiosos,  sino  que  consultan  al  gobierno,  cuando 
este  invoca  el  auxilio  de  sus  luces  y  el  apoyo  de  su  experien- 
cia. Obran,  si  son  requeridos;  y  aunque  los  reales  decretos 
que  los  instituyen  sefialan  ciertos  casos  en  los  cuales  se 
impone  al  gobierno  la  obligación  de  consultarlos ,  no  por 
eso  tienen  derecho  para  reclamar  que  su  dictamen  sea  oido, 
pues  solo  al  ministro  toca  responder  de  la  informalidad  de 
sus  propios  actos «  si  en  efecto  hubiere  él  incarrído  en  nene- 
jante  falta.  La  acción  administrativa  no  debe  perder  un  ato* 
mo  de  su  independescia  ni  de  sa  responsabilidad  por  la  in- 
gerencia de  los  consejos  cuyo  encargo  es  ilustrarle  sin  re- 
tardar ni  entorpecer  su  marcha;  por  lo  cual  la  intervención 
de  dichos  cuerpos  debe  ser  siempre,  no  activa,  sino  simple* 
mente  pasiva. 

499.— Existía  poco  há  una  junta  llamada  de  Sanidad  del 
reino  en  quien  residiaii  ciertas  facultades  administrativas: 
desmembración  del  poder  de  ejecutar  his  leyes  siempre  per- 
judicial, porque  debilita  la  fuerza  y  destrnye  la  unidad  de 
la  administración,  y  organización  viciosa  eonso  la  de  toda 
autoridad  colectiva ,  poes  si  deliberar  es  propio  de  machos 
entendimientos ,  ejecutar  requiere  una  sola  roano. 

El  creciente  predominio  del  principio  de  1^  centraliza* 
cion  entre  nosotros ,  dominó  esta  materia  coa  mas  justicia 
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que  avttsalld  otras  i^t? ias,  f  faé  causa  de  abolir  aqoeNa  junta 
y  agragar  la  direeéÍDB  geaéral  de  este  semeio  púUieo  al 
ministerio  de  la  Gobernación ,  auxiliado  por  un  Consejo  de 
Sanidaá  revcalido  eoi  atribneioaes  f^uramettte  oonsuHi* 
vas{l). 
^•••^Com pénese  el  Genseje  de  Sanidad: 

I.  Del  ittiirístre,  preBideate  nato,  porqpue  siendo  el  gefe 
superior  y  responsable  de  este  servicio,  debe  resenrarse  ena 
parlid-paeloff  díreeia  é  inmediata  en  las  deliberaciones  de 
cualesquiera  cuerpes  cMsohivos.  £l  oye  en  el  seno  de  dieha 
corporación'  tas  tumifioftis  ¿iscasiooes  que  los  proyectos  del 
gobierno  «soitaar,  se  empapa  en  los  consiimientos  faooltativos 
y  lleva  un  rico  tesoro  de  ciencia  que  distribuir  &  los  adaiínis^ 
trados,  aplicando  los  principios  de  ta  higiene  pública  á  las 
neoesMades  da  M  nación . 

II.  De  ott  rice^presidente  de  nombramiento  real  que 
ejerce  la  presideÉoia.á  falta  del  ministro.  El  více-pfesideiite 
es  el  órgano  dé  comonicadfon  entre  el  go4>iene  y  el  Consejo, 
y  él  vocal  de  maS  cdnBania  entre  todos. 

III.  Dé  los  ^efes  direclores  de  ios  ramos  de  Corrección, 
Beoeieeiicm  y  Sanidad-  en  el  propio  ministerio,  á  fin  de  reu- 
nir en  el  mismo  foco  ia  especulativa  y  la  práMStiea,  las  laces 
de  la  ciencia  y  la  ensefianza  de  la  eiperiencia. 

IV.  De  trece  vocales  numerarios  nombrados  por  el  Rey 
á  pt opiiesta  del  nÍBistfó  de  lá  Gobemaeion;  cn/as  ptatas  se 
distribuyen,  siempre  que  no  hay  incon veniente,  en  esta 
iorma:  una  para  oáda  una  de  las  carreras  de  gitórra»  inari^ 
na,  bacieÉda,  diplomacia  ó  cenSttiar,  magistratura,  y  dos 
para  la  administracioa.  Las  seis  restantes  se  proveen  en  per- 
sonas distinguidas  per  sus  donecimienlos  en  las  ciencias  mé- 
dicas, naturales  ó  químicas  (2). 

Debiera  el  gobierno  haber  reservado  expresamente  una 
plaaa  de  vocal  numerario  para  un  prufesor  velerinario»  con- 
siderando que  hay  muchas  epidemias  que  nacen  de  epizoó* 
tias,  otras  que  se  derivan  de  alimentos  anímales  mal  sanos  ó 

(t)    Rval  decrclo  de  17  de  marzo  de  1849. 
(S)    Art.  C. 
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de  la  ímporucioa  de  productos  también  animales  soscep-* 
tibies  de  producir  algún  germen  de  inreceion  ó  de  propagarlo 
por  contagio. 

V.  De  ocho  tócales  supernumerarios  nombrados  en  igual 
forma  que  los  numerarios,  á  los  cuales  podrá  llamar  el  Con- 
sejo  á  su  seno  en  los  casos  y  circunstancias  en  que  lo  creye- 
re conveniente,  teniendo  voz  y  voto  en  las  deliberaciones 
en  que  tomará  parte  (4). 

VI.  De  un  secretario  con  sueldo  de  nombramiento  real, 
quien  auxiliará  además  el  despacho  de  los  negocios  del  ramo 
en  el  ministerio  (S);  otro  punto  del  contacto  entre  la  admi- 
nistración activa  y  la  deliberante  con  respecto  al  servicio 
sanitvio. 

4S».— El  Consejo  de  Sanidad  será  consultado: 
L  Sobre  las  reformas  ó  mejoras  que  hubieren  de  hacer* 
se  en  la  organisacion  y  servicio  de  la  policía  sanitaria  exte- 
rior, y  con  especialidad  en  la  marítima,  á  fin  de  poner  esta 
parte  del  sistema  sanitario  en  armonía  con  el  estado  de  los 
conocimientos  científicos  y  con  los  adelantos  hechos  en  las 
demás  naciones,  para  que  pueda  llenar  cumplidamente  el 
objeto  de  conceder  á  las  relaciones  comerciales  toda  la 
libertad  compatible  con  la  conservación  de  la  salud  pi* 
blica. 

II.  Sobre  el  establecimiento  de  un  sistoma  ordenado  de 
policía  sanitaria  interior,  dirigido  á  la  preservación  de  con- 
tagios, epidemias  y  epizootias,  ala  conservación  de  Insa- 
lubridad pAblica  y  á  la  represión  eficáx  de  toda  contraven- 
ción á  las  leyes ,  reglamentos  ó  disposiciones  gubernativas 
pertenecientes  á  la  policía  sanitoria  y  á  la  médica. 

III.  Sobre  todo  lo  relativo  al  ejercicio  de  los  diversos 
ramos  de  la  ciencia  de  curar  y  á  los  establecimientos  de 
aguas  minerales. 

IV.  Sobre  la  importocion,  elaboración  y  venta  de  las  sus- 
tancias venenosas  y  medicinales. 

En  estos  puntos  es  obligación  del  gobierno  oir  al  Consejo 

(I)    Arl.  7. 
(S)    Art.  9. 
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de  Sanidad :  ea  todos  los  demás  relativos  á  la  sanidad  ma-* 
ritima  y  terrestre  y  á  la  policía  médica  y  de  salobridad,  no 
comprendidos  en  la  anterior  clasificación ,  dará  so  dictamen 
coando  le  faere  pedido. 

4S1  .—El  Consejo  de  Instrucción  pública  está  mandado 
establecer  por  el  artículo  402  del  Plan  de  estudios  vigen- 
te (4),  con  el  objeto  de  auxiliar  al  ministro  en  la  dirección 
y  gobierno  supremo  de  todos  los  ramos  de  la  ensefianza. 

Guarda  dicho  Consejo  mucha  analogía  en  su  organiza- 
ción y  en  el  carácter  de  sus  atribuciones  con  las  del  Conse- 
jo de  Sanidad ,  puesto  que  son  unas  mismas  las  teorías  en 
que  ambos  se  fundan  y'  que  la  administración  se  propuso 
realizar;  por  cuya  razón  seremos  parcos  en  la  demostración 
de  los  principios  y  nos  fijaremos  con  especialidad  en  la  ex-* 
posición  del  derecho  constituido. 

489.— El  Consejo  de  Instrucción  pública  se  compone: 

I.  Del  ministro* del  ramo,  presidente. 

II.  De  un  vice-presidente  de  nombramiento  real. 

III.  Del  director  general  de  Instrucción  pública. 

lY.  De  veintiocho  consejeros  tomados  de  las  clases  de 
catedráticos  en  ejercicio ,  cesantes  6  jubilados ,  doctores  de 
las  varias  facultades  y  personas  distinguidas  por  su  gran  re- 
putación en  ciencias  6  literatura. 

y.  De  un  secretario  general  que  habrá  de  ser  oficial  del 
ministerio. 

El  Consejo  se  divide  en  seis  secciones,  á  saber:  de  ins- 
trucción primarla,  filosofía,  ciencias  eclesiásticas,  jurispru- 
dencia, ciencias  médicas  y  administración  y  gobierno  de  las 
escuelas  y  sus  fondos. 

El  vice- presidente  no  pertenece  á  sección  alguna  y  puede 
presidirlas  todas  con  voz  y  voto,  y  el  director  de  Instrucción 
pública  es  individuo  nato  de  todas  las  secciones. 

4S8.— Las  atribuciones  de  este  cuerpo  son,  como  su  nom* 
bre  lo  indica,  puramente  consultivas:  su  oficio  es  ilustrar  al 
gobierno  con  sus  dictámenes  cuando  los  reglamentos  lo  pres- 

(I)    Decretado  eo  S  de  julio  de  1 84 7. 
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críbaa  ó  siempre  que  el  gobierno  tíoviere  por  coDveoieaie 
oírle. 

4S4lj~^Paede  el  Consejo  ser  oonsulUdo  en  pleno  ú  por 
secciones :  strá  espedalmeníe  consultado  el  Coosqo  pleno : 

L  Sobre  la  forinacion  ó  refoma  del  plan  general  de  es* 
ludios. 

11.  Sobre  la  oreaeíon  ó  supresión  de  escuelas  y  esUble- 
cioiientes  cíentifices  y  literario»  de  toda  clase. 

UI.  Sobre  el  aumento  é  supresión  de  facultades  ó  efcle- 
dras  en  las  escuelas  existenteB  á  la  fecha  de  sa  instalación. 

lY.  Sobre  remoción  de  los  catedráticos  prepietaríos. 
En  estos  casos  es  obligatorio  para  el  ^ierno  oír  previa- 
mente el  dictamen  del  Ck)nsejo  pleno ^  porque  se  ha  impnes* 
to  á  si  mismo  el  deber  de  consultarle  en  materias  tan  gra*' 
ves  de  la  enseñanza,  como  preida  del  aoichrio  de  sos  disposi- 
ciones. 

485.— Podrdfi  ser  eolíSulMai  las  Bdcciones  respectivas: 

I.  Sobre  lo»  métodos  de  ensefiaua,!  organisacion  de  los 
establecimientos,  libros  de  testo  y  calificación  ie  obras  para 
premiar  á  sus  autores. 

II.  Sobre  los  expediente»  de  oposición  ^ra  el  nomlMra- 
miento  de  catedráticos. 

ni.    Sobre  la  antigüedad  y  clasificacioa de  los  profesores^ 
IV.    Sobre  las  coeslíoiies  que  se  suscílea  relalivat  al  go- 
bierno interior  de  los  establecimientos,  so  disciplina  y  ad- 
minislracion  económica  (f ). 

So  eslos  otros  casos  queda  al  arbitrio  del  gobierno  oir«  i 
Bo,  4  las  secciones;  y  sin  esihargo^  parecía  preferible  qne 
fuese  obligatorio  como  en  los  anteriores,  porque  cnanto  mas 
se  concretan  las  disposiciones  del  gobierno ,  cuanto  mas  des- 
ciende la  flfdmintslracion  á  pormenores,  loato  mas  há  menes- 
ter el  auxilio  de  las  luces  y  experiencia  de  personas  especía- 
les y  profesores  facultativos.  Reusar,  pues,  el  concutwde 
las  secciones ,  ó  por  lo  menos  no  imponerse  la  obligación 
de  consultarlas  en  materias  arduas  y  graves ,  es  incurrir  en 

(1)    Real  decreto  de  17  de  febrero  ds  ISiS. 
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una  falta  que  no  justifica  el  temor  do  que  se  iiigieraa  en  ios 
actos  administrativos,  no  teniendo  el  Consejo  de  Instrucción 
pública  sino  facultades  puramente  consultivas. 

El  Consejo  de  Instrucción  pública  podrá  también  ser  con- 
sultado en  pleno  ó  por  secciones ,  sobre  los  demás  pontos  re- 
lativos á  la  enaeftaaza  en  que  el  gobierno  tenga  por  conve- 
niente oír  su  dictamen,  además  de  los  casos  Mfiaíados  en  los 
reglonenles. 

Posteriormente  k  la  institución  de  este  cuerpo  consul- 
tivo del  gobierno  4  se  le  bonró  con  el  epíteto  de  reai«  y  des- 
de entonces  ne  deuomiua  Eeal  Conejo  de  Instruccioa  pú* 
blíca. 

4S«. — Desde  mucho  tiempo  acá  se  conocen  en  la  legisla- 
ción de  Espafia  ciertas  oorporaciones  cuyo  objeto  fué  siem- 
pre promover  y  fomentar  la  riqueza  pública.  Hubo  nna  Junta 
general  de  comercio  con  facultades  económicas  y  gubernati- 
vas en  asuntos  de  comercio,  fábricas  y  ordenanzas  de  artes  y 
manufacturas  (4).  Después  de  haberse  agregado  á  la  de  mo- 
neda y  de  haber  reunido  los  negocios  de  minas,  tomó  la  deno- 
mioacioa  de  Junta  general  de  comercio  >  moneda  y  minas  ^ 
cuya  corporación  concluyó  por  perderse  en  el  Consejo  de  Ha* 
cienda  al.  cual  fue  incorporada  (9), 

4Ui9.-*Su8  atribuciones  estarían  hoy  en  disonancia  con 
la  ley  fundamental  del  estado  por  lo  que  tenían  de  judicia- 
les, y  serian  opuestas  á  los  principios  de  la  administración, 
por  lo  que  tenian  de  activas.  Era  preciso,  pues,  que  el  go- 
bierno coDciliase  la  necesidad  de  ilustración  con  la  indepen- 
dencia desús  actos  I  estableciendo  un  cuerpo  consoitívo  con 
quien  pndiese  conferir  acerca  de  todas  las  medidas  genera- 
les de  fomento,  y  esta  idea  produjo  el  Consejo  de  Agricul-* 
tura  y  Comercio,  creado  poco  después  de  la  instalación  del 
ministerio  especial  de  Comercio  ^  Instrucción  y  Obras  públi- 
cas, al  cual  fué  adicto. 

Compúsose  en  su  origen : 
4.    Del  ministro  del  ramo,  presideote. 

(1)  Tit.  I,  lib.  IX,  üov.  Recop. 

(2)  Real  decreto  de  11  de  agosto  de  t8J4. 
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S.    De  on  vice-presideote  nombrado  por  el  Rey. 

3.  Del  director  general  de  comercio. 

4.  De  catorce  vocales,  de  los  caales  propone  al  Rey  do- 
ce el  ministro  de  Comercio,  y  los  dos  restantes  el  de  Ha- 
cienda. 

5.  De  un  secretario  general  que  será  oficial  del  míniste* 
rio  encargado  de  este  ramo  (4). 

4S9.— En  época  mas  reciente  se  dio  nnevo  nombre  y  nna 
organización  distinta  á  dicho  cuerpo,  llamándole  desde  en- 
tonces Consejo  Real  de  Agricultura ,  Industria  y  Comercio» 
refundiéndose  en  él  la  Junta  consultiva  de  la  cria  caballar,  y 
dividiéndose  en  tres  secciones  correspondientes  á  su  triple 
denominación. 

El  ministro  del  ramo  es  presidente  nato  de  todas  lassec* 
cienes,  en  cada  una  de  las  cuales  hay  un  vice- presidente 
nombrado  por  el  Rey ,  y  un  secretario  que  es  el  gefe  del  ne- 
gociado respectivo  en  el  ministerio. 

El  director  general  de  agricultura,  industria  y  comercio, 
es  individuo  nato  de  todas  las  secciones,  y  también  el  presi- 
dente de  la  Asociación  general  de  ganaderos  del  reino  con 
agregación  á  la  sección  de  agricultura  (S). 

De  esta  manera  quedan  representados  en  el  Consejo  to- 
dos los  intereses  agrícolas,  industriales  y  mercantiles,  todos 
cuantos  en  fin  son  relativos  al  fomento  directo  de  la  riqueza 
pública,  y  dicho  cuerpo  será  á  lo  sucesivo  nn  foco  perenne 
de  luces  de  grande  utilidad  y  de  muy  poderoso  auxilio  pa- 
ra el  gobierno ,  en  quien  debemos  suponer  miras  elevadas  é 
ideas  generales,  pero  de  quien  no  podemos  exigir  noticias  de 
pormenores  y  conocimientos  facultativos.  Para  la  dirección 
superior  de  los  intereses  materiales  de  la  sociedad  basta 
con  lo  primero:  lo  segundo  es  hacedero,  no  exagerando  el 
principio  de  la  centralización  con  el  apoyo  de  estos  cuer-» 
pos  consultivos. 

489.— Las  atribuciones  del  Consejo  Real  de  Agricultura, 
Industria  y  Comercio  son: 

(1)    Real  decreto  de  9  de  abril  de  t847. 
(S)    Real  decreto  de  S4  de  febrero  de  1848. 
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I.  Dar  8tt  dtctámen  sobre  todas  las  coesUoDes  en  que  el 
nioíslro  del  ramo  juzgue  cenvenienle  oírle. 

II.  T  proceder  á  la  averíguacioa  de  hechos  que  puedan 
convenirle  por  medio  de  ioformacion  escrita  ó  verbal,  cuan* 
do  el  ministro ,  k  petición  del  Consejo  ó  de  oficio,  le  autoriza- 
re para  ello  (4). 

Al  examinar  estas  facultades»  ocurren  algunas  breves 
aunque  importantes  reflexiones.  En  primer  lugar,  no  hay  ca- 
sos sefialados  en  el  decreto  .orgánico  de  dicho  Consejo  en 
los  cuales  deba  el  gobierno  consultarle  necesariamente,  an- 
tes de  adoptar  ciertas  graves  disposiciones;  omisión  lamen-- 
table  porque  las  cuestiones  económicas,  aun  sin  tener  el  ca- 
rácter de  negocios  legislativos,  están  erizadas  de  dificultades, 
y  su  desenlace  puede  comprometer  intoreses  muy  extensos  y 
profundos.  T  si  cuando  los  derechos  individuales  son  holla- 
dos por  la  administración ,  hallan  los  particulares  asilo  y  pro- 
tección en  los  tribunales  contencíoso-administratívos  ¿por 
qué,  supuesto  que  los  intereses  legítimos  carecen  de  esta  ga- 
rantía posterior  contra  los  yerros  del  poder  discrecional, 
se  les  habrá  de  reusar  la  garantía  anterior  del  consejo  pre- 
vio, según  se  halla  establecido  para  otros  asuntos?  ¿ó  no  son, 
por  ventura,  las  cuestiones  ecouómicas  tan  arduas,  tan  hon- 
das y  complicadas  como  las  de  sanidad  ó  instrucción  públi^ 
ca?  ¿ó  no  merecen  tal  vez  los  intoreses  de  este  orden  la  pre- 
dilección que  los  demás? 

Segunda  observación:  el  Consejo  de  que  hablamos  no 
ejerce,  á  semejanza  de  los  dos  anteriores,  facultades  pura- 
mente consultivas,  sino  también  aciivas,  cuando  procede  á 
la  averiguación  de  hechos  por  medio  de  información  verbal 
ó  escrita. 

Estas  informaciones,  si  se  reducen  á  escritura,  forman 
un  expediente  ordinario  que  debe  instruir  el  gobierno  por 
medio  de  sus  agentes  responsables;  y  si  se  quiere  ilustrar 
nna  cuestión  determinada  por  medios  extraordinarios,  en- 
tonces es  preferible  el  sistema  de  crear  una  comisión  ai  Aoe, 

(1)    Real  decreto  de  9  de  tbril,  arta.  1  y  8. 
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compuesta  de  hombres  espeeialfsimos,  reservándose  el  go- 
bierno utilizar  las  luces  del  Consejo,  para  cuando  llegare  ri 
éaso  de  resolfer  en  yisla  de  las  noticias  y  datos  recogidos; 
asi  sü  convicción  seria  mas  ilustrada  y  mas  independiente. 

Si  las  informaciones  son  orales,  el  Consejo  no  puede  ha- 
cer uso  de  la  autorización  del  gobierno  sino  dentro  da  los 
muros  de  la  capital  del  reino,  recinto  por  demás  estrecho  pa- 
ra estudiar  á  fondo  ninguna  cuestión  agrícola «  industrial  ó 
mercantil;  y  en  uno  y  en  otra  caso,  las  bcoltades  activas  de 
dicho  Consejo  desdicen  de  so  organización  como  cuerpo  co- 
lectivo. 

Tercera  y  última  observación:  la  denominación  de  Con* 
se]o  Real  de  Agricultura,  Industria  y  Comercio,  causada 
hacer  extensivo  este  honroso  título  al  de  Instrucción  públi- 
ca, nos  parece  muy  impropia,  porque  aquel  epíteto  solo  de- 
be aplicarse  al  alto  cuerpo  consultivo  del  Monarca,  y  en  ma- 
nera alguna  á  estas  corporaciones,  modestos  auxiliares  de 
los  ministros. 

Bien  dicho  está  Consejo  Real  el  cuerpo  que  coosulta  at 
Rey  en  punto  á  los  actos  dé  sus  ministros:  que  los  examina  y 
juzga,  cuando  los  particulares  ofendidos  en  su  derecho  repre- 
sentan al  Monarca  para  que,  como  gefesnpremo  de  la  admi* 
nistracion,  suspenda,  corrija  ó  aanle  las  disposiciones  de  sos 
secretarios  del  despacho:  que  propone  al  Soberana  la  deci- 
sión de  las  competencias  de  jurisdicción  á  las  enales  no  al* 
canza  la  autoridad  ministerial ,  porqoo  es  preciso  acudir  á 
un  superior  común ;  y  en  fin ,  bien  llamado  está  Rmil  aquel 
cuerpo  cuyas  decisiones,  si  en  el  hecho  emanan  de  si  propio, 
en  derecho  emanan  del  Rey. 

Pero  á  los  consejos  especiales  que  son  consultados,  por 
lo  común,  cuando  los  ministros  quieren,  que  no  son  cuer- 
pos consultivos  del  gobierno,  ni  ann  de  lodo  un  ministerio, 
sino  de  un  ramo  particular  del  servicio  público:  que  nada 
deciden,  porque  ni  ejercen  autoridad  ni  jurisdicción,  y  que 
sirven  principalmeote  para  ilustrará  la  administración  acer- 
ca de  pormenores  facultativos,  es  decir,  en  aquellos  casos 
cu  que  el  ministro  no  procede  ni  aun  siquiera  como  conseje* 
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ro  de  la  Corona^  sioo  ea  uso  de  la  aulAfidí^  vírlualmente 
delegada  por  eí  Monarca,  según  se  colige  de  la  multitud  de 
reaks  órdenes  expedidas,  ofendo  á  los  Consejos  de  Instruc- 
ción pública  y  de  Agricultura «  Industria  y  Comercio;  á  esos 
Consejos  de  los  ministro^,  repetímos,  no  cuadra  el  titulo  de 
ñeal^  tan  pomposo,  cuanto  es  inmerecido.  T  sí  cuadra  ¿por 
qué  no  se  aplica  también  al  de  Sanidad?  ¿Es  acaso  de  di- 
versa Índole?  ó  es  de  categoría  inferior?  ó  presta  senrioioe 
de  mas  leve  importancia?— No:  pertenece  it  distinto  oüni$te- 
río  y  ha  sido  mejor  comprendida  la  insUtueion^ 

Vana  parecerá  á  prhnera  vista  y  estértl  esta  discusión;  pe- 
ro no  debe  juzgarse  así,  considerando  que  un  epíteto  mal 
aplíeado  á  una  insiitueion  administrativa,  ioduee  á  formar 
ideas  falsas  de  su  cará^ter^  y  á  revestirla  de  extrañas  atribu- 
ciones. 
440*— La  JuBta  general  de  Benefieeocia  se  compone: 
I.    De  un  presidente  nombrado  por  el  gobierno. 
il.    Del  Arzobispo  de  Toledo,  vice^presídente;  deí  Patriar* 
ca  de  las  Indias  y  del  Comisario  general  de  Cruzada^  indivi<> 
dúos  natos. 

III.  De  un  cottsejero  real  de  la  sección  de  Gober nacioii  y 
otro  de  lo  oontenoíoso;  de  un  consejero  de  Inátniccion  pá** 
blica ,  otro  de  Sanidad  que  sea  médico,  y  cuatro  vocales  mas 
nombrados  todos  por  el  gobierno. 

IV.  Del  patronoide  on  establecimiento  general  que  se  ha* 
lie  domioilíado  eo  Madrid,  y  si  fuesen  varios,  de  dos  que 
elegirá  el  preaidoafte. 

El  cargo  de  vocal  dura  coairo  aftos ,  p^díeado  los  salieo* 
tes  ser  reelegidos.  Kl  presídenie  es  amovible. 

Eftia  Junta,  ndemto  de  ejercer  eo  los  establecimientos 
genevalea  las  atribefciones  que  ías  pffoviiK3ia)e&  y  mnaicipales 
ea  ios  de  au  respeeiivo  territorio,  es  cuerpo  eonsuUivo  del 
gobierno  para  los  asaalos  de  benefieeocia  (4). 


(1)  Ley  de  SO  de  janio  de  1845. 


908  DKRBGHO  ADMIlflSTRATlVO  ISrAÜOL. 

SBCCIOM    SSeilMBA. 

CAPÍTULO  IV. 

De  liM  CoflUMjiMí  proTlncialea. 

441.-*GoD8e¡o8  de  la  admiois-  coDcano. 

tracíoD  local.  •  448.— Fjierza  de  sns  deliberado- 

442. — GoDBejos  proTinciales.  oes. 

443.— Analogía  entre  sus  facolta-  449.-— Bl  gefe  político  las  pnbK- 

dea  yiaa  del  Consejo  Real.  ca  en  aa  propio  noaíbre. 

444.— Por  quó  no  pueden  suplir-  450.  —Facultades  administrati- 

los  las  Diputaciones  pro-  vas. 

▼inciales?  461.— Enameracion  de  estas  fa- 
445.— Orj^anizaciop  de  los  Con-  cultades. 

sejos  provinciales.  452.— Sns  límites. 

446. — Sus  atribuciones.  453.— Sesiones  de  los  Consejos 
447.— Cuando  es  necesario  sa  provinciales. 

441.— Hemos  examinado  la  orgaaízacion  y  las  atribucio- 
nes de  los  cuerpos  auxiliares  de  la  administración  central: 
ahora  exige  el  orden  estudiar  la  organización  y  las  atribu* 
ciones  de  otros  consejos  de  la  administración  local,  cuyas 
facaltades  son  asimismo  unas  veces  paramente  consoltivas  y 
otras  deliberantes. 

449.— Aparecen  en  primer  término  los  Consejos  proTin- 
cíales  de  institución  reciente  (4 );  y  aunque  además  de  su  ca- 
rácter administrativo  ejercen  una  verdadera  jurisdicción,  no 
los  consideramos  por  ahora  sino  bajo  el  primer  aspecto,  para 
mirarlos  después  por  su  segunda  faz,  euando  descendiére- 
mos al  análisis  de  la  materia  contenciosa. 

44S.— Hay  una  grande  analogía  entre  las  facultades  del 
Consejo  Real  y  de  los  Consejos  provinciales,  pues  asi  aqueK 
como  estos,  prononcian  iecUi(m$f  y  dan  iiciimin$s,  ilus* 
trando  con  ellos  á  la  administración  activa;  de  suerte  que  el 
auxilio  que  el  Rey  encuentra  en  las  luces  y  en  la  experien* 
cia  del  alto  cuerpo  consultivo  del  gobierno,  ese  mismo  halla 

(1)    Ley  de  2  de  abril  de  tS45. 
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el  gefe  saperíor  de  una  proviocia  en  estos  otros  cuerpos  coa- 
saltivos  de  ¡aferior  grado. 

T  en  efecto,  si  materias  graves,  si  caestiones  arduas 
asaltan  diariamente  á  los  ministros,  también  surgen  dificul- 
tades y  se  ofrecen  obstáculos  á  la  marcha  de  los  agentes  su- 
balternos dentro  de  su  respectiva  esfera;  por  cuya  razón  la 
ley  ha  querido  organizar  la  gerarqoia  administrativa,  for«- 
mando  esa  doble  serie  de  autoridades  unipersonales  y  asam- 
bleas consultivas ,  para  que  ea  todos  los  grados  de  la  escala 
aparezca  la  acción  asistida  del  consejo. 

444. — Tal  vez  ocurra  preguntar  por  que  no  tendrían  bas- 
tante los  gefes  políticos  con  el  coocurso  de  las  Diputaciones 
provinciales,  pues  estas  corporaciones,  mejor  todavía  que  los 
Consejos  de  provincia,  pudieran  ilustrarlos  en  los  asuntos  de 
interto  local ,  facilitarfes  el  conocimiento  de  las  personas  y 
la  prictica  de  las  cosas,  y  en  fin,  ofrecerles  iguales  garantías 
de  madurez  en  sus  deliberaciones. 

Sin  embargo,  prescindiendo  de  que,  aun  cuando  se  des- 
carguen á  los  Consejos  de  provincia  de  todas  sus  facultades 
consultivas,  todavía  debieran  subsistir  como  tribunales  ad- 
ministrativos, no  pueden  jamás  ser  reemplazados  con  venta- 
ja estos  por  aquellos  cuerpos. 

Las  Diputaciones  provinciales  üenen  sesiones  periódicas 
y  la  administración  activa  há  menester  un  consejo  perma- 
nente.—Las  primeras  se  renuevan  con  frecuencia,  y  laadmi* 
nistracion  activa  debe  ser  consoltada  por  corporaciones  ha- 
bituadas á  interpretar  las  leyes  y  reglamentos.— Aquellas  en- 
tienden mas  de  asuntos  de  interés  provincial  y  los  miran  con 
preferencia  á  los  de  utilidad  común ,  y  los  Consejos,  si  no  li- 
bres de  toda  afección  local ,  por  lo  menos  son  mas  duefios  de 
sí  mismos,  y  forman  juicios  mas  independientes;  y  en  su- 
ma, siendo  las  Diputaciones  de  origen  popular,  carecen  de 
nnidad  de  pensamiento  y  están  exentas  de  responsabilidad, 
de  lo  cual  se  infiere  que  su  cooperación  sería  pocas  veces 
eficaz  y  menos  todavía  espontánea  y  sincera. 

445.— Los  Consejos  provinciales  tienen  su  asiento  en  la 
capital  de  cada  provincia  y  se  componen  del  gefe  político  y 
Tono  L  14 
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de  tres  á  cinco  froeales  nombrados  por  el  Rey ,  dos  de  los 
coales,  por  lo  menos,  deben  ser  letrados.  El  gefe  político  es 
presidente  nato  del  Consejo  provincial,  y  hay  además  an  vi* 
ce*presidente  designado  por  el  gobierno  entre  los  consqeros* 

Para  reemplazar  á  estos  en  sos  ausencias,  lenferraedades, 
recttsaciones  y  separaciones,  pnede  nombrar  el  gobierno  en 
cada  provincia  basta  an  número  igoal  de  supernumerarios, 
quienes  tendrán  facultad  de  asistir  á  las  sesiones ,  pero  sin 
vos  ni  voto ,  escepto  cuando  entraren  en  ejercicio  (4). 

Tal  es  la  organización  de  los  Consejos  provinciales:  eia* 
minemos  sus  atribuciones  consultivas. 

A4«. — Los  Consejos  provinciales ,  como  cuerpos  consol* 
tivos,  dan  $u  dictamen  siempre  que  el  gefe  político  por  si, 
ó  por  disposición  del  gobierno,  se  lo  pide,  ó  cuando  las  leyes, 
reales  órdenes  y  reglamentos  lo  prescriben  (S). 

Según  el  contesto  literal  de  este  artículo  el  concurso  de 
los  Consejos  provinciales  puede  ser  obligatorio  para  el  gefe 
político,  ó  puramente  voluntario:  obligatorio  coando  las  dis- 
posiciones legislativas  ó  administrativas  lo  requieren:  volun- 
tario ,  cuando  el  gefe  político  baila  conveniente  oírle  para 
adoptar  alguna  resolución  importante,  previa  una  madura 
deliberación,  como  garantía  del  acierto. 

ün  gefe  político  no  puede  abarcarlo  todo :  será  tal  vez 
hombre  muy  entendido  en  administración  y  carecerá  de  co- 
nocimientos jurídicos  ó  del  tiempo  necesario  para  examinar 
á  fondo  tal  cuestión  grave.  Cuando  la  ley  ó  el  gobierno  han 
podido  prever  estos. casos  arduos,  han  impuesto  al  gefe  poli* 
tico  la  obligación  de  consultar  al  Consejo  provincial;  y  cuan- 
do la  previsión  no  alcanza,  dejan  á  su  buen  criterio  escoger 
las  ocasiones  en  que  conviene  invocar  el  auziiio  de  las  lucee 
y  de  la  experiencia  de  dicho  cuerpo. 

4419  .«—Exigen  las  leyes  y  disposiciones  administrativas 
que  el  gefe  político  oiga  al  Consejo  provincial: 

I.  En  punto  á  elecciones  generales  6  parlamentarias,  pa*> 
ra  decidir  acerca  délas  reclamaciones  ó  instancias  de  indo- 

(1)    Ley  citada,  tít.  i. 
(S;    Ley  citada,  art.  6. 
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sion  óexelosíoQ  de  los  electores,  reetificando  las  listas  elec- 
torales (4). 

II.  Eq  cnanto  fcDípatacioaes  provinciales,  para  declarar 
)a  Talidez  de  las  actas,  sí  no  hubiere  reclamaciones  atendibles, 
6  remitir  al  gobierno  la  decisión  del  asunto,  si  hallare  vicios 
de  nalidad  (S). 

m.  En  materifi  de  Ayuntamientos,  para  resolver  defini- 
tivamente sobre  la  inclusión  ó  exclusión  de  los  vecinos  elec- 
tores ;  para  aprobar  ó  desaprobar  las  actas  de  elección  y  de* 
cidtr  las  reclamaciones  y  escusas  de  los  elegidos  ;  para  de- 
cretar á  instancia  de  parte  ó  de  oGcio  la  suspensión  de  los 
acuerdos  ejecutorios  de  estas  corporaciones,  si  fueren  contra- 
rios á  las  leyes,  reglamentos  y  reales  órdenes,  y  al  censurar 
las  cuentas  de  los  fondos  del  común  (3). 

lY.  En  asuntos  de  beneficencia,  al  suspender  á  los  pa- 
tronos de  los  establecimientos  provinciales  y  municipales  de 
beneficencia;  al  conceder  ó  reusar  la  competente  aproba- 
ción á  los  reglamentos  para  el  régimen  interior  de  los  mis- 
ases, y  al  calificar  la  importancia  de  sus  negocios  litigiosos 
para  decidir  si,  no  obstante  ser  asistidos  en  justicia  como  po- 
bres, les  convendrá  elegir  letrado  que  no  sea  de  turno  (4). 

V.  En  orden  á  obras  públicas,  en  la  instrucción  de  los 
expedientes  relativos  al  aprovechamiento  de  las  aguas  de 
los  ríos  k  favor  de  particulares,  para  resolver  sobre  la  clasi- 
ficación ,  dirección  y  anchura  de  los  caminos  vecinales,  y 
para  autorizar  con  este  motivo  la  imposición  de  alguoa  ser- 
vidumbre temporal  á  los  terrenos  colindantes,  si  sus  dueños 
no  la  consienten  (5). 

VI.  En  negocios  de  minas,  para  conceder  el  permiso  de 
extraer  de  algún  terreno  particular  producciones  minerales 
de  nalaraleza  terrosa  con  aplicación  á  ciertos  usos  fabriles; 

(I)    Uy  de  IS  de  marzo  de  1846,  art.  S8. 

(^    Lpy  de  S  de  enero  de  1845,  arts.  3S  j  33. 

(3)    Ley  de  S  de  enero  de  1845,  arts.  31,54,  80  y  168. 
.  (4)    Ley  de  20  de  junio  de  1849,  y  reales  órdenes  de  2S  de  octubre 
de  1846  y  18  de  diciembre  de  1848. 

(5)  Real  orden  de  14  de  marzo  de  1846,  real  decreto  de  7  de 
abril  de  1848  y  ley  de  26  de  abril  de  1849. 
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para  abrir  calicatas  á  menor  dislancia  qae  ciacaeata  varas 
de  un  edificio,  hacienda  ó  cercado  contra  la  voluntad  de 
sus  dueños;  al  conceder  una  pertenencia  y  al  autorizar  lacons- 
tracción  de  cualquiera  artefacto  ú  oficina  de  beneficio  que 
requiera  el  uso  de  combustible  vejeta!  ó  el  aprovechamiento 
de  algún  salto  de  agua  y  la  abertura  de  caminos  de  mas  de 
media  legua ,  habiendo  oposición  de  los  pueblos  ó  particu  - 
lares  cuyas  tierras  hubieren  de  atravesar  (4). 

VIL  En  las  cuestiones  de  competencia  de  jurisdicción  y 
atribuciones  entre  las  autoridades  judiciales  y  administra- 
tivas (2). 

VIH.  Respecto  &  procedimientos  contencioso -adminis- 
trativos, al  fijar  las  dietas  que  hayan  de  devengar  los  ugie* 
res  del  mismo  Consejo,  cuando  salieren  de  la  capital  á  prac* 
ticar  alguna  diligencia  de  su  oficio  (3). 

449.—- En  los  casos  referidos  los  acuerdos  del  Consejo 
provincial  no  tienen  otro  carácter  que  el  de  meros  díctame* 
nes  ó  deliberaciones  no  ejecutorias,  las  cuales  solo  pue- 
den convertirse  en  preceptos,  si  el  gefe  político,  único  en 
quien  reside  la  autoridad  administrativa,  los  acepta  y  les  co- 
munica fuerza  obligatoria;  por  manera  que  esta  autoridad  es 
libre  en  seguir  ó  no  seguir  el  parecer  del  Consejo  provincial, 
sin  que  ni  el  conformarse  atenúe  su  responsabilidad ,  ni  el 
oponerse  la  agrave  según  ley  ó  disposición  alguna. 

4411.-— Asi  pues,  aun  cuando  el  gefe  político  se  adhiriese 
enteramente  al  dictamen  obligatorio  ó  voluntario  del  Consejo 
provincial,  debe  dictar  la  providencia  en  su  propio  nombre  y 
autorizarla  con  su  firma,  si  bien  es  igualmente  deber  suyo 
añadir  la  fórmula,  oido  el  Consejo  provincial^  cuando  su  con- 
curso fuere  forzoso,  para  que  conste  á  los  administrados  la 
legalidad  del  acto;  pero  ni  está  obligado  ni  seria  conveniente 
que  expresase  su  conformidad  con  el  parecer  del  Consejo  pro- 
vincial, y  menos  su  disidencia,  pues  ni  ha  menester  en  aquel 
caso  para  dar  mayor  fuerza  á  sus  actos ,  requerir  el  auxilio 

(1)    Ley  de  11  do  abril  de  1849,  arU.  3,  7,  10  y  se. 
(S)    Real  decreto  de  4  de  jonio  de  1847,  art.  13. 
(3)    Reglamento  de  1  .<»  de  octabre  de  1845,  art.  1 2. 
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de  dicha  corporación ,  ni  es  prudente  en  el  segando  hacer 
alarde  de  ana  oposición  que  siempre  cederla  en  mengua  de 
su  prestigio  y  en  menoscabo  de  su  autoridad. 

Si  un  gefe  político  dicta  por  si  solo  tal  providencia  que 
las  leyes  ó  reglamentos  de  administración  pública  exigen  sea 
consultado  previamente  coa  el  Consejo  provincial ,  la  parte 
lastimada'  en  sus  intereses  puede  deducir  su  agravio  por  la 
via  gubernativa  ante  el  ministro  competente ;  y  si  la  ofensa 
fuese  irrogada  en  sus  derechos,  hay  lugar  á  reclamación  por 
la  vía  contenciosa  ante  el  Consejo  Real. 

4&#.— Además  de  las  facultades  consultivas,  ctienen  los 
Consejos  provinciales  en  los  diferentes  ransos  de  la  adminis- 
tración, la  participación  que  las  leyes  especiales  de  los  mis- 
mos,  reales  órdenes  y  reglamentos  les  señalan»  (1).  Según  este 
articulo  de  la  ley  orgáaica,  pueden  los  Consejos  provinciales 
ejercer  cierta  clase  de  atribuciones  que  ni  son  consultivas,  ni 
tampoco  emanan  de  su  jurisdicción,  sino  propias  de  la  admi- 
nistración pura.  En  el  mayor  número  de  casos  la  ley  les  otor- 
ga tales  facultades  en  unión  con  los  gefes  politices  á  quienes 
compete  la  resolución  deünitiva  de  aquellos  negocios  ;  pero 
siempre  ie  acuerdo  con  el  Consejo  provincial,  que  es  la  fór- 
mula de  costumbre,  para  expresar  que  el  acto  administrativo 
no  será  perfecto,  ni  legalmente  ejecutorio  sin  el  coocurso  de 
dichas  dos  voluntades. 

4&t. — Este  acuerdo  se  requiere: 

I.  Para  declarar  las  dudas  y  dirimir  las  cuestiones  sus« 
citadas  entre  los  alcaldes  y  los  depositarios  de  los  fondos 
municipales  so]>re  el  pago  de  libramientos  no  ajustados  á  las 
partidas  del  presupuesto. 

II.  Para  examinar  y  censurar  las  cuentas  de  los  mismos, 
cuando  el  presupuesto  del  pueblo  no  llegase  á  200,000  rs.  (2). 

III.  Al  decidir  si  el  diputado  provincial  electo  tiene,  ó 
no,  las  cualidades  requeridas  por  la  ley,  y  al  resolver  sobre 
las  solicitudes  de  exención  de  estos  cargos  (3). 

(1)  Ley  de  2  de  abril,  art.  7. 

(i)    Ley  de  8  de  enero  de  1845,  arts.  104  y  108. 

f3)  Ley  de  8  de  enero  de  1845,  art.  34. 
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lY.  Al  distribuir  entre  los  pueblos  la  cantidad  votada  por 
la  Diputación  provincial  para  la  construcción  de  caminos  ve- 
cinales; al  señalar  el  precio  equivalente  á  la  prestación  per- 
sonal, y  al  declarar  la  necesidad  ó  conveniencia  de  un  cami- 
no, cuando  los  pueblos  interesados  no  se  aviniesen  á  reco* 
nocerla  (1). 

T  por  último,  ejercen  ios  Consejos  provinciales  actos  de 
administración  en  materias  de  sorteos  para  el  reemplazo  del 
ejército  por  la  facultad  de  oir  las  reclamaciones,  instruir  los 
expedientes  y  deshacer  los  agravios  de  los  Ayuntamientos, 
según  antes  lo  verificaban  las  Diputaciones  (S),  en  cuyos  ca- 
sos entra  por  mas  la  deliberación  que  la  acción  y  se  descu- 
bre también  cierto  carácter  contencioso. 

4&9. — Esta  escasa  participación  que  llegaron  &  adquirir 
en  la  administración  pública,  podrá  revestirlos  de  cierto  gra- 
do de  autoridad  propia;  pero  siempre  será  una  autoridad  pu- 
ramente escepcional,  y  de  consiguiente  carecerán  de  faculta- 
des para  hacerla  extensiva  á  otros  casos  análogos  y  para 
adoptar  resoluciones  reglamentarias  ó  generales  (3),  debien- 
do concretarse  á  los  hechos  v  circunstancias  testualmente 
comprendidas  en  las  leyes  y  disposiciones  administrativas. 
Cuando  proceden  como  cuerpos  consultivos  ó  con  el  carácter 
de  auxiliares  de  la  administración  provincial,  no  pueden  ele- 
var ni  apoyar  petición  alguna  de  cualquiera  especie  que  sea, 
al  gobierno,  ni  á  las  cortes  (4),  porque  solo  el  gefe  político  es 
órgano  de  transmisión  é  información;  ni  publicar  sus  propios 
acuerdos ,  sin  permiso  del  mismo  gefe  ó  del  gobierno  (5), 
porque  solo  quien  ejerce  potestad  ejecutiva  tiene  derecho 
para  dirigir  la  voz  á  los  administrados  y  él  es'  quien  única- 
mente responde  de  todos  los  actos  de  autoridad. 

4&S.— El  número  de  sesiones  que  pueden  celebrar  los 
Consejos  provinciales  es  ilimitado:  la  ley  lo  deja  enteramen- 

(1)    Real  decreto  de  7  de  tbrii  de  1847,  arts.  4  y  9,  y  ley  de  SS 
de  abril  do  1849,  art.  7. 
(S)    Ley  de  4  de  octubre  y  real  orden  de  21  del  mismo  de  1846. 

(3)  Ley  de  2  de  abril,  art.  10. 

(4)  Art.il. 

(5)  ídem. 
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toa  juicio  del  gefe  político  (|ue  procurará  sean  iaüias,  coaa- 
tas  fueren  precisas  para  el  despacho  de  los  negocios.  Síem  * 
pre  que  el  Consejo  pro?¡ncial  proceda  como  cuerpo  coasolü- 
¥0,  delibera  á  puerta  cerrada  (4 ). 

Para  adoptar  un  acuerdo  debe  estar  presente  la  mayoría 
de  lof  vocales  contado  el  gefe  político,  cuando  asista «  y  ha- 
ber por  lo  menos  un  letrado*  En  caso  de  empale  decide  el 
Yoto  del  presidente  (2). 

La  omisión  de  cualquiera  de  estas  circunstancias  legar- 
les, por  ejemplo,  la  asistencia  de  un  número  menor  de  con- 
sejeros que  el  requerido  ó  la  falta  de  un  vocal  letrado,  eto., 
seria  causa  de  la  nulidad  de  la  deliberación ,  y  transmitiría 
el  vicio  de  inconstitucional  ¡dad  en  la  forma  al  acto  adminis- 
trativo que  la  autoridad  debiese  haber  adoptado  previo  el 
dictamen  del  Consejo  provincial,  porque  no  es  consoilar  á 
la  corporación  oir  á  la  minoría  de  sus  individuos,  poes  solo 
la  mayoría  forma  cuerpo  y  está  iacnltada  para  tomar  ao«er- 
dos  colectivos. 

CAPÍTULO  V. 


Articulo  I.^' — Ov^a^xiM^u  U  Va«  I>\if«^UiWMyt»  i^towMÁAiU». 

454.^Idea  de  proTincia.  nistrativa. 

455.— unidad  admimstrativa.  459. -"Carácter  de  las  Dipata* 

456.— -Unidad  natural.  clones  provincialea. 

457.— Las  provincias  tienen  in-  460. — Sos  facaltades  distintas  de 
tereses  cómanos  y  pro*  las  inherentes  á  los  Con* 

pios.  nejos  provinciales. 

456.-4!iOn8ecaencias  en  cnanto  46!.-— Composición  de  estos 
á  sa  organización  admi-  cuerpos. 

4&4.— Son  las  provincias  verdaderas  unidades  adminis«* 
tratívas  que  se  fundan  comunmente  en  vincules  naturales  y 
espontáneos,  no  tan  estrechos  como  los  que  constituyen  el 

(1)  Ans.  18  y  13. 

(2)  Art.  14. 
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pueblo  y  dan  origen  al  Ayuntamiento ,  pero  lo  bastante  sin 
embargo  para  que  no  deba  ser  considerada  esta  unión  como 
paramente  artificial  y  obra  tan  solo  del  legislador. 

4ft&.— En  Francia,  en  donde  á  fin  de  establecer  la  Asam* 
blea  nacional,  una  división  de  territorio  análoga  al  principio 
de  la  unidad  política,  empezó  por  nivelar  completamente  el 
territorio:  en  Francia,  en  donde  se  quiso  sustituir  de  un 
golpe  el  régimen  de  la  igualdad  al  régimen  aristocrático, 
era  necesario  principiar  por  confundir  los  antiguos  limites, 
horrar  los  nombres  históricos  y  precipitar  en  el  olvido  las 
mas  vivas  y  remotas  tradiciones.  Alli  los  departamentos  ó 
provincias  son  creación  moderna  y  unidad  artificial ,  porque 
la  ley  destruyó  primero  una  existencia,  y  laego  formó  indi* 
vidualidades  á  quienes  comunicó  otra  nueva. 

4MI. — ^Mas  en  Espafia  los  confines  de  los  antiguos  reinos 
suelen  ser  hoy  todavía  la  linea  divisoria  de  las  modernas  pro* 
vincias,  entre  las  cuales  hay  no  pocas  cuyos  naturales  aun 
conservan  el  apego  á  sos  costumbres,  se  explican  en  su  len- 
guaje primitivo,  se  distinguen  por  so  carácter  y  por  su  típi- 
ca fisonomía,  y  aman  con  pasión  sns  fueros  particulares.  Pa- 
ra demostrar  que  el  espíritu  provincial  en  gran  parte  está 
vivo,  basta  observar  que  las  circunstancias  topográficas  de 
la  Península  fueron  un  obstáculo  permanente  á  la  exaltación 
del  principio  de  la  unidad  política,  obstáculo  nunca  vencido 
por  la  escasez  y  dificultad  de  nuestras  comunicaciones  inte- 
riores. De  este  atraso  en  las  vías  de  comunicación  ha  nacido 
la  especie  de  aislamiento  en  que  muchas  provincias  españo- 
las han  vivido  hasta  ahora  poco,  y  en  el  cual  perseveran  al- 
gunas todavía.  De  aquí  resultó  haberse  fortificado  los  lazos 
del  provincialismo  con  su  séquito  de  intereses  y  afectos  lo- 
cales, y  de  aquí  en  fin  dimana  que  alimenten  aun  nuestras 
provincias,  principalmente  las  últimas  agregadas  á  la  corona 
de  Castilla,  aquella  propensión  á  la  forma  federal  qne  en 
tiempos  de  revueltas  se  descubre  en  toda  su  desnudez,  y  en 
épocas  tranquilas  se  disfraza  con  el  modesto  nombre  de  pro- 
vincialismo. 

La  misma  variedad  de  los  climas  comprendidos  en  la  zo- 
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Bft  peninsular  ha  fomentado  estos  sentimientos  engendran- 
do ía  variedad  ín6nita  de  las  producciones  de  nuestro  suelo 
alianzas  económicas,  ya  ofensivas,  ya  defensivas ;  así  como 
por  otra  parte  la  diferencia  de  caracteres  y  hábitos  y  cier- 
tas condiciones  topográficas  han  hecho  á  la'  industria  casi 
indígena  de  ciertas  regiones  de  nuestro  territorio.  La  agri- 
cultura, las  artes  y  el  comercio  se  han  localizado  entre  no- 
sotros y  apenas  tienen  patria  común.  La  oposición  de  inte- 
reses impele  á  buscar  auxiliares  benévolos  entre  los  igual- 
mente interesados,  el  espíritu  de  concentración  se  robustece, 
y  las  mismas  cuestiones  nacionales  se  transforman  en  cues- 
tiones de  provincia. 

Ved  ahi  el  cámulo  de  causas  á  que  debemos  atribuir  que 
el  sentimiento  de  nacionalidad  no  hubiese  destruido  la  unión 
natural  de  la  provincia,  alterada  y  combatida  por  las  nuevas 
subdivisiones  de  torritorio,  pero  demasiado  entera  aun  para 
no  ver  en  ella  sino  la  voluntad  del  legislador. 

La  provincia,  pues,  tiene  en  España  entidad  propia,  an- 
terior al  establecimiento  del  gobierno  central,  según  lo  de- 
muestra fa  historia  de  nuestra  monarquía,  la  cual  creció  por 
agregaciones  de  territorios  que,  habiendo  sido  estados  inde- 
pendientes, hoy  son  unidades  administrativas  (4  ].  Hay  sin 
duda  en  las  provincias  espafiolas  una  individualidad  admi- 
nistrativa y  civil,  posterior  á  otra  individualidad  natural,  si 
bien  sus  necesidades,  origen  de  sus  derechos ,  carecen  de 
aquel  grado  de  cohesión  y  vehemencia  que  se  observa  en 
los  pueblos. 

^1)  losisto  de  propósito  en  esta  doctrina ,  á  fin  de  apoyar  mi 
opmion  contraria  á  la  que  sustentó  la  respetable  comisión  del  Gon- 
ereso  de  los  diputado»  nombrada  para  informar  sobre  el  proyecto 
de  ley  de  organización  y  atribaciones  de  las  Diputaciones  provin- 
ciales presentado  por  el  seSor  SíWela  en  la  legislatura  de  1838. 
Esta  ilustrada  comisión ,  acaso  preocupada  en  favor  de  las  teorías 
francesas,  negó  resoekamente  la  existencia  natural  de  las  provin- 
cias, siendo  asi  que  el  provincialismo  forma,  á  mi  entender,  uno 
de  los  rasgos  mas  pronmdog  de  nuestro  carácter  nacional,  y  esto 
solo  explica  la  repugnancia  con  oue  fueron  recibidas  en  España 
ciertas  leyes  administrativas  fundaoas  en  el  principio  de  la  centra- 
lización ,  y  la  necesidad  que  hubo  de  relajar  el  principio  en  al- 
gunos casos  ^  bien  á  pesar  del  gobierno. 
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d&V.— Como  quiera  que  las  provincias  sean  anión  natu- 
ral ó  agregaciones  artificiales,  sí  esto  puede  ínfloir  en  otor- 
gar mas  ó  menos  latitud  al  ejercicio  de  sus  derechos  priva- 
Utos,  no  altera  en  modo  alguno  su  naturalexa.  Siempre  será 
la  provincia  uif  todo  y  la  parte  de  un  todo:  bajo  el  primer 
aspecto  tiene  intereses  propios  é  inherentes  i  su  existencia 
particular:  bajo  el  segundo  abriga  intereses  comunes  con  la 
nación  de  la  cual  es  miembro. 

4&9.— Entre  los  intereses  del  estado  y  de  la  provincia  bay 
varios  puntos  de  contacto,  y  de  coasigniente  conviene  mu- 
chas veces  encomendar  &  los  empleados  públicos,  &  los  en- 
cargados de  los  intereses  generales,  la  parte  de  ejecución  de 
los  intereses  locales;  asi  como  también  la  administración  de- 
be valerse,  en  algunas  ocasiones,  de  los  representantes  de 
la  localidad. 

Habrá  también  puntos  de  divergencia  ú  oposición  mas 
bien  aparente  que  efectiva.  En  estos  casos  el  interés  pro- 
vincial del  momento  debe  ceder  al  interés  permanente  del 
estado;  debe  quedarle  subordinado  y  sometido,  porque  en  la 
constancia  y  validez  de  los  intereses  nacionales,  halla  la  pro- 
vincia su  conveniencia  pasada  y  presente  y  su  oompeusacioa 
futura;  y  por  tanto,  para  resolver  estas  cuestiones,  el  esta- 
do no  puede  desprenderse  de  cierta  vigilancia,  de  cierta  tu- 
toría de  los  intereses  locales:  de  forma  que,  aun  dejando  á 
la  provincia,  como  es  debido,  la  iniciativa  y  la  acción,  la  di- 
rección y  la  regularidad,  parta  siempre  de  un  solo  centro  (4). 

En  resumen,  considerada  la  provincia  como  parte  del  es- 
tado, se  halla  sujeta  á  la  autoridad  inmediata  del  gobierno  ó 
desús  delegados:  considerada  como  un  todo,  se  rige  ásf 
misma  bajo  la  vigilancia  de  la  administración  superior. 

A&n.-^Conforme  á  esta  sencilla  teoría  la  ley  asocia  á  las 
Diputaciones  á  todos  ios  actos  administrativos  de  gravedad  é 
importancia  que  interesan  á  sus  respectivas  provincias,  son 
el  órgano  de  sus  necesidades  y  deseos,  representan  la  per- 


(i)    Informe  citado,  JEiituUos  prácticos  dé  administración »  pigi' 
na  105. 
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aoaa  moral  y  forinaa  una  especie  de  consejo  de  familia.  La 
eoncarreneía  de  los  delegados  del  Rey  y  los  maadatarios  de 
los  pueblos  para  dirigir  la  administración  provincial,  es  el 
medio  mas  cuerdo  y  eficaz  de  moderar  sin  extinguir  la  vida 
local:  de  respetar  los  afectos  ó  intereses  de  cada  provincia, 
sin  quebrantarla  unidad  del  poder  ni  debilitar  sus  fuerzas. 
Este  objeto  se  alcanfca  por  medio  de  las  Diputaciones, 
cuerpos  electivos  que  con  su  deliberación  y  consejo  concur- 
ren &  la  administración  provincial.  La  diliberaciañ  y  el  con- 
sto: he  aqoi  las  palabras  que  reasumen  el  carácter  proemi-^ 
nente  de  las  Diputaciones  provinciales  y  explican,  si  no  to- 
das, la  mayor  parte  de  sus  facultades. 

4Ml.-^Percibese  á  primera  vista  que  entre  las  Diputacio- 
nes y  los  Consejos  provinciales  hay  cierta  analogía  de  atrí» 
bociones,  porque  asi  aquellas,  como  estos,  ejercen  faculta* 
des  consultivas;  mas  obsérvese  también  que,  aun  aconsejan- 
do, tienen  ambos  cuerpos  un  encargo  distinto.  El  ministerio 
de  los  Consejos  provinciales  es  auxiliar  la  acción  del  poder 
central ,  ilustrando  y  dirigiendo  al  gefe  político ,  cuando 
aplica  las  leyes  comunes  al  territorio  sujeto  á  su  autoridad; 
y  el  oficio  de  las  Diputaciones  es  ilustrarle  y  dirigirle,  cuan- 
do se  propone  dictar  medidas  de  interés  local :  por  manera 
que  los  primeros  satisfacen  la  necesidad  de  la  deliberación 
previa  al  lado  del  representante  del  gobierno,  y  las  segun- 
das suplen  el  mismo  vacío  cerca  del  administrador  de  la  pro- 
vincia. En  el  concurso  voluntario  ó  forzoso  de  aquellos  do* 
mina  la  propensión  á  la  generalidad  de  los  intereses,  y  en  la 
cooperación  libre  ú  obligada  de  estas  prepondera  el  espíri- 
tu local. 

4<it.— Las  Diputaciones  provinciales  se  componen  del  ge- 
fe  político,  del  intendente  y  de  tantos  diputados  cuantos  son 
los  partidos  judiciales  en  que  se  hallare  dividida  la  provin- 
cia; mas  si  los  partidos  no  llegasen  á  nueve,  los  de  mayor 
población,  por  su  orden,  nombrarán  dos  diputados  basta 
completar  dicho  número  (4). 


(1)    Ley  de  8  de  enero  de  1845  ,  arte,  t  y  3, 
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La  teoría  recomienda  que  estas  corporaciones  no  sean, 
ni  tan  numerosas  que  la  multitud  embarace  el  despacho  de 
los  negocios,  ni  tan  reducidas  que  falten  los  elementos  de  una 
amplia  deliberación ,  el  examen  colectivo,  la  discusión  rato- 
nada y  por  resultado  un  maduro  consejo. 

Esta  base  electoral  es  sin  embargo  interina,  quedan- 
do el  gobierno  encargado  por  la  ley  orgánica  de  las  Di- 
putaciones provinciales,  de  plantear  una  nueva  división  de 
distritos  mas  análoga  al  objeto,  reforma  que  aun  no  se  ha 
intentado. 

Las  Diputaciones  provinciales  se  renuevan  cada  dos  afios 
por  mitad,  y  cuando  el  número  de  diputados  fuere  impar, 
se  renueva  su  mayoría.  Siendo  este  un  cargo  bonorifico, 
gratuito,  obligatorio  y  electivo,  no  puede  ser  perpetúen!  de 
larga  duración  tampoco  (4).  Como  derecho  político  es  preci- 
so facilitar  el  acceso  á  las  Diputaciones  provinciales  á  cuan- 
tos ciudadanos  ofrezcan  garantías  de  aptitud  y  moralidad: 
como  carga  pública,  conviene  no  hacer  insoportable  el  gra- 
vamen, prolongando  demasiado  el  periodo  de  este  servicio: 
como  mandato  revocable ,  exige  que  de  tiempo  en  tiempo 
juzguen  los  pueblos  en  elecciones  sucesivas  la  conducta  de 
sus  mandatarios,  otorgándoles  de  nuevo  su  confianza  ó  reem^ 
plazándolos  con  personas  mas  aptas;  y  en  fin,  siendo  las  di  - 
potaciones  administradoras  de  los  intereses  provinciales,  de- 
ben conservar  las  tradiciones  administrativas  y  transmitirse 
unos  á  otros  miembros  el  caudal  de  luces  y  experiencia  ad- 
quirido en  el  despacho  de  los  negocios,  por  cuya  razón  es 
preferible  á  todos  el  método  de  renovación  parcial  adoptado 
por  nuestra  ley. 

Qué  cualidades  se  requieren  para  ser  elector  y  elegible  y 
de  qué  manera  se  verifican  las  elecciones,  lo  examinaremos 
al  tratar  del  ejercicio  de  los  derechos  políticos;  así  como 
expondremos  las  escusas  lejítimas  ó  causas  que  permiten 
reusar  este  cargo,  cuando  habláremos  de  las  cargas  públicas 
en  general. 

(I)    Ley  cit.  arts.  5  y  6. 
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Articulo  2.*^ — \ln\}uc\cyui«  A,e  Vas  T>\^uVac/\(nK/S   i^TO\i\uC;\aUi. 

468.~F«coltade8  consoltivas  y  47 2.~Gelebran  sesiones  periódi- 

deliberantes.  cas. 

463. — Las  diputaciones  delega-  473. — Sesiones  ordinarias. 

das  del  poder  leeislaÜTO.  474.— Sesiones  extraordinarias. 

464.-^Atríbacione8  administra-  475.— La  aaialencia  ea  obligato- 

tivas.  ría. 

4f}5.— Casos  en  que  deliberan.  476. — Diputados  refractarios. 

466.— l^uerza  de  sos  delibera-  477.— Abertura  de  las  sesiones. 

cionea.  478. — Modo  de  celebrabas. 

467.— Casos  en  que  informan.  479. — Acuerdos  de  lasDiputacio- 
468. — Casos  en  que   deben  ser  nes. 

oídas.  480. — Suspensión  de  sis  sesio- 
469.— Carecen  de  facultades  ac-  nes. 

tivas.  48 1 .  —Deliberaciones  y  acuerdos 
470. — Relaciones  del  gefe  politi-  nulos. 

00  con  la  DiputacioD  pro-  482.— Las  Diputaciones,  drea- 

Tincial.  nos  é  intérpretes  délas 

471. — La  acción  délas  Diputa-  necesidades  de  las  provin- 

ciones  provinciales  no  es  cias. 

constante. 

4II9.— Las  DipntacioDes  provinciales  ejercen  ciertas  atri- 
bocipnes  análogas  á  su  carácter  de  cuerpos  consukivos  y  de- 
liberantes de  la  administración,  y  otras  que  emanan  de  una 
delegación  espllcila  de  la  ley. 

4«a.— T  en  efecto,  proceden  las  Diputaciones  provincia- 
les como  autoridad  delegada  del  poder  legislativo : 
.4.**  Cuando  reparten  entre  los  ayuntamientos  de  la  pro- 
vincia las  contribuciones  generales  del  estado  y  las  derra- 
mas para  gastos  provinciales  de  cualquiera  clase  (4).  En  es* 
tos  casos  las  Diputaciones  provinciales  ejercen  facultades  le- 
gislativas ,  pues  se  trata  de  aplicar  el  articulo  6  de  la  Constitu- 
ción que  impone  á  todos  los  españoles  el  deber  de  contribuir 
en  proporción  de  su  fortuna  para  los  gastos  públicos.  Claro 
está  que  la  delegación  sobredicha  solo  alcanza  á  las  contri- 
buciones directas  ó  impuestos  de  repartimientos,  quedando 
los  indirectos  ó  de  consumos  exentos  de  su  intervención. 

8.^    Cuando  sefiala'á  los  ayuntamientos  el   número  de 

(1)    Art.  55. 
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hombres  que  les  corresponde  para  el  reemplazo  del  ejérci- 
to (4)-  El  servicio  militar  es  una  contribución  de  sangre,  y 
está  de  consiguiente  subordinada  &  los  mismos  principios  que 
las  de  dinero. 

3.^  Al  decidir  en  las  primeras  sesiones  de  cada  afio  y  an- 
tes de  proceder  á  nuevos  repartimientos,  las  reclamaciones 
que  se  hiciesen  contra  los  anteriores  (2).  Este  derecho  es  tan 
absoluto  I  que  de  los  acuerdos  de  las  Diputaciones  provincia- 
les en  (Ainto  á  su  ejercicio,  no  hay  recurso  ante  ninguna  au- 
toridad. Mas  no  por  eso  se  entienda  que  este  poder  discrec- 
cional  sea  ilimitado,  ni  se  abriguen  temores  de  ver  los  de- 
rechos de  propiedad  comprometidos,  porqué  las  Diputacio- 
nes provinciales  están  en  el  deber  de  ejercer  semejantes  fa- 
cultades, conformándose  á  lo  que  diierminen  las  leyes  y  re- 
glamentos  (3).  EMStea,  pues,  ciertas  reglas  de  observancia 
obligatoria  al  repartir  las  contribuciones  y  los  cupos  de  sol- 
dados entre  los  pueblos  de  la  provincia.  Sí  las  Diputaciones 
quebrantan  estos  preceptos,  el  gefe  político  suspenderá  la 
ejecución  de  sus  actos,  no  por  via  de  apelación,  ni  como  su- 
perior gerárqnico,  sino  representando  al  gobierno  que  tiene 
autoridad  para  encerrar  á  eada  autoridad  en  el  circulo  de  su 
competencia.  Hubo  exceso  de  poder  de  parte  de  las  Diputa* 
clones  provinciales,  y  asi  sus  actos  no  se  enmiendan  ni  cor- 
rigen, sino  que  se  declaran  nulos  por  cnanto  no  pueden  de- 
liberar sobre  mas  asuntos  que  los  comprendidos  en  la  ley  (i), 
y  ei  gefe  politice  no  hace  sino  reusar  el  cumplimiento  de  on 
acuerdo  ilegal. 

4.^  Las  Diputaciones  provinciales  vigilan  también  y  fisca- 
lizan á  la  administración  provincial,  en  virtud  de  la  facultad 
que  les  compete  para  examinar  y  glosar,  aprobar  ó  no  aprobar 
la  kuenta  anual  de  los  gastos  que  deben  rendirles  los  gefes  po- 
líticos (5).  Bs  un  principio  que  toda  gestión  de  cándales  púbit- 

(1)  Ibid. 

(S)  Ibid. 

(3)  Ibid. 

(4)  Art.  58. 

(5)  Art.  70. 
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eos  esté  sajeUá  ¡atervoncioa,  ó  cuando  meóos,  á  eiámen 
posterior;  y  siendo  el  gefe  polilico  el  administrador  de  la 
provincia  y  el  ejecutor  nato  de  los  acuerdos  de  las  Diputacio- 
nes, naturalmente  debe  rendir  cuentas  á  los  administrados 
cuyo  gerente  es ,  ó  á  la  corporación  que  ha  recibido  sus  po- 
deres de  la  elección  popular. 

4114. — Las  facultades  comunes  ú  ordinarias  de  las  Dipu<- 
taciones  se  refieren  todas ,  según  hemos  dicho ,  á  la  delibe- 
racioiHy  al  consejo.  Deliberan  en  asuntos  de  inteil^  local, 
sean  relativos  á  la  gestión  económica  ó  á  la  administración  de 
la  provincia.  Informan  en  negocios  de  interés  común ,  en 
cuestiones  de  órden^ público,  en  las  cuales  halla  la  ley  conve- 
niente que  el  gobierno  invoque  el  auxilio  de  las  luces  ó  de  la 
experiencia  de  estas  corporaciones. 

4«4.— La  ley  orgánica  de  las  Diputaciones  provinciales 
les  concede  la  potestad  de  deliberar  (i ): 

I.  Sobre  el  modo  de  administrar  las  propiedades  que  ten- 
ga la  provincia,  condiciones  de  los  arriendos  ó  nombramien- 
to de  administradores.— Las  Diputaciones  carecen  de  poder 
reglamentario  en  punto  á  la  administración  de  las  propiedades 
provinciales,  á  diferencia  de  los  Ayuntamientos  que  dictan 
reglas  ó  determinan  el  modo  de  administrarlas:  todos  los  ac- 
tos de  gestión  económica  emanan  del  gefe  político,  como  úni- 
co administrador  de  la  provincia.  Este  carácter  le  reviste 
Inmbien  de  autoridad  para  proveer  en  casos  urgentes  y  por 
si  mismo  á  las  necesidades  perentorias  de  la  administración, 
ejecutando  actos  conservatorios,  sin  deliberación  previa  de 
la  Diputación  provincial. 

IL  Sobre  la  compra,  venta  y  cambio  de  las  mismas  pro- 
piedades.-«-La  provincia  es  un  propietario  que  posee  bienes 
muebles,  inmuebles  y  derechos  ó  cosas  incorporales.  Gomo 
tal,  es  persona  jurídica  y  está  sujeta  á  las  leyes  comunes  en 
sos  actos  puramente  civiles.  Su  propiedad  es  legalmente  del 
género  de  las  propiedades  privadas,  porque  las  adquiere,  dis* 
fruta  y  enagena  como  un  simple  particular.  El  mayor  núme- 

(i;    Art.  56. 
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ro  de  estas  se  baila  afecto  á  algoa  servicio  público ;  las  res- 
tantes, si  las  hubiere,  constituirán  el  patrimonio  de  la  pro- 
vincia. 

IIL  Sobre  el  uso  ó  destino  de  los  edificios  pertenecien- 
tes á  la  provincia. — Estos  edificios  son  las  casas  construidas 
á  expensas  de  la  provincia,  á  fin  de  proveer  &  cierto  servicio 
público,  y  otros  cualesquiera  concedidos  por  el  estado  para 
algún  establecimiento  provincial. 

IV.  Sobre  los  establecimienios  provinciales  que  cenven- 
ga  crear  ó  suprimir,  y  las  obras  de  toda  clase  que  puedan 
ser  de  utilidad  para  la  provincia. — Alúdese  aqui  á  los  esta- 
blecimientos provinciales  de  beneficencia,  instrucción  pú- 
blica y  otros  análogos,  lo  mismo  que  á  las  obras  que  según 
la  legislación  vigente  deben  ser  construidas  ó  reparadas  con 
fondos  también  provinciales. 

y.  Sobre  los  litigios  que  convenga  intentar  ó  sostener. — 
Siendo  la  provincia  una  persona  moral,  y  gozando  de  todos 
los  derechos  inherentes  á  un  propietario  particular,  es  llano 
que  debe  tener  capacidad  para  presentarse  en  juicio,  ora  co* 
mo  demandante ,  ora  como  demandada. 

Al  intentar  una  acción  ó  al  contestar  á  una  demanda,  se 
liga  la  provincia  mediante  un  contrato  judicial  y  comprome- 
te gravemente  sus  intereses,  empellándose  en  gastos  tal  vez 
ruinosos  y  temerarios:  debe,  pues,  deliberar  con  toda  madu- 
rez antes  de  presentarse  el  gefe  político  á  los  tribunales  con 
el  carácter  de  actor  ó  de  reo. 

VI.  Sobre  la  aceptación  de  donativos,  mandas  ó  legados. 
—Las  Dipotaciones  deliberan  en  tales  casos,  porque  reusan- 
do,  pueden  perjudicar  á  la  fortuna  y  al  bienestar  délas  pro- 
vincias, y  aceptando  pueden  también,  en  vez  de  acrecentar^ 
la,  disminuirla  si  por  este  hecho  se  imponen  obligacionea 
cuyo  gravamen  esceda  á  los  beneficios  que  de  la  adquisición 
resultan,  ó  si  se  someten  á  condiciones  nocivas  al  servicio 
público. 

VIL  Sobre  el  presupuesto  anual  de  la  provincia  que  el 
gefe  político  forma,  la  Diputación  discute  y  vota  y  el  Rey 
aprueba;  y  sobre  el  sefialamiento  délos  arbitrios  necesarios 
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paralfasnar  el^ifioil  q«e  resoltare  oaaado  el  producto  de 
los  üigTe808*QO'alc¿uiBuíe.á:caÍM'¡r  el  imporie  de  los  gastos 
oblígatoríbsdela^adoiíoislnaciefi  provipeial(4].  Ambos  son 
negocios  de  intecés  espcntal;  pero  de  tea  grave  imporlaAcia» 
que  poedea  afectar  úi  loa  generales  del  estado ,  y  por  tanto 
conviene  la  iaterveneion  sinmltánea  de  las  diputaciones 
j  del  gobierno  en  la  adcrpcioa  de  un  acMrdo  definitivo.  £1 
derecho  de  discutir  y  votar  los  presupuestos,  y  la  iaíoiativa 
en  la  proposición  de  arbitrios  suponen  una  deliberación  pre- 
via, asi  como  la  necesidad  de  la  aprobación  posterior  indica 
que  elacte  no  es  ejecutorío  sin  la  subsiguiente  bomologacion 
real. 

VIII.  Sobre  la  clasificación  de  los  caminos  vecinales  de 
primer  orden,  su  dirección  y  el  señalamiento  de  los  pueblos 
que  deben  concurrir  á  su  construcción  y  reparación. — Las 
Diputaciones  provinciales,  previo  informe  de  los  ayunta- 
mientos y  á  propuesta  de  los  gefes  politices,  declaran  los 
caminos  vecinales  de  esta  clase,  designan  so  dirección  y  de* 
terminan  los  pueblos  que  deben  concurrir  á  construirlos  y 
repararlos  (%  En  estos  casos  las  Diputaciones  deliberan,  pues 
aunque  el  real  decreto  citado  no  lo  expresa,  el  ejercicio  de 
aquellos  derechos  tan  absolutos  supone  un  acuerdo,  no  un 
consejo  ni  un  mero  informe:  son  actos  ejecutorios  dentro 
de  ios  límites  de  las  leyes  y  reglamentos. 

IX..  Sobre  todos  los  demás  asuntos  acerca  de  los  cuales 
las  leyes  conceden  ó  concedieren  en  adelante  el  derecho  de 
deliberar  á  las  Diputaciones.— Estos  asuntos  son  siempre 
ó  verdaderos  actos  de  gestión  económica,  ó  acuerdos  relati- 
vos á  intereses  especiales  de  la  provincia,  en  los  cuales  las 
Diputaciones  intervienen  unas  veces  con  el  carácter  de  per- 
sonas morales,  y  otras  bajo  el  concepto  de  corporaciones  ad- 
ministrativas; 

4e«.^Las  deliberaciones  relativas  á  los  asuntos  arriba 
expuestos  no  constituyen  jamás  un  acuerdo  ejecutorio  sin 
la  aprobación  posterior  del  gobierno  ó  del  gefe  político ,  se- 

(1)    Arts.  60  y  65. 

(S)    Real  decreto  de  7  de  abril  de  1848^  arU  S. 

Tono  I.  15 
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guQ  lo  qoe  las  leyet  disponen  6  dispusieron  pora  oada  oaso. 
Temió  el  legislador  qoe  las  Dipntaeionoo,  non  en  los  nego- 
cios de  mero  interés  provineial ,  podiasen  abosar  de  sos  po* 
deres  reglamenlarios  j  snjeló  sos  aotos  ft  nna  inspeocíon  mi- 
nuciosa y  lal  vei  eiagerada.  Enhorabuena  qoe  esta  ?igi- 
lancia  exista;  pero  bien  pudiera  ser  oonpaüble  con  la  fuerxa 
obligatoria  de  aquellas  deliberaeionee  en  los  asuntos  en  qoe 
la  provincia  aparece  revestida  de  nna  existencia  indepen- 
diente del  estado.  Abandone  la  ley  el  direeko  di  iniciatita 
á  las  Diputaciones,  no  coartado  hasta  el  ponto  de  quedar 
convertido  en  una  simple  fropuéiía  ó  p$ímon;  concédales 
autoridad  reglamentaria,  y  reserve  al  gobierno  la  facultad 
de  interponer  su  poderoso  veto  en  nombre  del  interés  gene- 
ral y  suspender  la  ejecución  de  los  acuerdos  nocivos  al  bien 
de  la  nación  ó  de  la  misma  provincia.  Si  queremos  aprove- 
char  todos  los  beneficios  del  principio  de  la  centralización, 
empecemos  por  no  exagerar  sus  consecuencias  transforman- 
do eu  reglas  sus  abusos.  Que  no  caiga  en  olvido  aquella  pru* 
dente  máxima  de  aplicar  una  centralización  grande  para  las 
cosas  mayores,  media  para  las  medianas,  y  para  las  menores 
rainima:  en  fia,  tenga  el  legislador  presente  que  un  grado 
del  meridiano  decide  á  veces  de  la  bondad  relativa  de  las  le- 
yes;  y  si  en  EspaAa  son  las  provincias  unidad  natural  y  no 
simplemente  agregación  artíécial  como  en  Francia,  cumple 
mas  á  nuestra  nación  qoe  á  la  vecina,  un  régimen  menos 
severo  de  centralizaeioo  administrativa. 

4<ll.— Las  Diputaciones,  además  de  sus  facultades  como 
cuerpos  deliberantes,  ejercen  atribuciones  consultivas.  En- 
tonces ya  no  son  aquellas  corporaciones  encargadas  de  ana 
simple  gestión  económica,  ni  tampoco  la  persona  inoral  man^ 
dataria  de  la  provincia;  son  los  consejos  instituidos  por  la  ley 
para  alumbrar  y  dirigir  á  la  administración  en  sus  aplica* 
cíones  locales.  Entonces  ao  tienen  ni  pueden  tener  auloridad 
alguna,  ni  de  consiguiente  les  está  permitido  adoptar  acoer* 
dos,  ni  deliberar  siquiera,  sino  exponer  su  opinión,  dar  sn 
dictamen  que  la  administración  activa  aceptará,  ó  no,  según 
lo  creyere  acertado.  Tales  casos  como  estos  llevan  el  sello 
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profBndo  de  aegoeio»  da  ittterés  común,  y  asi  debe  dominar 
sfo  firtí  la  Yoiuiilad  del  golrieriie.  La  ley  puede  exigir  que 
SQ  aocion  sea  ilustrada;  mas  ni  le  quita,  ni  le  debe  quitar  un 
átomo  de  su  iadepeudeneia. 

Cooforme  ár  dicha  doctrina  se  oirá  el  informe  de  las  Di< 
potaciones  provinciales,  es  decir «  será  obligatorio  pedirles 
consejo  (1):       * 

I.  Sobre  la  fftfmaeioii  de  nuevos  ayuntamientos,  nnion  y 
segregación  de  los  pQeMos.-^EI  servicio  público  y  et  bien* 
estar  de  loi^  administrados  reqiieren  la  estabilidad  en  los 
IfittfHes  de  cada  distrito  municipal ,  la  conveniencia  en  la  for' 
macion  de  estas  secciones  de  territorio  y  el  respeto  á  los 
hábitos,  y  sobre  todo,  á  los  derechos  adquiridos.  Ved  ahí 
por  qué  ba  Diputaciones,  como  mas  conocedoras  de  las  ne- 
cesidades de  su  provincia,  deben  ser  consultadas  en  este 
punto. 

II.  Sobre  la  demarcación  de  limites  de  la  provincia,  par* 
tidos  y  ayuntamientos  y  sefialanriento  de  capitales.— 'En  este 
case  prevalecen  las  mismas  razones  que  en  el  anterior. 

III.  Sobre  los  estaMecinrientos  de  beneficencia,  instruc- 
ción pública  ú  otros  cualesquiera  de  utilidad  para  la  provin-^ 
cía  q«e  convenga  crear  6  suprimir  en  ella. — Son  objetos  de 
utilidad  mista  ó  provincial  y  general  á  un  tiempo,  porque  sí 
bien  dichos  establecimientos  prestan  un  servicio  público, 
ceden  en  beneficia  especial'  de  la  provincia,  6  quizás  redun- 
dan en  sa  dafto,  cuando  son  excesivamente  onerosos  á  la  pro- 
vincia y  no  producen  ventajas  equivalentes  á  este  grava- 
men. Por  eso  eiige  la  ley  el  concurso  de  un  consejo  y  una 
voluntad ,  el  informe  de  las  Diputaciones  y  la  decisión  det 
gobierno.    ' 

fV.  Sobre  ia  necesidad  ó  conveniencia  de  ejecutar  toda 
clase  de  obras  púbNcas  que,  no  siendo  del  cargo  exclusivo 
del  estado  ó  de  los  ayuntamientos,  hayan  de  costearse  por 
tos  fondos  provinciales,  como  igualmente  sobre  la  elección 
de  los  planos,  formación  de  los  presupuestos  y  condiciones 

(1)    Art.  57. 
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de  las  contratas. —Hablase  aquf  de  las  obras  profinciales  co- 
ya declaracíoQ,  asi  como  el  levaalamieDto  de  los  planos  y  re- 
dacción de  los  presupuestos  corresponde  al  gobierno  (1).  Las 
Diputaciones  no  tienen  parte  alguna  activa:  so  concurso  es 
puramente  consultivo  y  posterior  k  la  conclusión  de  dichos 
trabajos.  Tal  vez  hubiera  sido  conveniente  que  las  Diputa- 
ciones tuviesen  en  este  caso  facultades  deliberantes;  por  lo 
menos  es  seguro  que  el  aguijón  de  las  necesidades  locales  in- 
qoietaria  mas  á  la  administración  provincial,  que  acosa  hoy  á 
la  superior.  Si  la  iniciativa  partiese  de  las  Diputaciones,  ha- 
bría probablemente  mas  actividad  en  las  empresas,  reserván- 
dose el  gobierno  el  derecho  de  moderar  el  ardor  de  aquellos 
cuerpos,  sí  pareciere  inconsiderado  ó  escesivo,  en  propor- 
ción a  los  recorsos  de  los  pueblos  y  á  las  cargas  preferentes 
del  estado. 

V.  Sobre  todas  las  cuestiones  relativas  á  las  obras  pú- 
blicas que  interese  al  estado  construir ,  cuando  la  provincia 
por  si  sola  ó  en  unión  con  otras  tuviere  parte  en  ellas.— La 
ley  establece  que  las  Diputaciones  sean  oidas  acerca  de  la 
necesidad  ó  de  la  conveniencia  de  ejecutar  las  obras  pro- 
vinciales, cuya  intervención  sería  vana  si  no  fuesen  tam- 
bién consultadas  en  las  cuestiones  que  el  enlace  intimo  de  los 
intereses  de  su  provincia  con  los  de  otra  vecina  ó  con  los  ge- 
nerales del  estado  pudiera  suscitar;  de  modo  que  esta  fa- 
cultad es  el  complemento  de  la  anterior.  El  gobierno  deslin- 
da los  derechos  y  las  cargas  de  cada  cual ;  pero  en  semejantes 
conflictos  conviene  sea  ilustrado  con  el  informe  de  las  Di- 
putaciones, oyéndolo  ya  por  via  de  consejo  imparcial ,  y  ya 
como  reclamación  de  parte  interesada. 

VL  Sobre  exceptuar  de  la  obligación  de  cosiear  las  obras 
nuevas  ó  de  reparación  á  los  pueblos  situados  en  las  carre- 
teras cuyos  recucsos  no  alcancen  á  cubrir  el  todo  ó  la  parte 
que  les  corresponda  (2). 

VIL    Sobre  cualquier  otro  objeto  que  determinen  las  le» 


(1)    Instrucción  de  10  de  octubre  de  1845. 
(1¿)    Ley  de  11  deabrU  de  1849. 
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yes,  ó  cuando  el  gobierno  6  el  gefe  político  tengan  á  bien 
oir  SQ  dictámeD. — En  el  primer  caso  será  todavía  obligatorio 
el  consejo:  en  el  segundo  arbitrario,  á  juicio  de  la  adminis- 
tración activa. 

4A9.-— Segon  las  leyes,  reglamentos  y  disposiciones  del 
gobierno  acerca  de  intereses  permanentes,  deben  ser  oídas 
las  Diputaciones  provinciales,  además  de  los  casos  referidos^ 
en  tos  siguientes: 

I.  Para  formar  nuevos  ayuntamientos  en  distritos  que  no 
lleguen  á  cien  vecinos  (I). 

II.  Para  reunir  dos  ó  mas  ayuntamientos,  y  para  segre- 
gar pueblos  de  un  ayuntamiento  y  agregarlos  á  otro  (8). 

III.  Para  dar  aplicación  y  destino  útil  á  los  edificios  va- 
cantes después  de  la  abolición  íde  las  comunidades  religiO' 
sas  (3). 

lY.  Para  declarar  qu^  una  obra  es  de  utilidad  pública, 
sin  cuya  preliminar  declaración  no  puede  precederse  &  la  ena- 
genacion  forzosa  de  la  propiedad  pHvada  (i). 

V.  Para  establecer  boepítales  públicos  en  los  pueblos 
que  no  fueren  capitales  de  provincia,  y  señalar  el  número 
de  losque  debe  haber  en  cada  uno;  y  para  destinar  á  ca* 
sas  de  beneficencia  ios  edificios  del  estado  mas  convenien- 
tes entre  los  que  pertenecieron  á  los  conventos  suprimi- 
dos (5). 

VI.  Para  resolver  las  dudas  que  se  suscitaren  sobre  si  las 
obras  pfas  existentes  en  cada  provincia  de  patronato  particu- 
lar, fueron  destinadas  por  sos  fundadores  á  objetos  de  beoe* 
ficencia  común  de  los  poeblos,  ó  aplicadas  á  determinados  es- 
tablecimientos  de  caridad  (6). 

Vil.  Para  designar  los  edificios  de  los  antiguos  conven- 
tos y  monasterios  suprimidos  que  por  su  belleza  arquitecto* 

(1)  Ley  de  8  de  enero  de  1845,  art  71. 

(9)  Ibid  srt.  72. 

(3)  Real  decreto  de  25  y  real  orden  de  26  de  enero  de  1836. 

(4)  Ley  de  17  de  julio  de  1836,  art.  3. 

(5)  Reglamento  de  beneficencia  de  6  de  febrero  de  1822,  res- 
tablecido en  8  de  setiembre  de  1836,  artículos  105,  106  y  137. 

(6)  Hcal  orden  de  12  de  abril  de  1836. 
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nica  ó  por  sa  ialerés  artistico  merezcan  coaservarae,  desli- 
Bándclos  á  oficinas  páblicas,  tribnnalea  ú  otros  establecí* 
iDÍentos(l). 

VIH.  En  los  expedientes  relativos  á  la  snpreaíaii  de  los 
ayuntamientos  existentes  en  poblaciones  que  no  pasen  de 
treinta  vecinos  y  acerca  de  la  agregación  de  estos  pueblos  á 
otro  distrito  municipal  (9). 

IX.  En  la  formación  del  presupuesto  anual  de  la  provin  - 
cia  (3). 

409.— Otras  varias  facultades  fueron  concedidas  á  las  Di- 
potaciones provinciales  qoe  boy  no  poeden  considerarse  co- 
mo vigentes,  pnes  dándoles  ios  reglamentos  y  órdenes  ante- 
riores á  la  ley  de  8  de  enero  participación  directa  eo  ciertos 
negocios  públicos»  deben  reputarse  como  contrarias  al  espi-> 
ritu  de  la  actual  legislación  fundada  en  el  principio  de  divi- 
dir y  separar  la  administración  activa  de  la  eonsnitiva,  de- 
positando la  primera  en  el  gobierno  que  es  el  ¿nico  poder 
revestido  por  la  Constitución  de  un  soberano  imperio  sobre 
todo  cuanto  concierne  al  orden  público,  potestad  que  ejerce 
por  si  mismo,  ó  por  medio  de  sns  delegpados  (i).  Bajo  este 
concepto  todas  las  instituciones  administrativas ,  ora  sean 
provinciales,  ora  municipales,  experimentaron  una  trans- 
formación importante  y  sufrieron  nna  reforma  profonda. 
coyas  consecuencias  alcanzan  á  los  mas  minuciosos  porme- 
nores. No  vacilamos  en  afirmar  qne  dicbo  cambio  fué  un 
verdadero  adelanto,  pues  no  solo  ejecutar  es  impropio  de 
mochos,  sino  que  en  donde  «n  cuerpo  electivo  está  en- 
cargado de  la  acción,  la  responsabilidad  legal  es  impo- 
sible y  la  moral  ineficaz,  vicios  inherentes  á  todas  laa  res- 
ponsabilidades colectivas.  Comprnébase  la  expuesta  doc- 
trina con  la  multitud  de  casos  en  qoe  el  gobierno  se  ha 
visto  en  la  necesidad  de  reiterar  la  observancia  de  órde- 
nes de  sumo  interés  para  la  administración ,  cuyo  compli- 

(f)  Heal  orden  de  7  de  jooio  de  1S37. 

(^J)  Real  orden  de  25  de  eaero  de  1845. 

.:{)  Ley  orgánica^  artículos  Gl,  63  y  54. 

(i)  Real  drdeu  de  S5  de  marzo  de  1846.  * 
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mieiito  ae  confiaba  á  estas  corporaciones  populares:  prue- 
ba clarado  qoe  si  son  útiles  como  consejos,  no  asi  como 
instromeDios  dóciles  ni  sabordinados  para  la  ejecución  de 
las  l^yes. 

49#.— £1  gefe  político  6  quien  hiciere  sus  veces  es  pre- 
sidente nato  de  la  Diputación  provincial.  Cuando  no  asiste 
á  las  seeionea  preside  el  intendente,  y  en  ausencia  de  ambos 
el  diputado  de  mas  edad  (I).  El  representante  del  gobierno 
vigila  de  este  nodo,  y  algunas  veces  dirige  la  administración 
local,  y  defiende  los  intereses  comunes  de  cualquiera  inva- 
sión que  en  su  daflo  pudiera  intentar  ua  ciego  ó  extraviado 
sentimieato  de  egoismo  colectivo. 

491. — Las  Diputaciones  provinciales  no  ejercen  una  ac^ 
cion  constante  como  las  autoridades  y  aun  los  mismos  Conse  - 
jes  provinoíalesu  Tanta  asiduidad  en  los  trabajos  no  puede 
exigirse  de  quienes  no  se  consagran  enteramente  á  la  vida  pú- 
blica, ai  obtienen  otra  remuneración  por  sus  servicios  que  la 
gratitud  de  sus  conciudadaaos.  Adem&s  de  esto,  los  nego- 
cios de  interés  particular  de  una  provincia  no  suelen  ser  ni 
tan  numerqaoSf  ai  tan  graves  que  sea  menester  una  adminis- 
tración permanente,  cuya  perpetua  actividad,  dando  pávulo 
al  espíritu  de  aislaodieoto»  pudiera  entorpecer  la  marcha  de 
la  administración  centi^,  asi  como  la  perenne  reunión  de  las 
cortes,  en  vez  de  aumentar,  debilitarla  las  fuerza^  del  go- 
bierno. 

49ji. ^Parece  I  pues,  que  los  servicios  administrativos 
dependientes  de  las  Diputaciones  estarán  bien  atendidos  con 
solo  tener  aquellos  cuerpos  reuniones  periódicas ,  mas  ó 
menos,  segnn  las  necesidades  de  la  administración  pro- 
vincial. 

49S.— Nuestras  Diputaciones  celebran  anualmente  dos 
sesiones  ordinarias  en  las  épocas  que  determina  el  gobier- 
no ,  cada  una  de  las  cuales  durará  veinte  dias ,  i  menos 
que  no  se  bailen  coadnidos  sus  trabajos,  en  cuyo  caso  po- 
drá el  gefe  político  prorogarlas  hasta  por  otros  veinte  mas, 

(1)    Art.  40. 
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si  lo  creyere  necesario  (1 ).  Estas  sesiones  son  oMigadas  ó 
forzosas. 

494.— También  celebran  sesiones  extraordinarias  &  las 
cuales  convocan  el  gefe  político  ó  el  gobierno:  aquel,  cuan- 
do se  reúnen  en  los  casos  y  para  los  objetos  testualmente 
prevenidos  por  las  leyes:  este  coando  la  administración  su- 
perior lo  dispone,  fijando  en  el  decreto  de  convocación  el 
objeto  y  el  tiempo  que  haya  de  durar  la  reunión.  Laeonvo* 
catoria  puede  ser  general  ó  parcial,  es  decir,  común  á  todas 
las  provincias,  ó  especial  para  algunas  (2).  Las  demás  sesío- 
nes  son  accidentales. 

En  el  primer  caso  tiene  el  gefe  político  la  iniciativa  de 
la  convocatoria  con  la  única  limitación  de  dar  parte  al  go- 
bierno ,  porque  asi  cumple  6  su  carácter  de  gefe  de  la  ad- 
ministracion  provincial,  subordinado  á  la  autoridad  del 
Rey.  En  el  segundo,  es  la  administración  superior  quien 
expide  la  convocatoria,  pues  no  estando  la  necesidad  pre- 
vista por  la  ley,  solo  al  gobierno  corresponde  suplir  su  si- 
lencio. 

En  las  sesiones  ordinarias  despachan  las  Diputaciones 
provinciales  todos  los  negocios  de  su  competencia :  en 
las  extraordinarias  tratan  solamente  del  objeto  especial 
para  que  fueron  convocadas.  Ni  unas  ni  otras  tienen  épo- 
ca fija. 

Toda  reunión  de  la  Diputación  provincial  fuera  de  tos  ca- 
sos expresados  es  ilegal  y  nulo  de  consiguiente  cuanto  en 
ella^^e  acordare,  sin  perjuicio  de  la  responsabilidad  en  que 
incurrieren  los  diputados  (3). 

495.— Estos  tienen  obligación  de  concurrir  á  la  capital 
de  la  provincia  siempre  que  la  Diputación  fuere  legalmente 
convocada,  y  el  gefe  político  esta  revestido  de  facultades  pa- 
ra compelerlos,  amonestándoles  por  primera  y  segunda  vet, 
y  aun  imponiéndoles  una  multa  de  50()  á  8,000  reales  si  to- 
davía dejaren  de  asistir  y  participándolo  al  gobierno;  pero 

(1)  Art.  36. 
(9)  Art.  37. 
(3)    Art.  39. 
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dUba  autoridad  paede  también,  habiendo  motivo  legitimo, 
dispensarles  de  la  asistencia  por  un  término  limitado  (I).  Has 
si  la  mayoría  de  la  Diputación  se  negase  á  asistir,  después  de 
amonestados  basta  tres  teces  los  diputados  refractarios  y  de 
eligirles  el  m&ximo  de  la  multa ,  los  que  concurran  despa* 
ohan  los  negocios  mas  urgentes ,  mientras  el  gefe  político 
da  cuenta  inmediatamente  al  gobierno  para  la  resolución 
oportuna  (9). 

490. — ^qui  aparece  el  legislador  rigoroso  y  califica  de 
refractarios  á  los  diputados  que  resisten  presentarse ,  pues 
en  efecto  reusan  obedecer  fc  la  ley  y  cumplir  las  órdenes  su-- 
perlores.  Si  la  abierta  desobediencia  se  funda  en  motivos  per- 
señales,  es  culpable  el  diputado,  porque  &  fuer  de  buen  ciu- 
dadano tiene  el  deber  de  sufrir  dócilmente  el  yugo  de  la  so- 
ciedad y  conllevar  lais  cargas  públicas,  por  lo  mismo  que  go- 
za también  de  dereehos.  Si  estriba  en  un  sentimiento  de 
«posición*  polltíoa,  el  grado  de  culpa  no  es  menor ,  supuesto 
que  les  diputados  provinciales  no  pueden  levantarse  á  tan  al* 
ta  región,  como  es  la  de  los  poderes  públicos,  ni  es  otro  su 
encargo  que  concurrir  á  la  administración  de  la  provincia, 
dejando  &  los  yerdaderos  representantes  de  la  nación ,  á  los 
intérpretes  legitimes  de  su  voluntad,  el  cuidado  de  influir  en 
la  R^areha  del  gobierno ,  pues  cosas  tan  grandes  no  son  dig- 
nas de  ser  tratadas  en  un  circulo  tan  pequeño,  ni  el  interés 
general  debe  quedar  á  merced  de  un  corto  número,  ni  la 
unidad  constitucional  pendiente  del  egoismo  colectivo. 

499.— El  gefe  político  abre  cada  sesión  leyendo  el  real 
decreto  de  convocatoria,  y  en  seguida  toma  juramento  á  los 
diputados  que  no  lo  hubiesen  prestado.  Instalada  ya  la  Di- 
putación provincial,  debe  nombrar  en  el  primer  dia  de  cada 
reunión  ordinaria  ó  extraordinaria  un  secretario  y  un  vice- 
secretario entre  sus  individuos,  cuyos  cargos  ejercerán  sola* 
mente  durante  aquella  reunión  (3). 

498.— Las  Diputaciones  provinciales  celebran  sus  sesio- 

(1)  Art.  4S. 

(2)  Art.  44. 

(3)  Art.  41. 
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nes  á  puerta  cerrada,  excepto  eo  los  casos  especiales  seftala* 
dos  por  las  leyes  (4);  prodenie  cautela  para  e?har  que  anos 
caerpos  admiBístratirosdegeoeren  ea  políticos  y  ei  baoco  de 
los  diputados  se  convierta  ea  tribuoa.  Las  votaciones  se  ve* 
rifican  por  mayoría  absoluta  de  votos,  sin  que  niilgaii  dipu- 
tado de  ios  presentes  pueda  abstenerse  de  votar,  aunque  sí  le 
es  permitido  salvar  su  voto  y  hacerlo  constar  en  el  acia.  En 
caso  de  empate  se  repite  la  votación  en  la  sesión  inmediata,  y 
si  el  empate  se  renueva,  decide  la  cuestión  el  presideiite.  El 
escrutinio  es  secreto ,  solo  cuando  asi  lo  solicita  ta  mi- 
tad lúas  uno  de  los  diputados  presentes :  en  los  demfcs  casos 
es  pública  la  votación  entre  los  circnnstantcs  (2). 

499.— Para  formar  acuerdo  se  requiere  la  presencia  de 
la  mitad  mas  uno  de  los  diputados:  estos  acuerdos  son  irsua- 
dos  por  quien  hubiere  presidido  y  por  el  secretario.  Las  Di- 
putaciones no  pueden  publicarlos  sin  permiso  del  gelé  políti- 
co, á  quien  corresponde  exclusivamente  lleTar  á  efecto  los 
que  adoptaren  en  uso  de  sus  atribuciones  (3);  do  soerle  qoe 
esta  autoridad  hace  veces  de  poder  ejeeutivo  en  la  esfera  de 
la  administración  provincial. 

Sí  ei  gefe  político  hallare  que  la  Diputación  se  Im  excedi- 
do de  sus  facultades,  debe  suspender  el  eonpliaienlo  de  su 
acuerdo,  dando  cuenta  al  gobierno  para  la  resolucioo  conve- 
niente (i):  en  tal  caso  procede  como  delegado  del  gobierno, 
defendiendo  los  intereses  permanentes  de  la  sociedad,  ó  invo- 
cando la  decisión  superior  en  esta  especie  de  óooflicto  Oálre 
la  nación  y  la  proyincia. 

49«.— El  Rey  puede  suspender  laa  sesiones  de  las  Dipu* 
tacioaes  proTÍnciales  y  también  el  gefe  político  ei  casos  muy 
graves,  dando  cuenta  inmediatamente  al  gébierño;  pero  si  la 
medida  no  fuese  urgente,  consultará  primero  (5).  La  califica- 
ción de  gravedad  y  de  urgencia  se  dqa  al  bueo  criterio  de 

(1)  Art.  4S. 

(S)  Art46. 

(3)  Art.  50. 

(4)  Ibíd. 

(5)  Arts.  5S  y  53. 
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los  gefes  polftieos  que  probaMenente  no  hallaran  ni  la  ana, 
B¡  la  otra»  mientras  no  vean  una  abierta  resistencia  á  la  ley, 
ó  no  teman  por  el  órdea  públiee. 

491. — Las  Dípataeiones  protinciales  no  pueden  deiibe* 
rar  en  mas  asuntos  que  los  expresados  ó  qoe  las  leyes  ex«- 
presaren  á  lo  sncesivo.  Tampoeo  pueden  kacer  por  sí ,  ni 
probqar,  ni  dar  curso  á  exposiciones  sobre  negocios  políti- 
cos (1);  primeramente ,  porque  la  índole  de  estos  cuerpos  es 
rigorosamente administratÍTa;  y  en  segundo  lugar,  porque 
solo  i  las  autoridades  corresponde  ser  órganos  ét  transoúsion 
y  agentes  de  infomacion  respecto  al  gobierno.  Está  vedado 
asimismo  &  las  Diputaciones  proTinciaies  pubNcar  sin  permi- 
so del  gefe  político  las  exposietones  que  bicieren  en  uso  de 
mis  facultades,  ni  otro  papel  alguno,  sea  de  la'  clase  que  fue- 
re (S),  porque  solo  la  autoridad ,  es  decir ,  el  gobierno  y  sos 
delegados ,  tienen  derecho  á  dirigir  oficialmente  la  voz  á  los 
administrados.  Do  otra  manera  podrían  suscitar  obstáculos  k 
la  marcha  de  la  administración  central  violentando  su  acción 
que  es  preciso  sea  siempre  independiente ,  pues  así  como 
el  interés  común  debe  prevalecer  sobre  el  local ,  así  el  po- 
der ejecutivo  debe  manifestarse  superior  á  todas  las  resisten- 
cias parciales. 

Tampoco  pueden  corresponderse  con  el  gobierno,  con  las 
autoridades  ni  con  los  administrados,  sino  por  conducto  de 
los  gefes  políticos  (3) ,  porque  las  Diputaciones  provinciales, 
fuera  de  los  casos  en  que  obran  por  delegación  del  poder  le- 
gislativo, no  ejercen  sino  facultades  pasivas « como  son  todas 
las  consultivas  y  deliberantes.  La  aetividad,  el  mando,  b  eje- 
cución pertenecen  al  gefe  superior  de  la  provincia. 

Las  deliberaoioDes  6  acuerdos  de  las  Diputaciones  pro- 
vinciales acerca  de  asuntos  extraaos  á  su  conocimiento  son 
nulos,  de  ningún  valor  ni  efecto,  lo  mi«noque  si  fuesen  dic- 
tados por  una  Diputación  no  legalmente  conTOcada  ó  ilegíti- 
mamente reunida. 

(1)     Art.  58. 
(S)    Ibid. 
(3)    Art.  49. 
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Al  gefe  político  perlenece  suspender  la  ejecacion  de  es- 
tos acuerdos  (i ),  y  al  gobierno  pronunciar  su  nulidad  y  exi- 
gir la  responsabilidad  competente  á  sus  autores. 

489. — Por  último,  son  las  Diputaciones  órganos  legíti- 
mos y  yerdaderos  intérpretes  de  las  necesidades  é  intereses 
desús  respectivas  provincias,  y  como  á  tales  les  pertenece 
dirigir  al  Rey  por  conducto  del  gefe  político  las  exposicio- 
nes que  crean  oportunas  sobre  asuntos  de  utilidad  provin- 
cial, y  elevar  al  trono  sus  observaciones  acerca  del  estado  en 
que  se  hallaren  los  diferentes  ramos  de  la  administración  y 
sobre  las  mejoras  de  que  fueren  susceptibles  (2).— Este  de- 
recho no  es  absoluto,  sino  limitado  {M>r  lo  especial  de  los  in- 
tereses, según  la  ley  orgánica ,  y  por  el  respeto  á  las  prero* 
gativas  de  la  Corona,  conforme  á  la  Constitución.  Cuando  las 
Diputaciones  representan  isigniBcan  solamente  su  opinión, 
manifiestan  su  voluntad  y  dirigen  sus  votos  al  Rey  :  no  es 
acuerdo  ni  deliberación:  no  es  un  acto,  sino  un  deseo. 

Articulo  3.^ — ^Di  Va  «usi}itv»\ot^  ^^  ^'\%oW\Oift 

U  \m  l>'\vuVac\otkt»,  <^  i.t  Va  Hi^axac^ya  ^  &t$V\Vuc\ot^ 

\i  Vo%  ii\i}uVadA%  f \o^\tvc'\aVis. 

483. — Esta  facoltad  es  inherente  485. — No  hay  límites  fijos  al  e|er- 
á  la  potestad  real.  cicio  de  eete  derecho» 

484.-— Es  un  recarso  extremo  de  486.— Furmacion  de  causa  á  los 
mantener  el  drden  pd-  diputados, 

blico.  487.— Juzgado  competente. 

4SS. — Aunque  las  Diputaciones  provinciales  son  cuerpos 
electivos  y  portante  gozan  de  una  existencia  propia,  su  in- 
dependencia llega  solo  hasta  cierto  punto.  El  orden  público 
exige  que  el  Rey  ejerza  la  plenitud  de  su  potestad ,  como 
gefe  del  poder  ejecutivo,  en  toda  la  extensión  del  territorio 
nacional :  sus  mandatos  deben  ser  respetados  y  cumplidos 
tanto  por  los  agentes,  como  perlas  corporaciones  administra* 
tivas,  porque  la  administración  no  puede  ser  una,  ni  respon- 
sable mientras  la  ley  de  la  subordinación  gerárqoica  no  al* 

(1)    Art.  50. 
(S)    Art.  55. 
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caaee  á  toda  autorídad  activa  ó  deliberante.  A  un  solo  es* 
tado  UD  solo  gobierno. 

494. — Las  Dipotacíones  proviaciales,  pues,  no  obstante 
su  origen  popular ,  pueden  ser  suspendidas  y  también  di« 
sueltas  á  semejanza  de  los  dem&s  eoerpos  consultivos  de  la 
administración;  pero  este  recurso  no  lo  autoriza  la  ley  sino 
como  un  medio  extremo  de  salvar  las  prerogativas  de  la  Co- 
rona, triunfando  el  gobierno  de  cualquiera  oposición  inconsi- 
derada, ó  como  una  medida  vigorosa  y  fuerte  que  la  necesi- 
dad reclama  para  defender  los  intereses  generales,  bumillan- 
do  cualesquiera  pretensiones  injustas  fundadas  en  un  egois- 
mo  colectivo. 

496.— Solo  el  Rey  tiene  autoridad  para  disolver  las*  Di- 
putaciones provinciales  y  para  separar  á  uno  ó  mas  indivi<- 
duosde  ellas  (4).  La  ley  no  expresa  en  qué  casos  lees  licito 
ejercer  este  derecho  de  destitución ,  sin  duda  porque  surgen 
graves  dificultades  al  trazar  limites  al  poder  ejecutivo  en  un 
caso  tan  delicado ,  y  por  eso  ha  preferido  el  legislador  que  el 
gobierno  procediese  discreccionai mente  bajo  la  garantía  de 
la  responsabilidad  ministerial.  También  queda  al  arbitrio 
del  gobierno  someter^  ó  no^  la  conducta  de  la  Diputación  ó 
de  los  dipotados  al  ex&men  de  los  tribunales,  y  provocar  i^  qq 
provocar  la  formación  de  causa  ante  el  juez  competente  (2), 
porque  si  fuese  obligatorio,  la  autoridad  judicial  seria  llama- 
da por  la  ley  á  conocer  de  ciertos  actos  administrativos,  á  ca; 
lificarlos  y  pronunciar  sobre  ellos. 

49e.— El  gobierno  debe  promover  la  formación  de  causa 
cuando  la  Diputación  provincial,  6  alguno  ó  algunos  de  sus 
individuos  fuesen  suspensos  6  destituidos  por  delitos  comu* 
Bes  cometidos  en  el  eyercicip  de  sus  facultades ,  por  ejem- 
plo, la  concusión ,  la  prevaricación  ó  malversación  de  cao*- 
dales.  Mas  debiendo  ser  la  honra  de  los  ciudadanos  tan  res- 
petable como  la  vida  misma,  y  mucho  mas  que  sus  propie- 
dades, hubiera  convenido  que  la  ley  hubiese  abierto  las 
puertas  de  la  justicia  de  par  en  par,  á  fin  de  que  los  ¡nocen* 

(1)    Art.  53. 
(S)    Ibid. 


238  DBlIgCHO  AOtftflISTBATifO  BSPaSoL. 

le»  pudiesea  justífioarse  de  las  acosaeioBes  de  qoe  soft  obje- 
to, y  lavar  Ta  mancha  con  que  el  gobierno  empato  so  boaor. 
El  gobierno,  por  otra  parte,  teme  acaso  la  absoiocioB  de  los 
tribunales,  porque  la  opinión  la  interpretarla  como  una  tkd^ 
la  condena  de  so  proceder,  inconf entente  no  leve,  ai  en  al- 
go 86  estima  el  prestigio  de  la  antorídad. 

Este  apremiante  dilema  hobiérase  evitado  si  la  ley  no 
concediese  en  los  cases  referidos  beoltad  al  gobierna  para 
destituir  á  las  Dipotaciones  ni  á  los  diputados  provinciah^, 
sino  únicamente  para  suspenderlos  y  sujelartos  á  formación 
de  causa  dentro  de  un  breve  plazo.  La  sospensroa  no  prejos* 
garla  cuestión  alguna:  si  recayese  sentencia  absolotoria,  vol- 
venan  las  Diputaciones  ó  dipotades  exentos  de  toda  sospe* 
cha  de  impereza  á  entrar  en  el  ejercicio  de  sus  cargos  á  los 
cuales  tienen  dereeko  durante  el  término  legad,  sin  aparecer 
vencido  el  gobierno;  y  si  ai  contraríe  la  sentencia  fuese  con- 
denatoria, podría  y  deberla  el  gobierno  confirmar  con  la  des* 
títucion  la  medida  de  la  suspensión  que  habie  adoptado  eeo 
el  carácter  de  provisional. 

Mas  cuando  la  suspensión  ó  la  destitución  fueren  provi- 
dencias provocadas  por  actos  puramente  administrativos,  so- 
lo al  gobierno  cumple  y  debe  cumplir  el  dictarlas»  sin  co- 
nocer otros  límites  en  el  ejercicio  de  su  peder  disereccio* 
nal,  que  los  señalados  en  la  Constitución  k  la  potestad  eje- 
cutiva. 

499.— -Las  Diputaciones  y  diputados  provinciales  no  pue- 
den ser  procesados  por  delitoe  cometidos  en  el  cjereicto  de 
sus  facultades  sin  autorización  previa  del  gefe  político;  pero 
una  vez  concedida,  son  los  juzgados  ordinarios  competentes 
para  conocer  de  sos  causas,  atendido  que  Ao  gozan  de  hiero 
alguno  especial  (1). 

(1}    Real  orden  da  8  de  mayo  de  1846. 
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CAPÍTULO  VI. 

He  lofi  AyaMtamieMtos. 

\kTIC1IIjO  1***^YÜWdMb  VÁSiÓTiUli  dft  V0«  ^IMkUjlllÁl^iM. 

488.— Origen    remoto     de    los  493.— Formación  de  ligas  6  ber- 

AjunUmientoe.  msodades. 

489.— AynnUffliento  de  Toledo.  494.— Decadencia  de  las  liberta* 

490.—  de  Cdrdof  a,  SefüUt  Ma-  des  municipales. 

drid,  etc.  495. — Gonfusioo  de  las  atriba- 

491. — Régimen  monicipal  en  el  cienes    de    los  antiguos 

siglo  XI.  concejos. 

498.— Creación  de  las  mesnadas. 

4SS.^La  iiulitncion  de  los  Áyunlamientos  es  antiqaUi* 
ma  en  Espafta  y  su  orlgea  descoDoeido.  Foeroa  síd  duda 
coetáneos  de  la  monarqnia ,  ¿  ¡atrodojéroose  mas  en  faena  de 
la  costHBibre,  que  en  virtud  de  ley  alguna,  tomando  á  las 
curias  romanas  por  modele,  ó  asentante  en  los  restos  de  la 
legislación  de  aquel  pueblo  el  nuevo  régimen  municipal.  Go*- 
mo  quiera,  consta  que  existían  Ayuntamientos  ó  Concejos 
(eotmHum)  mucho  antes  de  Álooso  V ,  pues  en  las  célebres 
cortes  de  León  de  4090,  hablase  por  primera  vez  de  ellos, 
como  pudiera  de  la  mas  remota  institución. 

499. .^Después  que  Alonso  VI  ganó  á  Toledo,  coneedió  á 
esta  ciudad  y  su  tierra  fuero  municipal,  y  otorgó,  tantea 
los  muBárabes  ó  vecinos  antiguos,  como  á  los  castellanos  ó 
pobladores  nuevos,  que  nombrasen  varios  oficios  de  justicia 
y  poliei^i,  y  les  dio  también  intervención  direeta  en  su  pro- 
pio gobierno,  autorisándolos  para  reunirse  en  cabildos  6  jun- 
tas, en  los  cuales  tratasen  del  bien  común,  de  donde  vino  el 
nombre  de  Ayuntamientos. 

^••.-*<<]órdova,  Sevilla,  Murcia,  Madrid  y  otras  ciuda- 
des y  villas  de  consideración,  obtuvieron  franquicias  igua- 
les á  las  concedidas  á  Toledo ,  cuyo  ayuntamiento  fué  el 
fjemplo  vivo  de  los  dem&s  concejes. 

4.M.^En  el  siglo  XI,  mientras  el  feudalismo  dominaba 
en  toda  Europa,  era  común  en  Espafia  el  régimen  municipal: 
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había  coacejos  hasta  eo  las  tierras  de  seflorío,  realengo  y 
abadengo,  y  celebrábanse  jualas  de  los  vecinos  de  las  ciu- 
dades y  Tillas  y  sus  alfoces,  para  establecer  reglas  de  buen 
gobierno  ó  adoptar  medidas  de  policía  municipal. 

499.— La  importancia  de  los  concejos  subió  de  ponto,  en- 
tre otras  causas,  por  la  creación  de  las  mesnadas  ó  tropas 
que  militaban  bajo  el  estandarte  de  la  ciudad  ó  villa  y  eran 
acaudilladas  por  sus  magistrados  municipales;  pero  esta  no- 
vedad influyó  no  poco  en  el  decaimiento  de  los  mismos  con- 
cejos que  fueron  por  ella  un  instante  enaltecidos;  porque  des- 
de que  hubo  fuerzas  que  mandar,  la  nobleza  castellana  soli- 
citó con  empefio  los  cargos  concejiles.  Entonces  introdujo- 
se  el  espiritu  aristocrático  en  los  concejos,  dividiéronse  los 
pueblos  en  bandos  muy  reftidos,  los  cargos  concejiles  se  ob- 
tuvieron por  derecho  hereditario  y  se  instituyeron  los  síndi- 
cos persoaeros  ó  defensores  de  la  clase  plebeya,  lo  cual  prue- 
ba que  el  instrumento  de  libertad  se  había  ya  trocado  ea 
arma  de  opresión  y  tiranía.  Los  Reyes,  por  otra  parte,  coa 
el  objeto  de  restablecer  la  pa«  y  administrar  reeta  justicia,  ó 
aprovechando  hábilmente  la  feliz  coyuntura  de  extender  y 
afirmar  su  poder,  solian  enviar  corregidores  ó  nombrar  asis- 
tentes que  enflaquecian  tanto  la  autoridad  municipal,  cuan- 
to dilataban  el  inQujo  de  la  Corona. 

49S«— Otra  novedad  contribuyó  á  dar  mas  importancia  á 
tos  concejos,  y  fue  la  formación  de  hermandades  ó  confede* 
raciones  que  tal  importancia  tuvieron  bajo  la  regeneia  ^e 
dofia  María  de  Molina,  y  que  después  se  repitieron  en  tiempo 
de  Isabel ,  á  causa  de  la  guerra  con  dofia  Juana  cuyas  pre* 
tensiones  al  trono  apoyaban  los  portugueses.  En  aqaella  ¿po- 
ca empieza,  no  solo  en  Espafia,  sino  en  toda  Europa,  la  cen- 
tralización del  poder,  porque  la  inclinación  á  las  artes  y  al 
comercio^  escitada  con  el  descubrimiento  de  un  Nuevo  Mon- 
do, requería  unidad  en  el  estado  y  fortaleza  en  el  gobieroo: 
y  asi  fué  que  cuando  en  la  guerra  de  las  comoikidades  se  in^ 
tentó  renovar  la  liga  de  los  concejos  contra  lo^  flamenoos,  la 
Espafia  no  respondió  á  este  grito  que  habia  dejado  de  herir 
un  sentimiento  popular. 
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494.^Los  campos  de  Yiilafor  decidieron  la  saerte  de  las 
franquicias  muaicipales  que  no  hubieran  caido  tan  repentina- 
mente, ó  no  se  hubiesen  rebajado  tanto  sin  aquel  oombate. 
El  poder  real  abusó  de  su  victoria ,  y  el  Consejo  de  Castilla 
lecogii^  el  botín  apropiándose  gran  parte  de  las  atriboeiones 
gobernalÍTas  que  antes  ejereíao  los  Ayuntamientos. 
.  La  dinastía  de  Borbon  no  fué  mas  condescendiente  con  los 
fileros  mánicipales;  de  modo  que  al  terminar  ia  guerra  de 
«Qeesion,  hasta  el  derecho  eleetoral  habia  desaparecido  eadi 
del  todo,  y  aun  esos  letes  fragmentos  de  la  aatígoa  grande- 
va de  los  cenoejes' acabaron  en  noestros  dias,  confiriendo  el 
Rey  i  las  audiencias  la  facutlad  de  notdbrar  para  los  cargos 
concejiles,  á  propuesta  de  los  Ayuntamientos  salSemes  (1). 
Tal  fué  en  resAmen  el  régimen  municipal  desde  el  si- 
glo XI  al  XV:  este  régimen  administraiii^e,;  del  eual  dice  «n 
ilustre  escritor  que'  «era  el  único  posible  entonces ,  entre  el 
mmor  de  las  armas,  la  inseguridad  pública,  el  corto  poder 
de  tos  Beyes ,  las  incnrsienes  súbitas  de  los  moros  y  la  igno- 
rancia de  los  tiempos»  (9).  Entonces  no  habia  para  los  pueblos 
otras  garantías  de  libertad ,  ni  otra  defensa  para  las  perso- 
nas, ni  para  las  propiedades  mas  protección. 

4»ft.— Los  anfiguos  concejos  ejercían  atribuciones  de  jus- 
ticia y  de  administración :  el  gobierno  residía  en  lo  interior 
de  cada  cindad  ó  villa:  el  régivaen  fue  militar  al  principio  y 
alimentó  este  espirito  guerrero  durante  su  próspera  fortuna. 
Abrigaban  los  pueblos  es|)eranxas  inquietas  y  vagoa  deseos 
de  libertad ;  pero  sin  formar  cansa  comían ,  ni  legar  so  por^ 
▼enir  al  triunfo  de  una  idea  general ,  el  aislamiento  era  su 
estado  y  su  ley  el  privilegio. 

496. — Pueblo,  la  unidad  del  es-  498.-r-Ilece8ÍtaD  una  doble  adipi- 
tado.  *  nÍBtracion. 

4S7.— Los  pueblos  tienen  una  499\-^La  Mberiad  mhfiicSpal  é^ 
dob)e  existencia.  be  ceder  á  la  uaidad  po* 

litica. 

(f)    Real  decréio  de  17  de  abril  de  i«^4. 

(S)    D.  Alberto  Lista  I  BBvUta  éñ  JInImf ,  toia.  r.  ' 

Tono  L  16 
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500.^  Los   AjunUoúentos  boa  Utncion. 

cuerpos  administrativos.  502. — Principios    fondamentales 

501. — £1  régimen  municipal  de-  de  todo  régimen  tDantcí- 

be  ser  «oáWgo  á  la  Genisr  pil* 

AIM.^EI  pueblo  es  la  onidad  admiaisUativa  iMf  eiceleii- 
cía,  la  forma  mas  sencilla ,  la  primitiva  de  la  asedaoíon.  áa- 
fce6  de  f andar  el  estado  ha  sido  preetso  que  babíese  puebles, 
(Mrque  para  ceastituir  na  iodo«  la  preenslencia  de^us  par- 
tes es  de  rigor.  Es  el  pueblo  el  nodo  que  liga  k  la  aacioA  ooa 
las  familias t  y  él  .mismo  eomjMue  uaa  grande  familia.  Sino 
hay  lazos  de  sangre  entr«  los  vecinos^  eEislen  Tinciilos.miij 
estrechos  de  aféelo  y  de  interés  qaeMeeftdeiUi  or^geA^sr 
se  fortifican  con  la  perseverancia  en  una  vida^soa^no. 

499.— Los  paeblos  tienen ,  pues,  «aa  existencia  propia, 
luaterior  &  la  institución  de  todo  gobierno  ce^ttTal:  SQQ  agrí»^ 
paciones  espontáneas,  no  unidades  aftífioiales;^ae/eiotpde 
¡%  naturaleza,  no  producto  de  la  ley. 

Considerados  como  un  todo,  siientea  necesidades  y  expe- 
rimentan deseos  privativos  de  su  pequeAa  sociedad  á  cnf  a 
4Battslaccioa  ocurren  por  si  misoMis;  y  considerados  como 
miembros  del  estado  poseen  intereses  colectivos^  gpxan  dar 
rechos  uniformes»  soportan  cargas  ígualeB, 

«•9.— De  aqu4  procede  la  diferencia  de  la  Admiaistracioa 
general  y  la  municipal:  de  aqni  didiíaaa la neceádad  dnejer^ 
cer  esta  doble  acción  en  los  paeblos.  .  . 

Al  gobierne  corresponde  todo  lo  relativo  aUnteréa  nanio- 
nal,  todo  cnanto  abraza  la  esfera  del  derecho  coman :  a  los 
ayuntamientos  pertenece  la  gostínn  de  los  intereses  vecíM*^ 
les,  el  régimen  puramente  municipal. 

El  gobierno  goza  de  entera  libertad  en  el  qso  de  8^s  fa*- 
cuitados,  sin  mas  freno  que  el  moral  de  la  opinión  ó  el  legal 
de  la  censura  parlamentaría.  Los  Ayuntamientos  no  tienen, 
no  deben  tener  una  acción  tan  indepeadieate.,  sino  anboidi- 
nada  unas  veces  á  la  autoridad  y  otras  á  la  vigilanola  de  la 
admíniíitracion  superior. 

499.^Sin  esta  dependencia  modiat^  ó  lAmediala  no  es 
posible  la  onidad  monftrqnica,  ni  tampoeo  la  nacional,  poes 
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en  logtu*  de  reconocer  na  iolo  e^do  coq  un  solir  giM,  ba- 
briamoe  de  admitir  tantos  soberaaos,  enantes  fueren  tos  Ayun- 
tamientos. Sin  esta  dependencia  no  es  posible  ia  ígaaldad, 
porqne  el  régimen  mnnieipal  es  el  régimen  de  los  Iberos ,  asf 
como  la  snbordinaeion  á  nn  poder  único  significa  el  imperio 
de  la  ley  comnn ;  y  en  fin ,  sin  esta  disciplina  perece  la  liber- 
tad, porque  no  hay  libertad  sin  orden,  ni  orden  sin  goUer* 
Be  fuerte,  ni  gobierno  fuerte  con  magistrados  mnaicí petes 
independientes  é  irresponsables. 

Boy  no  está  la  polUica  afiwzada  en  las  institnciems  mn- 
Bícipales,  sino  en  las  leyes  fnndamentales  del  estado,  ni  es 
una  eonqnisla  alcanzada  por  tal  ó  coal  pneblo  y  obtenida  por 
TÍa  de  privilegio,  sino  el  régimen  comnn.  Los  poderes  pá* 
blicos  están  exclasivameote  encargados  de  mantener  el  ór-^ 
den  constitucional,  y  los  Ayuntamientos  de  velar  por  los  in- 
tereses comunales. 

^••.— El  carácter,  pnes,  de  los  Ayuntamientos  en  nues- 
tros dias,  es  esencialmente  administrativo:  sus  facultades 
políticas  espiraron  desde  qne  han  cesado  de  combatir  eon  la 
turbulenta  nobleza  6  el  despotismo  real ,  y  desde  que  las  ga- 
rantías  positivas  de  la  libertad  se  han  colocado  en  mas  alto  y 
distinguido  asiento.  Empeñarse  en  defender  la  necesicbd  4  la 
eonveniencia  de  resucitar  el  antiguo  régimen  municipal ,  se- 
rta un  delirio  tan  grande,  como  sostener  que  entre  las  instí* 
tociones  políticas  y  las  administrativas  no  debe  haber  conso- 
nancia, ó  negar  que  el  tiempo  ha  corrido  y  que  la  sociedad 
haeambiado. 

tt#t.— Nuestro  régimen  municipal  debe  ser  nuevo,  por- 
que  son  nuevas  las  instituciones  políticas,  otra  la  legislación, 
distintas  las  costumbres.  Lo  único  que  razonablemente  puede 
exigirse  del  legislador,  esquedqe  ala  administración  de  los 
pueblos  toda  la  libertad  compatible  con  el  principio  de  ia  nni* 
dad  y  la  fuerza  nacional,  y  á  las  autoridades  munietpales  to- 
do el  poder  ooneiliable  con  la  independencia  y  la  responsa- 
bitidad  del  gobierno;  en  suma,  que  no  sacrifique  la  existen-*» 
cia  administrativa  de  Ion  ayumanientos  al  fdoio  de  la  centra- 
lizacíon. 
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ft#li.— -Dos  soa  los  principios  fandamealales,  los  elemea*- 
tos  esenciales  del  derecho  municipal :  la  facultad  de  elegir 
mandatarios,  y  el  ejercicio  de  la  autoridad  que  el:mandalo 
confieren  los  elegidos.  La  ley  posítÍYa  ordena»  regula  el  ejer- 
cicio de  ambos  derechos,  pero  no  los  confiere;  y  en  este  sea- 
üdo  puede  aplicárseles  el  jus  aní$  omnia  natum. 

Si  al  poner  la  mano  en  las  instituciones  municipales  de 
cualquiera  nación  conviene  meditar  antes  muy  despacio  som- 
bre su  historia,  también  importa  en  extremo  no  e<|«iyocar 
las  fechas.  Apegarse  con  exceso  á  los  antiguos  usos,  invocar 
el  ejemplo  de  nuestros  mayores,  y  condenar  en  nombre  de 
lo  pasado  toda  reforma  presente,  equivaldría  á  combatir ito« 
do  progreso  oponiendo  el  hecho  al  derecho  y  4  la  razón  las 
tradiciones. 

Articulo  3.^— OtQQiW\xacÁow  \i  W  K.i|ttiilLQim«^tof. 

503. — Madanzas  de  nuestra  le-  505.— Composición  de  estos  caer- 

Sislacíon  manicípal.  pos. 

aé  pueblos  deben  tener  5f6.— Principio  popular. 

Ayuntamiento?  507.— Oficios  moo^cipales. 

IMS.— Experimentaron  ios  Ayuntamiento»  en  Espaia  tañ- 
ías y  tan  graves  mudanzas,  como  cambios  profundos  sufrieron 
nuestras  instituciones  políticas,  con  las  cuales  viven  y  rooe^ 
rea,  ganan  ó  pierden  terreno.  El  decreto  de  las  cortes  de  Cá*» 
diz  expedido  en  23  de  mayo  de  4843:  la  iey  de  3*de  febrero 
de  4823:  el  real  decreto  de  23  de  julio  de  4835:  la  ley.de  II 
de  julio  de  4840 ,  y  la  vigente  de  8  de  enero  de  4845,  rea* 
sumen  y  explican  la  historia  de  nuestro  derecho  eonstiluoio** 
nal,  y  son  las  piedras  miliarias  que  sefialan  la  direedou  d0 
la  sociedad ,  durante  el  laborioso  periodo  que  ha  «erride  en 
este  siglo  de  revueltas  y  trastornos. 

Extenso  y  confuso  seria  el  código  de  losAyuntamientos, 
si  hubiésemos  de  consultar  eada  «na  de  aquellas  fuentes  pn* 
ra  deducir  en  puridad  el  derecho  establecido;-  mas  la  últásaa 
ley  nos  alivia  de  peso  tan  grande  y  de  tanta  fatiga ,  declaran* 
do  derogadas  todas  las  leyes,  decretos  y  disposiciones  ante** 
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rioreií  sobre  ^gimiBBeíoQ  y  alribueiones  de  los  AyuQtamien- 
tos  (1 );  por  manera  que  eo  virtod  de  dicha  clánsola  la  legis* 
ladoB  mbniripal  es  toda  eUa  moderoa. 

^•4.— Deten  tener  una  administración  mnnictpal  y  nom- 
brar su  Ayuntamiento  los  pueblos,  distritos  ó  concejos  qoe- 
lie^arettá  treinta  viefinos,  y  el  número  de  concejales  será 
pBü^poreionadoá.Ia  escate  de  su  población  deátro  del  mínimo 
decualro  y  él  m&Kimo  4e  cuarenta  y  ocho  (2).  La  cuestión 
del  número  de  concejales  no  es  fácil  de  resolver,  porque  es 
preciso  eoDSVltar  &  un  tiempo  lo  que  exigen  la  detiberadon' 
y  la  aocion  de  los  Aytintamieatos.  Una  asamblea  muy  núme* 
rosa  daria>fláeil  entrada  4  las  pasiones  y  adoptarla  los  aeuer-* 
dos  con  dificultad;  y  por  el  contrario,  una  asamblea  muy  re** 
ducida,  aunque  mas  propia  para  dirigir  la  administración, 
no  representaría  con  verdad  los  intereses  Tecinales.  Tanto 
valdría  depositar  el  gobierno  económico  de  los  pueblos  en  ma^ 
nos  de  una  autoridad  unipersonal. 

SM.-^Gomponen  et  Ayuntamiento  los  alcaldes  y  tenien- 
tes de. alcalde  quolos  presiden,  los  regidores  y  los  procura- 
dores síndicos  que  el  mismo  Ayuntamiento  designa  entre  sus 
individuos  en  la  primera  sesión  de  cada  afio  (3). 

SO<l.^Lo6  AyonUmientos  son  elegidos  por  los  vecinos  de 
los- pueblos  cuyos  nombres  estuvieren  comprendidos  en  la» 
listas  de  electores  municipales,  debiendo  siempre  recaer  los 
sufragios  en  personas  elegibles  según  la  ley  (i).  El  principio 
pApttfar  en  que  los  Ayuotaiíiientos  descansan ,  se  descubre  y 
realiza  en  el  derecho  electoral:  la  ley  reconoce  y  sanciona  ta 
existencia  natural  de  los  Ayuntamientos,  respetando  en  los 
vecinos  la  facultad  de  nombrar  administradores  de  sus  inte- 
reséis^ comunes.  Si  hubiese  un  gobierno  capaz  de  abolir  este 
defecho,  serfe  culpable  como  ui^nrpador  de  la  mas  antigua 
de  las  libertades  públicas.  Pero  nada  condena  que  la  ley  re- 
gulé el  ejercicio  del  derecho  electoral  y  precava  sos  abusos*,. 

Xí)  Ley  de  S  de  enero  de  1846 ,  «tt.  iiX 

(2)  Ibid.  art  3. 

(3)  ArU,  2  y  3. 

(4)  Art.  12. 
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exigiendo  garantías  deaplitud  y  moralidad  en  loe  elegibles  y 
en  los  electores. 

ftOV.— Los  oficios  manicipales  son  cargos  concejiles  j  co- 
mo tales  honoríficos,  grainitos,  obligatorios  y  de  dniacion 
limitada. 

Aunque  obligatorios,  en  caso  de  rMeccion,  pneden  toe 
alcaldes,  tenientes  y  regidores  reusar  so  aceptacioo ,  porque 
es  josto  repartir  los  gravámenes  equitativamente  entre  loe 
vecioos;  y  como  temporales,  doran  cuatro  afioe,  renován- 
dose el  Ayuntamiento  por  mitades  sucesivas  cada  biennie. 
Los  alcaldes  y  tenientes,  después  de  haber  servido  dos  afios 
en  estos  puestos,  deben  todavía  cumplir  los  cuatro,  desem- 
penando  otros  dos  el  cargo  de  concejal. 

Articulo  4.^  — ktn\)UCWMft  ^  Voft  k'^wt^Wil^UAV». 

SOS.— Límites  de  la  acción  ma-  5 1$.— Actos  prífativos   de  los 
nicipal.  Ayuetamiealos. 

509.-^PnDC¡pio8  que  los  deter-  514.- Actos  de  sn  potestad  re- 
minan,  glamentaría. 

510.*— La  libertad  manicipal  ma-  515 Deliberaciones  y  acuer- 

yor  ó  menor  según  los  dos. 

casos.  516.— Informes  y  consultas. 

511. — Análisis  de  las  facultades  517.— Otras   facultades  de  los 
de  los  Ayuntamientos.  Ayuntamientos. 

512.-«-Slntesis  de  sus  atribncio-  518.— Actos  que  la  ley  prohibe 
nes  según  la  ley.  á  estos  cuerpos. 

ft#9.— Al  sefialar  la  ley  las  facultades  de  los  Aynntamien» 
tos  debe  proponerse  resolver  este  arduo  problema:  otorgar  A 
la  administración  municipal  la  mayor  latitud  posible,  sin  de* 
bilitar  la  acción  del  poder  central.  Todos  convendrán  en  re-> 
servar  al  gobierno  ciertas  atribuciones  de  orden  público:  to- 
dos convendrán  también  en  conceder  á  los  Ayuntamientos 
otras  de  interés  local ;  pero  entre  estos  bien  seAalados  confia 
nes  queda  todavía  un  campo  neutral,  un  terreno  de  dudosa 
pertenencia  que  puede  repartirse  entre  la  administración  su- 
perior y  la  de  los  pueblos  con  mas  ó  menos  disoreccion  ó  for- 
tuna. 

La  historia  ha  resuelto  el  problema  de  muy  distintas  ma* 
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neriis  y  ooo  éxilo  irárfo;  mas  su  autoridad  es  reeasable,  por- 
que no  ofrece  u&a  solución'  peraiaiieate.  La  cieacia  no  podrá 
jactarse  de  haber  yenciéó  la  dificiíllad,  mientras  existan  di- 
fereaeias  tan  profbadas  coaio  las  que  hoy  separan  á  los  par* 
tiHarios  de  la  eentralizacíM  de  ios  defensores  de  las  líber-* 
ladea  mMieípates;  7  ta  tegislacion  puede  en  verdad  arrejar* 
se  en  medio  de  los  contendientes;  pero  si  basta  la  voluntad 
dé  la  ley  para  resolver  la  cuestión  de  becho,  no  satisface  k 
la  caestíon  mas  alta  de  derecho,  á  las  exigencias  riig;oro6aa 
de  la  teoría. 

iM^, — ^Dos  príneipios,  stá  embargo,  pueden  servimos  de 
guia  en  este  confuso  laberinto,  principios  derivados  del  ca* 
rácter  actual  de  las  corporaciones  municipales,  á  saber:  pri* 
mero,  que  siendo  los  pueblos  una  sociedad  por  si  sola,  una 
agregación  natural  de  peraonas  A  una  grande  ramiHa  con  de-* 
roches  é  intereses  aparte,  deben  tener  una  vida  propia  y  se-' 
parada,  una  exi8teneia\  dentro  de  ciertos  Ifníkites ,  indepen^- 
diente;  y  segundo,  que  colocadas  en  el  régimen  oonstitucionaF 
las  garaatfas  positivas  de  la  libertad  en  la  limitación  recfpro- 
ett  y  eü  lá  métüa  concordia  de  los  altos  podereí^  del  estado, 
tffnguna  prerogativa  pélicica  debe  concederse  ni  peraütrrse' 
É  los  Ayuntamientos. 

«ft#. — ^Mas  en  el  derecho  de  adminrsfrarse  los  pueblos  k 
si  mismos  por  medio  de  sus  mandatarios  libremente  elegido? 
caben  distintos  grados  de  libertad  é  independencia.  Si  bay 
asuntos  qme  interesan  exclusivamente  á  los  pueblos ,  otroa 
hay  cuya  esfera  se  dilata  hasta-  acercarse  mas  ó  menos  á  te 
importancia  de  los  negocios  de  utilidad  general.  De  áqal  na* 
ee  q\le  la  admínistraeion  superior  abandone  los  nnos  sin  re* 
sérra  A  los  Ayuntamientos:  que  otros  se  los  encomiende  pa* 
ra  qué  los  arreglen  bajo  la  autoridad  del  gobierno:  oíros  ba-- 
jo  su  mera  vigilancia  ó  inspección,  y  oíros,  en  Su,  los  reten-* 
ga  pava  si  y  los  resuelva  sin  mas  intervencioa  de  los  cuer- 
pos municipales  que  la  de  expresar  su  dictamen,  cttaádofue* 
rea  requeridos ,  é  emitir  so  informe  ó  dar  sa  consejo.  En 
estas  bases  está  calcada  la  ley  vigente  de  organización  y  atri*> 
bvoíMesde  los  Ayuntamientos :  la  dificultad  no  se  descubro 
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al  asentar  los  priocipios,  siao  al  haoer  sos  apJícacionea  y.des- 
arrollar  sos  últimas  eonsecaeocias. 

fttl.— Antes  de  expoi^er  las  atribiieioiies  de  los  Aynata- 
mientos,  coQYieoe  adrertir  prioaerameiiie  qoe  todas  soa  re- 
lativas á  dos  objetos,  esto  es,  á  la  gestión  ecoaómica  de  la 
fortuna  municipal,  consideraado  al  Ayaatamieato  ooido  uoa 
persona  moral,  susceptible  de  adquirir,  poseer ,  euagenar  y 
capaz  eo  fia  de  celebrar  actos  ciyiles;  i  al  gobierno  del  pae*^ 
blo,  cousideráudole  como  una  pequefta  sociedad  dotada  4e 
una  administración  propia  en  cnanto  á  sus  intereses  comunes. 
La  rasen  indica  que  los  Ayuntamientos  deben  go«ar  de 
una  mayor  libertad  en  panto  á  sus  actos  de  gestión,  que  con 
respecto  á  sos  disposiciones  administrativas»  Cuimdo  proce- 
den como  personas  morales ,  pueden,  sus  desaciertos  oomr 
prometec  el  patrimonio  6  la.fortugii  municipfil ,  pero  pocas 
veces  causar  peijuicjos  irreparables.  Mientras  esle  recelo  no 
exista,  la  accio.nde  los  Ayuntamientos  deberá  ser  libre,  sal- 
vo el  derecho  de  vigilar,  corregir  ó  analar  sus  actos  reser* 
vado  á  la  administración  superior.  Cuando  gobiernan,  debe» 
deliberar  con  plena  libertad  acerca  de  cuanto  interese  al  bien 
coman,  pero  con  sujeción  k  laf  leyes  y  reglamentos.  Tengan 
enhorabuena  los  gefes  políticos  facultad  para  suspender  sus 
acuerdos,  y  aun  en  casos  raros  convendii  exigir,  como  requi- 
sito preliminar,  su  .aprobación;  ma^  en  rarísimo,  si  alguno, 
la  autorización  previa  del  gobierno. 

En  segundo  lugar  debe  tenerse  muy  presente  que  la  ad- 
ministración municipal  se  divide,  á  semejansa  de  la  del  esta- 
do, en  deliberación  y  acción  ,  aquella  á  cargo  delÁyonta» 
miento  y  esta  en  manos  del  alcalde,  signiicacion  del  poder 
ejecutivo  eo  el  seno  de  dichas  corporaciones,  conforme  4 1* 
regla  constante  que  deliberar  es  propio  de  mucbos  y  ejeco- 
tar  corresponde  á  uno  solo. 

St9.-— Los  Ayuntamientos  criinau,  nghmmtM^  áBÜbt" 
r«fi«  informan  é  acon$efan  y  npr$s$ñíw, 

Ordinan,  cuando  adoptan  ciertas  dispoaícioaes  privativas 
de  su  autoridad,  de  aquel  poder  que  emana  de  la  Índole  mis- 
ma  de  las  sociedades  municipales  y  la  ley  respeta  y  saaeio- 
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na.  b  el  sttAmniii /m  de  la  adniíiistfraoiou  uinmci^:  spo 
reBaloetoeea  absolutas  14)»— Los  Ayuntamieiíitas  naandafl  eá 
virlud  de  dtreoko  propio. 

B§ghm^0n^  es  ifmt ,  «re ffflo»  por  medio  d$  (Kfifr^ 
do#  (4) en  irirtud  de U peteatad, reglitmeotarja qoeei/ecceaen 
los  «egootoa  reialivos  h  lageailoa-  eoooómjea  del  pAtrjmonio 
coiAttjiaIt  <í  otrosi  e^aceniieotes  al  bienestar  de  los.  vecisos. 
Bo  osle  ^dso  de|i0o.los  Aynntaioieíatos  ooorormarsei  la^Jeyos 
y  regleoeiHos  «stableoídos  sia  caya  coadioion  do  seréis  ^fi^^ 
notorios ,  porqw  puedo  el  gefe  poUUco  por. si,  é  á  tostiiQcia 
do  pfkrte,  aoordar  su  suspensioa^oidoprévíameote  eUoose- 
jo  de  la  proviacia.— Los  Ayaatamientos  adfl|i|úsldC9^a  bajo  la 
TÍgilaociadeigobieriio*: 

Delikifw  ooerfa  de  oogo^io^  aias  gravieSi  ó  sobre  asoa- 
tos  de  iaterós  penoaaente,  ^coa  respecto  á  ciertas  medidas 
adiDÍo«str#iívas  coya  ^eoaioioii  píidierft  eausar  irreparables 
perjaioipSf dredoodftr  ^ dafiode  geaeracioaes  futoras.  ó  ser 
oftaivo  al  bien  del  estado.  Eatott€es;la:iey  Jes  atribuye  )a  iaí- 
dativa  ea  estos  actos  de  admíaislracioii  comunal «  pero  no 
reviste  con  fuerza  ejecutoria .  sus  aouerdos  sin  la  anterior 
aprobación  del  gefe  poKtjco  ó  del  gpbierno  (3).-^Los  Ayun- 
tamientos adminisiran  bajo  la  a^oridad  superior. 

La  aprobación  subsiguiente  del  gefe  politice  dada  h  un 
reglameAto  mooiqipal  no  cambia  la  naturaleaa  de  este  acto 
en  reglamento  de  administr/Mípn  provincial ;  es  ei  ejercicio 
del  derecho  de  inspección  ó  vigilancia  reservado  &  la  auto- 
ridad superior  y  no  mas.  . 

La  desaprobación'  del  gefe  político  é  del  gobierno  en.au 
caso  lleva  fuerza  de  veto  perentorio  ó  de  negativa  abaokita 
á  ios  reglameAtos  mnaioipales;  pero-,  ni  el  gefe  pnlitJep  ni  el 
gobiernq  misma  podrin  reformarlas;  priiDcramente  pon|ue  la 
ley  no  les  oM^rga  este  derecho  de  ac^on  posUivaí  ^  y  en  ser 
gondoliUgaf, y porque  s^taVfaPuitad  le^ii  fuese  eon^odld^t,  la 
adoHiol.s^rsHsion  comupplt  redpcidfíiá  la  mera:prei:ogati!va  de 

(I)  Arl.  79. 
(S)  Art.  80. 
(3)    Art.  81. 
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proposicioa,  desaparecerla  eonfuádténdMe  en  la  del  eslado, 
y  Ids  actos  del  Ayontamieaio  no  estairiaa  #iff»le«  i  te  úfUÉHh 
eia  anos,  y  otros  bajo  la  autoridad  de  la  achaiinislracion  so- 
perior,  sino  todos  igoalmente  sabordinados  al  peder  central. 
No  obstante,  tiene  el  gefe  polttieo  faeolúiáes  para  excHar  i 
los  AyQfalaofiientos  y  ana  suspenderlos,  asi  eomo  las  tiente  el 
gobierno  para  destitnirlos  ,  sí  no  etim^^  con  los  deberes 
qne  les  impone  sn  encargo  de  administrador  local ;  peto  ni 
uno,  ni  otro  podrán  saplirle  en  el  ejercicio  de  sos  atribución 
nes.  La  ley  tas  delega  en  el  Ayontaariento  como  mandatario 
de  los  pueblos,  y  así  en  él  exclasivamente  reside  la  plenilnd 
del  poder  muoícipai. 

Informan  ó  aeon$tjan  cuando  se  trata  de  objetofí  ó  cues- 
tiones que  solo  indirectamente  interesan  á  la  administración 
comunal ,  cuya  iniciativa  pertenece  á  otros  poderes  y  cuya 
decisión  excede  á  la  aotorídad  de  tos  Ayuntamientos.  Enton- 
ces la  administracíion  superior  busca  tan  solo  nn  dictáimen 
qne  la  guie,  un  parecer  que  la  ifnstré  (4 ).-^Ios  Ayuntamien- 
tos proceden  como  cuerpos  eoosnltttos. 

T  por  último,  representan  6  elevan  á  la  administración 
provincial  ó  á  la  superior  por  conducto  del  alcalde  las  expo- 
siciones y  reclamaciones  sobre  asuntos  propios  de  su  compe^ 
Cénoia.  Eu  taf  Caso  procedeu  eomo  jueceá  de  las  neeesi- 
dbdes  de  los  pueblos,  órganos  de  su'  volutíiad  é  intérpretes 
de  sus  deseos  (á).— Los;  Ayuntamientos  ejercen  un  simple 
derecho  de  petición. 

SIS.— Corresponde  á  la  primera  éaiegoriade  los  actos  de 
administración  municipal ,  ó  es  privativo  de  los  Ayunta- 
mientos: 

L  Nombrar  bajo  su  responsabilidad  los  depositarios  y  en* 
cargados  de  la  intervención  de  los  fondos  del  común ,  donde 
sean  necesarios,  y  exigiries  las  competentes  fianzas. 

IL  Admitir  bajo  las  condiciones  proscriptas  en  las  leyes 
6  reglamentos  los  (kcnitativos  de  medicina,  cihijia,  fiírmaeia 


(1)  Art.  89. 

(2)  Arla.  74  y  85. 
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y  telerwaria,  k»  maestros  de  primafas  lataat  y  los  de  otras 
ensefianias  qoe  se  pagiiea  de  iaa*  fofedas^  del  oomua. 

Ne  obalaotet  ouaodo  loa  AyuntaoMeatas  qoieraa  contratar 
lácaUaiivaB,  eatá»  obligado»  á  solicitar  pemisa^préfiode  tos 
gefea  polüveos;  quíMies*  lo  coMsderfca  i  dea^ráa  predeft^ 
cialmeatesQgaB'Jaa'Ciroiiastaaclas  del  paeblo;  éigiiai  reqai^ 
ailO'  se  eiíga  pam  reaíatar  b  oblígaeicii!  contraída;  por  tas 
facaltatiifos  Ütnlarea  exiatentes  (0« 

UI.  Nenlirat  laa  ettptieados  y  depeiidieQte»de  sa  inoie-' 
díalo  servicio  (S). 

Afi4. — Eairaoieft  la  aegnnda^calegoria  de  loe  aetes  de  la 
adaiíaistracien  msinieipaL^  6>ineoiibe  á  la  fMtssiad  reglamen^^ 
taria.de  los  Áyontamienios:. 

I.  El  sistema  de  adoiíoislraclent  de  lee  pvopíeB,  arbitrios 
y  denáa  fondos  del  €om«n;-^Bs  decir  «pie  detenninan  la 
maMra  de  coidar  y  utilizar  sos  bienes  muebles  é  sos  pre^ 
piedades  roralea  ó  urbanas,  y  la  forma  de-  recaudar  los 
impuestos  vecinales  y  las  rentas  del.  Ayuntamiento.-  Es  la 
gestión  económica  del  patrimeeie  comunal  en  todo  su  rigor* 

U,  El  disfrute  de  los  pastes,  aguas  y  demás  aprovecha^- 
miantos  «amnoes ,  en  doiide  no  haya,  un  régimen  especial 
aatorizado  competeateoaente.^  Estos  son  derecUos  de  eé- 
meeidad  que  pertenecen^  ái  todee*  los  vecinos  pro  iniimson 
como  consecuencia  de  la  agregación  natural  de  eteito  náme- 
ro  de  habitantes  bafo  un  gobiemo  mbnicípal.  La  autoridad  de 
los  Ayuntamientos  interviene  con  el  carácter  de  doméstica  y 
familiar,  y  proceden  á  manenideárbítroa  donde  no  hay  leyes, 
usos  ó  costumbres  con  faek*ta  obligatoria. 

III.  El  cuidado,  conservación  y  reparación  de  los  eami^ 
nos  y  veredas,  puentes  y  pontones  vecinales.— Es  ún  ramo 
interesante  de  policia  municipal  que  está  á  cargo'  de  los 
Ayuntamientos  y  un  servicio  que  debe  ser  relrtbiiíde  á  ex- 
pensas de  los  fondos  del  común ,  porque  á  los  vecinos  es  á 
qoienee  especialmente  interesa  el  bnen  estado  de  estas  vias 


(t)    Real  órdeo  da  21  de  marzo  de  1846. 
(«)    Api.  79. 
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menores  de  cpiDoüieacioii ,  y  ellos  son  tambiea  quienes  prio- 
cipalmeote  las  usan  y  deterioran:     » 

IV.  Las  mejoras  maleriales  de  que  sea  stasoeptible  el 
poeblo,  coando  su  costo  no  pase  de  300  reales  vellón  en  fot 
pueblos .  de  menos  de  doscientos  veciaee ;  de  500  en  los 
de  dostientosá'mU»  y  de  2,000  en  los  restanles.— Aon^ 
que  es  justo  que  el  gobierno  6sns  deiegadoB  intervengan  en 
nombre  del  interés  general  para  impedir  que  él  eelo  indis* 
creto  de.  un  Ayontaknientó  le  precipite  en  obras  oMy  costo- 
sas imponiendo  gravámenes  insoportables  ¿  los  vecinos^ 
también  parece  demasiada  suspieaeia  atraerse  el  eiáoliÁde 
todos  los  e&pedientes  relativw  á  mlejoras  materiales  dentro 
de  los  límites  sefialados,  que  cuanto  toas  estreofaos,  mas  íIq-' 
serios.  Debiera  consideiiar  el  legislador  que  asi  débilUa  y  tal 
vez  apaga  los  deseos  de  mejora  cuya  vehemencia  es  mayor, 
en  proporción  que  mas  se  confunde  él  amor  del  bien  púhti* 
co  con  los  afectos  de  familia  y  con  el  sentimiento  de  pro- 
piedad. 

V.  La  repartición  de  granos  de  los  Pósitos  y  la  adroinis- 
tracion  y  fomento  de  estos  estableoímientos.-^Bsle  es  un  ne- 
gocio de  interés  pura  y  simplemente  comunal  relativo  á  la 
policía  de  las  eobsisteneias  y  al  alivie  de  los  labradores  rae* 
nesterosos.  El  estado  no  debe  entrar  fc  parte  ni  en.  los  bene** 
fícios,  mí  en  las  cargas  municipales,  mientras  loa  vecinos 
obtengan  á  sus  expensas  ios  unos,  ó  poeéan  sin  vejamen  so- 
portar  ios  otros. 

IMift. -^-Pertenecen  á  la  tercera  categoría  de  los  aelos  4te 
la  administración  mnnicipal  las  deliberaciones  de  los  Ayun- 
tamientos sobre: 

1«  Algunos  negocios  de  observancia  conatante  6  inlerée 
permanente,  como: 

I.  La  Carmacion  de  ordenanzas  minícipales  y  reglamen'* 
tos  de  policía  urbana  y  rural. 

II.  El  establecimiento,  supresión  ó  trasláeionde  (Mas  y 
mercados  (4). 

(i)     Arl.  81,  §§.  I  y  10. 
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II.  Ciertos  acuerdos  enpt  ejecneion  puede  causar  peijai- 
cíos  irreparables,  como  sea  lodos  los  actos  civiles  délos 
Ayaniaoiieolos  y  algobos  otros  de  gestioii  qae  no  admiten 
fácil  eamíenda ,  á  saber,: 

I.  El  plantío,  CQÍdado  y  aprofcohamieato  de  los  montes 
y  bosques  del  «opnuD,  y  la  corla,  poda  y  beneficios  de  sus 
maderas  y  lefias: 

II.  Los  arrendamientos  de  fincas,  arbitrios  y  Menes  del 
comott: 

III.  La  enagenacion  de  bienes  muebles  é  inmuebles  y 
BUS  adquisiciones^  rédencieii  de  censos,  préstamos  y  tran- 
sacciones de  cualquiera  especie  que  tuviere  que  celebrar: 

iT.  La  aceptación  de  las  donaciones  4  legados  que  se  bi-^ 
cieren  al  común  ó  á  cualquiera  establecimiento  municipal : 

y.  La  demanda  6  contestación  en  algún  pleito  que  hu- 
biere de  «nIaUarfle  ó  sostenerseá  nombre  del  común  (4). 

IIL  .  Otros  asuntos  ifue,  aunque  de  utilidad  es[/ecíalmen* 
te  local,  pueden  interesar  al  bien  del  estado,  ^-^n: 

I.  La  supresión,  reforma,  sustitución  y  creación  de  ar- 
bitrios, reparliBiientet-¿  derechos  municipales  y  «I  modo  de 
su  .recaudación: 

II..  La  creacicMa  d  supresión  de  estableoimieotós  mnnict- 
pales  de  bencfceneia',  ins^uodon  pAbliea  y  demás  (9). 

lY.  Otros*de  gravedad  é  inqiortanoia  tal  que  baila  el  go- 
bierno conveniente  ejercer  su  autoridad  tutelar  con  respecto 
áios  Ayuntamientos,  cuando  son  objeto  de  sos  detibéiracio- 
nes,á  saber: 

I.  La  construcción  de  las  obras  de  utilidad  pública  que 
se  costean  de  los  fondos  del  común: 

II.  Las  mejoras  materiales  de  ios  pueblos ,  cuando  su  cos- 
te exceda  de  tas  cantidades  que'  puede  invertir  líbreoóiéále  la 
administración  municipal: 

III.  La  formación  y  alineación  de  las  calles,  pasadizos  y 
plazas: 

iv.    El  señalamiento  de  socorros  ó  pensiones  indtvidua- 

(1)    Ibid.  §§.  5,  S,  9,  1i  y  tS. 
(S)    Ibíd.  §§.  7  y  S. 
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los  4  los  empleados  dej  eeoiua  en  reoompensaéeMia  baénos 
servicios,  igaalvieate  qae  i  sos  viodae  y  huérfáiiM  (4). 

V.  Tm  fio»  los  AyoaUíníeiitos  deliberan  aohre  los  demfa 
asnatos  y  objetos  qae  las  leyes  y  regkmentos  deteraiiiuiii  6 
deiermioarea  á  le  sucesivo. 

Iftttt.— Deben  ser  oídos  tos  Ayontamieatos: 

I.  Para  reducir  ó  desechar  cualquiera  partida  de  gastos 
voluntarios  incluidos  en  el  pfesupnesto  munidpai,  épara  ha- 
cer algún  aumento  en  la  parte  relativa  á  gastos  oblígalo* 
ríos  (S)« 

II.  Sobre  las  cuentas  anuales  que  los  alcaldes  presenlan 
y  los  AyontanienCos  enMainan  y  o^asuran,  y  oon  su  informe 
remiten  á  los  gefes  poUtícos  para  su  aprobación  ó  I»  del  go* 
bierno  (3). 

III.  Para  deelarar  la  Dipotacion  provincial  cnales  son 
los  caminos  vecinales  de  primer  orden,  sefialar  su  direeeíM 
y  determinar  qoó  pnebios  deben  ooBcurrir  á  oonservarios  y 
repararlos  (4). 

IV.  Para  designar  el  gefe  politice  los  caminoi  vecinales 
de  segando  érden,  fijaf  sus  limUes  y  anch«ra  (6). 

V.  T  para  sefialar  el  orden  ó  el  turno  en  que  los  contri- 
buyentes hayan  de  «oneurrir  con  la  prealaeion  personal  á 
estas  obras,  sa  époea  é  épocas  durante  el  nio,  el  máiimo 
anual  de  la  prestación  y  el  preeio  de  m  conv^on  en  di- 
nero (6). 

iftil.-^Bjercenlodavfa  los  Ayuntamientos  otras  faenltadN 
no  comprendidas  en  la  clasificación  anterior,  á  saber: 

I.  GoAícnrren  al  repartimiento  de  las  eontriboeiones.  Pa- 
ra dicho  objeto  se  asocian  con  cierto  oAmero  de  peritos  re* 
partidores  en  cuya  elección  toman  parte  los  contribuyentes, 
el  íniendente  ó  subdelegado  y  el  Aynntamienlo  mismo.  Esta 
es  una  operación  en  todo  rigor  admíoístratifa  ó  ontantitl. 


(i)  Ibid.  §§.  S,  3,  4  y  13. 

(8)  Art.  too. 

;3}  ArL  107. 

4)  Real  decreto  de  7  de  tbril  de  1S48. 

(5)  Ibid. 

(6)  Ley  de  S8  de  abril  de  1849. 


í 
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p«es  G^AOcido  el  iamio  por  cíenlo  con  qae  sale  gravada  ia  ri- 
queza inmueble  en  aquel  distrito  y  evaluada  ia  riqueza  de 
cada  contrjboyeate,  i^slia  indicados  los  cupos  ¡odjvidpa*» 

les(0. 

II.  Forman  el  alistamiento  de  los  moios  sujetos  al  servi- 
cio militar,  dirigen  y  presideo  las  operaciones  del  sorteo»  ba- 
cen  el  llamamiento,  oyen  y  deciden  las  reclamaciones  y  de* 
claran  los  soldados  (2). 

III.  Discuten  y  votan  el  presupuesto  municipal  (3). 

lY.  Proponen  los  repartimieptos  vecinales  ó  arbitrios  ei« 
iraordinarios  que  crean  convenientes  para  cubrir  el  déficit 
que  resultare  en  su  presupuesto  de  gastos  obligatorios  (4). 

1^19.— Está  formalmente  prohibido  á  I09  Ayuntamientos 
hacer  por  si,  prohijar  ó  dar  curso  &  exposíiciones  sobre  ne« 
gocios  políticos^  y  publicar  sin  permiso  de|  gefe  superior  de 
la  provincia  las  que  elevaren  en  uso  de  su^  mísootas  alribu*^ 
ciojaes tt  otro  eoakioier  papel,  sea  de  la  cla^e  que  fuere  (5), 

519.— Sesiones  ordinirías  y  ex-    588.— Acuerdos  de  los  Ayunta- 

traordiniríM.  mientos* 

580.— Presideocia.  523.— Vicios  de  nulidad. 

MI. •^Sesiones  publicas  y  pc4-    5t4.—Goaodo  y  como  pueden  ser 

▼adys-  encausadas  los  indiv idoos 

de  Ayuntamiento . 

ftis.— Los  Ayuntamientos  celebran  sesiones  ordinarias  y 
extraordinarias:  aquellas  son  las  periódicas  para  las  cuales 
sefiala  la  ley  dos  dias  k  la  semana  k  fin  de  despachar  Iqs  ne- 
gocios de  la  administración  municipal^  y  esta^  son  habidas 
cuando  el  alcalde  convoca  i^  los  concejales  para  algún  asunto 
determinadp,  y  en  ellas  no  podrá  tratarse  de  otras  oosas  que 
de  las  expresadas  en  la  cédula  convocatoria. 

(1)    Art.  S3  de  la  ley  de  S  de  enero  y  real  decreto  de  83  de  mayo 
de  1845. 
(8)    Art.  84  de  id.  y  ley  de  2  de  noviembre  de  1837. 

(3)  Art.  91. 

(4)  Art  101  é  InsIrnoMoa  de  8  de  joBia  de  1847. 
(5}    Art.  85. 
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M9.— El  AyuQtamieQlo  se  reúne  bajo  la  presidencia  del 
alcaide  ó  quien  le  snstitaya ,  salto  si  estuTíere  presente  al- 
gaa  delegado  del  gobierno  de  superior  categoría,  es  decir, 
el  gefe  político,  el  gefe  civil  ó  un  alcalde  corregidor. 

Todos  los  individuos  del  Ayuntamiento  están  obligados  á 
asistir  k  sus  sesiones,  cuando  fueren  legalmente  convoca- 
dos ,  á  no  ser  por  causa  de  enfermedad  ú  otro  impedimento 
legitimo  de  que  darán  cuenta  al  alcalde.  Este  deber  de  asís* 
tencla  es  tan  rigoroso,  que  ningún  concejal  puede  ausen* 
tarse  sin  conocimiento  previo  del  mismo  por  ra^s  de  ocho 
dias(1). 

ftM.— Los  Ayuntamientos  celebran  á  puerta  cerrada  sus 
sesiones,  excepto  aquellas  en  que  traten  de  los  alistamien- 
tos y  sorteos  para  el  servicio  militar  "(9];  cautela  que  tiene 
por  objeto  alejar  las  pasiones  políticas  del  recinto  donde  so- 
lamente deben  ventilarse  asuntos  de  administración  muni- 
cipal. La  excepción  es  una  garantía  de  rectitud,  de  severa 
justicia  que  la  ley  otorga  &  los  interesados ,  oponiendo  4  la 
debilidad  del  hombre  un  correctivo  en  la  publicidad  de  sus 
actos. 

ft99.— Los  acuerdos  de  los  Ayuntamientos  se  adoptan  á 
pluralidad  absoluta  de  votos;  pero  en  el  acta  pueden  los  que 
hayan  disentido  de  la  mayoría  hacer  constar  su  voto. 

Cuando  ocurra  empate  se  debe  repetir  la  votación  en  la 
sesión  inmediata;  y  si  esta  saliese  nuevamente  empatada,  de- 
cide el  voto  del  presidente  (3). 

S98.— Las  deliberaciones  y  acuerdos  de  los  Ayuntamien- 
tos son  nulos  por  informalidad  y  por  incompetencia. 

1.    Por  informalidad. 

I.  Si  el  Ayuntamiento  no  estuviese  reunido  bajo  la  presi- 
dencia de  las  autoridades  llamadas  por  la  ley  ¿  ejercer  este 
encargo  (4). 

a.    Si  no  estuviese  presente  la  mitad  mas  imo  de  los  con- 

(!)    Art.  63. 

(S)    Art.  65. 

(3)  Art.  66,  y  real  drd«n  4e  16  de  enero  de  1946^ 

(4)  Art.  6S. 
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eejales.  Sta  embargo,  si  despaes  de  requeridos*  para  asisUr 
á  la  sesión  la  mayoría  se  negase  á  ello ,  los  que  concurran 
pueden  despachar  loa  negocios  ordinarios  mas  urgentes ;  ry. 
si  ninguno  concurre,  el  alcalde  resolverá  por  si,  daado^en 
ambos  |casos  parte  al  gefe  politice  para  la  determinaeion  a 
que  hubiere  lugar  (4). 

11.  Por  incompetencia ,  cuando  los  Ayontaffiíenlos  resol- 
viereo  aobre  asuntos  no  comprendidos  en  la.  ley  orgánica  (9), 
ni  eiv las  posteriores,  ni  en  los  reglamentos  é  diaposicíoiKB 
del  gobierna,  y  extraftos  por  taalo  á  sus  facultades. 

En  tales  casos  nosolopuefiett  y  deban  loa  gefes  pdUtiíGos 
impedir  la  ejecución  de  aquellosaetos  Megales^  sino  que  aáe* 
alte  incurren  en  gruTO  responsabilidad  i^  indiriduos  quehu-^ 
biesen  tomado  parte  en  eHos. 

1^94.— Los  Ayuntamientos  no  puedan  ser  procesados  psdr 
hechos  reiativos  al  ejercicio  de  sus  funoiones  sin  autoriza-* 
cien  previa  délos  gefes  poiiticosqoe  la  conceden  ó  la: niegan 
á  todos  los  empleados  y  corporacioñea  det>ehdienles;  de  su 
autoridad  (3).  De  sos  dlslUos  comunes,  es  decir,  de  aquellos 
hechos  que  ni  son  actos  administxalívos,  ni  se  han  originado 
con  ocasión  de  ellos,  conoce  sin  resérvala  justicia  ordinaria. 

Articulo  6.*— S>xs^ttv*\ow  "^  A.\ftoVuc«\otw  A.Í,  \.o%  K'^u'^damuxito*. 

5S5. — ^Fnndameñto  de  este  de-  iamientos. 

reoho.  SSJ.-^Disolacieo.   . 

526.— "Sospoiisiop  de  los  Ayun-    5S8. — IVaevas  elecciones. 

1^91^.— Las  mismas  razones  en  que  se  funda  el  derecho^ 
de  suspender  y  disolverlas  Diputaciones  provinciales»  pre^. 
valecen  con  respecto  á  los  Ayuntamientos* 

i^tOi— gl  gefe. politice,  como  superior  gierárquicp  de  la 
administración  provincial,  y  además  como  delegado  del  Rey, 
vela  cuidadosamente  j)or  la  consiervacion  del  públicO'  re- 
poso, y  protege  las  personas  y  propiedades;  y  sí  este  ór- 

(1)  Art.  64. 

(2)  Art.  85. 

(3}    Art.  4  de  la  ley  de  2  de  abril  de  1845. 

Tono  L  i 7 
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den  y  esta  ^egoridad  llegaran  á  turbarse  ó  comprometerse 
coD  los  actos  de  na  Ayantamíento,  6  si  cometiere ,  al  bacev 
uso  de  sus  atribuciones,  abusos  tales  que  merezcan  la  cail'-^ 
ficacfott  de  faltas  graves,  entonces  está  el  ^fe  polüico  aulOK 
rizado  para  suspenderle,  daodo  cuenta  inanediata  al  gebier* 
no  (4). 

iMlí.^^l  derecho  mas  fuerte  de  la  disohicion  soto  reside 
en  el  gobierno  mismo  que  no  debe  emplear  este  remedia  ex-^ 
treno,  sino  mediando  causas  graves  (í),  pero  del  cnaljdebe 
usar  díscreooioaatiiieBte,-6Íü  motivar  la  providencia,. pues  Í6 
contrario  seria  coartar  el  libre  ejercicio  de  la  acción  admilsis- 
traiiva.  La  ley  deja  también  &sa  albedrlo  pasart  6  od,  noiicta 
de  los  hechos  al  tribanal  competente,  para  que  proceda  coa 
arreglo  ajusticia  en  la  averiguacioii  y  castigo  de  les  culpa- 
bles, acerca  de  lo  cual  damos  por  repetidas  las  observacio- 
nes que  hicimos  con  respecto  á  las  Diputaciones  provineiales. 
M*  Heriott  de  Pansey  reconoce  ia  necesidad  de  une  ga-^ 
rantia  á  favor  de  los  individuos  del  Ayuntataiento  suspenso^ 
y  cree  encontrarla  en  una  ley  que  autorizase  &  ios  cooceja- 
les  para  recobrar  la  plenitud  de  sus  alribocíones,  si  dentro 
de  un  plazo  determinado,  no  los  entregase  el  gobierne  á  los 
tribunales  (3). 

SMS. — En  caso  de  disolución  de  un  Ayuntamiento  se  con* 
vocará  á  nueva  elección  para  su  reemplazo  dentro  del  térmi- 
no de  tres  meses,  y  en  el  entretanto  el  gobierno  puede  llamar 
para  componer  el  Ayuntamiento  interino  á  los  concefales  de 
ios  años  anteriores,  ó  nombrar  concejales  de  entre  los  veci- 
nos inscritos  en  la  lista  de  los  elegibles  (I).  La  administra- 
ción municipal  no  puede  ser  interrumpida,  y  por  eso  autoría 
za  la  ley  estos  medios  interinos  de  constituirla;  pero  al  missio 
tiempo  impone  al  gobierno  la  obligación  de  acudir  al  sufra- 
gio de  los  electores  dentro  de  un  plazo  que  tal  vez  debiera  ser 
mas  breve,  para  instalar  Ta  definitiva. . 

(1)  Art.  67. 

(2)  Art.  es. 

(3)  Del  poder  muniésipal^  cap.  x, 

(4)  Art.  69. 
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Guando  na  AyuatamieiUo  foere  dísuelto  no  podrán  ser 
elegidos  eo  la  primera  elección  extraordinaria ^  ni  en  la  ordi* 
naria  general  inmediata,  los  iDdividoos  que  le  bvbiere»  com** 
pveste  (I):  prohibiciod  ftindada  en  el  justo  reeelo  de  qae  el 
derecho  de  nombrar  admíBieCradores  Biuaíeipales  y  gere»« 
tes  de  la  for tona  de  loe  pueblos^,  no  degenere  j  ser  víoíe  ooa* 
tktiéndose  en  arma  de  opoMion  al  goUerno,  «I  euaivsoto 
debe  ser  reprimido  por  loe  altos  poderes  del  estado. 

• 

5S9*— Xa.  ley  orea  y  sapriae  S¿l.*-BeoDÍony  segregaeioade 

Arantamientos.  pueblos. 

530. ^El^obierno  ejerce  ma  ta*  SS^.-^Deslinde de  terriloriAS ma^ 

tondeidelegida.  aioipaleB. 

4its.-*-Sob  ea  el  poder  hgislativo  bay  antofidad  bastan- 
te para  dar  ó  qaitar  la  existencia  á  un  Ay  oaiamieate ;.  lo  pri- 
mero, porque  sieado  estas  corporaciones  personas  morales, 
tieoeo  ü«a  capacidad  ci? il  que  aadie  sino  la  ley  puede  coií- 
ceder  ó  retirar ;  y  lo  segudo ,  porque  crear  ó  soprimír  an 
AyaaAamiento  eqoivále  i  establecer  ó  abolir  tanAee  derecbofl 
y  obligaciones,  enanloa  nacen  de  la  comonídad  de  ioteresea 
▼eeiaales ,  y  es  sableo  qae  solo  ana  ley  poede  iatredncir  los 
naos ,  é  imponer  las  otras. 

ftS#.~Bt  gobierno,  sin  embaiigo,  está  aatoriíado^para 
formar  nacfos  Ayoatamientoaea  distriles  qae  lleguen  á  cien 
vecinos  oyendo  k  la  Diputación  provindal  (2);  pero  en  tal  ca- 
so procede  por  delegación  e&pUcita  de(  legislador ,  éi  fia  de 
conciliar  la  coastitocioaaiídad  del  acto  coa  las  diStrias  exi« 
gendas  del  servicio  admiaistratifo ,  h  las  cuales  no  puede 
acadir  eu  tiempo  ua  poder  caiya  acción  no  e&  perma\iieotie. 

•m.-^La  reunión  de  dos  ó  mas  Ayuntamientos  y  lase/-* 
gregaeÑM  de  pueblos  de  an  Ayuatamieato.  para  reuaiclos  á. 
otro,  deben  ser,  según  los  mismos  principios,  objeto  de  usa 

(1}    Art.  24. 
(2)    Art.  71. 
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ley ;  mas  también  por  iguales  razones  el  legiaUdor  ha  de- 
legado su  auloridad  en  el  gobierno,  qüiea  habrá  asimismo  de- 
oir  previamente á la  Diputación  provincial  {i)*   - 

Para  que  la  reunión  se  verifique  dfeben  oteMnrrirdosoes^ ' 
diciones :  instancia  de  los  interesados  y  acuerdo  ó  aveaeoeiil 
de  todos.  Otras  dos  condiciones  se  requieíen;paEa;la  segie- 
gácioa,  á  saber,  solicitud  del  que  la  intente  .y  audiencia  de 
los  demás  (2);  es  decir ,  que  la  ley  provoca  la  oposición  y. 
abre  una  especie  de  juicio  contradictorio,  porque  se  decide 
de  la  existencia  de  un  Ayuntamiento. y  se  resuelve' acercado 
derechos  á  la  propiedad  y  aprovechamientos  vecinales,  y  en 
ambos  casos  se  ventilan  intereses  recíprocos. 

El  gobierno  >  ^I  tiempo  de  decretar  e^tás  agregactones  6 
segregaciones  de  territorio,  determina  sus  efectos  en  cuan- 
to á  los  derechos  de  propiedad  y  aprovechamientos  comuna- 
les. Sin  embargo  de  que  nada  hay  establecido  en  nuestra  le- 
gislación administrativa  acerfcáde  esfo  puntos  ed  fftoil.pnrer 
los  casos  siguientes. 

Cuando  el  pueblo  agregado  ó  segregado  peseia  derecho» 
exclusivos  ó  suyos  propios,  las  reglas  de  nná  recia.  MAei^ffe*». 
tación  indican  claramente  qpe  los  debe  llevar  üon$igO;á  doB" 
de  quiera  que  vaya,  ora  constitaya  un  Áya0lanftento  por  sí 
solo,  ora  forme  parte  de  otro.  Si  ios  bienes  muebles  ó  inmoe- 
bles  perteneciesen  á  todo  el  Ayuntanienlo,  ó  son  susceplibleft 
de  cómoda  división,  ó  no:  en  el  primer  caso.deben  repartir* 
se  pof  fuegos,  considerando á  las  familias  como  unidades ^e 
la  sociedad  municipal ,  y  no  contando  las  pefsonaa « «sino  les 
vecinos ;  en  el  segundo ,  es  decir ,  si  fuesea  indívisibies ,  hi 
equidad  aconseja  nivelar  lo6  intereses  por  la  vía  ]deunaí«sr> 
ta  indemnización  ó  mutua  compensación. 

Todas  las  cuestiones  de  propiedad  ódépoí^sion  queso 
suscitaren  con  motivo  de  estas  agregáetpnesóaegr^aeiMes 
de  pueblos  6  territorios,  son  cuestiones  de. derecho  conti^  y 
por  tanto  de  la  excivsiva  competencia  de  los  tribuíales  or** 
dinarios.  '  "¡      -  ,      - 

(t)    Art.  72. 
(S)    Ibld.    . 
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--^Por  6ltimo,  coavieoe  do  confundir  las  agregalcio- 
nes  y  segregaciones  con  el  deslinde  ó  apeo  de  los  territorios 
tDttoMpales  que  son  simples  operaciones  administratívaB, 
porqne  respetan  la  existencia  de  los  Ayuntamientos  creados, 
y  00  alteran  en  nada  ni  los  derechos  de  propiedad,  ni  los 
apréveobsDiientos  comunes. 

CAPÍTULO  VIL 

I  •     r 

He  !••  «onac^os  eüpeelalea  de  la  adminlAir»- 

eton  pro¥ÍiM)lal. 

533.— Cuerpos  coosoltÍYOs  de  la  540.— Sas  atribuf iones. 

adminístracioo  provÍDcial  541. — JuqUs  proviuQÍales  de  Be- 

en  negocios  especíalee.  neñceDcía. 

534.— -Jamasprof focialas de Agri*  542.  —Juntas  profinciales  de  Cit- 

cultura.  celes. 

535.— Su  composición.  543. — Gomisioncsproviiicialesde 
53S.-*-$os  alríbncioBeB.  Instroccioo  priflaaria. 

&37 « •oíanlas  provinciales  de  Sa-  544.^Sus  facultades. 

nidad.  545.— Alrlbucioues  que  se  opo- 
53^-.— Su  clasiñcacloD .  ncn ,  al  espíritu  de  !a  iegis- 

:-— fin  oomposioioD.  laoioa  «uinieiptl  Yigeoie* 


ftSS; --^4  semejanza  de  io  que  observamos  eerea  del  go^ 
biemo  á  cuyo  lado,  además  de  los  cuerpos  coosutlivos  ge- 
nerales^ vemos  otros  especiales  de  sumautíliflad  para  la  ad- 
ministración, sucede  también  que  rodean  al  gefé  poUlico,  no 
solo  ios  Consejos  y  las  Diputaciones  provinciales,  sino  tam«- 
bien  algunas  odmisioiies  ó  juntas  cuyo  encargo  es  auiiliarie 
con  sus  luces  y  experiencia  en  la  dirección  de  ciertos  ramos 
del  servicio  pébUco,  paralacual  se  requieren  conooimien- 
•tés  fasebltativos*  La  admiuistracion  es  siempre  la  misma  en 
•todos  Ibs  grados ;  y  por  eso  en  todas  las  esferas  de  su  aetivi- 
dnd  eiperinienla  idénticas  necesidades,  remueve  iguales 
obstáculos  y'adoptu  los  propios  medios  de  asegurar  el  acier- 
to sin  comprometer  su  independencia. 

584.— Las' juntas  provinciales  de  Agricultura  fueron  ins- 
tituidas á  petición  de  algunas  provincias  con  el  objeto  de  que 


^92  DEUGftO  iiDUlNISTliATlVO  HSPAJIOL. 

podiesea  servir  de  centras  para  conocer  las  oecesiéato  lo- 
cales del  ramo ,  y  de  árganos  para  exponerlas  y  remediar- 
las, y  tienen  el  carácter  de  una  inslitucion  local  UaiMda  k 
representar  y  sostener  intereses  graves  y  pecmanentes,  oo- 
mo  son  los  agrícolas  en  todo  el  reino. 

Residen  en  la  capital  de  cada  ff ovincia ,  eioepto  la  de 
Cádiz  que  por  circunstancias  especiales  se  ha  establecido  en 
Jerez,  y  se  componen  de  tantos  ioilÍT¡doos,  como  vocales 
cuenta  la  Diputación  provincial.  Este  cargo  es  voluntario, 
gratuito  y  honorífico ,  y  no  es  incompatible  con  otro  alguno 
del  estado,  provincial  ó  municipal:  dura  cuatro  afios,  reno- 
vándose las  juntas  cada  biennio  por  mitad,  y  podiendo  ser  los 
individuos  salientes  reelegidos  (4]. 

Todavía  no  está  acordado  el  método  de  hacer  la  elección 
de  los  individuos  de  estas  juntas,  sí  bien  el  gobierno  ha 
mandado  que  las  actuales ,  fundadas  s<Are  la  base  de  4as  co- 
misiones consultivas  de  la  cria  caballar^  propongan  lo  conve- 
niente acerca  de  dicho  punto,  partiendo  del  principio  que 
la  elección  sea  directa,  hecha  por  el  cuerpo  de  agricoltores 
y  en  personas  que  lo  fueren ,  ó  propietarios  rarales,  ganade- 
ros ó  caledráticos  de  agricultura  ó  botánica,  ó  sogeios  ñaua- 
dos de  conocimientos  especiales  en  el  ramo ,  y  fijando  una 
cuota  que  deben  pagar  los  electores  y  los  elegibles  (S). 

iftSift.^Son  individaos  natos  4e  la  junta  el  gefe  poUüeo, 
el  ^e  civil  del  distrüo,  si  lo  bvbiere ,  el  akalde  del  poeblo 
donde  se  haRe  establecida ,  á  quienes  corresponde  la  presi-- 
dencia  por  su  orden,  cuando  asislea;  el  regidor  sindico  de  la 
^lacion ,  el  catedrático  de  agricultuisa  é  botánica  de  la  Dni- 
Tersidad ,  ó  á  falta  de  esta  del  Insiitato,  el  delegado  de  la 
cria  caballar,  el  subdelegado  de  veterinaria  (3)  y  mi  indíví- 
dúo  de  la  comisión  auxiliar  de  ganaderos  elegido  de  entre 
ellos  oúsmos  por  el  método  que  estimen  conveníeiite,  pero 
sin  asignación  especial  á  ningún  partido,  en  las  proviaoiaa 
de  Cuenca •  Guadalajara,  Logrofio,  León,  P«lenciB »  Segó- 

(1)    Real  decreto  de  7  de  abril  de  1848,  arts.  i,  S  y  3. 
(8)    Art.  19. 
(3)    Art.  6. 
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via>  Sorm,  Terqel,  Burgos,  VaOadolid,  SalawAaca  y  2a- 
iMra  (i ). 

Lasjuatafi  eligen  ua  vioe-prestdeate  y  un  secretario  ea* 
tre  sus  mismos  iodivíduos,  de  cayos  nombramientos  dáfcoe*'- 
ta  el  gefe  poUtico  al  gobierno  para  sa  aprobación  (2). 

Celebran  sesiones  generales  y  ofdinariafl:  las  prineraHi^e 
abren  dos  teces  al  alio  y  duran  «n  cíes  por  lo  menos  cUda 
ttaa,  debiendo  ser  oon  recados  todos  los  vocales  de  la  pro^ 
vinfiia.  Latsaegaiuias  se  repiten  todas  las  semanas,  renatte- 
dose  «n  día  los  índividaes  qne  habitual  ó  acctdentalmeinte 
Tesidán  ea  la  capital.  Las  sesiones  eilraordinarias  se  oele-^ 
bran  en  virtud  de  convocatoria  del  gefe  político  ódd:nce^ 
presidente  de  las  juntas  (3). 

&•••— Las  atribuciones  de  las  juntas  de  Agricultura  soa 
esencialmente  consultivas,  y  sn  dictamen  previo  es  ue  re- 
qnisíto  indispensable  que  los  gefes  poHlicos  debea  llevar^ 
antes  de  adoptar  ciertas  resoluciones;  oirás  veces  queda  al 
arbitrio  de  estas  autoridades  consultarlas,  óaoi  segan  lo  jaa^ 
:guea  conveniente.  También  suelen  ser  cuerpos  consultivos 
del  gobierno;  pero  la  administración  superior  naaea  reeoao*- 
oe  laebligaeion  dé  oírlas. 

Soa  las  juntas  de  Agricultura  el  coas^  obligado  del  ge* 
fe  poUtíco : 

L    Sobre  pósitos. 

II.  Sobre  la  manera  de  organizar  en  la  proviooie  el  aer^ 
vicio  de  bagajes. 

UI.  Sobre  romento  y  mejora  de  la  eria  caballar,  y  el  cru- 
aanieato  y  mejora  de  toda  clase  de  ganados. 

lY.  Sobre  les  establecimientos  agronómicos  qne  et  gor 
bieroo  plaateare  por  eueata  del  estado  ó  eoa  dros  fiados 
cualesquiera. 

V.  Sobre  eaüAcion  de  anímale»  nocivos  y  piagaa  4el 
campo  (i). 

(1)  Real  drden  de  29  de  diciembre  de  1848. 

(2)  Real  decreto  de  7  de  abril  de  1848,  art.  7. 

(3)  Art.  7 . 

(4)  Art.  10. 
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VL  Sobre  las  ordenanzas  oiunicipales,  si  tuvieren  con- 
tacto con  la  policía  rural ,  cuando  no  constare  en  el  expedieo* 
te  qae  los  Ayuntamientos  las  hnbiesen  ya  consultado  para 
su  formación  (1). 

Son  consejo  voluntario,  ó  pueden  ser  especiaboenle  con- 
sultadas por  el  gefe  político  ó  por  el  gobierno: 

I.  Sobre  las  alteraciones  ó  reformas  que  se  proyecten  en 
(a  legislación  si  pueden  afectar  á  los  intereses.agricolas  con 
rehteion  ya  á  los  impuestos,  ya  á  los  derechos  de  entrada. 

il.  Sobre  arbitrios  ora  generales,  ora  provinciales  ó  lo- 
cales  que  hayan  de  establecerse  y  afecten  á  los  producios  de 
la  agricultura. 

III.  Sobre  reforma  del  sistema  hipotecario  y  servicio  de 
bagajes. 

IV.  Sobre  materias  de  acotamientos  y  de  policía  rural. 

V.  Sobre  ordenanzas  municipales  en  cuanto  tengan  reía- 
eton  con  este,  y  por  eso  se  recomienda á  los  Ayuntanientos 
que  las  consulten  al  efecto. 

VI .  Sobre  concesión  de  privilegios  ó  patentes  qne  tengan 
relación  con  materias  agronómicas. ' 

Vil.  Sobre  el  establecimiento  de  nuevos  riegos,  aprove^ 
chamieato  de  aguas  sobrantes  y  obras  nuevas  en  ios  ríos. 

VIII.    Sobre  formación  y  aprobación  de  cartillas  rurales. 

IK.  Sobre  declaración  de  hallarse  en  el  caso  de  admitir 
granos  extranjeros  con  arreglo  á  la  ley,  y  sobre  las  disposi- 
ciones que  convenga  adoptar  para  evitar  la  carestía. 

X.  Sobre  creación  de  bancos  agrícolas ,  granjas -mode-- 
los,  institutos  agrarios,  cátedras  de  agricultura,  depósitos  de 
caballos  padres  y  demás  establecimientos  análogos. 

XI.  Sdbre  proposición  de  premios ,  y  en  general  acerca 
de  cuanto  pueda  ser  concerniente  á  los  intereses  que  las  jan- 
las  están  llamadas  á  promover  y  representar  (2). 

Corresponde  también  á  las  juntas  de  Agricultura: 
I.    Evacuar  los  informes  que  les  pidan  el  gobierno ,  el  Con* 
sejo  Real  de  Agricultura,  Industria  y  Comercio,  ó  su  sección 

(I)    Ari.  9. 
(2}    Arl.  9. 
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de  AgricoltQra  y  el  gefe  poMtieo;  pero  en  niagua  caso  po- 
dffáa  ser  obligadmi  se  ministrar  datos  fiscales  ó  que  puedan 
servir  para  levantar  eontribiieioiies. 

II.  Reolainar  las  medidas  que  crean  oportunas  en  favor 
de  los 'intereses  eoleotivos  generales  6  locales  de  la  agri- 
ooltnra(l). 

lil.  Proponer  al  gafe  político  los  labradores  que  en  cali- 
dad de  peritos  delien  esanrinar  los  granos  que  se  introduz- 
can, cuando  haya  sospecha  en  que  sean  extranjeros  (2). 

IV.  Designar  los  vocales  que  por  la  provincia  hayan  de 
concurrir  á  las  juntas  generales  de  Agricultura  de  todo  él  rei* 
na  cuando  se  celebren,  y  para  las  de  información  si  se  con- 
vocaren (3). 

V.  E|ereer  las  atribuciones  de  consejo  de  disciplina ,  y 
su  pr«Bidenle  las  de  director  inmediato ,  donde  haya  esta^ 
blecidos  ó  se  establecieren  en  lo  sucesivo,  institutos  ó  es^ 
cuelas  deagricaltura  (4). 

Todas  las  autoridades  y  corporaciones  etf&n  obligadas  á 
deilitar  á  las  juntas  de  Agricultura  cuantos  dalos  y  noticias 
necesften  y  pidieren  para  el  mejor  desempefio  de  su  en<- 
cargo  (5). 

Las  consultas  de  loa  juntas  de  Agricultura  se  elevan  al 
gobierno  por  conduelo  del  gefe  polHieo,  quien  puede  infor*- 
nar  acerca  de  ellas,  si  lo  halla  conveniente  (6);  y  en  fin,  to- 
dos los  gastos  que  dichas  juntas  hicieren,  gravitan  sobre  el 
presupuesto  provincial  (7). 

«S9.^Las  juntas  previneiales  de  Sanidad  son  k  la  adminis- 
tración provincial ,  lo  que  el  Consejo  de  Sanidad  es  á  la  su- 
perior. Compónense  del  gefe  político  ó  quien  hiciere  sus  ve- 
ces, presidente;  del  alcalde  y  cinco  vocales  mas,  debiendo 
ser  tres  á  lo  menos  profesores  de  medicina  ó  farmacia  y  des- 


(1) 

Art.  8. 

(í) 

Art.  11. 

(3) 

Art.  18. 

(4) 

Art.  18. 

(5) 

Art.  13. 

(6) 

Art.  se. 

(7) 

Arts.  16  y  17. 
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empeftando  el  cargo  de  secretario  aa  oficial  del  gobierno  po* 
Utico.  En  la  dé  Madrid  hay  :siele  vocales  eotre  los  que, 
además  de  los  profesores  de  andicina  y  faraueia«  eaira  judo 
de  veterÍBaria  que  debe  ser  siempre  un  eatediüioo  del  co- 
legio de  esta  bciittad  (i\  Guando  los  directores  de  aguas  mi- 
nerales sitos  en  la  provincia  residen  de  ordinario  ealatspi- 
tal ,  son  considerados  como  vocales  agregadas  á  las  joatas 
provinciales  con  ios  mismos  derechos  y  deberes  que  ios  da 
número  (2).  En  casos  extraordinarios  el  gobierne  pnede  aa*"* 
meniar  el  de  vocales  (3). 

El  nombramiento  pertenece  al  ministro  de  la  Geberna-» 
cion  á  propuesta  de  los  gciés  políticos,  y  los  cargas  asa  bo>- 
norificos,  gratuitos  y  v(^antarios  (4). 

ft8§i.««btaB  juntas  se  dividen  en  juntas  msrilímas  y  Jun- 
tas del  interior.  Son  maritimas  las  sKislentea  en  los  puertos 
de  mar  alas  cuales,  además  del  servicie  sanitario  marilimo, 
les  corresponde  el  terrestre:  son  del  interior  tas  restaniss^ 

Las  }nntas  proviMnles  marítimas  son  de  puertas  ó  lito- 
rales. Llámause  de  puertos  las  eristeules  eu  las  capitales  As 
provincia  que  fueren  puerios  de  mar  ¿  estuvieren  Mmediur 
las  á  algún  rio  navegable;  y  litorales  son  las  residentes  eo 
capitales  que  os  san  puertos,  siempre  qlie  los  hiubiere  en  el 
distrito  de  la  misma  protíoeia. 

689.-*La6  juntas  provinciales  de  puertos  se  eempeuuo 
por  regla  general  del  gefe  psHlioo,  presidente;  del  inten- 
dente* více-presidente,  y  de  once  inidividuos,  de  loa  cuales 
son  vocales  naios  el  alcalde,  ei  cafÑian  del  puerto,  el.esaan- 
danle  del  resguardo»  el  eura  párroco  mas  antiguo  y  el  mé- 
dico de  visita  de  naves,  también  mas  antiguo^  donde -hubte- 
re  mas  de  uno . 

Los  getes  políticos  proponen  al  gobierno  otros  seis  voca- 
les, de  quienes  uno  debe  ser  profesor  de  medicina  y  cirujla, 
y  el  otro  de  farmacia  ó  química:  los  coatro  restantes  son  ele- 

(t)  Real  decreto  de  17  de  mirzo  de  1S47,  art.  15. 

(2)  Art.  »6. 

(3)  Art.  18. 

(4)  Art.  2«. 
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gjdos  de  la  elaBB  de  propietarios,  diputadas  promeíales  ó 
ooncejaleB,  preGriende  á  los  qae  hubieaea  segaido  la  earre- 
fa  eoQMiar  é  conoicaa  ia  aategacíoa. 

Cuando  par -wr  poertaa  de  primera  dase  ó  por  otras  cir- 
€«tt8taieia9  pariioalares ,  ooofeoga  aumentar  el  número  de 
veoalea»  el  gefeiwlttíoo  lo  debe  hacer  prefieofte  ai  goMereo, 
proponiendo  deadcí  Hiego  dos  iiidividaofl  mas  de  laa  clases 
sefialadas. 

Las  {oataa  prof íaoiales  liloraleB  se  componen  de  las  mis*- 
mas  personas,  saiyo  que  el  número  de  vocales  nombrados  por 
el  gobierno  es  de  cinco ,  de  los  oaaltf  dos  serin  faciiltaiif ob 
en  la  Corma  expresada  (4  )• 

JMO.*-Las  atribuciones  de  las  juntas  provinciales  de  Sa- 
nidad, tanto  maritimascomo  del  interior,  son  puramente  con- 
aaltivas,  residiendo  en  los  gefes  políticos  la  dirección  y  go- 
bierno de  este  ramo  del  ser?íoío  público.  Noobstanle,  las 
primeras  siguen  desempeñando  las  yisitas  de  boques  y  defBte 
obligaeiooes  de  policía  sanitaria  de  los  puertos  de  jnar,  se- 
gún sus  antigaos  reglamentos.  <3)« 

ift4t,-*Las  juntas  provinciales  de  beneficencia  se  compo- 
nen del  gefe  político,  presidente;  del  prelada  diocesano  6 
quien  faagasns  veces  en  aosencia  ú  vacante ,  vice-presiden- 
te;  de  dos  capitulares  propuestos  por  el  cabildo  al  gobierne, 
y  doftde  no  hubiere  catedral ,  de  dos  eclesiásticos  que  pro- 
pone el  prelado;  de  un  dipulado  provincial;  de  un  conse- 
jero provincial,  de  un  médico,  de  dos  vocales  mas,  todos  do- 
miciliados  en  la  capital  y  nombrados  por  el  gobierno  á  pro^ 
piesta  del  gafa  peUtico»  y  del  patrono  de  i&n  establecimien*- 
to  provincial  que  se  halle  domiciliado  ena  la  capital  de  la  pro- 
vincia; y  si  fuesen  varios,  de  doe  que  propone  el  geüe  po- 
lítico (3). 

Su  objeto  es  auxiliar  á  dichas  autoridades  en  la  dirección 
y  gobierno  de  este  ramo  del  servicio  publico,  como  cuerpos 
consultivos  de  la  administración  províaoial. 

(1)  Reil  drden  de  17  de  dicienbre  de  1847. 
(S)  Beal  decreto  de  17  d*  marzo  de  1S47. 
(3)    Ley  de  SO  de  joaio  de  iM9. 
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&49.-*-Las  Juntas  llamadas  de  Cárceles  de  que  son  índi^ 
viduos  natos  un  magistrado  de  la  andiencia  desígttado  por 
su  sala  de  gobierno  con  el  carácter  de  fice-presidente,  on 
consejero  proyíncial  elegido  por  el  gefe  polittoo  j  un  ecle* 
siástico  nombrado  por  el  diocesano ,  auxilian  i  la  aatorided 
superior  de  la  provincia  bajo  cuya  presidencia -sé  constitu- 
yen, en  todo  lo  relativo  al  régimen  interior  y  á  la  adminis* 
tracion  económica  de  las  prisiones,  como  consejos  especia- 
les instituidos  por  la  ley  para  ilustrarle  eon  su  opinión  y  se- 
cundar sos  esfuerzos  en  un  punto  tan  grave  ¿interesante  al 
bienestar  de  las  naciones  (4). 

Verdaderamente  la  ley  es  poco  previsora  al  establecer  es- 
tas juntas  solo  en  las  capitales  donde  reside  una  audiencia; 
eomo  si  en  las  otras  no  necesitase  la  acción  administrativa  de 
consejo,  ó  pudiese  ser  aquella  consultiva  de  mas  de  un  gefe 
político,  ó  no  fuese  el  juez  de  primera  instancia  capaz  de  su«- 
plir  la  falta  de  un  magistrado. 

541S.— Para  la  dirección  y  régimen  de  fa  instrucción  pri- 
maria de  cada  provincia  existe  en  todas  las  capitales  una  co- 
misión compuesta  del  gefe  político,  presidente;  de  un  indi- 
viduo de  la  Diputación  provincial  nombrado  por  ella;  de  un 
eclesiástico  condecorado  elegido  por  el  diocesano,  y  de  otras 
dos  personas  ilustradas  designadas  por  el  gefe  político  ft  pro- 
puesta de  aquella  corporación.  Estos  cargos  son  honorificos, 
gratuitos  y  renunciables  (%).  Hay  además  un  secretario  re- 
tribuido que  debe  ser  en  adelante  un  maestro  con  iftolode 
escuela  superior,  nombrado  por  el  gobierno  á  propuesta  de 
las  comisiones,  cuyo  cargo  es  incompatible  con  otro  empleo 
y  con  el  ejercicio  del  magisterio  (3). 

544.  Fueron  instituidas  dichas  corporaciones  por  la  ley 
de  instrucción  primaria,  en  donde  se  les  han  sefialado  sus 
facultades  que  eran  las  siguientes: 

I.  Cuidar  de  que  se  estableciesen  escuelas  en  lodos  los 
pueblos  que  debían  tenerlas. 

(i)    Ley  de  26  de  julio  de  1649. 

(2)  Ley  de  21  deíaliode  1S8S,  »rt.  2S. 

(3)  Real  decreto  de  30  de  maraode  t)9i9. 
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II.  FortDtr  los  .distritos,  de  las  escuetas  y  adoptar  ó  pro-» 
poner  al  gobierno  todas  las  medidas  que  considerasen  oper^ 
tanas  para  el  femenia  de  la  instrucción  pf  ímaria  én  so  pro- 
yinosa* 

lU.  Vigilar  á  lo  menos  anual  mente -p^^rpersou  dedenr 
tro d  fuera  de  suseno,  todos  los  ésUiUeoi míenlos  deios-^ 
trnoctaD  prifDbria  de  su  distrito.  .     *  ^ 

IV. .  Reunir,  si  lo  ballarenj  confeniente;  laSü escuelas.. de 
▼arios  pueblos  á  de  uo  <^:maifmiid<M  büjolaJuspectíonde 
una  cdmi^icín  local,  dando  ceMcImiento  ^  esta  diaposíoioQ 
al  goblenu>|iara  so  aprobaciian» 

V.  Reconvenir  á  los  maestros  que  nb  cumpliesen  con'su 
deber;  suspéndíéudoloa  por  un  mea  con  |{üeldo>,  ló  sin  él; 
7  auu'  proponer  al  gobierno  la  privacioá  de  ensplto ,  eu 
cuyo  e^so  la  sospension  seri  hasta  la  determinación  su- 
perier. 

VI.  Propoa»  al  gobierno  los  medios  de  atender  y  mejot- 
rar  la  edncacipn  cu  la  províueib  y  las  reformas  que  convi- 
niere iatrodacir  en  los  reglamentos  de  itistf uccíoa  primarla» 

VIL  NMibfar  Ids  iadividnos  que  hubieren  de  conpouer 
la  conisibftde  eiámen  de  los  que  aspirasen  al  titulo  de  maes- 
tros  de  escuelas  elementales  ó  superiores. 

Vlli. '  Gipdar  de  que  los  fondos,  aplicados  á  la  ensefianza 
no  .se  disthijesea  de  su  objelío,  y  propoaer  al  gobíerno.la  miflh 
ma  aplicación  respecto  de  las  obras  pías,  Cuyo^ttno  pri*« 
mitivo  hubiese  caducado^  dejase  de  ser  de  utilidad  común. 

IX.  Proporcionar  ál  gobierno  lodos  los  datos  que  les  pi- 
diese acercado  la  ensefianza,  y  formarla  estadística  anual 
de  las  escuelas  de  la  provincia  (4). 

ft4ft.— Posteriormente  se  han  dictado  nuevas. reglas 4 
(fue  las  comisiones  debian  ajustarse  en  el  desempeño  de  sus 
facultades,  k  fin  de  dar  impulso  á  las  mejoras  contenidas  en 
el  plan  de  instrucción  primaria  descuidadas  por  los  Ayunta- 
mientos, proponiéndose  el  gobierno  obrar  con  la  dayor  ener- 
gía de  que  puede  hacer  Aso  toda  admí «¡oración  centftillznda 

(1)    Ibid.  art.SS. 
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y  ÍMrte,  y  reemplazando  |iara  eHó  el  oooaejo  oon  el  pre- 
cepto (i). 

Estas  disposieíoaes  que  no  enomeraaiOB  por  sa  caráeltr 
de  provideacias  relativas  á  pormenores  de  ejecución,  aai  co'* 
mo  las  comprendidas  en  la  ley  citada,  nos  parecen  en  gran 
parte  inaplicables  en  la  época  presente.  Los  principios  j  lag 
reglas  de  la  jurisprudencia  nos  obligan  á  considerar  es  Tigor 
aquellas  facultades^  mientras  no  aparezcan  opaesias  á  la  le- 
tra ó  al  espirito  de  la  ley  de 9  de  abril  de  4846,  segnn  seco*' 
lige  además  de  órdenes  posteriores  (9);  peraea  todo  lo  demás, 
como  no  existe  ninguna  derogaeron  explícita,  soiaaente  la» 
entendemos  corregidas. 

La  ley  actual  para  el  gobierno  de  las  prerindas,  &  sene^ 
janza  de  todas  las  leyes  orgánicas  de  iaadiiiníftraciet  vigen- 
tes, propenden  k  separar  de  los  cuerpos  colectivos  bi  geatioa 
administrativa  y  á  depositarla  en  manos  de  autoridades  má^ 
personales,  quedando  aquellos  únícaneote  cea  el  carácter  y 
atribuciones  de  auxiliares,  y  líniitándDse  á proponer  y  acon- 
sejar, pero  sin  resolver  ó  decidir,  ni  tomar  paite  activa  es 
la  administración.  Asi  está  declarado  coH  respecto,  á  las  jin* 
tas  municipales  de  beneficencia  que  se  bailaban  en  ¡goal  ea<^ 
so  que  estos  otros  cuerpos  (3). 

Las  comisiones  de  instrucción  primaria  M  pueden  cor- 
responderse directamente  con  el  gobierno ,  sino  dirigirse  á 
¿I  por  conducto  del  gefe  político  (4). 

CAPÍTULO  vra. 

Be  VB  CewM||o  e^peelal  «te  la  admteiistraeiMa 

de  partidle. 

a46.-^BspeGÍalidad  de  este  caer-  54S.-**JaDtas  de  Sanidad  fa  par- 

¿10*  tido. 

Ipartido  no  68  anidad  ad-  549. — Juntas  del  interior, 

ministratifa.  650.--^Juoiaa  marítimas. 

^AU. — La  inica  corporación  consultiva  que  conocemos 

(i)  Real  orden  de  4  de  ntrao  de  1 044. 

(2)  Real  orden  de  26  de  febrero  de  1846. 

(3)  Real  orden  de  3  de  abril  de  1846. 

(4)  Real  drden  de  16  de  majo  de  18  i4. 


LIB.  III.  OMArim.  Y  Aif B18.  II  LAB  AOTOBIftADU.        271 

agregado:  ata.  (nrlídas^  $om  éslafl  joatas  de  Sanidad  que 
tal  vexao  Mm  oeceaariaa  habiendo  ones  supeiiores,  las  pro*- 
f íncialc8y  7  otras  nfifbreB^  las  monioipalef. 

MLl.-^El  partideneea  voidad  adoioislrjativav  sino  el  ter^ 
ítem  de  cierta  jurisdíeeíoa :  la  admíoiataacioacreóleadis-» 
iritoB  eeeie  clnmlaa  iatenntdiost  raenorea  fse  la  profieote 
y  mayores  que  toa  Ayaataoiíentas»  y  eaiabiecíd  en  ellos  un 
gefe  civil.  Por  este  matÍTo  op  debiera  haberse  adoptado  una 
divisíoa  paramente  jiídüciai  pei^basé^  un  servicio  pura- 
neate  administrativo;  y  supuesto  que  al  tiempo  de  expedir 
el  gobierno  el  último  real  decreto  organizando  el  ramo  de 
Sanidad,  ni  babia  aun  aquellas  secciones  intermedias,  ni 
eifíft  conoeides  los  geCas  civiles «  desde  la  instalación  de  di -» 
chas  autoridades  las  juntas  de  Sanidad  de  partido  debieron 
transforoiarse  en  iantas  de  distrito.  Tal  es  labrasen  por  qué 
las  colocaBios  e*  este  legar. 

1^49.— Las  juntas  de  Sanidad  de  partido  sé  distinguen,  4 
semejanza  de  laa  provinciales,  en  marítimas  y  del  inte- 
rior (í). 

•J»,  » Batas  se  compooM  del  alcaide,  presidente  $  y  de 
evafro  vocales  nombrados  por  el  gefs  político,  debiendo  ser 
mo  de  eiks  profesor  de  medieína  y  otro^  de  brotacia.  Les 
seeretaries  del  Ay«n«aaiiento  lo  son  también  de  dichas  jtíü^ 
tas  (8). 

Donde  hubiere  gele  civil  preside  esta  autoridad,  MeSo- 
k)  por  su  canieter  d»  alcalde  corregidor,  sím  «oim  delega- 
do del  Rey  por  sn  cvalidad  de  gefe  poUtieo  svbailerno. 

Sus  atribaeíones  son  eqnivalentes  á  las  que  correspon*- 
den  á  las  Juntas  provipciaies  de  igual  oíase  dé  ^i  territorio^ 
e»  la  sala  diferencia  que  sos  vodales  faeeltaeivoi  reilam.^1 
cargo  de  subdelegados  ei  sus  respectivas  preÜssieDes»  co» 
tal  de  tener  resideicia  fija  en  la  cabeza  del  mismo  partido  (3). 
i  ifft««**«Las  Juntas  niafitkaasd% fallido  siibsi^lea  con  la 
organización  y  atribuciones  que  tenían  laSid^  Sanidad  eales 

•  *  * 

(1)  Real  orden  de  17  de  diciembre  do  1847 ,'  reglas  1.'  y  2.* 

(2)  Real  decreto  de  17  de  marzo  de  1847,  art.  16. 
(3).  Real  orden  citada,  regla  14. 


S72  DBBBGHO  AOHINISTRATIVO  BSTANOIi. 

puertos  de  mar;  si  bien  el  gefe  poUtioo,  oyepdeá  Iwá  Juntas 
provinciales,  puede  proponer  ál  gobierno  las lefomu  que 
en  bien  del  servicio  consideré  necesarias  por  razón  de  las 
círcubsiancias  especiales  de  algunos  pwrtos.  Considentndo 
que  están  encargadas  también  del  servicio  sanitario  interior, 
además  del  médico  de  visita  de  naves  ^  son  vocales  natos  ios 
actuales  sabdelegados  de  medicina  y  farmacia  del  partido  (i ). 

CAPÍTULO  m. 

De  los  eonncjon  eflpecialeíi  úe  la  administración 

municipal. 

531.— Cuerpos   coasuUivos  del  556.— Ptrtíc^arQn  de  la  aésñ- 

alcalde.  nistraciou. 

552.— Sa  necesidad  en  asuntos  557. —Hoy  son  los  alcaldes  úni- 

de  beneficencia.  eos  adoñnialndóres. 

553.—Janlas  municipales  de  be-  558» — Juntas  i^Qioipales de  Sa~ 

neficencia.  nidad. 

554.— Sq  organización.  559.— Sa  organización. 

555.— Sus  facultades.  560.— Sos  atribacioaes. 

66t.— La  administración  municipal,  asi  como  la  provin- 
cial y  superior ,  bá  menester  algunas  veces  en  sn  limitada 
esfera  el  auxilio  de  ciertas  corporaciones  espeoiales  que  Ja 
ilustren  con  sos  conocimientos  bcoltativbs;  la'apof  en  cw 
sus  virtudes  ó  la  guien  con  su  experiencia. 

669. — Acaso  nunca  es  mas  provechoso  y  eficaz  este  con* 
curso,  qne  cuando  la  administración  procura  *  abvtar  los  so- 
frimientos  y  mitigar  el  dolor  de  nuestros  semejantes «  no  so-^ 
lo  por  la  dificultad  de  la  empresa,  sino  también  por  la  san- 
tidad del  objeto.  Entonces  la  virtud  privada:  reobe  au  celo 
ardiente  á  los  esfuerzos  del  gobierna,  comunícase  á  la  bene* 
ficencia  pública  el  fnego  de  la  caridad ,  dejan  los  socorros  de 
ser  cálculo  de  la  poUlica  ó  deuda  del  estada»  y  aparece  el 
amor  del  prójimo  en  Inglia  con  la  miseria*  temiendo  á  la 
sociedad  de  su  parle. 

66S.— La  ley  que  ha  reconocido  la  importancia  de  esta 

(I)    Ibid.  regla  10. 
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« 

BBodaeion  entre  U  caridad  pública  y  la  priTada*,  ha  creado 
jautas  monietpales  de  bentficeacía. 

SM^.^Compónense  del  alcalde  ó  quien  haga  sos  veces, 
presidente;  de  on  cura  párroco  en  los  pueblos  donde  no  hó^ 
hiere  mas  de  cuatro  parroquias,  y  de  dos  donde  pasaren  de 
este  número;  de  un  regidor  6  dos,  en  el  caso  de  exceder  da 
cuatro  el  número  de  los  que  oomponen  su  Ayuntamiento;  del 
médico  titular,  y  en  su  defecto  de  un  facultativo  domicilia-* 
do  en  el  pueblo  y  de  un  vocal  mas ,  si  los  vecinos  del  pue  - 
blo  no  llegasen  á  doscientos,  y  de  dos  en  caso  contrario,  y 
del  patrono  de  un  establecimiento  destinado  ¿.socorrer  á  hijos 
del  pueblo,  con  tal  que  esté  domiciliado  en  el  mismo,  y  si 
hubiere  varios  de  dos,  cuyos  vocales  serán  todos  nombrados 
por  el  gefe  político  á  propuesta  del  alcalde  (1). 

65i&.— Las  Juntas  municipales  de  beneficencia»  además  de 
sus  atribuciones  como  cuerpos  consultivos,  organisan  y  fo* 
montan  los  socorros  domiciliarios  y  muy  particularmente  los 
en  especie;  determinan  el  número  de  juntas  subalternas  de 
socorros  domiciliarios  que  ha  de  haber,  y  examinan  las  cuen- 
tas que  «estas  les  rinden  mensualmente,  expresando  el  nú- 
mero y  cantidad  de  los  auxilios  recibidos  ya  en  efectos,  ya 
en  dinero  y  su  distribución  (2). 

ft^e.— El  reglamento  de  beneficencia  de  23  de  enero 
de  4822  (3)  revestía  á  estos  cuerpos  de  ilacultades  activas;  pe* 
ro  con  la  legislación  actual  de  Ayuntamientos  es  ya  insosteni- 
ble aquel  sistema.  Ni  la  letra,  ni  el  espíritu  de  las  nuevas  le- 
yes orgánicas  consienten  que  la  gestión  administrativa  resida 
en  otras  manos  que  .en  la  de  autoridades  unipersonales,  se** 
parándola  de  toda  corporación  y  dejando  á  estas  solamen-* 
te  una  intervención  indirecta,  á  fuer  de  cuerpos  consultivos 
de  la  autoridad. 

669.— A  los  alcaldes,  pues,  pertenece  dirigir  casi  exclu- 
sivamente todos  los  establecimientos  municipales,  como  ad- 
ministradores ¿nicos  de  los  pueblos;  á  ellos  también  corres- 

(1)  Lev  de  20  de  junio  de  1849 ,  irt.  8. 

(2)  Ibid.  art.  13. 

(3)  ResUblecido  por  real  decreto  de  6  de  setiembre  de  1836. 

Tomo  L  18 
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poade  ejecutar  y  hacer  que  se  ejectitén  lai  lefes,  reglamen- 
tos y  disposiciones  del  gobierno  'relativas  á  los  mismos  ea 
calidad  de  únicos  delegados  de  la  administraeioa  superior. 
Conforme  ¿  estos  principios  estii  declarado  que  el  alcalde  es 
gefe  de  los  establecimientos  municipales  de  beneficencia  y 
las  juntasen  consejo  (1).  Sí  coasertan  todavía  alguna  parte 
de  acción,  es  muy  limitada,  puramente  auxiliar  y  de  caráe* 
ter  excepcional. 

ftft9.— Las  Juntas  municipales  de  Sanidad  existen  en  los 
pueblos  litorales  que  por  no  ser  capitales  de  provincia  m  ca* 
bezas  de  partido,  no  pueden  tenerlas  provinciales  ni  de  par- 
tido (2),  y  en  los  pueblos  fronterizos  en  donde  se  hallaban 
establecidas  al  publicarse  el  real  decreto  citado,  continúan- 
do  con  la  organización  y  atribuciones  que  entonces  tenianí 
mas  los  gefes  políticos ,  de  acuerdo  con  las  Juntas  proviacia- 
lea,  pueden  proponer  las  variaciones  que  estimen  oportunas, 
tanto  en  los  pueblos  fronterizos,  como  en  los  situados  á  ori« 
Has  de  rios  navegables  (3). 

6&9.— Por  consiguiente  estas  Juntas,  como  todas  las  de 
los  puertos,  se  rigen  en  cuanto  k  su  organización,  por  leyes 
muy  anteriores  á  las  úlUmas  vigeuies.  El  Ayuntamiento  las 
nombra  anualmente,  y  se  componen  del  alcalde  ó  quien  hi- 
ciere sus  veces,  del  cura  párroco  mas  antiguo,  y  de  cierto 
número  de  facultativos ,  de  rcigidores  y  vecinos  proporcia* 
nado  á  la  escala  de  la  población  y  á  las  necesidades  del  ser- 
vicio (4). 

mío.— Enumerar  sus  extensas  atribuciones  equiv^ldria  á 
exponer  las  leyes  sobre  policia  sanitaria,  mi^tería  que  hallari 
mejor  cabida  en  otro  lugar  de  esta  obra. 


(1)  Real  drden  de  3  de  abril  de  1S46. 

(S;  Real  decreto  de  17  de  marzo  de  1847,  art.  SI 

(Z)  Real  drdeo  de  17  de  diciembre  de  1S47,  regla  11. 

(4)  Decreto  de  las  cortes  de  23  de  jinio  de  iftl3. 
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CAPÍTULO  X. 

De  idi^iBiios  eoiAscJfMi  emcepeioitale«. 

561.--€tráciter  pecnlÍBr  de  ertM  dGS.-^JiuiU»  de  comercio  de  los 

consejos   de  tdmioístrB-  puertos  babilítados. 

cioB.  567.— JUDtas  inspectoras  de  los 
B€B.^ABtiffita8  JBttUs  i^rovitioiB-  insticntOB. 

les  de  comercio  I  moneda  S63.— Sos  facultades. 

y  minas.      *  569.-^Autoridadesquelaspresi- 
563.  ~ Actaales  Jantas  de  comer*  den . 

cío.  STO.-^nntt  general  de  a||[ríciil- 
56i«~Sa  composición.  tura. 

565. — Sos  atribuciones. 

%mñ.'^ti  estudio  de  la  organización  y  atribucioaes  de  las 
aatoridades  admiaistratífas  no  faera  oompleto,  si  no  hícíé« 
sernos  mérito  aqaí  de  aquellos  caerpos  coasalUvps  cvya  pre- 
sencia se  determina  por  las  necesidades  aetoaies  de  la  adtni- 
nistraGíoo  j  que,  por  tanto,  no  existen  en  eiertas  seoetones 
de  terf  ¡torio,  ni  rodean  k  los  agentes  de  cierto  grado  de  una 
manera  constante  y  iniforme.  Expresión  de  na  accidente,  alli 
están  donde  el  bien  público  lo  reclama,  y  desaparecen  en 
cesando  la  necesidad  de  sn  auxilio.  Tales  son  las  Juntas  de 
comercio  y  las  tnspettoras  de  los  institutos. 

MKi.-^ Además  de  la  Junta  general  de  comercio,  moneda  y 
minas  de  que  heqios  hablado  en  otra  parte ,  habíalas  tam- 
bién pro? infieles  que  entendían  en  todo  lo  gubernativo,  po- 
lítico y  económico  de  los  colegios  y  gremios  de  arles»  y  en 
cuanto  tuviese  relación  con  el  fomento  de  la  industria  y  con  la 
observancia  de  sus  ordenanzas  respectivas,  bajo  la  dirección 
de  aquella  superior  (4). 

Establecido  el  c6digo  de  comercio  y  oreados  los  tribuna- 
les especiales  de  este  ramo ,  las  juntas  fueron  despojadas  de 
sus  facultades  contenciosas,  pero  conservaron  integras  las 
g«ibemativas ,  se  dictaron  reglas  de  órden«  y  se  recomendó 
guardasen  ambos  cuerpos  la  mejor  armonía  (2). 

(1)  Real  drden  de  S9  de  abril  de  1S18. 

(2)  Reales  órdenes  de  S3  de  enero  de  1831  y  89  do  febrero 
de  183S. 
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5IIS.— Las  Juntas  de  comercio  fueron  reorganizadas  en 
época  muy  reciente.  El  decreto  de  reorganización  no  solo  con- 
serva las  veinte  á  la  sazón  existentes,  sino  que  crea  cua- 
tro mas  en  otros  tantos  puertos  habilitados  de  la  Península, 
y  añade  que  el  gobierno  las  instalará  en  otro  cualquier  pun- 
to cuya  importancia  mercantil  lo  reclame ,  á  instancia  de 
los  principales  comerciantes,  apoyada  por  el  gefe  politico  y 
con  tal  que  aparezcan «  por  lo  menos,  cincuenta  matrícula- 
dos  (1). 

&li4.-~Compónense  las  Juntas  de  once,  nueve  ó  siete  in- 
dividuos en  las  plazas  donde  hubiere  respectivamente  un 
tribunal  de  comercio  de  primera,  segunda  ó  tercera  clase. 
Sus  vocales  son  electivos  por  un  número  proporcional  de  co- 
merciantes matriculados  empezando  por  los  mayores  contri* 
boyeotcs,  y  se  renuevan  cada  dos  afios  por  mitad  (2). 

Son  presidentes  natos  de  las  Juntas  de  comercio  los  ge- 
fes  políticos  en  las  capitales  de  provincia,  en  la  cabeza  de 
distrito  los  gefes  civiles  y  los  alcaldes  en  pueblos  donde  no 
reside  otra  autoridad  superior;  pero  el  vice-presidenle  y  se- 
cretario son  elegidos  por  las  mismas  Juntas  entre  sus  voca- 
les (3). 

6B&.— Las  atribuciones  de  las  Juntas  de  comercio  son 
puramente  consultivas,  pues  sus  factiltades  se  reducen  á  eva- 
cuar los  informes  que  el  gobierno  d  el  gefe  politico  les  pidie- 
ren, y  á  proponer  las  medidas  que  juzguen  oportunas  á  favor 
del  comercio. 

Unas  veces  deben  ser  consultadas  por  la  administración 
activa,  y  otras  es  arbitrario  en  esta  oir»  ó  no,  su  dictamen. 

Su  concurso  es  obligatorio  ó  ser&n  especialmente  consol* 
tadas: 

I.  Sobre  las  alteraciones  ó  reformas  que  se  proyecten  en 
la  legislación  mercantil. 

II.  Sobre  la  oreacion  de  nuevas  juntas  y  tribnnalea  de 
comercio. 

(1)    Retí  decreto  de  7  de  octubre  de  iS47 ,  arto.  1  y  2. 
(8)    Arta.  4  y  9. 
(3)    Arts.  lOylf. 
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111.  Sobre  el  esUblecimieDto  de  bolsas ,  agentes  de  cam- 
bio 7  corredores. 

lY.  Sobre  los  aranceles  6  tarifas  de  corretaje  y  de  cual* 
quier  otro  servicio  mercantil  sujeto,  ó  que  conviniere  sujetar 
á  tarifa. 

y.    Sobre  la  creación  de  bancos  locales. 

YI.  Sobre  los  proyectos  de  obras  públicas  locales  que 
tengan  relación  con  el  comercio  (4). 

6MI. — Además  de  estas  atribuciones  generales,  las  esta- 
blecidas en  puertos  habilitados  tienen  la  especial  de  aconse- 
jar lo  conveniente  respecto  k  la  compra  y  conservación  de 
atensHios  para  socorro  de  los  buques,  limpia  y  reparación  de 
los  puertos  y  gastos  de  vigías  y  faros.  'Las  autoridades  y 
agentes  á  quienes  corresponda,  están  en  la  obligación  de  pro- 
porcionarles todos  los  datos  que  necesiten,  y  permitir  á  sus 
comisionados  se  enteren  del  estado  de  los  almacenes»  pro* 
gresion  de  las  obras  y  demás  que  tenga  relación  con  el  ser- 
vicio marítimo,  á  fin  de  que  puedan  dar  acerca  de  él,  en  be- 
neficio del  comercio,  los  informes  convenientes  (2). 

El  vice-presidente  de  estos  cuerpos  es  director  inmedia- 
to de  las  escuelas  de  comercio,  y  las  juntas  componen  su 
consejo  de  disciplina  (3). 

5119.— El  plan  de  estudios  vigente  establece  que  en  cada 
Instituto  provincial  de  segunda  enseftanza  haya  una  Junta 
inspectora  nombrada  por  el  gobierno  con  el  encargo  de  vigi- 
lar la  parte  económica  y  gobernativa  de  aquellos  estableci- 
mientos. Compónense  en  las  capitales  de  provincia  de  un  in- 
dividuo de  la  Diputación  provincial,  otro  del  Ayuntamiento,  y 
un  eclesiástico  ó  un  vecino  de  conocida  instroccioif  y  arrai- 
go, bajo  la  presidencia  inmediata  de  )a  persona  que  el  go- 
'  bierno  designe.  En  los  pueblos  no  capitales  el  individuo  de  la 
Diputación  provincial  será  reemplazado  por  otro  del  Ayun- 
tamiento. Cuando  el  todo  6  parte  de  las  rentas  de  un  Instituto 
consiste  en  fundaciones  piadosas  agregadas  al  establecimien- 

(1)  Art.  13. 
(%)  Art.  14. 
(3)    Art.  20. 
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to  por  cooTenios  entre  el  gobierno  y  los  patronos ,  uno  de 
estos  será  vocal  de  la  Junta  en  lagar  del  vaciDO  del  pteblo 
arriba  dicho ,  siempre  que  no  reana  la  cualidad  de  director 
del  Instituto.  Todos  estos  cai:go8  son  hooorificos^  gratuitos  y 
voluntarios  (4). 

Mis.-*Las  facultades  de  las  Juntas  inspectoras  son  de  dos 
clases,  económicas  y  gubernativas.  Estas  tUtlmaa  se  refieten 
á  ciertos  actos  de  protección  y  vigilanoia  con  respecto  á  los 
Institutos,  á  una  verdadera  acción  tutelar,  con^o  velar  ya 
sobre  la  enseftanza  literaria,  ya  sobre  el  ótden  y  disciplina 
de  los  alumnos,  y  ya  en  fin  sobre  la  moralidad  de  ios  profe- 
sores, promover  la  prosperidad  del  establecimiento,  y  ola* 
var  al  gobierno  las  consultas  que  coa  este  objeto  estimaren 
oportunas  (3). 

Sus  facultades  económicas  .son  relativas  al  camplimiento 
exacto  de  todas  las  obligaciones  del  establecimiento,  ala  ad- 
ministración de  sus  bienes  y  rentas,  á  la  propuesta  de  admi- 
nistradores y  depositarios,  á  la  celebración  de  contratos  de 
arriendo,  subastas  y  demás  actos  civiles,  al  examen  y  cen.* 
sura  de  cuentas  y  &  los  medios  de  procurar  recursos,  inda- 
gando las  memorias,  fundaciones  y  obras  pfas  que  conCorme 
á  la  legislación  vigente  pueden  aplicársele,  é  impetrando  et 
auxilio  de  la  autoridad  ó  del  gobierno  para  lograrlo,,  sí  fuere 
necesario.  Cuando  los  Institutos  poseen  el  derecho  priva-» 
tivo  de  administrarse  á  st  mismos  por  convcmio  con  el  go- 
bierno ,  las  Juntas  inspectoras  carecen  de  toda  atribución 
económica  y  deben  limitarse  k  soa  facultades  guhernati* 
vas  (3). 

Las  Juntas  inspectoras  de  los  Institutos  representan  la  in>« 
tervencion  de  la  provincia  en  la  enseñanza  secundaria;  inter- 
vención cuya  justicia  y  conveniencia  se  fundan  en  la  nMncí^ 
leza  de  este  asunto  de  interés  local  y  en  la  idea  de  que  con 
loados  provinciales  principalmente  se  sostienen  'dichw  esta- 
blecimientos. 

(i)    Real  drden  de  S4  de  diciembre  de  1847 ,  art.  !.• 

(S)    Art.  6. 

(3)    Arts.  17  y  18. 
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Mls.^Los  gefes  políticos,  los  gefes  civiles  y  los  alcaldes 
soQ  presidentes  natos  de  las  Juntas  inspectoras,  y  en  repre- 
sentación de  estas  autoridades  y  como  delegados  suyos  ^  los 
vice-presidentes  ejercen  aquel  cargo  (1). 

&90.— La  Junta  general  de  agricultura  no  es  una  rueda  de 
la  administración,  porque  carece  de  existencia  permanente 
que  la  constituya  cuerpo  en  el  estado:  es  una  especie«de  co- 
micio  agrícola  que  celebra  sus  reuniones  periódicas  en  épo- 
ca cierta,  pero  en  dia  ijodeterminado,  para  ilustrar  al  gobier« 
no  acerca  de  los  puntos  de  ciencia  ó  legislación  que  soniAle 
k  su  ex&men  (2). 


(i)    Real  drden  de  M»  dneoero  cIb  18149. 
(8)    Real  decreto  dé  ñ  dtf  iolio  dB  1849. 


LIBRO  CUARTO. 

nE  LA  HATERU  ADHIRISTRATIVA. 


TITULO  I. 


t. 


DE    LOS   DEBERES    DE    LA   ADMINISTRACIÓN .  RN    CUANTO 

k  LAS  PERSONAS. 

CAPÍTULO  I. 

OliJeUMi  del  dereého  admtnjgtrativ. 

571. — Administración  objetiva.       673.— ApUctcion  al  derecho  ad- 
57 ¿. — Glasificacion  del  derecho  ministrativo. 

civU.  574.» Deberea  y  derechos  de  la 

admioistracion. 

&9t.— Hasta  aqol  hemos  tratado  de  la  adminisíraeumsu^ 
gitiva,  esto  es,  considerada  como  poder  6  instrumento  de  la 
acción  social;  ahora,  nos  corresponde  estudiar  la  adminii- 
tracion  objetiva^  es  decir,  la  materia  de  sus  actos. 

699.— Los  jurisconsultos  romanos  ensefian  que  son  tres 
los  objetos  del  derecho,  personas^  eoias  y  ac€ian$s^  cuya  di- 
misión prevalece  aun  en  nuestros  días  y  es  seguida  en  la  doc- 
ta Alemania  por  los  partidarios  de  la  escuela  histórica,  apar- 
tándose sin  embargo  mas  ó  menos  de  ella  los  que  defien- 
den el  opuesto  sistema  filosófico. 

De  esta  cuestión  se  derira  otra  de  muy  alta  importancia 
para  Alemania  é  Inglaterra ;  la  de  codificación ,  que  entre 
nosotros  carece  de  interés  en  cuanto  á  la  práctica ,  porque 
nuestro  derecho  civil  no  es  consuetudinario,  sino  que  está 
codificado  según  el  principio  clasificador  de  la  jurisprudencia 
de  Roma.  T  siendo  el  derecho  administrativo  una  rama  cola- 
teral del  derecho  civil ,  y  debiendo  verse  en  el  estudio  del 
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uDo  el  complemento  del  otro,  el  rigor  lógico  exige  aplicar  & 
la  exposición  y  ensefianza  del  primero  ignal  método  que  se 
obserra  ea  el  segando,  dando  asi  á  toda  la  jurisprudencia 
patria  formas  análogas  y  proclamando  la  unidad  de  sistema. 

ftlS.— Tres  serfcn,  por  tanto,  los  objetos  del  derecho  ad- 
mioislrativo »  &  saber,  penónos,  cosas  y  juicios.  Examínense 
cnanto  s^  quiera  las  leyes  de  la  administración ,  analícense 
sos  actos ,  meditense  sns  providencias,  siempre  aparecer&n 
inflnyendo  en  las  personas  ó  en  las  cosas,  aunque  en  último 
resoltado  terminará  su  acción  en  las  primeras,  porque  omne 
jus  circa  personas  versatur.  Los  juicios  son  fórmalas  para  apli- 
car el  derecho,  y  de  consigníente  medios  de  influir  ya  en  laa 
personas,  ya  en  las  cosas. 

1^94.— Quien  gobierna  ejerce  derechos  y  contrae  obliga^ 
ciones  á  las  cuales  son  correlativas  otras  obligaciones  y 
otros  derechos  por  parte  de  los  gobernados.  En  la  adminis- 
tración se  personifica  la  sociedad ,  y  esta  no  existe  sino  me- 
diante el  cambio  reciproco  de  servicios  entre  el  principe  y 
loa  súbditoisr. 

Deberes  y  derechos  de  la  administración  relativamente  k 
las  personas ;  deberes  y  deitahos  de  la  administracioa  res-r 
pecto  k  las  cosas,  y  la  jnrisdiccion  administrativa  como 
fuerza  regaladora  de  toda  autoridad,  serán  el  objeto  de  nues- 
tros estudios  sucesivos. 

CAPÍTULO  n. 

Be  1m  iienanas  y  de  mum  relaeieneti  generales 

eon  1»  adminUiiraetoii. 

9 
• 

575: — Materia  admioistrativa.  personas. 

576.— BbiSuoioa  entre  personas  578.— Primer  deber  general ,   la 
y  cosas.  conservación  de  los  indi- 

577.^Gla8iflcacion  de  los  dere-  vidnos. 

chos  y  deberes  adnünis-  579. — Método  que  exige  el  dea- 
traiivos  con  respecto  á  las  arrollo  de  este  priocipio. 

^^  • 

696.— El  hombre  y  el  mundo  exterior  en  sus  relaciones 
4e  interés  páblif  o  componen  la  materia  administrativa ,  y 
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éetáró  de  este  inmenso  circilo  se  ejareita  la  acÜTÍdad  éel 
gobierno. 

69e. — Generatmenie  es  elara  la  desewejan^a  aotre  eiU» 
dos  objetos  del  derecho  administratívo ;  mas  sucede  aigniiaa 
veces  ligarse  con  nodos  tan  estrechos  las  coaas  á  lae  perso- 
nas ,  qne  ofrece  dificultad  olasifiear  ciertos  actos  de  la  ad« 
rainislracion  de  orden  misto.  El  lenguaje  económico  y  asn 
el  vulgar  reconocen  la  fortaleza  de  semejantes  tIucuIos,  cuan* 
do  llaman  á  los  artículos  de  primera  necesidad  en  la  vida  iub- 
sist€nciés^  y  con  mas  exactitud  todavia  nmüas  de  amíeneia. 
Para  obviar  estos  inconvenientes  de  método  deberemos 
trazar  usa  Uaea  divisoria  bien  marcada  y  profanda  entre  les 
dos  campos,  asentando  la  regla  que  corresponden  á  la  primO" 
ra  ciase  aquellos  actos  en  los  cuales  aparecen  las  peisonas 
como  objeto  inmediato  y  directo  del  poder  administrativo ;  y 
al  segundo  aquellos  otros  en  que  los  hombres  están  interesa*- 
dos  á  cottsecoenoia  de  sus  relaciones  intimas  con  las  cosast  4 
por  su  coaiidad  de  poseedores  6  propietarios» 

699.— Hay  deberes  y  derechos  administrativos  generales 
6  comunes  á  todos  los  individuos  de  la  sociedad  política,  cual- 
quiera  que  sea  su  condición ,  y  otros  hay  particolaffes  6  aná- 
logos al  estado  de  las  personas.  Los  primeros  son  absolutos; 
ios  segundos  relativos.  Unos  y  otros  se  refieren  á  la  sonieroé* 
cton  ó  á  la  perfección  de  las  personas,  porque  siendo  el  fia  de 
toda  asociación  política  el  desarrollo  del  individuo  en  la  socie- 
dad, todos  los  actos  administrativos  ooii  respecto  al  hombre 
deben  proponerse  alguno  de  dichos  objetos. 

&9S.— El  primer  deber  general  de  la  admíoistraeion  hada 
las  personas  es  velar  por  su  conservación  ó  proteger  la  vida 
de  los  administrados,  alejando  los  peligros  que  pueden  ame- 
nazarla ó  destruirla ,  asi  como  es  un  derecho  de  los  admU 
nistrados  exigir  de  la  administración  actos  protectores  de  su 
existencia* 

699.— Tres  causas  comprometen  la  vida  del  hombre  en  la 
sociedad  á  lált  cuales  puede  la  administración  poner  remedio 
total  ó  parcial,  á  saber:  la  escasez  de  mantenimientos,  lá  in- 
salvbndad  pública  y  la  falta  de  Mtín  interior :  tres  saráOt 
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por  tanto,  los  tratados  que  ttalarabneate  se  ofrecen  los  pri<- 
merosá  nuestro  examen,  á  saber,  la  policfa  de  subsisten* 
cias ,  la  poüeia  sanitaria  y  la  polieia  de  seguridad. 

Mas  como  antes  de  procurar  la  conservación  de  las  per- 
senas,  conviene  asegurarse  de  su  existencia  ó  comprobar- 
la de  una  manera  oficial,  abriendo  registros  ^n  donde  conste 
de  una  manera  auléatiea  y  aolemne  quer  el  hombre  vive  para 
la  sociedad  y  perteneoe  á  eiefta  categoria,  si  ba  de  gozar  de^ 
los  fueros  inherentes  &  aa  estado  ó  condición ,  coasideramoa 
como  necesaria  introduecioa  k  estas  materias  ó  com»  doctrina 
preliminar  la  exposición  de  nuestro  derecho  adninislxativo 
en  ponto  á  registro  civil. 

SECCIOM  PRIIDBBA. 

CAPÍTULO  ni. 

Bel    resiitro    Hvril. 

580.-*TiDportaBcia  do  la  pobk-  584.—- Eocistro  cif il  á  príDcipio» 

cion.  del  siglo. 

581.— r^ecesidad  de  los  censos.  583. — ^Reformas. 

582. — Los  actos  cifites  se  coofao-  58S.— Ststeflia  vigeote. 

dieres  con  losados  reli-  587. — Medidas  coactivas. 

giosos.  588. — Diferencias  entre  el  re^is- 
581. — La  administración  revindi-  tro  eclesiástico  y  el  civil. 

cd  sos  dereehosw 

ftS0.-«-«La  ciudad ,  decía  Augusto  á  los  romanos ,  no  la 
componen  las  casas,  ni  los  pórticos,  ni  las  plazas;  son  loa 
hombres  quienes  constituyen  la  ciadad.»  La  población  tie- 
ne la  mayor  importancia  á  los  ojos  del  gobierno ,  porque  no 
hay  derechos  ni  deberes  administrativos  sin  titulo  de  ciada-* 
daño ,  como  no  hay  vínculos  de  sociedad  donde  no  existen 
una  vida  común  é  intereses  recíprocos.  La  administración 
cuenta  los  miembros  del  estado  y  los  ordena  por  clases,  por- 
que cada  individuo  que  nace  le  impone  obligaciones  anevas» 
cada  nno  qae  muere  desata  con  los  lazsos  de  la  vida  los  de  la 
sociedad^  y  siempre  que  el  hombre  cambia  de  condíoioa  entra 
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en  distinta  esfera  y  sas  relaciones  con  el  poder  se  modifican 
y  transforman. 

581  .^Otras  graves  consideraciones  obligan  á  la  aniorídad 
á  seguir  el  movimiento  de  la  población,  á  formar  nn  censo  de 
los  habitantes  y  á  clasificar  las  personas  por  sexos ,  por  eda* 
des  y  por  razoade  sa  estado  politice  y  civil.  En  primer  lu« 
gar » ast  como  para  imponer  una  contribución  es  preciso  em« 
pezar  formando  la  estadfstica  de  la  riqueza  y  conociendo  la 
materia  contribuyente,  así  también  para  cumplir  la  adminis* 
tracíon  con  sus  deberes  con  respecto  á  las  personas  ó  repar* 
tir  equitativamente  las  cargas  y  los  beneficios  entre  ellas,  de* 
be  comenzar  averiguando  el  número  y  la  categoría,  ó  la  can* 
tidad  y  la  calidad  de  la  población. 

En  segundo  lugar,  el  incremento  ó  decremento  de  lá  po- 
blación es  un  barómetro  seguro  de  la  prosperidad  pública, 
porque  si  no  siempre  el  aumento  de  habitantes  supone  un  pro- 
greso proporcional  en  la  felicidad  de  los  pueblos,  por  lo  me- 
nos es  una  verdad  eterna  que  sin  medios  de  existencia,  sin 
cierto  grado  de  abundancia  de  articules  necesarios  k  la  vida, 
la  población,  en  vez  de  crecer,  menguaría ,  ya  porque  la  ley 
de  los  nacimientos  caminaría  con  suma  lentitud  disminu* 
yendo  el  número  de  matrimonios ,  y  ya  porque  el  exceso  de 
la  miseria  precipitaría  en  la  tumba  á  millares  de  hombres 
gastados  antes  de  tiempo  por  crueles  privaciones  y  victimas 
de  una  precoz  ancianidad,  ó  porque  las  débiles  generaciones 
que  viniesen  al  mundo,  apenas  nacidas,  caerían  lastimosa- 
mente segadas  en  flor  y  pasarían  en  breves  instantes  desde  la 
cuna  al  sepulcro. 

599.— Cuando  los  derechos  del  sacerdocio  y  del  imperio 
no  estaban  bien  dealindados,  todos  los  actos  civiles  se  consi- 
deraban como  actos  religiosos  que  el  p&rroco  registraba  en  sos 
libros  á  los  cuales  debía  acudir  la  administración  para  com- 
probar la  edad  ó  el  estado  de  las  personas.  El  nacimiento  no 
constaba  sino  por  el  bautismo,  ni  el  matrimonio  sino  por  la 
bendición  nupcial,  ni  el  óbito  sino  por  la  sepultura  eclesiás-* 
tica.  En  suma,  el  ciudadano  y  el  cristiano  eran  una  cosa  mis* 
ma,  el  estado  civil  y  el  religioso  se  confundían,  el  sacerdole  y 
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el  magistrado  consUlaian  una  sola  aatorídad.  Tan  encar aado 
estaba  en  las  costumbres  este  priueipio  de  coafusioo,  que  el 
solo  inteoto  de  separar  lo  sagrado  de  lo  profano  esclarecien- 
do y  desliadaodo  los  derechos  de  la  sociedad  y  de  la  Iglesia, 
bttbíérase  calificado  de  impiedad;  y  sin  embargo,  el  bómbre 
tiene  dos. patrias,  la  religión  y  el  estado,  y  ambas  le  reciben 
en  las  puertas  de  la  vida,  y  le  acompafian  hasta  pisar  los  um^ 
brales  de  la  muerle. 

i^9S.^Ni  la  dignidad  de  la  administración ,  ni  el  bien  pu- 
blico podían  consentir  que  el  clero  fuese  por  mas  tiempo  ex* 
elttsifo  depositario  dé  las  noticias  comprobantes  del  movi* 
miento  de  la  población  y  del  estado  de.  las  personas*  La  ig- 
norancia unas  veces ,  el  descuido  otras  y  la  falta  de  una  res- 
ponsabilidad efectiva  para  con  el  gobierno  siempre ,  eran  las 
causas  mas  frecuentes  de  la  poca  exactitud  con  que  solían 
llevarse  los  libros  parroquiales,  de  cuyas  faltas  y  abusos  re- 
sultaba que  la  administración  estuviese  á  merced  del  clero 
en  tan  vital  asunto,  que  la  paz  de  las  familias  peligrase  y  los 
derechos  personales  se  hallasen  comprometidos. 

éM.'-'-Ta  en  una  época  lejana  se  reconoció  esta  necesi- 
dad y  se  procuró  remediarla  dictando,  varias  providencias  las 
cuales,  aunque  con  las  variaciones  oportunas  para  facilitar'su 
ejecución  y  ponerlas  en  armonía  con  las  instituciones  moder^ 
ñas,  hállanse  todavía  vigentes  (4).  Posteriormente  se  encargó 
á  los  alcaldes  que  anotasen  en  diferentes  libros  los  nacidos, 
casados  y  muertos  y  también  los  expósitos  de  sos  respectivos 
territorios ,  custodifcndose  estos  registros  en  el  archivo  del 
Ayuntamiento  y  remitiendo  al  gefe  político  de  la  provincia 
cada  tres  meses  un  extracto  de  su  resultado  confrontado  con 
los  libros  parroquiales  (S). 

ftS6. -^Restablecida  la  ley  de  3  de  febrero «  continuaron 
las  corporaciones  mnnidpales  con  el  deber  de  llevar  el  re- 
gistro civil ,  para  cnyo  exacto  cumplimiento  se  ha  manda- 

» 

(\)    Real  drdeDde  8  de  majo  de  1801.  * 

(2)  Real  decreto  de  23  de  julio  de  1835  para  el  arreglo  provi- 
sional de  los  A  vuotamieutos,  art.  36,  y  real  drdeo  de  13  de  enero  de 
1836. 
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do  qne  todas  las  personas  cabezas  de  casa ,  caalqiiieía  que 
faese  sa  clase,  condición,  fuero  ó  jarisdiceioa  diesen  parte 
al  Ayontamiento ,  bajo  la  malta  que  los  alcaldes  establecie- 
ren^ de  los  nacidos,  casados  y  muertos  que  ocurrieren  en  sos 
respectivas  familias  con  las  mismas  circnnstancias  qne  se 
exigen  para  los  libros  parroquiales,  debiéndolo  verificar  en 
el  térmiao  de  tres  días  ios  que  habitaren  en  los  pueblos  don^ 
de  residiese  la  autoridad  municipal,  y  denlKx>  de  ocho  los  qne 
vivieren  en  aldeas  6  caseríos  distantes  de  aquellos.  La  misma 
obligación  se  impuso  fc  los  conventos,  casas  de  venecables, 
hospitales  y  demás  establecimientos  de  beneficencia,  colegios 
ó  casas  de  educación  (4). 

ft9«.— Por  último,  el  sistema  vigente  en  4804  fué  resta^ 
Mecido  y  modificado  porta  moderna instroccion  sobre  regís* 
tro  civil  (2).  Mándase  en  ella  que  los  arzobispos ,  obispos, 
vicario  general  castrense  y  todos  los  que  ejercen  ona  ja* 
risdiccion  superior  eclesiásiica,  comuniquen  las  órdenes  com* 
potentes  á  los  superiores  de  los  conventos  no  suprimidos,  asi 
como  los  gefes  polítieos  á  los  directores,  rectores  4  adminis- 
tradores de  hospicios ,  hospitales,  casas  de  expósitos  y  de- 
más establecimientos  de  beneficencia»  para  que  en  los  fer- 
miliarios  de  sos  respectivos  libros  se  expresen  las  circnns- 
tancias que  determina^  asi  en  las  partidas  de  tyaotismo,  como 
en  las  de  casamiento  y  defunción. 

Los  párrocos  y  superiores  de  las  casas  de  beneficencia  de* 
ben  pasar  á  los  respectivos  Aynñtamientos  estados  numéricos 
por  trimestres  de  los  nacidos,  casados  y  muertos  en  sos  feli-^ 
gresías  d  establecimientos;  y  los  alcaldes  cuidan  bajo  sa  rea- 
ponsabilidad  de  exigir  esta  puntual  remisión  y  de  examinar 
ios  estados ,  con  facultad  de  ventilar  las  dadas  que  oc«rrio« 
ren,  comisionando  al  intento  á  no  eoneejal;  y  si  por  parte  de 
los  párrocos  6  superiores  se  faltase  4  dicha  puntualidad ,  los 
alcaldes  les  recordarán  de  oficio  su  deber,  mntes  de  dar  parle 
al  gefe  politice.     * . 

El  alcalde  compendia  los  estados  de  los  trimestres  en  un 

(1)  Real  órdeo  de  10  de  diciembre  de  1S36. 

(2)  Circular  de  1  .•  de  diciembre  de  1837. 
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realmea  eoá  arreglo  k  los  modelos  aprobados»  y  lo  remite 
preeísameate  en  el  mes  siguiente  al  recibo  de  los  datos  al  gefe 
politice»  y  este  forma  el  de  la  provincia  y  lo  eleva  al  ministe** 
río  de  la  Gobernación  dentro  de  otro  igaal  plato.  Asj  se  con- 
centran en  manos  del  gobierno  todos  los  resúmenes  parciales 
con  cuyo  conjunto  puede  ir  formando  un  censo  general  de 
población. 

La  Regencia  proTÍsiooal  del  reino  inculcó  la  observancia 
de  la  instrucción  citada,  y  dictó  algunas  providencias  relati* 
vas  á  establecer  la  nniformidad  y  corregir  la  inexactitud  de 
los  estados  trimestrales ,  pero  sin  modificar  aquella  legisla- 
ción (4). 

1(89. -«-Posteriormente  se  mandó  que  los  Ayuntamientos 
de  las  capitales,  de  las  cabezas  de  partido  y  de  todos  los  pae^ 
blos  cuyo  vecindario  excediese  de  quinientos  vecinos,  abrie- 
sen en  sus  respectivas  secretarias  ua  registro  civil  de  naci- 
dos, casados  y  muertos  dentro  de  su  término  jurisdiccional, 
tomando  por  modelo  el  de  Madrid.  A  fin  de  lograr  la  mayor 
exactitud  en  las  noticias  dispuso  el  gobierno  que  los  párro- 
cos no  pudiesen  bautizar  ni  sepultar  á  nadie,  sin  que  se  les 
presentase  papeleta  del  encargado  de  llevar  el  registro  civil 
en  que  constase  estar  sentada  en  él  la  partida  de  nacimiento 
ó  defunción,  y  con  respecto  á  matrimonios,  se  imponfa  á  los 
párrocos  la  obligación  de  dar  parte  circunstanciado  de  los 
que  celebrasen  cada  día  dentro  de  las  veinticuatro  horas  si- 
guientes (2}.  Mas  considerando  S.  MJos  graves  inconvenien- 
tes anejos  á  la  ejecución  de  estas  disposiciones,  fueron  dero^- 
gadis  conmutando  este  medio  excesivamente  severo  y  poco 
piadoso  de  averiguación,  en  el  deber  impuesto  á  los  párrocos 
de  remitir  un  estado  mensual  de  los  nacidos,  casados  y  muer- 
tos en  cada  feligresía  durante  dicho  periodo  (3) ;  pero  rige  el 
decreto  citado  en  cnanto  á  los  pormenores  de  ejecución  y  á 
la  responsabilidad  de  los  alcaldes  por  faltas  de  puntualidad  y 
exactitud. 

(1)    Otdon  de  la  Aegentfia  de  Si  de  ooviembre  de  1S40. 
(S)    Decreto  de  la  Begeacia  de  24  de  enero  de  184 1 . 
(3)    Real  orden  de  24  de  majo  de  1 845. 
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58».— Hay,  pues,  dos  registros,  el  eclesiástico  y  el  cítí): 
en  el  primero  ejerce  el  gobierno  una  íatervencioa  iadírecta, 
TÍgiJando  la  manera  de  llevar  los  libros  parroquiales  y  dio* 
^tando  reglas  uniformes  á  que  se  sujeten,  porque  la  puntua- 
lidad y  la  exactitud  de  las  partidas  interesan ,  no  solo  á 
la  tranquilidad  de  las  conciencias,  sino  también  al  estado  de 
las  familias.  El  segundo  no  es  negocio  de  orden  misto;  es 
puramente  civil  y  por  lo  mismo  de  la  exclusiva  competencia 
de  las  autoridades  administrativas. 

CAPÍTULO  IV. 

De  las  flulMlsteitctas  pAblIcML 

589. — Subsistencias.  597.— Probibieion  de  ezpbrtar. 

690.— Polída  de  abastos.  598. — Permiso  de  importar. 

591.— Medios  de   proporcionar  599 — Acopios. 

sabsistencias.  600.— Oríseo  de  los  pdsitos. 

«'(93.— Sistema  de  estimular  el  in-  60t. — Su  decadencia. 

teres  privado.  602. — Su  admioistracioD. 

593.— Dismioucioa  ó  supresión  603.— Puntos  que  comprende. 

de  los  derechos  de  con-  604. -^Existencias.* 

sumo.  605. — Socorros. 

594.— Prima  á  los  especuladores.  606.— Reintegro. 

595. — Sistema   de   intervención  607.— Contabilidad. 

directa  del  gobierno.  608.— Medios  extraordinarios  de 
596.— Trabajo  á  las  clases  me-  abutecer  á  ios  pueblos. 

nesLerosas. 

l(89.— No  son  los  particulares  quienes  deben  vivir  á 
cuenta  del  estado,  sino  el  estado  quien  debe  subsistir  k  ex- 
pensas de  los  particulares,  porque  no  bay  otra  fortuna  pú- 
blica que  la  suma  ó  agregado  de  las  fortunas  privadas,  ni 
otro  fondo  de  consumos  que  la  riqueza  individual.  Has  al  ha- 
blar de  esta  materia,  establecemos  una  gran  diferencia  entre 
el  estado  normal  de  las  naciones  y  un  momento  de  crisis  pa- 
sajera: entre  la  actividad  del  trabajo  libre  y  los  esfuerzos  del 
gobierno  por  colmar  el  vacio  accidental  de  los  mantenimien- 
tos ;  y  en  suma ,  no  entendemos  lo  mismo  por  abundancia  que 
por  subsistencias. 

Por  subsistencias  signiGcamos  aqni  lo  extrictamente  ne- 
cesario para  alimentar  á  un  pueblo  ó  nación  en  una  época 
dada,  y  no  queremos  decir  la  copia  y  seguridad  de  las  sub- 
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sísteneias  mismas,  paes  eso  ya  seria  abaadaocia.  Subsisiea* 
eías  son  los  amigaos  abastos^  y  sa  policía  las  medidas  que 
laadministracioQ  dicta  encaminadas  á  evitar  la  escasez  y  la 
carestía  momentáneas  de  los  objetos  de  uso  mas  frecuente  en 
la  ?ida.  No  se  trata  de  aquella  acción  indirecta  que  el  go^t 
bierno  ejerce  para  promover  la  constante  abundancia,  remo«* 
Tiendo  los  obstáculos  que  paralizan  el  desarrollo  del  interés 
individual,  y  protegiendo  y  oscilando  la  libertad  de  indus* 
tria  y  de  comercio;  sino  de  otra  intervención  directa  que  la 
sociedad  reclama  en  épocas  azarosas,  cuando  la  aquejan  ó  se 
temen  los  males  de  una  crisis  económica  ó  el  azote  de  las  ca- 
lamidades públicas. 

tt^O.— En  otro  tiempo  la  policía  de  los  abastos  era  de  al- 
ta importancia,  la  legislación  minuciosa  el  primer  deber 
de  los  magistrados  procurar  no  faltase  la  provisión  de  los  ar« 
tieulos  qm  todo  pueblo  necesita  para  su  sustento.  Fiábase 
moy  poco  del  interés  individual,  y  asi  la  administración  ve-* 
jaba  y  oprimía  interviniendo  á  cada  paso,  ya  con  profaibioio* 
aes  y  permisos,  ya  con  tasas  y  posturas.  Hoy  la  administra- 
ción abandonad  campo  al  interés  particular,  y  los  pueblos 
se  hallan  mejor  servidos;  pero  sin  embargo,  ocurren  acaso 
tales  circunstancias  que  reclaman  la  acción  extraordinaria 
del  gobierno  ó  su  influjo  mas  ¿  menos  inmediato  y  decisivo 
en  punto  á  subsistencias. 

tt9i.  —  Dos  sistemas  puede  emplear  la  administración 
para  velar  sobre  la  provisión  de  los  pueblos  dentro  de  los 
limites  de  la  policía  de  subsistencias:  primero  escitar  aun 
mas  el  interés  privado,  alzando  las  trabas  que  la  legislación 
económica  ó  fiscal  pusiere  todavía  á  la  libre  circulación  de 
los  artículos  de  primera  necesidad;  y  segundo  suplir  momen- 
táneamente con  su  poder  la  flojedad  ó  la  inercia  de  los  es- 
fuerzos individuales,  mientras  no  desaparezcan  las  causas  ac- 
cidentales de  la  perturbación  de  los  mercados,  y  la  actividad 
libre  no  recobre  su  curso  sosegado  y  tranquilo. 

Mas  medios  hay  todavía  de  mitigar  los  rigores  de  la  es- 
casez y  de  la  carestía  de  las  subsistencias ;  pero  tienen,  ya  otro 
sello  y  otro  carácter:  son  socorros  públicos  y  actos  de  bene* 
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ficeocia  en  Tavor  de  algtnos  indtvidaí»  6  •claaes,  y  qoe  io* 
porta  no  confaadír  con  laa  medidas  de  policia  eacarntHadas 
á  proenrar  la  provisión  general  de  alimenloa. 

A#9.^Para  aviirar  el  esUnvIo  de  las  gaoanctaa  y  desear* 
gar  el  gobierno  sn  tarea  en  el  celo  inquieto  del  interés  indi^ 
conviene  recurrir  i  alguna  de  estas  provideneias: 
i.*-  I.  AtMijar  ó  suprimir  enteramente  ios  derechos 
de  introducción  ó  de  consumo  impuestos  á  los  artículos  de 
primera  necesidad.  -*-  Si  son  protectores  ¿qué  protección  pof 
verdadera  y  eficat  que  fuere,  debe  mostrarse  inflexible  para 
con  los  padecimientos  y  angustias  de  un  pueUo  escaso  de 
subsistencias?  Si  equivalen  á  contribuciones  ¿hay  por  ventu** 
ra  gravamen  mas  injnsto  é  irritante  que  el  que  pesa  sobre  tas 
clases  menesterosas ,  y  crece  en  proporción  qoe  la  miseria 
pública  va  en  aumento? 

Ctianda  el  mal  consistiere  en  la  carestía,  promaéviée  la 
baratufa;  si  radica  en  la  escasez,  foméntese  laabmdanm^ 
y  fiara  esto  redáscanse  bs  gastos  de  prodoccioo  y  olórgueae 
una  latitud  indefinida  al  comercio.  En  desapareciendo  lacrff 
sis  puede  la  administración,  si  lo  considera  necesario  ó  cea- 
veniente,  coartar  esta  libertad  mereantil  tan  absoluta  y  en- 
cerrarle dentro  de  sus  limites  antiguos;  pero  mientras  la  cues» 
tion  prúpffir  eitam  aparcEca  en  pié,  no  hay  motivo  bástanle 
poderoso  para  no  suspenderé  relajarla  legislacjon  económi- 
ca ó  6scal  establecida. 

Esta  doctrina  fué  aplicada  en  una  disposición  reciente  «a 
la  eual  el  gobierno  ha  declarado  exentos  de  todo  derceho  real, 
provincial  é  municipal,  y  de  lodo  arbitrio  ó  impuesto  de 
cualquiera  clase  ó  denominación  los  granos  y  semillas  alí«» 
mentimas  (4),  á  fin  de  evitar  la  carestía  de  subsistencias  qoe 
por  enlonces  empezaba  á  notarse;  y  en  otra  posterior  que 
manda  vuelvan  4  exigirse  en  todo  el  reino  ios  derechos  rea- 
les y  demls  impuestos  y  arbitrios  qoe  gravitaban  sobra  di** 
chos  artículos  (S),  en  atención  i  haber  desapareeido  las  can- 
sas de  aquellas  providencias  extraordluartas. 

(1)    Beal  orden  de  14  de  marzo  de  1817. 
(8)    Real  Orden  de  88  de  jnlio  de  1847. 
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tt^A.*  IL  Ofrecer  nna  prima  á  los  especuladores* -^Es- 
tas recompensas  ó  gratificaciones  pueden  servir  á  veces  pa* 
ra  atraer  las  subsistencias  á  un  punto  dado,  aumentando  el 
incentivo  de  las  ganancias.  Son  medios  artificiales  de  pro- 
curar el  abastecimiento  de  nn  pueblo  ó  nación,  de  utilidad 
relativa  y  de  transitoria  aplicación ;  pero  jamás  deben  eri- 
girse en  sistema  porque  son  muy  costosos,  están  sujetos  á 
fraude ,  empellan  á  los  capitales  y  al  trabajo  en  una  senda  pe* 
ligrosa  separándolos  de  su  dirección  natural ,  y  porque  por  si 
solos  son  ineficaces  6  insnficientes.  No  recordamos  ninguna 
dispostcioB  administrativa  de  este  género,  aunque  si  que  (sé 
indicada  por  el  gobierno  á  los  gefes  politicos ,  ^mo  remedio 
de  la  carestía  en  la  época  á  que  se  refieren  las  órdenes  an- 
teriores (4). 

^(•6. -^Cuando  el  gobierno  se  propone  influir  de  una  ma- 
nera mas  directa  en  el  abastecimiento  de  los  pueblos,  puede 
ejercer  este  influjo  de  los  modos  siguientes: 

9mm.^  1.  Facilitando  trabajo  á  las  clases  menesterosas.— 
Este  no  es  seguramente  un  medio  de  aumentar  en  el  instan* 
te  las  subsistencias ,  aunque  sí  de  bciHtar  su  adquisición  al 
gran  número  de  personas  que  viven  de  su  jornal.  Donde  hay 
empleo  útil  para  los  braeos,  hay  también  dinero,  y  dondf  la 
moneda  circulante  abunda,  no  escasean  los  artículos  de  pri* 
mera  necesidad ,  porque  el  comercio  libre  los  lleva  hacía  don- 
de mas  compradores  se  presentan  y  mejor  se  pagan. 

Osando  la  ocupación  es  productiva,  como  lo  son  todas  las 
obras  públicas,  entonces  hace  el  gobierno  un  doble  beneficio 
por  las  mejoras  materiales  que  proporciona  á  los  pueblos ,  y 
por  b  solicitud  paternal  con  que  mira  á  la  clase  obrera. 

Algunas  veces  es  también  una  necesidad  política  ofrecer 
trabajos  útiles  y  productivos  á  los  brazos  involuntariamente 
ociosos,  y  asf  lo  ha  comprendido  el  gobierno  en  varias  oca- 
siones (S). 

%B^.^  II.  Prohibir  la  exportación  de  los  artíentos  de  prí> 

(1)    Real  drdeode  l.<»de  mayo  de  1847. 
(8)    Reales  órdenes  de  9  de  junio  de  i847,  i2  de  abril  de  1848,  y 
otras. 
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mera  necesidad.— Si  la  prohibición  es  rigorosa,  sa  efecla se- 
rá estancar  las  subsistencias  en  los  mercados  nacionales  y 
detener  el  alza  de  sos.  precios.  Esta  providencia  no  debe  dic- 
tarse sino  bajo  las  condiciones  signíentes: 

h  Que  la  escasez  sea  verdadera  y  no  imaginaria,  locaat 
no  siempre  es  fácil  distinguir,  porque  el  terror  pánico  del 
hambre  en  todos  tiempos  ha  impresionado  vivamente  4  los 
pneblos;  y  por  eso  mismo,  antes  de  cerrar  las  puertas  á  los 
artículos  de  primera  necesidad,  conviene  reunir  datos  y  no* 
ticias  acerca  de  sus  existencias  en  toda  la  nación,  de  las  can- 
tidades que  se  extraen  y  del  estado  general  de  los  pueblos 
vecinos  en  pjinto  á  mantenimientos  (4). 

II.  Que  la  escasez  sea  general  ó  casi  general  en  los  mer- 
cados extranjeros  mas  inmediatos,  y  el  desnivelde  los  prer 
cios  interiores  y  exteriores  tanto,  que  deba  abrigarse  al  pru- 
dente recelo  de  que  el  movimiento  espontáneo  del  comercio 
precipitará  la  exportación,  y  disminuirá  las  reservas  hasta  el 
punto  de  no  bastar  las  existencias  ciertas  ó  probables  para 
el  propio  consumo. 

III.  Que  no  existan  causas  artificiales  de  escasez  ó  ca- 
restía, como  trabas  al  comercio,  dificultad  de  transportes, 
im|Qestos  onerosos,  reprobados  monopolios  y  otras  seme- 
jantes. 

IV.  Que  el  gobierno  haya  tentado  antes  otros  medios 
mas  suaves  de  abastecer  á  los  pueblos,  considerando  que  la 
prohibición  de  exportar  es  un  recurso  extremo  y  un  remedio 
peligroso,  pues  si  bien  empleado  aliviará  el  dolor  de  la  esca- 
sez y  de  la  carestía  de  las  subsistencias,  aplicado  sin  discrec- 
cion  agravará  el  mal,  porque  impidiendo  la  salida  de  los  pro- 
ductos existentes,  pudiera  llegarse  hasta  secar  la  fuente  mis- 
ma de  la  producción. 

«Antes  de  dictar  tan  extremadas  resoliicione%(dice  el  go- 
bierno), el  gefe  de  una  provincia  encargado  de  la  poiicia  de 
las  subsistencias,  debe  adoptar  en  caso  de  penuria  otras  me- 
didas que,  sin  estar  fundadas  en  prohibiciones  y  restriccio- 

(1)    Real  orden  circoUrda  11  de  febrero  de  1847. 
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Bes  que  aniqnilaD  el  comercio,  soeorreo  la  necesidad  locar 
ytraiMítoría  prodacida  por  la  carestía  de  graoos;  ya  ilus- 
trando á  sos  administrados  sobre  la  necesidad  de  comprar 
mas  caro  el  pan  en  los  años  de  escasez,  so  pena  de  anmeo- 
lar  y  hacer  mayores  y  permanentes  las  escaseces  y  miserias 
para  lo  fotnro,  sí  por  abaratarlo  se  dictan  providencias  que 
agoten  las  fuentes  productivas,  entre  las  cuales  es  una  de  las 
principales  el  tráfico  interior;  ya  procurando  trabajo  á  las  cla^ 
aes  menesterosas;  ya  promoviendo  obras  públicas;  ya  esci- 
taado  el  celo  de  los  pudientes  por  medio  de  suscripciones 
hftcia  el  socorro  de  sus  convecinos;  ya  vigilando  los  merca- 
dos para  evitar  el  monopolio  que  tenga  por  mira  hacer  subir 
el  precio  de  los  objetos  de  primera  necesidad;  ya  destruyen- 
do toda  gabela  ó  imposición  que  los  encarezca;  ya  presen- 
tando en  el  mercado  trigos  procedentes  de  los  pósitos  á  mas 
bajo  precio  que  el  ordinario  para  establecer  una  saludable 
concnrreooia;  ya  destinando  cantidades  en  metálico  para  que 
los  panaderos  poedan  ejercer  su  industria  i  mas  bajo  pre- 
cio» (4).  Tal  es  nuestra  jurisprudencia  administrativa  en  este 
panto. 

T.  T  por  último,  que  disipados  los  temores  de  escasez  y' 
carestía,  vuelva  el  tráfico  de  las  subsistencias  á  su  estado 
normal,  y  se  restituya  á  la  agricultura  y  al  comercio  toda  la 
libertad  de  acción  que  de  justicia  se  les  debe  y  de  la  cual, 
solo  en  circunstancias  extraordinarias,  pueden  ser  priva- 
dos (9). 

tt99. —  III.  Permitirla  importación  de  los  objetos  de  ge- 
neral consnmo,si  estuviere  ordinariamente  prohibida.— So- 
lo el  comercio  exterior  puede  llenar  los  huecos  de  ta  produc- 
ción interior.  Estos  permisos  suelen  ser  temporales  y  los  otor- 
ga la  administracioh  ora  por  un  plazo  cierto,  ora  durante  un 
término  indefinido ,  porque  siendo  la  relajación  de  las  leyes- 
económicas  establecidas,  tanto  debe  dnrarsn  suspensión, 
cuanto  las  circunstancias  que  la  motivan. 

También  hizo  el  gobierno  uso  de  esta  facultad  en  la  épo* 

(1)    Baal  drden  circular  de  l.^demayode  1S47. 
(9).    Real  drden  de  23  de  julio  de  1 847. 
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ea  dt  penaría  á  que  hemos  aludido;  pero  fue  solameaie  osa 
medida  de  pareíal  aplicación  i  las  provincias  donde  mas  ame- 
nazaban la  escasez  ó  la  carestía  de  las  subsistencias  (4 ),  y  mi 
régimen  verdaderamente  transitorio  y  escepcional  (2). 

B9B.  —  IV.  Formar  acopios  de  artículos  de  primera  ne^ 
cesidad  ffor  cuenta  déla  administración. — Este  sistema ea 
antiquísimo  en  Espafia  en  donde  cojiocemos  los  establecí* 
mientos  destinados  á  dicho  servicio  público  con  el  nombre  de 
pósitos.  Verdad  que  el  objeto  de  los  pósitos  no  es  solamente 
remediar  la  falta  de  subsistencias,  pues  además  prestan  gia* 
no  á  los  labradores  para  la  siembra;  pero  nosotros  hablare «• 
mos  aquí  de  ellos,  porque  no  tanto  es  una  iastitueion  seme- 
jante á  un  banco  agrícola,  cuanto  un  simple  repuesto  é  foB* 
do  de  reserva  consistente  en  especies  alimenticias,  el  cual  se 
forma  en  ¿pocas  de  abundancia  y  baratura  para  combatir  las 
eventuales  escaseces  y  carestías.  Tampoco  deben  ser  coasi'» 
derados  como  remedios  accidentales  ó  medidas  de  eircima- 
tancias,  sino  como  instituciones  pelrmameates  bijas  de  mi 
sentimiento  de  previsión. 

•oo.— Es  incierto  el  origen  de  los  pósitos:  la  primera  ley 
que  á  ellos  se  refiere  es  del  tiempo  de  Felipe  11.  DeUeroft  so 
principio  á  convenios  entre  los  vecinos  de  ios  pueblos  los 
roas,  y  algunos  á  fundaciones  piadosas,  por  ejemplo,  los  da 
Toledo,  Alcalá  y  otros  que  ha  creado  á  sus  expensas  d  carde^ 
nal  Jiménez  de  Cisneros.  La  necesidad  de  combatir  la  peao- 
ria  que  antes  experimentaban  los  pueblos  con  frecuencia,  ya 
porque  las  cosechas  de  nuestro  suelo  no  atcaizasen  para  ei 
consumo  interior,  ya  porque  la  indiscreta  policía  da  los  abas- 
tos  públicos,  en  vez  de  procurar  la  abundancia,  atrajese  la  es« 
caséz,  sugirió  este  buen  pensamiento  que  fué  generaUneola 
imitado  en  todo  el  reino.  Sígnese  de  aqui,  que  conforme  la 
agricultura  fuere  prosperando,  y  á  medida  que  hs  verdades 
económicas  vayan  ejerciendo  mas  poderoso  influjo  en  la  ad-> 
ministracion,  la  utilidad  de  los  pósitos,  coaio  graneros  públi* 
eos  ó  reservas  de  provisiones,  irá  en  progresiva  deeadeacia, 

(1)  Real  drden  de  3  de  mavo  de  1847. 

(2)  Real  drdeo  de  S3  de  jaíio  de  1847. 
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y  al  £a  acabará  por  perder  eateraasatte  eale  carteler,  y  m 
hmm  cada  reí  ñas  orgenle  reorgañarlos  ó  BiBtUairlos  coa 
QÉDC  ▼«daderts  baaoas-  agrícolas  r  atgua  ya  ae  ba  ieieeiado^ 
aunque  en  vano  hasta  ahora. 

0#i«^Á  finea  del  siglo  paaado  y  enlrado  ya  el  présen- 
le, ne  heaUodio  el  preéocto  de  las  realas  para  cubrir  las  wt^ 
gaa  erdínerise  y  eziraordiaarias  del  erario,  acepló  el  gsliíer* 
ne  las  ofisrlas  que  varias  justicias  y  juntas  de  pósitos  le  hi- 
cieron de  sus  fondos,  y  mandfr  exigir  el  veinte  por  ciento  en 
granee  y  dinero  (4);  y  poco  después  se  les  exigió. la  tercera 
parte  aunque  est  calidad  de  préslamo,  para  atender  i  las 
provisícÉes  del  CfórciAo  y  de  la  armada  (9). 

Con  estas  exacciones  ruinosas  y  con  lo»  abusos  que  en  la 
admioialraciiMi  de  loe  páeiles  se  inlroduíeron  á  la  sombra  de 
las  guerraa  civiles  y  extranjerae  qne  se  han  sucedido ,  He-* 
gaieo  aquellos  montes  de  socorro  i  su  mayor  grado  de  pos- 
tración y  abatimiento. 

••9.— El  gobierno  de  los  pósitos  estuvo  al  principie  al 
eeidado  de  juntas  especiales  oonriiradas  por  los  iateressdos 
■MBUMS  6  por  los  Ayentamientes;  pero  reconociendo  la  ad- 
ministración la  necesidad  de  qeKMr  su  derecho  de  suprema 
iaspeeeion  y  vtgilanoía^  eacargó  al  Coasejede  Castilla  la  di- 
reccien  superior  de  este  raiM  en  4608.  Una  corperacica  tan 
nnmeroea  y  revestida  con  tan  latas  facultades,  era  may  poco  i 
ptcpósito  para  administrar:  la  experiencia  acreditó  su  diescai* 
do  ó  su  incapacidad,  y  pasaren  dichos  eslabledmienles  al  mi«- 
nisterio  de  Gracia  y  JosAicia  ea  47M .  Una  eontaduria  espe*> 
eial  enlendia  en  todo  lo  gubernativo ,  y  nna  subdelegacíoo  co* 
nocla  de  lo  judicial  que  en  tos  pueblos  eétaba  encemendade 
É  tos  corregidores  ó  alcaldes  mayores. 

Volvieron  los  pósiles  al  Consejo  de  GastUla ;  las  oórtes  de 
CAdis  eonfiereasu  admíaielracion  á  lee  autoridades  provin- 
ciales; ea  4644  teraaroa  á  su  antiguo  estado ;  en  4848  creó- 
se una  superintendencia  general  de  pósito  agregada  al  mi- 
nisterio de  Gracia  y  Justicia ;  fué  suprimida  en  4820  resta- 

(1)  Real  decreto  de  17  demtrsode  1799. 

(2)  Real  decreto  de  S  de  nano  de  1891 . 
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bleciéndose  el  régime&  administrativo  de  4848;  reapareció 
la  autoridad  del  superioteodeate  en  48t3,  y  en  483880  agre- 
gó definitivamente  el  ramo  de  póeílos  al  noevo  miníalerío  dd 
Fomento,  y  hoy  subsiste  en  el  de  Gobernación. 

Esto  en  cuanto  &  la  administración  aaperíor:  la  innodKa» 
ta  corresponde  á  la  autoridad  local ,  si  ios  pósitos  sos  reales» 
porque  según  la  ley ,  pertenece  á  los  Ayontamientos  aeariar 
sobre  la  repartición  de  los  granos  de  pósitos,  y  la  adminis- 
tración y  fomento  de  dichos  establecimientos  (4). 

Los  alcaldes  ejercen  una  acción  directa  y  tienen  noa  in- 
mediata intervención  en  la  administración  de  ios  pósitos: 

4 .  Como  ejecutores  de  todos  Iqs  acoerdos  y  deiiberaeio- 
nes  de  los  Ayuntamientos. 

2.  Como  encargados  de  dirigir  todos  los  estableeímien- 
tos  municipales  sostenidos  con  los  fondos  del  común. 

3.  Como  encargados  también  de  velar  sobre  el  buen  des* 
empeño  de  los  administradores  y  empleados  en  la  recauda- 
ción ó  intervención  de  los  fondos  comunes. 

Por  manera  que  en  los  Ayuntamientos  reside  la  potes* 
tad  reglamentaria  en  materia  de  pósitos,  y  álos  alcslto 
compelen  las  atribuciones  activas. 

Los  gefes  políticos  participaban  también  ceu  el  caricter 
de  aatorídades  superiores  del  gobierno  de  los  pósitos,  por 
cuanto  entra  en  el  número  de  sus  facultades  vigilar  é  ins- 
peccionar todos  los  ramos  de  la  administración  comprendi- 
dos en  el  territorio  de  su  mando,  y  los  establecimientos  que 
de  ellos  dependen  (3) ;  pero  es  de  advertir  que  deben  oir 
previamente  á  las  Juntas  provinciales  de  Agricultura,  pues 
son  su  consejo  obligado  en  esta  materia  (3). 

Si  los  pósitos  fueren  pies  ó  de  fundación  particular,  ad* 
ministran  sus  legitimes  patronos,  limitándose  la  interven- 
ción del  gobierno  k  ejercer  un  simple  derecho  de  protecto- 
rado ó  tutela ,  encaminado  k  que  la  voluntad  del  fundador  sea 
cumplida,  pues  tal  es  la  jurisprudencia  común  ¿  todas  las 

(1)    Ley  de  8  de  enero  de  t845,  art.  80,  §  5. 

(S)    Ley  de  2  de  abril  de  1845,  art.  4,  §.  7. 

(3)    Real  decreto  de  7  de  abrü  de  tS48,  ^rt.  10,  §  1. 
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fimdaoioMs  ó  esUbleeimieatoB  que ,  bí  bien  sqd  de  oiigen 
privado  vtttieiMen  intereses  eoleetivos. 

Los  negeeios  eontenciosos  del  ramo  de  pósitos  están  su* 
jetos  á  la  jnrisdiocion  ordinaria  (4 ).  iS' 

•••^«-Bn  la  ndmínistraeion  de  los  pósitos  deben  consi- 
dorarse conlro  pontos  principales,  á  saber:  4.*  la  costodia 
de  los  granos  y  cándales;  2.*  el  método  de  distribuir  los  so- 
corros; 3.^  el  reintegro  de  los  anticipos,  y  i.^  la  contabi* 
lidad. 

••4.—  I.  De  las  eristeocias  w  melilico  ó  especies  per<^ 
tenecientes  i  Ips  pósitos,  asi  como  de  todo  enante  se  recae- 
de,  debe  hacerse  cargo  nn  depositario  nomforadopor  el  Ayaih 
tamíenlo.  ¥nas  y  otras  deben  estar  cerradas-  en  parage  seguro 
y  bajo  tres  Hafes  distintas  qne  tienen  et  alcaMe,  el  regidor 
iodiTidno  de  la  junta  y  cK  mismo  depositario.  Hay  dos  libros 
de  asiento  para  la  entrada  y  salida  de  caudales,  y  otros  dos 
pata  llevar  la  cuenta  y  raion  de  los*  granos:  estos  41  timos  se 
depositan  en  otra  arca  dé  tres  llaviesqQe  habrá  en  el  granero 
con  tal  destino.  Los  libros  deben  formarse  con  papel  del  sello 
eaarto,  excepto  la  primera  y  última  h(^a  qne  serán  del  pri- 
mero. No  se  permite  extraer  cantidad  alguna,  ni  eñ  dinero, 
ni  en  especies,  que  no  fuere  intervenida  por  todas  estae  tres 
personas  ó  por  otras  de  su  oeafianz»  que  lo  hagan  á  cuenta 
y  riesgo  de  los  principales  responsables.  Tampoco  es  licito 
invertir  los  caudales  ni  los  granos  en  otros  fines  que  los  de 
suinstiUito  y  destino,  bajo  la  responsabUidad  de  los  que 
acordaren  y  ejecutaren  lo  contrario,  y  de  ser  castigados  con 
la.  pena  correspondiente  á  su  BMUcia  (S). 

MN^.—  II.  Bl  repartimiento  de  los  granes  pertenecientes 
á  los  pósitos  tiene  dos  objetos ,  somioistrar  á  ios  labradores 
pobres  las  semillas  de  la  próxima  cosecha  y  procnraries  snb^ 
sistencias  dorante  los  meses  mayores  (3). 

En  el  primer  caso,  cuando  llega  la  época  de  la  sementé^ 
ra,  el  atsalde  á  nombre  del  Ayuntamiento  llama  per  edictos 

(1)    Real  drdeo  da  S  de  mano  de  1834^ 
(S)   Ley  4,  Ut.  xz,  lib.  Tii^nov.  Reeop; 
(3)    Abril  *  mayo ,  junio  y  juUo^ 
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á  \0áoB  los  joroaleros  y  labradores  pobres  para  que  le  diri* 
jan  sas  solicitades,  expresando  las  tierras  que hbraii,  el  gra* 
no  q«e  poseea ,  las  faltas  qae  notan  y  todas  coaiilas  eircuns- 
tancias  foeren  conducentes  á  tlastnirle  acarea  de  sils  nece^ 
sidades.  La  corporación  osanieipal  debe  acordar  en  nsU  de 
los  memoriales  y  con  presencia  de  informes»  la  naaerade  ^ú^ 
rificar  el  repartimiealo. 

Si  hubiere  agrarios,  tiene  el  vecino  qne  se  consideía 
perjudicado,  facultad  para  reclamar  ante  la  misma  corpara«' 
cion ,  de  enya  resolncion  definitiva  puede  lodavia  elevar  qie- 
ja  á  la  Diputación  provincial  (4);  atribución  qne  mt  creemos 
derogada  por  la  ley  orgíinica  de  calos  cuerpos,  siad  por  el 
contrarío  joonfirmada  en  la  cUmsnlá  qoe  les  otorga  el  dereebe 
de  ddiberar  en  todos  los  asadlos  acerca  de  los  cuales  las  le^ 
yes  le  etmeedm  ó  ooncedierea  dicha  facnhad  (S).  En  esie  prí«- 
mer  reparlimieiiio  no  deben  les  Ayuntamieiites  expender  ar* 
riba  de  la  tercera  parte  de  los  granos*  erisletttetf  en  el  péei-^ 
lo;  pero  M  podrán,  cono  árbillros  y  jaeces  exdnsivoa,  ¿Kape* 
ner  nueves  repartos,  si  la  necesidad  así  le  reclama. 

En  el  segundo  caso,  onaüdo  el  objeto  eb  fadlitar  sobsíS"*> 
tencias  á  los  menesteresos,  bicese  la  dislríbacion  segvnd 
atismo  método  qne  en  el  anterior.  Sí  hnbéere  grano  sobran*- 
le  del  primer  repartimiento,  pnede  el  pósito  reducirlo  á  pan 
per  su  coenta,  ó  dársMo  fiado  k  los  panadetos  ijue  lo  aoüet* 
ten  y  mas  ofrezcan,  coa  tal  qoe  el  plazo  para  pagarlo  no  es- 
eeda  de  ochó  días.  Sino  fanbiese  necesidades  páblleas,  aon-^* 
que  sí  se  experimentase  carestía,  debe  vender  san  exhteB» 
cías  para  renovarlas,  y  para  aamentar  la  provismn  de  los 
mercados  y  prMiover  bkuratura;  mas  no  le  hará,  «i los 
precios  estuvieren  bajos,  porque  eatences  sufrirla  pérdida 
ó  quebranto  el  establecimiento  (3).  Si  no  Inviene  granos 
existentes,  y  sí  caudales,  d  Áyuntanúenlo  se  baila  anlaría* 
do  para  disponer  la  compra  de  aquellos,  eafaigande  dicha 
comisión  á  pefsonas  de  su  ceafianza  qoe  podrtn  dosempe- 

(1)  Ley  de  .1  de  febrero  del  ata,  irL  9  S. 

(2)  Ley  de  8  de  enero,  arL  56^  §.  7.   . 

(3)  Real  drden  de  14  de  noviembre  de  isa( . 
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fiacla  €Q  el  p«eUa  mismo  ó  en  log  iDmedialM^  segvn  crea 
mas  coaveoienle  á  ios  intereses  geDeniles  yak»  particiila^ 
res  del  pósito.  La  ley  de  la  Nevisima  Reeofiíiacioa  citada  que 
coAtíeoe  casi  todas  estas  disposiciones  Iroglameatarias,  en- 
ca/j^a  por  último  qne  los  Ayuntamientos  procedan  como  dUi^ 
gentes  padres  de  familia,  y  procnren  qoe  la  administración 
ceda  en  mayor  bien  de  ios  pueblos. 

•••. —  III.  El  reintegro  de  los  granos  ó  cándales  ade» 
tentados  ha  merecido  una  especial  atención  al  legistedor ;  y 
si  algoaa  ?ea  parece  excesivamente  c&nto  y  basta  rigoroso^ 
obsérvese  qne  no  de  oiro  modo  seria  posible  impedir  la  proo* 
ta  ruina  de  ks  pósitos. 

No  se  entrega  partida  alguna  de  granos  ó  dinero,  sin 
preceder  el  otorgamiento  de  una  obligación  hipotecaria  de 
reintegro  corroborada  con  Santas.  Llegada  la  prójima  co- 
secha»  que  suele  89f  la  época  en  que  espira  el  plato  de  todos 
los  préstamos  del  afio  anterior «  deben  los  deudores  reintegrar 
al  pósito  devolviéndole  las  cantidades  recibidas,  con  masías 
creces  que  se  llaman  ptipilaret  consistentes  en  medio  cele- 
mín por  fanega,  si  fneren  especies,  y  si  aietálico  el  tres  por 
ciento  (4).  Queda  á  elección  del  deudor  verificar  el  rein- 
tegro en  granos  ó  en  dinero;  y  si  prefiriese  lo  primero,  han 
de  ser  trasladados  al  pósito  desde  la  era  antes  de  entrejai^ 
los  (9). 

La  recaudación  está  al  «Mdado  de  los  Ayontamienlos  cot 
yos  individuos  son  responsables  de  las  partidas  ftUídas  por 
su  tolerancia  ó  negligencia;  pero  pueden  las  Diputaciones 
provinciales  conceder  moratorias  á  los  pneblos  ó  á  parttcn- 
lares  que  las  soliciten  con  oonocíoilenlo  de  causa  justa  (úb^ 
dada  en  esterilidad ,  en  apedreos  por  nubes»  destruooion  por 
langosta  y  otras  semejantes  (3). 

Tales  eran  los  privilegios  de  les  pósitos  4  fin  de  manto^ 
ner  la  integridad  de  sos  fondos,  que  los  créditos  incobrables 
se  satisfacían  por  medio  de  arbitrios  ó  repartimientos  veci- 

(1)    Real  cédula  dé  tS  dejolid  de  ISIS. 

(9)    Circular  de  t8  de  jaoio  de  1819. 

(3}    Decreto  de  las  cortes  de  14  de  setiembre  de  1837. 
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nales;  pero  han  cesado  ya  las  formas  de  reintegro  qoe  antes 
se  ferificaban  segon  las  reglas  de  encabezamiento,  denten- 
sillos  ó  de  otra  manera  directa  (4);  asi  como  la  exacción  de 
coalesquiera  arbitrios  é  impuestos  establecidos  para  la  res- 
tauración de  ios  fondos  de  pósitos ,  sea  cual  fuere  la  natora- 
loza  de  dichos  gravámenes  (2). 

Todos  los  débitos  anteriores  al  dia  4 .®  de  junio  de  4844 
están  perdonados  y  declarados  extinguidos,  ya  provengan  de 
los  préstamos  ó  repartimientos  ordinarios  y  exlraordiuarios 
hechos  á  los  particulares ,  ya  de  menos  cargos  de  cuentas  en 
que  no  pueda  hacerse  efectiva  la  responsabilidad ;  pero  están 
exceptuadas  de  esta  gracia  aquellas  deudas  de  la  citada  épo* 
ca  que  procedan  de  alcaoces  contra  ios  depositarios  ó  indivi- 
duos de  los  Ayuntamientos  y  juntas  que  han  manejado  los  pó- 
sitos, ó  de  malversación  de  fondos,  y  también  las  que  se  ha- 
llen ya  aplazadas  ó  aBanzadas,  ó  se  estén  reintegrando  con 
los  productos  de  bienes  ó  fincas  arrendadas  ó  en  adminiS'» 
tracion  (3). 

De  los  débitos  posteriores  á  aquella  fecha  y  anteriores  á  34 
de  diciembre  de  4843  se  les  condona  el  setenta  por  ciento,  asi 
á  los  Ayuntamientos,  como  á  los  particulares ,  siempre  que 
no  resulten  segundos  contribuyentes  responsables  á  su 
pago  (4). 

Como  los  pósitos  se  hallasen  en  posesión  de  varias  fincas 
rústicas  y  urbanas  que  habian  adquirido  en  pago  de  deudas, 
euya  administración  era  poco  lucrativa ,  sino  gravosa  á  di- 
chos establecimientos,  se  ha  mandado  proceder  á  la  venta  y 
enagenacíon  eo  pública  subasta  de  todas  cuantas  les  perte- 
neciesen en  plena  propiedad  previa  tasación  y  con  citación 
de  los  antiguos  dueftos  ó  sus  herederos ,  esceptoando  sola  • 
mente  ios  edificios  destinados  á  paneras  y  oficinas  del  ra- 
mo (5).  El  gobierno  ha  creido  con  razón  que  esta  riqueza 

(i)  Real  decreto  de  S5  de  setiembre  de  1813. 

(S)  Real  orden  de  SO  de  enero  de  1834. 

(3)  Reil  orden  de  9  de  judío  de  1833,  arts.  1  y  2. 

(4)  Real  drden  de  S5  de  julio  de  1848. 

(5)  Ibid.  art.  3. 
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terrilortal  sería  mas  útil  al  estado,  enagenáadose  y  convir- 
tiéndose en  propiedad  particular. 

^^.^  IV.  Siendo  tos  pósitos  unos  establecimientos  mu- 
nicipales, su  sistema,  de  ouedta  y  razón  debe  ajustarse  á  las 
reglas  señaladas  para  la  contabilidad  municipal.  El  importe 
de  los  jornales  necesarios  para  condocir  granos,  conservar- 
los, expenderlos  y  otros  trabajos  semejantes,  habrá  de  con- 
siderarse como  un  gasto  obligatorio,  porque  pertenecen  á  es- 
ta categoría,  además  de  los  expresados  en  la  ley  orgánica  de 
los  Ayuntamientos,  todos  los  prescriptos  á  dichas  ciírpora- 
eiones  por  las  leyes.  Antes  se  aplicaba  el  uso-por  ciento  por 
razón  de  administración  en  beneficio  de  los  Ayuntamientos  6 
juntas  administradoras  de  los  pósitos;  mas  hoy  está  implíci- 
tamente abolido  este  derecho,  en  cuanto  pertenece  á  aquellos 
arreglar  por  medio  de  aeuerdos  la  administración  de  dichos 
establecimientos  y  nombrar  bajo  su  responsabilidad  los  de- 
positarios y  encargados  de  la  intervención  de  los  fondos  co- 
munes, y  por  consiguiente  imponerles  condiciones.  El  gra- 
vamen de  tres  maravedís  en  fanega  que  también  se  exigía 
anteriormente  para  gastos  de  las  oficinas  centrales  está 
igualmente  suprimido  por  el  mero  hecho  de  carecer  de  apli- 
cación. 

••9.— Todavía  el  gobierno,  no  confiando  sin  duda  en  la 
eficacia  de  los  pósitos,  ó  extendiendo  su  previsión  á  los  puet' 
blos  que  careeea  de  ellos,  antorizó  en  una  época  reciente  de 
alarma,  mas  bien  quede  verdadera  eseaséz,  álosAyunla^ 
mientos  para  que  hiciesen  pedidos  de  granos  á  los  má'cados 
interiores  ó  á  los  extranjeros,  y  á  los  gefes  políticos  para  que 
aplicasen  cualesquiera  fondos  ó  levantasen  préstamos  bajo  la 
garantía  de  un  próximo  reembolso,  si  aquellas  corporaciones 
eareeiesen  de  recursos  con  que  hacer  frente  á  la  penuria  [i). 
Medidas  son  estas  no  de  interés  permanente ,  sino  de.apli- 
cacion  transitoria,  y  que  por  tanto  no  forman  una  constante 
jurisprodencia  administrativa ;  pero  ensefian ,  sin  embargo, 
un  camino  trillado  y  sugieren,  si  la  experiencia  los  abona^  un 

(1)  Real  drden  de  3  de  mayo  de  1847. 
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recurso  fDM  para  combatir  ooa  éxito  favorable  la  escaaiz  ó 
la  carestía  de  las  sabsistencias. 

•  CAPÍTULO  V. 

JPe  ln  iiolleto  MMiitarl». 

609.— Salud  prfblica.  611.— Policía  sanitaria. 

6 1 0.^Higieae  pábUcR.  6 1  S.*^Paiitos  qae  abrasa. 


^— El  seatimiento  innato  de  la  propia  eonservacioB 
domina  i  las  sociedades  como  á  los  iadtvidaos.  Eiistir ,  ó  no 
existir  es  el  perpetuo  dilema  en  que  la  humanidad  se  agita,  y 
todos  sds  esfuerzos  en  el  orden  físico,  y  todas  sus  inrestiga- 
cienes  en  el  orden  moraU  son  la  expresión  exacta  de  la  Incba 
constante  del  hombre  con  la  destrnccion ;  lucha  en  que  las 
generaciones  se -reemplazan  y  cuyo  premio  á  reces  perdido, 
á  veces  recooquistadot  es  lá  vida  bajo  todas  sos  faees,  la  vida 
depurándose  por  grados  y  dilatándose  con  los  siglos. 

La  salud  es  el  mayor  bien  del  hombre,  porque  la  sa- 
ludes la  plenitud  de  la  vida.  El  enfermo  oscila  entre  la  vi- 
da y  la  muerte  9  vive  solamente  á  medias  en  na  estado  pe- 
noso de  dolor.  La  sociedad  sufre,  si  sufren  sos  miembros;  se 
priva  de  sn  eoncarso  temporal  onaado  padecen ,  y  ios  pierde 
para  siempre  cuando  mueren. 

•t#.— Mientras  bastan  los  esfuerzos  individuales  pars 
ntnlralitar  las  cansas  pertorbadoras  de  nuestro  oi^anismo, 
la  administración  abandona  el  cuidado  de  la  salobridad  al 
interés  particular  y  la  higiene  es  privada ;  mas  cuando  los 
principios  de  destrucción  resisten  á  la  eficacia  de  estos  me- 
dios ordinarios  de  combatirlos,  entonces  interviene  la  aolori** 
dad  para  proteger  la  salud  de  los  administrados,  y  la  higiene 
será  pública. 

La  higiene  pAblica  no  es  sino  la  misma  higiene  indivi- 
dual; sobse  diferencia  de  la  privada  en  la  escala  de  sus  aplf- 
oaeiones:  la  una  habla  al  hombre,  la  otra  se  dirige  á  ta  so- 
ciedad. 

•tt.— Las  providencias  de  la  administración  encamina- 
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das  á  iMnteoer  la  salobridad  pública  constitayen  la  policía 
saaitaria  qtte«s  un  ramo  de  la  policía  geoeral,  y  Cambien  par^ 
te  de  la  poiiela  manicipal. 

La  aoGÍoQ  administnitiFa  en  panto  á  sanidad  pública  es 
esenetaimente  prertsora:  la  higiene  preserva  la  salad  comba- 
tiendo las  causas  generales  ó  locales  de  enfermedad,  di** 
apando  los  Ibeos  de  infección  6  impidiendo  el  contagio.  El 
orégeo  de  iasenCBrmedadesasi  endémicas,  como  epidémicas  y 
esporádicas  se  encuentra  en  la  natnralesa  dei  suelo ,  en  el 
aire,  en  las  aguas,  en  los  alimentos,  en  las  costumbres  y  en 
otras  causas  todavfa  mal  conocidas.  Guando  la  administración 
puede  extirpar  la  raíz  del  mal,  debe  hacerlo;  cuando  no,  ate- 
nuar sos  efectos;  y  si  las  dolencias  foesen  exóticas,  le  que^ 
da  aun  el  recurso  de  adoptar  medidas  que  impidan  su  impor- 
tación j  atajen  su  propagación. 

Descepando  bosques  unas  veces ,  haciendo  plantaciones 
otras,  desecando  lagunas  siempre,  y  sustituyendo  el  cultivo 
al  estado  salvaje  de  las  tierras,  se  purifica  el  aire,  se  soavisa 
la  temperatura  y  se  corrige  la  insalubridad  de  los  climas. 
Asi  han  desaparecido  de  las  antiguas  Galias  y  de  la  Germa- 
nía  las  enfermedades  que  díexmaban  su  población;  y  en  núes* 
tros  dias,  descuajando  los  bosques  seculares  de  la  Pensilva- 
nia,  han  cesado  las  fiebres  malignas  que  antes  eran  aUi  ti^ 
frecuentes  y  mortales. 

También  el  régimen  alimenticio  influye  de  una  manera 
notable  en  la  salud  pública:  las  escaseces  y  caresAfaa  engen* 
dran  unas  enfermedades  y  agravan  otras,  y  el  predominio  de 
ciertas  sustancias  determina  la  especialidad  de  tales  dolen- 
cias, asi  como  ía  adulteración  de  los  alimentos  y  bebidas  es 
causa  de  muchas. 

.  la  cüeneía  y  el  arte  de  eurar  deben  ser  ast mismo  nivelo 
de  la  inapee c;¡on  sagitaria  del  gobierno.  Los  estudios  previos 
y  bs  pffoebfts  de  eapaddad  qne  se  exigen  á  los  médicoi;  oi** 
rífanos  y.  fannacéiilioos  demuestran  q«e  la  soUeiiud  paternal 
de  la  adoMnisiracíon  eomfirende  eoanlo  peligro  no  babtia  en 
abaodenarel  t^jeroioio  de  estas  profesiones  k  la  libre  cooour* 
rencia,  igualmente  que  la  elaboración,  íntrodocoion,  venta  y 
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aplicación  de  las  sustaocias  medicinales  y  venenosas.  Tales 
garantias  hubieran  sido  ineficaces  ó  ilaserias ,  sí  la  adminis- 
tración no  prohibiese  ejercer  aquellas  facultades  á  quien  no 
sea  profesor  y  no  castigase  á  los  intrusos  con  toda  seferídad. 
•19.— A  tres  pontos,  pues,  reduciremos  las  doctrinas  ad- 
ministrativas concernientes  á  la  policia  sanitaria  consideran-* 
do  en  globo  el  diverso  origen  de  las  causas  perturbadoras  de 
la  salud  pública,  á  saber,  la  ataaósfera,  ios  alimentos  y  la  cu- 
ración de  las  enfermedades. 

Articulo  4.® — ^^'f'xd^mxAS. 

613  —-Epidemias.  63 1.— Libre  comanicacion. 

614.  ^Policía  saniiaria  iníerior,  63  2.-— Po(tcla  sanitaria  $xUrior. 

615.— Aguas  estancadas.  633.— Gerliftcados  de  sanidad. 

616.— Establecimieotos  deense-  634. — Patente  sacia. 

fianza.  635.— Pateule  sospechosa. 

617.— Hospitales.  ti36.^Piteate  limpia. 

618.— Cárceles  y  presidios.  637.— Admisión  de  las  proceden- 

619.— Vacuna.  cias. 

6S0.— Inhumacloii  y  exhumación  638.— Cuarentenas. 

do  cadáferes.  639.— Lazaretos. 

621.  —  Establecimientos  insala-  640.— Aprehensión  de  géneros 

bres  y  peligrosos.  infestados. 

6S2.*^lledios  de  eyitar  el  con-  ^iU-^Précaueumes  eoniraelaé^ 

tagío.  Ura-morlto, 

623.— Período  de  sospecha.  642.— Patentes  de  sanidad. 

624.— Declaración  de  la  enferme-  643.— Deberes  de  los  gefes  poV- 

dad.  lieos. 

625.— Precauciones  por  la  viadel  644.— de  los  empleados  püblicos. 

mar.  645.  —de  los  facaltatÍTOS. 

626.— €ordoaes  sanítaríes.  646— Prohibición  de  oponer  cor* 

627.— Eficacia  de  este  medio.  dones  sanitarios  al  cdlen. 

628.— Desaparición  del  mal.  647. — Otros  medios  de  combatir 

629. — Cuarentena.  la  epidemia. 
630.— Expurgo. 

•18.— La  atmósfera  ejerce  suma  ininencia  en  la  salud 
pública,  ya  por  la  periodicidad  de  sus  feuómenoSf  y  ya  por  las 
modificaciones  que  eiperimenta  en  sus  propiedades  meieoro- 
lógicas  6  en  su  composición ;  de  donde  se  originan  to<to  las 
enfermedades  que  por  su  cualidad  de  propagarse  y  extender- 
se á  un  gran  número  de  individuos ,  designaremos  con  el 
nombre  genérico  de  epidemias. 
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La  administracíoD  no  debe  limitarse,  como  ba solido  por 
roacbo  tiempo ,  k  impedir  el  contagio  por  la  vía  del  mar ,  ni 
tampoco  es  admisible  ea  buenos  principios  la  división  de  la 
sanidad  en  marítima  y  terrestre ,  poesto  qne  ambos  compo- 
nen la  policía  sanitaria,  significan  un  mismo  interés  y  repre- 
sentan un  solo  ramo  del  servicio  público  que  debe  estar  con- 
fiado á  las  propias  autoridades.  La  direrencia  debe  existir  en 
los  reglamentos,  porque  siendo  distintas  las  causas  de  insalu- 
bridad ,  diversos  babrán  de  ser  también  los  medios  de  com- 
batirlas. 

§•  L— Policía  sanitaria  interior. 

•14.— La  policía  sanitaria  interior  vela  por  la  salud  pú- 
blica: 

•t&. —  L  Dando  salida  á  las  aguas  estancadas  coyas  me- 
fiticas  exhalaciones  alteran  el  aire,  vician  la  atmósfera  y  des- 
arrollan calenturas  intermitentes,  mas  rebeldes  y  peligrosas 
en  las  zonas  meridionales  en  donde  es  mas  intensa  la  acción 
de  un  sol  abrasador.  Estas  ú  otras  causas  análogas  de  insa- 
lubridad deben  ser  combatidas  por  los  medios  bigiénicos  que 
fueren  mas  apropiados  á  la  situación  del  pais  y  á  las  influen- 
cias de  la  estación  (4). 

•!•.—  IL  Cuidando  de  que  los  establecimientos  públi- 
cos y  privados  de  ensefianza,  los  hospicios,  los  hospitales,  las 
casas  de  corrección  de  ambos  sexos,  los  teatros,  y  en  gene- 
ral todas  las  reuniones  numerosas  ocupen  edificios  salubres 
y  se  sometan  á  un  régimen  higiénico  muy  severo. 

Por  esta  razón  se  ha  dispuesto  que  las  escuelas  públicas 
estén  bien  situadas  y  ventiladas,  en  lugar  sano  y  distribui- 
das de  una  manera  conveniente  para  que  los  niños  quepan 
con  comodidad;  y  en  cuanto  á  las  privadas  es  obligación  de 
quien  intentare  establecerlas  dar  parte  del  sitio  en  que  pro- 
yecta colocarlas  á  la  autoridad,  la  cual  lo  hará  visitar  para 
asegurarse  deque  ni  el  parage,  ni  el  edificio  ofrecen  iocon- 

(i)    Instruccioo  de  30  de  noviembre  de  1833,  cap.  v. 
Tono  L  2(^ 
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TenieQtes  qne  poedan  perjudicar  á  la  salud  de  los  alumnos. 
También  debe  la  autoridad  civil  reconocer  el  local  que  se 
deslina  á  los  colegios  y  Gjar  el  número  de  alumnos  que  pne* 
de  admitir  cada  uno  atendida  su  capacidad;  y  si  el  establecí* 
miento  se  trasladase  á  otro  edificio ,  habrá  de  ser  visitado 
nuevamente  y  modificada  la  autorización  según  las  circuns- 
tancias (4). 

•19.— Los  hospitales  públicos  deben  situarse  en  cuanto 
fuere  posible  en  los  ángulos  ó  extremos  de  las  poblaciones,  y 
el  número  de  dichos  establecimientos  ser  proporcional  al  de 
habitantes,  á  fin  de  evitar  el  hacinamiento  de  los  enfermos 
que  tanto  influye  en  la  salubridad.  Es  una  observación  cons- 
tante que  la  mortalidad  es  mayor  en  los  grandes  hospitales 
que  en  los  pequeños:  pasando  de  mil  ó  mil  doscientos  enfer- 
mos es  muy  difícil  ó  tal  vez  imposible  reprimir  los  abusos  y 
evitar  los  peligros  de  la  infección.  Los  reglamentos  especía- 
les determinan  todo  lo  relativo  á  la  ventilación ,  limpieza  y 
fumigaciones,  al  modo  de  depositar  los  cadáveres  y  á  todo 
cuanto  interesa  á  la  higiene  de  estas  casas  de  beneficencia  (2). 

•ts.— En  las  cárceles  y  presidios  también  se  adoptan 
precauciones  sanitarias,  unas  relativas  á  la  ventilación  de 
los  edificios  y  coadras,  otras  tocantes  á  la  limpieza  y  aseo  de 
los  presos  y  confinados,  y  lo  mismo  en  las  casas  de  correc- 
ción para  mujeres  (3).  Prescindiendo  del  pernicioso  influjo 
que  el  desaseo  personal  ejerce  en  el  carácter  de  los  detenidost 
es  constante  que  la  falta  de  limpieza  de  los  establecimientos 
penales  los  convierte  en  focos  de  infección  y  en  sentinas  df 
graves  enfermedades  tifoideas,  cuyos  estragos  no  se  eon- 
tienen  dentro  de  los  muros  de  aquellas  prisiones,  sino  que 
amenazan  invadir  á  los  pueblos  inmediatos.  El  abandono  de 
la  persona  en  la  vida  privada  es  un  germen  de  enfermedad: 
en  la  vida  común  es  la  muerte.  Para  el  hombre  libre  es  el 

(1)  Reales  órdenes  de  12  de  agosto  de  183S ,  de  4  de  marzo  da 
1844,  y  Reglamento  de  eslndiosde  19  de  agosto  de  1847,  arta.  SSI 
y  352. 

(2)  Rcelameoto  de  beneficencia  de  S3  de  eoero  de  1822,  tit.  vii. 

(3)  Ordenanzas  de  presidios  y  reglamentos  para  las  cárceles  y 
casas  de  corrección  de  mujeres. 
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Meo  OH  deber  penonal,  y  «n  deber  pébHco  para  todo  encar-^ 
celado. 

Pero  aoB  euaado  los  preeos  fuesea  las  úaieas  victimas  de 
esas  eaasas  lateaies  de  insalubridad^  de  esas  íDBuencias  sor- 
das  que  gastan  so  vida  y  los  arrastran  á  una  moerte  prema- 
tora,  la  ratea,  la  bamanidadf  la  josücia  eiigen  qee  no  se  les 
íaipaaga  um  pena  mayor  que  la  ley  sédala  y  el  joez  aplica, 
á  saber ,  la  prÍTacion  de  so  (íberlad  y  de  sos  derechos  de 
ciodadaoo.  La  prisión  per  si  sola  agrava  ya  el  castigo  legal, 
por^oe  noaea  se  consegoirá  reducir  el  triboto  qoe  en  ella  se 
paga  k  la  mierle  hasta  igoalarle  con  el  qoe  satisfacemos  en 
la  vida  libre:  doble  motivo  para  qoe  la  admintsuacion  coi- 
de  con  esam*e  de  la  higiene  carcelaria.  Aon  coaodofnese 
verdad  aqoella  severa  srfKxima:  clodo  lo  qoe  se  poede,  to* 
do  lo  qoe  se  debe  exigir  de  ona  prisión ,  es  qoe  no  mate, » 
icoánlo  no  debe  hacer  todavia  la  administración  hasta  dis- 
minoir  en  las  cárceles  y  presidios  la  espantosa  ley  de  la 
mortalidadl  . 

mtm.—  111.  Generalixando  los  beneGcios  de  la  vacona.-— 
La  inocolacien  de  las  viroelas  natorales  podo  con  aparien- 
cias de  razón  ser  resistida,  poesto  qoe  mochos  nifios  eran 
victimas  de  ella;  pero  en  la  vacona  no  existe  tal  peligro,  y 
por  eso  la  administración  adopto  disposiciones  eficaces  para 
extenderia.  De  antigoo  eslá  mandado  qoe  en  todos  los  hos- 
pitales de  las  capitales  de  provincia  se  destine  ona  sala  para 
vaconar  gratoítameote  á  enantes  nifios  les  foeren  presenta- 
dos á  los  eirojanos  del  establecimiento  en  los  dias  de  cada 
semana  sefialados  para  esta  operación  (1),  y  además  se  reco^ 
mienda  á  los  geCes  pelitíoos  no  permitan  concorrir  á  las  es- 
codas de  primeras  letras  á  los  qoe  oo  presentaren  oertifica- 
cten  de  estar  vaconados  (S). 

Los  beneficios  qoe  la  bomanidad  debe  al  descobrimiento 
de  lenner  son  baber  disminndo  el  número  de  ciegos,  preser- 
var la  belleza  nativa  de  noestra  especie  y  alargar  el  término 
medio  de  la  vida.  Estos  no  son  en  verdad  bienes  índividoa- 

(1)  Retl^Men  de  14  de  agosto  de  1S16. 

(2)  Inetruccíon  de  30  de  no? iembre  de  1833,  cap.  y. 


308  DERECHO  ADHINISTBATIVO  BSPANOL. 

les  solamente,  sioo  también  ventajas  sociales,  porqae  aumen- 
tan el  número  y  el  valor  de  la  población  de  los  estados,  aun 
cuando  la  virtud  preser^atíva  de  la  inoculación  no  alcance 
mas  que  á  disminuir  la  frecuencia  y  la  intensidad-de  la  viruela. 
•90.--Diclando  rígidas  providencias  acerca  de  la  inhu- 
mación y  exhumación  de  los  cadáveres.— A  este  6a  orde- 
nó el  gobierno  en  varias  ocasiones  la  construcción  de  cemen- 
lerios,  para  que  las  exhalaciones  de  los  muertos  no  infesta- 
sen el  aire  que  han  de  respirar  los  vivos»  y  no  aumentasen  así 
las  epidemias  que  por  esta  sola  causa  adquieren  una  asolado- 
ra  intensidad.  La  administración  cela  particularmente  pard 
que  donde  aun  no  los  hay,  se  levanten  al  punto  estos  asilos  de 
la  muerte ;  para  que  sean  sometidos  á  una  policía  severa,  y 
sobre  que  en  los  depósitos  de  los  cadáveres,  en  ;los  entierros 
y  en  las  exhumaciones  se  observen  las  reglas  que  la  experien- 
cia ha  revelado  ser  necesarias,  entre  tanto  que  estas  se  fijan 
en  una  ley  particular  (1). 

Desde  muy  antiguo  existe  en  Espafia  la  prphibicion  ge- 
neral de  enterrar  en  los  templos.  «Soterrar  non  deven  ningu* 
no  en  la  eglesia,  si  non  á  personas  ciertas  que  son  nombra-* 
das  en  esta  ley»,  dijo  don  Alonso  el  Sabio (2);  y  esta  legis- 
lación fue  confirmada  por  la  posterior  que  manda  construir 
cementerios  fuera  de  poblado  (3). 

Los  cementerios  deben  colocarse,  pues,  extramuros  siem- 
pre que  no  hubiere  dificultades  invencibles  ó  grandes  an- 
churas dentro  de  los  pueblos ,  en  parages  ventilados,  inme* 
diatos  á  las  parroquias  y  lejos  de  las  moradas  de  los  vecinos. 
La  naturaleza  del  terreno  debe  ser  silícea  ó  calcárea  para 
que  la  putrefacción  sea  mas  rápida,  y  las  exhalaciones  des- 
prendidas de  la  materia  animal  muerta  en  menor  cantidad  y 
menos  ^dañinas.  También  se  ha  de  procurar  no  construirlos 
cerca  de  las  corrientes  que  surten  de  aguas  potables  á  la  po- 
blación á  fin  de  que  no  se  inficionen  en  su  tránsito  (4). 

(1)  Ibidem. 

(2)  Ley  1.%  líl.  XIII,  Pan.  I 

(3)  Ley  1,  tit.  iii,  lib.  i  y  v,  tít.  xl,  lib.  vii,  Nov.  Recop. 

(4)  Real  drdeo  de  2  de  junio  de  1833. 
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Todavía  debieran  ser  las  leyes  roas  explícitas  y  designar 
la  profaodidad  de  las  zanjas « la  eotocacion  de  los  cadáveres, 
so  distancia  recíproca,  la  forma  de  las  plantaciones  que  em- 
bellecen la  mansión  de  los  muertos  y  depuran  la  atmós- 
fera sin  impedir  la  circulación  del  aire  y  la  diseminación  de 
los  miasmas,  prohibir  la  construcción  de  edificios  y  la  aber* 
tura  de  pozos  á  las  inmediaciones  de  los  cementerios,  y  otros 
pormenores  al  parecer  de  escasa,  pero  en  realidad,  de  suma 
importancia  para  la  higiene  pública. 

Los  cadáveres  de  las  monjas  en  clausura  deben  ser  se- 
pultados en  los  atrios  ó  huertos  de  los  monasterios  ó  conven- 
tos y  nunca  en  los  coros  bajos  ni  en  las  iglesias.  Si  alguna  co- 
munidad careciese  deparage  conveniente  para  este  uso,  ifh 
ben  ser  conducidos  los  restos  de  sus  religiosas  á  los  cemente- 
rios públicos  en  donde  se  les  designará  un  sitio  á  propósito.  La 
autoridad  civil  tiene  la  obligación  de  reconocer  dichos  atrios 
ó  huertos  para  asegurarse  de  su  ventilación  y  demás  condi- 
ciones higiénicas,  antes  de  permitir  la  inhumación  en  ellos  (4). 

Las  exhumaciones  requieren  una  policía  especial  que 
concilie  la  justa  satisfkocien  de  los  deseos  piadosos  de  las  fa- 
milias ó  personas  interesadas  en  la  traslación  de  los  cadáve* 
res,  y  los  graves  intereses  déla  salubridad  pública. 

También  debe  la  administración  adoptar  aquellas  medi- 
das que  una  ilustrada  prudencia  aconseja  para  impedir  los 
horribles  accidentes  de  sepultar  á  personas  vivas.  Et  estable- 
cimiento de  salas  de  observación  en  donde  se  depositen  to- 
dos los  cadáveres  verdaderos  ó  presuntos  antes  de  condo* 
cirios  á  su  última  morada,  y  un  servicio  público  bien  orga** 
nizado  con  este  objeto,  garantizarían  á  la  sociedad  contra  los 
criminales  descuidos  de  un  médico  inexperto,  ó  la  precipita- 
ción temeraria  de  los  parientes  del  enfermo. 
-  La  eihumacion  y  traslación  de  cadáveres  no  pueden  ve- 
rificarse sin  que  precedan  ios  siguientes  requisitos: 

I.    Que  hayan  transcurrido  dos  afios  por  lo  menos  desde 
su  inhumación. 

(1)    Real  orden  de  30  de  octubre  de  1S35. 


340  DBBBGHO  ADMimSTBATIVO  BSPaSoL. 

!!•  AotorízacioD  del  gefe  político  previo  ib  reeoooci- 
mieoto  facaltaliTO  hecho  por  dos  proresores  en  la  cieDcia  de 
corar,  del  cual  resulte  qae  no  perjudicaa  ¿  la  salad  pública. 

III.  Venía  de  la  autoridad  eclesiástica. 

IV.  Qae  los  cadáveres  exhamados  sean  trasladados  á  ee- 
menterios  ó  panteoaes  particulares. 

Cuando  hubieren  pasado  cinco  aftos  después  de  darles  se- 
pultura, el  gefe  politico  puede  ordenar  sn  exhumación  de  la 
manera  y  con  los  requisitos  oportunos,  disponiendo  siempre 
que  se  haga  con  el  respeto  debidOt  dando  conocimiento  al  de 
la  provincia  á  donde  hubieren  de  ser  trasladados  y  obtenien* 
do  antes  el  asentimiento  de  la  autoridad  eclesiástiea;  y  si  loa 
cadáveres  estuviesen  embalsamados,  pueden  ser  exhumadoa 
en  cualquier  tiempo  y  sin  necesidad  de  reeonocimienta  facul- 
tativo. 

Las  solicitudes  para  trasladar  á  Espato  los  cadáveres  se* 
pultados  en  tierra  extranjera  ó  vice-versa,  se  dirigen  al  Rey 
por  conducto  del  ministerio  de  la  Gobernación,  acreditando- 
se  previamente  la  circunstancia  de  hallarse  embalsamados,  ó 
probando  que  habiendo  pasado  mas  de  dos  afea  desde  que 
recibieron  sepultura,  se  encuentran  ya  en  un  estado  de  com- 
pleta desecación  (4 ). 

•M.—  V.  Prohibiendo  en  los  pueblos  et  establecimien- 
to de  fábricas',  talleres,  laboratorios,  almacenes  ó  depósitos 
insalubres,  porque  alteran  el  aire  ó  lo  impregnan  de  emana- 
ciones nocivas;  peligrosos,  porque  pueden  cansar  explosiones 
ó  producir  incendios,  é  incómodos  que  suelen  ser  mas  ó  me- 
nos insalubres  además  de  vecinos  molestos  y  desagradables. 
Nuestra  legislación  sanitaria  es  sumamente  parca  en  esta 
punto  importantísimo  para  la  salubridad  general :  una  sola 
ley  dice  que  siendo  útil  á  la  salud  pública  qae  dentro  del 
corto  recinto  de  la  corte  y  demás  poblaciones  no  se  establez- 
can fábricas  y  manufacturas  que  alteren  ó  inficionen  nota- 
blemente la  atmósfera,  cobm^  jaboaerias,  tenerlas,  fUkícas  de 
velas  de  sebo,  cuerdas  de^  vihuela,  ni  los  obradores  de  arte- 

(1)    Real  orden  de  19  de  merco  de  1818. 
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sanos  que  se  ocopan  en  aligtckmes  de  metales  y  fósiles  que 
alleran  el  aire,  la  joolade  gobierno  propondrá  cuanto  le  pa- 
rezca conYeniente  para  cortar  las  funestas  consecuencias  que 
pueden  sobretenir  de  esta  tolerancia  (4 ). 

Las  ordenanzas  nnnicipales  pueden  suplir  en  gran  parle 
el  silencio  de  la  ley,  procurando  conciliar  el  libre  ejercicio  de 
la  industria  con  el  respeto  que  se  debe  á  la  salud  pública  (2). 
A  este  fin  deben  clasificar  los  establecimientos  mas  ó  menos 
insalubres  en  tres  categorias:  en  la  primera  entran  los  que 
couTÍene  alejar  de  las  babitaeíones  particulares  y  de  todo  pa- 
seo ó  camino;  á  la  segunda  corresponden  los  que  pueden  si- 
toarse  en  pcfblado,  pero  con  ciertas  precauciones  y  bajo  la 
vigilancia  de  la  policía;  y  á  la  tercera  los  que  son  del  todo 
inofensivos  é  inocentes,  y  que  si  requieren  una  autorización 
previa,  es  solo  por  adquirir  la  certesa  de  que  sos  operaciones 
no  molestarán  al  vecindario. 

•99.— Cuando  á  pesar  de  las  medidas  preventivas  se  ha- 
ya declarado  alguna  enfermedad  de  earácter  contagioso  en 
algún  pueblo  del  reino ,  deben  las  autoridades  procurar  la 
extinción  de  los  gérmenes  del  mal  y  atajar  la  propagación  de 
esta  plaga  á  los  demás  puntos.  Las  providencias  sanitarias 
que  otra  legislación  administrativa  manda  adoptar  son  reía* 
livas  á  tres  distintos  estados  en  que  la  salud  de  aquel  pueblo 
puede  encontrarse,  á  saber: 

L    Mientras  se  sospecha  el  mal: 

IL    Durante  su  rigor: 

IlL    Cuando  cesa  (3). 

«98.—  I.  Los  alcaldes,  inmediatamente  qne  tuvieren  no- 
ticia de  algún  caso  de  enfermedad  sospechosa,  deben,  lo 
primero,  informarse  del  médico  y  de  la  familia  acerca  de  los 
Bintomas ,  progresos  y  método  curativo  de  la  enfermedad ,  si 
ha  muerto  el  enfermo,  si  hay  esperanzas  de  salvarle,  su 


(1)    Ley  5,  tít.  xl,  lib  tu,  I9ov.  Reoop. 

(S)  Véanse  la»  ordeoanzas  de  policía  urbana  y  rural  de  Madrid, 
artículos  291*  y  siguientes. 

(3)  InsUtudones  tie  derecho  aUmmUírativo^  por  el  sefior  Gómez 
do  la  Sema. 
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GomplexioQ,  edad  y  sexo,  procedencia  y  trato  en  los  quioce 
días  antes  de  enfermar;  si  negociaba  ó  se  rozó  con  efectos 
extranjeros  susceptibles  de  contagio,  si  visitó  á  algnno  ó 
algunos  enfermos,  donde  y  como,  y  si  estos  padecieron  taoi* 
bien,  aunque  hayan  sanado,  igual  dolencia.  Lo  segundo  re- 
comendar k  la  familia  y  domésticos  la  mas  cautelosa  asisten- 
cia y  disponer  el  mayor  aislamiento  posible,  aconsejando 
que  en  su  estancia  solo  entre  la  persona  encargada  desde  el 
principio  ó  con  mas  frecaencia  de  su  servicio.  Lo  tercero, 
dar  al  instante  parte  al  gefe  político  de  aquella  ocurrencia. 
Este  informa  al  gobierno»  quien,  si  hubiere  fundados  te- 
mores de  contagio,  usará  probablemente  de  su  derecho  de 
aumentar  el  número  de  vocales  de  las  juntas  de  Sanidad  re* 
servado  para  los  casos  extraordinarios.  Mientras  no  se  disi- 
pen las  sospechas,  solo  con  causa  necesaria  y  urgente  se  pue- 
den expedir  pasaportes,  debiendo  hacerse  mención  de  ellas 
en  estos  y  en  las  patentes  de  sanidad  (4  )• 

•94.—  IL  Luego  que  la  existencia  del  contagio  fuere 
cierta,  el  alcalde  da  parte  al  gefe  político  y  declara  por  ban- 
do ó  de  otro  modo  solemne  el  estado  sanitario  de  la  pobla- 
ción, dispone  que  la  correspondencia  sea  despachada  con 
piques  ó  aberturas  de  una  regular  dimensión  por  ambas 
superficies  y  empapada  en  vinagre,  incomunica  al  pueblo  y 
prohibe  las  reuniones  públicas.  Esta  última  providencia  no 
siempre  se  adopta  por  no  aumentar  la  alarma  y  consterna- 
ción de  ios  habitantes  y  para  impedir  el  abandono  de  los  en- 
fermos aun  en  el  seno  de  las  familias  (2). 

•9&. — En  los  puertos  de  mar  se  prohibe  la  entrada  k  las 
embarcaciones  que  no  fueren  de  so  matricula ,  excepto  en 
el  caso  de  naufragio  próximo ú  otros  urgentes,  y  asimis- 
mo se  manda  recoger  todos  los  timones  de  los  buques  snr» 
tos  en  él  para  que  no  se  den  á  la  vela;  pero  cumplido  el  mes 
del  contagio,  pueden  ser  habilitados  los  boques  surtos  en 
el  puerto  con  patente  sucia  para  los  lazaretos  de  Mahon  6 
VIgo  antes  de  dirigirse  á  otro  puerto  espaHoL  Aunqoe  se 

(1)    Real  decreto  de  17  de  marzo  de  1847,  art.  18. 
{*i)    Sr.  Gomex  de  la  Serna. 
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permite  salir  á  los  pescadores,  es  bajo  prohibición  de  alejar^^* 
se  de  la  vista  del  puerto,  de  rozarse  coa  otros  boques,  de 
pernoctar  en  la  mar  y  de  extraer  gentío  para  desembarcarla 
en  coalquier  panto  de  la  costa,  ó  de  violar  por  otros  medios 
la  incomunicación  de  coya  rigorosa  observancia  son  respon* 
sables  ios  patrones  (4). 

•lis.— Para  que  la  incomunicación  sea  eficaz,  debe  esta- 
blecerse no  cordón  sanitario  ó  una  línea  de  tropas  á  me- 
dia legua  del  pueblo  en  toda  su  circunferencia,  y  otro  A  la 
distancia  de  diez  leguas.  El  primero  permite  la  salida  de  to* 
das  las  familias  é  individuos,  á  excepción  de  las  autoridades 
locales  y  Ayuntamientos.  Tampoco  se  estorba  la  salida  á 
los  facultativos  que  la  intenten  con  objeto  de  visitar  en  sus 
enfermedades  á  los  habitantes  del  campo,  á  no  ser  que  la 
escasez  de  profesores  los  hiciere  necesarios  en  el  pueblo; 
mas  el  profesor  que  residiendo  en  ¿I  le  abandonare  des* 
pues  que  se  puso  en  duda  su  estado  sanitario,  incurre  en  la 
pérdida  del  título,  donde  quiera  que  se  halle.  Los  que  hu- 
bieren salido  no  pueden  regresar  al  pueblo  mientras  no  sea 
declarado  en  libre  comunicación;  y  sí  quieren  pasar  á  punto 
sano,  deben  sujetarse  á  cuarentena  rigorosa  y  á  expurgo  ge- 
neral  de  sos  efectos  (2). 

La  segunda  línea  se  establece  para  prohibir  que  durante 
el  primer  mes  de  declarado  el  contagio ,  ningún  morador 
comprendido  en  esta  zona  sospechosa  la  traspase  para  pene- 
trar en  lo  interior  sin  una  causa  calificada  de  urgentísima; 
pero  cumplido  el  mes  y  asegurado  el  aislamiento  del  conta- 
gio en  el  pueblo  infestado,  se  permite  el  tránsito  á  todas  las 
personas  que  llevaren  patente  de  sanidad  (3). 

•99.-— La  conveniencia  de  los  cordones  sanitarios  es  to- 
davía objeto  de  controversia  en  la  medicina;  sin  embargo,  la 
opinión  general  se  inclina  á  que  en  las  enfermedades  contagio- 
sas,  el  aislamiento  es  útil,  aunque  en  varias  circunstancias, 
4  saber,  sin  el  hacinamiento  de  los  enfermos,  sin  la  escasez 

(1)    Reglamento  citado,  art.  t5. 
(S)    Ibid. 
(3)    Art.  16. 
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de  yfveres  y  otros  objetos  de  necesidad  y  de  comodidad  pa-  . 
ra  la  Wda,  sin  dificoltad  de  prestar  los  auxilios  de  la  medi- 
cina, los  consuelos  de  la  caridad  y  los  cuidados  de  la  fa* 
milia  k  los  dolientes,  y  en  soma,  concillando  la  severa  ejecu- 
ción de  las  leyes  sanitarias  con  los  deberes  de  la  humanidad . 
que  santifica  el  iaforluaio.  Coando  no  reunieren  estas  con* 
diciones,  en  vez  de  favorables,  serán  muy  nocivos  á  la  salud 
pAblica. 

En  cnanto  á  las  enfermedades  que  se  transmiten  por  la 
acción  de  un  aire  contaminado,  los  cordones  son  inútiles  co' 
mo  ineficaces  para  contener  las  corrientes  atmosféricas  que 
sirven  de  vehículo  á  los  gérmenes  de  la  enfermedad,  y  como 
inútiles ,  perjudiciales. 

•99.—  III.  Al  entrar  el  último  enfermo  contagiado  en  so 
período  de  convalecencia  debe  anunciarse  la  cesación  de  la 
enfermedad  de  igual  manera  solemne  que  se  anunció  su  in* 
vasion.  El  alcaide  lo  pone  en  conocimiento  del  gefe  político  y 
este  lo  eleva  á  noticia  del  gobierno  para  que  lo  comunique  á 
todos  los  agentes  diplomáticos  residentes  en  la  corte. 

•••.— Desde  entonces  se  constituye  el  pueblo  en  rigorosa 
cuarentena :  durante  los  veinte  primeros  días  se  dá  lugar 
á  remover  todo  escrúpulo ,  repararse  de  las  ansiedades  su* 
fridas  y  prepararse  para  el  expurgo  que  se  verifica  en  los 
veinte  siguientes. 

•••.^Debe  hacerse  el  expurgo  en  las  iglesias,  hospitales, 
cementerios  y  en  los  edificios  públicos  á  expensas  de  sos 
propios  fondos  por  medio  de  los  gases  oxígeno- muriáticos. 
Con  respecto  á  las  casas  y  edificios  particulares,  la  autoridad 
procura  que  se  ventilen  las  habitaciones,  se  remuevan  y 
laven  los  objetos  susceptibles  de  transmitir  el  contagio  y  se 
purifiquen  por  todos  los  medios  posibles.  El  expurgo  debe 
repetirse  desde  1.^  de  junio  siguieoie  hasta  cumplidos  otros 
veinte  dias. 

•St. — ^Pasada  la  cuarentena  entra  el  pueblo  en  libre  co- 
municación por  mar  y  tierra ,  salvo  en  cuanto  á  la  extracción 
ó  comercio  de  los  efectos  propensos  al  contagio  que  existían 
durante  la  calamidad ,  los  cuales  no  pueden  circular ,  ni  en 
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las  adoanas  se  les  expiden  guias,  basta  después  de  tres  nae- 
ses>  á  00  ser  que  (áesen  purificados  ó  introducidos  recobra- 
da ya  la  salud  pública.  Las  patentes  de  sanidad  se  despa- 
chan limpias  y  lodo  vuehe  í  su  estado  normal  (4). 

§.  ÍL— Policía,  sanitaria  exterior. 

•M.— La  policía  sanitaria  citerior  comprende  el  servicio 
de  sanidad  relativo  á  evitar  la  introducción  de  enfermedades 
pestilenciales  por  las  costas  y  fronteras  del  reino. 

Entre  el  régimen  sanitario  marítimo  y  el  terrestre  bay 
uM  diferencia  esencial ,  á  saber ,  que  el  primero  es  perma- 
nente y  el  segundo  temporal  ó  aplicable  tan  solo  cuando  lo 
exigen  las  comunicaciones  con  un  pueblo  infestado  por  al- 
guna enfermedad  contagiosa. 

••S.-^EI  temor  de  que  ciertas  dolencias  exóticas  de  ca- 
rácter contagioso  se  introdujesen  principalmente  por  la  via  del 
mar,  ha  sido  la  causa  de  la  distinción  de  los  certificados  de 
sanidad  ó  patentes  en  limpia «  sucia  y  sospechosa ,  segun  el 
grado  de  confianza  ó  recelo  que  el  estado  sanitario  de  los 
boques  inspira. 

•S4.---Repútanse  como  de  patente  sucia: 

I.  Las  procedencias  que  están  ó  han  estado  después  de 
su  salida  dd  puerto  infestadas  de  alguna  enfermedad  oonta* 
giosa: 

II.  Las  que  vienen  de  pais  contagiado: 

lil.  Las  que  han  comunicado  con  personas  ó  cosas  con-* 
tagiadas. 

IV.  Las  procedencias  qoe  de  las  ájitillas  y  Seno  mejica- 
no llegaren  á  nuestros  puertos  desde  iJ*  de  julio  basta  34 
de  octubre  (2). 

Las  épocas  de  adoptar  precau^nes  sanitarias  respecto 
á  los  buques  de  esta  procedencia  empiezan  ii  contarse  desde 
su  salida  de  aquellos  puntos,  y  no  deide  su  arribada  á  los 
puertos  de  la  Península  (3). 

(O    Reglamento  citado,  arta.  19  y  S4. 
(S)    Real  drdcB  de  t3  de  octubre  de  1S4S. 
(3)    Real  drden  de  24  de  abril  de  1844. 
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€M&.--Se  consideran  como  de  patente  sospechosa: 

I.  Las  procedencias  de  pais  cuyo  estado  sanitario  es  du- 
doso ó  infunde  recelo. 

II.  Las  de  punto  exento  de  enfermedad ,  pero  que  estofo 
en  comunicación  con  paises  contagiados. 

IIL  Las  que  hubieren  comunicado  con  logares,  personas 
ó  cosas  sospechosas  de  contagio. 

IV.  Las  que  por  cualquiera  circunstancia  no  ofrezcan  la 
seguridad  conveniente  acerca  de  su  sanidad. 

Y.  Las  de  las  Antillas  y  Seno  mejicano  que  salieren  des- 
de.4. °  de  mayo  hasta  fín  de  setiembre,  aun  cuando  gocen 
del  mas  próspero  estado  durante  sn  navegación  y  vengan 
con  patente  limpia.  Pero  si  el  buque  llegase  á  la  Penin* 
sola  después  de  finalizado  el  mes  de  octubre ,  cesa  para 
los  que  arriben  á  la  costa  del  Norte  el  concepto  de  sospe- 
choso, y  en  los  del  mediodia  queda  sujeto  á  ona  corta  obser- 
vación (4). 

•Stt.— Son  de  patente  limpia  las  procedencias  que  no  ins* 
piran  la  menor  sospecha  acerca  de  so  estado  sanitario* 

Las  procedencias  de  mar  deben  traer  como  pasaporte  de 
sanidad,  su  patente  visada  por  los  agentes  consolares  de 
España,  y  donde  no  los  hubiere,  expedida  por  las  autorida- 
des extrañas.  Esta  patente  debe  ser  refrendada  en  todos  Im 
puntos  de  la  escala. 

•S9. — Según  las  diversas  clases  de  patentes  hay  tres  ma- 
neras de  admitir  las  procedencias,  á  libre  plática,  á  obser- 
vación V  á  cuarentena. 

A  libre  plática  se  admiten  solamente  las  personas  y  cosas 
que  traen  patente  limpia,  ya  considerando  los  puertos  de 
donde  proceden,  ya  teniendo  en  cuenta  el  estado  sanitario  de 
los  pasajeros  y  tripulación.  Algunas  veces,  sin  embargo, 
cuando  ocurre  doda  se  suele  sujetar  á  estos  buqoes  á  obser- 
vación, qne  es  ana  medida  provisional  para  averigoar  el  esta- 
do sanitario  de  las  procedencias.  Esta  observación  es  mayor 
ó  menor,  según  el  grado  de  desconfianza  que  inspiran  las 

(1)  Reales  órdenes  de  13  de  octnbre  de  1842  y  24  de  abril 
de  184i. 
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procedencias  y  se  hace  ea  la  mayor  parte  de  los  paertos  (1). 
•S9.— Coareatena  es  la  secoestracioa  ó  aislamieDto  al 
caal  se  someten  los  hombres  y  las  cosas  procedentes  de  paí- 
ses infestados  ó  sospechosos,  y  qoe  por  tanto  se  recelas!,  ad- 
mitidos desde  luego  á  libre  plática,  comprometerán  la  salad 
pública. 

•••.— Los  lazaretos,  fundados  en  la  época  de  las  Cru- 
zadas para  atajar  la  propagación  de  la  peste  de  Levante, 
son  puntos  de  observación  ó  mas  bien  verdaderas  prisio- 
nes para  los  viajeros  y  tripulantes  sospechosos  de  conta- 
gio, y  almacenes  donde  se  depositan,  ventilan  y  expurgan 
los  efectos  de  igual  procedencia.  Su  objeto  oGcial  es  facilitar 
las  medidas  de  observación  y  purificación  que  deben  destruir 
los  gérmenes  del  mal  cuyo  desarrollo  se  teme. 

Si  los  lazaretos  y  cuarentenas  no  corresponden  á  su  ins- 
tituto ó  se  abusa  de  ellos,  bien  porque  ciertas  enfermedades 
habidas  por  contagiosas  no  lo  sean  en  efecto,  ó  bien  porque 
las  precauciones  fueren  imaginarías,  no  serán  ya  medidas 
sanitarias,  sino  obstáculos  puestos  á  la  libre  circulación  de 
los  productos,  gravámenes  para  la  industria  y  el  comercio,  y 
medios  de  explotar  que  el  interés  y  la  codicia  ponen  en  jue- 
go á  expensas  de  los  huéspedes  forzados  que  reciben.  Un 
régimen  sanitario  severo  en  demasía  alejará  el  comercio  de 
nuestros  puertos,  porque  el  tráfico  huye  de  donde  le  molestan 
y  oprimen,  y  se  refugia  en  donde  le  ofrecen  libertad. 

Según  nuestro  código  sanitario  están  sujetas  á  cuarente- 
na las  procedencias  de  patente  sucia.  Toda  cuarentena  rígi- 
da debe  hacerse  precisamente  en  los  lazaretos  de  Mahon  ó 
Yígo  y  ser  de  cuarenta  dias ,  cuyo  término,  puede  no  obs- 
tante abreviarse  ó  dilatarse,  segon  la  distancia  del  pais  in^ 
festado,  las  ocurrencias  de  la  navegación  y  la  estancia  en  el 
lazareto,  estando  además  sujetas  á  expurgo  y  ventilen  con- 
forme lo  establecen  los  reglamentos. 

Las  procedencias  de  patente  sospechosa  hacen  una  cua* 
rentena  de  quince  á  veinte  dias  con  sujeción  á  expurgo  y 

(i)  Instiluciones  dé  derecho  administrativo  ^  por  el  se&or  Gó- 
mez de  Ir  SeroR,  lib.  ii,  tit.  xiv. 
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veotileo  en  igual  forma  que  las  anleriores,  si  las  ioapecbas 
contra  su  estado  sanitario  fuesen  yeheBeales(4). 

•40.— Guando  se  terifieare  la  aprehensnm  de  géneros 
de  iHeito  comercio  contagiados  ó  sospechosos,  las  jnntas 
de  sanidad  ofician  á  los  empleados  principales  del  resguar- 
do, previniéndoles  lo  que  según  las  leyes  sanitarias  debe 
hacerse  con  las  personas  y  efectos  aprehendidos  y  con  los 
guardas  que  los  hubiesen  tocado,  á  fin  de  evitar  que  se  pro- 
pague la  infección;  pero  en  ningún  caso  dichas  juntas  impe- 
dirán ni  perturbarán  el  curso  de  la  justicia  ó  la  acción  de  los 
tribunales  competentes.  Los  gefes  del  resguardo  tienen  la 
obligación  de  cumplir  bajo  su  mas  estrecha  responsabilidad 
las  prevenciones  sanitarias  que  aquellas  juntas  les  hicieren, 
y  los  jueces,  al  pronunciar  su  sentencia  en  estos  procesos,  to- 
marán en  cuenta  la  mayor  gravedad  del  delito,  cuando  recae 
sobre  objetos  promovedores  ó  susceptibles  de  infección  (9). 

§.  IIL—Cólen*  morbo. 

•Al.— Entre  las  epidemias  que  mas  estragos  eausan  y 
mas  cruelmente  afligen  hoy  á  la  humanidad ,  la  terrible  tm^ 
fermedad  conocida  con  el  nombre  de  cólera  morbo  asiático, 
cuya  presencia  en  Europa  parece  hacerse  periMica,  descae* 
lia  sobre  todas.  Mientras  la  ciencia  no  resuelve  de  un  modo 
positivo  las  cuestiones  pendientes  acerca  del  carácter  del 
cólera  y  su  sistema  curativo  corresponde  á  la  administración 
ser  cauta,  y  adoptar  precauciones  sanitarias  y  un  buen  régi- 
men de  socorros  póUicos ,  porque  la  experiencia  ensefia  que 
los  estragos  de  esta  epidemia  han  sido  menos  terribles  alli  en 
donde  el  gobierno  se  preparó  en  tiempo  para  combatirla, 
uniendo  á  los  auxilios  de  la  medicina  los  esAienos  de  la  be^ 
nefieencia. 

#49.— Estas  medidas  preventivas  no  son  otras  que  tas  re- 
comendadas para  todas  b»  enfermedades  eonlagiosaa,  salvas 
algunas  leves  diferencias.  Reconóeense  cuatro  grados  en  las 


(1)  Real  decreto  de  2S  de  agosto  át  1S17 ,  art.  10. 

(2)  Realdrden  de  18  de  marzo  de  fJ3é. 
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patentes  de  sanidad  con  respecto  al  cólera,  limpia,  sospe* 
cbosa,  sacia  y  apestada. 

I.  Pertenecen  á  la  primera  clase  las  procedencias  de 
puertos  sanos ,  cuando  el  boque  no  se  hubiese  comunicado 
con  otros  por  lo  menos  sospechosos,  j  coando  no  hubiesen 
tocado  en  puntos  cuyo  estado  sanitario  no  inspirase  total  con- 
fianza. Estos  son  admitidos  desde  luego  k  libre  plática. 

II.  Corresponden  á  la  segunda  los  buques  proced^tes 
de  puertos  que,  aun  cuando  á  su  salida  se  hallasen  libres  del 
cólera^  estuvieren  en  franca  comunicación  con  otros  puertas  6 
puntos  del  interior  distantes  menos  de  treinta  leguas,  si  en 
unos  ú  otros  reinase  aquella  enfermedad.  El  mismo  concepto 
merecen  los  puertos  comprendidos  en  un  territorio  que  el 
gobierno  declare  sospechoso.  Si  estos  buques  arribaren  á 
nuestros  puertos  en  lastre  ó  sin  traer  á  su  bordo  géneros  sus- 
ceptibles de  contagio,  se  admiten  en  todos  los  puertos  ha- 
bilitados  para  el  comercio ,  debiendo  hacer  una  observa- 
ción de  tres  días,  si  en  el  viage  hubiesen  invertido  mas  de 
doce,  y  hasta  quince,  si  hubiesen  tardado  meaos*  Mas.  si 
condujeren  géneros  ó  efectos  susceptibles  de  contagio ,  no 
podrán  hacer  la  cuarentena  do  observacioa  sino  en  los  poer-^ 
tos  de  Bareelona»  Tarragona,  Mahon,  Alicante,  Cartagena, 
Almería,  Málaga,  Cádiz,  Vigo,  Corufia,  Gijoif,  Santander, 
Bilbao,  San  Sebastian  y  Santa  Cruz  de  Tenerife,  siendo 
aquella  de  cinco  días  con  ventilación  al  aire  ó  expurgo  de  los 
géneros  y  efectos,  si  hubiesen  tardado  en  el  viage  mas  de 
doce ,  y  aumentándose  dicha  observación  hasta  completar 
diez  y  siete ,  si  hubieren  empleado  menos  tiempo ,  á  cuyo 
fin  se  establecen  lazaretos  provisionales,  donde  fuedan  eje- 
cntarse  las  operaciones  arriba  dichas* 

III.  Se  reputan  de  patente  sucia  los  boques  procedentes 
de  puertos  en  donde  á  su  salida  se  padeciese  el  cólera- 
morbo  y  los  que,  no  obstante  proceder  de  puertos  libres  del 
cólera  al  tiempo  de  su  salida,  hubieren  hecho  escala  ó  arri'^ 
bada  detenida  en  algún  puerto  donde  reinase  aquella  entsr- 
medad,  ó  hubiesen  tenido  roce  muy  inmediato  durante  su 
travesía  con  otro  buque  de  la  primera  procedencia.  Estos 
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buques  sufren  diez  dias  de  cuareQteaa  en  los  lazaretos  de 
MaboQ  ó  Vigo  ó  en  otros  que  se  babiliteii,  empezando  acon- 
tarse el  tiempo  desde  el  día  en  que  el  buque  concluya  su 
descarga,  y  observando  en  ella  las  reglas  que  para  la  purifi- 
cación y  expurgo  establecen  los  reglamentos  de  sanidad.  Pero 
si  el  buque  durante  su  travesía  hubiese  tenido  algún  muerto 
que  no  fuese  de  cólera,  se  le  recargan  cinco  días  de  cua* 
rentena. 

IV.  Los  buques  de  patente  sucia  pasan  al  grado  de  pa- 
tente apestada:  4.°  cuando  ban  tenido  algún  enfermo  ó 
muerto  de  dicho  mal  durante  la  travesía,  sin  haber  pasa* 
do  treinta  dias  después  de  su  fallecimiento  ó  convaljecencía: 
2.*^  cuando  á  su  arribada  tienen  á  su  bordo  algún  colérico: 
3.®  cuando  durante  la  cuarentena  enferma  de  dicho  mal 
algún  individuo.  Estos  buques  hacen  precisamente  en  los 
lazaretos  de  Mahon  ó  Vigo  una  cuarentena  de  quince  dias 
á  contar  desde  el  último  de  la  descarga,  y  las  operaciones 
de  ventilen  y  expurgo  son  en  un  todo  conformes  á  lo  pre- 
venido por  punto  general  para  semejantes  casos. 

Las  Juntas  de  Sanidad  resuelven  cualquiera  duda  que 
ocurra  acerca  de  la  declaración  de  estos  grados  con  presen- 
cia de  la  patente,  rol,  manifiesto  y  demás  papeles,  y  según 
las  noticias  oficiales  que  tuvieren  ora  del  gobierno «  ora  de 
nuestros  agentes  consulares. 

•48.— Los  gefes  políticos  están  muy*  especialmente  en- 
cargados de  velar  poi*  la  observancia  de  las  demás  medidas 
sanitarias,  ya  respecto  á  los  barcos  pescadores,  y  ya  relati- 
vamente á  las  naves  que  por  arribada  forzosa  entrasen  en 
nuestros  puertos «  y  deben  asimismo  procurar  que  se  casti- 
gue con  todo  rigor  cualquiera  infracción  de  las  leyes  y  re* 
f  lamentos  sanitarios  (4). 

Mi4.*Ningun  empleado  público,  sea  cualquiera  so  clase 
ó  gerarquia,  puede  ausentarse  del  pueblo  de  su  destino,  en 
el  caso  de  ser  invadido  por  el  cólera,  sin  expreso  mandato  de 
sus  gefes,  porque  si  en  circunstancias  ordinarias  es  un  deber 

(i)    Real  drden  de  15  do  ooviembre  de  184K. 
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general  de  los  agentes  del  gobierno  la  residencia  durante  las 
calamidades  públicas,  cuando  sus  servicios  pueden  contribuir 
k  la  conservación  de  la  vida  y  de  la  propiedad  de  sos  con- 
ciudadanos, se  convierte  este  deber  en  ana  obligación  sa- 
grada (1). 

•45. — Los  facultativos  de  medicina  j  cirojía  que,  olvi* 
dando  los  deberes  mas  sagrados  de  sn  profesión  y  quebran- 
tando el  juramento  que  prestaron,  abandonasen  los  pueblos  de 
su  residencia  en  estos  dias  de  conQicto,  incurren  en  la  pena 
de  inhabilitación  perpetua  y  se  les  recogen  sus  titules  de 
profesores  (2). 

MM.— En  época  mas  reciente  se  ha  mandado  que,  aun 
caando  aparezca  el  cólera  en  Francia  ó  Portugal  y  amenace 
invadir  la  Península  por  nuestras  fronteras  terrestres,  no  se 
establezcan  cordones,  lazaretos  ni  cuarentenas  de  ninguna 
clase;  y  si  se  declarase  en  algún  panto  del  reino,  no  se  pongan 
por  eso  obstáculos  á  la  Ubre  circulación  de  los  pueblos  entre 
si,  ni  se  cause  con  tal  motivo  ta  menor  vejación  á  ios  viaje- 
ros, ni  tampoco  permitan  las  autoridades  el  aislamiento  de  los 
coléricos  en  los  barrios,  casas  ó  establecimientos  de  las  po* 
blaciones  (3). 

Fúndase  esta  real  orden  en  el  deseo  de  evitar  los  males 
qaeel  sistema  de  aislamiento  produce,  paralizando  el  tráfi- 
co é  impidiendo  el  abastecimiento  de  los  pueblos,  y  en  la  ine- 
ficacia de  los  cordones,  aun  en  los  casos  de  contagio;  de 
donde  infiere  el  gobierno  que  no  hay  razón  para  suspender 
los  beneficios  que  resaltan  de  conservar  libres  y  francas  las 
comunicaciones. 

Comparando  la  disposición  citada  con  las  anteriores  reía* 
tivas  á  sanidad,  se  observa  la  contradicción,  ó  mas  bien  la 
perplejidad  reinante  en  nuestra  legislación  sanitaria.  Si  los 
cordones  son  inútiles,  aun  en  los  casos  de  contagio  ¿porqué 
abolirlos  solamente  cuando  invade,  ó  amenaza  invadir  el  có- 

(1)    Real  drden  de  S8  de  janio  de  1S34. 

SS)    Real  orden  de  4  de  juho  de  1834.— Véanse  también  las  reales 
leoes  de  19  de  janio  y  11  de  julio  de  dicho  año. 
(3)    Real  orden  de  18  de  enero  de  1849. 

Tomo  I.  21 
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lera?  ¿No  existe  igual  dificaitad  para  atajar  la  propagaeion 
de  las  demás  eoiérmedades  epidémicas? 

•49.— El  gobierno  ha  dispuesto,  entre  otros  medios  de 
disminair  ios  estcagos  de  la  epidemia,  el  establecimiento  de 
juntas  muQÍcipales  de  sanidad  en  todas  las  poblaciones  en 
donde  no  las  hay  de  ninguna  clase,  sí  su  vecindario  llega á 
veinte  mil  almas  y  además  la  creación  de  comisiones  per* 
manentes  de  salubridad  pública  con  el  encargo  de  auxiliar 
sus  trabajos. 

Remover  las  eausas  necesarias  ó  accidentales  de  insalubri* 
dad  de  toda  clase  que  existan  en  la  población  ó  en  so  término, 
y  contener  ó  minorar  los  estragos  del  cólera  ó  de  cuaiqínera 
Cira  enfermedad  de  mal  caráoter  reinante,  aconsejando  á  los 
alcaldes  las  providencias  conducentes  á  este  fin,  tales  son  los 
deberes  de  las  primeras.  Las  segundas  velan  mas  de  cerca 
sobre  la  policía  sanitaria,  cuidan  de  la  asistencia  y  curación 
de  los  enfermos  y  proponen  á  las  juntas  municipales  las  me* 
didas  oportunas  para  la  conservación  de  la  salud  pública  en 
estos  periodos  de  amenaza  (4). 

648.— Alteración  de  alimentos  y  de  sustancias  medicinales. 

bebidas.  €52. — GomposicioD  de  aguas  mi- 

649.  ^Policáa  de  la  alimentación.  nerales. 

650.— Inspección  sobre  las  facnl-  653.— Denuncia  de  las  contra- 

tades  médicas.  ?  enciones. 
651.— Elaboraoion  j  eipendicion 

•A9.— Las  alteraciones  de  los  alimentos  y  de  las  bebidas 
deben  ser  objeto  muy  especial  de  la  inspeocioa  administrati- 
va. No  se  trata  ya  de  abastecer  á  los  pueblos,  sino  de  prohi» 
bir  que  los  artículos  destinados  á  su  consumo  sean  adullem- 
áoB  en  dafio  de  la  salud  pública. 

El  ciego  espirito  de  especulación  ensayó  primeramente 
todo  linaje  de  fraudes  á  fin  de  vender  al  mas  alto  precio  la  me* 
nos  materia  nutritiva  posible;  después  quiso  lograr  ganan- 

(i)    Real  orden  de  ISde  enero  de  1849. 
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eíaB  por  otros  medios  mas  peligrosos,  desaataralizaodo  la 
composicioQ  de  los  alimeotos  y  bebidas,  bacieodo  mezclas 
perjudiciales  y  empleaade  sustaacias  averiadas.  Hasta  donde 
estos  abasos  sino  tolerados,  mal  reprimidos,  ioOuyea  en  el 
estado  sanitario  de  tas  poblaciones;  como  estas  causas  gene- 
rales y  permanentes  obran  en  menoscabo  de  la  salud,  ya  de- 
teriorando progresivamente  nuestra  constitución,  ya  aumen- 
tando el  número  y  gravedad  de  las  enfermedades  que  aquejan 
principalmente  á  las  clases  menesterosas,  y  ya  en  fin  some- 
tiéndolas á  una  ley  de  mortalidad  desproporcionada  respecto 
de  las  clases  superiores,  es  diíicil  de  señalar,  aunque  se 
adivina. 

Las  leyes  represivas  deben  ser  sumamente  severas  en 
este  ptinto,  y  la  administración  tener,  como  Argos,  cien  ojos 
niempre  abiertos  para  perseguir  el  fraude  bajo  cualquiera 
forma  que  tome  este  noevo  Proteo.  Afortunadamente  los  pro- 
gresos de  la  química  facilitan  los  medios  de  descubrir  to- 
da superelierfa  laienle  y  criminal.  Aqui,  ctfmo  en  otros  mil 
casos,  la  caestion  de  higiene  pública  es  una  cuestión  de  mo- 
ralidad. 

#40. — La  policía  de  la  alimentación  es  un  ramo  de  la  mu- 
•icipaU  porque  á  los  Ayuntamientos  pertenece  deliberar 
sobre  las  ordenanzas  mnnici  pales  y  reglamentos  de  policía 
urbana  y  rural  (4).  Bn  vez  de  deliberaciones,  debieran  los 
Ayuntamientos  pronunciar  acuerdos  ejecutorios,  pues  si  en 
esto  no;  si  al  tratar  en  cierto  modo  de  cuidados  domésticos, 
de  qnefaaceres  de  familia,  no  ejercen  de  lleno  su  potestad 
reglamentaria  ¿cnando  es  útil  su  autoridad?  ¿para  cuando  se 
reserva? 

En  virtud  de  estas  facnllades,  las  ordenanzas  municipales 
contieften  6  deben  eonlener  disposiciones  relativas  á  la  pure- 
za de  las  aguas  potables ,  á  la  fabricación  y  venta  del  pan,  á 
la  salubridad  délas  carnes,  á  la  expendicion  de  los  comesti- 
bles de  toda  dase  y  al  despacho  de  los  líquidos ,  sea  prohi- 
biendo el  uso  de  unos  en  determinadas  épocas  del  afio ,  sea 

(I)    Lej  de  8  de  enero  de  1 8i5,  art.  8 J . 
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velando  porque  no  sean  adulterados  los  otros  con  mezclas  6 
sustancias  nocivas  k  la  salud  pública  (1). 

El  código  penal  castiga  como  un  delito  contra  la  salud 
pública  al  que  con  cualquiera  mezcla  alterase  las  bebidas 
ó  comestibles  destinados  al  consumo  general  (S). 

•ftO. — La  inspección  sanitaria  del  gobierno  y  sus  delega* 
dos  sobre  la  ciencia  y  el  arte  de  curar  se  extiende  á  tres 
puntos:  al  ejercicio  de  las  profesiones  médicas,  á  la  elabo* 
ración  y  venta  de  las  sustancias  peligrosas  para  la  salad  y 
al  uso  de  los  bafios  y  aguas  minerales. 

I.  Prohiben  las  leyes  el  ejercicio  de  la  ciencia  y  del  arte 
de  curar  á  los  que  no  fueren  profesores,  ó  no  tuvieren  títu- 
lo competente  expedido  previo  examen  de  las  materias  cuya 
enseñanza  comprenden  las  facultades  de  medicina  y  ciru- 
jia(3).  Tienen  además  los  médicos  y  cirujanos  la  obligación 
de  presentar  á  los  subdelegados  de  sanidad  sus  títulos  al  en- 
trar en  el  ejercicio  de  su  profesión  en  el  distrito  de  la  subde* 
legación  respectiva,  ó  cuando  cambiaren  de  domicilio,  y 
deben  exhibirlos  k  este  gefe  siempre  que  les  pidiere  su  mani- 
festación. Bajo  tales  reglas  de  disciplina,  y  observando  lo  dis- 
puesto en  las  leyes,  ordenanzas,  reglamentos,  decretos  ó 
reales  órdenes  vigentes ,  están  autorizados  para  ejercer  si 
profesión,  auoque  solo  en  cuanto  á  la  parte  que  correspondie- 
re á  cada  uno  según  su  título;  y  únicamente  les  será  permi- 
tido ejercer  el  todo,  si  tuvieren  autorización  para  ello,  ó  en  loa 
casos  de  grave,  urgente  y  absoluta  necesidad. 

A  Gn  de  evitar  la  intrusión  de  personas  agenas  á  la  fa- 
cultad ,  los  sucesores  ó  herederos  de  los  profesores  que  falle- 
cieren, tienen  el  deber  de  presentar  los  diplomas  del  difunle 
al  subdelegado  de  sanidad  del  distrito  quien  dispondrá  sean 
horadados  sus  sellos  y  Grmas;  y  asi  cancelados,  los  devolve- 
rá á  las  familias  ó  interesados,  si  los  reclaman  (4). 

(t)    Ordenanzas  de  policía  urbana  y  raral  de  Hadriá. 

(2)  Art.  350. 

(3)  Código  penal ,  art.  244. 

(4)  Reglamento  para  las  subdelegaciones  de  sanidad  interior 
de  Si  de  julio  de  1848,  art,  7,  y  real  orden  de  16  de  mayo  de  1844. 
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Los  saogradores  soa  castigados  como  intrusos,  si  exce- 
den los  límites  de  la  cirujía  menor  ó  ministrante  para  cuyo 
ejercicio  solamente  están  autorizados  (1). 

La  infracción  de  estas  leyes  es  castigada  por  los  gefes 
políticos  con  pena  correccional ;  pero  cuando  excediere  de 
mil  reales  la  multa  que  deba  ser  impuesta  á  los  infractores  (9), 
pasan  el  tanto  de  la  culpa  á  los  tribunales  ordinarios  para  la 
formación  de  causa  (3). 

n.  A  los  hrmacéutícos  únicamente  pertenece  la  facultad 
de  elaborar  y  expender  las  sustancias  que  puedan  usarse 
como  medicinas  6  considerarse  como  venenos,  en  los  térmi- 
nos señalados  por  las  leyes  y  reglamentos  y  por  las  disposi- 
ciones gubernativas  vigentes  para  cada  caso. 

Para  obtener  titulo  de  farmacéutico  se  requiere  haber  se- 
guido los  estudios  que  componen  la  facultad  de  farmacia,  su- 
frir examen  y  tener  veinticinco  afios  de  edad  (I).  El  ejerci- 
cio de  esta  es  incompatible  con  el  de  la  de  medicina  ó  ci- 
rujia  (5). 

Corresponde  á  los  farmacéuticos  la  venta  de  las  medici- 
nas simples  en  cantidad  inferior  á  cuatro  onzas  castellanas  y 
el  despacho  exclusivo  de  todas  las  compuestas;  pero  no  pue- 
den expender  ninguoMin  que  les  fuere  pedida  por  receta  de 
médico  ó  cirujano,  sAn  sus  respectivas  facultades  (6). 

•ftt.^Nadie  pued^laborar  medicina  alguna  simple  ó 
compuesta  sin  ser  boticario  aprobado,  ni  aun  con  el  pretesto 
de  especifico  6  secreto ,  ni  tampoco  vender  yerbas  secas  ó 
frescas  sin  licencia  (7). 

Estas  prohibiciones  se  han  renovado  posteriormente,  dis* 
poniendo  el  gobierno  se  atajase  el  abuso  de  vender  espe- 
cíficos y  bálsamos  de  varias  clases  (8);  y  mas  adelante 

(i)  Real  orden  de  29  de  junio  de  1846. 

(9)  Real  cédala  de  10  de  diciembre  de  18S8. 

(3)  Real  orden  de  4  de  marzo  de  1846. 

(4)  Ley  1.%  tit.  xiii,  lib.  viii,  I^ov.  Recop. 

(5)  Ley  10,  ibíd. 

(6)  Ley  8,  ibid.  y  real  orden  de  22  de  agosto  de  1833. 

(7)  Ibid.  y  real  orden  de  17  de  junio  de  1846. 

(8)  Real  drden  de  24  de  diciembre  de  1838. 
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se  inculcó  la  observancia  de  las  leyes  qae  vedan  la  venia 
al  público  de  medicamentos ,  ann  á  los  mismos  profeio* 
res  de  Tarmacia ,  no  siendo  en  botica  legalmente  constituí* 
da  (1). 

05t.— Las  leyes  de  pojicía  sanitaria  prohiben  también  la 
elaboración  de  las  aguas  minerales  artificíales,  no  siendo  bajo 
ciertas  condiciones  ó  garantías  á  favor  de  la  salud  pública « á 
saber : 

1.  Que  sean  elaboradas  en  boticas  ó  establecimientos  di- 
rigidos por  Tarmacéuticos. 

IL  Que  el  director  ó  gefe  de  dicho  establecimiento,  antes 
de  elaborarlas,  dé  cuenta  á  la  autoridad  del  establecimiento 
de  la  fábrica,  presentando  las  recetas  adoptadas  para  la  ela- 
boración de  cada  una  de  ellas. 

III.  Que  las  vasijas  que  salgan  de  la  fábrica  con  el  agua 
allí  elaborada,  lleven  precisamente  una  etiqueta  ó  nota  en 
que  conste  la  misma  receta  y  el  sello  de  la  fábrica  sobre  el 
tapón  de  la  vasija. 

IV.  Que  no  pueda  hacerse  anuncio  alguno  de  estas  aguas 
sin  expresar  en  él  sus  componentes. 

V.  Que  estas  aguas  queden  sujetas  ea  todo  tiempo  á 
la  inspección  de  la  autoridad,  para  oná  cuando  lo  tenga  por 
conveniente  mande  examinar  sí  el  ajj^  elaborada  es  eonfbr 
me  á  la  receta. 

VI.  Que  se  vendan  precisamente  en  boticas,  y  no  se  den 
sin  receta  de  profesor  conocido. 

Son  libres  la  elaboración  y  venta  de  las  bebidas  gaseosas^ 
como  la  de  todas  las  demás  que  se  usan  por  refresco  ó  en  es* 
tado  de  salud  por  puro  placer,  ;por  considerarse  inocentes; 
pero  no  asi  otras  cualesquiera  en  cuya  composicioá  entf^n 
drogas  medicinales  (2). 

•ftS.— Los  subdelegados  de  sanidad  están  encargados  de 
presentar  á  los  gefes  políticos  y  á  los  alcaldes  cuantas  denun- 
cias creyeren  necesarias  por  las  faltas  ó  contravenciones  qne 


(1)  Real  drdoD  de  14  do  junio  de  1843. 

(2)  Real  orden  de  i5  do  junio  de  1 842. 
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Botareo  en  el  cumplimiento  de  las  leyes  y  órdenes  del  gobier* 
no  referentes  al  ejercido  de  las  profesiones  médieas  (4 ) . 

Abticulo  3.^ — ^Di  Voft  \i(i^s  «^  Qy^<vAft  'wvM/nSjt%. 

654.~-U8o  aotígao  de  los  bafios.  blecimientos. 

690w— FoeDles  mioerales.  659.— La  ciTÍliueion  presanra  y 

656.— Eatablecimientos  de  bafios  mejora  la  sahid  piiblica. 

ÍjT  aguas  minerales.  660. — lofraccion  de  los  re^la- 
■speccion  facultativa.  mentos  de  policía  sauíta- 

6S8.— J)erachos  y  deberes  de  ks  ría. 

daefios  de  aquellos  esta- 


—La  soeiedad  moderna  no  protege  la  salud  de  loo 
pueblos  sino  de  un  modo  negativo.  En  la  aotigtiedad  mas  re* 
mola  eran  de  uso  común  los  bafios,  medidas  higiénicas  que  la 
religión  consagraba  como  un  rito  con  el  nombre  de  ablucio-* 
oes  y  purificaciones.  Los  romanos  tuviéronlos  públicos,  en 
cuyo  estaUecimiento  no  debemos  descubrir  solamente  un 
goce  físico  ó  un  mero  placer,  sino  mas  bien  una  precaución 
aanilaria. 

MMft.— Ba  el  día  es  la  higiene  privada  quien  regala  el  oso 
de  las  aguas  no  medicinales,  y  solo  las  minerales  termales  y 
frías  como  favorables  á  la  salud  ó  nocivas,  según  la  aplicacios 
qa»  de  ellas  se  hace,  entran  en  el  dominio  de  la  higiene  pú* 
Uica. 

En  todos  tiempos  los  manantiales  medicinales  estuvieron 
bajo  la  inspección  del  gobierno;  y  aunque  las  leyes  reconoz- 
ean  y  protejan  la  propiedad  particnlar  en  estas  fuentes  de 
salud,  la  administración  coarta  los  derechos  del  propielnrio 
y  sofiaia  limites  al  aprovecbamiento  de  estos  dones  de  la  Pro- 
vidooeia  en  beoeício  de  los  pueblos. 

•Mt.— Todos  los  establecimientos  de  aguas  y  baftos  mine« 
rales  deben  tener  un  director  facultativo  que  cuida  de  su  buen 
orden  y  gobierno  y  entiende  exclusivamente  en  todos  los 
asuntos  propios  de  su  direccioo  médico*politica.  Durante  la 
época  en  que  según  la  costumbre  del  pais  se  hace  uso  de  las 

(I)    Reglameoto  de  24  de  julio  de  iS48,  art.  7. 
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aguas  y  bafios,  tieoeo  obligación  de  residir  ea  el  punto  mas 
iDoiediato  del  manantial,  para  <)ne  pnedan  vigilar  de  cerca 
sobre  la  policía  física  y  moral  de  dichos  establecimientos. 

•69.— Ningún  enfermo  puede  beber  las  aguas  minerales, 
bañarse,  entrar  en  estufa,  ni  exponerse  al  chorro  sin  recibir 
del  director  una  papeleta  firmada  ó  permiso  de  osarlas  con 
sujeción  k  las  circunstadcias  de  hora,  duración,  temple  y 
demás  que  expresare.  Si  el  director  por  los  efectos  que  hu* 
hiere  observado  en  los  enfermos,  hallase  conveniente  suspen- 
der la  aplicación  del  remedio,  recógela  papeleta  ó  la  mo- 
difica haciendo  nuevas  prevenciones.  A  ningún  facultativo 
titular  de  la  población,  ó  domiciliado 6  residente  por  acaso  en 
ella,  le  es  lícito  visitar  &  los  enfermos  concurrentes  sin  su 
anuencia,  ó  sin  ser  en  consulta  con  el  director  que  es  el  ver- 
dadero responsable. 

•ftft.— Los  duefios  de  los  establecimientos  de  esta  clase 
tienen  su  dominio  y  el  goce  de  todas  las  prerogatlvas  que  les 
corresponden  por  derecho  de  propiedad ;  pero  estos  derechos 
no  les  autorizan  para  abusar  de  las  aguas  consideradas  como 
remedio,  ni  para  disponer  de  ellas  en  perjuicio  público.  Es- 
tán de  consiguiente  sujetos  á  la  dirección  médico-polUica 
en  todo  lo  relativo  á  la  policía  de  las  aguas  y  bafios,  y  se  les 
obliga  á  emprender  las  obras  y  reparos  que  los  directores 
les  indiquen  para  corregir  cualquier  defecto  sustancial  en  las 
fuentes,  bafios,  estufas,  chorros  ú  hospederías  de  los  enfer- 
mos; y  en  caso  de  resistencia  ó  desidia  culpables,  los  direc- 
tores acuden  á  la  autoridad  del  territorio  que  les  presta  su 
auxilio  hasta  hacer  invertir  en  mejoras,  por  lo  meaos,  una 
décima  parte  de  la  renta.  Sus  administradores  ó  arrenda- 
tarios tienen  la  intervención  que  los  duefios  les  conceden 
para  cuidar  de  su  conservación  y  de  la  recaudación  de  los 
productos.  Los  derechos  que  se  cobran  á  los  enfermos  son 
ajustados  á  un  arancel  que  la  justicia  ó  autoridad  del  ter- 
ritorio (hoy  el  alcalde),  si  no  fuere  la  propietaria,  forma 
de  acuerdo  con  el  director  al  empezar  cada  temporada  (f ). 

(i)    Reglamento  para  la  dirección  y  gobierno  de  los  bafios  y  agoat 
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L— Ademas  de  estos  medios  concretos  de  preservar  la 
salud  pública»  la  admioistracion  adopta  tantas  medidas  hi* 
giéaicas  enantes  son  los  adelantos  qne  á  la  sociedad  procura 
en  todos  los  ramos  de  la  civilización.  Las  ciencias  y  las  artes 
sugieren  en  el  día  recorsos  contra  las  enfermedades  que 
eran  desconocidos  en  otros  tiempos,  y  un  bienestar  mas  ge- 
neral disminuye  el  periodo  de  las  epidemias  y  mitiga  la  ley 
de  la  mortalidad  bajo  la  maligna  influencia  de  estas  cala* 
midades. 

T  no  solo  los  bienes  materiales  de  la  civilización ,  sino 
sus  dones  morales,  concorren  á  tan  favorable  resultado.  Dijo 
un  Slósofoque  toda  cuestión  moral  era  una  cuestión  de  bi- 
giene;  y  si  bien  mejor  dicho  estaría  que  toda  cuestión  de  hi- 
giene es  una  cuestión  moral,  aceptamos  la  una  ó  la  otra 
ro&iima  como  expresión  del  intimo  enlace  de  la  pureza  de 
nuestras  costumbres  con  las  reglas  de  conducta  necesarias  á 
la  conservación  del  individuo;  por  manera  que  la  administra- 
ción, ora  aumentando  las  riquezas  y  comodidades  de  la  vida, 
ora  disminuyendo  los  vicios  y  moderando  las  pasiones  por  me* 
dio  de  la  enseñanza ,  del  ejemplo  y  del  castigo ,  protege  con 
suma  eficacia  la  salud  de  los  pueblos  y  dilata  la  vida  de  las 
sociedades. 

•••••--Eatretanto  vela  por  la  observancia  de  las  leyes  y 
encarga  alas  autoridades  administrativas  el  castigo  de  toda 
infracción  de  los  reglamentos  de  policia  sanitaria  dentro  de 
los  limites  de  su  potestad  correccional ;  pero  si  la  infracción 
fuese  tal  que  mereciese  penas  mas  graves,  los  contraventores 
deben  ser  puestos  &  disposición  de  los  tribunales  competen- 
tes, para  que  los  juzguen  como  acusados  de  un  delito  6  de 
una  bita  mas  ó  menos  grave  contra  la  salud  pública. 


minerales  del  reino  de  3  de  febrero  de  1834  y  reales  órdenes  de  f  / 
de  junio  de  1839  y  88  de  febrero  de  1844. 
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CAPITULO  VI. 

•el    órdeii    pMMem. 

661.~£ieeeaidad  del  órdon  pd-  663.— Aotoridades    coeargadaí 
blico.    *  de  conservar  el  orden. 

662.— El  orden  debe  estar  unido  664.-  Medios  preTentíros. 

á  laüberUd.  665.-- Medios  rtpreaivM. 


.—Una  de  las  condicíoaes  eseaciales  de  nuestra  con- 
servaeioo  es  el  orden  público  interior  6  la  paz  doméstica  de 
las  naciones.  Sin  orden  público  no  bay  seguridad  personal, 
sosiego  en  las  familias,  estabilidad  en  la  posesioa,  estimó- 
lo para  el  trabajo.  Coando  el  órdet  no  existe,  anestra  tí- 
da  y  nuestros  bienes  están  i  disposicíoii  de  cualquier  atre- 
vido, como  las  cosas  sin  dueAo  á  merced  del  primer  ocapas* 
te,  6  como  en  el  estado  salvaje  toda  propiedad  cede  &  la  vi^ 
iencía  del  mas  Fuerte. 

••t.-^Sin  embargo,  el  principio  del  orden  no  debe  eier- 
cer  un  imperio  omnímodo  y  absoluto  en  tas  sociedades  poH- 
ticas,  sino  compartido  con  el  principio  déla  IHwrtad.  Orden 
y  libertad  son  los  dos  platillos  de  la  balanza  cayo  fd  es  el 
derecho  ó  la  ley  de  la  equidad  aplicada  al  régimen  de  los 
pueblos.  Suprimid  la  libertad  y  el  orden  degenera  en  despo- 
tismo :  eliminad  el  orden  y  la  libertad  raya  en  anarquía.  Que 
la  seguridad  personal  y  real  sean  atacadas  por  el  gíobierBo  ó 
por  los  indífiduos,  el  desorden  rein*  de  la  misma  suerte  y 
produce  iguales  resultados. 

Como  la  administración  no  tanto  crea  fuerzas  sociales, 
cuanto  dirige  y  regula  las  indiyiduales«  ia»porta  en  eitresM) 
que  el  gobierno ,  respetando  y  haciendo  respetar  las  perso- 
nas y  las  propiedades  de  los  administrados,  proteja  el  libre 
desarrollo  de  la  actividad  particular  ó  el  movimiento  espon- 
táneo de  la  sociedad  misma. 

••t.— Nuestras  leyes  con6an  el  cuidado  de  conservar  el 
orden  en  el  reino  al  poder  ejecutivo (4),  es  decir,  al  gobier- 

(I)    Art.  43  de  la  Constitución. 
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no  por  condacto  del  ministro  do  la  Gobernación  en  todo  el 
territorio:  eo  las  provincias,  incumbe  á  los  gefes  políticos 
mantener  bajo  so  responsabilidad  el  orden  y  el  sosiego  pú- 
blico y  proteger  las  personas  y  propiedades  (i):  en  los  dís- 
tritos,  corresponde  á  los  gefes  civiles,  atribución  declarada 
en  iguales  términos  (2):  en  las  capitales,  pertenece  especial- 
mente k  los  comisarios  velar  por  el  buen  orden  interior  y 
dispensar  protección  y  seguridad  áias  personas  y  bienes  de 
los  vecinos  (3);  y  en  lodos  los  pueblos  donde  no  hubiere  de* 
legado  del  gobierno,  es  obligaciqn  de  los  alcaldes  adoptar 
medidas  protectoras  de  la  seguridad  personal,  de  la  propie- 
dad y  de  la  tranquilidad  pública  (4). 

A  este  fin  emplean  las  autoridades  ya  medios  preventi^ 
vos,  ya  medios  represivos  de  toda  perturbación  del  orden 
público. 

MI4.— El  sistema  preventivo  constituye  la  policía  de  se- 
guridad que  tan  fácilmente  se  presta  á  lo  arbitrario,  y  cuyo 
ejercicio  convieoe  por  tanto  encerrar  dentro  de  tales  limites, 
que  ni  aten  al  gobierno  las  manos  para  el  bien ,  ni  se  las  de« 
jen  sueltas  para  el  mal;  en  sama,  es  preciso  darle  fuerzas  para 
mantener  el  orden,  aunque  no  tantas  que  peligre  la  libertad. 

••&.— La  aplicación  del  sistema  represivo  es  de  la  com- 
petencia ora  de  la  administración,  ora  de  la  justicia;  pero  aun 
en  aquellos  casos  en  que  corresponde  á  los  tribunales  repri-* 
mir ,  el  juez  pronuncia  la  sentencia ,  despnes  de  lo  cual  la 
autoridad  política  se  apodera  del  reoy  le  aplica  el  condigno 
castigo  que  debe  servir  para  la  corrección  6  enmienda  propia 
y  para  el  escarmiento  ageno. 

Aeticülo  1.° — ^\^oW;úk  át  «t^unted. 

fiGG. — Policía  de  seguridad.  568. ^Pasaportes  y  pases. 

667.— Límites  del  régimen  pre-    669. — Autoridades  que  los  expi- 
Tenti?o.  den. 

(1)  Ley  de  S  da  abril  de  1841»,  art.  4,  §.  2. 

(S)  Real  decreto  do  I.»  de  diciembre  de  1847,  art.  2,  §.  e. 

(.1)  Real  decreto  de  26  de  eoero  do  1844,  art.  7. 

(4)  Ley  de  8  de  enero  de  1845,  art.  79,  §.  9. 
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570.— Personas  á  quienes  pue-  674 — Registro  de  pasaportes. 

den  expedirlos.  (i75. — Pases. 

67 1. — GircuDStancias de  todo  pa-  676.— Extranjeros  que  viajan  por 

saporte  en  recia  España. 

67 S.— Refrendación  de  pasapor-  677. — Subditos  espa&oles  proce- 

tes.  dentes  del  extranjero. 

673.— Pasaportes  colectivos. 


>.— -La  policia  de  seguridad  es  la  vígilaocia  que  la  ad- 
míQístraciou  ejerce  sobre  los  individuos  y  los  lugares  sospe- 
chosos para  evitar  el  menor  atentado  contra  la  seguridad  de 
las  personas  y  contra  las  propiedades  de  los  adraioistrados. 
El  empleo  de  estos  medios  preventivos  de  mantener  el  orden 
público,  sofocando  las  tentativas  y  aun  el  pensamiento  de  per* 
turbarlo  en  su  origen,  supone  siempre  algún  grado  de  res- 
tricción de  la  libertad  individual.  A  veces  la  restricción  al- 
canza solamente  á  cierta  clase  de  personas  propensas  al  crf  • 
men;  á  veces  son  medidas  generales  de  precaución  que  obli- 
gan á  todos  los  habitantes. 

IMI9. — Para  que  dichas  medidas  puedan  justificarse,  ó  pa- 
ra que  el  régimen-preventivo  no  traspase  la  linea  de  la  pru- 
dencia y  penetre  en  el  campo  vedado  de  lo  arbitrario,  es 
preciso: 

L  Que  sean  necesarias;  pues  si4a  necesidad  no  las  justi- 
fica, hay  abuso  de  pederé  infracción  de  alguna  ley  consti- 
tucional. 

II.  Que  no  sean  vejatorias,  porque  si  útiles  y  constitu- 
cionales en  el  fondo,  pueden  degenerar  en  perniciosas  é  in- 
constitucionales por  vicios  de  forma. 

III.  Que  se  ajusten  extrictamente  á  los  limites  que  las 
leyes  sefialan,  es  decir,  que  las  autoridades  encargadas  de 
la  policía  de  seguridad ,  no  pueden  detener ,  ni  prender ,  ni 
separar  de  su  domicilio  á  ningún  espafiol,  ni  allanar  su  casa 
sino  en  ciertos  casos  y  bajo  ciertas  formas  (4),  ni  pueden  tam- 
poco imponerle  penas  corporales  ó  pecuniarias:  su  deber  es 
aprehender  á  los  culpables  y  entregarlos  á  sus  jueces  compe- 
tentes que  los  castiguen,  salvo  si  dichas  autoridades  partici- 

(1)    Art.  7  de  la  Goostitocion. 
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pan  del  poder  coercitivo  otorgado  por  la  ley  á  la  adminis- 
tración ,  porque  entonces  tienen  facaltad  para  aplicarlas 
dentro  del  r&dio  de  su  potestad  por  vía  de  corrección  ó  dis- 
ciplina. 

MI8.— Entre  las  medidas  generales  de  precaución  qoe 
adopta  la  policia  de  seguridad,  se  enumeran  las  siguientes. 

I.  Los  pasaportes  y  pases.— En  rigor  de  principios,  toda 
persona  pacifica  puede  trasladarse  de  un  lugar  á  otro  sin  per- 
miso previo  de  la  autoridad ,  derecho  que  algunas  constitu- 
ciones reconocieron  como  inherente  al  hombre  y  sanciona- 
ron  con  el  titulo  de  libertad  de  locomoción.  La  suspicacia  de 
los  gobiernos  y  las  intrigas  de  los  partidos ,  mas  acaso  que 
razones  de  orden  público,  introdujeron  los  pases  y  pasapor- 
tes que  primero  han  sido  precauciones  temporales,  y  luego 
se  hicieron  de  uso  permanente. 

Los  pasaportes  son  documentos  que  habilitan  para  viajar 
por  el  interior,  ó  por  el  extranjero. 

IMIII.— Para  que  unos  y  otros  sean  válidos  deben  ser  ex- 
pedidos por  autoridad  competente  en  esta  forma: 

Por  el  ministerio  de  Estado  á  los  principes ,  grandes  de 
España,  embajadores,  ministros  plenipotenciarios  y  residen- 
tes, encargados  de  negocios,  secretarios  de  legación,  agrega- 
dos y  á  todos  los  empleados  dependientes  de  dicha  secreta- 
ria inclusos  los  correos  de  gabinete,  debiendo  los  interesa- 
dos solicitarlo  por  escrito  del  ministro  (4). 

Por  los  demí»  ministerios  á  las  personas  y  en  los  casos  en 
que  se  practica  según  costumbre,  asi  como  también  las  licen- 
cias de  embarque  á  todos  los  empleados  del  estado  que  pa- 
san á  los  dominios  de  Ultramar  (2). 

Por  los  capitanes  generales,  comandantes  generales  y 
de  armas  &  los  militares  y  personas  qae  gozan  fuero  de  guer- 
ra (3). 

Por  los  gefes  políticos  en  las  capitales  de  provincia ,  por 

(1)  Real  orden  de  3  de  abril  de  1846. 

(2)  Reales  órdenes  de  18  de  agosto  de  1838,  art.  5,  y  10  de  jalio 
de  1835. 

(3)  Ibid.  art.6. 
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los  gefes  civiles  en  las  cabezas  de  distrito  y  por  los  alcaldes 
ea  los  demás  pueblos  á  todas  las  personas  del  fuero  comiin(4). 
•f^.-— Debe  expedirse  pasaporte  fc  quien  quiera  que  lo 
solicite,  si  es  libre  para  viajar,  ó  no  teniendo  la  autoridad 
fundado  motivo  para  negárselo. 
Carecen  de  aquella  libertad: 

I.  Por  causa  de  su  estado  civil  los  hijos  de  familia,  las 
mujeres  casadas  y  los  pupilos  y  menores  á  quienes  no  se 
concede  pasaporte  sin  hacer  constar  el  consentimiento  de 
sus  padres,  maridos,  tutores  ó  curadores. 

II.  Por  razón  de  su  oficio  se  reusa  á  los  jueces  de  prime* 
ra  instancia  y  promotores  fiscales,  no  presentando  real  licen- 
cia para  ausentarse,  ó  en  su  caso  la  del  regente  de  la  audien- 
cia respectiva  (2). 

III.  Por  motivos  de  interés  general  se  niega  pasaporte 
para  el  extranjero  ó  para  Ultramar  á  los  mozos  sujetos  á 
quintas,  si  no  aseguran  las  resultas  de  los  sorteos  sucesivos, 
otorgando  fianza  por  medio  de  escritura  pública,  la  cual  de- 
berá ser  aprobada  por  el  alcalde  de  so  pueblo,  después  de  oir 
por  escrito  á  los  padres,  parientes  ó  tutores  de  tres  mozos  de 
la  misma  edad  que  el  interesado,  y  á  los  de  otros  tres  de  la 
inmediata.  Esta  fianza  servirá  llegado  el  caso  para  la  com* 
pra  de  un  sustituto  en  ta  forma  hoy  establecida,  ó  que  en  lo 
adelante  se  estableciere  (3). 

Sin  embargo ,  si  el  mozo  menor  de  veinticinco  aftos  que 
solicita  pasaporte  justifica  debidamente  alguna  excepción  le- 
gal que  le  exima  del  servicio,  debe  serle  expedido  (4). 

I  Y.  Por  consideraciones  de  orden  público  se  niega  taM- 
bien  á  los  que  son  objeto  de  pesquisas  judiciales :  á  los  que 
están  confinados  á  un  punto  en  virtud  de  sentencia  6  de  pro- 
videncia gubernatira:  á  los  que  no  poseen  medios  ó  industria 
para  vivir  honradamente :  á  los  expulsados  de  Turquía  con 


(1)  Real  orden  de  81  de  abril  de  t8i5.  art.  1. 

(8)  Real  orden  de  83  de  febrero  de  1840. 

(3;  Real  drden  do  17  de  enero  de  184S. 

(4)  Reales  órdenes  de  18  de  noviembre  de  1838  y  5  de  junio  do 

1846. 
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proliíbicion  de  volTer^  si  lo  solicitaren  pera  dicbos  esta* 
dos  (4),  y  á  toda  persoaa  que  lo  pida  para  Gibraltar  é  para 
siK  insMdiacioDes  dea  tro  del  radío  de  diea  ó  dooe  leguas,  si 
antes  no  hace  constar  el  objeto  de  sa  Tiaje  (S). 

Puede  la  aolorídad  reosar  pasaporte  con  fundado  motivo 
á  cualquiera  persoaa  sospechosa  ó  desconocida ,  no  presen- 
tando fiador  que  abone  su  conduela;  pero  debe  ejercer  esta 
facultad  con  parsimonia  y  circunspección,  á  fin  de  no  cansar 
melestias  ni  eatorpecittientos  indebidos  (3). 

•9 1. --Para  que  un  pasaporte  pueda  considerarse  en  re* 
gla  debe  contener  los  siguientes  requisitos: 

L  Estar  extendido  en  hojas  impresas  conforme  á  los  mo- 
delos adoptados  (4). 

II.    Aparecer  firmado  por  una  aatoridad  competente. 

IIL  Tener  la  nota  del  námero  del  registro  y  estar  cubier- 
tas las  casillas  con  las  sefias  del  portador  y  con  su  firma,  ó 
la  Bota  de  qne  no  sabe  fipiar(&).^ 

IV.  No  estar  complidb,  poes  tal  pasaporte  se  reputa  co- 
mo no  existente  (6). 

V.  T  por  éltimo ,  haber  sido  refrendado  en  los  paeMos 
del  trinsito  donde  el  Tiajero  hubiere  peráoctado. 

1199. — Corresponde  visar  los  pasaportes  á  las  mismas  au* 
loridades  á  quienes  cooipete  expedirlos;  pero  en  las  capital- 
las  de  provincia  pueden  además  refrendarlos  ios  comisarios 
de  protección  y  seguridad  pública. 

Ea  los  puatos  doade  el  viajero  pernocte,  el  gefepoH- 
tico,  el  comisario ,  el  celador,  ó  en  su  caso  el  alcalde ,  pue- 
den exigir  la  presentación  del  pasaporte,  aunque  sin  moles- 
tar á  los  interesadas,  ni  caobaries  por  ello  gasto  ni  vejamen 
alguno. 

Cuando  el  viajero  hubiere  llegado  al  punto  de  su 


(\)  Realdrdende  9  de  agosto  de  1838. 

(2)  Real  orden  de  15  de  abril  de  1839. 

(3)  Real  érden  de  21  de  abrfl  de  184S,  art.  5. 

(4)  Por  reglamento  de  fiOde  febrero  de  1834. 
(5;  Real  orden  de  1 8  de  agosto  de  1838,  arl.  3. 
(6)  Ibid.  art.  7. 
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debe  presentar  su  pasaporte  al  celador  del  barrio  dentro  de 
cnarenla  y  ocho  horas;  y  si  se  hospedase  en  fonda,  posada, 
mesón,  casa  de  huéspedes  ú  otra  cualquiera  de  esta  especie, 
es  el  dueño  del  establecimiento  responsable  de  la  observan- 
cia de  esta  disposición.  En  los  caminos  y  despoblados  la  guar- 
dia civil  está  facultada  para  requerir  la  exhibición  de  los  pa» 
saporlés  á  los  viajeros  y  transeúntes,  aun  cuando  sean  milita- 
res  (4). 

•98.— Idemás  de  los  requisitos  comnnes  4  todos  los  pa- 
saportes, hay  algún  otro  especial  para  los  pasaportes  colecti- 
vos, á  saber ,  que  se  anoten  al  respaldo  los  nombres,  apelli- 
dos y  demás  circunstancias  de  los  miembros  de  ana  misma 
familia  y  de  los  criados  que  llevan  para  su  inmediato  servi- 
cio, sin  comprender  los  individuos  que  viajen  ea  compaAia, 
quienes  deben  proveerse  de  pasaportes  personales  (2). 

•94.— Las  autoridades  encargadas  de  expedir  y  refrendar 
los  pasaportes  deben  llevar  un  registro  en  que  anoten  los  que 
conceden  ó  visan  con  expresión  de  los  nombres,  fechas,  pun- 
tos de  dirección  y  demás  circunstancias. 

•9*. — Los  pases  son  documentos  menos  solemnes  que  ha- 
bilitan para  viajar  dentro  del  radio  de  ocho  leguas  del  domi- 
cilio. Los  expiden  los  comisarios  y  á  falta  de  estos  el  celador 
del  barrio  en  las  capitales,  y  los  alcaldes  en  los  demás  pue- 
blos. Ningún  pase  vale  por  mas  de  cuatro  meses  contados 
desde  la  fecha  de  su  expedición.  En  los  gobiernos  poUtieos, 
en  las  comisarias,  celadurías  y  alcaldías  respectivamente,  se 
lleva  un  registro  especial  en  que  se  anotan  las  expediciones 
de  pases  con  expresión  del  nombre  de  la  persona  á  quien  se 
habieron  concedido  y  la  fecha  de  la  concesión  (3). 

Las  autoridades  deben  proceder  contra  todo  espafiol  qoe 
viajare  por  el  interior  sin  pasaporte  ó  pase  en  regla,  dete- 
niéndole, multándole  ó  remitiéndole  de  justicia  en  justicia  al 
pueblo  de  su  naturaleza  ó  de  su  domicilio,  pero  procurando 

(1)  Reales  órdenes  de  21  de  abril  y  15  de  mayo  de  1S45. 

(2)  Real  orden  de  14  de  agosto  de  1846. 

(3)  Reales  órdenes  de  13  de  diciembre  de  1835  y  21  de  abril  de 

1845. 
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siempre  conciliar  los  intereses  del  orden  público  con  la  ma- 
yor libertad  de  las  personas. 

HVH.— Los  extranjeros  no  pueden  viajar  por  España  sin 
pasaporte  de  sa  gobierno  y  autoridades  respectivas  refren- 
dado por  nuestros  agentes  diplomáticos  ó  consulares  residen- 
tes en  los  países  de  donde  aquellos  procedan,  ó  por  las  autori- 
dades legitimas  españolas,  si  el  pasaporte  hubiere  sido  dado 
por  alguno  de  los  agentes  diplomáticos  ó  consulares  extran- 
jeros en  estos  reinos.  Los  que  fueren  hallados  viajando  con 
pasaporte  fallo  de  estos  requisitos  deben  ser  detenidos^,  dáa« 
dose  parte  al  gobierno  por  la  autoridad  á  quien  corres* 
ponda ;  y  si  hubieren  venido  por  mar  sin  pasaporte ,  ó  no  lo 
trajesen  en  los  términos  indicados  no  se  les  deja  poner  pié 
en  tierra,  ó  se  les  hace  reembarcar  inmediatamente. 

Si  los  extranjeros  procediesen  de  Madrid  deben  llevar  pa- 
saporte de  los  embajadores  de  su  nación  ó  de  los  que  hicieren 
sus  veces,  visado  por  el  ministerio  de  Estado,  sin  cuyo  previo 
requisito  no  lo  refrenda  la  autoridad  civil. 

HH.— Los  subditos  españoles  procedentes  del  extranjero, 
si  no  vinieren  provistos  del  competente  pasaporte  expedido 
por  nuestros  agentes  diplomáticos  ó  consulares,  son  tam- 
bién detenidos  y  reembarcados,  pues  todos  deben  traerlo  en 
regla,  excepto  los  individuos  déla  tripulación  á  quienes  bas- 
ta estar  incluidos  en  el  rol  (4).  Si  proceden  de  Francia,  es- 
*t¿n  obligados  á  visar  sus  pasaportes  en  los  consulados  de 
Bayona,  Perpiñan  ú  otro  cualquier  punto  de  la  frontera  por 
donde  desean  penetrar  en  este  reino ,  pues  sin  este  requisito 
las  autoridades  españolas  no  les  permiten  la  entrada  (9). 

Articulo  2  .• — ^\Ho  ^%  aT\«.as. 

678.— Clasificación  de  las  armas.  sitan  permiso. 
679.— Libre  uso  de  las  armas.  683. — Autoridades  encargadas  de 
680.  —uso  legítimo  en  España.  expedir  estas  licencias. 
681.— Clases  qae  pueden  usar-  684.— A  quienes  pueden  otorgar- 
las sin  licencia.  las. 
682. — Las  demás  personas  uece-  685. — Penas  en  que  incurren  los 

(1)  Real  orden  de  18  de  agosto  de  1838,  arts.  8,  9  y  tO. 

(2)  Real  orden  de  3  de  abril  de  1846. 

Tomo  I.  22 
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que  usaren  armas  sin  an-  usarits. 

torizacion.  689.— Castigo  en  queincurren  los 

686.— Obligaciones  de  los  arme-  infraclores  de  la  probibi- 

ros.  cioii. 

687.— Armas  prohtMas.  '  696.— FabricacioB  y  venU  de  ar- 

688. — Personas  autorizadas  para  mas  prohibidas. 


•18.— Las  armas  se  distinguen  en  lícitas  é  ilícitas,  ó  per* 
milidasy  prohibidas  por  la  ley. 

fHi^. — Hay  algunos  publicistas  que  reconocen  como  un 
derecho  individual  el  libre  oso  de  las  armas  para  proveer  á 
la  propia  defensa ;  pero  aun  aceptando  el  principio,  nadie 
puede  disputar  á  la  administración  la  (¡acuitad  de  desarro-- 
liarlo  en  reglamentos  análogos  alas  necesidades  y  costum- 
bres de  cada  nación. 

•90. -«En  España  el  uso  legítimo  de  las  armas  está  sujeto 
á  ciertas  restricciones  6  garantías  que  la  prodeneia  del  go-* 
Memo  ha  escogitado  y  exige  para  evitar  el  abuso.  Por  regla 
general  á  nadie  es  lícito  usar,  ni  tener  arma  alguna,  aoiiqae 
sea  de  la  clase  de  las  permitidas  ,  sin  autoríiacíoi^  especial 
concedida  por  la  autoridad  competente. 

•dt.— Están  sin  embargo  habilitados  para  usarlas  sin 
necesidad  de  licencia: 

I.  Todos  los  que  las  Heran  como  parte  de  so  uniforme. 

II.  Los  matricnlados  y  aforados  de  marina  (4). 

III.  Los  iodividnos  del  ejército  y  los  del  reagoardo  pü- 
bKco  y  municipal  (2). 

IV.  Los  conductores  de  los  caudales  del  estado  (3). 

Y.  Los  comisarios,  celadores  y  agentes  de  protección  y 
seguridad  pública  (i). 

VI.  Los  guardas  de  los  montes  y  plantíos  del  estado  y  de 
los  propios,  comunes  y  establecimientos  públicos  (5). 


(1)  Real  orden  de  fS  de  febrero  de  1825. 

(2)  Ibid.  y  reglamento  de  policía  para  las  prevÍDciae  de  SO  de 
labrero  de  19f4. 

(3)  Real  orden  de  29  de  noviembre  de  1828. 

(4)  Reglamento  de  poKda  y  real  orden  de  12  de  febrero  de  1846. 

(5)  Reglamento  de  i¡4  de  marzo  de  1846,  art.  36. 
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Vil.    Los  ordenanzas  de  los  telégrafos  [i). 

VIH.    Los  empleados  y  depeodientes  de  los  portazgos  (S). 

II89.--A  todas  las  demás  personas  se  les  concederán  el  per* 
miso  que  soliciten,  sí  ofrecen  garantías  suficientes  y  median- 
te la  retribución  seflalada,  excepto  á  los  rabadanes ,  pastores 
y  zagales  del  ganado  estante  ó  trashumante  á  qoienes  se  les 
expide  gratis  (3). 

1188. — Corresponde  ordinariamente  expedir  las  licencias 
de  armas  á  las  mismas  antoridades  á  quienes  pertenece 
librar  los  pasaportes,  pues  aunque  posteriormente  se  ha 
dispuesto  que  se  obtuviese  esta  autorización  de  los  gefes  po- 
líticos (4) ,  semejante  disposición  tiene  el  carácter  de  una 
medida  de  circunstancias  requerida  por  la  necesidad  de 
conservar  el  6rden  público  amenazado.  La  regla  general  y 
constante  es  que  sea  atribución  de  las  autoridades  encarga* 
das  de  velar  por  la  seguridad  de  las  personas  y  propiedades; 
mas  sin  embargo,  mientras  no  haya  una  declaración  explíci- 
ta en  contrarío,  debemos  atenernos  á  la  jurisprudencia  esta^ 
blecida. 

•84. — Los  gefes  políticos  no  conceden  dicha  licencia 
sino  á  los  vecinos  que  se  hallaren  empadronados  en  los  libros 
de  su  barrio  respectivo,  si  al  propio  tiempo  inspiran  completa 
confianza  de  que  no  harán  uso  punible  de  las  armas. 

Todas  las  licencias  de  esta  clase  caducan  de  derecho  el 
último  dia  del  afio.  Los  que  quieran  continuar  usando  de  ellas 
deben  renovarlas  antes  que  espire  el  plazo  (5). 

H^S.^Las  personas  que  tuvieren  ó  asaren  armas  sin  la 
competente  autorización  incurren  en  la  pena  de  cien  ducados 
de  multa  y  treinta  días  de  prisión  (6);  el  que  no  renueve  la  li* 
ceacia  pasado  el  término  designado  para  su  duración,  según 
reglamento,  será  corregido  con  la  multa  de  cien  ducados;  y  al 

(1)  Real  orden  de  20  de  mayo  de  1 846. 

(8)  Real  drdea  de  S6  de  marzo  de  1844. 

(3)  Real  orden  de  3  de  diciembre  de  1824. 

(4)  Real  drdeu  de  14  de  julio  de  1844. 

(5)  Reglamento  de  policía  de  20  de  febrero  de  1824,  art.  Id3  y' 
real  drden  de  30  de  mayo  de  1846. 

(6)  Reglamento  citado,  y  dicha  real  órd<;n,  art.  3. 
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que  tuviere  ó  usare  mas  de  las  cootenidas  en  la  concesión, 
se  le  castiga  conciacoenla  ducados  y  adem&s  se  le  inhabilita 
para  usarlas  por  espacio  de  un  año  (4). 

II8II.— Los  armeros  están  obligados  &  presentar  k  los  ge- 
fes  politices  un  estado  de  las  armas  que  posean,  y  en  los  ocho 
primeros  dias  de  cada  mes  una  nota  de  las  que  hubieren  ven- 
dido en  el  anterior  y  de  las  que  todavía  conservan  en  su  po- 
der (2). 

•89.— Son  armas  prohibidas  todas  las  cortas  blancas  y 
de  fuego,  como  pistolas,  trabucos  y  carabinas  que  no  lleguen 
á  la  marca  legal," es  decir,  que  no  tengan  cuatro  palmos  de 
caQon,  y  los  puñales,  gíferos,  almaradas ,  navajas  de  muelle 
con  golpe  ó  virola,  daga  sola  y  cuchillos  de  punta  (3).  Tam- 
bién suelen  algunos  autores  enumerar  entre  las  armas  prohi- 
bidas los  instrumentos  cortantes  y  punzantes  que  usan  los 
artesanos  en  sus  oGcíos,  de  suerte  que  no  pueden  llevarlos 
consigo  para  su  defensa. 

T  no  solo  están  prohibidas  las  armas  cortas,  sino  también 
las  espadas  mayores  de  cinco  cuartas,  las  de  vaina  abierta  y 
los  berdogos  buidos  de  marca  ó. mayores  de  ella  aunque  bajo 
penas  mas  leves  (4). 

Estas   prohibiciones  fúndanse  en  que  siendo  dichas  ar- 
mas puramente  ofensivas  y  fáciles  de  ocultar,  suelen  da 
ocasión  á  muertes  alevosas  qiie  la  autoridad  debe  pre- 
caver. 

1188.— Hállanse  autorizados  para  usar  armas  prohibidas: 

I.  Con  respecto  á  las  pistolas  de  arzón ,  las  personas  que 
fueren  á  caballo  y  en  traje  interior  decente  (5). 

II.  Los  marineros  y  gentes  de  mar  que  pueden  usar  á 
bordo  los  cuchillos  necesarios  para,  sus  maniobras  y  fae- 
nas (6). 

III.  Los  visitadores ,  ministros  y  guardas  de  las  rentas 

(1)  Ibid.  arts.  3,  4  y  5. 

(8)  Ibid.  art.  9. 

(3)  Ley  19,  tít.  xiic,  lib.  xii,  Nov.  Bocop. 

(4)  Ibid.  leyes  3  y  7. 

(5)  Ibid.  lev  19. 

(6)  Real  drden  de  l.«  de  setiembre  de  1790. 
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p&blioas  á  quienes  está  permitido  el  oso  de  todas  las  armas 
de  foego  prohibidas,  mientras  sirven  sus  oficios  (1). 

IV.  Los  empleados  en  diligencias  pertenecientes  al  ser* 
vicio  del  estado  que  pueden  llevar  cuchillos  con  licencia  por 
escrito  de  los  geres  de  la  tropa  destinada  á  perseguir  contra- 
bandistas y  malhechores  (2). 

y.  Los  militares'  que  fueren  disfrazados  en  busca  de 
desertores  ó  con  otro  encardo  de  la  autoridad,  llevando  para 
ello  los  correst>ondientes  despachos  por  tiempo  limitado  (3). 

VI.  Los  generales  y  oficiales  hasta  el  grado  de  coronel 
inclusive  pueden  usar  enviaje  y  tener  en  su  casa  carabinas 
y  pistolas  de  arzón  de  las  marcas  regulares ;  pero  los  demás 
oficiales  inferiores  solólas  pueden  llevar  cuando  fueren  con 
su  regimiento ,  compafiía  ó  destacamento  ó  con  licencia  de 
sos  gefes  (4). 

•su.— El  uso  de  las  armas  prohibidas  es  castigado  por 
la  autoridad  como  ana  contravención  á  los  reglamentos  de 
policía  con  las  mismas  penas  que  si  fuesen  permitidas ;  pero 
además  el  infractor  será  entregado  al  tribunal  competente  pa- 
ra la  formación  de  causa  [5]. 

•fM.— Las  leyes  prohiben  la  fabricación  y  venta  de  toda 
clase  de  armas  ¡licitas  (6). 

Articulo  3.°— iu*^Oft  v^oW\\)'\^oib. 

€91. -anegos  ilícitos.  ^  693. — Deberes  de  la  admioíslra  - 

692.  —Juegos  vedados^por  la  ley .  cioa . 

694.— Sorteos  y  rifas. 

* 

••I.— El  juego  como  pasatiempo  ó  distracción  debe  ser 
permitido  por  las  leyes  á  semejanza  de  todos  los  medios  ho- 
nestos de  esparcir  el  ánimo  fatigado;  pero  cuando  los  juegos 
pervierten  las  costumbres  de  los  pueblos  ó  los  arruinan ,  ya 

(i)  Ley  12,  tit  xix,  lib.  xii,  r^ov.  Recop. 

(2)  Ibid.  ley  20. 

(3)  Ordenanzas  del  ejército^  trat.  viii,  lít  ii,  art.  2. 

(4)  Ley  13,  lít.  xix,  lib,  xii,  Nov.  Recop. 

(5)  Real  orden  de  14  de  julio  de  1844. 

(6)  Ibid.  ley  19. 
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distrayéDdolos  del  trabajo,  ya  corrompieado  la  virtud,  y  ya 
ea  fia  exponiendo  y  aniquilando  los  ahorros  del  jornalero,  el 
capital  del  negociante  y  el  patrimonio  de  las  Tainilías,  es  un 
vicio  odioso  por  si  mismo  y  digno  de  severo  castigo.  Tanto 
mas  debe  la  administración  perseguir  los  juegos  ilícitos» 
cuanto  que  la  pasión  del  jugador  es  ardiente  y  sa  sed  inex* 
tinguible.  Dominado  su  corazón  por  este  vicio  funesto,  no 
hay  desorden  que  le  acobarde,  ni  temor  que  le  arredre»  ni 
crimen  que  no  sea  capaz  de  cometer  á  trueque  de  ganar  mas, 
si  el  cebo  engañoso  de  anteriores  ganancias  le  seduce,  ó  de 
tentar  un  cambio  de  suerte  y  desquitarse,  si  ha  perdido. 

En  nuestra  antigua  legislación  era  el  juego  de  suerte  y 
azar,  sin  embargo,  tolerado.  £1  Rey  don  Alonso  X  permitió 
casas  públicas  de  estos  juegos  á  las  cuales  llamaban  enton- 
ces tafurerías  que  estaban  arrendadas  por  cuenta  del  estado 
ó  de  las  ciudades,  villas  y  lugares  á  quienes  se  babia  otorga- 
do el  privilegio  de  abrirlas.  Para  contener  sin  duda  el  des- 
enfreno del  juego,  intentó  el  sabio  autor  de  las  Partidas  re- 
glamentarlo, mandando  formar  el  cuerpo  legal  conocido  con 
el  titulo  de  Ordenamiento  de  las  iafurerias;  pero  tales  fueron 
los  escándalos,  y  tan  graves  los  daQosque  caosarojí  al  esta- 
do y  á  las  familias,  que  á  la  vuelta  de  pocos  aftos  habieron 
de  ser  cerradas,  y  la  anterior  tolerancia  se  trocó  en  severa 
prohibición. 

Compete ,  pues ,  á  la  administración  celar  para  que  no  ha- 
ya juegos  prohibidos  y  no  se  abuse  de  los  permitidos  hasta 
el  punto  de  privarlos  de  su  inocencia,  porque  depravando  el 
carácter  délos  hombres  ó  labrando  su  ruina,  se  aventura 
siempre  la  tranquilidad  y  el  sosiego  público. 

^99. — Nuestras  ley^s  abundan  en  disposiciones  relalivas 
atan  interesante  objeto.  Están  prohibidos: 

I.  Todos  los  juegos  de  suerte  ó  azar  y  aquellos  en  que  in- 
tervenga envite,  los  cuales  con  su  propio  nombre  se.expre- 
sanen  la  ley  (I). 

II.  Todos  aquellos  en  que  se  interesen  alhi^^,  prendas 

(I)    Ley  15,  tít.  xxiii,  lib.  xii.  I^ov.  Recop. 
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ú  Otros  bienes  cualesquiera,  seaa  muebles,  seaa  raices,  eo 
poca  ó  mucba  caalidad,  y  los  juegos  á  crédito,  á  fiado  ó  ba- 
jo palabra,  aun  cuaadoao  entrea  por  su  clase  ea  el  avmero 
de  los  vedados. 

UI.  Taiabíen  lo  están  los  pernUidos,  si  el  tanto  suelto 
que  se  jugare  excediere  de  un  real  de  vellón,  y  toda  la  can- 
tidad {Misase  de  treinta  ducados,  aunque  sea  en  muchas  par- 
tidas., sieoipre  que  ioterveoga  en  ellas  alguno  de  los  jugado- 
res, ó  se  atravesaren  apuestas. 

IV.  Igualmente  se  prohibe  á  los  artesanos  y  menestrales, 
lauto  ^  los  maestros,  como  á  los  oficiales  y  aprendices  y  á  los 
jornaleros  de  todas  clases,  entretenerse  en  juegos  permití^ 
dos  durante  los  dias  y  boras  de  trabajo,  es  decir,  desde  las 
seis  de  la  mañana  hasta  las  doce  del  dia,  y  desde  las  dos  de 
la  tarde  hasta  las  ocho  de  la  noche. 

V.  Asimismo  se  prohibe  toda  especie  de  juego  eo  las  ta- 
bernas, figones,  hosterías,  mesones,  botillerías»  cafés  y  de- 
más toasas  públicas,  excepto  los  de  damas,  ajedrez,  tablas 
reales  y  chaquete  ea  las  de  trucos  y  villar  (4). 

#S8.--AlaaidministracioJi  loca  evitar  los  jmegos  ilícitos, 
•perseguirlos,  sorprender  k  los  jugadores  y  castigarlos  por 
vía  de  corrección  deotro  de  los  limites  de  su  potestad  disci^ 
pUnar,  y  entregarlos  después  aJ  tribunal  competente  para  que 
los  juzgue  con  arreglo  á  las  leyes  (2).  Para  hacer  estas  sor- 
presas en  lugares  públicos,  basta  tener  noticia  ó  fundados 
motivos  desospecha;  pero  para  reconocer  casas  particulares 
es  preciso  instruir  antes  una  información  sumaria  de  la  cual 
conste  la  contravención ,  y  proceder  después  en  la  forma  que 
las  leyes  disponen,  por  no  incurrir  la  autoridad  en  la  tacha 
de  violadora  de  domicilio. 

Ninguna  persona  puede  resistir  el  cumplimiento  dejas 
órdenes  quería  autoridad  dictare  respecto  á  juegos,  ni  desor 
bedecer  sus  providencias  so  protesto  de  fuero  por  privilegia - 


(1)  Ibid. 

(2)  Ley  provisional  para  la  ejecucioo  del  código  penal,  regla  3." 
y  real  decreto  de  22  de  setiembre  de  IS'iS,  art.  S. 
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do  quesea,  porque  sobre  do  reconocerse  ea  negocios  de  po- 
licía, la  ley  los  anula  expresamenle  en  estos  casos  (4). 

IW4. — También  se  hallan  prohibidas  las  rifas,  como  joe^ 
gosdeazár,  aun  las  celebradas  en  casas  particulares,  ó  á 
extractos  de  lotería,  ó  á  título  de  piedad  en  las  puertas  de  los 
templos,  ó  para  objetos  de  culto,  siendo  castigada  toda  con- 
travención con  la  pérdida  de  la  cosa  puesta  en  rifa  y  una  can- 
tidad duplicada  del  valor  que  se  la  diere  en  billetes,  á  no  ser 
que  se  hubiese  solicitado  y  obtenido  el  permiso  de  la  autori- 
dad competente. 

Solo  al  gobierno  pertenece  otorgar  semejante  autorización 
en  favor  de  los  establecimientos  de  beneficencia  que  se  ha- 
llen indotados,  dejando  la  cuarta  parte  á  beneficio  de  la  ren- 
ta de  loterías,  sin  admitir  petición  en  contrarío  y  justifican- 
do previamente  la  necesidad  de  recurrir  á  semejante  arbi- 
trio (2;. 

Tal  es  la  serie  de  las  principales  disposiciones  encamina- 
das á  reprimir  la  funesta  pasión  del  juego;  pero  ¿podrá la  ad- 
ministración lisonjearse  de  haber  cumplido  con  sus  deberes 
y  de  que  sus  esfuerzos  serán  coronados  con  un  éxito  feliz, 
mientras  el  gobierno  irrite  la  sed  de  ganancias  aleatorias  con 
el  poderoso  atractivo  de  las  loterías?  ¿O  no  es  verdad  que  los 
pueblos  ceden ,  mas  que  á  la  predicación  y  al  castigo ,  á  la 
imitación  y  al  ejemplo? 

A&TicüLo  4.® — \a^o*. 

695.— Yagos.  699.— Goosecoencias. 

696.— LegislacioD  antigua.  700. — Legislación  actual. 

697. — Ordenanza  de  levas.  701. — Deberes  délas  aulorídades 

698. — ^Principios  en  que  deben  jadiciales  y  administrali- 

fondarse  las  leyes  repre-  vas  con  respecto  á  la  ez- 

sivas  de  la  vagancia.  tirpacíon  de  la  vagancia. 

•  iWft.— Uno  de  los  medios  preventivos  mas  eficaces  de  con- 
servar el  orden  público,  es  impedir  la  ociosidad  y  perseguir 
a  las  gentes  ociosas  y  mal  entretenidas. 

(1)  Ley  citada  déla  I^óv.  Recop. 

(2)  Reales  órdenes  de  fOde  mayo  de  1835,  90  de  julio  de  1836 
y  97  de  agosto  de  1838. 
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>.^EI  código  de  las  Partidas  llama  á  estos  balHos  (va- 
Udi),  de  los  cuales  «aon  Tiene  niogua  pro  á  la  tierra» ,  y 
manda  qoe  «non  tan  solamente  sean  echados  de  ella,  mas 
aanquesi,  seyendo  sanos  de  sus  miembros,  pidieren  por 
Dios,  que  non  les  den  limosna,  porque  escarmienten  á  facer 
bien  vifiendo  de  su  trabajo»  (i).  Estas  penas  han  sido  reno- 
vadas y  algunas  veces  agravadas  notablemente  en  varías  le- 
yes y  ordenanzas  posteriores,  hasta  imponer  la  de  muerte  á 
los  reincidentes  (2). 

En  el  siglo  XVI  cuidaron  las  cortes  celebradas  en  distin- 
tas épocas,  de  llamar  la  atención  del  emperador  Carlos  V 
aeerca  de  la  necesidad  de  reprimir  la  vagancia  y  la  falsa 
mendicidad.  A  consecuencia  de  tan  reiteradas  peticiones  se 
dictaron  varias  providencias  con  el  fin  de  atajar  semejantes 
abnsos,  cometiendo  á  los  Ayuntamientos >  corregidores  y  jus- 
ticias el  encargo  de  velar  por  su  observancia  y  de  cuidar  de 
este  ramo  de  policía  (3). 

En  el  siglo  XYII  el  mal  fué  en  aumento  con  las  desgra- 
cias de  la  nación  y  con  su  decadencia  en  agricultura,  artes 
y  comercio. 

En  el  XVIII  se  ha  expedido  la  famosa  ordenanza  de  va- 
gos de  4745  y  se  han  definido  las  gentes  de  mal  vivir  clasi- 
ficándolas en  ociosos,  vagabundos  y  mal  entretenidos  (4). 
Entonces  se  creó  una  secretaria  llamada  de  Uvas  para  cui- 
dar de  la  policía  y  castigo  de  los  vagos  y  holgazanes ,  se  or- 
denó la  manera  de  proceder  contra  ellos  y  se  ha  dispuesto 
aplicar  los  vagos  á  la  armada  ó  al  ejército  de  tierra,  según 
su  edad,  y  destinar  á  presidio  ó  á  los  arsenales  á  los  mal  en- 
tretenidos coa  otras  reglas  para  su  recogimiento,  conduc- 
ción á  la  caja  y  á  su  final  destino  (5). 

••1. — Carlos  III  dio  «una  nueva  ordenanza  de  levas 
en  4775  en  la  cual  declara  vago  á  toda  persona  que  careciendo 

(I)  Ley  4,  tit.  xx,  Part.  II. 

(St)  Ordenanzas  muDÍcipales  de  Toledo  formadas  ea  oí  afio  1400. 

(3)  Ley  14,  tít.  xxxix,  lib.  tu,  Noy.  Recop. 

(4)  Ley  11,  tit.  xvi,  lib.  zii,  Nov.  Recop. 

(5)  Ley  7,  tít.  xxxi,  lib.  x,  Dov.  Recop. 
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de  reaUs  fijas»  qo  se  ocupa  en  la  labranza,  ni  ae  deéica  á  ofi- 
cio alguDo  ó  anda  mal  eolretenido;  seftala  los  iránites  6  pro- 
cedíaiientos  para  hacer  semejantes  declaracioaes,  y  los  apli* 
ca  á  las  armas,  á  la  marina,  á  los  hospicios  ú  obros  desti- 
nos equivalentes,  según  las  círeanstancias  4e  edad,  estatara 

y  robustez  (4 )« 

Pero  antes  de  adoptar  tan  severas  providencias,  la  ley 
excita  al  empleo  de  medidas  mas  suaves.  Recomienda  á  las 
justicias  que  si  los  vagos  tuvieren  padres^  se  dirijan  á  ellos 
exhortándolos  á  que  den  bueua  educación  |i  sus  hilos  y  los 
envien  á  las  escuelas  públicas  para  que  reciban  iostriiecion 
civil  y  religiosa.  Siendo  huérfanos,  el  estado  los  prohija  y 
los  Ayuntamientos  sustHuyen  en  Autoridad  y  en  obligacio- 
nes al  padre  natural ,  prooiirando  acomodar  á  ios  Tagoa  <le 
corla  edad  ó  enfermos  en  ios  hospitales,  bospíctes  é  otras 
casas  cualesquiera  de  beneficencia,  pnoporciunándoles  edu- 
cación y  enseñándoles  un  oGcio  para  eonvfertirlos  en  hom- 
bres útiles  y  buenos  ciudadsmos. 

Los  Ayuntamientos  son  jtteees  exdusruos  ycali6cadores 
legales  de  estas  personas,  porque  dice  la  ley,  «así  ceino  no 
podría  haber  apelaeiern  de  los  arreglos  domésticos  onn  que 
sos  padres  aplican  sus  hijos  al  trabajo  y  á  los  oicios,  es  ra- 
Kon<)oe  no  salga  idel  Ayontanúento  toda  esta  materia  que 
debe  considerarse  doméstica  y  paterna ,  por  suplir  ios  ma- 
gistrados el  abandonos  impoabilidAd  de  los  deudos  é  parien- 
tes cercaoos»  (2). 

••8.— Tal,  con  lei^es  diferencias,  fué  la  legislación  se* 
bre  vagos  vigente  hasta  nuestros  dias  en  que  se  promulgó 
una  ley  relativa  á  este  punto:  mas  antes  de  eiponer  su  doc- 
trina, conviene  fijar  con  alguna  precisión  cuales  son  los  de- 
beres de  la  administración  acerca  de  la  vagancia. 

La  ociosidad  puede  ser  voluntaria  é  forzosa  en  los  indi- 
viduos, accidental  ó  habitual,  simple  ó  calificada. 

La  voluntaria  supone  un  vicio,  no  verdadero  desarMglo 
de  costumbres  que  la  administración  está  •bligada  á  corre* 

< 

(i)    Ley  7,  tit.  xixi,  lib.  xif ,  Nov.  Recop. 
(2)    Ibid,  ley  10. 
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gir  por  el  bien  del  vicioso,  por  la  seguridad  de  todos  y  para 
evitar  el  mal  ejemplo.  La  forzosa  es  «na  desgracia  parLieular 
hija  ya  de  la  igooraocia,  ya  de  la  imiM'evisioii ,  ó  resaltado 
de  ciertas  causas  generales  imposibles  de  coatrarestar  por 
utk  hombre  solo.  Este  género  de  ociosidad  inocente ,  ó  esta 
falla  de  trabajo  debe  ser  remediada  por  el  influjo  de  la  cari- 
dad pública,  sí  ao  bastasen  los  auxilios  de  h  privada. 

La  ociosidad  accidental ,  aunqae  voluntaria,  no  es  el  vi- 
eiq  mismo,  sino  sus  anuncios:  es  ia  semilla,  no  el  fruto.  Co- 
mo son  desórdenes  leves  todavía  y  por  lo  común  privados, 
faltas  en  fin  de  auestra  conducta  doméstica,  mas  bien  entran 
en  la  esfera  de  la  moral,  que  caen  bajo  el  imperio  de  la  ad* 
mínistracion.  Las  autoridades  políticas  pueden  sin  embar- 
go combatirla  indirectamente  imbuyendo  en  los  pueblos  por 
medie  de  la  edacacion  el  amor  al  trabajo^  y  alentando  la 
perseverancia  con  el  estímulo  de  la  recompensa.  La  habi- 
tual envuelve  un  estado  de  guerra  con  la  sociedad ,  el  hom  • 
bre  vive  en  oposición  con  el  interés  general  y  es  su  constan- 
te enemigo. 

En  la  ociosidad  simple  hay  peligro  de  turbar  el  orden  pú- 
blico: ea  la  ociosidad  calificada  6  acoropaftada  de  circuns- 
tancias agravantes,  el  orden  público  está  de  hecho  pertur- 
bado. La  prlfliera  se  combate  con  medios  preventivos  dentro 
de  los  límites  del  poder  administrativo:  la  segunda  es  un  de- 
lito comua  que  debe  ser  reprimido  y  castigado  por  el  juez 
competente. 

•••.—De  todo  lo  eipuesto  se  infiere  que  solo  la  vagancia 
voluntaría,  habitual  y  simple,  corresponde  á  la  policía  de  se- 
guridad, repartiéndose  el  dominio  de  la  forzosa,  acciden- 
tal y  calificada  entre  la  beneficencia  pública,  la  moral  y  la 
juBticia. 

Esta  doctrina  nos  esplica  la  insuficiencia  de  las  antiguas 
leyes  rdativas  á  eiiirpar  la  vagancia ,  y  la  ineficacia  de 
aquellas  penas  tan  severas  que  rayaban  en  crtteldad,  porque 
en  política,  lo  mismo  que  en  medicina  ,  para  acertar  con  el 
remedio,  lo  primero  es  conocer  el  achaque. 

Si  el  vicio  de  la  ociosidad,  ó  la  escasez  de  jornales,  ó  la 
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• 

profusión  indiscreta  de  limosnas  eran  causas  de  la  vagancia 
¿cómo  conducirian  á  extirpar  el  mal,  ni  la  prisión,  niel 
cambio  forzoso  de  domicilio,  ni  el  destierro  temporal  ó  per- 
petuo, ni  la  pena  infamatoria  de  los  azotes?  Procúrese  la  eda^ 
cacion  del  pueblo,  desarróllesela  industria,  no  sea  ciega 
la  caridad,  y  la  vagancia  quedará  tan  reducida,  que  á  po- 
cos esfuerzos  logrará  la  administración  contenerla  y  des- 
truirla. 

900. — La  legislación  moderna  en  punto  á  vagancia  se 
ajusta  bastante  á  estos  principios.  Son  vagos  los  que  no  po- 
seen bieaes  ó  rentas,  ni  ejercen  habitualmente  profesión,  ar- 
te ú  oficio,  ni  tienen  empleo,  industria,  ocupación  lícita  ó 
algún  otro  medio  legítimo  y  conocido  de  subsistencia,  aun 
cuando  sean  casados  y  con  domicilio  fijo  (4). 

Distingue  á  los  vagos  en  simples  y  calificados  y  declara 
pertenecerá  la  primera  clase: 

I.  Los  que  no  tienen  oficio,  profesión ,  renta,  sueldo,  ocu- 
pación ó  medio  lícito  con  que  vivir. 

ü.  Los  que  teaiendo  oficio  ó  ejercicio,  profesión  ó  in- 
dustria no  trabajan  habitualmente  en  ellos,  y  no  se  les  cono- 
cen otros  medios  lícitos  de  adquirir  su  subsistencia. 

lU.  Los  que  con  reota,  pero  insuficiente  para  vivir,  no  se 
dedican  á  alguna  ocupación  lícita  y  concurren  ordinariamen- 
te á  casas  de  juego,  tabernas  ó  parages  sospechosos. 

IV.    T  los  que,  pudiendo,  no  se  dedican  fc  ningún  oficio 
ni  industria,  y  se  ocupan  habitualmente  en  mendigar. 
Son  vagos  calificados  ó  con  circunstancias  agravantes: 

I.  Los  vagos  simples  que  hubiesen  entrado  en  alguna  ca- 
sa, habitación,  almacén  ú  oficina  sin  permiso  del  dueAo,  ó 
de  otra  manera  sospechosa. 

II.  Los  que  lo  hubieren  verificado  usando  de  enga&os  ó 
amenazas. 

III.  Los  que  se  disfracen  ó  tengan  armas ,  ganzúas  ú 
otros  instrumentos  propios  para  ejecutar  algún  hurto  ó  pe- 
netrar en  las  casas. 

(1)    Código  penal,  art.  251. 
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IV.  Los  vagos  contra  quienes  apareciere  alguna  otra  fun* 
dada  sospecha  de  delito  (4). 

9M. — Corresponde  al  tribunal  competente  hacer  la  de- 
claración de  vago;  pero  los  gefes  políticos,  los  alcaldes  y  los 
comisarios  de  protección  y  seguridad  pública  pueden  ins- 
truir á  prevención  las  primeras  diligencias,  pasando  luego 
el  sumario  contra  el  presunto  vago  al  juez  de  primera  ins- 
tancia de  su  domicilio. 

Si  aquel  fuese  declarado  vago  con  circunstancias  agra- 
vantes, la  administración  se  abstiene  de  todo  procedimiento 
y  confia  la  represión  de  la  vagancia  á  la  justicia,  conside- 
rándola como  un  delito;  mas  si  la  declaración  fuese  de  vago 
simple,  los  tribunales  deben  poner  á  disposición  de  los  gefes 
políticos  los  sentenciados  de  esta  especie,  para  que  los  des- 
tinen á  los  talleres  de  los  establecimientos  que  el  gobierno 
designare  al  efecto,  por  el  tiempo  de  uno  hasta  tres  afios, 
según  la  sentencia  (2). 

Los  gefes  políticos  deben  formar  un  padrón  de  todos  los 
comprendidos  en  el  número  de  los  vagos  simples,  instruir- 
les el  correspondiente  sumario  y  entregarlos  á  los  tribuna- 
les (3). 

Los  alcaldes  están  obligados  á  dar  aviso  al  gefe  del  desta- 
camento de  la  guardia  civil,  siempre  que  les  fuere  posible, 
déla  presentación  de  cualquiera  persona  sospechosa (4). 

Sin  embargo,  la  ley  represiva  de  la  vagancia,  asi  como 
las  providencias  concernientes  al  asunto,  no  podrán  tener  ca* 
bal  y  útil  ejecución,  mientras  no  cumpla  el  gobierno  su  pro- 
mesa de  abrir  establecimientos  fabriles  ó  talleres  en  donde 
dar  trabajo  á  los  vagos  no  calificados,  procurando  además  su 
corrección  y  enmienda  (5). 


(1)  Ley  de  9  de  mayo  de  1845,  arts.  1  y  2. 

(8)  Ley  citada,  art.  3  y  real  6rdeo  de  27  de  mayo  de  1846. 

(3)  Real  órdeo  de  30  de  marzo  de  1848. 

(4)  Real  drdea  de  24  de  setiembre  de  1846. 

(5)  Real  drdeu  de  27  de  mayo  de  1846. 
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Articulo  5.*  —  GUauos. 

703.— GiUnes.  764.— -Legislación  acercare  los 

703.— Gondicion    de  las    razas  gitanos. 

proscriptas.  705. — La  civilización  hará  des- 

aparecer esta  raza. 

909. — Cualesquiera  qae  sean  el  orígea  de  los  gitanos  y 
las  causas  de  su  venida  á  Europa;  ora  procedan  del  Egipto, 
según  asi  lo  dan  á  entender  las  primeras  leyes  qne  aeerca 
de  ellos  se  leen  en  nuestros  códigos;  ora  seaa  subdivisiones  de 
las  tribus  de  los  Parias ,  qne  huyendo  de  las  conquistas  del 
famoso  Timus  ó  lamerían  emigraron  del  Asía,  es  lo  cierto 
que  hacia  fines  del  siglo  XIY  ó  principios  del  XV  divagaban 
en  gran  número  por  España. 

^•S.-^Las  razas  proscriptas  suelen  tener  inclinación  á  h 
vida  errante  y  vagabunda.  Cuando  la  opinión  las  maMeeia  y 
las  leyes  las  acosaban,  no  era  posible  que  fijasen  su  asiente 
en  pneblo  algnno,  ni  se  apegasen  á  ningnn  territorio  por  me- 
dio del  cultivo.  Alzaban  su  morada  y  emigraban  con  sos  fa- 
milias hoyendo,  si  la  persecución  era  viva,  y  establecían  en 
otra  parte  su  domicilio,  ó  preferian  ejercer  oficios  ambulan- 
tes, ya  que  no  fuesen  on  protesto  para  mejor  encubrir  su 
complela  vagancia,  y  un  medio  de  ejecutar  sos  robos  y  disi- 
mular sus  fraudes  y  supercherias. 

^•4.— En  el  siglo  XV  empiezan  nuestras  leyes  á  ocupar- 
se en  esta  gente ,  á  la  cual  daban  entonces  el  nombre  de  egtp- 
cianos.  Los  Reyes  Católicos  mandaron  qne  en  ef  término  de 
sesenta  dias  saliesen  del  reino ,  encargando  á  las  Josticias  la 
persecución  y  castigo  de  los  que  encontraran  (4).  Felipe  IV 
prohibió  que  habitasen  en  un  mismo  barrio,  y  dispuso  qne 
en  cualquiera  población  donde  hubiese  muchos  reunidos,  se 
los  esparciese  entre  los  distintos  barrios  de  ella  (2).  Felipe  V 
les  obligó  á  tomar  oficio  prohibiéndoles  dedicarse  áotros« 
por  ejemplo,  al  de  cerrajero  (3). 

(l)    Ley  1,  lít.  XVI,  lib.  xii,  Nov.  Recop. 
(S)    Ibid.  ley  5. 
(3)    Ibid.  ley  7. 
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Cirios  Hf,  abaadonrado  el  camino  trillado  da  la  violen* 
eia ,  ensttf é.otr»  siscoma  de  redoeir  á  los  gilanos  mas  con- 
forme con  los  principios  de  la  admioistracioA.  Empezó  com^- 
batiendo  las  preocupaciones  vulgares  que  aumentaban  el  des- 
vio entre  aquellas  tribus  y  lasoeiedsd,  declarando  que  no 
son  por  origen,  ni  por  naturaleza,  ni  proceden  de  raiz  in- 
fecta algnna:  prohibió  nombrarlos  con  las  voces  de  gitanos  ó 
cristianos  nuevos »  bajo  las  penas  de  ios  que  injurian  á  otros 
de  palabra  ó  por  eseríto,  y  mandó  tildar  y  borrar  de  oficio  ó 
á  petición  de  parte  estas  voces  injuriosas  y  falsas  eñ  cuales- 
quiera documentos  en  que  se  hubieren  puesto  ó  se  pusieren. 
También  les  ordenó  avecindarse  en  l«s  pueblos  que  eligieren, 
dejar  su  traje,,  lengua  y  modales,  aplicarse  á oficio,  ejercicio 
ú  ocupación  honesta  sin  distinción  de  la  labranza  ó  artes, 
no  satisfaciendo  con  emplearse  en  sus  habituales  profesiones 
de  esquiladores»  traficantes  de  bestias  ó  venteros  y  posade- 
ros en  despoblado,  para  lo  cual  se  les  abrieron  las  puertas  de 
los  gremios,  multando  á  los  que  contradijeren  su  admi- 
sión (4). 

T  aunque  se  impusieron  gravísimas  penas,  así  á  los  gita- 
nos que  no  se  dedicasen  á  ningún  oficio  ni  ocupación,  si- 
quiera á  la  de  jornaleros  ó  peones  dealbaAil,  y  continuasen 
vagando  por  caminos  y  despoblados  sin  objeto  ó  con  el  li- 
viano protesto  de  recorrer  las  ferias  y  mercados,  como  á  sus 
auxiliadores,  receptadores,  encubridores  y  protectores  de- 
clarados, su  aplicación  desdeciría  de  nuestro  actual  régimen 
político  y  de  nuestras  mas  suaves  costumbres.  Hoy  deben 
ser  los  gitanos  perseguidos  y  castigados  como  vagos  y  al  te- 
nor de  la  ley  vigente. 

90ft.— El  saludable  rigor  de  la  policía,  y  mas  que  todo,  el 
influjo  crecieate  de  la  civilización  eu  Espafta,  acabarán  al 
fin  por  allanar  todas  las  barreras,  y  la  sociedad  absorberii  en 
sn  seno  á  la  clase  ya  disminuida  y  menos  abyecta  de  los  gi- 
tanos, cuya  anterior  existencia  nómade,  sin  hogar,  sin  bie- 
nes, sin  oficio  ni  amor  al  trabajo,  sin  fé  y  sin  moral,  cons- 

(1)    Ibid.  ley  11. 
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tituía  an  estado  dentro  del  estado  en  daño  de  las  personas, 
con  menoscabo  de  las  propiedades  y  á  riesgo  coaslante  de 
tarbar  el  público  reposo. 

Articulo  6.®— I>«.wtiOT*ft. 

7 06.-— Desertores.  de  loe  desertores. 

707. — Autoridades  encargadas  de    709.~Respoosab¡Iidad  de  los  ca- 
perseguirlos.  pitanes  y  patronos  que  los 

708.~Aprehension  y  coadaccioD  admiten  á  su  bordo. 

• 

9INI. — La  deserción  es  un  detito  que  castigan  severamen- 
te las  leyes  militares.  El  soldado  perjuro  que  abandona  sns 
banderas,  falta  al  mayor  de  los  deberes  que  un  ciudadano  ha 
contraído  para  con  su  patria,  el  de  defenderla  con  las  armas 
en  la  mano,  siendo  llamado  por  la  ley. 

909.-*Despues  de  aprehendido  el  desertor  y  entregado  á 
sus  jueces  competentes,  nada  queda  por  hacer  &  la  policía  de 
seguridad;  pero  mientras  anda  oculto  en  los  bosques  ó  huido 
por  las  montañas,  es  obligación  de  las  autoridades  perse- 
guirle y  no  descansar  hasta  lograr  su  captura.  El  desertor, 
si  no  es  malhechor,  está  en  camino  de  serlo,  pues  el  deseo 
de  huir  las  penas  que  le  amenazan,  le  obliga  á  emprender 
una  vida  fugitiva,  y  á  procurarse  el  sustento  á  costa  de  cua- 
lesquiera medios  criminales,  y  así  se  convierte  fácilmente  en 
salteador,  ó  se  alista  en  una  cuadrilla  de  bandidos. 

Todas  las  justicias  de  los  pueblos  están  obligadas  á  perse- 
guir y  prender  á  los  desertores  del  ejército  ó  de  la  armada,  y 
si  resultare  que  alguno  ha  residido  en  cualquiera  población 
mas  de  ocho  dias,  los  alcaldes  incurren  en  pena  pecunia- 
ria (1). 

El  alcalde  que  prendiere  á  un  desertor  debe  recibirle  por 
ante  escribano  ó  iiel  de  fechos  declaración  de  los  pueblos  por 
donde  ha  transitado  y  de  las  personas  que  le  han  ocultado 
ó  auxiliado  á  sabiendas,  á  fin  de  que  se  proceda  contra  ellas, 


.  * 


(1)    Gircalar  del  Consejo  supremo  de  la  Guerra  de  30  de  marzo 
de  1827. 
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y  remitirle  coa  las  diligencias  á  disposicioa  de  la  autoridad 
militar  (4). 

Ea  el  dia  es  la  guardia  civil  quien  tiene  principalmente  el 
encargo  de  prender  á  los  desertores ,  porque  á  este  cuerpo 
corresponde  ejercer  ia  policía  de  seguridad  en  los  caminos  y 
despoblados. 

V#9.— Todos  los  gastos  causados  por  un  desertor  en  su 
aprebension  y  conducción ,  los  abona  él  mismo  á  cuenta 
de  los  baberos  que  devengue  en  el  nuevo  servicio.  Los  indi- 
viduos desertados  de  Ultramar,  son  conducidos  en  los  bu- 
ques de  guerra  que  salieren  para  aquellos  dominios.  Los  re- 
gimientos de  donde  proceden  ó  á  los  cuales  fueren  agrega^ 
dos,  abonan  el  importe  de  las  raciones  con  que  fueren  asis- 
tidos; y  si  los  embarcasen  en  naves  mercantes  ó  en  correos 
marítimos,  á  falta  de  buques  de  guerra,  el  socorro  que  los 
desertores  devenguen  durante  la  navegación,  les  será  sa- 
tisfecho á  los  capitanes  por  los  gefes  respectivos  en  llegando 
al  puerto. 

9#9.-^Los  capitanes  ó  patrones  de  boques  que  admitan  á 
80  bordo  y  transporten  fc  individuos  desertados  de  Ultramar, 
incurren  por  via  de  pena  en  el  pago  de  todos  los  gastos  y  da- 
fios  que  se  originen  para  volverlos  á  sus  regimientos,  salvo 
sí  justifican  que  el  desertor  se  embarcó  con  pasaporte  en  re- 
gla y  con  su  correspondiente  boleta  de  sanidad  (3). 

Articulo  7." — ^^aVWWts. 

710. — Persecución    de    maibe-^    713.— Responflabüidad    de    los 

chores.  pueblos. 

711.— Responsabilidad  de  los  ge-    713. — Juicio  del  sistema   de  la 

fes  políticos  y  alcaldes.  responsabilidad     manco* 

munada. 

Vl^.— Los  gefes  políticos  están  obligados  á  velar  por  el 
orden  público  y  &  proteger  las  personas  y  propiedades,  no  solo 
dentro ,  sino  fuera  de  las  poblaciones.  A  este  fin  la  ley  les 
manda  disponer  de  la  fuerza  de  seguridad  pública  que  exija 

(i)    Véase  el  tít.  ix,  lib.  xii,  Noy.  Recop. 
{%    Real  6rden  de  SI  de  marzo  de  1835. 
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la  peraecucioa  activa  de  toda  cuadrilla  de  malheeíiorea  y  re- 
querir el  auxilio  de  la  militar,  si  aquella  no  fuese  basUnte,  y 
les  autoriza  para  que  orgaaiceu ,  siempre  que  lo  juzguen  ue- 
cesario,  compafiias  ó  partidas  sueltas  de  escopeteros  (4),  Hu- 
biéramos creído  que  esta  autorización  habla  caducado  des* 
pues  de  la  organización  de  la  guardia  civil,  si  no  la  viésemos 
repetida  en  una  disposición  posterior  á  la  creación  de  dicho 
cuerpo,  aunque  con  la  circunstancia  de  ser  indispensable 
el  auxilio  de  esta  fuerza  especial  (2).  Cuando  las  cuadrillas 
de  malhechores  llegaren  i  ser  considerables  á  jukío  de  la 
autoridad  superior  política ,  se  ponen  las  parti(fais  respec- 
tivas de  protección  y  seguridad  pública  á  las  órdenes  inme- 
diatas de  la  autoridad  militar,  á  la  cual  deben  prestar  los  ge- 
fes  políticos  toda  la  cooperación  que  sea  dable  en  el  circulo 
de  sus  atribuciones  (3). 

911.— Los  gefes  políticos  son  responsables  de  cualqnier 
robo  á  mano  armada,  ó  de  la  continuación  por  algún  tiempo 
de  cualquier  gavilla  en  los  límites  de  su  provincia,  sieaqire 
que  no  hagan  constar  las  precauciones  ó  medidas  que  hubie- 
ren adoptado  para  llenar  cumplidamente  los  deberes  que  les 
imponen  la  ley  y  la  naturaleza  de  su  cargo  (4). 

Los  alcaldes  están  sujetos  á  igual  responsabilidad  que  les 
será  exigida  por  los  gefes  políticos ,  quienes  proceden  á 
suspender  y  formar  causa  á  aquellos  en  cuyo  término  se  ft- 
pitan  con  alguna  frecuencia  los  atentados  á  mano  armada  con* 
tra  las  personas  y  propiedades  (5).  Además  de  ser  responsa- 
bles por  los  robos  y  excesos  cometidos  en  sus  respectivos  dis* 
tritos,  lo  son  también  muy  especialmente  de  la  fuga  de  los 
reos  que  sin  la  competente  seguridad  fueren  conducidos  por 
los  tránsitos  de  justicia  (6). 

(t)    Reales  órdenes  de  It  de  enero  y  26  de  febrero  de  1844. 
(S)    Real  drdende  ti  de  mayo  de  1844,  art.  l.« 

(3)  Ibid.  art.  2. 

(4)  Reales  órdenes  de  11  de  enero,  art.  I,y26  de  febrero  ar- 
ticulo 5. 

(5)  Real  orden  de  26  de  febrero  de  1844,  art.  4. 

(6)  Reales  Menes  de  29  de  enero  de  1S28,  y  23  de  octnbre 
de  1829. 
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9ft9«— También  participsA  dedieka  respossabilidad  los 
pueblos  oiwiDos,  poestoqio  los  gofos  poHiíeos  tieoen  faoui-* 
tad  para  disponer  la  inmediata  indemniíacioa  do  los  dafios 
qne  eaiuen  los  foragtfos  á  caalqoier  vecino  en  sos  propiedad 
dea  dtoadas  faera  de  las  poblaciones,  asi  como  do  las  eaali- 
dades  qne  para  ev tiar  estos  dallos  exijan  los  malhecbores  á 
sos  dtteftos,  sienpre  que  estos  jusUiqaen  haber  aoadido  k  la 
autoridad  local  ó  provincial  antes  deMtrepr  ia  sania  pedidla 
sin  haber  oMeoido  protección  j  anKilio.  Esta  iodeinnizaeion 
se  verifica  mediante  nna  derrama  entre  lea  vecinos  podieniea 
del  pneblo  en  cayo  terminóse  halle  la  propiedad  uicentUada 
ó  asaltada  por  loa  bandidos^  ó  qne  motive  la  reclamaeiw  ét 
la  suma  del  rescate  (4 ). 

1ta.-«-A.nnqae  no  haiáliado  algnn  ardiente  apologista  de 
eHa  espeoie  de  responsabilidad  maocomonada,  porque  (dice 
ua  escritor)  «semejante  medida  tietée  h  nivelar  el  perjuioio, 
dístriboyendo  sa importe  entre  lamosa  de  propietarios,  de-* 
jaade  al  espoliado  una  parte  no  peqnefia  de  los  sufrimientos 
físicos  7  morales,  y  en  fin,  estableciendo  la  f^lidariiíé  6  ga« 
ranlía  mutua  que  deben  tener  todas  las  instituoionee  sociales 
y  todos  los  ramos  de  la  prodo^cion  y  de  la  riqueza»;  noso- 
tros creemos  mas  acertado  censurarla  como  poco  justa, 
pues  los  principios  del  socialismo  no  influyeron  á  buen  segu- 
ro en  la  mente  del  gobierno. 

Los  pueblos  contribuyen  al  estado  coa  su  sangre  y  sus 
tesoros»  ei^  cambio  de  la  protección  que  á  sus  personas  y 
propiedades  la  autoridad  y  la  fuerza  pública  les  dispensa- 
Verdad  que  es  deber  de  todo  ciudadano  contribuir  al  sostén 
del  orden  público ,  acudiendo  en  auxilio  del  magistrado  cuan- 
do fuere  requerido ;  pero  entrje  esto  y  ser  responsable  de  ac- 
tos que  ni  puede,  ni  es  llamado  [á  evitar,  media  una  gran 
distancia.  Los  pueblos  dejaron  de  estar  armados  desde  la 
suspensión  ó  extinción  de  la  milicia  nacional ,  y  desde  eolon* 
ees  cesó  también  su  obligación  de  perseguir  á  los  malhecho- 
res, que  es  el  instituto  de  la  fuerza  de  protección  y  seguri- 

(t)    Real  orden  de  26  de  febroro  de  1S44«  artSp  6  y  7. 


r 


356  DBRIGHO  ADMINISTRATIVO    ISPA^OL. 

dad  pública  y  de  la  guardia  civil.  T  no  solo  de  la  agresión, 
sino  aun  de  la  resislencia  se  hallan  dispensados  por  la  razón 
y  por  la  equidad ,  cuando  carecen  de  medios  de  hacerla  con 
probabilidades  de  bnen  resultado;  y  lis  probabilidades  de 
vencer  es  obvio  que  están  siempre  de  parte  de  los  facinero- 
sos contra  los  pueblos,  es  decir ,  de  la  gente  armada  con- 
tra la  desarmada,  excepto  si  esta  ventaja  estuviese  compen- 
sada con  la  desventaja  del  número. 

Por  otra  parte ,  la  indemnización  de  los  dallos  cansados 
por  las  cuadrillas  de  bandidos,  ó  es*  ona  contribución  ó  una 
pena.  Si  lo  primero,  el  gobierno  careció  de  potestad  para  im- 
ponerla: si  lo  segundo,  no  debe  gravar  tan  solo  sobre  los  ve- 
cinos mas  pudientes,  sino  alcanzar  á  todos  ios  ciudadanos. 

En  resumen,  nuestra  humilde  opinión  es  que  esta  pro- 
videncia del  gobierno  lleva  profundamente  impreso  el  sello 
de  la  época  azarosa  en  que  fué  diotada;  y  como  no  la  consí* 
deramos  ni  muy  equitativa,  ni  mny  constitucional,  sino  pu* 
rameóte  como  una  exigencia  de  la  política,  nos  atrevemos 
fc  sostener  que  es  inaplicable  en  tiempos  tranquilos  y  á  pro- 
vincias sosegadas. 

714. — Libertad  de  asociación.  716.— Deberes  de  la  administra- 
715.<i— Reaaiones  ilícitas.  cion. 

tt4. — Nuestras  leyes  constitucionales  no  reconocen  co- 
mo un  derecho  político  la  libertad  de  asociación,  y  así  pue- 
den limitar  su  ejercicio  según  lo  crean  conveniente  al  orden 
público.  Las  autoridades  encargadas  de  velar  por  la  tranqui- 
lidad del  estado,  conceden  ó  niegan  su  permiso  'para  juntar- 
se á  las  personas  que  desean  conferir  sobre  asuntos  de  inte- 
rés común  ó  privado,  y  presiden  estos  actos  si  les  place  (1). 

7f  *.— Pero  si  las  leyes  y  el  gobierno  dejan  á  su  pruden- 
te arbitrio  el  uso  de  esta  facultad  cuando  las  reuniones  son 
de  suyo  inofensivas,  también  les  imponen  la  obligación  de 

(I)    Ley  de  2  de  abril  de  1845,  art.  5. 
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impedirlas  ó  disolverlas ,  si  fueren  ilícitas ,  á  caya  clase  per- 
tenecen: 

I.  Las  sociedades  secretas  v  todas  las  demás  asociaciones 
prohibidas,  entendiéndose  por  tal  la  reunión  diaria  ó  perió* 
dica  de  mas  de  veinte  personas  para  tratar  de  asnntos  reli- 
giosos, literarios  ó  de  cualquiera  otra  clase ,  siempre  que  no 
se  hubieren  formado  con  ei  coosentimienlo  de  la  autoridad 
pública,  ó  se  faltare  á  las  condiciones  que  esta  les  hubiere 
impuesto  (4). 

IL  Las  sociedades  en  donde  se  leen  periódicos  y  se  de* 
baten  cuestiones  políticas  en  público  (2). 

IIL  Los  ayoatamieotos  y  ligas  entre  las  cíodades ,  vi- 
llas, lugares,  concejos  y  otras  comunidades  que,  so  color 
de  bien  y  guarda  de  su  derecho,  solo  sirven  para  producir 
escándalos,  discordias,  enemistades  é  impedimentos  á  la 
justicia  (3). 

IV.  Las  cofradías  de  oficiales  y  gremios,  las  cuales  de- 
berán ser  conmutadas  ó  instituidas  en  montes  píos  y  acopios 
de  materias  para  las  artes  y  oficios  que  faciliten  las  maou- 
facturas  y  trabajos  á  |os  artesanos,  fomentando  la  industria 
popular  (4). 

V,  T  por  último,  también  las  cofradías  ó  hermandades 
fondadas  por  causas  puramente  piadosas  6  espirituales,  eri- 
gidas sin  autoridad  real  y  eclesiástica  (5). 

9fl#*— Las  autoridades  administrativas  deben  perseguir  á 
ios  contraventores  como  perturbadores  del  orden  público, 
castigándolos  dentro  de  los  limites  de  su  potestad,  ó  entre- 
gándolos á  los  tribunales  competentes  para  qae  los  juzguen 
con  arreglo  á  las  leyes. 


(f)    Góñígo  penal,  arts.  80dy  S09. 

(S)    Reales  6rdeneB  de  14  de  febrero  de  tS41  y  30  de  mayo 
de  1848. 

(3)  Ley  1,  tít.  xii,  lib.  xii,  Nov.  Recop. 

(4)  Leyes  6,  tít.  n,  lib.  i,  y  13,  tit.  xii,  lib.  xii,  Ifov.  Recop. 

(5)  Leyea  6,  tít  ii,  lib.  i,  y  12,  tít.  xii,  lib.  xii^  Nov.  Recop^ 
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Articulo  9.° — K&o\ia&a%  '^  molví^i. 

717. — Asonadas  y  motíaes.  721. — LegislacioD  posterior. 

718.-^118  clases.  72f.— Oenoemdas. 

711^. -*-]>eb«re8  de  la  nfimridad  7S3«— Asonadas  poltlieaa. 

encargada  de  mantener  el  724.— Estados  de  ^itio. 

orden.  725.— necesidad  de  un%  nneva 
72t.— übfefiraCfOnea  á  esta  ley.  ley  deérden  pdblieo.   • 

919.— Hay  mooaentos  de  peligro  para  las  sociedades  e« 
que  se  ven  atacadas  y  coD»batidas,  no  por  Vagos,  Bt  por  mal- 
hechores, ni  por  cuadrillas  de  bandidos  eo  despoblado «  sino 
por  turbas  de  nalcoaleatos  ó  rebetdes  (fve  desobedeeea 
abioptameolo  á  la  lef ,  esoaraeceD  á  los  magistrados,  alieraa 
el  órdea  páblico  y  tai  ?ez  amenazan  trastornar  el  sístetM  po- 
lítico existente. 

Estos  boUicios  ó  levaníamientos ,  como  los  Maman  bs  Par- 
tidas, puedes  nacer  de  varias  cawas.  La  miseria  del  pueblo, 
los  impuestos  excesítosy  los  vídot  de  las  leyesy  los  abusos  ie 
la  admiftistvaeioo,  el  fanatismo  poMico  á  l*eK^so  y  no  po- 
cas veces  las  maniobras  de  un  partido  que  aspiht  á  conquistar 
el  poder  exaltando  las  pasiones  populares,  son  las  ordiiatns 
y  las  masfvecoentes. 

El  objeto  suele  ser  taMbien  oray  distiotat  Ta  se  redoean 
los  perturbadores  á  pedir  pan  ó  trabaja;  ya  solicilaB  dismi^ 
nucíon  ea  el  precio  de  las  subsésteneías;  ya  rcclamaala^abo- 
licioa  de  m  impuesto  6  se  resisten  á  pagarla;  yseiígea  lá 
deslitucíoo  6  el  castigo  de  algun  magistrado,  é  deapredaa 
los  mandatos  ée  la  jostieiB,  6  impideo  k  las atttMridades  el  li- 
bre ejercicio  de  sus  atribuciones ,  ó  pretenieA  extraer  ^ioleS'* 
lamente  á  los  reos  de  las  cárceles ;  ya  proyectan  mudar  la 
forma  de  gobierno,  deponer  á  las  auioridades  legitimas  y  esta- 
blecer otras  nuevas,  derribar  un  trono  ó  cambiar  la  4lnastia; 
ó  ya,  por  fin,  tienden  á  exterminar  un  partido  y  encender  la 
guerra  civil* 

Amargos  son  los  frutos  de  toda  asonada  y  mas  6  naenos 
nocivos  según  la  causa,  el  objeto,  la  disposición  de  los  áni- 
mos y  la  resistencia  que  sí  no  sofoca,  enfurece.  Las  asonadas 
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ooüSliluyfft  á  la  flociedad,  mientras  el  desorden  reina«  en  un 
estado  salraje.  Como  la  ley  no  tiene  prestigio  ,  ni  fuerza  la 
antoridad,  tampoco  bay  protección  de  ningon  género  ni  para 
las  vidas,  ni  para  las  haciendas. 

lis.— Sígnese  de  lo  dicho  que  las  conmociones  popula- 
res poeden  ser  de  dos  linages,  las  unas  con  car&cter  politice 
y  las  otras  sin  tal  carácter.  En  ambos  casos  pertenece  á  las 
aotoridades  políticas  mantener  el  orden  público  reprimiendo 
ioda  tentativa  de  perturbación,  pero  de  distinta  manera. 

919.— Luego  que  adviertan  bullicio  ó  resistencia  popu- 
lar de  muchos  que  se  alzan  públicamente  para  impedir -la 
promulgación  ó  la  ejecución  de  las  leyes,  ó  la  libre  celebra- 
eion  de  las  eleccioaes  populares  en  alguna  junta  electoral,  6 
para  coartar  el  libre  ejercicio  de  sus  atribuciones  á  cualquie- 
ra aoloridad ,  ó  resistir  el  cumplimiento  de  sus  providen' 
cías  (4) ,  deben  publicar  bando  para  que  inmediatamente  se 
separen  los  aedidosos,  apercibiéndolos  de  que  en  otro  caso 
serán  castigados  con  las  penas  proscriptas  por  las  leyes ,  y 
declarando  que  serán  tratados  como  reos  y  aulores  del  bulli- 
cio todos  k»  que  se  encontraren  reunidos  en  número  de  diez 
personas. 

Se  manda  retirar  á  los  curiosos ,  bajo  pena  de  ser  tra- 
tados como  inobedientes,  cerrar  todos  los  sitios  públicos,  ase- 
gucar  iaseárceles  y  guardar  los  campanarios  para  impedir  que 
los  amotinados  toquen  á  rebato.  La  tropa  se  retira  á  sus 
cuarteles,  donde  se  mantiene  sobre  las  armas  para  prestar 
auxilio  á  la  autoridad  pública,  cuando  fuere  requerida. 

Ia  autoridad  auKíliada  con  la  tropa  y  vecinos  procede 
lia  pérdida  de  tiempo  á  prender  á  los  amotinados  contuma- 
oes »  aunque  no  tengan  otro  delito  que  su  inobediencia, 
7  emplea  la  fueni^  contra  los  que  bicnren  armas,  ó  im-* 
pidieren  las  prisiones,  ó  inteaiarea  poner  en  libertad  á  los 
aprehendidos «  hasta  reducirlos  á  la  obediencia  de  los  ma- 
gistrados que  nunca  consentirán  quede  agraviada  la  jus- 
ticia. 

(1)    Código  peual,  art.  174. 
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Mieairas  estavierea  con  las  armas  ea  la  inaao  esli  abs»« 
latamente  piohibido  que  los  delincaentes  ballictosos  poedaB 
tener representacioD  alguna,  ni  capitular  por  medio  de  per* 
senas  de  autoridad  de  cualesquiera  dignidad,  calidad  y  coadt- 
cion  que  sean,  y  también  les  está  vedado  á  dichas  personas 
admitir  semejantes  mensages  y  representaciones  (4).  Al  de- 
coro del  gobierno  y  á  la  causa  pública  importa  no  tratar  nun- 
ca de  igual  á  igual  con  subditos  sediciosos  ó  rebeldes.  La  so- 
la proposición  de  capitular  es  un  naeiro  ultraje  hecho  á  la 
ley  y  una  nueva  humillación  para  la  autoridad. 

'  Estos  reos  serán  entregados  á  la  justicia  ordinaria  para 
que  los  juzgue  con  arreglo  al  fuero  coman. 

990. — En  esta  ley  que  respira  toda  la  prudencia  y  firme» 
za  de  su  autor  Carlos  III ,  notaron  sin  embargo  los  juriscon- 
sultos un  grave  defecto.  Si  los  amotinados  no  dan  tiempo,  ó 
si  el  motín  se  precipita  y  estalla  antes  de  precaverse  la  auto- 
ridad ¿cómo  se  publica  el  bando  en  que  esta  intima  la  obe* 
diencia  á  las  leyes  y  amenaza  usar  de  la  fuerza,  .si  no  son  al 
instante  respetadas?  La  sociedad  debe  defenderse ,  cuando  de 
improviso  se  ve  acometida;  pero  también  recomienda  la  po* 
litica  y  demanda  la  justicia  que  el  requisito  de  la  intimación 
sea  cumplido  antes  de  disipar  el  tumulto  á  viva  fueraa.  T  no 
siendo  posible  leer  el  bando,  ni  fijarlo  en  las  esquinas  en  las 
mas  de  las  revueltas  ó  asonadas,  tal  vez  sería  mas  oportuno 
que  el  magistrado  acompañado  de  tropas,  si  las  circuns- 
tancias lo  reclamaren ,  anunciase  su  presencia  con  alguna 
señal  extraordinaria,  con  algún  símbolo  respetable  que  ba- 
ble á  los  ojos,  que  todo  lo  diga  de  un  golpe  hiriendo  á  la  ima- 
ginación; y  si  fuese  necesario  juntar  á  la  palabra  los  sig- 
nos, pudiera  hacerse  uso  de  la  trompa  ó  bocina,  como  se 
acostumbra  en  el  mar  para  comunicarse  desde  lejos.  cBsIe 
modo  de  publicar  el  bando  dará  mas  brillo  y  dignidad  á  las 
órdenes  de  la  justicia ,  intimidará  tanto  más ,  cuanto  no  se 
creerá  oir  á  un  hombre,  sino  al  heraldo  de  la  ley ,  no  podrá 
hacerse  ilusorio  con  el  estrépito  y  la  gritería,  surtirá  su  efec- 

(1)    Ley  5 ,  lit.  XI,  lib.  xii,  Mov.  Rccop. 
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to  á  largas  distancias  y  salrará  cuando  menos  á  los  inocea- 
tes......  (4). 

9M. — ^Bl  código  penal  vigente  procuró  colmar  este  vacio 
de  nuestras  leyes  de  orden  público,  mandando  qoe  loego  de 
mnntfestada  la  rebelión  ó  sedición,  la  aatoridad  gubernativa 
intime  hasta  dos  veces  á  los  sublevados  que  inmediatamente 
se  disuelvan  y  retiren ,  dejando  pasar  entre  una  y  otra  inti- 
mación el  tiempo  necesario.  Si  los  sublevados  no  se  retira- 
sen al  instante  después  de  la  segunda  intimación,  la  auto- 
ridad emplea  la  fuerza  para  disolverlos.  Las  intimaciones  de- 
ben hacerse  mandando  ondear  al  frente  de  los  sublevados 
la  bandera  nacional,  si  fuere  de  dia,  y  si  de  noche,  requirien- 
do la  retirada  al  toque  de  tambor,  clarin  ú  otro  instrumento 
á  propósito.  Si  las  circunstancias  no  permiten  hacer  uso  de 
dichos  medios»  se  ejecutan  las  intimaciones  por  otros  pro  - 
curanda  siempre  la  mayor  publicidad ;  pero  no  son  necesa- 
rias respectivamente  ni  la  primera,  ni  la  segunda  intimación 
desde  el  momento  en  que  los  rebeldes  ó  sediciosos  rompieren 
el  fuego  (2). 

V99.-— Las  cencerradas  deben  también  ser  consideradas 
por  la  autoridad  como  un  exceso  reprensible  en  sí  mismo,  y 
una  causa  muy  frecuente  de  graves  desórdenes.  La  b&rbara 
y  ridicula  costumbre  de  dar  cencerradas  k  los  que  pasan  á 
segundas  nupcias ,  merece  ser  reprimida  como  una  ofensa 
hecha  á  la  santa  y  social  institución  del  matrimonio.  Las 
leyes  que  veían  antes  con  ce§o  y  aun  castigaban  estas  segun- 
das nupcias,  hoy  son  mas  indulgentes ,  ó  mas  sabias  y  mas 
justas,  pues  prohiben  correr  las  calles  y  agruparse  á  las  per- 
sonas que  lleven  instrumentos  adecuados  al  objeto,  y  mandan 
disipar  las  reuniones  formadas  con  este  malicioso  intento  (3). 

V9S.-**Cuando  la  asonada  tuviere  un  carácter  político 
porque  atentase  á  la  religión,  á  la  Constitución,  á  la  persona 
del  Monarca  ó  á  la  independencia  y  Ubre  ejercicio  de  las  pre- 
rogativas  propias  de  los  poderes  conslitacionales ,  constituye 


(1)  Escríche,  Diccicnario  de  tegisUicUm  y  iurisprudencúk 

(2)  Código  penal,  art.  ISl. 

(3)  Ley  7,  tít.  xxv,  lib.  xii,  Hov.  Recop. 
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el  delito  de  rebelioB  (4).  Tbq  pronto  como  tas  aaloridftdes  ta* 
viesen  noticia  de  existir  alguna  partida  rebelde  ea  ao  terri* 
lorio,  deben  publicar  un  bando  seftal&ndoles  plazo  detiro 
del  cnal  se  dispersen  y  retiren  fc  sus  bogares*  Los  obedieaU» 
6  esta  primera  intimación  qaedan  indoltados  de  toda  peaa; 
p«ro  si  hicieren  resistencia  á  las  tropas  eDcaif;ada6  de  per* 
seguirlos  y  fueren  aprehendidos  con  las  ariras  en  la  mano,  ó 
en  la  fuga,  ó  desarmados  en  compafila  de  los  rebeldes,  ú  ocal* 
tos  en  alguna  casa,  deben  ser  entregados  á  la  autoridad  mí* 
litar  que  los  jozgoe  en  consejo  de  guerra  (9). 

La  obligación  impuesta  á  la  asioridad  de  puMiear  dieho 
bando,  no  impide  adoptar  las  medidas  oportanas  á  fin  dedis- 
persar  cualquiera  reunión  de  beeíosos  y  prender  k  los  ddin* 
cuentes  y  atajar  el  mal  en  su  origen.  - 

Entre  las  tartas  medidas  faforables  fc  la  pacificación  de 
un  territorio  puede  dictarse  ia  de  ofrecer  indolle  á  los  rebel- 
des; y  á  fin  de  que  los  arrepentidos  no  encoentren  ningún  gé- 
nero de  impedimento  para  deponer  las  armas ,  prestar  obe* 
diencia  á  la  ley  y  responder  k  la  foz  de  la  patria,  se  ba dis- 
puesto que  los  iribumaies  ordinarios  no  adopten  providencia 
alguna  contraria  á  las  disposictenes  que  en  dicho  sentido  Uh 
anren  las  autoridades  pdUicas  é  militares  {3\. 

9SA.-»Hay  todavía  otro  medio  de  mantener  el  arden  pú- 
blico y  es  la  declaración  de  una  ciudad,  de  una  prevtneía  y 
aun  de  todo  un  reino,  tu  estado  de  sitio:  estado  indefinible, 
porque  ni  las  leyes,  ni  las  prácticas  dan  «na  idea  fija  ó  exac- 
ta de  io  q«e  es  ó  debe  ser.  SabesMs,  si,  que  es  un  estado  ex- 
cepcional ,  fundado  en  la  ficción  de  que  tal  ciudad ,  phaa 
foerto  ó  población  morada,  se  baila  amenazada  por  enemigos 
extoriores :  sabemos  también  que  entonces  snbe  de  ponto  la 
preponderancia  del  poder  militar,  asi  como  se  deprime  al  po- 
Mtico  y  al  judicial:  nos  consta  qne  las  ganaoMas  del  cindada- 
no  desaparecen ,  la  Constitueioo  se  viola  eo  todos  sos  ártico- 
los,  las  haciendas  sé  maltratas  y  las  vidas  están  pendientes 

(t)    Gódisopenal,  arta.  167  y  IOS  v  ley  de  17  de  abril  de  I8SI . 
(S)    Ley  5,  tít.  xvii,  líb.  xii,  Nov.  necop. 
(3)    Real  drdea  de  16  de  agosto  de  1848. 
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del  sable;  pero  ignoramos  caando  hay  motivo  legal  para  ta- 
les declaraciones,  v  (fué  aUibuclolios  so  reservan  todavía,  ba- 
jo esta  especie  de  dictadura,  las  antoridades  del  orden  civil 
V  los  tribunales  ordifiarfos. 

Concebimos  que  en  circunstancias  extraordinarias  solici- 
te y  obtanga  un  gobierno  de  las  cortes  ia  autorización  para 
no  respetar  las  garantías  constitndonales ,  oonlorme  los  ro^ . 
manos  tenían  su  fórmula  caf>eant  cónsules,  y  los  ingleses  sus- 
penden el  habmis  carpus  ea  los  dias  de  peligro ;  por  lo  me- 
nos esta  terrible  ¡nTestidura  lleva  con  el  exceso  del  poder 
un  aumento  de  responsabilidad.  Mas  un  estado  indefinido  y 
arbitrario :  on  estado  qoe  reviste  coa  el  terrible  derecho  de 
vida  y  muerte  k  una  comisión  miHtar  que  jutga  en  pié  y  en 
consejo  de  guerra  verbal,  con  escasas  pruebas,  por  leves  sos* 
pechas  y  tai  vez  durante  aun  el  calor  del  combate,  es  el  lu- 
dibrio de  las  leyes,  el  escarnio  de  la  humanidad  y  el  oprobio 
de  nuestro  siglo. 

VSft.^De  todos  modos  se  eelrge  de  lo  expuesto  la  ne- 
cesidad de  ona  nnoTa  ley  de  Arden  público.  La  pragmática 
de  Garios  III  se  limita  k  reprimir  los  motines  é  tumultos  sin 
objeto  poMtico:  la  ley  de  47  de  abril  se  propone  principal- 
mente deshacer  y  castigar  las  bandas  armadas  qne  hostia 
litan  al  gobierno  en  despoblado,  y  los  estados  de  sitio  son 
ilegales.  Existe,  pues,  un  vacio  eo  nuestra  legislación,  k 
saber,  una  ley  relativa  k  eimlener  y  reprimir  las  coamoeiones 
popniares  6  las  revueltas  políticas  en  lo  interior  de  los  poe- 
Mes;  vacio  qne  se  ha  colmado  alguna  vez  con  la  aplicación 
de  la  de  47  de  abril  á  los  colpables  de  estos  trastornos,  como 
mas  análoga,  si,  pero  no  acomodada  á  las  circunstancias 
especiales  de  estotro  linage  de  desórdenes. 


364  IiSBBCHO  ADMlfflSTBATIVO  BSPASOL. 

CAPÍTULO    VI. 

Be  la0  prisiones. 

726.— Derecho  de  castigar.  tropia. 

797. — Eomieúda  del  deliocoente.  731. --Peligros  de  ana  excmift 

728.— ^La  justicia  y  la  admioistra-  severidad. 

cion  conoceo  de  las  pri-  732.— Carácter  de  todo  buen  sis- 
siones.  tema  carcelario. 

729.— objeto  de  la  {irision.  733.—Bfcctos  de  la  refofint  pe- 
730.^Err9re8  de  la  ciega  filan-  niteDCtal. 

99G.— La  sociedad  poUtica  descansa  en  los  eternos  é  in- 
mutables principios  del  derecho  y  del  deber:  el  individuo  re- 
cibe y  obedece  la  ley  coman;  no  la  dicta,  ni  aun  la  acepta. 

Esta  existencia  colectiva  no  llenaría  los  fines  de  la  aso- 
ciación, si  la  autoridad  pública  careciese  de  potestad  y  de 
fuerza  para  reprimir  todo  atentado  contra  el  orden,  todo  ex- 
ceso de  indepeadeocia,  todo  sentí  míenlo  de  egoísmo.  El  po- 
der coercitivo  que  la  sociedad  confia  al  gobierno,  y  el  dere- 
cho de  castigar  que  la  ley  deposita  en  manos  del  magistrado, 
producen  el  beneficio  de  amparar  á  las  personas  y  proteger 
las  propiedades.  Ni  la  administración,  ni  la  justicia,  llenando 
los  severos  deberes  de  la  represión,  coartan  la  libertad,  antes 
favorecen  su  desarrollo  y  dilatan  su  ejercicio. 

Si  hay  en  todas  las  naciones  del  mundo  casas  de  deten- 
ción para  los  sospechosos  y  prisiones  para  los  delincuentes, 
es  porque  la  sospecha  debe  ser  lavada  y  expiado  el  crimen. 
El  hombre  imporo  ó  de  dudosa  pureza,  es  apartado  de  la  so- 
ciedad como  á  un  miembro  corrompido  ó  gaogrenado  se  le 
separa  del  cuerpo  humano.  La  ley  le  restituye  á  la  vida  libre, 
inocente  ó  corregido,  y  tal  vez  corta  los  lazos  que  la  unen  á 
la  sociedad  y  &  la  naturaleza,  reteniéndole  en  una  prisión  per- 
petua ó  entregando  su  cabeza  al  verdugo ,  si  tan  dafiado  tu- 
riese  el  corazón  que  aparezca  incorregible.  ¡Triste  necesi- 
dad, hija  de  la  flaca  condición  humana ,  la  de  destruirse  pa- 
ra conservarse ;  pero  derecho  terrible,  sacrificio  expiatorio 
ofrecido  al  Dios  vengador  de  la  justicia  ultrajada,  y  satisfac- 
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cica  legfiimB  qae  Ib  eoncieacia  aeepta  en  las  aras  de  qd  ca- 
dalso! 

999. -*EI  hombre,  sin  embargo,  no  debe  ser  destruido, 
mientras  exista  ana  remota  esperanza  de  salvarle  de  si  mis* 
mo  por  medio  de  ua  sincero  arrepentimiento.  La  enmienda 
poede  convertirle  de  miembro  perjodieial  en  miembro  útil 
de  la  sociedad,  y  el  mando  se  aberraría  presenciar  con  tan- 
ta frecuencia  esos  sangrientos  espectáculos  que  afectan  do- 
lorosamente  el  ánimo  de  los  buenos  y  acaso  endurecen  el  co« 
razón  de  los  malos  y  los  familiarizan  con  la  muerte,  última 
barrera  del  crimen. 

9S8.^Sígaese  de  aqui  qoe  hay  an  intimo  enlace  entre  la 
legislación  penal  y  el  sistema  carcelario  cuyas  reformas  pue- 
den suplir  la  severidad  de  los  castigos ,  asi  como  el  código 
criminal,  por  sa  parte,  asienta  las  bases  de  toda  mejora  im* 
portante  en  las  prisiones.  La  justicia  y  la  administración  se 
dividen,  el  imperio  de  las  prisiones :  la  primera  absuelve  ó 
condena  y  establece  la  escala  de  las  penas  que  corresponde 
á  los  distintos  grados  de  culpa,  ya  aumentando,  ya  disminu-* 
yendo  el  rigor  y  el  plazo  del  encarcelamiento:  la  segunda  se 
apodera  del  delincuente,  le  custodia ,  le  castiga  por  lo  pasa- 
do y  le  corrige  para  lo  venidero. 

9SO.— El  objeto  pues  de  la  prisión,  asi  como  el  objeto  de 
toda  pena,  es  castigar  y  corregir.  El  castigo,  bajo  el  aspecto 
•  de  la  moral,  es  uaa  expiación;  bajo  el  punto  de  vista  políti- 
co,  an  medio  de  intimidación  y  escarmiento.  La  corrección 
se  propone  moralizar  al  delincuente,  sembrando  en  so  cora- 
zón la  esperanza  de  obtener  el  perdón  de  Dios  y  de  reconci- 
liarse oon  los  hombres. 

Toda  prisión  qae  no  tienda  á  precaver  futuros  delitos 
quitando  al  delíncoente  la  facultad  y  el  deseo  de  reincidir,  é 
intimidando  á  otros  qae  pudieran  tener  intención  de  seguir 
sus  pasos,  no  corresponde  á  los  fines  sociales.  T  como  ni  la 
demasiada  indulgencia  intimida,  ni  corrige  la  excesiva  seve- 
ridad ,  la  administración  debe  huir  cuidadosamente  de  am- 
bos extremos  al  establecer  ó  reformar  el  sistema  carcelario. 

IS^.— La  ciega  filantropía  de  este  siglo  ha  sido  causa  de 


366  OlilGBO  A0MIÍVI9TEAT1T0   UPAfiOl. 

que  nachas  personas  yieseo  en  los  presos  mas  bien  desgra- 
ciados dignos  de  compasión ,  qoe  cnlpables  merecedores  de 
castigo.  Las  puertas  de  las  eiffceles  se  abrieron  h  la  caridad 
cristiana  qoe  ha  derramado  sobre  ellos  los  tesoros  de  sss 
consuelos  y  beneficios:  se  les  dirigieron  palabras  de  amor, 
se  encendió  en  sus  pechos  la  llama  de  la  religión  y  se  ha  lo* 
grado  el  arrepentimiento  y  la  conversión  de  algunos  crimina- 
les. Esta  fer? ¡ente  cruzada  ha  prodncido,  envuelta  con  mu- 
chos bienes,  una  cosecha  no  eseasade  males.  Semejantes  pri* 
sienes  perdieron  su  caritcter  de  intimidación,  y  fueron  consi- 
deradas como  lugares  soportables  y  aun  preferibles  á  una  ?ida 
libre  consagrada  á  on  constante  trabajo.  El  número  de  los 
rojnoidentes  se  multiplicó  reUíada  la  severidad  de  la  dtsci* 
plina;  y  en  ves  de  disminuir ,  hubo  de  aumentarse  la  dura- 
ción de  la  pena;  dafio  gravísimo,  porque  un  prolongado  eaa* 
tiverio  hace  perder  al  culpable  los  hábitos  de  seeiabilidad, 
extingue  sus  afectos  de  familia  y  le  acostumbra  á  aquel  nue* 
▼o  góoero  de  vida  reemplazando  en  su  pecho  á  la  inquietud 
de  la  pesadumbre,  la  calma  inalterable  de  la  indiferencia. 

9Sft.-*La  excesiva  severidad,  |Jor  el  contrario,  produce 
en  los  presos  una  irritación  mental ,  un  vivo  sentimieolo  de 
aversión ,  porque  se  cree  abandonado  del  cielo  y  victima  de 
la  injusticia  de  la  tierra;  un  olvido  completo  en  fin  de  la 
ofensa  que  ha  cometido  cuyo  recuerdo  debiera  humillarle, 
y  en  tal  estado  de  exaltación,  cierra  sus  oídos  i  toda  palabra- 
benévola  y  su  corazón  á  todo  arrepenlimiento  y  á  todo  deseo, 
y  solo  le  abre  á  la  pasión  reconcentrada  de  la  renganza. 

9SS.--»Un  sistema  carcelario  justo  y  prudente ,  debe  aer 
rigoroso,  sin  crueldad:  debe  intimidar  al  c«lpable  sin  amor-» 
iiguar  sus  sentimientos,  y  reformar  sus  costumbres  sin  extin- 
guir su  amor  i  la  libertad.  Muerto  el  deseo  de  tornar  i  la  vi- 
da libre,  no  hay  esperanza  préxioM  que  le  aliente  i  perseve- 
rar en  la  dífkil  obra  de  s«  regeneración  moral. 

9SS. — La  reforma  penitencial  asi  comprendida  y  á  estas 
máximas  ajustada,  será  un  medio  de  precaver  asuchos  eri* 
menes,  intimidando  y  corrigiendo,  y  la  pesa  de  rednsion  un 
nuevo  bautismo  que  purifique  el  corazón  dallado  del  ciíminal 
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y  le  abra  las  pvertas  de  la  sociedad,  si  es  sincero  so  arrepen* 
timicDlo. 

Deseonfieoios  igoalmente  de  los  que  esperan  macho  de  la 
reforma  penitencial  y  de  los  qne  no  esperan  nada*  Los  unos 
exageran  la  perfectibilidad  de  la  especie  hnmaoa  al  creer  en 
ia  fácil  y  perseveraale  conversión  del  criminal  por  el  inflojo 
de  nna  caridad  ardiente,  pero  ciega,  y  que  olvidando  los  ert* 
menes  del  hombre,  la  perversidad  de  so  corazón,  la  degrada- 
ción de  su  alma,  qnisieran  mitigar  su  cautiverio  hasta  el  ponto 
de  ser  tratado  el  delincuente  al  igual  de  la  virtud  degracia- 
da,  sQstrayéodole  al  voto  de  la  opinión ,  á  la  venganza  de  las 
leyes  y  á  la  justicia  social.  Otros  mas  prácticos,  mas  familia- 
rizados con  los  presos 9  mas  conocedores  de  sus  vicios,  creea 
que  la  única  reforma  posible  en  las  prisiones  es  introducir  ei 
orden  moral  y  sacar  partido  de  su  tiempo  y  de  sos  brazos, 
mirando  todo  proyecto  de  reforma  moral  como  nn  suefio  que 
ocupará  á  la  administración  6  irrogará  considerables  dispen- 
dios sin  ningon  resultado  positivo  para  la  sociedad. 

Ninguna  de  estas  opiniones  extremas  es  la  verdadera,  nin- 
gún sistema  exclusivo  debe  guiar  á  la  administración.  La  re- 
generación moral  de  los  sentenciados  á  prisión  es  posible»  pe- 
ro  también  dincil ;  todo  depende  del  acierto  en  la  elección  de 
los  medios  y  de  la  pradeneia  en  aplicarlos. 

A&TtCüio  i  .^— 1L\«W(\a  ái  \atc\(maa  catcAVano.. 

734. — ^Idea  de  la  relrnaa  car-  737.— Bentham. 

celaría.  738.— ApUeacion  de  sos  ideas  en 
735.— ADtif^no  estado  da  laspri*  los  Estados*  Unidos. 

siones.  739. — Dos  sistemas  de  reforma. 
736.— Howard. 

,  9SA.*-Greemos  preferible  el  nombre  de  sistema  caréela** 
rio  al  de  sistema  penitencial  que  suele  usarse  con  mas  fre* 
coeocia,  porque  al  tratar  de  la  reforma  de  las  prisiones,  se 
comprende  no  solamente  aquel  conjunto  de  providencias  en-» 
caminadas  á  conseguir  la  enmienda  de  los  setenciados ,  siso 
también  las  relativas  á  las  casas  en  donde  se  detiene  á  ios 
sospechosos,  mientras  se  hallan  pendientes  de  juicio. 
9Sft.— El  mal  estado  de  las  prisiones  era  un  vicio  que  no 
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ha  macho  tiempo  reinaba  en  toda  Europa.  Mirábanse  las  cár- 
celes como  fortalezas  en  donde  se  confundían  los  sospecho- 
sos y  los  criminales  de  todos  grados,  condición «  edad  y  aun 
sexo,  sin  reparar  las  autoridades  en  otra  cosa  que  en  impedir 
su  evasión.  Del  mismo  calabozo  salía  el  inocente  á  quien 
volvían  la  libertad,  y  el  abominable  parricida  á  quien  arras- 
traban al  suplicio.  La  humedad  de  los  subterráneos ,  la  díH- 
cil  circulación  del  aire ,  el  hacinamiento  y  el  desaseo  de  los 
presos  y  la  escasez  y  mala  calidad  de  los  alimentos  diezma» 
han  la  población  de  aquellos  infiernos  y  alimentaban  cons- 
tantemente no  foco  de  infección  que,  propagándose  á  io  ex- 
terior ,  vengaba  en  pueblos  inocentes  el  descuido  culpable 
de  los  gobiernos.  Tales  eran  los  efectos  de  tanto  abandono 
en  el  orden  físico. 

En  el  orden  moral,  eran  las  cárceles  escuelas  de  ensefian* 
za  mutua  para  el  vicio  y  el  crimen.  Alli  el  contagio  de  la  in- 
moralidad hacia  progresos  horribles  y  sacrificaba  cada  día 
nuevas  víctimas.  El  hombre  timorato  quebrantaba  el  freno  de 
su  conciencia,  el  ratero  salla  salteador  y  el  salteador  asesi- 
no. Cada  año  una  turba  de  criminales  educados  profesional- 
mente  ,  inoculaba  en  la  sociedad  el  veneno  que  con  tal  im- 
prudencia les  diera  á  beber.  Cuantos  han  respirado  el  aire 
corruptor  de  las  prisiones ,  ligados  entre  sí  con  los  vínculos 
contraidos  durante  un  mismo  cautiverio,  impelidos  por  el  sen- 
timiento de  un  común  infortunio  y  exas[^rados  al  ver  que  la 
reprobación  general  los  persigue  sin  descanso,  se  buscan,  se 
solicitan,  reúnen  sus  esfuerzos  y  se  conjuran  contra  el  esta- 
do. Alif  el  tímido  encuentra  amparo  y  el  huérfano  solícitos 
protectores:  allí  se  exploran  las  malas  pasiones,  penetrando 
hasta  el  fondo  del  alma  en  busca  de  la  semilla  del  victo  que 
los  maestros  del  crimen  desarrollan  á  viva  fuerza ;  sacrilego 
aprendizaje,  fuente  impura  cuyo  veneno  se  desprende  á  tor- 
rentes y  penetra  en  todas  las  venas  del  cuerpo  social.  Des- 
pués del  proselitismo,  sigue  la  organización  de  los  malhecho- 
res en  corporación  con  su  código  y  sus  reglamentos ,  y  al  fin 
llega  el  atentar  al  reposo  de  la  sociedad  y  causar  serías  in- 
quietudes al  gobierno. 
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9se.^BI  exceso  def  dafio  prodajo,  como  casi  siempre  su- 
cede, el  deseo  del  remedio.  Eo  4772  fue  erigida  en  Gante  una 
prisión  porgada  de  estos  vicios.  En  4773,  afligido  el  sensible 
corazón  de'Howard  al  ver  el  repugnante  espectáculo  que 
ofrecía  el  interior  de  las  eárcelesde  Inglaterra,  y  consideran- 
do los  peligros  &  que  la  sociedad  se  exponía  sí  no  atajaba  pron- 
tamente esta  peste  moral ,  recorrió  las  prisiones  de  la  mayor 
parte  de  los  estados  europeos,  como  quien  sondea  toda  la  pro- 
fundidad de  la  llaga  para  mejor  curarla.  De  regreso  á  su  patria 
propuso  su  proyecto  de  reforma  carcelaria  que  descansaba  en 
dos  bases  principales,  el  sistema  celular  durante  la  noche  y 
et  trabajo  en  común  con  clasificación  de  los  presos  dorante  el 
día,  según  el  cual  fue  fundada  la  penitenciaria  de  Glocester 
en  1785. 

VSt.— En  4812  Bentham  derramó  nueva  luz  sobre  es- 
ta cuestión  con  su  plan  panóptico  que  por  causas  agcnas  á  la 
reforma,  dejó  de  ensayarse ,  á  pesar  de  las  vivas  instancias 
de  su  aotor  y  de  la  eficaz  cooperación  de  sus  amigos. 

9S8.— Estas  ideas  generosas  atravesaron  el  Ailántico  y 
hallaron  favorable  acogida  en  los  Estados-Unidos :  la  exalta- 
cion  religiosa  de  los  cuákeros  debia  naturalmente  favore- 
cer sn  desarrollo  y  aplicación.  Hicíéronse  los  primeros  ensa- 
yos en  la  Pensilvania  el  afio  4786,  fundándose  la  casa  cor- 
reccional de  Walmit«Street.  La  clasificación  de  los  presos,  el 
aislamiento  absoluto  para  algnnos,  el  trabajo  en  común  con 
la  libertad  de  comunicarse  y  corromperse  mutuamente  en 
cnanto  k  otros,  era  el  régimen  penitencial  adoptado  en  aquella 
prisión;  régimen  muy  imperfecto  todavía^  según  lo  acredita- 
ban los  muchos  casos  de  reincidencia. 

El  estado  de  Nueva -Tork  siguió  en  4797  el  ejemplo  de  la 
Pensilvania,  pero  dando  mayor  amplitud  al  sistema  del  ais- 
lamiento absolato,  si  bien  aplicado  solamente  á  cierta  cla- 
se de  criminales.  En  4846  fundóse  la  prisión  de  Auburn  en 
la  cual  se  suprimió  la  vida  común,  sustituyéndole  el  régimen 
celular  para  todos  los  presos  que  vivian  en  una  completa  so* 
ledad  noche  y  dia,  y  á  quienes  se  reusaba  hasta  el  consuelo 
del  trabajo.  * 

Tomo  I.  «4 
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La  Pensil vaui^  preó  oUas  doa  ^aile^f  iarias,  b  de  P^is- 
))urg  y  U  de  Cher^y-^Ul,  ftbs^adonaado  el  an^iiguq  sistema 
de  la  clasificación,  y  prefífieodo  el  d^  yeldas  solitarias  y  el 
^islamipata  ab^qíuto  en  una  dévoraAova  ociosidí^. 

La  experiencia  ha  sido  fanesta  y  Iji  ^ecesida4  de|  trab^* 
jQ  fue  al  io^stante  re^pooocida.  f  n  Nueva* tofk  se  conservó 
el  aislamiento  absoluto  por  U  noqhe  y  se  introdujo  el  traba- 
jo e^  común  durante  el  día,  pero  en  medio  del  ip^  rigoro^ 
silencio,  &  fin  de  no  perder  las  venl,aj/aa  en  ufx^  inYiolable  in« 
PQmunicaciojn.  Tal  es  la  regla  de  Auburi^ 

Pensilvania  conservó  el  aislamientp  pop  la  nophe  y  por  el 
día,  agregándole  el  trabajo  también,  solitario*.  Tal  es  U^  dis- 
ciplina de  Gherry-Hill. 

9S0.— Estos  son  los  dos  sistemas  de  corrección  doo^iivift* 
tes.  El  primero  se  extendii^  á  casi  todos  lo»  Es^dos  de.  la 
Union:  el  segundo  es  casi  exclusivo  de  U  Peusilyania.  l^l^.^ 
minarlos  y  juzgarlos  eq^uivale  ^  ei^pQuer  y  discutir  la  ieorüv 
del  encarcelamiento. 

A&zicüio  2.^^— 'liotia  dft  W  te^crrma  c*a.Ta\(m«^. 

740. — ^Teoría  déla  reforma  ca^-  755. — Adm¡;iistracloo. 

celaría.  75S.-^Enipve8a. 

7ii.~^PrUipn  preventiva.  757.— Trabaja  do  las  priaioiiea. 

742.— Derechos  del  detenido,  758. — GoDcurreocia  con  el  tra- 
74á.— Separación  de  los  culpa-  bajo  libre. 

ble^.  75a.— Precauoioaes  de  k  admt* 
744»-rMedi08  de  rea)izaija.  nisU^pioJi. 

745.— Glasificacioo  por  catego-  760. — AplicacíoD  de  los  prodac- 

rías.  tos  del  trabajo. 

74a.— Aislamiento.  76li.— Aaserví^. 

747.— Pri'5to/i  represiva,  762. — DÍ8U:ibifPÍ0Qes  periódicas. 

748. ^Trabajo  de  los  presos.  763.— Efectos  de  la  ignorancia. 

749. — Sa  organización.  764. — ^InstmccioD  de  los  preso*. 

7,50.— Regla  del  silenciD.  7a5*— EjBpscia  da  este  medio  de 
751. — Disciplina  de  AaÍ)ur;i,y  Fi-  regeneración. 

ladelfta.  IñB.Ssfado  de  libertad. 

762.-*Inconvementet  de  It  pd-  767.*-Proteccion  altKcwcelado. 

mera.  768.— Socorros^ 

753.— Objecciones  á  la  segunda.  769.— Talleres. 

754. — Pruion  individnal.  770.— Sociedades. 

949.— La  prisión  tiene  tres  fines  principales ,  á  saber:  iyi- 
pedir  las  evasiones,  evitar  la  torropcion  mutua  de  los  presos 
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7  pr«e«f0r  lai  reinoidenÉias ;  y  por  tanto «  áebe  considerarse 
á  los  presos  en  tres  sitnaciones  distintas ,  en  estado  de  deten- 
don  ó  aeasacioni  en  estade  de  reclusión  ó  pena,  y  en  esta- 
do de  libertad  é  excareelamienlo.  Como  consecuencia  de  es- 
ta doctrina  j  se  reconocen  dos  clases  de  prisiones,  preunli^ 
90$  para  los  acosados  y  r9presiva$  para  loa  (criminales.  Las 
represifas  deben  subdividirse  en  emrreeeienaks  para  los  sea- 
teneiados  por  delitos  leves,  y  pmrihneialis  en  donde  porgnett 
SQS  crímenes  y  halien  enmienda  los  mayores  delincuentes. 

V4t,— Zaprinonpreosfiíteo  es  una  mera  precaución  pa- 
ra evitar  la  fuga  de  una  persona  sospechosa  de  crimen.  Mien** 
tras  el  juez  no  le  declare  culpable,  el  objeto  de  la  prisión  so- 
lamente debe  ser  asegurarla  custodia  del  acusado.  Teda  se- 
Teridad  es  un  vicio  en  la  ley  6  en  la  administración,  porque 
no  ha  Segado  todavía  el  momento  del  castigo;  tal  vez  el  acu- 
sado sea  absnelto,  y  harto  sufre  el  inocente  con  la  pérdida 
de  su  libertad,  sin  que  se  agraven  sus  penas  con  inútiles  é 
injustos  rigores. 

949.— Él  detenido  tiene  derecho  á  una  prisión  salubre,  ár 
cuantos  cuidados  requiere  la  conservación  de  su  vida  y  ft  to- 
das las  atenciones  compatibles  con  su  estado.  Tiene  también 
derecho  á  una  franca  comunicación  con  sus  parientes  y  ami- 
gos, salvo  durante  el  breve  tiempo  en  que  el  interés  de  lá 
justicia  reclama  lo  contrarío.  No  se  le  puede  sujetar  á  nin- 
gún trabajo,  porque  el  trabajo  en  las  prisiones  es  parte  de 
pena  ó  medio  de  moralización,  y  no  es  licito  castigar,  ni 
corregir  á  quien  no  se  halla  aun  sentenciado;  mas  si  pidiere 
trabajo,  tampoco  se  le  debe  reosar. 

949.— Tiene  además  todo  detenido  el  derecho  de  exigir 
que  mientras  la  ley  presOme  su  inocencia,  no  se  le  obligue  á 
▼ívir  en  compafila  de  los  culpables,  contacto  siempre  peli- 
groso ,  y  k  veces  funesto ,  que  la  sociedad  por  su  propio  bien 
debe  aleda  cesta  impedir. 

944.— Dos  medios  se  ofrecen  de  realizar  esta  separación: 
la  elasificacien  de  los  detéfaidos  según  sus  presuntos  grados 
de  moralfüad  y  el  aislamiento  individual, 

944.— La  clasificación  en  categorías  de  inmoralidad  es 
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enterameote  arbitraria.  Ora  se  adoptp  la  edad  por  base,  ora 
la  naloraleza  del  delito  ó  el  carácier  del  delíBeoenle «  sieoí* 
pre  dará  equívocos  resaltados;  porque  deairo  de  la  misma 
edad,  ea  la  misma  ofeosa,  en  oo  lemperameato  igual,  cabe 
ua  grado  mucho  mayor  ó  mocho  meoor  de  perversidad.  To- 
da plasificacioQ  I  pues,  debe  sigoificar  para  nosotros  eorrup- 
cioa .  porque  si  el  crimea  es  contagioso  eatre  el  inocente  y 
el  culpable,  crece  el  peligro  de  la  eomuoicaciion  entre  dos  6 
mas  viciosos  ó  criminales.  Para  atenuar  estos  inconvenien- 
tes sería  preciso  introducir  una  clasificación  tan  minuciosa 
que  se  acercase  k  un  absoluto  aislamiento,  y  entpnces  tam* 
bien. seria  prererible  optar  por  tal  sistema. 

léB, — Objétase  la  severidad  de  la  disciplina ,  y  dlcese 
que  la  separación  es  por  sí  sola  una  pena,  bien  aplicada  á 
los  culpables,  pero  mal  extendida  á  los  sospechosos.  Quienes 
asi  discurren  no  distinguen  el  aislamiento  represivo  de  la  se- 
paracion  puramente  preventiva.  Aquel  debe  ser  absoluto  é 
ir  acompañado  del  silencio,  del  trabajo,  de  las  privaciones,  de 
la  sujeción  á  una  regla  muy  dura,  á  una  verdadera  piwteo- 
cia:  en  esta  no  habrá  incomunicación  exterior,  nioguna  disci- 
plina  susceptible  de  irritar,  niogifua  autoridad  temible,  nin* 
gun  castigo  cruel.  La  administración  muestra  al  detenido  sn 
solicitud  paternal  alejándole  de  la  compañía  del  malvado, 
para  que  ni  su  alma  se  mancille  con  el  contacto  del  crimen, 
ni  al  oir  las  blasfemias  del  impío  se  ruborice  su  frente. 

Si  todavía  se  abrigase  alguna  duda  acerca  del  rigor  ex- 
cesivo de  la  prisión  preventiva  con  el  aislamiento,  pregún- 
tese al  acusado  no  perverso  qué  prefiere,  si  la  soledad  6  la 
compa&ía  del  criminal?  Pregúntesele  al  inocente  si  no  lioai- 
bla  al  verse  libre  de  ser  reconocido  y  tratado  con  odiosa  fa- 
miliaridad por  alguno  de  sos  antiguos  compañeros  de  vi- 
vienda. 

949.— £a  prisión  represiva  debe  procurar  el  castjgo  y  la 
enmienda  de  los  culpables,  para  lo  cual  emplea  dos  medios 
de  regeneración,  el  trabajo  y  la  ¡nflruccion  moral  y  religiosa. 

948.— El  trabajo  debe  ser  una  condición  esencial  de  la  dis- 
ciplina de  las  prisiones  represivas  por  varios  motivos. 
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L  Eq  primer  lagar»  es  aa  medio  moralizador ,  porque 
oontribayeá  adquirir  los  hábitos  de  orden ,  de  laboriosidad 
y  economía  que  tan  áiilesio  serán  después  en  la  vida  libre, 
distrae  su  imagioacion  de  todo  pensamiento  malévolo  y  le 
dispone  á  seguir  con  docilidad  el  camino  del  arrepenti- 
miento. 

II.  En  segundo  lugar,  coando  se  abren  para  el  ctilpable 
las  puertas  de  su  prisión,  hállase  con  un  oficio  en  el  cual  pue- 
de fundar  sus  esperanzas  de  subsistencia,  y  tal  vez  posee  un 
pequello  capital,  fruto  de  sus  ahorro»,  que  le  auxilia  y  sos«- 
tiene  en  Tos  primeros  pasos  de  su  noeva  vida.  Con  iiábitds  de 
trabajo  es  posible  reincidir;  sin  ellos  la  reincidencia  es  ne- 
cesaria, á  menos  que  supongamos  en  todo  excarcelado 'la  vir-» 
tud  de  on  ángel  y  el.  heroísmo  de  un  mártir. 

III.  Eñ  tercer  logar,  el  criminal  debe  una  reparación  á 
la  sociedad  por  el  mal  que  la  causó,  y  por  el  gravamen  día* 
rio  que  la  impone  para  proveer  á  su  sustento  y  á  su  enmien-» 
da;  reparación  imposible  de  otro  modo  que  á  costa  del  pro<* 
docto  de  su  trabajo. 

*  IV.  Por  Ahimo ,  el  trabajo  forzoso  es  pena  para  el  culpa- 
ble que  ha  vivido  siempre  en  el  ocio  y  proporciona  alivio 
al  que  no  es  perverso,  sino  solamente  desgraciado.  El  traba* 
}o  forzoso  será,  pues,  expiatorio  en  proporción  al  carácter 
de  cada  preso,  y  además  intimida  al  qne  en  la  vida  libre  pue- 
de abr^ar  pensamientos  criminales. 

lAO. — No  basta  aceptar  el  principio  del  trabajo;  es  pre-* 
ciso  órganlzarle  en  las  prisiones  y  someterle  á  la-  disciplina 
penitencial.  Cnatro  cuestiones  principales  se  ofrecen  á  nnes- 
tro  examen  con  tal  motivo,  á  saber:  ¿debe  hacerse  el  traba- 
jo en  común  ó  en  soledad?  ¿debe  ser  por  empresa  ó  por  ad- 
ministración? ¿es,  ó  no,  perjudicial  al  trabajo  libre  la  con- 
correncia  del  trabajo  reglamentado?  ¿qué  uso  conviene  ha<^ 
cer  de  los  productos  del  trabajo  interior  de  las  prisiones? 

V^^.— '  I.  Es  un  axioma  en  el  sistema  carcelario  que  no 
se  consigne  jamás  la  enmienda  de  los  culpables,  sin  sujetar^ 
iiós  á  la  estrecha  regla  del  sHencio.  Eate  recogimiento  interior 
qué  U  probibieion  de  comunicarse  impone,  es  la  causa  pri* 
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mera  de  la  regeaeracion  aioral.  Quebrantado  el  aileiido» 
rompiéronse  los  diques  del  f  icio  y  penetró  el  conUgio  de  la 
inmoralidad  en  las  prisiones.  Así  es  como  en  toda  reforma 
carcelaria,  bien  se  adopte  el  sistema  del  trabajo  ei  ooman, 
ó  se  prefiera  el  trabajo  solitario,  siempre  se  procura  conser- 
var entre  ios  presos  una  incomunicación  absoluta  oral  y 
epistolar. 

9ML.— La  regla  de  Aubvrn  y  la  de  Fiiadelfia  difieren 
esencialmente  en  este  panto.  La  primera  establece  el  aisla- 
miento absoluto  por  la-ooche,  y  el  trabajo  en  común  duran^- 
te  el  dia,  pero  en  medio  del  mas  rigoroso  silencio.  La  según* 
da  consiste  en  el  aislamiento  de  nocbe  y  de  dia,  y  el  traba- 
jo  también  solitario. 

959 .—Ambas  tienen  sus  partidarios  y  elocuentes  defenso- 
res. Objétase á aquella  que  el  sistemado  la  reunión  silen- 
ciosa, nacido  de  una  convicción  profunda  acerca  de  los  gra» 
vísimos  inconvenientes  inseparables  de  la  asociación  de  ios 
criminales,  coyas  funestas  consecuencias  se  procura  evitar^ 
es  impracticable  en  la  ejecución,  incapaz  de  cons^uirsn 
objeto  y  que  su  buen  resultado  depende  de  un  conjunto  de 
circunstancias  cuya  coincidencia  es  casi  siempre  imposible. 
No  se  niega  qne  podrá  producir  aigon  bien ;  pero  ea  cambio 
de  un  corto  número  de  beneficios  esencialmente  dadosos  d 
accidentales ,  encierra  peligros  verdaderos  é  inevitables.— 
Argúyesele  que  no  despierta  en  los  presos  ningún  peíAamíenr 
to  reflexivo  sobre  su  anterior  conducta,  ningún  propésito 
de  reforma,  ninguna  idea  de  arrepentimiento.  T  por  áltimo, 
se  aduce  la  fatal  necesidad  de  mantener  la  disciplina  em«- 
picando  severos  castigos  y  rigores  arbitrarios,  que  agravan 
muchas  veces  la  pena  legal  fc  merced  de  una  mera  provide^ 
cia  administrativa,  y  producen  el  efecto  de  irritar  la  mente 
y  depravar  el  carácter  del  preso,  inspirándole  sentímienlae 
de  odio  y  deseos  de  venganza. 

iftS.-^A  la  regia  de  Filadelfia  se  opone  la  crueldad  de  uo 
aislamiento  absoluto  y  las  enfermedades  que  tanto  rigor 
ocasiona,  y  como  consecuencias  de  este  vicio,  la  grande 
mortalidad  de  los  presos  y  sos  accesos  de  iocnra.  Objétale 
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que  peáa  desigualmente  sbbVé  tos  éaÉarcelachis  iégaa  su  ca- 
lieter  jr  ta  energía  dé  sn  ekj)(ríia,  qne  hace  perder  Ibs  há- 
bitos sociales  consei*vkdos  en  la  ^eüníotí  silenciosa:  y  en  sa* 
niiy  se  pone  én  duda,  ó  acaso  se  faiéga,  la  ttatjror  eflcácia  del 
¿isieaia  celular  sin  retajacioh,  para  conseguir  tá  regeneración 
moral  de  los  deKncaentés. 

Sin  embargo,  parece  que  la  estadisiicá  ¿e  las  prisiones, 
no  coüfirtna  el  inOojo  de  la  disciplina  solitaria  en  la  inorldli- 
dad  relatiTá,  ti  én  la  demencia  de  los  presos.  Si  la  péná  és 
severa,  podr&  abreviarse  Su  duración,  corregirá  mas  pronto 
é  intimidará  mas  con  lo  terrible  del  escarmiento. 

La  ébjeócion  de  la  desigualdad  comprende  á  todos  los  sis- 
temas de  reclusión,  y  aun  abraza  todo  castigo.  LoíS  hábitos 
scréiale^  Se  sostienen  oon  las  visitas  y  exhortaciones  de  los 
capellanes,  de  los  directores,  maestros  é  inspectores «  y  con 
la  lectura  de  libros  morales  religiosos  ó  instructivos;  y  por 
último,  tan  lejos  de  disputar  la  eficacia  dé  la  soledad  efl  él 
aítiepentioríénto  jel  criminal,  este  es  él  secreto  resorte  ()tíe 
mueve  el  corazón  humano  y  lo  inclina  hacia  él  bien. 

4ftá.-^EI  aislamiento  intimida  mas  que  los  castigos  ordi- 
narios; y  no  solo  tiene  él  carácter  de  una  pénia  éjeknplar ,  ú\^ 
no  que  es  el  ¿gente  mas  poderoso  de  toda  reforma  moral.  So- 
Ib  el  preso,  abandonado  del  mundo,  empieza  evocando  sus 
recuerdos  y  medita.  El  tránsito  de  la  irreOexion  á  la  refle- 
xión, es  el  primer  paso  en  la  senda  del  arrepentimiento.  Imá- 
gká  de  Prometfo  encadenado  á  la  roca  y  despedazadas  por  el 
buitre  \bá  eniraftas,  es  el  preso  devorado  por  crueles  réitíor- 
dimientos  que  le  acosan  y  le  persiguen  con  rigor  implaca- 
ble éü  su  soledad.  En  la  vida  libre  siquiera,  podría  ahogar 
eiitÉ'é  ei  ruMor  dé  la  sociedad  loS  gritos  de  su  conciencia; 
pero  eá  la  reclusión  no  bay  olvido  del  crimen,  no  hay  tre- 
guas á  la  tortura,  no  hay  calma  para  el  dolor.  El  silencio  es 
la  voz  de  Dios  en  el  desierto. 

Lá  Soledad  ejerce  una  acción  cobtlnüa  en  el  ánimo  del 
deliñdüente.  Primero  recoge  su  espíritu,  reeonobe  Sus  extra- 
víos, y  en  presencia  de  sí  mismo  y  de  su  crimen,  se  conven- 
ce de  que  aquel  prolongado  suplicio  no  será  tolerable  para  él^ 
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inie.ntras  no  se  ponga  en  paz  con  Dios  y  coo  su  coneieocia. 

Las  palabras  benévolas»  los  cuidados  paternales,  las  ex- 
hortaciones religiosas  van  poco  á  poco  reconciliándole  con 
los  hombres f  su  pecho  se  entreabre  á  la  esperanza  y  su  co- 
razón se  abandona  al  arrepentimiento.  Entonces  se  completa 
su  educación  penitencial  portales  medios«ácuya  eficacia 
muy  pocos  resisten,  porque  según  un  escritor,  «el  influjo  de 
la  prisión  solitaria  produce  un  cambio  casi  instantáneo  en  los 
caracteres  mas  rebeldes:  el  hombre  perezoso  é  indolente  se 
transforma  en  activo  y  laborioso ,  los  arrebatos  de  cólera  ce- 
den su  lugar  á  una.  sumisión  absoluta,  y  los  corazones  mas 
endurecidos  se  ablandan  á  la  voz  de  la  benevolencia  y  de  la 
religión.» 

En  un  reciente  congreso  de  filósofos,  publicistas  y  juris- 
consultos celebrado  en  Francfort,  triunfó  la  opinión  en  fa- 
vor de  la  prisión  individual  para  los  criminales »  agrava- 
da ó  mitigada  según  la  clase  de  delitos  y  sentencias  de  cada 
uno  y  la  conducta  individual  de  los  presos,  de  suerte  que  to- 
dos se  ocupen  en  algún  trabajo  útil,  que  hagan  diariamente 
ejercicio  al  aire  libre  y  participen  de  la  instrucción  moral, 
religiosa  y  literaria  y  asistan  á  los  actos  del  culto  (1). 

En  resumen,  la  regla  de  Auburn  es  mas  severa;  la  disci- 
plina de  Filadelfia  mas  inflexible:  en  aquella  se  descubre  una 
tendencia  casi  exclusivamente  material  y  negativa;  en  esta 
prevalece  un  pensamiento  mas  moral  y  positivo. 

La  cuestión,  pues,  del  trabajo  solitario  ó  opmun  está  su* 
bordínada  &  la  solución  definitiva  de  la  otra  cuestión  que  la 
prejuzga.  Probado  que  el  silencio  absoluto  es  necesario  para 
corregir  al  delincuente,  y  probado  además  que  este  silencio 
es  imposible  de  guardar  sin  prohibir  toda  comunicación  in- 
clusa la  visual,  debemos  optar  sin  reserva  por  el  trabaja  ais- 
lado. Será,  en  efecto ,  menos  productivo;  mas  no  son  los  be- 
neficios pecuniarios  el  fruto  principal  del  trabajo  de  las  pri- 
siones ,  ni  el  rédito  de  un  capital  ha  de  aparecer  como  idea 
dominante  en  toda  reforma  carcelaria.  La  corrección  y  el 

(I)    Rapport  fait  á  la  Olambre  des  Pairs  par  M.  B^reii^debí 
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ejemplo  sooi  los  fines  primeros  de  toda  pena;  la  reparación  y 
k  ecoQomia  sep  fines  aeoundarios.  El  objeto  moral  debe  pre* 
domiaaren  la  cttroel»  .yrefúgienBe  en  las  fábricas  el  cálcu- 
lo de  las  gaoaqcias  y  el  deseo  de  la  especulación.  Las  cuesr 
líoqes  de  moralidad  jamás  se  reducen  á  guarismo ,  ni  se  en- 
cieiirañ  en  los  estreekos  limites  de  un  presupuesto. 

95^. —  11.  La  segunda  cuestión  relativa  al  sistema  eco- 
oómjcQ  preferible  en,  la  dirección  y  beneficio  del  trabajo  de 
las  prisiones,  no  puede  resolyerse  de  una  manera  tan  positi* 
ya.  Bn  Auburnfué  la  administración  quien  tuyo -al  principio 
el  eocargo  exclusivo  de  comprar  las  materias  primeras  y  ven- 
der los  objetos  elaborados;  pero  este  método  ocasionó  pérdi- 
das tan  considerables»  que  hubo  de  ser  abandonado.  Después 
se  adoptó  el  medio  de  admitir  empresarios  particulares  en 
cada  ramo  de  industria,  obligándoselos  especuladores  á  su- 
mioisttar  los  materiales  y  á  satisfacer  un  tanto  al  estado  en 
recompensa  del  trabajo  diario  de  cada  preso.  Los  empresa- 
rios pueden  penetrar  en  las  prisiones;  ímas  les  está  severa- 
mente prohibido  mezclarse  en  nada  tocante  á  la  disciplina,  ni 
aondirigir  la  palabra  á  los  encarcelados. 

En  Bélgica  todavía  sobaste  el  sistema  de  la  administra- 
ción, y  tan  bien  entendido,  que  no  solo  cubre  los  gastos,  si- 
no que  deja  un  beneficio  no  despreciable  según  las  reglas 
ordinarias  del  coonercio.  El  estado  ocupa  á  los  presos  en  la  fa* 
brieaeion  do  los  objetos  necesarios  al  equipo  del  ejército  y 
al  servicio  interior  de  las  mismas  prisiones ,  comprando  las 
materias  primeras  á  pública  subasta  por  medio  de  comisiones 
aátmínistraiÁvnSr 

VMi.— Siempre  que  puedan  conciliarse  las  ventajas  de  la 
economia  con  el,  sisteoNi  de  administración ,  es  preferible  es* 
te  método  al  de  empresa.  Los  empresarios  apoyados  en  sus 
contratos,  suelen  resistir  toda  novedad,  la  introducción  de 
enalquiera  reforma^  como  atentatoria  á  sus  derechos  y  noci- 
yaá  sus  intereses.  Dehuite  de  este  obstáculo  insuperable  ce* 
ja  la  administración  reducida  á  la  impotencia,  yapara  apar- 
lar  el  mal,  ya  para  promover  el  bien.  Olvídase  en  este  régi- 
men, ó  descuidBse  el  objeto  moral  de  la  pena  que  es  la  cor- 
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reecion  del  culpable  y  el  público  escarmieiiio,  porqM  se 
adosiiambra  á  ver  en  el  preso,  no  tanto  nn  critoinal  á  quien 
importa  corregir,  cuanto  on  obrero  activo  é  ¡ttteligetiie  de 
cayos  brazod  se  espera  y  se  procara  sacar  el  Mejor  partida 
posible.  La  empresa,  sin  einbargo,  principalmeate  coando 
se  limita  á  saministrar  los  víveres  y  otros  ánfcnles  de  pri- 
mera necesidad,  ofrece  la  gran  ventaja  de  apartar  déla  ad- 
ministración toda  sospecha  bnmillante  de  obtener  benetieioi 
ilegales,  y  le  conserva  aquella  foertá  moral  dé  qne  tanto  ne-* 
cesita  para  trabajar  con  fruio  en  la  regenefaden  moral  dé  lee 
delincuentes. 

En  sama,  el  régimen  administrativo  concílíado  con  la  maa 
severa  économfa  es  preferible;  pero  también  es  aceptable  (á 
sistema  de  empresas  particulares  sujetas  á  la  vigilancia  asl*^ 
dea  de  la  administración,  á  fin  de  qM  la  especnlaeioa  m 
neutralice  los  efectos  de  la  prisión  como  agente  moral  y  oo* 
mo  pena. 

Lo  que  sí  conviene  desterrar  dé  tos  priáiones,  es  el  siate* 
ma  de  las  empresa^  generales,  como  perjudiciales  al  senten-» 
ciado  y  á  la  disciplina  carcelaria.  Siempre  será  temible  el  in^- 
flujo  de  un  empresario  de  quien  todos  dependeOi  que  sumi- 
nistra los  víveres,  los  vestidos,  las  materias  bmias,  y  es  éne^ 
fto  de  los  objetos  fabricados,  y  oüya  acción  abarca  en  suma 
el  servicio  entero  de  las  prisiones.  £l  interés  de  la  eni^ 
presa  asi  concentrado  ^  tiene  demasiada  fuerza  pafa  toreen 
la  disciplina  en  su  provecho  y  «radar  el  earfccier  de  la  ina- 
tracción  industrial  de  tos  presos,  convírtieado  el  iostremen-» 
to  de  moralidad  en  simple  objeto  de  especulación.  Los  mie- 
mos empleadas  subslternos  le  serán  sumisos  y  obedteaiés,  y 
la  autoridad,  privada  de  sus  ojos  y  de  sus  manos,  acabar* 
por  caer  bajo  la  vergonzosa  tutela  de  un  especnlador  en  tá^ 
do  lo  concerniente  al  régimen  carcelario. 

iftt.—  IIL  La  tercera  cuestión  qne  la  organi%aeíe&  4t\ 
trabajo  en  las  prisiones  suscita,  es  fecaale  i  la  eebourrenofa 
entre  el  trabajo  libre  y  el  reglamentado.  Qoéjanse  los  obré#oa 
y  fabricantes  de  esta  competencia  como  nociva  á  la  iftéustríM 
y  Uámaala  peií^reaa  é  invencible,  porque  el  pteso  deveogt 
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OB  salario  may  escasa»  sos  necesidades  en  la  reclusión  soa 
reducidas*  y  tal  vei  el  estado  soporta  una  parte  de  la  pérdi«- 
da,  no  consideraBdo  que  el  objeto  principal  de  los  estableci- 
mientos de  corrección  sea  producir  beneficios  industriales. 

En  estas  reclamaciones  y  lamentos  hay ,  como  suele  ba* 
ber  en  todas  las  cuestiones  de  interés  privado,  uo  fondo  de 
verdad,  pero  iambíen  algún  terror  pánico  y  no  poca  exage*- 
ración. 

9IM. --Pocos  son  los  esiaUecimientos  correcoioBales  sur 
jetos  4  un  régimen  econémieo  y  administrativo  tan  setero  y 
tan  bien  entendido,  que  fabriquen  con  economia  y  puedan  ri* 
valizar  con  la  industria  libre;  y  aunque  las  prisiones  bajo 
eierto  punto  de  vista  se  hallan  en  circunsiaocias  favorables 
para  la  producción,  otras  circunstancias  les  son  adversas. 
Lo  costoso  de  la  administración,  el  dividir  la  disciplina  car- 
celaria el  tiempo  y  la  actividad  de  los  presos  entre  el  traba- 
jo y  su  inslrnccion  moral  y  religiosa»  el  no  considerar  la  ga- 
nancia como  objeto  primario  de  la  fabricación ,  el  aprendiía- 
je  de  los  entrantes  y  la  falla  de  un  estímulo  tan  vivo  como 
es  el  que  acosa  al  obrero;  soa  causas  bastante  graves  para 
inclinar  generalmente  la  balanza  á  favor  de  la  industria  li^ 
bre  y  contra  el  trabajo  forzoso,  y  mucho  mas  si  fuec» solitario» 
á  pesar  d^las  ventajas  que  el  encarcelado  obtiene  en  la  lid 
de  la  concurrencia  en  consideración  k  una  vida  mas  eco- 
nómica. Añádese  á  esto  que  el  número  de  obreros  y  la  can« 
tidad  de  producios  elaborados  en  las  prisiones  son  tan  cor- 
tos comparados  con  el  movimiento  general  de  la  industria  li- 
bre, que  no  pueden  suscitar  una  verdadera  competencia. 

959.--*Sin  embargo,  basta  que  el  caso  sea  posible  una 
sola  vez  para  no  contentarse  con  desflorar  la  cuestión,  por- 
que si  no  ofrece  interés  presente,  puede  tenerlo  para  lo  ve* 
nidero,  y  ya  resuelta  en  principios,  las  dificultades  serán  de 
orden  secundario  ó  de  mera  aplicación. 

Cuando  la  concurrencia  del  trabajo  reglamentado  empe- 
zase k  ser  nociva  á  la  industria  libre,  la  administración  debe 
primeramente  nivelar  los  precios  de  los  productos ,  no  esfor- 
zándose á  lograr  considerables  ganancias  á  favor  de  un  rápi* 
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(lo  consumo;  sino  procurando  no  cansar  perjaicio á  los  fabri- 
cantes y  obreros.  Esta  regla  soto  serft  aplicable  en  toda  so 
amplitud;  cnando  la  demnoda  faese  superior  ó  por  lo  me- 
nos Igual  á  la  oferta  reunida  del  trabajo  Ubre  y  del  regla- 
mentado. 

Debe  la  administración  de  las  prisiones  dar  constante 
preferencia  á  la  fabricación  de  aquellos  prodnelos  que  sirven 
para  el  consumo  de  los  encarcelados;  y  si  estas  necesidades 
interiores  no  bastasen  para  alimentar  sa  actividad,  imitar  el 
ejemplo  de  la  Bélgica  que  los  ocupa  en  fabricar  los  objetos 
necesarios  para  el  equipo  de  su  ejército.  Semejante  sísteana 
podría  extenderse  á  la  fabricación  de  los  productos  industria* 
les  de  u^o'  frecuente  en  los  establecimientos  de  beneicencia 
y  otros  sostenidos  á  expensas  del  estado. 

T  por  ultimo,  en  caso  necesario,  nada  mas  fkci\  k  la  ad-* 
roinistracion  que  disminuir  la  actividad  del  trabajo  reglamen* 
tado,  aunque- estamos  persuadidos  que  nunca  habrá  exceso 
de  vida,  ni  rebosará  la  producción  en  los  establecimientos 
correccionales. 

A.tgunos  aconsejan  que  se  ocupe  á  los  presos  en  índus« 
trias  nuevas,  incapaces  de  competir  con  las  asnales  de  los 
alrededores  de  la  prisión;  mas  al  dar  este  consejo  olvidan 
que  el  pn^o  debe  recobrar  su  Iiberta4  ajgun  dit  y  vivir  á 
costa  de  un  salario.  Si,  pues,  el  oficio  que  aprendió  durante 
su  reclusión  no  es  coman,  nadie  le  recibirá  en  sos  talleres, 
porque  nadie  necesitará  á  an  obrero  de  aquella  profesión  ó 
arte.  Esta  falta  de  armonía  entre  la  instruecioo  del  exear^ 
celado  y  las  condiciones  de  la  industria  exterior  es  peli- 
grosa para  su  flaca  virtud,  pues  la  necesidad  incita  á  la 
reincidencia. 

9«o.—  IV.  La  última  cuestión  es  relativa  al  destino  que 
conviene  dar  á  los  productos  del  trabajo  correccional.  En  las 
prisiones  americanas  prevalece  el  sistema  de  aplicarlo  inte- 
gramente al  estado;  y  si  algo  reciben  los  presos  al  tiempo  de 
recobrar  su  libertad,  es  una  leve  suma  que  por  vía  de  so* 
corro  se  le  entrega,  sin  reconocerles  el  menor  derecho  á 
exigirla.  En  Europa  se  cuida  de  excitar  el  amor  al  trabqo 
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dentro  de  las  prisioaesi  ialeremiodo  &  los  presos,  ea  aa  pro* 
pía  actividad  coa  ofrecerles  en  recompensa  ana  parte  de 
aas  productos  que  se  depositan  en  la  caja  del  establecimien- 
to* para  entregarle  estos  ahorros  el  día  de  su  salida* 

vat«-^La  id^  de  las.  reservas  fué  considerada  como  muy 
favorable  al  objeto  de  inspirar  hábitos  laboriosos  >  de  (^rden 
y  de  economía  á  Iqs  presos,  y  también  como  un  medio  eficaí 
de  ínQnir  en  su  rehabilitación  social,. porque  e^tes  peoalíos 
encerraban,  ea  concepto  de  algunos  escritores,  todo  el  por- 
venir de  los  sentenciados. 

Otros,  al  contrarío,  intentan  probar  con  la  esti^lística  de 
les  reincidenles,  que  de  nada  aprovechan  las  i^ervaa,  ni 
para  despertar  la  emulación,  ni  para  la  reforma  moral.  No 
como  un  medio  de  emulación ,  porque  una  recompensa  tan 
lejana  no  inclina  á  los  presos  al  trabajo ,  ni  los  alienta 
i  soportar  coa  resignación  sus  fatigas.  Tampoco  influye 
ea  su  enmienda,  pues  el  peculio  (dicen)  no -los  preo-r 
cupa  sino  en  cuanto  les  puede  proporcionar  goces  de  presen- 
te* Gonsumen  hasta  el  último  óbolo  en  verdaderas  saturnales 
á  que  se  entregan  con  tanto  major  desenfreno,  cuanto  ha 
sido  mas  dura  su  penitencia  y  mas  largas  sus  privaciones.  El 
porvenir  es  el  ieu$  ignoíus  del  delincuente  encarcelado* 

^BM.^Hü  recurso  se  ofrece  para  combatir  la  indiferencia 
bácia  el  trabajo,  á  saber:  distribuir  á  los  presos  diaria  ó  se* 
manalmente  una  parte  de  sus  ahorros,  de  suerte  que  se  re- 
partan los  productos  del  trabajo  entre  el  establecimientpi 
el  fondo  de  reserva  y  el  bolsillo  de  los  presos.  Mas,  ¿qué  es- 
tímulo tendrán  aun  asi,  si  no  se  les  permite  la  cantina?  ¿y 
cómo  tolerarla  eaando  son  tan  conocidos  svis' gravísimos  in« 
convenientes? 

En  nuestro 'dictamen,  la  solucion.de  esta  dificultad  de-* 
pende  de  mas  altas  causas.  Si  en  tas  prisiones  de  Francia  ^e 
observa  la  tenue  eficacia  moral  del  pecolio  y  la  general  des* 
aplicación  de  los  precios ,  consiste  en  que  su  régiteen, peni- 
tencial está  por  lo  cmnon  muy  l^os  de  ser  un  modelo.  Somé- 
tanse á  la  regla  severa  de  Cberry<Híll,  adóptese  el  siste- 
ma celular  con  su  disciplina  de  la  soledad  y  el  silenció,  y  el 
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seta  pedido  eos  avidez  cono  «m  dittranciOD  y  od 
censoeto.  La  soledad  sin  el  trabajo  malaria;  coa  et  trabajo 
reibrona.  La  aelifidad  es  una  )ey  de  nuestra  aaCaraiesa,  aoa 
cóndicioQ  de  noestra  existetieia ,  7  por  ese»  ea  la  reel«s¡oii, 
trabajar  es  vÍTÍr,  es  cooser?arse.  Ea  Fíladelfa  el  aliciente 
del  pectiUo  está  demás  como  SMéio  de  emulacíoo,  y  tos 
castigos  corporales  sobran  para  obligar  el  trabajo. 

Procaremos,  pues,  acercar  noestros  estableoimienlos  pe- 
nales á  este  sistema,  conservando  el  principio  moraliíador  de 
las  reservas  de  que  tanto  mejor  dispondrán  Tos  etcareeladoa, 
cuanto  mas  corregidos  salieren  de  la  prisión. 

■MS. — ^Bl  segundo  medio  de  regenerar  al  cn)pable  es  pr^ 
porcíonarte  instrucción  literaria,  moral  7  religiosa  acomodada 
á  su  condición.  La  estadística  carcelaria  preeba  qne  la  igno* 
rancia  es  la  causa  mas  frecuente  del  crimen,  porque  la  igno* 
rancia,  dice  un  escrilor,  es  hi  irreligión  de  la  inteligencia,  la 
cnal  no  viera  menos  el  corazón  del  hombre,  que  la  irreligión 
de  la  fé.  El  hombre  es  muchas  veces  maln  por  no  conocer  la 
felicidad,  por  ignorar  los  medios  de  llegar  á  ella  7  el  interés 
qne  tiene  eo  ser  bueno.  Mr.  Wiltse  01170  testimonio  es  irre* 
onsable,  pues  ha  pasado  casi  toda  su  vida  entre  los  criminales, 
asegura  qne  la  ma7or  parte  de  los  erimenes  deben  atribuirse 
originariamente  al  culpable  abandono  de  los  padre8^7  de  los 
tutores  en  cnanto  á  velar  por  la  educación  de  sus  hijos  y  de 
sos  pupilos,  de  donde  dimana  el  contraer  estos  viciosas  eos* 
tambres. 

El  caráoler  de  escuelas  profesionales  que  el  gobierna  die* 
re  á  las  prisiones  solo  será  útil,  cuando  las  industrias  des* 
conocidas  en  el  interior  fueren  de  tal  naturaleza  que  se  arrai* 
guen  pronta  7  fácilmente,  propagándolas  los  excarcelados  en 
provecho  propia  y  en  beneficio  del  reino;  mas  este  m  nn  re- 
medio temporal ,  porque  después  de  naturaliaadas  se  trnue^ 
va  el  conflfoto  entre  la  industria  7  la  reglamentada. 

Si,  poé^  se  proenra  la  enmienda  del  encarcelado,  es  pre* 
ciso  qne  al  trabajo,  al  silencio,  á  la  soledad  acompafie. alguna 
cosa  qne  afecte  profondamenle  sa  espíritu ,  que  vibre  las 
cuerdas  mas  sensibles  de  sn  eoraaon  y  qne  haga,  en  fin,  pe- 
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Minr  Iml»  ii9i  tAUmo  d^l  ^ma  l»  moral  divina,  Anica  iioder' 
capaz  de  renovarla.  • 

flM*-rI«a  lootora,  e^oriMifay  aritmética,  la  ensefianza 
profeaiwii«  los  aaludabies  eoasejoa  y  laa  exhortaGiones  rali- 
glosas  Uaadaa  ana  red  de  ioflaeacias  moraUzad^as  sobre  el 
d^tiDQoeala,  y  tralMijM  die  oooatfliQ  en  la  olna  de  su  regeae-* 
laciait  Kl  Biaeslio,  loa  iospeclares,  el  saeerdate  son  otroa 
taiikfa  delegados  del  direalar,  verdadero  magistrado  llamada 
4  reiaar  saberanainMle!  ea  la  casa»  pera  como  reiaa  la  i«f  ti- 
eia»  coa  calma,  con  aiaderaoion,  sin  cólera,  y  ea  qqiea  debea 
ballaesia  a|  mismo  líampauaa  viriud  sólida  y  aa  profundo  co^ 
nocimíeala  da  laa  hombres. 

Este  aolo  grada  da  cnitara.  debílitaiá  la  propensión  &  la 
laincidcnaia,  así  como  foriificará  toda  incUnaeion  á  la  perse* 
verancia  en  la  enmíenifei.  Puea  que  la  ley  provee  al  alivio  del 
aoecpo  aaaada  locha  coa  el  nal  físico »  cnre  también  las  al- 
mas enfermas  y  oombata  el  mal  moraK 

VW^— La  efioaíDÍa  da  ealoa  medios  moralizadores  no  ad-^ 
mita  dttdaí  loa  eacBítoras  que  han  teaido  ocasión  de  estudiar 
maa  de  una  vez  el  eapácier  de  los  delíoouentea,  afirman  que 
hay  ciertos  períodos  en  la  vida  de  los  hombres  mas  perver- 
aosiy  mas  aidareeidos  en  los  aoalea  sn  espirita  se  despierta 
it  la  rafiazioo,  y  Sío.  corazón  so  abre  al  arrepeoütaiiento»  Eslos 
mamertos  de  saasíbilídad  y  abandfono  son  laa  ocasiones  pro*^ 
fk'm  para  arranoa^r  á  loa  orimtwlea  da  la  domiaia^ion  del 
vicÍA,  iaculcáadole»  laa^  a^izimas  del  Bvaagelio  y  esforziA<- 
dase  I  imf  imír  ana  buena  direccian  i  ao&  pasiones,  ia  so^ 
ledad  de  la  celda  auxilia  la  palabra  del  aptelol  crisliaao:  na-* 
da  ^M^m  k  ataMftaa.dtal  delincuente,  meH  eiamplo  da  sus 
aojopafta^oa  Ij^aníipaiá  pc^sevarar  en  la  imoaoitencia.  Humi- 
Uadp  porsi»»  reqaofldimieatos  aiN#^  como  un  beoeHcio  ioes-^ 
Mmable  la9  advertenam»  laa  promesas,,  los  consuelos  y  las 
eaperanaaadeaqaella duloa  religión  que,  no  desea  la  muíerte 
delpecadari  aiao  que  ^iva  y  se  canvierta.  Movidos  estas  se^ 
crotas  resortesi  iA  cofazon  hftiaano,  rara  vez  dejarán  de  pro- 
dm^ir  el  eíeatQ  apetecido  da  reconciliar  al  culpable  con  la 
socíadad,  sí  la  ley  olvida  y  los  hombrea  perdonan. 


384  DBaSGHO  ADMINISTRATIVO   ESPAÑOL. 

9«e.— £/  estado  de  Hberlad  es  ^1  toreér  periodo  de  la 
reforma  peoíteocíal.  * 

Cuando  el  encarcelado  ha  eomplidolía  condena,  ó  antes 
de  cumplirla,  si  obtiene  de  la  real  clemeneia  la  remisión  de 
una  parte  de  la  pena,  hállese  ó  uo  corregido,  tiene  lodo  preso 
derecho  á  su  libertad  y  le  debe  ser  al»  instante' restitaida.  En- 
tonces entra  en  una  nneva  condición  de  la  f  ida,  en  la  ottal  ha 
menester,  mas  que  nunca,  la  protección  de  sus  semejantes. 

vev.— Abandonarle  á  so  suerte  equrraldrla  á  exponerle  á 
una  reincidencia  casi  segura:  ejercer  sobre  éLuoá  vi^filaneia 
molesta  y  degradante,  es  denunciarle  como  sospechoso  y 
presentarle  como  un  objeto  de  la  desconfianza  pública*  Ia 
administración  puede  someter  á  los  presos  á  una  disciplina 
severa  y  reformadora,  pero  no  alcanza  hasta  dispensar  una 
protección  plena  y  e&oaz  al  hombre  libre. 

T  sin  embargo  la  primera  necesidad, del  excarcelado  es 
proveer  á  su  sustento ,  y  sí  carece  de  peculio  ó  no  encuentra 
ocupación  lucrativa,  se  verá  forzado  i  mendigar  sn  paii  ó  á 
ganarlo  sin  reparar  en  medios,  y  en  ambos  casos  corre  peli- 
gro de  ser  aprehendido  por  la  autoridad  como  vago,  ó  como 
reincidente. 

*  La  caridad  privada  es  el  único  poder  que  puede ,  librando 
á  los  excarcelados  de  los  horrores  de-  la  miseria  y  ofrecién*^ 
doles  un  asilo,  apartarlos  de  recaer  en  el  victo  y  de  manebar» 
se  con  nuevos  crímenes.  Los  esfuerzos  de  todos  los  hombres 
generosos  y  benévolos  deben  reunirse  en  ob  haz,  fundando 
asociaciones  caritativas  coa  este  objeto,  alentadas  y  protegi- 
das por  el  gobierno. 

^•8.-^ Varios  son  ios  medios  ímagteados  para  acudir  ai 
socorro  de  los  excarcelados,  sin  caer  en  los  inconvenientes 
que  ocasiona  una  beneficencia  ciega  é  indiscreta.  Discurrió 
una  persona  caritativa  el  arbitrio  ingenioso  de  ofrecer  á  lojsf 
desprovistos  de  recorsos  unos  bonos  que  les  servían  para  pa- 
gar su  comida  y  su  alojamiento  en  ciertas  jcdsas  destinadas  ú 
este  servicio.  La  entregado  dichos boeesaávertiaá  los  hom- 
bres de  cuyas  benéficas  manos  Habían  salido ,  que  había  on 
ser  desgraciado  á  quien  dispensar  protección.  Se  le  daba 
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hospitalidad  por  espacio  de  ocho  días,  se  le  buscaba  ocupa- 
CÍ0D9  se  le  ofreciaa  vestidos,  y  ensarna,  proveían á  todas  sus 
necesidades  las  mas  urgentes. 

vas.— Otras  veces  abriéronse  talleres  particulares  inme* 
diatos  k  las  casas  de  reclusión  con  el  solo  objeto  de  ocupar 
á  los  excarcelados  de  una  manera  lucralíva,  y  llevando  sus 
fundadores  la  solicitud  por  esta  clase  mas  allá  de  lo  presente, 
les  proporcionaban  vivienda  y  los  comprometían  á  If aer  sus 
mujeres  é  hijos  si  eran  casados,  ó  si  celibatarios  los  empe- 
llaban á  casarse  con  mujeres  arrepentidas  como  ellos,  consi- 
derando en  el  espíritu  de  familia  un  agente  moralizador  de 
grande  eficacia  en  la  vida  libre. 

9 90.— También  se  han  organizado  sociedades  cuyo  insti- 
tuto es  ejercer  cierto  patronato  caritativo  en  favor  de  los  ex- 
carcelados alentándolos  á  perseverar  en  la  senda  del  bien, 
proporcionándoles  trabajo,  socorriendo  sus  necesidades  y  vi- 
gilando su  conducta;  vigilancia  benévola,  paternal,  que  reem- 
plazaría con  creces  la  suspicacia  hnmillanle  de  la  policía. 

El  celo  de  estas  asociaciones  benéficas  será  tanto  mas  efi- 
caz, cuanto  mas  desinteresado,  y  la  llama  de  la  caridad  pue- 
de arder  libremente,  pues  ya  no  hay  peligro  de  que,  miti- 
gando el  dolor  de  la  pena,  quede  sin  expiación,  el  crimen,  las 
leyes  sin  venganza  y  el  hombre  vicioso  sin  saludable  escar- 
miento. 

CAPITULO  vn. 

Bel  irobiemo  de  Ins  prlflioneA. 

Articulo  1.® — kuU>n4QidA«  á  (\<vÁ(/!^«  w^\%\a  l\  ^oVuT^ 

771. — ^Policía  jadicial  y  admiois-  774.--  Regla  de  la  anidad  coosa- 

tralivade  las  prisioaes.  grada  por  la  ley. 

772.— Gentralizacioa  de  la  ac-  775.— InterveDcíon  de  las  auto- 

cien  administrativa,  como  ridades  jadiciales. 

coodLcion  de  mejora.  776.— Alcaides. 

773. — Justos  límites  de  esta  cen-  777. —Su  nombramienU). 

tralizacion.  778.— Su  carácter  y  obligacio- 
nes. 

99t.-^Las  cárceles  dependen  á  un  mismo  tiempo  de  la 
Tono  L  25 
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justicia  y  de  la  admiaistracíon.  Hay,  pues,  una  polieia  jodi* 
ciai  y  otra  policía  interior  en  el  sistema  carcelario:  la  prime* 
ra  Tela  por  la  custodia  de  los  presos  á  fin  de  que  no  eludan 
la  acción  de  las  leyes,  provee  autos  de  prisión,  da  ó  quita  la 
comunicación,  separa  al  preso  del  detenido  y  manda  en  cnan- 
to concierne  al  encarcelamiento  y  k  los  trámites  de  los  pro- 
cesos; en  suma,  su  inspección  y  autoridad  se  extienden  &  to* 
do  lo  que  tiene  relación  directa  con  el  curso  de  la  justicia. 
La  polícia  interior  comprende  la  clasificación  de  las  prisio- 
nes, la  distribución  de  los  presos,  el  régimen  económico  del 
establecimiento,  la  salubridad,  seguridad  y  orden  de  los  de- 
tenidos, los  trabajos  y  la  corrección  de  los  sentenciados. 

999. — La  base  de  toda  reforma  carcelaria  es  la  centrali- 
zación conveniente  de  la  acción  administrativa  en  punto  i 
prisiones  en  manos  del  gobierno  suptfrior  bajo  la  inmediata 
vigilancia  de  sus  delegados  en  cada  provincia  ó  pueblo,  co- 
mo encargado  de  la  policía  administrativa  en  todo  el  reino. 

Pueden  oponerse  á  este  principio  de  mejora  dos  tenden- 
cias distintas. 

I.  La  excesiva  intervención  de  las  autoridades  judiciales 
en  la  policía  de  las  cárceles,  porque  á  los  jueces  compete  ex- 
clusivamente juzgar  y  hacer  que  se  ejecute  lo  juzgado,  y 
porque  no  sería  conveniente  que  una  misma  autoridad  pren- 
diese á  una  persona  y  la  guardase  en  la  prisión.  La  autoridad 
judicial  entrega  al  acusado  á  la  autoridad  administrativa  ,  y 
esta  le  custodia  y  le  retiene  á  disposición  de  aquella :  la  uqa 
es  todo  severidad;  la  otra  mezcla  con  saludables  rigores  cui- 
dados verdaderamente  paternales. 

IL  La  intervención  también  extremada  de  las  autoridades 
locales,  es  un  embarazo  para  que  el  gobierno  pueda  imprimir 
una  dirección  única  á  la  reforma  carcelaria  y  establecer  una 
misma  disciplina  en  todas  las  prisiones  del  reino.  Esta  orga- 
nización administrativa  hará  que  los  progresos  sean  indepen- 
dientes del  capricho  de  las  autoridades  locales,  de  parciales 
vicisitudes  y  del  espíritu  de  sistema,  recibiendo  del  gobierno 
un  impulso  rápido,  constante,  inteligente  y  uniforme. 

998.— La  centralización  propuesta  no  excluye  la  justa  y 
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necesaria  asociacioa  de  las  aatoridades  y  corporaciones  po- 
pulares ea  cuanto  á  la  proposición  j  voto  de  arbitrios ,  al  ré- 
gimen económico,  á  la  compra  ó  venta,  construcción  ó  repa- 
ración de  los  edificios  y  también  á  la  vigilancia  de  la  disci* 
plina  carcelaria,  mientras  su  inspección  no  suscite  obstáculos 
á  la  marcha  regular  de  ios  establecimientos  correccionales. 

Tampoco  excluye  la  acción  de  la  caridad  privada  y  aun 
de  la  beneficencia  pública  en  favor  de  los  presos,  pero  sola- 
mente como  auxiliar,  como  colaboradora  con  el  gobierno  en 
la  tarea  de  enmendar  y  corregir  á  los  delincuentes,  sin  quitar 
i  la  prisión  su  carácter  expiatorio*  Si  una  caridad  ciega  é  ín* 
discreta  penetrase  con  su  ardiente  celo  en  la  mansión  del 
crimen  para  endulzar  la  pena  del  culpable,  en  vez  de  coope* 
rar  á  su  regeneración  moral,  frustraría  toda  tentativa  y  toda 
esperanza  de  reforma. 

La  administración  provee  á  las  primeras  necesidades  del 
sentenciado  con  parsimonia,  acaso  con  escasez  para  que  sien- 
ta dolor  y  sufra  las  amargas  consecuencias  del  delito.  Todo 
alivio  de  su  penitencia  disminuye  el  castigo  legal  en  lo  inte- 
rior de  las  prisiones  y  el  horror  al  crimen  en  lo  exterior.  Bien 
se  pueden  prodigar  consuelos  al  sentenciado  y  alentarle  con 
palabras  benévolas  en  el  camino  de  la  enmienda;  mas  los  be- 
neficios, los  cuidados  que  tienen  por  objeto  hacer  soporta- 
ble, si  no  grata,  la  prisión,  deben  reservarse  para  los  deteni* 
dos  á  quienes  la  ley  considera  todavia  como  inocentes. 

Conforme  i  esta  doctrina  se  dispuso  que  los  alivios  que 
se  procuren  á  los  enfermos  cuyo  delito  esté  probado,  vayan 
siempre  acompa&ados  de  circunspección,  y  sean  ilustrados  los 
actos  de  caridad  y  beneficencia  que  con  ellos  se  ejerzan,  te* 
níendo  presente  que  para  esta  clase  de  presos  es  la  prisión 
un  sitio  de  castigo,  dorante  el  cual  no  se  pertenecen  á  si  pro- 
pios y  sí  á  la  pena  impuesta  por  los  tribunales  (1). 

994.— Esta  |reg!la  esencial  de  la  unidad  está  consagrada 
por  la  ley  que  establece  que  todas  las  prisiones  civiles ,  en 
cuanto  á  su  régimen  interior,  es  decir,  en  todo  lo  concer- 

(I)    Real  orden  de  iO  de  abril  de  1844. 
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niente  á  sa  seguridad,  salubridad  y  comodidad  ,  i  su  policia 
y  disciplina,  á  la  dístribucioQ  y  tratamieolo  de  loa  presos, 
dependan  del  ministerio  de  la  Gobernación  del  reino  y  de  sus 
delegados  en  las  provincias  y  en  los  pueblos.  Auxilia  á  la  an- 
loridad  superior  política  en  las  capitales  donde  reside  au- 
diencia ,  una  junta  de  cárceles  como  cuerpo  consultivo  de  la 
administración  provincial  (1). 

995. — Los  jueces  y  tribunales  no  tienen  otra  interven- 
ción en  la  policia  de  las  prisiones  y  establecimientos  penales, 
que  el  derecho  de  visita  ó  la  participación  necesaria  para 
asegurarse  de  que  se  cumplen  con  exactitud  sus  providen- 
cias y  se  ejecutan  las  condenas  como  han  sido  impuestas ,  y 
para  impedir  que  los  presos  y  detenidos,  aunque  lo  sean  gu* 
bernativamente,  sufran  detenciones  ilegales,  ó  para  disponer, 
en  Gn,  la  traslación  de  uno  ó  mas  presos  con  causa  pendien- 
te, cuando  motivos  que  directamente  se  refieran  á  la  admi- 
nistración de  justicia  lo  aconsejen  según  las  leyes  (2).  El  de- 
recho de  visita  corresponde  en  las  cárceles  y  establecimien* 
tos  menores  al  juez  y  promotor  fiscal  del  partido  donde  se 
hallen  situados. 

9  va. — Las  prisiones  de  toda  clase  están  bajo  la  inmedia» 
ta  autoridad  de  sus  alcaides  cuyo  nombramiento  pertenece 
al  gobierno  á  propuesta  del  gefe  politice,  ó  á  este  á  propues- 
ta de  los  alcaldes  respectivos,  según  que  las  cárceles  fnereo 
de  las  capitales  de  provincia  ó  de  las  cabezas  de  partido  ju- 
dicial. Los  demás  empleados  subalternos  los  nombran  libre- 
mente los  gefes  políticos  y  los  alcaldes  en  cada  uao  de  aque* 
líos  casos  (3). 

999. — El  nombramiento  directo  de  los  alcaides,  es  una 
condición  precisa  de  toda  mejora  careelaria ,  porque  solo  una 
dependencia  próxima  del  gobierno  ó  sus  delegados  puede 
proteger  la  debilidad  de  los  presos  y  extirpar  de  raiz  los  aba- 
sos mas  inhumanos. 

La  experiencia  demuestra,  dijo  un  escritor,  que  no  pue- 

(i)    Lej  de  26  de  julio  de  1849,  arU.  I.*  y  sig. 
(S)    Ibid.  arta.  10  y  sig. 
(.0    Ibid.  arU.  3  y  4. 


LIBRO  IT.     DE   LA    MATERIA    ADailNISTBATIVA.  389 

de  fiarse  enteramente  el  trato  de  los  presos  k  los  carceleros, 
hombres  en  general  duros,  y  que  ,  en  fuerza  de  ver  padecer 
y  de  ser  instrumentos  de  dolor,  han  perdido  toda  sensibili- 
dad (4).  A  veces  también  la  codicia  mezcló  sus  amarguras 
con  la  pena,  y  penetró  en  las  cárceles  el  tráfico  impío  de  las 
privaciones  y  los  tormentos. 

Nuestra  legislación  administrativa  tropezaba  siempre  en 
sus  proyectos  de  reforma  carcelaria  con  un  obstáculo  iosu* 
perable  en  la  propiedad  de  las  alcaidías  enagenadas  por  la 
Corona  y  servidas  por  sus  mismos  dueños  ó  tenientes*  Como 
no  se  proveían  ni  quitaban  estos  oficios  á  voluntad  del  gobier- 
no, no  eran  estrechamente  responsables  de  su  conducta  á  la 
autoridad,  gozaban  sus  poseedores  de  cierto  grado  de  inde- 
pendencia incompatible  con  la  regularidad  y  exactitud  del  ser- 
vicio, y  en  fin  estaban  mas  atentos  á  beneficiar  sus  plazas,  que 
á  mantener  la  disciplina  en  los  establecimientos  penales. 

Propúsose  la  administración  obviar  este  grave  inconve- 
niente mandando  que  los  Ayuntamientos,  previa  la  aproba- 
ción de  las  Diputaciones  provinciales,  introdujesen  demandas 
de  tanteo  de  alcaidías  de  las  cárceles,  y  que  cuando  ocurrie- 
sen vacantes  de  dichos  oficios,  no  empezasen  á  servirse  por 
propietarios  ó  tenientes  sin  la  aprobación  del  gobierno  (2). 
Posteriormente,  para  allanar  mas  el  camino  á  las  mejoras  car- 
celarias, se  indagó  el  origen  de  las  alcaidías,  y  se  distinguió  si 
procedían  de  concesión  graciosa  de  la  Corona  ó  de  título  one- 
roso. En  el  primer  caso  quedaban  desde  luego  desposeídos  sus 
dueños  cesando  de  servirlas  los  propietarios  ó  sus  tenientes; 
y  en  el  segundo,  se  impuso  á  los  Ayuntamientos  de  las  pobla- 
eiones  donde  aquellos  oficios  hubiesen  sido  enagenados,  la 
obligación  de  introducir  las  demandas  de  tanteo  y  de  satis* 
facer  el  valor  de  las  alcaidías,  reintegrándose  con  el  produc- 
to de  los  arbitrios  ó  repartimientos  provinciales  aprobados 
para  este  objeto.  Pero  no  se  reconoció  derecho  al  reintegro  á 
los  propietarios  en  cuyos  títulos  apareciere  que  habian  enage- 
nado  las  alcaidías  y  recibido  el  precio  de  la  egresión,  por  lo 

(O    StLhs,  Comentario  al  PanópUco. 
(S)    Real  drden  de  9  de  junio  de  1838. 
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cual  se  les  obligó  á  presentar  á  las  Diputaciones  respectíYts 
los  títulos  primordiales  de  pertenencias  (1). 

998.^Los  alcaides  de  las  cárceles  tienen  el  doble  ca- 
rácter: 

I.  De  agentes  de  la  administración.— Como  tales,  cnidao 
del  baen  orden  y  disciplina  de  fes  prisiones,  hacen  observar 
los  reglamentos  y  dan  parte  sin  demora  á  la  autoridad  com- 
petente de  toda  inrraccion  cometida  por  los  presos  (2).  Para 
qae  esta  dependencia  sea  roas  directa,  se  halla  establecido 
qoe  los  alcaides,  aun  cuando  fueren  militares,  no  gocen  foe- 
ro  en  ningún  acto  ni  caso  en  el  cual  se  interese  al  servicio  de 
la  cárcel  (3). 

II.  De  dependientes  de  la  autoridad  judicial.— En  este 
concepto  están  obligados  á  cumplir  los  mandamientos  y  provi- 
dencias de  los  tribunales  y  jueces  respectivos  en  lo  tocante  á 
la  custodia,  incomunicación  y  soltura  de  los  presos  con  cao- 
sa  pendiente  (i). 

Prohfbese  por  la  ley  á  los  alcaides  recibir  dádiva  de  los 
presos  ni  retribución  de  ningún  género ,  limitándose  sus. 
emolumentos  á  la  dotación  de  su  empleo  y  derechos  estable- 
cidos en  los  aranceles  (5);  prohibición  justa  y  sobre  cuya  ob- 
servancia deben  las  autoridades  velar  con  sumo  rigor ,  por- 
que es  la  primera  regla  de  la  disciplina  carcelaria. 

Aaricuto  2.°— ^í^\tm,\v  \iiUt\ot  ^  Va*  '^ÚMJt^, 

779. — ñégimnn  de  las  prisiones,  786  — AisUmieoto  de  los  presos. 

780. — Admisión  de  los  presos.  787. — Salubridad. 

78!.— Legislscion  anterior.  1%%,-^eguridad. 

782.»Glasificacioo  de  las  prisio-  789. -rOrden. 

nes.  1^^, -^Manutención, 

783.— Distríbacion  de  los  presos.  791.— Asistencia  de  los  presos 
784.— Arguitectura  carcelaria.  pobres. 

785.— Edificios  para  cárceles.  79S.— Gastos  de  las  prisiones. 


(t;  Real  orden  do  26  de  enero  de  1840. 

(S)  Ley  de  26  de  julio  de  1849,  art.  18. 

(3)  Reglamento  de  25  de  agosto  de  1847,  art.  f^. 

(4)  Ley  de  26  dejalio,  art.  17. 

(5)  Ibid.,art.  21. 
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7  93 .  —  Trab'ijo,  7  95 . — Corrección . 

794.— Aplicación  de  sus  prodac-    796.— Si»  lítnilcs. 

tos.  797.— Impuestos  carcelarios. 


999.— El  régimen  iaterior  de  las  prisiones  comprende 
varios  puntos  principales,  &  saber: 

980. —  L  Admisión  d$  los  presos.=Los  alcaides  de  las 
prisiones  esl&n  obligados  &  llevar  dos  registros  en  papel  se- 
llado de  oficio,  foliados  y  rubricados  por  la  autoridad  política 
local,  el  uno  destinado  á  los  presos  con  cansa  pendiente,  y  el 
otro  á  los  sentenciados  á  las  penas  de  arresto  mayor  ó  menor, 
cuyos  registros  deben  presentarse  en  las  visitas  á  las  aulori* 
dades  gubernativas  y  judiciales.  Los  registros  fenecidos  pa- 
san á  los  archivos  del  juzgado  de  primera  instancia  del  ter- 
ritorio. 

En  el  acto  de  entregarse  el  alcaide  de  cualquier  preso, 
debe  sentar  en  el  registro  correspondiente  su  nombre  y  ape- 
llido, natnrale7^  y  vecindad,  edad  y  estado,  y  la  autoridad  de 
cuya  orden  procede  su  entrada  en  la  prisión ,  insertando  á 
continuación  el  mandamiento  ó  sentencia  condenatoria  que 
la  causare  (1).  Si  falta  alguno  de  estos  requisitos,  suspende 
ia  admisión  del  preso,  dando  cuenta  al  gefe  político  y  al  juez 
ó  autoridad  de  quien  la  orden  dimana  (2). 

981.—  11.  Distribución  d$  los  presos, =LdíS  leyes  de  Par- 
tida prohiben  que  amuger  alguna,  seyendo  recabdada,  la  me- 
tan en  la  cárcel  con  los  varones,  antes  decimos  que  la  deben 
levar  et  dexar  en  algunt  monesterio  de  dueñas ,  si  lo  hobiere 
en  aquel  logar,  et  meterla  hf  en  prisión ,  ó  pónganla  con  otras 
buenas  mugeres,  fasta  que  fagan  della  los  judgadores  lo  que 
la  ley  manda»  (3).  La  separación  de  los  jóvenes  y  adultos  fue 
acordada  por  un  auto  del  Consejo  en  vista  de  varios  desórde- 
nes observados  en  las  cárceles  de  Madrid.  La  administra* 
cion  insistió  en  la  necesidad  de  separar  á  los  presos,  al  ver 
que  en  algunas  cárceles  estaban  confundidos  el  delincuente 

(i)    Ibid.,  arts.  14y8ig. 

(2)  Reglamento  citado,  art.  8. 

(3)  Ley  5,  tit.  ii,  Part.  Vil. 
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á  qoien  aguardaba  el  suplicio,  y  el  aturdido  que  expía  cob 
unos  pocos  días  de  encierro  una  falta  lijerlsima,  y  que  ea 
otras  vivían  mezcladas  las  personas  de  sexos  diferentes  coa 
dafto  de  las  costumbres  y  mengua  de  la  civilización  (4);  y 
por  último,  al  autorizar  el  ministro  de  la  Gobernación  á  los 
gefes  políticos  para  formar  y  someter  á  la  aprobación  del 
gobierno  un  proyecto  de  reglamento  de  cárceles,  entre  otras 
bases  tes  seftoló  la  separación  de  sexos  y  edades,  de  acusa- 
dos y  sentenciados  y  la  de  presos  por  delitos  graves ,  leves  y 
políticos  (2). 

989.— Conforme  á  estos  principios »  dlvldense  las  prisio- 
nes en  depósitos  municipales,  cárceles  y  establecimientos 
penales,  cuya  clasificación  es  el  fundamento  de  nuestro  sis- 
tema carcelario,  que  si  no  es  tan  perfecto  como  fuera  de  ape- 
tecer, encierra  por  lo  menos  el  germen  de  todas  las  mejoras 
posibles  para  lo  futuro  y  satisface  las  primeras  necesidades 
de  lo  presente. 

En  cada  distrito  municipal  debe  establecerse  un  depóst* 
to  para  los  sentenciados  á  la  pena  de  arresto  menor  y  para  te- 
ner en  custodia  á  los  procesados  criminalmente»  mientras  no 
se  les  traslada  á  las  cárceles  de  partido. 

Estas  y  las  existentes  en  las  capitales  de  las  audiencias 
están  destinadas  á  la  custodia  de  los  presos  con  causa  pen- 
diente, y  á  cumplir  las  penas  de  arresto  mayor. 

Los  presidios  reemplazan  por  ahora  á  los  establecimien- 
tos de  corrección  q^uej  el  código  penal  prescribe,  ¿  ingresan 
provisionalmente  en  ellos  los  sentenciados  á  cadena  tempo- 
ral ó  perpetua  (3). 

98S. — En  los  depósitos  municipales  no  se  reconoce  otra 
clasificación  de  presos  que  la  que  exige  la  conveniente  sepa- 
ración de  sexos:  defecto  de  la  ley  que  solo  halla  disculpa  en 
la  falta  de  edificios  acomodados  á  una  mejor  distribución  de 
los  detenidos  y  sentenciados  por  categorías  de  edad  y  mora- 
lidad, ya  que  el  aislamiento  absoluto  no  fuere  posible';  oca 

(1)    Instrucción  de  30  de  enero  de  183t. 
(8)    Real  drden  de  10  de  abril  de  1Si4. 
(3)    Ley  de  16  de  iolio  de  1849. 
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la  prontitud  con  qoe  deben  ser  puestos  en  libertad  los  unos, 
ó  trasladados  los  otros  á  las  cárceles  de  partido. 

En  las  cárceles ,  además  de  los  departamentos  distintos 
para  hombres  y  mujeres,  deben  estar  con  separación  los  va* 
roñes  menores  de  diez  y  ocho  aftos  y  las  mujeres  menores  de 
quince,  de  los  mayores  de  estas  edades.  Los  presos  políticos 
ocupan  también  un  local  distinto  de  los  demás,  y  en  cuanto 
lo  permítala  disposición  délos  edificios,  debe  procurarse  que 
los  presos  con  causa  pendiente  estén  separados  de  los  que  se 
hallen  cumpliendo  las  condenas  de  arresto  mayor  (4). 

En  los  presidios  se  distribuyen  los  sentenciados  en  la 
forma  que  expondremos  al  hablar  de  dichos  establecimien- 
tos penales. 

994. — Como  esta  distribución  de  los  presos  no  puede  veri* 
ficarse  sino  en  edificios  acomodados  al  objeto,  resulta  que  la 
arquitectura  carcelaria  es  una  rama  muy  principal  de  la  teoría 
y  de  la  práctica  de  las  prisiones,  una  cárcel  es ,  según  dijo  un 
escritor,  el  símbolo  en  piedra  y  en  hierro  de  esa  pena  amarga 
á  la  cual  Maman  prisión,  y  el  arquitecto  el  primer  ejecutor  de 
la  pena,  e\  prmcipal  fabricante  del  instrumento  del  suplicio, 
y  también  el  precursor  de  la  enmienda  del  delincuente,  ün 
buen  ó  mal  sistema  arquitectónico  agrava  ó  atenúa  la  pena 
y  facilita  ó  dificulta  la  regeneración  moral  de  los  presos.  El 
artista  debe  subordinar  las  inspiraciones  de  so  genio  al  pen- 
samiento severo  de  corrección  y  de  reforma  de  los  culpables. 
Para  construir  las  prisiones,  dijo  un  ministro,  es  preciso 
aceptar  un  sistema  cuyo  programa  es  el  pensamiento  y  los 
planos  su  expresión. 

TS6.— El  gobierno  ha  reconocido  esta  necesidad  al  dis- 
poner que  á  ios  edificios  de  las  cárceles  susceptibles  de  me- 
joras ,  se  les  diese  la  distribución  interior  conveniente  á  su 
objeto;  y  no  siéndolo ,  se  escogiese  entre  los  edificios  perte- 
necientes al  estado  aquel  que  mejor  reuniese,  además  de  las 
condiciones  ordinarias  de  seguridad  y  salubridad  los  requi> 
sitos  siguientes: 

(1)    Ibid.arl.  H. 
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I.  Estar  situados  faera  del  centro  de  las  poblaeioaes. 

II.  Tener  la  extensión  necesaria  para  establecer  la  sepa* 
ración  entre  ambos  sexos ,  entre  detenidos  y  presos ,  entre 
jóvenes  y  viejos,  entre  reos  de  delitos  atroces  y  los  de  otros 
mas  leves,  y  entre  los  comunicados  é  incomunicados. 

III.  Tener  asimismo  capacidad  bastante  para  las  piezas 
de  trabajo,  talleres,  almacenes,  dormitorios,  enfermerías,  pa- 
tios ,  huertos  si  fuere  posible ,  oratorio ,  habitación  para  el 
alcaide,  cuerpo  de  guardia  y  otras  dependencias  (4). 

98«.-*Si  la  distribución  del  edificio  lo  permitiere,  ó  en 
cuanto  lo  permita,  debe  procurarse  el  aislamiento  de  los  pre- 
sos; mas  el  aislamiento  que  se  recomienda  no  es  el  absoluto 
ó  la  soledad  del  sistema  celular,  sino  la  incomunicación  con 
toda  persona  de  afuera,  excepto  sus  defensores  con  quienes 
pueden  conferenciar  siempre  que  les  convenga,  si  están  co- 
municados. También  pueden  conferenciar  con  sus  familias  y 
con  extraños ,  si  llevaren  permiso  por  escrito  de  la  auto- 
ridad civil  que  lo  concede  cuando  el  que  lo  solicita  ó  los 
presos  alegan  fundados  motivos  para  obtener  esta  excep- 
ción (2);  mas  los  sentenciados  á  la  pena  de  arresto  me- 
nor pueden  comunicar  con  sus  parientes  y  amigos  en  la 
forma  que  determinen  los  reglamentos  generales  ó  particu- 
lares (3). 

989.^  III.  Polieüí  de  salubridad. :=EsU  parte  del  régi- 
men interior  de  las  cárceles  comprende  dos  puntos,  primero, 
las  precauciones  higiénicas  que  consisten  en  el  aseo  perso- 
nal de  los  presos  y  en  la  ventilación  y  limpieza  de  las  cua- 
dras y  corredores,  y  segundo  en  el  establecimiento  de  enfer- 
merías dentro  del  edificio  con  las  separaciones  convenientes 
para  alejar  los  hombres  de  las  mujeres,  los  comunicados  de 
los  incomunicados. 

A  fin  de  conservar  las  cárceles  en  buen  estado  sanitario, 
hay  en  las  de  Madrid  y  de  las  capitales  de  provincia  faculta* 

(1)  Real  tfrden  de  9  de  junio  de  1838. 

(2)  Real  orden  de  10  de  abril  de  184t,  y  ley  de  26  de  jalio»  ar- 
ticulo 12. 

(3)  Ibid.  art.  8. 
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ti  VOS  que^ben  ser  medí  eos  cirojaoos  precisamente^  y  cu- 
yas obligaciones  son: 

I.  Cuidar  de  que  no  pasen  á  la  enfermería  sino  los  presos 
que  realmente  lo  necesiten  y  deque  no  permanezcan  en  ella 
sino  el  tiempo  necesario  para  recobrar  su  salud. 

II.  Yisitar  á  todos  los  presos  una  vez  al  dia  y  á  los  enfer- 
mos dos,  y  si  observa  algún  síntoma  sospechoso  de  contagio, 
dar  cuenta  al  director. 

III.  Reconocer  semanalmente  todas  las  habitaciones  del 
establecimiento  y  hacer  presente  al  director  el  estado  en  que 
se  encuentran. 

IV.  Llevar  un  libro  en  donde  anote  «asi  la  naturaleza  de 
las  enfermedades  á  que  estén  mas  propensos  ios  encarcela* 
dos,  como  los  medios  empleados  para  su  curación  y  el  resol  - 
tado  conseguido.  Este  libro  es  propiedad  del  establecimiento. 

El  destino  de  facultativo  de  las  cárceles  es  incompatible 
con  otro  cualquier  cargo  público  (4). 

Las  cárceles  restantes  deben  ajustarse  en  punto  á  salubri- 
dad á  lo  prevenido  anteriormente ,  á  saber«  que  en  aquellas 
cuyo  local  y  recursos  lo  permitan  se  establezcan  enfermerías, 
las  cuales,  además  del  ahorro  que  han  de  producir  en  las  es- 
tancias de  los  hospitales,  sirvan  para  que  estén  mejor  asis  • 
tidos  y  seguros  los  enfermos  (2). 

988.—  lY.  PoUcia  de  segur%dad.=ho^  alcaides,  como 
responsables  de  la  custodia  de  los  presos ,  pueden  adoptar 
las  medidas  convenientes  para  la  seguridad  de  la  casa  ó  for- 
taleza sin  causar  vejación  personal  á  los  reclusos,  y  obran- 
do siempre  con  conocimiento  y  aprobación  de  la  autoridad 
competente,  quedando  á  cargo  de  esta  consultar  al  gefe  po- 
lítico en  los  casos  en  que  considere  necesaria  su  resolu- 
ción. Mas  si  la  custodia  de  los  presos  exigiere  adoptar  in- 
continenti como  medio  indispensable  de  proveer  á  la  segó « 
ridad  de  la  prisión ,  algunas  medidas ,  inclusa  la  agrava- 
ción de  la  pena  con  encierros,  grillos  ó  cadenas,  están  fa- 


(1)    Reglameoto  de  25  de  agosto  do  1847,  cap.  vi  y  xi. 
(S)    Ley  de  S6  de  julio,  arta.  19  y  82. 
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CQltados  para  ello,  dando  cueota  en  el  acto  á  la  autoridad  (f ). 
A  fin  de  precaver  todo  conato  de  fuga  de  los  presos ,  de- 
ben  los  alcaides: 

I.  Registrarlos  á  so  entrada  en  la  cárcel  para  cerciorar* 
se  de  qae  no  ocultan  armas,  limas,  cuerdas  ni  otro  objeto  al* 
guno  que  pueda  favorecer  su  evasión. 

II.  Reconocer  escrupulosamente  en  presencia  del  con- 
ductor cuanto  se  introduzca  para  los  presos ,  y  si  apareciere 
alguna  cosa  cuya  introducción  estuviere  prohibida ,  detener 
al  conductor,  dando  cuenta  al  gefe  político  quien  dicta  la  re- 
solución conveniente. 

III.  Practicar  cuantos  reconocimientos  crea  necesarios  y 
adoptar  cuantas  precauciones  considere  oportunas  para  im- 
pedir la  evasión  de  los  presos. 

En  todas  las  cárceles  hay  una  guardia  con  la  fuena 
proporcionada  al  número  de  presos,  destinada  exclusivamen- 
te á  su  custodia  y  á  prestar  auxilio  al  director  ó  alcaide, 
cuando  lo  reclamen . 
18f>.—  V.  Policía  dé  órden,=St  pvobihe  k  los  presos: 

I.  El  uso  del  vino,  aguardiente,  licores  y  demás  bebidas 
espirituosas,  toda  clase  de  juegos,  y  coantas  palabras  y  ac- 
ciones son  contrarias  á  la  decencia  y  á  la  moral. 

II.  Manchar  ó  desmoronar  las  paredes  del  edificio  y  des- 
truir los  enseres  del  establecimiento  ó  de  los  otros  presos. 

III.  Conservar  en  su  poder  ningún  dinero,  debiendo  de- 
positaren la  caja  del  establecimiento  bajo  recibo  la  cantidad 
que  posean  á  su  entrada. 

IV.  Vender  ó  cambiar  entre  sf  su  ración  ó  la  ropa  nece- 
saria para  su  uso. 

Aunque  la  existencia  de  las  cantinas  está  formalmente 
prohibida  en  las  cárceles  de  la  corte  y  de  las  capitales ,  no 
asi  se  incluye  dicha  prohibición  en  las  bases  adoptadas  por 
la  real  orden  qoe  manda  á  los  gefes  politices  formar  un  pro- 
yecto de  reglamento  aplicable  á  las  de  su  respectiva  provin- 
cia. No  obstante,  es  de  suponer  que  el  celo  é  ilustración  de 

(f }    Heal  órdeo  de  10  de  abril  de  184«. 
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estas  autoridades  habrán  hecho  desaparecer  semejante  abu- 
so, origen  de  los  mas  graves  desórdenes  en  el  interior  de  las 
prisiones.  Los  hábitos  de  sobriedad  y  templanza,  además  de 
mantener  la  disciplina  dentro  de  las  cárceles,  pueden  influir 
con  extremo  en  la  conducta  futura  de  los  encarcelados. 

Al  instante  que  los  presos  entren  en  la  cárcel  debe  pro- 
curarse instruirlos  en  sus  deberes  y  de  los  castigos  á  que  es- 
tán sujetos  por  faltas  de  disciplina  (4). 

900.—  YI.  AUm$nío$,=El  gravamen  que  ocasionare  el 
sustento  de  los  presos  debe  recaer  primeramente  sobre  ellos 
mismos,  si  poseen  algún  medio  de  subsistencia,  ó  si  pueden 
subvenir  en  todo  ó  en  parte  á  las  necesidades  de  la  vida  á 
costa  de  su  trabajo ;  y  en  segundo  lugar  debe  ser  una  carga 
del  estado  y  por  tanto  una  partida  de  los  presupuestos  ge- 
nerales ó  locales,  como  recurso  subsidiario,  pero  estricta- 
mente  obligatorio. 

VOt. — En  este  punto  nuestra  legislación  no  es  uniforme 
ni  equitativa.  Ta  se  dispuso  que  los  presos  pobres  fuesen 
alimentados  por  cuenta  de  las  penas  de  cámara,  ya  á  expen- 
sas de  los  propios,  y  ya  en  fin  se  recomienda  acudir  á  pres- 
taciones voluntarias ,  como  si  los  desgraciados  á  quienes  la 
ley  priva  de  su  libertad  é  imposibilita  para  el  trabajo,  hubie- 
sen de  tener  su  vida  pendiente  de  los  dones  eventuales  é  in« 
ciertos  de  la  compasión.  Bien  que  la  caridad  privada  auxilie 
en  esta  obra  de  humanidad  ala  administración;  pero  reco- 
nózcase el  principio  que  si  para  el  hombre  benéfico  es;  un  ac- 
to espontáneo,  en  las  autoridades  una  deuda  de  justicia. 

Los  presos  pobres  deben  ser  alimentados  según  el  dere- 
cho positivo  con  los  productos  de  las  fundaciones  piadosas  ú 
otras  rentas  particulares  destinadas  á  este  objeto ,  donde 
existan,  justificando  antes  aquellos  su  pobreza;  pero  cesan 
los  socorros  si  en  cualquier  tiempo  se  prueba  que  el  preso 
tiene  bienes  de  fortuna  ú  otros  medios  cualesquiera  de  pro- 
veer á  su  manutención. 

No  obstante  que  hacer  la  declaración  de  pobreza  es  de  la 

(1)    Real  orden  y  reglamento  citadoa. 
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exclQSi?a  competeacia  de  los  jueces  y  tribonales  ,  el  alcalde 
del  pueblo  cabeza  de  partido  donde  se  halle  situada  la  cárcel, 
puede  practicar  las  diligencias  convenientes  en  comprobación 
de  aquella  circunstancia,  y  dar  luego  conocimiento  á  la  auto- 
ridad judicial  del  resultado  de  sus  diligencias  para  rectificar 
la  clasificación  del  preso,  según  corresponda. 

IOS.— De  todas  suertes  es  obligación  colectifa  de  los 
Ayuntamientos  alimentar  á  los  presos  pobres  de  sus  depósi- 
tos respectivos,  ya  sean  arrestados,  ya  detenidos,  y  satisfacer 
las  atenciones  del  material  y  del  personal  de  dichos  estable- 
cimientos á  expensas  de  sus  recursos  locales ,  votando  para 
este  objeto  la  cantidad  necesaria  é  incluyendo  la  partida  en 
el  presupuesto  municipal  (4),  sin  derecho  á  repetir  contra  la 
provincia «  cualquiera  que  fuere  la  naturaleza  ó  procedencia 
de  aquellos,  ya  estén  detenidos^  ya  reclusos,  bien  sean  tran- 
seúntes ó  no «  y  aplicando  á  tal  destino  los  fondos  de  pro- 
pios, ó  los  sobrantes  de  sus  respectivos  encabezamientos ,  y 
no  acudiendo  á  repartos  vecinales  sino  en  el  caso  extremo 
de  carecer  de  todo  medio  de  otra  especie  (2). 

Estos  suministros  son  un  gasto  obligatorio  para  los  Ayun- 
iamientos,  cuya  consignación ,  inversión  y  comprobación  se 
ajustan  á  las  reglas  establecidas  por  la  ley  en  punto  á  pre* 
supuestos  municipales. 

La  manutención  de  presos  pobres  en  las  cárceles  de  par- 
tido y  audiencia  es  también  de  cuenta  del  partido  ó  partidos 
á  que  los  establecimientos  corresponden ;  pero  su  material  y 
personal  son  á  cargo  del  estado. 

También  gravitan  sobre  el  estado  el  personal  y  material 
de  los  establecimientos  penales  y  la  manutención  y  vestuario 
de  los  sentenciados ,  exceptuando  sin  embargo  los  gastos  de 
construcción  de  un  presidio  correccional  en  cada  capital  de 
provincia  que  debe  realizarse  según  las  circunstancias  lo  per- 
mitan, empezando  por  aquellas  en  donde  residen  las  audien- 
cias, cuyos  gastos  habrán  de  costearse  con  fondos  provincia- 

(1)    Ley  de  S6  de  jalio,  art.  27. 

(i)    Reales  órdenes  de  23  de  enero,  3  de  mayo  de  1837, 24  de  abril 
de  1 83t>  y  1 0  de  juoio  de  1 842. 
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les,  debiendo  al  efecto  las  DipotacioDes  incluir  las  cantidades 
necesarias  en  sus  presupuestos  (4  ]. 

90S.~  VIL  Trabajo. =Ia  ciencia  de  las  prisiones  es 
demasiado  moderna  para  'poder  exigir  de  nuestras  antiguas 
leyes  que  diesen  trabajo  á  los  presos  como  un  medio  de  cor- 
rección y  de  disciplina ;  mas  á  poco  de  haberse  organizado 
de  una  manera  regular  la  administración  pública,  se  dictaron 
disposiciones  muy  importantes  relativas  á  esta  materia,  ha* 
liándose  consignadas  en  nuestro  derecho  administrativo  las 
reglas  siguientes: 

I.  Hacer  trabajar  á  los  reclusos  por  sentencia  judicial. 

II.  Adjudicarles  la  mayor  parte  posible  de  los  productos 
de  su  ocupación. 

II  u  Inspirarles  con  esta  cesión  de  los  beneficios  el  amor 
al  trabajo,  al  cual  pueden  deber  algún  dia  su  rehabilitación 
social  y  la  ventura  del  resto  de  su  vida  (2). 

En  los  depósitos  municipales  es  el  trabajo  voluntario,  y 
la  solicitud  de  la  administración  se  limita  á  permitir  los  que 
fueren  compatibles  con  el  buen  orden  y  seguridad  del  esta- 
blecimiento, y  á  procurárselo ,  si  puede  á  los  presos  que  lo 
soliciten.  El  producto  integro  de  las  labores  será  para  ellos, 
excepto  si  reciben  socorro  de  pobres,  en  cuyo  caso  abonan 
el  coste  de  su  manutención  (3);  de  suerte  que  el  deber  de  ali- 
mentar impuesto  á  los  Ayuntamientos  es  siempre  subsidiario 
del  de  proveer  á  la  propia  subsistencia  y  prapíer  vitam  sola- 
mente. 

En  las  cárceles  es  obligatorio  el  trabajo ,  considerando  la 
ley  á  los  reclusos  como  á  siervos  de  la  pena.  Así  los  pre- 
sos con  causa  pendiente  como  los  sentenciados  á  sufrir  el 
arresto  mayor,  deben  ocuparse  en  los  talleres  de  sus  res- 
pectivos establecimientos,  observándose  con  todo  rigor  du- 
rante los  trabajos  la  regla  del  silencio  (4).  Sin  duda  que  es^ 
ta  providencia  es  muy  buena  condición  de  orden  y  discíplí- 

(1)  Ley  de  26  de  julio,  arU.  88  y  29. 

(2)  lostraccion  de  30  de  ooviembre  de  1833,  art.  48. 

(3)  Lev  de  26  de  jalio^  art.  9. 

(4)  Ibid.  art.  26. 
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na,  pero  tambiea  muy  poco  eficaz  para  ia  reforma  de  los  de- 
lÍQCueiites. 

Los  gefes  políticos  excluyen  de  esta  especie  de  trabajos 
los  qae  á  su  juicio  pueden  perjudicar  &  la  industria  del  país 
con  una  ruinosa  competencia  (4). 

9114.— La  ley  de  prisiones  no  expresa  qué  parte  de  be* 
neficios  se  reserva  k  los  presos  de  las  cárceles  en  recom* 
pensa  y  como  estimulo  de  su  trabajo,  ni  le  cumplía  tampoco 
descender  á  estos  pormenores  reglamentarios.  A  falta >  pues, 
de  nue?as  disposiciones ,  acudiremos  á  las  anteriores  en  toda 
su  fuerza  y  vigor  mientras  no  dejen  de  ser  conformes  al  de- 
recho últimamente  establecido. 

I.  k  cada  sentenciado  se  le  impone  la  mitad  del  produc- 
to liquido  de  su  trabajo  en  la  caja  del  establecimiento  para 
entregárselo  por  terceras  partes,  una  á  su  salida,  y  las  otras 
dos  á  los  tres  y  seis  meses,  si  no  reincide  ó  comete  nuevo 
delito,  en  cuyo  caso  cede  la  suma  retenida  á  beneficio  del 
establecimiento. 

II.  Si  durante  la  prisión  observaren  los  reclusos  buena 
conducta,  les  está  permitido  disponer  basta  la  mitad  de  su 
peculio  en  favor  de  sus  familias,  justificando  previamente  la 
pobreza  de  estas,  á  quienes  en  tal  caso  se  hará  directamente 
la  entrega  por  mano  del  alcaide ,  precediendo  orden  escrita 
delgefe  politice. 

III.  Sí  los  presos  fueren  sentenciados  á  presidio  se  li* 
bran  sus  reservas  á  la  caja  del  establecimiento  á  que  fueren 
destinados,  y  si  sufrieren  la  última  pena,  les  son  entrega- 
das á  sus  herederos  ó  á  las  personas  que  hubieren  desig- 
nado. 

IV.  Los  empleados  y  dependientes  de  los  establecimien- 
tos penales  no  pueden  ocupar  á  los  presos  en  cosas  de  sn 
uso  ó  servicio  particular  (2). 

90ft. —  VIIL  Correcctone«.=La  subordinación  de  los  pre- 
sos ala  disciplina  correccional  es  un  deber  tan  rigoroso,  que 


(1)    Ibid. 

(S)    Reglamento  de  25  de  agosto  de  tSi7,  cap.  ivi. 
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DO  pudieado  eorregirlot  «eo  ;be«igQidad  y  «oa  ditzura,  no 
qoeda  otro  ««dio  sino  eldoínUmidar  cob  el  casligo. 

Goaodo  auftaekQftoiinotitDfiai  verdaderos  delitos  ó  faltas 
de  las  que  considera  como  punibles  el  código  crtminal,  son 
los  jueces  ordinarios  la  única  aoliorídad  eooipetenie  para  co- 
nocer de  ellos  y  reprimir  á  so#  autores;  mas  si  fueren  sim- 
ples tafracciones  de  los  regbumentos  carceiaríos,  cocrssponde 
á  la  autoridad  .poUtioa  ó&sua.  delegados  en  él  establecimien- 
to la  aplicación  de  las  peaas  correceioBales. .. 

KiH^.—ProbibBse enlodas  las  c&r<sele9del  reino  imponer 
mas  privaotoneS' y  padecimientos  que  los  puramente  necesa^ 
ríos  para  la  segura  custodia,  disciplina  interior  é.  incomuni- 
cación de  los  presos,  mientras  el  estado  de  la  causa  lo  requio: 
ra,  debiendo  los  alcaides  que  ^e  vieren  precisados,  en  inte- 
rés de  la  seguridad  á  imponer  los  castigos  de  ayuno,  encier* 
ro,  grillos  ó  cadenas,  dar  cuenta  inmediata  á  la  autoridad 
política  que  au  Aenta  ó  disminuye  la  pena,. según  lo  tiene  por 
conveniente  (4). 

Esta  parsimonia  hállase  fundada  en  un  principio  de  bu* 
manidadyen  otro  de  justicia.  De  humanidad,  porque  las 
presos  deben  ser  tratados  con  benignidad  y  dulzura,  noso<- 
lo  por  el  derecho  que  le  asiste  á.quien  expía  resignadamen- 
te  la  falta  que  cometió,  sino  porque  la  bondad  con  que  se 
les  mire  modificará  ó  cambiará  sus  hábitos,  pues  el  espeelá«* 
culo  constante  de  la  indulgencia,  no  puede  menos  dé  hacer 
indulgentes  á  los  que  lo  presencien  (^:  de  justicia,  porque 
aumentar  el  dolor  equi Ale  á  agravar  la  pena  impuesta  por 
los.  tribunales ,  cuya  sentencia  debe  ser  ejecutada  sin  que  ni 
la  cólera  la  agrie  {  ni  la  endulce  la  compasión. 

En  las  cárceles  de  Madrid  y  de  las  capitales  de  provineia, 
no  pueden  emplearse  otros  medios  de  correcc¡q|  que  los  se- 
ñalados en  su  reglamento,  á saber: 

I.  Prohibir  al  reo  la  comunicación  con  su  familia. 

II.  Encarcelarle  en  un  calabozo. 

(1)    Ley  de  26  de  julio,  art.  19,  y  reglamento  de  S5  de  agosto, 
art.  59. 
(9)    lostrnccioo  da '30  de  aoviembre  de  1833 ,  art.  48. 

Tomo  I.  26 
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III.    lledvcir  «A  i^imeittto  á  fmi  y  «gw. 

iT.  Descofitarie  á  favor  de)  esUbtechraento  «na  parte  de 
lo  que  le  haya  correspondido  ó  le  eorrei^poiMia  por  su  tra- 
bajo. 

Los  castigos  de  encierro  en  eaiftbozé  y  ayuno  á  pan  y  agoa 
no  pneden  exceder  de  «inco  días. 

iMr.^Ashnisnio  están  abolidos  cmlesqniera  deredws  ó 
impuestos  carcelarios  no  establecidos  en  e(  araneel,  oca  se 
cobrasen  por  alquiler  de  las  habitadottes  y  fuesen  conocidos 
con  el  nombre  de  entrepuertas ,  grillos  y  otros ,  ora  se  acos-- 
tumbrasen  á  eligir  por  los  presos  á  los  nuevos  encarcehrios 
con  la  denominación  de  entrada  ó  bien  venida  (4);  penas  pe^ 
cuniarias  que  los  jneces  no  habían  aplfcado,  pero  qne  abusos 
y  escandalosas  prácticas  carcelarias  hicieron  esiensivas  has^ 
ta  los  inocentes. 

CAPÍTULO    VIII: 

De  los  presidias. 

798.— Origen  de  los  presidios  en  particulares. 

España.  SOQ.^Reclasion. 

799.— i9ti  clasificación,  810.— Onc(«n  etímómieo  y  admi- 
800. — Su  §oMÍmo.  nisíratkfO. 

801.— loteryencion  de  los  gefes  811. — ^InterYencion  de  las  juolas 

políticos.  econdmicas. 

801— i?^|fínM?t  y  diseitOínA,  8 llÉ. -^Mayores. 

803.— Goniandante  de  los-pre-  813.— Ayudantes. 

sidios.  814. — Cumplimiento   de    conde- 
804.— Distribución  de  los  con-  ñas. 

fioadoB.  Slfi.e^Rehajts. 

805.— GlasiBcacion  según  la  edad  816.— Licencia  miento.  , 

Íla  moralidad.  S\7 .—PotiL-ia  judicial. 

rabajo  é  instmcoion.  8l8.--4)erecho  de  visita. 

807. — Obras  exteriores.  81 B^.— Autoridades  á  quieaes  cor- 
808. — Goncesioa  de  confinados  á  responde  su  ejercicio. 

ras.— Hay  una  diferencia  esenciar  entre  las  cárceles  y 
los  presidios,  pues  las  primeras  son  ya  preventivas,  ya  re- 
presivas ,  y  los  segundos  verdaderos  establecimientos  pe- 
nales. 

(t)    Ibid.  art.  80,  y  real  orden  de  to  de  abril  do  1844. 
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'  Garlos  lU  fue  el  faidador  (Mríaeipal  de  los  presidios  de 
Espafia,  porque  si  bien  anies  exiBUan  en  nuestras  posesio- 
nes de  África,  considerando  el  Rey  qne^nachos  por  evadirse 
é%  la  pena  se  pasaban  al  campo  enemigo  y  renegaban  de  nnes* 
tra  fé ,  y  hallando  útil  por  otra  parle  ocuparlos  en  los  gran-* 
des  trabajos  de  la  marina,  mandó  que  los  reos  de  gravedad 
y  los  sentenciados  por  largo  tiempo ,  sofriesen  su  condena 
en  los  arsenales  de  Cádia ,  Ferrol  y  Cartagena.  • 

Sneesivamente  ee  establecieron  presidios  en  varias  ciu* 
dades  de  la  Peainsola,  aonqoe  sin  plan  fijo,  sin  reglas  uní» 
formes ,  sin  una  disciplina  común ,  rigiéndose  cada  enal  por 
sos  reglamenlos  partienlares  haista  la  publicación  de  la  or- 
denaasa  general  pai^p  ledos  los  del  reino  (4).  Esta  ordO'* 
■anza  es  la  base  de  legislación  administrativa  vigente  acer- 
ca de  presidios ,  anssentada ,  declarada  ó  corregida  por  una 
serie  de  nuevas  providencias  que  también  constituyen  de- 
recho. 

Para  mayor  claridad  del  asunto  dividiremos  la  materia 
en  las  secciones  siguientes: 

IWB.'^  I.  Clari/ietíeion  i^  los  prsM'dtas.=Distingue  la 
ordenanza  tres  clases  de  presidios,  depósitos  correccionales, 
presidios  peninsulares  y  de  África. 

Álos  primeros  se  destinan  los  sentenciados  k  presidio 
correccional,  dura  de  siete  á  treinta  y  seis  meses,  y  debe 
sufrirse  la  pena  en  el  establecimiento  de  la  provincia  donde 
tuviere  el  reo  su  deitiicilio,  y  en  su  defecto  en  el  de  aquella 
donde  hubiera  cometido  el  delito. 

k  los  segundes  se  envían  los  sentenciados  á  presidio  ma- 
yor 6  menor,  debiendo  cumplir  su  condena  fl^nellos  en  los 
situados  en  la  Península,  Islas  Baleares  ó  Canariais,  y  estos 
en  los  eotttenidos  dentro  dd  territorio  de  la  audiencia  que  lo 
imponga  (S^. 

En  los  terceros,  es  decir,  en  el  de  Ceuta  y  menores  de 
África,  ingresan  los  sentenciados  á  cadena  perpetua ,  y  los 

(t)    Decretada  en  11  de  abril  de  1834.  # 

(S)    Código  penal,  art.  101. 
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sentenciados  á  cadeaa  temporal  son  destinados  á  ios  arsena* 
les,  obras  públicas  y  de  rortificacion  (4). 

Los  depósitos  correccionales  existen  en  ciertas  capitales 
de  proTÍQcia:  los  presidios  peninsulares  dentro  del  territorio 
de  la  Peniosula  y  sus  islas  adyacentes,  y  los  presidios  de  Ul- 
tramar en  las  Canarias ,  en  ouestras  posesiones  de  África  y 
en  los  dominios  de  la  América. 

La  aplicación  de  los  reos  á  los  presidios  especíGcados  an- 
teriormente conforme  á  lo  dispuesto  en  la  ordenanza  del  ra- 
mo y  á  las  variaciones  introducidas  por  el  código  penal ,  so- 
lo puede  alterarse  en  caso  de  necesidad;  pero  esta  alteración 
no  debe  dorar  mas  tiempo  que  las  circonslancias  que  la  mo- 
tiven, ni  por  eso  pierden  los  reos  la  condición  de  su  clase. 

La  eficacia  de  las  penas  y  razones  de  economía  exigen 
que  los  sentenciados  complan  su  condena  en  los  presidios 
mas  inmediatos  al  teatro  de  sus  crímenes,  y  al  tribunal  que 
pronunció  sus  sentencias. 

80O.—  IL  Gobierno  superior  y  partíctilar.= Todos  los 
establecimientos  penales  y  correccionales  del  reino  dependen 
del  ministerio  de  la  Gobernación  y  de  sus  delegados  en  las 
provincias. 

Para  el  mejor  gobierno  de  los  presidios  hay  una  direc* 
cion  especial  de  beneficencia,  corrección  y  sanidad,  encar- 
gada de  auxiliar  el  despacho  de  los  negocios  dentro  de  los  li« 
mites  señalados  á  los  directores.  La  vigilancia  inmediata,  las 
órdenes  secundarias,  la  instrucción  de  expedientes,  los  in- 
formes, registros  y  la  propuesta  al  ministro  de  cuanto  consi- 
dere útil  para  la  mejora  de  dichos  establecimientos  son  en 
globo  las  facukades  y  los  deberes  de  estos  agentes  auxiliares 
de  la  administración. 

El  gobierno  particular  de  los  presidios  está  k  cargo  de  sos 
gefes  locales  bajo  la  autoridad  de  los  gefes  políticos  respec- 
tivos, como  delegados  del  Rey  y  superiores  gerárquicos  de  la 
administración  provincial,  y  sus  obligaciones  giran  sobre 
el  principio  invariable  de  la  vigilancia  y  protección  que  toda 

(1)    Ibiü.  aru.  Oí  y  'j5,  y  ley  de  26  de  jalio  de  18i5»  trt.  SI. 
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iostilacioQ  centralizada  reclama  (4);  de  suerte  que  saaatorí- 
dtden  ponto  á  los  establecimientos  presidíales,  se  eoocrela 
»l  protectorado  é  inspección  que  ejercen  en  los  de  bene- 
fieencia,  instrueeion  pública  y  otros  análogos,  extendién- 
dose esta  acción  tutelar  á  todos  los  eiistenles  en  cada  pro- 
vincia (S>. 
80t.— El  auxilio  eficaz  de  los  gefes  políticos  consiste: 

I.  En  velar  por  la  custodia  y  seguridad  de  los  presidios  y 
depósitos  correccionales  reclamando  la  fuerza  militar  nece- 
saria al  efecto. 

II.  En  proporcionar  á  los  presidiarios  trabajo  ordenado  y 
bien- entendido  í  propósito,  no  solo  para  su  enmienda  y  para 
la  conservación  de  so  salod ,  sino  útil  por  las  economías  que 
proporciona  (3). 

in.  En  hacer  frecuentes  y  oportunas  visitas,  extraordi- 
narias á  los  establecimientos,  sin  perjuicio  de  las  generales 
y  periódicas  establecidas  por  la  ordenanza  (4). 

ly.  En  promover  todo  lo  que  conduzca  á  la  mejora  y 
fomento  de  los  establecimientos  penales,  proteger  la  autori- 
dad de  los  comandantes  y  auxiliar  á  los  comisionados  espe- 
ciales qoe  nombrase  el  gobierno  con  encargo  de  visitarlos. 

▼.  En  elevar  á  conocimiento  de  la  dirección  los  defectos 
y  abusos  qne  notare  al  girar  sus  visitas,  y  en  proponer  al 
gobierno  por  conducto  de  aquella  cuanto  crean  conducente 
al  progreso  de  un  ramo  de  tamaño  influjo  en  la  moralidad  de 
los  individoos,  al  bien  de  las  familias  y  por  consiguiente  al 
progreso  de  la  sociedad  tan  interesada  en  la  satisfacción  de 
ki  vindicta  pública,  como  en  la  mejora  de  las  costnmbres  (5). 
Además  de  estas  atribuciones  ordinarias,  en  casos  ur- 
gentes ó  impreyistos,  como  si  ocurriese  la  invasión  de  ana 
epidemia,  ó  estallase  un  incendio,  ó  se  sublevasen  los  pena- 
dos ó  empttendtesen  la  fuga  y  en  otros  equivalentes «  pueden 

(1)    Beal  orden  de  3  de  octubre  de  Í843b 
(S)    Real  orden  de  15  de  abril  de  1844. 

(3)  Art.  38  de  la  ordenanza. 

(4)  Ibid.  arts.  353  y  354 ,  y  reales  órdenes  de  3   de  octutire, 
art.  2,  y  15  de  abril, art.  2. 

(5)  Real  orden  de  15  de  abril,  art.  5. 
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dictar  las  proTidencias  <^ue  reclamea  las  círenistaaeias  (4 ); 
pero  aunque  en  tales  casos  reasnmen  toda  la  antoridad^  aoto 
euando  la  ocurrencia  Tuere  de  tal  graTedad  qoe  no  diese 
tiempo  á  esperar  las  órdenes  de  la  dirección  están  faeulta^ 
dos  para  suspender  al  comandante  y  mayor  y  á  coalquiera 
suballerao,  poniéndolo  en  notiiSía  del  gobierno  y  mandando 
instruir  la  correspondiente  sumaria  (9). 

En  los  presidios  de  África  y  en  las  Antillas  ejercen  las  A* 
cuitados  propias  de  los  gefes  políticos  los  respeeiifos  gober- 
nadores militares  ó  capitanes  generales. 

SOS.—  III.  Régimen  y  dÍ8cipUnain(i$rior,zx=:h^s^miios 
en  su  régimen  interior  están  sujetos  auna  disciplina  militar, 
sin  qoe  pierdan  por  esto  sn  condición  de  establecíoiienUM 
civiles,  ni  su  dependencia  de  las  autoridades  politieaa.  Los 
presidios  qoe  hoy  existen  en  todo  el  reino  son  trece,  en  Bar* 
eelona,  Burgos,  Badajoz,  Corufia,  Gartajena,  Geota,  Gra-^ 
nada,  Madrid,  Sevilla,  Toledo,  Valencia ,  Yailadolid  y  Za- 
ragoza, y  además  dos  destacamentos  fijos  en  las  Islas  Baleares 
uno,  y  otro  en  las  Canarias,  y  los  accidentales  de  las  Cabrillas, 
Motril,  Bonanza  y  el  Canal  de  Castilla  (3). 

Cada  presidio  peninsular  tiene  nna  plana  mayor  compwes^ 
ta  de  un  comandan!^  de  la  clase  de  gefes  del  ejército  ó  ar- 
mada, un  mayor  de  la  de  capitanes,  un  ayudante  de  la  de 
subalternos ,  un  furriel  de  la  de  sargentos  primeros  retira* 
dos,  un  capellán,  un  facultativo,  un  capaláa  osortbieBte  y  del 
número  fijo  de  capataces  de  brigada  qne  se  les  sefiaien  (4). 
Ezceptúanse  de  esta  regla  los  presidios  de  Ceata ,  los  desla* 
camentos  de  Palma  y  Canarias  y  los  presidios  de  las  earre* 
teras  de  Motril  y  las  Cabrillas  y  del  Canal  de  CastUh  en  en- 
y  as  planas  mayores  hay  algunas  leves  diferencias  (5). 

sos. — Los  comandantes  son  los  gefes  inmediatos  de  los 
presidios  y  los  piimeros  responsables  á  la  diredsion  de  las 

(t)  Ordenanza  de  presidios ,  arta,  as  y  49. 

(S)  Real  orden  de  15  de  abril ,  art.  7. 

(3)  Real  decreto  de  5  de  setiembre,  arts.  S,  a  y  9. 

(4)  Real  decreto  de  S5  de  febrero  de  1848,  art.  3. 

^5)    Ibíd.  art.  7  y  real  decreto  de  5  de  setiembre  de  1644, 
arls.  6  y  9  y  ordenanza  de  presidios ,  arts.  77  y  78. 
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fallM  y  «ibiMoa  qaeien  4«s  esMiblacioiieiitos  se  conet^a»  por 
Jo  QM$l  \q$s^9s  t^iím»  49b^,<iej#r  eiipedíta  la  autoridad 
de  aquellos  ea  todo  lo  relativo  al  régimen  y  disciplina  inte- 
rior estableada  por  el  gobieri^a.  (4), 

.  Deatro  de  los  Qwrtielea  no  se  conoce  m^  autoridad  que 
la  #tty4i,  cárQoastoacifi  «eceviria  pa^a  gc^ar  del  prestigio  que 
oeeesitaA,  y  paca  responder  de  loa  actos  d^  sus  subordina- 
doa«  La  soperiorí4s4  abAolotA  de  dicbqs  gefea  se  entiende  no 
soio  k  todos  los  depeadíemes  del  eatsihiecimiento  de  su  cargo 
cuya  gradual  obediencia  deben  nantiener,  sino  también  á  los 
que  se  bailen  fuera  del  jádio  del  presidio «  sea  cual  fuere  su 
Qoupiá^ioa  (2).  Cuando  se  emplean  loa  confinados  en  obras 
púhlÁeas  esAán  á  las  <^nes  de  los  ingenieros  directores  de 
laanisfliaa  dorante  laa  horas  que  permanecen  en  los  trabajos 
y  en  cuanto  tenga  relación  con  ellos;  pero  en  todo  lo  demás 
dependen  del  comandante  del  presidio  (^l* 

Las  graves  obligiu^ianeis  que  sobre  los  comandantes  de  los 
presidioa  pesfin,  c^xi^en  una  incesante  vigilancia,  y  por  tan- 
tQ»  ia  continua  residee^ia  de  estos  gi^fes  en  sos  puestos,  por 
cuyo  metivo  no  puede  nusente^se  dei  radio  de  la  población 
sin  permiso  de  la  direepion  del  ram  o  (4r). 

No  obstante  la  antoridad  exclusiva  que  el  gobierno  con- 
Qere  á  los  comandantes  en  cuanto  %\  régimen  y  disciplina  in- 
terier  de  los  eatableoioueAtos  péneles»  deben  estos  igual- 
mente que  $ue  «Bbfilternos.,  reconocer  y  respetar  á  los  gefes 
políticos  como  piQtectores  niitos  de  todos  los  situados  en  las 
provincias  de  su  respedivo  mando  (5). 

904.— Cade  depósito  se  divide  en  brigadas  de'á  cien  hom- 
brea á  cuyo  jfrente  hay  un  ^apatáat  elegido  en  las  clases  de 
sargentos  ó  cabos  retirados  del  ejército  ó  de  la  armada :  cada 
brigada  ae  subdíyide  en  cuatro  escuadras  de  á  veínticin- 

(1)  Reales  órdenes  de  3  de  octubre  de  1843  y  15  de  abril 
de  1844. 

(2)  Real  drden  de  15  de  abril,  art.  10. 

(3)  Parte  adicional  i  la  ordenanza  de  piesidioa^  publicada  en  2 
de  marzo  de  1843,  art.  3. 

(4)  Real  orden  de  15  de  abril,  ari.  18. 

(5)  Ibid.  art.  20. 
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co  hombres,  y  á  su  cabeza  se  poseo  ios  cabos  de  vara, 
uno  primero  y  olro  segundo,  nombrados  entre  los  presidia* 
ríos  (4 ). 

El  sistema  de  encomendar  la  vigiianeía  de  ios  sentencia- 
dos á  SQs  iguales  no  parece  aconsejado  ni  por  razones  de 
prudencia ,  ni  por  principios  de  equidad.  Saeleo  los  mayo* 
res  criminales,  para  granjearse  la  confianza  de  sos  gefes, 
poner  en  juego  las  artes  de  la  mas  vit  hipocresía  y  tal  fez 
lograr  disminuir  el  rigor  de  la  pena  4  costa  de  ágenos  su- 
frimientos. Suelen  también  dejarse  corromper  con  dádivas  ó 
disimular  las  faltas  de  sus  antigoos  cómplices  por  motivos 
de  amistad  ó  de  temor  ^  y  es  constante  que  los  presidiarios 
jamás  reconocen  como  legítima  la  aotocidad  qae  an  compa- 
ñero no  mejor  que  ellos  ejerce ,  ni  eicita  en  sn  corazón 
otros  sentimientos  que  el  desprecio,  si  es  blando,  y  si  rigo- 
roso, el  odio  y  la  venganza. 

Por  estas  razones  se  recomienda  á  los  comandantes  em- 
pleen toda  la  circunspección,  prudencia  y  tino  que  se  nece- 
sitan para  el  acierto  en  una  elección  de  la  cual  penden  la  traa* 
quilidad  y  el  sosiego  de  cnalquier  establecimiento  penal.  Los 
buenos  cabos  previenen  los  delitos,  evitan  castigos,  disnrinii- 
yen  las  deserciones;  nada  malo  en  ningún  sentido  puede 
ejecutar  el  penado  sin  qud  ellos  los  trasluzcan  y  penetren, 
porque  conocen  sos  inclinaciones,  genio,  fñdole  y  propon* 
siooes:  su  roce  y  permanencia  continua  enti^  ellos  los  pone 
al  alcance  de  sus  intentos ,  y  no  basta  toda  la  sagacidad,  sn* 
tileza  é  hipocresía  que  estos  desgraciados  poseen  generalmen- 
te, para  burlar  la  vigilancia  de  un  buen  cabo  (8). 

No  puede  ser  nombrado  cabo  primero,  ni  segundo  de 
vara  ningún  conGnado  que  además  de  llevar  extinguida  la 
mitad  de  su  condena,  deje  de  haber  observado  una  condoeta 
irreprensible  y  que  no  inspire  á  sus  gefes  fundadas  esperan- 
zas de  no  abrigar  conatos  de  reincidencia  (3). 

(1)  Ordenanza  de  presidios,  arts.  fO.'i  y  111. 

(2)  Reglamento  para  el  orden  y  régimen  interior  de  los  presi- 
dios del  reino^  de  5  de  setiembre  de  lS44. 

[:í}    Real  orden  de  16  de  mayo  de  1846,  art.  3. 
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Mas  dado  qoe  con  todas  estas  precauciones  fuese  fácil 
distinguir  y  encentrar  este  tipo  extrafio  de  bondad  en  una 
población  de  criminales,  lo  mas  que  se  habría  logrado  serla 
tener  un  agente  útil  para  mantener  el  orden  y  conservar  la 
disciplina,  sin  dar  un  paso  en  punto  á  la  enmienda  de  los 
presidiarios:  todo  en  favor  de  la  probidad  legal  y  negativa; 
nada  en  bien  de  la  regeneración  moral  y  de  la  honradez 
positiva. 

se^.^Los  confinados  á  los  eMtbIecimientos  presidíales 
se  clasifican  por  categorías  de  moralidad  y  por  razón  de 
la  edad. 

.  $••.-- Hay  uoa  sección  de  jóvenes  en  la  cual  entran  los 
menores  de  diez  y  cobo  afios,  quienes  son  destinados  &  los 
talleres  qoe  elijan,  permitiéndoles  por  una  sola  vez  el  cambio 
&  otro,  si  lo  solicitan  antes  de  cumplidos  los  quince  primeros 
dias  de  su  entrada.  Se  les  obliga  á  concurrir  diariamente  á  la 
escuela  de  primera  educación  del  establecimiento  y  perma* 
necer  e&'Vsta  sección  hasta  la  edad  de  veinte  aftos;  entonces 
pasan  á  brigada  sin  dejar  de  asistir  á  su  respectivo  obrador 
y  á  la  escuela. 

La  sección  de  adultos  se  compone  de'  los  penados  mayo<- 
res  de  veinte  afios ,  los  cuales  se  dividen  en  primera,  segun- 
da y  tercera  clase  y  rematados  de  África.  Se  recomienda  la 
distribución  de  tos  sentenciados  según  su  clase  en  brigadas 
distintas  y  aun  separadas  si  el  local  lo  permite,  y  se  manda 
mantener  en  una  entera  separación  á  los  rematados. 

Los  adultos  desde  el  día  siguiente  al  de  su  entrada,  son 
destioados  á  los  talleres  que  el  comandante  ordene,  exci* 
tándolos  al  trabajo  con  el  abono  de  un  tanto  por  cada  pieza 
que  elaboren  en  sus  respectivos  obradores;  si  hubiere  al- 
gunos no  susceptibles  de  aprender  oficio  á  causa  de  su 
edad,  anterior  ejercicio,  rudeza  natural  ó  inaptitud  desús 
miembros  debe  dárseles  entretenimiento  en  obras  ó  traba- 
jos análogos  á  su  capacidad  ó  fuerzas ,  de  roodo  que  no 
haya  un  solo  penado  sin  ocupación  (1).  Estos  trabajos  son 

(1)    Reglamento  de<i  de  setiembre  de  1844. 


410  UBEBCqO  AOIflNWaATiyO   BSPANOL. 

farsQsos  eo  todos  los  establecioiieatos  penales  i  <l9Dlro4e  los 
limites  de  h  prisión  ea  que  sofraa  la  ooodeoa  (i). 

También  asisleo  á  la  escuela,  aaqqoe  por  la  tairde,  asi  co* 
mo  los  jóvenes  por  la  mafiaoa,  á  fio  de  que  no  se  rocen  «nos 
con  otros,  ni  perjudiquen  al  aprendizfije  de  artes  u  oficios 
asistiendo  mas  de  una  vez  al  dia  (9). 

El  gobierno  prestó  suma  atención  al  establecimiento  y 
mejora  de  las  escuelas  de  instrucción  primaria  en  los  presi- 
dios, considerándolas  cooao  un  agenle  meraliudor^  y  por 
tanto  ha  mandado  que  los  sentenciados  sobrantes  del  trabajo, 
ó  porque  no  sean  capaces  de  aprender  oficio,  ó  porque  no 

se  hubieren  establecido  aun  talleres  bástanles ,  conenrran 

• 

necesariamente  á  las  escuelas,  aun  cuando  seail ineptos lan* 
bien  para  aprender  &  leer  y  escribir»  á  fin  de  que  oigan  las 
explicaciones  de  doctrina  cristiana,  religión  y  urbanidad. 

Igual  pensamiento  de  reforma  moral,  asi  como  ideas  muy 
exactas  de  economía  pública,  le  han  guiado  al  disponw  q«^  se 
instalen  talleres  en  todos  los  pr^idios,  Unitaado  siríabriea- 
cion  á  los  objetos  de  consumo  del  establecimiento  i^  otros  de 
uso  general  y  despacho  seguro,  y  prefiriendo  sieaifire  la  mo- 
ralización resultante  de  los  b&bitos  del  trabiyo  h  los  beoe* 
ficios  de  una  espeoqlacion  (3). 

Estos  medios  de  regeneración  moral  son  aecondadofi  ^ou 
la  prohibición  impuesta  á  los  penados  de  comunicarse  con 
personas  libres,  inclusa  su  fomilia;  rcigla  ouya  severidad 
puede  sin  embargo  ser  mitigada  en  favor  de  aquellos  pana- 
dos que  dieren  pruebas  tales.de  arrepentimiento  y  corrección, 
que  el  comandante  los  considere  dignos  del  pern^iso  para  ha- 
blar k  sus  parientes  los  domingos  por  la  tarde;  y  también 
con  el  cumplimiento  de  los  deberes  del  oristiano  y  las  plátí'- 
cas  '.morales  y  religiosas  que  debe  dirigirles  el  capellán  del 
establecimiento,  según  dispone  la  ordenanza  (4).  Cuando  la 
ensefianza,  las  exhortaciones,  el  ejemplo  y  otros  medios  de 

(1)  Código  penal,  trt.  104. 

(2)  Reclámenlo  citado. 

(3)  Real  orden  do  1 0  de  marzo  de  1844. 

(4)  Ibid.  y  ordenanza  de  preaidios,  tit.  V)  sección  i. 
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dulzura  no  bastasea  para  oarregir  á  los  penados,  los  eoman- 
danU»  puedeQ  emplear  la  severidad ,  d¡sp<mieado  por  via  de 
castigo  el  eneterro  en  calabozos ,  el  recargo  de  hierros  hasta 
unir  á  los  presidiarios  en  cadena,  ayuno  á  pan  y  agua,  pri- 
vación de  la  gratificación  de  su  trabajo  eon  destino  al  fondo 
económico «  privación  de  toda  comida  hasta  acabar  sus  ta- 
reas, y  el  que  pasa  de  estos  extremos  sin  enmendarse,  se  ca* 
lifica  de  incorregible  y  se  remite  á  ios  presidios  de  carretera  ó 
ál^  arsenales  (4). 

909. — La  disciplina  de  los  establecimientos  presidíales  se 
relaja  casi  de  lodo  ponto,  coando  se  emplea  á  los  presidia- 
rios en  obras  exteriores;  sistema  cuya  utilidad  será  poco  dis- 
putable bajo  el  ponto  de  vista  económico  ó  material ,  pero 
digno  de  amarga  censura  bajo  el  aspecto  de  la  corrección  y 
de  la  pena. 

La  administración  sin  embargo  procuró  atenuar  tan 
graves  inconvenientes,  esforsándose  á  conciliar  la  libertad 
que  reclaman  los  trabajos  con  las  reglas  de  la  disciplina  cor- 
reodonal.  A  este  fin  se  dispuso: 

L  Que  sola«el  gobierno  determina  coando  alguna  obra 
pAblica  se  habrá  de  ejecutar  con  penados  y  el  número  de 
^^^  (S);  y  qtie  ao  se  bciUte  á  los  Ayuntamienios  de  las 
ciudades  donde  existan  los  presidios,  ninguna  sección,  aun- 
que las  pidan  por  conducto  de  las  mismas  autoridades  pro- 
tectoras, para  obras  de  policía  urbana  ó  de  ornato  público, 
sin  permiso  previo  de  la  díreocion  (8). 

n.  Que  la  organiíaeion  interior  del  presidio  ocupado  en 
las  obras  correspuada  á  sus  comandantes ,  debiendo  distribuir 
de  acuerdo  con  el  ingeniero,  en  una  ó  mas  brigadas  álos 
confinados  que  tengan  conocimientos  ó  principios  de  al- 
gún oficio  ó  arte  útil,  las  cuales  sé  denominan  brigadas  de 
obreros. 

Todos  los  confinados  que  trabajan  en  las  obras  de  cami* 

(1)  Retí  orden  de  15  de  setiembre  de  f  S44. 

(2)  Reales  órdenes  de  3  de  octabre  de  1843  y  15  de  abril 
de  1844. 

(3)  Real  drden  de  30  de  abril  de  1844. 
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oos,  caüales  y  puertos  gozan  de  un  pías  proporcionado  á  so 
clase,  y  se  abona  otro  mayor  á  los  capataces  y  furrieles. 

Para  la  custodia  de  los  presidiarios  debe  facilitarse  una 
escolta  con  la  fuerza  correspondiente,  cuyo  comandante  dis* 
pone  la  colocación  de  los  centinelas  y  vigilantes,  tanto  en  las 
casernas  y  sns  inmediaciones  como  en  los  trabajos,  y  tam- 
bién auxilia  al  ingeniero  director  en  lo  relativo  á  la  seguri- 
dad de  caudales  y  efectos  de  la  propiedad  del  estado,  y  en 
todo  lo  concerniente  al  mayor  orden  y  progreso  de  las  obcas. 
SOS. — La  concesión  de  secciones  de  penados  á  empresas 
particulares  es  mas  opuesta  todavía  á  las  reglas  de  la  disci- 
plina conveniente  en  los  establecimientos  penales.  Un  em- 
presario tiene  interés  tan  solo  en  explotar  al  hombre,  ningu- 
no en  corregirle.  La  administración  podrá  intervenir,  vigi- 
lar, dictar  sus  providencias;  mas  siempre  el  influjo  de  un 
poderoso  especulador,  el  obstáculo  de  un  contrato  solemne 
y  aquella  constante  fuerza  de  inercia  contra  la  cual  se  estre- 
llan el  carácter  mas  impetuoso  y  el  espíritu  mas  ardiente,  se- 
rán remoras  invencibles  de  todo  progreso  encaminado  á  me- 
jorar la  condición  física  y  moral  de  estos  sievtros  de  ta  pena. 

El  gobierno  no  concede  en  el  dia  destacamentos  presidía- 
les á  corporaciones,  autoridades,  establecimientos  y  particu- 
lares, sin  la  condición  de  satisfacer  un  real  por  el  jornal  de 
cada  presidiario ;  y  no  solo  puso  esta  limitación  á  las  eonce* 
sienes  sucesivas,  sino  que  retiró  las  anteriormente  hechas 
en  el  caso  de  no  avenirse  los  interesados  á  la  cláusula  pro- 
puesta, excepto  ios  confinados  concedidos  á  las  empresas  de 
Bonanza  y  Canal  de  Castilla,  por  cuanto  medía  con  ellas  un 
contrato  solemne  (4 ). 

800.— Los  confinados  no  pueden  salir  de  sos  respectivos 
cuarteles,  á  no  exigirlo  su  traslación  á  otro  ponto,  6 su  ocu- 
pación en  las  obras  públicas  ó  en  los  trabajos  de  policfa  ur- 
bana á  que  el  gobierno  los  destine;  y  aun  entonces  llevarán 
el  hierro  que  por  sus  anos  de  condena  les  corresponde.  Los  co- 
mandantes son  responsables  de  la  deserción  de  aquellos  pena- 

(1)    Real  orden  de  30  de  abril  de  1844. 
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dos  que  00  deben  salir  de  los  presidios,  miealras  no  jostífi- 
qoea  lá  connÍTeocia  ó  falta  de  cumplimiento  de  sos  órdenes 
de  otro  empleado  sobre  qaíen  recaerá  entonces  la  responsabi- 
lidad. También  son  responsables  los  comandantes  de  la  de- 
serción exterior,  si  los  penados  no  saliesen  con  el  bierro  cor- 
respondiente ,  ó  cuando  desertase  nncabo  de  vara  que  no  reú- 
ne las  eircunstancias  seAaladas  en  otro  lugar ;  pero  si  tuviese 
las  cualidades  requeridas»  solo  el  empleado  que  vaya  man- 
dando la  fuerza  incurre  en  la  pena  correccional  á  que  por  su 
falta  de  vigilancia  se  hiciere  acreedor  (1 ). 

Cuando  aconteciere  la  deserción  de  algún  confinado ,  el 
gefe  político  debe  encargar  á  una  persona  extrafla  al  estable- 
cimiento la  instrucción  de  un  sumario  gobernativo  en  av^ri- 
gaacion  del  motivo  de  la  fuga  y  de  la  complicidad  si  la  hu- 
biere (9). 

Los  confinados  que  fuesen  hallados  fuera  de  los  presidios 
sin  permiso  de  los  comandantes,  serán  arrestados  y  condu- 
cida» á  la  cárcel  por  los  ageotes  de  protección  y  seguridad 
pública,  debiendo  instrnirse  en  seguida  el  sumario  en  ave- 
riguación de  quien  les  concedió  licencia  para  salir»  á  fin  de 
exigir  la  responsabilidad  competente  (3). 

MO.—  IV.  Ori$n  $conómieo  y  administrativot-^Eñ  ca- 
da presidio  hay  una  junta  económica  presidida  por  los  gefes 
políticos  y  por  los  gobernadores  en  África,  compuesta  del  co- 
mandante, del  comisario  y  del  mayor  ó  quien  haga  sus  ve- 
ces, la  cual  resuelve  los  negocios  económicos  y  adminis- 
trativos tocantes  al  establecimiento ,  sin  entrometerse  en 
los  gobernativos,  pues  debe  deja»  intacta  la  autoridad  de  los 
comandantes  para  que  dichos  gefes  no  puedan  eludir  bajo 
ningún  protesto  la  responsabilidad  á  que  están  sujetos  (4). 

9tt.— Las  juQtas  económicas  examinan  los  presupuestos 
que  deben  formar  los  comandantes  para  los  gastos  anuales  de 

« 

(1)    Retí  órdeude  16  de  mayo  de  1846. 
(9)    Real  drden  de  13  de  agosto  de  1848. 
(3)    Real  orden  de  61  de  enero  de  1846. 
(i)    Ordenanza  de  presidios,  art.  83,  y  reales  órdenes  de  3  de 
octubre  de  1833^  y  30  de  abril  de  1844. 
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cada  presidio  >  comprueban  las  cantidades  recibidas  por  los 
mayores  como  habilitados  del  estaUecímieato ,  revisan  las 
nóminas  y  listas  de  revista  mensual,  llaauín  á  licitación  pa- 
ra el  suministro  de  raciones,  atensilios  y  vestaario  que  debe 
v€friíicarse  con  preferencia  por  contrata,  presiden  las  subas- 
tas públicas  y  las  rematan  en  el  mejor  postor.  Si  no  se  pre- 
sentasen licítadores,  ónoae  hiciesen  posturas  adtfsibles, 
las  mismas  juntas  económicas  convocan  á  los  panaderos  y  ad* 
jndican  el  suministro  ai  que  ofrezca  mas  libran  de  pan  por  fa- 
nega de  peso  determinado;  y  no  siendo  tampoco  realinbie 
este  medio ,  adoptan  las  medidas  convenientes  para  qne  la 
provisión  se  baga  por  cnenta  del  eslablecisíailo ,  y  ejeraen 
otms  foéultades  análogas  (4 ). 

9fl9. — Los  mayores  llevan  la  cnenta  y  raxon  de  ios  ennáa- 
les  y  efectos  de  los  presidios,  intervienen  en  la  entsada  y  sa- 
lida de  fondos  y  todo  recibo  y  distribución  de  víveres,  pren- 
das y  mas  objetos,  desempefian  tas  atfibociones  de  habilitado 
para  el  eobro  de  ios  intereses  correspondienles  ai  establecí^- 
miento,  entregan  por  datas  al  ayudante  las  cantidades  Moe«- 
sarias  para  la  subsistencia  de  las  brigadas,  disponen  los  de* 
más  pagos  siempre  en  virtud  de  aonerdo  de  la  jnota  econó- 
nioa  y  con  orden  eipresa  ó  übramiento  del  comandante, 
forman  y  autorizan  tas  listas  de  revista  y  los  rectiios  de^nanto 
se  cobre  en  tesorería  ó  se  extraiga  de  los  almacenes  (%). 

9flS.— Finalmente,  los  ayudantes  cuidan  de  otros  porme- 
nores económicos  relativos  á  la  salud ,  provisión ,  aseo  y  Ira- 
bajo  de  los  oenfinados,  y  tos  furrieles  tienen  4  an  cargo  el 
menage  de  hierros,  herramientas,  enseres  y  nMM|oinaria  de 
tos  establecimientos  presidíales,  eaaminan  las  proviaíoiies  y 
dan  parte  de  las  faltas  que  observen  en  ponte  á  on  peso  ó  ca- 
lidad (3). 

914.—  y.  CumpUmwnto  4»  eomlenof. -«Siendo  el  con- 
finamiento á  presidio  una  pena,  no  puede  aplicarse  sino  en 
virtud  de  sentencia  judicial ,  por  coya  raaon  á  cada  conina- 

(1)  Ordenanza  de  presidios,  parte  iir.   > 

(2)  Ibid.  parte  ii,  y  real  drden  áe  5  de  tetiembre  de  1S45. 
(3;    Ibid. 
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do  ftebe  kompAfiar  testímoBio  4  certíficado  de  su  condena;  y. 
si  Eiltare  esle  doeomento  ó  do  viniere  en  forma,  el  gefe  po- 
lítieo  ofiesa  k  b  autoridad  eompelente  para  q«e  se  aclaren 
los  tieebos  ó  se  subsanen  las  fallas. 

£1  ewBipiiiníento  de  la  eoodtona  empiesa  á  contarse  desde 
el  día  en  que  se  notifica  al  reo  la  últioia  sentencia,  sin  mas 
interrupción  que  la^M  tiempo  que  estuviere  fugado,  si  de- 
sertase. 

Los  resé  sentenrtidos  6  presidio  no  pueden  extinguir  sos 
condenas  sino  en  los  estabieeimientos  penales  á  que  fueren 
destinados  t  desaerrandose  de  ellos  la  práctica  abusiva  de 
tener  presidiarios  rebajados  ¿destinados  con  eualqmer  tfUilo 
al  servicio  dcnéstico ,  j  prohibiéndose  la  concesión  de  reba- 
jas, lieenoías  temporales  y  otras  gracias  reservadas  á  la  Co- 
rona, porque  asi  se  eluden  las  penas  impuestas  por  los  tri* 
buuales  y  dejÉn  de  corresponder  á  sos  verdaderos  fines. 

Tampoco  se  perante  por  circunstancias  ti  consideracio- 
nes de  ninguna  especie  á  ningún  penado  per  delitos  comunes,' 
prestar  servieios  militares  dnrante  el  tiempo  de  su  condena, 
ni  el  gobierno  concede  en  ningún  casa  k  los  reos  destinados 
á  presidio  que  se  les  cuenten  como  afios  de  pena  los  trans- 
cnrrides  en  el  ejereício  de  las  armas,  porqne  la  profesión 
mitttnr  recibe  desdoro  y  manciila  con  e(  ingreso  de  los  raal- 
beeboros  en  his  filas  del  soldado ,  y  et  contagio  del  crimen 
es  un  ataqoa  directo  conM.  la  disciplina ,  y  las  fatigas  de 
la  Inilicia  no  son  expiación  suficiente  para  ios  delitos  eomu* 
neB(4). 

MS.*^Las  rabajas  de  «ondcaa  son  una  recompensa  que  el 
geMerno  ofreM  i  los  confinados  cn^o  mérito  particular,  tra- 
bajes eitiraiofrdinirios  ó  sellnles  visibles  de  arrepentimiento 
les  hicieron  acreedores  á  la  ttemenda  ?eal<. 

No  se  propone  para  esta  gracia  á  los  sentenciados  que  no 
hubiesen  cmnplido  sin  nota  la  míiad  de  sn  condena,  ni  la  re- 
baja puede  exceder  noMa  de  la  tercera  parte  del  tieokpD  <iue 
durar  la  pena  (3). 


(t)    Real  decreto  de  23  de  agosto  de  1843. 
(S)    Ordenanza  de  presidios,  arts.  303  y  sig. 
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Las  rebajas  do  soq  extensivas  á  los  senteaoiados  á  c^e^ 
na,  reclusión  ó  extrañamiento  perpetuos,  quienes  deben 
cumplir  su  condena  dia  pordia  hasta  que  mueran;  pero  sí 
podrán  tenerse  presentes  su  conduela  y  cirettasuneias  al 
ejercer  la  Corona  su  prerogativa  ó  derecho  de  gracia* 

9te.— Cumplida  la  condena  debe  entregarse  su  licencia 
á  cada  confinado,  instruyéndose  con  coatro  meses  de  antici- 
pación el  expediente  oportuno,  á  fin  de  que  la  reciban  pre- 
cisamente el  día  en  que  espire  el  térmÍDo  de  su  senlencia. 
Ningún  pretesto,  ni  motivo  real  puede  alegarse  para  diferir 
la  expedición  de  la  licencia,  ni  aun  la  razón  poderosa  de  ser 
incorregible.  El  respeto  á  la  libertad  del  hombre  y  á.  la  in- 
dependencia del  ciudadano  quiere  qtie  el  cumplido,  satisfe- 
cha ya  la  vindicta  pública,  vuelva  á  la  vidacomon,  donde  la 
policía  deberá  vigilarle  y  la  justicia  castigarle  otra  vez,  sí 
reincide;  p^o  mientras  no  se  hace  culpable  de  un  nuevo  de* 
lito,  está  bajo  la  proteceion  de  las  leyes. 

Las  licencias  no  expresan  jamás  las  causas  de  la  ccmdena, 
para  que  Jos  cumplidos  puedan  presentarlas  sia  rubor  y  sea 
mas  fácil,  á  favor  del  olvido,  reconciliarse  con  la  sociedad  á 
quien  tuvieron  por  enemiga.  Los  cumplidos  reciben  el  pasa- 
porte y  un  socorro  ó  haber  de  marcha,  si  no  tuvieren  reser- 
vas en  las  cajas  del  establecimiento,  fruto  de  sus  trabqos  y 
economía;  pero  las  licencias  no  se  les  entregan ,  sino  que  se 
remiten  á  los  alcaldes  de  los  pueblos  de  su  nalaraleza  para 
que  sean  archivadas  en  la  s<)cretaria  del  Ayuntamiento  (4). 

M9.—  YL  PoI»c{ajudtctaI.=Aunque  los  establecimien- 
tos penales  dependen  de  las  autoridades  políticas,  sin  embar- 
go, considerando  que  á  los  fiscales  de  las  audiencias »  eomo 
partes  en  la  administración  de  justicia  y  representantes  del 
interés  público,  les  corresponde  reclamar  ante  los  tribunales 
la  aplicación  de  las  penas,  la  ley  creyó  convenieatarevestirlo 
de  la  potestad  de  celar  si  se  ejecuto,  ó  no,  lo  juzgado. 

9fl9.— Por  eso  es  que  la  autoridad  judicial  y  el  mioiste* 
rio  fiscal  tienen  derecho  de  visita  en  todos  los  establecimieo- 

(1)  Ordenanza  do  presidios,  arts.  34)9  y  sig  ,  y  real  órdeii  de  23 
de  juoio  de  1848. 
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106  penates,  aaaqae  para  el  solo  efecto  de  iaqairir  si  se  cam* 
pton  las  condenas  ségnn  han  sido  impaestas,  debiendo  los 
gofos  respoelivos  obedecer  las  órdenes  qhe  en  esta  parte  les 
eosBoniquen  coofDrnie  al  reglamento. 

9t9. — E\  derecho  de  visita  en  los  presidios  peninsulares 
oorresponde  á  las  aodiencias  y  al  oiinisterio  fiscal  de  las  mis*^ 
mas  en  cayo  territorio  se  hallen  situados,  y  en  los  de  Áfrí- 
caperlenoce  al  empleado  del  orden  judicial  de  mayor  gerar- 
qula  con  residencia  fija  en  aquellas  posesiones.  Él  uibunal 
supremo  de  Justicia  goza  del  derecho  de  visita  en  todas  las 
prisíoDes  del  reino  (4). 


CAPITULO  IX. 

Be  la  condaoeion  y  iraslaelon  de  los  premoB. 

820. — GoQdaccion  de  presos.  8$6.— Guando  pertenece  á  laau- 

891.— Cnerdis  de  confinados.  tortdadjadicial. 

8SS.— GoBdoccion  en  carroajee  8S7.— Guando  á  la  idmiaiilra- 

cerrados.  tiva. 

8S3. — Legislación.  8S8.— Guando  á  las  dos. 

SS4.— Gastos.  829.— Desacuerdos  coa  este  mo- 
OíiS.--TrB8lacion  de  presos.  tiro. 

M0;— La  conducción  de  los  presos  desde  el  lugar  de  su  en- 
cierro  al  de  su  condena,  y  la  traslación  de  los  confinados  de 
ano  á  otro  establecimiento,  deben  sujetarse  á  ias  regias  mas 
soYoras  de  la  disciplina  penitencial. 

8at.--^BI  sistema  de  hacerlos  viajar  públicaoMaie  de  dia 
Y  reunidos  en  cuerdas,  adolece  de  gravísimos  incoAvenientes. 
Pierden  los  sentenciados  los  restos  de  pudor,  sí  todavía  alber- 
gaban alguno  en  sos  almas  criminales,  y  su  audacia ,  des- 
pués de  estas  pruebas,  raya  en  cinismo;  se  Camiliarizan  do* 
rante  tan  larga  peregrinación  con  sus  compafteros  de  infor-«- 
tunío  y  coa  los  detenidos  en  las  cárceles  donde  hacen  noche, 
contacto  que  no  solo  aumenta  su  inmoralidad,  sino  que  les 

(1)    Lej  do  26dejulio,art.  34. 
ToHO  L  27 
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da  fuerzas  para  trioafar  del  sentimianlo  de  su  puvfbi  sgo»^ 
minia,  y  por  úJtimo  son  aa  triste  espeeUcolo  que  st  afreeai 
los  pueblos  de  su  tráusilo^  y  cuyos  efectos  dq.  am  fetíces  ya 
provoquen  maldiciones,  ya  exciten  siiiipaUa9>;ya  iasfiken 
compasión.  La  repugnante  desnudez  en  que  S6  préBenHt^  los 
excesos  de  la  cantina»  la  feroz  alegría  de  aqueUbs  rastras, 
los  oantares  obscenos  y  las  palabras  insultantes,  son  prece* 
dentes  harto  desfavorables  para  la  enmienda,  del  eulpable  y 
lecciones  de  funesto  ejemplo  para  las  costumbres. 

Un  buen  sistema  carcelario  empieza  en  la  prísii^n  preven-' 
tiva,  acompaña  al  delincuente  durante  su  coftdeaay  todavía 
le  sigue  mas  allá  de  los  muros  del  establecimiento  correc- 
cional: es  una  serie  no  interrumpida  de  actos  ya  de  dulzura, 
ya  de  severidad,  con  que  la  administración  procura  conser- 
var la  inocencia  del  preso  en  su  estado  de  sospecha,  intimi- 
dar y  corregirle  en  su  estado  de  pena,  y  fortalecer  ^f  cuiái- 
plido  contra  toda  tentación  de  reincidencia  en  su  estado  de 
libertad,  fioto  un  solo  eslabón  de  la  cadena»  la  rcforáía  del 
culpable  es  ó  muy  difícil  ó  imposible. 

999.— Estas  graves  consideraciones  movieron  &  bf (os  go- 
biernos á  adoptar  un  nuevo  sistema  de  conducción  y  trasla- 
ción de  los  sentenciados  al  lugar  de  eu  ootdeaa.  Verifletse  el 
servicio  en  carruajes  cerrados  y  divididos  en  celdillas  sepa- 
radas entpe  ai ,  de  suerte  que  los  presos  carezcan  de  tod»  co- 
nranieacion  interior  y  exterior.  ... 

SemcJanCe  método  de  transporte  es  Atil  en  aniño  grada  «ha- 
jo  el  aspecto  de  la  justicia,  porque  peomitiendo  cendueirá 
los  sentcmeíados  con  mas  rapidez  ¿su  destine,  la  aceiiB  de 
las  leyes  afMirece  mas  pronta  y  mas  efioal*,.  la  pena  esfifeCe«> 
ríble  bajo  el  aspecto  moral,  porque  evita  que  le»  criminales 
se  mezclen  y  contagien  formando  parte  danantenmcho  tiem- 
po de  un  mismo  convoy,  hace  imposibles  las; Felaciones  que 
los  forzados  cooduoidos  en  cuerdas  oumüeif  ncon  ais  cám> 
plices,  y  ios  aisla  de  los  presos  sedentarios  en  euyn  conpaftia 
pasan  las  noches,  cuando  las  caréeles  del  Icánsíto  les  dan 
alojamiento.  T  no  solo  el  método  expuesto  es  mas  humano, 
roas  expedito,  más  moral,  sino  que  regularizado  et. servicio. 
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llegará  á  sér  lambíea  mas  ecoaómioo  por  la  bnevedad  dfal 
Iraosparle  qoo  reduce  coasideraUemente  la  camidad  de  lo8 
aacotros  diarios  con  qoe  abora  es  preciso  asigiir  á  los  confia 
nades  y  ft  sa  escolta. 

'  9M.-^Eq  Espafia  distamos  macho  de  alcanzar  este  grado 
de  perCecetoa  ea  la  manera  de  coadocir  los  presos «  la  cual 
está  ea  perfecta  eoosoaancia  con  nuestro  gjrande  atraso  en  4o* 
dos  los  puDtos  del  sisteaM.  carcelario» 

Los  sentenciados  á  presidio  eo  los  peninsulares ,  eran  con* 
ducidos  por  tránsitos  de  jaslicia  ea  justicia  con  escolta  de 
paisanos  armados  según  la  ordeoansa  del  ramo  (4);  más  en 
el  día  presta  la  guardia  civil  este  servicio,  ó  en  su.defeo** 
lo,  cuando  se  bailare  ocupada  en  algún  servicio  prefer^te, 
cualquiera  otra  fuerza  organizada  dependiente  del  ministerio 
de  la  Gobernación,  y  en  último  término  debe  reourrirse  á  las 
autoridades  militares  para  que  raeiliten  la  necesaria  escolta 
M  ^ército.  BsjBeptúaase  los  eocausados  por  delitos  leves  en 
los  caaos  que  determinen  las  respectivas  autoridades;  judt*» 
cíales  (2)>  Sin  embargo*  mientras  no  se  baga  entrega  del 
preso  4  confinado  al  gefe  inmediato  de  aquel  cuerpo » los.  pue- 
blos deben  conducirlos  de  ¿rdenide  sus  alcaldes,  lo  mismo 
que  á  los  reos  fugados  y  á  los  maibeebores  aprefaendjdos  por 
eUos,  satístacíendo  loq  gastos  ocasionados  en  su  alimento  en 
la  misma  forma  c^e  se  provee  á  la  maoiilencion4e  los  presos 
pobres  (3). 

Les  sentenciados  á  los  presidios  de  África  son  condu* 
cidos  en  cnerdas  qne  salen  una  6.  dos  veces  al  afio,  según 
sn  nimerot  ea  los  meses  de  abril  y  setiembre  y  en  los  días. 
seBalades  por  la  dirección.  Un  gefe  militar  llevando  á  sus- 
órdenes  la  sofiúieote  escolta ,  cuya  fuerza  se  Aja  en  la  propor**- 
eion  de  un  soldada  por  cada  diez  presidiarios,  es  el  encarga- 
do de  la  conducción  ba^o  su  responsabilidad,  Las  escoltas  se 
relevan  en  l^s  puntos  donde  hubiere  comodidad «  procurando 
que  el  relevo  se  repita  con  la  mayor  frecuencia  posible^, 

(1)  Art.  54. 

(2)  Heai  órdeo  de  S6  de  agosto  á«  184i/. 

(3)  Real  orden  de  26  do  mayo  de  1S4S. 
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Guaodo  los  presos  traoseuotes  se  detíeoea  ea  les  pueblos 
para  pernoctar,  ó  por  efecto  del  temporal,  ó  por  oirá  cansa 
que  justiGque  la  detenciou^  íagresaa  por  regla  genemleo  los 
depósitos  muDÍcipales,  colocáudolos  con  separacíou  dé  los 
procesados  y  de  los  senteociados  á  la  pena  de  arresto  menor; 
pero  pueden  no  obstante  tener  ingreso  en  las  cárceles,  si  el 
pueblo  es  cabeza  de  partido  judicial  y  el  depósito  no  ofrece 
la  seguridad  ó  la  capacidad  necesarias  (I). 

Si  las  conducciones  se  ?eritican  á  largas  distancias  fue- 
ra de  la  provincia,  las  autoridades  civiles  cuidan  de  la  segó* 
ridad  de  los  presos,  poniéndose  de  acuerdo  con  las  míH* 
tares  (2). 

Cuando  algún  presidiario  enferma^  el  comandante  déla 
cuerda  lo  hace  reconocer  por  un  facultativo,  quien  declara  si 
puede  ó  no  continuar  la  marcha.  Pudicndo  continuar,  y  ha- 
biendo en  la  ruta  á  distancia  proporcionada  algún  hospital  ci<- 
vil  ó  militar,  continúa  el  enfermo  incorporado  á  la  cuerda 
basta  hacer  entrega  de  él  en  calidad  de  preso  al  administra- 
dor ó  gefe  del  establecimiento  bajo  recibo.  No  pudiendOfiro« 
seguir  el  camino,  debe  dejarlo  encargado,  también  bajo  re-* 
cibo ,  al  alcalde  para  que  le  proporcione  la  asistencia  y  so« 
conos  que  reclama  la  humanidad  afligida,  ó  le  traslade  al  hos- 
pital  mas  inmediato,  si  este  no  cae  ep  el  itinerario  ó  no  se 
halla  i  distancia  regular. 

Restablecido  el  enfermo,  los  alcaldes  cuidan  de  remitir* 
le  al  presidio  mas  inmediato,  desde  donde  le  ekivla  el  gefe 
poliitco  a  su  destino ;  y  si  el  mal  se  agrava  hasta  el  punto 
de  peligrar  la  vida,  la  autoridad  local  procura  que  el  «on* 
Uñado  baga  testamento  teniendo  bienes  >  y  no  teniéndolos, 
declaración  de  pobre,  cuyos  documentos  con  la  fé  de  muer- 
te>  sí  falleoiese,  pone  en  manos  de  la  autoridad  superior  de 
la  provincia  y  éste  en  las  de  la  dirección. 

No  puede  acompafiar  á  los  presidiarios  coaducidos  en 
cuerdas  individuo  alguno  de  su  familia,  y  menos  todavía  pa- 

(I)    Real  orden  de  13  de  setiemhre  de  I8i9. 
(S)    Real  orden  de  26  de  agosto  de  1849. 
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sar  eoD  ellos  á  las  plazas  de  África  á  donde  fuereo  destioa* 
dos  (4). 

994.— Los  gastos  qae  ocasiona  la  conducción  de  rema- 
tados á  presidio  no  deben  gravar  á  los  pueblos  del  triinsito, 
anio  satisfacerse  por  cuenta  del  presupuesto  del  ramo  (9), 
porqne  siendo  un  servicio  públteo  del  cual  reporta  interés  lo- 
da  la  nación^  parece  justo  que  sea  también  á  cargo  del  es-« 
Udo. 

—fte'-^-La  traslación  de  tos  presos  6  su  mudanza  de  ona  á 
otra  prisión  es  un  asunto  de  la  exclusiva  competencia  de  la 
autoridad  judicial,  ó  de  la  administrativa,  ó  en  fin,  de  una 
potestad  mista. 

89e.— Pertenece  aoloá.la  autoridad  judicial  cuando  se  re- 
fiere á  presos  con  causa  pendiente  y  motivos  que  se  refieren 
de  una  manera  directa  á  la  administración  de  justicia  la  exi- 
gen con  arreglo  á  las  leyes;  pero  en  ningún  caso  puede  de- 
cretar la  traslación  eo  masa  de  los  presos  de  uoa  cárcel  á  otra 
por  si  misma. 

999.— A  la  administración,  por  su  parte»  corresponde  or- 
denar la  traslación  de  una  á  otra  cárcel:  4.®  si  los  presos  no 
tuvieren  causa  pendiente;  3.®  si  teniéndola ,  no  salieren  del 
lugar  de  residencia  del  tribunal  6  juez  instructor  del  proce- 
sa; 3,°  y  en  fin,  fuera  de  aquellos  limites,  en  casos  de  abso- 
luta necesidad  y  como  medida  temporal,  dando  al  instante 
noticia  de  la  disposición  y  de  sus  motivos  al  regente  de  la 
aii4*encia  ó  al  juez  de  primera  instancia,  según  que  la  cau- 
su  pendiere  en  el  juzgado  ó  eo  el  tribunal  superior. 

Ml».--Por  ultimo,  la  traslación  de  los  presos  con  causa 
pepdíante,  cuando  circunstancias  extraordinarias  no  obligan 
á  la  autoridad  administrativa  á  decretar  su  traslación  por  si 
sola«  es  asunto  de  mista  competencia,  por  lo  cual  debela 
administración  ponerse  previamente  de  acuerdo  con  el  re- 
gente de  la  audiencia  ó  juez  instructor  para  llevarla  á  efecto. 

^m, — Si  con  este  motivo  bubiere  desacuerdo  entre  un 
akalde  y  un  juez  de  primera  instancia,  el  gefe  político  del 

(I)    Ordenanza  de  presidios ,  arts.  57  y  sig. 
(S)    Real  órdeo  de  31  de  marzo  de  f  837. 
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98S. — ^InteríQ  no  se  plaateaa  los  estableeimteütos  q«e  el 
código  penal  exige,  las  mujeres  delincuentes  ingresan  eff  In 
casas  de  corrección  que  ahora  existen,  y  con  la  limítaejonde 
que  las  sentenciadas  á  arresto  mayor  ó  menor  extinguen  sus 
condenas  en  las  cárceles  ó  en  los  depósitos  municipales  (4). 

Sin  duda  que  mucho  falta  aun  por  hacer  basta  elevar  es* 
tas  casas  de  corrección,  asi  como  nuestras  cárceles  y  prest* 
dios ,  á  la  altara  en  que  se  encuentran  en  yarias  naciones  de 
Europa  y  en  parte  de  la  América;  mas  por  ahora  será  fuerza 
contentar  nuestros  deseos  con  aplicar  á  los  establecimientes 
penales  de  España  los  principios  de  la  reforma  penitencial  y 
las  reglas  de  disciplina  mas  urgentes  y  de  mas  fácil  ejecn* 
cion .  Del  gobierno  y  del  tiempo  esperamos  mejores  frntes: 
de  aquel  porque  comunicará  el  impulso ;  de  este  porque  so* 
ministrará  ios  medios  de  realizar  el  progreso  apetecido. 

irasccionr  lisaiJiiíBA. 

res  de  %m  admliilstracloB  r«l«tlv««  •!  matmám 

de  Um  peniei 


CAPITULO  XI. 

Del  estado  de  liM  persona*. 

834.— Derechos  y  deber(98  per-    8^5.— Estado  de  las  personas  y 
soaaies.  su  divisiou. 

984.— Hemos  dicho  en  otra  parte  (2)  que  la  administra* 
cion  reconocía  derechos  y  deberes  personales,  unos  género* 
les  ó  comunes  á  todos,  y  otros  particulares  ó  relativos  á al* 
gunos  individuos ;  en  el  primer  caso  la  ley  considera  en  el 
hombre  solamente  el  carácter  de  miembro  de  la  nación,  y  en 
el  segundo  atiende  á  so  estado  en  la  sociedad. 

9Si^.— Estado  de  las  personas  es  la  contUcíon  ó  manera 
en  que  los  hombres  viven  ó  están  (3),  y  nace  siempre  de  h 

(1)  Ley  de  26  de  julio  de  1849,  art.  Si. 

(2)  Vi&se  ndm.  577. 

(3)  Ley  I,  ili.  m,  Part.  IV. 
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ley,  parque  solo  la  polestad  legislativa  crea  derechos  ¿  im- 
pone obligaeioneS:  de  donde  se  colige  que  se^ua  4as  leyes 
f aerea  naturales ,  civiles  ó  poUtícas,  así  el  estado  será  taro- 
biea  natural»  civil  ó  político. 

Se^^orameate  que  al  eiaminar  bajo  este  nuevo  punto  de 
víala  las  relaciones  enire  la  administraeion  y  los  admíaistra- 
dos,  habremos  de  pisar  los  Itaderbs  de  otras  ramias  de  la  ju* 
rísprudeaeía  agenaa  &  noesiro  asunto;  pero  aun  así  procura- 
remos contraernos  lo  mas  posible  en  la  exposición  de  iadoc* 
trina  administrativa,  respetando  únicamente  aquellos  vineulos 
que  la  identidad  de  principios  y  un  origea  común  establecen 
entre  indas  las  ciencias  hermanas. 

CAPÍTULO  xn. 

De  la  beitelleeiiela  ptfibllea. 

S36.— Estlido  Datura!  de  las  per-  S44. — Derecho    A  la  asísteoeia 

sQnas. .  del  estado. 

837. — Hombres  válidos  é  inváli-  845. — Obligaciones  de  alimentar 

dos.  á  expensis  del  eravio. 

838.— ^iMÜcencia  pdblic».  M6.^GArídad:legal. 

8<9. — ¿Debe  ser  un  servicio  ad-  847.— Influjo  de  las  leyes  econó- 

inÍDÍ8lrativo?  micas  en  el' remedio  de  Hi 

840. — Utilidad  délos  reglameo-  iodi^e&cía» 

tos  de  beneficeficía.  848*— Caridad  social. 

8H.— La  ))eDeflc6ncia  publica  se  849. ^Medida  incierta  deTa  bc- 

relmeá  la  caridad  privada.  nefícencia  í^dbliea. 

S49,r-La  beoeficeneia  es  un  d««-  8$0.^£$  imposible  apreciar  lus 

ber.social.  grados  del  infortunio. 

843;— Carácter  de  este  deber.  851.— Objeto  de  la  bencficencra 

pübUea. 

9Mi.«*Segon  80  estado  natural  \8t  distinguen  las  perso* 
ñas  en  válidas  é  inválidas ,  pues  hay  hombres  á  quienes  la 
naturaleza  dotó  oob  hi  plenitud  de  facultades  físicas  y  mora*» 
les  necesaria  para  procurarse  sos  medios  de  existencia ,  y 
otros  ma»^  infetices  cuyas  (berzas  originariamente  flacas  ó  de- 
MHtadas  por  la  edad,  la> desgracia  ola  fatiga,  no  pueden  so*^ 
portar  iriagun  trabajo  asiduo  y  penoso. 

999  .'^Mientras  tos  válidos  y  los  inválidos  poseen  recur- 
sos propios  con  que  satisfacer  las  primeras  necesidades  de  la 
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Tída,  la  ^niQJslraoíoii  ao  left  debe  Bina  aquella  cofiiM  pro* 
teocioD  que  aümeiiU  la  actividad  iadividaal  defeodiendo  h» 
personas  y  asegnraado  las  propiedades;  mas  cuando  loe  bra^ 
zos  llegan  á  ser  inútiles  al  hombre  válido  porqoe  biisoa  Ira*- 
bajo  y  no  lo  encuentra  ,  ó  sí  la  inoapaeidad  del  tnv&lido  fue- 
re absoluta  y  ambos  sufrieren  6  estavierea  eipoestos  &  sofrtr 
los  horrores  de  la  miseria,  la  adniDtstracáon  deba  amciliariee 
con  socarros,  es  deci  r,  dispensándoles  los  dones  y  tes  coDsae* 
los  de  la  caridad  social. 

Bste  doble  infortuaio  constituye  al  hombre  en  un  estado 
de  minoría  á  que  corresponde  ona  solícita  totola  en  el  gobier- 
no cuyos  paternales  cuidados  le  revisten  con  el  cariicter  de 
segunda  providencia  para  el.desvaltdo.  .. 

8S8.— Tal  es  el  objeto  de  la  beneficencia  pública  que  no 
es  sino  la  beneficencia  colectiva,  la  caridad  ejercida  en  su 
mas  lata  esfera,  derramando  sus  tesoros  á  expensas  y  en  nom- 
bre del  estado.  * 

839.— Pero  ¿debe  la  ley  erigir  la  beneficencia  en  ser?i- 
cío  administrativo?  ¿Tiene  la  indigencia  derecho  á  los  socor- 
ros público^  ¿Hasta  donde  alcanzan  los  deberes  de  la  cari- 
dad social?— Hé  aquí  tres  graves  cuestionea  que  examinare- 
mos sucesivamente. 

Hay  deberes  morales  para  la  sociedad  como  para  bs  indi  - 
viduos,  Y  por  eso  mismo  hay  una  beoefieeacia  pública  como 
una  caridad  privada.  La  administración  no  puede  mantenerse 
indiferente,  inmóvil  y  muda  en  preseaoia  del  infortunio :  su 
obligación  es  aliviar  los  padecimiejitos  de  las  clases  indigen- 
tes, no  solo  porque  interesa  á  la  paz,  al  orden,  á  la  salud ,  al 
bien  público,  sino  porque  el  estado  ^  i  manera  de  la  EamHia, 
de  ia  corporación,  de  la  ciudad,  de  nda  asociacimí  euak|QÍe« 
ra ,  tiene  el  deber  rigoroso  de  velar  por  la  ooniervaciea  de 
aus  miembros. 

^  La  beoefieeacia  pública  es  el  ejercieio  de  una  caridad  aa* 
perior  tateligente  y  liberal  que  reviela  al  ea^teodimieato  7  a( 
corazón  del  hombre  loa  asedios  de  lograr  la  «qont  iadefiaida 
it  la  sociedad;  la  destrnocíon  de  la  roiseriat  del  vicio^  del  éo- 
br  €si  ana  raices  y  el  exterminio  del  mal  en  aua  causea. 
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MM.-^Pretenden  algaaos  qoe  ei  itusorta  la  necesídid  de 
reglamentos  administrativos  para  dirigir  á  la  sociedad  por  las 
sendas  de  la  beneficencia;  que  los  socorros  públicos  oo  tie«- 
aea  eon  la  caridad  sino  una  grosera  semejanza;  qae  dando  ft 
los  sentimientos  individnales  organización  y  conjanto,  ro«- 
bnstecidos  con  el  poder  de  la  asociación ,  conducirían  á  la 
sociedad  hasta  un  periodo  de  progreso  en  qoe  desapareciesen, 
como  innecesarias,  las  leyes  de  pobres.  Este  risuefio  {iorve** 
nit ,  si  no  es  una  utopia  <  se  nos  presenta  en  horizonte  muy 
lejano ;  por  lo  cual  nínguaa  administración  debe  descansar 
confiando  en  la  caridad  privada,  porque  siendo  so8:dones  es^ 
pOAtáneoSf  la  suerte  de  los  indigentes  seria  tan  precaria,  co- 
mo eventuales  é  inciertos  los  socorros  particulares. 

9ét.-**Pero  la  beneficencia  pública  no  reusa,  sin  embar" 
go,  el  auxilio  de  la  caridad  privada,  sino  que  por  el  contrario 
perfecciona  y  completa  su  acción.  La  caridad  social  es  de  su^ 
yo  inflexible  porque  está  sujeta  á  reglamentos;  costosa  por-* 
que  se  convierte  en  un  servicio  administrativo;  descuidada 
porque  confunde  k  oada  paso  la  verdadera  con  la  falsa  pobre-» 
la,  y  por  último,  poco  benévola  y  afectuosa,  pues  para  ejer« 
cerla  establece  ei  gobierno  ñola  gerarquiaqoe  se  posee  del 
ctmpiimiento  de  un  deber,  y  no  simpatiza  con  el  desgracia^* 
do.  A  la  caridad  privada'  toca  llenar  estos  huecos,  socorriendo 
ciertos  infortunios  imposibles  de  adivinar,  ciertas  desgracias 
ocultas,  ciertos  accidentes  pasajeros  que  huyen  á  la  perspi- 
cacia del  legislador  y  á  la  previsión  de  los  reglamentos. 

La  justicia  social  respeta  en  la  indigencia  su  titulo  á  los 
soeorros  públicos ,  primeramente  porque  existirán  derechos 
y  deberes  anteriores  ,á  toda  sanción ,  mientras  la  conciencia 
recoBOXca  ptincipíos  eternos  de  moral  universal  superiores  á 
toda  ley  positiva;  y  en  segundo  lagar  porque  si  el  progreso 
de  las  soeiedadas  aumenta  el  desnivel  de  las  condiciones,  so* 
bre  el  estado  pesa  ia  obligación  de  poner  remedio  á  los  males 
pai dales  que  él  mismo  causa  procurando  el  bien  del  mayor 
número.  Tanta  cmddad  sería  entregar  el  gobierno  las  victi^ 
mas  de  la  civilización  á  su  destino,  como  abandonar  un  ca«' 
pitan  vencedor  ásus  heridos  en  el  campo  de  batalla. 


^ 
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^49*— Este  deber  de  ia  admíDistracion  ciMe  con  el  ade- 
lanto de  los  pueblos,  porque  el  aumento  de  la  riqueza  públi- 
ca y  de  la  felicidad  geoeral  suministra  medios  abundan* 
tes  de  darle  fiel  cumplimiento.  Cuando  lo  supérQuo  abun- 
da para  nosotros ,  bien  podemos  proveer,  á  los  demás  de  lo 
necesario. 

948. — No  basta  asentar  el  principio  del  deber  social  co«> 
mo  base  de  las  leyes  de  beneficencia ;  es  preciso  calificar 
aquel  deber  y  decidir  la  cuestión  de  doctrina  para  sefialar 
con  exactitud  las  reglas  de  la  beneficencia  práctica  y  la  mqor 
organización  de  un  sistema  de  socorros  públicos. 

Del  infortunio  nace  un  derecho  moral  á  la  asistencia  del 
gobierno ;  pero  no  un  derecbo  cifil ,  ni  un  derecho  poUlico, 
sino  una  obligacioa  fundada  en  la  equidad ,  proclamada  por 
la  Toz  de  la  naturaleza  y  santificada  por  el  EfangeKo.  Con«- 
vertir  el  sentimiento  de  la  caridad  en  nn  deber  estricto,  trans- 
formar el  precepto  de  conciencia  en  deuda  del  estado',  eqoi-- 
vale  á  reconocer  el  derecho  del  pobre  di  impuesto  integro  á 
toda  la  renta,  al  capital  mismo,  y  á  proclamar  en  snma la 
abolición  de  la  propiedad;  y  como  sin  esta  no  se  concibe  la 
sociedad,  ni  la  existencia  del  hombre  fnera  de  ella,  admilir 
en  el  gobierao  nna  obligación  eficaz,  anterior  á  la  ley  escrito 
ó  positiva,  de  otorgar  socorros  públicos,  es  un  supuesto  con- 
tradictorio, es  erigir  un  derecho  contra  el  derecho. 

Hay  ciertos  deberes  qne  no  tienen  derechos  correlativos: 
la  caridad  pertenece  á  esta  clase ,  porque  el  hombre  debe  so- 
correr al  prójimo  sin  que  el  necesitado  posea  el  derecha  de 
exigir  de  persona  determinada  el  alivio  á  sa  desgracia.  Son 
preceptos  del  orden  moral  ó  religioso  que  las  conslitneiiines 
políticas  no  consagran,  ni  las  leyes  civiles  establecen,  ni 
desenvuelven  los  reglamentos  administrativos,  poesel  legiaU- 
dar  solamente  considera  y  desarrolla  los  principios  de  estricto 
jtfiiticia.  El  estado  no  protege  sino  el  libre  ejercicio  de  los  de- 
rechos absolutos,  de  los  derechos  rigorosos  de  los  individuos, 
y  jamás ,  sin  violar  el  santuario  de  la  eoneienoia  y  sin  des- 
truir la  libertad ,  podría  exigir  al  ciudadano  el  cumplimiento 
de  sus  deberes  puramente  morales. 
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944. — La  caestion  de  la  asistencia,  tal  cual  el  socialismo  la 
propone,  es  la  cuestión  de  vivir  los  particulares  á  expensas  del 
estado  ea  vea  de  subsistir  el  estado  á  costa  de  los  particula- 
res, considerando  á  la  sociedad  como  un  ser  ideal, una  persona 
fantástica  dotada  de  una  exístencia-díslinta  de  los  individuos 
y  aun  opuesta  isas  intereses.  Entendido  asi,  el  derecho  ab* 
soluto  á  la  asistencia  es  el  derecho  al  salario,  á  ana  recom- 
pensa proporcionada  á  las  necesidades  verdaderas  ó  facticias 
del  obrero  y  de  sa  familia ;  y  como  estas  necesidades  varían 
según  los  tiempos ,  los  lagares ,  los  sucesos  y  las  situaciones 
de  la  vida/es  condición  implícita  que  el  obrero  se  fije  á  si 
mismo  al  precio  del  trabajo. 

946.***La  obligación  de  dar  alimentos  solo  es  natural  ó 
civil  entre  particolares :  el  estado  no  la  reconoce  sino  como 
un  deber  moral  mientras  puede ,  y  dentro  del  límite  de  sus 
recursos,  porque  no  hay  contrato  social ,  no  hay  leyes  con- 
vencionales anteriores  á  las  leyes  positivas.  £1  derecho  es 
una  cosa  cierta;  el  poder  incierta :  el  primero  es  revindi- 
cable;  el  segundo  no:  aquel  nace  de  la  ley;  este  es  hijo  del 
corazón. 

84«.— La  expresión  caridad' legal  significa  la  negación  de 
toda  simpatía  con  la  desgracia  y  revela  una  contradicción 
manifiesta,  porque  no  hay  beneficio  cuando  el  socorro  no  es 
espontáneo ,  ni  actos  espontáneos  donde  no  existe  indepen* 
dencia.  Convertir  la  obligación  moral  en  obligación  civil, 
.  remplazar  el  sentimiento  con  el  deber,  es  amortiguar  el  es* 
plrilu  religioso  en  el  individuo  cuya  benevolencia  cesa  al  ver 
que  la  ley  declara  el  infortunio  una  carga  de  justicia  para  el 
estado.  La  expresión  caridad  legal  excluye  las  ideas  de  bene* 
fíeio  y  gratitud,  porque  no  hay  favor  cuando  se  satisface  una 
deuda,  ni  reconocimiento  al  aceptar  un  derecho. 

No  quiere  decir  que  la  sociedad  abandone  al  pobre  des«* 
valido:  la  administración  no  debe  con  imprudentes  socorros 
eximir  al  individuo  de  toda  responsabilidad  por  sus  faltas  de 
previsión  y  de  economía ,  dejando  la  virtud  sin  recompensa  y 
sin  castigo  el  vicio;  pero  tampoco  se  opone  al  principio  de  la 
libertad  humana  que  el  estado  acuda  en  auxilio  de  las  des- 
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gracias  individuales ,  porque  la  previsión  particular  no  ex- 
cluye la  previsión  común. 

La  caridad  es  el  bálsamo  que  cura  estas  heridas  sociales  y 
mitiga  el  dolor  de  la  miseria,  triste  condición  de  la  flaca  nato^ 
raleza  humana  y  ley  constante  de  todas  las  sociedades;  porque 
cuando  el  capital  crece  mas  á  prisa  qoe  ia  población  hay  bien- 
estar, y  cuando  la  población  adelanla^al  capital  hay  privacio- 
nes y  sufrimiento,  y  asi,  mientras  existan  estos  datos  y  fuere 
posible  la  perturbación  de  aquel  equilibrio  (que  sucederá 
siempre),  babrá  pobres  en  la  tierra. 

Dfcese  que  la  limosna  humilla;  no,  ia  caridad  ao  degrada: 
la  obligación  de  socorrer,  si,  quebrantaría  todos  los  Tincólos 
de  fraternidad ,  porque  al  practicar  el  bien  no  habría  mérito 
en  el  rico ,  ni  motivo  de  gratitud  para  el  pobre.  No  lodo  se 
manda  y  ni  puede  exigirse  todo:  si  la  ley  reosaei  apoyo  vo* 
luntario  de  la  moral,  la  sociedad  será  tiránica  ó  impía. 

Ningún  plan  para  socorrer  la  pobreza  merece  atención, 
sino  aquel  que  conduce  á  los  pobres  al  estado  de  no  necesi- 
tar socorros,  multiplicando  los  medios  de  existencia  con  los 
productos  del  trabajo.  Todos  los  demás  proyectos  fúndanse 
en  el  sistema  de  socorrer  la  miseria  á  costa  de  la  miseria  mis- 
ma, de  la  miseria  universal  llevada  hasta  la  destrucción,  pnes 
proclamar  falsos  derechos  es  poner  en  evidente  peligro  los 
verdaderos. 

9él.*-Bttenas  leyes  económicas  para  precaver  la  indi-» 
goncia,  y  á  donde  estos  recorsos  preventivos  noalcaaeen, 
las  máximas  del  cristianismo  aplicadas  á  la  política  por  ei 
ioQüjo  de  la  ley  y  llevadas  al  seno  de  la  familia  y  al  oorason 
mismo  del  individuo  por  medio  de  la  educación ,  lograrán  or* 
ganizar  con  mas  acierto  nn  sistema  de  socorros  públicos,  que 
la  práctica  estéril  y  temeraria  de  toda  obligacioa  legaL  Los 
gobiernos  haa  considerado  siempre  la  beneficencia  pública 
como  on  deber  social,  aunque  jamás  se  haya  escrito  en  los  có« 
digos  el  derecho  individual  á  la  asistencia;  y  si  á  la  caridad 
privada  puede  oponérsele  alguna  tacha ,  no  serán  segara* 
mente  la  dureza,  ni  tampoco  la  avaricia;  sino  al  contrarios 
celo  excesivo  y  su  liberalidad  indiscreta. 
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8A0.-^La  caridad  social  qo  es,  en  sama,  el  derecho  de  re- 
querir un  auxilio,  de  eiigir  uDa  preslacioa  determinada, 
ejercitaado  el  individvo  una  acción  contra  el  estado  para  ob- 
teaer  tal  asislencia;  es  una  esperanza  legitima  de  alivio ,  un 
litulo  de  protección  respetable  á  los  ojos  del  gobierno:  no  ve- 
mos en  ella  la  reclamación  de  una  deuda,  sino  la  demanda  de 
un  beneficio. 

8A#.-^Por  esta  causa  no  puede  ser  cierta  la  medida  de 
la  beoeficencia  pública:  siempre  carecerán  sus  actos  de  aque* 
Ha  Gjeta  y  exactitud  que  se  descubre  en  todo  deber  rigoro-* 
so.  Un  vago  espíritu  de  equidad  seBala  sus  reglas ,  si  no  con 
una  precisión  absoluta,  guardando  por  lo  menos  algún  grado 
de.  correspondencia  y  analogía  con  la  intensidad  y  la  exten- 
sión de  cada  infortunio.  La  beneficencia  pública  debe  apoyo 
á  k  infancia  abandonada,  enseñanza  á  la  frágil  juventud,  am- 
paro á  la  vejez  desvalida,  y  al  enfermo  pobre  ó  socorros  do« 
mestices  ó  una  hospitalidad  común. 

Si  tratamos  de  deslindar  (as  verdaderas  de  las  falsas  ne- 
cesidades  para  discernir  la  indigencia  real  de  la  facticia;  si 
nos  proponemos  ajustar  la  medida  de  los  socorros  á  lo  grave 
de  la  desdicha,  á  lo  extenso  de  las  privaciones ,  á  lo  profun- 
do del  padecimiento;  si  intentamos  fijar  el  tiempo,  el  modo, 
la  forma  de  la  asistencia ,  nuestros  esfuerzos  serán  vanos, 
porque  cuanto  mas  adelantáremos  en  estas  cuestiones,  tanto 
mas  se  hallará  nuestra  razón  envuelta  en  las  tinieblas  de  la 
incertidumbre. 

860.— El  infortunio  no  es  un  fenómeno  simple,  absoluto, 
comensnrable:  hay  dolor  físico,  penas  verdaderas,  males  ima- 
ginarios y  también  amarguras  nacidas  de  la  opinioa.  La  be- 
neficencia pública  solo  debe  socorrer  el  íofortunío  positivo; 
¿mas  cómo  diatíagoir  el  padecimiento  digno  de  alivio  de  los 
qaebnMitoSi  asi  del  cuerpo  como  del  espíritu,  queálaad-* 
Hkinistracíon  no  es  licito  remediar?— Vé  ahi  por  qué  la  ao^ 
eioa  de  la  caridad  social  será  siempre  indefinida  en  cuanto  á 
ia  claae  y  al  grado  de  asislencia  debida  á  cada  persona,  pues 
siendo  tajitas  y  tan  varias  las  desdichas  individuales,  fuera 
loco  empello  subordinar  enteramente  su  remedio  á  reglas  in* 
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flexibles  y  uniformes.  Mas  auoqae  la  administración  no  po- 
sea una  medida  común  del  infortunio,  basta  á  su  propósito 
'  conocer  por  los  signos  exteriores  ciertos  hechos  generales, 
ciertas  necesidades  de  todo  individuo ,  y  sobre  esta  base  se- 
gura, aunque  un  tanto  indeterminada,  asienta  la  legislación 
relativa  á  los  socorros  públicos. 

961.» La  beneGcencia  publica  es  una  tutela  del  estado, 
centro  y  apoyo  del  patronato  individual  en  favor  del  infortu- 
nio, y  realización  del  principio  fundamental  de  la  sociedad 
humana  que  asegura  ál  débil  la  protección  del  fuerte.  Precaver 
la  miseria  combatiéndola  en  su  origen,  instituir  ó  reformar 
los  establecimientos  piadosos  destinados  á  reprimirla,  y  dic- 
tar leyes  y  reglamentos  administrativos  que  organicen  el  ré« 
gimen  de  los  socorros  públicos  de  la  manera  mas  conforme  á 
su  (¡a  y  al  interés  social ,  tal  es  el  triple  objeto  de  la  benefi- 
cencia. 

CAPÍTULO  xin. 

Be  los  pobre*    tMMos. 

S52.— Causa»  de  la  indigencia.  cieociay  de  policía. 

85:i. — Condiciones  del  socorro  á  857.— Difürenciaenlro  la  pobre- 
Ios  pobres  fálidos.  za  y  la  Tagaacia. 

854.— Deben  trabajar  para  el  es-  8$8.— Antiguas  leyes  de  pobres, 

tado.  859.<— Su  ineficacia. 

855. — Teoría  del  derecho  al  tra-  860. — Su  reforma. 

bajo.  851. — Ledslacion  vigente. 

856.— Es  solo  UQ  deber  de  con-  862.— Talleres  públicos. 

96t. — La  indigencia  nace  de  varias  causas ,  unastnier- 
ñas  y  otras  externas:  las  primeras  son  personales  y  consisten 
en  alguna  enfermedad  del  cuerpo  ó  del  espíritu  que  iacapa*» 
cita  á  quien  la  padece  para  el  trabajo;  las  segundas  son  aecU 
dentes  de  la  fida  doméstica,  calamidades  públicas,  vicios  de 
las  leyes  ó  errores  de  la  administración  que  precipitan  á  eie^ 
tos  individuos  en  un  estado  de  pobreza,  ya  temporal,  ya 
perpetuo:  por  manera  que,  é  las  faltas  del  hombre,  6  los  re* 
Teses  de  la  fortuna  son  las  causas  de  toda  miseria. 
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SftS.— Las  condíctones  naturales  de  vigor  ó  debilidad  in- 
trodaoea  graves  difereocía^s  en  los  deberes  del  gobierno  para 
con  el  pobre.  Cuando  el  indigente  pide  asistencia  al  estado 
con  el  doble  titulo  de  la  miseria  y  de  la  enfermedad,  la  admi  • 
nistracion  debe  acudir  en  su  auxilio,  proporcionándole  socor- 
ros gratuitos  y  desinteresados;  mas  si  el  pobre  válido  recla- 
ma el  mismo  beneficio,  el  socorro  poede  y  debe,  en  bien  de 
la  moral  y  en  nombre  del  interés  común,  ir  acompañado  de 
una  condición  rigorosa,  el  trabajo. 

9&4.^EI  indigente  válido  tiene  pues  la  obligación  de  tra- 
bajar para  el  estado  que  le  asiste  con  sus  recursos^  mostrán- 
dose agradecido  á  su  bienhechor  y  procurando  serle  lo  me- 
nos oneroso  posible  en  medio  de  su  infortunio.  Si  suponemos 
que  tal  obligación  no  existe,  despojamos  á  los  actos  humanos 
de  su  sanción  natural ,  á  la  previsión  de  su  mérito,  á  la  eco- 
nomía de  sus  frutos  y  á  la  perseverancia  del  interés  que  la 
sostiene.  Si  la  recompensa  de  todos  los  desórdenes  de  la  vid% 
es  una  existencia  segura  y  cómoda  en  la  ociosidad,  nadie 
querrá  soportar  las  fatigas  del  campo,  ni  someterse  á  las  ta- 
reas fabriles ,  ni  adelantar  en  su  arte ,  ni  ahorrar  para  si  ni 
para  su  familia,  porque  el  estado  garantiza,  aun  al  hombre 
que  llega  á  pobreza  por  su  culpa,  como  término  de  su  des* 
dicha,  el  pan  y  el  reposo.  No,  ningún  estado  pudiera  sub- 
sistir un  solo  dia  bajo  una  legislación  que ,  reemplazando  los 
esfuerzos  individuales  con  la  acción  del  gobierno,  hiciese 
promesas  temerarias  y  alimentase  esperanzas  tan  crimina- 
les, como  engañosas. 

066.— Supuesto  que  el  indigente  válido  está  sujeto  á  la 
obligación  de  trabajar  para  el  estado  mientras  le  socorre  ¿no 
posee  por  su  parte  un  derecho  equivalente,  el  derecho  al  tra- 
bado en  circunstancias  extraordinarias»  en  momentos  de  cri- 
sis, cuando  en  virtud  de  ciertas  condiciones  de  fuerza  ma- 
yor, de  ciertos  accidentes  superiores  á  la  previsión  humana, 
el  trabajo  privado  no  puede  aliviar  sus  dolencias? 

El  derecho  absoluto  al  trabajo  es  el  derecho  condicional 
á  la  asistencia;  y  asi,  resuelta  aquella  cuestión ,  esta  se  halla 
también  decidida.  No  obstante ,  haremos  algunas  reOexiones 
Tomo  I.  28 
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acerca  de  este  dogma  del  socialismo,  mas  coa  el  própósilo  de 
dar  k  conocer  la  leoria,  que  por  el  iatcrés  directo  de  la  cien- 
cia administrativa. 

Si  ia  fórmula  socialista  derecho  al  trabajo  signifícase  so- 
lamente el  derecho  de  trabajar,  el  libre  ejercicio  de  nuestras 
facultades,  ni  encerraba  ninguna  doctrina  nueva,  ni  expre- 
saba ninguna  garantía  que  no  estuviese  comprendida  en  las 
palabras  libertad  y  propiedad,  cuya  consagración  por  la  ley 
es  un  deber  de  rigorosa  justicia;  mas  escítando  la  idea  de  un 
derecho  á  vivir  á  expensas  del  estado  de  quien  se  reclama, 
como  si  fuese  una  deuda,  el  trabajo  durante  los  periodos  de 
perturbación  económica,  otorgar  semejante  derecho  equival- 
dría á  subvertir  el  orden  social. 

Admitir  aquel  derecho  es  asentar  un  principio  absoluto, 
es  reconocer  un  titulo  imperativo  é  imprescriptible  á  favor 
del  individuo  contra  el  estado  para  obtener  la  materia  y  los 
instrumentos  del  trabajo.  Dar  derecho  á  una  cosa  es  conce- 
der el  derecho  de  exigirla:  garantizar  el  trabajo  es  asegurar 
á  cada  uno  el  empleo  de  su  inteligencia  y  de  sus  brazos;  es 
prometer  el  capital  necesario  para  alimentar  la  industria  na- 
cional y  erigir,  en  Un,  la  dictadura  económica  mas  horrorosa 
é  insoportable,  cuyo  próximo  desenlace  no  puede  ser  si- 
no el  gobierno  absoluto  en  la  política  y  el  comunismo  en  ia 
sociedad,  es  decir,  la  unidad  en  vez  de  la  libertad,  el  dere- 
cho colectivo  en  vez  del  individual,  y  la  propiedad  social  en 
lugar  de  la  privada. 

El  derecho  al  trabajo  supone  un  contrato  entre  el  indivi- 
duo y  la  sociedad,  según  el  cual  debe  el  estado  á  cada  miem- 
bro la  existencia,  sin  que  los  miembros  deban  nada  al  es- 
tado: el  derecho  sin  la  obligación  de  trabajar  y  sin  poder 
coercitivo,  aun  cuando  la  obligación  se  consagrase.  El  in- 
dividuo se  alza  como  tirano  y  la  sociedad  se  postra  como  es- 
clava. 

Si  el  derecho  existe.,  debe  recibir  una  aplicación  normal, 
y  el  estado  no  puede  ofrecer  trabajo  mas  allá  de  las  necesida- 
des del  mercado,  ni  sos  gastos  exceder  de  sus  recursos,  ni 
las  rentas  dejar  de  acomodarse  á  las  exigencias  de  la  politi- 
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ca.  Si  el  trabajo  tiene  derecho  á  uaa  parte  del  impuesto ,  le 
tiene  también  á  toda  la  propiedad. 

Si  se  consigna  este  derecho,  el  estado  debe  ejercer  todas 
las  industrias  para  asegurar  trabajo  &  todos  los  individuos,  á 
cada  uno  según  su  aptitud  y  su  profesión;  y  es  bien  claro 
que  un  trabajo  general  seria  insuficiente,  y  una  multitud  de 
trabajos  especíales  imposible.  El  gobierno  se  arrogarla  el 
monopolio  de  la  producción,  y  el  obrero,  ahora  libre,  per- 
dería su  dignidad  é  independencia  para  convertirse  en  sier- 
vo del  estado. 

85e. — El  deber  social  de  procurar  trabajo  no  puede  con- 
cebirse sino  como  una  condición  de  la  beneficencia  pública 
en  los  momentos  de  crisis;  deber  de  conciencia  y  de  política 
que  han  reconocido  siempre  los  gobiernos  y  le  han  practica- 
do sin  estar  escrito,  y  sin  haberse  siquiera  imaginado  un  de* 
recho  individual  correlativo.  Para  cumplirle  con  exactitud 
no  se  necesita  investir  al  individuo  de  una  acción  revindica*- 
toria  contra  el  estado,  ni  armar  á  media  sociedad  contra  la 
otra  media,  pues  como  no  hay  mas  fortuna  pública  que  el 
conjunto  de  las  fortunas  particulares,  si  la  ley  impone  al  go* 
bierno  el  deber  absoluto  y  rigoroso  de  suministrar  trabajo, 
se  obliga  á  dar  lo  ageno,  y  se  compromete  á  despojar  á  unos 
para  socorrer  á  otros.  Asentado  el  principio,  la  cuestión  de 
justicia  se  convertirá  en  cuestión  de  fuerza. 

Nada  hay  que  conceda  &  los  trabajadores  un  derecho  po* 
sitivo  con  respecto  al  estado,  ni  nada  que  autorice  la  sus* 
títucion  de  la  previsión  común  por  la  previsión  individual, 
ni  que  legitime  el  monopolio  de  la  industria,  ni  llame  el  sis- 
tema reglamentario;  y  nada,  por  último,  pudiera  disculpar 
la  tiranía  que  la  administración  ejerciese  en  el  individuo,  so 
pretesto  de  gobernarle.  La  sociedad  camina  por  sí  misma,  y 
en  su  propia  organización  halla  fuerzas  con  que  combatir  los 
accidentes  pasajeros  y  las  desgracias  parciales.  El  obrero  se 
prepara  en  los  dias  de  bonanza  para  la  tempestad  con  su  pre- 
visión y  economía;  los  particulares  acuden  con  los  dones  de 
la  caridad  al  remedio  de  los  leves  infortunios,  y  cuando  su 
acción  es  ya  insuficiente,  la  administración,  en  vez  de  pro'-* 
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clamar  una  máiioia  síq  verdad  y  sin  valor,  derrama  sobre 
el  pobre  desvalido  todos  los  tesoros  y  todos  los  consuelos  de 
la  beaeficencia  pública. 

869. — £1  iadigente  válido  puede  vivir  en  el  ocio  por  su 
voluntad,  ó  ser  victimado  las  circunstancias.  En  el  pri- 
mer caso,  no  es  considerado  como  pobre,  ni  su  persona  se* 
rá  objeto  de  la  beneficencia  pública,  sino  que  la  ley  le  per- 
seguirá como  vago,  entrando  la  acción  administrativa  en  los 
límites  de  la  policía  de  seguridad.  Mas  si  el  hombre  válido 
sufre  los  rigores  de  la  miseria  porque  le  falta  el  trabajo  en 
cuyo  producto  libra  su  existencia  y  la  de  su  familia,  ó  por- 
que el  salario  es  insuficiente  para  atender  á  las  primeras  ne- 
cesidades de  la  vida,  ya  su  infortunio  dimane  de  causas  ge- 
nerales, ya  provenga  de  otras  mas  ó  menos  individuales,  en- 
tonces  tiene  un  titulo  verdadero  á  los  socorros  del  estado  con 
la  condición  de  someterse  al  trabajo  en  que  la  administra- 
ción hallare  conveniente  ocuparle. 

Esta  diferencia  entre  la  pobreza  y  la  vagancia  no  siem- 
pre ha  sido  reconocida  por  nuestras  leyes  que  han  solido 
confundir  la  mendicidad  voluntaria  y  la  forzosa,  persiguien- 
do á  todo  indigente  válido  como  falso  mendigo.  No  obstante, 
la  administración  debe  hacer  justicia  al  infortunio,  y  dis- 
tinguir el  culpable  del  desdichado.  Verdad  es  que  en  Es- 
pafta  no  ocurre  con  frecuencia  escasear  el  trabajo,  porque 
las  crisis  económicas  no  suceden  sino  en  las  naciones  indus- 
triales, y  rara  vez  en  aquellas  cuya  producción  es  casi  ente- 
ramente agrícola;  mas  sin  embargo,  todavía  acontece  que 
en  ciertas  épocas  del  año  el  jornalero  se  halle  sin  empleo  pa- 
ra sus  brazos,  porque  la  estación  interrumpe  las  faenas  del 
campo.  Esta  población  laboriosa,  condenada  á  vivir  en  una 
ociosidad  involontaria,  no  merece  los  rigores  de  la  ley ,  sino 
el  amparo  del  gobierno. 

8&9.— Léense  en  las  leyes  de  Partida  las  siguientes  pala- 
bras: «Establescieron  los  sabios  antiguos  que  ficieron  los  de- 
rechos que  tales  como  estos  que  dicen  en  lalin  mendicantes  va- 
Kdi,  éen  lengua  castellana  baldíos,  de  que  non  viene  ningún 
pro  á  la  tierra,  que  non  tan  solamente  fuesen-echados  de  ella, 
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mas  aun  qoe  sí,  seyendo  sanos  de  sus  miembros,  pidieseD  por 
Dios,  que  noo  les  den  limosna,  porque  escarmentasen  á  facer 
bien,  viviendo  de  su  trabajo»  O).  T  respondiendo  el  Rey  á 
una  petición  de  las  cortes  ordenó  que  « todo  orne  ó  muger 
que  fuere  sano  y  tal  que  pueda  afanar,  que  les  apremien  los 
alcaldes  de  las  cibdades,  é  Tillas,  é  logares  de  nuestros  reg- 
nos  que  afanen  y  vayan  á  trabajar,  y  á  labrar,  ó  vivan  con 
seftores  ó  que  aprendan  oficios  en  que  se  mantengan,  é  qoe 
non  los  consientan  que  estén  baldíos»  (9). 

Otras  varias  disposiciones  ya  generales,  ya  municipales 
se  ban  dictado  por  esta  época,  agravadas  con  penas  severas 
y  aun  crueles,  si  bien  todas  ineficaces,  porque  no  era  política 
acertada,  para  poner  coto  á  la  verdadera  indigencia,  man- 
dar trabajar,  sino  ofrecer  trabajo. 

En  las  cortes  de  4555,  solicitó  el  reino  la  creación  en  to- 
dos los  pueblos  de  un  padre  de  los  pobres^  a  ó  una  persona 
diputada  que  tenga  cargo  de  buscarles  en  que  entiendan^  po- 
niendo á  unosá  oficios,  y  á  otros  dándoles  cada  dia  en  que 
trabajar,  asi  en  obras ,  como  en  otras  cosas  conforme  á 
su  disposición  y  á  la  que  tuviere  tal  ciudad  ó  villa.  Porque 
allende  que  ellos  son  mal  inclinados  á  trabajar,  tienen  muy 
buena  excusa  con  decir  que  nadie  los  querrá  llevar:  y  pro- 
veyéndolos de  esta  manera,  podrán  ser  mantenidos  y  socor- 
ridos.» 

9&9.— A  pesar  de  tan  buenos  deseos,  los  abusos  crecie- 
ron con  rapidez,  y  la  gravedad  del  mal  hizo  pensar  á  los  po* 
Uticos  en  el  medio  de  atajarlos.  El  canónigo  don  Miguel  de 
Gigiota  escribió  un  proyecto  para  el  socorro  de  los  verda- 
deros pobres,  encaminado  á  recogerlos  en  hospicios,  el  cual 
fué  tan  bien  acogido  por  el  reino,  que  suplicó  al  Rey  prove- 
yese su  ejecución,  «pues demás  de  los  abusos  é  inconvenien- 
tes grandes  que  se  obviarán  (decian  los  procuradores),  no  se 
quita  el  objeto  de  la  caridad,  porque  solo  se  reformará  la 
mendicidad,  quedando  en  pié  lo  licito  y  honesto  con  debida 


(1)  Ley  4,  til.  xx,  Partida  11. 

(2)  Cortes  de  Burgos  de  1379,  pet.  19. 
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asistencia  de  los  verdaderamente  pobres^  sin  usar  de  rigor 
contra  los  que  no  lo  son  (4)9. 

seo.— Las  leyes,  sin  eoi^bargo ,  qo  aplicaron  hasta  may 
tarde  estos  principios  de  justicia  y  de  buen  gobierno,  y  coa* 
tínuaron  confundieado  á  todo  pobre  v&lidocon  el  hombre  to- 
lunlariamenle  ocioso,  vagabundo  y  mal  entretenido,  pues 
tal  se  consideraba  el  que  avigoróse,  sano  y  robusto  en  edad, 
y  aun  con  lesión  que  no  le  impidiese  ejercer  algún  oficio,  an- 
daba de  puerta  en  puerta  pidiendo  limosnají  (2). 

861.— La  legislación  moderna  es  mas  justa  y  mas  ilus* 
trada,  porque  uo  reputa  vago  á  todo  mendigo,  sino  sola- 
mente al  que  pudiendo  no  se  dedica  á  ningún  oficio  6  in* 
dustria  (3);  y  como  el  legislador  no  distingue  si  el  impe- 
dimento ha  de  ser  personal  ó  común  á  la  clase  obrera  t  las 
reglas  de  una  recta  interpretación  nos  conducen,  á  estable- 
cer que  nuestra  jurisprudencia  administrativa  excluye  de 
la  nota  de  vagancia,  no  solo  á  los  trabajadores  inválidos, 
sino  también  á  los  válidos  que  no  por  su  culpa  mendigan 
el  pan. 

Confirman  esta  doctrina  varias  providencias  del  gobier- 
no en  las  cuales  se  reconoce  como  una  necesidad  política 
el  proporcionar  trabajos  áliles  á  los  brazos  faltos  de  ocupa- 
ción, á  cuyo  fin  manda  activar  la  construcción  de  todas  las 
obras  públicas ,  para  que  los  jornaleros  y  sus  familias  no  se 
hallen  desprovistos  de  sus  medios  ordinarios  de  subsisten- 
cia (4). 

Por  último,  el  reglamento  general  de  beneficencia  dispo* 
ne  que  en  cuanto  sea  posible,  las  casas  de  socorro  propor- 
cionen trabajo  á  aquellas  personas  de  ambos  sexos  que  sien- 
do naturales  de  la  provincia,  no  hallen  en  ciertas  tempora- 
das ocupación  y  carezcan  de  recursos  con  que  vivir,  debien- 
do ser  retribuidas,  no  por  jornal,  sino  por  obra,  arreglan- 


(i)    Corles  de  Madrid  de  1578,  pet.  73. 

(2)  Ordenanza  de  vagos  do  1745  ,  (lej  11,  (ít.  XTi,  lib.  xii.  No?i- 
sima  Recopilación. 

(3)  Ley  de  9  de  mayo  de  1845. 

O)    Realos6rdeDCs  dcgdejaniode  1847,  y  12deabrilde  1848. 
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dola  según  la  materia,  naluraleza  y  calidad  del  trabajo  (i ); 
y  KambieQ  establece,  á  propósito  de  socorros  domiciliarios, 
que  cuando  la  necesidad  provenga  de  falla  de  empleo,  las 
juntas  parroquiales  de  beneficencia  procuren  suministrar  ma- 
terias primeras  á  los  individuos  de  ambos  sexos ,  determinan- 
do su  cantidad  y  calidad  según  las  circunstancias  de  los  in- 
teresados, y  adoptando  las  precauciones  necesarias  para  que 
al  devolverlas  elaboradas,  no  se  cometa  la  menor  derrauda- 
cion.  Y  si  por  ser  muchas  las  personas  necesitadas  hubieren 
de  recurrir  á  la  distribución  de  alguna  sopa  económica,  las 
juntas  descontarán  á  los  socorridos  el  valor  del  alimento  al 
satisfacerles  el  precio  de  su  trabajo  (2). 

dlKi.^EI  establecimiento  de  talleres  públicos  ó  naciona- 
les  como  sistema  de  socorros,  convertiria  al  gobierno  en 
productor  y  le  erigíria  en  arbitro  de  la  industria,  quedando 
la  sociedad  expuesta  á  todos  los  peligros  que  el  reconocimien- 
to del  derecho  individual  al  trabajo  llevaría  consigo.  Dos  con- 
diciones de  pérdida  implican  la  existencia  de  los  talleres  del 
estado:  enormes  salarios  y  trabajo  improductivo  ¿Qué  se  hizo 
la  actividad  del  obrero  libre?  ¿qué  su  inteligencia?  ¿qué  su 
perseverancia  infatigable?  Desaparecieron  con  el  estimulo 
del  interés  privado,  de  aquel  calor  que  sostiene  la  concur- 
rencia. 

Puede  exigirse  al  hombre  que  muera  por  su  patria;  mas 
no  se  le  puede  exigir  que  trabaje  con  tal  grado  de  inteligen- 
cia y  soporte  tal  grado  de  fatiga. 

Los  talleres  públicos  existen  á  expensas  de  los  contribu- 
yentes; y  si  cuando  el  comercio  sufre  ó  el  crédito  ^declina, 
se  aumentan  los  males  de  la  industria  libre  con  nuevos  sa- 
crificios, toda  producción  muere  y  la  ruina  es  general. 

Sí  se  garantiza  al  trabajador  solamente  un  salario  mÍDÍ-> 
mo,  un  socorro  propter  vitam,  la  producción  mas  económi- 
ca del  estado  ahogará  la  producción  libre  mas  costosa;  por 


(1;    Regtamcolo  de  37  de  diciembre  do  1821,  restablecido  eo  8  do 
seliembre  de  1836,  arU.  77  y  78. 
(2;    Ibid.  arts.  89  y  90. 
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manera  que ,  gane  ó  pierda  el  gobierno ,  la  indaslria  nacional 
perece  y  acaba. 

En  sama,  el  sistema  de  socorrer  á  los  obreros  Tálidos  ins- 
tituyendo talleres  públieos,  entrafia  el  ingenioso  pensamien- 
ta  de  combatir  la  pobreza  de  algunos  con  la  miseria  de  lodos. 

CAPÍTULO    XIV. 

De  lo0  pobres  lüTAlldon. 

S69.— Persoaas  in?álida8.  864.— Deberes  del  gobierno, 

ses.— Las  personas  son  inválidas  por  razón  de  sa  edad 
ó  de  sus  enfermedades,  según  que  los  aOos  ó  los  achaques 
las  rncapacitan  para  el  trabajo. 

804.— Porque  el  hombre  es  débil  en  los  primeros  y  en  los 
últimos  días  de  su  vida,  la  infancia  y  la  senectud  del  indigen- 
te están  bajo  la  tutela  especial  del  gobierno;  y  porque  sus 
fuerzas  se  postran  cuando  su  salud  se  quebranta  temporal 
ó  habitualmente,  los  enfermos  y  los  valetudinarios  son  dig* 
nos  también  de  los  socorros  del  estado.  Este  es  el  objeto  co- 
mún y  exclusivo  de  los  establecimientos  de  beneficencia,  ya 
sean  públicos,  ya  particulares. 

Articulo  1 .°— -Y<%laV)Uc^mmU>«  v^V)V\co%  A,i  V)itv(^«VRic\a. 

865.— Establecimientos  ptEbticos  879.— Expósitos  reclamados  por 

^de  beneñcencia.  sos  padres. 

866.— Sus  clases.  880.— Expósitos  prohijados  por 
867.— Gasas  de  maternidad.  extratios. 

868.— Su  objeto.  88t.— Gasas  de  haérfanosy  des- 
869.— Su  régimen  interior.  amparados. 

870.— Expósitos.  882.— Deberes  de  la  administra- 
87 i.- La  administración  los  pro-  cion. 

tege.  883.— Régimen  interior. 

872.— Lactancia.  884.— Educación  de  los  huérík- 
873. -.Crianza  y  edacacion.  nos. 

874._RazoDe8  contra  los  asilos  885.- Razones  en  pro  déla  eda- 

de  la  infancia  desvalida.  cacion  exterior. 

875. ..Razones  en  pro.  886.— Razones  en  pro  del  opaes- 
87  6. —Consecuencias.  to. 

87  7 . —Inconvenientes  de  los  tor-  887  .—Resumen  de  la  cuestión. 

nos.  888.- Reglasde  la  educación  en 
878.— Reformas  necesarias.  familia. 
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889.— Reglas  de  la  educación  eo-  902.— Gasas  de  dementes. 

muo.  903.—  Legislación. 

890.— Hospitalidad  publica.  904.— Glasificacioo  de  los  esta- 

891. — Gansas  de  su  necesidad.  blecimieotos   públicos  de 

89S.— Inflojo  del  cristianismo.  beneficencia  según  el  orí- 

893.— Hospitalidad    publica   en  gen  de  sns  fondos. 

EspaSa.  905. — Establecimientos   pro?¡n- 

894. — La  existencia  de  los  bos-  ciales. 

pitales  «combatida.  906.— Principios  que  determinan 

895. — Legislación.  esta  clasificación. 

896.— Los  asilos  de  la  caridad  907.— Su  importancia. 

deben  estar  abiertos  á  los  908.— Inspección  administrativa 

extranjeros.  de  los  establecimientos  de 

897.— La  admisión  de  los  enfer-  beneficencia. 

moa  subordinada  á  reglas  909.— Participación  de  los  obis- 

de  prudencia.  pos  en  el  derecho  de  tí* 

898.  —Hospitalidad  retribuida.  sita . 

899.— multiplicación  de  estos  es-  910.— Fondos  de  beneficencia. 

tablecimientos.  911.  —Presupuestos  y  cuentas. 

900.— Ancianos  y  ▼aletndinarios.  9 1 9.— Litigios. 
901.— Sistemas  de  asistencia. 


».— Llámnase  establecimieatos  públicos  de  beneficen- 
cia aquellos  que  ea  todo  ó  en  parte  se  soslieoen  á  expensas 
de  la  nación,  y  también  los  que  han  sido  particulares  ea  su 
origen ,  pero  cayo  patronato  llega  á  extinguirse  por  la  su- 
presión del  oficio  al  cual  estabaa  vincalados  (4). 

9MI.— Distinguense  entre  sí  por  razón  del  servÍGÍo  que 
prestan ,  y  por  la  procedencia  de  sus  fondos. 

Bajo  el  primer  aspecto  son,  ó  casas  de  maternidad  y  de 
expósitos,  ó  casas  de  huérfanos  y  desamparados,  ó  en  fin 
hospitales  y  hospicios. 

sev. —  I.  Las  primeras  tienen  un  triple  objeto,  á  saber, 
servir  para  el  refugio  de  las  mujeres  emtMtrazadas  y  paridas, 
ofrecer  un  asilo  i  los  nifios  que  nacieren  en  la  casa  de*  ma- 
ternidad y  á  los  que  en  la  edad  de  la  lactancia  fueren  expues* 
tos ,  y  recoger  á  los  huérfanos  y  á  los  abandonados  de  sus  pa- 
dres, cuando  ningún  pariente  ni  persona  extraña  los  ampara, 
y  darles  crianza  y  educación. 

ses.— El  objeto  de  las  casas  de  maternidad  es  salvar  el 

(1}    Ley  de  20  de  junio  de  1849,  art.  i.^ 
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hoQor  de  las  mujeres  qae  habiendo  coacebido  ilegítíinaineii- 
te,  se  hallen  en  la  necesidad  de  implorar  este  socorro ,  y  evi- 
tar los  infanticidios  que  la  vergüenza  provoca.  No  son  admiti- 
das en  estas  casas  de  refugio  mientras  no  se  hallen  en  el  sép* 
timo  mes  de  sn  preñez ,  á  menos  que  por  cansas  justas  y  gra* 
ves,  ajuicio  del  director  del  establecimiento,  deban  serlo  an- 
tes, ó  excepto  sí  pagan  una  pensión  ó  ganan  el  sustento  con 
su  propio  trabajo. 

seo.— Las  mujeres  acogidas  se  distribuyen  en  dos  depar- 
tamentos según  la  conducta  páblicaque  hubieren  observado, 
pues  no  es  justo  confundir  la  fragilidad  de  un  instante  con 
el  libertinaje  de  toda  la  vida,  ni  la  víctima  de  un  seductor 
con  la  mujer  del  mundo. 

Es  condición  rigorosa  que  en  tales  establecimientos  se 
guarde  el  mayor  sigilo;  y  por  eso  lodo  empleado  que  con  sa 
indiscreción  comprometiese  ó  pudiese  comprometer  el  ho- 
nor de  las  familias,  debe  ser  inmediatamente  despedido.  La 
ley  protege  á  las  refugiadas  hasta  et  ponto  de  recusar  como 
prueba  legal  contra  ellas  el  descubrimiento  de  cnalquiera 
mujer  en  dichas  casas  (i). 

Cada  provincia  debe  tener  su  casa  de  maternidad ;  pero 
además  de  la  principal,  pueden  establecerse  otras  subalter- 
nas (2). 

890. — Los  niños  expósitos,  ya  procedan  de  las  salas  de 
maternidad,  ya  fueren  expuestos  ó  entregados  k  mano,  son 
recibidos  en  el  departamento  de  lactancia  y  allí  subsisten  bas- 
ta la  edad  de  dos  años,  en  cuya  época  se  les  traslada  al  de 
crianza  y  educación  hasta  completar  los  seis. 

89t.— La  administración  vela  con  ardiente  solicitud  so- 
bre éstas  débiles  criaturas  á  quienes  la  desgracia  priva  de 
los  auxilios  que  reclama  la  infancia  del  hombre  y  la  natura- 
le¿a  confia  al  amor  paternal ,  mandando : 

I.  Que  ninguna  autoridad  ni  particular  detenga « examine 
ni  moleste  en  manera  alguna,  á  las  personas  que  llevaren 

(1)  Reglamento  de  beneOceocia  de  S3  de  enero  do  i8SS,  arlí- 
calos  41  y  sig. 

(2)  Ley  de  20  de  junio,  art.  12. 
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niftos  para  entregarlos  ea  las  casas-canas,  salvas  las  reglas 
de  sanidad  y  policía. 

II.  Que  lejos  de  perjudicar  á  la  buena  opinión  de  una  per- 
sona el  haber  recogido  un  nifio  expósito  ó  abandonado  para 
conducirle  á  la  casa  de  maternidad,  se  tenga  por  una  obra 
digna  del  reconocimiento  de  la  nación. 

III.  Que  el  director  de  dichas  casas  lleve  nn  libro  de  re- 
cepción en  el  cual  registre  la  entrada  de  los  nifios ,  expre- 
sado todas  las  circunstancias  y  seüales  convenientes  para 
contestar  su  identidad,  y  certificando  haber  recibido  el  bau- 
tismo dentro  ó  fuera  del  establecimiento. 

899. — La  ley  recomienda  como  preferible  el  método  de 
entregar  los  nifios  á  nodrizas  que  los  crien  en  sus  propias  ca- 
sas, al  sistema  de  lactancia  en  común.  Reglas  de  higiene  y 
razones  de  economía  aconsejan  adoptar  esta  prudente  medi- 
da;  mas  no  por  eso  debe  la  administración  olvidarlos  en  su 
retiro,  sino  velar  sin  descanso  sobre  estos  hijos  adoptivos  del 
estado.  . 

89S.— Concluida  la  época  de  la  lactancia,  es  obligación 
de  los  directores  procurar  colocación  á  los  nifios  expósitos  y 
á  los  absolutamente  abandonados  en  casas  de  labradores  ó  ar « 
tésanos  de  buena  conducta,  abriéndoles  de  este  modo  cami- 
no para  contraer  vínculos  de  familia;  y  si  las  nodrizas  en- 
cargadas de  la  lactancia  manifestasen  deseos  de  continuar 
criándolos,  el  establecimiento  se  los  deja  en  su  poder,  si 
hubieren  cumplido  bien  con  su  primer  encargo  (4). 

La  administración  invoca  el  auxilio  de  la  caridad  privada, 
mandando  que  las  juntas  provinciales  establezcan  donde 
fuere  posible,  otras  de  seftoras  que  con  el  carácter  de  sus 
delegadas,  cuiden  de  las  casas  de  expósitos,  procurando  prin- 
cipalmente que  su  lactancia  se  verifique  en  el  domicilio  de 
las  amas^  de  las  de  la  maternidad,  de  las  de  párvulos  ó  de 
cualquier  otro  establecimiento  de  beneficencia  análogo  á  las 
condiciones  de  su  sexo  (2). 

Tal  es  la  legislación  vigente  en  punto  á  expósitos  y  aban- 

(i)    Reglamento  citado,  arls.  50  y  sig. 
(3)    Ley  de  20  de  junio,  art.  12. 
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donados:  resta  examinarla  á  la  laz  de  los  priacípios  para  for- 
mar an  juicio  recto  de  nuestras  primeras  instituciones  de  be- 
neBcencia. 

894. — Muchos  escritores  han  combatido  la  existencia  de 
los  tomos,  de  las  inclusas ,  y  en  general  de  todos  los  asilos 
de  la  inrancia  desvalida;  y  no  porque  dejen  de  abrigar  senti- 
mientos piadosos  en  so  corazón ,  sino  porque  ven  en  estas 
larguezas  de  los  gobiernos  cargas  para  la  sociedad ,  escollos 
para  la  moral  y  peligros  para  los  mismos  socorridos;  de  sues- 
te que  descnbren  todos  los  inconvenientes  mas  graves  de  la 
caridad  ciega  é  indiscreta,  de  aquella  caridad  que  mide  los 
beneficios  por  la  compasión. 

Debilitan  los  sentimientos  de  la  naturaleza  (dicen)  y  que- 
brantan los  sagrados  vínculos  de  Tamilia:  protegen  las  rela- 
ciones ilícitas  y  disminuyen  el  interés  de  legitimar  su  fruto 
por  medio  de  un  subsiguiente  matrimonio:  aumentan  el  nú- 
mero de  hijos  ilegítimos  eximiendo  á  sus  padres  de  la  carga 
de  darles  crianza  y  educación :  corrompen  y  envilecen  á  la 
mujer  cuyo  honor  se  pretende  salvar  y  la  precipitan  en  la 
senda  del  libertinaje:  rouohos  expósitos  son  hijos  legítimos 
cuyos  padres  hallan  muy  cómodo  sustentarlos  á  expensas  del 
estado,  cuando  tal  vez  no  tienen  derecho  al  pan  de  los  po- 
bres; y  en  suma,  los  estragos  de  la  muerte  en  esta  clase  de 
establecimientos  son  tan  grandes  de  ordinario,  que  hay  mo- 
tivos de  dudar  si  se  han  abierto  para  salvar  su  población ,  ó 
para  perderla  (4). 

895. — Sin  embargo  de  que  estos  escritores  apoyan  su 
opinión  en  razones  de  gran  peso  y  en  datos  estadísticos,  cau- 
sa todavía  mucha  repugnancia  el  creer  que  unas  institucio* 
nes  fundadas  por  el  celo  ardiente  de  los  apóstoles  de  la  cari- 
dad (2),  sean  viciosas  hasta  aquel  extremo  y  de  consecuen- 
cias inmorales. 

(i)    Ducbatel,  De  ta  chaiUé  ,  aeconde  partió,  chap.  4. 

(2)  Santo  Tomás  de  Villaoaeva,  obispo  de  Valencia,  convirlíd 
su  palacio  episcopal  en  hospicio  en  donde  recogia  los  niflos  expó- 
sitos do  toda  su  diócesis,  y  los  man  daba  criar  á  sus  expensas.  Eslo 
sucedía  i  principios  del  siglo  X:  on  el  XVII  apareció  Sao  Vicente  do 
Paula. 
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No;  las  cosiambres  no  padecea  con  el  establecimiento  de 
estas  casas  de  refugio :  las  madres  menos  delincuentes  son 
las  que  mas  suelen  hacer  el  sacriücio  de  su  ternura  á  la  con- 
servación de  so  honor.  Suprimid  estos  asilos  y  la  publicidad 
de  la  falta  quebrantará  los  frenos  de  la  vergüenza,  asi  como 
el  socorro  en  el  misterio  mantiene  el  rigor  de  la  opinión. 
No  porque  la  madre  se  vea  precisada  á  criar  á  su  hijo ,  fo- 
menta la  ley  la  existencia  en  familia,  pues  el  espíritu  de  fa- 
milia no  reina  en  las  uniones  ilegitimas,  sino  donde  hay  un 
nudo  conyugal,  y  afectos  que  lo  forman,  y  deberes  que  lo 
estrechan,  y  virtudes  que  lo  eternizan,  y  una  religión  que  lo 
consagra. 

Tampoco  es  exacto  aGrmar  que  entibiando  el  deseo  de 
legitimar  la  prole,  alejen  á  los  padres  del  matrimonio  que 
debiera  reparar  sus  fallas  y  mejorar  la  condición  de  sus  hi- 
jos. Donde  no  hay  asilos  semejantes  no  es  mayor  el  número 
de  casamientos;  pero  sí  son  mas  frecuentes  otros  abusos  de 
la  naturaleza  que  las  leyes  condenan  como  inmorales. 

Todavía  es  menos  cierto  que  las  inclusas  esciten  á  la  ex- 
posición y  al  abandono  de  los  niños,  porque  si  la  estadística 
suministra  datos  con  los  coales  se  prueba  el  aumento  abso- 
luto de  aquellos  casos,  su  número  no  puede  servir  para  fun- 
dar un  cálculo,  mientras  no  se  le  comparecen  el  movimien- 
to progresivo  de  la  población. 

Además  de  incurrir  en  este  error,  los  que  asi  raciocinan 
padecen  otro  muy  esencial.  No  debe  ser  el  número  de  los  ni- 
flos  existentes  en  los  asilos  la  base  del  cálculo,  sino  el  de  los 
presentados,  porque  las  mejoras  introducidas  en  estas  casas 
de  refugio «  han  prolongado  la  vida  de  la  infancia  desvalida:  de 
manera  que,  vista  asi  la  cuestión,  el  mal  se  trueca  en  bien. 

Pocos,  bien  pocos  serán  ios  hijos  legítimos  cuya  crianza 
y  educación ,  por  el  abandono  de  los  padres,  lleguen  á  conver- 
tirse en  un  gravamen  para  el  estado.  Es  preciso  contar  pri- 
meramente con  los  sentimientos  de  la  naturaleza  como  un 
obstáculo  muy  general  y  muy  poderoso  á  semejante  desvío; 
roas  si  la  extrema  indigencia  ó  las  costumbres  estragadas 
fueren  causa  de  algún  culpable  abandono ,  á  estos  asilos  pia- 
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dosos  deberá  la  sociedad  la  salvación  de  las  Tictimas  qoe  bu- 
hieran  hecho  la  miseria  6  el  libertinaje.  ¿Qné  importa  á  los 
mismos  hijos  legítimos  perder  ona  familia  que  le  habría 
muerto  de  hambre  6  corrompido  con  su  mal  ejemplo?  En  vez 
de  unos  padres  indigentes  al  extremo  ó  libertinos,  encuen- 
tran una  familia  adoptiva  y  una  solicita  tutela  en  la  adminis- 
tración. 

Por  último ,  verdaderamente  es  mayor  la  mortalidad  en 
los  niños  expósitos  que  en  los  otros  de  su  misma  edad;  pero 
no  á  los  vicios  de  la  institución,  sino  á  las  circunstancias  que 
preceden  ó  acompañan  á  su  nacimiento,  deben  achacarse  los 
estragos  de  la  muerte.  Unos  sufren  ya  en  el  seno  de  sus  ma- 
dres los  esfuerzos  mas  violentos  para  ocultar  su  estado:  otros 
llegan  estenuados-por  la  miseria  y  por  las  horrorosas  priva* 
ciones  que  ocasiona:  un  número  mayor,  fruto  del  desenfre* 
no  de  las  costumbres,  llevan  desde  la  cuna  el  germen  de  las 
enfermedades  que  enflaquecen  y  extinguen  su  vida:  algunos 
llegan  moribundos  á  las  puertas  de  estas  casas  de  misericor- 
dia, cuyos  cuidados  solo  alcanzan  á  dilatar  el  término  de  su 
breve  existencia  (4). 

sve.— Tal  es  el  estado  de  la  cuestión:  nosotros  optarla - 
moSf  siempre  que  fuere  posible,  por  la  crianza  y  educación 
de  los  hijos  asi  legítimos ,  como  ilegítimos,  en  el  regato  de 
sos  madres,  favoreciendo  la  libre  expansión  de  su  inagotable 
ternura  con  socorros  domiciliarios  y  otros  medios  de  proteger 
á  los  padres  indigentes;  mas  si  estos  recursos  no  bastasen,  ja- 
más  dariamos  á  la  administración  el  cruel  consejo  de  cerrar  las 
puertas  de  la  caridad  al  nifto  expósito  ó  abandonado.  Cuando 
ios  auxilios  del  estado  interesan  á  la  vida  de  estos  inocentes, 
no  debe  el  gobierno  disputar  con  los  autores  de  sus  días  acer- 
ca de  los  deberes  de  la  paternidad ,  sino  abrirles  sus  brazos  y 
protegerlos  contra  sus  mismas  familias. 

899.— Mas  fundadas  objeciones  pueden  hacerse  al  sis- 
tema de  admisión  de  los  niños  en  las  inclusas  por  el  medio 


(1)    Garando,  De  la  óienfaisance  publique^  tome  ii,  seconde  partie, 
libr.  I,  chap.  5. 
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secreto  de  ios  tornos.  Parece  constante  que  sa  existencia, 
ofreciendo  mayor  facilidad  al  abandono,  aumenta  de  una 
manera  tan  considerable  la  población  inranlíl ,  que  la  admi- 
nistración nada  ó  muy  poco  puede  hacer  en  su  favor,  y  por 
otra  parte  se  ha  observado  que  su  clausura  carece  de  influen- 
cia en  la  suerte  de  los  recien- nacidos,  pues  que  en  los  pue- 
blos donde  se  ha  ensayado  la  supresión,  no  por  eso  fueron  mas 
frecuentes  los  casos  de  inranticidio  ni  los  de  exposición  en 
las  calles  y  caminos  públicos. 

898.— La  reforma  que  mas  aconsejan  la  razón  y  la  expe- 
riencia es  admitir  á  los  niños  bajo  declaración  secreta  á  la 
autoridad  encargada  de  este  delicado  asunto ,  á  fin  de  cono- 
cer la  verdadera  situación  de  las  familias  y  comprometer  á  las 
madres  á  quedarse  con  sus  hijos,  ó  admitirlos  ó  reusarlos  se- 
gún su  conciencia;  de  suerte  que  este  magistrado  deposita- 
rio del  honor  de  tantas  personas,  debe  ser  digno  de  tan  ele- 
vada confianza  por  su  carácter  dulce,  por  su  corazón  sensi- 
ble y  por  sus  pensamientos  generosos. 

Pero  mientras  esta  prudente  reforma  no  se  practique, 
convendría  por  lo  menos  disminuir  el  número  de  los  tornos 
y  alejarlos,  para  oponer  algún  obstáculo  al  abandono  de  los 
recién- nacidos ,  dando  tiempo  aqueles  afectos  de  familia 
se  desarrollen  en  el  corazón  de  sus  padres  y  triunfe  la  natu- 
raleza. 

899. — Los  niños  expósitos  y  abandonados  pueden  ser  re- 
cogidos por  sus  padres,  si  estos  acreditasen  serlo,  y  si  por  su 
conducta  no  inspirasen  sospecha  de  que  les  darán  mala  edu- 
cación. En  tal  caso,  antes  de  precederse  á  la  entrega  de  los 
que  hubieren  sido  reclamados ,  tienen  los  padres  la  obliga- 
ción de  resarcir  el  todo  ó  la  parte  que  pudieren  de  los  gastos 
ocasionados  á  la  casa  por  la  crianza  y  educación  de  sus  hi- 
jos, excepto  si  no  pudieren  satisfacer  cosa  alguna,  pues  en- 
tonces se  los  entregan  sin  exigirles  nada. 

880. — También  pueden  ser  prohijados  por  personas  hon- 
radas que  se  hallen  en  estado  de  mantenerlos;  mas  la  admi- 
nistración vela  siempre  sobre  ellos  y  cuida  'de  que  se  les 
guarden  sus  derechos;  y  si  por  cualquier  motivo  conociese 
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que  la  probijacion  no  era  beaéfiea  al  expósito,  lo  voelve  4 
tomar  bajo  sa  amparo «  en  uso  del  deber  de  tutela  que  perte* 
aecc  al  estado. 

Si  algún  niño  prohijado  fuere  reclamado  después  por  sus 
padres  naturales,  lo  recobran  estos,  concertándose  antes  con 
el  prohijante  é  interviniendo  la  administración  en  punto  al 
modo  de  indemnizarle  de  los  gastos  hechos  en  su  crianza  por 
el  padre  adoptivo  (4). 

88t.—  U.  El  inslituto  de  las  casas  de  huérfanos  y  des- 
amparados es  acoger  á  los  niños  que  habiendo  sido  abando- 
nados por  sus  padres  ó  quedado  huérfanos,  no  fueren  reco- 
gidos por  pariente  alguno,  ni  por  persona  extraña  con  el  pro- 
pósito de  cuidar  de  su  crianza  y  educación.  En  estas  nuevas 
casas  de  misericordia  que  la  administración  abre  á  los  pár- 
vulos, se  reciben  los  niños  de  dos  á  seis  años. 

SH9. — Proteger  al  huérfano  es  un  deber  moral,  politice  y 
civil  para  el  estado.  La  adversidad  amenaza  su  vida  y  el  go- 
bierno acude  en  su  auxilio,  no  solo  libertándole  de  los  peli- 
gros de  la  miseria,  sino  también  abriéndole  un  porvenir  á 
cuyo  6n  forma  su  corazón « ilumina  su  entendimiento  y  des- 
arrolla en  él  todas  las  fuerzas  necesarias  para  obtener  en  la 
edad  adulta  una  situación  independiente.  El  huérfano  espera 
de  la  sociedad  mas  que  un  bienhechor,  le  pide  un  padre;  de 
suerte  que  los  deberes  de  la  administración  para  con  la  hor- 
fandad  son  mucho  mas  graves  y  estrechos  que  los  de  una  tu- 
tela ordinaria.  El  tutor  legal  cuida  de  la  persona  y  de  los  bie- 
nes del  pupilo;  pero  el  huérfano  pobre,  como  nada  posee  en 
este  mundo,  tiene  derecho  para  esperarlo  todo  de  la  socie- 
dad ,  hasta  la  creación  de  su  existencia.  La  tutela  del  estado 
en  tal  caso  se  extiende  hasta  donde  alcanza  la  protección  po- 
sible del  gobierno  ejercida  por  medio  de  sabias  instituciones 
de  bene6cencia  pública. 

98S.-— Debe  haber  en  cada  provincia  un  establecimiento 
de  esta  clase  (2),  dividido  en  dos  departamentos  separados. 


(t)    Reglamento  de  beneficencia,  arts.  63  y  siguientes. 
(S)    Ley  de  20  de  junio,  art  9* 
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•I  iitto  desiioado  k  los  htmbres  y  d  otro  á  las  majeres.  Allí 
recibeo  la  primera  easeftaoza  y  apreaden  no  arte  ú  oQcio  ea 
las  fábricas  ó  talleres  de  la  casa,  procurando  la  admioislra* 
cion  qae  la  industria  reglamentada  no  haga  ona  ruinosa  con- 
carrencia  á  la  fabricación  Hbre. 

Si  el  produeto  del  tr(ibajo  diario  de  cada  recogido  exce* 
diese  de  los  gastos  qae  ocasione  al  establecimiento,  se  le 
reserva  el  exceso  y  se  aplica  al  fondo  de  ahorros  que  se  le 
entregan  ásu  salida  (4). 

Las  casas  de  huérfanos  y  desamparados  no  son  estable* 
cimientos  de  corrección,  ni  penales,  ni  tampoco  prisiones 
preventivas,  sino  un  honroso  asilo  de  la  gente  |menesterosa  é 
impedida ;  por  cuya  ratón  nadie  puede  ser  detenido  en  ellas 
mas  tiempo  que  el  necesario  para  su  socorro  (2).  Los  hospi« 
cios  nada  tienen  de  comnn  con  las  cárceles:  aquellos  son  el 
santuario  de  la  inocencia  y  estas  la  mansión  del  crimen. 
Confundir  su  objeto  y  mezclar  su  población  ,  equivale  á  cor* 
romper  voluntariamente  la  virtud  poniéndola  en  peligroso 
contacto  con  el  vicio,  y  á  imprimir  en  la  desgracia  el  sello  de 
la  ignominia.  Ni  aun  los  hijos  de  los  detenidos  en  las  prisio- 
nes, ni  de  los  sentenciados,  ni  los  vagabundos  deben  reunirse 
á  los  huérfanos  y  desamparados,  por  el  prudente  recelo  de 
que  no  derramen  en  sus  tiernos  corazones  el  veneno  de  la 
mala  educación ,  y  les  inspiren  las  costumbres  licenciosas 
propias  de  la  vida  errante  y  disipada  de  sus  padres  6  de  ellos 
mismos* 

894.^Segun  se  colige  de  lo  expuesto,  nuestra  legislación 
administrativa  no  considera  los  hospicios  como  un  depósito 
momentáneo  de  huérfanos  y  desamparados,  sino  como  un 
asilo  perpetuo,  no  hallando  un  modo  de  vivir  independiente. 
En  otros  países  se  prefiere  la  vida  aislada  y  exterior  á  la  edu* 
eacion  y  al  trabajo  en  común  dentro  del  establecimiento,  li- 
mitándose los  beneficios  de  la  casa  á  colocarlos  con  labrado* 
res  ó  artesanos  que  provean  á  sus  necesidades  y  les  eoseften 
su  oficio. 

(t)    Reglameoto  de  beneflceDcia,  art.  76. 
(S)    Ibid.  art.  79. 

Tomo  L  29 
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6M.— ReeomítDdaD  el  sísletna  de  educar  k  los  huérfa-* 
nos  ea  el  seno  de  las  familias  privadas,  al  decir  de  sus  de- 
feasores,  varias  ra^sones,  á  saber:  4 .°  consideraciones  de  eco- 
nomía, pues  solo  grava  al  estado  en  la  tercera  Iparte  de  los 
gastos  que  el  opuesto  ocasiona,  lo  cual  permite  al  gobierno 
extender  sus  beneficios  á  mayor  núnoero  de  aquellos  desgra- 
ciados: 2.^  la  facilidad  suma  del  servicio  y  la  extrema  senci* 
Hez  de  la  administración,  no  exigiéndose  ni  muchos  emplea  - 
dos,  ni  grandes  edificios,  ni  extensos  salones  para  los  talle- 
res, fábricas  y  otras  oficinas  del  establecimiento:  3.°  la  sa- 
lud) de  los  socorridos,  porque  el  régimen  de  un  hospicio  con 
su  vida  sedentaria,  con  sus  habitaciones  y  trabajos  comunes, 
no  es  tan  salubre  como  el  aire  puro  de  los  campos  y  los  ejer-* 
cicios  de  la  vida  agrícola:  4.^  el  porvenir  de  los  huérfanos, 
porque  hacen  mas  progresos  en  el  aprendizaje,  pueden  cul^ 
tivar  otras  arles  menos  vulgares  y  mas  lucrativas  y  tienen 
roas  fácil  acceso  á  las  profesiones  elevadas  y  distinguidas: 
5.^  y  por  último,  existe  un  interés  moral  en  que  el  huérfano 
guste  de  la  vida  en  familia,  participe  de  sns  sentimientos, 
contraiga  nuevos  lazos  y  se  adquiera  un  apoyo  en  estos  afec- 
tos casi  paternales. 

89e.— Mas  sin  embargo  de  tan  poderosos  argumentos  es 
preferible  la  asistencia  interior,  pues  no  hay  verdadera  eco- 
nomía, sino  cuando  con  menores  gastos  se  obtienen  igua- 
les ó  mas  útiles  resultados.  La  sencillez  del  servicio  debe 
juzgarse  de  la  misma  suerte,  y  la  direrencia  entre  uno  y  otro 
régimen  administrativo  no  será  tan  considerable ,  si  se  or- 
ganiza un  sistema  de  protección  y  vigilancia  en  favor  de  los 
huérfanos  tal,  que  lleve  al  hogar  doméstico  los  beneficios  de 
la  tutela  del  estado.  La  salud  y  la  educación  de  los  recogidos 
pudieron  acaso  ó  pueden  todavía  resentirse  de  los  vicios  ó 
de  los  errores  de  la  administración;  pero  estos  males  no  son 
en  manera  alguna  incorregibles,  ni  defectos  inherentes  á  los 
hospicios.  T  en  fin,  ensalzar  la  feliz  influencia  que  los  afec^ 
tos  y  hábitos  de  familia  ejercen  en  el  carácter  privado  y 
en  las  costumbres  de  los  huérfanos,  es  combatir  todo  estable- 
cimiento de  educación  pública  y  común ,  y  es  suponer  tam- 
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bien  ó  que  todas  las  familias  saben  y  paeden  inspirar  esos 
benévolos  sentimientos,  ó  que  la  administración  conoce  áqoe« 
lias  á  qnienes  entrega  sus  protegiólos  y  que  está  segura  de 
sus  virtudes  domésticas  y  sociales. 

Lejos  de  ser  este  linage  de  educación  un  mal ,  pruébase 
lo  contrarío  con  el  ejemplo  de  los  padres  que  envían  á  sus 
hijos  á  los  colegios  donde  Tiven  sujetos  á  un  régimen  uniFor- 
me  y  i  una  saludable  disciplina :  allí  aprenden  á  distribuir 
su  tiempo  y  arreglar  su  trabajo:  alli  contraen  hábitos  dé  or- 
den y  de  obediencia,  y  adelantan  escitados  por  un  vivo  senti- 
miento de  emulación,  y  beben  en  las  fuentes  mas  puras  las 
verdades  morales  y  religiosas  que  son  el  mas  firme  cimiento 
de  toda  sociedad. 

889. — En  suma ,  esta  controversia  se  dirime  fácilmente 
señalando  las  miras  verdaderas  de  la  administración  al  adop- 
tar uno  ú  otro  sistema.  Si  el  estado  desea  proveer  á  la  sub- 
sistencia de  los  huérfanos  á  leve  costa  y  ofrecerles  un  asilo  pa- 
sajero, tirando  á  desembarazarse  cuanto  antes  de  los  cuida- 
dos de  una  paternidad  adoptiva,  como  quien  arroja  una  car- 
ga pesada  ó  molesta,  prefiera  el  régimen  de  la  crianza  y  edu* 
cacion  exteriores.  Has  si  la  sociedad  quiere  sinceramente 
cumplir  para  con  estos  desvalidos  deberes  mas  extensos  y 
dispensarles  una  protección  mas  generosa:  si  consulta  el  bien 
de  las  costumbres  y  los  intereses  de  la  industria ,  no  los  en- 
tregará en  las  manos  mercenarias  de  una  familia  pobre,  igno- 
rante y  de  una  moralidad  incompleta  ó  dudosa ,  sino  que  el 
estado  los  prohijará  y  la  administración  les  abrirá  escuelas 
en  donde  reciban  la  enseñanza  moral  y  religiosa  y  aprendan 
las  profesiones  útiles  en  el  curso  de  la  vida. 

Cualquiera  que  sea  el  sistema  preferido  por  la  ley  ó  por 
el  gobierno ,  hay  ciertas  reglas  de  necesaria  observancia ,  si 
han  de  obtenerse  todas  las  ventajas  y  alejarse  los  mas  graves 
inconvenientes  y  peligros  de  cada  uno, 

888.— Los  hoérfanos  colocados  en  familia  deben  encon>* 
trar  en  sus  padres  adoptivos ,  no  solo  una  probidad  experi- 
mentada, sino  afectos  íntimos,  lecciones  y  ejemplos  de  moral, 
medios  de  instrucción  y  el  aprendizaje  del  trabajo:  deben,  á 
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falla  de  otros  bienes ,  hallar  la  salud  del  cuerpo  y  la  salad 
del  alroa  que  son  el  frato  de  una  buena  edücacioo  industrial 
y  religiosa.  Por  grandes  <(ue  fueren  las  garantías  de  los  pro* 
hijantes,  no  se  considere  la  administración  exeota  del  cuidado 
de  velar  sobre  los  huérfanos,  haciéndolos  visitar  con  frecuen- 
cia por  inspectores  atentos  á  dispensarles  los  beneficios  del 
benévolo  patronazgo  de  la  sociedad. 

989. — Los  huérfanos  acogidos  en  el  hospicio  y  sujetos  al 
régimen  de  la  comunidad,  deben  recibir  la  educación  mas 
adecuada  á  su  calidad  de  niños  pobres.  La  administración  les 
facilitará  el  acceso  á  las  profesiones  útiles ,  á  las  artes  y  ofi- 
cios capaces  de  conducirlos  á  una  situación  independiente. 
No  se  les  cierre  la  puerta  á  las  profesiones  liberales ,  pero 
tampoco  se  les  abra  indiscretamente.  Los  estudios  clásicos 
suelen  ser  un  don  funesto  para  las  personas  que  carecen  de 
cierto  grado  de  bienestar  y  de  riqueza,  parque  la  inconside* 
rada  afluencia  de  la  juventud  ba  obstruido  las  salidas;  de  suer- 
te que  en  vez  de  ser ,  como  en  otro  tiempo,  el  camino  de  la 
fortuna,  apenas  sirven  sino  para  infundir  esperanzas  temera- 
rias y  encender  el  fuego  de  mil  ambiciones  yagas  é  inquie- 
tas. Que  los  huérfanos  no  gusten  ese  froto  amargo  de  nues- 
tra imperfecta  civilización;  mas  tampoco  se  prohiba  alargar 
la  mano  hacia  él  y  cogerle  al  que  durante  el  curso  de  su  edu- 
cación mostrase  un  talento  privilegiado  para  las  artes,  para 
las  ciencias  ó  las  letras,  pues  favoreciendo  el  desarrollo  de 
sus  facultades,  no  solo  se  le  guia  por  la  senda  de  su  verdade- 
ra vocación,  sino  que  además  se  presta  un  servicio  impor- 
tante al  estado  (4). 

seo.—  lll.  La  hospitalidad  pública  era  desconocida  en 
los  pueblos  antiguos:  las  costumbres  patriarcales  miraban  es- 
te deber  de  la  sociedad  moderna  como  una  virtud  privada,  y 
las  primitivas  leyes  precavian  la  necesidad  de  la  asistencia 
con  la  institución  de  la  esclavitud  y  la  organización  de  la  fa- 
milia. 

891  .—Dos  causas  contribuyeron  á  transformar  la  virtud 

(1)    GérandOi  D€  la  kimfaisancé  pubiigue^  II  paru 
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privada  ea  beneficio  (>úblico  y  desperUrÓD  el  pensamiento  de 
establecer  asilos  para  él  eorertno,  para  el  valetudinario  y  pa^ 
ra  el  anciano  polares  y  desvalidos. 

La  ernaácipaeion  del  trabajo  dio  mas  ensanche  á  la  liber- 
tad individaal,  si  bieaesie  grado  mayor  de  independencia 
produjo  aslmisflsoun  atelamíento  mayor  de  afectos  éíolereses 
personales.  Después  qoe  el  obrero  se  ha  visto  e»  la  necesi*-' 
dad  de  vivir  k  costa  de  su  salario,  trocé  el  lecho  paterno  por 
la  fábrica  y  el  taller  y  los  lazos  de  la  saagre  fueron  sustítoi- 
dos  en  parte  por  los  vínculos  del  trabajo,  pl  proletario  hízose 
dueño  de  su  voluntad  /de  su  tiempo  f  de  sus  brazos;  mas 
también  único  responsable  de  su  imprevlsioa ,  de  sus  erro- 
res, desús  faltas  y  basta  de  los  accidentes  de  la  fortuna. 

Stt»,'— Al  socarro  de  estas  nuevas  necesidades  acudió  et 
Cristianismo  con  remedios  nuevos  sacados  del  fondo  inagota-^ 
ble  de  sus  doctrinas.  En  los  primeros  siglos  de  la  Iglesia  no 
hnbo  hospitales,  porque  no  hubo  pobres;  y  solo  cuando  la 
caridad*  individual  empezó  á  ser  tibia,  han  venido  los  esla- 
UecimieñlQS  colectivos  i  colmar  sus  vacies.  Bslos  asilos 
abiertos  al  doUé  infortunio  de  la  imseria  v  del  dolor  son  una 
extensa  aplicación  del  principio  de  la  caridad  cristiana^  por^ 
que  convierten  la  limosna  eventual  y  acaso  indiscreta  en  asís* 
tencia  ilnstrada  y  cierta. 

'  893. -^Espada  no  fue  la  nación  menos  solicita  por  fundar 
y  abrir  estas  casas  de  misericordia  á  los  pobres  iavUidos  que 
hallaron  siempre  liberal  protección  en  la  piedad  de  sus  Re* 
yes ,  en  la  caridad  de  ios  particulares  y  en.  el  celo  de  algn«* 
ñas  congregaciones  religiosas. 

§04. —El  siglo  IVllI,  iiel  í  su  espíritu  innovador «  pro* 
púsose  combatir  la  existencia  de  los  hospitales,  oofjrendo  la 
institución  en  desgracia  de  algunos  filosofea ,  mas  bien  en 
consideración  á  su  origen  y  á  su  carácter  celigieBO ,  que  por 
razones  sólidas  de  pública  utilidad.  Afortunadamente  pxeva* 
lecióel  buen  sentido,  y  los  hombres  de  gobierno,  diatinguien* 
do  los  efectos  naturales  de  los  abusos,  se  apegaron  cada  vez 
con  mas  fuerza  á  las  antiguas  ideas  de  humanidad  que  el 
tiempo  y  la  opinión  de  todo  el  mundo  han  consagrado. 
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901^.— -Nuestros  hospitales  públicos  están  destinadoi  k  la 
asistencia  de  los  enfermos  qae  no  pueden  ser  carados  en  sus 
propias  casas.  Cada  capital  debe  tener  uno  cuando  menos,  y 
el  gobierno  cuida  de  establecerlos  en  los  otros  pueblos,  así  co- 
mo de  fijar  su  número  segnn  la  población  7  demás  circuns* 
tiueias,  oyendo  á  los  Ayuntamientos  y  DipuUciones  profin* 
ciales;  pero  en  ninguna  ciudad  ó  Tilla  puede  haber  mas  da 
cuatro,  y  los  que  hubiere  ban  de  estar  sitnadoSt  w  cuanto 
sea  posible,  en  sus  ángulos  ó  extremos. 

£1  hospital  de  convalecencia  es  distinto  del  de  enfermos 
y  deben  estar  separados,  si  obstáculos  insoperables  no  lo  im- 
piden; mas  hi  casa  de  dementes  siempre. 

También  debe  haber  departamentos  ó  salas  distintas  pa- 
ra hombres  y  mujeres ,  niños  y  adultos,  parturientas  y  pari- 
das, enfermos  y  convalecientes,  hasta  donde  el  edificio  lo  per- 
mita, y  habitaciones  reservadas  para  los  enfermos  cuyas  es- 
tancias costearen  ellos  mismos  ú  otras  personas  en  su  nombre. 

El  servicio  interior  de  los  hospitales  públicos  está  á  cargo 
de  un  director,  gefe  inmediato  de  todos  los  empleados  de  la 
casa  é  inspector  de  sus  actos.  Para  la  asistencia  corporal  hay 
un  número  correspondiente  de  facultativos  y  enfermeros,  y 
para  la  espiritual  la  conveniente  dotación  de  capellanes  ador* 
nados  de  las  circunstancias  necesarias  al  ejercicio  de  su  sa- 
grado ministerio,  sin  menoscabo  de  la  autoridad  y  derechos 
parroquiales  (4). 

#••.— No  obstante  que  el  mayor  número  de  hospitales 
son  establecimientos  sostenidos  á  expensas  de  las  provincias 
ó  de  los  pueblos  y  destinados  al  aso  de  sus  habitantes,  la  hu- 
manidad acensúa  no  leosar  sus  socorros  al  natural  de  otro 
país  ó  estado,  si  los  implora.  El  extranjero  ó  el  peregrino 
hallarse  aislados  en  la  tierra  donde  habitan  y  desprovistos 
por  lo  eomnn  de  los  medios  mas  necesarios  de  asistencia;  por 
cnya  razón,  acogerlos  en  los  asilos  públicos  de  beneficencia 
es  cumplir  con  un  deber  reciproco  de  hospitalidad  á  que  al- 
gún dia  corresponderán  su  pueblo  ó  su  patria. 

(1)    Beglattenlode  benefioeacia,  arla.  104  y  síg. 
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9#9.-— Mm  m senia  wi  a4(o  de  etridad  disereU  y  prttdeA^ 
te  admitir  m  dislioeÁiMii  é(  l^i  verdaderos  y  &  los  falsos  eafer<* 
mos,  íl  los  pobres  y  fi  los  qae  poseea  recursos  para  curarse 
en  su  domicilio.  El  hombre  válido  que  fingieodo  dolor^  pre* 
teude  sorpreeder  |a  onridaii  pibliea  y  vivir  ocioso  ea  el  bos- 
pilal,  sea  rechazado  «ia  emiipastoD  de  aquel  asilo;  y  el  iavá- 
lide,  pero  ao  iodigenie,  sea  gravoso  á  si  mismo  4  á  su  fami<* 
lia,  afiles  que  h  la  sociedad  euya  protección  es  siempre  sub* 
sidiaria,  ó  propier  viíam  eolamente.  Be  ahí  porque  estas  ea« 
sas  de  refugio  no  deben  ofrecer  otras  comodidades  que  las 
necesarias  k  su  iastitqtio,  p«ies  sien  lugar  de  repeler  coa  un 
rógimea  austero,  atrajesen  con  un  trato  bhndo  y  agradable, 
la  administración  no  lograria  jamás  verse  desembarazada  de 
importunos  sin  el  menor  titulo  á  los  socorros  de  la  beoefieea* 
cia  púUka. 

sn^.-^La  hospitalidad  retribuida  •  es  decir ,  la  admisión 
de  enfermos  en  (os  hospilfiles  mediante  el  pago  de  una  penT. 
sioa  en  recompensa  de  los  gastos  y  de  los  cuidados  que  al  es- 
tablecimiento ocasionan,  es  ventajosa  bajo  el  aspecto  de  la 
economía  y  de  la  salud,  porque  pueden  los  particulares,  me-* 
diante  un  precio  módico ,  ser  asistidos  coa  esmero  y  Ira- 
tados  por  los  profesónos  mas  distinguidos.  Bajo  el  punto  de 
vista  moral,  fomenla  ea  laclase  laboriosa  el  espirilu  de  pre* 
visión  y  el  sentimienio  de  la  dignidad  propia,  y  disminuye  al 
mismo  tiempo  las  cargas  de  los  asilos  hospitalarios  y  les  per- 
mite ejercer  ana  caridad  mas  amplia  y  liberal. 

9M^.— La  multiplicación  de  este  género  de  establecí  míen- 
tos  unas  veces  tiene  por  objeto  satisfacer  4as  necesidades  lo* 
cales,  otras  clasificar  las  enfermedades  y  otras,  en  fin,  impe* 
dir  la  acumulación  de  loa  enfermos  en  .unas  mismas  habita* 
^nes.  Ea  el  primer  caso  se  diseminan  por  varios  pueblos:  en 
el  segundo  se  separan  dentro  de  la  misma  ciudad ,  y  en  el 
tercero  se  dividen  para  reducir  su  servicio. 

•••.—Los  ancianos  y  los  valetudinarios  son  hombres  in- 
capaces de  valerse  á  si  mismos  porque  la  debilidad  senil  ó  los 
achaques  eróoicos  los  postran  é  incapacitan  para  ganar  su 
pan.  Si  no  son  indigentes  ó  tienen  hijos  ó  deudos  que  velen 
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porsa  existencia  ,  la  beneficencia  pAbirea  les  retira  sus  so- 
corros; mas  si  carecen  de  familia,  de  amigos  ó  personas  que 
les  autilien  con  ios  dones  de  la  caridad,  la  administración  da* 
be  acogerlos  bajo  su  tutela. 

Verdaderamente  ni  la  ley«  ni  el  gobierno  deben  mostrar- 
se demasiado  fáciles  al  desprenderlos  de  la  vida  en  familia, 
no  solo  porque  on  anciano  ó  un  enfermo  rara  vez  son  eice- 
sívamente  gravosos  en  el  bogar  doméstico,  donde  bay  mil 
ocupaciones  suaves  y  sedentarias  que  confiar  fc  sns  débiles  j 
trémulas  manos,  sino  también  porque  su  reunión  en  los  hos- 
picios, comunicándose  sus  dolencias,  sus  impresiones  de 
tristeza,  tropezándose  todos  los  días  en  el  caoiDO  de  la  tumba 
y  viendo  fallecer  uno  á  uno  sos  compañeros  de  retiro,  cou'- 
vierten  aquel  último  asilo  en  una  mansión  dolerosa  y  una  es- 
pecie de  sepultura  anticipada.  Hasá  pesar  de  estos  inconve* 
nientes,  el  pobre  inválido >  el  celibatario,  el  viudo  sin  hijos 
ó  el  otro  mas  desgraciado  todavía  que  los  tiene,  si ,  pero  vi* 
ciosos,  ingratos,  egoístas  de  quienes  recibe,  en  vez  de  socor* 
ros,  mal  trato  ¿qué  puede  hacer,  sino  implorar  la  caridad 
pública  y  echarse  en  brazos  de  la  sociedad? 

•Ot.— Acostúmbrase  en  algunos  pueblos  colocar  á  loa- 
ancianos  decrépitos  ó  enfermos  incurables  en  casas  de  labra- 
dores como  suele  hacerse  con  los  niños  expósitos ,  mediante 
una  pensión  que  las  casas  de  beneficencia  satisfacen.  Este  sis* 
tema  no  debe  merecer  la  preferencia  de  la  administración, 
sino  cuando  aparezca  muy  en  consonancia  con  las  costum- 
bres dulces  y  los  hábitos  sencillos  de  las  gentes  del  campo. 
Es  preciso  que  haya  un  gran  fondo  de  moralidad  en  el  pue*- 
blo  para  que  la  hospitalidad  doméstica  sea  benévola  y  afee- 
tuosa,  y  no  áspera  y  dora;  vicios  propiot  de  toda  asistencia 
sostenida  por  la  idea  de  especulación  y  por  el  estímulo  de  oa 
sórdido  interés.  La  falta  absoluta  de  simpatías  en  el  bienhe* 
chor  hacen  muy  amargo  el  beneficio;  y  he  ahf  la  raion  por 
qué  la  hospitalidad  en  coman,  á  pesar  de  todos  sos  inoonve- 
flientes,  convida  con  un  régimen  Asico  y  moral  mas  (avoni- 
j)ie  al  anciano  y  al  enfermo,  durante  el  breve  periodo  de  sd 
triste  y  penosa  existencia. 
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I.— La  demencia  es  ana  terrible  enfermedad  qae,  mas 
que  otra  alguna,  inspira  compasión  y  respeto.  Por  espacio  de 
mochos  siglos  la  administración  abandonó  &  los  dementes  á 
so  desgracia;  mas  al  6n  dejóse  oir  la  voz  de  la  humanidad  y 
hoy  tienen  so  parte  en  los  socorros  públicos.     , 

Las  casas  destinadas  a  los  dementes  proveen  á  tres  clases 
distintas  de  necesidades,  porque  primeramente  cuidando  res-* 
tablecer  la  salud  del  enfermo,  si  su  dolencia  no  es  incurable: 
en  segundo  lugar  ofrecen  un  asilo  al  demente  destituido  de 
recursos  y  falto  de  toda  protección  de  amistad  ó  familia ,  y  * 
en  tercero  deSenden  á  la  sociedad  de  los  peligrosa  que  el  aban- 
dono del  hombre  privado  de  razón  la  espondria.  He  ahí  co«* 
mo  tales  establecimientos  participan  del  carácter  de  bospita* 
les  y  casas  de  refugio  y  reclusión. 

•••.--Nuestra  legislación  administrativa  establece  qoe 
estos  asilos  puedan  ser  comunes  á  dos  ó  mas  provincias,  6e« 
gnn  su  población,  distancia,  recursos  y  mas  circunstancias, 
y  aun  según  el  número  ordinario  de  enfermos.  Estas  casas 
no  están  precisamente  situadas  en  la  capital,  sino  en  aque- 
llos pueblos  que  ajuicio  del  gobierno,  ofrezcan  mas  comodi- 
dades  para  llenar  su  objeto. 

Debe  haber  en  ellas  un  departamento  para  hombres  y 
otro  distinto  para  mujeres,  y  las  estancias  de  los  enfermos 
estar  separadas,  en  cuanto  fuere  posible,  segon  el  díferen* 
te  carácter  y  periodo  de  la  enagenacion  mental. 

Prohiben  las  leyes  el  encierro  continuo,  la  aspereza  en 
el  trato  ,  los  golpes,  grillos  y  cadenas  que  con  brutal  violen- 
cia han  solido  emplearse  en  estas  casas;  sistema  inhumano,  no 
solo  por  loque  tiene  de  cruel  la  pena  y  de  injusta  aplicada  á 
un  infeliz  privado  de  razón,  sino  porque  irrita  y  enfurece  al 
enfermo,  exalta  su  imaginación  y  aumenta  el  desorden  de 
sus  facultades  mentales.  El  trabajo  puede  servirles  como  un 
medio  de  distracción  y  templar  de  consiguiente  sus  arreba- 
tos^ y  por  eso  la  ley  recomienda  se  proporcione  á  cada  uno 
el  mas  adecuado  á  su  situación,  según  los  recursos  de  la  casa 
y  el  dictamen  facultativo. 

Pueden  los  particulares  establecer  por  su  cuenta  casas  de 
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dementes,  aunque  la  admioistracíon  ejerce  sobre  ellas  m  de- 
recho supremo  de  iaspeccioa  y  vigilancia  á  fin  de  precaver 
cualesquiera  abusos  en  dafio  de  la  salad,  y  poner  á  salvo  de 
todo  peligro  la  libertad  de  las  personas  (1).  Es  esta  una  pre* 
rogativa  del  hombre  demasiado  preciosa  para  exponerse  á 
perderla  por  un  error  ó  una  combinación  malícíoga;  y  por  eso 
cuida  el  gobierno  de  inquirir  la  realidad  de  la  enagenacion 
mental,  y  si  el  desorden  existe,  todavía  protege  al  enfermo 
enrabie  ó  incurable. 

••4,*— Según  la  proeedeñoia  de  los  fondos  distiognense 
los  establecimientos  públicos  de  beneficenpía  en  generaleSt 
provinciales  y  municipales.  El  gobierno  clasifica  todos  los 
del  reino,  teniendo  presentes  la  naturaleza  de  sos  servicios 
y  el  origen  de  sus  recursos;  y  oyendo  previamente  álasjun'* 
tas  creadas  por  la  ley  para  auxiliar  al  gobierno  en  la  direc- 
cion  de  este  servicio. 

fMll^.-*Son  establecimientos  provinciales  por  su  natorale* 
za:  \  .^  las  casas  de  maternidad  y  de  expósitos,  porque  como 
los  nifios  no  llevan  la  marea  del  pueblo  de  so  naturaleza ,  y 
aun  cuando  la  llevasen,  no  seria  posible  abandonarlos,  resal- 
tarla que  el  pueblo  que  costease  una  inclusa  municipal  haría 
un  servicio  sin  recompensa  á  otro  que  no  la  tuviese  (2); 
2."*  las  de  huérfanos  y  desamparados  (3).  También  deben  con* 
siderarse  como  establecimientos  provinciales  de  beneficencia 
las  casas  de  dementes  (4). 

IKI#.-*AI  hacer  el  gobierno  esta  clasificación  debe  boir 
de  dos  extremos  ambos  peligrosos  ,  la  centralisacion  excesí* 
va  y  la  excentralizacion  también  demasiada.  Los  estableci- 
mientos de  beneficencia  se  han  fondado  por  el  influjo  de  un 
sentimiento  de  amor  local,  de  donde  ha  nacido  la  ideado  una 
asistencia  mutua;  y  asi  es  como  machos  Uevan  hoy  todavía 
el  sello  de  cierta  individualidad  que  los  conatituia  en  un 
tado  de  aislamiento  é  independencia- 

<t)  Reglamento  de  beneGcencia,  arta.  ttS  y  síg. 

(S)  Heal  orden  de  3  de  abril  de  1846. 

(3)  Ley  de  SO  de  janio  do  1849. 

(4)  Real  orden  da  l.«  de  abril  de  i84& 
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Todos  los  sooorros  que  parecieren  la  emaoacion  directa 
de  aqaél  deber  recíproco  de  proteccioo  que  liga  á  los  miem«* 
bros  de  la  familia  muaicipal,  deben  ser  k  cargo  de  los  Ayun- 
tamienios,  pues  así  como  fos  vecinos  son  participes  de  los  bie- 
nes  y  aprovechamíeBlos  comunes,  asi  también  viven  sujetos 
á  las  oargas  an^as  á  la  existencia  local. 

Has  sí  la  beneficencia  pública  representa  intereses  gene* 
ralos  y  provee  á  la  satisfacción  de  otras  necesidades  de  orden 
superior  derivadas  délos  vínculos  sociales,  entonces  laac«« 
cioa  central  sustituye  á  la  local  y  los  establecimientos  deben 
entrar  en  la  categoría  de  generales  y  sostenerse  ¿  expensas 
del  estado. 

Entre  unos  y  otros  hay  los  provinciales  de  carácter  inter* 
«edio,  porque  no  participan  ni  de  la  especialidad  de  los  pri-» 
meros,  ni  de  la  generalidad  de  los  segundos. 

ao9.-^Es  la  clasiflcacion  de  las  casas  de  misericordia  dis- 
creta aplicación  de  las  leyes  de  beneficencia ,  de  los  princi- 
pios de  equidad  y  de  las  reglas  de  conveniencia  pública,  por* 
que  debe  el  gobierno  tomar  en  cuenta  la  necesidad  de  rega- 
larisar  este  servicio  administrativo,  sin  perder  de  vista  que 
la  fuente  de  los  socorros  voluntarios  se  seca  coando  la  admi- 
nistración propende  á  una  centraliamcion  extrema* 

]M9.— Organíiado  el  servicio  de  la  beneficencia  pública, 
tiene  la  administración  todavía  otros  deberes  que  cumplir 
con  respecto  k  los  pobres  inválidos»  á  saber,  la  inspección  de 
los  establecimientos  á  fin  de  asegurarse  si  las  leyes  se  cüm* 
plea,  si  las  reglas  se  guardan,  sí  las.  instrucciones  se  obser- 
van y  si  en  suma  los  desvalidos  hallan  en  efecto  la  proteo*- 
oíon  que  el  gobierno  les  ofrece.  A  este  fin  bállanse  autoriza* 
dos  el  presidente  de  la  Junta  general  de  beneficencia  y  lotf  ge- 
fes  políticos  para  girar  visitas  por  si  ó  por  medio  de  sus  dele- 
gados, sin  que  ningún  establecimiento  público  ó  particular,  ni 
sos  patronos  puedan  oponer  la  menor  dificultad  ni  suscitar  el 
mas  leve  embarazo  al  desempeño  de  su  comisión.  La  autori* 
dad  de  inspección  de  estos  representantes  del  gobierno  es 
omnímoda  en  el  acto  de  visita  sobre  cuanto  conduzca  i  exa- 
minar el  estado  de  la  casa,  la  regularidad  de  su  administra- 
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cioQ  y  el  cumptímleoio  de  las  obligaciones  á  que  por  regla- 
mento se  hallan  consagrados  (1 ). 

fMl9.— Los  obispos  en  desempeño  de  sa  minislerio  pasto* 
ral ,  pueden  visitar  los  establecimientos  de  beneficencia  de 
sus  respectivas  diócesis  y  poner  en  noticia  de  los  gefes. políti- 
cos, de  la  Junta  general  ó  del  gobierno,  las  observaciones  qne 
creyeren  útiles  á  los  mismos  y  no  fueren  de  su  propia  com- 
petencia (2):  disposición  digna  de  alabanza,  porque  la  ley  lla- 
ma en  auxilio  de  la  acción  administrativa  á  la  caridad  cristia- 
na representada  en  las  personas  mas  dignas  por  la  bondad  de 
su  corazón  y  por  la  pureza  de  sus  costumbres. 

•to.— Constituyen  los  fondos  de  beneficencia:  1.^  losbie- 
nes  propios  de  los  establecimientos  que  actualmente  poseen 
ó  á  cuya  posesión  tuvieren  derecho:  S.^  los  que  adquieran  á 
lo  sucesivo  con  arreglo  á  las  leyes:  3.^  las  cantidades  qne  se 
les  consignen  en  los  presupuestos  generales ,  provinciales  ó 
municipales  (3). 

•tt  .^Todos  ios  establecimientos  de  esta  clase  deben  for  • 
mar  sns  presupuestos  y  rendir  anualmente  cuenta  circnnstao. 
ciada  de  su  respectiva  administración,  cuyos  presupuestos  y 
cuentas  serán  examinadas  y  repasadas  por  la  Junta  general, 
por  las  provinciales  yi  municipales  según  la  clase  de  los 
establecimientos,  dándoles  después  el  curso  correspondien- 
te (4);  es  decir,  sujetándolas  á  las  reglas  comunes  de  la  con- 
tabilidad administrativa,  según  la  naturaleza  de  los  gastos. 

St9. — Tanto  en  los  negocios  contenoioso-administrativos, 
como  en  les  ordinarios,  bien  sean  actores,  bien  demandados* 
los  establecimientos  de  beneficencia  necesitan  autorización 
para  litigar  (5) ,  y  si  la  obtienen,  litigan  como  pobres  (6);  no 
obstante,  en  casos  extraordinarios,  si  la  entidad  del  asooto  b 
exige,  previa  la  calificación  del  gefe  político,  oyendo  al  Con- 


(1)  Ley  de  30  de  jaoio,  art.  It,  §.  5. 

(S)  Ibid.  §.  6. 

(3)  Ibid.,  aru  i4. 

(4)  Ibid.,  art.  II. 

(5)  Véase  tit.  ir,  cap.  vi. 

(6)  Ley  de  20  de  juoio,  art.  17. 
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sejo  províacial»  paedea  elegir  para  su  defensa  ájoriscoiisal* 
los  de  conocida  reputación  y  experiencia  fuera  de  los  letrados 
de  turno  (O* 


9 1 3.  —Establecimientos  particala- 
res  de  beneflcencia. 

014.— Gomo  se  convierten  en 
piiblicos. 

915.—- Derechos  de  U  adminis- 
tración en  los  establecí- 
míenlos  particnlares. 

9f6. — Derechos  de  sos  patronos. 

917.— Los  patronos  son  ¡ñamo- 
Tibies. 


918.— En  ciertos  casos  paeden 
ser  suspensos  y  ann  des- 
tituidos. 

919.— ¿Quién  reemplaza  al  patro- 
no destituido? 

920.— ¿Quién  snple  la  Taita  de  pa- 
trono? 

921.— Establecimiento  cuyo  pa- 
tronato pertenece  al  Beal 
'  Patrimonio. 


SIS — Llámanse  particulares  los  establecimientos  de  be- 
neficencia costeados  con  fondos  propios  donados  6  legados 
por  personas  piadosas,  si  cumplen  con  el  objeto  de  su  funda- 
ción. Las  corporaciones  autorizadas  por  el  gobierno  para  es-* 
te  efecto  ó  los  patronos  designados  por  el  fundador  sion  los 
encargados  de  dirigirlos  y  administrarlos. 

Bt4.— Los  establecimientos  particulares  se  convierten  en 
públicos,  si  estando  agregado  el  patronato  á  un  oficio,  que- 
dase este  suprimido  (S). 

•tft.— La  administración  según  hemos  visto,  rige  y  go- 
bierna los  establecimientos  públicos  de  beneficencia,  y  orde- 
na y  regula  este  servicio;  pero  con  respecto  á  los  particnla- 
res ejerce  únicamente  un  derecho  de  suprema  inspección  y 
vigilancia,  es  decir,  tiene  tan  solo  la  intervención  necesaría 
para  que  la  voluntad  del  fundador  sea  camplída,  porque  es- 
ta voluntad  debe  ser  respetada,  mientras  no  se  oponga  á  la 
moral,  ni  á  la  naturaleza  ni  á  las  leyes  [3). 

•t«.— Conforme  &  este  principio  los  derechos  del  patrono, 

(1)    Real  drden  de  1S  de  diciembre  de  1848. 
(S)    Ley  de  SO  de  junio  de  1849,  art.  1.» 
(3)    Beal  drden  de  S5  de  marzo  de  1846. 
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ora  estaviere  aoejo  el  patroaato  á  un  oficio,  ó  corporaeíoa ,  ora 
faere  an  cargo  personal,  ser&n  los  seftalados  en  la  faadacioa 
ó  los  adquiridos  por  posesión  iamemorial;  mas  si  no  lo  toTíe-^ 
sea  terminante  para  nombrar  en  todo  ó  en  parte  los  emplea- 
dos del  establecimiento ,  la  Junta  general  de  beneGcencia 
propone  al  gobierno  los  que  no  pueda  nombrar  el  patrono,  si 
aquel  fuese  general:  si  fuese  provincial  ó  municipal  hace  la 
propuesta  la  Junta  correspondiente. 

•19.— Sígnese  del  mismo  principio  que  un  patrono  no 
puede  ser  suspenso  ni  removido  de  su  cargo  por  autoridad 
alguna  sin  causa  probada,  porque  no  es  patrono  por  la  volun- 
tad del  gobierno,  sino  en  virtud  de  un  derecho  propio,  ni  es 
el  patronato  un  empleo,  sino  una  propiedad. 

•19. — Mas  como  la  administración  inspecciona  los  esta- 
blecimientos particulares  de  beneGcencia  y  vigila  la  conduc- 
ta de  sus  gefes  y  agentes  subalternos ,  siempre  que  advierte 
abusos  ó  descuidos  culpables  cuya  tolerancia  redunda  en  me- 
noscabo del  bien  pdblico  y  se  opone  á  la  voluntad  expresa  ó 
presunta  del  fundador,  tiene  el  derecho  y  aua  el  deber  de  ata- 
jarlos y  reprimirlos  con  cierta  reserva,  en  esta  forma: 

El  presidente  de  la  Junta  general  de  beneficeücia,  median- 
do faltas  graves  y  previa  la  instrucción  de  un  expediente  gu- 
bernativo en  que  será  oido  aquel  cuerpo,  puede  suspender  & 
los  patronos  de  los  establecimientos  generales.  Los  gefes  po- 
líticos gozan  de  iguales  atribuciones  con  respecto  á  los  pro- 
vinciales y  municipales,  oyendo  al  Consejo  provincial;  pero 
en  ambos  casos  debe  darse  cuenta  inmediata  al  gobierno 
coa  remisión  del  expediente  instruido,  para  que  confirme  la 
suspensión  ó  la  modifique  ea  los  términos  convenientes  (4). 

El  derecho  de  destitución  pertenece  exclusivamente  al 
gobierno ,  quien  no  puede  acordarla  sin  dos  condiciones,  la 
audiencia  del  interesado  y  la  consulta  del  Consejo  Real.  To- 
davía el  patrono  así  destituido  puede  reclamar  ante  los  tri- 
bunales competentes  (3),  es  decir,  ante  el  superior  en  el  ór- 


(t)    Ley  de  20  de  judío,  art.  U. 
(S)    Ihid. 
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den  eonteDCíoBO-administratÍYO ,  á  fuer  de  agraviado  por  el 
acto  de  uq  míaistro  ea  oso  de  sa  poder  díscreccional. 

Sto.— Destiioido  UQ  patroBO ,  si  sn  cargo  faere  anejo  á 
OH  oficio ,  el  gobierno  nombra  otro  patrono  temporal  para 
mientras  el  desütoido  viviere  ó  sirviere  el  oficio  que  lleva 
consigo  el  patronato.  Si  el  oficio  fhere  eclesiástico,  el  gobier- 
no nombra  patrono  temporal  á  nn  sacerdote  de  categoria  ana* 
loga,  en  cnanto  fuere  posible,  á  la  del  separado.  Si  el  patro*-^ 
no  proviene  de  elección  de  alguna  corporación  perpetua,  es* 
ta  debe  elegir  otro;  y  si  no  lo  hiciere  dentro  de  quince  días 
después  qne  le  haya  sido  comunicada  la  destitución ,  lo  hace 
el  gobierno.  Si  el  patronato  es  personal,  recae  en  quien  cor-* 
responde  con  arreglo  á  la  fundación,  sin  perjuicio  de  los  de- 
rechos existentes  ó  eventuales  que  la  misma  hubiere  estable- 
cido (1 ). 

•90. — Por  último,  si  un  establecimiento  de  beneficencia  6 
una  fundación  cualquiera  de  aquellas  en  que  tienen  parte  los 
intereses  públicos  6  colectivos  se  halla  sin  patrono,  sea  por* 
que  todos  reusasen  el  patronato ,  ó  porque  nadie  se  creyese 
con  derecho  para  ejercerlo ,  debe  dicha  autoridad  nombrar 
por  si  mismo  persona  que  lo  desempefie,  mientras  un  f^lío 
Judicial  no  decide  la  cuestión  (9). 

•tt.— Los  establecimientos  que  pertenecen  exclusiva- 
mente al  Patrimonio  Real,  continúan  rigiéndose  por  sus  regla- 
mentos particulares  (3).  Los  no  voluntarios,  ya  sean  discipli^ 
nares ,  ya  correccionales ,  tampoco  se  comprenden  en  esta 
doctrina  [i]. 

ibi  \a%  i«\.OLViV.cmmVoft  ^  WíkK.^'<AiC\Oiu 

•82<^EI  Bteero  de  estableéis  98a.*-*A|^gac1on  y  sp^regacion 

mieatos  de    boBefloenoia  de  lo8«siableciaiieuto8de 

pkToporcioDado  á  las  nece-  beoeficeocia. 

sidades  sociales.  9S4.— ¿Quién  poseo  la  facoltád 

(1)  Ibid. 

(2)  Heal  orden  de  95  de  marzo  de  1846. 
1.3)    Ley  de  SO  dejanio,  art  19. 

(4)    Ibid.  art.  SO. 
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de  croar  6  suprimir  los  parllcoUres? 

pdblicos?  '926.— Los  fondoft  de  beneficen* 
9S5. — ¿Cuándo  poede  el  gobíer*  cía  üo  se  dtsiraeu  por  la 

no  crear  6  soprimir  los  supresión  de  su  dettioo^ 


SM.— La  exteasioD  de  la  miseria,  ó  las  necesidades  so- 
ciales verdaderas,  qo  facticias,  deben  seflalar  con  exacti- 
tud el  número  de  establecimientos  públicos  y  particulares 
de  beneficencia  convenientes  á  cada  estado.  Si  ja  administra- 
ción tiene  de  menos ,  abandona  al  indigente  k  toda  suerte  de 
privaciones  y  al  dolor:  si  tiene  de  mas,  fomenta  el  ocio,  cor- 
rompe las  costumbres  y  convierte  la  vagancia  en  una  profe- 
sión protegida  por  el  gobierno. 

•9S.— La  agregación  de  dos  ó  mas  establecimientos  de 
caridad  puede  ser  reclamada,  ó  por  la  conveniencia  de  dismi- 
nuirlos para  que  su  exceso  no  dafie  á  la  sociedad,  4  por  razo- 
nes de  prudente  economía:  su  segregación  puede  ser  exigida 
por  el  bien  común,  si  aumentándolos  se  pretende  satisfacer 
mejor  las  necesidades  locales,  ó  por  el  interés  délos  socorrí - 
dos,  si  la  administración  lleva  las  miras  de  clasificarlos d  dis- 
tribuirlos en  varias  casas  ó  habitaciones. 

9Mé. — Solo  al  gobierno  pertenece  la  facultad  de  crear  ó 
suprimir  establecimientos,  agregar  ó  segregar  sus  reatas  en 
todo  ó  en  parte,  previa  consulta  del  Consejo  Real,  después  de 
haber  deliberado  la  Junta  general  de  beneficencia  respecto  á 
los  establecimientos  generales,  las  Juntas  y  Diputaciones  pro- 
vinciales respecto  fc  los  provinciales,  y  las  Juntas  municipa- 
les y  Ayuntamientos  en  cuanto  á  los  municipales. 

•95. — También  puede  el  gobierno  usar  de  iguales  facul- 
tades en  punto  á  los  establecimientos  particulares  cuyo  obje* 
lo  haya  caducado  ó  no  pueda  llenarse  cumplidamente  por  la 
disminución  de  sus  rentas;  pero  en  ambos  casos  deben  ser 
oídos  previamente  el  Consejo  Real  y  los  interesados  (I). 

•MI.— La  supresión  de  cualquier  establecimiento  de  be- 
neficencia público  ó  particular,  supone  siempre  la  tneorpora- 

(1)    Ibid.  art.  11. 
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eion  de  sos  bienes ,  reotas  y  derechos  á  otro  {\ ) ,  paes  si  el 
patrimonio  de  los  pobres  puede  ser  distribuido  ó  aplicado  de 
esta  ó  aquella  manera,  jamás  debe  cambiar  de  destino.  Nin- 
gún servicio  administrativo  hay  mas  privilegiado  que  la  be- 
neficencia, porque  asistir  al  indigente  es  satisfacer  una  deu- 
da sagrada  de  la  sociedad,-  dispensarle  un  socorro  propíer 
Mam. 

AnTicuLO  4.^ — V«'\sViuC;'\a  dbOtAi'vdXWúa. 

927.— Asistencia  domiciliaria.  933. --Deberes  de  las  juntas  mu- 

9fS.— Razones  en   pro  de  esta  nicipales  de  beoeficeocia 

clase  de  socorros.  eo  puntosa  socorros  en  el 

929.— Sus  inconvenientes  y  pe-  domicilio. 

'  KgroB.  934.— Permiso  para  hacer  cues- 

930.*«Heglas  para  ^[Mirtarlos.  tacioaes. 

93!.— Legislación.  935.— Resumen. 
939.— Hospitalidad  domiciliaria. 


•99.— Llevar  los  socorros  de  la  caridad  al  interior  de  las 
familias  es  ejercer  actos  de  beneficencia  preventiva  y  an- 
ticiparse, por  decirlo  así,  al  infortunio. 

•99.— Los  socorros  domiciliarios  combaten  la  desgracia 
en  el  hogar  doméstico,  añadiendo  á  los  dones  de  la  genero* 
sidad  los  beneficios  de  la  previsión.  Si  no  alcanzan  á  destruir 
la  miseria  en  su  origen,  por  lo  menos  la  descubren  en  su 
nacimiento,  y  auxilian  al  menesteroso  para  que  triunfe  de  la 
adversidad,  si  su  desventura  tiene  remedio.  No  quebrantan 
los  lazos  de  la  familia,  porque  dejan  al  esposo  eo  brazos  de  su 
esposa  y  al  padre  en  medio  de  sus  hijos,  de  suerte  que  á  la 
protección  del  estado ,  se  añaden  los  cuidados  y  los  consue- 
los que  en  vano  se  buscan  sino  entre  los  deudos  y  los  amigos; 
y  como  el  infortunio  no  es  solo  privación  fisica,  sino  dolor 
moral,  esta  asistencia  es  mas  útil,  porque  es  también  mas 
tierna  y  benévola  que  la  hospitalaria. 

Razones  de  economía  recomiendan  asimismo  este  siste- 
ma preventivo  de  socorros  públicos.  El  pobre  asistido  en  su 

(i)    Ley  de  90  de  junio,  art.  16. 
Tomo  L  30 
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Aomioilio  no  se  despea  ét  so  ajuar ,  no  to  Me«4ia  todo^  no 
se  iiicapaoiia  de  ana  maBefa  absol&ta  ^ra  el  eiertíeío  de  la 
profesión,  ni  se  expone  k  perder  sos  antigoos  bibiloa  á%  llt» 
bajo,  ^or  otra  parte»  nacen  de  aqat  reiaoioieB  Intimas  da 
patronato  y  elienteh  q^e  enlatan  ealreeliaBienie  A  éoa 
clases  del  estado  desígnales  por  ra»m  de  la  fortuna «  apren** 
dieodo  el  rico  á  socorrer  al  pobre,  y  este  á  respetar  ai  rko 
por  cuya  mano  recibe  tantos  beneficios. 

Las  desgracias  ocaltas,  aqaelios  grandes  infortunios  que 
los  ojos  de  la  muchedumbre  no  penetran,  y  que  las  fami- 
lias deploran  en  secrelo  por  no  aomeatar  su  amargura,  ofra» 
ciendo  al  mundo  el  contraste  de  una  prosperidad  anterior  con 
la  adversidad  presente;  la  miseria,  en  fin,  y  el  dolor  de  los 
pobres  vergonzantes^  reclaman  la  asistencia  domiciliaria^  co- 
mo un  medio  delicado  de  encubrir  los  socorros  de  la  caridad 
con  el  vcio  del  misterio. 

Últimamente ,  ninguna  forma  de  la  beneficencia  se  adap* 
ta  mas  A  la  oualidad  y  *  la  medida  del  infortttnio,  toMaja 
nMiy  importante,  porque  graduando  los  socorros  ecanoarixa 
el  gasto,  y  apropiándolos  aumenta  ai  eficacia. 

••#.^^)tas  al  organizar  este  ravno  del  sanr iaio  púMie%  es 
preciso  hnir  de  los  escollos  á  que  una  beneficeneía  ciega  y 
compasiva  pudiera  conducirnos.  La  administración  debe  pn^ 
caver  tos  albvsos  mas  Aciles  en  la  asistMicfia  ésmicJliaffia, 
que  en  la  bospftaKdtd  tomnn.  Atejar  k  los  fckos  pobres  san- 
Mofendo  al  sentimiento  de  nna  ciega  oompa^n  la  Mifleii-» 
bflidad  de  la  justicia:  ajuirtar  á  la  twidiéa  del  inferfonío  la 
extensión  de  ios  beneficios:  satislaeer  necesidades  veidade* 
ras  y  no  fomentar  vfeios,  ni  oontribnir  *  perseverar  en  las 
malas  costumbres ,  t  sobre  todo ,  reüraries  á  tiempo  para  qne 
los  potares  no  consideren  el  socorie  como  m  patrimonio  he- 
reditario en  la  familia,  ni  laindigeneiadegenere  en  un  olMo 
protegido  por  el  gobierno,  tales  non  las  reglas  ptincipalesde 
la  asistencia  domiciliaría. 

•su.— Pata  observarlas  con  rigor  es  preciso  que  los  mi«- 
nistros  de  la  beneficencia  se  armen  de  severidad  y  se  adop- 
ten precauciones  que  sin  humillar  al  pobre  verdadero,  ínipi- 
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dn  que  el  falso  leeesitado  le  robe  el  pan  de  la  caridad ,  por- 
qae  lúdíe  tiene  deredio  á  los  socorros  éoniiciliaríos,  sioo 
«qnel  qae  ale^a  como  tílolo  ana  iodigeoeta  verdadera ,  ave- 
riguada  y  mperior  i  k  voluntad  del  indigente.  Quien  pueda 
trabajar,  ó  Tíviendo  con  mas  orden,  bastarse  á  sí  nismo,  de«- 
be  bailar  cerradas  las  puertas  de  toda  caridad ,  a«i  pública 
como  privada,  tanto  doméstica  catato  comnn. 

Conocidos  los  vendaderoi  pobres,  conviene  iodatia  ctasi- 
ficarles  y  auxiliar  á  cada  elase  oon  la  especie  de  socorros 
anilogos  á  so  infortunio,  reuniendo  las  venlajas^e  lavoí- 
fbrmidadjseiicíUezde  las  reglas  generales  con  la  eqaídad 
respecto  á  los  iadtvídoos.  De  esta  manera  se  logrará  dismi- 
«Mr  repenliaameBte  el  número  de  las  personas  que  viven  k 
expendas  de  la  timosoa,  segnn  ha  sucedido  donde  quiera  que 
se  ha  repartido  opa  pradencta  y  perseverancia. 

••t« «-Nuestra  k^islaciodii  distingue  la  asistencia  domíct* 
liaría  en  des  dases,  la  um  que  tiene  por  objeto  distribuir  á 
Jos  pslM«8  medies  útiles  de  combatir  todo  género  de  necesi* 
^dades,  7  la  otra  cuyo  propésíte  es  asistirlos  dorante  alguna 
enfermedad:  de  aquí  la  diferencia  entre  los  socorros  y  la  hos- 
pitalidad domiciliaria. 

Solo  tiene  derecho  k  ser  socorrido  en  su  casa  el  viecino 
msideate  en  la  parroquia,  de  buenas  oestnmbres  y  aplicado 
ánn  sfidné  ocn pación  conocida*  Las  msjeres  gozan  de  ignal 
benefids  bajo  las  misacias  condiciones  y  también  los  extran- 
jeros establecidas  en  un  pueblo  ooa  oficio ,  arte  6  proteaion 
útil,  sise  imposibilitan  para  ganar  sn  sustento,  pues  la  ley 
los  hace  partícipes  de  todos  los  socorros  que  la  nación  dis- 
pansa  á  los  espaioles. 

Si  la  necesidsd  proviene  de  falta  de  trabado ,  debe  la  ad- 
niinisiracíon  suministrar  materias  primeras  ú  los  iadividnos 
de  ambos  sexos,  determinando  la  cantidad  y  calidad  de  dichas 
nuteriaa  conforme  á  las  cirennslaAcias  de  los  inlei^esadas,  y 
lomafldo  las  pnecanciaaes  necesarias  para  que  al  devolverias 
elaboradas  no  se  cometa  la  menor  derraudacion.  Si  los  nece- 
sitados fueren  muchos  y  hubiere  qne  recurrir  k  la  distribu*- 
Mon  de  una  sopa  económica,,  se  descseota del  precio  del  tra- 
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bajo  el  valor  del  alimento;  y  caando  el  pobre  no  ta?iereca«- 
sa  propia,  Di  ageoa  en  que  albergarse,  6  cuando  por  otra 
cansa  caalquiera  no  pudiese  ser  socorrido  en  el  pueblo  de  su 
domicilio,  se  le  expide  pasaporte  y  se  le  suministran  los  auxi- 
lios necesarios  para  llegar  al  establecimiento  de  beneBcencia 
á  que  le  destinen  con  prohibición  de  pedir  limosna  durante 
su  viaje.  Tampoco  está  permitido  mendigar  bajo  ningún  ti- 
tulo ni  pretesto  en  donde  se  hallen  establecidas  casas  de  so- 
corro, ó  en  donde  se  faciliten  los  auxilios  domiciliarios  con 
arreglo  ala  ley(1). 

•S9. — La  hospitalidad  domiciliaria  tiene  por  objeto  asistir 
á  los  enfermos  pobres  en  sus  casas ,  limitándose  la  pública  á 
la  curación  de  los  que  carezcan  -de  domicilio  en  los  pueblos 
donde  enfermaren ,  á  los  que  padecieren  enfermedades  sospe- 
chosas y  á  las  personas  á  quienes  la  ley  excluye  de  toda  par- 
ticipación en  los  socorros.  Las  Juntas  de  beneficencia  nom- 
bran los  facultativos  necesarios  para  la  asistencia  de  los  en* 
fermos  pobres,  y  cuidan  de  suministrarles  las  medicinas, 
nombrando  ano  ó  mas  vocales  que  bajo  el  titulo  de  enfertne- 
ros  tengan  este  ramo  á  su  cuidado. 

Corresponde  á  los  enfermeros  tomar  ios  correspondientes 
informes,  y  oír  el  parecer  deios  facultativos  antes  de  sumi- 
nistrar ningún  socorro,  excepto  en  los  casos  de  grave  é  in- 
minente peligro  de  vida.  Deben  también  dar  cuenta  exacta 
de  las  cantidades  invertidas  con  este  objeto,  de  los  enfermos 
curados,  de  los  muertos  ó  adolecidos  de  on^vo,  y  todas  las 
demás  noticias  que  creyeren  oportuno  comunicar  á  las  Jun- 
tas respectivas. 

Los  enfermeros  procuran  ponerse  de  acuerdo  con  las  aso- 
ciaciones particulares  de  caridad  en  los  pueblos  donde  exis  - 
ten,  para  auxiliarse  reciprocamente  en  el  desempefio  de  sn 
benéfico  ministerio  (2). 

••8.— Las  Juntas  municipales  de  beneficencia  organizan 
y  fomentan  todo  género  de  socorros  domiciliarios,  muy  par- 

(1)    Reglamento  de  beneficencia,  arts.  86  y  sig. 
(8)    Ibid.,arU.98y8Íg. 
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itcolármente  los  socorros  en  especie,  y  deterrainaQ  el  núme- 
ro conveaiente  de  las  subalternas  de  socorros  domiciliarios 
que  podrán  ser  tantas,  cuantos  los  barrios  de  la  población. 
Al  frente  de  cada  Junta  subalterna  de  socorros,  hay  por  lo  co- 
mún un  eclesiástico  nombrado  por  el  alcalde  á  propuesta  de 
la  Junta  municipal:  los  curas  párrocos  están  por  razón  de  su 
ministerio  á  la  cabeza  de  las  parroquiales  de  beneficencia  do- 
miciliaria. 

Las  cuentas  de  las  Juntas  parroquiales  comprenden  y  re- 
funden en  una  las  de  las  Juntas  de  barrio  en  que  se  bailen 
subdivididas.  Estas  cuentas  se  rinden  mensualmente  á  la 
municipal,  y  expresan  el  número  y  la  cantidad  de  aoiilios  re- 
cibidos ya  en  efectos,  ya  en  dinero  y  su  distribución. 

•S4.— El  alcalde  concede  las  licencias  para  hacer  las 
cuestaciones  públicas  y  domiciliarias  (4). 

•Sft. — En  suma,  todo  el  mérito  y  toda  la  dificultad  de  un 
buen  régimen  de  socorros  domiciliarios  consiste  en  su  con- 
veniencia, en  SQ  analogía  y  en  su  equilibrio  con  las  necesida- 
des* Esta  apropiación  comprende  tres  condiciones  principa* 
les:  la  especialidad  del  socorro,  su  medida  y  su  oportunidad. 

La  especialidad  es  su  relación  con  el  sexo ,  la  edad ,  la  sa  - 
lud,  el  carácter  mismo  de  la  persona  socorrida:  la  medida  es 
la  proporción  entre  el  beneficio  y  el  infortunio,  y  la  oportuni- 
dad es  la  coincidencia  del  mal  y  del  remedio. 

Todo  linage  de  socorros  domiciliarios  se  distingue  por  dos 
caracteres,  á  saber:  su  extensión  variable  y  su  condición  no 
permanente.  Cuando  la  necesidad  disminuye ,  los  socorros 
disminuyen ,  y  cesan ,  si  la  necesidad  cesa. 

A&TicvLO  5.®— ^MiAiWÍtaA.. 

93A.— La  mendicidad  paede  ser  939.»Ba8e8  de  toda  legislación 
ua  delito.  de  mendigos. 

937.— IVo  siempre  68  nn  acto  ilí-  940.— Teoría  de  la  libertad  ab- 
cito.  solata  de  mendigar. 

93S.— PoUda  déla  mendicidad.  941.— Jaicio  de  este  sistema. 

(1)    Ley  de  SO  de  jonio,  art.  13. 
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94S.-*áiitÍRaas  leyes  de  inon-    944.--*TrMlactoii  de  loe  aeiidi- 
dicidad.  go8  á  loe  paebloa  de  ea 

943.  — LegisIacioD  moderna.  ▼ccíodad  ó  naturaleza. 


* — ^El  código  penal  considera  como  on  delilo  el  pedir 
habitualmente  Umosna  sin  la  debida  licencia;  iaariMes  ctiti- 
ga  al  mendigo  qne  bajo  nn  motivo  falso  la  bnbiere  obleaUb, 
ó  si  continuare  mendigando  después  de  haber  cesado  la  emi* 
sadel  permiso  (4). 

En  efecto,  hay  «n  interés  de  órdet  pAbiteo  en  prohibir  á 
todo  hombre  valido  que  implore  de  la  caridad  la  subsislen- 
cta  que  debe  ganar  k  costa  de  sa  trabajo*  Es  una  ley  de  la 
naturaleza  y  de  la  sociedad  comer  el  pan  regado  oon  el  su- 
dor del  rostro,  y  qoien  la  quebranta  maaleeiéodose ee  on 
ocio  voluntario  y  vive,  como  las  plantas  partaila»,  á  eapen- 
sas  de  otro  individuo ,  es  un  miembro  pernicioso  al  estado 
cuya  conducta  merece  severa  represión  y  castigo. 

•SV.-^Mas  si  el  pobre  es  inválido  y  la  administracíee  le 
niega  todo  socorro,  al  pedir  limosna  obedece  á  la  ley  snpre* 
ma  de  su  conservación  sin  causar  la  mas  leve  ofensa  al  esta- 
do, porque  si  la  beneficencia  le  cierra  ses  puertas  ¿á  donde 
llamará  sino  á  las  de  la  caridad  privada? 

9B9, — Resolta  de  lo  expuesto  que  en  toda  nación  bien  or- 
denada no  debe  haber  mendigos,  pues  la  moUiplicacioo  de 
asilos  para  los  pobres ,  excluye  la  necesidad  de  la  limosna. 
Infiérese  igualmente  que  en  donde  la  caridad  soeial  ne 
Negase  á  tal  grado  de  perfección ,  aUf  es  de  rigor  qoe  exisle 
una  policía  de  mendicidad. 

0S9.— Toda  legislación  acerca  de  mendigos  debedescan- 
sar  en  un  principio,  á  saber :  que  la  mendicidad^o  se  ejeraa 
sin  licencia  de  las  autoridades  administrativas.  El  permiso 
para  implorar  la  piedad  del  público  es  una  garantfa  en  favor 
de  la  sociedad  y  del  mendigo :  de  aquella ,  porque  la  ley  no 
puede  consentir  que  con  el  manto  de  la  indigencia  y  de  la  in- 
capacidad Rsica,  se  oculten  vicios  horribles,  costumbres  de- 

(1)    Arta.  256  y  257. 
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ptufiéas  y  tal  ves  ae  mqnine  Qonir^  el  e^udo:  <tee3to«  por- 
que (U^tívguitfido  el  verdadera  pobre  del  meodig^^  de  proC^^ 
9ÍM»  la  oiiridad  públioa  $er&  mas  liberal  y  aua  doaea  3e  re* 
parliráii  eaUe  oa  núnero  menor  de  neeeaitajlos. 

INMI.r-Aleiuioa  oaoritores  eanbaieo  el  aisieoíia  aaterior  y 
proponen  la  libertad  omnímoda  de  implorar  la  caridad  públi- 
ea»  porque»  dicen,  al  pobre  debe  coneedérsele  la  libertad  de 
mendigar,  como  al  obrero  la  libertad  de  industria  y  la  li*«' 
bertnd  personal  á  todos  loa  miembros  del  estado*  Seprimir  la 
mendicidad  sin  violar  las  reglas  de  la  )Qs4icift  (prasigoeo),  es 
deatrnír  la  parle  mas  degradante  y  afrentosa  de  la  miseria; 
pero  ni  la  prisión,  ni  la  cadena  remedian  la  miseria»  ni  la 
efioaeia  de  todo  el  código  penal  alean»  para  aliviar  donde 
nn  óbolo  de  limosna.  El  infeliz  padre  de  familia  que  earocie 
de  pan,  cuyos  recorsos  están  agotados  y  cuyas  facultades  se 
niegan  á  todo  trabajo,  no  tiene  otro  medio  de  evitar  la  muer- 
te y  snelentarástt  familia»  qne  mendigar.  Si  las  leyes  de  por 
lieia  se  efeoutan  con  rigor,  castigan  en  ól  la  miseria,  el  del  i* 
to  de  ser  pobre  y  enflermo  y  el  experimentar  en  an  vida  ne- 
eesidadea  oomnnea  í  todos  los  hombres  (4 ). 

B4t.^Tales  non  en  concreto  los  argomentos  en  apoyo  de 
esta  dootrina»  bella  oomo  toda  teoría  apasionada,  pero  digna 
de  nensnra  considerada  bajo  el  aspecto  administrativo. 

Ál  dictar  nna  ley  de  pobres  debe  el  gobierno  atender  á 
mil  intereses  distintos.  Lds  hay  de  política,  jsconómieos,  de 
óffden  piblico,  moralea  y  religiosos.  Todos  deben  pesarse 
non  imparcialidad,  si  bien  inclinándose  la  administración  á 
proteger  siempre  el  principio  moral.  Cerrar  los  ojos  í  los  abn- 
aos  de  la  mendicidad  y  confandir  el  verdadero  con  el  t$\so 
pobre,  es  abandonar  la  sociedad  k  esa  lepra  moderna  que  la 
oonsomn,  áeaa  enfermedad  lenta  que  la  mina:  establecer 
una  justa  diferaneia  entro  el  infortunio  y  el  vicio,  es  dispen- 
sar al  pobre  una  protección  legitima,  reducir  la  pobreta,  ha- 
cerla inofensiva,  acrecer  el  bienestar  y  mantener  la  paz  pú- 
blica. 

(I)    Véase  Dachatcl,  De  tn-okariié^  seconde  ptrtie,  cbap.  v. 
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^49.— La  legislación  de  Espafia  ha  sido  en  todos  tiempos 
muyserera  contratos  falsos  mendigos.  tHay  algnnos po- 
bres (dice  don  Alonso  el  Sfcbio)  qne  por  menester  qne  han,  ó 
por  sn  trabajo ,  podrían  ganar  de  que  Tiviesen  ellos,  é  oíros,  é 
non  lo  facen ,  ante  qoieren  andar  por  casas  agenas  gobernán- 
dose. E  á  estos  á  tales  por  mayor  derecho  tiene  Santa  Egle- 
sia  de  les  tirar  el  comer,  qne  gelo  dar,  pnes  qne  ellos  dejan 
de  h)  ganar,  podiéndolo  facer,  é  non  qnieren,  ante  tienen 
por  mejor  de  lo  facer  por  arlotería»  (i);  y  el  Rey  den  Pedro 
mandó  qne  «ningunos  ornes  ó  mugeres.qoe  sean  ¿  pertenes* 
can  para  labrar  no  anden  baldíos,  nin  pidiendo  nin  mendi- 
gando, mas  que  todos  trabajen,  éyi van  por  labor  dé  sns  na- 
nos, salfo  aquellos  ó  aquellas  que  ovieren  tales  enfermeda- 
des, ó  Itsiones,  ó  tan  gran  vejez,  que  lo  non  puedan  h- 
ccr»  (2>. 

Apenas  se  han  celebrado  cortes  algunas  en  el  siglo  XTl, 
en  las  cuales  no  se  clamase  contra  los  abusos  de  la  mendici- 
dad y  no  se  propusiesen  algnnas  providencias  para  atajarla 
y  reprimirla.  En  las  de  Valladolid  de  4593  solicitó  el  reino 
que  los  pobres  no  pudieran  pedir  fuera  de  tos  lugares  de  sa 
naturaleza,  como  asi  fue  dispuesto,  y  en  las  de  45K^  se  pi- 
dió que  aun  en  los  pueblos  de  sus  naturalezas  ne  pudiesen 
pordiosear  los  mendigos  por  las  calles,  sin  licencia  de  algu- 
na persona  diputada  por  los  Ayuntamientos  para  cuidar  de 
este  ramo  de  policía.  Tal  fué'  con  leves  diferencias  la  deetri- 
na  consagrada  en  la  Novísima  Recopilación  y  la  vigente  has- 
ta el  dia,  cuya  mayor  parte  hállase  confundida  con  las  le- 
yes represivas  de  la  ociosidad  y  de  ht  vagancia  (3). 

94S.— Según  el  derecho  administrativo  mas  reciente ,  no 
se  permite  pedir  limosna  bajo  ningún  título  ni  protesto  en 
los  pueblos  donde  existan  casas  de  socorro  6  se  distribuyan 
auxilios  domiciliarios,  cuidando  bs  autoridades  civiles  de 
que  esta  prohibición  sea  guardada.  En  los  róstanles  solo  pne- 

(1)    Lev  40,  tít.  V,  Part.  I. 

(3)    Ordcaamiento  de  los  meoestrales  publicado  en  1351.  Véase 
la  Biólioleca  económieo-pblilica  de  Sempere  y  Gnarinos,  toffl«  1.* 
(3)    Véanse  los  uümeros  675  y  sig. 
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de  pedir  limosna  quien  tuviere  licencia  por  escrilo  de  la  au- 
toridad local ,  después  de  informarse  del  estado  de  pobreza  y 

de  sos  motivos  (O- 

Los  gefes  políticos  disponen  la  traslación  de  los  mendi- 
gos á  los  pueblos  de  su  domicilio  ó  naturaleza,  Icuyas  autori- 
dades, previos  los  informes  convenientes  para  conocer  las 
verdaderas  necesidades  de  cada  uno,  les  prestan  los  socorros 
oportunos  (2). 

•44.«-Tra8ladar,  dice  M.  Duchatel,  no  es  destruir.  Dis- 
poner una  batida  contra  la  miseria  es  acosarla  por  un  lado 
para  que  se  refugie  en  otro  en  donde  tiene  necesidad  de  igual 
asistencia.  Los  mendigos  no  acoden  sino  á  los  parages  mas 
favorecidos  por  la  abundancia  del  trabajo  ó  por  una  caridad 
mas  ardiente:  expulsarlos  &  viva  fuerza  equivale  á  despojar- 
los del  derecho  común  de  los  ciudadanos ,  alejando  al  obrero 
del  trabajo  y  al  pobre  de  la  beneficencia  (3). 

Aceptado  el  principio  de  la  liberfad  de  mendigar,  esta 
doctrina  es  su  forzosa  consecuencia;  así  como  reconocida  la 
necesidad  de  una  policía  especial  para  los  pordioseros,  tam- 
bién se  deriva  la  regía  común  de  su  traslación  á  los  pueblos 
de  su  origen  6  vecindad.  Allí  pueden  ser  perfectamente  dis- 
tinguidos el  verdadero  pobre  y  el  mendigo  de  oficio,  castiga- 
do éste  y  socorrido  aquel  en  proporción  de  sus  necesida- 
des. 

La  Fey ,  sin  embargo,  no  prevé  un  caso  muy  posible  en  el 
cual  debiera  bacer  una  excepción  terminante ,  á  saber,  cuan- 
do el  número  de  pobres  de  un  distrito  municipal  fuere  tan 
considerable,  que  el  socorrerlos  se  convirtiese  en  carga  muy 
pesada  para  los  vecinos.  Entonces  no  sería  equitativo  que 
e1l6s  solos  soportasen  el  gravamen ,  antes  los  principios  de  la 
justicia  y  las  reglas  de  la  conveniencia  pública  demandan  que 
acudan  en  auxilio  del  ayuntamiento,  la  provincia  ó  el  estado, 
según  lo  grave  del  mal  y  lo  difícil  del  remedio. 


(1)  Reglamento  de  boDeficencia,  arts.  94  y  95. 

(2)  Ibid.  art.  95. 

(3)  Ih  la  chanté,  seeoode  partie>  chap.  t. 
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CAPÍTULO  XV. 

Be  lü  edveaetoa. 

945.— Perfección  de  las  perso-         *    para  dirigir  U  edocapisa 

Has.  del  pneblo. 

946,*^Ediioack>Q.  9(5,-^Edqo«QÍo9  ^rfUm* 

947.— >Saa  caracteres.  956.— privada. 

948.— Debe  fundarse  en  el  espí^  957,— religiosa. 

rita  religioso.  9l8.-*Intenrenoion  do  la  IglMia 
949.— La  fé,  cimiento  de  la  so*  v  del  esud(^ 

ciedad.  959.—D¡ñcaUades  en  U  aplica- 
950.— El  Evangelio «  la   mejor  clon. 

baso  de  la  edaoacion.  9(0.w.lloe«MÍad  de  f«e  ol  olefo 
951.— Debe    ser  análoga  i  h  sea  ilustrado. 

constitución.  96 1.-- Autoridad  paterna. 

959.-*Debe  ser  anifbroae.  969.-<*Dereolioa  ao  la  aoetoAad 
953.— -Debe  ser  profesioaaL  donésMca. 

954.— Aatoridades   competentes 

•4i^.<^La  sociedad  qp  satísbce  so  deuda  procorandQ  ao- 
lamenle  la  conserfacíoa  de  laa  personaa,  paea  Quedadle  to- 
davía graades  deberea  qoe  oumpUr  en  ouaato  4  au  perfección- 
Por  ley  coosUnte  de  la  natoralma  leí  hombre  ea  perfectible 
hasta  un  grado  ÍDcierto  de  boodad;  y  htoia  eate  porvenir  oa* 
curo  camina  ain  deacaoso  impelido  por  laa  oleadas  de  laa  ge- 
neraciones qoe  se  suceden  y  reemplazan  en  el  dilatado  espacio 
de  los  siglos.  La  aptitud  de  noesiras  facultadea  para  loda  me- 
jora y  el  deseo  iooato,  ardieote,  elerAo  de  aspirar  al  biea  ab- 
soluto,  nos  revelan  qoe  la  perfección  ea  una  condición  de 
nuestra  eiíatencia  individual ,  y  el  progreso  nna  lay  de  nnea- 
tra  eaistencia  colectiva. 

Maa  la  fociedad  no  progresa  si  los  individuos  no  ae  per- 
fisccionan,  porque  en  el  estado  reflejan,  eome  en  on  espqo  fiei, 
laa  virtudes  y  loa  vicios  de  sus  miembros.  Si  la  admíniatm- 
cion,  pues,  pretende  formar  al  ciudadano,  debe  empeiar  for- 
mando al  hombre,  y  á  éste  tomarle  de  brazos  de  la  naturale- 
za, coando  su  alma,  virgen  todavía,  cede  dócilmente  á  toda 
ensefianza.  La  nifiéz  y  la  primera  juventud  son  las  edadea 
mas  perfectibles,  y  eaUía  breves  períodos  de  la  vida  laa  épo* 
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cas  bvorables  para  influir  en  oiteatro  coraioa  y  ea  nnealro 
eatendiuiíeQlo  por  medio  de  la  educacíoD  domésiioa  ó  sooial. 

04S. — EdacacioQ  es  el  conjuaU)  de  aquellas  influencias 
4M  desarrollaa  ea  la  crialora  los  dones  del  Criador»  que 
daa  al  hombre  todo  el  valor  posible  ea  so  naturaleza,  y  que 
eoatribttyeado  á  su  perfeeeíoii  duraate  el  curso  de  la  vida, 
le  dispoaen  al  eiaelo  complimieiUo  de  sos  deberes  morales 
y  polltieos.  Este  apreadizaje  de  la  vida  es  objeto  de  in* 
mensa  importancia  á  los  ojos  del  individuo  y  del  gobterno* 
y  asunto  igualmente  propio  de  la  filosofía  y  de  la  adminis^ 
Incioa.  Interesa  á  la  fé  religiosa»  i  la  constitución  del  esta* 
do»  á  la  suerte  futura  de  las  clases  superiores  é  inferiores,  á 
las- relaciones  complejas  de  los  poderes  espiritual  y  temporal» 
y  en  suma »  nada  grave  y  trascendental  sucede  en  la  región 
de  las  ideas  6  en  el  mundo  de  los  bachos,  que  no  sea  deter^ 
minado  ó  no  pneda'ser  moderado  ó  combatido  por  el  influjo 
casi  omnipotente  de  la  educación  popular. 

•49.— Para  que  la  educación  social  adquiera  esa  fuerza 
jigante'que  detiene  al  mundo  en  su  carrera»  ó  cambie  el 
rombo  de  la  opinión  en  pro  de  la  hnmaaidad,  neceaita  subor* 
diñarse  á  las  máximas  siguieotes: 

•4S.—  L  Que  se  funde  en  el  Cristianismo*-*La  educa** 
cion  no  ser&  perfecta,  mientras  no  desarrolle  un  principio 
moral  que  conduzca  á  la  práctica  de  los  deberes  del  hombre 
y  del  ciudadano  por  amor  al  bien,  por  precepto  de  ooocien- 
eia.  Ni  el  frío  cálculo,  ni  la  razón  pura»  ni  el  oonvencimien-' 
lo  de  la  necesidad  son  sólidos  fundamentos  de  la  moral  p6* 
blica  ó  privada;  es  preciso  alimentar  el  fuego  sagrado  de  la 
revelación  divina»  avivar  la  llama  de  la  fé  religiosa  y  des«* 
parlar  aquel  entuaiaaaM)  con  que  obraron  prodigios  nuestros 
mayores. 

•4l».— Sin  lé  no  hay  sociedad,  porque  sin  un  símbolo  oo« 
num  de  creencias  religiosas»  morales  y  politicas  tampoco 
hay  unidad  posible.  Los  pueblos  en  tanto  existen  en  cuanto 
los  hombres  abrigan  los  mismos  pensamientos  y  ceden  k  los 
mismos  deseos  en  una  multitud  de  puntos  y  de  casos  qne 
aieclan  á  la  vida  intima  de  las  naciones.  Los  vínculos  sociides 
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son  mas  faertes  alli  en  donde  las  ideas  caminao  ma»  onífor* 
mes,  donde  la  opinión  es  mas  convergente,  donde  en  fin- 
reina  un  verdadero  espiritn  público. 

05#. — Si  no  tuviésemos  altas  pruebas  del  origen  divino 
de  nuestra  religión;  si  no  fuese  preferible  la  moral  del  Eran* 
gelio  á  la  moral  de  todas  las  sectas  y  de  todas  las  escuelas 
filosóficas,  todavía  debiéramos  aceptar  la  fé  cristiana  como 
base  de  la  educación  del  pueblo :  primeramente  porque  en 
Bspafia,  mas  que  en  Europa,  quien  dice  religión,  dice  Cris- 
tiauismo;  y  en  segundo  lugar,  porque  ñingnn  principio  sino 
el  cristiano  realiza  la  unidad  de  los  hombres  en  Dios,  de 
los  pueblos  en  el  espacio,  de  las  generaciones  en  el  tiempo, 
de  las  almas  en  la  eternidad. 

Educados  los  pueblos  en  la  fé  cristiana,  el  amor  del  padre 
hacia  el  hijo,  la  obediencia  á  las  leyes,  el  sacrificio  por  la 
patria  llevan  el  sello  de  la  sanción  religiosa,  sin  el  cual  toda 
abnegación  personal  es  yanidad  ó  cálculo ,  y  no  el  cumpli* 
miento  de  un  santo  deber  que  revela  la  virtud  sólida  del  hé* 
roe  y  del  mártir.  Educados  en  la  fé  cristiana,  bien  podrán  los 
pueblos  sustituir  un  principio  político  con  otro;  pero  el  eje 
moral  será  eterno,  inmutable,  y  jamás  se  verán  ios  gobier- 
nos aislados  en  medio  del  movimiento  universal,  fija  la  vista 
en  lo  que  fué  apoyándose  obstinadamente  en  creencias  muer- 
tas y  al  fin  sepultados  bajo  las  ruinas  de  lo  pasado. 

En  medio  de  las  revueltas  y  trastornos  que  hoy  conmue- 
ven las  entrafias  de  la  Europa  agitada  por  la  insurrección  de 
las  ideas  y  por  la  lucha  de  los  intereses,  sabrá  resistir  mejor 
á  la  tormenta  aquella  nación  en  donde  la  fé  religiosa  fuere 
mas  ardiente,  y  se  conservare  mas  unánime  el  dogma. 

Objétase  que  el  Cristianismo  recomendando  la  pobreza 
voluntaria,  las  privaciones,  la  vida  contemplativa,  y  no  vien- 
do en  el  dolor  sino*  una  prueba,  ni  en  el  mundo  sino  una 
breve  peregrinación  cuyo  término  es  la  eternidad ,  no  cua- 
dra á  la  época  presente  en  que  la  actividad  incesante  es  el  ca- 
rácter distintivo  de  la  sociedad.  Mas  el  Cristianismo  asi  como 
se  ajusta  á  todas  las  edades  y  condiciones  del  individuo «  asi 
también  se  acomoda  á  todas  las  situaciones  de  los  pueblos 
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cambiando,  segaa  las  eircunstancías ,  no  el  fondo,  sino  la 
forma  y  el  lenguaje  de  la  enseOanza. 

No  es  la  indastria  quien  resolverá  esos  candentes  proble- 
mas que  ponen  en  combustión  á  las  naciones  Tabricantes  y 
dividen  la  población  en  opresores  y  oprimidos;  tampoco  la 
ciencia  con  su  pálida  antorcha  que  ilumina  sin  fecundizar; 
menos  la  fuerza,  porque  falta  una  idea  que  legitime  su  im- 
perio y  consagre  su  dominación;  es  el  principio  cristiano  ino- 
culado en  la  sociedad  por  medio  de  una  educación  religiosa 
quien  puede  precaver  las  grandes  crisis  sociales  ó  darles  so*- 
lucion  conveniente  inspirando  á  los  ricos  la  beneCcencia  y 
el  sacrificio,  á  los  pobres  la  resignación  y  la  esperanza,  y  á 
todos  el  amor  á  su  semejante  y  el  respeto  á  la  propiedad. 

La  educación  moral  fortalecida  con  el  espirito  religioso 
es,  por  tanto,  la  primera  necesidad  de  los  pueblos.  Cualqoie* 
ra  otra  educación  moral  ó  intelectual  que  no  tenga  raices 
lan  hondas,  lejos  de  producir  ningún  beneficio  sólido,  esta- 
rá cercada  de  graves  peligros.-  La  verdadera  felicidad  de  los 
pueblos,  como  la  dicha  de  los  individuos,  descansa  en  una 
moralidad  rígida,  en  el  imperio  de  si  mismo,  en  la  humanidad 
y  moderación,  en  el  cumplimiento  espontáneo  de  todos  núes* 
tros  deberes  de  hombre  y  de  ciudadano,  sentimientos  de  be- 
nevolencia que  solo  el  Cristianismo  sabe  escitar. 

0ftt.—  IL  Que  sea  análoga  á  la  constitución  del  estado.-* 
No  son  las  buenas  leyes  el  fundamento  de  la  constitución 
de  un  estado,  sino  las  costumbres  del  pueblo  favorables  á  la 
organización  política  existente,  propagadas  y  corregidas  por 
medio  de  un  sistema  conveniente  de  educación,  ün  gobierno 
qne  se  transforma,  en  tanto  tiene  condiciones  de  vida,  en 
cuanto  los  pueblos  están  educados  de  una  manera  análoga  á 
los  nuevos  principios  constitucionales.  Si  la  juventud  llamada 
al  ejercicio  de  los  derechos  politices  ;  á  la  práctica  de  los  de* 
beres  del  ciudadano  ni  estima  los  unos,  ni  conoce  los  otros, 
la  constitución  del  estado,  en  vez  de  consolidarse  y  conver- 
tirse en  ley  perpetua ,  cederá  al  primer  esfuerzo  de  sus  ene- 
migos ,  ó  caerá  en  menosprecio  violada  k  cada  paso  por  los 
poderes  qne  mas  debieran  respetarla. 
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Asi  como  los  gobieroos  absolatos  se  amparan  de  la  igoe* 
rancia,  los  gobiernos  libres  se  apoyan  en  la  inslmecíoB.  Otor- 
gadas á  an  pueblo  derechos  poUticos,  ya  es  necesario  ense- 
iarle  á  ponerlos  en  ejercicio ,  so  pena  de  abandoaarle  á  los 
OKoesos  de  la  anarquía:  ínsiroírie  es  gobernarle. 

La  ignaldad  ci?il  y  la  elección  son  dos  semillas  de  qte 
nacen  el  bien  ó  el  mal,  según  qae  el  gobierne  las  eollife.  Un 
sistema  de  edacacion  general  y  aiecnada  á  las  leyes  Aitda^ 
mentales  de  la  nación,  regenera  el  espirita  público,  distía* 
gne  la  igualdad  civil  de  la  social,  establece  la  gerarqaiade 
tos  inteligencias  y  da  por  resaltado  la  aptitud  de  cada  duda* 
daño  para  la  categoría  á  que  la  constitución  le  llama. 

La  educación  dd  pueblo  es  la  mejor  barrera  á  la  inTaaion 
creciente  de  la  centralización  adainistratiTa,  porque  mien- 
tras no  Hegne  cierto  grado  de  inteligencia  á  ser  patrimonio 
eomun  de  los  ciudadanos,  no  se  otorgarán  sus  justas  libertar 
des  á  los  Ayuntamientos,  ya  porque  seria  imprudente  contar 
á  manos  ioexpertas  ia  dirección  de  los  intereses  locales,  y  ya 
porque  fuera  peligroso  depositar  aquel  poder  en  Cales  perso* 
nas  qae,  haciendo  inconsiderado  alarde  de  su  ánimo  hostil 
al  gobierno,  convirtiesen  su  autoridad  en  arma  de  oposición 
y  la  empleasen  en  destruir  la  unidad  política  del  estado. 

9ftt.—  HL  Que  sea  uniforme.— Una  educación  asentada 
sobre  un  plan  uniforme  de  enseñanza  promueve  la  identidad 
de  ideas  y  costumbres  sin  la  cual  no  hay  concordia  en  ios 
ánimos,  fomenta  el  amor  á  la  patria  y  contribuye  á formar  el 
tarácter  nacional ,  esa  fisonomía  moña!  qae  distingne  á  cada 
sacien  de  las  demás  dei^mundo,  y  al  mismo  tiempo  distríboye 
equitativamente  los  beneficios  de  la  instrucción  entre  todas 
lascbuws  del  pueblo,  porque  laedocacien  no  es  «n  prirüegio 
de  nacimienlo  ó  an  bvor  de  la  fortuna,  sino  deuda  sagrada 
de  la  .sociedad  que  el  gobierno  satisface  con  mas  empefloá 
las  personas  que  por  falta  de  riquezas  ae  pueden  proponwM 
nar  la  conveniente  ensefianxa  á  sus  pobres  familias. 

MM.—  IV.  Que  sea  profesional.— No  aob  debe  ia  edu- 
cación estar  en  perfecta  armonía  con  las  necesidades  ooon- 
nos  de  la  humanidad  y  con  las  generales  de  la  nación,  sino 


LIBBO  I?.   »l  Ul  «AtlUA  AtKimSfftATlTA.  479 


tambum  ser  rebUfa  &  ia  condioiM  especial  de  eada  iadivi*» 
dúo  ea  «1  estado  y  A  so  Tocaeion  partkaiar. 

£8la  náxiíaa  iioiila  la  aplícaeíoD  de  la  anterior  desechan* 
do  el  principio  de  la  aniformidad  aheelata  qae  eonduciria  al 
tsceso  de  capacidades,  á  la  ooofluencía  de  aeibicioaes  peli'- 
grosas  j  al  trastorno  del  orden  soeial.  La  edacaoion,  lejos  de 
ettraviar,  debe  dirigir  las  Tocaciones  por  el. buen  camiao» 
sefialando  el  grado  de  enseñanza  y  los  estodios  facuitalifoa 
que  con? ienen  á  cada  profesión  •  arte  ú  oficio.  El  secreto  del 
gobierno  consiste  en  dictar  reglas  adecoadas  al  desarrollo  y 
OBipleo  de  naesira  actÍTidad  moral»  dispoaiendo  anesirae  Ca* 
cnitades  para  el  caroplímienlo  de  los  deberes  propios  de 
a(|B6lla  coodidoaeaqnemiflQOS,  y  preparándoaos  para  el 
ifésBito  ée  la  exislencíA  ideal  y  de  los  sueflos  dorados  de 
b  ]a?eaiQd,  á  la  Tida  real  que  vienen  en  pos  cea  s«s  cál«* 
culos,  sus  intereses  y  sus  inquietudes. 

•AA.^^Resla  abara  e&aainar  qoiéa  es  la  auloridad  com- 
petente para  aplicar  las  máximas  expuestas  á  la  educación  j 
hasta  donde  akaaia  su  poder.  £1  estado  tiene  grandes  dere- 
cbes  á  dirigir  la  ensefianaa  moral  y  la  insiruocion  común  y 
técnica  de  sus  miembros;  pero  esta  acción  admioistratíra 
debe  respetar  oirás  des  poiestades  que  ooacurren  al  misaio 
olqeio^  la  ectesiásüca  y  la  paterna. 

«—La  educación  pública » aqaeUa  que  la  ley  ordena  y 
el  magisirado,  era  la  única  compatible  coa  la  aniij^ua 
eivilisacion.  Eateaoes  aose  receaocian  derechos  iadi?idualeB| 
siae  naa  liberlad  eelecüfat  porque  la  sociedad  lo  era  todo  y 
las  personas  aada;  expiopiacioa  ^ue  alcanzaba  i  los  seoti- 
mienles  mas  tiernos  de  la  aaiaralexa^  pues  aun  los  hijos^  mas 
qaeá  esM  padi«s,  pertenecian  al  estado.  La  religión  tampoco 
limitdia  un  peder  ian  alisol«io«  porque  el  sacerdocio  se  coa* 
sídeoiiba  como  ana  sKigistraiura  sobre  la  cual  desesUaba 
el  poniüse^  principe  de  este  ¿rdea  de  aiagisirados,  y  no  so* 
beraao  4e  las  cancieaeias  como  d  viesrio  de  Cristo  entre 
nosotroa. 

WM. -^Mu  cuando  la  dignidad  del  koMbre  empesó  &  ser 
comprendida,  la  autoridad  de  los  padres  con  respecto  á  la 
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educación  de  sos  hijos  principió  también  á  ser  respetada  y  la 
ley  penetró  con  temor  en  el  santuario  de  las  familias.  La 
Iglesia,  por  otra  parte,  introdujo  un  elemento  naefo  con  el 
poder  espiritual  que  creció  hasta  igualarse  con  el  temporal, 
y  hubo  leyes  religiosas  y  civiles,  un  sacerdocio  al  lado  del 
imperio.  La  sociedad  cristiana  debia  ser  independiente ,  sn 
autoridad  en  punto  á  religión  omnímoda  y  sn  influjo  en  la 
enseñanza  necesario.  . 

0*9. •'El  hombre  nacido  en  el  seno  de  un  pneblo  católi- 
co es  miembro  á  la  vez  de  la  Iglesia  y  del  estado,  y  desde  la 
cuna  está  en  la  obligación  de  cumplir  con  unos  deberes  como 
cristiano  y  con  otros  como  ciudadano.  La  ensefianza  del  dogma 
pertenece  al  clero  solamente,  y  la  educación  política  es  de  la 
competencia  exclusiva  de  la  administración;  mas  entre  am- 
bos linderos  queda  todavía  un  terreno  ambiguo,  ó  mas  bien 
de  dominio  común,  á  saber,  la  instrucción  moral  en  cuya 
dirección  se  interesan  al  mismo  tiempo  el  sacerdote  y  el  ma- 
gistrado. 

059.-- Hay  dos  series  de  ideas  y  de  hechos,  unos  que  se 
refieren  al  espíritu,  otros  á  la  materia.  Ei  estado  tiene  el  en- 
cargo especial  de  promover  el  desarrollo  de  los  intereses 
mundanos,  de  los  bienes  po$itÍDo$;  y  aunque  al  fomentar  la 
riqueza  y  las  demás  condiciones  de  bienestar  público  sobor- 
dina  sus  actos  al  principio  moral,  es  mirando  principalmente 
á  la  uMidai.  La  Iglesia,  al  contrario,  aparece  siempre  aten- 
ta á  seguir  el  bien  absoluto  y  á  procarar  la  perfección  del 
hombre  fuera  del  círculo  de  los  intereses  presentes,  y  so  doc- 
trina contiene  la  noción  mas  pura  del  debir,  T  como  el  or- 
den moral  y  el  material  se  hallan  ligados  con  lazo  indisolu- 
ble en  la  tierra,  ni  el  sacerdote  puede  abandonar  la  ensefian- 
za al  magistrado ,  ni  este  confiarla  al  sacerdote  sin  reserva. 

•ft0.~En  la  teoría  la  cuestión  mista  de  la  ensefiaoza 
queda  así  resuelta;  pero  en  la  práctica  se  soscitan  graves 
dificultades  qoe  turban  la  concordia  de  ambos  poderes.  El 
clero  imputa  á  la  administración  su  indiferencia  hacia  el  dog- 
ma, sus  tibios  esfuerzos  por  volver  &  la  vida  las  moribundas 
creencias  y  la  idea  puramente  material  que  domina  en  el  go* 
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bienio  aun  cuando  promoefe  los  estudios  morales  y  religio- 
sos. La  admiaistraeioQ  achaca  al  clero  su  desvio  en  puato  á 
intereses  generales,  su  anlipatia  con  los  progresos  de  la  in- 
dustria y  los  adelantos  materiales  del  siglo ,  y  sobre  todo, 
la  sed  de  dominación  y  ios  proyectos  de  reconquistar  por 
medio  de  la  enseñanza  el  antiguo  ascendiente  y  la  perdida 
fortuna. 

.  Rebajando  de  estas  razones  lo  que  por  una  y  otra  parte 
puede  haber  de  exagerado ,  creemos  que  la  paz  y  la  alianza 
perpetua  del  estado  y  de  la  Iglesia  en  punto  á  enseñanza,  se 
lograrían  si  el  gobierno  mostrase  mas  celo  por  hacérnosme* 
jores  y  el  clero  no  aparentase  tanto  desden  h&cia  los  bienes 
del  mundo.  Ese  mismo  clero  que  tantos  servicios  ha  presta- 
do á  la  civilización  de  Europa  tiene  todavía  santos  deberes 
que  llenar,  procurando  á  los  pueblos  una  instrucción  moral  y 
religiosa  análoga  á  las  necesidades  de  la  vida  en  el  siglo  pre  - 
senté.  Si  en  vez  de  dirigir  la  actividad  social  purgándola  de 
sus  vicios,  la  combate  imprudente,  la  misión  del  clero  dejará 
de  ser  popular  6  inútil  so  cooperación.  El  trabajo  es  la  ley 
del  hombre  y  el  goce  el  estimulo  del  trabajo,  y  por  eso  la 
educación  para  el  mundo  debe  ser  muy  distinta  de  la  que  dis- 
ponía para  el  claustro. 

MM.— De  lo  dicho  se  infiere  cuan  necesario  es  que  el  cle- 
ro sea  ilustrado;  no  solamente  con  la  ilustración  de  los  siglos 
primitivos  de  la  Iglesia  y  de  las  edades  posteriores,  sino  con 
el  saber  de  la  época  moderna.  Las  mas  de  las  doctrinas  so- 
cialistas son  doctrinas  heterodoxas,  verdaderas  heregias  mo- 
dernas que  el  clero  está  obligado  á  combatir  por  conservar  el 
dogma  en  su  pureza,  como  el  gobierno  por  mantener  la  cons* 
litucion  en  su  integridad.  El  socialismo  es  demasiado  pers  - 
picáz  para  conocer  que  no  hay  revolución  posible  sin  reforma 
religiosa ,  porque  sin  ella  la  sociedad  mas  subvertida  vuelve 
al  fin  á  aferrarse  en  sus  antiguas  áncoras ;  por  eso  niegan 
unos  al  Ser  supremo,  otros  sostienen  que  el  Cristianismo  es- 
tá  gastado  y  está  muerto,  otros  atentan  á  la  santidad  del  ma- 
trimonio y  pretenden  quebrantar  los  vínculos  sagrados  de  la 
familia,  y  en  fin,  algunos  afiaden  á  la  exposición  de  sus  teo- 
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rías  políticas  é  iodaslríales  un  sistema  tbeosAfioo.  ona  ecpe-* 
cíe  de  teología  acompadada  de  uaa  cosmogoiifa  y  psioplogia 
particulares,  que  encubren  con  cierto  aparato  de  mistícisaio 
la  impiedad  de  sos  ideas,  y  propenden  á  establecer  por  el  ca* 
mino  de  la  dada  cierto  naevo  lioage  de  teocracia. 

Dos  armas  tiene  el  gobierno  en  sus,  n^aops  paca  combatir 
opiniones  tan  peligrosas,  la  discusión  y  la  fuerza;  maS:4que- 
Ha  se  dirige  á  la  razón  pora  y  este  es  un  acto  de  pas^jent vio- 
lencia. Solo  la  religión  goza  el  singular  privilegio  4^  mpver 
el  corazón  de  todos  y  sojuzgar  con  su  voz  laa  pasijones  4^  na 
modo  permanente,  sí  el  clero  sabe  aplicar  los  divinos  precep- 
tos á  la  enseñanza  y  acierta  á  dirigir  la  educación  pública  eai 
la  escuela,  en  el  confesonario,  desde  las  c|itedras  ó  el  pal- 
pito, y  si  el  gobierno,  confiando  en  su  ilustrada  virtud^  prote* 
g%  con  siaceridad  el,  Ubre  ejercicio  de  su  santo  ministerio. 

Sea  la  educación,  pqlUíca  una  con  la  moral,  y  la  religíoa  y 
la  sociedad  se  salvan^  pues,  con  el  advenimiento  de  la9  jóve- 
nes generaciones  exentasde*  los  vicios  y  err^orea d.e  so&pa* 
dres,  renacerá  la  calma^  y  &  las  tempestades  que  hoy  rugen, 
suceder&n  dias  bonancibles  y  serenos. 

tMft.— La  autoridad  paterna  limita  asimismo  la  interven* 
cíon  del  estado  en  la  enseñanza,  poniendo  en  duda  sí  puede, 
ó  no,  el  gobierno  prescribir  á  los  padres  la  obligacíoa  de  en- 
viar á  los  hijos  á  las  escuelas  públicas  en  donde ,  apn  4  pe- 
sar de  sus  iámilias ,  reciban  la  instrucción  primaria.  Esta 
obligación  hállase  consignada  en  las  leyes  de  Sajonía ,  Ans* 
tria,  Prnsia  y  en  varios  estados  de  la,  América  del  Norte;  pero 
no  en  Francia  cuyo  carácter  y  costumbres  son  (á  decir  4e  i^l- 
guno&)  muy  opuestas  al  empleo  de  tales  medios  coeroitivoe,  si 
bien  no  repugna  el  oso  de  otros  indirectos,  por*  ejemplo,  la 
prohibición  de  ejercer  derechos  politícos  impaesta  i  toda 
persona  que  no  supiere  leer  y  escribir. 

Creemos  que  la  administración  debe  agolar  todos  loa  re^-. 
cursos  de  la  dulzura  y  del  ejemplo^  oon^batin  la-  ignoranciat 
facilitar  la  instrnccion  y  poner  en  juego  oualesqoiera  medios 
coercitivos  indirectos,  antes  de  menoscabar  la  poteslad.de  loft 
padres  compeliéndolos  i  dar  educación  á  sos  hijos;  mas  cnan- 
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do  bajo  el  techo  paterno  ai  se  caída  de  instruir  á  las  familias, 
ni  de  proporcionarles  la  enseñanza  pública  que  reemplaza  á  la 
doméstica,  él  legislador  tiene  autoridad  para  hacer  el  bien  de 
fnstrnir  j  moralizar  á  las  familias,  aun  contra  la  voluntad  de 
sus  gefes. 

MMi.^La  educación  interesa  al  individuo,  pero  también 
al  estado,  y  la  sociedad  política,  como  la  doméstica,  tiene  de- 
rechos y  deberes  para  con  sas^míembros.  La  causa  de  la  li  - 
bertad  no  est^  aliada  con  la  ignorancia,  sino  con  la  fiel  eje- 
cución de  aquel  si^éma  de  enseftan%a;  que  mas  favorezca  el 
desarrollo  de  nuostras  facultades  y  mejor  dirija  el  sentimien- 
to de  la  conciencia.  Inglaterra  no  vacila  en  poner  límites  á 
la  autoridad  paterna,  fijando  en  sos  leyes  la  edad  que  deben 
leñen  losyiifios  para  ser  admitidos  al  trabajo  de  las  fábricas; 
7  si  esto  hace  un  legislador  mirando  k  la  salud  det  cuerpo 
¿no  pudiera  otro  hacer  lo  mismo  por  la  salud  del  alma?— Si 
nuestras  leyes  corrigen  los  abusos  de  la  patria  potestad  c'okndo 
nn  padre  niega  indiscretamente  su  asenso  para  la  celebra- 
don  de  un  matrimonio  ¿no  tendrán  autoridad  para  sbplir  su 
consentimiento  en  punto  á  la  enseñanza? 

Ningún  ramo  de  industria  perecerá  por  fiailta  del  débil 
apoyo  de  la  infancia  retenida  algunas  horas  en  las  escuelas; 
roas  si  el  trabajo  y  la  enseOanza  fuesen  incompatibles,  perez- 
ca adtes  la  fábrica  que  se  hunda  el  principio  sagrado  de  la 
educación;  de  la  educación  única  fuerza  capaz  dé  combatir 
hi  ignoraoícia  y  la  inmoralidad  ;de  lais  turbas  de  obreros,  en 
quienes  el  hábito  de  practicar  siempre  las  mismas  operacio- 
nes mecánicas  extinguen  la  Iu2  del  pensamiento,  y  en  cuyos 
corazones  la  atmósfera  corruptora  de  las  fábricas  ahogan  la 
úhima  semrlla  de  virtud! 

T  si  tal  tti  contra  todas  tas  probabilidades,  sfe  siguiese 
una  leve  y  níiomentánea  elevación  de  los  salarios,  pronto  fue- 
ra compensada  aquella  desventaja  con  las  ventajas  de  la  ma- 
yor penetración  y  actividad  de  los  obreros  que  á  sus  dotes 
comunes  reuniesen  los  beneficios  inestimables  de  una  educa- 
ción análoga  á  su  clase  é  industria.  Él  trabajó 'dé  estos  hom- 
bres inteligentes,  robustos  y  morigerados  serla  mas  produ'cti- 
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vo  y  al  mismo  tiempo  los  intereses  morales  de  la  sociedad  no 
quedarían  olvidados. 

La  reforma  de  la  educación  moral  del  pueblo  es  uno  de  los 
mas  arduos  problemas  de  la  política,  porque  influye  como 
causa  y  como  efecto  de  las  costumbres.  Con  una  buena  edu- 
cación moral  lograremos  tener  una  buena  sociedad ,  y  con 
una  buena  sociedad  una  buena  educación. 

CAPÍTULO  XVI. 

De  la  liMtraeeloia  publica. 

963.— Idea  de  la  instruocion.  '     publica. 

9C4.— La  instrucción  moraliza.  968. — Teoría  de  la  enseñanza  li- 

965. — La  instrucción  produce.  bre. 

966.  — La  instrucción     popular  969.— Limites  de  la  ínter?enetoii 

nunca  es  demasiada.  administrativa  en  U  ente^ 

967. — Gobierno  de  la  instrucción  fianza.             * 

SUS.— La  idea  de  instrucción  está  comprendida  en  la  de 
educación ,  porque  quien  nos  ilustra ,  nos  explica  también 
nuestros  derechos  y  dd)eres,  y  quien  suaviza  las  costumbres 
moraliza  á  los  pueblos,  supuesto  que  es  quitar  al  vicio  la  mi- 
tad de  su  daño  despojarle  de  su  grosería. 

••4. — La  instrucción  general  es  el  pan  moral  de  los  pue- 
blos y  la  garantía  mas  eficaz  del  orden  interior;  por  eso  las 
cuestiones  de  enseñanza  son  altas  cuestiones  de  estado.  Si 
en  el  vacío  de  las  creencias  religiosas  descubrimos  la  raiz  de 
muchos  crímenes,  un  número  no  menor  tiene  su  origen  en 
la  falta  absoluta  de  instrucción.  La  ignorancia  es  la  irreligión 
de  la  inteligencia,  la  cual  no  engendra  menos  delitos  que  la 
irreligión  de  la  f¿.  Esta  destruye  en  el  hombre  la  conciencia 
del  deber ,  y  aquella  oculta  á  su  entendimiento  la  idea  de  la 
utilidad.  El  hombre  solo  es  malo  cuando  no  conoce  la  felici- 
dad ó  ignora  el  interés  que  le  llama  &  ser  bueno.  La  té  religio- 
sa nos  inspira  el  sentimiento  moral,  y  la  instrucción  forma 
la  conciencia  intelectual  cuya  necesidad  crece  fr  medida  que 
se  debilitan  las  creencias.  La  estadística  de  las  prisiones 
prueba  que  la  ignorancia  literaria  es  un  hecho  casi  general 
entre  los  sentenciados  á  reclusión. 
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1NI5.— La  inteligencia  es  auxiliar  de  la  fuerza  y  por  lo 
mismo  la  instrucción  aliada  del  trabajo.  Vano  y  ridiculo  in- 
teáto  sería  el  de  un  gobierno  que  pretendiese  fomentar  la  ri- 
queza pública  de  un  modo  empírico,  como  si  las  ciencias  no 
arrastrasen  en  su  progreso  a  la  agricultura ,  á  las  artes ,  al 
comercio,  y  como  si  toda  industria  próspera  fuese  sino  la 
aplicación  exacta  y  feliz  de  los  principios  que  el  estudio  re- 
vela! 

MMl.— No  se  tema  que  la  instrucción  popular  llegue  á  ser 
excesiva^  y  que  extendiéndose  á  demasiadas  clases  de  la  so- 
ciedad produzca  el  abandono  de  las  profesiones  rpecánicas,  y 
avivando  la  inclinación  á  las  carreras  literarias  multiplique 
tas  ambiciones  ilegítimas  y  temerarias  y  las  ilusiones  de  la 
vanidad;  lo  que  si  debe  temerse  es  la  instrucción  incomple- 
ta, los  cmiocimientos  vagos  y  superficiales,  el  divorcio  de  la 
ciencia  y  la  moral,  y  los  errores  de  la  administración  cuando 
no  proporciona  á  la  juventud  los  estudios  profesionales  en  que 
fkiüda  su  porvenir  y  el  de  sus  familias. 

Las  clases  obreras  que  tanto  derecho  tienen  á  la  pro- 
tección del  gobierno  mejorarán  de  suerte  si  una  instruc- 
ción sólida ,  es  decir,  literaria,  moral  y  religiosa  penetrase 
basta  ellas ,  porque  no  solo  será  entonces  mas  lucrativo  su 
trabajo,  sino  que  inspirándoles  el  sentimiento  de  la  previsión 
y  el  amor  al  orden  y  á  la  economía,  obtendrán  mayor  parte 
én  la  distribución  de  los  bienes  de  la  fortuna. 

fHlV. — La  dirección  y  gobierno  supremo  de  la  instrucción 
pública  pertenece  en  España  al  ministro  de  Comercio ,  Ins- 
trucción y  Obras  públicas  auxiliado  por  un  consejo  y  una 
dirección  especiales.  Los  gefes  políticos  en  cada  provincia,  los 
gefes  civiles  en  sus  distritos  y  los  alcaldes  en  los  pueblos,  y 
además  los  gefes  particulares  de  los  establecimientos  de  ins- 
trucción, completan  el  número  de  tas  autoridades  encargadas 
de  velar  por  la  enseñanza  pública ,  dirigirla  y  proteger  su 
desarrollo;  de  suerte  que  nuestra  administración  está  muy 
lejos  de  abandonar  el  progreso  intelectual  á  sí  mismo,  decla- 
rándolo exento  de  toda  intervención  del  estado. 

.—Este  principio  es  el  único  admisible  si  no  quere- 
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ipos  que  la  sociedad  se  disoelra,  dejando  seguir  al  f^^ft^ 
miento  de  los  individuos  y  k  las  tendencias  de  las  g^aeracio- 
oes  mil  rumbos  distintos ,  y  dispersarse  sus  óreeacias  y  su 
actividad  en  una  multitud  de  direcciones  tan  opuesMis,  como 
son  contradictorias  las  doctrinas  y  los  sistemas  4  que  puede 
apasionarse  el  espíritu  humano.  ¡Pues  quél  serji  permitido  á 
todo  el  mundo  lanzar  sus  ideas  al  viento,  sii^  curarse  el  go- 
bierno de  examinar  si  pueden  producir  la  caima  ó  atraer  las 
tempestades? 

¿a  libertad  absoluta  de  ensefianza  en  los  estadofi  eoio- 
peos  seria  un  absurdo  y  una  mentira  al  mismo  Uemf^o.  Ab- 
surdo ,  porque  la  enseñanza  libre  equivale  á  levaiUar  un  po- 
der al  lado  de  otro  poder ^  i  constituir  na  estado  deotro  disi 
estado.  La  ense&anza  libre  significa  la  negación  de  toda  fréc- 
ela, la  diversidad  de  sentimientos,  la  falta  de  uni444  ^a  el 
fin  y  en  los  medios,  y  es  en  suma^  el  caos  en  la  sociedad  pro- 
ducido por  la  anarquía  en  la  educación.  Mentira,  pQrque 
aquí  también ,  como  en  otras  partes ,  la  palabra  libertad  es 
engafiadora.  Quienes  solicitan  la  eoseftanza  libce,  ao  la  de- 
mandan sin  trabas,  sino  coa  sujeción  á  pruebas  de  moralidad 
y  aptitud,  y  reservando  al  gobierno  el  derecho  de  vigilancia, 
de  inspección  y  de  censura.  Entonces  ya  no  existe  ^1  liber- 
tad, sino  un  orden  fijo,  una  voluntad  única,  porque  aquellas 
pruebas  y  estos  derechos  suponen  el  respeto  k  ciertos  dog- 
mas y  cierto  culto,  la  obediencia  ¿  una  ley  sobre  todas  j  la 
unirormidad  de  preceptos  morales  y  deberes  políticos. 

•••.—Has  si  la  libre  concurrencia  encierrs^  graves  peli- 
gros para  la  sociedad,  no  es  menos  nocivo  k  loa  progresos  del 
entendimiento  el  rigoroso  monopolio  de  la  in$trfi(:cÍDQ.  Haj 
varios  grados  de  enseñanza,  y  según  que  fuere  aoefc&ndose 
á  la  educación  política,  ó  convirtiéndose  en  profesional,  debe 
el  gobierno  ejercer  en  ella  una  accio^  mas  directa  y  positiva. 
Pero  aun  cuando  la  instrucción  sea  reg^gienfadi^,  conviene 
a(  poder  respetar  la  justa  libertad  del  pensamiento,  y  no  ce- 
der al  vano  é  inútil  deseo  de  reducirle  k  tutela  y  de  crear  una 
ciencia  oficial. 
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CAPÍTULO  XVII. 


He  lá  iiuitraeetoii  príwukm^im. 

970.~Neco8ÍdaddeIaÍQ8truccioQ  los  padres  y  tutures  pro- 

ptittaría.  porcioAar  esta  eDseRanza 

971.— Legislación.  á  sas  hijos  d  pupilos. 
973.— No.  es  un  deber  civil  para 


•ve.^La  ÍBStPQoéíofi  primaria  merece  coisiderarse  en  el 
día  coiho  una  irerdadeíra  necesidad  social  6  el  complemento  de 
la  fibertad  obtenida  por  las  <;lase8  inferiores  del  estado.  Sin 
este  principio  moderador,  el  movimiento  intelectual  y  mate* 
rial  del  siglo  pudiera  empefiarse  en  sendas  peligrosas ,  y  el  iim- 
plto  ejercicio  de  los  derechos  políticos  producir  frutos  rene^ 
M8D6.  La  instrucción  primaría  abre  camino  á  la  educación 
salida  del  pueblo,  y  esta  resuelve  el  grate  problema  del  adve- 
nimiento de  la  deitaocrácia  al  poder  sin  revoluciones  sangrien- 
tas r  sin  funestes  tmstomos. 

'  Be  tal  manera  completa  la  instrucción  primaria  la  exis* 
tenlsiadel  individuo^  que  quien  no  sabe  leer  y  escribir  vive 
en  perpetua  minoría^  porque  para  los  negocios  mas  comunes 
de  la  vida  ba  menester  acudir  á  nkanos  mercenarias  ó  se  ve 
precisado  á  mendigar  el  favor  ágeno.  Por  eso  mismo  algunos 
ossrítores  reclaman  de  tos  gobiernois  el  fomento  de  la  instruc^ 
Otón  primaria,  para  que  pueda  la  ley  declarar  que  el  no  sa- 
ber lee^y  escribid  sea  una  iácapacidad  poiftica  sin  que  el 
sabet  sé  erija  eá  privilegio  social.  Nuestra  Constitución 
de  1812  establecía  que  desde  el  afto  4830  nadie  qoe  no  su- 
piese leer  y  escribir  sería  admitido  al  ejercicio  de  los  dere- 
chos de  ciudadano  (4  )• 

•9t.~La  instrucción  primaria  se  divide  en  pública  y  pri- 
vada: es  pública  cuando  la  enseñanza  se  da  en  escuelas  sos- 
tenidas por  los  fondos  públicos  ó  por  legados ,  obras  pias  ó 

(1)    Art.  So. 
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fundaciones,  y  llámase  privada  cuando  la  nifiéz  la  recibe  de 
maestros  parliculares  ((). 

Subdivldese  la  primera  en  elemental  y  superior:  aquella, 
sí  fuere  completa,  abrazará  la  lectura,  escritura,  elementos 
de  aritmética  y  gramática  castellana  y  principios  de  moral  y 
religión;. y  esta,  además  de  los  ramos  expresados,  comprende 
mayores  nociones  de  aritmética,  elementos  de  geometria  y 
sus  aplicaciones  mas  usuales,  dibujo  lineaU  nociones  genera- 
les de  física  é  historia  natural  y  elementos  de  geografía  é  his- 
toria particularmente  de  Espafia  (2). 

Todo  pueblo  que  llegue  á  cien  rectoos  está  obHgadi»  á 
sostener  una  escuela  primaria  elemental  completa  (3);  las  íih 
completas  no  se  permiten  sino  ei^  pueblos  die  menor  vecinda* 
rio  (4). 

Para  que  las  poblaciones  menores  gocen  de  los  benefi- 
cios de  la  instrucción  primaria,  deben  reunirse  hasta  compo* 
ner  el  número  de  cien  vecinos,  y  si  la  nainraleza  del  terrena 
permite  á  todos  los  niños  asistir  á  una  escuela  común  deben 
establecer  una  escuela  elemental  completa  (5). 

Cuando  no  fuese  practicable  formar  distritos  de  escuela 
que  reúnan  cien  vecinos,  porque  la  población  estuviese  muy 
diseminada  en  pequefhís  aldeas,  barrios  ó* caseríos,  y  las  éis^ 
tancias  6  el  mal  estado  de  las  comunicaciones  vecinales  im* 
pidiese  la  cómoda  reunión  de  los  niftos  de  una  sola  escuela, 
se  compondrán  con  el  mayor  numero  de  vecinos  posible;  y  si 
tampoco  de  esta  suerte  se  hiciere  fácif  fai  asistencia  qneda  k 
discreción  de  la  autoridad  disponer  que  ios  maeslros  se 
trasladen  por  meses  ó  temporadas  á  cada  población  de  las  per- 
tenecientes al  distrito ,  facilitándoles  un  local  en  donde  se 
hospeden  y  den  sos  lecciones  (6). 

Las  poblaciones  decrecido  vecindario  deben  tener  siempre 

(1)  Lev  de  21  de  julio  de  183S,  art.  1.» 

(2)  Ibid.  art.4. 
fS)    Ibid.  aH.  7. 

(4)  Real  decreto  de  23  de  setiembre  de  1847,  art.  31. 

(5)  Ley  de  2 1  de  julio,  art.  8. 

(6)  Ley  de  21  de  jallo ,  art.  8 ,  y  real  decreto  de  23  de  setiem- 
bre,  art.  33. 
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una  eséoela  elemeatal  completa  de  niios  y  otra  de  nifias  por 
cada  quinientos  vecinos  entre  públicas  y  privadas,  cuya  ter< 
cera  parte  por  (o  menos  pertenexca  á  la  primera  de  estas  dos 
ciases  (4). 

Están  en  la  obligación  de  sostener  nna  escuela  superior 
primeramente,  toda  cindad  ó  villa  cayo  número  de  vecinos 
llegue  á  mil  doscientos;  y  en  segando  lagar  todos  ios  pueblos 
que  poseyeren  6  pudieren  proporcionarse  ios  medios  de  man- 
tenerla, cualquiera  quesea  su  vecindario  (S),  siempre  qae 
estuviere  saficientemente  atendida  la  instrucción  primaria  ele- 
mental y  no  de  otra  manera  (B). 

Además  de  esta  enseftanza ordinaria,  procuran  los  Ayun- 
tamientos establecer  clases  de  noche  ó  en  dias  festivos ,  ya 
para  los  nifios  que  no  puedan  asistir  de  dia,  ya  para  los  adul<* 
tos  cuya  educación  fuere  descuidada  ó  no  quieran  olvidar  lo 
aprendido  (4). 

La  instrucción  primaria  oo  es  enteramente  gratuita ,  sino 
para  los  nifios  pobres;  los  demás  pagan  la  retríbucioQ  sema-* 
nal  ó  mensual  que  los  Ayuntamientos  determinen  y  forma 
parte  de  la  dotación  de  los  maestros  (S).  Esta  disposición  se 
funda  en  razones  de  justicia  y  de  conveniencia  pública:  de 
íustieia  porque  qiíeo  puede  proporcionarse  á  sus  f ipensas  la 
inslmceien  primaria,  no  debe  ser  gravoso á  la  sociedad;  y  de 
conveniencia  porque  una  enseftanza  enteramente  gratuita  iuS'* 
pira  poco  interés  á  los  que  gozan  6  pueden  gozar  de  sus  be- 
neficios; y  aunque  en  la  América  del  Norte  está  recibido  co* 
mo  un  axioma  que  todos  los  hijos  de  un  estado  deben  ser  ins- 
truidos gratuitamente  por  el  estado  mismo,  fúndase  la  máxi- 
ma en  las  preocupaciones  políticas  de  aquel  pueblo,  inspira- 
das por  la  inteligencia  exacta  de  las  necesidades  y  de  los  pe- 
ligros de  la  democracia,  en  el  espíritu  de  secta  inherente  á  la 
libertad  religiosa,  y  en  la  necesidad  de  combatir  las  ideas  y 

Ci)  Real  decreto  citado ,  art.  3S. 

(S)  Ibid.  arts.  9  y  10. 

(3)  Real  orden  de  2  de  febrero  de  1846. 

(4)  Ibíd.  art.35. 

rs)    Ley  de  21  de  julio,  art.  18. 
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ios  hábitos  boropeos  qve  una  inmigración  constante  tí  depo* 
síiaodo  en  el  fondo  de  la  población  iodigena. 

Wt.— La  ley  no  dlselara  oMtgatorto  cívilmonte  el  deber 
moral  de  los  padres,  tntores  y  curadores  de  proporcionar  k 
stts  hijos,  pupilos  ó  menores  aquél  grade  ét  in^tfuoeion  que 
debe  hacerlos  útiles  á  si  misiles  y  á  la  sociedad ,  Umitáadose 
á  recomendar  k  las  coüiisioDes  locales  qve  exciten  d  celo  de 
uBos  y<^ros,  y  los  estimulen  al  cumplimiento  de  tan  impor*^ 
taote  deber  por  cuantos  nradios  estén  k  su  alcasee  y  les  dic- 
te la  prudencia.  En  otro  parage  hemee  «ignt6cido  nuestro 
pensamiento  en  punto  á  la  cuestión  del  derecho:  la  obligar 
ciott  legal  no  deprime  la  autoridad  paterna «  ni  dafia  al  bien- 
estar de  las  familias,  cuando  la  administración  acierta  k  con- 
ciliaria ton  el  respeto  debido 4  la  libertad  indivtdoal  y  ala 
santidad  de  la  pobresa.  La  incapacidad  pdlitica  es  una  garan- 
tía social  contra  los  peligros  de  la  ignorancia;  pero  no  infla* 
ye  como  estimulo,  ni  pnede  aplicarse  en  principios  de  equi- 
dad como  pena. 

Leyes  y  reglamentos  especíales  sefialaa  loa  deberes  par- 
ticulares de  los  maestros  para  con  sus  discf  pulos.  Por  no  des* 
oender  k  tan  minuciosos  pormenores «  indicareaios  solamen- 
te que  les  está  prohibido  ensefiar  otra  ortografía  que  la  adop- 
tada por  la  Academia,  y  aplicar  castigos  que  causen  lesión 
en  los  miembros,  ofendan  el  pudor  ó  tiendan  &  debilitar  el 
sentimiento  del  honor  en  quien  los  sufre,  al  paso  que  envi- 
lecen y  degradan  k  qufeti  los  impone  (4). 

97S. — La  eDsefianza  primaría  no .  975.— Condiciones      necesarias 
debe  ser  libre.  para  obtener  el  titulo  de 

974«— La  \tj  Qzige  garantías  á  nneatro. 

los  maestros.  976.— Maestros  públicos. 

(t)  Decreto  de  las  cortes  de  17  de  agosto  de  1813»  restablecido 
en  31  de  enero  de  1837  ,  reglanumto  de  las  escuelas  de  S6  deno- 
Tiembrede  1838,  y  realos  órdenes  de  25  de  acostó  de  1834  y  8$  de 
abril  de  1814. 
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977,*^«0fMÍ09  da  Us  vdCMitM.  extonderíU  iotlmecioDi^ú 

Ü78.— El  clero  debe  coDcorrir  á  Dasria. 


•9S.— La  easenaaxt  primaría  bo  podrá  ser  «ooca  consi- 
derada por  el  estado  solamenie  como  ana  indoslria ,  ni  el  car- 
go bonorifieo  de  guiar  fc  ios  nifios  por  la  senda  de  la  ¥ÍrUKl 
formando  so  corazón  ¿  ilustrando  su  entendimiento ,  como  una 
profesioa  eaterameole  Ubre.  La  dirección  de  la  enseSaaza 
primaria  puede  ser  definida  el  influjo  que  la  administración 
ejerce  en  el  ánimo  de  los  maestros,  y  ta  manera  de  formar  ó 
estrecbar  estos  lazos  misteriosos  que  unen  el  poder  con  el  mas 
oscuro  profesor,  es  el  arduo  problema  de  la  educación. 

De  la  alianza  de  tres  principios  y  de  sn  feliz  combina- 
ción, depende  la  existencia  de  un  buen  sistema  de  instruc- 
ción primaría;  el  principio  de  la  libertad  individual,  es  de- 
cir ,  de  la  libertad  de  las  familias  y  de  los  maestros;  el  prin- 
cipio manícipal  para  colmar  los  vacies  que  dejaren  la  acción 
y  los  esftierzos  particulares ,  y  la  intervención  del  estado  á 
fin  de  suplir  el  silencio  6  la  ineficacia  de  los  anteriores. 

•94.'-*Áoaqoe  la  profesión  de  lüraestró  de  primeras  letras 
fue  declarada  libre  (1 ),  siempre  quedó  la  enseñanza  privada 
sujeta  á  ciertas  condiciones  previas  y  á  otras  posteriores  cu- 
ye  conjunto  constituía  la  vigilancia  é  inspección  que  el  go- 
bierno ejierce  en  este  ramo  Importante  de  la  educación  indi- 
vidual. Cualquiera  podfa  abrir  una  escuela,  siendo  maestro 
examinado*,  y  sometiéndose  á  las  disposiciones  que  respecto 
al  método  y  materias  de  ensefianza  seQalaba  la  ley  (9). 

La  libertad  de  la  ensefianza  primaría  'está  nuevamente 
consignada  en  la  legislación  vigente  como  principio;  pero  el 
estado  se  reserva  ana  justa  intervención  que  limita  el  dere- 
cho de  los  particulares  en  bien  del  público,  eligiendo  ga- 
rantías de  edad ,  de  aptitud  y  moralidad  según  veremos  al  ha- 
blar de  los  maestros. 

S9S.— El  gobierno  ejerce  este  influjo  en  la  ensefianza  pri- 

(1)  Le^  7«  tit  i,lib.  VIII,  Nov.  Rccop. 

(2)  Real  decreto  de  30  de  abril  de  1826. 
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vada,  exigiendo  en  la  persona  que  quisiere  establecer  por  so 
cueota  y  dirigir  una  escuela  primaría  las  siguienles  circuns- 
tancias: 

L    Ser  español  mayor  de  veinte  afios. 

11.  No  haber  sido  isondenado  á  penas  inhmatorias  ni 
aflictivas,  ni  hallarse  procesado  criminalmente  habiendo  re* 
caído  auto  de  prisión. 

m.  Presentar  á  la  autoridad  civil  local  certificado  déla 
buena  conducta. 

IV.  Tener  título  de  maestro  correspondiente  al  grado  de 
la  escuela  que  quiera  establecer. 

V.  Participar  por  escrito  á  la  misma  autoridad  la  casa 
donde  piense  colocar  el  establecimiento  (4). 

El  titulo  de  maestro  de  instrucción  primaria  se  expide 
por  la  dirección  geqerai  de  Instrucción  pública,  previo  exa- 
men ante  las  comisiones  provinciales  nombradas  al  efec- 
to (2).  En  los  expedientes  de  examen  debe  constar  la  asisten- 
cia  del  aspirante  á  cualquiera  escuela  normal  por  espacio  de 
dos  años  escolares,  si  solicitasen  el  titulo  de  maestro  de  es- 
cuela elemental;  y  si  el  de  maestro  de  escuela  snperior,  acre- 
ditarán haber  asistido  los  tres  aftos  que  cooslituyea  el  esta* 
dio  completo  de  estos  seminarios  (3). 
•  sva. — ^Los  maestros  públicos  deben  reunir  las  mismas 
condiciones  de  edad,  aptitud  y  moralidad,  salvo  si  aspirasen 
á  ocupar  la  vacante  de  alguna  escuela  coya  dotación  fija  as- 
cienda á  3000  reales ,  pueá  entonces  habrán  de  tener  veintiún 
afios ,  permaneciendo  en  clase  de  interinos  basta  cumplir 
veinticuatro  (4).  Para  optar  á  escuela  elemental  coya  dota- 
ción llegue  k  4000  reales,  es  preciso  tener  titulo  de  maes- 
tro superior  (5). 
399.— En  la  provisión  de  las  plazas  vacantes  de  maes* 


(1)  Ley  de  21  de  julio  de  183S,  art.  25. 

(2)  Reglamento  de  17  de  octubre  de  1839. 

(3)  Reales  órdenes  de  21  de  noYiembre  de  1845,  24  de  abril 
de  1846  y  real  decreto  de  30  de  marzo  de  1849,  arta.  13  y  14. 

(4)  Real  decreto  de  23  de  setiembre  de  1847,  arts.  21  y  30. 

(5)  Real  decreto  de  30  de  marzo  de  1849,  art.  15. 
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tros  de  instruccioD  primaria,  se  sigueo  varias  reglas  segua 
la  dotación  de  las  escuelas.  Si  esta  llegase  á  la  cantidad  ar- 
riba dicha,  se  abre  un  concurso  público  en  la  capital  de  ca- 
da provincia,  y  el  Ayuntamiento  elige  entre  los  propuestos 
en  terna  por  él  tribunal  de  censura  {i );  las  dem&s  escuelas 
las  proveen  los  Ayuntamientos  por  oposición  ó  elección  en- 
tre los  aspirantes,  anunciándose  U  vacante  en  el  Boletín  ofi- 
cial, y  señalando  un  término  no  menor  de  un  mes  para  que 
los  interesados  puedan  dirigir  sus  solicitudes.  En  ambos  ca- 
sos debe  remitirse  el  acta  de  la  elección  á  la  comisión  supe- 
rior de  la  provincia  para  que  previo  su  informe,  sea  apro- 
bada por  el  gefe  político  [^). 

1199.— Nada  hizo  el  gobierno  á  fin  de  interesar  al  clero  ea 
la  instrucción  primaria,  antes  parece  que  ha  procurado  ale- 
jarle de  las  escuelas  (3);  y  sin  embargo,  su  concurso  es  un  he* 
cho  necesario ,  principalmente  en  un  pueblo  católico ,  porque 
asi  como  no  hay  una  separación  absoluta  entre  el  orden  mo- 
ral y  el  material,  asi  también  no  puede  concebirse  este  di- 
vorcio de  la  religión  y  del  estado.  La  unión  del  párroco  y  del 
maestro,  principalmente  en  las  escuelas  rurales,  serla  un 
medio  eficaz  de  mejorar  la  educación,  porque  ambos  ejercen 
una  misma  autoridad  y  una  común  influencia. 

Articulo  2.** — ^.w^vtVaft  uotmaVift. 

979.— Influjo  de  los  mtestfosen  981.~Legislacion. 

la  educación.  982. — Gomo  se  forman  en  las  es- 
980.— Objeto  de  las  escuelas  ñor-  cuelas  normales  los  maes  <> 

malos.  tros. 

•99.— Los  maestros  son  verdaderos  custodios  de  la  moral 
pública  y  responsables  ante  Dios  y  los  hombres  de  los  tier- 
nos corazones  y  de  las  almas  vírgenes  que  el  estado  ó  los 
padres  confian  ásu  cuidado;  pues  según  que  su  enseñanza 
fuere  buena  ó  mala,  así  saldrán  de  sus  manos  miembros  úti- 

(1)    Ibíd.  arts.  ISysig. 

(S)    Real  orden  de  28  def  febrero  de  1846. 

(3)    Eeal  decreto  de  23  de  setiembre,  art.  36. 
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les  é  corrompidos  ^  los  nifios  que  eddcareii  para  la  sociedad 
6  la  ramilia.  Podiéramos  llamarlos  verdaderos  foncíonario» 
púbKeos,  cayo  encargo  es  desenvolver  el  principio  moral  y 
las  ñatcultades  inieleetoales  de  la  nacioa  iofloyendo  en  la  dó* 
eil  inrancia;  'de  donde  se  colige  qod  la*  ley  debe  procarar 
coagrande  empefio  qoe  ellos,  porsa  parte,  reciban  otra  edu- 
cación preparatoria,  á  fin  de  establecer  la  unidad  de  miras  j 
de  acción  conveniente' entre  el  consejo  de  los  padres,  las  lec« 
cienes  de  la  escuela  y  la  ensefianza  del  gobierno. 

Solo  enlazando  estos  tres  periodos  de  la  educación  y  sa« 
bordinándolos  á  nu  plan*  uniforme,  es  posible  sembrar  la  vir-^ 
tnd  y  disminuir  los  vicios  de  la  sociedad  moderna,  inspiran- 
do k  las  nuevas  generaciones  Ib  Fé  en  la  Providencia,  la  san- 
tidad del  deber,  la  sumisión  &  la  autoridad  paterna,  el  amor 
á  las*  leyes,  la' obediencia  á  los  poderes  y  el  respeto  á  los 
derechos  de  todos.  Irobuidbs  en  estas  máximas,  nuestros  hi- 
jos gozarían  de  la  calma  y  vivirían  en  la  concordia  que  noso- 
tros en  vano  pedimos  &  la  sociedad,  es  decir,  á  nuestras  ti- 
bias creencias  y  á  nuestras  turbulentas  pasiones. 

•SU: — Tal  es-el  pensamiento  que  presidió  á  la  fundación 
de  las  escuelas  normales,  verdadero  plantel  dé  maestros, 
porque  allí  se  forman  todos  los  destinados  por  el  gobierno  i 
difundir  la  instrucción  primaría,  recibiendo  la  enseftanza 
conveniente  i  su  miaísterío,  estudiando  el  arte  de  la  educa- 
ción y  corrigiendo  su  propio  carácter.  La  prosperidad  de  la 
iastroccion  prímaríaestríba  en  la  prosperidad  de  las  escue- 
las normales;  en  ellas  está  encerrado  el  porvenir  de  la  edu- 
cación popular,  pues  la  reforma  debe  empezar  por  los  mis- 
mos que  deben  daría.  En  vano  se  clamará  porque  se  creen 
escuelas  en  los  pueblos;  en  vano  suministrarán  estos  sos 
fondos  para  dotarlas:  todo  sacrificio  será  perdido  si  el  nifio 
se  confía  á  un  maestro  ignorante  y  grosero.  Aquella  tierna 
rama  recibirá  en  sus  manos  uoa  forma  torcida  y  viciosa,  y 
mas  valiera  dejarla  crecer  espontáneamente  ai  mero  impulso 
de  la  naturaleza....  El  objeto  es  formar  maestros  de  escuela, 
y  mas  que  todo  maestros  de  aldeas  coantos  eoaoeímieiitos  ad- 
quieran estos  haa  de  ser  sóUdos,  prácticos,  capaces  de  trans* 
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mkirse  &  hijos  de  gente  sencilla  y  pobre ,  los  caales^  dtscioa- 
dos  &Qa  trabajo  coaUnoo  y  materiaU  no  tendrán  el  tiempo 
necesaríb;  para  la  neflexíon  y  el  estadio  (.4  )l 

•8ti  .-«Había  antes uoa  escaela  noooial  de  instrucción  prir 
raariaen  cada,  capital  de  provincial,  y  una. central  en  laioof-r 
te ;  mas  hoy  ha  quedado  reducido  el  námero^de  dichos  esta- 
blecí mientos  de  enseñanza  al  sigaiente: 

Una  escuela  central  en  Madrid,  saperior  para  so  distrito 
luríversitario. 

Nneve  escuelas  superiores  en  los  pueblos  de  provincia 
donde  también  eiiste  universidad. 

Veinte  escuelas  elementales  en  la  Península,  y  dos  en 
iasi  islas  Baleares  y  Canarias  ea  los  puntos  designados  por  el 
gobierno. 

La  escuela  normal  central  se  entiende  directamente  oton 
elg4ibierno:  las  supiiriores  dependen  de  los  rectores  de  las 
uaiveisidades,  y  las  elementales  de  tos  directores  de  los  ins- 
titflios  como  delegados  de  aquellos. 

Los  estadios^ duran  tres  aftos  en  la  prinrora;  en  las. demás 
dos:,  y  comprenden  no  solo  nociones  mas  eitensas  de  todos 
los  ramos  de  la  instrucción  primariai,  sino*  conocimientos 
prácticos  de  agricultura  y  pedagogía,  ó  principios  generales 
de  educación  y  métodos  de  enseñanza. 

En  las  escuelas  superiores  hay  alumnos*  internos  y  exter- 
nos; en  las  elementales  solo  se  admiten  de  la  última  clase. 
Todas  las  provincias  están  obligadas  á  sostener  en  la  escue- 
la superior  de-surespectivo-distrito  universitario  dos^alom- 
no8«por  lo  menos,  oon  la  pensión  qup  para  cada* establecí- 
miento  señalare  el  gobiernOé 

Los  aspirantes  i  las  plazas  de  internos  deben:  no  ¡bajar  de 
diezr  y  siete  ni  pasar  de  veinticinco  afios ,  y  sufrir  un  ezár* 
men.Qonparativo.de  ciertas  nociones ¡eieiDeiitalea  de  la  ins- 
trucjBÍon  prÍDnaria  (2). 


(I)    Reglüinento  orgáoico  de  las  oacoeksDormak»  de  1S  de  oc*- 
tubre  de  1843. 
(S)    Reales  decretos  de  23  de  setiembre  de  1S47  y  36  de  marzo 
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•9ü.— La  organización  de  las  escuelas  normales  en  feroia 
de  seminarios,  sujetando  á  los  pensionistas  á  ana  vida  co- 
mún, á  una  enseñanza  mas  metódica  y  &  una  disciplina  ge- 
neral ,  tomando  el  establecimiento  el  carácter  de  una  nume- 
rosa familia  gobernada  por  la  influencia  moral  de  on  direc- 
tor ilustrado,  de  recto  juicio,  de  piedad  sólida  y  conocedor 
profundo  del  corazón  humano;  prepara  admirablemente  al 
joven  alumno  para  el  ejercicio  de  su  ministerio,  porque  el 
objeto  de  las  escuelas  normales,  según  dicen  las  leyes  de  Pm- 
sia,  es  formar  profesores  sanos  de  cuerpo  y  de  espíritu,  in- 
culcarles el  sentimiento  religioso  y  los  afectos  pedagógicos 
que  tanto  se  hermanan  con  él. 

Como  las  escuelas  normales  no  tienen  una  relación  direc- 
ta con  las  necesidades  locales,  sino  inmediata  con  los  inte- 
retes  comunes  del  estado,  la  administración  no  debe  limitar- 
se á  ejercer  su  derecho  de  simple  inspección  ó  vigilancia, 
abandobando  la  dirección  á  las  provincias;  sino  arrogarse  la 
facultad  de  regirlas  por  si  misma,  ya  sometiéndolas  k  la  au- 
toridad de  sus  delegados  en  cada  pueblo,  y  ya  nombrando 
entendidos  y  celosos  inspectores  sin  los  cuales  nada  ve,  na- 
da sabe,  nada  puede  remediar  (4)* 

Articulo  3.® — KMitA.m\cv  óie  YVo\iftOT«*  ^i  -vftilTftCc^u  ^^iMina. 

9S3.—- Academias  de  profesores    98i.— Su  importancia, 
deiostrnccion  primaria. 

99M. — Cada  capital  de  provincia  debe  tener  una  acade- 
mia de  profesores  dé  instrucción  primaria,  siendo  las  comi- 
siones superiores  las  encargadas  de  promover  su  ereacion. 
Estas  academias,  de  acuerdo  con  los  Ayuntamientos  y  con  la 
comisión  superior,  procuran  formar  bibliotecas  populares (2). 

•94.— La  fundación  de  dichas  corporaciones  será  útil  ea 
sumo  grado ,  si  los  maestros  se  penetran  de  la  grande  impor- 

de  1 849 ,  y  reales  órdenes  de  H  y  30  de  janio  y  6  de  jiilio  de  1 846  y 
reglaniento  de  IS  de  octubre  de  1843. 

(1)    Exposición  del  real  decreto  de  30  de  marzo. 

(S)    Real  decreto  de  S3  de  setiembre  de  1847,  tít.  tu. 


LIBRO  IV.   DB  Lk  MATIRU   AmUMISTUATlYA.         497 

Umcia  de  sa  principal  objeto,  que  es  iairodocir  qq  plan  uoi- 
forme  de  eoseftanza  en  todas  las  escoelas  de  la  proYÍDcia.  A 
osle  fia  coDvendria  que  iuvíesea  reuniones  periódicas,  á  las 
euales  asistiesen  también  ios  profesores  no  residentes  en  la 
capital,  y  todos  juntos  conferenciasea  acerca  de  los  métodos 
de  ensefiania,  y  se  diesea  cuenta  de  los  resoltados  que  cada 
uno  obtiene.  La  razón  ilustrada  por  la  experiencia  produci- 
na  sazonados  frutos  entre  nosotros,  como  I6s  producen  en 
Alemania  estos  congresos  de  profesores  que  se  celebran  dos 
▼eces  al  afio,  en  la  primavera  y  en  el  oto&o.  Así  se  lograrla 
establecer  aquella  uBiformidad  que  en  la  infancia  no  tiene 
precio,  dejando  á  la  edad  adulta  ta  libertad  de  desarrollarse 
en  el  sentido  mas  análogo  al  carácter  y  al  genio  del  indivi- 
duo. Asentada  con  firmeza  la  base  de  la  educación,  no  solo 
no  es  peligroso  para  la  sociedad  el  libre  vuelo  del  pensa* 
aliento,  sino  un  manantial  vivo  y  copioso  de  bienes. 

Articulo  4.* — ^^ftcuiVds  &e.  fnu^en^. 

9S5.— Influjo  de  la  educación  de    9SS.-«E8cne1u  de  nifia». 
las  miyeres. 

•9«.— La  edocacioQ  del  hombre  empieza  en  la  cuna,  y 
por  eso  el  primer  cuidado  del  legislador  debe  ser  formar  ma« 
dres  virtuosas,,  porque  el  ceraion  del  nifio  se  abre  natural- 
mente á  la  ^rind ,  como  el  cáliz  de  las  flores  á  los  benéficos 
rayos  del  sol.  Todo  revela  que  la  primera  educación  es  la  mas 
importante,  pues  las  primeras  impresiones  dejan  hueitas  muy 
profundasen  el  corazón  de  la  infancia. 

Esta  primera  educación  la  eoalió  la  naturaleza  á  lasmu-^^ 
jeies;  de  donde  se  colige  cuan  grande  debe  ser  el  empefle 
<M  gobierno  en  fundar  escuelas  de  niñas  en  las  cuales  se  ins- 
fire  a  las  futuras  esposas  y  madres,  la  dulzura  del  caráo-t 
ter,  la  fé  religiosa,  la  áastruccion  conveniente  y  el  amor  a 
la  famUia* 

Mientras  las  mujeres  de  los  obreros  sean  económicas  y 
laboriosas,  sus  maridos  y  sus  hijos  podrán  experimentar  las 
privaciones  de  la  pobreza,  mas  no  los  rigores  de  la  indigen* 

Tono  L  3S 
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«t|i.  La  virUd  de  la  espasa  i  de  la  madre  sofoqafá  las  cooa<* 
los  contra  <1  érdea  social  y  combatíiá  el  desarreglo  de  las 
eeistaanbres  que  conduce  á  la  miseria  y  pteetiptla  á  ios  dea** 
graciados  ea  los  eioesoa  de  la  desesperaeton.  Si  la  maier  es 
viciosai  todos  los  frenos  se  rompen  y  ya  no  hay  drquíe  inca 
la  inmoralidad;  tejas  de  reprimir,  alieotaooB  sus  coasejoaj 
üon  su  ejemplo  á  cometer  los  mayores  orimenes. 

La  esposa  y  la  «Mdr^  del  obrero  están  destinadas  per  ia 
Providencia  á  domar  la  natural  rodesa  de  estas  hombres  cu- 
ya irída  se  ooBsuBie  toda  en  el  trabajo,  sin  tieaifio  para^ abrir 
su  eotendimieato  k  la  Int  y  su  pecho  4  los  afeptos  morales; 
de  suerte  que  la  mujer  es  la  parle  vnloerable  4M  pueblo,  la 
mas  sensible  á  los  dardos  de  la  oívilisaciao.  * 

•••. — La  ley  manda  establecer  escuelas  separadas  fotk 
niOas  doode  los  recursos  lo  permitan ,  acomodáadosa  sn  en* 
sefianza  á  las  correspondientes  eiemeotalcs  y  ssiperiores  deaé- 
fios  con  las  modificaciones  convenientes  á  la  diferencia  del 
sexo.  En  las  poblaciones  de  crecido  vecindario  las  escuelas 
de  nifias  deben  ascender,  por  lo  meaos,  4  la  tor^^ra  parte  de 
las  de  niños ,  contando  las  públicas  y  las  privadas. 

La  inspección  de  estas  escuelas ,  el  examen  de  los  maes** 
iros  y  la  provisión  de  sus  fkias  vacanles,  oorres^Muid»  á  las 
miseías  4UÍomdades  y  oorporaeiones  quiS  dijimos  bablaa4e4^ 
los  maestros,  con  ia  díterencia  qae  basto  If  s.  v einiides  afios 
no  pueden  las  mujeres  ebfisner  eseuela  aíAguna  en  ipropierr 
dad(l). 

La  soparaoion  de  los  aifeos  y  nifiaS),  establenjeodo  ftaae^ 
las  separadas  para  cada  seüa,  no  es  siempfe  iacil  eft.el  oasir 
po.  üorluaadamenta ,  no  pareca  tan  (leb^rosala  rfunioii  de 
ambos  sexos  en  uaa  misma  sala  y  «a  tiaa  .edad  lasapi ana  ^«^ 
justifique  las  exageradas  precauciones  qfiít  algunos  aizons^ 
jan.  Pues^ue  al  fin  los  hijos  de  les  labradoras  vittm  leícsidf 
toda  vigihtncia  eficaz ,  mejor  seria  iaoulcaries  máximas  da 
moral  y  ensefiarlos  á  guardarse  recíprocos  míramiesiss»  que 

(1)  Ley  de  S  t  de  jaMo ,  srt.  3S,  y  real  deorMo  do  98  de  ieiicBibi»i 
aru.  29  y  30. 
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darieÉoMLedocieitit  ttm  fiali»la  de  las  coMombras  qw  sa 

987.  «irte  QMfeokiioii.  988.— Mole  da  «fltti.  «ali^  d» 

«silo. 


•9f  *^U0  hijoAde.  lo«  Ubff^dores  y  uriesanoa»  we9tK«» 
no  ll^ptn  fc  I»  thá  «o  que  p«edM  ser  eavisdo»  á  Is»  eseae*. 
lair  yaoan  »hüdoiMMlaB  w  las.  easas  ó  ea  la»  calléis  ^íenlraa 
qoe  saa  padrease  oeupáo  em  sts  leseas  del  oaaipo  é  «o  el  iish 
Injo  desea  fébdrioasiói  talleres.  Eale abattioao  psoiiiMe  faoest* 
los  resaltados  baja  el  aspecto  flsíco  y  el  moral,  porque  ao» 
solo  qaedaí  loa  aillos  espaestos  &  las  desgracias  qoe  «a  ac- 
eídsole  éeUoe  miamos  ooo  sos  jaeges  seelen  oeosae»  sioo  quei 
eoBlr sea  ea  aquella  edad  lempraoa  háMloa  día  pereza  y  día 
oeiosídad  que  se  calirpaQ  deapues  eoa  düoullad  suma. 

Á  ia,  puea,  da  eñlar  estos  daAss  eín  rehar  el  üempa  fc 
las  fanillas  saeMsIerosas  coa  atender  4  cuidados  donéstieea 
eu  ouyo  éMosapeio  pueden  ser  los  padbret  reeuplaxadoa,  sm 
kan  eslableoida  eu  fitiaa  naoloMU  e8siMlas.dfip6niiUiloa»  k 
donde  acoden  los  nifios  por  la  mafiana  y  allí  subsislea  iMsta 
la  tarde.  En  estos  asilos  de  nifios  pobres  se  les  enseña  á  orar, 
leer  y  cantar;  pero  sin  etfaemp  dqsqiif^cvdtades,  acomodan- 
do la  instrucción  á  su  debilidad  iafantii ;  apenas  separados  del 
seno  materno,  se  abren  sos  tiernos  corazones  para  recibir  las 
primeras  semillas  de  la  vfrtad  y  de  la  ensefianza. 

I^  benéfica  institución  de  las  escuelas  de  párvulos  es  co* 
nocida  entre  nosotros,,  annqoe  no  se  halla  tao  generalizada,. 
eooo fneía daapetacac.  La» leyes  recomiendan qjoe sedUaa** 
da  su  uso ,  y  lasi  autoridades  deben  proveer  á  la  satf sfécctda 
de  estas  nacesid^^des  locales,  que  (os  prQ0re$os  de  la  indua-* 
tria  hace  cada  dia  mas  apremiantes.  En  estas  salas  da  asilo 
debemos  descubrir  la  base  de  la  educación  popular,  y  un  po- 
der oeoMe  qoe  aumenta  tas  fuerzas  civilisadoraa  de  la  ios- 
tnaeeian  prioMf  ia. 
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•^^.•«-AQnqQe  laft  salas  de  asíb  Itevaa  eluómhKíde  es-* 
cuelas,  nada  mas  opuesto  á  su  espíritu  q«e  lelaspeeto  séti» 
y  grave  del  magisterio  y  el  aparato  metódico  de  la  ensefiau- 
za.  La  instrucción  misma  no  debe  ser  llevada  al  extremo, 
porque  perjudica  al  desarrollo  del  entendimieato  sí  es  pre- 
coz; y  auD  la  tijera  que  los  párvulos  reciban,  emnrii^ne  que 
sea  fácil,  variada  y  amena,  disfrazando  su  objeto  con  el  re- 
creo, y  haciendo  la  infantil  alegria  veces  de  maestro*  Ensa- 
yos de  lectura ,  escritura,  cálculo  y  dibujo ,  jf  «Igunoi  ^júr- 
etelos gimnástióos  acompasados  siempre  Uel  canto  que  for* 
tífica  el  pecho  de  los  niños  y  desarrolla  los  orgáooside  la  voz, 
al  paso  que  afiade  á  la  instrucción  el  aUractm  de  la  armor 
nfa,  es  lo  que  debe  comprender  este  tem(^nuio  pertedo^de  la 
educación. 

Hay  tanta  bondad  en  estos  cuidados ,  tal  gnKÍ0de  lernu»' 
ra  en  estos  afectos  de  familia,  qne  solo  al  corazón  de  iñía 
madre  podemos  pedir  las  amorosas  inspi  naciones  que  deten 
guiar  á  la  infancia  por  aquel  primer  seode»  de  la  vida:  Coa* 
fiadas  las  escuelas  de  párvulos  á  la  direccioo  inmediata  de 
una  mujer,  serla  mas  fácil  propagarlas  eOnsideráadolas te*- 
mo  anejas  á  las  escuehs  primarias,  y  eocomeiHlandb  á'la  es^ 
posa,  hija  ó  hermana  del  maestro  de  cada  pdeblo  tááeariño** 
so  encargo. 
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He  tm  eiMiefiansa  aecnndaria. 
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989.— Enseñanza  Becundaria.  995.— Los  colegios  no  son  libras 

990.— Instí lutos.  en  cuaDto  i  la  ensetlania. 

991.— Lesislacion.  990.<*-Oaráctai;  de  It  segoadaeo- 

999;-- GobBgios.  sefiaaza.   '  ,    , 

993. -« Legislación.  997. — Libertad  comréDiéDle  á  la 

994.— Autorización  para  abrir  un  enseBanza  secundaría; 

colegio.                           ^  '    •  '           1 

•^•.— La  segunda  ooseAañza  és  jcontínuaoion  Mrla  pri»? 
maria  elemental  completa  y  llámanla  tambwa  ii 
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poi)^  «Qo lik'fmis' oxtremoK  loca  eolas escuelas  y  olro ea 
las  aniversidades.  La  instrnccioQ  de  este  seguodo  grado  es 
pthlioftó  prtfftda;:  Ja  piblipa  se  da^a  los  establecimientos 
o«iutcí4os€(9a'el  Aotobredeiastítutos,  y  la  privada  ea  cole*« 
fiaS'pirrtMioIftrjssi. 

sLaiiaaenaQíaajBeoQDdaríagriiFÍta  á.mi  tiempo  sobre  el  es<« 
ladi»  y  sobro  Iab  piorinoias  6  los  poeUos,  pues  representa 
íAltrMes  4e  ér4en  misto  por  lo  que  Uenea  de  generales  y  ost 
peotales. 

fWi^*-i-LQsí,iistit«ip$  se:  (UsUagnen  en  provinciales  y  loca; 
les:  losprínitros  deben  existir  en  todas  las  capitales  de  pro^ 
víMiai:  salvo  ai  po)r  algnoa  razón  parlicnlai:  conviniese  6jarÍos 
en. otro. punto;  por  ejemplo»  los  institutos  van  siempre  agre-» 
gaiIoSÁJa  universidad  en  Jas  provincias  donde  la  hubiere, 
aunque. .00  ealé  en  ka. ciudad  capital.  Los  segundos  pueden 
es labioceim  en  todos  los  pueblos  mayores  de  doscientos  ve  • 
6inos-4M;Gíerlias  condiciones,  k  saber: 

L  Qne:  seiiballe  'debidamiente  atendida  la  ensefianza  prí^ 
maria  elemental  completa  y  'el  todo  é  parte  de  la  superior.,  . 
. .  U.:.  ^ne  estén  oubiertací  \^  atenciones  de  polic&a,  benefi- 
cenciSBt  y  deoaás  cargas  qoeja  l^y  incluye  en  los  presupuestos 
municipai^scomo  gastos  obligatorios. 

ilL  Que. el  gravl^men  causado  á  los  pueblos  con  este  au* 
nentcf  de  gastos  qo, sea  insoportable.  Tampoco  pueden  grad- 
uarlos celebrando  contratos  coa  los  particulares  relativos  á  la 
prenoíon  de^  colegios  privados»  sin  la  autorización  del  go* 
W^nQ(4),. 

lNi|l»T^Los  instituto^  provinciales  dan  los  cinco  años  de 
eose&Stn^a  sefialados  en  el  plsin.  de  estv^dios  vigente,  si  estáp 
prpvisips  de  los  medios  materiales  necesarios  al  efecto;  mas 
si  carecen  de  e|)os,  solo  se  les  autoriza  para  los  afios  que 
puedan  enseñar  debidamente.  Los  institutos  locales  no  ex- 
tienden su  ensefianza  mas  allá  de  ios  tres  primeros,  excepto 
si  sosteniéndose  con  rentas  propias»  alcanzan  estas  para  pro- 
lí  la  dé  los  dos  siguientes.  El  año  escolar  empieza  en  to- 

(t)    Real  orden  de  31  de  octubre  de  1848. 
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dos  1m  hi^ittfios  y  colegioB  el  4  .*  de  «Btíembte  y  eoMhiye 
el  20  de  junio. 

LoB  alameos  de  los  iostiUitos,  asi  pro^ieeietes  coum  lea- 
les, soQ  ÍQieriiDs  ó  externoe:  aqoeHes  p«e*ett  ser  peisteniMtfi 
ó  medio  pensionistas  sostenidos  por  sas  prepiís  AMÍiNfes  i  i 
costa  del  estsfbledoiieiito  en  vituiri  de  conveiBios  lieebos  coa 
los  patf offos  de  las  Aittdaciooes  agregadas  4  406  i«iMliiloe,<6 
en  fin,  por  eoenta  del  estado,  «poaodo  el  gobierno  lee  hfeiera 
gracia  de  beca  entera  ó  media  beca;  favor  que  solo  se  eonoede 
para  los  i^astíinios  provineíales  k  les  huérfaoee  dé  tnittiaTes, 
de  (bncionarios  públicos  6  de  persottas^ioeliebiesen  prestado 
extraordinarios  serricfios  i  la  patria  (1).  Gadi  iftstitito  receto^ 
ce  como  gefé  inmediato  al  director  del  establecimietto  ttoit- 
brado  por  el  gobierno  podiendo  serlo  uno  de  4ob  enttdrili*^ 
eos:  sos  feeullades  y  obligaciones  son  tas  misttias  ^e  tas  de 
los  rectores  1511  las  aliirerskiades.  una  jonta  Jaspeeton  iiOMi« 
brada  por  el  gobierno  vigila  fc  los  íiistilatos  ea  la  parle  go*» 
bernáliva  y  económica,  y  un  consejo  de  disciplina  iaipene  las 
penas  académicas  &  qoe  bebiere  lagar  (S). 

E!  sistema  económico  y  el  orden  adnrinistraftlví)  de  los 
ittstiittios  está  determinado  en  ana  Inslracctoa  espeoial  y  et 
varias  disposiciones  posteriores  ealeadas  0obre  el  espMta 
de  Hüidad  y  oonsecnencia  qne  defbe  reinar  entre  lodos  los 
establecimfebtos  de  íastracoion  pábNca  del  reino  (S).  La  en- 
guada ensefiania  es  volantaria,  porqoe  el  ei/tade  no  debe  i 
sos  miembros  sino  aquel  grado  de  iostroceiot  que  oompteía 
la  existencia  del  índividao ;  y  es  retribuida,  aonqoeen  parle 
sostenida  con  fondos  provinciales  é  municipales,  porque  no  es 
iudiferent^  á  la  administración  loeal ,  ni  á  la  central  iampooo, 
que  sus  beneBcfos  se  difandan,  si  bien  cedea  en  partionlar 
provecho  de  las  familias  primeramente,  y  después  del  pae«- 
blo  ó  de  la  provincia. 

(t)   ^lan  de  «stodros  decretado  eo  ^  de  jnlio  de  1S47. 

(3)  Bml.  arta.  tl4  y  aiguiantest  y  r^tauMbto  da  S  da  julio 
de  tS47,  arta.  13  y  aiguientes. 

(.1)  Reales  drdeoea  de  6  de  julio  y  14  de  diciembre  de  1S46, 26  de 
agosto  de  1848  y  20  deeoerote  1848. 
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L-^lx)»  coiegios  sDD  efliableoimieotas  privados  ie  se*^ 
gaoda  easefiaaza  fooMca  por  peraonas  particalaro»,  soeie^ 
date  ó  oorporadMMft  de  onalqpaíefa  elaae,  y  soa^nido?  á 
sos  propias  expeaiaf-zpero  oaa  autoriaadoa  prAvia  del  go^ 
bifvftD (|ae' ai  otorga taalo  gradado  liberlad,  ao  por  eso  re- 
nuncia &  dirigir  la  educación,  y  menos  á  ejercer  su  derecho 
supremo  do  inspección  y  vigilancia. 

Mas.— Dividensoen  colegios  de  prioaera  y  segunda  clase, 
ségtio  c|oe  abruBéfo  los  oioco  allos  de  la  easeftanxa  secunda- 
ria, ó  solamente  dos,  tres  6  oaatro,  y  en  oasa&*peaaioBea 
qfies»)ímMaflí'á«diiriltvalaiiinos  ioteriMS  con  la  obligación 
dé  ástalírá  los  corsos  del  iasliloto,  padiendo  tener  deoiro 
de^  establecínifeato  toeoiones  de  repaso. 

Dos  personas  son  necesarias  para  abrirán  celtio,  kh^^ 
bor,  un  ettpfesofio  y  i>a  dirooior,  es  dock,  el  oapilaly  ol  ta- 
ladlo para  4ar  fe  enaeHanaa* 

Bien  sea  el  empresario  un  particular,  ó  ya  san  el  geronta 
da  algUM  sociedad  autariaada  por  kaa  leyes,  deba  reaair  las 
Mgtdéoítes  oireoftsiaaoiai: 

I.    Ser  aiayor  de  voloitaiftoo  aftas. 
*  II.    Depositar   préfiamoala  la  eantidad  da  6M0  reales 
sf  el  colegio  faore  de  primera  claso',  y  da  8Q00  si  de  saganr 
ó'oaSB  ^pensión. 

lU:  Báfbor  obtenido  la  aompelaota  aotatitaeion  del  go^ 
btorno,  oído  el  Conseio  de  instrueeion  pébtioa. 

MM.-— Al  sotioílar  dioha  aotaritacioa  et  emprosaoria  é 
gerettie  debe  presoBlar  al  gobiarDo: 

I.  Su  fé  do  baalistto. 

II.  Test!  monto' de  bveoa  ooftdocla  expedido  por  el  aleai«- 
de  y  el  párrooo  de  todos  los  pueblos  donde  hubiere  tenido  so 
dooftietlio  durante  los  tros  úIUbms  aftas. 

IIL  El  programik  do  las  enseflainas  que  han  de  darse  en 
et*estableoSmienU>,  acompallado  del  reglamento  inlerior  dei 
mismo. 

IV.  Las  señas  dei  local  donde  intente  colocarlo  para  que 
se  proceda  á  su  reconocimiento,  advirtiendo  que  una  vez  apro- 
bado el  local,  no  piiodo  ol  empresario  trasladar  al  colegio  á 
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Otro  ponto  sin  el  permiso  competeate,  so  peu  de  eoMdde- 
rarse  como  no  concedida  la  aotorizadon  (4). 

y.  Jusitfícacion  de  tener  los  medios  materiales  neceamos 
para  las  enseñanzas  qne  proyecta  estableeer. 

VI.    T  ana  persona  qne  desempefie  el  cargo  ú^  direotor. 

Para  ser  director  se  exige: 

I.  Ser  espaftol  mayor  de  veíntíciDeo  afios. 

II.  Acreditar  su  moralidad  y  boeoa  conducta  en  la  for- 
ma prevenida  para  los  empresarios, 

III.  Haber  recibido  el  grado  de  doctor  en  cualquiera  sec- 
ción de  la  facoliad  de  Filosofía  siendo  el  colegio  de  primera 
clase»  el  de  licenciado  siendo  de  segunda,  y  el  de  bachiller 
si  fuere  casa^pension  solamente. 

La  misma  persona  puede  ser  empresario  y  director  de  un 
colegio,  reuniendo  las  circunstancias  que  para  ambos  cargos 
se  requieren. 

iMNb.— Los  establecimientos  privados  de  segunda  e&se«- 
fianza  están  sujetos  en  cuanto  á  los  estudios  académicos  al 
mismo  orden  y  combinación  de  asignaturas  de  los  institutos» 
y  obligados  k  seguir  los  mismos  libros  de  testo  autoriudos 
por  el  gobierno  para  los  «establecimientos  públicos.  Con  tales 
condiciones  los  estudios  que  se  hicieren  en  ellos  tendrán  va- 
lidez y  efectos  académicos  mediante  su  incorporación  en  los 
institutos  provinciales.  Las  escuelas  pias  no  están  excep- 
tuadas de  seguir  las  reglas  de  uniformidad  en  las  materias  y 
érden  de  la  enseñanza ,  ni  tampoco  exentas  de  las  formalida- 
des relativas  &  los  exámenes  de  los  alumnos  é  incorporación 
de  estudios;  aunque  si  el  gobierno  les  dispensé  de  las  proe- 
bas  y  garantías  de  moralidad,  aptitud  y  responsabilidad  que 
se  exigen  á  todos  los  establecimientos  privados^  atendiendo 
al  respetable  carácter  de  las  personas  que  dirigen  la  ease- 
Aania  ó  ejercen  el  profesorado  en  estos  colegios ,  y  al  lauda* 
ble  celo  que  siempre  ban  mostrado  dichas  congregacioaea  en- 
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(t)    Heal  6cdeo  de  3 i  de  octubre  de  ia4S. 
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canrinando  &  la  juveiiUid.pojr  el  cusu^efo  de  la  ciencia,  de  la 
moral  y  de  la  religtoo  \f ). 

La  ¡Dterveacioo  del  estado  en-la  direccioQ  de  la  segunda 
enseñanza  no  es  anterior  solamente,  sino  además  posterior; 
de  raerte  que  el  gebierno  por  caoBas  gravea  y  oidtf  el  Goase- 
jo  dq  instraccion  pública,  poede  suspender  ó  cerrar  cualquier 
colegio  autorizado  con  arreglo  á  las  leyes  (3). 

•^•.-— El  carácter 'de  la  segunda  enseñanza  es  esencial* 
mente  profesional ,  porque  asi  dispone  á  la  juventud)  para  el 
ejercicio  de  las  artes,  como  para  el  cuUivo  de  laaciencias.  El 
gobierno,  otorgando  cierto. grado  de  libertad  á  la  ensefianza 
secuBdaria  por  medio  de  la  concurrencia  entre  los  establecí* 
mientes  pAbtteos  y  privados,  no  peéia  abaldonar . estos úlli'* 
mos  á  si  propios,  sin  exponerse  al  peligro  de  quebrantar  el 
espíritu  de  unidad  que  debe  reinar  en  las  inteligencias  y  en 
las  costumbres,  si  el  orden  BMterial  ba  de  subsistir  ea  los 
fiieblos.  Esta  indtrV'Mcíon  del  estado. dista  muc^o  del  mo- 
nopolio'de  la  adtfiníBtniami  en  la* ensefianza:  m  aceito,. es 
reguladora  de/lav^ohiaftad  indiyidqaL 

MBVb^-^Hoy  dia  la  enseftaam  seewdaria  no  constituye  w 
psivilegio:  es  une  aplicación  ipoderada  y  prudenta  dei  príii«» 
cipio  de  libertad.  La  esaltacioii  del  seaiimiento  religioso:  y 
naa  instrucoian '  mas  común  sevto  motivos  pura  que  el  go- 
bierno conceda  mayor  laiHod  i  'este  ramo  de  la  edncaciea, 
iperrque  enlonces  podrá  oonfiar  mas  en  el  eelo  de  las  autori*. 
dades  locales  y  ao  el  buen  sentido  de  la  naeíon»  Otros  tiem- 
pos, otras 


(1)    Reales  órdenes  de  15  de  aaviembre  de  1845  y  8  de  mayo 
ele  t84B. 

(S)    Plan} dé  estudios,  aK.  56  y  éigoientes. 
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CAPÍTULO  xvra. 

998.-«^^Orign  de  las  coiponoio*  taá  ét  Omm». 

nes  eoMOantes.  tfaUvaa. 

999.— 1)ecadeDc¡a  posterior. '  |008. — Gobierno  de  las  naíver* 
1 900.  — Poslracioo  de  las  cieaeiaa.  '  «idtdes. 

ll#!bft^0iiii!ar8Mlad<r».  U)09.^£oaafiMiM. 

(001— Su  dpbl^  objeto*  1010.— Condiciones  del  profeso • 
1003. -^Intervención  del  estado  rado. 

en  ta  eoaeSaata  snpt-  tOH.-^MandiáaA. 

rior.  I018.--A4)tíliia. 

i 00 i,— Organización  délas  nni-  1013. — Independencia. 

rersídades.  lOM.-^Josla  Mettad  da  la  eiK 


I096i— SoaprerogalífaaeaoMn*  aaianta  aiipenor. 

les.  1 0 U,— Importancia  actual  délas 

1009.— Facnitades  acadélnicas.  universidades. 
IW7. 'necesidad  de  ana  faoal«-' 


#9^.-^Las  cc^poracíobes  enf9ftftiite9  tttieiM  n  or^iet 
remoto  en  h»  siglos  de  decadetem  y  «eetatitod  del  impe* 
rio  ronaaoo,  coaado  los  emperadores  Yaleoto  y  YaieattBiattd 
AHidaroa  escuetas  qoe  luego  han  sido  el  modelo  de  naestras 
oaifersidades*  La  edaeaeion  pública  espiró  eoa  Ui  Uiierlad 
páMfea.  El  elero  «eepló  primerameiita  osta  íMiUtcíon  ee«o 
no  medio  de  manleoer  la  voidad  religiosa:  despoes  á  los  es* 
tsdíos  leotógícos  se  asociaron  otros  dé  diversa  Hidole«  paro 
cóRsenraDdo  siempre  las  escuelas  aqvel  eipfrito  eelesüstíoo 
qoe  les  hablan  inspirado  sos  (rfadosos  fundadores. 

MM.— Si  en  un  tiempo  fueron  las  oaitorsidBdes  iuoibr»* 
ras  del  mundo  y  foco  permanente  de  las  ideas  progresivas, 
al  cabo  se  convirtieron  en  estacionarías,  y  ann  llegaron  hasta 
cobrar  odio  implacable  á  todo  adelanto  y  á  toda  novedad  qoe 
pudiese  alterar  la  antigua  rutina.  La  Inqolaicion  pesaba  tam- 
bién con  mano  fuerte  sobre  los  profesores  y  abogaba  el  ger- 
men de  las  ciencias,  poniendo  trabas  crueles  á  la  libertad  de 
la  palabra  y  aun  del  pensamiento.  Asi  es  como  la  filosoHa 
de  nuestras  universidades  fué  basto  ahora  poco  la  filosofía 
aristotélica,  cuyas  doctrinas  y  tradiciones  tonto  fortoleeian  e' 
principio  politice  y  religioso  de  la  autoridad. 


LIBRO  ir.'  MI  ftá  H4TniiÁ  'iiwiiiitfiiíTiyA.       sn 

t#M.->^4l  MTiotor  dé  los  estudlot  filoiófieds  tnboeiidia 
á  MMks.  tas  ciencias  vf  v»  atií  la  teausa  por  <pi6  ninguoa  es^ 
eaela  gnlndo,  ni^iftiosialeiMa  Mspoitanie  to  caeido  bajo  el 
sol  de  la  Espafta;  y  sí  á  pesar  de  tanta  saspicacia  el  iagow 
dblotfutQFales  lagróiMsoubrir  alg«»  principio  ^leridor, 
é  lal  verdad  loeaolay  la  Lúa  «Meóle  espiré  en  trove  for  falto 
de  atoéofera  éaqM^fmdiese  vitír.  Asi  se  ecUfisó  la  memoríaf 
de  Joan  deHoatte,  aiíyaB.doelrmaséoinsídendsBeliniodofil» 
aíséeaia  de  Gall;  de  VroMisoo  de  la  Reiiia  k  quien  as  debe  el 
désotobrimienlodela^ireaUíoioii  déla  sangre  antes  que  at 
inglés  Barrey;  del  beiMdíclieio  Petf ro  Pdnce  qve  intenté  pri** 
mero  qoe  el  abate  I'  Bpée  el  aree  de  eiepresnrse  los  vadqs;4# 
Blasoo^de  Ganay  ^qoe  precedió  al  americano  Fnlton  en  la  apU^ 
eacioü  del  vapor  kia  na«>egnoion  y  Jotras  omcbos  sabios  «n^ 
yas  glorias  nos  son  albora  dispoMas  ^r  exirainjeros:  castígn 
bien:  mefeeidé  por  nobaber  snUdo  aprofeebnrlas. 

Esto  pruébala  becesidad  le  baoer  esfuértos  celeeli?eSt  fn 
sinmMMiéos  ya  sneesívos,  pám  aiimoninr  en  nn  «otado  el  fae« 
ge  sagrado  de  la  oieoela.  Si  la  inslroeeíoii  q«e  las  «oifersi-^ 
dados  de  aqnella  época  daban  á  la  lavenlod  fnese  «as  eélidn 
ó  la  inqoieicioa  m  «bafieM  el  vuelo  de  los  entendimienlos^ 
oi  MMto  general  de  pensar  y  ta  manconinnidad  de  tas  ideas 
bübierao  convenido  «n  fíátrioioibio  de  la  nacfon  lo  qne  ba  si^ 
4o  un  progreso  aislado  y  estéril.  Bi  grano  sembrado  á  la  a? en« 
tora  no  hoUese  perecido  y  la«i«&ein  habría  froofifteado,  si 
en  las  niñversidndes  de  eniénees,  como  dgovn  agudo  eseri* 
lor,  no  se  perdiese  el  tiempo  en  palillos  y  solilesas  de  inge- 
nio, flores  que  HeVa  el  viento  rin  dar  frutos. 

l0M.^La  wiversidad  debe  ser  la  represetttlioioo  viva  do 
todos  los  conoeinrienids  bumanos:  síi  otifeto  es  iniciar  á  laju^ 
ventud  en  ios  vhisterioo  de  la  ciencia,  dirigir  sus  seniimíetitos 
hacía  la  contempladíon  de  las  ideas^  y  en  6n«  crear  hombres 
aptos  no  solo  para  ejercer  Una  profesión  especial,  sino  fnertes 
para  penetrar  el  enlace  Intimo  de  los  hechos,  conocer  sars 
cansas,  m^dír  sus  efectos,  y  diestros  en  seguir  el  morimien'* 
to  inteteclnal,  moral,  religioso  y  político  de  la  sociedad. 

t0O9.*^Toda  uaiversidad  debe  ejercer  el  doblé  encargo 
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de  mtslrner  la  unídttd  de  las  docttiimsf'dÍTigiQBdo  la  «ase- 
fiaaza*  j  guiar.  &  la  juvoDlad  por  la  /seodade  la  vida,  ttfia* 
lando,  i  cada  capaiÉidad  su  puesto  segaasiiflMftCQiUules  y  sas 
nedioSi 

j[iloa.— Si  la  inlenmcion.  del.  estado  es  coavenieBla  ea 
la  inslraccion  primaria  y  seouodaríav  mas  todavía  en  los  es<* 
tudios  superiores,  porque  CQuforme  se  cultiva  el  esplríla  y  las 
ideas: se  léTsataa,  crece  la  ueioesidad  de. la  eonoordia  eatre 
la  enseftaoza  y  la  cónslilúcioft;  de  «uefte  que  los  modernoa 
reglameatos  reemplazan  en  parte  á  las  leyea  severas  de  la 
educación  oniforme  de  los  pueblos  aotigaos.  Lasuniversida- 
des  quedan  así  convertidas  en  cuerpos  reguladores  de  toda 
easedanza  profesional,  no  con  libertad  oroaimoda,  sino  coa 
sajeoion  á  ciertos  preceptos  generales  impuestos  por  el  go- 
bíerao  de  quien  viene  el  impolapr  pero  albsteniéodose  de  co- 
municarlo á  lod  pormenores*  Este  sistema  tiende  .¿  sasiilair 
la;dpmiñacíoa  absoluta  y  aca$o  iir4ni0a  del  poder  ea  la  cien* 
cía  cba  cierto  grado  de  .autoridad  moral:  concedido  á  u«a  ge«* 
rarqviade  inteü^onoías:  lo  primero  oonduot^ia  al  absordo 
entroaízamiento  de  los  principios  y  de  las  verdades  oficiales; 
|e  segundo  nos  llevarla  á  la  cooceairacion  de  las  luces  y  á  la 
educación  común  de  la  juventad.que  no  pueda  abandonarse 
á. los  particulares,  mientras  eaístao. tantos  intereses  opuestos, 
tantas  opiniones  divergentes,  tantas  pasiones  enemigas,  sin 
riesgo  de  turbar  el  orden  siocial,  perpetuando  las  causas  de 
desuj[iion:y  abrienc(o  nuevas  fuentes  de  diaoordia  en  da&o  de 
las  naciones.. 

to#a.— Considisrando  ¿  las  universidades  como  coerpos 
eacafgados  delaeoseftanza  superior,  deben  constituir  un  cen- 
tro eieotifieo  y  abarcar  el  extenso  borizonte  de  este  género 
de.esiudtos^  reuniendo  en  un  baz  todas  lasía^ultadea  k  fin  de 
que  se  presten. mutuo  apoyo,  se  comu/úquen  sus  luces  y  se 
transn)ítan  su  movimiento.  Las  escuelas  completas  soa  un  la- 
zo  que  une  los  conocimientos  dispersos  y  un  instrumento  de 
pfogreso  colectivo;  las  incompletas  son  una  organización  vi- 
ciosa de  este  alto  grado  de  enseñanza  que  con  masrasoaqne 
otra  alguna  debe  aparecer  exenta  de  graves  defectos. 
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t##ft.*-Ta8eaa  las  noiTeimlades  cuerpos  regulsdores  de 
la  easefiaaza,  ya  verdaderas  oseadas  tuperiéres,  ea  eoodi« 
cion  eseacial  á  sa  régimen  el  privilegio  de  conferir  grades 
académicos  á  las  personas  coya  vocacioa  fh^e  el  ejercicio  de 
ciertas  profesionesliberales.  Sin  este  derecha  exclusivo  no  se 
concibe  la  existencfa  de  ttingona  faciillad,  porque  fiícQl^id 
es  la  serte  de  estudies  metodices  qee  el  gobierno  exige  q«e 
los  particulares  cursen  ea  las  universidades  come  garaortfa 
de  SQ  tnstruccton  profesionaU  acreditada  por  medio  de  gra-- 
dos  académicos.  Para  que  la  garanfb  sea  verdad  é  inspira 
confianza  la  corporación  que  lonfiere  el  grado,  debe  estar  lie-* 
vestida  de  un  elevado  carácter;  y  si  ia  teslniocien  ba  de  lle- 
var impreso  el  sella  dd  la  unidad,  la;  investidura- debe  reci/» 
btrse  en  las  escuelas  sufkeriof  es. 

Con  arreglo  áiestos  ¿lnvtos'priBctpíos  se  babia  dedaradq 
que  los  estudios  de  facultad  se  hiciésea solamente  en  las  uní., 
versidades,  y  que  solo  en  ellas  pudiesen  conferirse  los  grados 
académicos  (4);  regla  destruida  por  el  gobierno  al  antoritar  i 
los.  institutos  provinciales  que  dierenios'cíiico  aftós.de  eose* 
ftaíiza,  para  eonfertr  el  debaabiUér  ed  filofoQa  á  sus  alom*^ 
no9(2).  ' 

Esta  disposición  dictada  en  obsequio  &  intereses  pura^* 
oAeale  locales»  retaja  la^discíplina  de  teeosefiauzay  quebran- 
ta la  unibrnbidad  de  lainstroeciea  sostenidas  por  el  régisieii 
miversitario,  sin  prodttcií  el  menor  de  los  beneficios  que  al- 
gunos esperan  de  la  libre  coneurrencia!  entro  loa  'eatablectr 
mieotos  púbUoos  y  piSvadtoL 

tMMI.-^LaafacüItedeSsofi  cinco,  ¿vSfbér,  FítosoRa,  Juris^ 
prudencia,  Teologia,l(eilifinay  Farmacia;  «yunque  lip  lodajs 
existen  en  todas  las  eniversidadefe  delfreino.  • 

1 009. ^Es  evidente  qneee  neceaila' una  .{acuitad  de  ciea* 
eias  poUttcáa  y  administcativas  euyosestodíps  y  girados  acar 
démicos  preparen  parala  gestión  délos  intereses  generales, 
alejen  á  las  incapacidades'  del  servicio,  publico,  proporoíopen 


(t)    Plan  de  estadios  de  S  de  julio  de  1847,  art.  48. 

(8)    Real  decreto  y  reales  órdenes  de  4  y  Jt  de  mayo  4e  1848. 
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auxHíarM  iiiairaidoB  al  gebierm,  y  ei  Minfty  pava  qvahiMn- 
ckt  penetre  ea  la  adniaiatsacioii  y  Mi  éeslerradt  el  eiego 
enpirísmo. 

Esta  necesidad  es  poHtiea.  y  sooial  á  na  mirao  tíe»pa: 
politiea,  porque  etigieado  pruebas  de  afíiUUid  y  garanlias  de 
capacidad  en  los  candidatos,  se  pendrfc  eele  á  tantas  ambicie^ 
■es  ¡legKiinas  como  hoy  se  almeataai  qee  si  ne  se  sntisEacen, 
tfccUmente  se  convierten  en  orimiosdes :  sedal  ^  por^e  cea 
los  progresos  de  ja  civilinioíoa  eseeon  las  neeesidades  en 
proporción  que  los  medies,  se  eémplican  1os  intereses  y  se 
dilata  la  esfera  del  goMemo.    ^ 

Coando  se  combate  i  les  poderes  en  nombre  de  non  6lo^ 
sofla,  los  poderes  deben  defenderse  invocando  o4ra  flosola 
mejor,  oponiendo  á  las  vagas  ideas  de  los  ntopistaa  verdades 
prficticas  y  bienes  positivos.  Bl  estniio  de  la  medicina  social 
es  de  rigor  para  enrar  á  la  sociedad. eoferina*  Sin  nocíoMS 
del  dereeho  natoral  y  de  gentes,  del  pellico  y  admiAisIrati^ 
vo,  de  eosaottfay  estadistioa,  nadie  pnedei  servir  útilmente  al 
gobierno.  Condenar  les  príoeipios».  dendeftar  bi  leocfa  eqnivn^ 
le  á  desconocer  que  la  adminisiraoioit  sea  la  sieneia  denlos 
hombres  y  de  las  cosas  en  sos  extensas  relaciones  non  el 

estado. 

La  administración  cerno  eienein  exige  esHidieSt  eenei  arte 
reqiniere  nprei|dixaje«  A  esta  evideale  neeesidaé  se  piopose 
acudir  el  gobierno  en  el  proyeeto  de  leypamel  nombramioft* 
te  de  empleados  en  elmiaieterie  de  la  Gobernndei)  del  ret» 
no  (1);  pensamiento  estéril,  parcini  y  daptro  de  ana  Mmttci^ 
incompleto.  Estéril,  porqneso  pretesta  de  respetar  derechos 
adquiridos,  perpetúa  los  abusos  qne  pretende  extirpar:  per^ 
ciai,  porque  comprende  fc  los  agenten  admiustraliivea  de  n 
solo  orden,  oemo  si  en  los  demás  mnos  bastase  oen  cambiar 
i  ciegas;  iacoeiplete,  por  cnanto  ni  organiza  ni  naoma  si-*^ 
quiera  la  idea  de  organíiar  una  fecnitad  admímiliiiitiva. 

400».*— Las  uniTfmidadee  estáA  bi^*  ^  direeeion  eape^^ 
cíal  de  sus  rectores;  y  aun  cuando  la  ley  para  el  gobierno  de 

(1)    Presentado  i  las  eórlesetf  tS  de  msraodo  ISIS. 
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ks  prtAriMM  ^acotfe  &  los  gsfos.yoliUcos^l  4lefNkobde 
inspeoeim  w  toAos  ím  e9labl0OÍini6AU>,a4e  insuooekm  pt^ 
Ui<a 40BUiMkis  ea el duiinlt liesu  «Mito,  «o^  pueiiniKipp* 
ter  94r  ai  medM»  »!;««*  retaMv»  &  Ja  enaeftiíaza  6  a(  n&gümM 
iftlerior  de  lateMiielM,  limiUiMiose  sas  fiK^iiiudes  ¿  aeoAie*- 
jacáteB  jraotorescaunto  «reaa  coofeiMeiM,  pacUcípar.al  ge^r 
bieroQ  los  vioíios  6  ahosoa  qiüB  obsernea » ipreppftec  k»  noforr<- 
nas qae estaea «perlooaa,  y  diotar  qq  los.asiwleBrde  orden 
piUioo  tas  dJepoeicíeiMs  pr^ias  4e  a»  aitííondad,  l4Ds;te0Mi" 
res soa de  nombranieAio fetfi ;  debenier  eiejjidis eo laictor 
Mile  dooiorea.  Kl  eari^)  de  reelor  ea  ie«#iipa(¡ble  eoi.ei  de 
i)aledrátioQ. 

AJÍ  Irenle  de  eada  fiMoltad  hay  m  deeaeo  qee  ufmbné 
Rey  k  prapneala  del  rector:  este  eacgo  4iira  «eniAro  aAos  y  efi 
iMlegible. 

Los  oatedrfttMOB.  miQídes  de  eadafiMoUad  bajo  la  piesi'* 
deaeia  del  seetor  íó  del  decaMtA.vir^d  éedelegaoiaq  soya» 
formae  el  «Umsiro  de  la  nUiaa,  el  eeai  salo  enlkoide  w  \Q9 
nesofiies  que  tatieraa; wiaoioa  ooa  lasoiencías y laeoacK 
Qatta. 

La  reuoioa  de  loadoetoice  de  todas  hñ  Aioeltadea  resido»^ 
les  ea  el  paeblo  donde  exista  aniversidad  ifoma  el  eUnstre 
general  de  leausma»  sea  ooal  feere  el  esiaÚecimíeiMo  de 
deode  preeedam  Rl  fctolor  eoniroea  el  eláoslro  geaeralpara 
eiertoa  aetes«elemiiea  segiaQ  previenea  los  reglameMoe  (4). 

Para  «anieqer  el  Maa  iateriar  ea  las  nníyefff idadea  y 
«ec«^  tea  (altas  á  eieesosde  Jos  alamMa  se  emplea  la  an- 
loridad.de  los  ealedf áiAicos  resfiectiiiss,  dd  geCs  del  esubted- 
aiieaio  y  de  oa  ooniiqd  da  diisiplí na. que.  impone  pdr  liade 
cotreceioa  panas  académioas  ó  corporales  (9).  . 

te^^^T-La  enseñanza  astt  eneNNaiqndada  al  onerpa  de 
paofeaores»  Jb^o  la.  TigílaMía  inaeüala  del  vedior  y  la  sape^ 
ripr  del  gobiecno*.  La  oísaniaaoion  del  profesorado  es  la  «¡sr- 
ve  de  Jas  oaívecsidades,  y  el  mayor  escolio  de  la  inairacaioa 
púUiea, 

(t)   Plan  de  estadios,  arts.  lOTysig. 
<»)   Ibid*  art.  tl7. 
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t^to.  — Tres  circonstaneias  bftbván  de  cODeurrir  ea  el 

profesorado,  i  saber,  moralidad,  aplitnd  é  fadependencia. 

tOit.-^La  moralidad  I  pdrqoe  la  bbe&a  dclelríaa  iniíiye 
en  las  bueaas  costumbres  é  inspiraamory  respeto  4  las  leyes. 
Cuando  estas  son  dignas  de  censura',  el  saeerdote'de  la  cien* 
cia  debe  mostrar  sus  defectos ,  no  eon  la  aerrmónia  de  una 
oposición  apasionada,  sino  con  la  calma  y  dignidad  del  bom* 
bre  que  rinde  un  ciillo  desinteresado  á  la  verdad  y  desea  el 
trianfo  de  los  principios,  pero  incdlcando  entretanto  la  obe* 
diencia  de  los  preceptos.  Dura  lex;  ni  Uit. 

t oí 9. —-Aptitud,  esto  es,  copia  de  doctrinas,  ffcoil  criterio 
y  el  talento  de  la  enseñanza.  La  aptitud  no  debe  buscarse  en 
las  pruebas  equivocas  de  los  concófses  4  oposiciones  que  si 
prueban  algún  mérito  absoluto,'  no  prueban  nivíguno  relati- 
vo; sino  por  medio  de  una  organización  conveniente  del  pro- 
fesorado á  cuya  carrera  haya  acceso  por  eicamiáo  de  la  cien- 
cia y  de  un  verdadero  aprendizafe.  La  oposicioii  mas  rígida  ¿ 
imparcial  prueba  dudésaménteet  gnii  de  eaberde  cada  can- 
didato; pero  aun  cuando  lo  fijase  con  oerteza,aun  tiabrla  lar* 
ga  distancia  entre  el  ingenio  que  brilla  en  un  ejercicio  pAMi* 
00  y  el  don  especial  de  exponer  las  ideas  con  claridad  y  trans* 
mitirlas  con' precisión. 

No  por  eso  consideramos  del  todo  ioMil  el  sistema  de  las 
oposiciones,  sino  como  muy  k  propóeito  para  formar  la  base 
del  profesorado,  coibcando  entre  ellas  y  el  ascenso  á  la  cate* 
dra  un  periodo  de  estudio  y  de  experiencia,  durante  el  cual 
maduren  las  doctrinas  y  coniraiga  el  candidato  loskábitosde 
la  enseftaáza.  Ásl  como  hoy  tenemos  catedrtticos  y  regentes 
agregado^  sin  constituir  un  cuerpo  de  profesores,  fórmese 
una  sola  gerarquia,  sea  la  primera  clase  el  plantel  de  la  se - 
guada,  entróse  en  aquella  mediante  rigorosa  spostcron  y  as- 
ciéndase 4i  esta  por  antigiedad  ó  peír  mérito  ooiaprobado  de 
una  manera  positiva  en  el  desempeOo  de  la  agregación.  La 
ciencta  se:mánifie8tá  eo  el  ooncureci,  y  el  genio  para  laense- 
fianza  se  desarrolla  ó  revela  en  los  ensayos  del  profesorado. 
En  el  aislamiento, actual,  ni  se  ofrece  estímulo  al  regente,  ni 
se  utiliza  el  aprendizaje  de  catedrático.  Otros  medios  habria 
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Ud  ves  deorgaoítar  el  proreserado;  pero  el  expnesto  parece 
mas  ftcil  y  expedito  y  mas  coaforme  con  el  estado  de  las 
eiencias  en  EspaDa  y  coa  nuestras  costumbres. 

La  aptitud  exige  asimismo  que  el  profesor  obtei^a  los 
ascensos  naturales  en  su  carrera  dentro  de  la  misma  asigna- 
tura á  6n  de  no  perder  el  fruto  de  sus  estudios  predilectos  y 
largas  meditaciones ;  sistema  adoptado  en  la  legislación  vi- 
gente y  mejora  ipuy  principal  respecto  á  la  anterior. 

tots.— La  independeacia  del  profesorado  se  funda  en 
dos  bases: 

L  Que  el  estado  vele  por  su  subsistencia  y  la  de  su  .fami- 
lia, á  fin  de  que  pueda  consagrarse  en  cuerpo  y  alma  á  la  cien- 
cia y  &  la  ensefianza  de  la  juventud. 

U.  Que  el  gobierno  le  otorgue  la  justa  libertad  de  ejer- 
cer su  ministerio,  permitiéndole  manifestar  sin  temor  ni  re- 
bozo sus  opiniones  sobre  los  varios  puntos  que  la  enseAanza 
comprende. 

De  aqoi  dimana  qoe  las  atenciones  de  la  instrucción  pú- 
blica son  una  deuda  sagrada  del  estado,  pues  el  profesor  pac- 
tacón  el  gobierno  consagrarse  totalmente  á  una  vida  ideal  y 
contemplativa,  si  le  exime  de  los  cuidados  de  la  tierra.  Su 
deber  y  su  gloria  le  llaman  á  regiones  muy  apartadas  del 
mando  en  donde  el  estado  debe  mantenerle  por  so  propio  pro- 
vecho. Por  esta  razón  Cambien  deben  ser  los  profesores  in- 
amovibles, no  con  la  inamovilidad  incompleta  que  nace  de  la 
necesidad  de  instruir  un  expediente  gubernativo,  dar  audien* 
cia  al  interesado  y  consultar  previamente  al  Consejo  de  ins- 
trucción pública,  sino  con  la  que  ofreciese  una  ley  declarato- 
ria de  la  perpetuidad  de  sus  derechos,  mientras  no  se  les  pri- 
vase de  ellos  en  virtud  de  sentencia  judicial. 

tOtA.^La  justa  libertad  de  la  ensefianza  pública  descan- 
sa en  el  respeto  del  gobierno  k  la  ciencia  y  de  esta  á  las  leyes 
fundamentales  y  k  los  poderes  del  estado.  Una  intervención 
administrativa  que  excediese  dichos  limites ,  equivaldría  a 
someter  la  ensefianza  al  sistema  reglamentario,  á  constituir 
una  ciencia  ministerial  y  sujetar  la  razón  á  una  perpetua  tu- 
tela. Cierto  grado  de  independencia  es  necesario  en  las  uni- 
Toso  I.  33 
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▼ersídades  por  no  caer  eo  el  monopolio  de  la  enflefianxa  re* 
fflitiéndola  toda  á  an  centro  común,  y  á  fin  de  etitar  que  la 
excesiva  unirormidad  apague  toda  disensión* 

Por  este  motivo  es  dudosa  la  conTeniencia  de  formar  pro- 
gramas generales  á  que  hayan  de  ajustar  sus  explicaciones  los 
profesores  de  las  universidades  del  reino  (4);  pues  aun  cnan* 
do  la  mente  del  gobierno  no  sea  coartar  la  justa  libertad  de 
|os  catedráticos,  sino  imprimir  una  dirección  uniforme  á  la 
enseñanza,  esta  iniciativa,  con  solo  trazar  el  orden  de  las  ma- 
terias,  comprime  el  vuelo  del  profesor  cuyas  ideas  originales 
habrán  de  ajustarse  al  lecho  de  Procusto  de  un  programa. 
Toda  teoría  nueva  tiene  formas  y  proporciones  particulares 
que  pierde  vaciada  en  la  turquesa  del  gobierno:  la  libertad 
de  las  doctrinas  es  vana,  sin  la  libertad  del  método. 

Si  se  advirtiesen  abusos  en  la  enseñanza,  autoridades  hay 
encargadas  de  reprimirlos,  sin  acudir  al  extremo  de  impo* 
ner  á  todo  el  profesorado  el  yugo  de  un  sistema,  y  sin  so* 
meter  el  presente  y  el  porvenir  de  cada  ciencia  al  juicio  de 
un  Solo  hombre*  En  realidad ,  el  programa  oficial  ¿no  es  la 
censura  y  condenación  de  todos  los  programas  existentes  y 
posibles? 

1616.— -Las  universidades  bien  constituidas  son  fuentes 
de  saber  y  de  virtud;  mal  organizadas  fomentan  la  insurrec- 
ción de  las  inteligencias  y  se  convierten  en  remora  de  todo 
progreso.  Espíritus  vulgares,  hombres  de  rudo  entendimien- 
to ó  de  imaginación  enferma ,  gentes  incapaces  de  abarcar 
con  su  débil  mirada  el  extenso  horizonte  de  la  sociedad,  acba* 
can  &  los  estudios  superiores  los  vicios  de  la  enseñanza  y  con- 
cluyen por  atribuir  á  esta  causa  el  desfkllecimieoto  de  la  agri- 
cultura y  el  abandono  de  las  profesiones  mecánicas;  como  si 
las  ciencias  y  las  artes  ligadas  con  vínculos  indisolubles  no 
caminasen  siempre  paralelas,  ó  como  si  todos  los  gobíenios« 
y  principalmente  los  representativos,  no  necesitasen  ahora 
mas  que  nunca  lo  que  Ayax  pedía  á  los  dioses  en  otro  tíempo, 
¡u%  para  combatir. 

(I)    Real  drden  de  31  de  octubre  de  1848. 
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CAPÍTULO  XIX. 


1016.  *-Lt  roligioD,  BieeeiídBd 
social. 

1017.— Es  aa  medio  de  edaca- 
cion. 

1018«— iios  estados  tienen  sii  re- 
ligión. 

1 0 19. — Leyes  eclesiásticas. 

1020.-«Saeerdooio  é  ioiperio. 

1021.->£1  poder  civil  cancurre  á 
la  oreanízacion  del  clero. 

10S9. — ProhibicioD  de  conferir 
('rdeoes  mayores. 

1023. — Prohibición  de  hacer  vo- 


tos monástioos. 

lOS^.-^Preseatacion  para  sillas 
V  beneficios  eclesiásticos. 

1035.— Les  ministros  del  altar 
son  nuembroB  del  estado. 

1026. — La  admÍQ¡8tracion  prote- 
ge el  coito. 

1027.— «Algonas  ireees  promueve 
ciertas  prácticas  reUgio* 
sas. 

1028.— Celebración  de  concilios. 

(029.--Pase  de  ios  breves  y  res- 
criptos pontificios. 


f  ot^.— La  religioii  es  uaa  necesidad  social  «iiei  erece 
coQforine  la  deqAocricia  se  acerca  al  poder,  porquo  enaato 
mas  débiles  son  los  rreooa  de  la  ley,  soas  inertes  deb^a  ser 
loa  diques  de  la  conciencia.  La  libertad  política,  shi  el  sentí* 
miento  religioso  por  base,  nos.condueiria  á  la  forma  absqrda 
de  un  gobierno  fondado  en  la  eialtacion  y  en  el  desenfreno 
de  las  pasiones  populares. 

tOtlf.— Cuanto  mas  profundamente  gravadas  estuvieren 
las  creencias  en  el  corazón  del  ciudadano,  tanto  iqas  eficaz 
será  este  medio  de  educación  y  do  enseñanza  para  los  admi- 
nistrados. La  (é  por  si  sola  es  nn  principio  de  vida;  y  asi  cuan- 
do un  símbolo  desaparece,  otro  le  reemplaza,  sa  pen%  d^  s^o- 
rir  la  nación  excéptica  repartiéndose  sus  despejos,  ó  alzándo- 
se sobre  sus  ruinas  otros  pueblos  que  vengan  á  regenerar  el 
caído  Qon  nuevas  ideas»  ya  políticas,  ya  religiosa^. 

Tqdo  gobierno  debe,  pues,  descansar  en  el  principio  mo- 
ral que  en  la  isoeiedad  domina,  sin  el  cual  no  existe  unidad 
en  las  voluntades,  ai  en  los  intereses,  ni  en  los  esfnersos. 

La  idea  de  Dios  y  de  su  providencia  condujo  en  política  á 
la  emancipación  délos  esclavos,  á  mejorarla  condición  de 
las  mujeres,  á  la  libertad  moderna,  á  U  igualdad  ante  la  ley 


516  DfeEBGHO  ADtfmiSTBATlVO  BSPARoL. 

y  al  amor  de  la  paz  en  las  relaciones  ínleroacíonales.  Bsa  es- 
pirita de  fratetaidad  que  aaima  i  los  pa^blos,  es  la  marcha 
del  géaero  hamano  hfccía  la  Qoidad  y  la  armonía  guiados  por 
el  principio  cristiano;  sentimiento  de  benevolencia  que  no 
desaparece  ni  retrocede,  asi  como  la  vida  del  hombre  madu- 
ro no  vuelve  á  la  agitación  y  al  desorden  de  la  infancia. 

Todas  las  reformas  profundas  son  reformas  religiosas; 
sin  esta  condición  las  mas  hondas  revoluciones  no  producen 
en  la  sociedad  otros  efectos,  que  un  cambio  de  personas  y  una 
agravación  de  impuestos. 

tais.— Los  estados  tienen  su  religión  como  los  hombres, 
las  familias  y  cualesquiera  agregaciones  de  individuos,  por- 
que el  estado,  como  las  personas,  tiene  relaciones  necesarias 
con  Dios  y  con  el  ciudadano,  se  rige  por  leyes  y  profesa  un 
culto. 

La  religión  de  la  nación  española  es  la  católica,  apostóli* 
ca  romana:  el  estado  mantiene  el  culto  y  sus  ministros  (I). 

tote.— Las  leyes  eclesiásticas  son  relativas  al  dogma,  á 
la  disciplina  ó  á  la  policía  exterior  del  culto.  La  ensefian* 
za  de  la  fé  pertenece  exclusivamente  al  poder  espiritual, 
y  el  temporal  respeta  el  ejercicio  de  su  sagrado  ministerio. 
La  disciplina  interior,  es  decir,  los  ritos  sagrados,  las  ce* 
remonias  religiosas,  la  administración  espiritual  son  tam- 
bién negocios  extrafios  á  la  competencia  de  la  autoridad  civil. 
La  policía  exterior  del  culto,  esto  es,  aquellos  actos  religio- 
sos que  salen  ya  del  santuario  de  la  conciencia  y  ostentan  for- 
mas sensibles,  son  materia  de  la  jurisdicción  mista. 

t090. — ^Ambos  poderes,  el  sacerdocio  y  el  imperio,  ejer- 
cen autoridad  en  ellos;  el  uno  en  bien  de  la  iglesia,  el  otro  en 
interés  del  estado. 

Cuando  fuere  inseparable  lo  que  se  debe  á  Dios  de  lo  que 
se  debe  al  César ,  la  autoridad  civil  y  la  eclesiástica  habrán 
de  concurrir  á  la  formación  y  ejecución  de  estas  leyes;  mas 
si  se  tratase  de  cosas  puramente  temporales ,  solo  al  gobierno 
pertenece  dictar  los  reglamentos. 

(O    CoBstitacioD ,  art.  11. 
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Los  depositarios  de  la  potestad  administrativa  protegen  ia 
religión. del  estado,  ya  concurriendo  á  la  organisaoion  del 
clero,  ya  velando  sobre  la  conducta  de  los  ministros,  y  ya  en 
fin  haeieado  respetar  el  culto. 

tOM.— Concurre  el  poder  civil  á  la  organización  del  cle- 
ro, procurando  que  los  eclesiásticos  presentados  para  algún 
beneficio  reúnan  las  coalidadés  que  los  cánones  y  las  leyes 
eligen.  Gomo  una  de  dichas  cualidades  es  la  ioistroccioD  ne- 
cesaria para  el  desempello  de  su  ministerio,  se  ba  intentado 
por  los  reyes  de  Bspaíla  en  repetidas  ocasiones  ejecutar  lo 
prevenido  en  el  concilio  de  Trento  acerca  del  establecimien- 
to en  todas  las  diócesis  de  seminarios  conciliares.  Las  core- 
tes del  reino  celebradas  en  Madrid  se  !o  suplicaron  asi  á 
Felipe  II  que  lo  mandó  practicar:  Felipe  V,  Carlos  III  y 
Fernando  YII,  reiteráronlo  mandado,  si  bien  la  voluntad 
de  estos  monarcas  no  ha  obtenido  ann  cabal  cumplimien- 
to (4). 

tlMit.— Como  del  excesivo  y  desproporcionado  número 
de  eclesiásticos  se  signen  gravísimos  dallos  al  estado ,  por* 
que  sobre  los  seglares  exclusivamente  vienen  á  recaer  las 
cargas  públicas  de  que  aquellos  se  hallan  exentos,  es  obvio 
que  la  administración  tiene  derecho  para  impedir  ó  remediar 
estos  males;  por  cuyo  motivo  prohibió  el  gobierno  á  los  dio- 
cesanos expedir  dimisorias  y  conferir  órdenes  mayores  sino 
en  ciertos  casos  fundólos  en  razones  de  conveniencia,  ó  en  la 
necesidad  de  no  atribuir  á  la  ley  efecto  retroactivo  (2).  Esta 
prohibición  foe  alzada  con  respecto  á  las  personas  que  ha- 
biendo concluido  sos  estudios  en  los  seminarios  conciliares  ó 
clericales  ó  en  las  universidades,  hubiesen  obtenido  á  obtu* 
vieren t  previo  concurso,  algún  curato;  y  asimismo  en  favor 
de  los  que  solicitaren  ordenarse  á  título  de  cátedra  ó  de  re-> 
gencia  de  cátedra  con  sueldo  (3).  Todas  las  demás  que  sin 
bailarse  en  dichas  circunstancias  desearen  recibir  las  ór- 
denes sagradas,  deben  obtener  previamente  la  venia  real, 

(i)    Leyes  i,  3  y  3,  tít.  xt,  lib.  i,  Not.  Recop. 
(S)    Real  decreto  de  8  de  octubre  de  1835. 
(3)    Real  decreto  de  16  de  julio  de  1846. 
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poes  mientras  noeotran  en  el  sacerdocio,  son  súixlitos  legos 
enqoieoes  ^erce  plena  potestad ei  imperio. 

ft098. — ^Por  igaales  motivos  tiene  el  gobierflo  Aicoltad 
para  intervenir  en  los  votos  monásticos;  y  no  cierUneola 
porqse  deba  ni  poeda  oponerse  á  la  «eiebraeion  de  eslos  pac- 
tos solemnes  entre  Dios  y  la  conciencia;  sinow  cnanto  per* 
tenece  al  soberano  conceder  ó  negar  so  aprobación  legal  j  la 
sanción  exterior  á  nn  acto  del  fuero  interno.  T  si  el  enmpli* 
miento  de  estos  votos  espírilnales  lleva  ya  implícita,  ya  ex- 
plícita la  condición  de  vivir  en  comon  oonstitoyen^o  inacon- 
gregacion  religiosa ,  enfra  mas  todavía  en  el  dominio  de  la 
administración  pública,  porque  toda  corporación  debe  6er  re* 
conocida  y  aprobada  por  las  leyes  del  reino  [i]  que  no  reeo* 
nocen  la  libertad  de  asociación,  hasta  el  ponto  de  encerrar  el 
supremo  derecho  de  vigilancia  inherente  al  estado  M  Ins  H« 
mites  de  una  acción  paramente  represiva. 

1694. — También  influye  el  gobierno  en  la  organiUMXon 
del  clero,  presentando  k  la  Santa  Sede  sogetos  td6%ftMf>ara 
los  arzobispados,  obispados,  prelacias  y  abadtas  en  virtod 
del  derecho  de  patronato  que  en  tedas  las  catedrales  M  m^ 
no  ejércela  Corona  (S). 

to^ft^.— Los  mMstros^lel  altar  son  á  no  tiempo  miembros 
de  la  Iglesia  y  del  estado;  como  sacerdotes  obedecen  á  sns 
superiores  gerárqoícos,  y  como  ci^idadanos  respetan  las  te* 
yes  y  las  antoridades  civiles.  Si  nbusaseii  de  su  ministerio  tnr^ 
bando  la  paz  de  las  conciencias,  predicando  la  desobediendn 
al  magistrado,  ó  concitando  los  ánrmes  4  la  rebelión  «ontm 
los  poderes  constitnidos,  la  aotoridad  administrativa  4  cnyo 
cargo  estuviere  la  conservación  del  orden  páblieo ,  tiebn  re^ 
primir  tales  excesos  dentro  de  los  limites  de  sn  potestnd,  y  wt 
tregar  el  culpable  al  tribunal  competente  para  qne  aea  juz- 
gado con  arreglo  á  las  leyes  (3). 

La  necesidad  de  reconocer  nn  coito  libre  é  independiente, 
influye  en  qne  la  tndote  de  esta  intervención  sea  mas  bien 

(1)    Leyes  6,  tít.  ii,  lib.  xii,  y  12,  tít.  xii,  lib.  kn.  Kov.  Kecop. 
(S)    Ley  4,  tít.  xvn,  lib.  i.  No?.  Recop. 
(3)    Ley  23,  tit.  i,  lib.  i.  IVov.  Becop. 
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represiva  que  preveotíva,  pues  á  faerza  de  precaver*  pudíe*- 
ra  el  astado  lastimar  los  derechos  de  la  Iglesia  q«e  deben  ser 
tan  respetables  á  los  ojos  del  gobieroo ,  como  las  prerogativas 
de  la  Corona. 

fOüli.^Por  último,  la  adoiífiistracion  iaterpone  su  auto* 
ridad  para  que  el  culto  sea  respetado»  probibieado  trahaj^^r 
ea  los  domingos  y  en  los  demás  dias  que  la  Iglesia  sajalifica, 
salvo  si  hubiere  necesidad,  con  la  venia  de  la  autoridad  ecle-^ 
siástica  (4):  mandando  se  observe  la  debida  reverencia  y  se 
guarde  el  decoro  conveniente  en  los  templos,  principalmente 
mientras  se  celebran  los  divinos  oficios  (2);  concediendo  ó  ne* 
gando  el  permiso  para  las  procesiones  exteriores ,  vedando 
lodo  espectáculo  religioso  que  no  cause  edificación ,  las  pror 
cesiones  de  noche,  los  bailes  en  las  Iglesias,  atrios  y  cemeA* 
Serios  é  delante  de  las  imágenes  de  los  santos  (3),  y  asocian -p 
dose  á  ciertas  ceremonias  religiosas  t  como  á  las  fiestas  de  Se* 
mana  Santa «  del  Carfus  y  otras,  á  las  acciones  de  gracias 
por  los  beneficios  de  la  Providencia  y  á*Ias  rogativas  públi- 
cas para  implorar  la  divina  misericordia  en  favor  del  reino. 
Al  gobierno  secular  corresponde  solicitar  estas  rogativas  so* 
lemnes ,  annqoe  sean  interiores  en  el  templo .  y  el  estado  ecle- 
siástico está  obligado  h  ooncorrir  á  ellas  con  tan  devoto  fin; 
y  si  llegaren  á  Iser  procesionales,  deben  suspenderse  las  di* 
versiones  populares  los  dias  q«ie  duraren  (4). 

t099.-— Estas  prácUeaa  piadosas  en  que  el  gobierno  inví- 
4a  á  la  oración  pública  para  aplacar  la  cólera  dd  cielo  ó  atraer 
sos  bendiciones  sobre  Los  pueblos,  se  rigen  y  ordenan  por 
las  leyes  eclesiásticas.  La  policía  local  las  protege ,  y  además 
el  estado  asiste  en  representación  de  todos  los  subditos  fie- 
les, en  la  persona  de  los  miembros  de  sus  cuerpos  colegis- 
ladores y  en  la  de  sus  autoridades  administrativas  y  judicia- 
les. El  delegado  superior  del  gobierno  convoca  á  todos  los 
gefes  civiles  y  militares  y  preside  el  acto  solemne,  contribu- 

(1)  Leyes  7  y  S,  tít.  i,  lib,  i,  r^oy.  Recop. 

(S)  Leyes  9  y  10,  y  real  orden  de  7  de  abril  de  1829. 

(3)  Ley  11,  ibid. 

(4)  Ley  80,  ibid. 
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yendo  con  sa  presencia  á  dar  majestad  al  coito  y  á  fortificar 
en  et  espirita  de  los  administrados  la  fé  tan  necesaria  á  la 
eonserracion  y  adelanto  de  los  pueblos,  y  estos  se  adhieren 
de  todo  corazón  al  pensamiento  de  una  autoridad  que  parti- 
cipa activamente  de  aquella  sagrada  ceremonia  y  da  ejemplo 
de  virtud  ofreciendo  á  Dios  su  tributo  religioso. 

t0ir9.— Aunque  la  Iglesia  ejerce  su  potestad  legislativa 
con  absoluta  independencia  del  estado,  no  pueden  sin  em- 
bargo congregarse  los  obispos,  ni  publicarse  las  leyes  ecle- 
siásticas en  un  territorio  sin  consentimiento  del  soberano. 
Asi  pues,  ni  los  concHios  generales ,  ni  los  provinciales,  ni 
los  sinodos  diocesanos  pueden  reunirse  sin  la  anuencia  de  ios 
principes  católicos,  no  solo  por  lo  que  interesa  al  orden  pá* 
biico,  sino  en  consideración  á  las  regalías  de  la  Corona  me- 
noscabadas ó  comprometidas,  si  las  decisiones  de  la  Iglesia  en 
punto  á  disciplina  fuesen  ejecutorias  sin  la  aprobación  real. 
Este  requisito  nada  afiade  á  la  fuerza  obligatoria  de  ios 
cánones  como  leyes  eclesiásticas;  pero  procura  su  obser- 
vancia publicándolas  y  haciéndolas  obedecer  como  leyes  del 
reino. 

tOSS^.— Tampoco  pueden  publicarse  en  Espafia  los  bre* 
bes  y  rescriptos  pontificios  sin  la  autorización  del  Rey ,  de- 
recho inherente  á  la  misma  soberanía,  y  cuyo  ejercicio  no 
disminuye  la  justa  libertad  de  la  Iglesia,  ni  su  ifldepeaden* 
cta  respecto  á  el  estado.  El  gobierno  está  obligado  á  consul- 
tar siempre  al  Consejo  Real  en  punto  al  pase  y  retención  de 
estas  bulas  y  breves  de  interés  general  y  de  las  preces  para 
obtenerlos  (i). 


(I)    Reales  decretos  de  6  de  julio  de  1845,  art.  I U  y  S2  de  se* 
tíembre  Je!  mismo  afio,  art.  8. 
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CAPÍTULO    XX. 


De  los  e0peet6e«lo«  páblleiMi. 


f  030.— Policía  de  los  espectáca- 
los. 

1031.— Conveniencia  de  las  di- 
Yersiooes  pdblicas. 

1032. — ^Deberes  de  la  administra- 
cioD. 

1033.— Inflaencia  del  teatro. 

1034. — Sa  Terdadera  importan- 
cia. 

1039.— Mneipios  de  niestra  le- 
gislación administrativa. 


1 036. — Autorización. 

1037.— Prém  censara. 

1138.— 8a  fundamento. 

1039.~Facoltades  de  la  autor i> 
dad  en  las  representacio- 
nes escénicas. 

1040.— Cargan  de  los  teatros. 

1041.— Teatro  espafiol. 

1042.— Toros. 

1043.— Joegoaydifersioneé  me- 
nores. 


fl#«0. — La  polícia  de  los  espectáoalos  se  divide  en  dos 
parles,  una  relativa  al  órdeo  público,  otra  concerniente  alas 
costambres:  de  lo  primero  hemos  hablado  en  su  logar,  y  lo 
segundo  pertenece  k  la  educación. 

flMi. — No  es  la  ciencia  administrativa  tan  austera  que  se 
limite  á  ensefiar  como  se  mantiene  en  quietud  á  los  adminis- 
trados, pues  también  se  extiende  hasta  aconsejar  los  medios 
de  procurarles  honestos  placeres.  La  virtud  política  no  va  re* 
vestida  con  la  severidad  ascética  propia  del  monge  ó  del  ere-> 
mita,  antes  conviene  á  sus  fines  aparecer  eipansiva  de  todos 
los  afectos  inocentes  del  corazón,  porque  de  una  manera  se 
educa  al  hombre  para  la  sociedad,  y  de  otra  muy  distinta  se 
lo  forma  para  el  claustro  6  iel  desierto. 

Las  diversiones  públicas  hacen  amable  el  gobierno  y  tor« 
nanal  hombre  dócil  á  la  autoridad,  sumiso  á  la  ley,  activo  y 
laborioso,  porque  aumentando  su  fortuna,  aumentan  en  pro* 
porción  los  goces  de  la  vida.  «Creer,  dice  Jovellanos,  que 
los  pueblos  pueden  ser  folíeos  sin  diversiones,  es  un  absur- 
do; creer  que  las  necesitan  y  negárselas ,  es  una  inconsecuen- 
cia tan  absurda  como  peligrosa;  darles  diversiones  y  pres- 
cindir de  la  influencia  que  pueden  tener  en  sus  ideas  y  cos- 
tumbres, seria  una  indolencia  harto  mas  absurda,  cruel  y  pe* 
ligrosaque  aquella  inconsecuencia;  resulta,  pues,  que  el 
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establecimiento  y  arreglo  de  Jas  diversiones  públicas,  será 
uno  de  los  objetos  de  toda  buena  política»  (4). 

t039. — La  administración  debe,  pues,  procurar  el  solaz 
y  el  esparcimiento  de  una  población  atareada,  asi  como  tam- 
bién debe  moderar  la  pasión  de  los  espectáculos  y  encami* 
narlos  hacia  el  bien.  Siendo  el  trabajo  el  .caudal  del  pue- 
blo, conspira  contra  este  caudal  el  que  disminuye  el  trabajo, 
y  hace  por  tanto  un  daAo  público,  á  veces  irreparable;  por 
cuya  razón  pertenece  á  los  gefes  políticos ,  á  los  gefes  civi- 
les y  á  los  alcaldes,  según  los  casos,  dar  ó  negar  permiso  pa- 
ra las  funciones  públicas  que  hayan  de  verificarse  en  los  pun- 
tos de  su  residencia  Y  y  presidir  estos  actos,  cuando  lo  esti* 
me  conveniente  (2). 

Por  otra  parte  el  espectáculo  tiene  una  gran  fuerza  sim- 
pática dentro  de  ios  limiies  que  á  la  acción  seftalaa  «I  tiem- 
po y  el  lugar;  de  suerte  que  ora  se  miren  bajo  el  aspecto  tu* 
terial ,  ora  bajo  el  moral,  las  diversttnes  janás  aon  indiferen- 
tes á  la  administración,  porque  si  el  uso  redunda  en  prove- 
cho, el  abuso  cede  en  menoscabo  de  las  oostambres  6  rique- 
za de  los  puebles. 

tosa. — ^El  teatro  es  de  todas  las  diversiones  públicas  la 
mas  general  y  la  mas  digna  de  cualquiera  nación  culta.  La 
escena  es  un  cuadro  moral,  la  historia  Ttva  de  la  virtud  6 
del  vicio:  mil  cerebros  se  agitan  con  una  misraa  idea  y  mil 
corazones  vibran  heridos  en  la  misma  cuerda.  Por  eso  han 
solido  llamarle  escuela  de  las  eestambres;  titnte  que  si  no  le 
cuadra  en  rigor  por  su  influjo  en  la  enmienda  del  hombre  ya 
corrompido,  learíene  perfectamente  por  sus  estragos,  coan- 
do degenera  en  instrumento  de  corrupción.  Un  teatro  tai  so* 
rea  una  peste  pública,  y  el  gobierno  se  vería  en  la  alternativa 
de  reformarle  6  proscribirle  (3). 


(1)    Memoria  para  el  arreglo  de  la  potlcia  de  los  especldculos, 
{St)    Leyes  de  8  de  enero  y  8  de  abril  de  1041,  y  real  deerele 
de  1.*  de  diciembre  de  1847* 

(3)  El  desgraciado  Larra ,  conocedor  profuodo  «del  teatro,  escri- 
bitf  á  propósito  de  se  influjo  en  bien  de  las  costambres  las  sígoteoles 
palabras:  «<£i  hombre  no  es  animal  de  eacacmieaie,  y  per  taalo,  el 
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Pero  aooque  so  acción  moralizadora  no  sea  doble ;  aun-» 
qoe  el  leatro,  neado  malo,  provoque  masa  la  imilacíon, 
qoe  siendo  bueno «  alecdoaa  y  escarmienta,  hay  sobrados 
motivos  para  no  descuidar  su  policía.  Debemos  mirar  el  tea- 
tro de  los  pneblos  con  igual  ó  auyor  respeto  que  sus  leyes, 
pnea  si  estas  se  dirigen  á  la  raion  del  hombre ,  aqael,  lison* 
jefcndolas^  halaga  y  extravia  sus  pasiones. 

Seria  muy  tenue  la  importancia  civilíxadora  del  teatro, 
sí  le  considerásemos  en  interés  solamente  de  la  literatura  y 
no  viésemos  en  la  escena  sino  un  medio  de  ostentar  las  galas 
del  arte  dramático  t  ni  en  aqnel  templo  de  las  Musas  sino 
una  gloria  nacional.  No  conocemos  razón  alguna  bastante 
poderosa  para  inclinarnos  á  creer  que  el  gobierno  deba  pro-* 
teger  con  mas  eficacia  his  bellas  letras  ó  las  bellas  artes,  qoe 
las  ciencias,  no  tan  amenas  en  verdad,  pero  en  cambio  mas 
útiles  al  estado ,  perqué  si  las  unas  adornan  la  exigencia 
del  hombre  produciendo  lo  supérflno,  las  otras  se  la  eonser* 
van,  procurándole  lo  necesario. 

tosd.-— La  verdadera  impertaneia  de  les  tealrosse  fonda 
eft  los  intereses  de  orden  públioo  y  de  moralidad  que  el 
abandono  del  gobierno  pediera  cempromeler.  Taima  creía 
que  los  farores  de  la  revolución  francesa  no  empezaron  mien- 
tras los  teatros  no  llegaron  á  ser  la  arena  de  las  pasiones 
populares;  pero  desde  que  la  escena  se  convirtió  en  tri* 
Wna,  el  movimiento  fué  irresistible.  No  se  necesita  tanto 
para  pervertir  al  pábtico;  tal  vez  no  tolere  representacio- 
nes francamente  sediciosas  6  inmorales;  pero  beberá  el  ve** 
neao  de  la  inmoralidad  ó  de  la  sedición  gota  á  gota  y  se  ha- 
Hará  corrompide  antes  de  advertirlo. 

Bata  es  la  raion  por  qná  conTíene  qift  la  ley  revista  al  go- 


teatro  tiene  poquifiima  infiaeDcia  ea  la  moral  publica ;  no  solo  no  la 
forma ,  sino  que  sigue  ál  paso  á  paso  su  impulso.  Lo  que  llaman  mo- 
ral oüblloa  tieat  mas  boaaaa  cansas:  dadr  qu»  el  teatro  forma  la  moral 
Sública  es  ioTertir  las  cosas ,  es  entenderlas  al  revés:  es  lo  mismo  qoe 
ecir  que  un  bombrc  cavila  mucho  porque  es  calvo,  en  vez  de  decir 
qoe  es  calvo  porque  cavila  mocho.  *<  Ofrnw  de  Fígaro^  tom.  ni,  pá- 
gina 184  (1843). 
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bierno  del  poder  necesario  para  alejar  de  los  pueblos  los  pe- 
ligros de  la  escena ,  ya  exigiendo  autorización  especial  para 
abrir  un  teatro,  ya  prohibiendo  toda  representación  sin  pre- 
via censura. 

t086. «^Nuestra  legislación  administrativa  consagra  am- 
bos principios,  como  las  de  Francia  é  Inglaterra^  establecien- 
do ,  en  cnanto  á  lo  primero ,  que  nadie  pueda  construir  nn 
teatro  público  sin  obtener  licencia  del  gobierno ,  previa 
presentación  del  plano  del  edificio  para  su  aprobación  (4), 
y  que  k  ningún  empresario  ó  formador  de  compaflia  le  sea 
|{cilo  dar  principio  á  las  representaciones  escénicas  sio 
autorización  del  gobierno ,  solicitada  por  conducto  del  ge- 
Te  político  respectivo,  quien  la  concede  en  los  casos  ur- 
gentes, sometiéndola  inmediatamente  fc  la  aprobación  supe- 
rior (2). 

flOSa. — La  autorización  previa  üene  dos  objetos,  uno 
impedir  que  los  espectáculos  se  multipliquen  hasta  el  eitre* 
mo  de  distraer  al  pueblo  de  sus  tarea?  habituales,  robándole 
el  tiempo  consagrado  al  trabajo;  y  el  otro  proteger  á  la  es- 
cena contra  los  vicios  qoe  la  mancharían ,  si  el  gobierno  la 
abandontffee  al  azar  de  los  esfuerzos  privados  y  á  la  ciega 
lid  de  la  concurrencia.  El  interés  de  los  empresarios  se  ci« 
fra  en  atraerse  un  gran  número  de  espectadores  á  qníenes 
procuran  cautivar  con  los  peligrosos  encantos  de  la  escena 
especulando,  si  es  preciso,  con  sus  pasiones;  y  el  gobierno 
qoe  vela  por  la  conservación  de  las  buenas  costumbres,  no 
debe ,  no  puede  consentir  un  sistema  de  libertad  ó  nn  régi- 
men de  licencia  que  introduciendo  la  anarquía  moral,  mina- 
se ó  pervirtiese  la  educación  del  pueblo.  Al  exigir  esta  auto- 
rización se  propone  además  el  gobierno  no  dejar  al  público  y 
á  los  actores  á  merced  de  especuladores  de  mala  fé  que  con 
una  quiebra  fraudulenta  rompen  todos  sus  compromisos.  En 
la  legislación  actual  se  procura  corregir  semejantes  abusos, 
imponiendo  á  los  empresarios  la  obligación  de  hacer  el  depó- 


(I)    Real  decreto  de  7  de  febrero  de  1849,  sft.  ^(3. 
(S)    Ibid.arU.SlySS. 
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silo  de  ana  cantidad  |nro{>orc¡oaada  á  la  importancia  del  tea- 
tro por  Tia  de  oailcion  en  taá  secretarias  de  los  gobiernos 
politicos,  ó  se  sople  este  reqoisito  presentando  un  fiador  á  sa- 
tisfiiccion  de  dichas  autoridades.  Transcurrido  no  mes  á  con- 
tar desde  el  día  en  qae  termine  el  afio  ó  temporada  teatral, 
no  habiendo  reclamación  de  parte»  se  devaelve  inmediata- 
mente á  la  empresa  la  suma  depositada  ó  se  cancela  ja  fianza. 
El  empresario  que  quiebre  no  puede  volver  á  serlo  de  ningún 
teatro,  mientras  no  obtenga  rehabilitación  conforme  á  las 
leyes  (4). 

Los  formadores  de  compafifas  ambulantes  no  necesitan  mas 
licencia  que  la  de  la  autoridad  civil  del  distrito  donde  se  pro- 
pongan trabajar ,  acompañando  &  la  solicitud  la  lista  nomi  - 
nal  de  ios  actores.  También  están  exentos  de  derechos  de 
licencia  y  de  la  obligación  de  hacer  depósito  ó  prestar  fianza 
alguna  (%). 

t089.— Mas  como  dentro  de  los  limites  de  una  razonable 
competencia  todavia  pudieran  cometerse  graves  abusos ,  la 
administración  acudió  á  precaverlos  con  la  censura  también 
previa  de  las  obras  destinadas  á  la  escena.  Ninguna  obra 
dramática  puede  ejecutarse  en  los  teatros  de  la  corte  sin  la 
aprobación  anterior  de  la  Junta  de  censura  de  Madrid,  y  en 
las  provincias  sin  la  del  censor  nombrado  por  el  gefe  políti- 
co, so  pena  de  perder  el  empresario  ó  formador  que  la  pusie- 
re en  escena  el  producto  total  de  las  entradas ,  sujetándose 
además  al  castigo  que  mereciere,  sí  la  representación  hubie- 
se producido  algún  dafio  á  la  moral  ó  cansado  algún  escán- 
dalo público  (3).  Las  atribuciones  de  la  censura  son  calificar 
la  parte  moral  y  política  de  las  obras  prescindiendo  de  su 
mérito  literario,  cuidar  de  que  no  se  ponga  en  escena  otra  al- 
guna no  aprobada  y  vigilar  so  ejecución,  ad virtiendo  si  se  al- 
tera el  testo  y  si  los  actores,  ó  con  ademanes,  ó  con  palabras 
no  escritas  en  aquel,  ofenden  á  la  moral,  ó  faltan  al  decoro  (4). 

• 

(I)  Ibid.  trts.  75,  76,  77  y  85. 

(3)  Ibid.  arta.  88  j  89. 

(3)  Ibid.  arta.  7  y  80. 

(4)  Ibid.  arta.  10  yaig. 
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Los  autores  dramátioos  remiten  sos  obras  á  la  Jonta  y  se 
entieaden  directamente  con  ella:  la  Junta  las  examiía  por  4r- 
den  rigoroso  de  antigüedad  en  la  presentación,  debiendo  ma- 
nifestar su  dictamen  lo  mas  tarde  dentro  de  quince  días  coac- 
tados desde  la  entrega.  Cuando  el  dictamen  fuere  nega<- 
tivo  debe  fandarlo ,  en  cuyo  caso  puede  el  autor  apelar  del 
juicio  de  la  censura  al  gobierno.  En  los  negocios  arduos  ht 
censura  suspende  su  voto  y  coasulta  antes  al  ministro. 

A  igual  censura  están  sujetos  los  argumentos  de  los  baí* 
les  escénicos. 

t088. — A  primera  vista  parece  que  siendo  en  un  gobier- 
no constitucional  libres  la  palabra,  la  imprenta  y  la  indos** 
tria ,  libre  debiera  ser  también  la  escena ;  pero  los  que  así 
piensen  olvidan  el  gran  poder  de  fascinación  que  ejercen  el 
atractivo  de  las  arles  y  el  prestigio  de  la  declamación  en  un 
público  á  quien  se  electriza  con  mayor  facilidad ,  cnanto  es 
mas  numeroso.  Un  régimen  puramente  represivo  serta  ínefi* 
caz  y  aon  injusto,  porque  obligarla  ai  gobierno  á  castigar  en 
los  espectadores  el  desenfreno  del  teatro.  Los  tribunales  de* 
jarían  impunes  mil  venenosas  doctrinas,  escondidas  bajo  las 
flores  del  lenguaje,  y  mil  expresiones  mas  corruptoras  que 
impías,  y  mil  actos  mas  groseros  que  inmorales*  «La  censura 
defiende  las  costumbres  sin  desterrar  de  la  eseena  la  pinta* 
radel  desorden  y  del  vicio;  garantiza  las  instituciones  y  los 
poderes  del  estado,  sin  prohibir  que  se  revelen  al  mundo  las 
flaquezas  de  la  vida  política;  da  lo  soyo  al  tiempo ,  k  los  la* 
gares,  á  las  opiniones,  estima  las  propiedades  de  cada  géne- 
ro, estudia  el  carácter  de  cada  público  y  evita  con  igual  eui* 
dado  la  gazmoiería  y  la  licencia,  la  debilidad  y  la  intoleran- 
eiai  (I  ].  De  donde  se  infiere  que  este  encargo  es  sumamente 
peligroso  y  delicado,  pues  la  censura  debe  á  un  tiempo  otor- 
gar á  la  escena  una  parte  de  las  libertades  públicas  y  preca- 
ver la  violación  del  orden  y  de  la  moral  en  cuya  conserva- 
ción tanto  se  interesa  el  estado. 

taso.— No  obstante  que  una  obra  dramática  fuere  apro* 

(1)    Mr.  Vivieo,  EUuies  aáminisUrativBS^  §•  S. 
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bada,  la  antoridad  politica  paede  suspender  ó  impedir  sa  re* 
preseaUcion.  Este  es  uq  derecho  discroccional  que  es  fuer* 
za  reeonocer  en  los  magistrados  á  quieaes  la  ley  confia  el 
sostén  del  orden  páblico,  y  á  los  cuales  debemos  considerar 
como  únicos  jueces  eompeteotes  de  las  cansas  que  pudieran 
alterarlo.  Tal  espectáculo  hoy  inofensivo,  turbaría  el  sosiego 
délos  habitantes  puesto  mafianaen  escena,  si  en  el  inter- 
medio ocurriese  algún  suceso  ó  aíguna  grave  mudanza  que 
exaltase  el  ánimo  délos  espectadores  y  los  indujese  al  desór* 
den.  Mas  como  no  sería  justo  que  un  particular  exento  de  to- 
da culpa  sufriese  en  sos  intereses  las  consecuencias  de  esta 
providencia  de  la  autoridfid,  nuestras  leyes  administrativas  re- 
conocen á  los  autores  y  empresarios  el  derecho  de  solicitar 
una  indemnización,  si  justifican  haber  hecho  gastos  para  po- 
nerla eo  escena  con  posterioridad  á  su  aprobación  por  la 
censora.  Para  fijar  el  tanto  de  la  indemnización  el  gobierno 
oye  k  los  interesados  y  á  la  Junta  consultiva  de  teatros,  y  si 
no  hay  avenencia,  el  gobierno  nombra  un  perito  que  con  otro 
elegido  por  los  interesados  y  un  tercero  designado  por  los 
mismos  peritos,  en  caso  de  discordia,  dirimen  la  cuestión.  Si 
la  obra  dramática  cuyas  representaciones  se  suspendiesen  ó 
prohibiesen  no  fuese  nueva,  el  gobierno,  oyendo  á  la  Junta 
eonsuitivade  teatros,  resolverá  sí  ha  logar  á  indemnización 
y  cual  deba  ser  esta  (4). 

La  fuerza  de  las  ciriunstancias  es  tan  viria,  que  no  bas- 
ta la  censura  de  la  capital  para  todo  el  reino,  sino  que  asi 
como  cada  pueblo  est&  sujeto  k  distintas  impresiones,  debe 
cada  teatra  tener  sus  censores  especiales.  El  drama  aproba- 
do en  Madrid  puede  representarse  en  los  teatros  de  la  corte, 
pero  no  asi  en  los  de  provincia. 

La  censura  no  ejeroe  en  la  escena  sino  un  influjo  negati- 
vo; y  no  contentos  con  esto,  aspiraron  los  gobiernos  á  exten- 
der so  imperio  á  la  moral  por  medio  de  la  literatura  dramá- 
tica. Deaqui  la  protección  del  teatro  manifestada  de  d:istin- 
tas  maneras  y  llevada  quizás  al  exceso ;  reacción  violenta 

(t)    Real  decreto  de  7  de  febrero  de  1849,  arts.  61,  9i  y  85. 
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contra  el  estado  de  abandono  y  seryidnmbre  en  qáe  poco  an* 
tes  se  encontraba  el  arte. 

'  t040.— El  gobierno  declara  i  los  teatros  eientos  de  toda 
carga  pública ,  mandando  que  no  se  imponga  á  lo  socesivo 
ningún  arbitrio  sobre  ellos  á  favor  de  los  establecimientos  de 
beneficencia,  ni  para  otros  objetos  ágenos  á  la  industria  tea- 
tral y  suprimiendo  los  que  boy  existen  previos  lostrámí* 
tes  legales  (4).  Creemos  que  fueron  bien  abolidas  todas  las 
cargas  inútiles  ó  muy  onerosas  y  todos  los  privilegios  de 
orden  que  humillaban  esta  industria  ante  la  opinión  y  no  la 
permitian  prosperar;  mas  también  reconocemos  la  conveoien- 
cia  y  aun  la  justicia  de  aquellos  leves  impuestos  sobre  los 
espectáculos,  cuyo  efecto  es  que  los  placeres  del  rico  contri- 
buyan para  aliviar  las  miserias  del  pobre. 

t04t. — El  último  grado  de  protección  que  el  gobierno 
dispensa  al  arte  dramático  consiste  en  fundar  y  sostener  k 
sus  expensas  un  teatro  de  declamación  ó  teatro  español  qoe 
dirige  y  administra  en  su  nombre  un  comisario  regio  (8). 

El  gobierno  se  propuso  abrir  un  teatro  normal  en  donde 
se  conservase  en  toda  su  pureza  el  gusto  literario  y  presen- 
tarlo como  un  modelo  á  todos  los  del  reino.  No  ha  creído  que 
las  leyes  protectoras  de  la  propiedad  y  el  régimen  de  la  libre 
concorrencia  fuesen  estimulo  bastante  para  el  ingenio,  si 
bien  las  ciencias  no  tienen  otros.  Hay  una  clase  de  hombres 
científicos  á  quienes,  con  sobra  de  razón,  han  dado  en  llamar 
los  mártires  de  la  industria;  y  mientras  todos  los  gobiernos  á 
porfía  procuraban  favorecer  á  los  autores  dramáticost  nadie 
se  acordó  de  premiar  sus  vigilias.  Es  un  achaque  del  siglo,  es 
una  especie  de  monomanía  la  que  hoy  padecen  los  gobier* 
nos  mostrándose  tan  propicios  á  constituir  á  los  literatos  en 
una  verdadera  aristocracia  del  talento ;  vicio  lamentable  y 
error  manifiesto,  porque  en  las  obras  del  ingenio  no  se  pne* 
den  admitir  como  legítimos  sino  aquellos  privilegios  que  se 
fandan en  lasuperioridad  de  la  inteligencia,  ni  es  aceptable 


(1)    Ibid.  art.  S6. 
(S)    Ibid.  art.  34. 
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olra  dtscíplioa  literaria  qae  la  coaveniente  como  garaoUa  de 
la  moralidad  pública. 

Todos  los  espectáculos  y  diTersfones  públicas  qoe  se  die- 
ren en  el  reino  contribuyen  ó  con  los  derechos  de  licencia, 
6  con  un  tanto  por  ciento  de  la  entrada  total  para  el  sostén 
del  teatro  español  (4):  gravamen  impuesto  á  una  industria  sin 
aotorizacion  del  poder  legislativo,  ó  perjuicio  que  se  irroga  k 
la  nación  entera  encareciendo  las  fiestas,  los  juegos  y  las  de- 
más distracciones  populares  en  favor  de  un  teatro  prívile* 
giado. 

tMt9.~Los  toros  fueron  ejercicios  de  valor  y  destreza  en 
que  los  nobles  se  entretenían  dorante  la  edad  media:  poco  á 
poco  se  levantaron  tablados  y  luego  se  construyeron  plazas, 
hasta  que  por  último  degeneraron  en  un  espectáculo  popo- 
lar.  Isabel  la  Católica  intentó  prohibir  esta  cruel  diversión; 
pero  los  cortesanos  lograron  disuadirla  imaginando  arbitrios 
con  que  siendo  menor  el  peligro,  aplacaron  su  disgusto.  Car- 
los III  prohibió  las  Gestas  de  toros  de  niuerte  en  lodos  los 
pueblos  del  reino  á  excepción  de  las  en  qoe  hubiere  oonce- 
sion  temporal  ó  perpetua  con  destino  público  de  sus  prodoc* 
tos  útil  ó  piadoso,  encomendando  al  Consejo  propusiese  la  sub» 
rogación  de  equivalentes  ó  arbitrios,  y  ordenando  qoe  no  se 
admitiese  recorso  ni  representación  sobre  el  particolar  (9). 
Sin  embargo  del  fin  benéfico  que  el  buen  Rey  se  propuso  al 
admitir  aquellas  excepciones,  mal  parece  la  política  de  exal- 
tarla beneficencia  á  costa  de  la  moralidad,  y  aliviar  las  mi- 
serias del  pueblo  disminuyendo  sn  riqueza  y  su  trabajo.  Mas 
prescindiendo  de  las  pérdidas  materiales  que  las  corridas  d^ 
toros  ocasionan,  sacrificando  al  bárbaro  placer  de  atormen- 
tarlos animales  útiles  para  la  agricultura  y  otros  capaces  aun 
de  prestar  varios  servicios,  examinaremos  este  espectáculo 
bajo  el  punto  de  vista  moral  ó  como  influyente  en  la  educa** 
cion  pública.  Estas  diversiones  depravan  las  costumbres  en-* 
dureciendo  el  corazón  de  los  espectadores  y  familiarizando- 

(1)  Ib¡d.art.9á. 

(2)  Leyes  6  y  7,  tít.  ixziii,  lib.  vii,  Nov.  Becop. 
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los  coQ  aquellas  escenas  de  dolar  y  de  muerte.  Los  azares  de 
la  lacha  caalivan  sa  ánimo  y  le  extravian  hasta  el  punto  de 
hallar  vi?o  placer  en  toda  seosaeion  fuerte,  en  toda  escena 
de  peligro;  y  embotada  asi  la  sensibilidad  del  hombre,  ca- 
da arrebato  de  cólera^  es  una  riña,  y  cada  riña  produce  una 
herida  ó  un  asesinato.  ¿Porqué  hay  oficios  que  inspiran  sen- 
timientos de  ferocidad  á  quienes  los  ejercea?  Porque  el  va* 
por  de  la  sangre  embriaga  |y  nosotros  embriagamos  al  pue- 
blol  ¡Y  en  vez  de  reprimir  sus  pasiones,  las  exaltamos  con  es* 
pectáculos  sangrientos ! 

Seria,  pues,  dar  un  gran  paso  hacia  la  civilizactoo  pro- 
hibir absolutamente  las  corridas  de  toros,  empresa  demasia- 
do ardua  tal  vez  para  acometerla  de  un  solo  golpe;  mas  la  po* 
Htica  aconsejaría  los  medios  indirectos  que  el  gobierno  de- 
biera emplear  á  fin  de  lograr  su  objeto  sin  abierta  resisten* 
cia.  Reusar  el  permiso  de  construir  nuevas  plazas,  disminuir 
el  número  de  las  funciones,  gravar  las  entradas  en  favor  de 
los  establecimientos  de  beneficencia  y  otras  medidas  seme- 
jantes, allanarian  el  camino  de  la  prohibición  absoluta  con  la 
cual  ganarían  iniinito  en  suavidad  y  blandura  las  costumbres 
de  nuestras  clases  inferiores. 

1048.— Hay  otro  género  de  diversiones  menores  que  la 
administración  tolera,  reservando  su  protección  páralos  mas 
influyentes  en  la  cultura  de  los  pueblos.  Las  autoridades  de* 
ben  permitirlas  considerándolas  como  un  desahogo  del  es- 
píritu, si  no  producen  resultados  adversos,  ya  con  respecto  á 
la  moral,  y  ya  relativamente  al  trabajo.  La  teoría  y  la  prác- 
Ijca  administrativa  en  este  punto,  se  reasume admirablemea- 
Te  en  aquellas  palabras:  «En  los  volatineros  y  titiriteros  que 
andan  corriendo  los  pueblos,  conviene  no  ver  sino  infelices 

que  mendigan  su  pan  haciendo  habilidades Socorrerlos 

una  vez  es  un  deber  de  humanidad;  alejarlos  en  seguida  es 
una  ley  de  la  administración  (4). 

(i)    losüruccion  de  30  de  noviembre  de  1833,  cap.  xit. 
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CAPÍTULO  XXI. 

üel  estado  elTÜ  de  las  pemeniMi 


1044. — Estado  cifil  de  las  per- 
soDas. 

1045. — Su  divisioii. 

1046. — Vecinos  y  forasteros. 

1047. — Derechos  que  confiere  la 
▼ecindad. 

1048.— Garnsqae  impone. 

1049. — Mema  vecindad. 

1050. — Personas  dependientes  é 
independientes. 

1051. — ^Deberes  propios  del  es- 
tado independiente. 

1052. — Obligaciones  cinles  de 
los  padres  en  sai  relación 


con  el  derecho  adminis- 
trativo. 

1053.— Gooaentimiento  paterno 
para  contraer  matrimonio, 

1054. — Intervención  de  la  auto- 
ridad. 

1055.-*-Glérigos  y  legos. 

1056. — Los  Clérigos  son  subdi- 
tos del  poder  temporal. 

1057. — Legislación  administralí- 
va  acerca  de  los  clérigos. 

1058. — ^Personas  mayores  y  me- 
nores de  edad. 

1059.— Casados  y  soUeroi , 


1044.— Las  leyes  cotnaaes  conslitayen  el  estado  civil  de 
las  personas,  segun  el  eaal  gozan  de  eiertos  derechos  ó  es* 
tan  sujetos  á  ciertos  deberes  en  el  orden  administrativo. 

t04ft.— En  razón  del  estado  civil  distfngoense  las  perso- 
nas en  vecinos  y  ibrasteros,  independientes  ó  dependientes, 
clérigos  y  legos ,  mayores  y  menores  de  edad. 

10411.— Llámase  vecino  al  qne  fija  sn  domkñiío  en  nn 
pueblo  con  ánimo  dé  permanecer  en  á,  cuyo  ánimo  se  coli- 
ge de  sn  residencia  babitnal  por  espacio  de  diez  afios,  ó  se 
prueba  con  hechos  qne  manifiestan  tal  intención ,  por  ejem- 
plo, si  uno  vende  propiedades  en  on  panto  y  las  compra  en 
otro  donde  se  halla  establecido  (4). 

La  vecindad  es  on  vínculo  casi  natural,  una  especie  de 
parentesco  qne  liga  entre  sí  á  todos  los  habitantes  de  un  poe* 
blo  por  la  comunidad  de  intereses  y  los  hace  miembros  de 


(1)    Leyes  2,  tft,  xxrv,  Part.  4,  y  6,  lit.  iv,  Itb  vii.  Nov.  Recop. 
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aqaella  familia.  Sin  embargo,  la  vecindad  do  debe  ^r  ao 
lazo  difícil  de  conlraer  nidesatar^  porque  á  la  libertad  de 
las  persoDas,  así  como  á  la  prosperidad  del  estado,  coovieae 
no  poner  trabas  á  la  facultad  de  ir  y  venir  á  donde  la  vo« 
luntad  ó  la  conveniencia  de  cada  uno  le  llama. 

También  se  considera  vecino  el  extranjero  si  hubiese  ob- 
tenido carta  de  naturaleza;  si  se  convirtiese  en  este  reino  á 
la  fé  católica  y  establece  aquí  su  domicilio;  si  pide  y  ob* 
tiene  vecindad  en  algún  pueblo;  si  se  casa  con  mujer  natu- 
ral y  se  domicilia;  sí  se  arraiga  comprando  y  adquiriendo 
bienes  raices  y  posesiones;  si  siendo  oGcial  viniese  á  morar 
y  ejercer  su  oGcio;  si  desempeña  cargos  concejiles  ú  otros 
cualesquiera  que  solo  pueden  ejercer  los  naturales;  si  goza 
de  los  pastos  y  comodidades  propias  de  los  vecinos;  si  mora 
diez  años  con  casa  poblada  en  el  reino  con  tal  que  no  depen* 
da  del  consulado  de  su  pais,  ni  hubiese  demostrado  ánimo  de 
subsistir  acogido  á  su  pabellón  nacional,  y  en  todos  los  de- 
más casos  en  que  conforme  á  derecho  común,  leyes  y  rea* 
les  órdenes  adquiere  vecindad  el  extranjero,  y  según  ellas, 
está  obligado  á'  las  mismas  cargas  que  los  naturales  por  la 
legal  y  fundada  razón  de  comunicar  sus  utilidades  ,  sien- 
do todos  estos  legítimamente  naturales,  y  estando  obligados 
á  contribuir  como  ellos  (4). 

Recientemente  se  declaró  por  el  ministerio  de  estado,  á 
consecuencia  de  varias  reclamaciones  sobre  conservación  de 
exenciones  y  franquicias  de  extranjería,  que  los  subditos  ex- 
tranjeros avecindados  en  España  están  sujetos  á  las  mismas 
cargas  y  gravámenes  que  los  demás  vecinos  (2). 

taAl.— La  vecindad  da  derecho  al  disfrute  de  los  pastos 
y  demás  aprovechamientos  comanes  y  á  intervenir  en  la  ad- 
ministración municipal,  eomo  elector  ó  como  elegible,  con 
exclusión  de  todo  forastero  ó  transeúnte* 

ta48.— Los  vecinos  están  sujetos  á  las  cargas  y  tributos 
inherentea  á  su  estado,  según  aquel  principio  de  derecho  ó 

(1)    Ley  3,  tít.  xi,  lib.  ti,  Ptov.  Rocop.  y  real  drdeo  do  tO  de 
marzo  de  1762. 
(S)    Uealdrdende  ti  de  tgostode  1837. 
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máxima  de  equidad,  qui  senM  camoda,  ineomoda  etiam  sen- 
tire  iebet. 

t049. ^Conócese  en  algunas  partes  una  media  i>e€indad 
que  consiste  en  aprovechar  el  ganadero  para  su  cabafta  los 
pastos  de  los  pueblos  en  donde  no  reside,  pagando  la  mitad 
de  los  tributos  vecinales.  Este  es  un  derecho  consuetudina- 
rio confirmado  en  la  nueva  ley  orgftniea  de  los  Ayuntamien- 
tos, la  cual  señala  como  atribución  de  dichas  eorporaeiones, 
entre  otras,  arreglar  por  medio  de  acuerdos,  conformándose 
con  las  leyes  y  reglamentos,  el  disfrute  de  los  pastos,  aguas 
y  demás  aprovechamientos  comunes ,  en  donde  no  haya  un 
régimen  especial  auíarizado  eompeteníemeníe  (i),  es  decir, 
dejando  á  salvo  las  legítimas  costumbres  en  contrario. 

ta&O.^Benomínanse  independientes  las  personas  cuan- 
do están  exentas  de  toda  autoridad  escepto  la  publica  (sui 
juris) ,  y  dependientes  si  viven  bajo  potestad  agena  {alienó 
juri  subjectm). 

to&t. — Las  primeras  tienen  deberes  especiales  que  cum- 
plir según  las  leyes  administrativas,  deberes  propios  de  su 
estado. 

Aunque  la  sociedad  se  abstenga  todo  lopotible  de  li- 
mitar el  derecho  de  los  individuos,  el  silencio  de  la  ley  no 
puede.ser  absoluto,  porque  la  idea  de  libertad  no  se  opone 
á  las  justas  restricciones.  El  hombre  es  libre,  pero  carece  de 
derecho  para  abusar  de  su  libertad  descuidando  sa  propia 
educación,  abandonando  á  sus  hijos  y  exponiéndolos  á  todas 
las  consecuencias  de  la  miseria,  de  la  ignorancia,  y  del  vicio. 
La  naturaleza  nosdió  en  nuestros  padres  generosos  protec- 
tores, y  después  de  ellos  en  las  personas  que  mas  de  cerca  nos 
pertenecen  por  los  vínculos  de  sangre,  ó  en  otras  designa- 
das por  la  ley  para  que  amparen  á  la  horfandad  desvalida. 

t«tt9.  Los  padres  están  obligados  á  sustentar  y  educar 
ásus  hijos  por  derecho  natural  y  civil:  mientras  cumplen 
con  este  deber  moral  y  obedecen  este  precepto  de  la  ley,  la 
administración  pública  robustece  con  su  apoyo  la  autoridad 

(1)    Ley  de  8  de  enero  de  tS45,  art.  SO. 
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pateraa;  mas  sí  la  iodíferencía  ocapa  el  logar  del  earifio  ea 
el  corazón  de  los  padres,  y  la  infancia  no  halla  en  el  hogar 
doméstico  la  protección  á  qae  por  so  debilidad  tiene  derecho, 
la  administración  vela  por  su  suertOt  primeramente  exhor- 
tando ó  compeliendo  á  los  padres,  tutores  ó  curadores  al 
cumplimiento  de  sus  obligaciones «  y  después  ejerciendo  el 
gobierno  mismo  una  tutela  que  el  infante  no  encuentra  en 
persona  alguna.  El  gravamen  y  la  responsabilidad  de  ali- 
mentar é  instruir  ft  la  nifiéz  es  on  deber  de  la  familia,  an- 
tes que  del  estado ;  y  por  eso  mismo  los  establecimientos  de 
beneficencia  solo  acogen  á  los  expósitos  y  á  los  desampara- 
dos que  no  pueden  ser  socorridos  en  sus  casas  (4). 

En  el  estado  civil  de  padre  de  familia  fúndanse  también 
varias  disposiciones  contenidas  en  la  ley  para  el  reemplaxo 
del  ejército,  unas  relativas  á  la  designación  del  pueblo  en 
donde  deben  ser  incluidos  los  mosos  sorteables,  y  otras  con- 
cernientes á  la  parte  que  los  padres,  tutores  ó  curadores  pue« 
den  tomar  en  la  rectificación  del  alistamiento,  en  el  joicio.de 
excepciones  y  en  la  declaración  de  prófugos,  según  explicare- 
mos en  otro  lugar  (2). 

Ea  la"^ misóla  cualidad  estriba  también  la  responsabili- 
dad civil  que  se  les  exige  en  las  infracciones  de  los  regla- 
mentos de  policía  por  menores  de  quince  afios»  pues  los 
guardadores  legales  son  responsables  civilmente  de  los  de- 
litos y  faltas  cometidas  por  aquellos,  salvo  si  probasen  que 
no  hubo  por  so  parle  culpa  ni  negligencia  (3). 

tettS.— Finalmente,  es  un  derecho  de  la  patria  potestad 
conceder  ó  reusar  á  los  hijos  el  consentimiento  legal  para 
contraer  matrimonio,  mientras  los  contrayentes  no  llegaren 
á  cierta  edad  (4).  Cuando  la  resistencia  de  los  padres  ó  de  los 
que  hicieren  sus  veces  fuere  inmotivada ,  el  gefe  político  de 
la  provincia  en  donde  tuviesen  su  vecindad,  domicilio  ó  re- 


(I)  Reglamento  de  beneficencia,  art.  Si. 

(S)  Ley  de  reemplazos  de  2  de  noviembre  de  1837. 

(3)  G(^igo  penaU  art.  16. 

(4)  Ley  18,  tít.  ii,  lib.  x,  Hov.  Itecop. 
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ndencia  ordiDaria  el  padre,  la  madre  ó  persona  cuyo  con- 
sentimiento  se  necesita,  lo  suple  ó  lo  niega  (4). 

tOtt4. — La  antorídad  administratÍTa  se  presenta  en  estos 
casos  moderando  el  poder  paterno  y  ejerciendo  un  Terdadero 
acto  de  tntela  en  favor  de  un  miembro  oprimido  de  la  socie- 
dad doméslica,  encargo  tan  grave  y  delicado,  que  la  ley  no 
confla  á  ningún  agente  subalterno;  pues  aun  cuando  los  al- 
caldes depositan  á  las  mujeres  que  intentan  celebrar  matri- 
monio contra  la  voluntad  de  sus  padres,  abuelos  ó  totlMres, 
no  gozan  de  esta  facultad  en  virtud  de  nn  derecho  propio,  si* 
no  por  delegación  del  gefe  político  de  la  provincia  (2). 

El  examen  y  califioacion  de  las  cansas  del  disenso  pa- 
terno fné  antes  de  la  competencia  de  la  potestad  judicial,  y 
asf  eran  los  jueces  quienes  practicaban  las  diligencias  del 
depósito  de  las  mujeres  menores.  Sin  embargo,  nunca  se  con- 
sideró como  contencioso,  porque  no  podía  haber  debate  con* 
tradietorio  en  un  asunto  en  el  cual  ni  la  persona  que  nega* 
ba  el  consentimiento  estaba  obligada  &  revelar  los  motivos 
de  su  oposición ,  ni  en  caso  de  exponerlos  se  podían  comu- 
nicar á  los  interesados,  ni  darles  copia  sencilla  ni  certiBca* 
da  de  lo  actuado  en  el  expediente,  sino  hacerles  saber  la  re- 
solución definitiva  (3), 

Posteriormente  se  declaró  propio  de  la  autoridad  guber- 
nativa suplir  el  consentimiento  de  las  personase  quienes  con 
arreglo  á  la  ley  deben  pedirlo  los  bijos*de  familia  en  ciertos 
casos  para  contraer  matrimonio  (I);  legislación  que  sufrió  las 
vicisitudes  de  la  politica,  hasta  que  esta  facultad  se  hizo  de- 
finitivamente privativa  de  la  administración  que  con  su  pru- 
dente arbitrio  templa  el  rigor  del  poder  paterno,  y  precave 
tos  dafios  que  k  la  paz  doméstica  y  á  la  moral  pública  se  se- 
guirían de  encontrar  los  hijos  un  obstáculo  invencible  á  su 
honesta  voluntad  en  nn  ciego  disenso. 


(i)    Ley  de  S  de  abril  ds  1845,  art.  5,  §.  9. 
(S)    Real  orden  do  2&  de  marzo  de  1846. 

(3)  Ley  9t  til.  II,  lib.  X,  Hov.  Hecop. 

(4)  Decreto  de  lascOrtea  de  14  de  abril  de  1814,  restablecido 
en  30  de  agosto  de  18i6. 
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A  6n  de  obviar  toda  compeieocia  eoire  las  aotoridides 
judiciales  y  las  admínistraUvas  sobre  depósito  de  mojeres 
menores  de  edad  qae  inteataren  eontraer  matrimonio  en  cir- 
cunstancias semejantes,  declaró  el  gobierno  por  el  ministe* 
rio  de  Gracia  y  Justicia,  que  dicba  facultad  correspondía  ex- 
clusivamente á  los  alcaldes,  como  delegados  de  losgefes  po- 
uticos  á  quienes  estfc  encomendada  en  disposiciones  vigen- 
tes la  calificación  y  suplemento  del  disenso  paterno  (4). 

to&ft. — Ll&mase  clérigo  en  sentido  lato  k  toda  persona 
que  ha  recibido  órdenes  sagradas;  pero  en  su  sentido  rigoro- 
so y  en  la  acepción  en  que  debemos  tomar  la  palabra  para 
que  la  clerecía  constituya  un  estado  civil,  clérígo  será  el  que 
hubiere  recibido  órdenes  mayores,  ó  el  que  teniendo  sola- 
mente las  menores,  posea  beneficio  Ciclesiástico  y  goee  por 
tanto  del  privilegio  de  fuero. 

to&il.— Siendo  la  Iglesia  un  cuerpo  en  el  estado,  los  clé- 
rigos tienen  dos  consideraciones  en  la  sociedad ,  como  mi- 
nistros de  un  culto  libre  é  independiente  y  subditos  del  po- 
der temporal.  El  respeto  á  las  leyes  comunes  y  la  obedien- 
ciaii  las  autDridades  constituidas  es  en  el  sacerdocio  un  de- 
ber, no  tan  solo  político,  sino  también  religioso. 

tOftV.^Los  clérigos  por  el  carácter  de  su  ministerio  y 
por  depender  hasta  cierto  punto  de  un  principe  extranjero, 
son  objeto  de  varias  disposiciones  adininistrativas  análogas  á 
su  estado.  Aunque  la  ley  les  concede  generalmente  los  mis- 
mos derechos  politices  que  á  todo  ciudadano,  también  los  in- 
capacita para  el  ejercicio  de  otros.  Son  electores  siempre,  si 
reúnen  las  condiciones  de  propiedad  requeridas;  pero  no  son 
elegibles  los  ordenados  in  saeris  para  los  oficios  municipa- 
les [%),  ni  para  el  cargo  de  diputado  á  córte&(3);  mas  pueden* 
los  obispos  y  arzobispos  y  aun  los  presbíteros  que  reúnan  las 
circuustancias  señaladas  en  la  Constitución  ^  ser  nombradoa 
senadores  por  la  Corona  (4). 

(t)  Real  drdcD  de  i.»  de  julio  de  I84fí. 

(S)  Ley  de  8  de  enero  de  1845 ,  art.  S2. 

(3)  Ley  de  18  de  marzo  de  1846,  art«  4. 

{\)  GoDstitucioo ,  art.  15. 
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Sopaesto  que  el  clero  goza  de  casi  todos  los  derechos  po- 
Uticos  y  vive  bajo  la  protección  délas  mismas  leyes  y  aato- 
ridades  que  los  seglares,  es  jastoque  partícipe  ea  proporción 
de  las  cargas  comunes  á  todos  los  miembros  del  estado,  sal- 
vas las  inmanidades  que  el  poder  temporal  creyere  convenien- 
te introducir  en  su  favor ,  las  cuales  deben  estimarse  como 
otros  tantos  privilegios  de  su  clase,  procurando  la  adminis- 
tración ceQirlas  á  muy  estrechos  límites,  á  fin  de  no  debilitar 
con  excepciones  innecesarias  el  principio  de  la  igualdad  le- 
gislativa (4). 

tUftS.— Las  leyes  de  España  Gjan  la  mayor  edad  civil  en 
los  veinticinco  a&os,  y  en  los  mismos  también  empieza  la 
mayor  edad  política.  Ningún  español  entra  en  el  goce  pleno 
de  sus  derechos  de  ciudadano  antes  de  aquel  período  de  fa 
vida,  pues  los  menores  no  son  electores  ni  elegibles  para  el 
cargo  de  diputado  provincial  (2),  ni  para  el  de  diputado  á  cor- 
tes (3);  si  bien  no  están  excluidos  de  concurrir  á  la  adminis- 
tración municipal  con  su  voto  como  vecinos,  ó  con  sus  ac* 
tos  como  individuos  del  Ayuntamiento  (i). 

t^fte. — También  se  distinguen  las  personas  por  razón  de 
su  estado  civil  en  casados  y  solteros,  y  esta  división  era  cau- 
sa de  algunas  diferencias  en  el  orden  administrativo,  porque 
con  la  mira  de  fomentar  los  matrimonios,  concedían  las 
leyes  ciertos  privilegios  y  exenciones  de  cargas  y  oficios 
concejiles  á  los  casados  por  espacio  de  cuatro  años ,  y  en 
iodo  tiempo  á  los  que  llegasen  á  tener  cierto  número  de  hi- 
jos (5). 

Esta  legislación  jamás  fué  constante  y  generalmente  ob- 
servada; ni  es  de  lamentar  tampoco  que  hubiese,  caído  en  ol- 
vido, porque  no  se  fomenta  la  población  con  leves  favores,  y 
menos  todavía  premiando  en  el  hombre  los  prodigios  de  sa 
fecundidad,  sino  difundiendo  la  moral  que  inclina  á  las  unió- 

(t)  Tit.  tx,  lib.  I,  Nov.  Recop. 

(2)  Ley  de  8  de  enero  de  1845,  art.  7. 

(3)  Ley  do  18  de  marzo  do  1846,  arta.  4  y  14. 
(4;  Ley  de  8  de  enero  de  1845 ,  arls.  13  y  sig. 
(5)  Ley  7,  tit.  it,  lib.  y,  Kov.  Recop. 
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nes  lícitas,  aumeataado  las  riquezas  y  haciendo  llegar  al  se* 
no  de  las  familias  aquel  grado  de  bienestar  que  permite  eoa* 
traer  vinculos  perpetuos  sin  imprudencia. 

SB€€IOI¥    CIJJjaTA. 

ilcfcere^  de  la  A4mtiifaitrael«u  rt^mürom  «1  ested*  pelátle» 

CAPÍTULO  xxn. 

Be  los  dereclMMi  eiwUiem  j  políticos. 

1060.— Estado  político.  lias  indmdaales. 

1 061 .  — ^Derechos  civiles.  1 068. — Exlraojeros. 

10G2.— Garantías  iodividaales.  1069. — Seo  domiciliados  d  trao- 

1063. — Seguridad  personal.  seuntes. 

1064.— Inviolabilidad  del  domi*  1070.— Cartas  de  aatoraleta. 

cilio.  1071. — Derecboft  políticos. 

1065.— Allaaainiento  de  inorada.  1072.— Admisión  á  los  empleos  y 
1066.— Igualdad  ante  la  ley.  cargos  pdblicos. 

1067.— Suspensión  delasgaran-  1073.— Derecho  de  petición. 

toso.— Divídense  las  personas  por  razón  de  su  estado 
político  en  naturales  y  extranjeros,  ciudadanos  y  no  ciada* 
danos : 

Son  naturales  6  se  reputan  espafioles: 

4.  Todas  las  personas  nacidas  en  los  dominios  de  Es- 
paña. 

2.  Los  hijos  de  padre  ó  madre  espafioles,  aunque  hayan 
nacido  fuera  de  EspaQa. 

3.  Los  extranjeros  que  hayan  obtenido  carta  de  natu- 
raleza. 

4.  Los  que  sin  ella  hayan  ganado  veeindad  en  cualquier 
pueblo  de  la  monarquía. 

La  calidad  de  español  se  pierde  por  adquirir  naturaleza 
en  pais  extranjero  y  por  admitir  empleo  de  otro  gobierno  sin 
licencia  del  Rey  (4). 
llHit . — La  Constitución  garantiza  á  todo  cspafiol  ciertos 

(1)    GoDSt.  art.  1.» 
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derechos  civiles  cuya  mas  elevada  síatesis  está  significada 
en  dos  solas  palabras:  libertad ^  fropiedad.  Soa  dos  necesi- 
dades del  individuo,  y  por  tanto  dos  condiciones  indeclina- 
bles de  la  existencia  social. 

Los  derechos  civiles,  aquellos  que  pertenecen  al  hombre 
como  hombre»  descansan  en  el  principio  de  la  igualdad  ai- 
toluía;  y  así  todos  los  espaftoles  tienen  igual  derecho  á  la  pro- 
tección de  sus  personas  y  propiedades. 

t#^9.— Las  garantías  individuales  consisten  en  la  segu- 
ridad* personal,  en  la  inviolabilidad  del  domicilio  y  en  la 
igualdad  ante  la  ley. 

tMia«— Porque  la  Constitución  respeta  la  seguridad  per- 
sona, establece  que  ningún  espafiol  pueda  ser  preso,  ni  se- 
parado de  su  domicilio  sino  en  los  casos  y  en  la  forma  que 
las  leyes  prescriben  (4);  es  decir,  después  de  instruida  una 
sumaria  ínfornacion  de  la  cual  resulte  haber  acaecido  un  he- 
cho que  merezca,  según  la  ley,  ser  castigado  con  pena  cor- 
poral ,  7  arroje  algún  motivo  ó  indicio  legal  suficiente  para 
creer  que  tal  persona  fué  su  autor  (9).  Esta  detención  es  un 
acto  de  mera  defensa  del  orden  publico,  una  simple  medida 
de  policía;  por  cuya  razón  la  autoridad  política  debe  entre- 
gar al  tribunal  competente  á  los  detenidos  con  las  diligencias 
practicadas  en  el  término  de  veinticuatro  horas  (3). 

Entonces  auxilian  las  autoridades  administrativas  á  las 
judiciales  instruyendo  i  prevención  por  sí  ó  por  medio  de 
sus  delegados  el  sumario  en  averiguación  del  delito;  pero 
además  pueden  detener  fc  los  infractores  de  los  reglamentos 
de  policla.y  bandos  de  buen  gobierno  por  via  de  corrección, 
y  á  toda  persona  legítimamente  sospechosa  de  mal  vivir,  dic- 
tando  en  tales  casos  las  providencias  oportunas  dentro  de  los 
limites  de  su  potestad  disciplinar. 

toci.— La  inviolabilidad  del  domicilio  es  el  derecho  que 
la  Constitución  concede  á  todo  espafiol ,  de  impedir  que  la  au- 

(I)    Ibid.  arl.  !.• 

(S)    Decrolo  de  las  c6rte8  de  II  de  setiembre  de  1820,   resta- 
blecido ea  30  de  agosto  de  1836,  art.  S. 
(3)    Ibíd.  art.  3,  y  ley  do  2  de  abril  de  i845,  art.  5. 
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toridad  penetre  ea  sa  morada  sin  su  eonseotimieoto ,  salvo  en 
ciertas  circanslaDcias  y  bajo  tales  formas  protectoras,  que 
excluyen  el  mas  leve  asomo  de  arbitrariedad  en  el  allana- 
miento forzoso.  Si  se  trata  de  averiguar  el  cuerpo  de  un  de- 
lito ó  de  prender  al  presunto  delincuente,  deben  preceder 
las  mismas  circunstancias,  por  regla  general,  que  las  leyes 
exigen  para  la  detención  de  las  personas. 

tlHl&. — A  los  comisarios  de  protección  y  seguridad  pú- 
blica y  á  sus  agentes  subalternos  les  está  expresamente  pro- 
hibido penetrar  en  las  casas  particulares  sin  préria  autori- 
zación del  duefto.  Si  hubiere  necesidad,  por  exigirlo  asila 
investigación  de  un  hecho  criminal  ó  la  detención  de  algún 
delincuente,  deben  proceder  á  ello  en  compañía  del  teniente 
alcalde  ó  regidor  del  distrito;  y  en  caso  de  urgencia  ó  nega- 
tiva de  la  autoridad  municipal,  se  hará  acompaftar  dedos  ve- 
cinos honrados  cuyo  domicilio  estuviere  dentro  del  propio 

barrio  (O* 

Tampoco  es  licito  al  resguardo  registrar  ni  allanar^  á  pre- 

testo  de  perseguir  el  contrabando,  las  casas  y  almacenes  si- 
tuados dentro  de  la  circunferencia  de  las  morallas,  casetas 
de  vigilancia  ó  cercas  de  las  capitales  y  puertos  habilitados» 
a  excepción  de  aquellos  casos  en  que  el  seguimiento  de  uní 
causa  requiera  que  se  busque  el  cuerpo  del  delito,  ó  cvamlo 
de  hecho  se  persiga  el  bulto  ó  género  desde  el  punto  por  don- 
de se  introdujo,  ó  por  hallarle  en  la  calle  [2);  pero  de  todo  re- 
conocimiento que  se  intente  hacer  en  cualquier  casa  particu- 
lar ó  de  comercio ,  debe  darse  previo  aviso  por  escrito  á  la 
autoridad  local  requiriendo  su  asistencia.  Es  an  deber  del 
alcalde  prestar  este  auxilio  á  los  gefes  y  agentes  subalternos 
de  la  Hacienda  pública;  y  si  negase  su  cooperación  ó  no  acá  - 
diese  con  brevedad,  podrán  aquellos  ejecutar  el  reconoci- 
miento con  asistencia  de  dos  vecinos  honrados  (3). 

La  legislación  vigente  sobre  inviolabilidad  del  domicilio 

(i)    Real  drdcD  de  30  de  enero  do  1844,  art.  G. 
(S)    Real  órdea  de  18  de  enero  do  1834. 
(3)    Ley  de  3  de  mayo  do  1830,  art.  118,  y  real  órdeo  de  16 
de  setiembre  de  184S,  regla  3.* 
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ni  es  homogénea ,  ni  completa,  ni  lo  será  mientras  no  se  dic- 
te una  ley  general  que  ponga  en  consonancia  el  ejercicio  de 
este  derecho  con  los  principios  constitacionaies. 

tlHls.-*La  igualdad  ante  la  ley  está  consignada  en  el  ar- 
ticulo de  la  Constltacion  en  el  cual  se  establece  que  unos 
mismos  códigos  regirán  en  toda  la  monarquía  (4);  asunto  que 
no  ata&e  directamente  al  orden  admioistrativo,  sino  al  ju- 
dicial. 

tlHlv. — Si  la  seguridad  del  estado  exigiese  en  circuns- 
tancias extraordinarias  la  suspensión  temporal  en  toda  la  mo- 
narquía ó  en  parte  de  ella  de  las  garantías  individuales,  el 
gobierno  debe  solicitar  de  las  corles  la  autorización  compe-^ 
tente  que  será  objeto  de  una  ley  (S);  y  del  uso  que  hiciere 
de  tan  latas  facultades,  dará  pronta  y  estrecha  cuenta  á  los 
cuerpos  colegisladores. 

toas. — ^Extranjero  es  la  condición  opuesta  al  natural. 
Viven  como  los  españoles  bajo  la  protección  de  nuestras  le  • 
yes  y  autoridades;  pero  no  gozan  de  ningún  derecho  políti- 
co, porque  no  se  consideran  miembros  del  estado. 

tlHl9  —Los  extranjeros  de  origen  se  diferencian  en  do- 
miciliados y  transeúntes;  y  según  que  pertenezcan  á  una  ú 
otra  clase,  gozan  de  distinto  fuero. 

Los  primeros  ó  avecindados  se  reputan  por  las  leyes  de 
España,  asi  en  cuanto  á  los  derechos  como  en  punto  á  las 
cargas,  cual  si  fuesen  vecinos. 

Los  segundos  son  los  que  viven  de  paso,  sin  ánimo  de 
permanecer  en  nuestro  territorio.  Los  transeúntes  no  pueden 
ejercer  en  Espafta  las  artes  liberales  ni  los  oficios  mecánicos 
sin  autorización  competente  de  los  gefes  políticos,  sometién- 
dose al  pago  del  subsidio  industrial  ó  de  la  contribución  que 
la  sustituya;  mas  si  tuviesen  tienda  ó  taller  abierto,  se  con- 
sideran como  avecindados  y  pagan  todas  las  contribuciones 
qne  los  naturales  del  pais. 

Están  exentos  los  extranjeros  transeúntes  de  servicios 


(I)    Art.  5. 
(2;    Art.  8. 
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personales  y  del  pago  de  contribQeiones»  aunque  oo  de  los 
derechos  de  aduana,  ni  de  los  impuestos  de  consumos,  ni 
tampoco  de  cargas  concejiles  (4). 

Para  efitar  perjuicios  á  los  interesados  estfc  mandado  re- 
petidas veces  formar  matriculas  de  todos  los  extranjeros  re- 
sidentes  en  Espafia  cou  expresión  de  domiciliados  y  tran- 
seúntes (2);  deber  boy  qometido  especialmente  á  los  celado- 
res  de  protección  y  seguridad  pública  (3). 

Los  extranjeros  transeúntes  obedecen  á  las  leyes  de  Espa- 
ña en  todo  lo  concerniente  al  derecho  internacional  prÍTMo, 
ó  sea  al  estado  y  capacidad  de  las  personas,  salvo  si  exis* 
tiesen  tratados  que  modifiquen  en  este  punto  la  letra  y  el  es* 
piritu'de  nuestra  legislación  civil  y  administrativa;  y  asi,  al 
contraer  matrilnonío ,  puede  la  autoridad  administrativa  su- 
plir el  disenso  paterno  y  limitar  la  patria  potestad,  como  si 
los  contrayentes  fuesen  naturales  ó  estuviesen  avecinda- 
dos (4) . 

tovo. — ^Tambien  pueden  los  extranjeros  entrar  en  el  ejer- 
cicio de  todos  los  derechos  y  prerogatívas  propias  del  espaftol, 
obteniendo  privilegio  de  naturalización  ó  carta  de  naturaleta. 
Esta  habilitación  es  de  dos  maneras;  absoluta  ó  la  total  in- 
corporación en  el  reino  del  sugeto  &  quien  se  concede  pan 
poder  disfrutar  todos  y  cualesquiera  oficios,  como  si  verda  - 
deramente  hubiese  nacido  en  Espafia,  y  limitada  6  una  mera 
aptitud  para  aquella  determinada  gracia  que  en  la  carta  se 
expresa  (5). 

Antiguamente  no  se  otorgaban  estas  naturalezas  á  los  ex- 
tranjeros ,  sino  en  caso  de  precisa  necesidad ,  6  por  especia- 
les méritos  de  la  persona,  6  por  no  haber  cosa  proporciona- 
da  con  que  premiar  sus  servicios,  sino  con  algún  oficio  ó  dig- 
nidad que  pidiese  para  su  goce  semejante  cualidad,  y  aun 


(\)    Real  orden  de  i  1  de  agosto  de  1837. 

(2)  ILid.  V  loycs  8,  9  y  10,  ht.  xi,  lib.  yi,  Ifo?.  Recop. 

(3)  Real  orden  do  :iO  de  enero  de  l8it. 

(4)  Véase  esta  cuestión  en  la  Jurisprudencia  adminislrativi  por 
Don  Joan  Saoyé,  lom.  1.*  pig.  375. 

(5)  Ley  6,  tit.  xiv,  lib.  i,  Not.  Recop. 
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eaioaees  previo  el  coaseatimiealo  de  las  ciudades  y  villas  de 
voto  ea  cóf les«  para  qpe  Ubre  y  espoDláneameDle  conviaie-* 
sen  en  concederla  (1 ). 

t •91.— Además  de  los  derechos  civiles  que  la  ConsUlu* 
cion  garantiza  á  todo  espafiol,  otorga  ciertas  derechos  políti- 
cos que  coosisteo  en  la  participación  mas  ó  menos  directa  del 
poder  público  y  tienen  á  la  capacidad  relativa  por  fundamen- 
to. Y  aunque  la  denominación  de  ciudadano  se  aplica  en  sa 
sentido  mas  lato  k  cualquier  subdito  de  un  gobierno  libre, 
en  otra  acepción  mas  estrecha'  significa  la  persona  que  está 
en  el  pleno  ejercicio  de  sus  prerogativas  de  ciudadanía. 

Los  derechos  políticos,  ó  los  derechos  del  ciudadano  espa- 
ñol se  comprenden  en  los  cuatro  siguientes:  admisión  á  los 
empleos  y  cargos  públicos,  peitcion,  imprenta  y  elección. 

tovii.-^Todos  los  españoles  son  admisibles  á  los  emplees 
y  cargos  públicos  según  su  mórito  y  capacidad  (8);  es  de* 
cir,  que  las  leyes  secundaúas  deben  desenvolver  el  espíritu 
de  la  Constitución,  haciendo  los  llamamientos  en  interés  del 
estado  y  conforme  á  las  reglas  de  la  justicia  distributiva. 

Del  ejercicio  de  este  derecho,  ó  mas  bien  de  esta  aptitud, 
no  puede  ser  privado  ningún  ciudadano ,  sino  en  virtud  de 
sentencia  judicial,  cuando  incurriese  en  tal  delito  que  me* 
rezca  la  pena  de  inhabilitación  temporal  ó  perpetua,  absolu- 
ta ó  especial  de  obtener  cargos  públicos.  Entonces  la  auto- 
ridad administrativa,  respetando  el  {alio  del  juez,  está  obli« 
gada  á  suspender  ó  destituir  al  agente  penado  de  su  destino, 
y  á  no  proveer  otro  alguno  en  la  persona  declarada  incapaz, 
mientras  no  espire  el  término  señalado  en  la  sentencia ,  ó  el 
sentenciado  no  obtuviere  su  rehabilitación  con  arreglo  á  la 
ley  (3). 

tova.— Todo  español  tiene  derecho  para  dirigir  peticio* 
nes  por  escrito  á  las  cortes  y  al  Rey  conforme  determinen  las 
leyes  (4);  mas  como  no  se  ha  publicado  ningún  reglamento 

(I)  Ibid. 

(S)  Üonst.  Rrt.  5. 

(3)  Código  penvl,  Rrts.  S9  y  4  i. 

(4)  Goofll.  Rrt.  3. 
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en  que  se  concille  la  franca  expresión  del  peosamiento  indi^ 
vídoal  ó  colectivo  con  los  intereses  del  orden  público,  con 
el  respeto  debido  á  las  prerogatiyas  constitacionales  y  con  el 
libre  ejercicio  de  las  atribuciones  propias  de  cada  aatoridad, 
carecemos  de  una  serie  de  disposiciones  que  contengan  re- 
glas 6jas  y  uniformes  acerca  de  la  materia. 

Sin  embargo,  limitan  el  derecho  de  petición  la  ley  de 
Ayontamientos  en  cuanto  les  prohibe  hacer  por  st,  prohijar,  ni 
dar  curso  &  exposiciones  sobre  negocios  políticos  (4);  la  de  Di- 
pntaciones  provinciales  que  ordena  lo  mismo  (8);  la  de  Conse- 
jos  provinciales  según  cuyo  contesto  no  pneden  elevar  ni  apo- 
yar petición  alguna  de  cualquiera  especie  que  sea  al  go- 
bierno ni  á  las  cortes  (3) ,  y  una  disposición  del  ministerio  de 
la  Guerra  en  la  cual  se  resuelve  que  los  individuos  del  ejér- 
cito no  promuevan  nunca  solicitudes,  recursos,  exposicio- 
nes ,  ni  manifestaciones  en  svl  de  cuerpo  de  ninguna  espe- 
cie, bajo  ningún  motivo  ni  pretesto  por  plausible  6  jnstí 6- 
cadoque  parezca,  ya  sea  firmando  varios  individuos,  ya  uno 
solo  á  nombre  y  en  representación  de  otros,  bien  para  solí* 
citar  alguna  gracia,  bien  para  reclamar  de  agravios,  para  di- 
rigir felicitaciones  al  gobierno,  para  manifestarle  adhesión  á 
ofrecerle  servicios  (4);  providencia  muy  necesaria,  no  solo 
porque  la  libertad  opuesta  quebrantaría  la  rigidez  de  la  dis- 
ciplina militar,  sino  porque  así  lo  exige  la  dignidad  del  go- 
bierno, pues  las  manifestaciones  de  la  fuerza  armada  mas 
pueden  reputarse  por  exigencias,  que  por  reverentes  y  su- 
misas exposiciones. 


(I)  Ley  de  .8  de  enero  de  I8i5,  trt.  85. 

(3)  Ley  do  8  do  entro  de  18i5,  trt.  58. 

(3)  Ley  do  S  de  tbril  de  18i5,  art.  11. 

(4)  Real  orden  de  lt5  de  agosto  de  1843. 
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CAPÍTULO  xxm. 


He  1»  liltortodl  de  impreaia. 

1074.~Lib6rUd  de  imprenU.  1080.— Hojas  suelus. 

1075.— Justas  restricciones.  1081.— Periddicos. 

1076. — GircuDstaDcias  necesarias  1082. — Garantías  de  so  publica- 

para  la  publicación  de  to*  ciou. 

do  ijopreso.  1083. — AgraTiosá  particulares. 

1077.-— Clasificación  de  los  im-  1084. — Bespeto  i  las  personas 

presos.  reales. 

1078.— Obras.  lOS;^.— OelitDade  imprenU. 
1079.— Folletos. 


t09A. — Todos  los  espaQoles  pueden  imprimir  y  publicar 
Ubremenle  sus  ideas  sin  previa  censura,  con  sujeción  k  las 
leyes  (1). 

La  imprenU  no  será  libre  solo  porque  la  Constitución  así 
lo  declare;  es  preciso  además  que  los  reglamentos  no  la  opri- 
man con  trabas,  ni  la  vejen  con  impuestos,  ni  entorpezcan  la 
circulación  de  los  impresos  con  exborbilantes  tarifas.  Pues 
que  el  gobierno  acepta  el  principio  de  la  libertad,  debe  des- 
arrollarlo con  buena  fé  y  proteger  la  emisión  del  pensamien* 
to  de  Ul  manera,  que  la  imprenta  sirva  para  moralizar  la  edu- 
cación del  pueblo  por  medio  de  la  sociedad  y  la  sociedad  se. 
jDoralice  por  el  influjo  de  la  educación. 

t09S.— La  administración  adopta  varias  medidas  preven- 
tivas á  fin  de  que  el  ejercicio  de  la  libertad  de  imprenta  esté 
exento  de  los  abusos  que  pudieran  convertir  el  uso  legítimo 
de  aquel  derecho  en  una  verdadera  licencia.  Las  medidas  re- 
presivas son  de  la  competencia  casi  exclusiva  de  los  tribuna- 
les comunes,  á  quienes  por  lo  tanto  corresponde  castigar  los 
dellM»  de  la  imprenta  contra  la  religión,  ó  la  seguridad  del 
estado,  ó  el  orden  público,  ó  las  buenas  costumbres,  así  co-* 
mo  las  calumnias  y  las  injurias  contra  corporaciones  y  parti*- 
cttlares.  Si  al|;una  vez  la  autoridad  administrativa  aparece 

(1)    Gonst.  art.  8. 
Toio  L  35 
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reprimieQdo  eQ  materias  de  imprenta,  es  tao  solo  cuando  em- 
plea su  poder  coeroítiv^  para  hacer  duhipiir  los  reglamentos 
que  tienen  por  objeto  asegurar  la  acción  del  gobierno  en  cier* 
tos  casos,, y  ^n  otros  tu  responsaMMad  i%  tos  ctrif^ables  ante 
la  justicia. 

De  las  medidas  represivas,  algunas  se  refieren  á  los  im-> 
presores ,  libreros  y  expendedores  de  impresos ;  las  demás 
conciernen  á  los  impresos  mismos. 

Las  primeras  serán  objeto  de  nuestro  examen  cuando  tra- 
táremos de  las  industrias  reglamentadas;  las  segundas  per- 
tenecen con  propiedad  á  este  logar. 

Distinguense  en  generales  á  todos  los  impresos  y  espeera- 
les  á  cada  clase. 

totO.^Son  generftiesó  comunes  las  circunstancias d^  po- 
ner el  nombre  y  apellido  del  impresor  y  el  tugar  y  áfiode  la 
imprenta,  y  el  deber  de  entregar  al  gefe  político,  antes  de 
proceder  i  la  expendícion  ^  un  ejemplar  y  otro  al  prosiotor 
fiscal;  y  si  no  residiese  el  gefe  político  en  el  pnebto  donde  se 
hace  la  publicación,  debe  ser  entregado  al  gere  civil  y  en  su 
defecto  al  alcaide.  Ambos  ejemplares  irán  corregidos  y  fir- 
mados por  el  editor  responsable,  siendo  el  primero  rimitide 
dentro  de  un  mes  á  la  biblioteca  nacional,  y  el  segundo  á  la 
provincial,  si  la  hubiere,  y  si  no,  devuelto  al  interesado.  Las 
contravenciones  á  esta  última  disposición  se  castigan  con  una 
multa  de  600  á  4000  reales  (4). 

tnw.— Las  especiales  son  varias  segnn  que  los  impteíos 
pertenecen  á  la  clase  de  ebras,  folletos,  hojas  saelias  y  pe* 
riódicos. 

*  Entiéndese  por  obra  todo  impreso  que  excede  dé  veinte 
pliegos  de  la  marea  del  papel  sellado:  foHeto  es  el  impreso  qae 
excediendo  de  un  pliego  de  dicha  marca  y  no  pasando  de 
veinte,  se  publica  sin  los  requisitos  dispuestos  por  la  leyfa- 
ra  los  periddicost  hoja  suelta  llámase  cualquier  imptiese  que 
se  publica  sin  los  requisitos  necesarios  at  periódico  y  qae  no 
eiceda  del  volumen  señalado  paí^a  constituir  <4»ra,  si  contie- 

(i)    Real  decreto  de  10  de  abril  de  18i4,  art.  5. 
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ae  algooa  notieia  6  articulo  concerniente  á  la  polHica;  y  ea 
fin,  se  deoomina  periódico  todo  impreso  qoese  pubiíqae  en 
épocas  é  plazos  deieraiiBados  6  inciertos,  ya  se  diere  á  coro- 
cor  coD  no  tilulo  adopUdo  próviameote,  ya  lo  eaodbie  en  dh 
gttoaó alganasde sus pubUcaeiooes,  ÍB&ertando aotioiai po- 
Utícas  ó  variedad  de  articoloa  (4}« 

i09a.*«Para  la  publioaoioQ  de  las  obras  y  folletos  po  J9e 
eligen  por  regia  general  otras  oircunstaneias  que  las  comu- 
aes  á  lodos  los  iinpresos,  M^epiuando  los  escritos  r^ativos 
al  dogma,  á  la  sa^ñda  Baeritora  y  4  ki  moral  crisliana ,  les 
cuales  na  podrán. üipriiBirsú  siu  previo  exámieii  y  aprobación 
del  dioeesaoo;  y  si  se  pnblicareaaili  tal  Ucencia,  scyán  em<- 
bargados  par  la  anlo^iíad  ct^il  (9)i 

Fúndase  esta  nayor  libertad  «concedida  á  las  lobras  en  quev 
cerno  su  cooiposicion  requiere  tiempo»  su  adquif  íai^n  coiao*- 
dtdades  y  so  lecüMa  r«Qexíoo ,  no  ae  dirigen  á  w  fóMm 
numeroso  y  fácil  de  extraviar,  sino  á  ciertas  clases  ouperío- 
rea  de  la  sociedad ,  á  quienes  so  madura  inteligeoeia  y  su 
rede  crMerío,  defiandea  contra  el  contagio  de  toda  mala  doe-> 
trina.  Baatao ,  pues,  las  medidas  represivas  para  canlener  ios 
abusos  de  la  imprenta  m  este  Image  de  escritos  siempre  ex- 
tensos ,  y  la^  mas  veces  grafjes  y  profondos^  siendo  legalmen*> 
te  responsable  -de  cualesquiera  eseesos  el  autor  ó  editor  de  la 
obca,  y  d  impresor,  en  caso  de  a^seaeia,  faga,  incapacidad 
6  insolvencia  de  aquellos  <3>. 

t09li. — Con  pespecuo  i  los  folletos  se  observa  lo  prevé-* 
nido  paralas ^ebras  <4),  porque  se  acercan  á  estas  mas  que 
otro  impresa  alguno;  y  si  bien  su  cifculacioa  «uele  -ser  mu- 
cho mayor,  como  no  bieren  sino  oon  oa  tolo  golpe ,  no  pare** 
ce  tan  ftoil  la  sednccíon.  Si  el  gobíerao  fuere  coa  tasto  ex-* 
tremo  suspicaz  .que  exigiese  mii  molestas  garanliaa  antes  de 
permitir  estos 4esabcigoa  de  ila  opinión,  seria  aftuy  posible  que 
el  picante  folleto  se  convirtiese  en  libelo  infame  y  clandesU^ 

Cl)    Ibid.  artsr  Ujsig. 

(2)  Ibid,  art    10^ 

(3)  Ibid.  art.  15. 

(4)  Ibid.  art.  16. 
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no;  de  suerte  que  por  no  conceder  ana'  libertad  razonable  de 
eseribir  se  provocaría  al  desenfreno  de  la  Imprenta. 

1 090. — La  publicación  de  las  hojas  soeltas  debe  estar  sa- 
jela á  reglas  mas  severas,  porque  etcican  y  alimentan  la  co- 
riosidad  general,  hablan  el  lenguaje  del  vulgo  y  lisonjean  con 
frecuencia  sus  pasiones.  Cualquiera  tiene  dineros  para  com* 
prar  una  hoja  suelta  y  tiempo  para  leerla,  pero  pocos  rason 
para  juzgarla.  T  como  la  parte  pensadora  de  las  naciones  es 
tan  corta  comparada  con  la  población  general,  de  ahf  nace  la 
necesidad  de  exigir  garantías  previas  contra  los  peligrosos 
abusos  de  esta  clase  de  escritos.  La  ley  ordena  que  de  la  pn- 
blicacion  de  toda  hoja  suelta  salga  garante  un  editor  en  quien 
se  reúnan  las  mismas  circunstancias  requeridas  para  los  edi- 
tores responsables  de  los  periódicos,  y  si  no  las  tuvieren,  res- 
ponderá de  cualesquiera  abusos  el  impresor,  salvo  so  de* 
recho  para  reclamar  contra  el  autor  6  editor  la  indemnización 
competente  (1). 

t09t .— En  el  periódico,  y  principalmente  en  el  diario,  es- 
triba el  gran  poder  de  la  imprenta ,  cuyo  movimiento  conti-* 
nuo  de  percusión  y  cuyos  esfuerzos  incesantes  para  gravar 
las  ideas  en  el  pueblo,  le  convierten  en  una  verdadera  palan- 
ca social.  La  imprenta  sin  el  periódico  es  el  pensamiento 
sin  brazo  que  ejecute,  la  voz  sin  eco  que  la  repita. 

Mientras  la  imprenta  periódica  interprete  con  lealtad  y 
con  inteligencia  las  necesidades  y  los  deseos  de  la  nación,  se- 
rá fuerte  porque  es  la  opinión  viva,  el  favor  ó  la  resistencia 
general  organizados.  La  imprenta,  así  entendida,  ha  cambia- 
do la  naturaleza  de  los  medios  administrativos  y  trastornado 
las  fuerzas  que  pierden  ó  salvan  á  las  sociedades,  que  levan- 
tan ó  derriban  las  instituciones.  La  imprenta  despojó  de  su 
antigua  eficacia  á  los  gobiernos  de  violencia,  pues  solo  una 
idea  puede  vencer  á  otra  idea,  nn  periódico  domar  á  otro  pe- 
riódico. 

Mas  cuando  la  imprenta  se  transforma  en  instrumento  de 
decepción  ó  en  máquina  de  guerra,  su  poder  para  el  bien  es- 

(1)    Ibid.  art.  18. 
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pira,  porque  solo  á  Dios  es  dado  agitar  las  iormeaias  y  cal- 
mar las  tempestades,  y  quédale  únicameale  su  nocivo  taflujo 
extra? iaodo  la  opioioD,  atizando  el  fuego  de  las  discordias  ci- 
viles ó  eoceodieado  las  pasiones  populares. 

Los  pertódteos  de  la  oposición  faltan  á^sns  deberes  de  ilus- 
trar y  moralizar  al  pud)lo,  si  hallan  legitimo  todo  ataque  y 
asaltan  de  mil  maneras  el  gobierno  y  debilitan  la  sociedad 
combatiendo  ciegamente  sus  principios  fundamentales ,  su 
religfon,  su  érden  público,*  las  prerogativas  de  los  ^podereS 
políticos,  sus  leyes,  y  muchas  veces  se  exceden  hasta  pene* 
trar  en  el  secreto  de  las  intenciones  revelando  al  público  ac- 
tos de  la  vida  intima  del  hombre  que  rige  los  destinos  del  es» 
tado. 

El  gobierno,  por  su  parte,  hostiliza  á  la  oposicjon  con  de* 
noneías,  proeesos,  multas  y  embargos;  remedios  insuficien- 
tes y  negativos,  cuando  no  son  peores  que  la  enfermedad, 
y  empefta  la  discusión  en  otros  periódicos  sostenidos  ó  auti* 
liados  por  el  ministerio.  Mas  el  periódico  ministerial,,  en 
cuanto  esti  snjeto  á  extiaftas  influencias  y  es  órgano  de 
agenas  convieeioaes  y  defensor  obligado  por  so  interés  de 
todos  los  actos  del  gobierno,  no  merece  la  general  confianza: 
iMum  imbilk  rin$  ittu.  k&\  es  como  el  gobierno,  escaso  de 
influencia  moral  y  de  ascendiente  político,  en  vez  de  reinar 
sobre  la  opinión  conforme  reina  en  los  intereses ,  «tá  i 
merced  de  un  corto  número  de  personas  qoe  dominan  la  im* 
pronta. 

liaúniea  manera  de  enfrenar  este  poder  absoluto  de  los 
gobiernos  libres,  es  destruir  el  monopolio  que  entrega  toda 
la  fuerza  da  la  imprenta  en  manos  de  unos  pocos  privilegia- 
doSi  y  facilitar  los  medios  de  circulacroo  de  las  opiniones  po»  M 

liticaá  de  todos.  Así  será  la' opinión  mas  Ihistráda  por  el  ín- 
flujo  de  la  cotaonrrencla,  y  el  gobierno  mas  poderoso  atribu- 
yéndole laexcentralizacíonde  las  ideas  una  superioridad  re- 
lativa con  respecto  á  cada  foco.  Es  sabido  que  mas  fácilmen- 
te se  fobierna  á  la  muchedambret  qne  se  sujeta  un  cortt»  nú- 
mero dé  proceres  orgullosos. 
•   t#9l.-^SeguB  la  legislaGion  de  fispafia,  para  la  publica* 
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cidQ  de  coalqnier  peritklico,  ie  engea  ios'Bi{(QÍeiitQff  raquísi^ 
los  ó  garantías: 

I.  Editor  respoDsabie  de  cuanto  ea  él:8e-  eBcriln.t3sPm 
ser  editor  responsable  de  ao  periódico  sé  réqoiérec 

I.  Hallarse  aveoindado  un  afio  aotes  too  oaaa  abierta  en 
el  pueblo  en  donde  se  pablique  el  périódicbv 

II.  Pagar  anoalmente  4000  reales  de  coitribuctea.di-' 
recta  en  Madrid,  800  eoBarodona,  Cádh^  Corate«  Granada^ 
Málaga.,  Sevilla,  Yalenoia  y  Zaragoza,  f  800  en  los  denis 
pueblos. 

ni.  Acreditar  que  está  satisfstíeodo  desde  m  áio  ames 
dichas  coatribuciones. 

NiogoQ  editor  responsable  puede  serlo  noas  que  de  un  ao^ 
lo  periódico  al  misma  tiempo. 

Los  documentos  que  acrediten  la  aptitud  de  los  editores 
responsables  se  presentan  al  gefe  f  oMtioo,  el  eoal  debe  maa^ 
dar  se  instruya  el  oportuno  expediente  |Mni  atferigoAr  si  ios 
que  solicitan  serlo  neonen  Ihs  cualidades  seftaladas  fm*  la  ley 
y  dictar  su  decisión  en  el  térmioa  de  echo  dÜ0«  S  su  resolu* 
oion  no  fuese  favorable,  puede  lodaf ia  el  iateoesade  recurrir 
al  goluerno. 

U.  Un  depósito  de  430000  reales  efectifou  en  Madrid^ 
80000  en  hs  capitales  arriba  expresadas  y  4500*  cu  loa  ile^ 
más  pueblos  del  reino.  Si  el  periodo  de  la  pablilDacien  fuera  de 
quince  días,  el  depósito  podrá  raduoiitse  á  1»  auíad  de  estes 
sumas. 

E3  editor  responsable  debe  hacer laConsigiiKinn  de  aque- 
llas cantidades  en  el  Banco  de  san  Féraando  é  én  poder  de 
sus  coratstonados  en  ias  pro? incias,  defnlTiéndosele  tan  iut^ 
^  ge  como  cese  la  publicación  del  periódico.  Son.  admisibles 

como  dinero  los  efectos  de  la  deuda  eonáolidÉda  ilel  Irea, 
cuatro  y  cinco  por  ciento,  según  la  catiaaoían  del  dk  én  que 
se  verifique  el  depósito,  6  del  mUs  próxinao ,  si  «a  aquel  no 
k  hubiese  habido. 

Bl  depósito  debe  mantenerse  siempre  Integro;  por  manera 
que  si  sujfriese  menoscabo  á  conseouénda  de  exigir  db  él  el 
importe  de  cualesquiera  penas  pecuniaria^  6  las  cestas  de  al- 
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guD  procfiso  por  delitc^  cometidos  ea  el  periódico,  el  editor 
responsable  está  obligado  á  completarlo  dentro  de  tres  di«^s, 
y  00  verifi^todolo,  s^  le  devoelve  la  caoüdad  réstame  y  f^sa 
U  pMi^lioaojoa. 

£]^c«;ptiíaase  de  U  obligacioo  del  depósito  y  de  preseoUr 
e4itaí  responsable  los  Boleünes  oficiales  y  Ips  Di^rio^de  avi- 
sos, siempre  quese  limHea  á  los  asuetos  que  declaran  su^  tí- 
tujos,  como  igualmente  loe  periódicos -que  üo  traten  i»  mu- 
teri^  poliücas  ó  religiosas. 

Niognn  periódico  puede  imprimirse  ni  publicarse  sin  las 
formalidades  arriba  fichas »  sien4o  obligación  de  los  ge(ips 
políticos  suspender  todos  los  que  se  encontraren  en  este  caso, 
y  lo  mismo  aquellas  (|Qela  ley  declara  exentos  de  tales  re* 
quisitos,  si  se  exceden  de  su  verdadero  objeto. 

t08S.— Gmn^p  «me  pefsona  se  creii  ofendida  en  algún 
periódico  tiene  derecho  el  interesado  ú  otro  cualquiera  en  su 
aaaiJine,  kque  se  inserte  en  el  mismo  periódico  b  oeateBta>- 
cion  que  quiera  dar,  reducida  á  negar,  desmentir  ó  explicar 
los  becbos  que  sirvan  de  protesto  ó  fundamento  á  la  ofensa, 
7 'no  estít  obKgada  á  pagar  cosa  alguna  por  esta  InsercioD,  no 
éiceeáiendo  la  respuesta  del  doble  del  ar tfculo  contestado ,  ó 
de  treinta  linead,  m  el  articulo  ocupa  menos  de  quince ;  po- 
ro pagará  lo  restante  según  la  tarifa  ó  práclica  del  periódi- 
co; En  caso  de  ausencia  ó  mueite  de  la  persona  ofendida, 
tienen  igual  derecho  sos  parientes  dentro  del  segundo  grade. 
La  contestación  se  insertará  en  alguno  de  los  tres  números 
primeros  que  ^  pnbUqtien  despnes  de  entregada  en  la  re- 
dacción <1). 

t^94.-^Está  rigorosameMe  prohibido  imprinriry  publi- 
ear  escrito  alguno  en  que  se  trate  de  la  vida  f^rivada  del  Rey 
ó  de  su  real  consorte,  so  pena  de  ser  suprimido  el  periódico 
que  puMieare  artieulos  semejantes,  incurriendo  además  en  la 
pérdida  del  depósito;  y  si  fuere  el  impreso  de  la  clase  de  los 
folien,  M  ^tor  ó  impresor  incurre  en  La  multa  de  60000 
reales ,  sin  perjaicio  en  ambos  casos  de  las  otras  penas  im- 

(f )    Ibid.  trU.  SO  y  sig. 
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puestas  por  las  leyes  á  los  delitos  contra  la  real  persona  y  su 
augusta  ramilia  (4). 

t095.— La  clasificacioQ  délos  delitos  de  la  imprenta,  sos 
penas ,  la  forma  de  las  denancias  ,  la  organización  de  tos  tri- 
bunales »  la  sostanciffcion  del  proceso,  el  juicio  de  caKfica* 
cion  y  ta  ejecución  de  las  sentencias  son  asuntos  de  la  exclu- 
siva competencia  de  los  tribunales  (2),  y  solamente  pertene- 
cen al  orden  administrativo  cuando  los  escritos  tuviesen  ca- 
rácter oficial  como  expresión  de  las  autoridades  constituidas, 
en  cuyo  caso  quedan  sujetos  á  las  leyes  vigentes  sobre  res- 
ponsabilidad de  los  empleados  públicos  (3). 

CAPÍTULO  XXIV. 

He  las  eleeofones  politiza». 


1086»-4>erecho  electoral.  1087.— Laadministracioa  prola^ 

ge  iiu  ejercicio. 

t08G.— La  Constitución  declara  que  el  Congreso  de  los 
diputados  se  compone  de  los  que  nombren  las  juntas  electo- 
rales en  la  forma  que  determina  la  ley  (i>.  También  esta- 
blece que  cada  provincia  tenga  su  Diputación  provincial  ele- 
gida según  la  ley  dispone  (5) ,  y  que  baya  en  los  pueblos 
alcaldes  y  Ayuntamientos «  siendo  estos  állimos  nombrados 
por  los  vecinos  á  quienes  la  ley  concede  tal  derecho  (6). 

Resulta  del  testo  expreso  de  la  Constitución  que  todo  espa- 
ñol en  el  pleno  ejercicio  de  sus  derechos  de  ciudadano*  tiene 
una  participación  indirecta  ea  el  poder  y  en  los  negocios  del 
estado  por  medio  de  la  elección,  y  que  los  sufragios  del  pue* 
blo  ó  de  aquella  parte  del  pueblo  en  quien  la  ley  reconoce 
capacidad  electoral ,  recaen  sobre  asuntos  de  intejrés  comua 

(1)  Real  drden  de  3  de  setiembre  de  1847. 

(2)  Reales  decretos  de  10  de  abril  de  1844  y  6  de  joiid  de  1846. 

(3)  Real  decreto  de  10  de  abril  de  1844,  art  108. 

(4)  Art.  20. 

(5)  Art.  72. 

(6)  Art.  73. 
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de  mayor  ó  menor  gra(to  en  rftzoa  de  su  importancia ;  de 
donde  se  signe  la  división  de  las  elecciones  en  politicas  ó 
parlamentarías,  prorineiales  y  municipales. 

lOS9.~EI  primer  deber  déla  administración  es  defender 
la  libertad  de  los  electores,  porqne  sin  ella  no  hay  verdad 
en  el  sníragio.  Si  la  elección  ha  de  expresar  la  folnntad  púMí- 
ea,  eonWene  que  la  ley  y  el  gobierno  protejan  la  segoridad 
personal  de  todos  los  electores,  cnalqniera  que  sea  sn  opi- 
nión, y  amparen  el  libre  ejercicio  de  su  derecho  contra  la  vio- 
lencta  de  las  pasiones  exaltadas  por  el  espíritu  de  partido. 

Cuando  las  aoloridades,  en  tez  de  proteger  la  libertad  mas 
amplia  de  elección  y  de  guardar  y  hacer  guardar  las  leyes 
que  la  garantizan,  se  entrometen  en  las  operaciones  elec- 
torales apoyando  6  coáibatiendo  esta  ó  aquella  candidatur», 
desconocen  so  obligación  de  mantenerse  pasivos  en  la  con- 
tienda y  esperar  con  calma  el  Juicio  del  pais.  Sn  neutralidad 
Bo  debe  interrumpirse  sino  cuando  fuere  necesario  ínter- 
venir  para  sofocar  toda  influencia  ilegitima  que  pudiese  bas- 
tardear la  elección,  violentando  ó  extraviando  la  conciencia 
de  los  electores.  £1  dia  en  que  se  consagrase  como  principio 
la  intervención  del  gobierno  en  las  elecciones  y  la  ciega  su- 
misión de  todos  los  empleados  á  la  voluntad  del  ministerio 
durante  estas  pruebas  solemnes  de  tolerancia,  ese  misado 
dia  peligraban  las  públicas  libertades. 


1088.— Electores. 

1089. — Lo  son  por  derecho  pro- 
pío. 

1090.— Domicilio  político. 

1091.— Gartnlias  del  derecho 
electoral. 

1098. — Censo  electoral. 

1093.^Captcídades. 

1094. — Ndmero  de  electores. 

109S.— Causas  da  incapacidad. 


lOQG.—Elegibles. 

1097.— Condiciones  do  eleeibili- 
dad. 

1098.— Cansas  de  incapacidad. 

1099.— Incapacidad  absoluta. 

1100.— Incapacidad  relativa. 

1101. — Opción  entre  varios  dis- 
tritos. 

1102. — Natnraleza  del  cargo  de 
dipatado. 


1088.— Tiene  derecho  de  ser  incluido  en  las  listas  de 
electores  para  diputados  á  cortes  en  el  distrito  donde  estuvie- 
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re  domieiUado ,  iodo  espaAol  loay o«r  do  veioU«ineo  «Ao«,  si  al 
üeoifK)  do  hacer  «6.  rectificar  las  líalas  y  w  afio  ai4es,  estu- 
viese pagando  iQO  reales  de  cooirüw^íao  directa  (1). 

t099.^lB&ém»^  dei  artic^lp  aoierior  que  los  tteaifN'es 
lo  soa  por  la  votMtad  de  la  ley ,.  4a  siiecta  que  la  iascripciofi 
ée  aus  Qoaibres  eo  las  listas  es  uoa  operapioo  adpiii)iairi4iva,. 
cuyo  objeta  ea  dedarar  qee  exiMea  en  tal  peraoaa  laa  euaü^ 
dadea  aeoesarias  para  goaar  de  iqaol  del eebo  ioherMHe  á  au 
poaeaíoQ, 

taiio.--EI  donicílio  ^Ittteo  ea  el  4eiiiíoílio  real  eu  «el 
diatríto  á  que  el  elector  corpesponde;  de4oode  (e  aigm  qoe 
la  oiudao&a  de  4oaicílío  real  ip/ odiiee  eambio  en  el  áímMio 
polibico,  que  nadie  puede  votar  ea  dos  djstriiOB  y  'que  |a  do- 
aídemcia  accidental  de  un  eleotor  eo  oiro  distrito  dUeroAle 
del  suyo,  no  le  habilita  para  eniíir  alli  su  voto. 

ft#tai.«*-Ui  edad  y  ta  (M*opiedad  mn  dos  gai^uUao  que  la 
ley  exige  á  loa  electores,  launa  de  apUiud  i^Hdeotael  y  h 
otra  de  oapacidad  moral ,  aia  coyias  copdieioMs  la  libertad 
*de  loa  au/ragíoa,  lejos  tk aer  na  bien,  seriit  na  anal  pam  los 
^eUoa,  Compúlaase  laa  cuotas  que  el.  eÜ^ctoiF  aatMace  par 
eootdribocioD  dtreela«  pue$  ooflw  las  iudirectaafe  pa^a  en 
raioo  del  oaasuoio  volauUrio,  »o  aoa  oigo#s  ai  Un  cifctos  ai 
tea  pereeptibles  de  nqn^eza. 

tos».— Para  compeHar  la  oo^Uiliiiicioo  m  eopfrideiw 
bienes  propios: 

I.  Respecto  de  les  maridos ,  46S  de  avamajeres  mientras 
subsista  la  sociedad  conyugal. 

I{.  Respecio  de  los  padres^  los  de  fiu$  hijos  mienlras 
sean  legítimos  administradores  de  ellos- 

III.  Respecto  de  los  hijos,  los  suyos  propios  4e  que  por 
cualquier  «aacepto  sean  aus  madres  usufructuarias. 

La  contribución  que  pagare  una  secíedadj  eompafiia  ó 
empresa,  sirve  á  los  socios  ó  accionistas  en  proporción  del 
interés  que  cada  ufto  pruebe  tener  en  ella  (i).  ÁfiíMÜtaae  el 


(f)    Ley  de  18  'ée  intrzo  éc  fS4G,  art.  U. 
(^)    IMd.  artB.  6»  7  y  15. 
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pago  de  la  contribBCMft  cm  los*  recibos  del  úHkno  alio  (f ),  y 
aproverhan  cstoti  al  pagador  legal  de  la  oobta,  y  de  coosi^ 
giúente  á  la  persona  ó  peraonas  400  pereiban  los  producios 
liquides  de  oada  finca  y  segaa  la  parte  4)tte  cada  cual  per« 
cibiere,  sí  soa  varios  tes  oondoetos. 

t^SS.— -También  tienen  derecho  á  ser  incloidos  en  las 
listaÉy  si  pagan  300  reales  de  cMtríbucion  directa  y  tienen 
lás  demás  coalidades  que  la  ley  requiere: 

t.  Les  iodif  idtios  de  lasMademias  Bspaftoto,  de  la  Histo- 
ria y  Sa&  Femaddo. 

II.    Los  doctores  y  licenciados. 

iii.  Los  iaditidúos  de  cabildos  «clesiástkos  y  l(»s  civas 
pirreeos* 

IV.  Los  magistrados  Jueces  de  primera  inslaacia  y  prc^ 
motares  fiscales. 

T.  Los  empleados  activos,  cesantes  y  jafailados  cuyo  suel- 
do Hegne  á  8(Md  reales  Moaliss. 

VI.  Los  oficiales  retiradbs  del  ejército  y  aroMda  desde 
capitán  iádnve  arriba. 

VII.  Los  abogados  con  un  ofio  de  cstodio  abierto. 

viii%  Los  medidos^  círnjanos  y  farmacénlíoos  c^  un 
o&D  de  ejercicio. 

IX.  Los  arqoiCeoCOB,  pinlDpesy  escattores  con  tiMlo  é^ 
académicos  de  algosa  de  las  de  nobles  arles. 

X.  Los  profesares  y  maestros  de  cuakjttier  ioatüjilo  de 
ettseftanca  costeado  por  ios  fmidos  públicos  (2). 

Obsérvese  coon  Mcstro  sistema  eleciorait  descaosa  en  la 
tose  taisla  de  riqoeta  y  capacidad.  La  prifliera  sopone  cierto 
ioterés  positivo  en  conserrar  el  orden  público  y  un  grado  de 
eéMacioD  equívaleale  á  otro  grado  defiorUiia;  y  la  segnoda, 
ó  el  desempefio  Se  ana  pnéesion  liÉeraria  ó  afifllica ,  en» 
vuelve  la  presunción  de  coanta  aptítod  es  necesaria  para 
ejercer  con  acierto  el  deredro  électoraL 
«•#4,*-Sí  en  algon  dislrílo  «o  lleg&reo  á  útui»  clneaeo-» 


(1)  Ibid.art.  14. 

(2)  Ibid.art.  16. 
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ta  los  electores  que  teDgan  las  eondioíoDes  reqoeridis  por  ia 
ley ,  debe  completarse  dicho  número  con  los  mayores  con- 
tribayentes  de  contribuciones  directas ,  en  cuyo  caso  son 
también  electores  todos  los  qoe  paguen  una  cuota  igual  4  la 
que  pagare  el  menor  contribuyente  para  completar  aquel  nú« 
mero  (4). 

tas5.— La  ley  declara  incapaces  para  el  ejereioío  del  de- 
recho electoral: 

I.  A  los  que  al  tiempo  de  hacerse  las  elecciones  se  hallen 
procesados  criminalmente,  si  hubiere  recaído  auto  de  prisión 
contra  ellos. 

II.  A  los  que  por  sentencia  judicial  hubieren  padecido 
penas  corporales ,  aflictivas  ó  infamatorias,  no  habiendo  ob- 
tenido su  rehabilitación. 

III.  A  los  que  estén  bajo  interdicción  judicial  por  inca- 
pacidad física  6  moral. 

IV.  A  los  fallidos  ó  declarados  en  suspensión  de  pagos  6 
que  tengan  sus  bienes  intenrenidos. 

▼.  A  los  apremiados  como  deudores  k  los  caudales  públi* 
eos  en  concepto  de  segundos  eontribuyenles  (S). 

En  todos  los  casos  referidos  hay  una  tacha  que  oponer  k 
su  conducta ,  cierta  presunción  desfavorable  k  la  moralidad 
del  elector  que  la  ley  halla  motivo  bastante  para  excluirle  ó 
suspenderle  del  ejercicio  de  su  derecho  aitehtras  el  vicio  no 
se  subsana,  6  la  causa  de  la  interdicción  no  desaparece. 

tone.— Para  ser  diputado  se  requiere  áer  espaiol  del  es* 
tado  seglar ,  haber  cumplido  veinticinco  afios  de  edad  y  po* 
seer  con  un  aOo  de  antelación  al  día  en  qoe  se  verifiquen 
las  elecciones,  una  renta  de  48600  reales  procedente  de 
bienes  raices,  ó  pagar  anualmente  con  la  misma  anteb- 
cion  4000  reales  de  contribución  direí^  (3). 

tas9.— La  ley  exige  mas  garantías  al  elegible  que  ai 
elector,  no  obstante  que  por  lo  común  las  de  propiedad  sue- 
len ser  ilusorias  y  poco  eficaces,  pues  las  únicas  verdaderas 

(t)    Ibid.  art.  17. 
(S)    Ibid.  art.  f5. 
(3)    Ibid.  art.  4. 
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y  positivas  existen  en  la  composicioQ  del  colegio  electoral. 
La  circanstaiicia  de  eepafiol  equivale  á  la  cualidad  de 
miembro  del  estado  y  participe  de  ios  derechos  y  cargas  del 
ciudadano:  la  de  seglar  f&ndase  ea  la  convenieacia  de  alejar 
al  clero  de  los  aegocios  temporales,  si  bien  la  ley  utiliza  su 
influjo  en  la  poiitica  abriéndole  las  puertas  del  Senado  en 
donde  tienen  entrada  todos  los  elementos  conservadores  de 
la  sociedad:  la  edad  seOala  el  ingreso  del  ciudadano  en  la 
mayoría  legal  en  cuya  época  adquiere  la  plenitud  de  sus  de- 
rechoa  políticos  y  civiles «  y  la  renta  ó  la  contribución  son 
signos  de  propiedad,  y  esta  una  débil  garantía  de  indepen- 
dencia. 

La  renta  de  48000  reales  se  prueba  acreditando  el  inle^ 
rosado  haber  pagado  con  un  año  de  antelación  la  cuota  de 
contribución  directa  que  en  el  pn^lo  ó  pueblos  donde  radi- 
quen los- bienes  corresponda  á  dicha  renta.  La  contribución 
de  los  4000  reales  pruébase  acreditando  el  interesado  su  pa- 
go con  el  recibo  ó  recibos  de  las  respectivas  oficinas  de  Ha- 
cienda  (4 ).  • 

Para  computar  la  renta  y  la  contribución  á  los  elegibles 
se  observa  igual  jurisprudencia  que  hemos  expuesta  con  res- 
pecto á  los  electores  (S). 

«oss. — Bay  circunstancias  que  incapacitan  para  desem* 
pefiar  el  cargo  de  diputado  á  cortes :  estas  causas  de  incapa- 
cidad son  las  mismas  que  inhabilitan  para  el  ejercicio  del  de- 
recho  electoral  (3). 

!•••,— Otras  causas  hay  de  incompatibilidad  ya  absolu«> 
ta»  ya  relativa.  La  primera  consiste  en  la  prohibición  legal 
de  qercer  simultáneamente  el  cargo  de  diputado  y  desempe* 
fiar  ciertos  empleos  activos,  cuales  son: 

I.    Gapilanias  generales  de  provincia. 

•  II.    Comandancias  generales  de  departamento  de  marina. 

III.  Fiscalias  de  las  audiencias. 

IV.  Gobiernos  políticos. 

(1)    Ibid.  «rt.  5. 

(8)    Véase  nüm.  1092. 

(3)    Véase  Düm.  1095. 
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Y.    lülendencías  de  rentas. 

Los  qne  hallásdose  compreadidas  ea  algaaa  de  las  eUses 
mencíoaadas  faeren  elegidos  diputados,  debéa  optar  en  el 
término  de  un  mes  entre  este  cargo  y  el  empleo  qne  desem- 
peftan ,  contándose  el  plazo  desde  la  apnibaeion  de  las  actas 
de  los  respectivos  distritos  electorales.  Si  dentro  de  vn  mes 
no  optasen ,  se  entiende  qne  renancían  el  cargo  de  dipn* 
tado(4). 

La  ley,  pues,  no  príTa  de  la  cualidad  de  elegibles  i  les 
funcionarios  de  las  expuestas  categorías,  sino  que  ca  interés 
del  orden  público,  por  no  interrumpir  los  servicios  adminís'- 
trativos  mas  importantes,  ó  por  no  descuidarlos  durante  ia 
ausencia  de  sus  gefes,  pone  al  diputado  electo  en  la  fonosa 
alternativa  de  permanecer  en  su  puesto  ó  tomar  asiento  en  el 
Congreso.  No  sé  funda  la  incapacidad  en  la  oaluralesa  ooa- 
tradictoria  de  las  funciones  legislativas  y  administrativas,  sino 
en  la  imposibilidad  de  conciliar  el  deber  de  resMkücia  de 
aquellas  autoridades  con  la  presencia  del  diputada  en  la 
legislatura.  Por  eso  mismo  esta  incompatibilidad  ao  eom- 
prende  á  los  funcionarios  de  igual  clase  que  per  rasoa  de  sus 
empleos  residen  en  Madrid  (S). 

ttoo.— La  incompatibilidad  relativa  es  la  iahidiiUtaciou 
para  ser  elegidos  los  fuacionarios  de  provincia  d  de  etfas  de- 
marcadones  partiouiares  que  ejerzan  autoridad,  aiaado  poli- 
tico  6  militar  ó  jurisdicción  de  cualquiera  elase  en  ios  dls«* 
tritos  sometidos  en  todo  ó  en  parte  á  su  autoridad,  mando é 
jarísdiecion ;  y  si  estos  funcionarios  dejasen  sus  emphos  por 
renuncia,  destitución  úetra  causa,  tampoco  pueden  ser  ele- 
gidos en  diclios  distritos  basta  seis  meses  después  de  baber 
cesado  en  el  ejercicio  de  sus  empleos  (3). 

Fúndase  esta  incompatibilidad  relatira  ea  eil  temor  de 
que  las  autoridades  pudiesen  abasar  de  su  potestad  violen- 
tando la  conciencia  de  loseleetores,  si  se  presentaban  co- 


(1)  Ibid.  trt.  8. 

(2)  Ibid.  art.  9. 

(3)  Ibid.  art.  10. 
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mo  aftadidftios  en  el  lert itorio  sojeie  é  su  mando  i  Jaris- 
díoeioiik 

ii#t  .«^aáie  paedeser  dipuudo  por  des  ó  «as  diisirítM 
k  te  ná.  Si  ana  misota  {Persona  faose  elegida  en  ?arios,  de- 
be optar  aele  el  Gongrese  por  ano  de  etlos  deatre  de  ios  oefao 
dia»  ^guieotes  &  la  apreMÍeíoft  de  la  ultima  de  sus  actas  elec- 
teíata»,  SI  hniíiefe  side  admitido  come  diputado.  Si  no  bii- 
biese  side  admitido,  debe  optar  dentro  de  des  mdses  cantados 
AÉSde^ioba  aprebaoion ;  y  á  (alta  de  opción  beeba  en  los  pla^^ 
zos  designados ,  la  suerte  decide  por  qué  distrito  babrá  de  ser 
represenianie  (4). 

tiM.*^Bi  cargo  de  diputado  es  gratuito  y  velnatario,  y 
se  puede  renunoíar  anniss  y  después  de  babor  tomado  asiento 
en  el  Congreso  (3). 


tl<a.— -Lisus  elsetoralm.  i  l07.^Decí6íoDeo  del  gefe  poli* 

ll04*-«*Sa  formacioD.  tico» 

1105. — Su  permaneDcia.  1108. — Hecarsoá  las  audioocias. 

1106. — Sa  rectificación.  1109. — Ultimación  de  las  listas. 

Itie.- Sus  efectos. 


tt^s.-*-Los  electores  to  son  por  derecho  propio,  de 
suerte  que  la  administración,  inscribiendo  sus  nombres  en  la 
lista  electoral,  no  confiere  prerogátita  alguna,  sino  declara  la 
voluntad  tie  la  ley. 

11114.— Los  gefes  políticos  de  las  provfnctas,  oyendo  á  los 
alcaldes  y  Ayuntamientos  de  los  puebbs ,  recogiendo  de  las 
oficinas  de  Hacienda  los  datos  convenientes  y  valiéndose  de 
cuantos  medios  han  creído  oportunos  para  lograr  la  exacMud 
y  el  acierto  en  esta  operación  administrativa ,  formaron  las 
primeras  listas  electorales. 

tt95.— La  ley  las  declara  permanentes,  salvas  las  recti- 
ficaciones &  que  están  sujetas  cada  dos  aRos. 


(1)  Arl.  t«. 

(2)  Art.  13. 
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ito^.— Para  la  rectificacioD  bíeBoal  de  las  listas,  el  al- 
calde de  cada  pueblo,  asistido  de  dos  coocejales  nombrados 
por  el  Ayaatamiento,  revisa  las  respectivas  al  mismo  pueblo 
y  forma  una  nota  razonada  en  la  cual  expresa  circonstancia- 
damente  los  motivos  de  las  rectificaciones  qoe  propone. 

Esta  nota  debe  contener  con  separación  los  casos  en  que 
por  muerte,  mudanza  de  domicilio,  disminución  de  riqoexa 
ó  incapacidad  legal  hubieren  los  electores  perdido  su  dere* 
cho;  y  aquellos  en  que  por  razón  de  la  edad,  aumento  de 
fortuna,  adquisición  de  vecindad  ó  ingreso  en  ciertas  profe- 
siones le  hubiesen  ganado ,  cuyas  noticias  deben  ser  remi- 
tidas al  gefe  politice  dentro  de  los  quince  primeros  días  del 
mes  de  diciembre  anterior  al  año  en  qae  corresponda  hacer 
la  rectificación. 

El  gefe  político  con  presencia  de  todos  los  datos  hace  la 
primera  rectificación,  y  así  rectificadas  publica  en  los  quince 
primeros  días  del  mes  de  enero  siguiente  las  listas  relativas 
á  cada  distrito  en  todos  4os  pueblos  de  su  comprensión,  asig- 
nando en  su  caso  k  cada  sección  los  electores  domiciliados 
en  ella. 

Hasta  el  34  de  enero  son  admisibles  en  el  gobierno  politi- 
ce todas  las  reclamaciones  sobre  inclusión  ó  exclusión  inde- 
bidas, ó  sobre  cualquier  error  cometido  aunque  bajo  dos  con- 
diciones, á  saber:  que  las  solicitudes  vengan  docomentadas, 
porque  de  otro  modo  no  se  les  da  curso,  y  que  si  la  reclama- 
ción no  es  personal ,  la  intente  un  individuo  inscrito  en  las 
listas;  mas  el  sugeto  que  se  crea  con  derecho  á  ser  elector, 
puede  reclamar  la  inclusión  de  su  nombre  por  si  propio. 

En  los  trece  primeros  dias  del  mes  de  febrero  inmediato 
el  gefe  político  publica  una  relación  de  las  personas  cuya  ex- 
clusión se  hubiere  reclamado,  expresando  las  razones  en  que 
los  reclamantes  se  fundan.  Los  interesados  presentan  antes 
del  6  de  marzo  siguiente  las  instancias  documentadas  en  que 
apoyen  su  derecho,  porque  siendo  las  elecciones  una  materia 
favorable,  se  presumen  válidas  mientras  no  se  pruebe  lo  con- 
trario. 
1109.— Cumplido  asi  el  deber  de  dar  audiencia  k  los  ín- 
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leresados  y  habíeado  tornado  ya  el  asunto  el  caricter  de  liti- 
gioso catre  parles,  el  gefe  político  proauDcia  como  juez  ad- 
ministrativo y  decide  para  el  dia  4.^  de  abril  todas  Tas  cues- 
tiones relativas  al  ejercicio  del  derecho  electoral,  si  bien  con 
lacoodicíoa  precisa  deoir  previamente  al  Consejo  provincial. 
tt98.^De  eslas  providencias  puede  interponerse  recur- 
so de  apelación  ante  la  audiencia  del  territorio  por  los  in« 
teresados,  si  acuden  por  si  ó  por  medio  de  procurador  ó  me- 
ro apoderado  dentro  de  los  quince  primeros  dias  del  mismo 
mes.  La  audiencia  pide  al  gefe  politico  el  expediente  original, 
y  la  sala  manda  pasarlo  al  ministerio  fiscal  y  al  defensor  del 
recurrente,  á  cada  uno  por  un  solo  dia,  para  el  solo  efecto  de 
instruirse,  citándose  al  mismo  tiempo  para  la  vista  con  prefe- 
rencia á  cualquier  otro  negocio.  Hecha  relación  en  el  acto  de 
la  vista,  informan  de  palabra  el  ministerio  Gscal  y  el  defensor, 
y  la  sala  pronuncia  Inmediatamente  su  seateacla. contra  la 
cual  no  hay  oUerior  recurso;  Devuélvese  el  expediettle  ai  ge- 
fe político  dentro  dé  los  qüiüce  úftimos  tfias  del  mes 'de  hbril 
y  líbrase  al  recurrente  testimonio  da  ila^nleácia ,  si  ló  pidó« 
advirtiendo  que  todó^  los  f^rocedimie&los  se  consideran  de 
oficio. 

El  gefe  político  rectifica  las  listas  electorales  en  vista  de 
la  sentencia,  si  oon  arreglo  á  sa  coiitenido  hubiere  lagar  á  la 
rectificación. 

Parecía  mas  natural  que  el  débale  contradiotorío  suscita- 
do entre  el  gefe  politico  y  el  elector  agraviado  se  decidiese 
por  el  Consejo  provincial,  como  asunto  propio  de  su  compe- 
tencia &  fuer  de  tribunal  contencioso-administrativo.  Sin  em- 
bargo, considerando  que  al  fin  el  derecho  electoral  debe  po* 
nerse  bajóla  protección  de  una  autoridad  independiente,  re- 
solta menor  la  anomalía  de  conceder  á  las  audiencias  potes- 
tad para  enmendar  los  actos  del  gefe  político  ó  corregir  una 
simple  operación  administrativa,  que  extender  su  jurisdic- 
ción basta  reformar  las  sentencias  de  los  Consejos  provincia- 
les que  constituyen  verdaderos  tribunales  administrativos  de 
primera  instancia. 
limi.— El  dia  13  de  mayo  declara  el  gefe  político  ulli- 
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madas:  las  listas  electorales,  y  ya  ao  poede  hacerse  ftingODa 
alteracioa  ea  ellas.  La  ioscrípcíoii  en  las  lietas  declara  el  de- 
recho electoral,  de  suerte  qtte  soto  las  persoaas  idserilas  lie- 
neü  derecho  á  ?otar;  y  como  este  derecho  es  oadéiidivisi^ 
ble,  nadie  puede  estar  iascf)tt>  &  la  tez  eo  mas  deüB  disirKo 
ó  sección. 

ttil^.— Toda  efeccion  de  diputados  á  «cóiies<  eoalquieni 
que  sea  la  época  en  que  se  celebre ,  se  hace  preeisameiiie 
conrorme  á  tas  listas  ultimadas  ai  tiempo  dé  enpezar  la  elec- 
ción. 

Todos  los  trámites  son  invariables  y  toaos  los  plaoM  \iv*- 
minos  fatales  (4). 

itli.^FomiasdelaeleccioQ.  1118.— Proclamación  del  dípa- 
i  1 18.-^DÍTÍBion  en  distritos.  tado. 


li  II.— SeoeioBM  da  dínrilo.  1149.^Iiaef  a  al9ecioii. 

1 1  lé.-oGimstitneion  de  la  mesa.  1 1 20.— El  Congreso  decide  sobe- 
1 1  i  5.— «Votación.  ranameote  todas  las  coes- 

11  ie.-^B8cratittioi  pareiiles.  tiooes  «liclorales. 

lil7.-^Bscratínía  general.  llH^-^aruitíasdedrden. 

itti.«^LaB  foroias  de  la  deecto4  no  deben  aer  iadifereo- 
les  ni  arbitratiaSf  sino  tailca  q«e  aseguren  la  acción,  la  sin*- 
caridad  y  la  independencia  de  los  sufragios.  La  ley  señala  coa 
precisión  estas  foraias  qae  para  mayor  claridad  expondremos 
eon  separación,  segon  fueren  relativas  fa  6ada  uno  de  los  si* 
guientes  actas  ó  periodos  de  la  eteciten. 

1119.—  I.  BimUm  en  dtflrtto.^xEI  giobiemo,  eo  vir- 
tud de  aolorizacioQ  legislativa,  distribuyó  las  provincias  en 
tantos  distritos  electorales)  euantoason  los  diputados  que  cor- 
responden á  onda  una,  y  designó  los  pueblos  cabeuis  de  dis-* 
trito.  Esta  división  y  designaeton  no  paedea  variarse  sino  en 
virtud  de  una  ley,  porque  á  ellas  va  anejo  el  ejereieio  de  wi 
derecho,  y  los  derechos  no  deben  estar  á  merced  del  gobier- 
no (9). 

(f )    Lev  de  18  de  marzo,  tít.  iv. 
(2)    V&nse  loa  oilms.  »9  y  1 S  i . 
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lltS.--^CQaodo  los  cleclores  de  un  distrito  pasea  de  seis- 
ci'estos,  y  coaiido  excedicado,  ó  do,  de  este  número  no  pue- 
dan ir  fácilmente  é  votar  k  la  oabeza  del  distrito,  el  gefe  pe* 
lítieo  divide  este  en  seceiones  y  se&aia  los  pueblos  ó  ciárte- 
les que  han  de  ser  cabezas  de  sección ,  y  el  gobierno  aprueba 
ó  reetíGca  la  división  establecida»  la  cual  ao  debealfemrse 
ea  todo  ni  en  parte,  sin  la  aotorizaeioa  del  mismo. 

La  elección  se  hace  exclusivamente  en  las  jcabeaas  de  dis- 
trito ó  de  sección,  y  en  los  edificios  ó  locales  designados  por 
el  gefe  político  de  antemano. 

tti4.---  II.  Conitítutioñ  di  la  rneía.»: El  primer  diade 
elecciones  se  reúnen  los  electores  á  las  ocho  de  la  mañana  en 
el  sitio  señalado,  presididos  por  el  alcalde  de  la  cabeza  de  dis- 
trito ó  sección,  6  por  quien  haga  sus  veces.  En  seguida  se 
asocian  al  alcalde,  teniente  ó  regidor  que  presida,  en  calidad 
de  secretarios  escrutadores  interinos,  cuatro  electores  que  se- 
rán los  dos  mas  ancianos  y  los  dos  maa  jóvenes  de  entre  los 
circunstantes,  decidiendo  el  presidente  cualquiera  duda  acer- 
ca de  la  edad. 

Formada  asi  la  mesa  interina  empieza  la  votación  para 
constituirla  definitivamente.  Cada  elector  entrega  al  presi- 
dente una  papeleta  en  la  cual  nombra  dos  secretarios  escru- 
tadores ,  e(  presidente  deposita  el  voto  en  la  ama  á  presen- 
cia del  mismo  eieotor  cuyo  nombre  y  domicilio  se  anotan  en 
una  lista  numerada.  Esta  votación  debe  permanecer  abierta 
hasta  las  doce  del  dia,  excepto  en  el  único  oaso  de  haber  vo- 
tado todos  los  electores  de  la  sección  ó  distrito. 

Cerrada  la  votación  comienza  el  escrutinio  leyendo  el 
presidente  en  alta  voz  las  papeletas,  y  confrontando  los  se- 
cretarios escratadores  el  número  de  ellas  con  el  de  los  votan- 
tes; y  si  acerca  del  contenido  de  alguna  ocurriese  diicultad, 
cualquiera  elector  tiene  derecho  á  pedir  que  se  le  muestrCt 
para  verificar  por  sí  misoM)  la  exactitud  de  su  lectura. 

Concluido  el  escrutinio  qoedan  nombrados  secretarios  es- 
crutadores los  cuatro  electores  que  estando  presentes  al  acto, 
hubiesen  reunido  mayor  número  de  votos,  cuyos  secretarios 
bajo  la  presidencia  del  alcalde,  teniente  ó  regidor i  consCíta- 
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yen  la  mesa  defioitíva.  Si  el  escrutínio  no  diese  por  resulta- 
do nn  Damero  suficiente  de  escrutadores,  el  presideate  y  los 
elegidos  Dombrao  dé  eatre  los  electores  presentes  los  que  fal- 
tan para  completar  la  mesa,  y  en  caso  de  empate,  decide  la 
suerte. 

ttt&.-*.  III.  Fo¿acto».=Const¡tuida  la  mesa,  empieza 
la  votación  para  elegir  ei  diputado,  la  cual  dora  bástalas 
cuatro  de  la  tarde,  sin  que  pueda  cerrarse  antes,  ¿  no  ser 
que  hubiesen  concurHdo  ya  todos  los  electores. 

La  votación  es  secreta  y  se  hace  de  esta  manera.  El  pre- 
sidente entrega  una  papeleta  rubricada  al  elector,  quien  es* 
eribe  en  ella  dentro  del  local  y  á  vista  de  la  mesa,  ó  hace  es- 
cribir á  otro  elector,  el  nombre  del  candidato  á  quien  vota  y 
devuelve  la  papeleta  doblada  al  presidente  que  la  deposita 
en  la  urna  á  presencia  del  misn>o  elector;  cuyo  nombre  y  do* 
micilio  se  anotan  en  un  registro  numerado. 

A  las  cuatro  de  la  tarde  se  cierra  la  votación,  y  ei  presi- 
dente y  los  secretarios  proceden  acto  continuo  al  escrutinio 
en  la  forma  que  para  el  nombramiento  de  la  mesa  queda  di- 
cha; los  secretarios  escrutadores  veriUcan  la  exactitud  de  la 
lectura,  examinando  las  papeletas  y  cerciorándose  de  su  coa- 
tenido. 

Guando  una  papeleta  contuviere  mas  de  un  nombre,  solo 
valdrá  el  voto  dado  al  que  estuviere  escrito  en  priíner  lugar. 

Terminado  el  escrutinio  y  anunciado  el  resultado  á  los 
electoras,  deben  quemarse  áí  su  presencia  todas  las  pape- 
letas. 

La  mesa  forma  en  seguida  dos  listas  comprensivas  de  los 
nombres  de  los  electores  que  hayan  tomado  parle  en  la  vo- 
tación y  del  resumen  de  los  votos  que  cada  candidato  hu- 
biere obtenido,  autorizándolas  con  sus  firmas.  £1  presidente 
remite  una  al  gefe  político  por  expreso,  coya  autoridad  la 
manda  insertar  en  el  Boletín  oficial  de  la  provincia»  y  hace 
fijar  la. otra  anies  de  las  ocho  de  la  mañana  siguiente  en  la 
parte  .exterior  del  edificio  doade.  se  verifiquen  las  elecciones. 

El  pr«stdciiie  y  los  escrutadores  «xiieoden  después  y  fir- 
maüel  acta  dé  la  junta  electoral'  de.  aquel  día,  expresando 
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precisamente  en  ella  el  oimero  UH&I  de  elecloreá  que  hubie- 
re ea  el  distrito  6  secciob ,  él  liúmero  de  los  q^ie.  hayan  toma- ' 
do  parte  en  la  elección  ^  y  el  de  votos  obtenidos  por  cada  caü" 
didato* 

A  las  ocho  de  la  maftana  sigaieaCe  coniinúa  la  votacioii' 
hasta  las  cuatro  de  la  tarde,  sio  que  pueda  cerrarse  antes, 
salvo  si  todos  ios  elestores  hobíeseo  concurrido  i  emitir  sos 
sufragios,  repititedose  las  mianas  oftecacionea  que  en  el  dia  • 
anterior  se  practicaron.. . 

flita.-*  IV.  JÍ«rtt<imo./aYem(teftn8e  loe  escrotinit»^ 
parciales,  primeramente  en  las  se^oíoaeS'á  las  diezme  la  ma^ 
fiana  del  dia  siguienie  al-úkna»  deto'  vatanioni  pira  Jiaaer  el 
resumen  de  los  votos  etoítiAas  en  cada  ocAe^io  electoral,- de 
cuyafesoltado se exüeddb  nnacUt  tiois  filman  el piresideote. 
y  I09  secretarios  escrdtadorefi;  D0ea|a^et«;ae)sacan  dos  co-^ 
pías  certificadas^  una  de  las  coalas  j^  remiteral  presidente  de 
la  mesa  cúnsUtuida  en  1^  cabeza  def  distrito  «y  jQtra  sa  en*^. 
trega  al  escroladér  que  ^ubiepe.  obtenido  mayor  número  deí> 
votos,  para  que  concurra  con  ella  at  escrutinio  f  eoerai,  é  al 
quele  siga  en  ói'den,  si  por  jilsta  oátt«t  no  pndiese  desempe- 
flar  el  primero  dioh6  encargo»  En.  casó  de  empate-  enire  dos  ó 
mas  eserotadores,  decide  )a  suerte. 

fltt9.-«En  segundo  lugar,  precédese  alescrntiniogene-* 
ral  á  los  tres  días  de  haberse  hecho  la  elecoion.de  diputado 
en  la^ secciones,  en  el  pueblo  cabeza  de  distrito  ante  una  junn> 
la  compuesta  de  la  mesa  de  la  seociotí  de  dicho  pueblo  ó  de 
la  mesa  de  la  secckm  primera,  si  en  él  hubiere  mas  de  una, 
y  de  ios  secretarios  escrutadores  que  concurran  con  las  actas, 
particttiares  de  las  secciones.  El  presidente  y  secretario  de  kii 
sección  donde  se  celebra  la  junta,  desempeñan  estos  oficios 
en  la  misma. 

Si  por  enfermedad,  muerte  ú  otra  causa,  dejase  de  con- 
currir algún  escrutador  á  la  junta  de  escrutinio  general,  el 
presidente  de  la  mesa  respectiva  cuida  de  remitir  la  copia  del 
acta  que  aquel  debiera  llevar  consigo. 

Al  tiempo  de  hacer  el  escrutinio,  se  confrontan  las  dos 
Qopias  para  verificar  si  están  enteramente  conformes. 
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titB.^-^Heohó  el  resáttieo  general  de  les  votos  del  dietri*- 
te«  el  presidente  proclame  diputado  al  candidato  que  hubie- 
se obtenido  la  mayoría  absoluta  de  los  sufragios;  mas  si  d 
distrito  no  se  dividiese  en  secciones,  la  proclamación  se  iiace 
en  el  escra linio  qUe  restañe  la  vttadoa  diaria  át  aquel  co- 
legió. 

Si  en  el  primer  eserutíim  general  no  resallase  niogun 
candidato  cou  mayoría  absoluta^  el  prerideate  proclana  los 
nombres  de  los  que  han  obtenido  mayor  námtro  ée*  Totos^ 
para  que  se  proceda  entre  ellos  4  segunda  elección*  Síwifire 
empate ,  iodiríflOFe  la  suerte. 

ttt9.->-«La  segunda  etec(^B  se  verifica,  io  mas  tarde,  seis 
dias  después  de  haberse  terifieado  el  eseraüBio  geuenl,  á 
cuyo  efecto  el  alcalde  de  la  eabeta  del  4ÍstrKe  «Dttuttíea  las 
órdenes  oportunas  á  los  presidentes  Ae  las  ONsas.  Kstos  pu- 
blican la  elección,  vuelreu  á  reunirse  las  juntas  etectorales, 
constitáyense  las  mismas  mesas,  y  se  procede  en  fin,  ea  lo« 
das  las  operaciones  como  en  la  primera  eieeoiou. 

El  presidente  y  escrutadores  de  cada  sección  ó  distrito, 
y  el  presidente  y  vocales  de  la  junta  general  de  escrutinio, 
resuelven  cada  dia  definitivamente  7  4  ptnralidad  de  votos 
cuantas  dudas  y  reclamaciones  se  presenteu,  exprcsAudolas 
en  electa,  asi  como  las  resolaeioftes  motivadas  que  adeaca 
de  ellas  acuenien,  y  las  protestas  que^confra  estos  aoueidos 
se  hubieren  hecho. 

La  junta  de  escrutinio  general  no  tiene  facultad  para  zaxt* 
lar  ningún  acta,  ni  voto;  solo  ai  Congreso  pertenleee  este 
derecho,  porque  solo  el  Cougreso  tiene  potestad  pm  verifi- 
oar  ios  poderes  de  sus  miembros  y  constjtuine  después  de  k 
elección.  Pero  esto  no  impide  que  la  junta  haga  constare» 
so  acta  cuantas  reclamaciones ,  dudas  y  protestas  se  presen^ 
ten  con  tai  motivo,  debiendo  ademáscousigaar  su  propia  opi- 
nión acerca  de  dichas  reclamaciones,  protestas  y  dudas,  pa*« 
ra  que  con  pleno  conocimiento  de  causa  pueda  el  Cougresa 
resolver  definitivamente  aquellas  cuestiones. 

El  acta  original  de  la  junta  de  escrutinio  se  depesüa  cu 
el  archivo  del  Ayuntamiento  de  la  cabeza  del  distrito,  y  tres 
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capias  aotoruadas  por  el  pre;$ítf^Dte  y  los  secretarios  escru-^ 
tadoreg  se  reioiiOQ  al  gefe  ppliUco,  una  de  las  cuales  se  ar- 
chiva en  el  gobieroo  político,  otra  se  eleva  al^obierop,  y  la 
tercera  es  la  credeacial  del  diputado  electo* 

tt99.— El  CoDgreso  es  juez  ¿nico  de  las  coadícioues  de 
elegibilidad ,  y  en  este  sentido  veriüca  Iqs  poderes ,  comprae- 
ba  los  hechos,  confirnaa  las  operaciones  electorales,  anuíalas 
actos  y  proclama ^iiPiJ^ado  á •otro ^apur reate,  cuando  la  vior 
lacion  de  las  formas  esenciales  y  protectoras  de  la  libertad 
del  sufragio  y  de  la  verdad  do  los  votos  lo  requieren.  Sin  em- 
baído., como  el  dipttiado  atoólo  tíeao  A  3u  favor  la  pra^«<Mon 
legal»  es  admMdo  á  ^«fejad^r  la  l^gUi^oidad  de  «us  |)od^if^ 

ti9t.-*y.  Caran<iag(i«<tr£(ei».:=7Las jiinlas  electorales  90- 
loipoedsa  tratar  de  «leocienes;  todp  lo  denoás  que  en  ellas  se 
haga  es  nulo  y  de  niogun  v^lor,  sia.perjuicio  Je  proceder^, 
jiidi0Íaloieal0  contra  qi>iea  bAtbw^  lugar  por  cualquier  ex- 
ceso que  se  cooieta.  ta  r^oA  e^  que  tienen  un  mandato  de 
ltaB«leeleres  limilado  á  las  operaciones  electorales,  y  poroso 
su  autoridad  no  se  extiende  fjiieradelaa<estrecboa<coi^esv 
Solo  los  electores*  tes  att¡^prida(ies.ciiíijes  y  iQsayxiliftres 
qoeeLpiesidenie'eelfme  weosavip  llevar  ciousigo^  como,  res- 
poMablo  del  irdea  páblico  y  protactor  de  la  libertad  de  Ips 
dofragios,  iieoen  enirada  «eft  ias  juntas  electorales.  Niogpa 
6leclor««iftal(|4iieraque  sea*  ppe<le  presentarse  en  ellas  coa 
armas,  palo  ó  bastón;  el  infractor  debe  ser  expulsado  del  lo- 
ca) y  iH'ivado  del  voto  activo  y  pasivo  en  aquella  elección,  sin 
perjuicio  de  las  demás  |)eoas  á  que  bebiere  lagar;  precao- 
cioQ  de  la  ley  para  alajar  todo  peMjpro  y  aun  teda  sospecha 
de HUlmidacj^n  y  de  vioteacía*.  Las  autoridades,  sin  embar-> 
go«  pueden  usar  el  bastón  y  demás  insignias  de  su  ministe- 
rio, porque  sus  atributos  de  mando  no  son  el  isimbolo  de  la 
Coerza,  siao  de  reapeto  i  Ja  Uiy  • 

Al  preaidepte  de  las  juntas  electorales  toca  mantener  el 
árdea  en  aqael  rednto  bajo  su  mas  estrecha  respoosabili- 
dad,  á  cuyo  Un  está  revestido  de  toda  la  autoridad  oecesarla 
por  la  ley  electoral.  Su  poder  es  una  verdadera  excepción,  una 
potestad  de  privilegio  que  á  t^ntfii  seexUeodei  á  cuanto  el  le- 
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gíslador  determina:  fuera  de  aquel  acto,  de  aqael  tiempo  y 
de  aquel  lugar,  espira  su  autoridad  y  recobran  su  imperio 
las  leyes  comunes  (1). 

Articulo  4.® — tUtciotw.*  lyaTOaU». 


1 1  SS.-^Elecciones  parciales.  i  124.— Deberes  del  gobierno. 

1123.— Casos  en  que  se  verifican.    1185. — Espirita  de  esta  legida- 

cioQ. 


IIM.— Además  de  las  elecciones  generales  ó  extensiyas 
á  todo  el  reino ,  ocurren  con  r^ecaellcia  elecciones  parciales, 
es  decir,  particulares  á  cierto  distrito. 

1198.— Manda  el  gobierno  proceder  á elecciones  parcia«> 
les  de  diputados  á  cortes  en  los  casos  siguientes : 

I.  Cuando  un  diputado  renoncia  sú  cargo  ante  el  gobier* 
no,  mientras  se  halla  suspensa  ó  cerrada  la  legislatura. 

II.  Cuando  durante  las  mismas  circunstancias  ocarre  el 
fallecimiento  de  algún  diputado. 

iir.  T  cuando  lo  acuerda  el  Congreso. 
1194.— En  tales  casos,  el  gobierno  pobKca  en  la  Gaeett 
nn  real  decreto  convocando  á  los  electores  del  distrito  des-* 
tro  de  diez  días  contados  desde  qne  se  reciba  la  renuncia  del 
diputado,  la  noticia  oficial  de  su  dmerte  ó  el  acuerdo  del 
Congreso. 

Dentro  de  los  diez  dias  siguientes  á  esta  publicación  se 
inserta  en  el  Boletin  oficial  de  la  provincia  respectiva,  salvo 
en  las  Isla^  Baleares  y  Canarias  que  empezará  á  contarse  es* 
te  t)lazo  desde  que  tos  gefes  políticos  reciban  la  noticia  ofi« 
cíal  de  la  convocatoria,  sea  por  la  Gaceta,  ó  por  comnaica- 
tioti  directa  del  gobierno. 

La  elección  no  puede  hacerse  aán^s  de  los  veinte  días  si- 
guientes á  la  píublicacion  del  real  decretó,  ni  diferirse  mas 
de  treinta.  Sí  el  gobternorno  designa  el  día  fijo  de  la  eieccioD, 
lo  sefiala  el  gefe  político  dentro  de  los  plazos  establecidos» 

(1)    Ley  de  16  de  mcrzoi  lít.  v. 
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Eq  toda  elepeíoQ  pareial  se  observan  los  mismos  Irámitiss 
prescritos  para  las  elecciones  geaerales  (4 ). 

ttVft.— La  sana  íde^i  de  eoflaqaecer  el  ínQujo  del  gobier- 
no ea  esta  serie  de  elecciooes  sucesivas  que  por  ser  parcia- 
les despiertan  poeo  la  atención  geaeral ;  la  necesidad  de  so* 
meter  svs  actos á  una  regla  fija,  y  la  coovenieacia  de  subor- 
dinarlos á  UD  cierto  régimen  de  publicidad»  fueron  las  capsas 
de  esta  legislación. 

AKnCDlO  5.^— 1LUUCAVHM«. 

1196.— Beelecdones.  1199.— Gracias  qae  no  sajetan  á 

1197. — necesidad  dft  fijar  la  ja-  reelección. 

risprudencia.  1130. — Deber  del  diputado  agrá- 

11 98. —Empleos  de  escala.  ciado. 

1131.— Observación  final. 

9 

ttlM.— Los  diputados  que  admitan  del  gobierno  ó  de  la 
casa  real  pensión,  empleo  que  no  sea  de  escala  en  su  res- 
pectiva carrera,  comisión  con  sueldo,  honores  6  condecora- 
ciones quedan  sujetos  á  reelección  (9). 

1 IM.— La  jurisprudencia  parlamentaria  fué  siempre  muy 
vaga  y  aun  contradictoria  en  punto  á  la  declaración  de  los 
casos  comprendidos  en  el  anterior  articulo  constitucional,  de- 
cidiendo el  Congreso  haber,  ó  no,  logar  k  la  reelección,  se«* 
gun  el  pensamiento  dominante  de  la  mayoría;  pero  como es« 
tas  decisiones  ,  antes  que  cuestiones  de  partido,  son  ó  de- 
ben ser  la  rigorosa  aplicación  de  los  principios  de  justicia  y 
la  observancia  uniforme  de  las  reglas  de  conveniencia  pública, 
se  ha  creído  necesario  dictar  una  ley  que  desentrañando  el  es- 
pfritn  de  la  Constitución,  fijase  aquella  jurisprudencia. 
'1199.^  En  el  dia  se  consideran  empleos  de  escala  para 
los  efectos  de  la  Constitución : 

I.  Los  que  por  antigüedad  se  conceden  en  los  cuerpos  mí* 
litares  que  tengan  establecida  rigorosa  escala. 


(1)    Ley  de  16  de  febrero  de  1849. 
(9)    Constitución ,  arl.  9S. 
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II.  I4O8  tficensos  qiM  del  mismo  modo  se  ooAcedeo  eo  to- 
das las  carreras  en  virtud  de  leyes,  reglamenliDs  ddisposi* 
cioftes  generales  previamente  eslable^idas. 

III.  Los  ascensos  qae  se  eoBoedan  eo  coaiquíer  rmio  de 
la  administración  que  no  tengan  orden  rigoroso  para  obte- 
nerlos, con  tal  qae  sean  ai  grado  mmedialo  y  él  ascendido 
haya  servido  cinco  afios  en  el  destino  anterior. 

IV.  Los  ascensos  que  á  los  empleados  en  ima  depeaden* 
cía  se  concedan  dentro  de  la  misma,  siempre  qoe  no  se  alte* 
re  el  orden  de  prioridad  de  los  que  qucdcA  en  ella  y  hayan 
servido  tres  afios  en  el  deslino  anterior. 

V.  Todo  empleo  ó  destino  dado  por  oposieien ,  si  el  ele- 
gido obluvo  en  la  propuesta  el  primer  lagar. 

t  i9S. — No  están  comprendidos  entre  los  que  admiten  em- 
pleo del  gobierno  6  de  la  casa  real  para  los  mismos  efectos: 

I.  Los  que  son  trasladadosde  un  destino  á  otro  de  la  mis- 
ma carrera  que  tenga  sefialado  igual  ó  menor  suehio, 

lu  Los  diputados  á  quienes  se  declare  cesantes  y  jse  les 
repone  en  los  miamos  empleos  ú  otros  iguales  de  la  propia 
carrera  y  sueldo ,  antes  de  ser  disoelto  el  Congreso  para  el 
cual  fueron  elegidos. 

III,    jLos  que  obtienen  empleos  en  el  campo  de  hatalla. 
Tnmpooo  eslia  comprendidos  para  loa  efectos  expresa- 
do» entre  los  que  admiten  honores  ó  oondecoraciones  de  la 
casa  real: 

I.  Im  que  obtienen  condecorncioMs  en  la  orden  militar 
de  San  Becmenegildo. 

II.  Los  que  obtienen  en  juicio  oontredtctorio  la  crnzde 
San  Fernando  de  segunda  ó  cuarta  dase. 

III.  Lee  que  obtienen  grados,  honores  ó  condeooraciones 
anejas  á  ciertos  destinos  en  virtud  de  leyes,  reglameoMs é 
disposiciones  generales  previamente  establecidas. 

iv«  Los  que  por  suerte,  per  elección  de  los  gefes,  ó  á 
propuesta  de  estos  obtienen  honores  6  oondecoiaeíones  con-» 
cedidas  colectivamente  á  la  corporación,  ó  genéricamente  á 
la  acción  ó  servicio  que  se  premia. 

V.    Los  que  reciben  gracias ,  honores  ó  enndecoraciones 
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ctoloudu  en  anfermseí disposkioai»  itérales,  camo  pro- 
mioée  talanlo  6  de  adelaoUis  lachos  en  la  agricaltura^  artea, 
industria  y  comercio. 

▼I.  Los  que  obtienen  grados  ó  condecoraciones  en  el  caní" 
po  de  batalla. 

Tampoco  están  snjetos  á  reelección  los  dipnlados  que  hu- 
biesen recibido  empleo,  gracias,  honores  ó  condecoracio- 
nes, si  antes  de  la  declaración  del  Congreso  fuesen  nombra- 
dos ministros  de  la  Corona. 

Para  los  efectos  4e  la  ley ,  el  diputado  se  reputa  eeno  tal, 
desde  el  día  siguiente  al  del  escrutinio  general  en  que  fnere 
proclMoado. 

tt89. --Dentro  de  los  ocho  dias  sigoienles  al  nimbra- 
miento  para  su  empleo  ó  concesión  de  una  gracia  en  bvor  de 
cualquier  dipolado,  debe  éste  participarlo  al  Congreso,  es- 
tando abierta  la  legislatura ,  y  siendo  en  el  fnlermedio  de 
una  a  otra,  al  gobieroo  que  lo  hará  publicar  en  la  Gaceta. 
Los  iigraciados  deben  también  manüÑtar  al  Ciong^wo  sics^ 
tá  abierta  la  legislatura,  y  si  cerrada  al  gobierno  por  escrito, 
si  aeeptan  ó  renuncian  el  empleo  <4  condecoración  en^  I6f- 
mino  de  oofao  dias,  de  un  mes  ó  de  tres,  aegun  que  estuvie- 
ren en  la  corte,  en  la  Peainsula  6  en  el  extranjero.  £1  silen- 
cio se  ín^rpreto  pot  aceptacioo. 

Luego  que  coinste  la  aceptación  ei|)resa'ó  tácita  del  agra- 
ciado, haoe^el  Congreso  ia  declaración  oporiuaa  conforme  k 
aa  reglamento,  y  desde  este  mismo  instante  el  diputado  su- 
jeto á  reelección  deja  de  tomar  parte  en  sus  deliberaciones  (I }. 

ttSi.— *La  aceptación  -de  un  empleo  6  gracia {lor  un  di- 
putado iospm  justa  sospeeha  aeerca  de  su  independencia,  y 
por  tanto  debe  desnudarle  la  ley  de  su  carácter  para  que  voel* 
yaá  presencia  de  los  electores  >  quienes  le  favorecerán  otra 
vez  oon  sus  sufragios  si  todavía  le  consideran  acreedor  á  so 
confianza,  ó  le  reemplazarán  ooa4)tro  mas  digno,  si  ha  lle- 
gado á  perderla.  De  eKta  fácil  manera  se  concilian  los  inte- 
reses  de  la  administración  q«e  debe  ser  libre  para  tomar  á  su 

• 

(1)    Ley  de  16  de  febrero  de  1849. 
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servicio  las  capacidades  donde  quiera  que  las  encuentre,  y 
los  derechos  del  ciudadano  no  bien  defendidos  por  represen- 
tantes dóciles  á  los  halagos  del  poder. 

CAPITULO  XXV. 


De  las  eleccionen  proTliiotalen. 

1132.— Garantíts  para  ejercer  el  1141.— Fortnadela  elección. 

cargo  de  diputado  pro*  1142.— Votacioo. 

viocial.  1 1 43.-— Escrutioios  parciales. 

1133.— Censo  electoral  que  las  1144.— Escrutinio  general. 

determinan.  1145.— Aprobacioo  j  desaproba- 

1134.— Electores.  cion  de  las  actas. 

1135.— Elegibles.  1146.— Juicio  de  las  condiciones 

1 1 36. — Causas  de  incapacidad,  de  elegibilidad  y  decisión 

1 137. — lacompaiibilidades .  de  las  soüeitodes  de  exea- 

1138.— Gonvocatoriaparalaselec-  cion. 

cienes.  1 1 47.— Opción  de  los  diputados  y 

1 139.— Listas  electorales.  naeTss  elecciones. 
1 1 40.— Dirision  en  distritos. 


ttsv.— El  cargo  de  diputado  provincial,  si  no  es  tan  gra- 
ve como  el  de  diputado  á  cortes,  no  deja  de  requerir  condi- 
ciones análogas  de  aptitud  y  propiedad,  dos  constantes  garan- 
tías, según  la  ley,  de  toda  elección.  La  prbf tncia,  á  semejan- 
za detestado,  pide  ásus  administradores  cierto  grado  de  mo- 
ralidad, de  saber  é  independencia,  y  juzga  de  estas  cualidades 
por  los  signos  exteriores  qne  las  suponen ,  es  decir,  por  la 
educación,  la  profesión  y  la  riqueza. 

ttss.— De  aquf  nace  la  institución  de  un  nuevo  censo 
electoral  que  determina  las  circunstancias  necesarias  para  ser 
elector  y  elegihle  en  este  orden  intermedio  de  nombramiento 
popular,  cuyas  circunstancias  ni  deben  ser  tantas  en  núme- 
ro, ni  tan  rigorosas  como  se  eligen  en  las  elecciones  políticas, 
ni  tan  escasas  y  leves  cual  se  requieren  en  las  municipales. 

1184.— Las  Diputaciones  provinciales  son  nombradas  por 

los  mismos  electores  que  eligen  los  diputados  á  cortes,  k  co- 

yo  efecto  sirven  las  propias  listas  con  sus  últimas  rectifica- 
ciones. 
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ttSft.— Para  ser  diputado  promcial  es  preciso: 

I.  Ser  espa&ol  mayor  de  veinticinco  años. 

II.  Tener  una  renta  annal  procedente  de  bienes  propios 
qoe  no  baje  de  8000  reales ,  ó  pagar  500  de  contribnctones 
directas.  En  los  partidos  donde  no  bay  veinte  personas  con 
estos  requisitos,  se  completa  el  número  con  los  mayores  con- 
tribuyentes inscritos  en  las  listas  de  elegibles  para  los  Ayun- 
tamientos del  partido. 

lu.  Residir  y  llevar  á  lo  menos  dos  años  de  vecindad  en 
la  provincia,  ó  tener  en  ella  propiedades  por  las  cuales  se  pa- 
guen 4000  reales  de  contribución  directa  (4),  porque  .siendo 
las  Diputaciones  autoridades  .locales ,  conviene  localizar  la 
elección. 

itstt. — Las  causas  de  incapacidad  absoluta  para  ejercer 
el  cargo  de  diputado  á  cortes  (2)  inhabilitan  igualmente  para 
el  desempeño  del  de  diputado  provincial »  y  además ,  por  ra- 
zones de  conveniencia  pábiica,  tienen  incapacidad  relativa: 

I.  Los  administradores  ó  arrendatarios  de  fincas  de  la 
provincia  y  sus  fiadores. 

u.  Los  contratistas  de  obras  públicas  de  la  misma  y  los 
suyos. 

lu.  Los  que  perciben  sueldo  6  retribución  de  los  fondos 
provinciales  ó  municipales. 

IV.    Los  encargados  de  los  montes  de  la  provincia. 

11 S9. — El  cargo  de  diputado  provincial  es  incompatible 
con  los  empleos  de  jueces  de  primera  instancia,  secretario  y 
oficial  de  gobierno  político,  consejero  provincial,  contador, 
administrador,  tesorero  y  demás  agentes  de  la  recaudación, 
intervención  y  distribución  de  las  rentas  públicas-  é  ingenie* 
ro  civil  (3). 

De  las  exenciones  y  escosas  hablaremos  en  otro  logar. 

1189.— La  elección  de  diputados  provinciales  se  hace  en 
virtud  de  real  convocatoria,  si  fuere  general ,  y  de  orden  del 
gefe  politice  de  la  provincia,  si  parcial  solamente. 

(1)  Ley  de  8  de  enero  de  1845,  art.  7. 

(2)  VdiBse  los  DÜmeros  1073  y  1076. 

(3)  Ley  de  S  de  enero,  arC.  8. 
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Es  ana  operacian  pwramenie  adniniftrativa ,  eaMoaeion 
del  poder  discreccíoiial ,  aoDqve  subordinada  en  cnanto  á  su 
ejercicio  á  los  limite»  y  reglas  eslaUecrdas  por  la  ley. 

fltS9.-^EI  gefe  político  caída  de  poblioar  las  lislaB  para 
coQocimieQto  de  los  electores  y  las  remito  á  los^  alcaldes  de 
k»  pueblos  cabezas  de  distrito  electoral. 

1140. — Su  número  es  igaal  al  de  partidos  jadietales  en 
qne  se  divide  la  provincia.  Esta  división  becha  inmediata- 
mente  después  do  la  promvlgacíoa  de  la  loy  de  8  de  eaero, 
fae  aprobada  por  el  gobierno  y  debe  servir  para  todas  las 
elecciones  sacesivas  sia  varíacioa  alguna,  á  no  iatrodociíae 
con  autorización  del  mismo  coocedida  previa  la  instruccioa 
de  expediente. 

1141.— El  primer  dia  seftalado  para  la  votacbn  reánense 
los  electores  á  las  nueve  de  la  maftaoa  en  el  sitio  designado 
con  tres  días  de  anttcipaeioa  por  el' alcalde  de  la  cabeza  del 
distrito,  y  bajo  su  presidencia  ó  la  do  quien  haga  sos  veces,  á 
fin  de  constituir  la  mesa.  El  presidente  se  asocia  con  dos  elec- 
tores nombrados  por  el  mismo  de  entre  los  presentes,  y  abre 
la  votación  para  elegir  cuatro  secretarios  escrutadores  ea  la 
forma  dicha  al  tratar  de  las  elecciones  poUticas. 

1149. — La  votadon  es  secreta  y  dura  tres  dias,  salvo  en 
el  único  caso  de  haber  votado  aates  todos  ios  eleetoree  del 
distrito.  Las  operaciones  electorales  empieaafl  i  las  nueve  de 
la  maftana  y  termioan^  tas  dos  4e  la*  tarde. 

Cuando  las  papeletas  contienen  mas  nombres  qoe  les  pre- 
cisos, son  nulos  los  votos  dados  k  los  áltimos  sobrantes,  pero 
valen  los  de  tas  papeletas  que  contengan  menos  de  los  nece- 
sarios. 

1148.— El  escrutinio  es  parcial  ó  general.  El  primero 
consiflle  en  el  resumen  de  los  votos  que  el  presidente  y  los 
secretarios  'deben  hacer  á  las  diez  de  la  mafiana  del  día  sí- 
guíente  al  postrero  de  la  votación*  Este  eservtínio  equivale  al 
general  ó  de&nitivo,  sí  la  elección  se  háblese  hecho  solamen- 
te en  la  cabeza  del  partido  judicial,  en  cuyo  caso  se  verifica 
en  la  misma  forma  que  aquel  y  produce  iguales  efectos. 

1144.— Al  escrutinio  general  se  procede  seis  días  después 
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da.  babead  conduido  tas^eleceioiies  aole  el  Ay  uaUímeiilo  ple- 
no 4el  pueblo  cabeza  de  partido  bajo  la  presidencia  del  ge- 
ib  pelitíeo  4  de  )a  permaná  qjoe  dedígoare.  La  junta  de  escru- 
tínia  decbra  el  resaltado  de  la  toUoíoii  y  proclama  el  dlpoUr 
do  electo. 

tfl.4é.-»Elgefe  polkieo  oyendo  al  Consejo  provinciai  ei- 
liendeel  DombraoMenlo,.&i  do  baila  redamaciones  aieodibles 
ó  no  descubre  Tidí6s.en  la  elección  y  se  lo  participa  al  intere- 
sado. Si  por  el  codibrario  observa  nalidades  6  hay  reclamacia- 
nes  fundadas  contra  so  validez^  pasa  todos  los  docnnentoa  al 
gobierno  con  su  informe  y  oido  también  el  Consejo  provin- 
cial, para  que  declare  si  es  válida  aqnelki  ele^ion ,  ó  si  debe 
repetirse  en  todo  ó  en  parte. 

tt4«.-^€orresponde  á  la  misma  autoridad  decidir  Odn 
acuerdo  del  Consejo  proviocial,  si  el  electo  tiene  ,  ó  no ,  las 
cualidades  reqneridas  por  la  ley,  y  resolver  en  la  misma  for- 
ma las  solicitudes  de  exención,  dq  cuyas  providencias  pueden 
los  interesados  apelar  al  gobierno  &  quien  pertenece  dictar 
las  definitivas. 

tiM.-^BI  diputado  elegido  por  dos  ó  mas  distritos  debe 
optar  por  uno  de  ellos»  prOcediéBdose  ea  los  demás  á  nueva 
eieccioa.  También  bay  lugar  á  nueva  elección^  cqando  un 
diputado  cesa  por  cualquier  motivo  en  el  desempefio  de  so 
encargo,  fuera  del  casoea  que  solo  fallen  seis  meses  para  la 
renovación  ordinaria  (4). 

Tales  son  las  vwianftes  que  resaltan  de  la  comparación 
entre  las  elecciones  políticas  y  las  provinciales,  debiendo  por 
tanto  cohiar  loi^  vacioa  de  esle  capitulo  las  doctrinas  «x|iies  - 
lasen  et  anterior. 

CAPÍTULO  XXVt. 

Belaa  eleeetonea  mimiclpttlca. 

JláS.*-Bleoci0n    de    A-yunCa-    1149.— 'BoMnche  del  principio 
mientos.  popular. 

4149.— Los  Ayuntamientos  son  elegidos  por  los  vecinefii 

(t)    Ley  citada,  lit.  uí. 
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de  los  pueblos  qae  cod  arreglo  á  las  leyes  se  hallen  íaclai- 
d<M5  en  las  listas  electorales  (i). 

tt49.-— Coarorme  la  elección  va  draceodiendo  de  grado 
en  grado,  el  interés  del  elector  crece,  se  necesita  menos  ca- 
pacidad, la  importancia  general  es  menor  y  mayor  de  con- 
sigoiente  debe  ser  el  influjo  del  principio  popular^  Asi ,  las 
elecciones  municipales,  últimas  en  la  escala  de  este  derecho, 
son  también  las  mas  accesibles  á  la  muchedumbre',  porque 
el  censo  electoral  se  abaja,  y  las  condiciones  de  elegibilidad 
disminuyen  en  número  y  rigor. 

1150.— Bases  átl  derecho  elec*  1153. — GontribocioD. 

toral.  1154.— Su  evaluacioD. 

1 15 1.— Vecindad.  1155.— Capacidades. 

I  iSS.-^'If  dmcro  de  ehHstores  pro-  HBS^^Electores  incapaces. 

f^orcionado  á  la  escala  de  1 157.~£legibl€8. 

a  población.  1158. — Incompalíbilidades. 


tt&o.-— Fúndase  el  derecho  electoral  en  dos  bases  ó  con- 
diciones, á  saber,  la  vecindad  y  la  propiedad  ó  el  arraigo, 
como  signos  rara  vez  equívocos  de  aptitud  y  garantías  de 
una  elección  acertada. 

tt&t.— La  ley  considera  como  vecinos  en  este  caso  á 
todos  los  que  siendo  cabeza  de  familia  con  casa  abierta,  teo* 
gan  adem&s  un  afio  y  un  dia  de  residesoia  ó  hayan  obtenido 
vecindad  con  arreglo  á  las  leyes. 

tt&9.— El  censo  electoral  comprende  á  todos  ios  vecinas 
del  pueblo,  concejo  ó  término  municipal  que.  paguen  mayo- 
res cuotas  de  contribución  hasta  el  número  de  individuos 
que  determina  la  escala  siguiente: 

En  los  pueblos  que  no  pasan  de  sesenta  veeinos,  todos 
son  electores  escepto  los  pobres  de  solemnidad:  en  donde  no 
pasan  de  mil  hay  sesenta  electores,  mas  la  décima  parte  del 
número  de  vecinos  que  excedan  de  sesenta:  en  donde  no  pa- 

(1)    Ley  de  Sde  enero  de  1845^  art.  12. 
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saa  de  ciaoo  mil  hay  ciento  cincaeata  y  coatro  electores, 
mas  la  attdécima  parte  de  los  que  excedan  de  mil:  en  donde 
no  pasan  de  veinte  mil  hay  quinientos  diez  y  siete  electores, 
mas  ia  duodécima  parte  de  los  vecinos  que  excedan  de  cinco 
mil:  en  los  de  mayor  población  hay  mil  setecientos  sesenta 
y  siete  electores,  mas  la  décimatercia  parte  del  número  de 
«vecinos  que  excedan  de  veinte  mil. 

Por  manera,  que  la  extensión  del  derecho  electoral  está 
en  razón  inversa  de.  la  población  y  subordinada  en  cada  su- 
puesto  á  un  máximo  y  á  un  mínimo  que  son  correlativos  en 
todos  los  grados  de  la  escala. 

También  son  incluidos  en  las  listas  todos  los  que  con- 
tribuyen con  una  cuota  igual  á  la  mas  baja  que  en  cada 
pueblo  se  debe  pagar  para  ser  elector* 

1168,— La  cuota  se  estima  acumulando  todas  lasque  pa- 
guen los  contribuyentes  dentro  y  fuera  del  pueblo  por  con- 
tribucioi^  general  directa  y  los  repartimientos  vecinales  que 
satisfagan  para  cubrir  el  presupuesto  ordinario  municipal  ó 
provincial.  En  los  pueblos  donde  no  hubiere  contribuciones 
directas  ni  repartimientos  vecinales,  se  completa  el  núme- 
ro de  electores  con  los  vecinos  mas  pudientes. 

tt&4.— Para  evaluar  la  contribución  ó  la  renta,  en  su 
caso,  se  reputan  bienes  propios  los  que  aprovechan  al  elec- 
tor y  al  elegible  según  la  ley  de  elecciones  políticas  (4). 

ti&ft.— Disfrutan  igualmente' del  derecho  electoral  las 
capacidades  llamadas  á  ejercerlo,  en  las  elecciones  políticas 
con  dos  solas  diferencias,  nna  leve  y  otra  grave.  Es  la  una 
qne  los  tenientes  de  cura  párroco  votan  el  Ayuntamiento  y 
no  el  diputado  á  cortes,  cosa  muy  puesta  en  orden  ya  que 
de  esta  clase  hace  mérito  la  ley,  porque  menos  garantías  de- 
ben  exigirse  en  el  primer  caso,  que  en  el  segundo.  La  nira 
diferencia  consiste  en  que  los  empleados  activos  cesantes  y 
jubilados  participan  y  votan  asimismo  el  Ayuntamiento,  si  su 
sueldo  llega  á  40,000  reales  anuales,  mientras  que  solo  8»000 
les  exige  la  ley  para  s^r  elector  parlamentario. 

(i)    Vésse  el  udmero  1098. 
Tomo  L  37 
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La  jorisprudeDcia  do  está  aqof  de  acuerdó  con  la  legisla'- 
cien,  porque  es  ua  priaeípio  soperior  á  toda  controversia 
qae  las  garantías  de  los  electores  crecen  segon  la  inportan* 
cía  de  las  elecciones,  de  suerte  que  este  desvio  de  las  reglas 
de  administración  pública  ó  es  una  inconsecuencia  de  la  ley* 
ó  una  inadvertencia  del  legislador,  ó  en  fin  encierra  el  ocul- 
to pensamiento  de  dilatar  el  ejercicio  del  primero  de  los  de«- 
reehos  electorales  entre  una  clase  cuyos  hábitos  de  discipli- 
na y  posición  dependiente  prometen  una  ciega  sumisioa  i 
la  voluntad  del  gobierno. 

Los  electores  á  Ululo  de  capacidad,  si  pagan  la  cuota  ne- 
cesaria, son  incluidos  en  la  lista  de  los  mayores  contribu- 
yentes y  votan  en  calidad  de  tales. 

11  MI.— Declara  la  ley  incapaces  para  ejercer  el  derecho 
electoral  á  los  mismos  que  también  lo  son  con  respecto  á  las 
elecciones  políticas  (4 )  9  y  además  á  los  que  en  virtud  de 
sentencia  judicial  se  hallan  bajo  la  vigilancia  de  las  autorí* 
dades  (9). 

llft9.*~Son  elegibles  en  los  pueblos  que  no  pasen  de  se- 
senta  vecinos  todos  los  electores :  en  los  que  no  pasea  de 
mil,  las  dos  terceras  partes  de  los  electores  contribayentes 
comandóse  de  daayor  á  menor,  mas  todos  los  que  paguen 
cuota  igual  á  la  del  último  de  dichas  dos  terceras  partes.  En 
donde  excedan  de  aquel  número ,  la  mitad  de  los  electores 
contribuyentes,  mas  todos  los  que  paguen  cuota  igual  á  la 
del  último  de  dicha  mitad,  no  debiendo  bajar  nunca  de  cien- 
to dos,  máximo  del  caso  anterior. 

Además  de  estas  condiciones  do  elegibilidad,  se  requiere 
en  los  pueblos  que  pasen  de  sesenta  veoinos,  como  cualidad 
precisa  para  ser  alcalde  ó  teniente,  saber  leer  y  escribir,  sí 
bien  el  gefe  político  puede  dispensar  esta  cirennstancia  don- 
de lo  creyere  necesario. 

II&8.— No  solo  todos  los  que  la  ley  dednra  incapaces 
para  ejercer  el  derecho  electoral  lo  son  para  desempefiar  los 


(t)    Véase  d  número  1095. 

(2)    Ley  de  8  de  eaero  de  1845,  cap.  r. 
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oficios  de  Ajaatamieoto,  sino  tambieo,  por  raioo  de  iacoD* 
petibüídád,  las  clases  sigoítates: 

I.  Los  ordenados  m  saeris. 

II.  Los  empleados  páblicos  en  activo  servicio* 

III.  Los  que  perciban  sueldo  de  los  fondos  municipales  ó 
provinciales. 

lY.    Los  dipotados  provinciales  durante  su  encargo. 

Y.  Los  arrendatarios  de  los  propios,  arbitrios  y  abastos 
de  los  pueblos  y  sos  fiadores  (4). 

Sin  embargo,  la  incompatibilidad  de  las  personas  perte* 
nocientes  &  la  clase  tercera  y  quinta  no  es  absoluta  sino  re- 
hlíva,  porque  pueden  ser  individuos  de  otro  Ayuntamiento 
eoalquiera,  escepto  aquel  de  quien  perciben  sueldo  d  coyas 
fincas,  arbitrios  ó  abastos  llevan  en  arriendo. 

También  se  comprenden  en  esta  incompatibilidad  re- 
lativa: 

YI.  Los  escribanos  encargados  del  registro  de  hipotecas, 
poes  para  les  efectos  de  la  ley  de  Ayuntamientos  se  les  con- 
sidera como  empleados  públicos  (S). 

Yll.  T  los'priores  y  cónsules  de  los  tribunales  de,  comer- 
eio  por  euanto  ejercen  funciones  judiciales  en  virtud  de  real 
nombramiento  (3). 

No  así  se  hallan  incapacitados  los  poseedores  de  fincas  de 
propios  con  obligación  de  pagar  un  c&non  (4),  porque  no  son 
personas  que  vivan  á  merced ,  sino  verdaderos  conduefios  con 
el  Avnntamiento.  Sus  derechos  nacen  de  un  contrato  bilale^ 
ral,  y  sos  obligaciones  son  independientes  de  la  voluntad  de 
aquella  corporación* 

Tampoco  son  elegibles  j,  cuando  un  Ayuntamiento  fuere 
disnello,  en  la  primera  elección  ni  en  la  ordinaria  inmedia- 
ta, los  individuos  que  le  hubieren  compuesto  (5).  Guando  la 
capacidad  de  los  eleetores  y  elegibles  depende  del  estado  ci* 


(i)  Ley  de  8  de  enero  ,  art.  22. 

(S)  Real  tfrden  de  4  de  febrero  de  1S46. 

(3)  Beal  drden  de  4  de  abril  de  1 846. 

(4)  Real  drdeo  de  5  de  abril  de  184.5. 

(5)  Ley  de  8  de  eoero,  art.  24. 
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vil  de  las  personas  puesto  en  controversia,  siendo  los  tribu- 
nales comunes  los  únicos  competentes  para  conocer  de  estos 
asuntos^  la  autoridad  administrativa  no  puede  dictar  provi- 
dencia alguna  acerca  dé  inclusión  ó  exclusión  de  las  listas, 
sin  que  antes  resuelva  la  jurisdicción  ordinaria  la  cuestión 
prejudicial. 

Articulo  2 .  **  -^  \i'\%\a«  iUdomVtf^. 

ti59. — Formación  de  las  listas.     1161.— Beclificaciooes. 

1 1SO.-'Sa  permanencia.  il6ie.— Bfectos  de  la  inschpcioo. 

ttse.^Por  primera  vez  después  de  publicada  la  ley 
de  8  de  enero ,  los  alcaldes  asociados  &  dos  concejales  y  dos 
mayores  contribuyentes  formaron  las  listas  de  electores  y 
elegibles  con  sujeción  á  ios  datos  estadísticos  de  contribucio- 
nes y  repartimientos  que  les  habrán  suministrado  las  ofi- 
cinas de  Hacienda. 

tteo.— Estas  listas  una  vez  formadas  son  permanentes, 
salvas  las  rectificaciones  oportunas  qoe  hará  también  el 
alcalde  con  sus  asociados,  como  tribunal  competente  para 
juzgar  en  primera  instancia  todas  las  reclamaciones  acerca  de 
la  inclusión  y  exclusión  de  los  electores. 

ttttt.*-:Deben  ser  excluidos  los  que  hubieren  fallecido  ó 
mudado  de  vecindad,  é  incluidos  los  que  por  cualquiera  can- 
sa deban  entrar  en  el  goce  del  derecho  electoral  segon  la 
ley;  mas  aquellos  de  quienes  se  creyere  que  por  algún  mo- 
tivo han  perdido  aquel  derecho,  no  pueden  ser  eliminadas 
sino  después  de  citados  y  oídos,  si  se  presentasen  á  impug- 
nar la  exclusión. 

Las  listas  rectificadas  firmadas  por  el  alcalde  y  sos  aso- 
ciados se  exponen  al  público  todos  los  aftos  en  qoe  corres- 
ponde hacer  elección  general  desde  el  día  15  de  agosto  hasta 
el  31  inclusive.  Durante  este  plazo  se  hacen  las  reclamacio- 
nes por  omisión  ó  inclusión  indebidas.  Todo  elector  inscrito 
está  facultado  para  hacer  dichas  reclamaciones,  y  además  el 
omitido  que  se  presume  elector,  puede  pedir  su  personal  in- 
clusión. 
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Decididas  por  el  alcalde  y  los  asociados  las  reclamación 
nos  y  rectificadas  de  naevo,  vuelven  á  expoaerse  al  pábiico  el 
dia  40.de  setiembre.  Los  qae  no  se  conformen  con  la  decisión 
del  alcalde,  pueden  acudir  antes  del  20  siguiente  al  gefe  po- 
lítico, quien  decide  definitivamente  y  sin  ulterior  recurso 
hasta  eH  5  de  octubre »  oyendo  al  Consejo  provincial.  La  ley 
no  pone  en  este  caso  el  derecho  electoral  bajo. la  protección 
de  un  podjer  independiente  según  acontece  en  las  elecciones 
políticas  y  provinciales,  sin  embargo  de  que  la  garantía  de- 
biera ser  extensiva  á  todos  los  electores. 

La  competencia  de  aquella  autoridad  nace  de  que,  siendo 
formación  y  rectificación  de  las  listas  una  operación  admiais- 
trativa,  al  gefe  político  como  superior  gerárquico  toca  re- 
formar los  actos  de  sus  subalternos.  Al  dictar  estas  providen- 
cias la  ley  quiere  oigan  el  dictamen  del  Consejo  provincial, 
y  acaso  hubiera  sido  mejor  que  asi  como  el  alcalde,  juzgan- 
do en  primera  instancia,  se  asocia  á  cuatro  personas  y  forma 
con  ellas  un  tribunal  colectivo ,  asi  el  gefe  político,  decidien- 
do en  grado  de  apelación,  resolviese  efe  acuerefo  con  dicho 
Consejo. 

El  gefe  político  comunica  antes  del  25  de  octubre  sus 
resoluciones  al  alcalde,  quien  con  arreglo  á  ellas  ^publica 
las  listas  va  definitivamente  rectificadas,  las  cuales  sirven 
para  la  nueva  elección  general  y  para  todas  las  parciales  que 
ocurran  durante  los  dos  afios  siguientes.  Cuaiido  es  necesario 
completar  las  listas  con  los  mayores  contribuyentes  se  obser- 
van trámites  iguales  á  los  anteriores  (4). 

ttttV.— La  inscripción  en  la  lista  no  confiere  el  derecho 
electoral,  porque  emana  de  la  ley,  pero  regnla  su  ejercicio 
hasta  el  punto  que  solo  los  comprendidos  pueden  volar  para 
los  cargos  municipales:  los  no  comprendidos  no  votan,  aun 
cuando  tengan  los  requisitos  necesarios  para  ser  electores, 
pues  no  basta  poseer  las  cualidades  que  la  ley  exige;  es  pre- 
ciso además  acreditarlas.  La  inscripción  definitiva  en  la  físla 
de  los  elegibles  produce  también  una  presunción  de  elegibi- 

(1)    Ley  de  H  de  enero,  cap.  iii. 
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Üdad,  cuando  hay  (érmínos  hábiles  para  hadarla;  de  fuerte 
que  una  persona  inscrita  en  dos  ó  mas  pneblos  donde  ta- 
viere  casa  abierta,  aunque  «no  sea  vecino,  desempelia  el  car- 
go de  concejal  si  faere  elegido  en  algunos  de  ellos  y  no  bn* 
biese  recianado  su  exclusión  en  tiempo  oportuno;  y  ai  dos  6 
mas  le  eligen,  opta  por  cualquiera  (4). 

1 1 53.  —División  ea  distritos.  cienes  y  escotas. 

t  i64.~Elecc¡on.  1 1 68 Nulidades* 

i  165. — Escrutinio.  1 169. — Posesión  del  nuevo  Ayim- 
li66. — Elegidos.  laníeiito. 

11^7.-* Aprobación  de  las  actM  1170.— Vacanlea  de  regiderea. 
y  juicio  de  las  reclama- 

« 

ti «S.— En  los  pueblos  donde  no  corresponde  nombrar 
teniente  de  alcalde  ó  se  nombra  uno  solamente «  hay  un  solo 
distrito  electoral.  En  donde  corresponden  dos  ó  mas  tenien- 
tes,  el  pueblo  se  divide  en  tantos  distritos  cuantos  sean 
aquellos. 

El  alcalde,  oyendo  al  Ayuntamiento»  hace  la  división 
procurando  que  el  distrito  mas  numeroso  no  exceda  de  cin* 
cuenta  electores.  Esta  división  sirve  para  todas  las  elecciones 
sucesivas  y  no  puede  alterarse  sin  orden  del  gefe  político. 

El  28  de  octubre  á  mas  tardar  el  alcalde  anuncia  al  pú- 
blico, la  designación  de  los  distritos  y  el  sitio  y  hora  en  que 
deben  celebrarse  las  juntas  electorales. 

En  los  pueblos  que  no  tengan  mas  de  un  distrito  electo- 
ral,  los  electores  nombran  todos  los  individuos  del  Ayunta- 
miento; donde  hay  mas  de  un  distrito,  los  electores  nombran 
el  número  de  concejales  que  corresponde  al  suyo.  Este  nú- 
mero es  igual  en  todos,  excepto  cuando  el  de  concejales  no 
se  pueda  dividir  exactamente  por  el  de  distritos »  en  cuyo 
caso  nombran  un  concejal  mas  los  que  designe  la  suerte. 

11114. — Se  procede  á  la  elección  general  de  Ayuntamíen* 

(t)    Beal  orden  de  6  de  octubre  de  1846. 
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UM  60  todos  los  pueblos  de  la  Pealasala  é  bUs  adyaceales  el 
dia  1 ."  de  oofiembre ,  ca4a  dos  afios. 

El  alcalde,  y  doode  hobíere  mas  de  ua  distrito,  los  le- 
Bíeales  ó  regidores  por  su  órdea ,  presidea  el  acto  de  la  élec- 
cioD  (1)«  cuyas  operacioaes  sod  en  uq  todo  coaformes  k  las 
preseritas  por  la  ley  para  la  elección  de  los  diputados  pro* 
vioeiales  (S). 

ttoifc.— El  escruÜQÍo  general  se  verifica  &  las  diez  de  la 
mafiaaa  del  dia  siguiente  al  ¿Itimo  de  votación,  ante  el  Ayun- 
tamiento pleno  del  pueblo. 

tt^s.^Quedan  elegidos  concejales  los  candidatos  que 
hubiesen  obtenido  mayoría  relativa  de  votos  cualquiera  que 
sea  el  número  de  votantes,  porque  ni  la  ley  lo  fija,  ni  seria 
acertado  repetir  sin  necesidad  las  elecciones,  y  porque  ade* 
mis  el  elector  que  no  se  presenta  á  emitir  su  sufragio,  pa- 
rece delegar  sos  facultades  en  los  concurrentes  (3).  La  lista 
de  los  elegidos  se  expone  al  público  desde  eMO  de  novienn* 
bre  al  45  inclusive,  dorante  cuyo  plazo  pueden  hacerse  a| 
alcalde  las  redamaciones  y  presentársele  las  escusas  á  que 
hubiere  lugar.  El  dia  46  remite  esta  autoridad  al  gefe  poUti- 
co  él  acta  de  las  elecciones ,  la  lista  de  los  elegidos  y  una 
nota  de  tos  concejales  correspondientes  á  la  mitad  que  no  se 
renueva»  con  los  eipedientes  de  las  reclamaciones  y  escu- 
sas que  se  hubieren  presentado. 

tt«9.— £1  gefe  poUtico,  oyendo  al  Consejo  proviucial, 
decide  acerca  de  la  valides  de  las  actas  y  resuelve  las  recla- 
maciones y  solicitudes  de  escusa,  aun  cuando  los  reclamantes 
reúnan  la  circunstancia  de  haber  sido  nombrados  por  la  Co- 
tona alcaldes  ó  tenientes  (4).  Acaso  bobiora  sido  mas  propio 
conferir  la  facultad  de  resolver  unas  y  otras  i  los  Consejos 
provinciales  como  tribunales- de  primera  instancia  en  el  or- 
den contencioso-administrativo,  á  cuya  categoría  pertenecen 
todas  las  oposiciones  que  suscita  el  ejercicio  del  derecho 

(1)  Ibid.  cap.  iT. 

(2)  VeáseelDiim.  llil. 

(3)  Real  orden  de  16  de  enero  de  1846. 

(4)  Real  orden  de  23  de  octubre  de  iS4&. 
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electoral.  Entonces  el  gefe  político  denanciarla  el  tícío  ca* 
mo  administrador  y  le  juzgaría  como  presidente  de  aqael 
cnerpo. 

tt«8.— -Si  del  examen  de  las  actas  resaltase  nulidad,  es 
decir,  si  las  formas  de  la  elección  no  hnbiesen  sido  observa- 
das, ó  sus  condiciones  .legales  positivamente  infringidas,  el 
gefe  político  expide  sos  órdenes  para  que  se  subsane,  repi* 
lleudóse  la  elección  en  todo  ó  en  parte.  Si  están  arregla* 
das  á  la  ley,  se  procede  al  nombramiento  de  alcaldes  y  te- 
nientes entre  los  nuevos  concejales  y  los  antiguos  sin  dis- 
tinción (O* 

ttttB. — Todos  los  concejales  deben  presentarse  á  tomar 
posesión  de  sus  cargos  el  dia  i  .^  de  enero  previo  aviso  del  al* 
calde  saliente,  prestando  en  sus  manos  juramento  al  Rey,  á 
la  Constitución  y  á  las  leyes,  sin  que  este  acto  se  detenga  k 
causa  de  reclamaciones  pendientes  hechas  per  los  interesa- 
dos, primeramente  porque  toda  elección  se  presume  válida,  y 
en  segundo  lugar  porque  el  interés  público  exige  la  inme- 
diata instalación  del  Ayuntamiento.  Si  por  cualquier  motivo 
el  nuevo  Ayuntamiento  no  estuviese  nombrado  en  aquella 
época,  cotitinúa  el  antiguo  hasta  que  el  otro  pueda  insta- 
larse. 

11 90. — Las  vacantes  de  regidores  no  se  reemplazan 
mientras  no  falte  mas  do  la  tercera  parte  de  los  que  debe 
tener  el  Ayuntamiento,  en  cnyo  caso  se  procede  á  elección 
parcial,  nombrando  cada  distrito  el  concejal  6  concejales  qoe 
le  correspondan. 

La  suerte  decide  el  arden  numérico  de-  ios  regidores  y 
determina  los  concejales  que  deben  salir  en  la  renovación  de 
la  primera  mitad,  siempre  que  hay  elección  general  de  todo 
un  Ayuntamiento  (2). 


(1)  Véase  elniim.  344. 

(2)  Ley  de  S  de  enero,  cap.  ▼. 
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TITULO  II. 

DE  LOS  DERECHOS  DE  LA  ADMINISTRACIÓN  CON  RESPECTO 

A  LAS  PERSONAS. 


CAPÍTULO  I. 

Be  las  ^mafgmm  páiUleas. 

flTL^Gargispúblicts  en  gene-        li7S.— Su  divisioo. 
ral. 

ti9t— La  administracioa  tiene  grandes  deberes  qoe  cum- 
plir ;  mas  no  puede  llenarlos  de  modo  alguno  sm  derechos 
Gorrelalifos,  sin  medios  de  existencia  social ,  es  decir,  sin 
fuerzas  y  riquezas.  El  estado  es  un  ente  moral,  un  agregado 
de  individuos  y  fortunas  que  solo  subsiste  en  virtud  del  cam- 
bio de  servicios  entre  sus  miembros  por  una  parte,  y  por  otra 
entre  los  gobernados  y  el  gobierno.  Esta  cooperación  mutua 
constituye  los  vínculos  sociales ,  da  fortaleza  á  la  ley  y  crea 
los  poderes  públicos. 

1199.— Cada  hombre  ocupa  su  puesto  en  el  eslado^  y 
usando  discretamente  de  su  libertad  coatríbuye  á  la  armenia 
general.  Asi  todo  ciudadano  tiene  derecho  para  reclamai'  una 
parte  de  libertad  política  como  un  medio  de  conservación  y 
adelanto;  pero  también  en  cambio  tiene  derecho  el  estado  pa- 
ra imponerle  ciertas  cargas  y  exigirle  el  cumplimiento  de 
ciertas  obligaciones  que  representan  el  preiio  de  sus  servi- 
cios á  favor  de  las  personas  y  propiedades;  de  donde  dimana 
la  división  fundamental  de  las  cargas  páblicas  en  píruma* 
hs  v  reales. 

Las  primeras  obligan  al  individuo  ó  por  su  cualidad  de 
miembro  del  estado,  ó  por  la  de  habitante  de  una  provincia, 
ó  en  fin  por  la  de  vecino  de  tal  pueblo;  y  de  aquí  se  deriva  la 
subdivisión  de  las  cargas  personales  en  generales ,  provin- 
cíales  y  concejiles. 

Consagraremos  este  titulo  al  examen  de  dichas  tres  clases 
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dé  cargas  públicas  considerándolo  como  el  complemento  de 
la  doctrina  expuesta  en  el  anterior  j  aplazando  el  esiodio  de 
las  reales  para  otro  lugar,  pues  se  enlazan  natnralmente  con 
el  tratado  de  las  cosas. 

CAPÍTULO  n. 

Del  servielo  militar. 

1173— Faerza  ptfMiea.  flT6.-«en  Espáfia. 

1174. —Su  antiffiía  organizacioD.  1177. — necesidad  presente  deque 
1 1 75.  —Origen  del  ejército  perma-  el  servicio  militar  ceasli- 

nenie  en  Europa.  tuya  una  profesión. 

ttis. — ^Aunque  los  gobiernos  deben  ser  eseoclahaonte 
racionales  y  apoyarse  en  el  comua  asentimiento  de  los  pue- 
blos, todavía  necesitan  una  faerza  pública  que  comprima  las 
tentatÍTas  de  algún  malévolo  en  el  interior,  y  defienda  el  ier» 
ritorio  de  cualquiera  invasión  enemiga. 

1114.— En  otros  tiempos  la  milicia  no  era  una  profesión, 
porque  todo  ciudadano  corría  á  la  defensade  su  patria  e^  pe. 
ligro,  y  en  cesando  tornaba  á  sus  bogares.  La  guerra  organi* 
zaba  las  legiones  y  la  paz  las  desarmaba.  No  se  conocía  la 
institución  del  ejército  permanente  que  introdujo  el  aparato 
bélico  en  el  seno  de  las  mas  pacificas  citidadeSi 

tt9&.— Carlos  YII,  rey  de  Francia,  fue  quien  dio  los  pri- 
meros pasos  para  modificar  el  sistema  militar  de  Europa^  imi- 
tándole todos  los  debías  soberanos,  porque  cada  principe  se 
creyó  en  la  necesidad  de  defenderse  contra  una  nación  siem«- 
pre  armada;  y  sí^on  miras  ambiciosas  ó  por  ciiaiqviera  Ga«- 
sa  aumentaba  alguno  su  ejército,  los  otros  le  segniaa  en  pro- 
porción igual,  para  mantener  el  equilibrio  de  fuerzas  imagi* 
nado  en  la  política  como  garante  de  la  mutua  independencia 
de  las  naciones. 

ti9«.-*Las  poderosas  huestes  con  que  k»  reyes  de  Cas- 
lilla  combatieron  á  los  moros  componíanse  de  gente  allegadi- 
za. Acudían  los  nobles  al  llamamiento  del  monarca «  fenían 
los  ricos- homés  con  sus  vasallos,  y  los  pecheros  tomaban  las 
armas  en  los  conceíos  y  villas  y  militaban  en  sus  mesnadas, 
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Ó  en  un  solo  cuerpo  á  las  órdenes  del  alférez  mayor  de  los 
peones  concejiles,  ó  bien  sallan  á  campaña  bajo  las  banderas 
de  sus  gremios  ú  oficios.  Las  leyes  imponían  á  todo  habitante 
la  obligación  de  mantenerse  y  costear  las  armas,  y  la  de  ser- 
TÍr  tres  meses  cada  afio,  componiendo  los  nobles  la  eaballeria 
y  formando  la  infantería  los  plebeyos. 

Este  método  tan  imperfecto  debia  hacerse  imposible,  cuan- 
do  la  perfección  de  las  maniobras  militares  y  los  adelantos  en 
todos  los  ramos  del  arte  de  la  guerra,  unidos  á  la  necesidad 
de  un  grado  mayor  de  libertad  civil  que  los  progresos  de  la 
industria  requerían,  erigieron  la  milíeia  en  una  profesión  con 
MIS  estodiqs  y  apreuditaje,  é  inclinaron  las  ideas  de  los  go-- 
biernos  h&cia  el  establecimiento  de  las  tropas  fijas  y  regladas. 

La  política  también  entró  por  mocho  en  estos  cálculos, 
porque  veían  los  soberanos  en  la  institución  del  ejército  per- 
manente un  medio  seguro  de  abatir  el  orgullo  de  la  no* 
bleza  y  ensalzar  so  autoridad  y  su  poder,  como  sopo  hacerlo 
el  cardenal  Jiménez  de  Cisneros  en  pro  de  la  corona  de  Cas- 
tilla, mientras  fue  gobernador  del  reino. 

Ta  los  Reyes  Católicos  habían  ensayado  aquel  sistema  con 
el  establecimiento  de  las  hermandades ,  especie  de  tropa  des- 
tinada á  ejercer  un  serricio  de  protección  y  seguridad  en  los 
caminos  y  despoblados;  pero  Cisneros  fue  mas  allá  mandando 
alistar  un  cierto  número  de  hombres  de  cada  pueblo  que  de- 
bían disciplinarse  los  días  de  fiesta,  y  granjeándose  la  volun- 
tad de  los  gefes  con  pagarles  su  salario  del  tesoro  público* 

Estos  proyectos  sufrieron  fuertes  impugnaciones  princi- 
palmente por  parte  de  los  grandes,  y  no  se  ¡realizaron  por 
completo  hasta  el  advenimiento  de  la  casa  de  Austria,  en  cu- 
ya época  cesaron  los  apellidos,  el  servicio  militar  de  los  no- 
bles se  convirtió  en  pecuniario  con  el  nombre  de  lanzas,  y 
empeftadoB  los  españoles  en  las  guerras  de  Flandes,  sin  nece- 
sidad de  peleat  con  enemigos  interiores,  cesó  definitivamen- 
te el  sistema  antiguo. 

Entonóos  se  reemplazaba  el  ejército  con  reclutas  volunta- 
rios que  causaban  muy  considerables  gastos  y  desertaban  con 
facilidad,  y  con  la  contribución  de  un  hombre  6  dos  por  cien- 
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to  del  veciodarío  del  oslado  llano,  sacados  por  eleecion,  sor- 
teo ó  de  la  mejor  forma  que  los  paisanos  hallasea  de  prestar- 
se á  dicho  servicio,  debiendo  los  elegidos  ser  mozos  solteros* 
y  sin  que  les  fuese  permitido  eximirse  de  aquel  cubriendo  sa 
plaza  con  otro,  ó  poniendo  sustituto. 

Adem&s  de  las  tropas  de  linea  habla  otra  clase  llamada 
milicias  provinciales  sumamente  útiles  al  estado,  porque  no 
le  gravaban  en  tiempo  de  paz,  y  en  tiempo  de  guerra  contrU 
bulan  en  unión  con  las  anteriores  á  la  defensa  de  la  patria;  mas 
en  época  reciente  desapareció  este  resto  de  nuestro  antiguo 
sistema  militar ,  confundiéndose  boy  todas  las)  tropas  en  on 
solo  ejército  que  se  considera  dividido  en  dos  cuerpos»  uno 
destinado  al  servicio  activo  y  otro  á  la  reserva  (4). 

ti99.^Hoy  descansa  el  sistema  militar  de  Europa  en  la 
institución  del  ejército  permanente ,  ni  puede  ser  otra  cosa. 
Solo  en  los  pueblos  bárbaros  son  todos  los  hombres  soldados, 
pues  en  la  misma  civilización  antigua  esencialmente  guerre- 
ra, la  milicia  formaba  una  casta  ó  raza  privilegiada  fc  la  cual  le 
estaba  prohibido,  como  deshonroso  y  servil,  el  ejercicio  de 
toda  profesión  mecánica.  Y  ahora  que  la  sociedad  se  funda 
en  la  rehabilitación  del  trabajo»  debe  ser  y  es  en  efecto ,  mas 
incompatible  con  la  vida  industrial  de  las  naciones  servir  al- 
ternativamente á  la  patria  en  el  taller  y  en  el  campamento. 

Añádese  á  esto  que  si  basta  el  entusiasmo  de  las  tropas  ir- 
regulares y  de  la  gente  colecticia  para  rechazar  del  territorio 
una  invasión  enemiga,  cuando  las  guerras  son  lejanas  nece* 
silanse  ejércitos  disciplinados  y  aguerridos,  soldados  vete- 
ranos acostumbrados  á  la  obediencia  pasiva,  á  las  privacio- 
nes de  la  campaña  y  á  seguir  la  voz  de  sus  gefes. 

El  arte  de  la  guerra  oo  consiste  solamente  en  el  fácil  ma- 
nejo del  arma ,  en  la  exactitud  de  los  movimientos  y  en  la 
precisión  de  las  maniobras;  es  una  profesión  distinta  de  las 
que  se  ejercen  en  el  seno  de  ta  paz ,  la  cual  necesita  instru- 
mentos adecuados  al  objeto.  La  primera  condición  de  la  vic-  * 
toria  es  un^buen  ejército,  y  no  se  forma  un  buen  ejército  sin 

(I)     Real  decreto  de  7  do  setiembre  de  1846. 
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tiempo  bastante  para  que  el  soldado  bisofto  se  posea  de  las 
cualidades  propias  del  veterano,  y  adquiera  aquel  grado  de 
educación  á  que  llaman  espíritu  militar. 

He  ahf  las  causas  por  qué  hoy  no  puede  haber  ejércitos 
compuestos  de  gente  allegadiza  ni  empeñada  en  la  milicia 
por  breve  tiempo.  El  gobierno  que  tal  sistema  introdujese,  co- 
íocaria  á  su  nación  en  un  estado  de  inferioridad  con  respecto 
á  los  demás  estados  y  principalmente  con  relación  á  sus  ve- 
cinos. 

Articulo  1,® — 0\)\iV&^dotk  ílA  uWvcVo  mlUax. 

1178.  — Obligación   del  servicio        1179. —Es  una  carga  igual, 
militar. 

tt99.»«Todo  español  est&  obligado  á  defender  la  patria 
con  las  armas  cuando  sea  llamado  por  la  ley»  (4),  cuyo  artí- 
culo constitucional  es  el  fundamento  del  servicio  militar. 

Dedúcese  de  su  literal  contesto  que  prestar  dicho  servicio 
es  un  deber  del  ciudadano,  y  es  también  un  derecho,  porque 
no  obstante  que  la  Constitución  declara  prerogativa  de  la  Co- 
rona el  mando  de  la  fuerza  armada ,  todavía  necesita  el  Rey 
autorización  especial  de  las  cortes  para  admitir  en  el  reino 
tropas  extranjeras  (2). 

CoUgese  asimismo  que  no  es  una  obligación  personal, 
pues  la  ley  no  distingue  entre  el  servicio  prestado  por  sí  mis- 
mo ó  por  tercera  persona,  de  donde  se  infiere  la  libertad  de 
la  sustitución  ajustada  á  reglas  tales  que  no  ceda  en  daño  de 
los  individuos  ni  del  estado. 

ttVS.— La  ley  aplica  el  principio  de  la  igualdad  lo  mis- 
mo á  la  contribución  de  sangre  que  &  la  de  dinero,  por  cuya 
razón  llama  al  servicio  á  todos  los  ciudadanos,  y  toma  de  entre 
ellos  el  número  de  soldados  que  necesita  designando  la  suer- 
te las  personas,  é  imponiendo  á  todos  sin  distinción  la  nece- 
sidad de  sufrir  este  gravamen,  pues  nadie  que  después  de  la 


(1)  GoDstitacion,  art.  6. 

(2)  Art.  46. 
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poblicaeioQ  de  la  ley  de  reemplazos  hobiere  entrado  en  la 
edad  de  diez  y  ocho  afios,  puede  obtener  empleo  ni  cargo 
público  sin  acreditar  que  satisfizo  sa  deuda  al  estado,  babíen- 
do  servido  por  si  ó  por  medio  de  sustitoto/si  le  cupo  la  suer- 
te, &  no  estar  legalmente  exento  (4 ). 

La  ley  de  reemplazos  prescribe  una  serie  de  operaciones 
relativas  al  sorteo,  empezando  por  formar  el  padrón  general 
de  vecinos  y  concluyendo  por  la  entrega  de  los  quintos  en 
caja,  las  cuales  vamos  á  exponer  con  la  separación  debida. 


1180.— Reemplazos.  1 1 84.-- Rectificación. 

1 181  .—Empadronamiento.  1 185.— Agravios. 

1182.— DmsioD  en  distritos.  *  1186.— Gompeteocias  sobre  alis- 

1 183.— Alistamiento.  tamiento. 


tt9#.— Distioguense  los  reemplazos  en  ordinarios  y  ex* 
traordinarios:  aquellos  son  los  que  se  verifican  anualmente 
en  época  fija,  y  estos  los  que  ocurren  durante  el  mismo  afio 
en  períodos  inciertos.  Repútaose  como  la  continuación  de  los 
primeros  y  se  ejecutan  conforme  á  las  mismas  reglas. 

1191. — La  primera  operación  preparatoria  para  todo  sor- 
teo es  formar  un  censo  general  de  los  habitantes  de  cada 
pueblo  y  su  territorio.  Este  censo  ó  padrón  debe  comprender: 

I.    Todos  los  vecinos  de  cualquier  edad  y  sexo. 

IL  Los  moradores  de  los  caseríos,  huertas  y  haciendas  y 
demás  estancias  comprendidas  en  el  término  municipal. 

lU.    Los  que  accidentalmente  se  hallaren  ausentes. 

IV.  Los  individuos  de  cualquier  estado,  edad  y  seso  que 
dependiendo  del  pueblo  donde  se  hace  el  padrón ,  residan 
en  otros  sirviendo  de  criados  domésticos^  ó  destinados  á  la 
labranza  ú  otras  ocupaciones,  ó  aplicados  á  los  estudios,  ó  al 
aprendizaje  de  algún  arte  ú  oficio.  A  estos  se  les  pone  la  nota 
de  ausentes  con  expresión  del  punto  donde  se  hallan  y  coa 
qué  motivo. 

(1)    Ley  de  2  de  noviembre  de  tS37,  art.  112. 
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Se  eDiíende  qoe  dependen  de  un  pueblo: 

I.  Los  que  tienen  habitación  ó  casa  propia  6  arrendada 
en  el  mismo  con  verdadera  vecindad',  aunque  residan  tem- 
poralmente en  otro  y  tengan  también  en  él  casa  abierta. 

II.  Los  que  están  sujetos  á  la  potestad  de  su  padre  veci* 
no  del  pueblo. 

iif.  Los  que  sin  hallarse  en  ninguno  de  los  casos  predi- 
ehos,  no  líevan  un  afio  de  residencia  fuera  del  pueblo  de  don- 
de  son  naturales  ó  fueron  sus  padres  últimamente  vecinos, 
contando  este  afto  desde  i  .^  de  enero  del  anterior  al  en  que. 
se  forma  el  padrón. 

lY.  Los  que  aun  coando  lleven  mas  de  un  afio  de  residen* 
eía  foera  del  pueblo,  no  prueben  con  certificación  del  Ayun- 
tamiento de  aquel  en  que  residen ,  estar  comprendidos  en  so 
alistamiento. 

T.  Las  que  hallándose  en  las  mismas  circunstancias  de  mas 
de  un  año  de  residencia  fuera  del  pueblo,  hayan  manifestado 
por  escrito  al  Ayuntamiento  su  ánimo  de  continuar  pertene- 
ciendo á  él,  manifestándolo  sucesivamente  en  el  mes  de  ene* 
ro  de  eada  afio,  so  pena  de  no  recobrar  la  dependencia  perdi« 
da  sin  volver  á  residir  por  otro  afto  en  el  mismo  pueblo. 

y.  También  deben  ser  comprendidos  en  el  padrón  los 
expósitos  y  huérfanos  recogidos  en  los  asilos  de  beneñcen«> 
cía  de  la  sección,  distrito  ó  pueblo  á  que  los  establecimientos 
pertenetcan;  mas  si  los  hospicianos  tuvieren  padres ,  deben 
ser  alistados  en  los  pueblos  donde  estos  se  hallaren  avecin« 
dados  (4). 

tt99.-^Los  pueblos  de  mucho  vecindario  pueden  dividir* 
se  en  varios  distritos  para  los  efectos  de  la  ley  de  reempiaxos 
á  juicio  de  los  Ayuntamientos  y  con  aprobación  de  las  I>ipn«> 
taciones  provinciales.  Entonces  cada  distrito  debe  contener 
por  lo  menos  quince  mil  almas  y  considéranse  como  un  pue- 
blo á  parte,  dirigiendo  todas  las  operaciones  relativas  al  sor- 
teo una  sección  del  Ayuntamiento. 

También  se  verifican  separadamente  las  operaciones  del 

(1)    Real  Ordeo  de  9  de  abril  de  1841 
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reemplazo  hasta  la  declaración  de  soldados  y  suplenles  y  sa 
entrega  en  caja  (0#  cuando  el  distrito  del  Ayuntamiento  se 
compone  de  una  ó  mas  poblaciones  jrennidas  ó  dispersas  con 
el  nombre  de  lugar,  feligresía  ú  otro  cualquiera  coa  demar- 
cación de  territorio  propia  f  conocida. 

Hecho  el  padrón  se  saca  un  extracto  en  el  cual  se  mani- 
fiesta el  número  de  personas  que  contiene,  incluyendo  los  in- 
dtviduos  expresados,  pero  no  los  ausentes  por  dependencia 
de  otro  pueblo.  El  extracto  se  forma  á  presencia  del  Ayunta- 
.miento,  y  firmado  por  sus  individuos  y  el  secretario  responsa- 
bles de  su  exactitud  ,  se  remite  á  la  Diputación  provincial  en 
los  ocho  primeros  días  del  mes  de  enero. 

tt98.-*En  los  siguientes  diasdel  mes  de  febrero  se  forma 
el  alistamiento  tomando  del  padrón  general  todos*  los  indivi- 
duos que  siendo  españoles  y  solteros  ó  viudos  sin  hijos,  se  ha- 
llen el  dia  30  de  abril  del  año  en  que  se  hace  el  alistamiento, 
en  la  edad  de  diez  y  ocho  ájreinticinco  aftos  cumplidos.  La 
inclusión  de  los  viudos  no  se  entiende,  sin  embargo,  con 
aquellos  que  habiéndose  casado  cuando  tenian  ya  la  edad  de 
veintidós  aftos,  enviudasen  después  del  34  de  diciembre  pr6* 
ximo  precedente;  pero  si  serán  comprendidos  los  casados  y 
ordenados  in  sacris  menores  de  veintidós  afíos  en  dicho  dia; 
y  los  distinguidos  del  ejército  é  individuos  de  la  adminis- 
tración militar;  y  ios  enganchados  para  las  banderas  de  Ul- 
tramar, todos  los  cuales,  si  salen  soldados,  cubren  plaza  por 
los  pueblos  á  que  pertenecen  (S);  y  los  maestros  y  oficíales 
de  las  fábricas  de  artillería  (3);  y  los  procesados  criminal- 
mente sin  perjuicio  de  sos  causas  (4)  y  en  fin  los  mozos  que 
dependen  del  pueblo  donde  se  hace  el  padrón,  aunque  residan 
en  otro. 

A  todos  los  mozos  comprendidos  en  el  alistamiento  se  les 
anota  á  la  margen  la  edad,  separándolos  por  categerias  de 

(1)  Real  orden  de  6  de  junio  de  tS4& 

(2)  Reales  órdenes  de  3  de  junio  de  iSZS,  á  de  jallo  de  i339  y  5 
de  mayo  de  1842. 

(3)  Real  orden  de  10  de  noviembre  de  1839*. 

(4)  Real  orden  de  20  de  seliombre  de  1839. 
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diez  y  ocho  aftos,  diez  y  aaeve  y  asi  sacesivameote,  siempre 
con  relación  al  30  de  abril,  pues  el  i*^  de  mayo  e& el  dia  en 
que  se  entieadea  publicados  los  reemplazos  taato  onliiiarios 
como  extraordioarios. 

Para  la  mayor  exactitud  de  este  acto  concorrea  al  Ayao* 
lámiealo,  sentándose  entre  los  regidores,  los  pirrocos  ó  per* 
sonas  que  diputen,  con  los  libros  parroquiales  á  fin  de  sami- 
nistrar  las  noticias  que  se  les  pidan  y  consten  de  sos  registros* 

Los  concejales  y  el  secretario  firman  el  aliátamiento^  ce- 
lebrando á  puerta  abierta  las  sesiones  relativas  á  su  forma^ 
cion. 

Concluido  el  alistamiento  se  exponen  al  público  copias  en 
los  parages  acostumbrados,  cuidando  de  que  permanezcan  fi«* 
jadas  á  lo  menos  por  espacio  de  tres  dias. 

1194.— En  el  primer  dia  festivo  del  mes  de  marzo,  y  pré« 
tío  anuncio  al  público  para  la  concurrencia  de  los  interesa- 
dos, se  bace  la  rectificación  del  alistamiento  >  satisracíendo  las 
reclamaciones  personales  ó  lasque  expusieren  los  padres,  cu^ 
radores,  amos  6  parientes  en  grado  conocido  de  aquellos,  ya 
en  cuanto  á  su  propia  exclusión,  ya  con  respecto  fc  la  inclu*- 
sion  de  otros  y  á  la  edad  anotada  &  cada  uno.  El  Ayuntamiento 
oye  breve  y  sumariamente  á  las  partes  y  admite  en  el  acto 
las  justificaciones  que  se  le  ofrezcan,  determinando  á  pluralí- 
dad  absoluta  de  votos  lo  que  crea  justo.  Si  las  justificaciones 
no  pudieren  darse  en  el  acto,  porque  deban  practicarse  en 
otros  pueblos,  ó  porque  haya  necesidad  de  pedir  documentos 
lejos  de  alli,  debe  sefialarse  un  término  prudente  dentro  del 
cual  se  practiquen,  y  entretanto  no  se  altera  el  orden  del  alis« 
tamiento. 

Guando  algún  concejal  tuviese  hijos,  hermanos  ó  parien^ 
tes  sujetos  al  servicio  de  quintas,  no  puede  decidir  sus  recia* 
maciones  personales ,  debiendo  ser  sustituidos  en  aquel  acta 
por  un  regidor  del  último  Ayuntamiento  que  la  suerte  de- 
signe (1). 

Si  no  fuere  posible  terminar  la  rectificación  en  aquel  solo 

(1)   Real  6rden  de  6  de  julio  de  IS4r». 
Tono  I.  38 
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di« ,  eoalüiuari  ea  los  festi^oi  siguieaMs  sin  intérnipowt 
hasta  coaohiirla. 

ntdA.^Los  ioterdsados  que  se  eonsiderea  agraviados  por 
la  providencia  del  Ayantaniieoto  deben  expoaeHo  asi  por  C8- 
erílo  eh  el  término  do  dos  días  á  contar  doade  la  fecha  de 
la  deaisioii,  pidiendo  oerlificodo  para  apoyad  sa  qeejai  cuyo 
docvmeótose  extiende  oon  audiencia  Terbal  del  slnidico  y 
previa  citación  reciproca,  y  se  lescutrega  dentro  de  los  tres 
siguientes  al  de  la  presenlacion  del  escrito,  síh  exigirle  dere- 
chos y  anotando  el  de  la  deroluoíon^ 

Dentro  de  otros  diez  acude  el  interesado  al  Consejo  pvo*- 
vincial  presentando  el  oertiticado  del  Ayuntamiento,  sin  el 
coal,  ó  pasado  dicho  término  oo  se  admite  sü  instancia,  i  no 
ser  en  qoeja  de  que  se  le  niégalo  retarda  indebídanaeiHe  ta 
certififcaeion. 

£1  Consejo  provincial  resuelve  ei  el  acto«  á  m  ncieesíta 
mas  ílostracion,  el  espediente;  pero  si  reqoiriese  mayor  ins- 
trucción, ordena  el  curse  que  debe  seguir,  fijaitdé  ios  plazos 
puramente  necesarios  según  las  circunscancias.  Estos  acuer- 
dos son  ejecutorios,  salva  la  facultad  del  gobierno  para  admi^ 
tir  los  recursos  extraordinarios  que  le  elevan  las  partes  oon^i^ 
tra  las  providencias  de  dichas  corporaciones.  El  gobierno,  en 
vista  de  estos  recorsos ,  y  oyendo  á  alguno  de  sos  cuerpos 
consultivos  si  lo  cree  cotiveDiente«  revisa  f  enmietada  ó  anub- 
la los  acuerdos  y  resoluciones  de  los  Consejoe  píovineíatos 
contrarios  á  la  ley  (4 ). 

t iMk--Cuando  ooorre  eompei^ncia  entre  dos  ^  mas  pne^' 
blos  pretendiendo  cada  cual  inctaír  &  un  moto,  si  después  de 
pasarse  mutuos  oñcios  no  se  aviniesen,  remiten  los  expedien-^ 
les  respectivos  á  la  Diputación  de  la  provincia  que  decide  el 
asunto,  si  todos  pertenecen  á  la  misma;  pero  si  correbpondeil 
á  dislialas,  no  logrando  ponerse  de  acuerdo ,  resuelvo  el  go««> 
bierno.  Si  antes  de  eibpeear  el  sorteo  lo  se  terminase  la  cues«* 
tion,  el  mozo  es  comprendido  en  todos  los  pueblos  que  le  dis« 

R  (1)    Real  decreto  de  25  de  abril  de  1844,  y  ley  de  4  de  octubre  do 
1846 — Véase  el  udmcro  463. 
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pQteüySía  ph-jaicR»  de  ei^tar  á  la  ptofrdettcíá  de  la  aMOridad 
competeQle(4). 

il87.-^Sorteo  general.  1190.— BecUmacíooes. 

1  t8S.-  Sti  forma.  I  f  91.-*SorMos  parciáléi^. 

1 1 89. — Responsabilidad. 

ttd9.-^RecUfidado  é)  ali^ámieoto  se  saca  utia' lidia  dé 
lodos  loa  motos  eompfendrdo^  tú  la  edad  de  diez  y  ocho  j 
diez  y  naeve  aftos;  otra  de  los  de  vetule  y  veintiuno,  y  otra^' 
tfes  separadas  de  los  ¿e  veibltdos,  veiotitres  y  veitititüatro.' 
El  prf  mer  domingo  del  mes  de  abril  se  hace  el  dtíñto  general 
en  toda  la  Penlnsola  é  Islas  adyacentes  sid  detenerlo  por  eiá- 
gnn  motivo.  Empieza  el  acto  á  las  siete  de  la  maftaáa,  pue- 
de sospendefse  duraftte  tina  hora  al  medio  |dia  y  al  ponérsie 
el  sol;  pero  estas  saspensibnes  no  deben  admitirse  sino  con*^' 
cluido  el  sorteo  da  la  clase  pendiente,  cóntínüáiidose  el  dia 
siguiente  ó  siguientes  necesarios  para  terminar  la  operación. 

1198. ^Primeramente  se  sortean  los  mozos  comprendí^ 
dos  en  la  primera  áérie,  y  déápaes,  por  sn  orden  sucesivo  y 
con  nomeracion  separada,  los  de  la  segunda,  tercera,  coarta 
y  qninta.  El  acto  es  público  presidiéndolo  el  Ayuntamiento. 
Los  nombres  y  los  números  se  escriben  en  papeletas  iguales 
que  se  introducen  en  globos  y  estos  se  depositan  en  una  ur- 
na. DoSBiftos  menoreáde  dicfz  allesy  aattin  el  uno  \é&  bolas 
que  contienen  los  números,  y  el  otro  las  que  cemprenden  fes 
nombres.  El  síndico  lee  estos  en  alta  voz,  y  el  presidente  pro- 
nuncia en  seguida  el  número  leyéndolo  de  igual  modo.  Las 
papeletas  se  Aianifiestan  á  los  demSis  individuos  def  Áyern- 
tamiento  y  aun  á  los  interesados  si  quieren  verlas. 

li^H.-^Los  Ayuntamientos  soú  responsables  por  la  ile^» 
galidad  de  esta  operación  que  debe  conducirse  con  toda  fór"^ 
malidad  y  exactitud,  y  el  secretario,  al  extender  el  acta,  cui- 
da do  anotar  escrupulosamente  los  nombres  y  los  números  en 

(1)    Ley  de  tde  noViembfe,  Caps,  ii,  tu  y  iv. 

t 
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l^t^a  conforme  vayau  salieado.  Eslas  actas  se  firinaa  por  el 
Ayuotamieato  y  secretario. 

ti80. — No  se  admile  reclamacioD  alguna  sobre  íqcIusíod 
ó  exclusión  de  individuos  que  no  hubiere  sido  propuesta  al 
hacer  la  rectificación  del  alistamiento;  pero  si  puede  ser  in- 
cluido ó  excluido  cualquiera  por  resulta  de  su  solicitud  pen- 
diente. 

ttst. — Cuando  se  ext^luye  al  reclamante,  si  se  hubiese 
hecho  ya  el  sorteo,  descienden  sucesivamente  tqdos  los  nú- 
meros posteriores;  y  si  debe  ser  incluido,  se  le  sortea  con 
otros  tantos  números  cuantos  son  los  comprendidos  en  lasé* 
fie  á  que  corresponde ,  debiendo  verificarse  después  nuevo 
sorteo  entre  él  y  el  mozo  que  hubiese  sacado  un  número  igual 
en  el  primer  sorteo  general.  Verificada  la  extracción,  toma 
el  primer  número  el  mozo  á  quien  tocó  conservar  el  que  te- 
nían antes  los  dos,  el  otro  le  sigue  en  orden  y  todos  los  de- 
más ascienden  un  grado  de  la  escala. 

Si  fueren  mas  de  uno  los  iocluidos,  se  practica  lo  mismo 
hasta  llegar  al  tercer  sorteo,  el  cual  debe  verificarse  para  ca- 
da individuo  por  separado  (iy  ^ 

Ningún  sorteo  legalmente  hecho  se  renueva  ni  anula  por 
reclamación  extemporánea  sobre  inclusión  ó  exclusión  de  in- 
dividuos en  los  alistamientos  (2).  • 

ÁRTicino  4.* — ^l^e;YaT\.\tAiU<alo  At  (\u\uV)ft. 

itdS.^Repartimientodequiíitos.    1194.— Deberes  de  lai  Diputa* 

ilV3.-*Reclaiiiacione8.  ciones  proviocialea. 

1195.— Forma  ael  repartimieoto. 

ttst.— Es  atribución  de  las  Diputaciones  provinciales 
señalar  á  los  Ayuntamientos  el  cupo  de  hombres  que  les  cor- 
responda para  el  reemplazo  del  ejército  (3),  á  cuyo,  fin  piden 
oportunamente  los  extractos  de  la  población,  y  reunidos  lo- 
dos los  de  la  provincia ,  con  la  rebaja  de  cuatro  habitantes 

(f)    Ley  de  S  de  DOviembre ,  caps,  t  y  vi. 

(í)    Real  drden  de  18  de  febrero  de  1839. 

(3;    Ley  de  8  do  enero  de  1845,  art.  SS.-^Véase  luim.  463. 
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por  táñik  ¡Dserilo  en  ta  Diatríeála  de  hombres  de  mar,  haoea 
el  repartimiento,     r 

ite9. — Los  AtfíQtámiealos,  j  aun  K)S  particulares,  pue^- 
den  reclamar  ante  las  Diputaciones  contra  cualquier  fraude 
cometido  con  el  objeto  ile  ocultar  la  verdadera  población ,  pe- 
ro sin  que  esto  suf¡peii<ta  ni  dilate  la  ejecución  del  servicio. 
Las  Diputaciones  mandan  instruir  e(  eipediente  necesario 
para  justificar  la  queja  por  los  medios  mas  breves  que  les  dic^ 
te  su  prudencia,  y  roánttantfo  el  fraude,  recargan  el^  copo  del 
pneblo^cülpáMe  en  éioéo  décimas  por  cada  entero  ocnhado^ 
y  por  las  fraeeiones  lo  que  faite  basta  completar  el  entercl; 
rebaj&ndose  estos  quintos  del  oupo  general  de  la  provincia; 
si  no  estuviese  hecho  ya  el  repartimiientaentre  sus  pueblos,  y 
en  caso  contrarío ,  se  rebajan  en  el  primer  reemplazo  inmC'* 
diato,  en  el  cual  deben  tomara  en  cuenta  las  fracciones  del 
recargo  que  hubiesen  quedado  pendientes.  La  enmienda  de 
los  agravios  causados  es  sin  perjuicio  de  la  responsabilidad 
de  sus  autores  á  quienes  puede  el  geTe  político  castigar  ó  so- 
meter al  tribunal  competente. 

1194. — Sí  las  Dipuiacioaes  proviacíales estuviesen  reuni- 
das al  tiempo  de  recibir  eldecreto  para  el  reemplazo,  ejecu** 
tan  el  repartí  miento  dentro  de  ocho  dias;  si  no  lo  estuviesen, 
el  gefe  polilico  las  convoca  señalando  para  su  reunión  el  dia 
mas  próximo  posible,  según  la  distancia á  que  se  halle  el  pue- 
bla oías  J^js^a?  4Ql'^q<9Íoil>o  de  los  diputados ,  y.d^sde  este 
di^:3Qcuaotím  l^aocbp*      ...     ,,  j  ,     . 

ii9Jí^.— El  r^^artimiefito  se  hace  por  enteros  y  iécim^ 
partes,  de  manera  que  se  Siefialen  á  cada  pueblo  los  hombres 
que  debe  dar  y  las  décimas  que  le  toquen  sortear  con  otros 
según  las  fraccipive^  que  resuítef^,  ó  pprlos  habitantes  que  1^< 
sobran  después  de  los  correspoodientea  al  número  de  ente- 
ros, ó  porque  no  tenga  el  número  suficiente  para  dar  un  sol- 
dado. 

Para  que  ta  carga  se  lleve  con  igualdad ,  si  algún  pueblo 
no  tuviese  e)  númisro  de  habitaAtes  necesario  para  dar  una 
décima,  se  reúne  su  población  con  la  de  otro  ú  otros  que  se 
bailen  en  igual  caso  y  tengan  el  número  bastante  para  dar- 


)«i;  y  09  b»bíte()olois,  ct^n  ^l  q^  teoga  mayor  fra^km  daa-^ 
pues  de  designados  sos  eoteroá  y  décimas ,  decidi^iMlo  wsQf^ 
teo  coál  debe  4ar  una  décioia.  Fuera  4d  QStqs  auos  110  m .ba- 
ce  aprecia  4e  las  fraociaaes» 

La  Dipotai^ioa  provincial  dispone  loa  pvaUoa  4410  bao  da 
aoriAar  los  quebrados  aol^re^i,  de  podo  .900  e|  sorteo  se  ve- 
rifique 090  eada  dia%  déoMMe  ffitra  dar  uo^nAero-  BJ'árdep 
nomécice  eeiala  los  pnebloa  que  /debep  cooU'ibak  fleo  el  aol- 
dado,  si  tíeoeo  nezes  de  la  ípiioiera  serie,  y  sioo  el  aigoicAlQ 
haaia  lencotttrar  looaos  de  la  edad  de  diea  y  echo  y  diez  y  jaoe* 
ve  afios;  y  si  otegaoo  kubiese  en  aquellos  pueblos^  *ae  ob* 
serva  la  misma  regla  eee  raspéelo  i  las  series  aucesivaa*  ES'- 
ios  sonase  se  verificao  á  puerU  abierla  y  previo  aaeocio  al 
públieo  eea  veiaUcoairo  hmr^  de  aoiUcipaciea  á  Ip  meaos. 

Foi»a(ÍEado  el  reparlinieelo  se  iiaprine  y  comonica  ft 
los  pueblos  (A). 

1196. — Declaración  de  soldados.  ISOf  .—en  razones  de  efaidad' 

1 1 97 .— Inicio  de  exenciones.  .  i  80 2. -«Aclaraciones. 

4t9S. -^Canias  de  exeacion.  tSOSt^DeolarainoodesapWptsa. 

ii99«-^ExQncior)es  fondadas  hn  I S04.— Conducción  de  qniotos. 

incapacidad  física.  1S05. — Deberes  del  comisionado. 
ISeo.— en  principios  de  {ostioia. 

f  HM.-^Becibido  en  cada  pueblo  el  «upo  correspoodieii- 
te«  lo  publica  sin  tardanza^  citando  k  todos  les  mocos  alista^* 
dos  para  qoe  se  presenten  el  primer  dia  festivo  sígafeDle  en 
el  parage  qoe  se  les  designe,  si  median  tres  días  naturales  i 
lo  menos  desde  el  anuncio.  Además  de  este  aviso  general ,  se 
cita  personalmente  á  los  mozos  que  teogan  los  números  pri* 
meros  y  á  sns  suplentes  hasta  en  número  cuáároplo.  SI  los 
mozos  no  pueden  ser  habidos,  se  cita  á  su  padre  ó  nnuire, 
curador,  pariente  mas  cercano  r  amo  ó  persona  de  quien  de* 
pendan. 

Rennido  el  Ayuntamiento,  procede  á  la  declaración  da 

<!}    Ley  citada ,  capa,  ti  f  vii. 
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SQldii4o^  p%ra  lo  01)^1  Itaatív  ^1  mpiio  de  diez  ;  ocip  ^  die^^y. 
Qneyé  dfio9  fue  te¡Qgi^  qI  qúowo  primejro  de  9a  s6ri§  y  ^e  le 
mide  á  preseocja  de  los  concurreates.  Sí  ao  lleg»  á  la  aiar<^ 
de  cinco  piea  meo<^  nn^  pui^ada  sia  caUad»,  se  Ifi  e^luye  y 
es  llamada  el  avimecp  galeote.  $i  Aieoe  la  talla  necesarta»  a^ 
a^9^  asi  y  se  proceded  exámea  de  la^  otras  isualidade^* 

fltS9.«<'-^a  seguida  ej^poneel  moxo  ú  otra  persoaaqaf^ 
le  f aprésente  ^qs  ra^ne»,  fi  las  tavie^re,  para  ser  excluida 
del  servicio,  admítiéodose  ea  el  acto,  tanto  al  propoaeqte ,  con 
19^  ^  quijeoes  le  coairadíga^,  las  jastifi^aciones  que  otNiaean 
y  los  docamentos  que  exhiban ;  y  el  AyantamieDto,  eyeada 
al  st^díoo,  decide  áploralidad  absolota  de  votos,  declaraodo 
al  ma^o  soldado  ^  exclaido,  Esta  declaración  aa  puede  sps- 
penderse,  ni  aun  con  el  protesto  de  esperar  k  testigos  ausea*^ 
tes^  pues  loa  ¡Atereíados  debea  estar  prevenidos  de  aDteuwi- 
no  y  disponer  en  tiempo  sus  medios  de  defensa.  Para  bacer 
Ja  de  libieirtad  dehea  ser  cüado^  ea  persopa  ¿«n  la  de  ans 
padrea,  caradores^  etc.  otros  de  los  números  siguientes  qua 
completen  el  cuadruplo  á  lo  menos  del  de  soldados  que  faln 

leo  ^davia  por  declaran •  Sí  la  exclasiou  se  Cauda  aa  inu^i* 
dad  para  el  servicio  por  eafermodad  BoWria  ó  delecto  fisiaa 
visible,  se  declara  la  exclusión  conviniendo  los  intereaada^t 
sí  AO  ooayieoea,  se  praelicaa  au  ei  acto  les  recooocioi lentos 
oporioAos  por  los  racuilativosiombradosporel  Ayuatamiear 
m,  loa  cuales  4ebea  hallarse  preaeotasp  Ib^fos  emiun  su  jui^ 
ció  en  una  declaración  jurada,  y  tp^noea  ae  admite  4;erti6ca« 
pión ,  informe,  oí  atestado  para  juatifiiVir  acbaque  ó  enfer- 
medad, que  uo  cooate  hecha  baja  luramenio  y  ea  virtud  de 
maadalo  judicial. 

1^  la efOítaraiedad  ó  defecto  oo  fueren  visibles,^  los  in-> 
teresados  no  conviniesen  en  su  notoriedad,  se  reciben  las  jus- 
ljfica.cioaes  opartunaa,  y  oyendo  el  dictamen  ^e  los  faculla* 
tivos  que  se  inserta  en  el  aeta ,  pronuoeiá  el  áyootamiento 
su  decisión ,  sin  atender  &  que  la  inutilidad  hubiese  sido  de- 
clarada eo  reeoplaios  aatariores,  pues  para  que  aproveche 
debe  referirse  al  tiempo  y  al  estado  actual. 

1189.— Solo  estáa  exoluidos  del  servicio  militar  los  que 
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pueden  aducir  alguna  escepcion  legal  fondada  en  íocapacU 
dad  física  ó  moral,  en  principios  de  justicia,  ó  en  razones  de 
conveniencia  pública. 

tioe.—  I.  Por  incapacidad  física  están  escepluados  los 
inútiles  para  dicho  ^servicio,  es  decir,  los  hombres  coya  orga- 
nizacion  débil  ó  iroperfecia  los  inhabilita  para  soportar  las  fa- 
tigas militares,  y  para  ejecutar  con  precisión  y  rapidez  los 
moriipientos.  Disposiciones  reglamentarías  determinan  estas 
causas  de  incapacidad  (4 ). 

tlNNI.—  II.  Según  los  príocipios  de  justicia  estin  ex* 
eloídos: 

i.  Los  inscritos  en  la  matrícula  especial  de  los  hombres 
de  mar,  con  anterioridad  al  día  i  .^  del  afio  en  que  se  Terifi- 
ca  el  reemplazo  (2).  ^ 

II.  Los  licenciados  por  haber  cumplido  el  tiempo  de  n 
empeQo  (3). 

III.  Los  que  hayan  puesto  sustitutos  en  los  términos  y  por 
el  tiempo  señalado  en  las  leyes,  ordenanzas  y  reales  decre* 
tos  (4). 

lY.  Los  que  hayan  redimido  el  servicio  militar  por  el  pe- 
cuniario en  los  términos  y  por  el  tiempo  igualmente  permir 
iído  (S). 

y.  Los  que  redimieron  su  suerte  por  dinero  ó  poniendo 
sostituto  para  cubrir  la  plaza  de  soldado  que  les  hubiese  ca- 
bido, pues  la  ley  los  considera  en  el  mismo  caso  qne  los  li- 
cenciados por  cumplidos  (6). 

Todos  estos  han  satisfecho  sudeuda  &  la  patria,  y  la  regla 
de  la  igualdad  que  debe  presidir  el  repartimiento  de  todas  las 
contribuciones,  principalmente  si  se  pagan  en  sangre,  exí* 
ge  que  se  les  dé  por  quitos  para  siempre,  llenando  otros  el 

(1)  Ley  de  reemplazos,  art.  63  ,  §.1,  reghmenlo  de  t3  defn- 
Mo  de  1843 ,  y  real  órdeo  de  19  de  febrero  de  tSéS. 

(2)  Ibid.  §.  2,  drden  del  Regenta  de  25  de  mano  de  1842 ,  j 
real  orden  de  28  do  enero  de  f  8i9. 

(3)  Ibid.  $.  3,  y  drden  del  Regente  de  22  de  niano.áe  iS42. 

(4)  Ibid.  §.4. 

(5)  Ibid.  §.  5. 

(6)  Real  títden  de  1^  de  febrero  de  l83Su 
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puesto  que  dejaron  vacante  ea  las  filas  del  ejército  ó  de  la  ar- 
mada. 

t9#l.—  III.  Por  razones  de  eqnidad  j  de  conveniencia 
pública,  están  exentos: 

I.  El  hijo  único  que  mantenga  á  su  padre  pobre,  siendo 
impedido  ó  sexagenario  (4). 

II.  El  hijo  único  de  viuda  pobre  si  la  mantiene  (2). 
Estas  dos  escepciones  no  aprovechan  al  que  mantiene  eo 

Iguales  circunstancias  á  su  padrastro  ó  madrastra  (3). 

III.  El  h^o  único  que  mantiene  á  su  madre  pobre,  si  el 
marido  de  esta  se  halla  sofriendo  la  pena  de  trabajos  pú-* 
blicos  6  presidio,  y  no  habiéndola  de  cumplir  dentro  de  seis 
meses  contados  desde  el  dia  en  qué  se  proponga  la  excep- 
ción (4). 

IV.  El  nielo  único  que  mantiene  á  su  abuelo  ó  abuela  po*» 
bre,  siendo  aquel  sexagenario  ó  impedido,  y  ésta  viuda  (6). 

V.  El  hijo  único  natural  que  mantiene  á  su  madre  pobre, 
habiéndole  criado  ésta  y  educado  cotno  á  tal  hijo  natural  (6). 

VI.  El  hermano  de  uno  ó  mas  huérfanos  de  padre  y  madre 
pobres,  que  desde  un  ano  antes  de  la  publicación  del  reem« 
plazo,  ó  desde  que  han  quedado  en  la  horfandad,  los  tiene  á 
su  cuidado  y  bajo  su  amparo  y  dirección,  siempre  que  algo* 
no  de  ellos,  varón  no  imposibilitado,  no  llegue  á  diez  y  seis 
años  (7),  sin  que  desvirtúe  la  escepcion  la  circunstancia  de 
tener  los  menores  huérfanos  otro  hermano  casado  mayor  de 
dicha  edad  (8). 

vil.  El  hijo  de  padre  ó  de  madre  viuda  que  tengan  otro 
ó  mas  sirviendo  en  el  ejército,  si  no  tuvieren  mas  hijos  varo- 
nes de  cualquier  estado  (9),  ó  sí  teniéndolos  fueren  menores 


(1)  Ley  de  reemplazos ,  art.  63,  §.  8. 

(2)  Ibid.  §.  9. 

(ñ)  Real  orden  de  1 8  de  febrero  de  f  839. 

(4)  Ley  de  reemplazos,  art.  63,  §.  10. 

(5)  Ibid.  §.11. 

(6)  Ibid.  §.  IS. 

(7)  Ibid.  1. 13. 

C8)  Real  orden  de  S8  de  enero  de  1 639. 

(9)  Ibid.  §.  14  9  y  real  orden  de  ts  de  octubre  de  I84S. 
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de  di>z  f  ws  aftos.  ó  aiuiqae  coajore^ ,  ¡mpedíílos  pam  tra-* 
bajar  (4). 

JBsta  espepcioo  ^exteasiv^  y  aplicable,  api  üH  fin 4qira 
como  en  su  sentido  literal,  á  todos  los  b^ton  áaleoa  de  padfiea 
^  madres  yiudas  qae  i^spgaa  ao  heriaaao  ó  he^ maaos  sir?if n- 
do  en  el  ejército  por  haberse  eagao^hado  TolMaUriamei^te ,  4 
por  haberle  ipabido  la  sverie  eo  mo  raemplazo  aatarior;  pero 
QQ  aproF^cJiía  &  los  heripaoo^  de  lofi  qu^a  sirvea^ocoo  ¿ustíto- 
tos,  D¡  tampopo 4  lo» de  los  ^ustiinidos ,  aí  á  las 4e  los  qae  sír^r 
ye9  ea  ci^^  d^  oficiales  por  haber  abrazado  poom^  arrera  la 
prpfe$¡po  militar,  oí  i  los  de  los  cadeies  i  aloqiiios  4t  los  co- 
legios y  aoadfmias  militares,  biea  9b  eacaentrea  esiadiaudo» 
bien  fe  ballea  4e$tíDados  i  cuerpos  (2);  m  taaypco  aprove-^ 
cha  al  mozo  cuyo  padre  tenga  otro  hijo  sirviendo  de  cirojaoa 
eA  el  ejiíQJIip  (8),  ni  &  loa  hermanos  de  los  mairícoladoe  de 
marina,  'mie^traa  estos  se  bailen  en  sus  bagares  (i). 

Im  respepiiyaa  Dipuiaciones  provinciales  eatto  autoriza- 
das para  coaoeder  á  109  padres  «a  lórqMAo  pradeole  dentro 
4el  filia}  aereditfA  qae  tieoen  otro  hijo  ó  hijas  ea  acitial  ^r- 
vioio,  jcoosiderando  la  disjtaocia  á  que  se  encuentren  loe 
/poterpe 3  en  doode  siiveo  y  la  .mayor  i  meaor  movilidad  de 
las  lrop9fi  (5). 

El  hijo  muerte  en  accíoo  de  guerra  ó  por  heridas  reoibi-^ 
das  ea  el  campo  de  batalla»  se  considera  vivólo  el  aervi* 
«v>(6);  pero  no  gozan  de  ignaJ  considerafiioa  loa  qoe  faUecea 
de  resultas  de  enfermedades  contraidas  en  el  servicio  ó  por 
el  exceso  de  las  fatigas  militares  (7). 

l/}$  engaiM^hadas  yaiuatariameute  en  laa  banderas  de  Ul- 
tramar suír^n  la  auerte  que  por  su  edad  les  corresponde  ea 
los  respectivos  pueblos,  por  cuyos  cupos,  si  lea  toca  la  desoí- 

• 

(1)  Real  orden  de  10  de  janío  de  1838. 

(2)  Real  orden  do  38  de  enero  da  iM9. 

(3)  Real  orden  de  28  de  enero  da  1839. 

(4)  Reales  órdenes  de  18  de  febrero  de  1830  y  28  de  enero 
de  1849. 

(5}    Real  orden  de  27  de  jaoio  de  1838. 
(6)    Ley  de  reemplazos,  art.  63.  §»  14. 

(7}   RqaI  «rd^n  de  i7  4e mr»  d«  í^m 
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daikNi,  SM  «[i(n}gftdo9  en  Ueaj»;  f  si  bubieBeQ  siAo  Dmbar^ 
cados  y»  par4  «ftsdeaiiaafiftlgoAoade^slosi  doolari^QS  soldik- 
dos,  se  estimaa  ea  caeaCa  del  oMtHigeaie  de  ^iis  pueblas  eo 
1^  qaioUv  (4  )• 

tfiMi«*p-p#*ra  DO  dar  ocaaioa  h  fraudes  y  perjvicioi  índe^ 
bidos  Aaplara  la  \tji 

i.  •Que  ao  h  ealM4e  por  bíjo  6aÍQo  el  qm  Uem  otro 
beoMfo  varón. mayor 4e  dieay  ^qíh  aQ^  y  no  impedido  p«ira 
trabajar,  jBumiae  eea  eelesiáaiíoo.  oaaado,  viudo  ó  fiaao* 
cipado. 

II.  Qae  tampoco  se  eatiende  por  jaieto  iajm  aquél  eiiyp 
abtelo  ó  Abuela  teaga  airo  hijo  é  akta  raroo^  mayar  de  diez 
y  saif  afios  y  aa  impedido  para  tf abajar,  oaalquiera  (fue  sea 
aa  estado. 

III.  Para  qae  el  impedimenta  del  padre  ó  del  abuelo  ejLí- 
ma  del  aervicio  al  b^o  ó  nieia  qae  los  maoiaaga,  ba  de.  ser 
tal,  que  praocriieado  de  enfermedad  babitual  ó  defeoto  físico, 
na  les  permita  al  Urabajp  oarpocal  y  eoaUnao  uecesario 
para  adquirir  su  subsistencia. 

iT.  Ño  se  i^oasidena  qae  maatUaa  ft  aa  padre ,  madre, 
abuelo  ó  abada  el  oiqkd  qaa  no  lee  eniregoe  el  pradoato  de 
so  trabajo. 

y.  I  por  último,  también  es  reqaísiU)  indispensable  que 
el  aaaap  viva  encaaipafiía  del  padre t  madre,  abaelo  ó  abuela 
k  4|oien  manteaba  desde  nn  aOo  aulas  de  la  pubUeaeiofi  del 
raemplaao,  ó  desda  qae  el  padta  ó  aboelo  llegaron  á  la  edad 
sexagenaria,  y  la  madre  ó  abuela  quedaf OQ  viudas,  aiealoa 
acciééaAes  aburrieron  deatra  de  aquel  afto  (S). 
'  Si  algoaa  de  les  iútenasados  se  obligase  á  dar  alimentes  & 
bs  padres 4  abuelos  del  mosoqoe  las  mantiene,  otorgando 
fiánia  sagiara  de  satishcerles  por  mesadas  anticipadas  la  can* 
tidad  necesaria  para  la  sabaistencia  da  aquellos,  á  jatcio  del 
Ayuntamiento,  no  aproveeka  aqoeUa  escapcíen  al  hijo  ó  n!e«* 
lo  (3)»  BstaobUgaeiaQ  aa  se  rescinde  par  el  hacho  de  haber 

(1)    Real  orden  de  3  de  Junio  de  1838. 
(S)    Ley  de  reemplazos,  art  64. 
(3)   Ibid.art.65. 
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tocado  la  suerte  de  soldado  al  qoe  la  ooatrajo,  y  de  coiisi-* 
guíente  continúa  en  semcio  el  mozo  ea  fa?or  de  cuyos  pa- 
dres ó  abuelos  hubiere  sido  otorgada  (4). 

IV.  También  se  bailan  exentos  del  servicio  militar  por 
privilegio  fondado  en  altas  rasones  políticas  y  religiosas,  los 
novicios  y  profesos  de  los  colegios  de  misioneros  de  Filipinas 
establecidos  en  Valladolid ,  Ocafla  y  Monteagudo.  El  número 
de  la  suerte  que  les  quepa ,  se  baja  en  el  cupo  del  pueblo 
respectivo;  mas  si  los  novicios  no  llegasen  i  cumplir  el  ob* 
jeto  de  su  instituto,  quedan  sujetos  á  la  soerte  que  les  hu- 
biese correspondido  [% 

Si  algún  individuo  comprendido  en  el  alistamiento  osare 
de  fraude  para  eximirse  del  servicio,  sufre  en  caso  qoe  le 
toque  la  suerte,  un  recargo  de  seis  meses  á  dos  afios ;  y  si  no 
le  tocase,  la  pena  de  cuatro  á  seis  afios  del  mismo  servicio. 
Si  con  igual  objetóse  inutilitare  voluntariamente,  se  le  impo- 
ne el  castigo  de  dos  á  cnatro  afios  de  obras  públicas;  y  en 
caso  de  caer  soldado,  no  se  le  reemplaza  por  los  números  si- 
guientes. 

1908.— Hecha  la  declaración  de  soldados  por  urden  soce- 
sivo  de  números  y  categorías  de  edad,  se  procede  á  la  de 
otros  tantos  suplentes  en  la  misma  forma. 

Las  operaciones  relativas  al  llamamiento  y  declaración  se 
practica  desde  una  hora  cómoda  de  la  mafiana  hasta  ponerse 
el  sol ,  suspendiéndose  por  espacio  de  una  bora  al  medio  día: 
si  no  puede  concluirse  en  el  primer  dii|,  se  ceotinúa  en  los 
siguientes  aunque  no  sean  festivbs.  ,  ' 

tvOA.— Dentro  de  los  tres  días  siguientes  á  la  oonciosiou 
de  estas  diligencias  deben  ser  conducidos  los  soldados  y  los 
suplentes  á  la  capital  de  la  provincia,  yendo  k  oargo  de  uo 
comisionado  del  Ayuntamiento.  Los  gastos  ocurridos  en  la 
conducción ,  asi  con  motivo  del  socorro  que  deben  recibir  los 
soldados  y  suplentes,  como  en  razón  á  la  ayuda  de  costa 
del  comisionado ,  deben  ser  abonados  por  los  fondos  pú-> 
blicos. 

(1)  Real  orden  de  I S  de  febrero  de  ISSSw 

(2)  Ley  de  15  de  marzo  de  1848. 
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tt0l(.--El  comisioaado  lleva  oaa  certificación  literal  de 
todas  las  operaeioaes  practicadas  para  la  declaración  de  sol- 
dados y  sopleotes  que  deposita  ea  la  secretaría  de  la  Dipu- 
lacioQ  proviacial:  otra  qiie  expresa  el  nombre  de  soldados  y 
suplentes  y  el  dia  de  su  salida  para  la  capital  que  entrega  al 
comandante  de  la  caja^  para  que  con  este  documento  y  ti  del 
comisionado  justifique  la  cantidad  que  satisfaga  por  via  de 
socorros  á  los  príioeros,  y  por  Altimo  lleva  también  las  filia- 
cionea  de  unos  y  oiroB  (I). 

Articulo  6.® — li%ktn^Qi  ^  Vos  (\VbV(^V>«. 


1206.— Entrega  de  qnintos.  i208.-*Reemplazo  de  los   iod- 

1207.— RecoaocimientOB  facolta*  tiles, 

tivos. 


'  tt##«— Entréganse  ios  qointos  en  la  caja  por  el  comisio- 
aado á  presencia  de  dos  diputados  provinciales,  de  los  sa- 
pientes y  de  otras  cualesquiera  personas  que  tengan  interés 
por  ellos  y  gusten  concurrir»  presenciando  todos  la  me- 
dida, los  reconocimientos  y  las  demás  diligencias  preliminar- 
res  4  su  recibimiento. 

itMf.— Los  reconocimientos  facultativos  se  practican  por 
dos  profesores  de  la  facultad  k  qne  corresponda  el  defecto  ale* 
gado,  nombrado  el  uno  por  los  dos  individuos  de  la  diputación 
presentes  y  el  otro  por  el  oficial  comandante  de  la  caja.  En 
caso  de  discordia  la  Diputación  noiúbra  un  tercero. 

tt09.— Los  quintos  desechados  por  falta  de  talla,  enfer^ 
medad  ú  otro  defecto  que  le  haga  inútil  para  el  servicio  soo 
reemplazados  por  los  suplentes  según  su  drden  numérico; 
mas  si  después  de  hacerse  la  entrega  formal  de  los  quintos 
en  la  caja,  desechare  alguno  el  cuerpo  á  que  fuere  destina- 
do, ya  no  se  dará  otro  hombre  en  su  lugar  (S). 


(1)  Lev  (le  reemplazos ,  caps,  vui  y  iz. 

(2)  Ibid.  cap.  I. 
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1209.—  Heclamacioses  de   los     iSlO.— Deberes  del  gefe  político, 
quintos. 


tM>».^Lad  Dipotdeidne^  pro? iftcial69  e^Aé^iáft  aoM  eft 
grado  de  apelaoioffi  á^  hs  redlamaetoaefs  y  <}u<ejad  éd  lo9 
qoiatos  qde  se  «íoadiddráiMb  ttgr«t¡ádo9  ptn  las  pmvíéeaeias 
de  los  AyuQtamieQtos.  Estas  facuUafde»  i^cfisMen  h(fy  en  ItM 
CoDsejos  proviaciales,  qaedaodo  solamente  reservado  á  laa 
primeras  el  derecho  de  hacer  el  reparto  de  los  coatíagentes 
respectivos  entre  los  pueblos  (1). 

De  los  acuerdos  del  Consejo  provincial  en  materia  de  quin* 
tas  se  admite  recurso  ante  el  gefe  politioo  dentro  de  los  ocbo 
días  siguientes  al  de  su  publicación  qie  se  hace  fijando  lo 
resuelto  á  la  puerta  de  la  sala  donde  eelebra  sos  s^éíSones  el 
mismo  dia  del  acuerdo,  ó  lo  mas  tarde,  el  inmediato. 

t»to.-^Bi  gafe  prfítico  diavda  aiolar  la  fédta^  ett  ^M  se 
presenta  la  reülamadoaai  pié  del  escrito  6  solMitadiPiiya^  bo^ 
la  firmafl  el  secretario  dei  gobierno  pólUioo  y  el  intercísado 
ú  oira  persona  á  su  raego.  En  seguMa  ordena  la  rnsiruecioa 
del  eporiMo  expediente,  coastatfde  en  él  loaaeoerdos  é  infor* 
mes  del  Ayuntamiento  y  del  Consejo  profineíal;  y  si  la  recta*' 
unción  se  fundare  en  aptitud  ó  inaptílnd  para  ef  ádrf ieio, 
aoiHDpaflan  k»  oertifioados  hcottáliVoe,  despnea  de  lo  cnal 
lo  remite  al  ministro  de  la  Gobernación  ifocAieta  laprovi* 
dencia  deinitiva.  9i  esta  declárase  la  indeWda  epKcadion  de 
la  ley  al  reclamante,  se  te  lUi  de  baja  éa  lá  «aja  4  cuerpo  i 
qae  pertenezca,  siendo  llamado  el  Soptente  inmediaco  á  ea- 
brirla  (2). 

Ni  en  el  gobierno  político,  ni  en^  miaisterie  se  da  ourM 
á  soli<}ito4e9  eitemportaeois,  ni  surte»  efecto  cnale^quiera 
redamaciones  de  esta  ditse,  no  siendo  interpnestas  dentre  del 
plazo  señalado^ 


(1)  Ley  de  4  de  octubre  de  íSi6. 

(2)  Real  drdeo  de  85  de  abril  de  1S44. 
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Stéftdo  Rsi  ()tfe  lod  Consejos  provificiiiles  reeiti|>Iátaii  á  las 
DipttUteioaes  en  túB  facuitactefl  de  oír  las  (joejas  de  los  Inte- 
resados f  reparar  los  agravios  de  los  AyuntAdiíeDfos,  es  apli- 
cable á  los  primeros  la  prohibicioQ  impuesta  á  las  segonrdá^ 
de  revisarías  eieepciones  que  estos  declaren, aunque  foeren 
indebidas ,  enando  no  las  contradigan  los  Comprendidos  en  el 
sorteo  (4),  ó  alguna  persona  por  quien  esté  legitimametíte  re^ 
presentado  en  sn  nombre. 

Articulo  8.^— SmwMy  "«(OT  «U6V\luc\0'W. 

líil.— Examen  del  priaclpio  de  l2l6.<-HoeDiiocliiiiéatOs  Acuita- 

li  sMtiuicíoa.  úffUSi 

1812.— Derecbo  establecido.  1 91 7.  ^Depósito. 

1 2 1 3 . ^1>08   maiiertfB  de  sostitu-  1218.  — SubrogaCíoa  del  depósito 

cion.  por  fianza  Inpotecaría. 

1214.— Atrfbueioim»delo9  Gon^  12tlh^Graeia  de  eegutldfei^  «Qs- 

sejos  proTÍocialeg.  ülacioo. 

1215.— Térmioo  parala  sustitu-  122D. — Deserción  del  sustituto. 

cion. 

t9tt.«— Mocho  9é  ha  eombalido  el  principio  de  la  sdati^ 
lucion  CODO  contrario  á  la  ley  de  la  igualdad*  Todo  el  mun^ 
do  [dicen}  está  obligado  á  defender  i  la  patria,  pero  sí  el  ser*- 
Tício  personal  seeoninota  en  pecuniario,  solamente  las  ciasen 
menesterosas  del  estado  presentan  sn  pecbd  ál  enemigo  j 
derraman  so  sangre  en  los  campos  de  batalla. 

T  sin  embargo,  lejos  de  que  la  suslitucion  destruya  la 
igualdad  polUíc»4  por  el  contrario  la  mantienOé  El  serríoio 
militar  fatoreoe  á  las  gentes  del  oamípo  ó  por  lo  mieQos  no 
destruye  sn  caiterl,  y  oprime  &  las  profesiones  liberales  cu* 
ya  primera  necesidad  es  la  perseverancia  en  los  estadios  y  en 
ai  trabajo^  , 

La  snstitocíon  protege  la  libertad ,  permitiendo  que  un 
hombre  sin  aptitud  y  sin  inclinácíou  á  las  armas  sea  reem-* 
plaaado  por  otro  mediante  du  precio  conrenidoi  cuyo  conira-* 
leí  cede  en  rdciproca  ntUidad  de  entrambos. 

T  por  último,  la  Mtitacion  es  útil  al  estado,  porque  si  la 

(I)    Real  orden  de  25  de  marzo  do  ia42. 
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suerte  ciega  trastoraa  el  oaturai  destino  de  los  iadividaos, 
los  contratos  particulares  corrigen  sus  yerros^  colocan  á  cadis 
uno  en  el  puesto  que  le  pertenece  y  le  llevan  á  donde  so  To- 
cación le  llama. 

La  desigualdad,  el  error  y  la  injusticia  serian  el  efecto  ne- 
cesario de  sujetar  k  las  mismas  condiciones  á  todas  las  clases, 
porque  no  consiste  la  verdadera  igualdad  en  imponer  las  mis- 
mas cargas á  todos,  sino  en  repartirlas  proporcionalmente  k 
las  fuerzas. 

1919.— Según  nuestro  derecho  administrativo  el  servicio 
militar  puede  desempeñarse  por  medio  de  sustitutos ,  pero  la 
sustitución  debe  ser  siempre  individual,  y  no  colectiva  ,  á  6n 
de  exigir  la  responsabilidad  al  individuo  á  quien  cupo  la  sner-» 
te  de  soldado. 

IttS. — La  sustitución  puede  hacerse  por  cambio  de  nú* 
meros  entre  los  mozos  sorteablesde  la  misma  provincia,  ó  por 
licenciados  del  ejército  y  milicias  provinciales. 

En  el  primer  caso  deben  ser  los  sustitutos  menores  de 
veinticinco  años,  solteros  ó  viudos  sin  hijos  que  no  tengan 
pendiente  recurso  de  excepción ,  y  si  estuviesen  bajo  la  pa- 
tria potestad,  presentarán  licencia  de  sus  padres  con  el  visto 
baeno  del  Ayuntamiento.  El  sustituido  queda  obligado  á  ocu- 
par el  lugar  del  sustituto  en  los  reemplazos  sucesivos  (I). 

Eo  el  segundo  caso  ,  deben  los  licenciados  de  ejército  ó 
los  mozos  mavores  de  veinticinco  años,  ser  también  solteros 
ó  viados  sin  hijos,  menores  de  treinta  años,  aptos  para  el  ser* 
vicio ,  sin  mala  nota  en  su  licencia,  ó  con  certificado  de  bue- 

• 

na  conducta  expedido  por  el  Ayuntamiento  de  sn  pueblo  en 
que  conste  no  haber  sufrido  pena  aflictiva  6  infamatoria,  pre* 
sentándole  so  padre,  abuelo  ó  curador,  si  los  tuviere ,  ú  otra 
persona  aolorizada  por  ellos  con  un  poder  especial,  sin  facul- 
tad para  sustituirlo.  Este  poder  no  es  eficaz  sin  acompañar  do- 
cumento justificativo  de  haber  depositado  la  persona  que  pre- 
tende usarlo,  en  el  banco  de  san  Fernando  ó  en  la  caja  de  %jh 
comisionados  en  las  provincias»  la  cantidad' de  cinco  mil  du- 

(1)    Ley  de  reemplazos,  art.  93. 
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ros,  como  fianza  qae  garantice  so  responsabilidad  para  con  et 
gobierno  por  espacio  de  dosadosfl}. 

Esta  suma  debe  ser  consignada  preeísamenle  para  cada 
provincia  y  para  cada  reemplazo,  pues  de  otro  modo  con  un 
solo  depósito  quedarían  cubiertas  las  formalidades,  y  podrían 
presentarse  los  sustitntos  de  todas  las  provincias,  eludiéndo- 
se laH  garantías  que  se  exigen  con  el  íin  de  evitar  los  repeti- 
dos abusos  que  se  cometían  en  materia  de  sustitaciones  (2). 

IttA.'^EI  Consejo  provincial  examina  los  documentos 
que  justifican  la  aptitud  legal  del  sustituto,  y  los  remite  al  juez 
de  primera  inslancia  del  partido  á  que  corresponde  el  pueblo 
desn  procedencia,  para  qne  puedan  ser  reconocidos  y  rati- 
ficados por  las  personas  que  los  hayan  expedido  ó  legaliza*' 
do  (3). 

ttt5. — A  este  fin,  en  lugar  de  un  mes  que  la  ley  de  reem- 
plazos concede  como  término  para  la  presentación  de  los  sus- 
titutos, se  otorga  otro  mas  solo  en  favor  de  aquellos  que  solí* 
citen  la  snstitacion  y  presenten  el  sustituto  dentro  del  prí- 
mero. 

Itte. — Los  reconocimientos  facultativos  se  practican  por 
dos  profesores  del  cuerpo  de  Sanidad  militar,  nombrado  el 
uno  por  el  Consejo  provincial  y  otro  por  el  comandante  de  la 
caja  ó  por  el  comandante  general,  si  aquella  estuviese  disuel- 
ta, y  en  caso  de  discordia  la  dirime  un  tercero  elegido  por  el 
Consejo,  si  el  reconocimiento  se  verifica  ante  él ,  y  por  el  ca- 
pitán general  ó  él  gefe  inmediato,  si  se  hace  en  el  cuerpo/ 

k  falta  de  profesores  activos  del  cuerpo  de  Sanidad  mili- 
tar se  nombran  jubilados  de  la  misma. clase;  en  defecto  de 
estos  á  los  procedentes  del  antiguo  cuerpo  de  médicos  y  ci- 
rujanos castrenses,  y  por  último  á  los  profesores  civiles,  todos 
los  cuales  son  estrechamente  responsables  de  sus  juicios. 

ttil. — Ni tiguá  sustituto  es  admitido  en  la  caja  ó  cuerpo 

(1)  Ibíd.  art.  94,  ley  de  1  «  de  mayo  de  18^8  y  real  decreto  de 
25  de  abril  de  1844,  arto.  1  y  2. 

(2)  Real  orden  de  24  do  mayo  de  tS48, 

(3)  Real  orden  de  li  do  julio  de  1842,  real  decreto  de  25  de 
abril  de  1844  y  ley  de  4  de  octubre  de  1846. 

ToHO  L  39 


640  DBRBCBO  AOMnflBTRATITO  ISPAÜOL. 

ea  qae  debe  servir «  sí  do  «e  acredita  por  su  expediente  haber 
depositado  en  manos  del  Consejo  provincial  el  precio  de  sv 
sustitacion  que  se  estima  en  5000  reales,  de  los  cnales  peede 
recibir  el  sustituto  460  en  el  acto  y  disponer  de  640  en  íavor 
de  sn  padre  ó  madre  ó  de  otra  persona  cuyas  relaciones  con  el 
sustituto  conveníanle  su  buena  aplicación.  Los  4S00  reatan* 
tes.se  colocan  en  el  Banco,  hasta  que  cumplido  por  el  susti- 
tuto el  tiempo  de  su  empefto  ó  inutilizado  en  el  servicio,  se 
presente  á  reooger  dicha  cantidad  previsto  de  los  docameotos. 
oportunos  {4). 

1919.— Él  gobierno,  accediendo  á  las  redamaciones  de  al- 
gunos interesados,  otorgó  la  gracia  de  conmutar  el  depósito 
de  4200  reales  en  una  fianza  hipotecaria  por  valor  equivalen- 
te (2) ,  y  los  Consejos  provinciales  admiten  la  subrogación, 
constando  el  consentimiento  de  los  sustitutos  (3). 

Por  regla  general  no  se  puede  presentar  mas  de  na  susti- 
tuto«  de  suerte  que  desertado  este«  no  es  licite  presentar 
otro  nwevo  para  servir  en  s«  lugar  la  plaza  de  soldado  (4), 

1  tt9.— Disfrutan  no  obstante  la  gracia  de  segunda  sos* 
tilucion: 

L    Los  sustituidos  que  fueren  casados. 

IL  Los  hijos  únicos  de  padres  que  no  tengan  otro  varón 
mayor  de  catorce  afios,  6  que  si  lo  tuvieren «  sea  ordenado 
m  íofiris. 

III.  El  bijo  único  de  viuda  y  el  nieto  de  abuelo  ó  abuela 
sin  otros  hijos  ni  nietos  mayores  de  aquella  edad. 

IV.  £1  hoérbno  único  sin  mas  hermanos  mayorea  de  la 
misma. 

y.  El  que  tenga  otro  hermano  úaico  sirviendo  ea  el  ejér- 
cito ó  en  la  marina  militar ,  aunque  sea  ea  olaae  de  oficial 
soltero  por  Uamamiento  ó  convocatoria  legal «  6  por  empefto 
voluntario  contraído  un  afio  antes  de  aquella  qqrñta. 

VI.    Los  matriculados  en  cualquiera  universidad  del  reino, 

« 

(1)  Real  decreto  de  85  de  abril  de  iS44,  arts.  9  y  l#. 

(2)  Real  orden  de  Si  de  octubre  de  1846. 
(S)   Real  drden  de  SO  de  mayo  de  1848. 

(4)    Reales  órdenes  de  14  de  abril  y  88  de  setieorire  de  1830* 
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establecimiento  de  enseQaaza  pública  ó  colegios  iBcorporadoa, 
habiendo  ganado  tres  corsos  á  lo  menos  con  baenas  notas. 

VIL  Los  alamnos  de  la  Academia  de  las  nobles  artes  de 
San  Fernando  en  iguales  circunstancias  (i). 

ttt0.-*La  deserción  del  snstiioto  antes  del  primer  alia 
de  su  serYÍeio  contado  desde  el  dia  de  su  entrega  en  la  cafa  ó 
en  el  cuerpo  [i)  empefia  la  responsabilidad  personal  del  éVL9^ 
titoido  (3),  bien  proceda  la  sustitución  de  cambio  de  nAmero, 
6  de  cualquier  otra  couTenio  gratuito  ú  oneroso  entre  los  in- 
teresados (i)\  y  sean,  ó  no,  los  s^stitotos  licenciados  del 
qéreito  [Si 

Los  sustitutos  desertados  y  después  aprehendidas  6  pro*» 
sentados,  aun  cuando  fueren  sentenciados  á  presidio^  no  se 
reeínplazan  con  sus  sustituidos,  porque  la  captura  ó  sumisión 
del  delincuente  hace  cesar  en  el  acto  toda  responsabilidad  de 
parte  de  aquellos  á  quienes  sustituyen  (6). 

1 2S  t .— Qaiéoes  son  prófugos.  sion  del  prdfago. 

IfiS.— Casos  que  la  ley  explica.  1228. — Enlrop  del  prdfago  por 
1223.—- Declaración  de  prófugos.  «n  alistado. 

1 224«  -*  loalruccion    del    expe-  1 229«— Pena  del  prdfiígou 

diente.  1230. — Exlradicion  de  los  pi6*- 
1225. — ^]>«cision.  ftigosj  desertores. 

1225.— Efectos  de  la  provideneia.  1231.-<-AplieacÍQa  alas  armas  por 
1227.— Presentación  6  aprehen-  yia  de  casligo. 

i9tt«— La  ley  considera  como  prófugos; 

I.  Á  los  que  no  se  presentan  persoaalment»  en  los  días 
seQalados  paia  el  Uamamieato  de  los  mozos  y  su  declaraoíon 
de  soldados,  halltadose  en  el  pueblo  ^  &  distancia  de  diea  le^ 


(1)  Real  decreto  de  SS  de  abril  de  1844,  art  19. 

(2)  Orden  del  Reeente  de  11  de  diciembre  do  1842. 

(3)  Ley  de  reemplazos,  art.  94,  y  decreto  de  25  de  abril,  art.  13. 

(4)  Real  decreto  de  97  de  oeiabpo  de  1838,  y  real  drdea  de2S  dio 
juHo  de  1839. 

(5)  Orden  del  Regente  de  21  de  noviembre  de  1842. 

(6)  Ordenes  dd  Regente  de  21  de  noviimbre  de  1841  y  íl  de  d¡- 
císaibca  de  1S49. 
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guas  Ó  meaos,  si  no  acreditan  causa  j  asta  para  no  haberse 
presentado. 

IL  .  A  ios  que  declarados  soldados  i)  suplentes  no  se  pre- 
senten cuando  se  les  cite  para  ser  conducidos  á  la  capital ,  o 
no  concurran  prontamente  á  ella,  de  modo  que  puedan  ser 
entregados  en  la  caja ,  antes  de  que  se  retire -el  comisionado 
al  efecto. 

JLttt.— No  se  repiutan  prófugos: 

I.  Los  que  se  hallan  distantes  mas  de  diez  leguas  del  pue^ 
blo  en  que  se  les  declara  soldados 6 suplentes,  si  se  presen-» 
tan  dentro  del  término  prudencial  que  el  Ayuntamiento  les 
seQalare  en  consideración  á  las  distancias. 

II.  Los  que  no  se  hubiesen  presentado  ni  á  la  rectíGcacioa 
del  alistamiento  en  los  dias  festiros  del  mes  de  marzo ,  ni  al 
sorteo  del  mes  de  abril;  pero  no  tienen  derecho  para  reclamar 
contra  estos  actos. 

ttts.— Para  hacer  la  declaración  de  prófugo  se  abre  una 
especie  de  juicio  contradictorio  de  dos  grados,  porque  cono- 
ce de  estos  asuntos  contenciosos  el  Ayuntamiento  en  primera 
instancia',  y  en  seguida  el  Consejo  provincial  en  uso  de  una 
jurisdicción  extraordinaria. 

t99A. — El  Ayuntamiento  manda  instruir  un  expediente 
individual,  haciendo  constar  brevemente  la  falta  de  presenta* 
ci«n  con  certificado  de  lo  que  resulte  de  las  actas  con  dos  ó 
tres  testigos.  En  seguida  se  pasa  el  expediente  al  sindico  co- 
mo parte  fiscal,  para  que  exponga  lo  conveniente  en  el  tér- 
mino preciso  de  veinticuatro  horas,  y  después  se  entrega  por 
un  plazo  igual  al  padre,  curador  6  pariente  cercano  del  inte- 
resado á  fin  de  que  den  sus  descargos;  y  si  no  habiere  aque- 
llas personas,  ó  np  quisieran  aceptar  semejante  defensa,  se 
nombra  de  oficio  un  vecino  honrado  que  la  sostenga.  El  Ayun- 
tamiento oye  en  juicio  verbal  las  justificaciones  de  entrambas 
partes  y  decide  el  negocio,  en  el  supuesto  que  todas  las  dili- 
gencias deben  ocupar  á  lo  mas  cinco  dias. 

£991^.— La  decisión  del  Ayuntamiento  comprende  la  de* 
claracion  de  ser,  ó  no,  prófugo  la  persona  acusada  como  tal, 
y  en  el  primer  caso  abraza  también  la  condenación  al  pago 
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de  los  gastos  que  se  ocasionen  en  sa  busca  y  conduccioa  ,  y 
el  resaretmienlD  de  los  daftos  y  perjuteios  que  sufra  el  sopleo'* 
te,  sí  fuese  preciso  ilerarle  á  ia  caja ,  salvo  su  derecho  para 
la  iiquidaciOQ  del  importe.  Asimismo,  si  hubiere  iadieios  de 
la  complicidad  de  otras  personas  en  la  fuga,  el  Áynntamien'*» 
to  debe  resolver  que  se  pase  certificación  de  aquel  resultado 
ai  tribanal  competente,  para  que  proceda,  á  laformaciCD  dé 
cansa  según  sus  atribuciones. 

t9te.— Esta  providencia  se  lleva  al  instante  á  efecto;  pe^ 
ro  si  el  prófugo  se  presenta  después,  6  fuere  aprehendido,  se 
remite  el  expediente  al  Consejo  provincial ,  quien  en  su  vis* 
ta  y  oyendo  al  préfugo  de  plano  é  instrn)ctívameate,  confir- 
ma ó  revoca  la  primera  providencia,  y  dispone  la  entrega  de 
aquel  individuo  en  la  caja  de  quintos  ó  en  el  cuerpo  en  que 
sirva  su  suplente. 

También  se  remito  el  expediente  al  mismo  Consejo  cuan ^^ 
do  el  Ayuntamiento  absuelve  al  acusado,  para  qoe  lo  tenga 
presente  si  ocurre  alguna  reelamacioni  eil  cuyo  caso  procede 
de  \i(  manera  breve  y  sumiría  que  en  el  antorior 

tS^I.^Presentádo  ó  aprehendido  el  prófugo  queda  libre 
el  último  suplente  en  el  servicio,  ó  aquel  que  tuviere  él  nú  - 
mero  mas  alto  (O;  y  &í  el  prófugo  fuera  conducido  ante  la 
autoridad  por  algún  mozo  comprendido  en  el  alistamiento  del 
mismo  ó  de  otro  pueblo,  el  aprebenser  queda  libre  de  la  suer- 
te que  tonga  en  aquel  reemplato,  entendiéndose  subrogado 
en  su  lugar  el  aprehendido,  sin  perjuicio  de  que  también  sea 
dado  de  baja  el  sapiente  de  este,  si  lo  tuviere,  no  obstante  que 
resolte  un  hombre  de  menos  en  el  ejército. 

•  Esta  compensación  es  un  beneficio  de  la  ley  y  un  dere- 
cho personal.  Bajo  el  primer  aspecto  no  alcanza  al  quinto 
aprehensor,  sino  mientras  no  fuere  filiado  en  el  cuerpo  á  que 
se  le  ha  destinado:  otorgarle  mayor  latitud ,  sería  menoscabar 
la.  ínstmociofi  y  la  disciplina  del  ejército. 

ttt9.— Por  la  otra  faz  es  intransmisible,  y  así  no  aprove- 
cha sino  al  aprehensor  ó  ii  su  suplente,  si  lo  tuviere;  mas  pa- 

(1)    Realdrden  de  3S  de  enero  de  iSM. 
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ra  quQ  la  aprehensioQ  caose  la  libertad  del  apreiieiiBor«  eacir- 
«tnataseía  aecesaria  que  el  prófogo  aea  de  su  misaio  {webia 
ó  á  lo  metras  de  so  misma  provincia  (4). 

ttt9.-*-EI  prófugo  es  desiiaado  al  aerrício  por  el  tiempo 
ordinario  coa  el  aomenlo  de  uno  á  dos  años ;  y  si  no  fuero 
apto  paca  las  arioas  por  falta  de  talla  6  por  otro  defecto «  sa  • 
tisface  por  via  de  castigo  todas  las  cosías  y  daAos  á  qee  ha* 
hiere  dado  logar  con  su  fuga,  y  además  una  mulla  de  cinco  * 
treinta  duros  (?). 

tMl0.-- En  virtud  de  tratados  existentes,  las  autoridades 
espálelas  pueden  reclamar 'de  las  portuguesas  la  entrega  de 
k»  prófugos  y  desertares  refugiados  en  el  reino  vetino  (3). 

t9at.^EI  serrieío  militares  oo  deber  del  ciudadano,  y 
asi  no  puede  hacer  nunca  las  veces  de  pena  para  los  reos  de 
delitos  comunes.  Solían  antes  los  tribunales  castigar  á  los  va- 
gos, viciosos  y  mal  entretenidos  con  la  aplicación  á  las  armas 
por  cierto  sámero  de  afios;  pero  boy  se  baila  formalmente  pro* 
bibtdo  apHcar  á  nadie  á  las  armas  en  virtud  de  providencie 
gubernativa  ó  sentencia  judicial,  ;a  porque  el  código  penal 
no  lo  establece,  y  ya  también  porque  asi  lo  exigen  la  maimli- 
dad  del  ejército  y  las  regias  severas  de  la  disciplina  müitar  (4). 

CAPÍTULO  m. 

Be  imm  maaiirfeiilae  de  maar. 

1233.— Servicio  naval.  Í237.-*OrgaDÍ£acmn  del  Bervi- 
1S33. --^Fundamento  de  la  niarí-  cía  raahtíaio; 

na  militar.  1338.— Excluidos. 

1234.-- Importancia  de  las  ma-  1839.— Yolunlarios  v  snsUlutos. 

trícalas  de  mar.  134^.— PHfilegíos  de  los  mitri- 
1SI4.— laseripcioa.  cuMos. 

1236.— Obligaciones  de  los  ios- 

critos. 

t#ss. — El  servicio  naval  es  uoa  parte  esenetaUsima  del 
militar,  porque  k  la  defensa  de  la  naeíoe  concvrrea  igual- 

(1)  Realdrdea  de  !.•  de  dicieiabrt  de  18^. 

(2)  Ley  de  reemplazos,  cap.  zv. 

(Z)    Real  orden  de  1 4  de  abril  de  1838. 
(4)    Real  orden  de  13  de  agosto  de  1 83  9. 
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méate  el  e^reito  y  U  arimula^.  La  ¡Bporlaacia  de  la  marioa 
ée  guerra  es  sama  para  loe  eauídes  que  eemo  la  Espafla  ^oü-^ 
sefvaa  telaifla  rieas  poeesioaea  en  loa  naa  reiMtea  ooofines 
del  oiQado;  preciosas  reatos  de  nuestra  graadesa  en  aqeelloa 
tiempos  ea  qoe  el  sol  onacase  poofa  ea  mieslroadoiiiiaios*  Loe 
boques  de  guerra  son  además  fortaleaas  flotantes  que  preie- 
gen  el  comercio  ejerciendo  la  poKcla  de  los  marea,  y  túwien-» 
de  respetar  donde  quiera  que  Ireomie  el  pabelloa  nadonal. 

tMlS«--Mas  para  que  exista  ana  marina  hábil ,  ftierte  y 
agnerrída,  es  preciso  procurarse  antes  de  nada  marineros 
diestros  ea  la  maniobra,  pr&cticos  en  la  navegaeieQ  y  aeos^ 
lumbradoa  i  domar  oen  rostro-  sereno  la  furia  de  los  ciernen  «* 
toa.  Esta  es  la  raaon  por  qué  la  marina  mercante  y  aun  la  pes- 
cadera son  la  base  de  la  de  goerra,  y  la  cansa  de  reelotar  el 
gobierno  la  gente  necesaria  para  tripolarlos  entre  los  hom- 
bres de  mar. 

tMM.«-*«Las  matrionlaa  de  mar  ó  milicias  na?ales  son 
indudablemente  la  base  y  único  cimiento  de  la  mariaa  pesca** 
dora,  mercante  y  de  guerra,  p«es  que  ellas  edooan  y  orga- 
nizan buenos  maffineros  que  ni  se  foronn  en  peco  tiempo, 
ni  se  adquieren  con  caudal  algunos  (4 ). 

4ta&.--La  matricula  naval  es  el  registro  que  cada  co* 
mandante  de  marina  lleva  de  bs  hombres  de  mar  alistados 
en  el  distrito'de  su  mando.  Esta  incripcion  es  voluntaria,  sien- 
do admisible  todo  individuo  de  die^  y  ocho  k  cuarenta  y  oía- 
co  aftos,  que  según  reconocimiento  faoultalivo  tenga  la  ro- 
bustei  suficiente  para  servir  con  utilidad  en  los  bajeles  de  la 
armada. 

ttse.— Todo  inscrito  en  la  matricula  de  mar  está  su-- 
jeto  á  servir  mi  los  buques  de  guerra  j  k  salir  á  campaña 
cuando  fuere  convocado,  según  el  orden  sucesivo  que  cor- 
responde á  cada  uno  V  oemo  individuo  del  trozo,  división,  bri- 
gada y  tercio  i  que  se  halle  incorporado,  siendo  igual  y  co- 
mún la  obúgacíon  do  acudir  al  servicio  de  los  bajeles  y  ar- 
senales. 

(1)  ExpoBÍcioD  del  decreto  de  ¡a  Regencia  de  S7  de  noviembre 
do  1840. 
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1999.— Las  dos  brigadas  de  oada  tercio  aHemaa  aBual- 
mente  y  de  oaa  manera  uoi forme  €Q  la  carga  de  proreer  la 
geoleoecesaria  para  el  servicio  ordíoario  decampafta,  leeai- 
plataodo  las  bajas  y  haciendo  las  remesas  de  aumento  qoe  se 
les  pidieren.  Las  divisiones,  cada  ana  de  las  cuales  compren- 
de la  tercera  parte  de  ia  marinería  que  forma  la  brigada,  es- 
tablecea  entre  sí  la  propia  alternativa.  Los  trozos  oontienen 
la  gente  de  mar  avecindada  en  cada  pueblo  de  los  compren* 
dídos  en  los  límites  de  una  provincia  marítima.  Al  repartir  la 
gente  en  ios  trozos  debe  procurarse  que  los  padres ,  hijos  y 
hermanos  no  sean  incluidos  en  uno  mismo»  ni  en  io6  de  nú~ 
meros  semejantes  en  la  calidad  de  pares  6  impares,  con  la 
mira  de  impedir  qoe  se  vean  en  la  necesidad  de  prestar  junó- 
los el  servicio  marítimo  dejando  abandonados  sos  hogares. 

Una  división  presta  el  servicio  activo,  y  otra  está  embar- 
gada para  el  afto  siguiente;  mas  si  quedaren  algunos  indrvH 
dúos  de  la  primera  sin  salir  á  campaña,  deben  estaren  em- 
bargo para  el  próximo  reemplazo. 

Por  campaila  de  mar  se  entiende  el  servicio  de  on  afio  en- 
tero á  bordO'de  los  bajeles  de  la  armada  en  cualquier  desti* 
no  ó  comisión  en  que  se  hallaren,  ó  bien  en  los  depósitos  de 
arsenales  para  las  faenas  marineras  que  ocurran,  y  proveer 
los  reemplazos  de  los  armamentos. 

El  embargo  de  on  año  para  otro  se  reduce  á  que  sus  ma« 
triculados  solo  pueden  navegará  puertos  de  los  dominios  es- 
pañoles en  Europa  en  tiempo  proporcionado  para  que  no  ha- 
gan falta  á  su  convocatoria;  pero  los  embargados  para  reem- 
plazos en  el  mismo  año,  no  pueden  navegar  á  puertos  fuera 
del  departamento. 

ttss.— No  se  incluyen  en  el  repartimiento  6  convoca- 
toria: 

L  Al  hijo  único  de  un  padre  de  quien  consta  estar  desti- 
nado á  campaña,  siendo  dudoso  sn  regreso  en  el  mismo  afio. 

IL    Al  padre  que  tuviere  un  hijo  en  el  propio  caso. 

IIL  Al  hijo  soltero  de  viuda  qoe  tuviese  otro  hermano  en 
campaña,  si  provee  á  la  subsistencia  de  su  madre. 

IV.    Ni  á  otro  cualquiera  cuya  ausencia  por  circunstancias 


UBRO  IV.   IME  hk  HATBRIA  ADHimSTBAtlTA.  617 

raras,  exponga  en  notorio  riesgo  so  boara  y  hacieadaf  si  no 
tiene  medios  de  verificar  una  permuta. 

Las  excepciones  deben  alegarse  y  proponerse  las  permu  - 
tas  en  tiempo  snficíente  anterior  fc  la  convocatoria ,  paes  si 
aguardan  los  interesados  ei  momento  de  salir  la  marinería  á 
campafiason  desatendidas,  á  no  ser  que  hubieren  ocurrido 
recieniemente  motivos  mny  graves  y  notorios  para  declarar- 
los exentos  (4). 

t9S9.— También  se  admiten  voluntarios  en  el  servicio 
marítimo  con  sujeción  á  ciertas  reglas  encaminadas  á  impe- 
dir que  la  tolerancia  excesiva  del  gobierno  redunde  en  me- 
noscabo de  los  intereses  de  la  armada. 

L  Los  voluntarios  deben  pasar  de  veinte  afios,  tener  ap- 
titud conocida,  y  no  exceder  de  ia  octava  parte  del, copo  de 
cada  provincia. 

n.  Los  cambios  de  número  solo  están  permitidos  entre 
individuos  de  iguales  circunstancias,  y  nunca  con  el  que  tenga 
menos  de  dos  años  de  matriculado»  sin  que  pueda  considerar- 
se libre  el  sustituido  mientras  no  sea  admitido  el  sustituto, 
previos  los  debidos  reconocimientos  y  ún  mes  después. 

IIL  Las  provincias  quedan  obligadas  á  reemplazar  todo 
hombre  que  resulte  inútil  en  el  primer  afio  de  servicio  (2). 

19AO. — Las  leyes  que  imponen  estas  cargas  á  los  matri- 
culados de  mar,  también  procuran  hacerlas  mas  llevaderas 
dispensándoles  ciertos  privilegios  fundados  en  los  principios 
de  justicia  y  en  razones  de  conveniencia  publica. 
Disfrutan  los  matriculados  de  mar: 

L    De  la  exención  ile  quintas  (3). 

IL  De  la  exención  de  alojamientos ,  bagajes  y  otras  car- 
gas concejiles  (4). 

IIL  Del  derecho  exclusivo  de  la  pesca  y  navegación  en 
el  agua  salada  (5). 

(1)  Ordenanza  de  las  matriculas  de  mar. — Véase  el  tít.  vii,  li- 
bro TI,  NoT.  Recop. 

(2)  Real  orden  de  2  de  febrero  de  1848. 

(3)  Véase  el  niim.  ISOS. 

(4)  Véase  el  nüm.  1247. 

(5)  Ley  1 ,  tít.  vu,  lib.  ti,  Mot.  Recop. 
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I  Y.  Del  fuero  mUtUr  de  maríaa  en  todas  sos  camas  oivi- 
les  y  criminales  (4). 

A  Gn  de  que  estos  privilegios  y  priñcipahoente  la  exención 
de  sorteos  les  sean  guardados,  los  comandantes  de  los  tercios 
y  proTÍncias  deben  remitir  á  los  gefes  politícos  por  el  mes  de 
enero  de  cada  aio^  una  relación  dasifieada  de  todos  los  na-^ 
triculados  que  hallándose  comprendidos  en  la  edad  prete- 
nida  en  la  ley  de  reemplazos ,  estén  inscritos  en  las  listas 
desde  antes  de  primero  de  julio  anterior,  y  se  hayaft  elereí* 
tado  en  las  industrias  de  mar  etceptnadas  de  la  libertad  oo-» 
mun  en  su  beneficio  (S). 

CAPÍTULO  IV. 

De  !••  cardan  proTlnclales. 

ISiL^—Fandamenlo  de  estas  car-  1243.— Cargo  de  diputado  pro- 

m.  yiiicial. 

1242.--llasen  de  sa  corto  nd«  l2É4««-£aai8U. 

mero. 

t94t.— Pertenecen  las  cargas  proWnciales  &  la  segunda 
especie  de  las  públicas,  y  obligan  en  consideración  k  la  oua- 
lidad  de  habitante  de  esta  ó  aquella  provincia. 

Sea  la  provincia  unidad  natural  ó  i^dministrativa  (3)t  com*-. 
pónese  de  una  agregación  de  individuos  que  moran  en  cierto 
territorio  y  estániigadas  por  vínculos  de  interés  común;  de 
donde  nace  el  derecho  fc  los  aprovechamientos  y  la  sujeción 
á  las  cargas  provinciales. 

ttA9.— Eotre  esta  clase  de  obligaciones  hay  muy  pocas 
personales  ^  siendo  el  mayor  número  de  las  relativas  á  las  per- 
sonas, cuando  no  generales,  municipales.  Procede  su  esca- 
sez de  que  la  provincia  no  liga  con  lazo  tan  estrecho  á  los  in- 
dividuos como  el  estado  y  el  pueblo,  por  su  carácter  de  agre- 

(1)  Ibid.  y  las  S,  3,  7  y  8  del  misne  tk. 

(2)  Real  orden  de  3  de  marzo  de  1845. 

(3)  Véase  aüm.  454. 


LIBBO  IV.     M  LA  lUmiA  ADtfINISTIATiVA.  619 


gacíoB  nUeraedia  q«e  ai  ptrlieí pa  de  la  generalidad  de  la  pri- 
mera,  ai  tampoco  del  carácter  casi  doméstico  de  la  seganda. 

ft94S."— Es  una  carga  proTÍnciai  inherente  á  las  personas 
concurrir  k  la  administración  de  la  protinciat  y  por  eso  la  ley 
lo  declara  obligatorio  (4 ),  &  no  ser  qoe  alegue  el  elegido  cau** 
sa  justa  de  exención  voluntaria  en  tiempo  oportuno. 

flt44L-^Poedea  eseosarse  de  aceptar  el  cargo  de  diputa* 
do  provincial: 

I.  Los  que  habieado  cesado  en  ¿1  fueren  elegidos,  no  me- 
diando el  hueco  de  una  renovación. 

U.    Los  sexagenarios  ó  físicamente  impedidos. 

IIL  Los  senadores  y  diputados  &  cortes  y  loe  individuos 
de  Ayuntamiento  hasta  un  afto  después  de  haber  cesado  en 
sos  cargos. 

IV.  Los  funcionarios  de  real  nombramiento  que  puedan 
ser  elegidos. 

y*  Loe  que  al  ser  elegidos  no  estén  avecindados  en  la 
provincia  (2). 

Tedas  estas  causas  legitimas  de  exención  ó  motivos  de 
escusa,  se  fundan  en  principios  de  justicia ,  en  razones  de 
equidad  ó  en  reglas  de  conveniencia  pública. 

CAPÍTULO  V. 

Be  las  carga»  miutlelimle». 


1345.— Ori^n  de  ei^s  cargas.  1 250.— aetivo. 

1 246.— Oficios  concejiles.  1 2S I .— pasivo. 

1S47. — Escusas.  1252.— Exenciones. 

124S.— Su  carácter.  1253.— Duración. 

1249.— Alejamiento.  1254.— Otras  cargu  con 

tt4i^.— Las  cargas  manicipales  llamadas  también  veci«* 
nales  ó  concejiles,  fúndanse  en  la  cualidad  de  vecino  de  un 
pueblo  ó  morador  del  territorio  propio  de  un  concejo  ó  ayun- 
tamiento. Los  beneficios  de  la  administración  local  se  com- 


(1)  Ley  de  8  de  enero  de  1845^  art.  5. 

(2)  Ibid.  art.  9. 
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praD  á  costa  de  gravámeoes  impaestos  k  las  personas  y  á  las 
propiedades  de  sas  admioistrados;  úe  suerte  qoe  asi  como  la 
existencia  colectiva  lleva  impHcito  el  goce  de  ciertos  dere- 
chos, asi  lleva  también  anejo  el  complimiento  de  ciertos  de- 
beres correlativos.  Los  jurisconsultos  romanos  exponían  es- 
ta regla  de  equidad  7  este  principio  de  jnsticia  en  aquella 
máxima  tan  sabida,  fui  miiM  eamoia,  incomoda  eHam  ten- 
tire  debet, 

1940. —La  primera  de  las  cargas  municipales  inherentes 
á  las  personas  es  la  obligación  de  servir  los  oieios  concejil 
les  ó  formar  parte  del  Ayuntamiento,  contribuyendo  á  la ad  • 
roinistracion  local  cada  uno  en  el  puesto  á  que  el  sufragio  de 
sus  convecinos  le  llama.  Nadie  puede  rénsar  el  cargo  sin 
causa  legitima  según  la  ley  debidamente  probada  á  juicio  de 
la  administración. 

1919.— Están  exentos  de  servir  los  oGcios  concejiles: 

L  Los  mayores  de  sesenta  afios  y  los  físicamente  impe- 
didos. 

II.  Los  diputados  á  cortes  y  diputados  de  provincia  has- 
ta un  año  después  de  haber  cesado  en  sos  cargos  (4). 

IIL  Los  retirados  denudas  clases,  tanto  del  ejército,  eo* 
roo  de  la  armada  (2). 

IV.  Los  matriculados  de  marina,  si  bien  no  deben  consi- 
derarse autorizados  por  su  fuero  para  eximirse  por  si  aban- 
donando sus  cargos  mientras  no  se  hallen  en  actual  servicio, 
sino  hacer  sus  reclamaciones  por  conducto  de  los  gefes  res- 
pectivos, y  esperar  la  resolución  conveniente  (3). 

y.  Los  empleados  de  correos  que  tengan  nombramiento 
real  ó  del  director  del  ramo,  pues  para  que  puedan  desem* 
pefiar  cumplidamente  su  servicio  con  el  esmero  personal ,  fi- 
delidad y  secreto  que  exige  el  sagrado  de  la  correspondencia, 
se  les  exime  de  todo  cargo  de  república  (4). 

Tal  vez  el  legislador  debiera  declarar  el  ejercicio  de  es- 

(1)  Ley  de  8  de  enero  de  1845,  ert.  S3. 

(2)  Reales  órdenes  de  21  de  marzo  y  ti  de  abril  de  1846. 

(3)  Real  drden  de  1  .•  de  marzo  de  1846. 

(4)  Acuerdo  de  las  cortes  de  I  .•  de  julio  de  1837. 
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los  empleos  incompatible  con  el  desenipefio  de  los  cargos  mu- 
nicipales, mas  bien  que  señalarlo  como  ana  causa  de  exen* 
cion,  pues  cuando  la  importancia  de  un  servicio  administra- 
tifo  lo  reclama,  quien  lo  desempeña  debe  consagrarle  forzo- 
samente todo  su  tiempo  y  todo  su  trabajo. 

1949.— El  carácter  general  de  las  escusas  es  el  de  una 
escepcion  voluntaria,  porque  constituyen  una  especie  de  pri* 
▼ilegio  ya  personal ,  ya  de  clase ,  y  según  las  reglas  mas  sen- 
cillas de  la  jurisprudencia,  cada  uno  es  dueño  de  renunciar 
el  derecho  introducido  en  su  favor. 

19411.— Es  el  alojamiento  otra  carga  personal  inherente 
á  la  cualidad  de  vecino,  y  consiste  en  la  obligación  de  hos- 
pedar y  aposentar  en  sus  casas  á  los  individuos  del  ejército  ó 
armada,  cuando  transitan  por  los  pueblos. 

t9&0. — Tienen  derecho  á  ser  hospedados  ó  gozan  del  alo- 
jamiento activo  dentro  del  itinerario  ó  ruta  señalada  en  sus 
pasaportes  (1): 

I.  Los  oficiales,  soldados,  ministros  y  dependientes  del 
ejército  y  sus  familias. 

II.  Todo  oficial,  sargento,  cabo  ó  soldado  que  vaya  en 
comisión  del  servicio,  aunque  no  sea  en  partida,  expresán- 
dolo el  pasaporte;  pero  no  el  que  usare  de  licencia  para  sus 
negocios. 

III.  Los  que  obtienen  licencia  para  retirarse  á  sus  casas 
y  los  que  la  trajeren  absoluta  para  dejar  el  servicio,  aunque 
con  la  limitación  de  dias  proporcionada  á  la  distancia  entre 
los  ejércitos  ó  cuarteles  y  los  logares  á  donde  se  retiran. 

IV.  Los  matriculados  de  marina  cuando  van  á  servir  ó  se 
retiran  á  sus  casas  (2). 

y.  Toda  fuerza  que  subsista  en  cualquier  punto  menos 
de  un  mes,  pues  se  considera  como  destacada  en  comisión  del 
servicio  personal,  y  no  de  guarnición  (3). 

t9&t .— El  alojamiento  pasivo  era  antes  un  gravamen  que 
pesaba  principalmente  sobre  el  estado  llano  á  causa  de  los 

(1)    Ley  15,  art.  24  del  tit.  xix,  lib.  vi,  Nov.  Recop. 

H)    Leyes  14,  16  y  18,  y  nota  3  de  la  ley  de  23  del  mismo  tít. 

(3)    Real  drden  de  6  de  agosto  de  1846. 
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muchos  privilegios  que  se  otorgabaa  k  las  demás  clases  del 
estado,  üoa  resolocioQ  de  las  cortes  posterior  k  la  jora  de  la 
Gonstilacion  de  1837,  declara  como  incompatibles  coa  el  prin- 
cipio del  igual  reparümieato  de  las  cargas  públicas  las  exen- 
cioaes  de  alojamiento ,  y  convierte  este  servicio  en  una  car- 
ga general ,  con  la  sola  excepción  de  los  obispos  y  párrocos 
á  quienes  dispensa  de  la  obligación  común  de  alojar  en  sos 
palacios  y  moradas  (1 ). 

t9&t.— Posteriormente,  á  pesar  de  dicha  ley»  se  ha  otor- 
gado exención  de  alojamientos: 

L  Á  los  gefes  y  oficiales  del  ejército  excedentes  ó  en  si- 
tuación de  reemplazo  (9). 

II.  A  los  alumnos  de  la  Academia  especial  de  ingenieros 
del  ejército  en  cnanto  á  sus  casas  propias  ó  arrendadas ,  por- 
que se  reputan  como  militares  en  activo  servicio  (3). 

III.  A  los  ^forados  de  guerra  y  marina  que  no  disfruten 
otra  renta  que  su  sueldo  ó  haber  de  retiro,  exceptuando  los 
casos  extraordinarios  de  llena  en  que  se  hallen  ocupadas  las 
viviendas  de  todos  los  individuos  del  Ayuntamiento,  ó  que  el 
vecindario  tenga  alojamientos  duplicados.  Mas  si  los  aforados 
fuesen  además  labradores  ó  granjeros  y  vecinos  con  casa 
abierta  y  con  el  goce  de  todos  los  aprovechamientos  eoBia«> 
nes,  contribuyen  bajo  este  concepto  al  servicio  de  alojamien* 
tos,  del  cual  se  hallan  sin  embargo  exentas  su  casa  y  ha- 
bitación (i). 

IV.  A  los  administradores  principales  de  correos,  álos 
de  estafetas  y  á  bs  carteros  distribuidores  de  la  corresponden* 
eia,  aunque  no  en  la  parte  que  esta  carga  tiene  de  servicio 
personal,  sino  por  lo  relativo  á  sus  casas,  de  snerte  que  de* 
ben  proporcionar  hospedaje  á  cada  alojado  según  su  clase, 
abonándolo  á  su  propia  costa  (5). 

y.    Finalmente ,  nna  real  orden  posterior  al  acuerdb  de 

(f }    Acuerdo  de  hs  cortes  publicado  en  19  de  marzo  de  1837. 

(2)  Real  drden  de  24  de  febrero  <te  184S. 

(3)  Real  orden  de  8  de  junio  de  1841. 

(4)  Reales  órdenes  de  28  de  fobrero  de  184«,  24  de  aM  de  1846, 
y  22  de  abril  de  1848. 

(5)  Real  orden  de  21  de  mayo  de  184S. 
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las  cortes  citado  (1),sapone  vigentes  otras  anteriores  (2)  de« 
claratorias  de  la  exenaíen  út  alojamíeato  material  en  favor 
de  los  empleados  depositarios  de  caudales  ó  efectos  de  la  ha- 
cienda pública  en  la  misma  forma  qoe  los  de  correos,  si  bien 
con  la  limitación  de  no  exceder  el  hospedaje  de  tres  dias, 
pues  de  otro  modo  se  entiende  que  la  exención  es  absoluta. 

tt&S.— Donde  hubiere  cuarteles  debe  alqarse  en  ellos 
la  tropa,  y  en  el  caso  de  ser  preciso  alojar  k  los  oficíales  «n 
Jas  casas  de  los  vecinos ,  se  procura  destinar  á  cada  uno  el 
aposento  que  según  su  grado  le  corresponda.  El  alojamiento 
que  se  diere  á  los  oficiales  del  ejército  en  marcha ,  no  debe 
pasar  de  tres^  días  en  cada  pueblo  (8). 

tM(4.**Por  éltimo,  hay  todavía  otras  cargas  del  mismo 
iinage  como  la  ooostruccion  y  reparación  de  muros,  pues- 
tes,  calzadas  y  fuentes  públicas  y  caminos  vecinales. 

Hállaase  exentos  de  la  prestación  personal  para  construir 
y  «ejorar  estas  obras  los  ordenados  m  loms,  pero  no  de  con- 
tribuir con  su  equivalente  en  dinero  (4).  También  están  es- 
ceptnados  ios  babitualmente  impedidos  y  los  pobres  de  solem- 
nidad de  dicha  obligación  con  respecto  á  los  caminos  vecina-** 
les  (S);  escepcfon  que  la  equidad  y  las  reglas  de  lajurispru- 
denoia  aconsejan  hacer  extensiva  con  respecto  fc  las  obras  de 
muros  y  fuentes,  de  puentes  y  calindas. 


(1)    Beal  drdea  de  13  de  m«yo  de  1 837. 

(S)    Reales órdeoes de  89  de  mayo  de  1835  y  23  del  mismo  de  1836. 

(3)  Leyes  St  y  S7,  tft.  xix,  Kb.  ti,  !!•▼.  neeop. 

(4)  Leyes  51  y  54,  tfL  ti,  Part.  !«  VI  y  VU,  tit.  iz«  Ub.  i,  Nofi* 
sima  Recopilación. 

(5)  Ley  de  28  de  abril  de  1948,  art.  3. 
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CAPÍTULO  VI. 

De  las  permoMkmm  morales. 

1 25  5 .— GorporacioDes.  pecto  á  las  proviocits. 

1 256.--SU  división.  1261 . — á  los  AyuDiamieotos. 

1257. — Su  aataraleza.  1 262.— á  los  ealablecimientos  pü- 
1258. — Personas  morales.  blicos  y  randaciones  par- 

1259.— Tutela  administrativa.  Ciculares. 

1260.— Actos  de  tutela  con  res- 

iMft. — Hay  en  los  estados,  además  de  las  relaciones  eo- 
muñes  á  todos  los  miembros  en  los  distintos  grados  de  la  so- 
ciedad civil ,  vínculos  particulares  que  cofistitoyen  varios 
cuerpos  dotados  de  una  existencia  colectiva  ,  pero  siempre 
subordinados  al  gobierno;  y  ora  sean  establecimientos  de  ca- 
ridad, ora.  cori^oraciones  cientificas ,  institutos  religiosos  ú 
otros  cualesquiera,  divídense  en  legítimos  é  ilegítimos,  pú^ 
blicos  y  privados. 

tt5e.— Son  legítimos  aquellos  que  la  ley  aprueba  ó  con- 
siente, é  ilegitimos  los  que  prohibe  en  consideración  á  sus 
fines  peligrosos  ó  reprobados:  públicos  los  establecidos  ó  au- 
torizados por  el  soberano»  y  particulares  los  que  debea  su  ori« 
gen  á  convenciones  individuales.  Los  ilegítimos  corresponden 
al. dominio  de  la  legislación  penal,  y  los  particulares  pertene- 
cen exclusivamente  al  derecho  civil,  salvo  aquellos  cuyo  obje- 
to fuere  satisfacer  alguna  necesidad  política  ó  prestar  algún 
servicio  administrativo,  pues  estos  y  los  públicos  entran  en  la 
competencia  de  la  administración. 

t9&9.— Las  corporaciones  legítimas  y  públicas  y  las  par- 
ticulares que  se  les  asemejan,  forman  un  ente  abstracto  re- 
vestido con  los  derechos  y  las  facultades  de  sus  miembros 
reunidos  en  cuerpo  para  adquirir  una  existencia  común,  me- 
diante la  autorización  del  poder  público.  Asi  se  convierte  la 
corporación  en  una  persona  colectiva,  y  una  vez  constituida, 
es  ella  quien  manda  y  ejecuta,  quien  adquiere  y  posee,  y  no 
los  individuos  que  la  componen.  La  abnegación  de  la  volun- 
tad propia  en  favor  del  cuerpo  llega  basta  el  punto  de  no  te- 
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ner  derecho  á  reclamar  oaa  miníroa  parte  de  los  bieaes  co- 
lectivos el  miembro  qne  se  separa;  y  si  todos  jantes  mútoa- 
mente  consintiesen  en  disolver  la  sociedad,  aun  permanecería 
viva,  paes  las  instituciones  creadas  por  la  ley,  solo  por  la  ley 
pveden  ser  muertas  y  destruidas. 

t9&8.— Tal  es  el  carácter  de  estas  corporaciones  ó  perso- 
nas marales  que  asi  las  llama  el  derecho  administntf  vo.  En 
la  comunidad  de  intereses  se  funda  su  naturaleza,  y  la  capa* 
cidad  de  adquirir,  enagenar  y  poseer  constituye  su  represen- 
tación civil  y  sus  medios  de  existencia. 

Sin  embargo  media  entre  los  individuos  y  las  corporacio* 
nes  una  grave  diferencia  bajo  su  aspecto  de  propietarios, 
pues  el  derecho  de  propiedad  es  ilimitado  para  los  primeros, 
y  en  las  segundas  eslá  círcuBseríio  á  una  especie.de  fideico^ 
miso  en  interés  de  las  futuras  generaciones.  En  efecto,  es- 
tos cuerpos  se  perpetúan  en  la  serie  de  personas  que  se  suce- 
den encadenándose  como  los  siglos:  son  un  conjunto  de  par- 
tes que  se  modifican  continuamente  ,  subsistiendo  siempre 
el  espíritu  de  la  comunidad. 

tt&n.— Por  esta  caiAa  la  administración  considera  á  las 
corporaciones  públicas  en  un  estado  de  perpetua  minoría,  y 
ejerce  con  respecto  á  ellas  su  derecho  de  patronato  ó  una  su* 
prema  vigilancia  é  inspección,  ya  con  la  mira  de  conservar  en 
bien  del  estado  unos  establecimientos  tan  útiles,  y  ya  con  el 
fin  de  proteger  los  derechos  de  las  generaciones  futuras,  de* 
fendiéndolas  de  las  pasiones  é  intereses  de  la  generación  pre* 
senté* 

He  aquí  la  fuente  de  los  actos  de  tutela  administrativa  cu- 
yo ejercicio  pertenece  al  gefe  del  estado  en  quien  reside  la 
plenitud  del-  poder  necesario  para  ejecutar  las  leyes;  actos  del 
poder  discreccional  quesi  son  graves  ó  requieren  maduro  con- 
sejo,  no  los  dicta  la  autoridad  sin  una  deliberación  previa. 

t9Ml.— Las  provincias,  los  ayuntamientos  y  los  estable- 
cimientos públicos  de  toda  clase  son  las  tres  categorías  en 
que  se  distribuyen  las  personas  morales. 

Todos  los  actos  de  gestión  provincial,  á saber,  los  relati- 
vos á  la  administración  de  las  propiedades,  condiciones  de  los 

Tomo  I.  40 
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arriendos  y  aoonbramienlo  de  administradores;  á  lá  compra, 
venta  j  eambib  de  fincas;  á  los  litigios  que  convenga  intentar 
6  sostener;  k  la  aceptación  de  mandas  y  legados  ó  á  otros  ne* 
gocios  de  igual  naturaleza,  son  objeto  de  una  deliberación  de 
las  Diputaciones  provinciales,  si  bien  carecen  de  fuerza  qe-^ 
ontoria ,  mientras  el  gefe  político  ó  el  gobierno ,  según  ios 
casos,  no  las  aprueben  (4)  en  uso  de  su  protectorado  ó  deber 
de  tutela. 

tset. — Los  actos  análogos  de  gestión  municipal,  es  decir, 
los  arrendamientos  de  fincas,  arbitrios  y  bienes  del  común; 
el  plantío,  cuidado  y  aprovechamiento  de  sos  bosques  y  la 
^orta,  poda  y  beneficio  de  sus  maderas  y  lefias;  la  enagenacíon 
de  bienes  muebles  ¿  inmuebles  y  sus  adquisiciones ,  reden- 
ción de  censos,  préstamos  y  transaciones  de  cualquiera  esr 
pecie;  la  aceptación  de  donaciones  y  legados;  la  introducción 
de  una  demanda  en  juicio  y  su  contestación  y  otros  equiva- 
lentes, son  materia  de  un  acuerdo  del' Ayuntamiento,  aun- 
que sin  la  aprobación  del  gefe  político  ó  del  gobierno  tam- 
poco son  ejecutorios  (2);  y  al  aprobar  ó  desaprobar  estos  actos, 
el  gefe  del  estado  ó  las  autoridades  en  quienes  delega  su 
potestad,  ejercen  el  mismo  derecho  de  patronato  ó  tutoría  con 
respecto  á  dichas  corporaciones. 

1989.— Por  último ,  los  establecimientos  públicos  y  las 
fundaciones  particulares  están  asimismo  bajo  la  tutela  del 
gobierno.  Antes  residía  este  protectorado  en  varias  autorida- 
des, eitendiéndose  basta  los  negocios  contenciosos  de  aque- 
llos cuerpos  por  medio  de  la  institución  de  juzgados  especia- 
les ó  de  privilegio. 

Restablecido  el  sistema  representativo ,  los  principios 
constitucionales  exigen  que  todo  lo  administrativo  lo  retenga 
d  Rcy^  y  de  todo  lo  contencioso  conozca  la  justicia  ordinaria; 
de  suerte  que  corresponde  al  gobierno,  k  los  gefes  políticos,  k 
los  alcaldes,  y  en  suma  k  cada  autoridad  política  dentro  de  sn 
esfera ,  el  protectorado ,  no  tan  solo  de  los  estaUeeimieotes 


(1)  Véase  ntfm.  455. 

(2)  Véase  niim«  516. 
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qae  pertenecen  al  estado,  á  las  provincias  ó  &  los  pueblos, 
sino  también  el  de  ios  intereses  colectivos  qae  como  el  so- 
corro de  ios  pobres,  el  dote  de  las  doncellas  j  otros,  requie- 
ren ana  especial  tutela  de  parte  de  la  administración  pública, 
ja  por  su  importancia,  ya  por  carecer  de  representante  que 
eficazmente  los  defienda. 

Siempre  que  el  protectorado  y  el  patronato  ó  la  adminis- 
tración 4t  los  intereses  públicos  ó  colectivos  están  reunidos 
en  ana  sola  mano,  el  gobierno  ejerce  en  toda  su  plenitud  el 
imperio  de  que  se  halla  constitucionalmente  revestido ;  mas 
cuando  los  patronos  ó  administradores  son  personas  particu- 
lares, el  ejercicio  del  protectorado  queda  reducido  k  la  vigi- 
lancia ¿  intervención  necesarias  para  ffue  la  voluntad  del  fun- 
dador tenga  debido  cumplimiento  (4). 

La  sumisión  de  las  corporaciones  al  gobierno  impide 
que  eonstituyan  un  estado  dentro  del  estado,  que  sean  noci- 
vas al  bien  público  y  atentatorias  á  los  intereses  de  la  co- 
munidad. 

(i)    Real  orden  de  2$  de  marzo  de  1846. 
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rapéutica y  materia  médica  veterinaria,  4850,  un  to- 
mo en  8.®  mayor. 26 

464.  CAVALLARIO.  Compendio  de  las  institu- 
ciones del  Derecho  canónico,  traducción  nuevamente 
corregida  por  un  profesor  de  jurisprudencia  de  la  uni- 
versidad de  esta  Corte ,  y  con  notas  ordenadas  para 
ilustrar  la  doctrina  del  autor  con  cánones,  leyes,  de 
Historia  de  España,  por  el  doctor  don  Jorge  tiísbert, 
antiguo  diputado  k  cortes,  y  presidente  de  sala  de  la 
audiencia  de  Valencia,,  tercera  edición,  adicionada 
con  nuevas é  importantes  notas,  dos  tomos  en  8.°  ma- 
yor, 4850 36 

46^.  COLMEIRO.  Derecho  administrativo  espa- 
ñol, 4850,  dos  tomos  en  4.** 66 

4  63.  ESCRICHE .  Verdadero  suplemento  al  Diccio- 
nario razonado  de  legislación  y  jurisprudencia,  folio, 
un  tomo,  4848  á  4850 

464.  LASERNA  Y  MONT ALEAN.  Tratado  aca- 
démico forense  de  los  procedimientos  judiciales,  4848, 
tres  tomos  en  8.®  mayor 

465.  LASO.  Elementos  del  Derecho  penal  de  Es- 
paña, formados  con  arreglo  al  programado  tercer  año 

(le  jurisprudencia,  4849:  8.^  mayor 48 


24 


26 


30 


44 

76 


52 


60 


22 


466.— Tllementos  del  Derecho  comercial  de  España, 
formados  con  arreglo  al  programa  de  tercer  afío  de  ju- 
risprudencia, 1849,  un  lomo  en  8.^  mavor IS 

467.  MANUAL  DE  FILOSOFÍA,  para  el  aso  de 
los  colegios  por  Amadeo  Jacques,  Julio  Simón  y  Emi- 
lio Saisset,  obra  aprobada  por  el  Consejo  de  la  uni* 
versidad,  versión  española  hecha  de  la  segunda  edi- 
ción francesa,  por  Martinez  del  Romero,  4848,  un  to- 
mo en  8.®  mayor 30 

468.  ORTOLAN.  Explicaciones  históricas  de  las 
instituciones  de  Justiniano,  obra  adoptada  por  testo, 
por  el  Consejo  de  Instrucción  pública,  4847,  dos  grue- 
sos volúmenes  en  8.^  mavor 422 

469.  VALLEDOR  T  CHAVARRI.  Curso  elemen- 
tal de  Fisica  y  nociones  de  Química,  para  el  uso  de 
los  alumnos  de  quinto  a&o  de  Filosofía,  4848,  un  to* 

mo  en  8.®  mayor 30 
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34 


432 


34 


EN  PRENSA. 


VINCEN.  Geometría  descriptiva,  traducida  de  la  última  edi- 
ción por  don  Lope  Gísbert. 

Nota.  Tanto  esta  obra  cuanto  el  Formulario  universal,  por 
Alvarez,  y  la  Farmacopea  de  bolsillo  por  el  mismo  autor,  estarán 
pronto  de  venta.  • 


